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CHANCILLER. — V. Canciller. 

CNANCILLERÍA. Tribunal Supremo de 
justicia establecido antiguamente en la 
córte, y llamado así porque el canciller ó 
chanciller sellaba sus providencias con 
las armas y sellos del Rey; seguia al 
principio la córte ambulante de los re- 
yes, y después se establecieron dos, una 
en Valladolid y otra en Ciudad-Real, que 
se trasladó por último á Granada. Han 
sido suprimidas, creándose en su lugar 
las Audiencias territoriales. 

D 

DAROS. Detrimento, perjuicio ó me- 
noscabo que se recibe por culpa de otro 
en la hacienda ó en las persona. ( Ley 
1. a , íit. 15, Partida 7. a ). 

Los daños se causan ó por culpa, ó 
por caso fortuito ó por dolo. 

De los causados por dolo, ó sea por 
delito ó por falla, son responsables los 
mismos que lo son criminalmente, y sus 
herederos; y la responsabilidad se extien- 


de á restituir la cosa, á reparar el daño 
causado, y á indemnizar los perjuicios. 

La responsabilidad civil por razón de 
delito ó falta se extiende en muchos ca- 
sos á otras personas no responsables cri- 
minalmente , como á los guardadores 
de locos, á los padres, posaderos, amos, 
etc., pero solo cuando la ley lo diga ex- 
presamente y se determine asi por el tri- 
bunal que conozca del delito ó falta. 

De los causados por falta de cumpli- 
miento de los contratos, hemos hablado 
ya en el artículo Contrato, párrafo 8.°, y 
eu Arrendamiento etc., etc.; pero apar- 
te de estos es necesario tener presente 
que es un principio general «que el que 
por culpa de otro sufre daño en su pa- 
trimonio, sin razón legal, tiene el incues- 
tionable derecho á ser completamente 
indemnizado por el que lo causó» (1), 

(D Tiene aplicación esta doctrina en el em- 
bargo preventivo, cuando se deja sin efecto, por 
no concurrir ninguna de las circunstancias le- 
gales que Ío autorizan, en cuyo caso es conse- 
cuencia necesaria la condenación en costas y al 
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como lo establécela ley 3. a , tít. lo, Par- 
tida 7. a , según la cual emendar et pe- 
char debe el daño aquel que lo fizo al 
que lo recibió, et esto puede seer deman- 
dado quier lo hoviere hecho por sus ■ ma- 
nos , ó aviniese por su culpa.» Esto mismo 
establecen las leyes del tít. 32, Partida 
3. a , principalmente la 13, que consigna 
el principio de que «el hombre puede 
hacer en lo suyo lo que quisiere, pero 
develo facer de manera que non faga da- 
ño , nin tuerto á otro . » 

Cuando quiera, pues, que uno cause 
daño á otro, no por caso fortuito, sino 
por su culpa, ó por consecuencia de ac- 
tos voluntarios practicados por él en uti- 
lidad y beneficio suyo, tiene lugar lo dis- 
puesto en las leyes que acabamos de ci- 
tar, ó la obligación de indemnizar por 
parte del que ha inferido un daño al que 
lo ha recibido. 

Además de esta clase de daños debe- 
mos hacer mención de otros que suelen 
ser ocasión frecuente de contiendas; y 
son los causados por nuestros animales, 
á animales ajenos y á las personas. La 
ley 21, tít. 15, Partida 7. a dice que el 
que enrida el can ó perro y muerde al- 
guno debe pechar el daño, y lo mismo el 
que espantare alguna bestia, si por este 
motivo se menoscabase esta, ó huyendo 
causase daño á otro, y la 22 del mismo tí- 
tulo, que el dueño del caballo, ó muía, ó 
asno, ó buey u otra bestia semejante está 
obligado á pagar el daño que causen por 
su maldad á las personas ó á otras cosas 
ó animales, lanzando coces ó de otra ma- 
nera semejante; debiendo, si el daño se 
hubiere causado por culpa de alguna per- 
sona responder esta de su indemnización. 
Apenas pueden darse casos en que sin 
delito ó falta tenga lugar la acción de 
daños (llamada noxal entre losjuriscon- 
sultosy de la ley aquilia), la cual eu to- 
do caso solo podrá tener lugar habiendo 
culpa; pero cuando quiera que el hecho 
constituya iufraccion del Código pena!, 

abono de daños y perjuicios; y la sentencia que 
se aparta de esta doctrina infringe la ley ‘:1. a , 
tit. 15, Partida 7. a referente á la enmienda del 
daño; y es contraria á lo establecido en el artí- 
culo 939 de la Ley de Enjuiciamiento civil 
{.T. S. sentencia de 24 de abril de 1863.) 


deberá procederse á la celebración de 
juicio de faltas ó á la formación de cau- 
sa según que sea falta ó delito aplicando 
ía pena que corresponda y la indemni- 
zación de daños y perjuicios que es la 
responsabilidad civil de que hemos ha- 
blado al principio de este artículo. 

Una dificultad ha ocurrido en cuanto 
á la responsabilidad de los daños causa- 
dos por ganados, y es. si se contrae esta 
á los pastores, ó se extiende á los due- 
ños. Nuestra opinión es esta. Los artícu- 
los 486, 487, 496 y 497 del Código pe- 
na! habían expresamente de los adueños 
de ganados» respecto de! castigo de las 
intrusiones y daños en heredad ajena; 
pero eso no obstante, siempre se ha en- 
tendido, y creemos que se interpreta así 
genuinamente la ley, que la responsabi- 
lidad inmediata es, por regla general, de 
los pastores, cuando estos se hallan en- 
cargados por temporada de los ganados, 
quedando sin perjuicio los mismos ga- 
nados afectos á la multa, indemnización 
y costas, y subsidiariamente responsables 
los dueños hasta para con los mismos 
pastores si no fuese de ellos la responsa- 
bilidad, lo cual pueden excepcionar en 
el juicio. Ni puede tampoco entenderse 
la ley de otro modo sin violentar su es- 
píritu filosófico y de estricta justicia. 

Cuando los pastores no están encar- 
gados de la conducción y cuidado de los 
ganados por temporada, sino durante 
ciertas horas del dia, como sucede ordi- 
nariamente respecto de los ganados de 
labor, y en algunos pueblos con las va- 
cas y puercos, etc., ia responsabilidad 
deberá ser exigida desde luego al amo, 
salvo que excepcione y pruebe en el jui- 
cio que en el día y hora en que se co- 
metió el daño ó la falta, tenia entregados 
los ganados en cuestión al pastor, ó sea 
al d ulero, ó vaquero, ó porquerizo. Asi 
entendemos nosotros los artículos cita- 
dos ? objeto de continuas dificultades en 
los pueblos. — V, Código penal. 

El juez competente para conocer de 
la demanda de indemnización de daños 
es el del lugar en que el daño fué hecho. 

S. sentencia de 27 de febrero de 18ü6 
y 3 de abril de 1867). 
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En cuanto á los daños causados por 
jas locomotoras de los ferro-carriles etc., 
véase Caminos oe hierro, debiendo con- 
sultarse principalmente el art. 14 de la 
ley de 14 de noviembre de 1855, y los 
casos de jurisprudencia 111, IV, V y VI, 
págs. 1016 á 1018. Y en sentido inverso, 
sobre los daños caucados en ferro-carri- 
les, constituyendo delito ó falta, consúl- 
tense en el mismo artículo los títulos IV 
y V de la ley de policía de 14 de no- 
viembre de 1855, el capítulo IX del re- 
glamento de 8 de marzo de 1859, y la 
circular de 23 de enero de 1865. 

DAÑOS CAUSADOS POR LAS FACCIONES 
DURANTE LA GUERRA CIVIL. (Indemni- 
zaciones). Por la ley de 9 de abril de 
1842 se reconoció como una obligación 
de la Nación el indemnizar los daños á 
que se refiere este artículo, con sujeción 
á las reglas que en ella se dictaron. Por 
el l\. D. de 22 de febrero de 1850 se or- 
denó que en la liquidación general de 
créditos contra el Tesoro se compren- 
dieran los reconocidos en virtud de la 
misma ley; y por la ley de l.° de agosto 
de 1851, que estableció el arreglo de la 1 
deuda del Estado (art. 6. c ) y reglamento 
para su ejecución de 17 de octubre del 
mismo año (art. 15), se consideraron 
convertidos dichos créditos liquidados ó 
que se liquidasen, por todo su valor no- 
minal en títulos del 5 por 100, si los 
acreedores son los mismos originarios ó 
sus herederos, ó por las cuatro quintas 
partes los que hayan pasado á segundos 
tenedores por cesión, venta ó traspaso. 
Hé aquí la importante ley citada, y otras 
disposiciones para su ejecución. 

Ley de 9 abril de 1842. 

Lo que comprende bu. indemnización: prefe reniñas etc. 

(Gob.) «Doña Isabel II etc. sabed: Que 
las Cortes han decretado y Nos sancionado 
lo siguiente: 

Artículo l.° Se reconoce como una obli- 
gación de la Nación el indemnizar los daños 
materiales que en las propiedades de los es- 
pañoles que se han mantenido fieles á la 
causa de la patria, del trono de Isabel íí, y 
de la libertad, han hecho los facciosos desde 
l.° de octubre de 1833 hasta fin de agosto 
de 1840, y los que durante dicha época se 
han ocasionado á los mismos , así en el ata- 


que como en la defensa, de las' plazas, pue- 
blos ó edificios de propiedad de los pueblos 
ó de particulares. Las fortificaciones hechas 
por cuenta del Estado, y las dispuestas y cos- 
teadas por las provincias ó pueblos, no son 
objeto de esta ley. 

Art. 2.° La indemnización de los daños 
exnresados en el artículo anterior, so verifi- 
cará con la preferencia y por el órden de 
clasificación siguientes: 

1 . ° La de propiedades inmuebles. 

2. ° La de ganados. 

3. ° La de propiedades muebles. 

Art. 3.° Para la indemnización de los 
daños causados en la propiedad inmueble ó 
de la primera clase se tendrán presentes: 

En primer lugar la pérdida ó deterioro de 
fincas ó edificios pertenecientes á los pue- 
blos, ó de común aprovechamiento, en el 
caso de que su restablecimiento ó reparación 
i sea de absoluta necesidad para la subsisten- 
cia de! vecindario, como molinos ú otras de 
este género. 

En segundo: las casas y bienes de los mi- 
licianos nacionales, y de las demás personas 
comprometidas por la causa de la libertad y 
del trono legítimo de Isabel II, debiendo ha- 
cerse con preferencia entre estos la repara- 
ción de los daños respecto de los que tu- 
vieron la gloria de defenderse contra los 
faciosos. 

En tercero: los edificios ó fincas destina- 
das á objetos de utilidad común, como igle- 
sias, hospitales y escuelas, siempre que la 
Nación ó el vecindario no tengan otros me- 
dios de restablecerlos, ó no se hayan aplica- 
do ya otros edificios del Estado para los mis- 
mos objetos. 

Art. 4.° En la indemnización de los ga- 
nados se observarán las reglas de prefe- 
rencia prescritas en el artículo anterior; 
pero haciéndose el reintegro en el siguiente 
órden . 

t.° El de los caballos de los nacionales, 
siempre que por culpa suya no los hayan 
perdido. 

2. ° El de las caballerías y demás anima- 
les destinados á la labranza ó á las fábricas. 

3. ° El de los ganados destinados á tras- 
portes ó conducciones. 

4. ° y último. El de las demás especies de 
ganados. 

Art. 5.° La indemnización de la propie- 
dad mueble se verificará observándose asi- 
mismo las reglas de preferencia que quedan 
establecidas en el párrafo 2.° del art. 3.° 

Art. 6.° Cuando los daños causados en 
las expresadas tres clases de bienes hayan 
procedido por delación ó culpabilidad de al- 
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gunos que sean responsables según las leyes 
y órdenes vigentes, ó contra quienes pueda 
intentarse de acción de daños, deberán los 
ue hayan sufrido reclamar la indemnización 
e los culpables, y solo en el caso que estos 
no tuvieren con qué satisfacer, podrán apli- 
cárseles los medios de reintegro que se de- 
terminan en esta ley. 

Art. 7.° Se destinan á la indemnización 
de daños, sin que puedan aplicarse á otros 
objetos, y por el órden de preferencia que 
queda establecido, los cursos siguienles: 

Los bienes y sus productos, deducidas las 
cargas de justicia que fueron del ex-infante 
D. Carlos de Borbon, adjudicados al Tesoro 
nacional por R. D. de 17 de octubre de 1833, 
y las rentas y productos délos bienes y efec- 
tos que poseía en España el ex-infante Don 
Sebastian, que á virtud de R. 0. de 28 de 
agosto de 1835 mandaron secuestrar. 

La parte de propios, baldíos y montes de 
realengo, que á petición de los Ayuntamien- 
tos , y de conformidad con las Diputaciones 
provinciales , se enajenen con esta destina- 
ción, prévia Ja aprobación del Gobierno. 

Las contribuciones de los pueblos que han 
padecido los daños, siempre que hayan sido 
incendiadas ó arruinadas mas de la tercera 
parte de sus casas de habitación por haberse 
defendido sus moradores contra los rebeldes, 
ó haberse comprometido con hechos positi- 
vos por la causa de la libertad y del trono de 
Isabel II. 

Y por último, diez millones do reales anua- 
les de las contribuciones generales que se 
recaudarán en todas las provincias de la Pe- 
nínsula é Islas adyacentes por sus Diputacio- 
nes y por los mismos encargados fie Ja re- 
caudación y percepción de sus presupuestos 
provinciales, depositándose con separación 
ara este objeto, y sin que nunca puedan 
estinarse á otro. 

Art. 8.° Los productos en venta y renta 
de los bienes de los ex-iüfantes D. Carlos v 
D. Sebastian, y los de la parte de propios, bal- 
díos y montes de realengo, designados en el 
artículo anterior, se destinarán á la vez, se- 
gún vayan ^haciéndose efectivos, á la repara- 
ción de daños, quedando además las contri- 
buciones en favor de los pueblos, en los tér- 
minos y con la limitación que se dispone en 
el penúltimo párrafo del artículo anterior. 

Art. 9.° El Gobierno creará una Comisión 
que se denominara central de indemniza- 
ciones, compuesta de cinco individuos, cuya 
residencia constante sea en Madrid ; la cual 
entenderá exclusivamente del modo de re- 
caudar el producto de los bienes y arbitrios 
prefijados en los artículos anteriores, así 


como de su distribución en las provincias 
que hayan sufrido los daños que se tratan de 
indemnizar por la Nación, y en justa propor- 
ción entre la ¡nasa común de medios que 
para este fin se recaudan, y la de los danos 
y perjuicios indemnizables, para cuyo objeto 
se depositarán á disposición de dicha Junta 
en el Banco español de San Fernando para 
mayor garantía y mas fácil distribución cuan- 
tos fondos se recaudaren al efecto. 

Art.. 10. Todos los bienes que quedan de- 
signados y sus productos en venta y renta se 
declaran desde la publicación de esta ley hi- 
potecados y como garantía para todas las 
clases de indemnizaciones reconocidas en los 
artículos anteriores que tratan del particu- 
lar, consignándose con hipoteca especial para 
las empresas de reedificación que pudiese 
haber las contribuciones de los pueblos, que 
se reservan á este objeto y cinco millones de 
reales anuales de los diez que anualmente 
se ha aplicado a la indemnización general. 

Art. II . Las Diputaciones provinciales se 
encargarán, bajo su responsabilidad, de Jos 
fondos que quedan destinados á la reedifica- 
ción y la reparación de daños, haciendo que 
ingresen en el depositario ó tesorero de la 
misma para entregarlos sin descuento algu- 
no y con la debida cuenta y razón, en virtud 
de órden de la comisión central á los empre- 
sarios de reedificaciones ó á las personas in- 
demnizables, y el sobrante á los correspon- 
sales del Banco. 

Art. 12. Las mismas Diputaciones pro- 
vinciales cuidarán con los Jefes políticos de 
que las justificaciones oficiales de los daños 
de cuya indemnización se trata en esta ley, 
se practiquen á la mayor brevedad, arre- 
glándose en un todo á lo dispuesto en la or- 
den de la Regencia provisional de 26 de fe- 
brero de 1841, y á lo prevenido en esta ley, 
y dándoles publicidad, á fin de que pueda 
hacerse sobre ella^ las reclamaciones opor- 
tunas. El término, dentro del cual lian de 
hacerse estas justificaciones, se contará des- 
de Ja publicación de Ja presente ley, y será 
sin que pueda por título ninguno prorogarse 
el de seis meses para los que están en la Pe- 
nínsula, ocho para los que se hallen ausen- 
tes en las Islas adyacentes ó en el extranje- 
ro, un año para los que residan en las pro- 
vincias ultramarinas de América, y año y 
medio para los que estén en las de las Islas 
Filipinas. Las Diputaciones pasarán men- 
sualmente á los intendentes de sus respecti- 
vas provincias, así' como á la Comisión cen- 
tral'de indemnizaciones, de que habla el ar- 
tículo 9.°, un estado de las cantidades que 
se han de indemnizar, aprobadas que hayan 
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sido, con expresión de las que ya lo estu- 
viesen y las que correspondan al raes inme- 
diato, remitiendo también un estado men- 
sual de los ingresos para conocimiento de la 
Comisión, á fin de poder disponer lo conve- 
niente. 

Art. i 3. Para que las justificaciones que 
se hagan puedan producir un pronto y efec- 
tivo resultado, y para que se asegure la re- 
paración de los daños y perjuicios indemni- 
zables con los productos destinados á este 
fin, la Comisión central de indemnizaciones 
citada se ocupará también en examinar y 
aprobar las justificaciones después que ha- 
. yan sido votadas por las dos terceras partes 
de los vocales de la respectiva Diputación 
provincial, y aprobadas como arregladas á la 
citada instrucción y á lo prescrito en la pre- 
sente ley. 

Las justificaciones de daños y perjuicios 
que no sean aprobadas por las dos terceras 
partes de la Diputación sin curso, salvo el 
derecho del interesado para reclamar al Go- 
bierno por conducto de la Comisión central. 

Tanto los expedientes que hubieren me- 
recido la aprobación de las dos terceras par- 
tes de los vocales de la Diputación provin- 
cial, como los que por no haber obtenido 
aquella aprobación se eleven en queja del 
interesado á la resolución del Gobierno, irán 
acompañados del informe de la Diputación y 
de la conformidad ó reparos que crean con- 
veniente hacer en ellos el Jefe político y el 
intendente de la provincia. 

Art. 14. Cuando sean las contribuciones 
de un pueblo las que estén aplicadas á su re- 
paración 6 reedificación, cuidará la respecti- 
va Diputación provincial de que el Ayunta- 
miento las recaude bajo su responsabilidad, 
deposite con toda seguridad, é invierta en Ja 
reedificación ó reparación. 

En el caso de que las obras ó reparacio- 
nes antedichas se hagan por contrata ó por 
empresa , los contratistas ó empresarios po- 
drán recibir su importe de los Ayuntamien- 
tos, llevando estos la cuente y razón confor- 
me á lo dispuesto en las leyes é instruccio- 
nes de la materia para dar sus cuentas ante 
la Diputación provincial, y esta á la Comisión 
central para su aprobación. 

Art. 15. En los pueblos en que se haya 
perdido ó destruido mas de la tercera parte 
de sus edificios, los cuales se aplica para su 
indemnización en virtud de lo dispuesto en 
esta ley el producto de sus contribuciones 
ordinarias y los cinco millones de los diez 
que se asignan de contribuciones generales, 
se hará la reedificación de la casa comenzan- 
do por las de menos valor. 


Art. 16. Para hacerse la indemnización 
en los términos que se dispone en esta ley, 
se tendrá presente lo que ya se ha percibido 
por otra causa, y las Diputaciones provincia- 
les con los Jefes políticos é intendentes cui- 
darán bajo su responsabilidad de que se tome 
cuenta á los que hayan percibido cantidades 
para su indemnización, ya sea en metálico, 
ya en fincas, ú otra especie de bienes, ó en 
él disfrute y goce que, hayan tenido de es- 
tos, haciendo que devuelvan el exceso, si 
hubiesen percibido mayor cantidad de la que 
les correspondía por daños que hubiesen pa- 
decido. 

Art. 17. Los Ayuntamientos y personas 
particulares de los pueblos que hayan pade- 
cido los daños son responsables de la falta 
de verdad en las relaciones, documentos y 
justificaciones que se dieren de las cantida- 
des que hayan de indemnizarse, y perderán 
los particulares todo derecho á la indemni- 
zación si hubiesen aumentado el importe de 
la cantidad rademnizable; y los individuos 
de los Ayuntamientos serán responsables con 
sus bienes propios mancomunadamente á sa- 
tisfacer hasta un duplo del valor . que den de 
aumento al que importen los daños, según 
el grado de culpabilidad v prévia la forma- 
ción de la oportuna causa ante el Tribunal 
competente , y reservándoles el derecho de 
repetir contrados causantes del fraude, ó los 
que de cualquiera manera hubiesen contri- * 
buido á él. 

Art. 1 8. El Gobierno comunicará las ins- 
trucciones necesarias para la mas pronta y 
cumplida ejecución de esta ley. — Por tanto 
mandamos etc. — Madrid 9 de abril d<; 1842.» 
(CL. t. 28, p. 167.) 

R. O. de i.° mayo de 1847. 

(Hac.) Por esta Real órden se declara 
nula la admisión de justificaciones de que 
trata el art. 12 de la ley de 9 de abril de 
1842, siempre que se haya verificado fuera 
de los plazos improrogables que designó la 
misma, se fijó el día 30 de octubre de aquel 
año como plazo improrogable , dentro del 
cual se habían de ultimar y legitimar los re- 
paros que á las justificaciones presentadas 
por los pueblos y particulares hubiese pues- 
to la Comisión central de indemnizaciones, y 
se dictaron otras disposiciones sobre aplica- 
ción del importe de los certificados expedi- 
dos por la citada Comisión al pago de descu- 
biertos. (CL. t. 8.) 

R. O. de 27 julio de 1848. 

(Gob.) Se previno á los Jefes políticos y 
Diputaciones provinciales que sin levantar 
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mano procediesen á remover las causas que 
paralizasen el curso de los expedientes pro- 
movidos en tiempo hábil para la indemniza- 
ción acordada por la ley de 9 de abril de 
18 42, remitiéndolos cuando estuvieren com- 
pletos á la Comisión central de indemniza- 
ciones. (CL. t. 44, p. 244.) 

R. O. de 22 agosto de 1849. 

(Gob.) Se pidió á los Mes políticos rela- 
ciones expresivas de los nombres de los in- 
teresados en cuyo poder obrasen sus respec- 
tivos expedientes de indemnización, y de 
aquellos que sin conservarlos en su poder 
entorpecieran su curso dejando ele practicar 
alguna diligencia, publicándolas en los Bole- 
tines oficiales, y señalando dos meses para 
que fueran devueltos los expedientes, practi- 
cadas en ellos las diligencias para que fueron 
entregados, apercibidos de que trascurrido 
el expresado término sin haber cumplido 
con esta disposición, se les considerará como 
perdida toda acción y derecho á la indem- 
nización. (CL. t. 47, p. 657.) 

R. O. de 31 agesto de 1852. 

Se mandó publicar mensual mente en la 
Gaceta y Boletines oficiales do las respecti- 
vas provincias un estado circunstanciado de 
los créditos liquidados y reconocidos por la 
Junta de la deuda pública, relativos á daños 
causados durante la guerra civil, con expre- 
sión de la provincia, pueblo, nombre del in- 
teresado y suma reconocida. (CL. t. 56, pá- 
gina 110.) 

Además de las disposiciones insertas 
remitimos á nuestros lectores á la pala- 
bra Deuda pública, debiendo consultar 
principalmente el art. 6.° de la ley de 
1. a de agosto de 1851, y el 15 del regla- 
mento de 17 de octubre del mismo año. 

Pero ó parte de los daños materiales 
causados en las propiedades de los que 
se mantuvieron fieles á la causa de Ja li- 
bertad de que habla la ley de 9 de abril 
de 1842, hay otros ocasionados con mo- 
tivo de la construcción de fuertes por 
cuenta del Estado , de las provincias y 
de los pueblos, y estos no son objeto de 
¡a referida ley, siendo abonables con- 
forme á la de arreglo de la Deuda del 
Tesoro de 3 de agosto de 1851, según se 
declara en £P 0. de 17 de agosto de 
1865 que allí puede consultarse. 


' Jurisprudencia. 

Sentencia de 25 febrero de 1864, 

Las fincas destinadas á objetos de uti- 
lidad común que hubieren sufrido daños 
y perjuicios durante la guerra civil si 
tienen un derecho preferente á la in- 
demnización es solo' á falla de otros me- 
dios de repararlos. El cesionario de un 
crédito que correspondiera por razón de 
indemnización á una iglesia no tiene otros 
derechos del Estado que los que á esta 
le concede la ley de 9 de abril de 1842. 
Interpuso demanda en primera y úni- 
ca instancia ante el Consejo de Estado 
D. Pablo Magdlon contra la Admi- 
nistración general, con la pretensión de 
que se revocase la R. 0. de l.° de agos- 
to de 1860, por la que se denegó al Ayun- 
tamiento, iglesia y diez vecinos de Vive! 
del Rio la indemnización solicitada por 
daños sufridos durante la guerra civil. 

Habiendo promovido expediente sobre 
indemnización de perjuicios el pueblo 
de Vivel del Rio en 1859, se pasó al 
Consejo de Estado, el cual opinó en 
cumplimiento con lo prevenido en el ar- 
tículo 6.° de la ley de l.° de agosto de 
1851, que se bailaba arreglado á la le- 
gislación vigente y procedía la indemni- 
zación. Pedidos informe y datos al juez 
de) partido, este remitió entre otros do- 
cumentos dos testimonios; uno que re- 
presentaba ser una escritura otorgando 
en 8 de octubre de 185(5 el Ayuníamién- 
tc, párroco y vecinos del citado pueblo 
poder á favor del demandante para que 
pudiera reclamar la liquidación de la 
mencionada indemnización, y el otro era 
una escritura de cesión del crédito otor- 
gada eu la misma fecha por aquellos in- 
teresados á Magallon, por la cantidad de 
60.000 rs., donde á su vez constaba la 
renuncia que los particulares, hicieron 
de sus derechos á favor de la iglesia. 
Mas habiéndose concedido por el Minis- 
terio de Gracia y Justicia á la iglesia de 
dicho pueblo la cantidad de 95.000 rea- 
les para repararla, lomándola del presu- 
puesto de reparación de templos, opinó el 
negociado del Ministerio de Hacienda 
que con arreglo á la ley de 9 de abril 
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de 1842 debía descontarse de la indem- 
nización pedida los 95.000 rs. mencio- 
nados, y que lo restante se pagase á Ma- 
gallon en créditos de la deuda diferida 
del 3 por 100. En tal estado se dictó la 
R. 0. de i . 11 de agosto de 1860 desesti- 
mando la indemnización solicitada, y en 
ella se manda significar al Ministerio de 
Gracia y Justicia la conveniencia de que 
á Magallon se le entregue la cantidad 
que liabia dado en su dia. 

Contra esta Real orden interpuso de- 
manda de revocación Magallon, pidien- 
do que se le abonarán los créditos que á 
favor de la Junta de fábrica se liquida- 
ron por el expresado concepto. 

El Consejo de Estado con vista de la 
ley de 9 de abril de 1842, y su art. 3.°, 
confirmó aquella en los términos si- 
guientes: 

«Considerando que D. Pablo Magalloib 
como comprador ó cesionario del crédito qu^ 
por indemnización de la iglesia correspon- 
diera al pueblo de-Yivel del Rio, no tiene 
mas derechos que los que ;í este le daba la 
ley de 9 de abril de 1842, siendo esto efecti- 
vamente lo único que adquirió por la escri- 
tura de 8 de octubre de 1856: 

Considerando que el pueblo de Yivel del 
Rio no podía reclamar aquella indemniza- 
ción desde el momento en que el Estado 
atendiera al restablecimiento de la iglesia 
por otros medios, y que esto lo hizo entre- 
gando para ese objeto Ja cantidad de 95.000 
reales vellón en dos épocas sucesivas, y an- ' 
tes que se declarase el derecho de aquel 
pueblo á ser indemnizado: 

Considerando además, que en los presu- 
puestos generales del Estado se ha consig- 
nado constantemente una cantidad con des- 
tino á la reparación de los templos, con lo 
cual ha sido un hecho práctico que la Nación 
tenia y tiene medios de restablecer los arrui- 
nados ó destruidos por consecuencia de la 
guerra civil, sin ^necesidad de indemnizar 
por el método adoptado cd la ley de 1842: 

Considerando que si las cantidades entre- j 
gadas para la reparación de la iglesia de Vi- , 
vel del Rio no han sido suficientes, tiene 
oxpedito su derecho á reclarpar de mi Go- 
bierno las que le fallen ó sean necesarias 
para aquel objeto: 

Conformándome etc. , vengo en confirmar 
la R, O. de i.° de agosto de 1860 en su par- 
te dispositiva, sin perjuicio del derecho de 
D. Pablo Magallon á ser reintegrado de las 
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cantidades que hubiese desembolsado por 
consecuencia del contrato de 8 de octubre 
de 1856.» ( Gac . del 4 abril.) 

DAÑOS EN MONTES PÚBLICOS. Según 
hemos dicho en la nota al art. 7.° del 
Código puñal , no es aplicable este á los 
delitos y contravenciones en montes pú- 
blicos, y rige por consiguiente la parte 
penal de las urdenanzas de 1833, cómo 
y en la forma que determina el Real 
decreto-reglamento de 17 de mayo de 
1865, tit. IX, que se inserta en Montes. 
Sobre los daños en los montes de pro- 
piedad privada hay que estar á lo dis- 
puesto en el Código, según la ciase é 
importancia de aquellos. 

Cuando ía cuantía de los daños cau- 
sados en montes públicos no excede de 
mil escudos corresponde su castigo á la 
Administración.— V. Montes. 

DAÑOS Y PERJUICIOS. — V. Daños: 
Eviccion: Juicio de desahucio: Inter- 
dicto, etc. 

DEBITOS. — Véase Créditos en sus dis- 
tintas aplicaciones, y los artículos que 
allí se citan. 

DECIMA DE EJECUCION. Lo que en 

los juicios ejecutivos se pagaba antigua- 
mente por costas á los ministros de jus- 
ticia, que consistía en la décima parte 
de la deuda; derechos que por injustos 
se suprimieron por R, 0. de 10 de ju- 
nio de 1853. 

DECLARACION JUDICIAL. La disposi- 
: cion que bajo juramento, ó sin él , hace 
un testigo, acusado, litigante ó perito en 
algún pleito ó causa. De esta definición 
se deduce que hay declaración en nego- 
cios civiles y en negocios penales, y que 
en unos y otros pueden ser ó de testigos, 
ó de litigantes, ó partes, ó de peritos. 

DECLARACION JUDICIAL EN NEGOCIO CI- 
VIL. Según lo dispuesto en los artícu- 
los 33 v 34 de la Ley de Enjuiciamiento 
i civil las declaraciones de los testigos de- 
ben recibirlas por sí mismo los jueces y 
ministros ponentes en los Tribunales co- 
legiados, pudiendo someterlas los mi- 
nistros ponentes á los jueces de prime- 
ra iustacia y estes á los de paz cuando 
deban practicarse en pueblo que no sea 
el de, su respectiva residencia, pero de 
niDgun modo á lo? escribanos. 
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En lo relativo al modo de examinar 
los testigos, interrogatorios etc. véanse 
los arts. 306 á 325 de la misma ley; y 
ío único que aquí advertiremos es : que 
los testigos deben ser examinados sepa- 
rada y sucesivamente sin que unos pue- 
dan presenciar las declaraciones de los 
otros; que prestan su declaración bajo 
juramento en forma y bajo las penas 
que las leyes previenen y que los meno- 
res de 14 años no prestan juramento. — 
V. Enjuiciamiento civil y, en cuanto á 
la obligación de comparecer, Compare- 
cencia. 

Si no se trata de declaraciones de tes- 
tigos, sino de litigantes, hay que tener 
presente la importante declaración del 
art. 223 de la ley, y lo dispuesto en el 
306 y siguientes, á los que nos remiti- 
mos, así como al artículo Comparecencia. 

Si se trata de declaración pericial, ha 
de practicarse con sujeción á las reglas 
del art. 303 de la ley. 

DECLARACION EN CAUSA CRIMINAL. Es- 
ta puede ser ó de procesados, ó de tes- 
tigos, ó de peritos. A los procesados no 
se les recibe juramento (art. 291 de la 
Const. de 1812, vigente como ley). De- 
berá tomárseles declaración en el tér- 
mino de 24 horas desde su detención. 
(Art. 290.) _ 

Las declaraciones las recibe el juez ante 
el escribano de la causa, debiendo evi- 
tarse preguntas capciosas y sujestivas, 
como lo previene el art. 8.° del regla- 
mento provisional. Está suprimida la 
llamada confesión con cargos, pero se 
pueden recibir al reo cuantas declara- 
ciones estime el juez convenientes. (Ar- 
ticulo 1 .° del R. D. de 26 mayo de 1854.) 

A los testigos se les recibe declaración 
bajo juramento en forma, siendo mayo- 
res de 14 años, y sin él siendo menores, 
aunque deberá el juez hacerle algunas 
preguntas ajenas al asunto para cercio- 
rarse de su discernimiento. 

«Toda persona de cualquiera clase, 
fuero y condición que sea, cuando ten- 
ga que declarar como testigo en una 
causa criminal, está obligada á compa- 
recer para este efecto ante el juez que 
conozca de ella sin necesidad de prévio 


permiso del jefa ó superior respectivo, 
y dar su testimonio bajo juramento en 
forma. Así lo establece rotunda y termi- 
nantemente la ley de 11 de setiembre 
de 1820 restablecida en 50 de agosto de 
1836; pero no obstante, tantas concesio- 
nes se van ya haciendo por Reales órde- 
nes respecto del particular, achaque 
muy común entre nosotros, que convie- 
ne tener muy presente cuanto se halla 
dispuesto por dichas Reales órdenes pa- 
ra conciliarias con el texto de la ley. 
Veamos: 

Decreto de las Cortes de 11 setiembre de 
1820 (1). 

«Artículo l. c Todos sin distinción alguna, 
están obligados, en cuanto la ley no les exi- 
ma, á ayudar á las autoridades, cuando s.ean 
interpelados por ellas para el descubrimiento, 
persecución y arresto de los delincuentes. 

Art. 2.° Toda persona de cualquiera cla- 
se, fuero y condición que sea, cuando tenga 
que declarar como testigo en una causa cri- 
minal, está obligada á comparecer para este 
efecto ante el Juez que conozca de ella, lue- 
go que sea citada por el mismo, sin necesi- 
dad de prévio permiso del jefe ó superior res- 
pectivo. Igual autoridad tendrá para este fin 
el juez ordinario respecto á las personas ecle- 
siásticas y militares que los jueces militares 
y eclesiásticos respecto álas de los otros fue- 
ros, los cuales no pueden ni deben conside- 
rarse perjudicados por el mero acto de decir 
lo que se sabe como testigo ante un juez au- 
torizado por la ley (2). 

Art. 3.° Toda persona en estos casos, 
cualquiera que sea su clase debe dar su tes- 
timonio, no por certificación ó informe, sino 
por declaración bajo juramento en forma, 
que deberá prestar según su estado respec- 
tivo, ante el juez de la causa ó el autorizado 
por este (3). 

R. O. de 12 octubre de 1839. 

Dónde deben declarar los oficiales militares de sar- 
gento mayor arriba. 

(Mahina.) He dado cuenta ala augusta Rei- 
na Gobernadora, del contenido de la carta 
número 237 del Comandante general interino 
del departamento de Cádiz, en la queme ma- 
nifiesta las cohtestaciones que han mediado 

(1) Restablecido por R. D. de 30 de agosto 
de 1836. 

(2) Véase lo que dejamos dicho en Compa- 
recencia. 

(3) V. Juramento. 
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con motivo de pretender el juez de primera 
instancia de la ciudad de San Fernando que 
el teniente coronel, primer ayudante de Es- 
tado mayor del Cuerpo de artillería é infan- 
tería de marina, D. Antonio Santa Cruz, se 
presentase en su Juzgado para evacuar una 
ratificación, fundándose para ello en el artí- 
culo 2.° de la ley de 1 i de setiembre de 1820 
restablecida en 30 de agosto de 1836, y ser 
de dictámen el auditor de marina de dicho 
departamento, que la referida diligencia de- 
bía practicarse en la casa del Comandante 
general del mismo, con arreglo á lo manda- 
do en el art. 7.°., trat. VI, tít. VIH de las Or- 
denanzas generales del ejército y demás pos- 
teriores resoluciones , que dice no han sido 
alteradas ni derogadas por la citada ley, 
S. M. antes de determinar sobre este asunto, 
se dignó mandar que el Tribunal Supremo 
de Guerra y Marina le expusiese lo que acer- 
ca dei particular considerase arreglado á las 
leyes ; y conformándose en un todo con lo 
acordado por dicho Supremo Tribunal en 
vista de lo expuesto por sus fiscales, ha re- 


suelto que fué fundad 
zo el teniente corone' 


a la resistencia que hi- 
D. Antonio Santa Cruz 


á comparecer á la casa del juez de primera 
instancia de San Fernando, y por consiguien- 
te ilegales las reclamaciones de este, que 
debió contenerse dentro del círculo que le 
marca la ley; que sin separarse de la de Id 
de setiembre de 1820 se guarde á los milita- 
res desde sargento mayor inclusive arriba, la 
consideración que les está declarada por la 
R. O. de 12 de octubre de 1805; y finalmen- 
te, que esta se halla vigente y no derogada 
por la mencionada ley, y debe observarse en 
cuantos casos ocurran (1). Todo lo que etc. 
(Vallecillo, Ordenanzas , t. 3." p. 362.) 

R. O. de 3 setiembre de 1842. 

Declaraciones de jefes militares: Comparecencia en 
la Sala de Audiencia. 


{Grac. y Just.) El juez de primera ins- 
tancia de esta Corte, D. Manuel María Ba- 
sualdo ha hecho presente al regente del Rei- 
no la resistencia mostrada para acudir á su 
Tribunal por el Gobernador militar y jefe po- 
lítico que fué de esta plaza D. José Grases, á 
prestar una declaración con motivo del ex- 


horto dirigido por el juez de Cáceres , en la 
causa que sigue á D. Juan Antonio Castillo 
sobre suplantación en un pasaporte de la fir- 
ma de aquel. Teniendo presente S. A. lo ex- 
puesto en su razón por el Tribunal Supremo 
de Justicia, y por el especial de Guerra y Ma- 
rina respectivamente, ha tenido á bien dis- 
poner, de acuerdo con el Consejo de señores 
Ministros, que el citado Gobernador militar, 
D. José Grases comparezca á rendir la de- 
claración que le exige el juez Basualdo, en 
el piso bajo de la Audiencia, donde este ad- 
ministra justicia. — Todo lo cual etc. — Madrid 
3 de setiembre de 1842. (Biblioteca de Zú- 
ñiga, t. 2.° 

R. O. de 15 diciembre de 1844. 

La obligación quo impone la ley de comparecer á 
declara; cómo se entiende respecto de las autori- 
dades. 

«He dado cuenta á la Reina (Q. D, G.) de 
la comunicación de V. E. de 8 de mayo últi- 
mo, referente á la queja que produjo á ese 
Ministerio el juez de primera instancia de 
Córdoba contra el Comandante general de la 
misma provincia, con motivo de haberse ne- 
gado éste á declarar como testigo en una 
causa sobre conspiración á que fué citado 
por el primero en virtud de lo prevenido 
para estos casos en el art. 2.° del decreto de 
las Cortes de 11 de setiembre de 1820. En- 
terada S. M. y resultando del expediente ins- 
truido en este Ministerio, que el mencionado 
Comandante general fué citado por dicho juez 
A prestar como testigo una declaración sobre 
particularidades que le constaban corno auto- 
ridad, en cuyo concepto se ofreció á infor- 
mar por escrito; conforme con el dictámen 
del Tribunal Supremo de Guerra y Marina, 
se lia servido declarar que estuvo en su de- 
recho el Comandante general de Córdoba ne- 
gándose á comparecer á la citación del juez 
de primera instancia, á quien es la voluntad 
de S. M. haga entender V. E. que su empe- 
ño fué infundado y opuesto á la letra y espí- 
ritu de la ley mencionada, porque esta se 
contrae á la obligación de declarar en causa 
criminal á todo el que sea citado al efecto 
como testigo, pero no corno autoridad.» (Bi- 
blioteca de Zúñiga. t. 2.') 


(1) La R. 0. de 12 de octubre de 1805, remi- 
tiéndose á otras, estableció que «cuando sea 
«necesario recibir declaración á oficiales pro- 
«pietarfos ó graduados de sargento mayor in- 
clusive arriba, pase el juez de la causa á la 
«posada del Capitán general como presidente 
«de la Audiencia, y no existiendo en el pueblo, 
«lo haga en la Audienciay Sala primera de ella 
*en las horas que se halle” disuelto el Tribunal, 


«y que cuando ocurra la necesidad de recibir 
«declaraciones á oficiales de dicha graduación 
«en los pueblos donde ni resida Audiencia ni 
«el Capitán general, por su Corregidor, Alcalde 
«mayor ó juez ordinario ó delegado de distinta 
«jurisdicción pase el uno á recibirla y el otro á 
«darla á las Casas consistoriales. » ( Vallecillo , 
Ordenanzas, t. 3 °,p- 361.) 
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P. O. de 22 febrero de 1845. 

Declaraciones de militares graduados de comandante 
ó que tengan empleo de tales. 

(Guerra.) «El Sr. Ministro de la Guerra 
dice hov al de Gracia y Justicia lo siguiente: 
— He dado cuenta á Já Reina (Q. D. G.) de 
una exnosicion documentada remitida por 
ese Ministerio á este de mi cargo, en la cual 
se pretende que pues en Real orden fecha 
el 3 de setiembre de 1842, se decidió que 
D. José Grases, Gobernador militar entonces 
y Jefe político que había sido de Madrid, com- 
pareciese á declarar en e! sitio donde admi- 
nistraba justicia, y para que le había citado 
el juez de primera instancia de esta córte 
D. Manuel María Basualdo, se obligase tam- 
bién ahora á una comparecencia semejante 
al brigadier sub-director del Colegio general 
militar D. Jáime Ruiz Abren, que debia de- 
clarar en cierta causa criminal seguida por 
el juez de primera instancia del Barquillo 
D. José María Montemayor. También he da- 
do cuenta á S. M. de otra comunicación en 
que el Capitán general de Castilla la Nueva 
consultaba sobre el sitio en que debia pres- 
tar declaración el comandante graduado y 
capitán del mismo colegio D. Timoteo Sán- 
chez á quien había citado el juez de primera 
instancia D. Miguel María Duran; y teniendo 
S. M. presentes las prerogativas que á los 
militares efectivos ó graduados de los em- 
pleos desde sargento mayor arriba fueron con- 
cedidas por la Ordenanza general del ejérci- 
to y Rs. Ords. del 12 de octubre de 1805 é 
igual fecha de 1839, atendiendo á que tal 
privilegio en nada se opone á lo dispuesto por 
el art,. 2.° de la ley de 11 de setiembre de 
1820 que fué abolida, y después restablecida 
en virtud de R. D. de 30 agosto de 1836, 
porque limitándose el citado artículo á exi- 
gir preste declaración en toda causa crimi- 
nal cualquiera persona citada al efecto como 
testigo, nada determina sobre el sitio en que 
deba celebrarse el indicado acto judicial, 
siendo por lo tanto infundadas las deduccio- 
nes que en este punto quieran sacarse para 
contrariar lo que por otra parte se halla ter- 
minantemente declarado en repetidas dispo- 
siciones reales; considerando asimismo Su 
Majestad que la R. O. de 3 de setiembre de 
1842 no estaba de acuerdo con el dictamen 
del Tribunal Supremo de Guerra y Marina, 
que sostuvo cual ahora la insinuada preroga- 
tiva de los jefes militares, ni tampoco sirvió 
mas que para resolver el caso particular de 
que declarase D. José Grases, y por cierto 
sobre asunto en que intervino como Jefe po- 
lítico que habia sido de Madrid; constando 


además en este Ministerio que en R. O. de 
22 de setiembre de 1842, dirigida al Capitán 
general de Castilla la Nueva, se consideró 1a. 
referida disposición del dia 3 como decidien- 
do en un asunto puramente personal; y que- 
riendo. en fin. S. M. se eviten contestacio- 
nes siempre desagradables á que pudieran 
dar motivo las exigencias de los jueces ordi- 
narios por una parte, y la fundada resisten- 
cia de los jefes militares por otra, se ha dig- 
nado conformarse con el dictamen del Tri- 
bunal Supremo de Guerra y Marina, y en su 
consecuencia tiene á bien mandar sean pun- 
tualmente cumplidas las expresadas Reales 
órdenes de 12 de octubre de 1805 y de 1839, 
bien que haciéndose en cuanto á lo preveni- 
do en ellas la modificación á que dá lugar el 
no estar aneja en el dia la presidencia de las 
Audiencias á la autoridad dé los Capitanes ge- 
nerales de provincia, y por lo tanto se ha de 
entender que cuando ios militares graduados 
de comandantes ó que tengan empleo efec- 
tivo de tales, y los demás superiores á estos 
en que comienza la jerarquía de jefes por 
estar ahora suprimida la de sargento mayor, 
fueren citados por algún juez de primera ins- 
tancia para prestar declaración en causa cri- 
minal, concurran con este objeto aquellos y 
el juez á la Sala primera de la Audiencia ter- 
ritorial en horas en que se halle disuelto el 
Tribunal; y que en las poblaciones donde no 
hubiere Audiencia pasen los unos á dar su 
declaración y el otro á recibirla á las Casas 
Consistoriales.— De Real orden etc.— Madrid 
22 de febrero de 1845. — El Subsecretario, 
Conde de Vistahermosa.— Señor...» ( Valle- 
cilio , Ordenanzas , t. 3.°, p. 363.) 

R. O. de \ .* febrero de 1846. 
Dadaracion de guardias civiles y agentes de vigilancia. 

(Grao, y Just.) La Reina nuestra Señora, 
en vista de comunicaciones pasadas á este 
Ministerio por el de la Gobernación , se ha 
dignado resolver: que tanto los jueces como 
los Tribunales, cuando tuvieren que recibir 
declaraciones á los individuos de la guardia 
civil, ó á los agentes de protección y seguri- 
dad pública, procuren evitarles, siempre 
que fuere posible sin menoscabo de la buena 
admiininistracion de justicia, su presenta- 
ción personal en la capital del Tribunal ó 
Juzgado , para no distraerlos de sus peren- 
torias ocupaciones en el servicio de su insti- 
tuto; y que se les reciba las declaraciones, 
cuando se hallen en puntos distantes, por 
medio de exbortos ó despachos , cometidos 
en los términos que previene el reglamento 
provisional de justicia.- — De Real orden etc. 
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— Madrid d.°de febrero de 1846. (CL. t. 36, 
p. 178.) 

R. O. del julio de 1853. 

Se reproduce con la de 7 de febrero de 
1863 que se inserta en su lugar. 

Inst. de 30 setiembre de 1863. 

Esta instrucción para el procedi- 
miento civil en los Tribunales de. la ju- 
risdicción ordinaria , hoy derogada, es- 
tablecía en su art. 22 la . obligación de 
comparecer ante el juez á prestar decla- 
ración á petición de parte « salvo siempre 
su derecho á reclamar de esta los auxi- 
lios ó indemnización que correspondan . » 
¿Por qué esta y otras disposiciones como 
esta recomendables, no se incluyeron en 
la Ley de Enjuiciamiento civil? Nosotros 
ya hemos dicho nuestro parecer en el 
articulo Com PAREQ UN CIA. 

R. O. de 21 setiembre de 1858. 
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senciales ó de referencia en causa criminal 
comparecerán ante el juez que de ella co- 
nozca para ser juramentados ó interrogados, 
pero si residieren fuera del punto en que 
aquella se sigue, el referido juez deberá dar 
comisión á la autoridad judicial de aquel en 
que se hallen, para que ante esta presten su 
declaración, á.no ser que, atendidas la gra- 
vedad y naturaleza del caso, crea necesario 
recibirla por sí mismo. 

Segundo. Cuando los referidos comisa- 
rios tengan que informar, suministrar cual- 
quiera clase de datos relativos á la conducta 
y antecedentes de los procesados, ó exponer 
una opinión y apreciación, mas bien como 
autoridad que como testigos de los hechos 
criminales, ó referirse á documentos que 
existan en las oficinas de su cargo, bastará 
que evacúen estas diligencias por medio de 
comunicaciones ó certificaciones, según los 
casos, excusando, por lo tanto, su compare- 
cencia ante el Juzgado. — l)e Real orden etc. 
Madrid 6 de setiembre de 1860.» ( CL . t. 84, 
pág. 215.) 


Declaraciones de cónsules y vice-cónsules. 

(Guerra.) « La Reina (Q. D, G.) con- 

formándose con el dictamen del Tribunal Su- 
premo de Guerra y Marina, se ha servido 
disponer, que cuando los cónsules y vice- 
cónsules franceses deban declarar como tes- 
tigos en las causas , pleitos ó cualquier otro 
asunto judicial, se observe Ja correspondien- 
te recijirocidad , pasando al efecto el juez ó 
tribunal competente á la morada del cónsul 
ó vice-cónsul, enviándose previamente el 
recado de atención que se previene en los 
citados articulo y convenio.» (CL. t. 77, pá- 
gina 265.) 

Tengase presente sobre esto lo esti- 
tipuiado en los Tratados. 

R. O. de 6 setiembre de 1860. 

Declaraciones de comisarios de vigilancia en causas 
criminales. 

(Grac. yJüst.) «Enterada la Reina (que 
Dios guarde) de que entre algunos Goberna- 
dores de provincia y jueces de primera ins- 
tancia han mediado contestaciones con mo- 
tivo de exigir estos la presentación de ios co- 
misarios de vigilancia para declarar en cau- 
sa criminal, y deseando S. M. que no se re- 
pitan semejantes hechos que vienen á re- ; 
dundar en perjuicio de la pronta y buena ad- ! 
minístracion de justicia, se ha servido resol- ! 
ver, de conformidad con lo consultado por el j 
Gonsejo de Estado, lo siguiente: I 

Primero. Cuando ios comisarios de vigi- [ 
lancia deban deponer como testigos pre- \ 


R. O. de 7 setiembre de 1860. 

Modo de citar á los empicados de vigilancia. 

(Grac. y Jüst.) «Por el Ministerio de la 
Gobernación se ha manifestado la convenien- 
cia de que se dicten las medidas oportunas á 
íin de que ios empleados de vigilancia, cuan- 
do tengan que presentarse ante ios Juzgados 
ó Tribunales á declarar como testigos sean 
citados con anticipación; y deseando Su Ma- 
jestad que se conciben en lo posibíe los de- 
beres y atenciones del servicio que aquellos 
desempeñen con las legítimas é imprescindi- 
bles necesidades de la administración de jus- 
ticia, quedando siempre á salvo la facultad 
que tienen ios jueces y Tribunales para ha- 
cer comparecer ante sí á declarar en el con- 
cepto indicado, en causas criminales á toda 
persona, cualquiera que sea su clase, fuero 
ó condición, se lia servido mandar, de con- 
formidad con lo consultado por el Supremo 
Tribunal de Justicia, lo siguiente : 

Primero. Cuando los jueces ó Tribuna- 
les tengan que hacer comparecer ante ellos 
¿ los empleados de vigilancia, para que de- 
claren como testigos en causa criminal, pro- 
curarán citarlos directamente con toda la an- 
tipacion que la naturaleza del caso y la pron- 
tay cabal administración dejusticiapermitan. 

Segundo. Si ios empleados de que se 
trata tuviesen su residencia en punto dife- 
rente del en que radica el Juzgado ó Tribu- 
nal, procurarán estos evitar la comparecen- 
cia personal de aquellos siempre que no la 
consideren indispensable. — De Real orden lo 
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[jigo etc.— Madrid 7 de setiembre de 1860.» 
(CL.t. 84, p. 226.) 

R, O. de 12 marzo y 4 octubre de 1861. 

Funcionarios no obligados á revelar enjuicio los nom- 
bres de sus conüdeDtes. 

(Crac, y Just.) «Por el Ministerio de la 
Gobernación en 12 de marzo próximo pasa- 
do. se comunicó á este de Gracia y Justicia la 
siguiente Reai órden: 

El Sr. Ministro de la Gobernación dice con 
esta lecha á ios Gobernadores de las provin- 
cias lo que sigue: 

Siendo aplicables á los empleados civiles 
de vigilancia las razones en que se apoyaron 
las Rs. Ürds. de 6 de julio de 1850 y 31 del 
propio mes de 1851 para disponer que no se 
obligase á los individuos de la guardia civil á 
revelar en juicio los nombres de sus confi- 
dentes, la Reina (Q. D. G.j, de conformidad 
con el dictámen de las Secciones reunidas de 
Gobernación y Fomento y de Estado y Gra- 
cia y Justicia del Consejo de Estado, ha teni- 
do á bien resolver que dichas Reales órdenes 
sean extensivas á los inspectores, comisarios, 
celadores, vigilantes y demás empleados del 
ramo de vigilancia, sea cualquiera su deno- 
minación, sin mas diferencia que Ja que na- 
ce del carácter puramente civil de estos fun- 
cionarios, queno reconocenJuzgado especial. 
— Lo que trascribo á Y. de la misma Real 
orden para su conocimiento, el de ese Supre- 
mo Tribunal y demás efectos correspondien- 
tes. — Dios etc, — Madrid 4 de octubre 1861.» 

(■ CL . t. 86, p. 328.) 

R. O. de Xljulio de 1862. 

Dónde deben prestar declaración los oficiales genera- 
les;}- particulares del ejército llamados por los Tri- 
bunales castrenses. 

Exemo. Sr.: el Sr. Ministro de la Guerra 
dice hoy al Sr. Patriarca Vicario general cas- I 
trense lo que sigue: 

«He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.) del i 
expediente instruido acerca del punto en que 
lia de acudir á declarar ante el Tribunal ecle- 
siástico castrense de Málaga el jefe local de 
sanidad militar D. Rafael Gorria. 

Enterada S. M., oido el parecer del Tribu- 
nal Supremo de Guerra y Marina, y de con- 
formidad con lo expuesto por las Secciones 
de Guerra y Marina, Estado y Gracia y Jus- 
t cia del Consejo de Estado, se ha servido re- 
solver, que el referido jefe de sanidad militar 
D. Rafael Gorria preste la declaración para 
que ha sido citado en la casa-habitación del 
subdelegado eclesiástico, siendo al propio 
tiempo su Real voluntad se declare en con- 
secuencia con la Real órden circular de 31 


de julio de 1844, que todos los oficiales, así 
generales como particulares del ejército, es- 
tán obligados á concurrir á las habitaciones 
de dichos subdelegados eclesiásticos castren- 
ses cuando quiera que sean citados por estos 
para prestar alguna declaración en causa de 
que se hallen conociendo.» — De Real ór- 
den etc. — Madrid 12 de julio de 1862. — El 
Subsecretario interino, Enrique del Pozo. — 
Sr (Bol. of. de Castellón, núm. 111.) 

R. O. del febrero de 1863. 

Declaraciones de eclesiásticos: Concordato. 

(Grac. y Just.) «Por R. O. de 7 de julio 
de 1853, y á consulta de la Audiencia de 
Barcelona, la Reina (Q. D. G.) se dignó re- 
solver lo siguiente: 

«Enterada S. M. la Reina (Q. D. G.) de la 
consulta que, con motivo de haberse resistido 
el presbítero D. Joaquín Junqueras á compa- 
recer á declarar como testigo en una causa 
criminal ante el Juzgado de Santa Colonia de 
Farnés, elevó á este Ministerio la Sala de go- 
bierno de esa Audiencia con fecha 9 de mar- 
zo último acerca de si debiera entenderse de- 
rogado el R. D. de 11 de setiembre de 1820, 
restablecido en 20 de agosto de 1836, por el 
art. 3.“ del Concordato vigente , ha tenido á 
bien resolver S. M. , de conformidad con el 
parecer emitido en este asunto por la Sala de 
gobierno del Tribunal Supremo de Justicia, 
que ia disposición citada del Concordato que 
se cita no debe considerarse como contraria 
á lo prevenido en el R. D. de 11 de setiem- 
bre de 1820 respecto de la cuestión de que 
se trata, y que por lo tanto conserva toda su 
fuerza y vigor el Real decreto referido; con 
cuya doctrina se halla actualmente conforme 
la práctica de los Tribunales.» 

Y no habiéndose publicado la anterior so- 
berana resolución, por lo cual se ofrecen hoy 
dudas en la materia, la Reina (Q. D. G.) ha 
tenido á bien disponer se verifique desde 
luego para que se tenga presente por todos 
i los Tribunales y Juzgados del Reino. —De 
1 Real orden etc.— Madrid 7 de febrero de 
1863. — El Subsecretario, Rafael Monares. — 
Sres. Regente y Fiscal de la Audiencia de.... 
(Gac. 11 febrero.) 

Acertadísima nos parece la resolución 
contenida en la anterior Real órden, pues 
el art. 3.° del Concordato, nada dice que 
directa ni indirectamente venga á dero- 
gar lo dispuesto en ei decreto de las Cor- 
tes de 11 de setiembre de 1820 que tan 
importante reforma vino á introducir en 
i nuestro procedimiento penal. Con arre- 
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gto al mismo, se han resuelto ya,, por 
otras Reales órdenes, varias reclamacio- 
nes promovidas sobre su inteligencia, 
sin consideración á clase, fuero y condi- 
ción alguna. 

R. O. de 20 abril de i 863. 

Declaraciones de los empleados do ferro-carriles, vigi- 
lantes. de la vía, ote. 

(Grac. y Just.) «.... Teniendo S. M. en 
consideración ia trascendencia y perentorie- 
dad del servicio que prestan dichos emplea- 
dos (los encargados de la vigilancia de las 
vías férreas), y para que en ningún caso 
quede desatendido con peligro de un sinies- 
tro lamentable, Se ha servido resolver, de 
acuerdo con lo consultado por la Sala de go- 
bierno del Supremo Tribunal de Justicia, lo 
siguiente: 

«l.° Que lo dispuesto en R. O. de 7 de 
setiembre de 1860, relativa á los empleados 
de vigilancia , se haga extensivo á los casos 
en que los de las compañías de ios ferro- 
carriles, encargados de la vigilancia de ia vía, 
tengan que comparecer á la presencia judi- 
cial para prestar declaración ó evacuar otra 
diligencia en cansa criminal. 

»2. u Que los jueces de primera instancia, 
á la vez que citen directamente á los em- 
pleados referidos, conforme se previene en 
dicha Real orden circular, lo pongan en co- 
nocimiento de sus jefes inmediatos. — De Real 
orden etc. — Madrid 20 de abril de 1863.» 

( Gac . 23 id.) 

R. O. de 1 0 setiembre de \ 863. 

Declaración de facultativos jefes del Cuerpo de Sani- 
dad militar: juramento de idem. 

(Guerra.) «He dado cuenta á la Reina 
(Q. D. G.) de la comunicación de V. E. de 
16 de agosto del año próximo pasado, en la 
que consulta sí un facultativo con carácter 
de jefe del Cuerpo de Sanidad militar, encar- 
gado de la curación de un soldado ñerido, 
debe presentarse diariamente en casa del fis- 
cal que entienda en ia causa, ó en la del Ca- 
pitán general, Gobernador ó Comandante de 
armas cuando baya de informar acerca del 
estado de aquel. Enterada S. M., y teniendo 
presente que el caso de que se trata no es 
igual al de que la asistencia mencionada tu - 
viera por objeto declarar como testigo en 
virtud de citación hecha en forma, que es al 
que hacen referencia las Rs. Ords. de 11 de 
marzo de 1800 y 27 de setiembre de 1856, 
se ha servido resolver, de conformidad con 
lo informado por el Tribunal Supremo de 
Guerra y Marina, que los jefes y oficiales del 
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expresado. Cuerpo, cualquiera que sea la ca- 
tegoría que tengan , deben dar á los fiscales 
actuarios los partes diarios ó extraordinarios 
que convenga hacer constar en las actuacio- 
nes, extendidos bajo formal juramento, que 
no ha de ser el desusar de la palabra de ho- 
nor, porque esta fórmula solo puéden usarla 
los oficiales del ejército y de la armada, ya 
en actividad ó retirados , y de ningún modo 
los asimilados á los mismos; entendiéndose 
que lo dicho es sin perjuicio de asistir á las 
citas que haga el fiscal para la concurrencia 
al paraje que corresponda , según las Reales 
disposiciones vigentes, ó la apremiante nece- 
sidad de efectuar el reconocimiento de un 
enfermo, de un herido, ó de nn cadáver.»— 
De órden de S. M. etc. — Madrid 10 de se- 
tiembre de 1863. (Gac. 23 id.) 

Además de las disposiciones que que- 
dan insertas, deberán tenerse presentes 1 
los arts. 75, 76 y otros del decreto-ley de 
órden público de 20 de marzo de i 867, 
que sin mas excepción que las personas 
de la Real familia, dcolara que todas las 
demás cualquiera que sea su fuero, cla- 
se y condición, cuando tengan que decla- 
rar como testigos en las causas de que 
allí trata, están obligadas á compare- 
cer ante el j uez que les cite sin necesidad 
de ia venia ó permiso previo de su jefe 
ó superior respectivo, y declarar bajo ju- 
ramento en forma, salvo las autoridades 
superiores que podrán hacerlo por cer- 
tificación ó informe etc. 

También es de este lugar recordar lo 
que disponen los arts. 14 4 al 166 del re- 
glamento sobre el modo de conocer en 
lo contencioso el Consejo de Estado. — 
Y. Consejo de Estado, t. 3.°, p. 330. 

DECLINATORIA. Excepción dilatoria 
que se propone en juicio y que consiste 
en pedir al juez que está conociendo, se 
abstenga de conocer remitiendo el asun- 
to al que sea competente. — V. Excepcio- 
nes DILATORIAS y ENJUICIAMIENTO CIVIL, 

arts. 82, 237, 248 y 254. 

DECRETOS. — V. Roletin oficial: Co- 
lección legislativa: Gaceta: Leyes. 

DEFENSOR. — V. Abogado. 

DEFRAUDACION— V. Contrabando^ y 
Defraudación, y los arts. 443 al 459, 
479 y segunda parte del art. 482, núme- 
ros l. ü y 2. ü del Código penal. 

DEGRADACION. El acto que priva á un 
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delincuente de su dignidad, uunuífó y 
condecoraciones, sobre cuya pena remi- 
timos á nuestros lectores á los arts. 24, 
¿9, 51, 52 y 114 del Código penal. 

Respecto á la degradación de los ecle- 
siásticos habrá que tener presente lo 
que dispone el R. D. de 17 de octubre 
de 1835, en cuyo art. 5.° se dice: «Dada 
sentencia que merezca ejecución en la 
auo se impongan al reo las penas refe- 
ridas, pasará el juez testimonio literal de 
ella con ei^ oportuno oücio , sin incluir 
ninguna otra cosa, al prelado diocesano 
para que proceda en su caso á la degra- 
dación correspondiente del reo en el pre- 
ciso término de seis dias.» Y por el 6.° 
se añade: «Si dentro de este termino no 
verificase la degradación, se procederá 
sin "mas dilación á la ejecución de la 
semencia, cualquiera que sea la pena 
impuesta al rec; y si fuese ¡a capital 
será conducido al patíbulo en hábito lai- 
cal y la cabeza cubierta con un gorro 
negro. — Y. Eclesiásticos, en donde se 
inserta el Real decreto citado. 

Respecto á militares habrá de obser- 
varse lo dispuesto en el tít. IX, trat. VIH 
de las Ordenanzas del ejército, y lo dis- 
puesto en la li. Ü. de 23 de mayo de 
1853, citada en la nota al art. 114 del 
Código penal, que es como sigue: 

R. O. de 23 mayo de i 8(33. 

InhabiliUcioa do empleos, honores etc.: degradación: 
procedimiento. 

(Grao, v Jüst.) «Por. el Ministerio de la 
Guerra se ha comunicado a este de Gracia y 
Justicia Ja siguiente Real Orden dirigida con 
lecha 29 de jumo de 1858 al Capitán gene- 
ral de Castilla la Vieja: 

«La Reina (Q. D. G.) se ha enterado de la 
comunicación que uno de los antecesores de 
Y. E. dirigió a este Ministerio en 0 de junio 
de 1850 dando cuenta de que por sentencia 
pronunciada en causa seguida por Ja juris- 
dicción ordinaria sobre robo y muerte infe- 
rida al teniente coronel retirado D. Vicente 
Ciria había sido impuesta al capitán gradua- 
do, teniente también retirado O, Mauricio 
Diez Proveda, la pena de cadena perpetua 
con Ja accesoria de argolla y oLras; y de que 
en consecuencia de este fallo, comprendien- 
do que por él quedaba privado el misino ofi- 
cial de todo goce militar y de los derechos 
inherentes á él, había acudido el indicado 


antecesor de Y. E. al regente de la Audi en- 
cía, proponiéndole que por el juez que se sus- 
tanció la expresada causa se intimase al re- 
ferido Diez Proveda la privación drd uso de 
uniforme, insignias y de todo otro distintivo 
militar, y se le recogiesen sus despachos, tí- 
tulos y diplomas, con asistencia del sargento 
mayor de la plaza, á electo de que se entre- 
gara de los mismos; lo que aceptado por la 
Audiencia se Rabia llevado á cabo en les tér- 
minos propuestos; añadiendo el ya mencio- 
nado antecesor de V. E. que lo había hecho 
saber en ese- distrito por medio de orden ge- 
neral, y comunicádoio a! Gobernador civil 
de la provincia para la baja de i interesado y 
demás efectos correspondientes en las ofici- 
nas de Hacienda pública; y concluia solici- 
tando en el citado escrito que se declarase e! 
sistema que ha de seguirse en casos de igual 
naturaleza, y que se resolviese también res- 
pecto al destino que deba darse á los docu- 
mentos recogidos al oficial penado. 

En su vista , pues, y con presencia de lo 
informado acerca del particular por el Tribu- 
nal Supremo de Guerra y Marina, se lia ser- 
vido declarar S. M. conforme con el dictamen 
del mismo Tribunal, que la disposición adop- 
tada por el indicado antecesor de V. E. fue 
procedente y arreglada, porque concilio el 
que el penado quedara privado ostensible- 
mente de hecho y de derecho del empleo, 
grado y condecoraciones militares, sin que 
para ello se hubieran tenido que emplear las 
formalidades que para los casos de degrada- 
ción militar tiene establecidas la Ordenanza 
general en el ti t. IX, tratado VIII, toda vez 
que no comprendió esta pena la sentencia. 

Igualmente lia tenido a bien resolver Su 
Majestad, de conformidad también con el 
parecer del expresado Tribunal Supremo, 
que siempre que ios jefes y oficiales del ejér- 
cito en actividad ó retirados sean desaforados 
y juzgados por los Tribunales ordinarios, si 
se les impone alguna pena que lleve consigo 
la privación de empleo, grados y condecora- 
ciones, como que por la condición del des- 
aíuero no necesitará para causar ejecutoria 
la Real aprobación, que seria precisa si el 
procedimiento se hubiese seguido por Ja ju- 
risdicción puramente militar , si bien hayan 
de darse los conocimientos que previenen 
las Rs. Ords. de 10 de diciembre de i 832 y 
22 de junio del año próximo pasado, se ob- 
serve la formalidad de pasar un jefe,* que 
nombrará el Capitán general del distrito don- 
de resida el oficial penado, á presenciar el 
acto que practicará el juez de la causa, de re- 
cogerle los Reales despachos, títulos y diplo- 
mas militares que tuviere, los cuales por 



DEHESA.— DELITO FRUSTRADO. 17 


conducto del mismo Capitán general se re- 
mitirán á este Ministerio para su cancelación; 1 
debiendo preceder para ello el envió por la 
Audiencia al Capitán general de certificación 
que contenga la parle condenatoria del fallo 
ejecutorio, y ponerse de acuerdo ambas au- 
toridades, quedando luego á cargo de la mi- 
litar el ordenar la baja en el ejército del con- \ 
denado, y en la nómina de retirados si se 
bailase en esta situación , para que quede ' 
cumplida en todas sus partes la sentencia.» 

Y enterada S. M. la Reina (Q. D. O.), se 

ha servido disponer se traslade á Y la 

preinserta resolución, corno de su orden 
lo ejecuto, para su debido cumplimiento 
por los Tribunales del fuero ordinario. — Dios 
guarde etc. — Madrid 23 de mayo de 1863.— 
Monares. — Sr. Regente de la Audiencia de.. 

( Gac . 7 junio). 

DEHESA. La parte ó porción de tier- 
ra acotada que se destina para pasto de 
ganados. Las dehesas de los pueblos des- 
tinadas al pasto de ganado de labor están 
exceptuadas de la venta decretada por la 
ley de desamortización, según se declaró 
por el art. l.° de la ley de 11 de julio 
de 1856, y l.° también de la instrucción 
de la misma fecha , que pueden con- 
sultarse en el artículo Desamortización, 
con las demás del caso. — Véanse tam- 
bién los artículos Acotamiento: Montes: 
Pastos. 

DELACION, DELATOR. Se llama déla- ' 
torel que denuncia á la justicia un de- 
lito designando á su autor, sin ánimo 
de seguir el juicio en su nombre. Dela- 
ción es la denuncia misma. — V. Acción ¡ 
penal: Acción popular: Acusación: Ca- 
lumnia. 

DELEGACION. La facultad de conocer 
en un asunto ya judicial, ya administra- 
tivo por encargo de otro juez ó auto- 
ridad. — V. Declaración judicial.. .►* 

DELEGADOS DEL GOBIERNO. Dase este ; 
nombre á los funcionarios públicos que 
ejercen la acción del Gobierno en las 
provincias y en los pueblos. Los Gober- 
nadores de provincia son los delegados 
inmediatos del Gobierno; los Alcaldes 
son también delegados del Gobierno, 
bajo la dependencia de los Gobernado- 
res. Extendiéndose la autoridad del Rey 
á todo cuanto conduce á la conservación 
del orden público en lo interior, con- 
Tomo V. 


forme á la Constitución (arts. 43 y 64) y 
á las leyes, claro está que á lo mismo-se 
extiende también la autoridad desús de- 
legados, como expresamente se determi- 
na así en las leyes orgánicas y de atribu- 
ciones de los Ayuntamientos y Gobier- 
nos de provincia. 

La ley vigente para c! gobierno y ad- 
ministración délas provincias, de 25 de 
setiembre de 1863, faculta á los Gober- 
nadores para enviar de entre los diputa- 
dos y consejeros provinciales y emplea- 
dos civiles de Real nombramiento, dele- 
gados temporales á los pueblos con el ob- 
jeto que expresa , pudiendo consultarse 
el art. 11 , párf. 8.° de la ley, los arts. 75 
y 76 del reglamento y el reglamento es- 
pecial de 19 de mayo de 1864 para la 
ejecución del citado art. 8.°— V. Admi- 
nistración: Actos administrativos: Al- 
caldes: Gobierno y administración de 

LAS PROVINCIAS, etC. 

DELITO. Es toda acción ú omisión 
voluntaria penada por la ley. Así define 
el delito nuestro Código penal, siendo 
de notar que extiende su sanción no so- 
lo á los delitos consumados sino tam- 
bién á los propósitos frustrados, á la 
tentativa, á la conspiración y á la pre- 
posición de delito, cuya graduación se 
clasifica en los arts. 3.° y 4.° Véanse en 
el tomo 3.°, pág. 144 con sus notas. 

DELITO CONSUMADO. Hall amos en los 
arts. 3.° y 4.° la definición del delito 
frustrado, de la tentativa, de la conspi- 
ración y de la proposición ; pero no se 
define el delito consumado. La defini- 
ción de este era innecesaria, toda vez 
que se establece la regla general del ar- 
ticulo l.° y que después se deslinda cla- 
; ramente lo que es delito frustrado y ten- 
tativa de delito. 

DELITO FRUSTRADO. ¿Son punibles 
la tentativa y el delito frustrado de abor- 
to, ó adulterio, ó violación? La Opinión 
siempre respetable de los Sres. Alvarez y 
Vizmanos respecto á los tres enunciados 
delitos, y del Sr. Pacheco respecto de! 
adulterio, consignada en sus respectivos 
comentarios al Código, nos han hecho 
dudar y vacilar largo tiempo en la nues- 
tra ; pero por fin nos hemos decidido á 
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adoptar la contraria á la que sobre di- 
cho punto sostienen tan aventajados 
escritores y eminentes jurisconsultos. 
Francamente, no hemos hallado motivo 
algupo para que dejen de ser aplicables 
á estos delitos las reglas ó principios 
consignados en los artículos del Código, 
3.°, 01 y 62. Conviene por lo mismo, 
antes de todo, consignar aquí la doctri- 
na que se sienta en las obras de los ci- 
tados comentadores. _ _ ! 

Al fin del comentario del art. 363 di- 
cen los Sres. Vizmanos y Alvarez lo si- 
guiente: «Lo que no debe olvidarse es 
«que esta (la violación) se comete ya- 
»ciendo , y por consiguiente, cuando el 
«acto no se verifique, no podrá decirse 
»que hubo violación , sino tan solo un 
salentado contra la honestidad, ó sea 
»un abuso deshonesto, para el cual son 
«aplicables las penas del artículo si-' 
«guíente.» En la pág. 33o del tomo se- : 
gundo, concluyen también ei comenta- 
rio de los arts. 337 al 40 que tratan del 
aborto «con una advertencia trascenden- 
tal é importante,» cual es: «que ni la 
tentativa de aborto ni el aborto Irustra- 
do son punibles;» y por último, en el 
art. 358 sobre adulterio, dicen ios refe- 
ridos señores «que por la misma razón 
«de ser necesaria la concurrencia del 
i hecho y de la intención para que exis- 
»la el delito de que se trata, no puede 
«mediar, respecto de él, tentativa puní- j 
«ble, ni aunque tampoco deliLo frus- 
trado.» 

El Sr. Pacheco nada dice á propósito 
de la dificultad de que tratamos sobre 
los delitos de aborto y violación ; pero 
sobre el adulterio hace notar «con vi- 
niendo en ello con los Sres. Vizmanos 
«y Alvarez, que respecto á este crimen 
«no son posibles m el delito frustrado 
«ni la tentativa.» 

Para sentar esta doctrina , tan respe-' 
tables y acreditados escritores parten , á 
no dudarlo, del supuesto de que las pa- 
labras textuales de la ley penal se refie- 
ren á los delitos consumados: asi es que 
el Sr. Pacheco dice del adulterio que 
«cuando no hay la consumación del he- 
«cho, no hay nada para la ley, y cuando 


«media la consumación tenemos el adul- 
terio formal.» 

Nosotros, conviniendo también en el 
indicado supuesto, aplicable según el 
párrafo segundo del art. 60 á toda clase 
de delitos, á no ser cuando la pena se 
refiere á la tentativa, como sucede en el 
art. 160, no podemos menos de deducir, 
sin embargo, una consecuencia entera- 
mente distinta. La pena que determinan 
los arts. 337, 358 y 363, es justamente 
la que corresponde al delito coando ba 
sido consumado, y de ninguna manera 
ai frustrado ni á ia tentativa , poiqué se, 
opone terminantemente á ello la letra y 
el espíritu de dicho art. 60, que dice; 
«siempre que la ley señala generalmen- 
»te la pena de un delito, se entiende 
«que ia impone ai delito consumado;» 
pero esto, por consiguiente, no obsta 
para, que conforme á los arts. 61 ó 62, 
se imponga la inmediata en uno ó mas 
grados, según que se trate de delito frus- 
trado ó de tentativa. V en verdad, nos- 
otros concebimos bien , tratándose de 
cualquiera de ios indicados delitos, la 
tentativa de ios mismos, ó que se frus- 
tren en el sentido legal de esta palabra. 

En el adulterio, por ejemplo, puede 
uno de acuerdo con mujer casada, tener 
ya convenido su ilícito trato, citarse, 
concurrir al sitio designado, y estando 
ya si se quiere para consumar su infa- 
me delito, verse sorprendidos por el ma- 
rido agraviado. Aquí por el sitio , por 
otras circunstancias que siempre con- 
curren en estos casos á esclarecer la ver- 
dad, y por haber sido hallados en el 
mismo lecho en que iban á consumar 
su delito, era bien conocida ya la inten- 
ción de ios culpables; no le consumaron 
por la casualidad de haber llegado en 
aquel momento el desafortunado mari- 
do; pero ellos hicieron todo lo que esta- 
ba de su parte para lograr su mal pio- 
pósito, y si no lo consiguieron, fue por 
causas independientes de su voluntad, 
ó que no lueron su propio y voluntario 
desistimiento. No habrá, pues, aquí adúl- ' 
terio consumado, no procederá la pena 
que determina ei art, 358, convenido: 
¿pero habrá adulterio frustrado ó tenta 


l 
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tiva en su caso? ¿Serán aplicables á los \ deradas como tentativa o delito frustra- 
reos, si llegan á ser acusados y convic- j do de adulterio. Requiérese en este deli- 
tos, las penas inferiores en uno ó mas ■ to necesariamente la concurrencia en la 
grados á la señalada para el delito, con- intención ó voluntad del hombre y de la 
forme á lo prescrito en los arts. 61 y 62? mujer; y si convienen en él, si empiezan 
Nosotros entendemos que sí, repitiendo á ejecutarle, si últimamente no le consu- 
que hallamos motivo alguno suficiente man por causas independiente de su vo- 
para que no tenga' aplicación al delito luntad, no habrá adulterio consumado, 
de que se trata lo dispuesto en los dos como antes hemos dicho, pero no habrá 
últimos párrafos del art. 3.° tampoco justicia en denegar al marido 

Igual que decirnos del adulterio suce- agraviado la acción para perseguir á los 
de con el aborto, igual con la violación, : autores de su deshonra como reos de 
igual con la mayor parte de los demás adulterio frustrado ó de tentativa, 
delitos que son objeto de sanción en Respecto de la violación es todavía de 
nuestro Código. Ni conviene tampoco mas fuerza la razón que asiste para que 
que nos separemos del principio sancio- sea aplicable á este delito loque dejamos 
nado en el art. 3.°, que encontramos dicho del adulterio. La violación, dice el 
muy acertado, muy justo y convenien- artículo 363, se comete yaciendo con la 
te. El delito le constituyen la acción ú mujer en cualesquiera de los casos que 
omisión con la intención. Donde hay expresa. Para no equivocarse en la cali— 
^olo intención habrá pecado, pero no de- ficacion, cuando no haya llegado á con- 
lito; donde falta esta habrá un hecho sumarse el delito, atiéndase con mucho 
lamentable, una desgracia , pero no ha - cuidado á los actos que manifiesten la in- 
brá tampoco delito. Es preciso por tan- ¡ tención. Si esta no era la de yacer, el 
to que la intención se manifieste, que el delito que se cometa será el que castiga 
hecho reprobado baya empezado á eje- el art. 36't; pero si se conoció bastante 
cutarse, desde cuyo momento entra el que la intención era la de yacer, si para 
poder de la ley, que para ser justa ha te- conseguirlo se usó de la fuerza, si la mu- 
nido necesidad de fijar las categorías, de jer en quien se intenta se halla privada 
establecer las diferencias que vemos en de razón, ó si es menor de doce años 
el citado art. 3.° cumplidos, entonces, aunque el delito 

Se teme, sin embargo, que la doctrina no se llegue á consumar, su carácter y 
de este artículo ofrezca inconvenientes naturaleza es de violación frustrada ó de 
en su aplicación á los delitos de que se tentativa de violación, mas fácil de deter- 
trata. Todas las leyes penales las ofre- minar todavía que ¡a tentativa de robo, 
cen, porque todas son un mal, pero un que la tentativa de homicidio ó de cual- 
mal necesario ¡que ojalá pudiéramos j quiera otro delito. — Lo que sobre el ar- 
e vitar ! y con eso no habría que conceder ¡ tirulo 3. ü se necesita siempre tener muy 
otras garantías al ciudadano honrado, al j presente es que si no hay tentativa cuan- 
hombre inocente tantas veces perseguido dono se ha dado principio á la ejecución 
por el rigor de la ley misma que se hizo ¡ del delito directamente por hechos exte- 
para defenderle Haya, pues, pruden- ñores, con mucha menos razón habrá de- 

cía como debe haberla siempre; baya lito frustrado. Es, pues, requisito indis- 
buen j ulcio; haya ilustración en los enear- pensable para que exista tentativa ó deli- 
gados de administrar justicia; y sise atie- to frustrado, respectivamente, que se ha- 
nen á la ley para calificar si ha habido ya comenzado á ejecutar el delito, y que 
delito frustrado ó tentativa , se evitará no se prosiga en el por cualquiera causa 
ese escollo que sin duda temen los acre- ó accidente que no sea el propio y volun- 
ditados jurisconsultos que hemos citado, taiio desistimiento del autor, ó que este 
Una mirada, ni una palabra, ni los mas no logre su mal propósito por causas in- 
reíinados galanteos, ni las mas importu- dependientes de su voluntad, 
nas solicitudes, jamás pueden ser eonsi- Réstanos todavía combatir en otro ter- 
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reno la opinión de los Sres, Pacheco y 
Aivarez y Vizmanos, que sin querer se 
apartaron, en nuestro concepto , de los 
principios mas fundamentales de la pe- 
nalidad. 

La ley, dicen, solo castiga en los casos 
de que se U’ota el delito consumado. Lo 
el adulterio y en la viciación se necesita 
yacer para que haya delito, y delito de 
aborto tampoco existe cuando no ha lle- 
gado á causarse. Pues bien : adoptemos 
por un momento esta opinión y estos 
principios, y tendremos la consecuencia 
de que en los mismos no es punible la 
complicidad ni el encubrimiento, ni se 
consideran tampoco autores los com- 
prendidos en los números 2.° y 3.° del 
artículo 12, porque ninguno de estos yace 
tratándose de violación ó adulterio, ni 
causa inmediatamente el aborto tratán- 
dose de este delito. En cierto modo los 
Sres. Vizmanos y Alvarez fueron conse- 
cuentes diciendo que ni aun cabo com- 
plicidad en el delito de adulterio, doctri- 
na que no admite el Sr. Pacheco, menos 
consecuente en esta parte. Nosotros tam- 
poco podernos admitirla, atreviéndonos 
á decir que, en nuestro concepto, en el 
adulterio y en los demás delitos de que 
tratamos cabe complicidad, encubrimien- 
to, delito frustrado y tentativa; y mas to- 
davía: que sin yacer incurre en la pena 
ordinaria del delito el que forzó ó indujo 
directamente á otro á ejecutarle, y cooperó 
á la ejecución del hecho por un acto sin el 
cual no se hubiera efectuado. En sentido 
legal, tan autores son los que contribuyen 
á él de esta manera , como el que inme- 
diatamente lo ejecuta . Así está consigna- 
do en el art. 12; el principio es justo y 
su aplicación necesaria . 

DELITOS ANTERIORES AL CÓDIGO. La 

autorización que se solicita para proce- 
sar á un funcionario administrativo por 
delito anterior al Código no debe fun- 
darse en lo que este dispone. Así se es- 
tablece en la siguiente 

Decisión de II junio de 1866. 

La Diputación provincial de Cuenca, 
en virtud de lo prevenido por la R, O de 
24 de agosto de 1834, mandó formar ex- 
pediente para la venta de dos dehesas 
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pertenecientes á los propios de Cañada 
del Hoyo, haciéndola á censo enfitéutico 
' metálico al contado, del 


del Isuelo, ya 
arbolado. Sacadas á pública subasta se 
anunciaron por tres veces en los meses 
de abril á mayo de 1843, fincando el re- 
mate en Julián Delgado, con la obliga- 
ción de que habia de dar participación 
proporcional átodo vecino del dicho pue- 
blo de la Cañada del Hoyo que lo soli- 
citase; y que habia de entregar, como 
entregó, en la Depositaría de propios del 
pueblo los 1.600 rs., valor del arbolado 
de las mismas; cuyas operaciones fue- 
ron aprobadas por la Diputación provin- 
cial en 24 de noviembre de 1843, orde- 
nando al Ayuntamiento que otorgara la 
correspondiente escritura, como lo hizo 
en 22 de enero de 1844. 

Los herederos del rematante Julián 
Delgado hicieron cesión de las partes que 
les correspondían, traspasando el domi- 
nio útil de las indicadas dehesas en 1861 
á los demás vecinos que lo solicitaron, y 
en 27 de agosto del antes citado año ven- 
dieron á D. Juan Jiménez Ochando 40.000 
pinos de los que dichas dehesas conte- 
nían en precio de 1.200.000 rs., sin que 
se haya cortado ninguno hasta el dia. 

Por la diferencia notabilísima enel pre- 
cio que se subastaron las dehesas al en 
que se enajenaron los pinos, y presumien- 
do una gran defraudación, el guarda ma- 
yor de montes denunció el hecho al Juz- 
gado correspondiente, el cual después 
de practicadas las oportunas diligencias 
en averiguación , solicitó la correspon- 
diente autorización para procesar á ios 
individuos del Ayuntamiento de Cañada 
del Hoyo por suponer que habían come- 
tido el delito previsto y penado en el ar- 
tículo 324 del Código penal: 

El Gobernador, de acuerdo con el dic- 
tamen del Consejo provincial, negó aquel 
requisito, Lindándose en que de [as ac- 
tuaciones practicadas por el Juzgado no 
aparecía que dichos funcionarios hubie- 
sen cometido el delito que se les impu- 
taba. \ por R. D. de II de junio (1) se 
confirma la negativa: 

(1) Eotiéndase que esa consulta del Consejó 
de Estado, siempre que usamos esta fdrmula. 
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«Considerando que en este expediente se 
trata de la persecución de un delito cometi- 
do con anterioridad á la promulgación del 
Código penal vigente, por cuya razón no 
puede concederse la autorización en la for- 
ma que se solicita por el Juzgado, el cual, si 
lo estima oportuno, puede no obstante prac- 
ticar las averiguaciones y diligencias condu- 
centes al castigo de los hechos expuestos, 
teniendo en cuenta la consideración antedi- 
cha.» ( Gac . 22 junio.) 

DELITOS ELECTORALES. Se compren- 
den bajo esta denominación las falseda- 
des, coacciones, fraudes y otros abusos 
penados en la ley de 22 de junio de 1864 
que textualmente es la siguiente: 

Ley de 22 junio de 1864 (1). 

(Gob.) Doña Isabel II, etc. 

Artículo i.° Para los efectos de esta ley 
se reputarán funcionarios públicos, no solo 
los de Real nombramiento, sino también los 
Alcaldes, concejales, secretarios escrutado- 
res y cualquier otro que desempeñe un car- 
go público aunque sea temporal y no retri- 
buido. 

Art. 2.° La acción para acusar por los 
delitos previstos en esta ley, será popular y 
podrá ejercitarse hasta dos meses despees 
de haber sido aprobada ó anidada por el 
Congreso el acta á que se refiera. 

Cuando el Congreso, en virtud de lo que 
se, dispone en el art. 31 de su reglamento, 
acuerde pasar un tanto de culpa al Gobierno 
sobre una elección , se procederá á la forma- 
ción de la causa en el Tribunal ó Juzgado 
competente. 

Si se procediere, á instancia de parte, no se 
admitirá la querella ó acusación sin que la 
acompañe la correspondiente fianza de ca- 
lumnia, y de que el acusador ó querellante 
no desamparará su acción hasta que recaiga 
sentencia que cause ejecutoria. La cantidad 
de dicha lianza será determinada en cada 
caso por el juez ó Tribunal que conozca del 
asunto, y no podrá suplirse con la caución 
juratoria, aunque litigue en concepto de po- 
bre ei que deba prestarla. 

Art. 3.° Los Tribunales y Juzgados pro- 


(1) La ley de procedimientos y sanción 3 
penal para los delitos electorales de 22deju- 1 
niu de 1864, se refiere únicamente en sus dis- 1 
posiciones á las elecciones para diputados á ■ 
Cortes y diputados provinciales y no es aplica- 
ble. á las municipales (R. 1). de 6 de junio de 
1867 decidiendo á favor de la Administración 
la competencia entre el Gobierno de Orense y 
el juez de Celanova.) 
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cederán desde luego contra los presuntos 
reos de delitos electorales sin esperar á que 
el Congreso resuelva sobre la legalidad de 
la elección. Será obligación de aquellos fa- 
cilitar al Congreso, siempre que este lo pida 
por conducto del Gobierno, los informes, 
testimonios de resultancia y demás noticias 
que estimase convenientes sobre hechos que 
puedan afectar á la validez ó nulidad de la 
elección. Si al suministrar estas noticias la 
causa se hallase en sumario, los jueces y 
Tribunales harán la oportuna advertencia 
acerca de las que deban tener el carácter de 
reservadas. 

No se necesitará Ja autorización del Gober- 
nador para proceder contra los funcionarios 
que cometieren esta clase de delitos. 

En cuanto álos Gobernadores de provin- 
cia y demás funcionarios de igual ó superior 
categoría, se observará lo que respecto á los 
primeros está prevenido en el art. 18 de la 
ley para el gobierno y administración de las 
provincias de 25 de setiembre de i 863, pi- 
diéndose la autorización por conducto del 
Ministerio de que dependa el funcionario. 

Art. 4.° El Tribunal Supremo de justicia 
conocerá de las acusaciones que en virtud de 
esta ley se entablen contra los Gobernado- 
res de provincia ú otras autoridades ó funcio- 
narios públicos de igual ó superior categoría. 
Las Audiencias de los respectivos territorios 
de las que se presenten contra los conseje- 
ros provinciales. Alcaldes y demás emplea- 
dos públicos que por razón de sus cargos in- 
tervengan en materia de elecciones, y los 
Juzgados de las que se promuevan contra 
cualesquiera otras personas. En todas las 
causas procederán dichos Tribunales sin 
distinción de fuero. Aquellas en que ejecuto- 
riamente se exima de responsabilidad por 
obediencia debida á los acusados se remitirán 
necesariamente al Tribunal que corresponda 
pava proceder contra el que hubiese sido de- 
bidamente obedecido; y si este fuese Minis- 
tro de la Corona, la remisión se liará al Con- 
greso de los diputados para lo que hubiese 
lugar con arreglo á la' Constitución y á las 
leves. 

Art. 5.° Los Juzgados no podrán rehusar 
! la práctica de las informaciones relativas á 
■ los hechos electorales en cualquier tiempo 
i que se pidan antes de que haya prescrito la 
! acción para acusar, conforme a ¡o que se dis— 

1 pone en el art. 2. a de esta ley, procediendo 
i breve y sumariamente. 

Art." 6.° Toda falsedad cometida en do- 
cumento público por cualquier funcionario, 
con el fin de dar ó quitar el derecho electo- 
ral indebidamente, será castigado con la pe- 
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na de prisión menor, multa de 100 á 1.000 
duros, inhabilitación temporal para el ejerci- 
cio del derecho electoral, y perpetua especial 
para el cargo respectivo. 

Se reputarán comprendidos en este ar- 
tículo los funcionarios públicos que con ma- 
licia hicieren exclusiones indebidas, ó inclu- 
yeren en las listas electorales ultimadas a 
cualquiera persona que no haya sido legíti- 
mamente admitida en las de segunda rectifi- 
cación . . . 

Finalmente, incurrirán en ignal pena los 
que aplicaren indebidamente votos a favor de 
un candidato ó candidatos para secretarios 
escrutadores ó para diputados. 

Art. 7.° Serán castigados con la pena de 
arresto mayor, inhabilitación perpetua espe- 
cial para el cargo respectivo y multa de 20 á 
200 duros los funcionarios públicos de cual- 
quier clase ó categoría que obligasen á un 
elector á dar su voto, ó impidiere que le 
diere-do alguno de los modos siguientes ; 

1 Haciendo salir de su domicilio ó per- 
manecer fuera de él, aunque sea con motivo 
del servicio público , á un elector en los dias 
de elecciones, ó impidiéndole con cualquiera 
otra vejación el ejercicio de su derecho elec- 
toral. 

2, ° Conduciendo por medio de agentes 
públicos de Ja autoridad á los electores para 
que emitan sus votos. 

3. ° Recomendando con promesas ó ame- 
nazas á sugetos- determinados , designándo- 
los como ios únicos que deben ser elegidos. 

Art. 8.° Incurrirán en la pena de arres- 
to mayor, suspensión y multa de 10 á 100 
duros: 

1 . ° Los funcionarios públicos que impi- 
dan , retarden , anticipen ó embaracen de 
de cualquier modo el cumplimiento de la ley, 
alterando los plazos ó términos señalados en 
ella para la formación y rectificación de las 
listas. 

2. ° El presidente de la mesa que mali- 
ciosamente deje de nombrar secretarios para 
la mesa interina á los individuos de mayor ó 
menor edad , con arreglo á lo prevenido en 
el art. 42 de la ley electoral, 

3. ° El presidente de la mesa que clara- 
mente negare ó indirectamente impidiere á 
los electores usar fiel derecho que les con- 
cede el párrafo segundo del art. 44 , de dicha 

ley. 

1'° L*, que á sabiendas y con manifiesta 
mala fé alterase la hora en que deben co- 
menzar ó concluir las elecciones. 

5.° El funcionario público que malicio- 
samente promueva expedientes gubernativos 
de atrasos de cuentas, propios, montes ó 


cualquier otro ramo de la Administración; 
entendiéndose que hay malicia siempre que 
se verifique desde la convocatoria hasta ter- 
minada la elección. 

6. ° La autoridad que obligue a sus de- 
pendientes á que hagan á los electores re- 
comendación en favor de determinados can- 
didatos. 

7. ° El que obligue á comparecer ante sí 
á electores ó funcionarios dependientes de su 
autoridad con el mismo objeto. 

8. ° Los que maliciosamente dejen de pro • 
clamar al diputado elegido según la ley, ó 
indebidamente proclamen á otro. 

9. a Los Gobernadores que suspendieron 
Alcaldes, concejales ó secretarios de Ayun- 
tamiento por hechos anteriores al período 
que inedia desde la convocatoria hasta ter- 
minar la elección. 

Art. 9.° Serán castigados con la pena de 
suspensión y multa de 10 á 100 duros. 

1 Los Gobernadores de provincia y de- 
más funcionarios que no remitan íntegros á 
las Audiencias los expedientes de reclama- 
ción acerca de la inclusión ó exclusión de al- 
gún individuo en las listas electorales , así 
como los que no se presten á ejecutar los fa- 
llos dictados por Jos Tribunales. 

2. ° Los funcionarios públicos cjue rehúsen 
dar en el término de 24 horas , no habiendo 
imposibilidad material de verificarlo , copia 
certificada de cualquier documento conoci- 
damente útil para probar la capacidad elec- 
toral . 

3. ° El secretario escrutador que después 
de haber tomado posesión de su cargo le 
abandone, ó se niegue á firmar las actas ó 
acuerdos de la mayoría. 

4. ° El presidente y secretarios escrutado- 
res que falten á las prescripciones del art. 62 
de la ley electoral , negándose á consignar 
en el acta las dudas y reclamaciones que se 
presenten y cualquier protesta motivada. 

5. ° El Alcalde ó secretarios que no re- 
mitan al Gobernador de la provincia las co- 
pias del acta á que están obligados por el ar- 
tículo 6í de la ley electoral. 

Art. 10, Los funcionarios públicos que 
por negligencia culpable cometieren con 
perjuicio de tercero alguna inexactitud en la 
formación de las listas electorales , dando lu- 
gar en ellas á inclusiones ó exclusiones in- 
debidas, serán castigados con la multa do 10 
a 100 duros. En la misma pena incurrirán 
los funcionarios públicos que en las eleccio- 
nes ó en cualquiera de sus operaciones ó 
tramites preliminares cometieren alguna fal- 
ta no prevista en los artículos anteriores ni 
en el Código penal. 
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Art. i i . Serán castigados con la pena de 
arresto mayor, suspensión del derecho elec- 
toral y multa cíe dO á 100 duros: ■ 

-l.°" El que haga uso de supuestos con- 
tratos de participación en ramos de indus- 
tria y de comercio , ó que suponga poseer 
una propiedad ó ejercer una industria ó pro- 
fesión para ser incluido en las listas electo- 
les , y el que de cualquier manera coadyuve 
con él á sabiendas para estos fines . 

2. ° Los que estando incluidos en las lis- 
tas tornen parte en la elección si estuvieren 
inhabilitados para el ejercicio de los dere- 
chos políticos ó comprendidos en los núme- 
ros 4.°, 2.°, 4.° y 5.° de los arts. 11 y 18 de 
la ley electoral, 

3. ° El que vote dos veces en una elec- 
ción ó tome el nombre de otro para votar, ó 
teniendo el mismo nombre vote á sabiendas 
de que no es la persona comprendida en las 
listas. 

4. ° El elector que con el propósito de ser 
nombrado secretario escrutador interino fal- 
tare á la verdad suponiendo distinta edad de 
la que tiene, 

Art. 12. Incurrirán en la pena de arres- 
to mayor ó prisión correccional , inhabilita- 
ción temporal y multa de 10 á 100 duros: 

1 , ° Los que con dicterios, amenazas, cen- 
cerradas ó cualquier otro género de demos- 
tración intenten coartar Ja libertad de los 
electores. 

2. ° Los que valiéndose de persona repu- 
tada como criminal solicitaren por su con- 
ducto á algún elector para obtener sus votos 
en favor de candidato determinado, y el que . 
se prestare, á hacer la intimidación. 

Art. 13. Los que indujeren con dádivas 
á los electores á votar en favor suyo ó de 
otro , y el elector que las hubiere aceptado 
incurrirán en ia pena de prisión menor y 
multa de 1 00 á 1.000 duros. 

Art. 14. Los reos de los delitos compren- 
didos en esta ley solo podrán ser indultados, 
y para la concesión de la gracia se oirá siem- 
pre al Consejo de Estado. 

Art. 15. Las disposiciones de esta ley 
son aplicables io mismo á las elecciones para 
diputados á Córtes que á las de diputados 
provinciales. 

Art. 16. Quedan vigentes el Código pe- 
nal y las leyes de procedimiento que actual- 
mente rigen en cuanto no se opongan á ia 
presente. 

Por tanto: 

Mandamos etc. — Palacio á 22 de junio de 
1864.— Yo la Reina. — El Ministro de la Go- 
bernación, Antonio Cánovas del Castillo.» 

( Gac . del 23.) 
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Adémás de la ley anterior, tétigañíé 
presente^ los arts. 196 á 200 dé! Código 
penal, que son principalmente apliéá- 
bles á las elecciones municipales no com- 
prendidas en las disposiciones de la que 
dejamos inserta. 

DELITOS MILITARES. No están soje- 
tos á las disposiciones del Código penal, 
V sí á las Ordenanzas del ejército y arma- 
da. — V. Código penal, art. 7.° y su r.ota, 
disposición primera de las transitorias 
del mismo Código, y Ordenanzas mili- 
tares . 

DELITOS POLÍTICOS- — V. Orden publi- 
co: Rebelión: Conspiración etc. 
DELITOS PRIVADOS. Son los que no 

pueden ser perseguidos ni castigados de 
oficio, ó que solo pueden serlo median, 
do denuncia ó consentimiento del agra- 
viado. Están en este caso el adulterio- 
el amancebamiento, la violación de mu- 
jeryel rapto, e! estupro, la calumnia y la 
injuria. En estos delitos el perdón de la 
parte ofendida extingue la acción penal 
y releva de la pena, aun después de im- 
puesta cuando y en la forma que se dis- 
pone en los arts. 21, 359, 360, 371, 388 
y 39 í de! Código penal. — Véase Acusa- 
ción : Adulterio, etc. etc, 

DELITOS PÚBLICOS. Son los que de- 
ben perseguirse de oficio por perjudicar 
inmediatamente al cuerpo social, ó pro- 
ducir algún peligro común á todos sus 
miembros. Nuestro Código penal no es- 
tablece esta clasificación, pero viene á 
reconocerla en el hecho de consignar 
que hay delitos que solo pueden perse- 
guirse á instancia de parte. — V. Acción 
penal: Acción popular: Acusación. 

DEMANDA. E ser i t o con que se dá 

principio á los juicios. En la demanda 
debe el actor exponer sucintamente, y 
numerados, los hechos y fundamentos del 
derecho, fijando con precisión lo que 
pide, y determinando la clase de acción 
que ejercite, y la persona contra quien 
\ la propone. A la demanda y contesta- 
ción deben acompañarse los documentos 
que acrediten la personalidad del pro- 
; curador, del litigante y los qué sirven 
i de fundamento á su derecho.— Véase 
1 Enjuiciamiento : Juicio civil órdiga- 
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rio etc., en donde concisamente expon- 
dremos la tramitación y lo que mas prin- 
cipalmente interesa saber al demandan- 
te y al demandado. 

DEMANDAS CONTRA EL ESTADO. Es 

necesario tener muy presente que los 
Tribunales no pueden admitir demanda 
alguna en que se controviertan intereses 
del Estado sin que previamente se haga 
constar por medio de certificación auto- 
rizada en debida forma, que se ha obte- 
nido resolución por la vía gubernativa 
en el asunto sobre que verse. Esto se 
mandó por la R. 0. de 9 de junio de 
4847, y después muy principalmente por 
el R. D. de 20 de setiembre de 1854, 
que vino á regularizar dicha vía guber- 
nativa. Hé aquí este decreto y otras Rea- 
les órdenes sobre el asunto. 

ñ. D. de '2.0 setiembre de 1851. 

Sa regulariza la vía gubernativa que debe preceder á 
las demandas contra la Hacienda. 

(Hac.) Artículo l.° Los Tribunales no 
admitirán demanda alguna judicial contra 
la Hacienda, sin que el demandante presen- 
te con los documentos que la ley exige para 
justificación de su derecho, certificación ex- 
presiva de haber precedido reclamación en 
la vía gubernativa. 

Art. 2.° En las demandas que tengan 
por objeto el cumplimiento de contratos ú 
obligaciones que produzcan responsabilida- 
des periódicas contra la Hacienda, solo de- 
berán los demandantes llenar el anterior re- 
quisito al entablar su primera reclamación; 
bastando que se acredite este extremo si hu- 
biesen de incoar otras posteriores. 

Art. 3.° Las reclamaciones que hayan 
de hacerse contra la Hacienda pública para 
los efectos délos anteriores artículos, cual- 
uiera que sea la causa de que procedan, se 
irigirán al Gobierno, con una exposición 
acompañada de los documentos en que los 
interesados funden su derecho. 

Art. 4.° La exposición documentada ee 
entregará al administrador del ramo á que 
se refiera la reclamación, presentando origi- 
nales los documentos de que trata el artícu- 
lo anterior, y copias simples de los mismos, 
para que cotejadas por aquel dentro del tér- 
mino de tercero día, se devuelvan los origi- 
nales á los interesados, á quienes además 
se expedirá recibo por dicho empleado , que 
exprese lacónicamente el objeto y fecha de 


la solicitud , y la clase de documentos que 

la acompañan. 

Art. 5.° El administrador remitirá dicha 
exposición á la Dirección correspondiente, 
dentro de los cinco días siguientes al de su 
presentación, y se le acusara inmediatamen- 
te el recibo por aquella. 

Art. 6.° La Dirección y demás oficinas 
superiores cuidarán bajo su mas estrecha 
responsabilidad del pronto despacho de estos 
asuntos; en el concepto de que dentro de 
cuatro meses, contados desde la fecha en 
que se entregó la exposición en la Admi- 
nistración de provincia, ha de estar resuel- 
ta y comunicada la resolución al adminis- 
trador. 

Art. 7.° Al espirar el término expresado 
en el artículo anterior, ocurrirán los inte- 
resados á las Administraciones respectivas, 
por las que se les harán saber las resoluciones 
que recaigan , facilitándoles certificación ex- 
presiva de las mismas, ó de no haberles sido 
comunicada por la superioridad dentro del 
término indicado, en cuyo caso se entenderá 
negada la solicitud. 

Art. 8.° Todos los empleados públicos 
que hayan de intervenir en ios expedientes 
gubernativos de que trata el presente decre- 
to, serán responsables de los perjuicios que 
por morosidad ú omisión en la resolución de 
los mismos se irroguen á los intereses del 
Estado. — Dado en Palacio á 20 de setiembre 
de 1851.» (CL. t. 54, p. 170.) 

Cira, de 26 setiembre de 1854, 

Extracto. — La Dirección general de lo 
contencioso de Hacienda pública recomendó 
por esta circular á los Gobernadores subde- 
legados de rentas la mas estricta observancia 
del anterior Real decreto. (CL. t. 54, pá- 
gina 489.) 

R. O. de 4 octubre de 4851 . 

(Grac. y Just.) Se manda que por los 
Tribunales de justicia se guarde y cumpla el 
R. D. de 20 de setiembre expedido por el Mi- 
nisterio de Hacienda que queda inserto. (CL. 
t. 54, p. 226.) 

R. O. de 11 abril da 1860. 

Indispensable requisito de la vía gubernativa para 

proponer demandas contra la Administración.. .. 

«Por el Ministerio de Hacienda se ha co- 
municado, en 11 del corriente á esta Direc- 
ción la Real orden siguiente: 

limo. Sr. : Con fecha de hoy se dirige al 
asesor general de este Ministerio la Real ór- 
den que sigue:— El Sr. Ministro de Hacien- 
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da comunica con esta fecha al de Gracia y 
Justicia la Real orden siguiente:— Excmo. Se- 
ñor. : Son muy repetidos los casos en que 
los Juzgados de primera instancia han admi- 
tido demandas, ya contraía Administraccion, 
ya contra particulares, pero por hechos le- 
ales consumados en virtud de las leyes de 
esamortizacion , sin que los demandantes 
acompañen el documento que acredite ha- 
ber antes apurado la vía gubernativa y sído- 
los denegadas sus pretensiones. Tal falta por 
parte de los jueces, no tan solo comunica la 
consiguiente perturbación en esta última, 
sino que revela por lo menos el olvido en 
que los expresados funcionarios tienen las 
disposiciones que exigen aquella condición. 
En cuyo caso, S M. la Reina (Q. D. G.), á 
quien he dado cuenta del expediente instrui- 
do sobre este particular, conformándose con 
lo expuesto por la Dirección general de pro- 
piedades y derechos del Estado y por el ase- 
sor general de este Ministerio, se ha servido 
resolver que me dirija á V. E., como de su 
Real orden lo ojecuto, manifestándole la con- 
veniencia de que se recomiende á las Au- 
diencias territoriales el cumplimiento por 
parte de los Juzgados de primera instancia, 
del arl. 10 de la ley de contabilidad de 20 de 
febrero de 1850 y 173 de la instrucción de 
31 de mayo de 1855, que prohíben la admi- 
sión de demandas contenciosas sin que los 
reclamantes hayan apurado antes la vía gu- 
bernativa. — Y de la propia Real orden, co- 
municada por el referido Sr. Ministro de Ha- 
cienda, lo traslado á Y. T. para su debido co- 
nocimiento; siendo igualmente la voluntad 
de S. M. que Y. I. dé las oportunas órdenes 
á los promotores fiscales de Hacienda, previ- 
niéndoles que siempre que los Juzgados les 
hagan traslado de demandas contra la Ad- 
ministración ó contra particulares por hechos 
llevados por esta á efecto, sin que el deman- 
dante acompañe el documento original ó co- 
pia legalizada de la resolución negativa dic- 
tada en el asunto por la Administración gu- 
bernativa, contesten sin entrar en el fondo 
de la cuestión; pidiendo la inhibición del 
Juzgado, por carecer la demanda de la con- 
dición sin la cual no es procedente. — Lo que 
de la misma Real orden traslado á Y. I. para 
su conocimiento y efectos correspondientes.» 
— Lo que esta oficina general transcribe áV. 
para su debido conocimiento. ( Boletín ofi- 
cial de Ciudad- Real de 30 de abril.) 

R. O. de 7 de noviembre de 1867. 

Recordando la puntual observancia de la R. O. de it 
de abril de 1S60- 

(Grac. y Just.) «Habiéndose observado 


que en algunos Juzgados de primera instan- 
cia no se dá exacto cumplimiento á lo dis- 
puesto en la R. O. expedida por el Ministerio 
de Hacienda en H de abril de 1860, en la 
cual se determina que no se admitan deman- 
das en los Juzgados contra la Administración 
ni contra particulares por hechos legales 
consumados en virtud de las leyes de des- 
amortización, sin que se acredite haber apu- 
rado los demandantes la vía gubernativa: la 
Reina (Q. D. G.) se ha servido mandar que 
se recuerde á los jueces la mas puntual ob- 
servancia de dicha disposición, y que se pu- 
blique además en la Gaceta para conocimien- 
to ae los que la hubiesen olvidado. — De Real 
orden etc. — Madrid 7 de noviembre de 1867. 
— Roncali. { Gac . 8 noviembre.) 

Jurisprudencia. 

Hé aquí varios casos de jurispruden- 
cia que ilustran este importante asunto. 

I. Demandas contra el Estado á tí- 
tulo de daños y perjuicios : prescripción 
del recurso gubernativo pasado un año 
desde el hecho, y del recurso contencioso 
á los dos años. Cuando no se reclaman 
daños causados por la facción no es apli- 
cable la ley de 9 de abril de 1842. — En 
pleito promovido por Vicente Navas y 
otros vecinos deMalagon, pidiendo ante 
el Consejo de Estado la revocación de 
dos Reales órdenes por las cuales se les 
denegó la indemnización de ganados que 
dicen les fueron ocupados por las tropas 
nacionales en el año de 1838, se estable- 
ce la siguiente doctrina. 

«Vista la ley de 9 de abril de 1842, relati- 
va á la indemnización de los daños que en las 
propiedades de los españoles fieles á la causa 
de la pátria, de mi trono y de la libertad lu- 
cieron los facciosos desde l.° de octubre de 
1833 hasta fin de agosto de 1840, y los que 
durante dicha época so ocasionaron á aque- 
llos, así en el ataque como en la defensa do 
las plazas, pueblos ó edificios de propiedad 
de los pueblos ó de particulares (1). 

Visto el art. 17 de la ley de 20 de febrero 
de 1 850, publicada en 23 del mismo mes y 
año, según el cual «ninguna reclamación 
«contra el Estado á título de daños y perjui- 
« oios, ó á título de equidad , será admitida 
» gubernativamente pasado un año desde el 
» hecho en que se funde el reclamante, que- 
» dando á este únicamente el recurso que 

(1) Se halla inserta en Daños, ■* 
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» corresponda por la vía contencioso-admi- 
«nistrativa, al que habrá lugar como si la re- 
«clnmacion hubiera sido denegada por ífcj 
«Gobierno, prescribiendo este recurso por 
» e] trascurso de dos anos, á contar desde la 
«misma fecha» fl). 

Considerando que la primera de estas dos 
leyes no tiene aplicación al presente caso, 
como se ha sostenido en el progreso de estos < 
autos, porque no se reclama en ellos un da- j 
ño que causasen los facciosos: 

Considerando que lo aplicable es la regla 
general del artículo trascrito de la segunda 
de dichas leyes , que comprende manifiesta- 
mente todos los daños, cuya indemnización 
no esté prevista y regularizada por leyes ó 
disposiciones especiales: 

Considerando que, seguD esta regla, ha- 
biendo trascurrido, no ya un año, sino mas 
de dos, desde la publicación en 3 de febrero 
de 1 850 de h citada ley que la contiene has- 
ta la reclamación gubernativa de 29 de mar- 
zo de 1852, única que consta debidamente 
haberse hecho por primera vez en este asun- 
to, quedó prescrito el recurso contencioso 
de que aquí se trata: 

Conformándome etc. vengo en absolver :í 
la Administración de la demanda de estos 
autos, y en confirmar la Real orden por ella 
reclamada.» (Real decreto-sentencia de 29 
de julio de 1863. — Gac. M octubre.) 

II. Si bien á toda demanda judicial 
en que se ventilan intereses del Estado , 
debe 'preceder expediente gubernativo, la- 
falta de este requisito .semejante al acto 
conciliatorio, no es motivo para suscitar 
cuestión de competencia sino causa de 
nulidad que debe ser apreciada por el 
Tribunal que conoce de la demanda . — 
Seguidos autos en el Juzgado de Bur- 
gos entre el promotor fiscal como repre- 
sentante del Estado, la Junta de comer- 
cio de dicha ciudad y doña Juana Za- 
mora sobre mejor derecho á la cantidad 
de 233,668 rs. vn. que obraban en po- 
der deD. Juan Domínguez, ex-tesorero 
del Consulado de comercio de aquedia 
plaza, y declarado por sentencia ejecu- 
toria que pertenecía tal suma á la Junta 
dicha de comercio, reservando al Esta- 
do el derecho de que se considerase 
asistido etc,; se presentó por el promo- 
tor fiscal de Hacienda de dicha capital, 
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en uso de tal reserva, demanda ordina- 
ria contra la Junta , para que entregase 
dicha cantidad. El Gobernador, como 
presidente de la misma, evacuando el 
traslado que de la demanda se le confi- 
rió, requirió al Juzgado de inhibición, 


(i) Inserta en Hacienda rúBMCA. 


fundado en que no procedía esta sin 
antes apurar la vía gubernativa , y en 
los arts. 13 y 14 de la R. O. de 25 de 
junio de 1852, así como en el R. D. de 
20 de setiembre de 1851 ; mas el juez 
se estimó competente, apoyado en que 
aquella procedía de la reserva que hizo 
la anterior ejecutoria en favor del Esta- 
do, y en que la cuestión era sobre de- 
claración de un derecho real y dominio 
de una cosa. El Consejo de Estado vis- 
tos los arts. 13 y 14 de la R. O. de 25 
de junio de 1852, el l.° del R. D.'de20 
de setiembre de 1851 y el 50 del regla- 
mento de 25 de setiembre de 1863 , de- 
claró mal formada esta competencia , y 
por consiguiente que no había lugar á 
decidirla. 

«Considerando: l.° Que si bien á toda 

demanda judicial en que se controviertan in- 
tereses del Estado ha de preceder expediente 
gubernativo, la falta de este requisito, seme- 
jante al acto conciliatorio, no es motivo para 
suscitar cuestión de competencia, sino causa 
de nulidad apreciable por el Tribunal que 
entiende de la demanda: 

2.° Que las disposiciones citadas por el 
Gobernador en apoyo de su competencia so-' 
lo se refieren á la falta de precedencia del 
expediente gubernativo, sin que cite ningu- 
na que expresamente confíe el conocimiento 
de! asunto á la Administración pública.» 
(Decís.' de 13 de mayo de 1864. — Gac. de 
13 de junio.) 

HJ. El art. íO de la ley de contabi- 
lidad de 20 de febrero de 1850 y el 173 
de la instrucción de 31 de mayo de 1855, 
se. refieren tan solo d las contiendas re- 
lativas d subastas ó arrendamientos de 
bienes nacionales y á reclamaciones ju- 
diciales contra las fincas enajenadas 
por el Estado. Según el B. D. de 20 de 
setiembre de 1851. las demandas de do- 
minio y propiedad entre el Estado y lds> 
particulares no requieren la previa reso- 
lución gubernativa, si se prueba haber 
trascurrido cuatro meses desde que em- 
pezaron las gestiones sin haber recaído 
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aquella . — Tal es la doctrina sentada en 
pleito seguido en el Juzgado de Vigo 
por D. Domingo Antonio Penedo y Don 
Juan Manuel de Castro como apoderados 
de los vecinos de San Cristóbal de Gou- 
zo de arriba con el ministerio fiscal en 
representación de la Hacienda pública, 
sobre que se declarasen libres del pago 
de la prestación conocida con el nombre 
de Ración de Señorío á los mismos. In- 
terpuesta demanda por Penedo y Castro 
con la solicitud indicada y con objeto de 
acYeditar que liabian hecho las conve- 
nientes gestiones por la vía gubernativa, 
presentaron una copia impresa de la ex- 
posición que elevaron al Director de 
Propiedades y Derechos del Estado y 
un recibo del administrador de la pro- 
vincia de Pontevedra fechado en 28 de 
enero de 1861 en comprobación de su 
entrega con sus documentos justificati- 
vos á fin de que se la diere el curso pre- 
venido en el R. D. de 20 de setiembre 
de 1851. 

Exigida por el juez para proveer á la 
demanda la certificación que requiere el 
art. l.° de dicho Real decreto, y presen- 
tada que fué por los demandantes, el 
promotor fiscal pidió que se inhibiese el 
Juzgado del conocimiento de la deman- 
da , por no haberse presentado docu- 
mento que acreditase la resolución que 
hubiese recaído en la vía gubernativa, 
denegando la solicitud de los demandan- 
tes, sosteniendo que la certificación traí- 
da á los autos no era suficiente, y que 
el art, 10 de la ley de contabilidad de 20 
(le febrero de 1860, el 173 de la Real 
instrucción de 31 de mayo de 1855 y la 
R 0. de 11 de abril de Í.860, derogato- 
ria del art. 7.° de! R. D. de 20 de se- 
tiembre de 1851 , impedían admitir y 
dar curso á demandas como la presente, 
sin constar haber sido denegadas en la 
vía gubernativa. 

Sustanciado este incidente, la Audien- 
cia de la Coruña, revocando el fallo del 
juez, declaró que la demanda habia sido 
bien admitida y previno que los dernan- ¡ 
dados la contestasen dentro d^seisdias. 
Interpuesto recurso de casación por el 
fiscal que no le fué admitido, se siguió 
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el pleito por sus trámites, recayendo en 
é! sentencia definitiva, confirmatoria de 
la del juez inferior, por la que se decla- 
ró libres á los demandantes de la presta- 
ción que con el nombre de Quinto ó Ra- 
ción de Señorío venían pagando los ve- 
cinos de San Cristóbal de Couzo á la mi- 
tra de Tuy etc. Contra este fallo inter- 
puso el ministerio fiscal recurso de ca- 
sación fundado en la causa 7. a dei ar- 
tículo 1043 de la Ley de Enjuiciamiento 
civil, y en la infracción de las leyes que 
citó, sosteniendo en cuanto á aquel ex- 
tremo, que los Tribunales de justicia, 
según las disposiciones por él arriba ci- 
tadas, no tienen competencia para co- 
nocer de las demandas deducidas por 
los particulares contra el Estado, hasta 
que presenten los documentos que acre- 
diten haber sido desestimadas sus pre- 
tensiones en la vía gubernativa. El Tri- 
bunal Supremo desestimó el recurso en 
la forma: 

«Considerando que el art.. 10 de Ja ley de 
contabilidad de 20 de febrero de 1850, y el 
173 de la Real instrucción de 31 de mayo 
de 1855, que se han alegado en apoyo del 
presente recurso , se refieren únicamente, 
según su contexto, á las contiendas relativas 
á subastas ó arrendamientos de bienes na- 
cionales, y á reclamaciones judiciales con- 
tra las fincas que se enajenan por el Es- 
tarlo, estableciendo que en tales casos no se 
admitan demandas ante los Juzgados de pri- 
mera instancia sin que se acompañen los 
documentos en que conste haberse hecho 
la reclamación gubernativamente y sido de- 
negada: 

Considerando que la Real orden expedida 
por el Ministerio de Hacienda en 11 de abril 
de 1860, que se cita también para fundar la 
casación que se pretende, se limita como no 
podía menos á recomendar el exacto cum- 
plimiento de las disposiciones contenidas en 
la ley é instrucción referidas: 

Considerando que las disposiciones legales 
citadas no se oponen á lo terminantemente 
dispuesto en R. 0. de 20 de setiembre do 
1851, que establece los requisitos y docu- 
mentos que han de preceder y acompañar á 
las demandas de dominio y propiedad entre 
, el Estado y los particulares cuando lleguen 
á ser contenciosas, como ha llegado á serlo 
la de que se trata, y que los presentados pol- 
los demandantes en primera instancia jus- 
tifican haber trascurrido con exceso los ciua- 
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tro meses desde que hicieron las gestiones 
por Ja via gubernativa, según prescribe dicho 
Real decreto; 

Y considerando que ios demandantes, a.J 
hacer uso de los derechos que á su juicio les 
corresponden con arreglo á las leyes de abo- 
lición de señoríos que rigen en Ja materia, 
nada piden contra, subasta ó arrendamiento 
ni enajenación de fincas dei Estado; y que 
por Jo tanto no tienen aplicación al caso pre- 
sente los fundamentos del actual recurso, ni 
existe tampoco Ja incompetencia de jurisdic- 
ción que se alega.» (Sent. de 25 de mayo 
de 1864. Gac. del 29 de id.) 

Además de las disposiciones que que- 
dan insertas y de las que en ellas se ci- 
tan que pueden verse en Desamortiza- 
ción y Hacienda pública debemos remi- 
tir á nuestros lectores á Acreedores con- 
tra el Estado, t. i.°, p. 143, y á Admi- 
nistración contenciosa, en el mismo 
tomo, p. 166 y siguientes. 

DEMANDAS CONTRA CORPORACIONES 
ADMINISTRATIVAS. — V . Acreedores con- 
tra Ayuntamientos: Acreedores con- 
tra ESTABLECIMIENTOS DE BENEFICENCIA, 

Acreedores contra provincias y 

r DEMANDAS CONTRA CORPORACIONES 
PÚBLICAS. — Véanse en los artículos, De- 
mandas CONTRA EL ESTADO: DEMANDAS 
CONTRA CORPORACIONES ADMINISTRATIVAS, 

y los demás que en ellos se citan. Aquí 
únicamente diremos que decidiendo el 
Consejo de Estado por sentencia de \\ 
de junio de 1862, á favor de la Admi- 
nistración, la competencia entre el Go- 
bernador de Toledo y el juez de la mis- 
ma ciudad, con motivo de uno demanda 
interpuesta contra la Junta provincial de 
Beneficencia por D. Cándido García del 
Corral, en reclamación de los daños y 
perjuicios que se hubieren ocasionado 
con motivo de una causa criminal atri- 
buyéndole abusos como administrador, 
en que fue parte dicha Junta, se estable- 
ce la doctrina de que «/as corporaciones 
públicas no pueden ser demandadas sin 
que antes se hayan apurado tos recursos 
gubernativos y demás medios de avenen- 
cia, según lo que se dice y es aplicable 
por analogía en el art. 10 de la ley de 20 
de febrero de 1860, R. D. de 20 de se- 
tiembre de 1851, y Rs. Ords. de igual dia 


y mes de 1852 y de 30 de julio de 
1860 fl) . 

DEMANDAS CONT ENC10S0- ADMINISTRA- 
TIVAS. — V. Administración: Actos admi- 
nistrativos: Consejo de EsTADo,.etc. 

DEMANDAS ENTRE MARIDO Y MUJER. — 

V. Matrimomio: Mujer casada etc. In- 
sertaremos aquí, sin embargo, una im- 
portante sentencia del Tribunal Supre- 
mo por la doctrina que contiene sobre 
si el marido como legal administrador 
de los bienes de la sociedad conyugal, 
viene obligado á satisfacer lo que impor- 
ten los gastos y gestiones hechas á. nom- 
bre de la mujer en los litigios que esta 
sostiene con aquel. Hé aquí el caso: 

Seguidos autos en 1862 en uno délos 
Juzgados de Madrid y Sala 3. a de su Au- 
diencia, á instancia de D. Pedro López 
Grado, sobre que doña Natalia Valero su 
esposa, se trasladase á Asturias á vivir 
con su marido, después de una senten- 
cia de 27 de diciembre de 1862 en que 
se desestimaron las pretensiones deduci- 
das por doña Natalia, fueron por último 
sobreseídos á petición y conformidad de 
ambos esposos. Separados de nuevo los 
cónyuges y envueltos en otros litigios, 
el curador ad litem que había sido déla 
menor doña Natalia, demandó á López 
Grado, pidiendo que se le condenase al 
' pago de 16.698 rs. y 26 cents. , proce- 
dentes de los gastos, derechos y agencia 
devengados en la defensa de doña Nata- 
lia Valero, con los intereses de dicha su- 
ma y las costas; fundándose en que como 
; curador ad litem de la misma, la había 
representado en los indicados pleitos, en 
los cuales se habían originado gastos y 


(t) La ley de 20 de febrero de 1850, se ha- 
lla inserta en Hacienda pública; el R. D. de 20 
de Setiembre de 1851, en Demandas contra el 
Estado; la R. 0. de 20 de setiembre de 1852, en 
Consejos provinciales; la R. O. de 30 de julio' 
de 1860 citada por el Consejo de Estado, y que 
dice que «encargando el cumplimiento del ar- 
ticulo 10 de la ley de Contabilidad de 20 de fe- 
brero de 1850, prohíbe la admisión de deman- 
das contenciosas sin que los reclamantes hayan 
apurado antes la vía gubernativa,» no nos es 
conocida por otro medio. Conocemos si otra 
Real órden ya inserta en Demandas contra el 
Cstadü, de 11 de abril de 1860, que tampoco 
está en la Colección legislativa, 
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devengado derechos, adeudándosele por 
ello dicha suma, cuyo abono no habia 
podido conseguir; en que el marido co- 
mo legal administrador de los bienes de 
la sociedad conyugal, está obligado á sa- 
tisfacer las deudas de la mujer, contraí- 
das durante el matrimonio, según la 
doctrina sentada en las leyes del tít. IV, 
lib. X de la Nov. Recop:, y en la 7. a , 
tít. Xí de la Partida 4. a ; en que es un 
principio inconcuso de jurisprudencia 
que |el marido debe facilitar á su mujer 
los fondos necesarios para su defensa 
cuando litigue con él y no sea declarada 
pobre; y en que en el hecho de transi- 
gir López Prado pacífica y amistosamen- 
te los citados pleitos con su esposa, ad- 
mitió la obligación de satisfacer las cos- 
tas devengadas, y acaso tomaría sobre sí 
formalmente el mismo compromiso en la 
transacción por sí ó por sus represen- 
tantes: 

Contestando ála demanda López Gra- 
do , pidió que se le absolviese de ella é 
impusiera al actor perpétuo silencio y las 
costas; y al efecto, sin descender á exa- 
minar la exactitud de las partidas de la 
cuenta, alego que la mujer casada no 
puede contraer sin permiso y autoriza- 
ción de su esposo, ni este tiene obliga- 
ción de pagar las deudas que aquella 
contrajo sin su licencia; y por tanto, no 
habiendo óí autorizado á su mujer para 
contratar con Noblejas, no debía satisfa- 
cer lo que este reclamaba: que la mujer 
casada, fuera de los casos establecidos 
en la ley 5. a , tít. II, Partida 3. a , ó coan- 
do pide depósito personal, divorcio ó ga- 
rantía de la administración de los bie- 
nes dótales ó parafernales, ha de obte- 
ner la autorización judicial para litigar 
con su marido, y sin ella carece de per- 
sonalidad: que doña Natalia no la con- 
siguió, y por lo mismo no la tenia, lo 
cual además habia declarado la Audien- 
cia de esta córte en su sentencia de 27 
de diciembre de 1862: que sin persona- 
lidad era nulo todo lo hecho y no podía 
producir el efecto de que se le coudena- 
ra al pago de tales gastos; y que no era 
cierto que cuando su esposa se avino á 
reunirse con él y á que cesaran los ex- 
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pedientes judiciales, se conviniese ex- 
presa ni tácitamente á pagar los gastos y 
derechos del curador de su mujer. Se- 
guido el pleito por sus trámites, incluso 
el de prueba, el juez de primera instan- 
cia dictó sentencia en 24 de agosto de 
1865, que confirmó la Sala 3. a de la Au- 
diencia por la suya de i 6 de junio últi- 
mo , declarando que D. Pedro López 
Grado, en concepto de marido y legal 
administrador de los bienes déla socie- 
dad conyugal con su esposa doña Nata- 
lia Valero, viene obligado á satisfacer y 
pagar á D. José García Noblejas la can- 
tidad de 16.698 rs. y 20 cents., importe 
de las cuentas que representan los gastos 
y gestiones hechas á nombre de aquella 
en las actuaciones judiciales á que se re- 
fieren con el carácter y representación 
legal de curador para pleitos de la mis- 
ma, cuyo cargo le fue discernido por la 
autoridad judicial competente, sin per- 
juicio del derecho que pueda asistir al 
demandado López Grado para imputar 
dicha suma en el haber ó nuda propie- 
dad de los bienes que en su dia puedan 
corresponder á su esposa en la sociedad 
conyugal: 

Contra este fallo interpuso López Gra- 
do recurso de casación, porque en su 
concepto se habia infringido: 

1. ° La ley 19 , tít. XXII, Partida 3. a , 
y la regla 32 de derecho del tít. XXXIV, 
Partida 7. a , por cuanto la sentencia de- 
jaba sin efecto la ejecutoria de 27 de di- 
ciembre de 1862, que declaró que doña 
Natalia Valero, como mujer casada no 
tenia por si personalidad legítima para 
comparecer en juicio sin la autorización 
de su marido, ni tampoco estaba habi- 
litada legalmente por la autoridad judi- 
cial; fundándose para hacerlo en otra 
ejecutoria de la Sala 3. a de la Audiencia 
de Oviedo, fecha 5 de enero de 1865, 
que corno posterior no podía invalidar lo 
establecido por la anterior acerca del 
mismo punto : 

2. ° La ley 5. a , tít. II , Partida 3. a , 
purque se habia supuesto que entre ma- 
rido y mujer no se pueden promover le- 
galmente otras demandas que las taxati- 
vamente señaladas en esta ley: 
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3. ° La ley 14 , tít. XX, lib. HI, del 
Fuero Real, en atención á que se ie con- 
denaba á pagar en uno como adminis- 
trador conyugal una deuda que no sola- 
mente no contrajo en uno con su mujer, 
sino que fue contraida exclusivamente 
por esta contra la voluntad del marido 
para combatir la unión de los cónyuges: 

4. ° La ley 32, üt. XII , Partida 5. a , 
porque según eüa, para que uno esté 
obligado a dar á otro lo que por el pagó, 
es indispensable que sea paga de cosa de- 
bida de deuda verdadera , y lo tenga el 
primero por firme después que lo sabe, 
y él nunca había tenido ni podia tener 
como deuda verdadera suya los gastos 
que hizo Noblejas, procurador oficioso 
de su mujer doña JN alalia Valero, la cual 
recibía de su marido alimentos ; y si se 
creía en el caso de satisfacer gastos judi- 
ciales, no sacándolos de los alimentos, 
debió solicitar que se la señalaran litis 
expensas , y que pudo defenderse por 
pobre, como lo está haciendo actual- 
mente en otros pleitos: 

Y últimamente, la ley 13 , tít. XXII, 
Partida 3. a , en que expresamente se de- 
clara que la sentencia segunda dada con- 
tra la primera ejecutoria entre las mis- 
mas partes es nula. 

El Tribunal Supremo, Sección 1. a de 
la Sala 1. a , por sentencia de Í4 de enero 
de 18(37, declara no haber lugar al re- 
curso de casación. 

«Considerando que en el expediente ins- 
truido á instancia de I). Pedro López Grado 
no se impugnó por este el nombramiento y 
discernimiento del curador acl htem de la 
menor doña Natalia Talero , no obstante que 
pudo hacerlo cou arreglo á lo que dispone la 
Ley de Enjuiciamiento civil ; lo cual demues- 
tra claramente que reconoció su validez y 
legalidad, á cuya creencia contribuye di- 
cazmente la circunstancia de haber poste- 
riormente autorizado á su procurador para 
que en unión con dicho curador acl litem pi- 
diese el sobreseimiento sin ulterior progreso 
de las actuaciones judiciales pendientes en- 
tre él y su mujer, mediante ia transacción 
amistosa que habiun celebrado : 

Considerando que la parte expositiva de 
las sentencias o lundanieutos , no pueden ser 
motivo de casación , y que la que se dictó 
en 17 de diciembre de 1862 en el referido 
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expediente, no hizo en su parte dispositiva 
declaración alguna acerca de la personalida- 
del curador ad litem D. José García Nobled 
jas , porque no habiendo sido objeto del de- 
bate no pudo tomarse en consideración , y 
por ío tanto que no pueden invocarse útil- 
mente las leyes 19, tít. XXÍI, Partida 3.% y 
la regla 32, tít. XXXIV de la Partida 7. a 

Considerando que propuesta por el expre- 
sado curador ad litem la actual demanda pi- 
diendo que se condenara á D. Pedro López 
Grado al pago de 16,698 rs. 20 cénts. pro- 
cedentes délos gastos, agencias y derechos 
devengados en Ja defensa de doña Natalia 
Valero, y siendo uno de los principales fun- 
damentos que cuando se convinieron López 
Grado y su esposa en reunirse y en que se 
sobreseyera en ios expedientes aceptó aquel 
la obligación de pagar las costas originadas, 
se practicó para su justificación prueba de 
testigos que ha sido apreciada por la Sala 
sentenciadora; estimando que el demandado 
en concepto de marido y legal administrador 
de los bienes de la sociedad conyugal, con 
su esposa doña Natalia , se obligó á satisláecr 
al curador ad litem D. José García Noblejas la 
cantidad que demandaba, sin que contra esta 
apreciación se haya citado ley ni doctrina 
admitida por la jurisprudencia de los Tribu- 
nales. 

Y considerando , por tanto , que no han 
sido infringidas Jas demás leyes invocadas en 
el recurso.» ( Gac , 17 enero.) 

DEMENTE. El que está loco ó falto de 
juicio. El loco ó demente está exento de 
responsabilidad criminal, pero no de la 
civil procedente de delito (arts. 8.° y Í6 
del Código penal). El simple hecho dé 
dejar vagar por sitios públicos á un loco 
ó demente, es una falta por parte del en- 
cargado del mismo, penada en el núme- 
ro 9.° del art. 495 del Código. 

Sobre su incapacidad para celebrar 
contratos y necesidad de curador remi- 
timos al lector á la palabra Contrato. 

Sofire los deberes de la Administración 
respecto á establecer asilos para demen- 
tes, pueden verse en Gobierno de las 
provincias el art. 45 de la instrucción 
de 30 de noviembre de 1833, y en Be- 
neficencia lo que ¿obre el mismo asun- 
to establecen las Rs. Ürds. de 2 de fe- 
brero, 25 de marzo y l.° de abril de 
184(1, y los arts. .2.°, 10, 14, 92 y algu- 
nos otros del reglamento de 14 de ma- 
yo de 1852, según los cuales es cargo 
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del Estado el sostenimiento de los asilos 
de dementes pobres, en los cuales debe 
' haber igualmente departamentos para 
las familias pudientes. — Véase también 
Contratos con los locos ó dementes: Cu- 
rador ejemplar: Testamento. 

DEMENTES MILITARES. Por R. 0. de 
2 de octubre de 1805, so dispuso que se 
trasladen á una casa de dementes por 
cuenta del erario los oficiales del ejérci- 
eito que padezcan de enajenación men- 
tal, en los términos siguientes: 

(Guerra.) «Enterada la Reina (que Dios 
guarde) de la comunicación de V. É. lecha 
17 de marzo último, en que participa á este 
Ministerio haber dispuesto Ja traslación á la 
casa de locos de Valladolid, por cuenta del 
erario, del teniente que íué de carabineros, 
D. Simón Canellas y González, atendido su 
estado actual de demencia que impide conti- 
núe al lado de su hermano D. Francisco, ca- 
pitán del regimiento de infantería Valencia ! 
núm. 23; se ha dignado S. M. aprobar dicha j 
disposición de conformidad con' lo expuesto ¡ 
sobre el particular por el Tribunal Supremo \ 
de Guerra y Marina y el Director general de ' 
Administración militar, resolviendo al pro- 
pio tiempo se entienda lo dispuesto en el 
presente caso, como aclaración á io determi- 
nado en la Real orden sobre dementes, de 
25 de febrero de 1851. — De la de S. M. etc. 
— Madrid 2 de octubre de 1865.» ( CL . t. 94, 
p. 595.) 

DEPARTAMENTO MARÍTIMO. El dis- 
trito ó provincia marítima á que se ex- 
tiende la jurisdicción ó mando de cada 
Capitán general ó intendente de Mari- 
na. Ilay en la Península tres departa- 
mentos marítimos, el de. Cádiz, de Fer- 
rol y de Cartagena. — V. Jurisdicción 
ue marina: Ministerio de Marina y Res- 
guardo marítimo, en cuanto se refiere á 
la custodia de las costas de Ja Penínsu- 
la, Islas adyacentes y mares jurisdiccio- 
nales. 

DEPOSITARIOS DE AYUNTAMIENTO» Son 

los encargados de recaudar las rentas y 
arbitrios de los pueblos y pagar los li- 
bramientos que con arreglo á la ley de 
organización y atribuciones de los Ayun- 
tamientos expidieren estos conforme al 
presupuesto. Su nombramiento y sepa- 
ración corresponde á la corporación mu- 
nicipal. 
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En recompensa de! trabajo de este 
cargo, asigna la ley 13, tít. XVI, lib. VII 
de ¡a Nov. Rec. un 15 al millar al de- 
positario, siendo de su obligación ren- 
dir cuenta justificada todos los años en 
ia época que marca la Ley de Ayunta- 
mientos. — V. Alcaldes y Ayuntamien- 
tos; Presupuestos y Contabilidad muni- 
cipal. 

Cuando no haya en el pueblo perso- 
na de arraigo que quiera aceptar volun- 
tariamente este cargo, puede acordar su 
Ayuntamiento que se desempeñe por 
turno, como concejil, en la forma que 
se establezca , conforme á la R. 0. de 2 
de julio de 1 P>-i2 que dice asi. 

«Enterado el Regente del Reino de ia con- 
sulta de esa Diputación provincial (Cádiz) so- 
bre si los cargos de depositario de propios y 
pósitos son ó nó concejiles, se ha servido 
resolver que solo deben reputarse como ta- 
les, cuando no se encuentre persona de su- 
ficiente responsabilidad á juicio de los Ayun- 
tamientos, que por el premio establecido en 
las disposiciones vigentes, se encargue vo- 
luntariamente de la Depositaría.» 

DEPOSITARIOS DE FONDOS PROVINCIA- 
LES. Para regularizar el servicio de las 
Depositarías de fondos provinciales se 
dictó la R. O. de 23 de abril de 1858 
que se bailará en Fondos provinciales. 

DEPÓSITO. Es un contrato real gra- 
tuito , por el que uno confia á otro la 
custodia de una cosa con ia condición 
de que se la devuelva cuando la pida. 
Cuidar de la cosa depositada como si 
fuera suya propia, sin hacer uso de ella, 
y restituirla en el momento de pedírse- 
la, sin poder retenerla á Ululo de com- 
pensación, pago del crédito contra el 
depositante, ó gastos hechos en la con- 
servación del mismo depósito , sin per- 
juicio de pedir separadamente cuanto 
í por estos conceptos deba aquel, tales son 
| en resúmen las obligaciones del deposí— 
i tario. 

Si en la cosa depositada ocurren da- 
i ños ó menoscabos, el depositario, según 
¡ las leyes 3. a y 4. a , tít. 111, Partida 4. a , 

! no estará obligado á abonarlos si provie- 
! nen de caso fortuito, lo cual le toca pro- 
t bar. — V. Contratos, en el párrafo 8.°> 

[ tomo 4. u , pág. 543. 
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Se llama depósito judicial cuando se 
hace por orden del juez de cosa litigiosa 
ó embargada: administrativo cuando se 
hace por determinación de la autoridad 
administrativa; y mercantil cuando se 
verifica entre comerciantes, de objetos 
de comercio y á consecuencia de una 
operación mercantil. 

El depósito se llama voluntario cuan- 
do se constituye por el consentimiento 
recíproco del deponente y depositario; 
y necesario cuando se hace por ocasión 
de alguna calamidad como incendio, 
ruina , naufragio ú otras semejantes. ■ 
Considérase como depósito necesario el 
que hacen los viajeros en las posadas y 
fondas de sus maletas y efectos que lle- 
van, siempre que den conocimiento á 
los fondistas y mesoneros. ( Ley 7. a , ti- 
tulo XIV, Partida 7. a )— V. Daños: De- 
pósitos (Caja de). 

La Ley de Enjuiciamiento civil habla 
especialmente de los depósitos judiciales 
de bienes concursados, de los requisitos 


DEPÓSITO DE PERSONAS. Trata de 

estos depósitos el tít. IV de la segunda 
parte de la Ley de Enjuiciamiento ci- 
vil , arts. 1277 al 1322. El depósito 
puede ser, l.° de mujer casada que se 
proponga intentar ó haya intentado de- 
manda de divorcio ó querella de adul- 
terio : 2.° De mujer casada contra la 
cual haya intentado su marido demanda 
de divorcio, ó acusación de adulterio: 
3.° De mujer soltera que trate de contraer 
matrimonio contra la voluntad de sus 
padres ó curadores. 4.° De hijo ó hija 
de familias, pupilo ó pupila que sean 
maltratados por sus padres , tutor ó cu- 
rador, ú obligados por los mismos á ac- 
tos reprobados por las leyes : Y 5.° de 
huérfano ó incapacitado, que queden en 
abandono por la muerte de*la persona á 
cuyo cargo estuviera.— V. Enjuiciamíen- 
to civil, arts. 1277 al 1322 y las notas 
ái los' mismos. 

DEPÓSITOS (Caja general de). Esta- 
blecimiento público que bajo la garantía 
para ser depositario, de las obligaciones ¡ del Estado custodia los valores que se le 
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de estos y de sus dietas, arts. 524 al 
530, pero no recordamos que hable de 
los demás casos de depósito. 

Decidiendo el Consejo de Estado una 
contienda de competencia á favor de la 
autoridad judicial, ha establecido la doc- 
trina, á no dudarlo sólida, de que el de- 
positario de un embargo judicial debe 
responder de sus actos como tal deposi- 
tario á la autoridad que le confió el de- 
pósito con arreglo á las leyes civiles y al 
juicio de los Tribunales encargados de 
aplicarlas; y no puede la Administra- 
ción atribuirse competencia para cono- 
cer en este asunto, alegando que si el re- 
ferido depositario dispuso de los efectos 
embargados fué para pagar las contri- 
buciones; porque el fondo de la cuestión 
no es la prelacion de la Hacienda sino el 
saber si el depositario obró bien ó mal 
al obedecer á las órdenes del Alcalde, 
Jo cual puede hacer la misma autoridad 
que le invistió de este carácter. (Real 
decreto de 25 de noviembre de 1867 de- 
cidiendo á favor de ia Audiencia de la 
Goruña la competencia suscitada á la mis- 
ma por el Gobernador de la provincia.) 


encargan, bien á título de depósito, bien 
á cuenta corriente , etc. Fué creada la 
Caja general de depósitos por R. D. de 
23^9 setiembre de 1852, cuyas disposi- 
ciones y las demás dictadas darán com- 
pleta idea de este establecimiento. 

R. D. de 29 setiembre de 1852. 

Estableciendo ea Madrid una Caja general de d$p6- 
sitos. 

(Hac.) ' «Señora : Las Cajas del Estado 
vienen¿de antiguo recibiendo en depósito , y 
de diversas procedencias, fondos cuya admi- 
nistración se ejerce bajo formas que seria 
conveniente variar, procurando con la orga- 
nización de este servicio , para precaver los 
fondos de aplicaciones indebidas, para evitar 
la acumulación excesiva de numerario, y 
para retribuir los capitales con el interés que 
les corresponde, fundar una grande institu- 
ción que, asegurada en todos casos con la 
responsabilidad del Estado , inspeccionada 
de cerca, regida por una administración es- 
pecial é independiente de la del Tesoro, con 
las garantías de la publicidad y el juicio del 
Tribunal de Cuentas, inspire pública confian- 
za y ejerza la custodia de lo que la ley ó el 
interés privado colocan á veces bajo las se- 
guridades del depósito. 
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Es indudable que el Estado, por conve- 
niencia propia en los negocios y transaccio- ¡ 
nes que le afectan , y por deber respecto de 
ios particulares, pues que lo tiene de prote- 
ger sus derechos cuando reclaman la inter- 
vención de la justicia, puede constituir un 
establecimiento que sea eí depositario único 
y exclusivo de las consignaciones adminis- 
trativas y judiciales, y además el guardador 
de lo que por conveniencia privada y por li- 
bre voluntad se fie á su custodia. 

Creando *por consecuencia de este princi- 
pio una Caja general de depósitos, donde 
desde luego se coloquen los fondos que con 
este título existan en otros establecimientos 
ó en poder de agentes judiciales por decisio- 
nes de la Administración, en virtud de juicio 
ó por efecto de obligaciones legales, y donde 
en lo sucesivo se consignen ios depósitos 
que tengan esta emanación ó quieran volun- 
tariamente entregar los particulares y toda 
clase de corporaciones, usará el Estado de 
un derecho indisputable , dará una centrali- 
zación conveniente, pública y conocida á 
caudales dispersos ahora en diferentes pun- 
tos y en diversas manos, sin reproducción 
para sus dueños, y de esta suerte podrán 
tener además las garantías seguras y dura- 
bles que ofrece un establecimiento, cuyos 
compromisos cubrirá siempre el Estado con 
su responsabilidad de eterna subsistencia. 

Pero consultando la inútua conveniencia 
de los particulares y del Estado, como será 
mucha la importancia de ios fondos que in- 
gresarán en aquella Caja general, y su estan- 
camiento, haciéndolos por necesidad estéri- 
les para sus dueños y para la producciou, 
causaría perniciosos efectos á ia circulación 
de la riqueza; como en buenos principios de 
economía los capitales no han de conservar- 
se ociosos, y por sus servicios le es debida 
la retribución del interés, y como de perma- 
necer sin aplicación los que ingresaran en 
la Caja general de depósitos, resultarían aque- 
llos ^inconvenientes y en perjuicio de sus 
dueños no podrían devengar rédito alguno; 
para que esto no suceda, puesto que á los ' 
fondos es dable proporcionarles un útil des- 
tino, debe asignárseles un interés arregla- 
do á las condiciones con que sean impues- 
tos, y emplearlos al mismo tiempo con pru- 
dentes precauciones en las operaciones del 
Tesoro por ahora, colocación la mas in- 
mediata, fácil y segura que puede presen- 
tarse. 

La principal de aquellas precauciones es 
conservar siempre existente sin darle apli- 
cación una parte de los fondos que ingresen 
en la Caja, á fin de atender con religiosidad 

Tomo V. 


y exactitud á las devoluciones que de conta- 
do y sin espera puedan exigir los deponen- 
tes que no hubieren señalado un dia fijo, ó 
conven ídose en dirigir aviso anticipado para 
reclamar el reintegro de sus depósitos. 

Aunque los gastos de administración de la 
Caja sean costeados por el Estado, fácil es 
comprender que su importe ha de compen- 
sarse muy sobradamente con la economía 
que el Tesoro reportará recibiendo por su 
conducto á un módico interés fondos que, 
fie adquirirse por medio de las negociacio- 
nes comunes, devengarían premios muy su- 
periores á lo que puede importar el perso- 
nal y el material de esta Administración. 

Si en el dia puede por sí solo el Tesoro 
dar colocación a los fondos que ingresen en 
la Caja general de depósitos, acaso mas ade- 
lante, por efecto de la confianza que llegue 
á inspirar, afluyan capitales á cuyo empleo 
no basten las demandas de aquel ; y enton- 
ces poniendo también su auxilio ai alcance 
de las provincias, de las municipalidades, y 
hasta de las corporaciones y empresas de 
utilidad pública, citando hubieren de apelar 
por sus necesidades al crédito, ese estable- 
cimiento producirá por completo cuantos be- 
neficios ha de reportar el país de él, y de los 
que disfrutan otras naciones donde existen 
iguales cajas, creadas y desenvueltas por la 
iniciativa y con la protección de los Go- 
biernos. 

En fuerza de estas consideraciones, el Go- 
bierno de Y. M. se decide hoy á proponer 
á Y. M. la creación de la Caja general de 
depósitos, cuyas bases principales de orga- 
nización y régimen aparecen en el adjunto 
proyecto de decreto, que, con acuerdo del 
Consejo de Ministros, tiene el que suscribe 
la honra de someter á la Real aprobación 
de Y. M. 

Madrid 29 de setiembre de 1852. — Se- 
ñora. — A L. R. P. de V. M. — Juan Bravo 
Munllo. 

REAL DECRETO. 

En vista de lo que me ha expuesto el Mi- 
nistro de Hacienda, y de conformidad con el 
parecer de mi Consejo de Ministros, vengo 
en decretar lo siguiente: 

Artículo 1 Se establece en Madrid una 
Caja general de depósitos separada de las del 
Tesoro público y regida por una administra- 
; cion especial. 

Para el objeto de su institución serán de- 
¡ pendencias Ac esta Caja en las capitales de 
i provincia y de partido administrativo las Te- 
I sorerías y las Depositarías de Hacienda pú- 
blica. 

5 
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Art. 2.° — D y .. . 

dependencias los fondos en metálico y los 
efectos de la Deuda pública y del Tesoro que ; 
deban consignarse en depósito por decisio , 
nes de la Administración ó disposición ue Jos 
Tribunales de justicia, para afianzar contra-, 
tos que se refieran á servicios generales, 
provinciales ó municipales, para asegurar el 
ejercicio de cargos y funciones públicas, o . 
para cumplir obligaciones legales de ínteres 
público ó privado, cuando no haya parte in- 
teresada que, con derecho para ello, exija la.; 
consignacíou en otro lugar. 

Art. 3.° Las autoridades y los Tribuna- 
les no permitirán ni ordenarán consignación 
alguna en ninguna otra parte, ni considera- 
rán cumplidas las obligaciones de que pro- 
cedan las que, contra lo prevenido en ei 
artículo anterior, se hicieren fuera de la 
Caja general de depósitos ó de sus depen- 
dencias. 

Art. 4.° Los fondos en metálico proce- 
dentes de los conceptos mencionados en el 
art. 2.° que, en virtud de disposiciones ad- 
ministrativas, existan actualmente en cali- 
dad de depósito en los bancos ó en poder 
de otros depositario, s , se trasladarán des- 
de luego á la Caja general, conservándose 
en ellos las cantidades depositadas en virtud 
de providencias judiciales, si los interesados 
no reclamaren su traslación á la Caja ge- 
neral. 

También se conservarán, hasta que deba 
hacerse su devolución, los valores de la Deu- 
da pública ó de otra especie que hubieren 
recibido. 

Art. 5.° La Caja general de depósitos ad- 
mitirá con esta calidad en Madrid el metálico 
y efectos públicos, y en las dependencias de 
las provincias tan solo el metálico que volun- 
tariamente les conlien los particulares, los 
Ayuntamientos, las Diputaciones provincia- 
les, los Cuerpos del ejército y toda clase de 
establecimientos y corporaciones. 

Los documentos de resguardo que la Caja 
y sus dependencias libren á favor de los de- 
ponentes, tendrán á voluntad suya, el carác- 
ter de transferibles ó intransferibles. 

Art. 6.” Será de cargo de la Caja general 
cobrar en los plazos correspondientes los in- 
tereses y los dividendos de los efectos de la 
Deuda pública y del Tesoro que se hubieren 
depositado en ella, administrativa, judicial ó 
voluntariamente; y el metálico' que la Caía 
perciba por este concepto lo conservará en 
deposito a disposición ae los respectivos Tri- 
bunales, autoridades ó particulares, como 
una parte integrante de los depósitos de que 
proceda. ' ■ r ^ 


Art. 1° El Estado garantiza con todas sus 
rentas y haberes la devolución íntegra de los 
fondos y efectos que por todos conceptos, y 
con las 'debidas formalidades, ingresen en la 
Caja general de depósitos y sus dependen - 
' cías , asegurándolos aun de casos fortuitos, 
robos, incendios, y demás accidentes de 
fuerza mayor. 

Art. Sj Los documentos que en res- 
guardo de toda clase de depósitos expidan la 
Caja general y sus dependencias, deberán 
contener la intervención de la contabilidad 
y expedirse á talón. 

Art. 9.° Los l'endos depositados en vir- 
tud de disposiciones administrativas y judi- 
ciales serán devueltos, previo mandamiento 
de la autoridad ó Tribunal correspondiente, 
con presentación de la carta de pago expe- 
dida á su ingreso, y bajo las demás formali- 
dades de orden interior que se establezcan 
dentro de los diez días siguientes ai de ha- 
berse comunicado ó uoülicado el manda- 
miento á la administración de la Caja. 

Los efectos públicos se devolverán con 
iguales formalidades tan luego como se reci- 
ba aquel mandamiento. 

La devolución de los demás depósitos en 
todo ó en parte se verificará sin detención, 
presentándose la carta de pago librada en 
resguardo del mismo , y cubiertas que sean 
las demás formalidades que se establezcan, 

Art, 10, Si en algún caso no pudiere pre- 
sentarse Ja carta de pago porque hubiese su- 
frido extravío, se anunciará la pérdida de 
este documento en la Gaceta de Madrid, y 
en el Boletín oficial de la provincia respec- 
tiva cuando el depósito se hubiere hecljio en 
alguna dependencia de la Caja, y trascurri- 
dos dos meses sin reclamaciou de tercero, el 
depósito será devuelto, quedando la Caja li- 
bre de ulterior responsabilidad. 

Art. 11. La devolución de los fondos y 
efectos que reciban la Caja y sus dependen- 
cias se hará por punto general en aquellos 
mismos donde se hubiere verificado la entre- 
oí y en el tiempo y forma expresados. 

Sin embargo, atendiendo a la constante 
movilidad de los Cuerpos del ejército^ la de- 
volución de sus depósitos podrá ejecutarse en 
distinto punto que el de la imposición, y lo 
mismo se hará en su caso respecto de los 
que pertenezcan á particulares cuando lo 
pidieren y conviniere en ello la Administra- 
ción superior de la Caja. 

Art. 12. Al tiempo de imponer los depó- 
sitos voluntarios, deberán manifestar sus 
dueños si la devolución de los que consis- 
tan en metálico ha de hacérseles de conta- 
do á voluntad suya, Ó en plazos fijos, ó roe- 
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diante aviso con quince dias de anticipación. 

La de los efectos públicos se verificará 
siempre cuando lo pidan los interesados. 

Art. i 3. Los fondos que ingresen en la 
Caja devengarán un interés anual arreglado 
á la naturaleza del depósito, y según fueren 
las condiciones de su imposición. 

Por ios efectos públicos no se hará abono 
alguno. 

Art. 14. El interés que abonará la Caja 
será el 5 por 100 por las cantidades queper- 
tenezan á depósitos administrativos ó judi- 
ciales; igual interés por los depósitos volun- 
tarios, cuyos dueños se hubiesen avenido á 
reclamar la devolución en un plazo fijo que 
no baje de un mes, ó con aviso anticipado 
de quince dias; v el 3 por 100 por los que 
hayan de ser devueltos de contado ó voluntad 
de los imponentes, comenzando en este últi- 
mo caso á devengarse desde el decimosexto 
día de la imposición , verificándose en todos 
hasta el día de la devolución. 

Estos tipos regirán mientras el interés de 
la deuda llotaute del Tesoro no baje del 6 por 
100 anual. Llegado este caso se reducirán en 
la proporción que corresponda, precediendo 
el oportuno anuncio y designación de plazo, á 
fin de que los dueños de loa depósitos volun- 
tarios que no se conformen con la rebaja pue- 
dan retirarlos. 

Art. 15. Los fondos que ingresen en la 
Caja general de depósitos se emplearán sola- 
mente, por abora, en las negociaciones del 
Tesoro, el cual abonará á la Caja lo que esta 
haya de satisfacer por razón de interés. 

Art, 16. La Caja conservará constante- 
mente sin empleo una tercera parte del im- 
porte de los depósitos á metálico que hubie- 
ren de ser devueltos á voluntad, sin plazo fijo 
y sin prévio aviso de los deponentes, á fin 
de atender con religiosidad y exactitud á sus 
demandas. 

El Tesoro pasará á la Caja los fondos nece- 
sarios para que siempre resulte subsistente 
la tercera parte del importe de Jos depósitos 
impuestos eou aquella condición. 

En ningún caso ni bajo pretexto alguno se 
hará uso de los efectos de la Deuda pública 
y del Tesoro. 

Art. 17. Los créditos de la Caja contra el 
Tesoro, y los de los imponentes á cargo de 
aquella, no están sujetos en ningún caso á la 
prescripción quinquenal establecida por el 
artículo 19 de la ley de 20 de febrero de 1850 
respecto de las obligaciones del Estado, ni á 
ninguna otra, siendo siempre y en todo tiem- 
po exigibles en la forma que por este decreto 
se dispone. 

Art. 18. La Administración del Tesoro y 


de Ja Caja general de depósitos llevarán cuen- 
ta corriente de los fondos que respectivamen- 
te se entreguen, y en representación y para 
mas formalidad del saldo que el Tesoro ten- 
ga contra sí cederá esté billetes nominativos 
que aquella conservará en sus arcas. 

Art. 19. Ambas administraciones man- 
tendrán entre si frecuentes relaciones, y dia- 
riamente practicarán las operaciones que 
sean necesarias para el movimiento de los 
fondos que recíprocamente deban trasladar- 
se de unas á otras arcas. 

Art. 20. Semanalmente publicará la Ad- 
ministración de la Caja en la Gaceta de Ma- 
drid un estado abreviado de sus operaciones, 
y todos ios trimestres unacuenta general de- 
tallada de las mismas. 

Art. 21. Dichas operaciones estarán su- 
jetas al juicio del Tribunal de Cuentas del 
Reino en la forma que las de recepción y 
distribución de caudales públicos y al efecto 
rendirá al mismo Tribunal sus cuentas tri- 
mestrales la Administración de la Caja. Esta 
redactará anualmente una cuenta general y 
circunstanciada , que publicará el Gobierno 
con las demás del Estado. 

Art. 22. La Administración de la Caja 
de depósitos se compondrá, en lo central, de 
un director con la consideración de jefe su- 
perior de la Administración pública y general 
de este servicio; de un subdirector, de un con- 
tador, y de un tesorero con categoría de jefes 
de Administración; y de oficiales y subalter- 
nos con la consideración también de funcio- 
narios de la Administración pública, y con los 
derechos y distinciones consiguientes. En lo 
provincial ejercerán las comisiones de la Ca- 
ja, bajo la dependencia en esta parte del di- 
rector general de la misma, los tesoreros y 
depositarios de Hacienda con la inmediata in- 
tervención de las Contadurías de Hacienda y 
de las Administraciones de los partidos suje- 
tos á la autoridad de los Gobernadores. 

Art. 23. El importe de los haberes de los 
empleados, y los gastos del material de la Ca- 
ja general en lo central y provincial se satis- 
farán por el Estado, comprendiéndose, como 
ios demás servicios públicos, en el presupues- 
to general del mismo. 

Art. 24. Todos aquellos empleados serán 
de Real nombramiento, en la forma que cor- 
responda según sus clases respectivas y de- 
penderán del Ministerio de Hacienda. 

Art. 25. La Caja general de depósitos se- 
rá inspeccionada por una Comisión compues- 
ta de un consejero real, de nn ministro del 
Tribunal de Cuentas, del gobernador del 
Banco español de San Fernando, y del prior 
del Tribunal de Comercio de Madrid. 
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La Comisión inspeccionará, álo menos una 
vez al mes, los libros, asientos y situacíoa de 
la Caja; hará la observaciones que consiue.ü 
convenientes al director de ella, y en caso de 
advertir faltas de gravedad dará cuenta al 
Gobierno por conducto del Ministerio de Ha- 
cienda. 

Art. 26. El mismo Ministerio someterá a 
mi Real aprobación un reglamento oue abra- 
ce cuantas reglas y detalles deban observar- 
se parala mejor administración, contabili- 
dad y orden interior del establecimiento. 

Art. 27. En la próxima legislatura dará 
cuenta el Gobierno á las Cortos de las dispo- 
siciones que contiene el presente decreto. — 
Dado en Palacio á29 de setiembre de 1852.» 
{CL. t. 57, p. 213.) 

R. O. de 14 octubre de 1852. 

Aprobando el reglamento para la administración y 
orden interior de la Caja. 

(Hac.) «limo. Sr.: Para que tenga cum- 
plimiento lo dispuesto en el R. D. de 29 de 
setiembre último, la Reina (Q. 1), G.) se ha 
servido aprobar el siguiente: 

Reglamento para ta administración, con- 
tabilidad y orden interior de la Caja ge- 
neral de depósitos. 

Artículo í.° Todos los depósitos de me- 
tálico ó de efectos de la Deuda pública y del 
Tesoro que se verifiquen en la Caja general 
y en las Tesorerías y Depositarías de Hacien- 
da pública, como dependencias suyas, se cla- 
sificarán según la procedencia bajo el título 
de necesarios ó voluntarios. 

Se considerarán depósitos necesarios : 

Los que se hicieren por decisiones de la 
Administración, disposiciones de los Tribu- 
nales, ó sin mediar estas, para afianzar con- 
tratos que se refieran á servicios generales, 
provinciales ó municipales; para asegurar el 
ejercicio de cargos y funciones públicas, ó 
para cumplir cualquiera obligación de inte- 
rés público ó privado. 

Se considerarán depósitos voluntarios : 

Los que impongan libremente los particu- 
lares, corporaciones ó establecimientos, sin 
sujeción a obligaciones legales ni oficiales. 

Art. 2.° Para constituir un depósito cual- 
quiera, presentará el deponente sus valores 
directamente en la Tesorería con factura du- 
plicada y firmada que exprese: 

La clase del depósito, 

La especie en que consista, y su importe. 
El pormenor de numeración, fechas, can- 
tidades, si fuesen títulos de la Deuda públi- 
ca, billetes, acciones de caminos ú otros do- 
cumentos del Tesoro, los cupones unidos en 
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el caso de ser efectos que los tengan, y el 
nombre del interesado, si el deponente obra- 
se en representación de uiru. 

Además, si e! depósito fuere necesario, 
expresará la factura, uniéndose á ella el cor- 
respondiente mandato, la autoridad ó Tribu- 
nal que hubiere acordado la consignación; sí 
no mediase mandato, se expresará la autori- 
dad á cuya disposición haya de quedar, ó el 
compromiso á que se sujeta el depósito, sin 
cuya liberación no será devuelto. 

Si el depósito fuere voluntario y en metá- 
lico, indicará la factura el plazo por que se 
impone, que no ha de bajar de un mes, ó si 
la devolución se hará medíante reclamación, 
con quince dias de anticipación, ó si ha de 
ser de contado á voluntad del dueño; y fi- 
nalmente, si tiene el carácter de trasferible 
ó intrasferible, circunstancia que expresará 
también la factura si consistiese en papel. 

Art. 3.° Para uniformar la redacción de 
las facturas, cuyos modelos acompañan, y 
facilitar la imposición de ios depósitos, la Te- 
sorería suministrará al deponente sin ningún 
dispendio ejemplares impresos según la cla- 
se del depósito y condiciones de su imposi- 
ción, especie en que consista, y lugar y útiles 
para extenderlos y formalizarlos debidamente. 

Art. 4.° No se recibirá depósito alguno 
en metálico mas que en moneda de oro, pla- 
ta ó billetes de banco. Podrán admitirse sin 
embargo, talones de cuentas corrientes con- 
tra el mismo establecimiento; pero antes de 
formalizar su ingreso, cuidará iu Caja de pre- 
sentarlos al reconocimiento. 

Art. 5.° Los depósitos voluntarios en me- 
tálico no se admitirán por menos de 2,000 
reales, y así en estos como en los necesarios, 
no se abonará interés por las fracciones que 
no lleguen á 100 rs, 

Art. 6.° La Caja no formalizará en Ma- 
drid el ingreso de los depósitos de cualquier 
clase que consistan en papel, sin que antes 
se haya reconocido y comprobrado la legiti-r 
midad de los títulos en las oficinas que ios 
hubieren emitido. 

Este reconocimiento, que tendrá lugar en 
las primeras horas del día siguiente á la pre- 
sentación de los documentos, se hará remi- 
tiendo la Dirección de la Caja con oficio y por 
medio de un empleado de la Tesorería, á las 
oficinas de la Deuda pública y á las demás de 
que procedan, los documentos con las factu- 
ras qpe ios interesados hubieren presentado, 
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en las cuales los encargados deí reconoci- 
miento consignarán la nota de legitimidad 
ó las que en otro caso correspondan. Has- 
ta que practicada la comprobación y realiza- 
do el ingreso en la Tesorería de la Caja, se 
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expida el documento formal de resguardo, 
conservará el deponente uno de los ejempla- 
res de la factura, firmado por el tesorero co- 
mo resguardo provisional. 

Art. 7.° Las entregas que en esta espe- 
cie se hicieren en la? Tesorerías de provin- 
cia ó en las Depositarías de partido para 
afianzar empleos ó cargos públicos, arrenda- 
mientos y contratos de larga duración, ó con 
cualquier objeto que no fuere transitorio , se 
formalizarán en Ja Tesorería central de la 
Caja general. 

Solo se formolizara'n desde luego en aque- 
llas dependencias los depósitos en papel que 
hubieren de permanecer por corto tiempo en 
ellas; pero no queda sujeta la Caja general á 
responsabilidad alguna en casos de ilegitimi- 
dad de los títulos, atendida la imposibilidad 
de hacer allí su comprobación. 

Podrán los deponentes consignar en los 
documentos su firma ú otra indicación que 
los identifique e.1 día de Ja devolución. 

Art. 8.° Entregados que sean los valores 
de conformidad con la factura , la Tesorería 
extenderá , con sujeción á ella, carta de pa- 
go á favor del deponente, expresándose las 
circunstancias del depósito y las condiciones 
con que se hubiere impuesto, sin omitir ej 
interés que devengue. 

1.a carta de pago, cuyos modelos acompa- 
ñan , será numerada por ónleii de expedi- 
ción , conforme al libro diario de entradas, 
y además tendrá la numeración particular 
del registro de inscripción según la clase del 
depósito y condiciones de su imposición. 

La Tesorería reservará un ejemplar de la 
factura que se numerará con los de la carta 
de pago, y hará en su vístalos asientos cor- 
respondientes en los libros. La factura donde 
conste la nota de reconocimiento se conser- 
vará en el arca con los respectivos títulos, si 
correspondiese á depósito en papel. 

La carta de pago firmada por el tesorero 
llevará unido su talón correspondiente , que 
separará la Contaduría ai tiempo de consig- 
nar en ella la intervención. 

La Contaduría cuidará de estampar en el 
talón la numeración y las circunstancias mas 
principales de la caria de pago; reservará el 
talón para hacer oportunamente su encua- 
dernación, y asimismo recogerá el duplicado 
de la factura, en la que se pondrán también 
los números de la carta de pago para hacer 
en su vista los asientos correspondientes en 
los libros. 

Art. 9.° En los depósitos necesarios el 
mandato de consignación se unirá al ejem- 
plar de 3a factura que haya de quedar en la 
Contaduría. 


Art. 10. Los depósitos voluntarios á me- 
tálico que hicieren los Cuerpos del ejército 
en las provincias, se formalizarán en la Te- 
sorería central de la Caja. 

La Tesorería que reciba el depósito se 
hará cargo de la cantidad como traslación de 
caudales de la central ; y hasta que esta ex- 
pida y remita el documento de resguardo 
formal á favor de! Cuerpo, proveerá aquella 
al mismo de un resguardo provisional que 
intervendrá la Contaduría respectiva y se 
canjeará á su tiempo por el formal. 

Art. TI. Los interesados en los depósitos 
voluntarios en metálico podrán , si quisiesen 
dividir en varias porciones la cantidad que 
hubieren de depositar, y al efecto formula- 
rán para cada una Ja respectiva factura , re- 
cibiendo en resguardo las carias de pago cor- 
respondientes, considerándose cada parte de 
por sí como un solo depósito. 

Art. 12. Las operaciones que con arre- 
glo á los artículos anteriores deben hacerse 
para recibir el depósito y proveer al depo- 
nente de la carta de pago, se practicarán con 
suma brevedad , sin causar detención ni mo- 
lestia á los interesados. Al efecto un emplea- 
do de la Tesorería presentará á la interven- 
ción de la Contaduría la carta de pago ; y cu- 
bierta esta formalidad , la entregará al inte- 
resado. 

Art. 13. Diariamente se colocarán en 
arca de tres llaves los efectos recibidos y el 
importe de la tercera parte de los depósitos á 
metálico constituidos á calidad de ser devuel- 
tos de contado. Los demás fondos se trasla- 
darán en Madrid á la Tesorería central del 
Tesoro , y en las de las provincias y Deposi- 
tarías de partido á las Cajas del mismo, for- 
malizándose las operaciones de contabilidad 
necesarias, ó se tendrán á disposición de la 
Dirección general de! Tesoro para su aplica- 
ción ulterior. 

Art 14. La devolución de los depósitos 
se hará por punto general en aquellos donde 
hubieren sido impuestos, total ó parcialmen- 
te, según lo acordaren las autoridades ó Tri- 
bunales á cuya disposición se hubieren cons- 
tiluido, ó lo exigieren los dueños si los depó- 
sitos fuesen voluntarios reintegrables de 
contado , ó previa reclamación hecha con 
quince dias de anticipación. 

Art. 15. Para devolver el todo ó parte 
de un depósito, deberá presentarse la carta 
de pago expedida á su imposición. 

Si el depósito fuese necesario , debe haber 
precedido comunicación del mandamiento de 
devolución, el cual expresará la persona á 
quien hayan de entregarse los valores; ó caso 
de que no proceda mandamiento, la libera- 
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cion de! compromiso á que el depósito estu- 
viese afecto; y cuando hubieren de recibirse 
por mediación de apoderado, se exigirá a este 
el correspondiente poder. 

Art. 16. Los depósitos de esta clase, 
constituidos para optar á las subastas de ser- 
vicios públicos, serán devueltos tan luego 
como el acto se hubiere verificado bastan- 
do la presentación de la carta de pago para 
justificar no haberse adjudicado al deponente 
el remate. Los depósitos en metálico que se 
hicieren para tal objeto, no devengarán inte- 
rés atendido lo transitorio de la imposición. 

Art. 17. Los depósitos voluntarios tras - 
feribles se devolverán á Jos primitivos depo- 
nentes, á las personas que legítimamente Ies 
representen, ó ásus cesionarios, caso de ha- 
ber trasferido la carta de pago, y hallarse 
arreglados y corriente Jos endosos. 

Art. 18 Los depósitos voluntarios in- 
trasferibles se devolverán únicamente á las 
personas que los hubiesen constituido; á sus 
apoderados, prévia presentación de poder en 
forma, ó en defecto de aquellas, á quienes 
legítimamente les representen. 

Para devolver estos depósitos, se compro- 
bará la firma que el interesado ponga en el 
recibo, si á él personalmente hubieren de 
entregársele los valores, con la que hubiese 
estampado en la factura presentada al tiempo 
de ia imposición. 

Art. 19. La devolución de los depósitos 
neceónos en metálico se hará dentro de ios 
diez dias siguientes al de haberse recibido la 
comunicación del mandan dentó de devolución , 
ó de haberse justificado la liberación del com- 
promiso á que estuviere sujeto. 

La devolución de los depósitos voluntarios 
trasferibles ó intrasferibles constituidos á pla- 
zo fijo se hará precisamente el dia de su 
vencimiento. 

La de los impuestos á calidad de reclamar- 
se con quince dias de anticipación , se hará 
en el trascurso de ellos. La reclamación será 
escrita, con arreglo al adjunto modelo, to- 
mándose razón del dia de su recibo en ía Di- 
rección general ó en el Gobierno de la pro- 
vincia. 

Los que deban reintegrarse de contado á 
voluntad de los dueños, serán devueltos en 
el momento que lo pidieren. 

Art. 20. Toda devolución que haya de 
hacerse, será autorizada por el Director ge- 
neral; en las provincias por los Gobernadores 
é intervenida por los contadores. ’ 

Cuando el depósito consistiere en papel 
consignarán al respaldo de la carta de paco 
el Direelor genera! ó el Gobernador el decre- 
to de devolución, su intervención el conta- 


dor, y á continuación el recibo el interesado. 

s’j el depósito fuese en metálico, y hubiere 
de entregarse en totalidad , la fórmula del 
decreto abrazará el pago de los intereses, 
prévia liquidación de la contaduría , que se 
consignará con la firma del contadora conti- 
nuación del decreto. La liquidación de inte- 
reses se hará conforme al art. 5.°, prescin- 
diendo de las fracciones de capital que no 
lleguen á 100 rs. 

Art. 21. Si se hubiere de devolver una 
parte del metálico, extenderá un recibo el 
interesado, cuyo pago autorizará por decreto 
el Director ó el Gobernador, pondrá su in- 
tervención la Contaduría, y al mismo tiempo 
una nota en la carta de pago que exprese la 
cantidad devuelta á cuenta y el líquido capi- 
tal del depósito. El recibo, según el adjunto 
modelo, indicará las circunstancias del depó- 
sito y hará referencia de los números de la 
carta de pago. 

Igual formalidad se guardará cuando hu- 
biere de devolverse alguna parte de un de- 
pósito á papel, expresándose al por menor en 
el recibo y en la nota los documentos de- 
vueltos. 

Art. 22. Las devoluciones de parte ó del 
todo de sus depósitos que se hicieren á los 
cuerpos del ejército en las Tesorerías de pro- 
vincia, se verificarán como traslación de 
caudales á la Tesorería central, á la cual re- 
mitirán aquellas para suformalizacion ia car- 
ta de pago expedida al cuerpo con el recibí 
de los jefes del mismo si la devolución hu- 
biese sido de todo, ó el recibo cedido si el 
pago fuese á cuenta. 

En este segundo caso la Contaduría de la 
provincia respectiva hará la debida anotaciob 
en la carta de pago. 

Art, 23. La liquidación de intereses de 
los depósitos á metálico que se devuelvan 
por partes, se girará al rebatir y con pro- 
porción a las reducciones que sucesivamente 
sufriere el capital. 

Art. 24. Al_ devolverse una parte del ca- 
pital, podrá satisfacerse el importe de los in- 
tereses que la misma hubiere devengado, 
si los deponentes quisiesen percibirla. En 
este caso se anotara este abono con el del 
capital en la carta de pago. 

Art. 25. No serán capitalizabas los in- 
tereses , sea el que quiera el tiempo que 
trascurra sin cobrarlos sus dueños, y por 1© 
tanto no se les abonará rédito alguno por 
aquellos. 

Art. 26. No se hará abono alguno de in- 
terés por el tiempo que- trascurra hasta el de 
la devolución desde el dia en que el intere- 
sado debiera haberse presentado á recoger 
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un depósito en metálico, según se designa en 
el art. 19. 

Art. 27. Los intereses de los depósitos 
en metálico constituidos para toda clase de 
fianzas, se satisfarán cada semestre, caso de 
que no fuesen devueltos antes los capitales. 

Estos abonos se anotarán en Ja carta de 
pago de resguardo y en la cuenta del depósi- 
to; y para el cobro de aquellos, deberá pre- 
sentar dicho documento el interesado. 

Art. 28. Por punto general para la liqui- 
dación de interés, se excluirá el día en que 
se hiciere la devolución de depósito en metá- 
lico, de cualquiera clase que sea. 

Art. 29, El metálico que la Caja y sus 
dependencias cobren por interés ó dividen- 
dos de los efectos de la Deuda pública ó 
de otra clase depositados en ellas, se con- 
servará sin aplicación á disposición de sus 
dueños. Si en el término del mes siguiente 
al dia en que la Capa hubiese verificado 
aquel cobro no se presentasen los interesa- 
dos á percibir el importe que les correspon- 
da, la Administración de la Caja formaliza- 
rá el ingreso á título de depósito voluntario 
reintegrable de contado, disfrutando desde 
el decimosexto dia de esta fortnnlizncion 
al de la devolución, del interés de 3 por LOO. 

La carta de pago que esta operac on pro- 
duzca la conservará la Tesorería, unida á 
los documentos de depósito de que proce- 
dieren aquellos intereses ó dividendos, y se 
entregará al interesado cuando la pidiere. 
Entonces se anotará en la carta de pago 
del depósito primitivo á papel, la baja por 
consecuencia del cobro de interés y divi- 
dendos. 

Art, 30. La Dirección general, los Go- 
biernos de provincia y las Contadurías es- 
tamparán en los decretos, intervenciones y 
notas que consignen en las cartas de pago y 
en los recibos, los sellos que respectivamen- 
te usen. 

Art. 31. Cuando una carta de pago por 
efecto de ios endosos ó de las notas consig- 
nadas en ella se cubriese de modo que no 
fuera posible estampar nuevas anotaciones ó 
endosos sin añadir algún pliego, podrá ha- 
cerse su renovación ejecutándose esta como 
si el depósito hubiere de devolverse y de 
nuevo imponerse. 

Art. 32. En los casos en que los depo- 
nentes tengan que dirigir reclamaciones con- 
tra la Administración de la Caja general, 
elevarán sus exposiciones al Ministerio de 
Hacienda. 

Art. 33. El director general, como jefe 
superior del establecimiento, tendrá las atri- 
buciones y obligaciones siguientes: 


1. a Cuidar de que todos los empleados 
de las oficinas centrales de la Caja y sus de- 
pendencias en las provincias, cumplan las 
obligaciones que respectivamente les impone 
el presente reglamento, 

2. a Sostener con el Ministerio de Hacien- 
da, con la Dirección general del Tesoro, y 
con todas las autoridades, Tribunales, ofici- 
nas y corporaciones, la correspondencia que 
exija el servicio de la Caja. 

3. a "Visitar las oficinas centrales, y exa- 
minar sus libros, registros y cuentas, y si los 
asientos están hechos con exactitud. 

4. a Disponer lo mas conveniente para 
que la recepción y devolución de los depósi- 
tos se verifiquen en todas partes con facilidad. 

5. a Asistir á los arqueos semanales y 
mensuales que en la Tesorería central de la 
Caja han de hacerse de ios caudales y efec- 
tos, y acordar los extraordinarios cuando lo 
tuviere por conveniente. 

6. a Ordenar sobre la misma Tesorería 
central la devolución de los depósitos, el pa- 
go de intereses, y las traslaciones que deban 
hacerse al Tesoro ó á las dependencias de 
Jas provincias, 

7. a Reclamar de aqüel oportunanainente 
los fondos necesarios para cumplir los com- 
promisos de la Caja, tanto en Madrid como 
en las provincias. 

8. a Procurar que la misma conserve cons- 
tantemente la tercera parte del importe de 
los depósitos voluntarios en metálico, cons- 
tituidos á calidad de ser devueltos de conta- 
do: de suerte que así la Tesorería central co- 
mo las dependencias de las provincias con- 
serven la tercera parte de los que cada una 
hubiese recibido y n<5 devuelto. 

9. a Exigir deí Tesoro la entrega á la Caja 
de los billetes representativos del saldo que 
resulte á favor del establecimiento. 

10. Promoverla traslación á la Caja y sus 
dependencias de los fondos en metálico que 
por disposiciones administrativas existan ac- 
tualmente con calidad de deposito ó en po- 
der de ot.r s depositarios. 

1 1 . Disponer las traslaciones á la Tesore- 
ría central de Ja Caja, del papel entregado en 
provincia, con arreglo á lo que se dispone en 
el art. 7.° de este reglamento. 

12. Resolver las reclamaciones que ba- 
gan los deponentes en solicitud de que la de- 
volución de sus' depósitos se haga en distinto 
punto que el de la imposición. 

13. Tomar conocimiento diario del movi- 
miento de fondos y efectos que se verifique 
en la Tesorería central. 

14. Cuidar déla puntual publicación de 
Jos estados semanales y de las cuentas tn- 
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mestrales de operaciones de la Caja, cuyos 
documentos visará. 

15. Adoptar todas las medidas y practi- 
cas mas convenientes y expeditas para el 
buen servicio del establecimiento, proponien- 
do al Ministerio aquellas que no considerase 
en la esfera de sus atribuciones. 

16. Conceder licencias temporales que no 
excedan de dos meses á los empleados de la 
Administración central de la Caja. 

17. Supenderlos, cuando dieren motivo 
para ello, de empleo y sueldo, poniéndolo en 
conocimiento del Ministerio, 

18. Dar cuenta a las direcciones genera- : 
les de que respectivamente dependen los con- 
tadores de Hacienda pública, los tesoreros y 
los administradores y depositarios de los par- 
tidos, de las faltas que estos cometieren co- 
mo agentes de la Administración provincial 
de la Caja. 

Y 19. Dar á la Comisión inspectora cuan- 
tas explicaciones le exija sobre el servicio del 
establecimiento. 

Art. 34. El director será con el contador 
y el tesorero uno de los claveros del arca de 
tres llaves de la Tesorería central. 

Art. 35. ' El subdirector sustituirá, en ca- 
sos de vacante, ausencia ó enfermedad, al 
director general, ejerciendo entonces las mis- 
mas atribuciones y bajo igual responsabilidad 
que el director general. 

Fuera de dichos casos, el subdirector des- 
empeñará los trabajos y encargos que le con- 
fie el director. 

Art. 36. El contador en su doble carácter 
de interventor de la Tesorería central y en- 
cargado de la contabilidad general de la Ca- 
ja, tendrá las atribueion#s y obligaciones si- 
guientes: 

, 1. a Intervenir la entrada y salida de me- 
tálico y efectos que se verifiquen en la Teso- 
rería central. 

2. a Practicar las liquidaciones de los in- 
tereses de los depósitos que hayan de pagarse 
por la misma Tesorería. 

3. a Cuidar de que se comprueben con sus 
respectivos talones las cartas de pago, y de 
que se cubran los requisitos y formalidades 
que correspondan antes de prestar su inter- 
vención para la devolución oe los depósitos y 
los demás pagos que hayan de hacerse en di- 
cha Tesorería. 

4 . a Extender los cargarémes de las canti- 
dades y billetes de garantía que el Tesoro 
pase a la Tesorería. 

5. a Estenderlos libramientos para forma- 
lizarlas entregas de metálico que la Tesorería 
central de la Caja hiciere á la del Tesoro, y 
los demás que deban expedirse para formali- 
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zar salidas de fondos y efectos de la Tesore- 
ría central. 

6. a Concurrir á los arqueos semanales y 
mensuales, y á los extraordinarios que dispu- 
siere el director. 

7. a Comprobar diariamente con la Teso- 
rería central el movimiento de entrada y sa- 
lida de fondos y electos. 

8. a Determinarlas operaciones de conta- 
bilidad que en cualquier caso deban practicar- 
se, tanto con relación á actos que hayan de 
verificarse en la Tesorería central, como en 
las dependencias de las provincias. 

9. a Redactar los estados semanales y las 
cuentas trimestrales y anuales de las opera- 
ciones ejecutadas en todas las dependencias 
de la Caja que deben publicarse en aquellos 
períodos. 

10. Exigir de todas aquellas dependencias 
las noticias que necesite para la mejor redac- 
ción de sus trabajos, 

11. Proponer al director general las me- 
didas de contabilidad que convenga adoptar, 
conciliando la exactitud con la expedición. 

Art. 37. El contador sustituirá en casos 
de ausencia, enfermedad ó vacante del direc- 
tor y del subdirector al primero, y á su vez 
será sustituido en la Contaduría por el em- 
pleado de la misma dependencia mas gra- 
duado. 

Art. 38. El contador llevará, con rela- 
ción á la contabilidad particular de la Teso- 
rería central: 

1. ° Diario de entrada y salida de londos 
y electos. 

2. ° Diario general. 

3. ° Libro mayor de cuentas generales. 

4. ° Los auxiliares que considere nece- 
sarios. 

Y 5.° Los registros de inscripción de los 
depósitos acomodados á sus diversas clases, 
especies y consideraciones. 

Con relación á Ja contabilidad general de 
la Caja: 

1. ° Diario general de entradas y salidas 
en todas las dependencias. 

2. ** Libro mayor de cuentas generales 
por conceptos, abrazando Jas operaciones de 
todas aquellas. 

“Y 3.* Libro de cuentas particulares á 
cada uno de Jos depósitos que tengan lugar 
en la Tesorería central y en las dependen- 
cias de provincia con la debida separación, 
en cuyas cuentas deherán aparecer consig- 
nadas circunstanciadamente las especies y 
condiciones de los depósitos, los abonos de 
interés que correspondan ; los pagos á cuen- 
ta, y todas las operaciones hasta su definiti- 
va devolución. 
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En las cuentas de los depósitos que 'con- 
sistan en papel se consignarán detalladamen- 
te los pormenores de los documentos que 
los constituyesen. 

Y finalmente, los ¡Ddices y repertorios pa- 
ra facilitar las operaciones. 

Todos estos libros y registras estarán au- 
torizados en la portada con las firmas del 
director, subdirector y del contador, y con 
su rúbrica las demás fojas. 

Art. 39. El contador fundará su conta- 
bilidad general en las cuentas que rindan los 
tesoreros al Tribunal, al cual se remitirán 
por conducto de aquel, justificando la re- 
dacción general trimestral que en su vista 
forme, y en los resultados de sus libros y 
asientos. 

Los estados semanales los formará con 
vista de las actas de arqueo que en los mis- 
mos períodos le remitirán los tesoreros y los 
depositarios, intervenidos por los contadores 
de provinciay administradores de los partidos 

Art. 40. La contabilidad de la Caja se lle- 
vará por método de partida doble, y para 
ello habrá un tenedor de libros á las órdenes 
del contador. 

Art. 41. El tesorero tendrá las atribu- 
ciones y obligaciones siguientes: 

1. a Recibir con intervención del conta- 
dor los fondos y efectos que ingieseu en la 
Caja, tanto á título de depósito como por 
cualquier otro concepto, expidiendo las cor- 
respondientes cartas de pago. 

2. a Entregar, previa ordenación del di- 
rector general é intervención del contudor, 
el metálico y demás valores que deban de- 
volverse á los deponentes, ó pasarse á las Ca- 
jas del Tesoro, recogiendo de los percepto- 
res y del Tesoro central de aquel los corres- 
pondientes recibos. 

3. a Presentar al cobro los cupones, y re- 
clamar los dividendos de los títulos de la 
Deuda pública y demás efectos que existan 
en la Caja en los plazos que corresponda, 
con intervención de la Contaduría. 

4. a Pasar al director general nota dia- 
ria del ingreso y salida de ios fondos y efec- 
tos, terminadas que sean las operaciones 
del dia. 

5. a Vigilar por la seguridad de los cau- 
dales y valores puestos á su cargo. 

6. a Nombrar bajo su responsabilidad el 
cajero de la Tesorería. 

7. a Elegir quien bajo la misma responsa- 
bilidad firme las cartas de pago y cargaréines 
en los momentos que por enfermedad ú ocu- 
pación no pueda verificarlo, dando antes eo- 
uocimiento de ello y de la firma del sustituto 
al director general y al contador. 
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Art. 42. Es responsable el tesorero de 
cualquier pago indebido que hiciere á per- 
sona incompetente para percibir los fondos 
ó efectos. 

Es responsable en caso de ilegitimidad 
del papel de que se hubiere hecho cargo, 
si lo hubiese recibido sin prévio reconoci- 
miento. 

Lo es también única y exclusivamente de 
cualquiera distracción que se luciere de fon- 
dos ó efectos que no se hubieren trasladado 
al arca de tres llaves. 

Art, 43. En los casos en que el tesore- 
ro hubiere de ausentarse con licencia, será 
sustituido, para la recepción y entrega de 
los fondos y efectos, por la persona que bajo 
su responsabilidad nombre, dándola á reco- 
nocer al director general y al contador; y 
para el despacho de los negocios, por el em- 
pleado mas graduado de la Tesorería. 

Art. 44. El tesorero llevará ios libros y 
registros siguientes: 

1 . ° Diarios de entrada y salida de fondos 
y efectos. 

2. ° Registros separados de inscripción 
según las clases , especies y condiciones de 
los depósitos. 

3. ° Diario general. 

4. ° Libro mayor de cuentas. 

5. ° Un registro donde se consignarán al 
por menor los documentos de los depósitos 
que consistan en papel. 

Remitirá el contador actas de arqueos se- 
manales. 

Art. 45. Rendirá cuentas trimestrales de 
caudales y efecjos al Tribunal de las del Rei- 
no, cuyo cargo justificará con certificaciones 
generales por conceptos, que extenderá la 
Contaduría, y la data con los libramientos, 
cartas de pago, recibos y demás documentos 
que procedan , remitiéndola por conducto 
del contador, con una copia además de su 
redacción y relaciones, para que obre en la 
contaduría los efectos correspondientes. 

Art. 46. En la Administración provin- 
cial, los Gobernadores ejercerán respecto do 
las dependencias de la Caja general, las atri- 
buciones de inspección, ordenación de pagos 
y demás funciones que se asignan al direc- 
tor general, y con análoga responsabilidad. 

Serán claveros con el contador y el teso- 
rero del arca de tres llaves donde se custo- 
dien los fondos y objeto de depósito. 

Art, 47. Los contadores de Hacienda pú- 
blica de las provincias y los administradores 
de los partidos como agentes de interven- 
ción , y los tesoreros y los depositarios como 
agentes de la recepción de los depósitos, 
ejercerán sus funciones respectivas en loe 
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términos designados al contador y al tesore- 
ro de la Caja general , y bajo análogas res- 
ponsabilidadades según los casos. 

Llevarán sus libros y cuentas , y conser- 
varán los caudales con entera independen- 
cia de los correspondientes al Tesoro. 

Art. 48. Los tesoreros rendirán sus 
cuentas trimestrales al Tribunal, refundien- 
do las de los depositarios, y las rernilirán 
con la justificación determinada para las del 
tesorero central, y con un duplicado de la re- 
dacción y relaciones al contador de la Caja. 
También remitirán los tesoreros y los depo- 
sitarios á dicho contador certificaciones de 
los arqueos semanales. 

En los partidos serán claveros del arca de 
los depósitos los que lo fuesen de la de los 
fondos y efectos pertenecientes al Tesoro. 

Art. 49. La responsabilidad que puedan 
contraer los jefes y empleados de la Admi- 
nistración central y provincial de la Caja 
general de depósitos en el ejercicio de sus 
atribuciones y en el cumplimiento de sus 
obligaciones, se hará efectiva en la forma es- 
tablecida en las instrucciones generales y 
reglamento de la Administración de la Ha- 
cienda pública. 

Art. 50. La comisión inspectora ejerce- 
rá sus funciones de la manera que considere 
mas conveniente para llenar el objeto de su 
cometido. — De Rea! orden etc, — Madrid 14 
de octubre de 1852.» (CL. ¿. 57, p. 277.) 

R. O. de 22 octubre de 1852. 

Se admitan romo metálico tos resguardos trasferi- 

Mes del Banco de San Fernando por depósitos vo- 
luntarios. 

(Hac.) «La Reina (Q. D. G.) se ha serví - 
do resolver que esa Caja general de depósi- 
tos admita como metálico, del mismo modo 
y prévio el mismo reconocimiento que se 
practica para el recibo de los talones del 
Banco español de San Fernando, ios res- 
guardos trasferibles que este establecimien- 
to expide y entrega á los que en su Tesoría 
hicieron también depósitos voluntarios. Para 
que estos resguardos sean admitidos como 
metálico habrá de constar en ellos el corres- 
pondiente endosG á favor de la Caja general 
de depósitos, poniendo después otro endoso 
el director de dicha Caja á favor del tesorero 
central del Tesoro, á fin de que los admita 
igualmente como metálico y se encargue de 
su cobro. — De Real órden etc.— Madrid 22 
de octubre de 1852.» (CL. t. 57. p. 383.) 

R. O. de 23 octubre de 1852. 

Se abrán y lleveD cuentas corrientes. 

(Hac.) «La Reina (Q. D. G.), tomando 


en consideración las diferentes reclamaciones 
' que se han presentado para que la Coja ge- 
neral de depósitos abra y Heve cuenta cor- 
riente ó los que se impongan para disponer de 
su importe á voluntad, se ha servido resol- 
ver que se abra y lleve dicha cuenta por las 
imposiciones á metálico de fondos correspon- 
dientes á los diferentes establecimientos y 
cuerpos del Estado, sin hacer extensiva esta , 
concesión á los imponentes particulares. Al 
mismo tiempo se ha servido declarar S. M. 
que estas imposiciones, á las que se abra y 
lleve cuerda corrieute, devengarán el 3 por 
100 de interés, por hallarse en igual caso que 
las que se hacen á voluntad.— De Real ór- 
den etc.— Madrid 23 de octubre de 1852.» 
(CL. t. 57, p. 387.) 

R. O. de \ 5 marzo de 1853. 

Que tos adminitraclorns prevengan la admisión y de- 
volución de depósitos, 

(Hac.) « Se ha servido declarar Su 

Majestad que los administradores de los par- 
tidos administrativos se hallan autorizados 
para prevenir la admisión y devolución de 
depósitos en las Depositarías respectivas eD 
el modo v con las formalidades que el regla- 
mento de 14 de octubre del año último pre- 
viene respecto á los Gobernadores, debiendo 
ejercer los inspectores la correspondiente in- 
tervención, 

Y es también su Real voluntad que esta» 

¿ declaración se considere enmo adicional y 
aclaratoria al art. 20 del citado reglamento 
déla Caja. — De Real órden etc.— Madrid 15 
de marzo de 1853.» (CL. t. 58. p. 258.) 

R. O. de 17 junio de 1853. 

Se observen por tos Gobernadores las disposiciones 

vigentes. 

(Hac.) Recordando el R. D. de 29 de se- 
tiembre y reglamento de 1 4 octubre últimos', 
y mnv especialmente Jo que prescriben los 
arts. 2.°, 3.° y 4.° del primero, dice: «...Ha 
resuello S. M. se prevenga á los Gobernado- 
res de las provincias promuevan con parti- 
cular eficacia y celo el puntual cumplimiento 
de cuanto esta dispuesto respecto á la impo- 
sición de depósitos, practicando con las de- 
más autoridades administrativas y judiciales 
las gestiones que fuesen necesarias cuando 
observasen que por alguno de sus subalter- 
nos se prescindía ó se descuidaba la obser- 
vancia, y dando cuenta en fin á la dirección 
de la Caja de cualquiera dificultad que detu- 
viese la eficacia de sus actos, á fio de que se 
reclame entonces por la misma la resolución 
superior que según los casos fuese indispen- 
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junio de 4853.» (CL. t. 59, p. ÍT5.) 1 

Otra de igual fecha circulada en 8 julio, ; 

Eoeatgaiwft) á las autoridades miJít&WS cumplan Jo ^ 
dispuesto* 

(íHac.) Haciendo el mismo recuerdo qoe 
en la anterior á los Gobernadores y deseando 
presten también su activa cooperación las 
demás- autoridades administrativas y judicial 
les, dice: «S. M. se- ha servido encargarme 
recomiende á V. E. este servicio, como de 
su Real orden lo ejecutó, á fin de qué por el 
Ministerio de su digno cargo se hagan las 
convenientes prevenciones a las autoridades 
que de él dependan, á fin de que cada una 
en la esfera de sus atribuciones concurra á 
prestarle puntual y cumplidamente. — Loque 
de Real órden etc. — Madrid 8 de julio de 
4853.» (CL, t. 59, p. 2*6.) 

R. O. de 8 julio de 4853, 

Qim reciba los fondos de las de ahorros. 

(Hac.) «En vista de cuanto me ha ex- | 
puesto' mi Ministro de Hacienda de acuerdo 
con el parecer del Consejo de Ministros, ven- 
go en decretar lo siguíente: 

Artículo i ,° La Caja general de depósitos 
y sus subalternas en las provincias recibirán 
como depósitos voluntarios reintegrables, 
con aviso anticipado de quince dias, é inte- 
rés anuat de 5 por 400, todos los fondos que 
les entreguen las de ahorros existentes hoy, 
ó que se establezcan en- lo sucesivo. 

Art. 2.° Los depósitos de que había el 
artículo anterior se recibirán en la Caja, aun- 
que no lleguen á 2.000 rs. 

Art. 3.° La Caja conservará constante- 
mente sin empleo la quinta parte del impor- 
te de los depósitos que las de ahorros consig- 
nen en ella, á fin de atender y estar preve- 
nida para toda clase de eventualidades. 

Art. 4.° El Ministro de Hacienda me pro- 
pondrá lo conveniente para que las Cajas de 
ahorros puedan hacer y retirar el todo ó 
parte de sus depósitos cuando les acomode, 
cualquiera que 1 sea e) punto donde se hallen 
establecidas.— Dado en San Ildefonso á 8 de 
julio de 4853.» (CL. t. 59, p. 285.) 

R. O. de 22 julio de 1853. 

Que stffonne la estadía tica de los depósitos necesarios 
existentes. 

(Hac. ) «En vista de las razones que me 
ha expuesto mi Ministro de Hacienda, de 
acuerdo con el parecer del Consejo de Minis- 
tros, vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 4.° Se formará una estadística 
general de todo»' los depósitos necesarios. 
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así administrativos comu judiciales, que es- 
tén actualmente' constituidos en el retad en 
metálico ó efectos de la Deuda pública y del 
Tesoro, ya sea para' garantir contratos, cara- 
gos públicos ó cualesquiera otras obligacio- 
nes legales y personales, ó yfr procedan de 
cantidades íitigiosasó dé cualquiera otro con- 
cepto. 

Art. 2.° Se redactarán é imprimirán mo- 
delos dé estados, divididos en casillas, de 
modo que aparezca en ellos, después de lle- 
nados por quienes corresponda : 

1. ° 'La persona que haya constituido el 
depósito, y aquella en cuyo favor haya sido 
hecho. 

2. ° La' cantidad, fechas y concepto por 
que se haya constituido. 

3. ° La autoridad que lo haya mandado 
hacer , y el establecimiento , corporación ó 
persona en cuyo poder estén los fondos ó los 
valores de que conste. 

4. ° Separación de los depósitos en metá- 
lico, y de los depósitos en pape!. 

Art. 3.° Enviaráel Ministro de Hacienda 
á los Ministerios de Gracia y Justicia, Guer- 
ra , Marina y Fomento los ejemplares de los 
modelos que sean necesarios, á fin- de que 
los escribanos, así de los Juzgados ordinarios 
como de los especiales, y de los' Tribunales 
de comercio, los llenen en la misma forma 
que se dirá con respecto á los Ayuntamien- 
tos, y los devolverán por conducto y con el 
visto bueno de los jueces y Tribunales de 
que dependan. 

Art. 4. ü El Ministro de Hacienda remiti- 
rá asimismo estos modelos á los Gobernado- 
res para que manden ejemplares á cada uno 
de los Ayuntamientos de su provincia con 
las instrucciones que crean convenientes, á 
fin de facilitar el exacto cumplimiento' de lo 
que se previene en este decreto: 

Art. 5.° En el término de ocho días los 
Ayuntamientos anotarán en el estado todos 
lo.s depósitos necesarios que estén pendien- 
tes y constituidos, ya en los depositarios de 
los concejos, ó ya en poder de corporaciones 
ó personas particulares. El Alcalde bajo su 
mas estrecha responsabilidad, los revisará y 
con su visto bueno ios devolverá al Gober- 
nador. Donde no hubiese depósito ninguno 
pendiente, lo devolverá en blanco con una 
nota que así lo esplique. 

Art. tí. 0 Los Gobernadores de las pro- 
vincias, consultando los documentos y expe- 
dientes que sobre depósitos necesarios cons- 
tituidos y pendientes deben existir en los 
respectivos Gobiernos , se asegurarán de la 
exactitud de los estados de ios Ayuntamien- 
tos , los confrontarán, manifestando su con- 
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formidad, ó haciendo en otro caso las con- 
venientes observaciones, y los enviaran ori- 
ginales a! Ministerio de Hacienda a la mayor 
brevedad posible, remitiendo a/lemas un es- 
tado de los depósitos provinciales constitui- 
dos y pendientes. 

Art. 7.° Por el Ministerio de Gracia y 
Justicia se tomarán las disposiciones conve- 
nientes, á fin de que cumplan lo prevenido 
en los artículos anteriores las Audiencias, 
los jueces y los escribanos. 

Art,. 8.°' Por los Ministerios de la Guer- 
ra , de Marina y de Fomento se tomará, asi- 
mismo las disposiciones oportunas para que 
ios Tribunales , Juzgados especiales y escri- 
banos que de ellos dependan, cumplan lo 
prevenido en el presente decreto. 

Art. 9.° A medida que en los Ministe- 
rios de Gracia y Justicia, de Guerra, de Ma- 
rina y de Fomento se reciban los estados, 
los irán remitiendo al Ministerio de Hacienda. 

Art. 10. Se abrirán registros generales 
en la Caja central de depósitos de todos los 
que resulten pendientes; y el director de !a 
misma tomará por sí ó propondrá en su caso 
al Ministerio de Hacienda las medidas que 
sean necesarias, á fin de que ingresen en la 
Caja central ó en sus dependencias todos los 
depósitos necesarios que por cualquier moti- 
vo no hayan tenido entrada hasta ahora en 
ellas , á pesar de lo prevenido en mi R. D, de 
29 de setiembre de 1852.» — Darlo en el Real 
sitio de San Ildefonso á 22 de julio de 1853.» 
(CL. t. 59, p. 376.) 

B. D. de 29 julio de 1853. 

Estableciendo sucursales en las provincias que 
expresa. 

En atención á lo que me ha expuesto el 
Ministro de Hacienda de acuerdo con el pa- 
recer del Consejo de Ministros, vengo en de- 
cretar lo siguiente : 

Artículo t .° El servicio de Ja recepción y 
de la devolución de los depósitos , ejercido 
actualmente en las capitales de provincia y 
de partido administrativo por las Tesorerías 
y Depositarías de Hacienda pública , como 
dependencias de la Caja general establecida 
en Madrid, se desempeñará desde l.° de se- 
tiembre próximo por oficinas especiales , su- 
cursales del mismo establecimiento, separa- 
das de las Cajas del Tesoro. 

Art. 2 .'-* Estas sucursales se establecerán 

por ahora, sin perjuicio de hacerlo en otros 
puntos según la necesidad, en Barcelona 
Badajoz, Burgos, Bilbao, Cádiz, Coruña! 
Granada , Malaga , Oviedo , Palma de Mallor- 
ca, Santander, Sevilla , Valladolid , Valencia 
J Zaragoza , comprendiendo cada una en su 


respectiva demarcación las provincias que el 
Gobierno determinará. 

Art. 3.° Además de los fondos en metá- 
lico y en papel de la Deuda pública que, á tí- 
tulo do depósito necesario ó voluntario, in- 
gresen según el R. D. de 29 setiembre de 
1852 y reglamento de 14 de octubre siguien- 
te, la Caja general y las sucursales admitirán 
las cantidades á metálico que en cuenta cor- 
riente con interés entreguen las corporacio- 
nes y los particulares, con arreglo a las ins- 
trucciones que se expedirán al efecto. Abri- 
rán desde luego cuenta con las Depositarías 
provinciales y las municipales de las capita- 
les de provincia, conservando á disposición 
de las mismas los fondos que reciban de ellas 
en tal concepto. 

Art. 4.° Las entregas en cuenta corrien- 
te que hicieren las corporaciones y los parti- 
culares, se considerarán como depósitos vo- 
luntarios á devolver de conlado, y devenga*- 
rán el interés de 3 por 100 anual desde el 
décimosexto día de la imposición hasta el de 
la devolución inclusive; debiendo conser- 
varse en reserva , sin hacer de ella uso, la 
tercera parle del importe de las cantidades 
entregadas. 

Art. 5. c Todos los depósitos que hubie- 
ren de constituirse y devolverse en el distrito 
de cada sucursal, se formalizarán en esta, 
haciéndose por medio de las Tesorerías y 
Depositarías de Hacienda de las provincias 
comprendidas en las respectivas demarca- 
ciones, las traslaciones de fondos que al efec- 
to fueren convenientes. La devolución de los 
depósitos tendrá lugar siempre en el mismo 
punto donde hubieren sido constituidos. 

Art. 6.° Al frente de cada sucursal habrá 
un comisionado jefe de ella, nombrada por 
el Gobierno y elegido entre los comerciantes 
y propietarios mayores contribuyentes del 
punto donde baya de establecerse. 

Art. 7.° El comisionado jefe de la sucur- 
sal, recibirá según su importancia, un tanto 
por ciento, que no bajará del cuartillo, ni ex- 
cederá del 1 por JÓO de las cantidades en 
metálico que ingresen en ella: será de.su 
cuenta el pago de todos los gastos, así del 
personal corno del material , inclusos los que 
originen las Cajas subalternas : prestará la 
fianza que se señale para cada punto en bi- 
lletes del Tesoro, y sus operaciones serán in- 
tervenidas por un inspector que el Gobierno 
nombrará también. Uno y otro agente depen- 
derán inmediatamente del director de Ja ge- 
neral en todo lo relativo al servicio de su 
instituto , y el importe de sus premios y 
haberes se cargará al capítulo de los que- 
brantos del Tesoro como mas interés de los 
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loados que recibe de la Caja de depósitos. 

Art. B.° La sucursal estará bajo la vigi- 
lancia del Gobernador de la provincia donde 
se halle establecida, y de una comisión com- 
puesta del vice-prosidente del Consejo pro- 
vincial, de dos comerciantes y dos propieta- 
rios mayores contribuyentes, un eclesiálico 
constituido en dignidad, y el Juez de Hacien- 
da, ó el fiscal donde no le haya, que presidi- 
da por el Gobernador de la provincia, exami- 
nará los actos de la sucursal, siempre que jo 
tenga por conveniente ó que á ello sea invi- 
tada por el Gobernador, teniendo la obliga- 
ción precisa de asistir dos al menos de sus 
individuos á los arqueos semanales, y de fir- 
mar sus actas y los libros de entrada y salida 
de caudales. 

Art. 9.° El Gobernador de la provincia, 
en cuya capital se establezca una sucursal, 
propondrá al Ministerio de Hacienda cuatro 
teruas, dos sacadas de los veinte mayores 
primeros contribuyentes al subsidio indus- 
trial y de comercio, y dos de los veinticinco 
mayores contribuyentes de ía contribución 
territorial, para que el Gobierno, eutre los 
doce, elija los dos comerciantes y los dos 
propietarios que hayan de ser vocales de la 
comisión inspectora de la respectiva su- 
cursal. 

Art. 10. El Ministro de Hacienda adop- 
tará las disposiciones que correspondan para 
la ejecución del presente decreto, del cual 
dará cuenta oportunamente á las Cortes para 
su aprobación. — Dado en San Ildefonso á 
29 de julio de 1853.» [CL. i. 59, p. 438.) 

R. O. de 19 agosto de 1853. 

Aprobando la instrucción para establecer en las su- 
cursales cueDtas corrientes. 

(Hac.) «limo. Sr. : S. M. la Reina (que 
Dios guarde) se ha servido aprobar la si- 
guiente instrucción para establecer en las 
sucursales de la Caja general de depósitos las 
cuentas corrientes de que habla el R. D. de 
29 de julio de este año. 

Artículo l.° En las sucursales de la Caja 
general de depósitos, creadas por R, D. de 
29 de julio último, se abrirán cuentas cor- 
rientes con todas las corporaciones y parti- 
culares que lo soliciten. 

Art. 2.°_ Las corporaciones y particula- 
res que quieran imponer sus fondos en cuenta 
corriente pasarán laoportana comunicación 
á los comisionados jefes de las sucursales, 
expresando la persona ó personas autoriza- 
das para expedir sus libramientos, y dan- 
do á reconocer sus firmas, que se estampa- 
rán en un libro abierto al efecto y en las fac- 
turas de que después se hablará. Los expre- 


sados comisionados remitirán estas comuni- 
caciones decretadas á los inspectores-inter- 
ventores. 

Para facilitar el pronto servicio las Cajas 
entregarán gratis a los imponentes que lo 
pidan impresos de la comunicación. 

Art. 3.° ■ Las inspecciones-interventoras 
de las sucursales abrirán una sola cuenta á 
cada corporación ó particular, aunque sean 
diversas las entregas que haga: abonarán en 
ella los intereses que devengue el capital im- 
puesto, y cargarán las partidas que en pago 
entregue la Caja hasta la extinción del capital 
y de ios intereses. 

Art. 4.° No deberá de bajar de 2.000 
reales la primera entrega para abrir una 
cuenta comente, ni de 500 cada una de las 
demás. 

Art. 5.° Solo se admitirán en cuenta cor- 
riente monedas de orofy plata con curso le- 
gal, billetes de Bancos, talones contra los 
mismos, prévio el debido reconocimiento, y 
libramientos contra las misma Caja sucursal 
que los recibe de uno de sus imponentes para 
abonárselos en cuenta á otro. 

Art. 6.° Toda entrega se hará con pre- 
via factura duplicada que formarán los encar- 
gados de verificarla. Estas facturas se facili- 
tarán gratis por las Cajas sucursales, como 
se hace en Ja centra] para los depósitos. 

La sucursal expedirá en resguardo á favor 
del entregante un talón que represente la 
misma suma de que este se desprenda. 

Art. 7.° La Caja central proveerá gratui- 
tamente de los libramientos y talones encua- 
dernados en forma que necesiten las sucur- 
sales. Estos formularios estarán numerados, 
y sus matrices se conservarán en poder de 
ios inspectores. 

En estas mismas intervenciones se lleva- 
rán registros que expresen el número de li- 
bramientos entregados á cada corporación ó 
particular. 

Art. 8.° Con los libramientos de que ha- 
bla el articulo anterior podrán los interesa- 
dos disponer de sus fondos á medida que lo 
necesiten, firmándolos las personas autoriza- 
das para expedirlos, siempre que la cantidad 
no sea menor de 500 rs., salvo los casos de 
saldo y cancelación de cuenta. 

Art’. 9.° No se satisfará ningún libra- 
miento sin el págmse del jefe de la sucursal, 
con intervención del inspector do la misma. 
Los talones que se entreguen á los interesa- 
dos por las cantidades que estos impongan 
en cuenta corriente, llevarán también la in- 
tervención de los inspectores. 

Art. 10. Los inspectores no intervendrán 

ningún libramiento sin comprobarlo cou su 
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correspondiente talón, sin confrontar la fir- 
ma ó firmas do los que los autoricen con las 
dadas á reconocer que obrarán en la Caja; y 
por último, sin asegurarse de la existencia de 
saldo suficiente á favor del interesado de 
quien proceda. 

Si se presentase algún libramiento ilegiti- 
mo se detendrá al portador y se dará cuenta 
al jefe superior del establecimiento. 

Art. í 1. No contraerá responsabilidad 
la sucursal por los pagos que hiciere en vir- 
tud de libramientos perdidos ó sustraídos. Si 
antes de realizarlo avisare la persona ó per- 
sonas que los hubieren perdido, deberá sus- 
penderse el pago hasta que se decida por 
quien corresponda el sugeto que tenga dere- 
cho á percibir su importe. 

Tampoco contrae responsabilidad la sucur- 
sal por ios libramientos que se presenten 
después de cubierto ei saldo, aunque dichos 
libramientos tengan fecha y número anterior 
á los que hubiesen sido pagados. 

Art. 12. A fin de cada trimestre compro- 
barán sus cuentas Ja sucursal y los imponen- 
tes, haciéndose la liquidación de intereses, 
en la cual se prescindirá de las fracciones de 
capital que no lleguen á 100 rs. 

Las cantidades que por resultado de la li- 
quidación deban acred.tarse en cuenta por 
razón de intereses, no devengarán rédito al- 
guno como no lleguen á 500 rs. En este caso 
se llevarán corno capital á la cuenta del inte- 
resado. 

Art. 13. Debiendo considerarse las impo- 
sición es á título de cuenta corriente como los 
depósitos voluntarios á devolver de contado, 
las cantidades que ingresen en las sucursales 
devengarán el interés de 3 por 100 desde el 
décimosesto dia de la imposición hasta el de 
la devolución esclusive. 

Art. 14. Cuando cualquiera corporación 
ó particular lo pida, se cerrará y terminará 
su cuenta corriente y se le entregará el sal- 
do así que dé el correspondiente iibraipien- 
to y los ejemplares de los de que aun no hu- 
biere hecho uso; el primero de estos docu- 
mentos quedará en las Cajas receptoras para 
los efectos consiguientes. 

Art. 15. Para las cuentas corrientes se 
llevarán libros auxiliares de entradas y sali- 
das, anotando en ellos circunstanciadamente, 
y con una numeración particular, cuanto se 
reciba y se pague. Estas anotaciones se pa- 
sarán después al diario general de entrada y 
salida y al libro mayor en una sola partida 
con el epígrafe de «Cuentas corrientes» para 
distinguirlo de los depiás conceptos y de ia 
cuenta corriente con el Tesoro. 

Art. 16. Se reservará siempre en Jas Ca- 


jas, sin dar aplicación, la tercera parte de 
los fondos impuestos en cuenta corriente, 
como se previene en el art. 4.° del R. D. de 
29 de julio. 

Art. 17. Los ingresos y pagos que se 
ejecuten por cuenta corriente se justifica- 
rán en Ja cuenta trimestral con certificacio- 
nes generales que extenderán ios inspecto- 
res, con los libramientos satisfechos que hu- 
bieren expedido Jos imponentes y con los 
talones de saldo. 

Art. 18. Las sucursales procurarán fi- 
jar su; oficinas en ios parajes mas céntri- 
cos y convenientes para el servicio del pú- 
blico, previa ia vénia de la autoridad supe- 
rior, cuidando de que el servicio se haga 
con toda rapidez y comodidad para los im- 
ponentes. 

Art. 19. Habrá cada dia no festivo cua- 
tro horas de oficina para el servicio del pú- 
blico, sin perjuicio de las que se necesi- 
ten para las formalidades de que se habla- 
rá. En cada punto se determinarán las ho- 
ras con arreglo á las costumbres de la lo- 
calidad. 

Art. 20. Todos los dias, después de cer- 
rado el despacho, se hará la comprobación 
de Jas facturas y libramientos presentados 
con los libros de entrada y de salida para 
que pueda rectificarse inmediatamente cual- 
quier error que se haya cometido. 

Las Cajas sucursales deberán dejar forma- 
lizadas en el dia todas las operaciones de en- 
trada y de salida que se hayan verificado en 
ellas por cuenta corriente. 

Art. 21. Las sucursales recibirán para 
conservar en cartera billetes y pagarés del 
Tesoro y letras de particulares. Estas se ad- 
mitirán, siempre que sean pagaderas en el 
punto donde la sucursal esté establecida y 
en el que los imponentes tengan su cuen- 
ta corriente. Las letras, pagarés y billetes 
nominativos del Tesoro, se endosarán á la 
órden del comisionado jefe de la sucursal. 

Art. 22. Todas Jas letras que se reciban 
en la Caja serán admitidas por el valor que 
representen en moneda española. 

Art. 23. Aunque los valores en carte- 
ra no se considerarán abonables en cuen- 
ta corriente á sus dueños hasta su realiza- 
ción, sin embargo, para que las sucursa- 
les los reciban se extenderá la correspon- 
diente factura duplicada. 

Una de estas facturas servirá para hacer 
la entrada y la otra se devolverá al portador 
para su resguardo , poniendo en ella el jefe 
de la sucursal y el inspector una po.ta auto- 
rizada que exprese haberse recibido p,n car- 
. tera aquellos valores. 
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Para anotar estas entradas habrá un libro 
auxiliar con los de cuentas corrientes, y sus 
resultados diarios pasarán al diario general 
de entradas y al mayor, á íin de que figu- 
ren en las actas, estados y cuentas en el lu- 
gar correspondiente y bajo el epígrafe «Car- 
tera.» 

Art. 24. Cuando se cobren los valores 
ingresados en cartera se datarán de su im- 
porte Jas sucursales en el libro auxiliar de 
salidas, y los resultados del dia pasarán en 
una partida al diario general de salida y al 
libro mayor, para que después aparezcan en 
las actas, estados y cuentas en el lugar y 
con el epígrafe que corresponde. 

Art. 25. Si no se cobra algún efecto en 
el dia de su vencimiento por causas ajenas á 
las oficinas, la sucursal Jo devolverá á su 
dueño para que use de su derecho si le con- 
viene, y formalizará la correspondiente ope- 
ración de salida. El dueño dará un recibo 
para resguardo de la sucursal. 

Art. 26. Una vez realizado el importe de 
los valores presentados en la cartera, se abo- 
nará en la cuenta del interesado, previa la 
presentación de la factura que sirvió de do- 
cumento provisional, y de su importe se da- 
rá talón para resguardo del imponente. 

Art. 27. Eos efectos en cartera se cus- 
todiarán en una arca ó armario de hierro 
de toda seguridad, y separados de los de- 
más fondos ó valores que existan en la su- 
cursal. 

Serán claveros de Jos fondos de cuentas 
orrient.es y de los efectos en cartera el Go- 
bernador de la provincia, el comisionado je- 
fe de la sucursal y el inspector de la misma. 

Art. 28. Cuidarán las sucursales, bajo ;!e 
su responsabilidad, de que ios electos sobre 
la plaza se pongan en cobro con la oportuni- 
dad necesaria, para evitar ios perjuicios que 
pueda ocasionar la demora. 

Art. 29. Los arqueos de los fondos de 
cuentas corrientes y ios de los efectos custo- 
diados en cartera se ejecutarán en ios mis- 
mos días 8, 15, 23 y último de mes, según 
está mandado para los depósitos, y siempre 
que el comisionado jefe de la sucursal ó el 
Gobernador de la provincia lo dispongan.-— 
De Real orden etc. — San Ildefonso 19 agosto 
de 1853 » (6'L. t. 59, p. 504.) 

R. O. de 26 agosto de 1853. 

(Grao, y Just.) «La Reina (Q. D. G.) se 
ha servido mandar que las autoridades de- 
pendientes de este Ministerio presten exacLo 
y puntual cumplimiento al Real decreto ex- 
pedido por el de Hacienda en 22 de julio pró- 
ximo pasado, é inserto en la Gaceta del 30 
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del mismo raes. —San Ildefonso 26 de agosto 
de 1853.» ( CL . t. 59, p. 531 ) 

R. O. de 31 agosto de 1853. 

Que se cumpla el R, D. (le 22 julio. 

(Guerra.) Se traslada por el Ministerio 
de la Guerra á todas sus dependencias el 
R. D. de 22 de julio último para que se le dé 
cumplimiento. (CL. t. 59, p. 548.) 

R. D. de 2 setiembre de 1853. 
Consignando ciertos valores como garantía del Estado. 

(Mac.) «Con objeto de garantir de una 
manera positiva y á satisfacción del público 
las operaciones de todas ciases de la Caja ge- 
neral de depósitos y sus sucursales, confor- 
mándome con lo que me ha propuesto el Mi- 
nistro de Hacienda, y de acuerdo con el pa- 
recer del Consejo de Ministros, vengo en de- 
cretar lo siguiente: 

Artículo i 0 Se consignarán en la Caja 
general de depósitos, como garantía del Es- 
tado afecta á la responsabilidad del mismo 
establecimiento. 

Primero. Los títulos de propiedad que el 
Estatk reciba por la participación en el Ca- 
nal de Isabel 11, tanto por las cantidades que 
ha facilitado, cuanto por las que en lo suce- 
sivo suministre para esta obra. 

Segundo. Las acciones de carreteras 
existentes en el Tesoro, aplicables, según el 
presupuesto de este año, al pago de obras 
cuyo coste se haya suplido, en defecto de la 
negociación de dichos valores, con los re- 
cursos de la deuda Ilutante. 

Art. 2.° Quedan afectos á responder 
igualmente de las operaciones de la Caja: 

Primero. Los azogues que de propiedad 
de la Hacienda resulten existentes después 
de cubierto el saldo que contra ü Tesoro 
tenga la casa de Róstela! por su contrato de 
venia en participación. 

Segundo. Los valores en papel ó en otra 
especie que no fuere metálico y adquiera el 
Tesoro por cualquier concepto, y hubieren 
de aplicarse, según las leyes de presupuestos, 
á gastos satisfechos provisionalmente tam- 
bién con los recursos de la deuda flotante 

Art. 3. ü El Gobierno presentará á las 
Corles en la próxima legislatura los oportu- 
nos proyectos de ley, á ün de ratificar de 
la manera mas solemne Jas obligaciones de la 
Caja de depósitos, concediendo álos acreedo- 
res á eila toda clase de prefaciones y seguri- 
dades segim Ja legislación común, y para ha- 
cer una emisión de efectos de la Deuda pú- 
blica en cantidad suficiente que, consignada 
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en aquel establecimiento, garantice en todo 
caso y circunstancias las operaciones del mis- 
mo, cualquiera que fuere su importancia.— - 
Dado en San Ildefonso á 2 de setiembre de 
1853.» (CL. t. 60, p. 46.) 

R. O . de 4 setiembre de 1853. 

Que se forme una comisión para inspeccionar las cuen- 
tas corrientes con interés. 

(Hac.) «limo. Sr.: Habiendo de funcio- 
nar en Madrid la Caja de depósitos corno cen- 
tro general del establecimiento , y además 
como sucursal de la circunscripción determi- 
nada ñor II. O. de 7 de agosto último, aten- 
diendo á ¡a importancia que en está córte ha 
de tener el servicio de cuentas corrientes con 
interés, bajo cuyo título y según el R. D. de 
29 de julio próximo pasado é instrucción co- 
municada para su ejecución, debe admitir la 
Caja las canlidades á metálico que impongan 
las corporaciones y los particulares; y desean- 
do que estas operaciones, al paso que se 
ejecuten con exactitud y expedición ofrezcan 
al público ios garantías de una inspección es- 
pecial é inmediata, sin perjuicio de la que 
corresponde en lo general á la comisión crea- 
da con arreglo al art. 25 dol R. D. de 20 de 
setiembre del año último, S. M. se ha digna- 
do mandar; que se forme ademas otra comi- 
sión inspectora de las operaciones referentes 
á la sección de cuentas corrientes de Madrid, 
igual á la que para vigilar los actos de las su- 
cursales debe formarse en cada capital, según 
el art, 8.° del citado R. D. de 29 de julio pró- 
ximo pasado, pero compuesta de doble nú- 
mero de individuos, en representación de la 
clase de comerciantes y propietarios. — De 
Real órdon etc. — Madrid 4 de setiembre de 
1853.» {CL. t. 60, p. 52.) 

R. O. de 5 setiembre de 1853. 

Se aboce el 2 por 100 por lo que bg entregue á titulo 
de cuenta corriente. 


á contar desde el sexto día de la imposición. 
— De Real órden etc.— Madrid 5 de setiem- 
bre de 1853.» (CL. t. 60, p. 53.) 

R. O ■ de 10 setiembre de 1853. 

Facilita la recepción de documentos del Tosoro. 

(Hac.) « S. M. se ha servido resolver 

que todas las letras, pagarés y billetes nomi- 
nativos ya expresados se admitan en car- 
tera sin endoso, con solo el recibí del due- 
ño de la letra, pagaré ó billete del Tesoro,— 
De Real orden etc. — San Ildefonso 10 de se- 
tiembre de 1853.» (CL. t. 60, p. 6b.) 

R. O. de ia misma fecha. 

Se admitan en una misma factura los efectos aunque 
sean de diferentes vencimientos. 

(Hac.) «S. M. se lia servido resolver que 
se admitan en cada factura todos los efectos 
que presenten los imponentes, aunque sean 
de diversos vencimientos, y que para juslifi-, 
car la data cuando salgan de cartera y pa- 
sen los valores que representan á la cuenta 
corriente del interesado, como se dispone 
en el art. 26 de dicha instrucción (19 agosto 
último), se les dé salida con el documento 
cuyo modelo se acompaña. El imponente en- 
tregará en la Caja la factura que se le da 
por resguardo cuando se verifique el último 
cobro de ios valores presentados. — De Real 
órden etc. — San Ildefonso 10 de setiembre 
de 1853.» (CL. t. 60, p. 69.) 

Modelo que se cita. 

CAJA GENERAL CUENTAS CORRIENTES. 


de CARTERA. 

DEPOSITOS. EFECTOS DATADOS. 


(Hac.) «limo. Sr.: Teniendo en conside- 
ración la naturaleza especial de las operacio- 
nes mercantiles de la plaza de Madrid, cuya 
índole produce mayor rapidez en la circula- 
ción, y deseando conciliar esta circunstan- 
cia con la conveniencia de! Tesoro, de forma 
que la disminución del tipo de interés se 
compense con el mas pronto goce de su be- 
neficio para los capitales impuestos en la Caja 
general de depósitos, la Reina se ha dignado 
resolver que en vez del 3 por 100 de interés 
abonable por punto general , según el Real 
decreto de 29 de julio ultimo por las canti- 
dades que se impongan en la mencionada 
Caja á título de cuenta corriente, en Ma- 
drid se satisfaga el 2 por 100 anual, pero 


Don ♦ ♦ , , — . . . , con factura 

de - de de 185 

num . , ingresó en cartera efectos 

de diversos vencimientos hasta cantidad 

de reales vellón y 

habiéndose cobrado el que venció en el 
dia de hoy con el núm im- 
portante. rs mrs. vn., 

para que produzca data en la cuenta de 
electos en cartera, y cargo en cuenta cor- 
riente á metálico dol expresado interesa- 
do, se expide el presente documento en 

Madi ' ld á de, de 185 

V.° B.° 

El Director general, El Contador , 
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R. O. de 10 diciembre de 1854. 

Las imposiciones por cuantas corrientes devengan in- 
terés desde ei dia de la imposición 

(Hac.) Extracto. — Modificando la Real 
orden de 5 de setiembre de 1853 por la 
cual no empezaba á contarse el interés del 
2 por 100 sobre imposiciones por cuentas 
corrientes sino desde el sexto dia que se 
hiciesen, dispone que dicho interés sede- 
vengue desde el mismo dia que tenga lu- 
gar la imposición ó ingreso en la Caja. ( CL . 
L <¡3, p. 337.) 

R. D. de 29 diciembre de 1854. 

So suprimen las sucursales é inspecciones en las pro- 
vincias. 

(Hac.) «Atendiendo á lo que me ha ex- 
puesto eí Ministro de Hacienda, vengo en de- 
cretar lo siguiente: 

Articulo l.° Se suprimen las sucursales 
de la Caja de depósitos y sus inspecciones en 
las provincias. 

Arl. 2.° Las Tesorerías y las Contadurías 
de Hacienda pública ejercerán como depen- 
dencias de dicho establecimiento, y en la 
forma que lo practicaban antes de la creación 
de aquellas, la recepción y la devolución de 
los depósitos. 

Art, 3.° Las existencias por depósitos y 
cuentas corrientes que obren en las sucursa- 
les < n lin de este mes se pasarán á las Teso- 
rerías, por las cuales serán devueltos á los 
interesados á medida que lo reclamen. 

Art. 4.° Desde l.° de enero próximo ce- 
sará la admisión de cuentas corrientes en 
las dependencias provinciales de la Caja ge- 
neral de depósitos. 

Art. 5.° El Ministro de Hacienda adop- 
tará las demás disposiciones necesarias para 
la ejecución de! presente decreto. — Dado en 
Palacio á 29 de diciembre de 1854.» (CL. 
C 63, p. 389.) 

Rs. Ds. de 29 diciembre de -i 854. 

Se suprime la plaza de subdirector y se señala el suel- 
do y categoría del contador y tesorero. 

(IIac.) Extracto. — Por Reales decretos 

ile esta fecha por el uno se suprime desde t 
de enero de 1855 la plaza de subdirector ríe 
la Caja general de depósitos; y por el otro se 
dispone que desdo igual dia las plazas de 
contador y tesorero tengan la categoría y 
sueldos correspondientes a las de jefes de 
Administración do tercera clase. (CL. t. 63, 
pdgs. 392 y 393.) 

R. O. de 5 mayo de 1855. 

(Hac.) «...S. M. se ha servido resolver 

Tomo V, 


que cuando los interesados se presenten á 
redamar sus depósitos at vencimiento de los 
plazos respectivos y no pueda tener electo la 
devolución por carecer de fondos la Caja, se 
les abonen los intereses hasta el dia del pa- 
go; pero en el caso de que la devolución no 
tenga efecto por no presentarse en tiempo 
oportuno aquellos, únicamente debe abonár- 
seles hasta el dia del vencimiento de los pla- 
zos señalados.» (5 mayo de 1855, CL. t. 65, 
pág. 14.) 

R. O. de 26 noviembre de 1855. 

Sobre cumplí mió uto del decreto orgánico y depósitos 
que. han do ingresar. 

(Con.) c:E! Sr. Ministro de Hacienda, con 
fecha 5 del actual, comunica al de la Gober- 
nación la Real órden siguiente: 

«He dado cuenta á la Reina (O. 1). C.) en 
expediente promovido por la Dirección de 
la Caja general de depósitos , relativo á que 
se observen estrictamente los iris. 2.°, 3." y 
4.° del Real decreto orgánico de la ('aja de 
29 de setiembre de 1852. En su vista, y de 
conformidad con lo que lia propuesto la mis- 
ma Dirección. S. M. se ha servido resolver 
me dirija á V. E., como de su Leal órden lo 
ejecuto, á lin de que se sirva disponer que 
se encargue á todas las autoridades depen- 
dientes de ese Ministerio que cada una en la 
esfera de. sus atribuciones procuren se ob- 
serven cumplidamente los expresados artícu- 
los. Asimismo se ha servido S. M. resolver 
diga á V. E. disponga lo conveniente para 
(pie no solo las lianzas de los administrado- 
res é interventores de correos ingresen en 
la Caja general referida , sino ios depósitos 
de los editores responsables de los periódi- 
cos, y todos los demás que bajo cualquier 
motivo deban constituirse.» — De Real or- 
den etc. — Madrid 26 de noviembre de i 855.» 
(CL. t. 66, p. 399.) 

R. O. de 25 noviembre de 1856. 

Disposiciones sobre que se pasen A la Dirección gene- 
ral Je la Laja lodos los valores de la Tesorería «lo 
la Deuda. 

(Hac.) Vistas diferencias ocurridas acer- 
ca del modo de dar cumplimiento á la lleal 
órden de 10 de abril último, «que previno se 
pasasen á la Dirección general de la Caja de 
depósitos todos los valores existentes en la 
Tesorería de la Deuda, procedentes de lian- 
zas de emplearlos; y conformándose S. M. 
con el dictamen de ja Dirección general de 
Contabilidad se lia servido resolver: 

l.° Que las oficinas de la Deuda extien- 
dan con la debida separación de metálico y 
de papel una factura duplicada por cada ex-* 

4 
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pediente de fianzas, en que se exprese ei 
número dei registro que tengan dichas fian- 
zas, y las cartas de pago dadas a ios intere- 
sados, el nombre dei íiancista, la lecha del 
ingreso de !a Deuda pública, el destino a 
que está afecta la fianza, los créditos que 
constituyen las que consistan en papel, con 
expresión parcial y total de su importe , los 
alcances, retenciones y obligaciones inciden- 
tales á que estén sujetas, los nombres de ios 
apoderados para cobrar los interesas, la au- 
toridad á quien competa acordar ia devolu- 
ción, y todo lo demás que exija la completa 
seguridad de los intereses del Estado. 

2.° Que se pongan de acuerdó las ofici- 
nas de Ja Deuda y de la Caja de depósitos pa- 
ra hacer la traslación con la mayor celeridad 
posible, pero dando lugar á que la operación 
se baga por ambas partes con la regularidad 
que exigen las de esta clase. 

3. 0 Que los expedientes y facturas de ca- 
da remesa vayan acompañados de un inven- 
tario por triplicado en que consten las cir- 
cunstancias mas principales de las facturas. 

4. ü Que después de reconocer unos y 
otros las oficinas de la Caja de depósitos, for- 
malicen el ingreso individual de los depósitos 
de que conste cada inventario, extiendan los 
talones correspondientes y los unan á ios ex- 
pedientes; declare el Tesoro al pie de los in- 
ventarios haber recibido del de Ja Deuda las 
fianzas y efectos que en él se expresan; cer- 
tifique el contador del acto y de haberse ano- 
tado en los libros los expresados depósitos, 
con expresión del número de cada talón que 
se haya expedido y del nombre del interesa- 
do, y se devuelvan ios ejemplares á las ofici- 
nas de ia Deuda acompañados de un juego de 
facturas. 

5. ° Que por cada uno de los inventarios 
se extienda por las mismas un libramiento de 
abono al tesorero de la Deuda con el título de 
fianzas remitidas á la Caja general de depó- 
sitos, los cuales se considerarán en las cuen- 
tas del establecimiento como devolución de 
depósitos y se documentarán con un ejemplar 
de los inventarios de que queda hecho*niéri- 
to y con las facturas devueltas, quedando él 
otro como antecedente en la Contaduría de la 
Deuda. 

6- J Que se anuncien individuamente en 
la Gaceta de Madrid las lianzas que se tras- 
ladan de la Tesorería de la Deuda á la Caja de 
depósitos para conocimiento de los intere- 
sados, 

7.° Que á medida que estos ó sus apode- 
rados se presenten en ia Caja de depósitos á 
Cobrar los intereses se les exijan las primiti- 
vas cartas de pago expedidas por las de la 


Deuda, se compulsen con las facturas de de- 
pósitos y documentos dei expediente, y ña- 
uándolas conformes se recojan , taladren y 
unan á los expedientes entregando en su 
equivalencia los talones ó resguardos exten- 
didos al ingresar ios depósitos. 

Y 8.° Que adoptando las oficinas de la 
Deuda v de la Caja de depósitos por su par- 
te Jas demás disposiciones que sean necesa- 
rias y que solo pueden conocerse al practicar 
la operación, se cumpla por ambas sin faltar 
en lo esencial á los reglamentos por que se 
rigen, lo dispuesto en la citada R. O. de 10 
de abril último. — De la de S. M. etc. — Madrid 
25 de noviembre de 1856.» ( CL . t. 70, pá- 
gina 273.) 

/í. O. de 3 febrero de 1857. 

Que s& observen los arts. '2. a , 3 ° y 4." del Real decreto 
orgánico. 

(Guau, y Jitst.) Se reencarga por esta 
Real orden el cumplimiento de los citados ar- 
tículos y se exige la responsabilidad «si los 
depósitos que existen en poder de los escri- 
banos de los Juzgados de primera instancia ó 
que estos hayan colocado en el Banco de Es- 
paña ó en otras empresas, no se trasladan in- 
mediatamente á la Caja general de depósitos, 
donde devengan un rédito de 5 por 100, para 
que así se cumpla lo que está mandado, y 
que cede á la vez en beneficio deí Tesoro y 
de los interesados.» (CL. í. 71, p. 119.) 

R. O. de 1 6 marzo de 1857. 

Sobre Depositarías de los Juzgados de primera ins- 
tancia. 

(Grac. y Just. ) «limo. Sr. : He dado 
cuenta á la Reina (Q. D. G.) del expediente 
instruido por este Ministerio á consecuencia 
de ia reclamación presentada por el conde de 
Solterra, vecino de Barcelona para que no se 
le impida continuar siendo depositario del 
Juzgado de primera instancia de Gerona y su 
partido, en cuya posesión ha estado desde 24 
de febrero de 1826 por privilegio hereditario 
cedido en enfiteusis desde la expresada fecha 
no obstante lo resuelto en fts. Ords. de 17 
de junio de 1853 y 28 de enero de 1850, que 
le fueron comunicadas por el referido Juzga- 
do, reducidas á que se observen exactamen- 
te los arts. 2. u , 3.° y 4.° del Real decreto or- 
gánico de ia Caja general de depósitos de 29 
de setiembre de 1852. En su vista, y tenien- 
do presente que, con arreglo á las prescrip- 
ciones del Real decreto citado, del reglamen- 
to de 14 de octubre del propio año para sq 
ejecución y de otras disposiciones posteriores, 
deben ingresar en Ja Caja general de depósi- 
tos ó en sus dependencias los fondos en me- 
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tilico y los efectos de la Deuda publica y del 
Tesoro que hayan de consignarse eú depósito 
por decisión de la Administración ó disposi- 
ciones de los tribunales de justicia. 

Considerando que uo existe excepción al- 
guna en el expresado decreto , y por conse- 
cuencia ninguna autoridad ni Tribunal puede 
oponerse á la medida administrativa dictada 
por punto general por el Supremo Gobierno, 
antes por el contrario , están obligados á lle- 
varle á efecto, puesto que no se consideran 
cumplidas las obligaciones de que procedan 
las consignaciones que contra Jo mandado se 
hicieren fuera de la Caja general ó sus de- 
pendencias. 

Considerando , además , que no debe ni 
puede reputarse como un obstáculo legítimo 
para llevar á efecto aquellas disposiciones, la 
pretensión del conde de Solterra ó de cual- 
quiera otro en igual sentido, puesto que es- 
tablecida la Caja general y sus dependencias 
en las provincias , han caducado de hecho y 
de derecho las prácticas que antes se venían 
observando , ya tuvieran su origen en la cos- 
tumbre ó ya en otras causas mas ó menos 
respetables. 

Y por último , que los dueños de las depo- 
sitarlas que con tal motivo se supriman , se- 
rán indemnizados si los títulos de adquisi- 
ciondes dan derecho á ello, como á ios due- 
ños de los demás oficios enajenados de Ja 
Corona, que han sido suprimidos por in- 
compatibles con la Constitución y las leyes, 
según se declaró por decreto de las Cortes 
de -10 de mayo de 1837, y en la forma que 
se determíne , á cuyo íin el Gobierno de Su 
Majestad hizo un llamamiento en 17. O de 23 
de octubre de 1852, á que acudió el propio 
conde de Salterra; por lo tanto S. M., de con- 
formidad con lo expuesto por Y. 1., la Ase- 
soría general de este Ministerio y las Direc- 
ciones generales de Contabilidad y del Teso- 
ro, á quienes se ha o i do en el particular, se 
ha servido resolver que lauto en la Deposita- 
ría del Juzgado de primera instancia de Ge- 
rona y su partido , como en cualquiera otro 
punto donde aun no se hayan cumplido aque- 
llas prescripciones ¿ se lleven desde luego á 
debido efecto. —-De Real orden etc. — Madrid 
16 de marzo de 1857.» (CL. t. 71, p. 367.) 

7?. O. de 12 mayo de 1857. 

áe admitan en las sucursales á depósito billetes y 

talones de l'ós bancos provinciales. 

^Hag.) ...... S. M-...- se ha servido re- 
solver : 

l .° Que los billetes y talones de cuentas 
corrientes contra los bancos provinciales, 


sean admitidos á depósito en las Cajas sucur- 
sales de las respectivas provincias con suje- 
ción á lo que determina la expresada R. 0. de 
3 de setiembre de 1856 (1), y debiendo ha- 
cerse efectivos siempre que se considere 
conveniente á los intereses del Estado y bajo 
la responsabilidad de las mismas Cajas. 

Y 2.° Que en igual forma y bajo dichas 
reglas sean admitidos en esa Caja general los 
talones de las sociedades de crédito legal- 
mente establecidas. — De Real orden etc.— 
Madrid 12 de mayo de 1857.» (CL. t. pá- 
gina 251.) 

R. O. de 24 noviembre de 1857. 

Se admitan en subastas los resguardos de la Caja 
general y sucursales. 

(Güb.j «La Reina (Q. 1). G.) ha tenido á 
bien declarar , por acuerdo de este dia , que 
los resguardos correspondientes á las canti- 
dades que se consignen en la Caja general 
de depósitos de esta córte para tomar parte 
en las subastas de los Boletines oficiales, de- 
ben admitirse en los referidos actos de la 
misma manera que los expedidos por las su- 
cursales de dicha dependencia principal en 
las provincias respectivas. — De Reai or- 
den etc. — Madrid 24 de noviembre de 1 857.» 
(CL. t. 74, p. 160.) 

R. O. de l.° marzo de 1858. 

Que los Tribunales con sus acuerdos de lihoracion re- 
mitan con oficio á la Caja el testimonio ijue acredite 
los depósitos. 

(Grao, y Just.) «Exento. Sr.: He dado 
cuenta á la Reina (Q. 0. G.j del expediente 
instruido en este Ministerio á consecuencia 
de haber manifestado el Gobernador de la 
provincia de la (toruna que la Audiencia del 
territorio, al acordar la liberación do depósi- 
tos que se hallan constituidos á su disposi- 
ción en la sucursal de la Caja general, no di- 
rige los testimonios que. lo acreditan con el 
oportuno olido de remisión , y considerando 
ser esto de absoluta necesidad , ha tenido á 
bien resolver S. M. que en lo sucesivo por 
todos los Tribunales , tanto cuando se dirijan 
á la Caja general corno en las provincias á 
los Gobernadores, se entienda ser indispen- 
sable la remisión de la citada comunicación. 
— Y de la propia Real orden etc. — Madrid i." 
de marzo de 1858. (CL. t. 75, p. 269. ' 


(i) Dejaba esta orden á arbitrio de los jeso- 
reros admitir ó no los talones de las socieda- 
des, pero una voz recibidos, liabia de hacer es 
efectivos en el mismo dia y antes de cerrar tas 
operaciones de la Caja. 
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li. O. de 17 diciembre de 1858. 

Quo ingresen los depósitos gubernativos y judiciales 
que se expresa . 

(Hac.) limo. Sr..- He dado cuenta á la 
Reina (Q, I). G.) de Ja comunicación de 
V. I. de julio de este año, proponiendo se pa- 
sen á la Caja general de depósitos ios guber- 
nativos y judiciales que existen en la tesore- 
ría de esas olicinas (Lleuda pública), así corno 
que ingresen en lo sucesivo en dicha Caja 
Jos depósitos que, á virtud de resoluciones 
de la Junta de la Deuda, se constituyan para 
responder del estravío de carpetas ú otros 
documentos de crédito. 

Enterada S. M. y en vista asimismo de lo 
expuesto por V. I, con lecha 27 de noviem- 
bre próximo pasado, y del estado que iguai- 
mente acompañó del cual aparece que Jos 
efectos de que se trata, y que constituyen Ja 
suma total de los depósitos gubernativos y 
judiciales que existen en lu referida tesore- 
ría, no hay ninguno que dé Jugar a opera- 
ciones de conversión y otras que en algún 
modo pudieran entorpecer Jas que por su ín- 
dole especial está llamada á verificar ¡a Caja 
general de depósitos, se lia servido acceder 
a lo propuesto por V. 1. en la mencionada fe- 
cha de 9 de julio último. — De Real orden etc. 
— Madrid 17 de diciembre de 1858.a (CL. 
t. 78, p. 411.) 

1{. D. de 12 mayo de 1861. 

Reduce el interés de las imposiciones que se hagan en 
la Caja do depósitos. 

(Hac.) «Atendiendo á las razones que me 
ha expuesto el Ministro de Hacienda de acuer- 
do con el parecer del Consejo de Ministros, 
vengo en decretar los siguiente: 

Artículo l.° Los depósitos necesarios en 
metálico constituidos en la Caja general de 
depósitos y sus sucursales, y los que se cons- 
tituyeren en adelante en las mismas, deven- 
garan desde la publicación del presente de- 
creto el interés anual de 3 por 1U0. 

Art. 2.° Se lija el día l.° de julio próxi- 
mo para la modiücacion del interés que dis- 
frutan los depósitos voluntarios existentes. 
En su consecuencia, solo hasta el dia 30 de 
junio continuará el abono del interés que 
corresponde á los que no se retiren de las 
cajas antes de dicha fecha; exceptúanse, sin 
embargo, de esta regla los depósitos consti- 
tuidos á plazo fijo, que seguirán hasta el 
vencimiento del mismo devengado el interés 
que les fué señalado al hacer su imposición, 
si el mismo vencimiento fuere después de la 
citada fecha de 30 de junio. 

Art. 3. J Desde el citado dia í de julio, 


i los depósitos voluntarios anteriores á la pu- 
1 blicacion de este decreto que permanezcan 
en las cajas por no haber sido retirados por 
sus dueños devengarán ei interés de 1 y me- 
dio por i 00 al año si son exigibles al contado 
á voluntad de los imponentes, y el de 3 por 
100 anual si se constituyeron con la obliga- 
ción de pedir su devolución con 15 chas de 
anticipación. 

Art. 4.° Los depósitos voluntarios que 
se constituyan en Madrid desde el dia 1 .° de 
junio devengarán, según las condiciones de 
su imposición, ios intereses anuales si- 
guientes: (i) 

üno y medio por 100 los que deban ser 
devueltos de contado á voluntad de los im- 
ponentes. 

Tres por 100 los que deban serlo á un pla- 
zo lijo que no baje de un mes ni exceda de 
cuatro, ó con obligación de pedir su devolu- 
ción con 15 dias de anticipación. 

Cuatro por 100 los que se impongan á un 
plazo fijo que no baje de. cuatro meses ni ex- 
ceda de seis, ó cou obligación de pedirlos 
con aviso anticipado de 60 dias. 

Cinco por 100 los que se constituyan á 
plazo lijo de seis meses en adelante. 

Los depósitos voluntarios que, con arreglo 
á estas disposiciones devenguen 3 y 4 por 
100 ai año, según su caso, solo deberán^ons- 
tituirse bajo una de las dos condiciones ya-ci- 
tadas, ó aplazo lijo, ó con obligación de pedir 
anticipadamente su devolución en ios térmi- 
nos señalados. 

Art. 5. u Desde el dia 1 ,° de junio solo se 
abonará por la Caja general de depósitos el 
interés de í por 100 al año sobre las canti- 
dades que hubiera recibido ó reciba en ade- 
lante en cuenta corriente en ia Caja central 
de Madrid. 

Art. 6.° No se admitirán en las provin- 
cias depósitos á devolver de contado a vo- 
luntad de los imponentes. Los que existan 
de esta clase serán devueltos desde luego, 
conservándose solamente hasta su extinción 
aquellos que, debiendo reintegrarse al plazo 
de 15 dias, permanezcan en las cajas con su- 
jeción á lo prevenido en el art. 3. u 

Desde el dia l. u de junio, el plazo mínimo 
para ios depósitos que se constituyan en las 


(i) Por R 0. de 24 de mayo de 18Gi se dis- 
puso «que con el fin de evitar los dudosos con- 
ceptos en que pudieran considerárselos depó- 
sitos voluntarios de que hace mérito esLe artí- 
culo, se entiendan y adicionen las imposicio- 
nes á los plazos fijos de cuatro meses y de seis 
meses en adelante con un dia mas.» iCL. t, 85, 
P- 678 .) 
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cajas provinciales será el ríe cuatro meses, ó 
el de 00 dias de aviso anticipado, rigiendo 
desde este vencimiento en adelante la escala 
marcada en e! art. 4.° 

En ningún caso empezarán los nuevos de- 
pósitos en las provincias á devengar interés 
hasta el decimosexto día de su imposición, 
exceptuándose los depósitos ya constituidos 
á devolver con petición anticipada de 15 
dias, que devengarán sin interrupción el nue- 
vo interés que respectivamente Jes corres- 
ponda si sus dueños optasen por mantener- 
los á cualquiera de los plazos que se estable- 
cen en este decreto. 

En las islas Canarias las reglas aquí esta- 
blecidas regirán desde el día 1 5 de junio. 

Art. 7.° Los fondos correspondientes á 
las provincias y á los pueblos, ingresados y 
que ingresen en las cajas como procedentes 
déla venta de sus propios, devengarán el 
interés de 4 por 4 00 anual que señaló la ley 
de 1 i de julio de 1856. 

Art. 8.° Los fondos de la redención del 
servicio militar que la Caja haya recibido ó 
reciba y pertenezcan á premio de soldados 
enganchados y reenganchados, seguirán de- 
vengando 5 por 100 de interés anual; mas 
la parte que no esté aplicada á estos ob- 
jetos, se considerará como depósito necesa- 
rio, disfrutando solo el interés de 3 por 100 
asignado á los de esta clase. 

Art. 9.° La Caja general de depósitos 
podrá, dentro de los vencimientos conocidos 
y de los que prudencial mente calcule á las 
demás obligaciones ex i gi bles que nfi los ten- 
gan marcados , dedicar una parte de los 
fondos que ingresen en la misma á hacer 
préstamos con interés á los Ayuntamientos, 
Diputaciones provinciales, corporaciones de 
beneficencia y empresas de obras públicas 
que lo demanden, bajo la garantía de efectos 
del Estado, valorados estos á los tipos que 
tengan establecidos los Bancos para igual 
clase do operaciones. El interés máximo de 
estos préstamos será el de 5 por 100 anual, 
y sus plazos de reintegro guardarán justa 
proporción con los vencimientos de las obli- 
gaciones de la Caja, á fin de que estas ten- 
gan siempre asegurado oportuna y puntual- 
mente su pago. 

Art. 10. Las corporaciones y empresas 
designadas en el artículo anterior que deseen 
obtener algún préstamo se dirigirán por 
medio de oficio á la Direcdíon de la Caja ge- 
neral de depósitos, invitándola á qué ma- 
nifieste sí tiene ó no posibilidad de realizarle, 
expresando para su debido conocimiento la 
cantidad que pretenden adquirir; el núme- 
ro, importancia y fechas de las entregas en 


que Ies convenga recibirle; el objeto á que 
se destina eí préstamo ; el plazo ó plazos 
en que deba efectuarse el reintegro, y la clase 
de efectos que ofrezcan constituir en garan- 
tía. La Dirección de la Caja , con presencia 
del estado de las obligaciones á que deba ha- 
cer frente la misma j contestará afirmativa 
ó negativamente, según proceda. 

Art. \ \ . Si la Dirección de la Caja mani- 
festase hallarse en situación de verificar el 
préstamo, la corporación ó empresa intere- 
sada en realizarle presentará la petición for- 
mal acompañándola de los documentos que 
justifiquen: primero, hallarse autorizada le- 
galmente para levantar el préstamo y para 
afectar á su reintegro los efectos del Estado 
que deban garantizarlo; y segundo, la legí- 
tima personalidad, así de la corporación, co- 
mo del individuo ó individuos que deban re- 
presentarla. Recibida esta petición, la Direc- 
ción general de la Caja instruirá el oportuno 
expediente, y lo elevará al Ministerio de Ha- 
cienda para que recaiga mi Real aprobación 
ó la resolución que corresponda. 

Art. 12. Las operaciones de préstamo 
que hayan sido aprobadas tendrán inmediata 
ejecución por la Caja central de Madrid, en 
la cual necesariamente han de recibirse los 
fondos y entregarse las garantías. Podrá, 
sin embargo, concederse la entrega del todo 
ó parle de los fondos en las cajas de las pro- 
vincias siempre que convengan en ello las 
Direcciones generales de la Caja y del Tesoro. 

Art. 1 3. Los intereses que produzcan los 
préstamos se destinarán por la Caja al pa- 
go de los que devenguen los depósitos, dis- 
minuyendo por este medio el gravamen 
del Tesoro. 

Art. 14. Las garantías de dichos présta- 
mos se conservarán en ia Caja con Ja debida 
separación hasta Ja terminación de las ope- 
raciones á que se hallen afectas. 

Art. 15. En Jos estados que publica Ja 
Caja se comprenderá un resúmen de las 
cantidades que se empleen en Jas citadas 
operaciones. 

Art.. 16. Los establecimientos y particu- 
lares que conserven en sil poder depósitos 
que, con arreglo á los Rs. Ds. de 29 de se- 
tiembre de 4852 y 22 de julio de 1853 han 
debido constituirse en la Caja general ó sus 
sucursales, los ingresarán en estas en el tér- 
mino de un mes, incurriendo en otro caso 
en la multa de un 10 por 100 del importe 
del depósito. Para descubrir después de di- 
cho plazo los depósitos que deban ingresar 
en la Caja general, el Ministerio de Hacien- 
da organizará los medios de investigación 
que considere oportunos. 
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Art. 17. Quedan en su fuerza y vigor el 
R. D. de 2í) de setiembre de 1852 y demás 
disposiciones vigentes en lo que no se opon- 
gan al presente decreto, para cuya ejecución 
adoptará el Ministerio de Hacienda las medi- 
das correspondientes. — Dado en Aranjuez á 
12 de mayo de 1861. (CL. t. 85, p. 405.) 

ñ, O. de 18 setiembre de 1861 . 

(Hac.) Dispone que las fianzas constitui- 
das por los recaudadores de contribuciones 
queden sujetas á lo que para los depósitos 
necesarios en metálico previene el R. D. de 
12 de mayo último. [CL. t. 86, p. 633.) 

R. O. de 20 setiembre de 1861, circulada 
en 24 por la Dirección. 

Sobre renovación de los depósitos impuestos á pla- 
zo Jijo. 

(Mac.) «Para facilitar la renovación de 
[os depósitos á plazo fijo, y de acuerdo con 
|o propuesto por esa Dirección , S. M. la 
Reina (Q. D. G.) se ha servido mandar se 
observen las regías siguientes: 

Primera. La renovación de los depósitos 
en metálico impuesto á plazo fijo en la Caja 
general de depósitos conforme ai R. D. de 
12 de mayo último, se verificará en lo suce- 
sivo por uno de los dos medios que siguen: 
á elección de los interesados presentando 
estos ó sus legítimos representantes en la 
Caja central de Madrid ó en las sucursales 
de las provincias la carta de pago del depó- 
sito, ó pidiendo la renovación de este me- 
diante aviso. 

En el primer caso tendrán que personarse 
en las oficinas y presentar la carta de pago 
para que se practiquen las operaciones esta- 
blecidas, como si se verificase realmente la 
devolución eje la cantidad depositada, y su 
imposición nuevamente en la Caja. 

En el segundo caso los interesados se 1G 
mitarán á solicitar por escrito la renovación, 
presentando ó dirigiendo por el correo un 
aviso firmado á la Dirección general de la 
Caja de Madrid ó á los Gobernadores de las 
provincias, según donde se hubiere consti- 
tuido el depósito, que exprese su compro- 
miso por el plazo que fijarán , la clase del 
depósito , fecha de su imposición, el número 
del diario de entrada y el del registro de ins- 
cripción. 

Segunda. La Caja central de Madrid y 
las sucursales en las provincias, facilitarán 
con brevedad a los interesados que por aviso 
soliciten la renovación, un documento que 
acredite quedar esta realizada. Las mismas 
oíiCjiuas Io£ remitirán u los intoresfidos siero- 
pre que estos hayan cuiidadQ de^ expresar su 


domicilio en el aviso con que solicite la re-- 
novación. Serán expedidos y suscritos di- 
chos documentos por los tesoreros con la to- 
ma de razón de los contadores. 

Tercera. La renovación mediante aviso 
de los interesados podrá hacerse aun cuan- 
do el plazo sea mayor ó menor que el pri- 
mitivo, siempre, que esta alteración no cam- 
bie el concepto ni la cantidad porque aquel 
se constituyó, en cuyo caso deberán pre- 
sentarse en las oficinas las cartas de pago 
por los interesados y hacerse la~ operaciones 
establecidas por las instrucciones. 

Cuarta. La renovación mediante aviso 
deberá pedirse con la anticipación necesaria 
para que obre en los oficinas el día del ven- 
cimiento del depósito; en este caso no su-i 
frirán el descuento de los diez y seis dias de 
intereses que determina el art. 6.° del Real 
decreto de 12 de mayo en las sucursales de 
provincias. Podrá, no obstante, pedirse la 
renovación aun después de trascurrido el 
plazo^ pero los interesados no tendrán de- 
recho á los intereses de los dias que medien 
desde el vencimiento del depósito hasta el 
en que deban devengarlos, según lo esta- 
blecido por las instrucciones y órdenes vi- 
gentes sobre abono de intereses por los de- 
pósitos de nueva imposición. 

Quinta. La Caja central de depósitos en 
Madrid y las Tesorerías sucursales en las 
provincias abrirán un libro en que se anoten 
en el dia mismo de su recib* en las oficinas 
los avisos de los interesados, que lian pedi- 
do la renovación de un depósito. Este libro 
contendrá por columnas. 

Primero. El dia del asiento, que debe ser 
el en que se reciba el aviso. 

Segundo. El número que en el órdeu de 
asiento corresponda al aviso. 

Tercero. La fecha de este. 

Cuarto. Nombre del interesado en el de- 
pósilo. 

Quinto. La lecha y número de la carta 
de pago que se expidió en resguardo del de- 
pósito. 

Sexto. Su importe. 

Sétimo. El plazo á que se consignó el de- 
pósito. 

Y octavo. Ei nuevo plazo i que se hace 
la renovación. 

Sexta. Los avisos después de sentados 
en el libro de Tesorería y de consignar en 
ellos el número epn que han sido registra- 
dos, pasarán á las Contadurías que tomarán 
razón, en un, registro especial; hecho lo 
c J ia ]> y después de anotada la renovación en 
el libro de vencimientos', se unirán los avi- 
sos á las facturas de imposición. 
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Sétima. Los documentos interinos que j 
según la disposición segunda han de facilitar ! 
las oficinas, se considerarán como, anejos y 
parte reintegrante de las cartas de pago pa- 
ra acreditar la renovación. Los interesados 
cuando llegue el caso de retirar los depósitos 
ó de cobrar por primera vez después de la 
renovación los intereses, presentarán junta- 
mente con las cartas de pago los expresados 
documentos. En ambos casos se recogerán 
estos, consignándose en aquellas el hecho de 
la renovación por nota, que suscribirán los 
contadores. 

Los documentos recogidos se archivarán 
uniéndose á los avisos de la renovación á que 
se reiteran. — De Real orden etc. — Madrid 
20 de setiembre de 1861. {CL. t. 86,/). 6.') 4.) 

R. D. de 20 noviembre de 1861. 

Modifica el R. D. de 12 de mayo. 

(IIac.) «Tomando en consideración las 
razones que me lia expuesto el Ministro de 
Hacienda con objeto de restringir la imposi- 
ción de fondos reintegrables á plazos cortos, 
en la Caja general de depósitos, y de adoptar 
términos mas largos de los que en el día ri- 
gen, de acuerdo con el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Art. l.° Los depósitos que se constitu- 
yan en la Caja genera! desde el l.° de di- 
ciembre próximo á devolver de contado de- 
vengarán el interés de 1 por 100 al año, y el 
2 por 100 anua! los que hayan de serio me- 
diante aviso con quince dias de anticipación. 
Los depósitos de uno y otro plazo existentes 
en la Caja general seguirán disfrutando has- 
ta su devolución el interés que respectiva- f 
mente devengan hoy de uno y medio y de 3 ' 
por 1 00. 

Art. 2.° Continuarán vigentes los demás 
plazos y tipos de interés lijados en el Real 
decreto do 12 de mayo último. 

Art. 3 0 Desde la publicación de este de- 
creto se recibirán depósitos á devolver me- 
diante aviso con 90 dias de anticipación al 
interes de 5 por 100 al año, y á plazos de 
nueve meses en adelante al 6 por 100 de in- 
terés anual. 

Art. 4." (.hieda autorizado el Ministro de 
Hacienda pora que, cuando hubieren de ha- 
cerse en lo sucesivo nuevas alteraciones en 
los tipos de interés de los fondos que ingre- 
sen en la Caja general de depósitos, dispon- 
ga las que procedan, de acuerdo con el Con- 
sejo de Ministros. — Dado en Palacio á 29 de 
noviembre de 1861. ( CL. tomo 36, pági- 
na 542.) 


R. O. de 8 marzo de 1 862. 

Retención ó embarpo de los depósitos: responsabilidad 
cosion ó ondoso ele. 

(Hac.) «Enterada la Reina (Q. D. G.) del 
expediente instruido por esa Dirección con 
motivo de los perjuicios que pueden sufrir 
los cesionarios de las cartas de pago, de de- 
pósitos voluntarios trasferíbles, expedidas 
por la Caja general de depósitos, cuando las 
retenciones judiciales se acuerden con pos- 
terioridad á la trasmisión de aquellas, y so- 
bre la conveniencia de tachar los endosos en 
las propias carias de pago, siempre que exis- 
tan para ello causas justificadas, S. M. con- 
formándose con lo propuesto por esa Direc- 
ción y lo informado sobre el particular por la 
Sección de Hacienda, del Consejo de Estado 
y la Asesoría gener i del Ministerio de Ha- 
cienda, se ha serví o resolver: 

1. ° Que las retenciones judiciales ó ad- 
ministrativas no perjudican á los cesionarios 
cuando no se hayan mandado hacer á estos, 
ni cuando el mandamiento sea contra el ce- 
dente, si este había ya trasferido su depósito 
con anterioridad á la retención. 

2. ° Que con objeto de que ios cesiona- 
rios conozcan con toda evidencia la situación 
de los depósitos que adquieren , las oficinas 
encargadas de la Caja consignen en las car- 
etas de pago, cuando aquellos lo soliciten, una 

nota expresiva de si el depósito á que se re- 
fiere tiene ó no retención hasta el momento 
en que se presentan, quedando en otro caso á 
salvo el derecho que pueda asistir al acreedor 
que se considere perjudicado por haberse 
hecho la cesión en fraude suyo, lo cual no 
es de la competencia de la Caja, sino de.! Tri- 
bunal de Justicia á que corresponde conocer. 

3. ° Que la R. O. de 28 de marzo de 1 840 
no tiene relación con los resguardos que da 
la Caja de depósitos á los deponentes, y por 
tanto que se adopte la práctica seguida con 
las letras del cambio de poder tachar ios en- 
dosos siempre que haya necesidad de hacer- 
lo, y sin que se imposibilite ja lectura de lo 
texlado. — De Real orden etc, — Madrid 8 de 
marzo de 1862. ( Gac . £6 abril.) 

Ley de presupuestos de 25 junio de 1864. 

Art. 4.° «El Gobierno irá iimitando las 
imposiciones en la Caja de depósitos á medi- 
da que, por efecto de disposiciones legislati- 
vas, se salde lo suplido á los presupuestos ex- 
traordinarios y los déficits de los ordinarios 
hasta fin del ejercicio corriente, sin que pue- 
da el Tesoro tener en circulación mas valo- 
res de los que representan Ta Deuda flotante 
ó recibir otros suplementos de la Caja pro- 
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cedenttíS de depósitos voluntarios, que los que 
sobre el importe de los necesarios exijan la 
parte de déficit que no se hubiere saldado y ¡ 
las obligaciones del presupuesto extraordina- 1 
rio para 1864 á 1865, al cual se imputaran 
los intereses de los fondos que de la mencio- 
nada ó de otra procedencia se aplicaron á 
obligaciones del mismo.» 

R. O. de 17 diciembre de 1864. 

lile van rto el interés á los capitales que en ella se con- 
signan. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) de ta comunicación que V. E. 
ha dirigido á este Ministerio, exponiendo las 
razones que aconsejan el alza del interés á 
ios capitales que se depositan en esa Caja. 

En su vista, y considerando que es justo 
dar á estos capitales un rédito mayor que el 
que hoy devengan poniéndolo en relación 
con el interés que en muchas plazas de Eu- 
ropa, y particularmente en las de España, 
obtiene en la actualidad el numerario; consi- 
derando que el sacrificio que el Tesoro ten- 
dré que imponerse por el uso de los capita- 
les que á la Caja afluyan será de corta dura- 
ción por los recursos que el Gobierno espera 
del patriotismo de las Córtes, á las que se 
propone someter resoluciones enérgicas que 
mejoren radicalmente la situación de la Ha- 
cienda pública; y considerando que es con- 
veniente proporcionar á las fortunas modes- 
tas fructuosa colocación que ahora buscan en 
empresas que nunca pueden ofrecer la ga- 
rantía que el Estado, S. M. ha tenido á bien 
resolver, de acuerdo con el Consejo de Mi- 
nistros: 

1. " El mínimo de las imposiciones en la 
Caja general y en las sucursales de las pro- 
vincias será en lo sucesivo el de 500 rs., en 
vez del de 2.000 hoy establecido. 

2. a El interés que se abonará á las impo- 
siciones que se verifiquen desde esta fecha 
será el siguiente: 

l'no por ciento á cuentas corrientes, y los 
depósitos al contado. 

Dos id. á los de aviso de i 5 dias. 

Tres id. á los depósitos necesarios. 

Cuatro id. á los de aviso de 30 dias.' 

Cinco id. á los de 60 dias. 

Seis id. á los 90 dias. * 

Ocho id, á los de plazo fijo de cuatro á 
nueve meses. 

Nueve id. id. a los de plazos de nueve me- 
ses á un año. . 

3. ° Queda vigente la prohibición de ad- 
mitir en las sucursales los depósitos al conta- 
do y cop aviso de 15 y 30 dias.— De Real ór- 
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den etc. — Madrid 17 de diciembre de 1804. 
— Barzanallana. — Sr — . ( CL . t. 92, p. 780.) 


p. O. de 21 febrero de 1865. 

Derogando la do 17 de diciembre que elevó el interés 
de las imposiciones, ele. 

(Hac.) Considerando que la R, O. de 17 
de diciembre último, que elevó hasta el 9 por 
100 el interés de Jas imposiciones en la Caja 
general de depósitos, y disminuyó á 500 rea- 
les el mínimum de cada imposición, fué una 
medida puramente transitoria: considerando 
que de no fijarle un término se perjudicarían 
así los efectos públicos como toda clase de 
valores por la tendencia natural á nivelarse 
con el interés mas alto que se ofrece al dine- 
ro; y considerando que el Tesoro público 
puede fácilmente conllevar la devolución de 
imposiciones hechas en la Caja mediante á 
que se hallan escalonadas álargos vencimien- 
tos, la Reina (Q. D. G. ) ha tenido á bien dis- 
poner: 

1 , ° Que se prevenga á la Dirección gene- 
ral del Tesoro, como se verifica en esta fe- 
cha, que complete inmediatamente el fondo 
de reserva de esa Caja genera], cuidando en 
lo sucesivo de hacerle las oportunas entregas 
á fin de que ese establecimiento no se en- 
cuentre en caso alguno fuera de las condi- 
ciones legales. 

2, ° Que solo hasta fin de la primera se- 
mana del próximo mes de marzo se conti- 
núen admitiendo imposiciones del tipo y por 
el interés que dispuso la R. O. de 17 de di- 
ciembre último. 

3. u Que desde la segunda semana del ex- 
presado ines de marzo, ó sea desde el día 9 
del mismo, no se admitan imposiciones en 
esa Caja general y sus sucursales pormenor 
suma de 2.000 rs. 

4. ° Que las imposiciones que se realicen 
desde el mencionado día 9 de marzo próximo 
venidero devengarán el interés ánuo que les 
corresponda conforme á la siguiente escala: 

1 por i 00. Cuentas corrientes y depósi- 

tos al contado. 

2 por 100. Depósitos á devolver con avi- 

so de 15 días. 

3 por 100. Depósitos necesarios y los vo- 

luntarios á devolver con 
aviso de 30 dias. 

4 por 100. Depósitos á devolver con avi- 

so de 60 dias. 

5 por 100. Depósitos á devolver con avi- 

so de 90 dias, y á plazo 
fijo desde cuatro hasta nue- 
ve meses. 

6 por 100. Depósitos á plazo fijo desde 
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nueve meses en adelante 
sin llegar á un año. 

7 por 100. Depósito á plazo fijo de un 

año. 

5:° Queda subsistente la prohibición de 
admitir en las sucursales de esa Caja gene- 
ral cantidades en cuentas corrientes á devol- 
ver al contado ó con aviso de 1 í> y 30 dias. — 
De Real orden etc. — Madrid 21 de lebrero 
de 1865.— Castro. — Sr. Director..... 

B, O. de 7 mayo de 1866. 

Aumentando el interés á las imposiciones. 

(Hac.) «Teniendo en cuenta la Reina 
(Q. D. G.) el alza progresiva del interés del 
dinero en eJ mercado por efecto de la pro- 
longación de la crisis metálica y del estado 
económico del país; y considerando pruden- 
te y equitativo que, por ahora al menos y 
mientras pierden su gravedad los aconteci- 
mientos que se temen en Europa, el interés 
máximo de las imposiciones en la Caja de de- 
pósitos sea igual siquiera ni descuento de! 
Banco de España, ha tenido á bien disponer: 

1 Las imposiciones que desde esta fe- 
cha se hagan en la Caja general de depósi- 
tos y sus sucursales devengarán el siguien- 
te interés; 7 por 100 los depósitos con aviso 
de 00 dias y á plazo fijo desde cuatro hasta 
nueve meses; 8 por 100 los depósitos á pla- 
zo fijo desde nueve meses en adelante sin 
llegar á un año, y 9 por 100 los depósitos á 
plazo fijo de un ano. 

2.° Las cuentas corrientes y depósitos 
de todas clases no mencionados en la regla 
precedente seguirán devengando el tanto de 
interés que fijó la R. O. de 21 de febrero 
de 1865. 

Y 3.° El 31 de julio próximo cesarán los 
efectos de la presente disposición, resolvién- 
dose oportunamente el interés que haya de 
abonarse á las imposiciones que tengan lu- 
gar en la. Caja de depósitos desde l.° de. 
agosto siguiente. — De Real orden etc. — Ma- 
drid 7 de mayo de 1866. — Alonso Martínez.» 
(Gac. 8 mayo.) 

B. O. de \ .° julio de 1866. 

(Hac.) Se mandó emitir desde luego á 
favor de la Caja general de depósitos una ins- 
cripción intrasforible de deuda consolidada 
interior al 3 por 100 valor nominal de 150 
millones de escudos que es lo que represen- 
tan, computados «I tipo de 40 por 100 los 60 
millones de escudos efectivos consignados 
á la Caja de depósitos por la referida ley, con 
el fin de que sirviera de garantía á sus im- 
ponentes. 


i Caja de). 

Ley de 13 julio de 1866. 

Destinando de los productos de la desamortización 
HO millones de escudos á responder de igual suma 
de la Deuda dotante representada per suplementos 
de la Caja de depósitos al Tesoro. — Junta inspectora: 
su organización: atribuciones... 

(Hac.) «Doña Isabel II etc., sabed: que 
las Cortes han decretado y Nos sancionado lo 
siguiente: 

Artículo l.° De los productos de la des- 
amortización se destinan ltO millones de es- 
cudos á responder de igual suma de deuda 
flotante , representada por suplementos de 
la Caja de depósitos al Tesoro. 

Art. 2.° Para constituir la expresada su- 
ma en la Caja de depósitos se entregará á 
esta desde luego la tercera parte de los pa- 
garés de compradores de bienes nacionales 
que baya disponibles al publicarse Ja presen- 
te ley, y se le entregará después mensual- 
mente la tercera parte de los que vayan in- 
gresando en las Tesorerías. 

La Caja de depósitos conservará estos va- 
lores como un activo disponible, que sin per- 
juicio de la garantía general del Estado con- 
signada en el art. 7.° del R. D. de 29 de se- 
tiembre de 1852, responde inmediatamente 
de los depósitos hechos en ella. 

Art. 3.° Se autoriza al Gobierno para 
que, oyendo á la Junta inspectora de la Caja 
de depósitos, pueda, negociar, cuando lo exi- 
jan las necesidades de la misma Caja, el toda 
ó parte de los pagarés que se le hayan en- 
tregado. 

Llegado este caso , el descuento sufrido 
será abonable á la Caja, y se le reintegrará 
con otra suma igual en valores de la misma 
especie. 

Art. 4.° El Gobierno no podrá disponer 
de los fondos de la Caja mas que en la Can- 
tidad que quepa dentro de los límites mar- 
carlos en la ley de presupuestos á la Deuda 
flotante para el servicio de la Tesorería. 

Para poder disponer de mayores sumas 
necesita el Gobierno especial autorización de 
■las Cortes. 

, Las cantidades que hoy debe el Tesoro á 
la Caja como suplementos de estas para cu- 
brir los déficits de presupuestos y otras pe- 
rentorias atenciones, deberán irse reinte- 
grando á la Caja, bien sen por el medio que 
esta ley propone, bien sea por otro que en 
adelante puedan votar las Cortes. 

Art. 5.° Se conservarán en la Caja los 
fondos que entren en ella y excedan del lí- 
mite puesto en e! artículo anterior ó las can- 
tidades que pueden suplirse al Tesoro. 

Cuando llegue el caso de haber tales exce- 
dentes en la Caja, el Gobierno oyendo a la 
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.Turila inspectora, procederá ó á bajar el in- 
terés de los depósitos ó á suspender las re- 
novaciones y nuevas admisiones, ó á destinar 
aquellos fondos á los objetos prescritos en 
los arf.s. 9,° y siguientes del R. D. de 12 de 
mayo de 1861. 

Art. 6.° La Junta inspectora, creada por 
el art. 25 del R. D. de 2.9 de setiembre de 
1852, se compondrá en adelanto de dos 
senadores y dos diputados elegidos por los 
respectivos' Cuerpos Colegisladores en la mis- 
ma forma que los de la comisión inspectora 
de las operaciones de la Dirección de la Deu- 
da; un consejero de Estado y un Ministro 
del Tribunal de Cuentas, nombrados por el 
Ministro de Hacienda; y del procurador del 
Tribunal de Comercio de Madrid. 

Esta Junta elegirá de entre sus individuos 
un presidente y un secretario; pero será pre- 
sidida por el Ministro de Hacienda, siempre 
que este crea conveniente asistir á sus se- 
siones. 

Art. 7.° La Junta inspectora, además de 
las atribuciones que le confiere e.l art. 25 del 
Real decreto antes citado y el 50 del regla- 
mento de 14 de octubre de 1852, tendrá en 
adelante las siguientes: 

1 Cuidar de que sean entregados pun- 
tualmente á la Caja los valores á que se re- 
fiere la presente ley. 

2. a Proponer ai Ministro de Hacienda en 
caso necesario la negociación de los mismos 
valores para atender á los vencimientos de 
la Caja. 

3. a Cuidar muy especialmente de que 
los suplementos de la Caja al Tesoro no ex- 
cedan del límite prescriío en el art. 4,° 

4. a Proponer al Ministro de Hacienda las 
disposiciones que en su concepto deban 
adoptarse, llegado el caso prescrito en el 
art. 5.° 

5. a Hacer que se publique mensuaimen- 
te , con su conformidad un resúmen de las 
cuentas de la Caja que deberá formar la con- 
taduría de la misma, y á íin de año la cor- 
respondiente cuenta general en los términos 
establecidos. 

6. a Redactar y publicar anualmente una 
memoria acerca de las operaciones v situa- 
ción de la Caja, que será leída en el Congre- 
so y en el Senado. 

Árt. 8A El Ministro de Hacienda dictará 
las disposiciones necesarias para la ejecución 
de la presente ley. 

Por tanto: Mandarnos etc.— Palacio á 13 
de julio de 486©. — Yo la Reina.— El Minis- 
tro de Hacienda, Manuel Carera Barzanalla- 
na,» (Gac. 14 julio.) 


-DERECHO CANONICO. 

R. O. de 14 agosto de 1866. 

Señalando el interés que devengarán las imposiciones 
desde el 23 de agosto. 

(Hac.) « La Reina (Q. D. C».) ha te- 

nido á bien disponer: 

í.° Continuando vigente hasta el dia 23 
del actual la escala de interés establecida por 
Real orden de 7 de mayo último, las imposi- 
ciones que tengan lugar desde el siguiente 
día 24 en Ja Cafa general de depósitos y sus 
sucursales, devengarán: 

6 por 100. Los depósitos con aviso de 90 

d'ias y á plazo lijo desde 

cuatro basta nueve meses. 

7 por 100. Los depósitos á plazo fijo des- 

de nueve meses en adelan- 
1 . te sin llegar á un año; y 

8 por 100. Los depósitos á plazo fijo de 

un año. 

Y 2.° Las cuentas corrientes y depósitos 
de todas clases no mencionados en la regla 
precedente seguirán devengando el tanto de 
interés que fijó la Real orden de 25 de febre- 
ro de 1865. (Gac. 15 agosto.) 

Quedan cuidadosamente compiladas 
todas las disposiciones que se han dic- 
tado sobre la Caja de depósitos y sus 
imposiciones. 

DERECHO. No vamos cá exponer todas 
las acepciones en que se loma esta pala- 
bra y diremos solamente que unas veces 
significa la ley ó el conjunto de leyes y 
reglas que deben dirigir las acciones dél 
hombre ; y otras la acción que de ellas 
nace, ó el poder legítimo que asiste á 
una persona para exigir oigo de otra en 
la forma que la ley establece, y para go- 
zar de algún bien. 

Son tres según la ley 3. a , tít. I , Par- 
tida 3. a los objetos primordiales del de- 
recho : vivir honestamente , no hacer 
daño á nadie, y dar á cada uno lo que 
es suyo. 

DERECHO CANÓNICO . Cuerpo ó colec- 
ción de cánones y leyes eclesiásticas , ó 
sea de las reglas establecidas por la Igle- 
sia sobre puntos de fé ó de disciplina. 
El primero y fundamental principio de 
las leyes eclesiásticas es la Sagrada Es- 
critura que se compone de ios libros del 
Antiguo y Nuevo Testamento, cuya au- 
toridad se fijó en el Concilio de Trento. 

Son estos libros como escritos por 
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inspiración del Espíritu Santo «fuente 
de toda saludable verdad y regla de cos- 
tumbre.» — V* Biblia. 

El derecho eclesiástico se contiene en 
el llamado Cuerpo del Derecho canónico, 
que consta de seis colecciones, y en las 
disposiciones posteriores á esta colección. 

Las seis colecciones del Cuerpo de 
Derecho canónico son : 

El Decreto de Graciano. Consta este 
de varios cánones de concilios, decretos 
de Papas, sentencias de Santos padres, 
leyes civiles y capitulares de los Reyes 
de Francia. Salió á luz á mitad del si- 
glo NII , y no tiene mas autoridad que 
la de las fuentes de donde se deriva, de- 
biendo considerarse como obra de un 
particular, no habiendo sido aprobada 
canónicamente por el Pontífice Euge- 
nio ÍIÍ ni siendo exacto que la diese au- 
toridad pontificia Gregorio XIII (1). 

Decretales de Gregorio JX. Se llama 
así por haberla formado y publicado 
Gregorio IX en 1234. Consta esta colec- 
ción de cinco libros, divididos en títu- 
los y estos en capítulos. El primer libro 
trata de los jueces eclesiásticos; el 2. ü de 
los juicios civiles y su sustanciacion ; el 
3.° de las cosas eclesiásticas, cuyo cono- 
cimiento pertenece en juicios civiles al 
fuero episcopal; el 4.° de los esponsales 
y el matrimonio ; y el 5.° de los juicios 
criminales, delitos y censuras. En esta 
colección se extractaron muchos cáno- 
nes de las anteriores , y comprende ade- 
más textos de los libros sagrados, cáno- 
nes de los apóstoles , los de muchos con- 
cilios , epístolas y rescriptos desde Ale- 
jandro I hasta Gregorio IX, algunas 
sentencias de los Santos Padres y otros 
documentos tomados de penitenciales 
con algunos textos de las leyes civiles (2) . 

Sexto de Decretales , ó de Bonifa- 
cio VIH. Se llama así porque, se dio 
como apéndice á los cinco libros de las 
Decretales de Gregorio IX, con la mis- 
ma división de libros, títulos y capítulos, 


(1) Aguirre, Curso de disciplina eclesiásti- 
ca general y particular de España, 2. a edi- 
ción, 1858. 

(2) Aguirre , en su obra citada. 
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que se citan del mismo modo que las de 
Gregorio, añadiendo dn sexto.» 

Clemsntinas. Esta colección llamada 
así de su autor Clemente V, tiene la 
misma división que las Decretales de 
i Gregorio IX y se pensó en darla el nom- 
bre de Séptimo de Decretales , lo que no 
se hizo por la muerte de su autor Gle— 

1 mente V antes de su publicación por 
Juan XXII su sucesor en 1317. 

Extravagantes de Juan XXJI. Dase 
este nombre á las constituciones de di- 
cho Pontífice, que publicadas después 
de las colecciones referidas, andaban 
sueltas ó no estaban comprendidas en 
aquellas. Comprende esta colección vein- 
te constituciones de Juan XXII. 

Extravagantes comunes. Por la mis- 
ma razón se dio este nombre a las cons- 
tituciones de los demás Pontífices ante- 
riores ó posteriores á Juan XXÍI. 

Las anteriores colecciones forman lo 
que por antonomasia se llama Corpus 
juris canonici , «cuyo estudio continuo 
dice el autor citado (1) es indispensable 
en todos los tiempos al que quiera cono- 
cer perfectamente la jurisprudencia ca- 
nónica, pues aunque las variaciones 
disciplínales verificadas después de su 
publicación lian dejado sin efecto mu- 
chas constituciones, cuya aplicación era 
antes de uso común en las escuelas y en 
el foro , no obstante consérvanse muchas 
disposiciones vigentes en materias ecle- 
siásticas *> 

Las disposiciones posteriores al Cuer- 
po del Derecho canónico son el Concilio 
de Trento que se mandó guardar y ob- 
servar como ley de España por Felipe II 
(ley 13, tít. I , lib. 1 , Nov . Rec-op .); las 
Bulas de los Sumos Pontífices , los de- 
cretos de las congregaciones de Carde- 
nales; las reglas de la cancelaría y los 
Concordatos , rigiendo también en Es- 
paña los cánones de los Concilios espa- 
ñoles y las Sinodales de cada diócesi — 
V. Bulas 

DERECHO CIVIL — V. Codificación : Có- 
digo: Ley y los artículos allí citados. 

(1) El Sr Aguirre, D. Joaquín, eminente 
canonista, á quien mas de una vez liemos ci- 
tado ya en esta obra. 
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DERECHO PENAL.— V. CÓDIGO PENAL. 

DERECHO CONSTITUCIONAL.-^, cons- 
titución política, en donde se hallan 
compiladas todas las quo han regido en 
España, y la famosa de 18 1 2 con su eru- 
dito y magnífico preámbulo, 

DERECHO MUNICIPAL.— V. Fueros 

DERECHO DE PETICION. La facultad 
que tiene todo español para dirigir sus 
exposiciones á las Cortes, conforme á la 
Constitución política del Estado. Este 
derecho se halla restringido en cierto 
modo respecto á los Ayuntamientos y di- 
putaciones provinciales en la forma que 
se dice en las leyes sobre su organización. 
— V. Constitución: Alcaldes y Ayunta- 
mientos y Diputaciones provinciales. 

DERECHO DE AMBULANCIA. Por Real 
orden de 12 de mayo de 1834 quedó su- 
primido el impuesto consular que con 
este nombre se exigía en las puertas de 
Madrid. 

DERECHO INTERNACIONAL- {jus gen- 
tium.) «Es el conjunto de los princi- 
pios admitidos por las naciones civiliza- 
das é independientes para arreglar las 
relaciones que existen ó puedan nacer en- 
tre ellas, y para decidir los conflictos en- 
tre las leyes y usos diversos que las rigen. 
El derecho internacional se divide en 
público y privado. 

El derecho internacional público, (jus 
genliumpublicum), arregla las relaciones 
de nación á nación ; en otros términos 
tiene por objeto ios conflictos de derecho 
público. 

Llámase derecho internacional priva- 
do (jus gentium privatum) el conjunto 
de reglas según las cuales se juzgan los 
conflictos entre el derecho privado de las 
diversas naciones; en otros términos, el 
derecho internacional privado se compo- 
ne de reglas relativas á la aplicación de 
las leyes civiles ó criminales de un Esta- 
do en el territorio de un Estado extran- 
jero.» 

«Cuestiones de este género se presen- 
tan hoy frecuentemente en Europa; y en 
los Estadf s-U nidos déla América septen- 
trional; su número se lía aumentado en 
proporción del acrecentamiento de las 
relaciones recíprocas entre las naciones. 


-INTERNACIONAL 

i E! hombre estásometido á la ley, bajo 
oí trióle aspecto de su persona . de sus 
bienes y de sus actos. Por regla general, 
la ley vigente en patria ó en el lugar del 
domicilio del individuo, arregla todo 
cuanto concierne al estado y capacidad 
de su persona. Los bienes son regidos 
por la lev del lugar de su situación. Y en 
cuanto á los actos lícitos de! hombre, las 
leyes del lugar donde han pasado rigen 
sus formas esteriores. Esas mismas leyes, 
y las del lugar de la ejecución de los con- 
tratos, y á veces también las del domici- 
lio de los contrayentes, influyen en la 
materia ó en las solemnidades internas 
de los artos. Las leyes del domicilio del 
autor de un acto ilícito, y las del lugar 
en que se ha cometido ese acto, ejercen 
sus efectos en la represión del mismo 
acto. 

Sucede muy frecuentemente, que el 
individuo posea bienes en un estado dis- 
anto del de su domicilio, celebre actos 
lícitos ó cometa actos ilícitos en un ter- 
cer territorio; entonces se halla someti- 

, do á la vez á dos ó tres poderes sobera- 
nos: al de su patria ó de su domicilio, 
al del Jugar de la situación de los bienes, 
y por último, al del lugar de la ejecu- 
ción de sus actos lícitos ó de la perpe- 
tración de los actos ilícitos. La sumisión 
al poder soberano de su patria, existe 
desde que nace el individuo, y continúa 
mientras no cambia de nacionalidad. 
Bajo los otros dos aspectos, las leyes le 
consideran también como súbdito, pero 
solamente en un sentido restringido; en 
los países extranjeros donde posee bie- 
nes, se llama súbdito forastero ; en. aque- 
llos donde celebra actos lícitos ó come- 
ta actos ilícitos, se le llama súbdito tran- 
seúnte. Como por regla general , cada 
uno de esos diversos territorios es regi- 
do por leyes que difieren de las de los 
demás, de aquí el suscitarse frecuente- 
mente conflictos entre esas diversas le- 
ves , para determinar cuál de ellas es 
aplicable á la contienda.» 

Hemos copiado» Mr. Félix, para dar 
una J igeris i m a idea, la definición de lo 
que es el derecho internacional, y seria 

5 imposible resumir aquí lo que dice en 
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su importantísimo Tratado de Derecho 
internacional privado \1). A nuestro ob- 
jeto basta esta indicación y añadiremos 
un importante fallo del Tribunal Supre- 
mo de Justicia, que puede convenir 
consultar en no pocos casos. En dicho 
fallo se establece la diferencia entre el 
estatuto llamado personal, el real y el 
formal. El estatuto personal dice, debe 
regir todos los actos que se refieren en 
¡o civil á la persona del extranjero, su- 
bordinándose á las leyes vigentes en el 
país de que es súbdito, y decidiéndose 
por éi todas las cuestiones de aptitud, 
capacidad y derechos personales. El es- 
tatuto formal debe regir para todo lo 
que se refiere á las formalidades extrín- 
secas de los actos otorgados en una na- 
ción, es decir que deben estos subordi- 
narse á las leyes del país en que tienen 
lugar. La circunstancia de consistir la 
herencia en bienes moviliarios no lija la 
competencia del juez de la residencia 
del extranjero, y si por el contrario la 1 
del de la nación de que es súbdito. Hé 
aquí este fallo. 

Sentencia de 6 de noviembre de 1867. 

Audiencia de Chanada. D. Enrique 
Disdier, natural de la Habana, falleció 
en o de octubre de 18G4 en la ciudad de 
Ginebra, en la que se hallaba domicilia- 
do, bajo testamento cerrado que en la 
misma otorgó el 2 de setiembre de 18(53 
y fug abierto y publicado con las solem- 
nidades establecidas en aquel país. En 
dicho testamento estableció varios lega- 
dos, y entre ellos uno de usufructo de 
ciertos bienes á favor de su madre doña 
María de los Dolores Vázquez, é institu- 
yo por sus herederos á sus hermanos 
doña Inés, doña Josefa y don Federico 
Disdier. 

La madre, autorizada por su marido, 
acudió al Juzgado de primera instancia 
de Santo Domingo de Malaga, deducien - 
do querella de inoficioso testamento por 


(1) Se ha publicado una traducción de esta 
importante obra por los directores de la Revis- 
ta general de Legislación y Jurisprudencia, 
Madrid, 1838. 
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haberla preterido su hijo instituyendo á 
sus hermanos y pidió se declarase nulo 
en cuanto á la institución y se mandase 
entregarla la herencia con arreglo á la 
ley. Los hermanos del difunto solicita- 
ron la inhibición , pretendiendo que su 
madre ejercitara la acción de que se cre- 
yera asistida ante el Tribunal de Justicia 
del cantón de Ginebra, al que correspon- 
día por haber sido vecino de dicha ciu- 
dad el D. Enrique y estar allí con ante- 
rioridad al juicio universal para el cum- 
plimiento de su testamento, según do- 
cumentos que presentaba. 

Con oposición de la demandante á la 
admisión de la declinatoria, fuéen efec- 
to desestimada en primera y segunda 
instancia, y los demandados interpusie- 
ron recurso de casación citando como 
infringida la causa 7. a del art. 10 Id de 
la Ley de Enjuiciamiento civil, pero el 
Tribunal Supremo, Sala I a y de indias, 
declara no haber lugar al recurso por sen- 
tencia de 0 de nuviembre, 

«Considerando que de Ja mutua conve- 
niencia de las naciones, al esperimentar los 
males que necesariamente surgían de no ad- 
mitir los efectos de las leyes extranjeras, ha 
venido el derecho internacional privado que 
tiene el carácter de consuetudinario y com- 
prende el conjunto de disposiciones que se- 
gim afectan á la personas, á ias cosas y ;í las 
formas se distingue con ius nombres de esta- 
tuto personal, real y formal. 

Considerando que es regla general admiti- 
da por las naciones, con ligera excepción, 
que ei estatuto personal, no mediando uu 
tratado especial, debe regir todos ios actos 
que se relieren en lo civil á Ja persona del 
extranjero, subordinándose áJas ieyes vigen- 
tes en el país de que es subdito, y decidién- 
dose por éi todas ias cuestiones de aptitud, 
capacidad y derechos personales; porque en 
otro caso se introduciría la perturbación y la 
facilidad de burlar las diposiciones de las le- 
yes patrias que protejen los derechos do los 
súbditos al mismo tiempo que les imponen 
las correctivas obligaciones: 

Considerando que D. Enrique Disdier, con 
simple domicilio en Ginebra, otorgó válida- 
mente su testamento en cuanto á las forma- 
lidades extrínsecas, arreglándose al estatuto 
formal, ó lo que es lo mismo, á las solemni- 
dades exigidas en. el país en donde testó; y 
que por tanto los Tribunales de este son 
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competentes para todas las actuaciones de 
apertura del testamento y para dictar las 
oportunas providencias respecto á su regis- 
tro y á la conservación y seguridad de Jos 
bienes: 

Considerandó que las reclamaciones de Jos 
legatarios ante el Tribunal civil de Gine- 
bra, la citación de los nombrados herederos 
y de los demás interesados no forman ni pue- 
den formar la prevención de un juicio uni- 
versal de testamentaria, y que antes por el 
contrario careció de toda competencia desde 
el momento que por deferencia á los man- 
datos judiciales se presentó una parte de las 
mas interesadas, no para someterse á la juris- 
dicción de aquel Tribunal, sino reclamando 
constantemente que el conocimiento de las 
cuestiones jurídicas que afectan á Jo intrín- 
seco del testamento correspondí al Tribunal 
del país de donde era ciudadano el testador 
y lo son sus herederos, y que ante el mismo 
tenia deducida la oportuna demanda. 

Considerando que para que el Tribunal ci- 
vil de Ginebra pudiese ser competente era 
necesario que el finado D. Enrique hubiera 
tenido carta de naturaleza, ó por lo menos un 
verdadero domicilio, ai que según las leyes 
del país estuviera anejo el goce de todos los 
derechos civiles: que tan lejos de esto, el 
mismo testador, titulándose ciudadano espa- 
ñol, consigna en su testamento que circuns- 
tancias particulares se io han impedido, de- 
jando en él un legado para su naturaliza- 
ción postuma ; y quenisiquiera se hace men- 
ción de que por el mero domicilio ó residen- 
cia de mayor ó menor numero de años con- 
ceda aquella legislación derechos civiles, ta- 
les como los lie que aquí se trata: 

Considerando que la circunstancia de con- 
sistir la herencia en bienes moviliarios, lejos 
de conceder jurisdicción al juez cíe! distrito 
de la residencia del extranjero, fija la del de 
la nación á que este pertenece; porque jus- 
tamente en este caso tiene lugar el estatuto 
personal, y todo lo que comprende es inhe- 
rente á la persona y no á la residencia; sen- 
tido en el cual están dictadas Jas disposicio- 
nes del Código del vecino Imperio, que con ' 
algunas variaciones es el que rige en Ginebra 
y no pocas decisiones de sus Tribunales: 

Considerando que la querella de inoficioso 
testamento es una especie de petición de he- 
rencia que se deduce contra Jos herederos 
instituidos y que en tai concepto se clasifica 
entre las acciones mistas de real y personal: 

Considerando que siendo de esta clase la 
ejercitada por doña Dolores Yazquez contra 
los herederos instituidos en el testamento 
místico de su hijo de D. Enrique vecinos de 


Málaga, el juez de esta ciudad es el compe- 
tente para conocer de ella, con arreglo a lo 
establecido en el párrafo cuarto del art. 5.” 
de la ley de Enjuiciamiento civil: 

Y considerando, por último, qúe seguíl lo 
expuesto en los precedentes fundamentos, 
por la sentencia contra la cual se ha inter- 
puesto este recurso no ha sido infringido el 
art. i .013, en su causa sétima, de la referida 
ley alegada por los recurrentes.» (Gaceta 30 
noviembre.) 

DERECHO DE HIPOTECAS. Uno de los 

impuestos establecidos por la ley de pre- 
supuestos de 23 de mayo de 1845, en 
que se refundió otro semejante. Se paga 
por toda traslación de bienes inmuebles 
en propiedad y en usufructo, ya se veri- 
fique por venta, donación, sucesión in- 
testada, testamento, legado etc., salvas 
las escepciones que se establecen.— Véa- 
se Hipotecas (Impuesto cíe). — Hipotecas. 

DERECHOS DE ESTOLA Y PIÉ DE ALTAR. 

Se llaman así los honorarios ó limosna 
que se dá á los curas párrocos, vicarios 
ó ecónomos de las parroquias por los 
bautizos, matrimonios, entierros y demás 
funciones de su ministerio. Su cuantía 
es diversa en las diferentes parroquias del 
Reino; pues unas se rigen por aranceles 
formados tal vez por los diocesanos, pero 
en una época, que por antigua es desco- 
nocida hasta de los mismos párrocos; 
otras por la costumbre introducida, y bo 
pocas por el libre albedrío de los curas y 
ecónomos. Con el fin de regularizar este 
asunto de acuerdo con la potestad ecle- 
siástica, se autorizó al Gobierno en el año 
de 1841 para adoptar las medidas nece- 
sarias, y al efecto expidió la Real orden 
de 29 de setiembre de 4841 , mandando 
que los diocesanos teniendo presentes ios 
aranceles vigentes, ó las costumbres y 
prácticas de las diferentes iglesias, for- 
malizasen un nuevo arancel, en qué eli- 
minando todo abuso y corruptela, se con- 
signasen los derechos de estola y pié de 
altar con aquella moderación que cor- 
respondía, para que sin ser escesivamen- 
te gravosos á los feligreses, pudieran uti- 
lizarse por ei clero sin rubor y sin recla- 
maciones. Este mismo encargo se ha he- 
cho después en el articulo ó capítulo 11 
de la Real cédula de 3 de enero de 1854 
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dictando reglas para el arreglo de parro* 
quías eonforme al Concordato , pero to- ¡ 
davia no hemos visto resultado alguno. : 
— V. Cementerios: Concordato: Culto y 
clero: Cura: Funerales. 

DERECHOS DE PUERTAS. Impuesto que 

con este nombre se exigía á la entrada ¡ 
de las capitales de provincia (le. ciertos i 
géneros y efectos. Por el R. 1). de lo de J 
diciembre de 1856 se halla refundido en 
la contribución de consumos. — V. Con- 
tribución DE CONSUMOS. 

DERECHOS ENAJENADOS.- V. Oficios 

enajenados. 

DERECHOS Y CARGAS MUNICIPALES. — 

V. Cargas vecinales y Aforados. 

DERECHOS SEÑORIALES. -V. Señoríos. | 

DERECHOS CIVILES DE LOS EXTRANJE- 
ROS— V. Contratos notariados en el j 
EXTRANJERO : EXTRANJERIA : TRATADOS : 

Dereci-iointernacional. 

DERRAMA. Supl emento de contribu- | 
cion que con este nombre se impuso á 
los pueblos por la ley de presupuestos 
de 1856 solo por el año que esta rigió. 

DERROTA DE MiESES —Y. A COTA MI EN- I 
to, Agricultura, y principalmente la 
R. O. de 15 de noviembre de 1853, to- j 
mo l.°, pág. 116. 

DESACATO (Delito de). En el orden 
de los delitos contra la seguridad inte- 
rior del Estado y el orden público se 
enumeran en nuestro Código penal los 
atentados y desacatos contra la autoridad 
que definen los artículos 189 y 192 del 
mismo. 

El delito de atentado, resistencia y 
desacato á la justicia, ya sea de palabra, 
ya de obra, produce desafuero según las 
leyes lo, tú. IV, lib.Yí; 9, tít. X, libro 
XII de la jNov. Recop., y la R. O. de 8 
de abril de 183 í. Así lo tiene repelida- ¡ 
mente declarado el Tribunal Supremo 
de Justicia en sus fallos, añadiendo que 
basta para causar el desafuero que la au- 
toridad' desacatada tenga atribuciones 
judiciales, aunque no las desempeñe en 
el acto. Los Alcaldes y Tenientes de Al- 
calde ejercen funciones permanentes de 
justicia — V. Fuero. 


Jurisprudencia. 

Hé aquí varios casos de jurispruden- 
cia, aparte de otros que pueden consul- 
tarse en el articulo Fuero. 

Dacision de II de diciembre de 1866 

i. Ejerciendo los Alcaldes funciones 
permanentes de justicia, cualquier acto 
de desobediencia y desacato á su autori- 
dad causa desafuero , y el conocimiento 
del hecho corresponde á la jurisdicción 
ordinaria. — De las cencerradas, como 
faltas, conocen exclusivamente los Alcal- 
des, con exclusión de todo fuero. 

Competencia entre la Comandancia de 
Marina del territorio y provincia de Car- 
tagena y el juez de primera instancia de 
Vera, acerca del conocimiento de la cau- 
sa formada contra el matriculado Agus- 
tín Galindo Jerez, que con ocasión de 
bailarse dando una cencerrada con otros 
vecinos de Garrucha, fueron intimados 
por un alguacil de orden del Alcalde, 
para que se retirasen, obedeciendo lo- 
dos, menos Galindo que pretirió en in- 
decentes expresiones. 

El Juzgado de Marina para sostener su 
competencia alegó que el hecho de que 
se trata no puede ser calificado de des- 
acato porque no aparece que mediara 
calumnia, insulto ó amenaza que son los 
que constituyen dicho delito; que ade- 
más para que exista esta es necesario que 
ia autoridad desacatada sea justicia, y 
por sentencias de este Tribuna! Supre- 
mo, entre otras las de 6 de marzo 1854, 
esta declarado que solo se entiende por 
justicia la autoridad que tiene atribucio- 
nes judiciales constantes y permanentes, 
y que por tanto al mismo Juzgado cor- 
respondía conocer no solo del delito de 
resistencia, desobediencia y desacato, si- 
no también sobre las faltas que se indi- 
caban corno incidencias de aquel, todo 
con arreglo á las leyes 2. a , tít. Vil, libro 
VI, 2 ¡ , tít. ÍY, lili. Vi de la Novísima 
Recopilación, Rs, Ords. de 5 de mayo 
y 21 de noviembre de 1816, y párrafo 
tercero de la regla 56 de la ley provisio- 
nal para la aplicación del Código penal. 

El juez de primera instancia expuso 
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en apoyo de su jurisdicción que los he- 
chos atribuidos al matriculado Agustín 
Galindo constituyen en primer lugar una 
falta consistente en el acto de dar una 
cencerrada, penada como tal en el libro 
III del Código, y de la que debe conocer 
el Alcalde con exclusión de todo fuero; 
y en segundo, el delito de desobedien- 
cia, insulto y desacato á la autoridad lo- 
cal en un agente ó delegado suyo, cuya 
autoridad por sus funciones judiciales 
llevaba el carácter de justicia ordinaria, 
delito que produce desafuero, al tenor 
de la ley 9. a , tít. X, lib. XII de la Noví- 
sima Recopilación, R. 0. de 8 de abril 
de 1831 y á la jurisprudencia constante 
de este Tribunal Supremo. 

El Tribunal Supremo decideesta com- 
petencia á favor de la jurisdicción ordi- 
naria: 

«Considerando que es un hecho consigna- 
do en estas actuaciones que dictada por el 
Alcaide del pueblo de Garrucha la orden de 
que se disolviese la reunión de varios indivi- 
duos que en contravención de la ley daban 
una cencerrada dirigida por el aforado de ma- 
rina Agustín Galindo, este, hecha la intima- 
ción por el alguacil, lejos de obedecer profi- 
rió expresiones que podrían calificarse de re- 
sistencia y desacato á la justicia; y que por 
tanto solo podría reclamar el conocimiento el 
Juzgado de Marina respecto a su aforado, si 
el ¡lecho imputado á este no se hubiese diri- 
gido á una autoridad judicial en funciones 
permanentes: 

Considerando que el alguacil en este caso 
era un mero ejecutor de la ¿releo del Alcal- 
de, y cualquier acto de desobediencia y des- 
acato se infirió á la autoridad de donde ema- 
naba el precepto, sin que haya términos há- 
biles para la pretendida distinción de si obra- 
ba judicial ó administrativamente; porque 
reuniendo el Alcalde uno y otro carácter, es 
imposible deslindar en el hecho de que se 
trata en qué concepto dictó la órden, é indis- 
pensable reconocerle como justicia, corrobo- 
rándolo su conducta posterior, y mucho mas 
atendida la naturaleza del acto que dio ori- 
gen á estas actuaciones, previsto en el Códi- 
go penal. 

Considerando que el Juzgado de Marina no 
puede fundar útilmente su competencia en 
la ley y Reales órdenes al efecto alegadas 
puesto que, aun cuaudo tuviesen la exten- 
sión que pretende atribuirles, con arreglo á 
lo establecido en la ley 9. a , tít. 10, lib. 12 de 


la Nov. Recop., R. O. de 8 de abril de 1831, 
las reglas 1. a y 56 de la ley provisional para 
!a aplicación del Código, y ia jurisprudencia 
constante de este Supremo Tribunal, en ca- 
sos de la naturaleza del presente, es de la 
jurisdicción ordinaria con exclusión de cual - 
quiera otra. 

Y considerando, por último, que ora se 
atienda al acto prohibido de la cencerrada 
penado como falta en el Código penal, ora al 
carácter que deba atribuirse á las palabras 
proferidas con ocasión de aquella, el juez de 
primera instancia, hecha la debida califica- 
ción, conocerá ó remitirá todos los antece- 
dentes al Alcalde, único competente respec- 
to á faltas, y que por lo tanto bajo ninguno 
de los dos conceptos puede serlo el Juzgado 
de Marina.» (Gac. 15 setiembre.) 

II. Los Tenientes de Alcalde lo mis- 
moque los Alcaldes tienen el carácter de 
justicias para los efectos de la ley 9. a , 
tít. X, lib. Xlí, Nov. Recop., y de ta 
R. ü. de 8 de abril de 1831 que decla- 
ran el desafuero de ios que de palabra 
ú obra las desacatan, por ejercer funcio- 
nes judiciales conforme á la regla 1. a de 
la ley provisional para la aplicación del 
Código penal, y no están en el mismo 
caso los Alcaldes Corregidores ni los 
concejales. ( Competencia entre el Juz- 
gado de la Capitanía general de Castilla 
la Nueva y el de primera instancia de 
Baeza, decidida á favor de este por sen- 
tencia de 24 julio de 1862. Gac. del 30 
de julio. Y otra sentencia de 30 de agos- 
to. Gac. 2 setiembre.) 

Decisión de 27 marzo de 1866, 

III. El desacato á la justicia y aten- 
tado contra la autoridad cometidos por 
carabineros causan desafuero , y corres- 
ponde su conocimiento á la juris iiccíon 
ordinaria ; pero si d la vez son culpables 
de abandono ds servicio ú otro delito 
■militar , de este conocerá la jurisdicción 
especial. 

Autos de competencia entre el Juzga- 
do de primera instancia de Seo de Ur- 
gel y el de la Capitanía general de Cata- 
luña acerca del conocimiento de la cau- 
sa instruida á unos carabineros. 

En la noche del 20 de agosto último 
los carabineros Guitart y Trigo, que se 
hallaban de servicio, se dirigieron al 
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mesón de Pallerols ; cenaron y después 
de haberse dispuesto por el Alcalde se 
cerrara el establecimiento, trataron de 
abrir la puerta á viva fuerza, disparan- 
do tiros hacia ella y contra un guarda 
que acompañaba y auxiliaba al Alcalde; 
intentando posteriormente acometer a! 
mismo y á ios vecinos que llamó para 
detenerles. Instruidas diligenciasen ave- 
riguación de aquellos sucesos en la co- 
mandancia de carabineros de Lérida, el 
Juez de primera instancia propuso inhi- 
bición; y en su virtud, y después de 
practicadas ciertas diligencias, el Juzga- 
do militar se declaró competente para 
conocer de los delitos de abandono del 
servicio, atentado contra los agentes de 
la autoridad y disparo de armas dentro 
de población, respecto de los que debían 
ser juzgados los procesados en el cuer- 
po con arreglo á lo prevenido en el re- 
glamento del instituto yen la ordenanza 
general del ejército; y dejó expedita la 
jurisdicción ordinaria para conocer del 
delito de desacato á la justicia, represen- 
tada por el Alcalde de Pallerols, con ar- 
reglo á las leyes 15, Lit. IV, líb. Vi; 9. a , 
tit. 1, lib. XII de la Nov. Recop,, y Real 
orden de 8 de abril de 1831 . 

El Juez de primera instancia alegó en 
estos autos que constituyendo desafuero 
el atentado, resistencia y desobediencia 
á la autoridad, desde ei momento en que 
le cometieron los carabineros quedaron 
sujetos á la jurisdicción ordinaria con 
arreglo á las leyes 15, tít. IV, lib. VI, y 
9. a , tít. I, lib. XII de la ¡Nov. Recop.; 
R. 0. de 8 de abril de 1831, y decisio- 
nes de este Tribunal Supremo de 30 de 
noviembre y 3 de diciembre de 1858, 
4 de mayo de 1859, 11 de mayo de 1861 
y otras: que no puede distinguirse entre 
los delitos que cometieron los carabine- 
ros sin dividir la continencia de la cau- 
sa, y que siendo el hecho principal y 
mas grave el de atentado contra la au- 
toridad local, debía conocer de todo la 
jurisdicción ordinaria, á quien corres- 
pondía hacerlo de dichos delitos de aten- 
tado y desacato, con exclusión de cual- 
quier otro fuero: 

Elevadas las actuaciones al Tribunal 
Tomo V. 


Supremo de Justicia por sentencia de 27 
de marzo decide la competencia en estos 
términos: 

«Considerando que el abandono del servi- 
cio que debieron prestar los carabineros 
Cuitart y Trigo es un delito independiente 
de los otros excesos que cometieron, que 
puede juzgarse con separación, y que es pu- 
ramente militar por el carácter que les da su 
reglamento: 

; Considerando que los hechos posteriores 
de querer penetrar violentamente en el me- 
• son contra la orden del Alcalde y de hacer 
; fuego á la puerta y guardia que auxiliaba a! 
¡Alcalde, de injuriar, de amenazar después 
i de palabra y de obra á dicha autoridad, 
comprenden un delito de atentado contra la 
autoridad y que por lo tanto son de la com- 
petencia de la real jurisdicción ordinaria, 
que el mismo Juzgado de guerra reconoce 
exclusiva para ei delito menor de desacato; 
teniendo presente el R. 1). de 6 de diciembre 
de 1842 y reglamento militar de carabine- 
ros de 25 de diciembre de 185(5, las leves 
15, til. IV, lib. VI, y 0. a , til. X. lib. XU de 
la Nov. Recop., y la constante jurispruden- 
cia de este Supremo Tribunal: 

Fallamos que debemos declarar y decla- 
ramos que á la jurisdicción de guerra cor- 
responde conocer del delito de abandono do! 
servicio que cometieron los carabineros (¡Hi- 
tar!; y Trigo; y que de los demás excesos 
i atribuidos á los mismos debe conocer el Juz- 
gado de primera instancia de La Seo de Lr- 
{ gel; devuélvanse á cada Juzgado su respecti- 
! yo ramo de autos para Jo que proceda con ar- 
reglo á derecho: se advierte al expresado 
Juez de primera instancia de La Seo de Lr- 
gel que en lo sucesivo en asuntos criminales 
cumpla extrictamenfc con lo prevenido en la 
instrucción de 19 de abril de 1813, dando 
lugar á Ja debida discusión y evitando dila- 
ciones.» (Gac. 7 abril.) 

DESAFÍO. DUELO- Deli tu que definen 
y penan los arts. 349 al 353 de nuestro 
Código penal. 

DESAFUERO. La perdida de! derecho, 
que según su clase tiene una persona de 
ser juzgada por sus propios jueces, ó 
de eximirse de ciertos oficios ó cargas. 
— V. Aforados. Fuero. Jurisdicción . 

; Desacato, 

DESAHUCIO. El acto de despedir el 
dueño de una casa ó heredad ai inqui- 
lino ó arrendatario, por alguna de las 
causas que marca la ley. —V. Arrenda- 
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miento, Inquilinatos y Juicio de des- 
ahucio. 

En lo relativo á encabezamiento de 
consumos.- — V. Contribución de con- 
sumos. 

DESAMORTIZACION. Ante todo debe- 
mos recordar que ya dejamos definida, 
en su lugar la palabra Amortización, é 
indicadas sus clases. La palabra desamor- 
tización se emplea entre nosotros para 
demostrar la libertad de las fincas, esto 
es, la facultad que tiene el propietario 
de disponer de ellas libremente sin mas 
trabas ni condiciones que las comunes 
ú ordinarias á todas las cosas de libre 
comercio. 

La desamortización que nuestra mo- 
derna legislación ha proclamado y que 
siempre se consideró como perniciosa 
á los intereses generales del Estado, ha 
servido de arma de partido en mas de 
una ocasión para disputarse el mando 
supremo; pero esta idea que no es nue- 
va en nuestra patria, esta idea que pro- 
clamaron los romanos á quienes no se 
permitía la acumulación de grande ter- 
ritorio , que proclamaron nuestros le- 
gisladores en los antiguos Códigos, la 
proclamó también mas recientemente el 
inmortal Jovellanos en su informe so- 
bre la ley agraria , en donde no solo 
condena todas las leyes que directa ó 
indirectamente favorecen la amortiza- 
ción, sino que aconseja su completa abo- 
lición como anti-económicas, perjudicia- 
les á la agricultura, y sumamente perni- 
ciosas al Estado, en cuanto por ellas se 
destruye la principal fuente de riqueza 
pública de España , y aniquila y des- 
vanece la población. «La Amortización» 
dice este gran hombre de estado, «saca 
continuamente la propiedad territorial 
del comercio y circulación: la encadena 
á la perpetua posesión de ciertos cuer- 
pos y familias, excluye para siempre á 
todos los demás individuos del derecho 
de aspirar á ella; y uniendo el dere- 
cho indefinido de aumentarla á la prohi- 
bición absoluta de disminuirla, facili- 
tan una acumulación indefinida y abren 
un abismo espantoso que puede tra- 
gar con el tiempo toda la riqueza ter- 


ritorial del Estado.» Y cuando en el siglo 
pasado se vertían estas ideas, cuando 
nuestras antiguas Cortes tantas veces se 
quejaron de la acumulación territorial 
¿puede nadie suponer, sin llevar una 
doble iniencion , que los que hoy pro- 
claman y ponen en ejecución las ideas 
de! ilustre Jovellanos sean unos parti- 
darios del desorden y de la perturbación 
del Estado? 

No: la amortización no solo es con- 
traria á los buenos principios de eco- 
nomía política, sirio que es contraria á 
la legislación castellana, dice también 
Jovellanos, quien continuando sobre la 
amortización eclesiástica, hoy mas de- 
batida que lo fué entonces, añade. «Fue 
antigua máxima que las iglesias y mo- 
nasterios no pudiesen aspirar á la pro- 
piedad territorial, y esta máxima formó 
de su prohibición una ley fundamental. 
Esta ley solamente establecida para el 
reino de León en las Cortes de Bena- 
vente, y para ei de Castilla en las de 
Nájera, se extendió con las conquistas á 
los de Toledo, Jaén, Córdoba y Sevilla 
en los fueros de su población. No hubo 
Código general castellano que no la san- 
cionase, como lo prueban ios fueros pri- 
mitivos de León y Sepúlveda, el de los 
fijos-dafgos ó Fuero Viejo de Castilla, el 
Ordenamiento de Alcalá, y aun el Fuero 
Real , aunque coetáneo á las Partidas, 
que en vez de consagrar estas y otras 
máximas de derecho y disciplina nacio- 
nal, se contentaron con transcribir las 
máximas ultramontanas de Graciano. Ni 
hubo tampoco fuero municipal que no 
la adoptase para su particular territo- 
rio, como lo atestiguan los de Alarcon, 
Consuegra y Cuenca, los de Cáceres y 
Badajoz, ios de Baeza y Carmona, Saha- 
gun , Zamora y otros muchos confir- 
mados lodos por los Reyes. ¿Qué im- 
porta, pues, sigue Jovellanos, que la 
codicia hubiese vencido esta saludable 
barrera? La política cuidó siempre de 
restablecerla, no en odio de la Iglesia, 
sino en favor del Estado; ni tanto para 
estorbar ei enriquecimiento del clero 
cuanto para precaver el empobrecimien- 
to del pueblo que tan generosamente le. 




habia dotado. Desde el siglo X al XIV 
los Reyes y las Corles del Reino traba- 
jaron á una en fortificarla contra las 
irrupciones do la piedad; y si después 
acá, á vuelta de las convulsiones que 
agitaron al Estado, fué roto y descui- 
dado tan venerable dique, todavía el 
Gobierno, en medio de su debilidad, 
hizo muchos esfuerzos para restaurarle. 
Todavía D. Juan II gravó las adquisi- 
ciones de las manos muertas con el quin- 
to de su valor además de la alcabala. 
Todavía las Cortes de Valladolid de 134o, 
de Guadalajara de 1390, de Valladolid 
de 1523, de Toledo de 1522, de Sevilla 
de 1532, clamaron por la ley de amorti- 
zación, y la obtuvieron aunque en vano. 
Todavía en fin las de Madrid de 1534 
tentaron oponer otro dique á tan enorme 
mal. Pero ¡qué diques, qué barreras 
podian bastar contra los esfuerzos de la 
codicia y la devoción reunidas en un 
mismo punto!» 

A tan elocuentes frases ¿qué podre- 
mos añadir? Que si en todos tiempos la 
codicia ejerció su imperio en la goberna- 
ción del Estado, y aun en el dia como se 
verá por la contrariedad de las disposi- 
ciones que se dictaron ya para desamor- 
tizar, ya para que no se llevare á efecto 
la desamortización, siempre el legislador 
ha propendido á coartar la amortización 
imponiendo un 15 por 100 á los bienes 
qne se hubieren de amortizar , y prohi- 
biendo luego que se establecieran fun- 
daciones asi civiles como religiosas sin 
previa Real licencia, y sobre bienes raí- 
ces, como sucedió por la Real pragmá- 
tica del año 1789 (V. Capellanías y Ma- 
yorazgos) cuando aun todavía la iníluen- 
cia era grande, lo cual prueba que cuan- 
do se ha decretado la absoluta desamor- 
tización es cuando el Gobierna ha estaño 
mas libre de aquella influencia tan pode- 
rosa como perjudicial al Estado. 

La desamortización se dice eclesiástica 


t laciones semejantes de legos y de las ad- 
! quisictones de los pueblos y eorporacio- 
■ nes civiles. 

í Vamos pues á insertar las disposicio- 
j nes qne arreglan esta importantísima 
; materia, fuera de las que son relativas á 
j Capellanías colativas y á Mayorazgos y 
¡ otras vinculaciones que se hallarán en 
. su respectivo lugar. 

JE D. de 3 setiembre de 1835. 

Restableciendo en su fuerza y vigor la venta de bie- 
nes (jue pertenecieron a varios conventos é institu- 
tos religiosos. 

(Gbac. y Jüst.) «Conformándome con el 
dictamen del Consejo de Gobierno y del de 
Ministros , lie venido en decretar, á nombre 
. de mi augusta hija la Reina Doña Isabel I I. 

I 1." Se restablecen á su fuerza y vigor y 
i al estado que tenían el dia 30 de setiembre 
de 18:23, las ventas de aquellos bienes, que 
habiéndose aplicado al crédito público por 
efectos de la supresión de Jas casas de las 
órdenes monacales y otros institutos religio- 
¡ sos, y de ¡a reforma de los demás regulares, 
; y decretadas por las Corl es y sancionadas por 
. mi augusto esposo en octubre de 1826, itte- 
1 ron enajenados á nombre del Estado desde 
J esta época hasta lin del expresado mesdese- 
I hombre de 1823, no obstante lo dispuesto 
por R. 1). del. 0 de octubre del propio año; y 
! en su virtud se devolverán desde luego estos 
bienes á sus respectivos compradores. 

2.° Si por consecuencia de esta devolu- 
ción quedaren sin rentas suficientes para 
mantener alguna ó algunas casas religiosas 
existentes en el dia, cuidarán los respectivos 
prelados superiores de trasladar los indi vi- 
j dúos de ellas á otras de la misma orden que 
! puedan sostenerlos ; y en el caso poco pro- 
j bable do que por este medio no pueda aten- 
! derse á su subsistencia suplirá el Gobierno 
i el déficit que resultare. — Tendréislo enten- 
dido etc. — Está rubricado de la Real mano. — 
San Ildefonso 3 de setiembre de 1835. (CL 
t. 20, p. 372.) 

R. D. de 19 febrero de 1836. 

DeoJaraiulo en venta los bienes de las suprimidas cor- 
poraciones religiosas. 


y civil; aquella cuando se trata de los bie- 
nes del clero secular y regular, sus igle- 
sias, monasterios, cofradías, hermanda- 
des, ermitas, santuarios y cualquiera 
otra fundación piadosa; y civil cuando 
se trata de los mayorazgos y otras vincu- 


(Hac.) «Aleudieuuo á la necesidad y con- 
enicncia de disminuir la Deuda pública con- 
olidada, y de entregar al interés individual, 
;t inasa de bienes raíces que lian venido a 
er propiedad de la nación, á lin de que la 
gricultura y el comercio saquen de ellos las 
entajas, que no podrían conseguirse por 
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entero en su actual estado, ó que se demo- 
rarían con notable detrimento de la riqueza 
nacional otro tanto tiempo como se tardara 
en proceder á su venia; teniendo presente 
la ley de 16 de enero último, y conlormán- 
dome con lo propuesto por el Consejo de Mi- 
nistros, en nombre de mi excelsa hija la Rei- 
na Doña Isabel II lie venido en decretar lo 
sjgu iente: 

Artículo!. 0 Quedan declarados en venta 
desde ahora todos los bienes raíces de cual- 
quiera clase, que hubiesen pertenecido á las 
comunidades y corporaciones religiosas ex- 
tinguidas, y los demás que hayan sido adju- 
dicados á lá nación por cualquiera título ó 
motivo, y también todos los que en adelante 
lo fueren desde el acto de su adjudicación. 

Art. 2.° Se exceptúan de esta medida 
general los edificios que el Gobierno destino 
para el servicio publico, ó para conservar 
monumentos de las artes, ó para honrar la 
memoria de azañas nacionales. 

El mismo Gobierno publicará la lista de ios 
edificios que con estos objetos deban quedar 
excluidos de la venta pública. 

Art. 3.° Se formará un reglamento sobre 
el modo de proceder á la venta de estos bie- 
nes, manteniendo, en cuanto fuere conve- 
niente y adaptable á las circunstancias actua- 
les, el que decretaron las Cortes en 3 de se- 
tiembre de 1820, y añadiendo las reglas 
oportunas para la ejecución de las meaidas 
siguientes: 

1 . a Que la subasta se verifique no solo 
en la capital de la provincia donde estuvie- 
ren radicadas las fincas 6 bienes, sino tam- 
bién en esta corte, precisamente en un día 
mismo ; no pudiéndose hacer la adjudicación 
hasta que remitido el resultado del remate de 
la provincia , se establezca, por la compara- 
ción con el celebrado en la corte , cuál ha 
sido el mayor postor. 

2. a Que en los Boletines oficiales de las 
provincias, ó bien en uno especial se publi- 
quen al otro dia de celebrados los remates 
las posturas mas altas hechas á los diferentes 
bienes subastados, á íin de que los respecti- 
vos Imitadores, teniendo conocimiento del 
valor ofrecido por cada linca así en la corte 
como en la provincia adquieran la certidum- 
bre de que la adjudicación se hace al precio 
mas alto. 

Se omitirá en estas publicaciones el nom- 
bre de los licita dores, expresándose circuns- 
tanciadamente el importe de la postura mas 
alta. 

3. a Que dentro de los diez dias siguien- 
tes al recibo en la corte de los resultados de 
los remates hechos en las provincias, se pu- 


blique el nombre del licilador, que por ha- 
ber sido el que ofreciera el precio mas alto, 
que se expresará, por la finca, deba ser de- 
clarado su adjudicatario ó comprador. 

4. a Que todos los predios rústicos sus- 
ceptibles" de división , sin menoscabo de su 
valor, ó sin graves dificultades para su pron- 
ta venta, se distribuyan en el mayor número 
de partes ó suertes que ser pudiere. 

5. a Que estas suertes se pongan en ven- 
ta con total separación, como si cada una hu- 
biese compuesto una propiedad aislada. 

6. a Que para hacer estas divisiones, en 
las cuales se han de tener muy presentes to- 
das las circunstancias que puedan conducir 
á facilitar su venta, se nombre por el respec- 
tivo Ayuntamiento una comisión de agricul- 
tores, ó personas de buenos conocimientos 
en la labranza, que designe los terrenos que 
puedan ser divididos eu la jurisdicción del 
pueblo. 

7. a Que hecha la división, se publique 
en el pueblo á cuyo término corresponda la 
finca ó lincas, y se remita un tanto de ella 
por el presidente del Ayuntamiento al inten- 
dente de la provincia, que mandará publicar- 
le en la capital de la misma. 

8. a Que cualesquiera reclamaciones que 
sobre el acto de la división llegaren á susci- 
tarse, se resoiverán de plano por el inten- 
dente , prévio los muy precisos conocimien- 
tos que basten á asegurar el acierto ; y lo 
que resolviere se llevará desde lueuo á eje- 
cución. 

Art. 4.° Cualquiera español ó extranjero 
tendrá facultad para pedir por escrito al in- 
tendente de la provincia que disponga la ta- 
sación de la finca ó fincas que designare en- 
tre las que todavía no hubieren sido tasa- 
das ni comprendidas por lo tanto en las lis- 
tas publicadas para proceder á las subastas. 

Art. 5.° Ei intendente comunicará in- 
medialamente las órdenes necesarias para 
que tenga efecto la tasación ; y hará inser- 
tar en el Boletín de la provincia ó en el es- 
pecial de ventas públicas y en cualesquiera 
otros periódicos que se den á luz en Ja capi- 
tal de su residencia, un aviso que exprese 
la finca ó fincas cuya tasa se haya reclamado. 

Art. 6.° La tasación se ejecutará por los 
peritos que estuvieren nombrados , según el 
reglamento para formalizar estos actos; pero 
el reclamante podrá designar otro perito, á 
ím de que concurra y tome parte en la ope- 
ración, 

Si resultare discordia , será dirimida por 
un nuevo perito, que designará el inten- 
dente. 

Art. 7.° Verificada la tasación, se auun- 
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ciará por medio de los periódicos, y este 
anuncio tendrá la fuerza de una notificación 
en forma á la persona que reclamó la ope- 
ración. 

Art. 8.° Quince dins después de publica- 
do el precio de la tasación á mas tardar, se 
anunciará la venta déla finca ó fincas desig- 
nadas, observándose en la subasta las mis- 
mas reglas dictadas para la enajenación de 
cualesquiera otros bienes de esta clase. 

Art. 9.° La persona que haya pretendi- 
do la tasación, tendrá derecho á que se le 
adjudique la finca ó fincas, siempre que en 
la subasta no se haya ofrecido un valor su- 
perior á la tasación, y que se avenga á satis- 
facer este por entero. 

También podrá aspirar á la preferencia si 
ningún ficitador hubiese excedido en sus 
posturas del indicado valor de la tasación. 

La solicitud á la preferencia se dirigirá al 
jefe designado en la capital del Remo para 
declarar quién debe ser el adjudicatario de 
cada finca. 

Art. 10. El pago del precio del remate 
se hará en uno de estos dos modos; ó en tí- 
tulos de la Deuda consolidada ó en dinero 
efectivo. 

Art. 11- Los títulos de la Deuda consoli- 
dada que se dieren en pago del importe del 
remate, se admitirá por todo su valor nomi- 
nal; pero con la condición precisa de que 
el mismo pago se realice y resulte ejecutado 
en estos términos: una tercera parte en títu- 
los ó documentos de la Deuda ya consolida- 
da al interés de 5 por 100; otra tercera par- 
te en títulos ó documentos también de la 
Deuda consolidada ai 4 por 100; y la restan- 
te en títulos ó documentos de la deuda que 
nuevamente se va á consolidar al 5 por 100. 

Art. 12. En el acto de hacerse la adjudi- 
cación de las fincas rematadas en el mejor 
postor, optará este eo cnanto al pago por 
uno de los dos medios señalados en el ar- 
tículo 10. 

Este npcion no admite reforma, porque es 
irrevocable. 

Art. 13. Todos los compradores, yn sean 
á pagar en títulos de la Deuda consolidada ó 
en dinero efectivo, satisfarán la quinta parte 
del precio del remate antes de que se otor- 
gue la escritura que les trasmítala propiedad. 

Art. 14. Las otras cuatro quintas partes 
se nagarán , á saber: 

Los compradores á títulos de la Deuda 
consolidada otorgando obligaciones de satis- 
facer en cada uno de los ocho años siguien- 
te la octava parte de dichas cuatro quintas, 
ó sea un 10 por 100 del importe total del re- 
mate. 
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Y los compradores á dinero las otorgarán 
de satisfacer en cada uno de los diez y seis 
años siguientes una décimasesta parte de las 
mismas cuatro quintas, ó sea un 5 por 100 
del importe total del remate. 

Estos plazos comenzarán á correr desde 
la fecha del otorgamiento de la escritura de 
venta, y las obligaciones deberán extenderse 
con la misma. 

Art. 15. Los compradores á dinero ó que 
hayan de disfrutar del plazo de los diez y seis 
años, abonarán un 2 por 100 desde la fecha 
de la escritura de venta hasta el pago total 
de! precio de su remate , calculándose ó re- 
cayendo este abono sobre el importe de lo 
que respectivamente quedaren debiendo al 
vencimiento de cada plazo. 

Art,. 16. Cualquiera comprador podrá an- 
ticipar el pago de uno ó mas plazos de los que 
tuviere pendientes. 

Por las obligaciones en títulos de la Deuda 
consolidada se abonará al comprador un 5 
por 100 sobre el importe de los plazos que 
anticipare. 

Y por las obligaciones en dinero efectivo 
no se cobrará el premio de 2 por 100 en ellas 
estipulado, y se abonará un 3 por 100 tam- 
bién sobre el importe de los plazos que se sa- 
tisfagan con anticipación. 

Art. 17. Los herederos de Jos comprado- 
res de lincas se subrogan á las perdonas he- 
redadas para el cumplimiento de todas las 
obligaciones pendientes por pago de plazos, 
hasta consumar el del importe total del pre- 
cio en que fueron rematadas las lincas. 

Art. 18. Las fincas quedarán hipotecadas 
a! pago de las obligaciones que debe otorgar 
el comprador. 

Esta circunstancia se hará constar en 
la escritura de venta que trasmita la pro- 
piedad. 

Art. 19. Cuando al vencimiento de una 
obligación no fuese satisfecha puntualmente, 
se darán al deudor los avisos que prevenga el 
reglamento; y cuando hubiere pasado su tér- 
mino, y el mismo deudor no tenga otros bie- 
nes de mas pronta y expedita disposición, se 
procederá á nueva subasta de la finca ó fincas 
á que pertenezca el débito, sufriéndose lodos 
los gastos por el que fue su adjudicatario, á 
fin de reintegrar á la nación de lo que la de- 
ba, y asegurarla el cobro por entero de lo que 
reste al completo del importe del primer re- 
mate. aplicándose el sobrante á favor del ci- 
tado primer adjudicatario. 

Art. 20. Se publicará mensualmente una 
relación de las ventas verificadas á dinero 
efectivo duraute el mes anterior, y de las can- 
tidades recibidas como procedentes de la 
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quinta parte que ha de satisfacerse antes de 
Ja forma lizaeion de la escritura. Su producto 
se invertirá por terceras partes en la compra : 
por medio de agentes de cambio en esta ca- 
pital del Reino, de títulos de la lleuda conso- 
lidada al 4 y 5 por 100, y déla Deuda sin in- 
terés que ya liquidada y reconocida no se hu- 
biese presentado a la consolidación, los cua- 
les se amortizarán destruyéndose publica- 
mente y anunciándose en la Gaceta los 
números v el valor de los títulos así amorti- 
zados. 

Art. 21 . Del producto íntegro de las otras 
cuatro quintas partes de las ventas á rrietáli- ^ 
co, se invertirá una mitad en amortizar la i 
Deuda consolidada del 5 y 4 por 100, y la 
otra mitad en la Deuda sin interés, que se 
expresa en el articulo anterior. 

Estas operaciones se liarán con toda pubii- ■ 
cidad, anunciándose las cantidades respeeli- * 
vamente amortizadas, y destruyéndose los tí- j 
tu los que las representaban. 

Art. 22. Igualmente se amortizarán des- 
de luego, y ú su tiempo se destruirán los til, ti- 
los al 5 y 4 por Í00, procedentes de las ven- 
tas á pagar en estas especies; publicándose 
también en la Gaceta sus números y valor. — 
Tendréislo entendido etc. — En el Pardo á 19 
de febrero de 1830. [CL. t, 21. p. 77.) 

Instrucion de 1 ,° marzo de 1836. 

Para llevar i efecto el Real decreto anterior. 

Por esta instrucción se dictaron varias 
reglas paaa la subasta de los bienes na- 
cionales que suprimiremos por haberse 
variado ó refundido en la legislación vi- 
gente que después insertaremos, y solo 
haremos mención de las disposiciones 
mas notables que contiene por ser de in- 
terés aun en el día y para lo sucesivo co- 
mo lo son las relativas á las condiciones 
de las ventas. A saber: 

Art. 33. Las subastas se verificarán bajo 
las condiciones siguientes: 

1 , a Que todas las cargas á que estén afec- 
tas las fincas serán de cuenta del comprador, 
expresándose las que sean. 

2. a Que las fincas que así se vendan ja- 
más se podrán vincular; ni pasar en ningún 
tiempo por ningún título á manos muertas. 

3. a Que la cantidad en que se rematen so 
lia de pagar indispensablemente en el modo 
y con ios créditos que previene el Real de- 
creto. 

Art. 50. En la copia une de la escritura 
se diere al comprador, deberá ponerse la to- 
ma de razón por la contaduría de arbitrios de 


amortización de la provincia, y además debe- 
rá presentarse en el oficio de hipotecas en 
los términos y tiempo que está mandado. 

Art. 53. Tampoco tendrá lugar en estas 
ventas recurso alguno de tanteo, retracto ú 
otra preferencia, ni contra ellas se admitirán 
demandas de lesión ú otras dirigidas á inva- 
lidarlas, ni se adeudará laudemios ni vein- 
tenas. 

Art. 54. En los juicios de reivindicación, 
eviccion y saneamiento, estará sujeta la rea! 
Hacienda á las reglas prevenidas por el de- 
recho, así como á la indemnización de las 
cargas de la linca al tiempo de venderse que 
no estuvieren expresadas en la escritura.» 
[CL. t. 21, p. 99.) 

íi. D. de 5 marzo de 1836. 

Declarando en estado de redención todos los censos y 
cargas de comunidades religiosas. 

(Hac.) «Deseando aplicar á la amortiza- 
ción de la Deuda pública todos los valores 
procedentes de la supresión de monasterios, 
y conventos, y de la adjudicación al Estado 
de Jos bienes y derechos que les pertenecie- 
ron, y aspirando á conciliar con los medios 
de favorecer la consolidación de la Deuda 
pública que no lo está, los miramientos que 
ella misma merece por esta circunstancia; 
conformándome con el dictamen de mi Con- 
sejo de Ministros, y siguiendo el espíritu 
de la ley de 16 de enero de este año, en 
nombre de mi excelsa hija la Reina doña Isa- 
bel lí, he venido en decretar lo siguiente: 

Art. l.° Se declaran en estado de reden- 
ción desde ahora torios los censos, imposi- 
ciones y cargas de cualquiera especie y na- 
turaleza, que pertenezcan á las comunidades 
de monacales y regulares, así de varones co- 
mo de religiosas cuyos monasterios ó con- 
ventos hayan ya sido, ó sean en adelante su- 
primidos, y sus bienes de todo género apli- 
cados á la nación y mandarlos vender por 
mi R. D. de 19 del mes pasado. 

(Los arte. 2.° y siguientes hasta el 11 
disponían la manera de pedir la reden- 
ción y los plazos de los pagos.) 

Art. 12, El producto íntegro de la re- 
dención de dichos censos, imposiciones y 
cargas, se aplicará á ia estincion de la Deuda 
del Estado. 

Art.. 13. Se publicará mensualmente una 
lista de las redenciones verificadas, y de su 
importe. 

Los títulos ó documentos con que hayan 
sido pagados los precios de las redenciones se 
quemarán públicamente ¡oprimiéndose una 
relación de sus números.» (¿7. . í. 21,p. 113.) 
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R. D, de 8 marzo de 1836. 

Por este decreto se suprimieron los mo- 
nasterios, conventos y demás congregaciones 
religiosas.— V. Monasterios y conventos. 

R. O. de 10 abril de 1836. 

Aclaraciones i moer Lanías sobre censos y cargas do las 
fincas do bienes nacionales. 

(IIac.) «Aunque ninguna de las disposi- 
ciones de los lis. Ds. de 10 de lebrero y 5 
de marzo último admite interpretación con- 
traria á los derechos fundados en títulos le- 
gítimos; deseando S. M. la Reina Goberna- 
dora que se precava todo motivo de duda o 
de mala inteligencia, y atendiendo á diferen- 
tes exposiciones dirigidas á este Ministerio se 
ha dignado hacer las aclaraciones siguientes: 

1. a Que en las carcas expresadas en la 
condición primera del art. 33 de la Real or- 
den instrucción de l.° de marzo próximo 
pasado se comprenden los censos de toda es- 
pecie, sin que el acto de la venta de los bie- 
nes nacionales, ni el 'traspaso de su propie- 
dad, pueda perjudicar ni lastimar nunca los 
deruthos de los respectivos censualistas; de- 
biendo mantenerse en toda la fuerza y vigor 
que concede la legislación vigente en este 
ramo. 

2. a Que las ventas de las fincas rústicas 
y urbanas que lio v se hallaren dudasen en- 
íitéusis y foros, no lian podido ni pueden ve- 
rificarse ni entenderse sitio en el dominio 
directo, y ranea en el útil, que continuarán 
disfrutando el en fiténta en los términos de la 
estipulación ó contrato existente. 

3. a Que la aclaración precedente es ex- 
tensiva á los foros dados por fres ó mas 
vidas. 

4. a Que los derechos enfitéuticos y fera- 
les pertenecientes á las comunidades supri- 
midas, así de monacales como de regulares 
de ambos sexos, puedan redimirse, no obs- 
tante su perpetuidad , formándose para ello 
el capital correspondiente con arreglo ú las 
leyes vigentes, é invitándose á los poseedo- 
res de las fincas gravadas para que soliciten 
y concurran á su liberación; en el concepío 
de que los pagos se han de ejecutar en los. 
términos prevenidos en el R. D. de 5 de mar- 
zo ya citado. 

Y 5. a Que toda vez que el dueño ó po- 
seedor del dominio útil en las fincas de (fue 
trata la aclaración precedente , no se pres- 
tare á la invitación , se saquen á pública su- 
basta las respectivas cargas perpetuas, pre- 
via la formación de su capital, rematándose 
en el mejor postor en los términos y bajo las 
bases que están acordadas para los bienes 
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nacionales en el Rea! decreto de i 9 febrero 
anterior,— De Real órden etc.— Madrid 10 
de abril de 1836. (CL. t, 21, p. 16o.) 

/?. O. de 21 setiembre de 1836. 

Es sobre el destino que ha de darse á los 
edificios que fueron conventos y se hallará 
en Monasterios y conventos. 

Ley de 21-25 de enero de 1837. 

Mandando dn volver los bienes nacionales á los com- 
pradores de los años 1820 ¿ 1823. 

(IIac.) «Dona Isabel II etc., sabed: que 
las Cortes lian decretado y Nos sancionado 
lo siguiente : 

Las Cortes, usando de la facultad que se 
les concede por la Constitución, lian decre- 
tado : 

Artículo I.° Todos los bienes naciona- 
les, comprados en virtud dé la ley y regla- 
mentos hechos en las Cortes del año 1820 
y 1823, se devuelven á los respectivos com- 
pradores, siempre que las compras fuesen 
hechas con arreglo á aquellas disposiciones, 
y los compradores hubiesen obtenido carta 
de pago, ó no habiendo podido verificar este, 
lo realicen inmediatamente, si quieren usar 
ele este derecho. 

Art. 2.° Los compradores de bienes na- 
cionales ¡í que se refiere el artículo prece- 
dente hacen suyos los frutos de dichos bie- 
nes desde la fecha del presente decreto. Si 
hubiese algún arrendamiento de estos bie- 
nes, cuyo precio tal vez estuviese anticipado 
por el arrendatario, sobará entre este y el 
dueño de la finca el correspondiente prora- 
teo, tanto de los frutos en su caso, como dH 
precio de! arrendamiento.» (C-. del Cast., to- 
mo 2.", página 39.) 

Ley de 31 mayo de 1837. 

Declarando en estado de redención las rentas do fecha 
anterior al año di 1800..-,- 

Doña Isabel II etc., sabed: que las Cortes 
han decretado y Nos sancionado lo siguiente: 

«Las Cortes, usando de la facultad que se 
les concede por la Constitución, lian decre- 
tado: 

Articulo 1 A Se declaran en estado do 
redención, con arrogo á lo dispuesto en el 
R. D. de 5 de marzo de 1836 y demás de- 
terminaciones y aclaraciones posteriores to- 
das las cargas ó rentas exigidas con título de 
foro, eníitéusis ó de arrendamiento cuya le- 
cha sea anterior al año de 1800, que se paga- 
ban por posesiones, caseríos, tierras, cotos 
ó lugares pertenecientes á las comunidades 
y monasterios extinguidos de ambos sexos.» 
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(Los artículos 2.° al 6.° dictaban dis- 
posiciones sobre plazos para el pago de 
efecto transitorio. ( CL . t. 22, p - 282.) 

Ley de 7 junio de 1837. 

Por esta ley se declararon válidas todas 
las redenciones de censos y cargas inclusas 
las de aposento , verificadas durante la épo- 
ca constitucional en virtud de los decretos 
de las Cortes, y se mandó otorgar á los in- 
teresados las escrituras correspondientes , si 
entonces no se hubiesen hecho. 

Ley de 26-28 julio de 1837. 

Confirma la venia de bienes nacionales. 

(Crac, y .Tust.) «Doña Isabel II etc. sa- 
bed : que las Cortes en uso de sus facultades 
han decretado lo siguiente : 

Articulo único. Siendo un hecho consu- 
mado va la venta de bienes nacionales, y ha- 
llándose además virtualmente aprobados por 
el Congreso los Reales decretos expedidos 
sobre esta materia, se confirman á mayor 
abundamiento por las mismas, y continua- 
rán ejecutándose con las alteraciones que la 
experiencia recomiende , y que las Cortes 
tengan ábien decretar en lo sucesivo. — Por 
tanto mandamos etc. — En Palacio á 28 de 
julio de 1837.» (CL. t. 23, p. 92.» 

Ley de 29 julio de 1837. 

Es sobre la supresión de los diezmos, ad- 
judicando los bienes del clero á la nación.— 
V. Diezmos. 

Ley de 29 julio de 1837. 

Bienes de los convenios 

Por esta ley se suprimieron los monaste- 
rios y conventos y so declararon de! Estado 
todos sus bienes." — Véase Monasterios; y 
como pertenecientes á la materia de que 
aquí se trata los arts. 20 y 21 de dicha ley, 
por los cuales se aplicaron á la Caja de amor- 
tización para la extinción de la Deuda públi- 
ca , todos los bienes raices , rentas , dere- 
chos y acciones de todas las casas de comu- 
nidad de ambos sexos, salvo los pertene- 
cientes á los colegios de misión para las pro- 
vincias de Asia, á la obra pía de los Santos 
Lugares de Jerusalen , y los especialmente 
dedicados á objetos de hospitalidad , benefi- 
cencia é instrucción pública , y la parte de 
los correspondientes al monasterio del Esco- 
rial que resulten pertenecer al Real patri- 
monio. 


Ley de 2 setiembre de i 841 . 

Declarando bienes nacionales las propiedades del 
clero. 

(Hac.) Doña Isabel II etc. sabed: Que las 
Córtes lian .decretado y Nos sancionado lo 
siguiente : 

Artículo l.° Todas las propiedades del 
clero secular en cualesquiera clases de pre- 
dios, derechos y acciones que consistan, de 
cualquiera origen y nombre que sean y con 
cualquiera aplicación ó destino con que ha- 
yan sido donadas, compradas ó adquiridas, 
son bienes nacionales. 

Art. 2.° Son igualmente nacionales los 
bienes, derechos y acciones de cualquier mo- 
do correspondientes álas fábricas de las igle- 
sias y á las cofradías. 

Art. 3 o Se declaran en venta todas las 
fincas, derechos y acciones del clero catedral, 
colegial, parroquial, fábricas de las iglesias y 
cofradías de que tratan los artículos ante- 
riores. 

Art. 4.° El Gobierno se encargará desde 
l.° de octubre próximo de la administración 
y recaudación de todas las rentas y produc- 
tos de las propiedades de toda especie perte- 
necientes hasta aquí al cler catedral, cole- 
gial y parroquia!, á las fábricas de las iglesias 
y las cofradías, llevando cuenta separada de 
sus rendimientos, los que se aplicarán á la 
dotación del culto y clero, conforme á la ley- 
presentada por el Gobierno á Jas Córtes en 
23 de junio último. 

Art.. 5.° Pertenecerán á los actuales po- 
seedores las rentas y productos que rindan 
los bienes de! clero, fábricas y cofradías bas- 
ta 30 de setiembre de este año. 

^Art. 6.° Se exceptúan de lo dispuesto en 
los artículos anteriores: 

Primero. Los bienes pertenecientes á 
prebendas, capellanías, beneficios y demás 
fundaciones de patronato de sangre activo ó 
pasivo . 

Segundo. Los bienes de cofradías y obras 
pías procedentes de adquisiciones particula- 
res para cementerios y otros usos privativos 
á sus individuos. 

Tercero. Los bienes, rentas, derechos y 
acciones que se hallen especialmente dedica- 
dos á objetos de hospitalidad, beneficencia é 
instrucción pública. 

Cuarto. Los edificios de las iglesias cate- 
drales, parroquiales, anejos ó avuda de par- 
roquia. 

Quinto. El palacio morada de cada pre- 
lado y la casa en que habiten los curas pár- 
rocos y tenientes con sus huertos ó jardines 
adyacentes. 
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Art. 7.'’ La administración y recaudación 
de las rentas y derechos que hasta ahora lian 
correspondido al clero, fábricas y cofradías, 
estarán en cada provincia á cargo del jefe de 
la Hacienda pública que nombre el Gobierno, 
pero bajo la inspección é intervención inme- 
diata de una Comisión especial compuesta del 
intendente, que la presidirá; del contador de 
rentas, de dos individuos nombrados por la 
Diputación provincial, sean ó no de su seno, 
y de un individuo del Ayuntamiento, elegido 
por este; y esta Comisión ejercerá sus fun- 
ciones según el reglamento que formará y 
publicará el Gobierno. 

Art. 8.° La Comisión de cada provincia 
formará un inventario exacto de las fincas, 
acciones y derechos de que trata esta ley, y 
en fin de cada trimestre presentará á la Di- 
putación provincial nota ó estado de la recau- 
dación y salida de fondos, que se publicarán 
en los Boletines oficiales y en la Gaceta de 
Madrid. 

Art. 9.° Las fincas declaradas nacionales, 
y que han de ponerse en venta según esta 
ley, serán clasificadas en urbanas y rústicas, 
y estas en divisibles é indivisibles, por las Co- 
misiones de provincia, después de haber oido 
á los Ayuntamientos en cuyo término juris- 
diccional radiquen. 

Las fincas rústicas que se cultiven sepa- 
radamente por diferentes arrendatarios, se 
entienden desde luego divisibles en tantas 
porciones, cuando menos, cuantos sean los 
colonos. 

Art. 10. La venta de los predios urbanos 
y de los rústicos indivisibles y también la de 
ios censos en favor, se ejecutarán en la for- 
ma prevenida para la de los demás bienes na- 
cionales , pero con la condición precisa de 
que el pago del importe en remate se realice 
en cinco plazos. 

El primero en el acto del otorgamiento de 
la escritura de venta, y los otros cuatro á 
uno, dos, tres y cuatro años de la fecha de 
este documento. 

Art. 1 \ . Los predios rústicos divisibles 
que se pongan en subasta pública por par- 
tes, porciones ó trozos, no excediendo de 
40.000 rs. el valor de cada uno de estos en 
tasación, estarán sujetos á dos subastas si- 
multáneas en c! mismo día y á la misma llo- 
ra, una en la capital del partido en que radi- 
quen, y otra en la de provincia, y el pago 
del remate se liará adinero metálico en vein- 
te plazos cada uno. 

En igual forma se subastarán y pagarán 
torios los predios rústicos que no excedan del 
mismo valor, aun cuando no sean de los que 
se dividan, y los predios urbanos cuyo valor 


en tasación no exceda de 10.000 rs. en los 
pueblos de menos de mil vecinos; de 20.000, 
en los de mil hasta cinco mil; de 30.000, en 
los de cinco mil basta veinte mil; y de 40.000 
en todos los demás vecindarios. 

Art;. 12. El pago total del precio del re- 
mato de los bienes, exceptuados los de cjuc 
trata el artículo anterior, se ejecutará en la 
forma siguiente: 

Diez por ciento en dinero metálico. 

Treinta por ciento en Deuda consolidada 
con interés del cinco por ciento, ó del cua- 
tro, entregando de este cieDto, veinte por ca- 
da ciento. 

Treinta por ciento en cupones de intere- 
ses vencidos de la misma Deuda, ó de la ca- 
pitalización dol 3 por 100. 

Treinta por ciento de la Deuda sin Ínte- 
res, vales no consolidados ó Deuda negocia- 
ble con interés á papel bajo los fipos esta- 
blecidos. 

En cada uno de los cinco plazos señala- 
dos para el pago se entregará la quinta par- 
te de los tantos por ciento que quedan ex- 
presados. 

Art. 13. Hasta que se realice el pago to- 
tal del precio de la venta, estará hipotecada 
á la seguridad la finca vendida. 

Art. 14. Se autoriza al Gobierno para que 
pueda negociar libremente las obligaciones 
á dinero efectivo que por los cuatro plazos 
últimos de ios cinco de que trata el art. 10, 
han de constituir los compradores en las es- 
crituras de venta, y que ascenderán al ocho 
por ciento del diez que deberán pagar en di- 
nero según el art. 12. 

Art. 15. Las ventas y reventas de todos 
ios bienes dehelero secular, fábricas y cofra- 
días en los cinco años siguientes, contados 
desde el día del primer remate, serán libres 
de todo derecho de alcabala establecido ó 
que se estableciere en adelante. 

Art. 16. Los productos en metálico de 
las enajenaciones de que trata esta ley, po- 
drán ser aplicados por el Gobierno para cu- 
brir el déficit que resulte: 

Primero. Entre los gastos presupuestos 
del culto y clero, y lo que se realice de lo 
que está aplicado á cubrir aquellos. 

Segundo. Entre los ingresos de los pro- 
ductos públicos y los gastos del Estado por 
obligaciones civiles y militares. 

Art. 17. Se procederá á Ja liquidación 
de lo que legítimamente corresponda á legos 
por participación en diezmo, y el importe 
que resulte á su favor se íes expedirá títulos 
de la Deuda pública de 3 por 100, los cuales 
se admitirán en el 30 por 100 que previene 
el párrafo tercero del art. 12, y 10 por 100 
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y onerosas á censo las que se pidan por par- 
ticulares ó corporaciones privadas. Se halla— 
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que se. admitirá como dinero de estos mis- 
inos títulos en la compra de los bienes del 
clero secular, fábricas y cof: adías. Para rea- 
lizar la liquidación se regulará el termino 
medio de los últimos diez anos de la partici- 
pación á razón de 4 por 100. 

Art. 18. Queda facultado el Gobierno 
para resolver cualesquiera dudas que ocur- 
ran en la ejecución de esta ley, por la que se 
derogan todas cuantas se opongan al conte- 
nido de la misma— Por lauto mandamos etc. 
— Madrid 2 do setiembre de 1841. » (CL. to- 
mo 27, p. 614.) 

/?. O. de 2 y 5 setiembre de 1841. 

Gon lecha. 2 y 5 setiembre del mismo año 
se publicaron Ja instrucción y reglamento 
para la ejecución de la ley que precede, 
cuya inserción omitimos como inconducen- 
te en el día , pues boy arreglado al último 
Concordato habrán de venderse en otra for- 
ma los bienes del clero según se ve en la 
palabra Concordato, ley de 4 de abril de 
1860. 

R. O. de 9 febrero de 1842. 

Se mandó que en los expedientes sobre 
duda ó de reclamación acerca de «estar ó no 
comprendidos en las excepciones del artícu- 
lo 6.“ de la ley de 2 de setiembre, algunos de 
los bienes que fueron del clero, fábricas y 
cofradías se promoverán y ventilarán por el 
órrlen gubernativo antes de poder hacerse 
contenciosos deduciéndose en primer grado 
por las Juntas inspectoras do provincia oyen- 
do á los asesores de las intendencias, y con- 
sultando sus resoluciones á la Dirección, que 
ampliando los expedientes débia elevarlos 
con su opinión explícita al Gobierno, que se 
reservó la decisión definitiva con audiencia 
también del asesor de la superintendencia 
general de Hacienda pública y do cuantos 
dictámenes exigiere cada caso especial. (CL. 
t. 28, p. 62.) 

Ley de 21 junio de 1842. 

Declaró extinguidas ciertas cargas y pres- 
taciones que se pagaban á iglesias v con- 
ventos suprimidos, y se halla en Cargas pia- 
dosas, t. 8.°, p. 60. 

R. D. de 2 Q julio de 1842. 

Por este decreto se autorizó á la Direc- 
ción general de amortización para resolver 
definitivamente sobre la concesión de con- 
ventos solicitados para objetos de utilidad 
pública, entendiéndose gratuitas las conce- 
siones solicitadas por los pueblos para hos- 
pitales, hospicios, escuelas, cuarteles etc.; 


rá en Monasterios. 

R. D. de 11 marzo de 1843, circulado en 
R. O. del 14. 

Aclara las excepciones d"l art. fi.°;de !a ley de 2 do 
setiembre de 1841. 

(Hau.) «S. A. Serrna. el Regente de* 
Reino, se ha servido dirigirme en 11 del ac- 
tual el decreto siguiente. 

Convencido de la necesidad de fijar el ver- 
dadero sentido de las varias excepciones que 
comprende el art. 6.° de la ley de 2 de se- 
tiembre de 1841, resolviendo por este medio 
las dudas suscitadas sobre su verdadera apli- 
cación, sin perjuicio de presentar á las Cor- 
tes en Ja próxima legislatura un proyecto de 
ley que determine otros puntos, cuya acla- 
ración compete á los Cuerpos Colegisladores, 
como regente del Reino en nombre y du- 
rante la menor edad do S. M. la Reina Doña 
Isabel 11 , lie venido en decretar lo si- 
guiente: 

Artículo l.° En los casos en que los bie- 
nes de una prebenda, beneficio, capellanía 
ó fundación de patronato familiar, activo ó 
pasivo, hubieran consistido en una dotación 
confundida hoy en la masa capitular de cate- 
drales ó colegiatas, se entenderán compren- 
didos en la excepción marcada por ei pár- 
rafo 1 .° del art. 6.“ de la ley de 2 de setiem- 
bre de 1841 , y se dejarán á disposición 
del poseedor del beneficio mientras viva, y 
de los parientes llamados para después de 
su muerte, ó bien los mismos bienes déla 
dotación primitiva si fuesen conocidos, ó bien 
una parte de los comunes del cabildo equi- 
valente ai valor de la misma dotación, gra- 
duado por capitalización de la renta que hu- 
biese percibido el prebendado en el año co- 
mún del quinquenio de 1829 á 1833. El pre- 
bendado que por esta razón entre á poseer 
los bienes exceptuados como peculiares de 
la fundación familiar, no será incluido por 
asignación personal en el presupuesto del 
clero, ni recibirá dotación del Estado, á me- 
nos que por algún caso especial se le consi- 
derase incongruo al tenor de lo establecido 
por el art. 4. ft de la ley de 31 de agosto de 
1841 , y el Gobierno acordase suplir lo que 
le falle para su asignación. 

Art. 2.° No se entienden comprendidos 
en la expresada excepción del -párrafo l.° del 
art.. 6.° de la lev los bienes de beneficios pa- 
trimoniales ó fundaciones de patronato acti- 
vo ó pasivo de uno ó mas pueblos, ó de la 
generalidad de sus naturales, ni tampoco los 
de capellanías de libre presentación, y de las 
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llamadas dejwre devoluto, por extinción ab- 
soluta de las familias á que pertenecieron 
ambos patronatos, pero si los actuales po- 
seedores de cualquiera de estas fundaciones 
se hubieren ordenado á título de ellas, y no 
tuvieren otra congrua por no ejercer la cura 
de almas, ni estar adscritos al servicio par- 
roquial como beneficiados ni comprendidos 
por lo tanto en el presupuesto de dotación 
del clero, se les dejará en posesión de sus 
bienes por almra, y mientras las Corles de- 
terminen sobre el proyecto de ley que acer- 
ca de este punto presentará el Gobierno á su 
deliberación. 

Art. 3.° Los bienes de que trata el pár- 
rafo 2.° del art. 6.° de la propia ley son los 
que las cofradías y obras pías adquirieron y 
conservan con destino especial á la cons- 
trucción y sostenimiento de cementerios, 6 
costear socorros personales por casos de en- 
fermedad, lutos y funerales, por ser estos 
oficios pretestados y establecidos en benefi- 
cio ó para uso privativo de sus individuos, 
cualquiera que hubiere sido por otra parte la 
naturaleza y origen de adquisición y sin di- 
ferencia alguna entre los que provengan de 
donación, herencia, permuta ó compra, pues 
en e! espíritu de la ley, la excepción mas 
bien nace del objeto para que se adquirieron 
y á que están aféelos los bienes, que del ori- 
gen y forma de su adquisición. 

Art. i.° Se declaran comprendidas por 
punto general en laexepcion sancionada por 
el párrafo a.° del art. 6.° de la ley las casas 
•que de hecho habitasen en 2 de setiembre 
de d Sil los párrocos, aunque no pertenecie- 
sen precisamente al curato , con tal que ha- 
yan sido propiedad del clero secular por otro 
cualquier concepto. También se considera- 
rán exceptuadas las que siendo propias del 
curato hubieren estado constantemente des- 
tinadas á morada del párroco, aun cuando 
el cura actual no las habite por comodidad 
ú otras causas, siempre que la que ocupa 
no sea del clero, y sí alquilada y pagada de 
su cuenta. Pero en los curatos donde el pár- 
roco no baya estado nunca en el disfrute de 
casa para morada propia de su beneficio ó 
de otra fundación eclesiástica cualquiera, no 
se entenderá tener lugar con respecto á 
ninguna finca la excepción de que hablan el 
artículo y párrafo citados de la misma ley. 

Art. 5.° Se suspenderá la enajenación 
de los bienes que constituyan la dotación 
consignada para celebración de las misas 
llamadas de Alba y fundadas en pueblos agri- 
cultores, por ser esta o f ra de las modifica- 
ciones de la ley que el Gobierno se propone 
someter á la deliberación de las Córtes; mas 


para que esta medida no exceda de los lími- 
tes justos de su objeto, la excepción consis- 
tirá solo en el valor capital correspondiente 
á la renta necesaria para el sostenimiento de 
las misas; y cuando los bienes de la funda- 
ción fuesen superiores á dicho valor, se ven- 
derán con obligación de levantar Ja carga v 
con deducción del capital correpondiente 
impuesto sobre las fincas en forma de censo. 

Art. 6.° Mientras las Córtes determinan 
lo mas conveniente se suspenderá asimismo 
la enajenación de las rentas que se pagaban 
al clero secular con título de censos, loros, 
eníUéusis ó arrendamientos anteriores al 
año 1800, y también las que impuestas sobre 
bienes de particulares ó cuerpos estrados al 
clero, se pagaban á este con destino preciso 
al cumplimiento de misas, aniversarios y 
otras cargas piadosas. 

Art. 7. ü Los bienes que disfrutaba, po- 
seía y administraba directamente el clero se- 
cular, aun cuando tuvieren sobre sí cargas 
piadosas de las referidas, se venderán corno 
libres y sin deducción alguna de so valor, 
como se ha bocho con los del clero regular, 
sin perjuicio de que el Estado quede en la obli- 
gación de proveer al cumplimiento de dichas 
cargas por reducción , conmutación ú otro 
medio conciliable, que también lia de adop- 
tarse para levantar las que pesaban sobre ios 
bienes ya vendidos de comunidades reli- 
giosas. 

Art. 8.° Considerándose comprendidos 
en la excepción que marca el párrafo 4. ü del 
art. 6.° de la ley los objetos artísticos y efec- 
tos preciosos destinados al servicio deí culto 
y al ornato de los templos y edificios de las 
iglesias catedrales, colegiales, parroquiales y 
de santuarios , no deberán ocuparse por las 
dependencias del Estarlo; pero se formará en 
caria iglesia un inventario formal de ellos 
con intervención de dichas oficinas, y cono- 
cimiento y aprobación del prelado diocesano, 
quedando responsables los párrocos, cabil- 
dos y demás corporaciones á cuyo cargo es- 
tén de que no padezcan extravio, ni se ex- 
traigan ó trasladen sin permiso del Gobierno. 

Art. 0.° Los bienes cuya excepción se 
reclame por particulares ó corporaciones en 
virtud del art. 6.° de la ley permanecerán 
mientras se decide definitivamente sobre la 
exención en poder de los reclamantes, siem- 
pre que estos por los documentos que pre- 
senten tuvieren á primera vista en su favor 
la presunción de pedir con derecho, como 
por ejemplo, cuando por su instituto tuvie- 
ren á su cargo establecimientos de benefi- 
cencia ó instrucción pública; cuando pidie- 
ren por razón de patronato de sangre, y 
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desde luego aparaciesen llamamientos de fa- 
milia en las fundaciones, y cuando concur- 
riere cualquiera otra circunstancia Dotoria de 
igual naturaleza. Por e! contrario, en los ca- 
sos muy dudosos, y en todos aquellos en que 
la presunción legal obre á favor riel listado, 
las dependencias de este ocuparán desde 
luego les bienes sin perjuicio de In resolución 
definitiva del expediente. También estarán 
obligadas á intervenir la administración de 
los bienes disputados cuando la posesión in- 
terina haya de quedar en manos de los re- 
clamantes; pero con el único fin de impedir 
cualquier desmembración fraudulenta, y to- 
mar razón exacta de los productos líquidos, 
para que en su día pueda imputarse á los 
intereresados en cuenta de sus dotaciones la 
parte de frutos correspondiente á los bienes 
que por resolución definitiva deban ser de- 
clarados de la nación. 

Art. 10. Se observarán rigorosamente en 
todoslosexpedient.es de excepción los trá- 
mites marcados por la orden geueral de 9 de 
febrero de 1842, y con arreglo A ella no se 
entenderá ejecutiva ninguna resolución de 
las Juntas inspectoras mientras no sea con- 
firmada por la superioridad. De toda con- 
travención á esta regla que se consumase de 
boy en adelante serán personalmente res- 
ponsables los que en ella incurrieren por el 
perjuicio indebido que baya podido causarse 
A los intereses del Estado. Solo en el punto 
relativo d la posesión interina deberán ser 
ejecutivos los acuerdos de las Juntas inspec- 
toras, á cuya prudencia y buen juicio queda 
la escrupulosa aplicación del principio esta- 
blecido en la aclaración precedente , pero 
siempre sin perjuicio de las reclamaciones 
que los interesados quieran dirigir al Go- 
bierno, y del exacto cumplimiento de las re- 
soluciones que este dictare sobre ellas. Ten- 
dréislo entendido, y dispondréis lo necesario 
á su cumplimiento.» — De órden de S. A. lo 
comunico á V. S etc.— Madrid 14 de marzo 
de 1843. yCL. t. 30, p. H8.) 

R. O. de 10 diciembre de 1845. 

Por esta Real órden se previno á las justi- 
cias de los pueblos no permitieran la demoli- 
ción de ningún edificio vendido por Ja na- 
ción sin que los compradores acreditasen te- 
ner satisfecha latotalidaddesu remate ó ase- 
gurado el pago de los plazos que resten á 
satisfacción de los administradores. 

R. O. de 15 febrero de 1844. 

Declara extinguidas varias cargas. Se ha- 
lla inserta en Gabgas piadosas, t. 3.°, p. 60. 


R. O. de 5 mayo de 1844. 

Aclaración al párrafo 3.°, art. 6.'’ de la ley de 2 de 
setiembre de 1841. 

(Hac.) «Enterada S. M. de la consulta 
del intendente de Segovia á esa Administra- 
ción general en 7 de octubre de 1842, acer- 
ca de si, con arreglo al párrafo 3.° del ar- 
ticulo 6.° de la ley de 2 setiembre de 1841, 
han de ser exceptuados todos los bienes que 
actualmente se hallan dedicados á objetos de 
beneficencia é instrucción pública, ó solo los 
que por las fundaciones se acredite tienen 
aquel destino, se ha servido resolver, que 
los bienes esceptuados de la aplicación al 
Estado por pertenecer á beneficencia ó ins- 
trucción pública, son aquellos que expresa 
y terminantemente se destinaron á estos ob- 
jetos por los fundadores y no los que por 
cualquiera otro motivo hayan sido aplicados 
á los mismos por quien no tenia autoridad 
para ello. — De Real órden etc. — Madrid 5 de 
mayo de 1844.» ( C . del Casi. t. 12, p. 272.) 

R. D. de^b julio y 8 agosto de 1844. 

Suspensión de la venia de bienes del clero secular y 
monjas. 

(Hac.) «Artículo l.° Se suspende la 
venta de los bienes del clero secular y délas 
comunidades religiosas de monjas, hasta que 
el Gobierno, de acuerdo con las Córtes, de- 
termínen lo que convenga. 

Art. 2.° Los productos en renta de di- 
chos bienes se aplicarán desde luego íntegros 
al mantenimiento del clero secular y de las 
religiosas. 

Art. 3.° El Ministro de Hacienda queda 
encargado de disponer lo conveniente para 
la ejecución del presente decreto en todas 
sus partes. — Dado en Rarcelona á 26 de ju- 
lio de 1844. — Madrid 8 de agosto de 1844.» 
(CL. t. 33, p. 89.) 

7?, 0. de i 3 agosto de 1844. 

Por esta Real órden se comunicó al pre- 
sidente de la Junta de bienes nacionales el 
R. D. de 26 de julio del mismo año que que-' 
da inserto. (Guia de Hac.) 

Ley de 3 abril de 1845. 

Mandando devolver al clero los bienes no enajenados. 

(Hac.) Dona Isabel II, etc. 

Artículo único. Los bienes del clero se- 
cular no enajenados y cuya venta se mandó 
suspender por R. D. de 26 de julio de 1844, 
se devuelven al mismo clero.’ — Por tanto 
etc.— Palacio á 3 de abril de 1845. (CL. to- 
mo 34, p. 137.) 
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fí. O. de 1 1 abril de {845. 

Por esta Real orden se mandó suspender 
las venta de los ediíicios conventos de co- 
munidades religiosas suprimidas. ( CL . t. 34, 
pág. 441.) 

fí. O. de 24 setiembre de 1845. 

Bienes de ermitas y cofradías. 

Por esta Real orden se declara que no ha- 
biendo pertenecido al clero secular los bie- 
nes procedentes de ermitas, santuarios y 
cofradías, no deben incluirse en la devolu- 
ción acordada por la ley de 3 de abril ante- 
rior. (CL. t. 35, p. 255.) Esto no obstante 
véase lo que se dispuso en la siguiente 

R. O. de 20 abril de 1846. 

Esta Real orden declara nulas las ventas 
de los bienes de ermitas, santuarios y cofra- 
días que se hubiesen verificado con posterio- 
ridad al R. D, de 13 de agosto de 1844 por 
el que se mandó suspender la venta de los 
bienes del clero, y se previene se indemni- 
ce á los compradores de las cantidades que 
hubiesen satisfecho por el expresado concep- 
to. (CL, t. 37, p. 130.) 


fí. O. de 12 julio de 1847. 

Se aprobó la instrucción para la enajena- 
ción de los bienes de maestrazgos y enco- 
miendas de las cuatro órdenes militares y de 
la de San Juan de Jerusalen, mandando que 
se verificasen conforme á lo dispuesto en el 
R. I), de 19 de febrero de 1836; pero no se 
inserta por haberse suspendido la venta por 
R. D. de 20 de octubre de aquel ario. 

fí. D. de 23 setiembre de 1847. 

Por este Real decreto se alzó la suspen- 
sión do la venta de bienes que pertenecieron 
á hermandades, ermitas, santuarios y cofra- 
días, (CL. t. 42, p. 144.); y por otro Real de- 
creto de 10 de octubre del mismo año se man- 
dó suspender el de 23 de setiembre anterior. 
{CL. I. 42, p. 234.) 

fí. I). del abril de 1848. 

Bienes de encomiendas, ermitas, santuarios, herman- 
dades y cofradías. 

Se mandó por este decreto proceder á la 
venta de todos los bienes raíces, acciones, 
derechos y rentas procedentes de las enco- 
miendas vacantes de las cuatro órdenes mi— 


fí. O. de 17 enero de 1847. 

Que se cumpla la ley de 1841, 

(Hac.) «Las repetidas consultas que se 
elevan á este Ministerio respecto á la sustan- 
eiacion de las excepciones de que trata el ar- 
tículo 6.° de la ley de 2 de setiembre de 1841 
han dado á conocer que la legislación vigen- 
te acerca dei particular va cayendo en un 
inexplicable desuso. Los pcrpucios que de 
ello se originan al Erario público son graves j 
y exigen un remedio eficaz. Resuelta S. M. ' 
á aplicarlo, se ha servido disponer que se 
recomiende á todas las dependencias del Es- 
tado en el ramo de bienes nacionales el con- 
tenido de la ley de 2 de setiembre de 1841, 
el de la instrucción de la misma fecha, el de i 
la R. 0. de 9 de febrero do 1842 y el del 
R. 1). de 11 de marzo de 1843, para su es- 
tricta observancia. — De Real orden etc.— 
Madrid 17 de enero de 1847.» [CL. í. 40, ¡ 
pág. 96.) ! . 

fí. D . de 11 junio de 1847. 

Bienes de maestrazgos y encomiendas. 

Se mandó por este decreto proceder á la 
venta en pública subasta de todos los bienes 
de maestrazgos y encomiendas de las cuatro 
órdenes militares y de la de San Juan de Je- 
rusalen, pero no le insertamos porque otro 
R. D. del 20 de octubre del mismo año 
mandó suspender su ejecución y por 


litares, maestrazgos, edificios-conventos y 
los censos de todas clases, propiedad de la 
nación, con arreglo á lo dispuesto en el Real 
decreto de 19 de febrero de 1836, confirma- 
do por la de 28 de julio de 1837, y á la de 
todos los bienes raíces, censes, rentas, dere- 
chos y acciones procedentes de ermitas, san- 
tuarios, hermandades y cofradías conforme 
á la ley de 2 de setiembre de 1841 . 

No tuvo mejor suerte este decreto que el 
de 11 de junio de 1847, pues por otro de 11 
de julio de 1848 se mandó suspender su eje- 
( cucion. 

fí. D. de i.’ mayo de 1848. 

Mandando vender los bienes do las encomiendas do 
San Juan de Jerusalen. 

Artículo 1 Se declaran en venta lodos 
los bienes raíces, censos, rentas, derechos y 
acciones procedentes de las encomiendas de 
la orden de San Juan de Jerusalen. 

Art. 2.° Estos bienes se venderán á me- 
tálico, entregándose la quinta parte de su 
importe al hacerse la adjudicación, y el resto 
por octavas partes en los ocho años siguien- 
tes. Se admitirán las posturas que cubran 
las dos terceras partes de la tasación ó capi- 
talización. 

Art. 3.° Las ventas se ejecutaran en pu- 
blica subasta con sujeción á las reglas esta* 

I blecidas en eiR. D. de 19 de lebrero de 1836, 

! instrucción de R 0 de marzo siguiente y ne- 
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más disposiciones posteriores. — Dado en Pa- . petante escritura do reconocimiento de do- 
lacio á l.° de mayo de 1848. (CL. t. 44, pá- \ minio. ( CL . t. 50, p. 619.) 


gina 6.) 


R. O. de 13 junio de 1848. 


R, O. de 19 agosto de 1850. 

Compensación de censos 


Por esta Real órden se dispone que los 
arriendos de las (incas del Estado se verifi- 
quen con la condición de pagar su importe 
en metálico, con exclusión de grano y otros 
frutos para evitar ios inconvenientes que re- 
sultan de recibir estos. 

R. D. de 1 1 julio de 1848. 

Mandó suspender la enajenación de los” 
bienes raíces, acciones, derechos etc. decre- 
tada en 7 de abril del mismo año. 

R. O. de 25 enero de 1849. 

Se halla en Consejos provinciales, t. 3.% 
pág. 369. 

R. O. de 30 setiembre de 1849. 

Se resuelve que para la venta de los cen- 
sos cuya naturaleza se ignora por no existir 
las escrituras de imposición se capitalicen por 
sesenta y seis y dos tercios al millar. (CL. 
t. 48, p. 108.) 

R. O. de 30 octubre de 1849. 

Dispuso la enajenación á censo de los edi- 
ficios-conventos procedentes de las comuni- 
dades religiosas de ambos sexos, cuando no 
se utilizasen para el culto y estando ruino- í 
sos. (CL. t. 48, p. 264.) 

Otra Rea 1 órden de igual fecha. 

Ordenó la enajenación á censo de las lin- 
cas urbanas ruinosas ó improductivas proce- 
dentes de las comunidades religiosas de mon- 
jas y hermandades, santuarios v cofradías. 
(CL. t. 48, p. 264.) 

R. O. de 7 marzo de 1850. 

Por esta Real órden se previene que para • 
la cobranza de los débitos de íiDcas del Esta- 
do se observe lo prescrito en el R. D. de 23 
de mayo de 1 845 respecto á los débitos pro- 
cedentes de contribuciones. — V. Contribu- 
ciones. Apremios, 

R. O. de 18 julio de 1850. 

Concedió á los colonos de (incas proceden- 
tes de monasterios y conventos el improro- 
gable término de seis meses para acreditar 
el derecho á conserv r el dominio útil de 
las mismas con arreglo á la ley de 31 de ma- 
yo de 1837, y ordenó que á los que lo hu- 
bieren ya acreditado se les otorgase la com- 


Por esta Real disposición se autoriza la 
compensación de los censos que tuvieren los 
Ayuntamientos, corporaciones y particula- 
res á su favor y contra el Estado con otros 
que este tuviera contra ellos, cancelándose 
las respectivas escrituras de imposición. (CL. 
t .50,p.737.) 

R. D. de 6 setiembre de 1850. 

Por este decreto se dictaron reglas para 
facilitar la enajenación de los bienes raíces, 
censos, rentas, derechos y acciones proce- 
dentes de las encomiendas de la órden de 
San Juan de Jerusalen declarados en venta 
por el R. 1). de l.” de mayo de 1848. (CL. 
t. 51, p. 38.) 

R. O. de 21 setiembre de 1850. 

Se dictan reglas para llevar á efecto ia 
enajenación de los bienes de las encomien- 
das de San Juan de Jerusalen y la reden- 
ción de censos de la misma. (CL. t. 51, pá- 
gina 112.) 

R. 0. de 30 octubre de 1850. 


Enajenación de las fincas que las comunidades habían 
adquirido á carta de gracia. 

«He dado cuenta á la Reina del expedien- 
te instruido á virtud de las consultas hechas 
por la Junta superior de venta de bienes na- 
cionales en 2 de enero y 8 de marzo de 
1843, sobre el modo de proceder á la ena- 
jenación de las tincas que las comunidades 
religiosas suprimidas habían adquirido á car- 
ta de gracia ó con pacto de retroventa, y los 
derechos que se reservaron al tiempo de 
vender otras; y conformándose con el pare- 
cer de la suprimida Asesoría de la superin- 
tendencia de Hacienda pública y de la Di- 
rección de lo contencioso, se ha servido 
mandar: 

l.° Que de las fincas que las comunida- 
des religiosas adquirieron á carta de gracia 
ó con el pacto de retroventa , se consideren 
como censos para los efectos de redención ó 
venta aquellas en qhe se reservaron los ven- 
dedores la posesión y el disfrute pagando al 
comprador una pensión anual. 

2/ Que en todas las demás en que la 
enajenación iué completa por la entrega de 
ia cosa vendida al comprador sin otra limi- 
tación que el derecho de retroventa que el 
vendedor se reservó, se saquen a publica 
subasta , anunciando el pacto de retroventa 
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á que están sujetas y que habrá de respetar 
el comprador, sin que por este gravamen se 
llaga rebaja alguna en el precio, puesto que 
la desventaja de adquirir una finca sin la se- 
guridad absoluta de conservarla se halla 
compensada para los compradores con el 
beneficio de recibir en caso de retrovenla 
dinero efectivo por las fincas que pagaron 
en créditos contra el Estado. 

Y 3.° Que Jos derechos de retrovenla 
que las comunidades tenían sobre las fincas 
ajenas se enajenen á favor de los dueños de 
estas por vía de redención , valuándolos por 
cálculo prudencial , y que en el caso de no 
convenir en adquirirlos por la tasación se sa- 
quen á pública subasta. — De Real orden etc. 
—Madrid 30 de octubre de 1850.a ( CL . to- 
mo 31 , p. 260.) 

R. O. de 27 febrero de 1851. 

Por esta Real orden se resuelve ser os- 
tensivo á los colonos de fincas procedentes 
de la orden de San Juan el beneficio del do- 
minio útil que se concedió por el decreto 
de las Cortes de 28 de mayo de 1837 á los 
de las del clero regular, siempre que justifi- 
casen reunir las circunstancias que en el 
mismo se expresan. (CL. t. 52, p. 243.) 

R. O. de 28 febrero de 1831. 

Por esta Real orden se mando proceder á 
la enajenación de los montes procedentes de 
comunidades religiosas de varones, impo- 
niéndose á los compradores la obligación de 
conservar ei arbolado y de hacer las cortas 
periódicas con sujeción á las leyes de mon- 
tes y plantíos. (CL. t. 52, p. 2 48.) 

R. I), de 7 marzo de 1851. 

Dictó disposiciones para la negociación de 
las obligaciones á metálico procedentes de 
ventas de bienes de la orden de San Juan. 
(CL. t. 32, p. 336.) 

R. O. de 17 marzo de 1851. 

Sobre subdivisión de censos 

«He dado cuenta á la Reina del expediente 
instruido á virtud de instancia de D. Mateo 
de Murga en que solicita que el censo con 
que se ha rematado á su favor el terreno 
procedente del derribo del convento de reli- 
giosas llamado de Constautinopla , sito en la 
calle Mayor de esta córte se subsibida pro- 
porcionalmente entre las nueve casas que se 
propone construir en los solares que aquel 
comprende, á fin de facilitar por este medio 
su trasmisión. En su vista, y conformándose 
S. M. con el parecer de la Junta de venia de 
bienes nacionales y de la Dirección de lo 
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contencioso de Hacienda pública, se ha ser- 
vido acceder a Ja subdivisión del censo que 
solicita el reclamante, mediante que ningún 
inconveniente legal se opone á ella ni se 
causa perjuicio al Estado, y mandar que se 
adopte anticipadamente esta medida como 
regla general en los casos de igual naturale- 
za; á fin de que sea conocida de los 1 ¡cita- 
dores una condición tan ventajosa. — De Real 
orden etc. — Madrid 17 marzo de 1851. (OL 
t. 52, p. 367.) 

C. de las Direcciones del Tesoro , Contabi- 
lidad y [incas de 28 abril de 1851 . 

Por esta circular se dictaron varias reglas 
para la ejecución de las Reales órdenes so- 
bro venta de bienes de la encomienda de 
San Juan , que no insertamos por deber ate- 
nernos hoy á la ley de 1." de mayo de 1855 
y disposiciones dictadas para su ejecución. 

R. O. de 13 mayo de 1851. 

Suspensión ds la venta de bienes del clero regular y 
secular. 

(ííac.) S. M. la Reina (Q. D. G ) tenien- 
do en consideración lo que se establece en el 
Concordato celebrado con ja Santa Sede. 
(Véase Concoudato) se ha servido mandar 
que ínterin se acuerda lo que corresponda 
para llevarlo á efecto , se suspenda desde 
luego Ja venta y redención de ios bienes, 
censos y demás pertenencias procedentes de 
las extinguidas comunidades regulares de 
ambos sexos, clero secular, ermitas, santua- 
rios , hermandades y cofradías. — De Real 
orden etc. — Madrid 13 mayo de 1831. (CL. 
t- 53, p. 140.) 

R. D. de 17 octubre de 1851 . 

Es el reglamento para la ejecución de la 
ley de arreglo de la Deuda , cuyos artículos 
91 al 98 son referentes á la venta de bienes 
destinados á ia amortización de aqueila. — 
Y. Deuda pública. 

R. D. de 8 diciembre de 1851. 

Se dispuso la entrega á los diocesanos, de 
los bienes eclesiásticos á que se refieren el 
párrafo 4.“ deJ art. 35 y el 6.° del 38 del 
Concordato, y que se cobrasen por dichos 
diocesanos como parte de la dotación del cul- 
to y clero las rentas correspondientes á los 
mismos bienes desde 1/' de enero de 1852 
mientras no se enajenaren . (CL.l. 5 l,p. 502.) 

R. D. 9 diciembre de 1851. 

Se dictaron por el Ministerio de Gracia y 
Justicia reglas para Ja enajenación de las fin- 
cas, censos , derechos y acciones de Ja pro- 
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piedad del clero conforme a! párrafo 4.° del 
art. 35 y el 6.° del 38 del Concordato, y como 
consecuencia de lo dispuesto en el R. D. de 
t8 de diciembre. Téngase presente sobre es- 
te particular no ya soio la ley de d .° de mayo 
de 1855 sobre desamortización general, sino 
la de 4 de abril de 1860 aprobando un con- 
venio con la Santa Sede, la cual se halla in- 
serta en Concordato, pág. 277, y la ley que 
para continuar la enajenación é invertir el 
producto de los bienes eclesiásticos sancio- 
nados por S. M. en 22 de marzo de 1861. 

H. O. de Id diciembre de 1851. 

Acordó las reglas para la formación de in- 
ventarios de los bienes que debían entregar- 
se á los diocesanos á tenor de lo mandado en 
el R. D. de 8 de este mismo mes. (CL. t. 54, 
pág. 544.) 

R. O. de 9 junio de 1852. 

Por esta se dispuso se entregasen al clero 
las escribanías y demás oficios enajenados de 
la Corona, que no hubiesen sido comprendi- 
dos en inventario. (CL. t. 56, p. 151.) 

R. O. de 2 julio de 1852. 

Se mandó facilitar á los RR. Obispos todos 
los documentos que jastifi casen laposesi m del 
dominio de los bienes entregados al clero á 
lin de que pudieran proceder á su enajena- 
ción. (CL. t. 56, p. 286.) 

ñ. O. 16-30 abi'il de 1853. 

Se comunicó en 16 de abril por el Minis- 
terio de Hacienda al de Gracia y Justicia y se 
circuló por este en 30 del mismo esta Real 
órden mandando observar las reglas que se 
establecen para dar cumplimiento al R. D. de 
9 diciembre de 1851, sobre la venta de. los 
bienes entregados al clero en virtud del Con- 
cordato. (CL. t. 58, p. 306.) 

R.O.de 16 junio de 1853. 

Aprobando la instrucción y modelos para 
el arrendamiento de las fincas del Estado — 
V. Propiedades y derechos del Estado. 

Ley de l.° mayo de 1855. 

be decreta la desamortización general civil y ecle- 
siástica (1). 

(Hac.) Dona Isabel líete.: sabed que las 


(1) Parécenos conveniente dar á conocer el 
dictamen de la Comisión de las Córtes Consti- 
tuyentes acerca de esta ley, y le insertaremos al 
fiu de este articulo. 


. (Ley 1 mayo 55.) 

Córtes Constituyentes han decretado y Nos 
sancionamos lo siguiente: 

TITULO PRIMERO. 

BIENES DECLARADOS EN ESTADO DE VENTA , Y 
CONDICIONES GENERALES DE SD ENAJENACION, 

/ 

Artículo 1 .° Se declaran en estado do 
venta con arreglo á las prescripciones de la 
presente ley y sin perjuicio de las cargas y 
servidumbres á que legítimamente estén su- 
jetos, todos los predios rústicos y urbanos, 
censos y foros pertenecientes.- 

Al Estado. 

A! clero. 

A las órdenes militares de Santiago, Al- 
cántara, Calatrava, Montesa y San Juan de 
Jerusalen. 

A Cofradías, obras pías y santuarios. 

Al secuestro del ex-infante D. Carlos. 

A los propios y comunes de los pueblos. 

A la beneficencia. 

A la instrucción pública. 

Y cualesquiera otros pertenecientes á ma- 
nos muertas, ya estén ó no mandados vender 
por leyes anteriores. 

Art. 2.° Exceptúanse de lo dispuesto en 
el artículo anterior: 

Primero. Los edificios y fincas destina- 
dos , ó que el Gobierno destinare al servicio 
público. 

Segundo. Los edificios que ocupan hoy 
los establecimientos de beneficencia é ins- 
trucción . 

Tercero. El palacio ó morada de cada uno 
de los M. RR. Arzobispos y RR. Obispos; y 
las rectorías ó casas destinadas para habita- 
ción de los curas párrocos, con los huertos ó 
jardines á ellas anejos. 

Cuarto, Las huertas y jardines pertene- 
cientes al instituto de las escuelas pías. 

Quinto. Los bienes de capellanías ecle- 
siásticas destinadas á la instrucción pública 
durante la vida de sus actuales poseedores. 

Sesto. Los montes y bosques cuya venta 
no crea oportuna el Gobierno. 

Sétimo. Las minas de Almadén. 

Octavo. Las salinas. 

Noveno. Los terrenos que son hoy de 
aprovechamiento común, previa declaración 
de serlo, hecha por el Gobierno , oyendo al 
Ayuntamiento y Diputación provincial res- 
pectivos. 

Cuando e! Gobierno no se conformare con 
el parecer en que festavieren de acuerdo el 
Ayuntamiento y la Diputación provincial, oirá 
préviarnente aí Tribunal conl.encioso-admi- 
nistrativo, ó al cuerpo que hiciere sus veces, 
antes de dictar su resolución. 
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Décimo. Y por último, cualquier edificio 
ó finca cuya venta no crea oportuna el Go- 
bierno por razones graves. 

Art. 3.° Se procederá á la enajenación de 
todos y cada uno de los bienes mandados 
vender por esta ley, sacando á pública licita- 
ción las fincas ó sus suertes, á medida que lo 
reclamen ios compradores, y no habiendo re- 
clamación según lo disponga el Gobierno: 
verificándose las ventas con la mayor división 
posible de las fincas, siempre que no perju- 
dique á su valor. 

Art. 4.° Cuando el valor en tasación de 
la linca ó suerte que se venda no excoda de 
lü.000 rs. vn., su licitación tendrá lugar en 
dos subastas simultáneas, á saber: 

Una en la cabeza del partido judicial donde 
!a tinca radique. 

Y otra en la capital de su respectiva pro- 
vincia. 

Art. 5.° Cuando el valor en tasación de 
la linca ó suerte que se venda exceda de 
10.000 rs. vn., además de ¡as dos subastas 
que previene el articulo anterior, tendrá lu- 
gar otra tercera, también simultánea con 
aquellas en la capital de la monarquía. 

Art. (i.° Los compradores de las fincas ó 
suertes quedan obligados al pago en metáli- 
co de la suma en que se les adjudiquen en la 
forma siguiente: 

Primero. Al contado el 10 por 100, 

Segundo. En cada uro de los dos prime- 
ros años siguientes, el S por 100. 

Tercero. En cada uno de los dos años 
subsiguientes, el 7 por 100. 

Cuarto. Y en cada uno de los diez años 
inmediatos, el 6 por 100. 

De forma que el pago se complete en 15 
plazos y 14 años. 

Los compradores podrán anticipar e! pago 
de uno é mas plazos, en cuyo caso se les abo- 
nará el interés máximo de 5 por 100 a! año, 
correspondiente á cada anticipo. 

TITULO II. 

REDENCION Y VENTA DE LOS CENSOS. 

Art.. 7.° Para redimir los censos declara- 
dos en venta por la presente ley, se concede 
á los censatarios el plazo de seis meses, á 
contar desde su publicación, bajo las bases 
siguientes: 

Primera los censos cuyos réditos no exce- 
dan de 60 rs. anuos se redimirán al contado, 
capitalizándolos al 10 por 100. 

Segunda. Los censos cuyos réditos ex- 
cedan de 60 rs. anuos se redimirán al conta- 
do capitalizándolos a! 8 por i 00, y en e! tér- 

Tomo Y. 


mino de nueve años y 10 plazos iguales, ca- 
pitalizados al 5. 

Tercera. Los censos cuyos réditos se 
pagan orí especie se regularán por e! precio 
medio que baya tenido la misma especie en 
el mercado durante el último decenio. 

Cuarta. Los censos, loros, Lreud s, pres- 
taciones y tributos de cualquier género cuyo 
canon ó interés exceda del 5 por 100, se re- 
dimirán en la forma prescrita al tipo recono- 
cido en la imposición ó fundación, y si no 
estuviese reconocido al consignado en las ba- 
ses primera y segunda. 

Art. 8/’ Concluido el término señalado 
para le redención se procederá á la venta de 
ios censos en pública subasta bajo los mis- 
mos tipos y condiciones establecidas en el 
artículo anterior. 

Art. 9.° El Gobierno asegurará á cada 
establecimiento de beneficencia las rentas 
que disfruta en la actualidad, compensando 
la pérdida que pueda sufrir en la reducción 
ó venta Je los censos con el aumento que se 
obtenga en la de los bienes inmuebles (1). 

Cuando no posea el establecimiento de be- 
neficencia bienes inmueWes, ó no se obten- 
gan aumentos en la enajenación de estos, el 
Gobierno cubrirá el déficit con los fondos del 
Tesoro público. 

Art. 10. El pago del íaudemio en losen- 
fitéusis será á cargo de las compradores. 

Art. 11. Se perdonan los atrasos que 
adeuden los censatarios, ya procedan de que 
rio se hayan reclamado en los últimos cinco 
años, ya de ser los censos desconocidos ó 
dudosos, ó ya de cualquiera otra causa, con 
tal de que se confiesen deudores de ios capi- 
les ó sus réditos. 

TITULO 111. 

INVERSION DE LOS FONDOS PROCEDENTES DE LA 

VENTA DE LOS BIENES DEL ESTADO, DEL CLE- 
RO Y 20 POR 100 DE PROPIOS. 

Art. 12. Los fondos que se recauden á 
consecuencia de las ventas realizadas en vir- 
tud de la presente ley, exceptuando el 80 por 
100 procedente de los bienes de propios, be- 
neficencia é instrucción pública, se destinan 
á los objetos siguientes: 

Primero. A que el Gobierno cubra por 
medio de una operación de crédito el déficit 
del presupuesto del Estado, si lo hubiere en 
el año corriente. 


(t) La palabra reducción es errata cometida 
en la edición oficial, y debe leerse redención, 
según se declaró de Real órden en la Gaceta, 
de 10 de octubre de 186o. 

6 
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Segundo. El 50 por 100 de lo restante, 
y e¡ total ingreso en los años sucesivos, á la 
amortización de la Deuda pública consolida- 
da sin preferencia ajguna y á Ja amortización 
mensual de la Deuda amortizadle de primera 
y segunda clase, con arreglo á la ley de l.° 
de agosto de 1851 . 

Y tercero. El 50 por 100 restante a 
obras públicas de interés y utilidad general, 
sin que pueda dársele otro destino bajo nin- 
gún concepto, exceptuándose 30 millones de 
reales que se adjudican para el pago de las 
consignaciones que hasta la fecha tenga he- 
chas el Gobierno de S. M. con destino á la 
reedificación y reparación de las iglesias de 
España. 

Art. 13. El 50 por 100 del producto de 
la venta de los bienes comprendidos en el 
artículo anterior, destinado a la amortización 
de la Deuda pública, se depositarán en las 
respectivas Tesorerías en arca de tres llaves, 
bajo la inmediata responsabilidad de los cla- 
veros^ á disposición exclusivamente de la 
Junta directiva de la Deuda pública. 

Art. 14. La Junta directiva de la Deuda 
pública dispondrá que mensualmente ingre- 
sen en su propia Tesorería los fondos de que 
trota el artículo anterior, y no consentirá 
que en ningún caso, ni bajo pretesto alguno, 
sea la que fuere la autoridad que Jo intente, 
se distraigan los mismos fondos del sagrado 
objeto á que exclusivamente están destinados. 

TITULO 1Y. 

INVERSION DE LOS FONDOS PROCEDENTES DE LOS 

BIENES DE PROPIOS , BENEFICENCIA É INS- 
TRUCCION PÚBLICA. 

Art. 15. El Gobierno invertirá el 80 por 
100 del producto de la venta de ios bienes 
de propios á medida que se realicen, y siem- 
pre que no se les dé otro destino, con arre- 
glo al art. 19, en comprar títulos de la Deu- 
da consolidada al 3 por 100. que se conver- 
tirán inmediatamente en inscripciones in- 
trasl'eribles de la misma á favor de los repec- 
tivos pueblos. 

Art. 16. Los cupones de las inscripcio- 
nes intrasferibles serán admitidos á los pue- 
blos, como metálico, en pago de contribucio- 
nes á la lecha de sus respectivos venci- 
mientos, 

Art, 17. Para que no queden en descu- 
bierto las obligaciones á que hoy atienden 
los pueblos con los productos de sus propios, 
el Estado les asegura, desde el momento que 
se realice la venta de cada linca ó suerte, la 
misma renta líquida que por ella perciben 
en la actualidad. 


Art. 18. Luego que el Estado haya per- 
cibido, por cuenta del 80 por 100 de los 
bienes de propios de cada pueblo una suma 
equivalente d los adelantos que en renta y 
capital hubiere hecho, y previa la correspon- 
diente liquidación, se invertirá el saldo, silo 
hubiere, en nuevas inscripciones intrasferi- 
blcs á favor de ios pueblos respectivos. 

Art. 1 9. Cuando los pueblos quieran em- 
plear, con arreglo á las leyes, y en obras 
públicas de utilidad focal ó provincial , ó en 
bancos agrícolas ó territoriales, ó en objetos 
análogos, id 80 por 100 del capital proce- 
dente de la venta de sus propios, ó una par- 
te de la misma suma, se pondrá á su dispo- 
sición la que reclamen, previo ios trámites 
siguientes. 

‘ l. ü Que lo solicite fundadamente el Ayun- 
tamiento. 

2. ° Que lo acuerde, previo expediente, 
la Diputación provincial. 

3. ° Que recaiga la aprobación motivada 
del Gobierno. 

Art. 20. El producto íntegro de la venia 
de los bienes de beneficencia y de instruc- 
ción pública, si las corporaciones competen- 
tes no hubieren solicitado y obtenido otra 
inversión, se destinará á comprar títulos de 
la Deuda consolidada al 3 por 100 para con- 
vertirlos en inscripciones intrasferibles á 
favor de los referidos establecimientos, á los 
cuales se asegura desde luego la renta líqui- 
da que hoy les produzcan sus fincas. 

Los cupones serán admitidos á su venci- 
miento, como metálico, en pago de contri- 
buciones. 

Art. 21, Realizado que sea el total im- 
porte de la venta de los bienes de bene- 
ficencia y de instrucción pública, se verifi- 
cará lina liquidación cuyo saldo , después de 
reintegrarse el Erario de lo que como ren- 
ta hubiere anticipado, se invertirá también 
en la compra de títulos del 3 por 100, que 
han de convertirse en inscripciones intras- 
feribles á favor de los respectivos estable- 
cimientos. 

Art. 22. A medida que se enajenen los 
bienes del clero, se emitirán á su favor ins- 
cripciones intrasferibles de la Deuda conso- 
lidada al 3 por 100 por un capital equivalente 
al producto de las ventas, en razón del pre- 
cio que obtengan en el mercado ¡os títulos 
de aquella clase de Deuda el dia de las res- 
pectivas entregas 

Art. 23. La renta de las inscripciones 
intrasleriblcs de que trata el artículo ante- 
rior se destina á cubrir ei presupuesto del 
culto y clero que la ley señale. 
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TITULO V. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

Art 24. Se declaran exentas del derecho 
de hipotecas las ventas y reventas de los bie- 
nes enajenados en virtud de la presente ley 
durante los cinco años siguientes al dia de 
su adjudicación. 

Art. 25. No podrán en lo sucesivo poseer 
prédios rústicos ni urbanos, censos m foros 
las manos muertas enumeradas en el art. l.“ 
de la presente ley, sal vo en los casos de ex- 
cepción explícita y terminantemente consig- j 
nadas en su art. 2.° 

Art. 26. Los bienes donados y legados, ! 
ó que se donen y leguen en lo sucesivo á ■ 
manos muertas, y que estas pudieren acep- ¡ 
tar con arreglo á las leyes, serán puestos en ■ 
venta ó redención, según dispone la presen - \ 
te, tan Juego como sean declarados propios ■ 
de cualquiera de las corporaciones compren- j 
didas en el art. i .° 

Art. 27. El producto de la venta de ios ■ 
bienes de que trata pl artículo anterior se 
invertirá según su procedencia y en la forma 
prescrita. 

Art. 28. Un año después de publicada 
esta ley caducarán los arrendamientos pen- 
dientes, sin perjuicio de las indemnizacio- 
nes á que puedan tener derecho las partes 
contratantes. 

Art. 29. Se declaran derogadas, sin fuer- 
za y valor todas las leyes, decretos, Reales 
órdenes anteriores sobre amortización ó des- 
amortización que en cualquiera forma con- 
tradigan el tenor de la presente ley. 

Art. 30. Se autoriza al Ministro de Ha- 
cienda para que, oido el Tribunal con ten ció - 
so-administrativo, y con acuerdo del Con- 
sejo de Ministros, lije las reglas de tasación 
y capitalización , y disponga los reglamentos 
y demás que sea conducente á la investiga- 
ción de los bienes vendibles, y á facilitar la 
ejecución y cumplimiento de la presente ley. 
— Por tanto mandarnos etc. — Aranjuez á l.° 
de mayo de 1855.» ( CL . t. 65, p. 5.) 

R. D. de 15 mayo de 1855. 

Creando la Dirección general. 

(Hac.) Creando una Dirección general 
de ventas de bienes nacionales que será la 
autoridad superior de este ramo y presidirá 
la Junta que se crea para resolver los asun- 
tos concernientes á la enajenación y sus in- 
cidencias. Sus atribuciones se determinan en 
la instrucción de 31 de mayo y disposiciones 
posteriores. 


Instrucción 

de 3l de mayo de 1855, para el cumplimiento do la ley 
do l.° dtij mismo mes. 

TITULO PRIMERO. 

DE LA DIRECCION GENERAL. 

Artículo 1 El director general ejercerá, 
bajo las inmediatas órdenes del Ministerio de 
Hacienda, la autoridad superior gubernativa 
en todos los negocios de administración, in- 
vestigación y venta de los bienes, censos, 
loros y demás propiedades del clero, cofra- 
días, memorias, obras pías, ermitas y san- 
tuarios; de los del instituto de las escuelas 
pías no designadas eu el art. 2. ü de la ley; 
de los de las órdenes militares de Santia- 
go, Alcántara, Calatrava, Montosa y San Juan 
de Jerusalen : de los que posee el Estado 
no exceptuados por el referido artículo, y 
de los del secuestra del ex -infante D. Cárlos; 
así como de la investigación y venta de los 
propios y comunes de los pueblos, de los 
de beneficencia, instrucción pública y cua- 
lesquiera otros pertenecientes á manos muer- 
tas , ya estén ó no mandados vender por 
leyes anteriores. 

Art. 2." Circulará inmediatamente esta 
instrucción á las Gobernadores civiles de las 
provincias previniéndoles que, por los me- 
dios mas prontos y expeditos, Ja bagan lle- 
gar á conocimiento de todos los Ayuntamien- 
tos, insertándola además en los Boletines 
oficiales, como laminen la ley á que se refie- 
re, á lin de que ninguna de las corporacio- 
nes ó personas encargadas de su ejecución 
puedan alegar ignorancia. 

Art. 3." Cuidará de que esta instrucción 
y las demás disposiciones superiores relativas 
á bienes nacionales tengan puntual y exacto 
cumplimiento, comunicando ai efecto las ór- 
denes oportunas. 

Art. 4. ü Circulará los Reales decretos y 
resoluciones que emanen dei Ministerio de 
Hacienda, correspondientes á esta ley, á las 
autoridades y jefes á quienes corresponda. 

Art. 5." Resolverá las dudas que ocur- 
ran,. y en caso necesario las consultará al 
misino Ministerio. 

Art. 6. a Promoverá la investigación de 
las lincas, censos, foros y demás propiedades 
que se hayan ocultado, para que, sin mas 
demora que la indispensable, se incauto de 
ellas el Estado. 

Art. 7. 1> Vigilará constantemente sobre 
el puntual cobro de las rentas pertenecientes 
al Estado, y procurará el aumento de ellas 
i en los contratos sucesivos. 



kk DESAMORTIZACION. (Inst. 31 mayo o5.) 


Art. 8. a Acordará la vénta de frutos en 
los épocas y circunstancias mas ventajosas 
para el Erario, disponiendo se verifique en 
las cabezas de partido judicial, en publica su- 
basta, con intervención del promotor fiscal 
del Juzgado y del síndico del Ayuntamiento. 

Art. 9. a Pedirá directamente á las auto- 
ridades, civiles, eclesiásticas y militares las 
noticias é informes que considere necesarios 
para el mejor servicio, y promoverá con 
toda actividad , ante los Tribunales respecti- 
vos la terminación de los asuntos contencio- 
sos, dando cuenta al Ministerio de cualquier 
entorpecimiento que advierta. 

Art. tO. Siempre que lo juzgue conve- 
niente dispondrá se giren visitas á las depen- 
dencias de su cargo, dando las instrucciones 
oportunas á aquel á quien se cometa su des- 
empeño. 

Art.. i i, Exigirá las fianzas correspon- 
dientes á los comisionados principales, ha- 
ciendo que se consignen en ia Caja gene- 
ral de depósitos los efectos de la. Deuda pú- 
blica, ó metálico, eu que solo se admitirán 
aquellas. 

Art. 12. Siempre que cese un comisio- 
nado principal y la Dirección general de con- 
tabilidad declarase corrientes sus cuentas, le 
expedirá certificación que lo acredite, y en 
su vista se le devolverá la mitad de la fianza; 
la otra mitad le será devuelta cuando el Tri- 
bunal de cuentas expida el finiquito. 

Art. 13. Propondrá al Ministerio de Ha- 
cienda los sugetos que juzgue idóneos para 
desempeñar el cargo de comisionados prin- 
cipales é investigadores. 

Art. 14. Cuado resultare insolvente cual- 
quier deudor por venta de los bienes de que 
se incauta el Estado, dispondrá el Director 
que la acción se dirija contra quien legal- 
mente deba responder, oyendo de antemano 
al asesor genera! de Hacienda. 

Art. 15. Para ocupar las vacantes de ofi- 
ciales que ocurran en la Dirección y en la 
Sección de contabilidad de la misma, pro- 
pondrá al Ministro de Hacienda las personas 
que considere mas idóneas, prefiriendo en 
igualdad de circunstancias á los cesantes con 
sueldo. 

Art. P5, Podrá suspender y proponer la 
separación de comisionados principales, se- 
gún convenga al servicio público. 

Art. 17. Propondrá también al Ministe- 
rio de Hacienda la suspensión ó separación 
de los empleados de Real nombramiento que 
falten á sus deberes. 

Art. 18. Nombrará y separará (\ los es- 
cribientes, porteros y mozos de la Dirección. 

Art. 19. Podrá conceder á los empleados 


licencia por dos meses, para dentro y fuera 
de la córte cuando se pida con justo motivo, 
sujetándose en esta parte á lo resuelto en 
R. O. de 10 de diciembre último. 

Art. 20. Cuando en los expedientes gu- 
bernativos se mezclen puntos de derecho, 
oirá el dictámen del asesor general de Ha- 
cienda. 

Art. 21. Cuidará el director .de que el 
despacho de los negocios que le están enco- 
mendados marchen con la celeridad que re- 
clama su importancia, evitando largas trami- 
taciones, siempre que lo permita la índole 
especial de cada uuo, y no perjudique al ór- 
don y Ja claridad. 

Art. 22. Es de las atribuciones de la Di- 
rección acordar, á instancia de los interesa- 
dos, que estos hagan los pagos de lo que 
adeudan en una provincia, en la Tesorería de 
Madrid, ó en cualquiera otra del Reino (1). 

TITULO II. 

Dtó LOS GOBERNADORES. 

Art. 23. Los Gobernadores civiles son la 
autoridad superior gubernativa eu las pro- 
vincias, en lo relativo á la administración, 
invei ligación y venta de los bienes compren- 
didos en Ja ley de i.° del actual. 

Art. 24. És de su incumbencia cumplir 
y hacer que se cúmplanlas Reales disposicio- 
nes y órdenes que se comuniquen por la Di- 
rección concernientes al ramo, y procurar 
el aumento de valores. 

Art. 25. Siempre que en bien del servi- 
cio se impetre su autoridad por los comisio- 
nados principales, harán uso de ella con todo 
el celo que reclama el interés público. 

Art. 26. Cuando ocurran gastos extraor- 
dinarios y obras de pronta ejecución, cuyo 
presupuesto no exceda de 1.000 rs., pueden 
aprobarlos; prévia censura de ia Contaduría, 
sin perjuicio de dar cuenta á la Direcciou. 

Art. 27. A propuesta de ios comisiona- 
dos dispondrán los remates de las lincas cu- 
yos expedientes estén terminarlos. 

Art. 28. En los asuntos gubernativos 
que se controviertan puntos de derecho, 
oirán el dictámen de los letrados represen- 
tantes de la Hacienda pública. 

Art. 29. Expedirán los despachos de 
apremio contra deudores por rentas cuando 
lo reclamen los comisionados principales, y 
en caso de insolvencia contra quien deba 
responder, cousultando á la Dirección si 
ocurriese duda. 


(í) Véase la circular de 2b enero de 1867, 
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Art. 30. Podrán proponer la suspensión 
de los comisionados principales, siempre 
que hubiese justo motivo para ello, remitien- 
do á la Dirección el expediente original para 
la resolución que proceda. 

TITULO III. 

DE LOS COMISIONADOS PRINCIPALES. 

Art. 31. Los comisionados, por tal con- 
cepto, son los encargados principales de la 
administración de los bienes del clero y de- 
más de que trata el art. t.° de esta instruc- 
ción, así como de la investigación y venta 
de todos los comprendidos , y no exceptua- 
dos en la ley de 1 ° de este mes, con depen- 
dencia inmediata de la Dirección general de 
venta de fincas, y de los Gobernadores civiles. 

Art. 32. Los Gobernadores civiles con 
un diputado provincial, el comisionado de 
ventas de lincas, el contador de Hacienda 
pública, el procurador síndico del Ayunta- 
miento y tíos contribuyentes, uno de ellos 
de los que paguen mayor cuota, designados 
por el Gobernador en la capital de. provin- 
cia, se liarán cargo, bajo relación según mo- 
delo núm. l.°, que presentarán los actuales 
poseedores, administradores y mayordomos, 
ínterin se forman los inventarios de los bie- 
nes, censos, foros y demás propiedades ecle- 
siásticas de los dei Estado, no exceptuados; 
de los de las órdenes militares y de los del 
secuestro del ex-infante D. Carlos, que la 
citada ley de t.° del corriente declara per- 
tenecer á la Nación para su venta. 

Art. 33. Asimismo , aun cuando conti- 
núan administrándose como basta aquí los 
bienes de propios, beneficencia é instruc- 
ción pública, presentarán idénticas relacio- 
nes los administradores, mayordomos ó per- 
sonas encargadas de las corporaciones que 
los posean y usufructúan, sin perjuicio de 
exhibir á los Gobernadores civiles para que 
se tome nota circunstanciada de ellos, los 
títulos de pertenencia y antecedentes en vir- 
tud de los cuales disfrutan respectivamente 
las rentas de las propiedades rústicas y ur- 
banas, censos, foros y demás de que se trata. 

Art. 34. Estas relaciones han de entre- 
garse precisamente á la Junta designada en 
el art. 32, por conducto de los Gobernado- 
res civiles, para el dia 30 de junio próximo 
lo mas tarde. 

Art. 35. Los Ayuntamientos formarán 
también, con toda prontitud, relaciones igua- 
les á las anteriores de los prédios que radi- 
quen en sus términos, y otra por separado 
de las fincas, censos, foros y demás propie- 
dades del clero que existan én sus jurisdic- 


Clones, y cuyo disfrute tengan eclesiásticos 
forasteros, no habiéndose comprendido por 
lo mismo en aquellas, aunque en su dia de- 
ban enajenarse. Se exceptúan únicamente 
de esta disposición las lincas y pertenencias 
de las capellanías de sangre. 

Art. 36. Cualquiera de los comprendidos 
en los artículos anteriores que al dar la re- 
lación, ocultase fincas, derechos y acciones 
de las determinadas en la ley, incurrirá en 
las penas señaladas por Jas leyes fiscales con- 
tra los defraudadores y ocultadores de ios 
intereses de la Hacienda, sin perjuicio de las 
demás á que haya lugar, si á la defraudación 
acompañasen otros delitos. En las mismas 
penas incurrirán lo.-; inquilinos, arrendata- 
rios, colonos y censatarios que continuasen 
satisfaciendo rentas por prédios rústicos, ur- 
banos y censos de los no incluidos en las 
relaciones, y sin declarar los que se hallen 
en este caso. 

Las relaciones se expondrán al público, 
durante un mes, en lodos los pueblos de la 
Monarquía, y pasado, el omiso incurrirá en 
la expresada responsabilidad. 

Art. 37. Los comisionados principales 
formarán inventarios separados de las fin- 
cas rústicas, urbanas, censos y foros de que 
se incauten, señalando el número correlati- 
vo ó de orden para cada clase, la proceden- 
cia respectiva, la situación, linderos, y cali- 
dad de Jas fincas, las cargas á que se bailen 
afectas y el capital que estas representen, 
con sujeción á los modelos núm. 2. 

Art. 38. También se hará constar en los 
libros-inventarios los censos, foros, adenlas, 
memorias, obras pías y todas las otras pen- 
siones ó tributos que se paguen al clero, san- 
tuarios, cofradías, ermitas y demás bienes 
eclesiásticos, á la instrucción pública, bene- 
ficencia y propios. 

Art. 39. A medida que se verifiquen las 
entregas de las relaciones designadas en el 
art. 32, remitirán los comisionados á la Di- 
rección general los referidos inventarios, 
quedándose con copia autorizada de ellos pa- 
ra abrir los libros de registro, que serán 
exactamente iguales en cada una de las pro- 
vincias. 

Art. 40. Llevarán con la debida separa- 
ción y claridad los libros y cuentas de admi- 
nistración de los bienes que estén á su car- 
go, y anotarán en los inventarios las ventas 
que se ejecuten de la misma procedencia. 
Lo propio ha de hacerse respecto á los de- 
más bienes. 

Art. 41. Recogerán de las Administra- 
ciones de rentas, bajo inventario por dupli- 
cado, todos los libros, documentos y papeles 
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que existan en ellas pertenecientes á bienes 
nacionales, de cuya administración se en- 
cargan. 

Art. 42. Las rentas en especie y en me- 
tálico constituyen cargo á los comisionados, 
quienes no solo serán responsables do lo que 
reciban, sino de lo que dejen de cobrar por 
negligencia en los respectivos plazos ó men- 
sualidades. De ello llevarán la correspondien- 
te cuenta á cada arrendatario, censatario y 
colono. Para abrir estas cuentas individuales 
harán que seles exhiban los últimos recibos de 
loque hayan satisfecho á los administradores 
de los bienes del clero y á los mayordomos 
de fábricas, ermitas, santuarios, cofradías y 
demás encargados de propiedades eclesiásti- 
cas, como también á los administradores de 
las de que se incauta el Estado, anotando 
como primera partida del cargo el plazo ó 
mensualidad pendiente por renta ó censo 
desde que se satisfizo la última, y al frente 
lo que se vaya pagando, conforme al modelo 
núm. 3. 

Art. 43. Todos los meses indefectible- 
mente entregarán en Tesorería las cantida- 
des que recauden en metálico , cuyas cartas 
de pago serán los únicos documentos de da- 
ta con que justifiquen sus cuentas. 

Art. 44. Los granos ó cualquiera otra es- 
pecie que reciban los conservarán hasta que 
la Dirección general determine su venta, co- 
municándoles al intento orden expresa y el 
producto lo entregarán también en la Teso- 
rería. 

Art. 45. Los comisionados no pueden re- 
cibir de los arrendatarios, ó colonos, otra 
clase de granos ó especies que aquellas que 
fueron contratadas cuando celebraron los 
arriendos, y con las condiciones estipu- 
ladas. 

Art. 46. Para que la Dirección disponga 
las ventas con todo conocimiento, remitirán 
los comisionados cada qnince dias nota de 
precios corrientes en el mercado, estado de 
los granos pertenecientes á la Nación, aspec- 
to de la cosecha, extracción de frutos, y 
cuanto conduzca á conocer la oportunidad 
de la venta. 

Art. 47. En lo sucesivo no se hará nin- 
gún arrendamiento á pagar en frutos, sino á 
metálico, teniendo presentes los precios que 
resulten del ano común del último quin- 
quenio, con obligación de conducirlo eí co- 
lono de su cuenta, y entregarlo al comi- 
sionado subalterno , ó principal , si perte- 
neciese la finca arrendada a! partido de la i 
capital. 

Art. 48. Cuando se reciban los granos, 

6 cualquiera otra especie , cuidará el eomi- 
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sionado, bajo su responsabilided, de que las 
calidades sean buenas para que no desme- 
rezcan en el acto de la venta. 

Sin perjuicio del pago en especie, que con 
arreglo á sus contratas tengan derecho á ha-' 
cer los arrendatarios, colonos y censatarios, 
el Gobierno podrá conmutar y admitir el abo- 
no á metálico en la proporción equivalente 
al valor de los frutos. 

Art 49. Dispondrán con anticipación las 
subastas que determine la Dirección , dando 
previo conocimiento de ello á los Goberna- 
dores civiles y Contadurías. 

Art. 50. Para quería Dirección general 
ponga mensualmente á disposición del Go- 
bierno lo que deba ingresar en Tesorería, es 
indispensable que los comisionados sean tan 
eficaces en el cobro como exige la importan- 
cia de este servicio. Cualquiera omisión les 
infiere responsabilidad, como no se acredite 
documentalmente que han sido insuficientes 
los medios empleados para realizar el cobro, 
Y esto se hará presente á la Dirección tan 
brego como se hayan apurado las gestiones 
que puede emplear el comisionado con la 
autoridad del Gobernador de la provincia, 

Art. 51. Las contribuciones que se ha- 
llen impuestas sobre los bienes de que se in- 
caute el Estado , se satisfarán por los arren- 
. datarios , colonos y censatarios , ú ios cuales 
se les admite como efectivo lo que acrediten 
. haber pagado por aquel concepto mediante 
¡ los recibos del recaudador. 

Art. 52. Si á los quince dias de cum- 
plido el plazo de cada débito no se hubiese 
satisfecho, se pasará al deudor un aviso con- 
minatorio para que dentro del término im- 
prorogable de quince dias verifique el pago, 
en la inteligencia de que cumplido este últi- 
mo se procederá al apremio. Al efecto los 
comisionados con certificación del importe 
del débito y nombre del deudor , pedirán el 
despacho correspondien te al Gobernador ci- 
vil, y observarán en cuanto á las dietas lo 
que está prevenido sobre este particular. 

Art. 53. Si se suscitare duda ó reclama- 
ción por parte de los legítimos interesados 
sobre que se considere como del Común una 
finca comprendida en la clase de Propios, 
será objeto de un expediente que se instruirá 
con todos los antecedentes que puedan acla- 
rar su verdadera naturaleza , circunstancias 
del predio . época ú origen de su posesión y 
en virtud de qué título. Éste expediente con- 
tendrá el informe del Ayuntamiento mani- 
festando si se ha aprovechado de veinte años 
acá, por el común de vecinos. Asimismo se 
oirá á la parte fiscal como representante de 
la Hacienda y ala Diputación provincial. Ter- 
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minado el expediente, se pasará original por 
e) Gobernador, con su dictamen á la Direc- 
ción, para que el Gobierno resuelva lo que 
proceda, oyendo previamente, en su caso, 
al Tribunal Supremo cor.tencioso-adminis- 
trativo, conforme ai párrafo 9.° del arl. 2.° : 
de la ley (i). 

Art. 54. Los comisionados darán cono- 
cimiento á Ja Dirección de los predios rústi- 
cos , urbanos , censos, foros y cargas que se 
fueren descubriendo , y del estado de las ac- 
tuaciones y entorpecimientos que experi- 
menten los investigadores, proponiendo á la 
vez cuanto consideren conveniente para ale- 
jar lodo obstáculo que se oponga á la rápida 
marcha de este servicio. 

Art. 55. Los Alcaldes y Ayuntamientos, 
así como las oficinas públicas, están en el 
deber de facilitar á ¡os comisionados iodos 
Jos antecedentes necesarios para aclarar el 
punto de que trata el artículo anterior, y por 
regia general, para cuanto conduzca al'buen 
servicio de este importante ramo. 

Art. 56. Hasta el 30 de junio de este año 
percibirán y se imputarán á sus respectivos • 
poseedores, las rentas de los bienes de que . 
se incauta el Estado en virtud de la ley de 
i.° del corriente; desde l.° de julio las per- 
cibirán directamente los comisionados como 
representantes de ía Administración pública 
que es la encargada de este servicio. 

Art. 57. Los arrendamientos que hayan 
de verificarse cuando venzan los contratos 
actuales, si estuvieren dentro del término 
de un año que se designa en el art. 28 de la 
ley, se reducirán á escritura pública cuando 
las fincas sean de mayor cuantía, aseguran- 
do el cumplimiento de las condiciones que 
se estipulen. 

Los arrendamientos se verificarán en pú- 
blica licitación, y en ningún caso bajará el 
precio del nuevo contrato déla cantidad que 
en el dia se pague. Si ofreciese cualquier 
duda el nuevo arriendo, consultará el comi- 
sionado á la Dirección antes de contraer un 
compromiso formal. 

Para el arriendo de fincas de menor cuan- 
tía no se otorgará escritura, ni tampoco para 
los de casas, huertas y demás que se paguen 
mens símente; pero sí una garantía ó fianza 
correspondiente á su entidad. 

Los do los molinos, hornos, posadas y otras [ 
fincas do este género, se harán también por \ 
medio de escritura pública. 

Art. 58. Para que la administración, in- i 
vestigacion y venta de los bienes especifica- i 


(i) Véase la circular de 4 de agosto de 1860. 


dos en la ley de l.° de este mes guarde per- 
fecta armonía en todos sus extremos con las 
de las rentas y contribuciones, el estableci- 
miento de los comisionados será por provin- 
cias económicas. 

Art. 59 Cuando la necesidad lo exija lia- 
rán los comisionados formar presupuestos de 
las obras, reparos y oíros gastos que deban 
ejecutarse, con exjrresion de su importe, y 
con informe de la Contaduría los pasarán á 
Ja aprobación del Gobernador, no excedien- 
do de 1.000 rs. Si pasaren de esta cantidad 
se remitirá el expediente instruido á la Di- 
rección. * 

Art. 00. Exigirán de los comisionados 
subalternos cuentas mensuales con la debi- 
da distinción de caudales y especies , para 
que sirvan de justificación á las que ellos 
deben rendir á la Dirección general de con- 
tabilidad, y de la cual remitirán copia á la de 
ventas de bienes nacionales. 

Art. 61 . Los fiscales y promotores fisca- 
les serán los representantes de la Hacienda 
en los asuntos contenciosos pertenecientes 
al ramo; y los comisionados están, en el de- 
ber de facilitarles todas las noticias y antece- 
dentes que necesiten para evacuar su come- 
tido. 

Art. 62, Los comisionados principales 
son los secretarios de los Gobernadores en 
lo relativo á bienes nacionales, y en tal con- 
cepto despacharán con los misinos, dándo- 
les cuenta de los asuntos que ocurran. 

Art. 63. En caco de fallecimiento, sus- 
pensión , ausencia injustificada ó en cual- 
quiera otro en que física, moral ó lega finen- 
mente tuvieran los comisionados imposibili- 
dad de continuar en el desempeño de sus 
funciones, el Gobernador civil , y donde no 
le baya el Alcalde, dispondrá que á presen- 
cia suya, del comisionado, cuando sea posi- 
ble, y del contador en las capitales, se haga 
el recuento de las existencias y la medición 
de los frutos, extendiéndose acta de lodo por 
duplicado. 

Cuando la personalidad del comisionado 
no pueda tener lugar, representará sus inte- 
reses en dicho acto, y presenciará la entre- 
ga al su ge lo que determine el Gobernador, 
ó el Alcalde en su caso, de los papeles, cau- 
dales y frutos de la comisión, uno de sus 
mas próximos parieht.es, y si tampoco pudie- 
se verificarse esto, d s vecinos ú hombres 
buenos designados por la autoridad. 

Art. 64. Cualesquiera que sean los datos 
que se necesiten para la instrucción de al- 
guna causa civd ó criminal, no podrán ex- 
traerse libros, documentos ni papeles, de 
las comisiones; pero se permitirá sacar co- 
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pias ó testimonios de los que necesiten los 
jueces, prévio conocimiento de los Goberna- 
dores, exhibiéndose al efecto por los comi- 
sionados ios documentos á que se contraiga 
el pedido. 

Art. 65. Los comisionados principales 
nombrarán libremente , y bajo su responsa- 
bilidad, los comisionados subalternos, dan- 
do conocimiento á la Dirección y al Gober- 
nador. 

Art. 66. Los comisionados darán fianza 
con arreglo á lo prevenido sobre la materia 
por la cantidad que señale la Dirección. 

Art. €7. En ausencia <3 enfermedad se- 
rán sustituidos por las personas que desig- 
nen de su cuenta, cargo y riesgo, debiendo 
dar conocimiento á la Dirección y al Gober- 
nador. 

Art. 68. Los comisionados principales 
gozarán por remuneración de su trabajo el 
3 por 100 de las cantidades que ingresen en 
Tesorería por cualquier concepto proceden- 
tes del partido de la capital, exceptuando las 
que produzcan las ventas, por las cuales se 
les señala y 4 por 100; y de las recaudacio- 
nes que procedan de las comisiones subal- 
ternas tendrán el 1 por 100. 

Ar'. 69. Caso de que la Dirección hicie- 
se uso de la facultad que se la concede por 
el art. 22, los comisionados principales de 
las provincias de que procedan los débi os 
tendrán derecho al abono del 3 por 100. 

Art. 70. Se abonará á los comisionados 
el coste de la correspondencia de oficio, á 
cuyo fin se Ies facilitarán los sellos necesa- 
rios, no estando obligados á recibir las car- 
tas que carezcan de este requisito. Llevarán 
cuenta de los sellos que reciban. 

Art,. 71. Asimismo se les abonarán los 
gastos de conducción de papeles que por su 
volumen no pueda hacerse por el correo, 
justificando el pago cou los recibos de los con- 
ductores y los avisos originales de ias re- 
mesas. 

Art. 72. También se les abonarán losgas- 
tos extraordinarios que origine la formación 
de inventarios, á razón de 8 rs. diarios por 
cada uno de los escribientes que se ocupen 
en este trabajo durante treinta dias lo mas, 
los déla traslación de efectos, y el alquiler 
de paneras para los frutos. 

Art. 73. Para percibir sus premios prece- 
derá liquidación de la Contaduría. 

Art. 74. Son de su cuenta todos los gas- 
tos de oficina y sueldos de sus dependientes 
en número suficiente para que no sufra en- 
torpecimiento ni retraso el servicio público, 
bajo la mas estrecha responsabilidad del co- 
misionado, 


TITULO IV. 

DE LOS COMISIONADOS SUBALTERNOS. 

Art. 75. Los comisionados subalternos 
serán nombrados por el de provincia, á quien 
darán la correspondiente garantía, rindién- 
dole mensual mente sus cuentas, y ejecutarán 
lo que les ordene, como único responsable á 
la Hacienda. 

Art. 76. Por remuneración de su trabajo 
y gastos de oficina, percibirán el 3 por i 00 
sobre las sumas á metálico que ingresen en 
Tesorería, pertenecientes al distrito que tie- 
nen á su cargo. Además se les abonarán los 
alquileres de’paneras para los frutos, sin otra 
bonificación . 

TITULO V. 

DE LOS INVESTIGADORES. 

Art. 77. Los investigadores se ocuparán 
en descubrir las fincas, censos, foros y cua- 
lesquiera otras propiedades de las compren- 
didas en la ley de l.° de este mes que se hu- 
biesen ocultado por sus poseedores, ó cuya 
existencia se ignore. 

Art. 78. También es deber de los mismos' 
averiguar si eDtre los prédios comunales figu- 
ran algunos que no hayan sido ó sean de 
aprovechamiento común ó si por U contrario 
existen bajo el concepto de Propios, fincas 
del Común, destinadas á usos particulares. 
En cualquiera de estos casos instruirán e! 
oportuno expediente informativo, y lo pasa- 
rán sin dilación al comisionado principal /pa- 
ra que este le dé el curso que corresponda. 

Art. 79. Para facilitarles el buen desem- 
peño de su cometido se les dará nota expresi- 
va de las fincas, censos, foros y demás dere- 
chos pertenecientes al Estado', que se bailen 
comprendidos en los inventarios. También se 
les exhibirán todos los antecedentes que obren 
en ios archivos de ias oficinas públicas, así 
civiles como eclesiásticas, relativos á las cor- 
poraciones poseedoras de los bienes com- 
prendidos en la ley de primero de este mes. 

Art. 80. Terminadas las diligencias loca- 
les, hasta el punto de 'cerciorarse de la exis- 
tencia de los prédios, censos y foros que no 
consten los inventarios, con expresión de los 
llevadores y censatarios , pasarán los expe- 
dientes á los comisionados principales para 
que estos completen su instrucción dentro 
del plazo menor posible: y si resultase com- 
probada la ocultación, darán cuenta á la Di- 
rección general, remitiendo el expediente 
para que resuélvalo que crea justo. 

Art. 8i. Una vez terminados los expe- 
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dientes y declarada la ocultación de los bie- 
nes, se incautará el Estado de ellos, cualquie- 
ra que fuere su procedencia, siendo esta de 
las comprendidas en la ley. En este caso se 
abonara al contado al investigador el 10 por 
100 de los capitales de censos, el 15 del valor 
en tasación de los prédios urbanos, y el 20 
de los rústicos: así como también un 3 por 
100 al comisionado del punto donde radiquen 
si fuese subalterno, y el 1 por 100 al princi- 
pal no siendo del partido de la capital, ade- 
mas del 3 por 100 en este caso. 

TITULO IV. 

DE LOS CONTADORES. 

Art. 82. Los contadores de Hacienda pú- 
blica son los jefes de la contabilidad en las 
provincias, y por tanto los encargados de 
reunir y custodiar los títulos y documentos 
de pertenencia correspondientes á los bienes 
que se ponen en venta, como también todos 
los datos necesarios para saber los productos, 
cargas de justicia, y gastos, procediendo sin 
levantar mano ala formación de inventarios 
detallados, según su origen y numeración 
correlativa, ó de orden, de cada una de las 
tincas rústicas, otro de las urbanas, y otro de 
censos, foros y demás cargas en pro y contra 
de los bienes declarados en venta, para que 
por ellos desempeñen igual servicio los comi- 
sionados. 

Art. 83. Los contadores de provincia to- 
marán doble razón de entradas y salidas per- 
tenecientes al ramo de fincas, en su cuenta 
separada, con expresión de procedencias y 
objetos. 

Art. 84. Debiendo saber las cantidades á 
metálico que mensualmente lian de ingresar 
en las Tesorerías, es de su incumbencia exi- 
gir que este servicio se cumpla con toda 
puntualidad. 

Art. 85. Los contadores remitirán re en- 
sila! mente á la Dirección copias de las cuen- 
tas de gastos públicos en la parte respectiva 
al ramo de bienes nacionales. 

Art. 80. Los contadores de provincia re- 
mitirán á la Dirección de ventas de bienes 
nacionales, estados de los ingresos y gastos 
de! ramo, según resulte en cada arqueo que 
se verifique. 

Art. 87. Concurrirán á las subastas de 
arriendo de los bienes mandadas celebrar 
por órdenes superiores. 

Art. 88. Custodiarán en las Contadurías 
las escrituras dearriendo y las de fianzas con- 
siguientes á ellos, después de asegurarse de 
la legitimidad y valor de las hipotecas, y de 


haber recaído la aprobación de los Goberna- 
dores. 

Art. 89. Examinarán los documentos en 
que se funde el pago de cargas de justicia: y 
si ofreciese duda alguna de las tenidas hasta 
ahora por corrientes, lo manifestarán á los 
comisionados, para que Jos interesados sal- 
ven los defectos; no haciéndolo estos, con- 
sultarán á los Gobernadores, quienes, en ca- 
so necesario, lo liarán á la Dirección. 

Art. 90. Son responsables los contadores 
de todo pago que con su intervención se ha- 
ga no autorizado por Reales órdenes, por 
la de la Dirección de ventas de bienes ó por 
los Gobernadores. Para esto ha de preceder 
su examen, á lin de que ningún reparo ofrez- 
can en el Tribunal de cuentas las de los co- 
misionados principales. 

Art. 9f. Los contadores y comisionados 
mantendrán entre sí la armonía mas perfec- 
ta para que no se cause perjuicio á la Hacien- 
da, y se comunicarán verbal v recíprocamen- 
te cualquiera falta que se cometiese para el 
oportuno remedio. 

Si esta fuese de gravedad, se dará cuenta 
á la Dirección. 

Art. 92. Es4ambien propio ue los conta- 
dores vigilar la conducta de los comisiona- 
dos subalternos con relación ai cumplimien- 
to de sus deberes, y comunicar á los princi- 
pales lo que pueda afecfiir su responsabili- 
dad, para que adopten ei remedio que crean 
conveniente. 

La mismavigilancia ejercerán sobre ¡os in- 
vestigadores. 

TITULO VII. 

DE LA VENTA DE FINCAS. 

Art. 93. Para llevar á efecto lo dispuesto 
en ia ley de i.° de mayo se formará en la 
Dirección general de ventas de tincas del Es- 
tado una Junta denominada superior de ven- 
tas , compuesta del director, presidente; dos 
senadores, dos diputados, dos altos funciona- 
rios pasivos, dos personas notables por su 
ciencia, arraigo y probidad, el asesor general 
de Hacienda, y un secretario que lo será un 
subdirector del ramo. 

Hasta que se haya constituido el Senado, 
en lugar de dos, serán cuatro los diputado» 
vocales, 

Art. 94. La misma Dirección abrirá un 
registro general de todos los bienes, censos 
y derechos declarados en venta por dicha ley 
el cual se arreglará af modelo núm. 1 . 

Art. 95. Dispondrá Ja Dirección general, 
en unión con la Junta, que por las Contadu- 
rías de Hacienda pública y comisionados se 
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orinen, con arreglo á dicho modelo, regis- 
tros parciales, remitiéndose cada quince dias 
copias de las fincas, censos y demás que se 
vajan registrando á fin de poder formar el 
general de que trata el artículo anterior. 

Art. 96. Entenderá también la Junta de 
ventas: 

En los expedientes que se promue- 
van sobre las excepciones de que habla el ar- 
ticulo 2." de la citada ley. 

2. ° En las denuncias de fincas y efectos 
de que la nación se halle privada, y en la de- 
claración á favor del denunciador, cuando lo 
crea justo, del premio determinado en el tí- 
tulo V, art. 81 de esta instrucción. 

3. ° En los de reclamación de pago de las 
cargas ó créditos á que estén afectos los bie- 
nes comprendidos en el art. l.“ de la expre- 
sada ley de 1 de mayo. 

4. ° Ed ios expedientes que se promuevan 
sobre división de fincas, conveniencia ó in- 
conveniencia de la enajenación de cualquie- 
ra de ellas. 

5. ° En los expedientes de subasta adju- 
dicando al mejor postor la finca ó fincas re- 
matadas, ó en la suspensión de dicho acto en 
los casos que hubiese fundado motivo para 
ello. 

6. ° En ios sorteos que hayan de cele- 
brarse cuando la postura mas alta en los re- 
mates de una finca, así en la córte corno en 
la capital y partido , fuese igual , á cuyo acto 
asistirá el juez y escribano que hubiesen en- 
tendido en la subasta. 

7. ° En la aprobación de los expedientes 
de redenciones de censos , foros , arrenda- 
mientos anteriores alaño de 1800, que no 
excedan de 1.100 rs., y demás impuestos á 
favor de los bienes de que se trata. 

8. ° En la resolución de todas las recla- 
maciones ó incidencias de ventas de fincas, 
censos ó sus rendenciones, así como en 
las que se hallen pendientes de las verifica- 
das á consecuencia de los decretos de 1820 
y 19 de febrero de 1836, 

9. °^ Y últimamente resolverá ó consulta- 
rá al Gobierno, dando su dictamen, cuantas 
dudas le ocurran, y las resoluciones que es- 
tén fuera de sus atribuciones. 

Art. 97. Los acuerdos de la Junta supe- 
rior serán comunicados por el director. 

Aft. 98. A fin de que la Junta superior 
pueda resolver con el debido acierto y mayor 
ilustración, se creará otra en cada provincia, 
compuesta del Gobernador, de un diputado 
provincial, del contador de Hacienda públi- 
ca, de un mayor contribuyente, un concejal 
nombrado por el Ayuntamiento y del comi- 
sionado de ventas, que hará de secretario, ó 


por su ausencia y ocupación, persona que le 
represente. 

Art. 99. Esta Junta entenderá en todos 
los asuntos encomendados á la superior ex- 
cepto en los á que se refieren los casos 5. ü 
y 7.° del art. 96, mediante á que estos son 
peculiares del Gobernador y oficinas del ra- 
mo, siempre que no haya reclamación. 

Art. 100. Por consecuencia del artículo 
anterior, la junta instruirá los expedientes 
de que tratan los casos i.°, 2.°, 3.°, 4.° y 8.°, 
y con su dictamen los remitirá á la superior 
para su resolución ó consulta al Gobierno, 
Esta remisión se hará por ios Gobernadores 
a la Dirección del ramo. 

Art. 10 í. Dispondrá también que por las 
oficinas del mismo se formen registros de to- 
das las fincas, censos, foros y demás de que 
tratan la ley de l.° de este mes, arreglados 
al modelo número 2; así como también qué * 
cada quince dias se remitan á la superior 
notas de las que fueren registrando. 

Arb. 102. En la instrucción de los expe- 
dientes de subasta, redenciones de censos y 
su venta, entenderán los Gobernadores, la 
Contaduría de Hacienda pública, los comisio- 
nados del ramo, los jueces de primera instan- 
cia y los especiales de Hacienda, donde los 
haya, y los escribanos que se designen. 

Árt. 103. Con arreglo á lo dispuesto en 
el artículo anterior, corresponde á dichos 
funcionarios lo siguiente: 

A los Gobernadores. 

1 . ° Mandar publicar en el Boletín oficial 
listas de los bienes, censos y derechos de 
que se haya incautado el Estado con expre- 
sión de su' procedencia , pueblo donde radi- 
can, cabida y renta que producen. 

2. ° Remitir dos ejemplares del Boletín á 
la Junta superior áíiñ de que por esta se ha- 
ga insertaren el Boletín oficial general. 

3. “ Nombrar los peritos, arquitectos v 
agrimensores que deben proceder á la tasa- 
ción y división de las fincas, prévia propues- 
ta de los comisionados. 

No será circunstancia precisa que los pe- 
ritos sean aprobados por la Academia. Los 
maestros alarifes de práctica é inteligencia 
podrán ser nombrados aunque carezcan de 
aquel requisito. 

4. ° Recibir las peticiones de los que de- 
seen adquirir bienes uacionalcs, y después de 
informar las oficinas, disponer que se proce- 
da á la tasación y capitalización. Si por indi- 
caciones confidenciales, ó de otro modo, tu- 
viese motivo para creer útil la venta de una 
ó varias fincas aunque no se pidan, dispon- 
drán que se tasen y capitalicen. 
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5. c Señalar día y hora para la subasta, 
si ño hubiere reclamación sobre división, ó 
de cualquiera otra clase, en cuyo caso sus- 
penderá el señalamiento y ordenará se for- 
me el oportuno expediente, para que, dando 
conocimiento á la Junta y emitiendo esta su 
dictamen, se eleve á la resolución de la su- 
perior. 

Para la instrucción del expediente , dictá- 
men de la Junta provincial y remisión á la 
superior, solo mediará el tiempo de quince 
dias. 

6 ® Aprobar los actos de los expedientes 
de subasta, y por el primer correo remitir á 
la Junta superior los testimonios para que 
haga la adjudicación al mejor postor y publi- 
que su nombre. 

7. ° Comunicar al juez del remate las ór- 
denes de su adjudicación, á fin de que acuer- 
de su cumplimiento. 

8. ° Disponer que las oficinas instruyan 
los expedientes de los censos, foros y demás 
cargas que, como pertenecientes á bienes 
nacionales, se pida su redención. 

9. ° Reclamar de la Diputación provincial 
ó de los Ayuntamientos de los pueblos de su 
respectiva provincia, certificaciones de los 
precios que hayan tenido en el decenio do 
1845 á 1854 los granos, caldos y demás es- 
pecies que se recolecten. 

10. Hacer que por las oficinas del ramo, 
en vista de dichas certificaciones , se sa- 
que el término medio del precio que corres- 
ponda á cada especie á fin de que el que re- 
sulte, bien sea en general bien por loca- 
lidades, sirva de tipo para las capitalizacio- 
nes de las fincas . censos , foros y demás 
cargas, cuyos rendimientos sean á pagar en 
dichas especies. 

11. Disponer que el precio que resulte 
so publique en el Boletín oficial remitiendo 
dos ejemplares á la Junta superior. 

12. Cuidar de. que, notificado que sea el 
comprador de habérsele adjudicado la lin- 
ca, ó el censatario de haberse, accedido á 
la redención, se verifique el pago del primer 
plazo en el término que. se marca, dando 
prévio aviso, y que los sucesivos los bagan 
con la oportunidad debida , ó sea al venci- 
miento de los plazos, con solo la concesión 
de quince dias. 

13. Convocar á la Junta provincial de 
ventas para celebrar las sesiones, que serán 
por lo menos dos cada semana. 

14. Comunicar y hacer cumplir á las ofi- 
cinas del ramo y demás que intervengan en 
la venta de bienes nacionales, las órdenes 
que se expidan por la superioridad-. 

15. Y por último, vigilar y cuidar que se 


lleve á efecto cuanto por esta instrucción se 
previene. 

A los contadores de Hacienda pública. 

1 . ° Formar y tener siempre al corriente 
los registros de fincas, censos y demás perte- 
nencias de la Nación , los cuales estarán 
arreglados al modelo núm. 2, y á disposi- 
ción de cuantos quisieren enterarse de ellos. 

2. ° Suministrar á los peritos tasadores, 
en unión con el comisionado de ventas, cuan- 
tos datos y noticias puedan contribuir al me- 
jor desempeño de su encargo. 

3. ° Practicar las capitalizaciones de las 
fincas, censos y demás que hayan de subas- 
tarse ó redimirse. 

4. ° Sacar el término medio, ó sea el pre- 
cio del decenio de 1845 á 1854 de los gra- 
nos, caldos y demás especies, á fin de formar 
las capitalizaciones de los bienes y censos 
cuyos rendimientos sean á pagar en dicha 
forma. Para esta operación se tendrán pre- 
sentes los testimonios de que trata este ar- 
tículo y obligación décima de los Gober- 
nadores. 

5. ° Hacer la liquidación y rebaja de las 
cargas á que estén afectas las fincas que de- 
ban quedar por cuenta del comprador. 

Se tendrá presente para este objeto que 
solo debe deducirse el importe de Jas cargas 
á favor de particulares ó de aquellos que cor- 
respondan á los bienes que por la ley están 
exceptuados; mas no las que pertenezcan á 
los que por la misma se hallan declarados en 
venta, inclusa la de aposento, pues estas han 
de enajenarse con la finca; pero se hará men- 
ción de las que sean, y se practicará la liqui- 
dación en los términos que marca el mode- 
lo núm. 4. 

6. ° Tomar razón en su registro del nom- 
bre del comprador, haciendo en los demás 
las anotaciones correspondientes. 

7. ° Custodiar y archivar el expediente 
promovido para la venta de la finca, censo ó 
redención de este, formando legajos por pro- 
cedencias, fincas y censos. 

8. ° Evacuar cuantos informes se les exi- 
jan respecto á las fincas, censos y demás 
pertenecientes á la Nación, para lo cual se 
hará cargo de los títulos de propiedad , in- 
ventarios y papeles que se hallen en po- 
der de los últimos poseedores, en cuanto 
sea posible. 

9. ° Intervendrá las cartas de pago que 
se expidan á los compradores, y las obliga- 
ciones que estos presten. 

A los comisionados. 

I .° Tener registros ’ de todos los bieDe 
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nacionales bajo los mismos modelos que los 
contadores, rubricándose ios libros por los 
Gobernadores y aquellos. 

2. u Llevar otro de Jas fincas enajenadas, 
cuva forma se arreglará al modelo num. 2. 

3. ° Proponer á los Gobernadores los pe- 
ritos , agrimensores y arquitectos que en 
nombre del Estado hayan de concurrir a la 
tasación y división de las fincas, siendo cuan- 
do menos uno de aquellos en cada partido, 
y oficiar a' los Alcaldes donde radiquen Jas 
propiedades para que el procurador síndico 
nombre otro que, en unión con el del Esta- 
do, proceda al cumplimiento de su comisión. 

4. ° Formar ó insertar en los Boletines 
oficiales listas de todas las fincas, censos, 
foros y demás cargas correspondientes al 
Estado. 

5 . ü Activar la tasación de todas las fincas 
que se hallen en estado de venta, removien- 
do por sí los obstáculos que se opusieren á 
ello, dando cuenta al Gobernador y á la Jun- 
ta directamente, ^caso necesario, de los entor- 
pecimientos que no estén en su mano re- 
mediar, 

6. ° Suministrar á los peritos, en unión 
con la Contaduría, cuantos datos y noticias, 
puedan contribuir a! mejor desempeño de su 
encargo. 

7. ° Disponer la inserción y publicación 
en los Boletines oficiales y demás periódi- 
cos, de los anuncios relativos á las subastas y 
dias en que deban verificarse, cuidando de 
que trascurran los señalados por esta ins- 
trucción desde el en que se publique hasta el 
del remate; asi como también remitir á la 
Junta superior con la debida anticipación las 
relaciones de Ja doble ó triple subasta, que 
han de insertarse en e! Boletín oficial de 
ventas de Madrid. 

8. u Remitir á los jueces de la capital y 
de los partidos, que han de entender en las 
subastas, el Boletín oficial en que se publi- 
quen las fincas para que disponga se instru- 
ya el oportuno expediente y se celebre el re- 
mate, 

9. ° Oficiar al Alcalde constitucional don- 
de radique la finca para que disponga que en 
los sitios de costumbre se lije el correspon- 
diente edicto en que se exprese la finca, pro- 
cedencia, cabida, tasación, sitio, dia y hora 
de| remate, y ante qué autoridad se celebra, 
exigiendo aviso de haberse ejecutado la fija- 
ción, cuyo documento se unirá al expediente 
de Ja capital ( i ). 

10. Asistir á las subastas firmando estas 


(t j \éase la R. O, de 18 de diciembre 1858. 


y remitir á la Dirección en el mismo dia en 
que se celebren, una nota de las fincas que 
se hubieren rematado, arreglada al modelo 
iuim. 5, con e! V.° B.° del juez de la subasta. 

11. Disponer que después de concluidos 
los remates se extienda por los escríbanoslos 
correspondientes testimonios, y que verifica- 
do esto, se remitan con Jos expedientes por 
su conducto al Gobernador para su apro- 
bación. 

1 2. Procurar que aprobadas que sean las 
subastas se envíen por el primer correo los 
testimonios á la Junta superior. 

13. Instruirlos expedientes de remates 
de fincas, redenciones de censos y de toda 
clase de reclamaciones, tomando y exigiendo 
de la Contaduría de Hacienda pública cuan- 
tos datos é informes crean conducentes. 

14. Conservar en su oficina los expedien- 
tes que se instruyan para la enajenación de 
las fincas, redenciones ó ventas de censos, 
ínterin se concluyen y el comprador verifica 
el pago del primer plazo, en cuyo caso pasa- 
rá el expediente á la Contaduría para que lo 
archive. 

Constará dicho expediente de la petición 
de la finca, ó mandato; del informe que eva- 
cúen las oficinas; de Ja certificación de los pe- 
ritos tasadores; del Boletín oficial donde se 
publique la subasta; de la fecha de la órden 
de Ja adjudicación; del nombre á cuyo favor 
se hizo, y de la cantidad y fecha del primer 
plazo, 

15. Corresponde también á los comisio- 
nados dar cuenta á los Gobernadores de Jas 
lincas que, habiendo sido rematadas en una 
cantidad rigorosamente igual en ambas su- 
bastas, deba celebrarse sorteo, á fin de que 
se verifique este prévia citación á los indivi- 
duos de la Junta, juez y escribano que enten- 
dió en el acto. 

A los jueces de primera instancia, 

1 . ° Concurrir puntualmente á la celebra- 
ción de las subastas con asistencia del comi- 
sionado y escribano, y poner el Y.° IV en la 
nota que con arreglo á la obligación décima 
de los comisionados deben remitirá la Direc- 
ción en el mismo dia en que se verifique el 
remate. 

2. ° Proceder á estos, prévia citación del 
procurador síndico, celebrándose un acto pa- 
ra cada finca, y determinar la duración de 
cada uno de ellos. 

3. a Cuidar de que el escribano actuario, 
durante la subasta, anote sucesivamente las 
posturas y los nombres de los licitadores. 

4. ° Concluir cada remate á favor del su- 
goto que haga la postura mas alta. 
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'S.° Firmar el acta déla subasta 'con el, 
comisionado, escribano y mejor postor, exi- 
giendo á este, si fuese por finca de mayor 
cuantiadla presentación del recibo del último 
trimestre de la contribución que haya paga- 
do, la cual será, cuando meaos, al respecto 
de 500 rs. anuales. 

En delecto de la presentación del recibo 
podrá admitirse fianza de persona de notoria 
responsabilidad á satisfacción del mismo 
juez, del comisionado y del escribano. 

A los postores de fincas de menor cuantía 
se exigirá solamente esta última garantía. 

6. ° Disponer, concluida la subasta, que 
por el escribano se libre testimonio, el cual, 
en unión con el expediente, se remita al Go- 
bernador por conducto del comisionado de 
ventas. 

7. ° Admitir las cesiones que los compra- 
dores hagan en el acto de firmar el remate, 
ó en los dos dias siguientes á la notificación 
de haberle sido adjudicada la finca ó fincas. 

8/ Devueltos que sean los expedientes 
con las órdenes de adjudicación, y previa la 
liquidación de cargas que debe practicar la 
Contaduría de Hacienda pública , dispondrá 
el juez Se notifique á los compradores para 
que realicen el primer pago del precio desús 
remates en el término de ios quince dias si- 
guientes, con apercibimiento de que pasados, 
y no haciéndolo, se procederá á nueva su- 
basta á su costa, y con responsabilidad á pa- 
gar la diferencia que resultase entre el nue- 
vo y anterior remate. 

9. ° Disponer que luego que le sea pre- 
sentada la carta de pago se le dé la posesión 
al comprador. 

10. Otorgar ante el escribano que en- 
tendió en la subasta las correspondientes es- 
crituras, haciendo que se extiendan en los 
impresos que el Gobierno determine, y que 
se tome razón en la Contaduría de Hacienda 
pública yen la de hipotecas del partido á que 
corresponda la finca. 

11 . Concurrir con el escribano de la su- 
basta al sorteo de las fincas que, por haber 
sido rematadas en ambos actos en una mis- 
ma cantidad, exijan dicha circunstancia. 

12. Estampar el Y.° B.° en las notas que 
los escribanos deberán entregar al compra- 
dor, para que cuando verifique el pago del 
primer plazo lo haga también del importe 
del papel sellado que sea necesario para sub- 
rogar el de oficio y común que se hubiese 
empleado hasta qué se verifique la toma de 
posesión. 

A ios escribanos. 

l.° Prepararlos expedientes de subasta, 


sirviendo de cabeza el Boletín oficial donde 
se publique la venta de la finca ó fincas, y el 
oficio de remisión que se acompañe. 

2.° Citar al procurador sinc ico del Ayun- 
tamiento donde haya de celebrarse Ja su- 
basta. 


3. ° Concurrir á los remates con el juez 
y comisionado , anotando sucesivamente las 
posturas y nombres de los sugetos que las 
hicieren. 

4. ° Librar testimonios á la conclusión de 
la subasta, y con remisión de estos y del ex- 
pediente de Ja misma pasarla al comisionado. 

o. ü Extender las diligencias de cesión 
que hicieren Jos rematantes en el acto de la 
subasta, ó á los dos dias de haberse notifica- 
do al comprador la adjudicación de la linca 
ó lincas. 

6. ° Notificar la adjudicación y liquidación 
de cargas al comprador, á fin de que, en el 
término de los quince días siguientes áianoti- 
ficacion verifique el pago, para lo cual se en- 
tregará en el acto el correspondiente testi- 
monio y nota de Jo que deba satisfacer por el 
papel sellado para subrogar el de oficio y co- 
mún que se hubiese empleado, hasta que se 
verifique la toma de posesión. 

7. ° Extender las escrituras en los mode- 
los impresos que la Junta de ventas dispon- 
ga, no omitiendo se tome razón en la Conta- 
duría de Hacienda pública y en la de hipote- 
cas del partido á que correspondan. 


A los peritos tasadores. 


1. ° Entregada que sea al perito por el 
comisionado de ventas la orden para recono- 
cer cualquier finca ó fincas, se constituirá 
personalmente en el punto donde radiquen, 
y procederá á su reconocimiento, medición, 
clasificación, división en su caso y tasación 
en venta y renta. 

2. ° Verificadas dichas operaciones exten- 
derá la correspondiente certificación con el 
V.° B.° del Alcalde del pueblo en que esté 
situada la finca, ó en su defecto del procura- 
dor síndico. 

Art. 104. El acto de tasación y división 
se ejecutará por dos peritos haya ó no peti- 
cionario, que lo serán uno del partido, nom- 
brado por el Gobernador, y otro el que de- 
signe el procurador sindico donde radique 
la finca. 

Si las fincas que se tasaren proceden de 
beneficencia ó instrucción pública, Jos re- 
presentantes de estos establecimientos nom- 
brarán en el término de tercero din, contado 
desde el en que se les pase aviso, el que en 
unión con el designado por el Gobernador 
debe proceder á la mencionada operación. 
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En el caso de no ejecutar el nombramiento, i 
lo verificará de oficio el juez de primera ins- j 
tíincid 

Art. 105. En caso de discordia nombra- 
rá otro el Gobernador. 

Art. 106. Los peritos reconocerán la fin- 
ca ó fincas, medirán sus cabidas, clasifica- 
rán los terrenos, manifestarán el estado de 
los edificios y plantíos, y tasarán en venta y 
renta, teniendo presente el producto anual, 
especialmente en los de alquiler ó arrien- 
do, con deducción de gastos, reparos, hue- 
cos, contingencias y administración en las 
casas. 

Art. 107. La tasación se. hará por su va- 
lor presento en dinero metálico , y sin de- 
ducción de carga aunque Ja tenga. 

Art. 108. Al tiempo que los expresados 
peritos hagan el reconocimiento y tasación, 
verificarán la división de aquellas fincas sus- 
ceptibles de ella, sin menoscabo de su va- 
lor, ni graves inconvenientes para su venta, 
declarando en caso cou Icario ser indivi- 
sibles. 

Art. 109. Cuando ios peritos manifies- 
ten que una finca es divisible sin menoscabo 
de su valor, además de expresarlo así desig- 
narán también el que corresponda á cada 
una de las suertes en que hubiese sido di- 
vidida. 

Art. 110. Los peritos en la certificación 
que expidan, además de expresar Ja cabida 
(le la linca, su terreno, si es ó no suscepti- 
ble de división, y su valor en venta y renta, 
manifestarán si tiene edificios, su estado, el 
número de cepas, olivos, frutales ú otros ar- 
boles de sombra ó fruto que hubiese en la 
tierra. 

Art. 111. Se declararán divididas todas 
aquellas lincas que lo estén por su natura- 
leza, ó se hallen en diferentes términos ó pa- 
gos, aunque su cultivo corra á cargo de uuo 
ó mas sugetos ó colonos, así como también 
las heredades ó fincas , de grande extensión 
que en el dia se cultiven en suertes ó pe- 
queñas porciones (1). 

Art. 112. La certificación de tasación y 
demás de que trata el art.. 103, se entrega- 
rá al comisionado de ventas por ios peritos 
en el término de seis dias, firmados por los 
mismos, con el V. ü B.° del Alcalde donde 
radique la linca ó lincas, ó del procurador 
síndico, fijando al pié sus derechos (2). 

(1) Se dá á este artículo otra redacción por 
B. O. de 1 ° de febrero de 1856. Véase también 
la circular de 9 de octubre de 1862 

(2) Sobre este artículo, cí 187, 188, y 191, 
véase la R. O. de 20 de mayo de 1836: y prin- 
cipalmente la de 21 de setiembre de 1839. 


, (insí - 5l mayo b5.) 

Art. 113. Al dia siguiente de recibida 
por el comisionado dicha certificación, la pa- 
sará á la Contaduría de Hacienda pública pa- 
ra que en el término de sexlo dia forme la 
capitalización. 

Art. 114. Esta se verificará bajo la base 
de un 4 por 100 en las lincas urbanas, y el 
3 por 100 en las rústicas, deducieudo un 10 
por 100 del capital por razón de administra- 
ción y reparos. 

Art. 115. Guando la renta se pague en 
especie se reducirá á metálico, tomando por 
base el precio medio que haya tenido la mis- 
ma ¡en el último decenio, expresándose el 
que sea, la especie y cantidad que se pague. 

Art. 116. Cuando á la linca ó fincas no 
se Ja conozca renta, bien por pagarse esta en 
unión con otras, bien porque no haya estado 
arrendada, la capitalización se girará por ia 
renta dada por Jos peritos. 

Art. 117. Verificada la capitalización, la 
misma Contaduría, en el término prefijado 
en el art. 103, manifestará á continuación si 
se halla ó no afecta á alguna carga ó censo, 
si está arrendada, por qué preció, y cuándo 
cumple el arriendo. 

Art, 118. Si se hallase gravada se expre- 
sará á favor de quién, ciase de los censos ó 
cargas, capital y réditos, á cómo están im- 
puestos estos, si se hallan pagados, y el nom- 
bre ó corporación que los perciba. 

Art. 119. Para evacuar dicho informe se 
revisarán con toda escrupulosidad los títulos 
de propiedad, y si no existiesen estos se exi- 
girá del contador de hipotecas del partido 
donde radique la finca la correspondiente 
certificación. 

Art. 120. Este documento se expedirá 
en papel de oficio en el término de tercero 
día, y con arreglo á lo que resulte de los li- 
bros ó registros de la Contaduría. 

Art. 121. Depurados dichos extremos, y 
el de que ios antiguos poseedores no tenían 
título de propiedad, ei comisionado de ven- 
tas tiara cuenta al Gobernador para que de- 
clare si es finca de mayor ó menor cuantía, 
y señale el dia y hora en que haya de cele- 
brarse la subasta. 

Art. 122. Hecha esta designación, que 
será para los 30 dias de publicado el anun- 
cio, el comisionado pasará ei correspondien- 
te al Boletín oficial, y remitirá á Ja Junta su- 
perior con la debida antelación otro, para 
que si ia tasación ó capitalización excediese 
de 10.000 rs., tenga lugar en esta córte la 
tercera subasta. 

Art. 123. Los mencionados anuncios han 
de expresar los nombres del juez y escriba- 
no que hayan de entender en la subasta; ei 
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día, hora, sitio, corporación ó persona á que 
pertenecieron la finca ó fincas, su clase, ca- 
bida situación , renta anual, cargas, p.ecio 
de la tasación y capitalización y época en 
que concluye el arriendo. 

Art. 124. Además de dichos anuncios, 
respecto do las lincas que no llegan á 10.000 
reales, se fijarán edictos en el pueblo donde 
radiquen, exigiendo del Alcalde constitucio- 
nal el aviso de haberse hecho así, que se 
unirá al expediente de la capital. 

Art. 125. Los anuncios de subasta se in- 
sertarán en el Boletín oficial de ventas de 
esta corle, con la anticipación necesaria 
pura que trascurran precisamente los trein- 
ta dias. 

Art. 126. Con igual antelación se publi- 
carán los anuncios de las fincas cuyas su- 
bastas hayan de celebrarse en la cabeza del 
partido judicial donde radiquen , y en la ca- 
pital de su respectiva provincia, sin perjuicio 
de fijar en la cabeza de partido los edictos 
correspondientes, lo cual se hará constar en 
el expediente que se instruya en el mismo 
punto. 

Art. 127. Los comisionados de ventas 
remitirán á los jueces que hayan de enten- 
der en la subasta un ejemplar del Boletín 
oficial donde se inserte el anuncio de la fin- 
ca ó fincas que han de rematarse, á fin de 
que por el escribano á quien corresponda se 
instruya el expediente, en el que pueden 
comprenderse diversas fincas, aunque cada 
una de ellas se haya tasado y deba rematar- 
se por separado y en diferentes actos. 

Art. 128. Cuando el valor de la finca ó 
fincas que se subasten exceda de 10.000 rs., 
se celebrarán tres remates en el mismo dia y 
hora, uno en Madrid, otro en la capital de 
la provincia, y el 3.° en la cabeza del parti- 
do donde radique la finca. 

Art. 1$9 . Respecto á las fincas situadas 
en el partido de la capital, solo se celebrará 
el remate en este punto, si fueran de menor 
cuantía ; pero se hará constar en el expe- 
diente haberse fijado los edictos en el pue- 
blo en que radiquen. 

Art. 130, Las subastas se verificarán por 
turno entre los jueces de primera instancia 
y los especiales de Hacienda donde los haya, 
con los escribanos que se designen. 

Art. 131. A los treinta dias de anuncia- 
da la subasta deberá celebrarse esta en las 
Casas Consistoriales, con asistencia del juez 
ó del que haga sus veces, del comisionado 
de ventas, del escribano á quien correspon- 
da, y dei procurador síndico, prévia citación. 

En las cabezas de partido asistirán los co- 
misionados subalternos. 


Art. 132. Las subastas se verificarán ba- 
jo las condiciones siguientes: 

1. a Que 'no hau de hacer postara los 
que de cualquier modo intervengan en la 
venta, siendo nulo el remate que se celebre 
á su favor, sin perjuicio de la privación de 
empleo ai que lo hiciere. 

2. a Que no ha de, admitirse postura á 
Jos que sean deudores á la Hacienda como 
segundos contribuyentes, ó por contratos ú 
obligaciones en favor del. Estado, mientras 
no acrediten hallarse solventes de sus com- 
promisos. 

3. a Que se han de admitir las posturas 
de todos los que se presenten á licitación ba jo 
la condición de que tan luego qomo la voz 
pública dé por concluido el acto, se exijan 
al rematante las garantías mencionadas en 
la disposición quinta para los jueces de pri- 
mera instancia en el art. 103. 

4. a Anulada la postura por faltarse á la 
condición anterior, se lia dé tener por váli- 
da la inmediata, si el que la hubiese hecho 
se ratificara en ella; pero sin que por esto 
se dé por terminado el remate, pues que fia 
de continuar la licitación para que sobre la 
postura rectificada se hagan cuantas se quie- 
ran, hasta que deje de haber quien mejore 
Jas hechas. 

5. a Que las cargas que graviten sobre 
las tincas á favor de particulares ó de los bie- 
nes exceptuados por el art. 2.° de la ley de 
l.° de mayo, han de quedar de cuenta del 
comprador, siempre que sean corrientes y 
conocidas, pues las que fueren á favor de Jas 
corporaciones, cuyas fincas están declaradas 
en venta, se enajenan con ellas, y queda su 
pago por cuenta del Estado. 

6. a Que las fincas así vendidas no han de 
poder jamás ser vinculadas ni pasar en nin- 
gún tiempo á manos muertas. 

7. a Que la cantidad en que se rematen 
ha de pagarse indispensablemente en la for- 
ma y tiempo que previene el art. 6.° de la 
ley de 1 .° de mayo. 

8. a Que será de cuenta del rematante 6 
persona á quieD se adjudique la finca, el pago 
de todos los derechos del expediente, tasa- 
ción y demás hasta la toma de posesión. 

Y\9. a Que no se admitirán posturas que 
no cubran el tipo de la subasta, ya sea este 
el precio de la tasación , ya el producto de 
la capitalización, ó ya Ja cantidad de la re- 
tasa. 

Art. 133. Concluido cada remate , y fir- 
mado por el juez, comisionado y sugeto á 
cuyo favor hubiese quedado, se expedirá por 
el escribano el competente testimonio con 
arreglo ai modelo núm. 6. 
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Art. 13í. Al siguiente dia de haberse 
verificado e! remate , los escribanos de la ca- 
pital y del partido que hubiesen entendido 
en él . prévio mandato del juez, pasarán el 
expediente de subasta y testimonio al comi- 
sionado de la capital, á fin de que unidos 
que sean, dé cuenta al Gobernador, y lo 
apruebe ó desapruebo, manifestando en este 
último caso los motivos , y dando cuenta á la 
Junta. 

Art. d 35. En el caso de aprobación , el 
Gobernador remitirá por el primer correo á 
la Junta superior los testimonios para la 
aprobación y adjudicación de la finca en el 
mejor postor , si no hallase motivo para sus- 
pender ambos actos. El Gobernador de Ma- 
drid enviará con el testimonio el expediente, 
de triple subasta. 

Art. i 36. Verificada Ja adpidtcacion , el 
Director del ramo comunicará al Goberna- 
dor la correspondiente orden que contendrá 
el nombre del mejor postor; la linca y can- 
tidad en que lo hubiese sido. 

Art. 137. Igualmente dispondrá que en 
e) Boletín oficial se publique ei nombre y 
vecindario de la persona á quien la Junta 
baya adjudicado la finca ó fincas, y la canti- 
dad que haya de pagar. 

Art. 138. Si la postura mas alta en el re- ! 
mate de una finca, así en la córte, como en ¡ 
la capital y en el partido , fuese de una can- 1 
tidad rigorosamente igual, su adjudicación 
será decidida por la suerte. 

Este acto se celebrará á presencia de la 
Junta superior cuando se baya verificado el 
remateen Madrid, en la capital déla pro- 
vincia y en la de partido , con asistencia del 
juez y escribano que entendieron en la su- 
basta en Madrid. 

Art. 139. En los casos de esta naturaleza 
que ocurran en la doble subasta de lincas, 
cuyos remates se hayan celebrado solo en 
el partido y en la capital de la provincia, el 
sorteo decidirá igualmente del derecho á la 
adjudicación , el que se verificará ante la 
Junta, de provincia, con asistencia del juez y 
escribano que hubieren concurido á ¡a su- 
basta en la capital. 

( Art. 140. En uno y otro caso se Remiti- 
rá á la Junta de ventas un testimonio formal 
del acto del sorteo unido al de los remates. 

Art. 141. Recibida que sea por el Go- 
bernador la órden de adjudicación, dispon- 
drá que por el comisionado se una á los ex- 
pedientes de subasta , y que , verificado esto, 
pase á la Contaduría de Hacienda pública 
para la liquidación de cargas que deban re- 
bajarse al comprador del precio del remate. 

Art. 142. Las cargas que están impues- 
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' tas á favor de particulares y de corporacio- 
nes , ó bienes que se hallen exceptuados por 
la ley , serán solo las que se rebajen del pre- 
cio del remate y se ejecutará por la base de 
un 3 por 100, ó sea un 33 y un tercio al 
millar en los censos consignativos y reser- 
vativos , ó bien redimibles, y de uno y medio 
por 100, ó lo que es igual , ai 66 y dos ter- 
cios al millar en los censos perpétuos. En la 
provincia de Madrid no se rebajará la carga 
de aposento. 

Art, 143. Si aconteciera que la finca su- 
bastada apareciese con cargas á favor de las 
corporaciones cuyos bienes están declarados 
en venta, se expresará así en la liquidación 
y se formarán sus capitales según el medio 
establecido en el artículo anterior , con ex- 
presión de los réditos y corporación á cuyo 
favor se hallen impuestas , debiéndose tener 
presente que si las cargas de que se trata en 
este artículo y en el precedente fuesen á pa- 
gar en especie, se liquidarán á metálico to- 
mando por tipo el precio medio del último 
decenio. 

Art. 144. Esta liquidación se verificará 
por la Contaduría de Hacienda pública en el 
término de tercero dia, anotando en su re- 
gistro el nombre del adjudicatario y el im- 
\ porte líquido que debe pagar. 

Art. 143. Practicadas dichas operacio- 
nes, y tomada razón por el comisionado en 
su registro, pasará los expedientes al juez 
de la subasta á íin de que provea , en vista 
de la liquidación, que se haga saber al com- 
prador realice el pago del primer plazo en el 
término de quince dias; con apercibimiento 
de que, pasados y no haciéndolo, se proce- 
derá á nueva subasta á su costa, y con res- 
ponsabilidad á satisfacer é! la diferencia que 
resulte entre el nuevo y anterior remate (1). 

Art. 146. Hecha la notificación , el es- 
: cribano proveerá del oportuno testimonio al 
adjudicatario para que realice el pago del pri- 
mer plazo, y de una nota con el V.° B.° del 
juez en que demuestre el importe del papel 
sellado que debe subrogarse en los expedien- 
tes de subasta hasta el acto de la toma de po- 
sesión, y dará aviso del dia en que lo verifi- 
que al comisionado de ventas para que este 
lo haga á la Contaduría de Hacienda publica. 

Art.. 147. Antes de realizar el pago, si 
el valor de la linca ó fincas adjudicadas con- 
sistiese en su total ó mayor parte en arbola- 
dos ó montes, además de quedar responsable 
ai completo migo en que hayan sido remata- 
das, presentará el comprador fianza equiva- 


(i) Sobre este articulo y el 147 véase la 
R. 0. de 14 de enero de 1856. 
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lente á la mitad en que hubiesen sido tasadas, . 
pudiendo consistir en otras fincas, en títulos ¡ 
de la Deuda diferida ó consolidada del 3 por 
100 equivalentes á las dos terceras partes de 
la misma tasación y en acciones de car- 
reteras. 

Art, 148. En el primer caso se otorgará 
por el comprador y ante el escribano del 
juzgado de Hacienda pública, y con presen- 
cia del testimonio del remate la correspon- 
diente escritura de fianza, expresándose en 
ella el objeto, las lincas en cuya garantía se 
hipotecan y la cantidad á que quedan afectas. 

Art. 149. Otorgada dicha escritura , de- 
berá sacarse por el comprador copia, que pre- ¡ 
sentará en la Contaduría de Hacienda pública, ! 
á fin de que disponga que por la de hipóte- ' 
cas del partido donde radique la finca, se to- 
me razón y se devuelva para unirla al expe- 
diente matriz. 

Art. 150. En el segundo caso, ó sea 
cuando la fianza consista en los valores de- 
signados antes, el comprador presentará en 
la Tesorería de Hacienda pública con doble 
factura y expresión del objeto, los suficien- 
tes á cubrir las dos terceras partes de la ta- 
sación de la finca ó fincas, á fin de que por 
dicha oficina se remita á la Dirección de la 
Caja general de depósitos, que expedirá la cor- 
respondiente carta de pago como depósito ne- 
cesario impuesto por el interesado. Este do- 
cumento se remitirá á la Tesorería de que 
procedan los valores para que la Conta- 
duría le una al expediente de su referencia, 
ó tomando nota de él lo entregue al com- 
prador. 

Art. 151. No se alzará la fianza hasta 
que la Hacienda reciba el total importe de 
las fincas adjudicadas. 

Art. 132. No se exigirá la indicada fian- 
za cuando los rematantes de las fincas de 
aquella especie paguen en su totalidad la can- 
tidad por que les hubiesen sido adjudicadas. 

Art. 133. Entregado por el escribano al 
comprador el testimonio de remate ó adqui- 
sición, se presentará en la Contaduría de Ha- 
cienda pública, la cual, en vista de dicho do- 
cumento, expedirá eargaréme por el impor- 
te del primer plazo, á fin de que por el re- 
matante se verifique su entrega en la Teso- 
rería de rentas, la que deberá expedir inme- 
diatamente carta de pago que intervenida 
por la Contaduría se entregará al comprador, 
quedando en esta oficina el cargareme unido 
al testimonio del remate, y uno y otro al ex- 
pediente matriz que entregará el comisiona- 
do en la Contaduría luego que esta le haya 
dado aviso de haberse verificado el pago del 
primer plazo, y de que el comprador ha otor- 
lu.uu V. 


gado los pagarés ú obligaciones de que trata 
el artículo siguiente. 

Art. 154, Los compradores están obliga- 
dos á otorgar pagarés por los catorce plazos 
en que han de satisfacer el importe en que 
les hubiese sido adjudicada la finca ó fincas y 
por las cantidades y plazos de que trata el 
arl. 6.° de la ley de l.° de mayo. 

Art. 155. Éstos pagarés se extenderán 
en papel del sello correspondiente por la 
Contaduría de Hacienda pública, los que fir- 
mados por los compradores é intervenidos 
por dicha oficina, se pasarán á la Tesorería 
con dos facturas, firmándose el recibí en 
una de ellas por el tesorero, la cual quedará 
en la Contaduría. 

Arl. 156. Expedida la carta de pago en 
Jos términos que se expresarán, y otorgados 
los pagarés por el comprador, la presentará 
este ai juez de la subasta, para que en su vis- 
ta y uniéndola al expediente de la misma, 
provea auto en virtud del cual se le ponga 
en posesión. Esta se verificará por el misino 
juez y escribano, si el interesado lo solicita- 
re, ó por medio del comisionado de ventas, 
ó del subalterno en cuyo distrito radican las 
fincas, requiriendo á los colonos ó llevadores 
de ellas reconozcan por dueño al comprador. 

En estos dos últimos casos e! juez oficiará 
a! comisionado ó su subalterno. 

Art. 157. Si al tomar posesión, y no des- 
pués, se notase que las fincas habían desme- 
recido de su valor con posterioridad á la ta- 
sación, se formará expediente si lo solicita el 
rematante, y previo reconocimiento pericial 
y tasación de desperfectos, se dará cuenta á 
la Junta de provincia para que emitiendo su 
dictámen lo remita á la superior, á fin de que 
acuerde el medio de indemnizar a] comprador 
silo creyese justo, ó la nulidad del rema- 
te, según convenga á los intereses del Es- 
tado. 

Art. 15S. El comprador liará suyos los 
productos de fas fincas desde ei día de la fe- 
cha de la carta de pago que acredite el del 
primer plazo que deba realizar; por lo tanto, 
recibirá de la Tesorería de Hacienda pública 
lo que le corresponda en virtud fiel libramien- 
to expedido por la Contaduría, prévio el pro- 
rateo que liará 1a. misma oficina por el tiempo 
trascurrido basta reintegrar al comprador de 
lo que le pertenece (f). 

Los compradores no podrán hacer varia- 
ción alguna en el arriendo hasta tanto que 
cumpla el año á que hace referencia el art. 28 
de la ley de l.° de mayo. 

fn Véase laR 0. de L° de agosto de 1860, 

' • ' ’ r? 
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Art. 159. Si trascurridos los quince dias 
de la notificación do que habla el art. i 45, el j 
comprador joo hubiese satisfecho el primer 
plazo del precio del remate, se le declarará 
en quiebra, procediendo á sucesiva subasta 
déla linca ó lincas bajóla responsabilidad del 
comprador, el cual habrá de pagar la dileren- 
cia en contra que resultase entre el nuevo y 
anterior remate. 

Art. 160. Para hacer dicha declaración 
bastará que el juez de la subasta, ó las ofici- 
nas, manifiesten al Gobernador haber tras- 
currido el término prevenido sin que el com- 
prador hubiese verificado el pago del primer 
plazo. 

Art. 161. La tramitación de los expedien- 
tes para la nueva subasta se arreglará en un 
todo á ¡a primera, excepto ia tasación; poro 
se estampará en el anuncio ia causa del nue- 
vo remate, Ja cantidad á que ascendió en el ' 
anterior, y el nombre del rematante. 

Art. 162, No se admitirá postura en los 
remates sucesivos que se hagan de otras lin- 
cas á ninguno que haya sido declarado en [ 
quiebra; pero si antes de la conclusión de los 
treinta días del anuncio de ia linca que se 
adjudicó á su favor, ó en el acto del remate 
se presentase con ia carta de pago de haber 
satisfecho el importe del primer plazo, se 
suspenderá la subasta en el punió donde se 
presente dicho documento, pagando todos Jos 
gastos de esta nueva subasta, y debiendo 
darse cuenta en el mismo dia por el comi- 
sionado al Gobernador y este á la Junta su- 
perior. 

Art. 163. Para que tenga efecto lo dis- 
puesto en la primera parte ael articulo ante- 
rior, los comisionados de ventas llevarán un 
sibro donde anotarán los nombres de ¡os que 
le declaren en quiebra, número de órden de 
la finca y dia en que se subastó por primera 
vez, á fin de que si se presentase alguno lla- 
me la atención del juez. 

Art. 164. Cuando un comprador deje de 
satisíácer el dia de su vencimiento cualesquie- 
ra de los plazos sucesivos al primero, el comi- 
sionado de ventas ó la Contaduría de Hacien- 
da pública (1) le pasarán dos cédulas de in- 
vitación, la primera dándole el término de 
quince dias, y trascurridos estos otra con el 
de diez; y si á pesar de lodo no hubiere veri- 
ficado el pago, se procederá á conocer si el 
deudor tiene otros bienes de inas fácil salida 
que la finca ó lincas de que proceda el débito 
para satisfacerle con el valor de ellas. 


(1) Por R. 0. de SI de julio de 1855 circula- 
da en 24 por la Dirección se declaró que sea es- 
to obligación de la Administración provincial. 


. ( Inst . 31 mayo 5S.) 

Art. 165. En el caso de no tenerlos, se 
declarará la finca ó lincas en quiebra, y se 
anunciará la subasta con cargo al quebrado, 
de la diferencia que resulte en el precio de 
ambos remates, y de los gastos que se hicie- 
ren en el segundo. El deudor queda respon- 
sable al pago, que se le cobrará por los me- 
dios coercitivos de instrucción. 

Art. 166. Las subastas de las fincas de- 
í claradas en quiebra por la falta de pago de 
: cualesquiera de los plazos siguientes al pri- 
' mero, se verificarán por el Juzgado de Hacien- 
da donde le baya, mediante á que los com- 
pradores en esté caso son considerados y de- 
ben ser tratados como los demás deudores á 
Ja misma por cualquier otro concepto. 

Art. 167. Las escrituras de venta debe- 
rán otorgarse en los ejemplares impresos que 
ia Junta de ventas disj onga, y por el juez de 
la subasta y ante el escribano que haya en- 
tendido en ella, ya se hubiese verificado esta 
en la capital de provincia ó en Ja cabeza de 
partido, haciéndose expresa mención de que- 
dar hipotecadas la linca ó fincas al pago de 
las obligaciones. 

Art. 168. Las escrituras y obligaciones se 
extenderán en el papel del sello correspon- 
diente. 

Art. 169. En la copia de la escritura que 
se dé al comprador, además de tomarse ra- 
zón en Ja Contaduría de Hacienda pública ha 
de hacerse también en la de hipotecas del 
partido, en los términos y tiempo que está 
mandado en ia instrucción hipotecaria. 

Art. 170. En la venta de estos bienes no 
se admitirán demandas de lesión ú otras di- 
rigidas á invalidarlas, ni se adeudarán laúde- 
nnos ni veintenas. 

Art. 171 . En los juicios de reivindicación, 
eviccion y saneamiento, estará sujeta ia Ha- 
cienda publica á las reglas del derecho, así 
como á la indemnización de las cargas de las 
j fincas que al tiempo de venderse no estuvie- 
ren expresadas en la escritura. 

Art. 172. Conforme á lo dispuesto en el 
artículo anterior, si hallándose el comprador 
■ en pacífica posesión deda linca ó fincas de la 
nación, fuese demandado ante cualquier Tri- 
bunal sobre Ja misma posesión, ó sobre car- 
gas ó servidumbres que no se hubiesen com- 
prendido en la escritura de venta, deberá ci- 
tar á la Hacienda pública para que se pre- 
sente en juicio, cumpliendo la obligación á 
que está tenida de eviccion y saneamiento. 

Art. 173. No se admitirá por los jueces 
de primera instancia, ni otras autoridades 
judiciales, demanda alguna contra las fincas 
que se enajenen por el Estado, sin que el de- 
mandante acompañe documento de haber lie- 
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cho la reclamación gubernativamente y sido- das las fincas será e! mayor que resulte en- 
le negada. tre la tasa y la capitalización. 

Art. 174. Cuando un gravámen ó dere- Art. 180. Los testimonios de remate han 

cho cualquiera sea reclamado contra la finca de extenderse y remitirse á la Junta supe- 
ó fincas vendidas, y fuese declarado legítimo rior, haya ó no postor, 
ya gubernativamente, ya por los Tribunales, Art. 181. En las fincas en que no le hu- 
el comprador podrá reconocerlo, á condición biese, y cuyos remates se hubieran celebrado 
de que se Je rebaje el capital del importe de en Madrid, en Ja capital de provincia ó en el 
las obligaciones que tenga pendientes, ó nía- partido, la Junta de ventas cuidará de poner- 
nifestar su negativa para que la Junta supe- lo en conocimiento del Gobernador, á fin de 
rior acuerde lo que crea conveniente. que este señale dia para nueva subasta. 

Art. 175. Con arreglo á lo dispuesto en Art. 182. En lasque solo se hubiesen su- 

el art. 24 del tít. V de la ley de 1 .° de mayo, bastado en la capital de provincia y del par- 
están exentos del derecho de hipotecas los tido, el Gobernador dispondrá se celebre 
bienes que se enajenen en virtud de la misma nuevo remate. 

ley en lasventasv reventas, durante los cin- Art. 183. En los casos de que tratan los 
co años siguientes al dia de su adjudicación, artículos anteriores, las subastas se anuncia- 
Art. Í75. A todo comprador que lo solí- rán igualmente en los Boletines oficiales, 
citare se le eutregarán, prévia orden de la con la sola diferencia de que en estas no lian 
Junta superior, los títulos dé propiedad de de mediar masque veinte dias desde el anun- 
sus fincas, siendo obligación de la Contado- cío al remate, y que para este servirá de tipo 
ría tomar nota circunstanciada de la Tedia el menor valor dado á la íinca ; 
del otorgamiento de la escritura de adquisi- : Art. 184. En los testimonios de las que 

don, escribano ante quien pasó esta, día en se subasten bajo dichas bases, se hará meni- 
que se tomó razón en el oficio de hipotecas eion del primer remate y de Ja cantidad que 
del partido, y demás circunstancias precisas i sirvió de tipo para este, 
que puedan interesar al Estado. ' Art. i 85. No se procederá á la retasa de 

Art. 177. Los peritos á quienes se justi- ninguna finca sin prévia orden de la Junta su- 
fique soborno, cohecho, ú otros cargos de perior y sin que se hubiesen celebrado dos 
semejante naturaleza, quedarán separados remates, el primero por la cantidad mayor 
de su cometido, y entregados á la acción de de la tasación ó capitalización, y el segundo 
fos Tribunales. por la menor de estos dos tipos. 

Art. 178. Los compradores de fincas ur- Art. 186. Los compradores deberán pa- 
banas no podrán demolerlas, ni derribarlas gar por la tasación de edificios hecha por los 
sino después de haber afianzado ó pagado el peritos autorizados para ello, distribuyendo- 
precio total del remate. se entre los que sean nombrados las canti- 

Art. 179. El tipo para las subastas de to- dades que se designan en ia siguiente tarifa: 

DERECHOS DE TASACION. 

Madrid. Provincias. 


De 1.000 á 50.000 rs 90 60 

De 50.000 á 100.000 125 80 

De 100.000 á 150.000. 234 150 

De 150.000 á 200.000 308 220 

De 200.000 á 300.000 ....... 406 270 

De 300.000 á 600.000 560 300 

De 600.000 á 1.600.000 ' 1.030 080 

Do 1.000.000 á 1.500.000 1.560 1.040 

De 1.500.000 á 3.000.000 2.100 1.400 

De 3.000.000 á 6.000.000. 3. 200 2.120 

De 6.000.000 á 9.000.000. 4.800 3.200 

De 9.000.000 en adelante + 7.200 4.S00 


Art. 187. A los agrimensores aproba- provincias por un dia veinticuatro reales (lj. 

dos por Jas Academias se les abonarán — 

treinta reales por cada dia de trabajo en (1) Sobre este artículo, el 188 y *94 , véase 
las tasaciones que hagan en Madrid. En las j a «ota al 112. 



100 


DESAMORTIZACION 


Art. 188. A los peritos de labranza que 
á falta de agrimensores aprobados se nom- 
bren para tasar las lincas, se les abonarán 
diez y seis reales por cada día que ocupen. 

Art. 189. Si la finca ó fincas fueren re- 
tasadas, los derechos que se marcan en Jos 
artículos anteriores serán divididos por mi- 
tad entre los primeros y segundos tasadores. 

Art. 190. Estos derechos serán satisfe- 
chos por los compradores á los comisiona- 
dos nrincinales al tiempo de verificar el pri- 
mer pago de sus compras, bajo el oportuno 
recibo (1). 

Art. 191. Eos comisionados con ínter - 


. { Inst . 31 mayo 55.) 

vención de la Contaduría de Hacienda públi- 
ca. podrán adelantar á los peritos la cuarta 
parte de los derechos que tengan devenga- 
dos, á calidad de reintegrarlos á' los mismos 
lueíío eme los compradores verifiquen el pa- 
go total . 

Art. 192. Igualmente deberán satisfacer 
los compradores á los jueces, escribanos y 
personas de quienes estos se valgan para 
pregonar las fincas, por la formación de los 
expedientes de subasta y expedición del tes- 
timonio para verificar el primer pago , las 
cantidades que expresa la siguiente tarifa (1): 





Juez. 

Escri- 

bano. 

Prego- 

nero, 

Total. 

Desde 

2.001 á 

5.000 

8 

12 

4 

24 

Desde 

5.001 d 

10.000. . . . 

12 

48 

8 

38 

Desde 

10 001 á 

20.000 

18 

27 

9 

54 

Desde 

20.001 á 

35 . 000 . . . . 

24 

36 

12 

72 

Desde 

35.001 á 

60.000. . , , 

30 

45 

15 

90 

Desde 

60.001 á 

100.000 

36 

54 

18 

108 

Desde 

100.001 á 

150.000 

44 

66 

22 

132 

Desde 

150.001 á 

200.000 

52 

78 

24 

154 

Desde 

200.001 á 

500.000.. 

68 

102 

24 

194 

Desde 

500.001 á 

1.000.000.. 

86 

130 

24 

240 

Desde 

1,000.000 en adelante-, .............. 

136 

200 

24 

360 


Art. 193. En la provincia de Madrid, por 
la formación de los expedientes de fincas 
que radiquen en su término, satisfarán los 
compradores una cuarta parte mas de las 
cantidades señaladas en la tarifa anterior. 

Art. 194. Por todos los derechos de la 
triple subasta que se ha de celebrar en Ma- 
drid de las lincas de otras provincias, cuya 
tasación ó capitalización exceda de 10.0ÓÜ 
reales, pagará el comprador los mismos que 
están señalados en la presente tarifa. 

Art. 195. Tanto en este caso, como en 
ios de doble subasta, dichos derechos serán 
distribuidos entre los jueces, escribanos y 
pregoneros de los respectivos remates de la 
córte, provincia y partido. 

Art. 196. Cuando las tasaciones ó capi- 
talizaciones de las fincas, foros, censos ó 
cualquiera otra clase de bienes que se sa- 
quen á subasta no pase de 1.000 rs., las 
actuaciones se considerarán de oficio, y do 
devengarán derecho alguno los jueces/ es- 
cribanos y demás funcionarios que en ellos 
intervengan. Los peritos tasadores percibí- : 
rán 4 rs. por cada una de dichas fincas. 

Art. 197. Por el otorgamiento de las es- 
crituras, incluso el original que debe quedar 


protocolizado, ha de pagarse por el compra- 
dor 10 rs. al juez y 20 al escribano ; pero si 
excediesen de diez las fincas que se incluyan 
en una misma escritura, pagará además 1 
real al juez y 2 al escribano por cada diez 
lincas que resulten de exceso sobre las pri- 
meras (2). 

Art. 198. Cuando el valor de la fincad 
fincas no sea mayor de 10.000 rs., solo pa- 
gará, la mitad délos derechos marcados en 
el artículo anterior. 

Art. 199. Si en una sola persona se hu- 
biesen rematado varias lincas de igual pro- 
cedencia, podrán comprenderse en una misma 
escritura si el rematante lo exigiese; pero sin 
cobrar mas derechos que los arriba indicados. 

Art. 200. El reintegro del papel sellado 
que corresponda subrogar en los expedientes 
de subastas de bienes nacionales se verifica- 
rá en el papel especial que para este objeto 
creó el R. D. de 8 de agosto de 1851 (3). 


(1) Véase la circular de la Direc. de 27 de 
diciembre de 4855. 

(2) Sobre este articulo, el 198 y el 199 véa- 
se la R. O. de 15 de enero de 1836 , circulada 
por la Dirección en 19 del mismo. 

(3) La redacción de este artículo y del 201 
y 202 es la que se lea did por R. O. de 13 de 
marro de 1856. 


(1) Véase la Real Orden de 14 de octubre. 
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Art. 201 . El comprador le presentará, 
juntamente con la nota que al efecto’le libre 
el escribano actuante en la subasta, en la 
Contaduría de Hacienda pública, la que prac- 
ticando en los pliegos las anotaciones corres- 
pondientes, entregará al interesado las res- 
pectivas mitades, que obrarán en su poder 
los efectos de cartas de pago, remitiendo las 
otras á aquel funcionario para que las una al 
expediente. 

Art. 202. Las Contadurías 'de Hacienda 
pública remitirán á la Dirección general de 
ventas, el último dia de cada mes nota de la 
cantidad á que en el mismo asciendan los 
diferentes reintegros intervenidos. 

Art. 203. Los compradores de fincas su- 
bastadas eq otras provincias que deseen ha- 
cer el pago en esta córte, lo verificarán pré- 
via presentación del testimonio de remate y 
adjudicación, y nota del importe del papel 
sellado de reintegro con aviso de la Contadu- 
ría de Hacienda pública de la respectiva pro- 
vincia á la de Madrid. 

Art..' 204. A dicho aviso se acompañará 
la demostración de lo que por cada concep- 
to ha de ingresar en Tesorería. 

Art. 205. Recibido aquel y presentados 
por el comprador los documentos arriba ex- 
presados, dispondrá la Contaduría que la 
Administración de Hacienda pública extienda 
el cargareme del reintegro de! papel sellado, 
y entregando al comprador con el que, ó los 
que expida la Contaduría, se dará ingreso 
en Tesorería como traslación de caudales de 
la provincia á que corresponda. 

Art. 206. Así en estos pagos como en 
los pertenecientes á la provincia de Madrid, 
se tendrá sumo cuidado de aplicar á cada 
uno de los acreedores que contra sí tenga 
la finca, el 10 por 100 que corresponda á la 
cantidad que tenga derecho , y expedirá 
tantos cargaremes cuantos sean aquellos, 
para lo cual las liquidaciones de las cargas 
que quedan por cuenta del Estado se arre- 
glarán al modelo núm. 4. 

Art. 207, En esta córte y en las demás 
capitales de provincia , se publicará un pe- 
riódico con el título de Boletín oficial de 
ventas de bienes nacionales , en el cual se 
especificarán ]pis*tiñcas, censos y demás car- 
itas de que se haya incautado el Estado, y 
los anuncios de subastas de las mismas. 

Art. 208. A cada' Gobernador se remitirá 
un ejemplar de los números del Boletín que 
se publique en esta córte , á fin de que dis- 
ponga- su inserción en el de su respectiva 
provincia. 

Art. 209. Se exceptúan de Ja venta las 
lincas de que trata el art. 2." de Ja Jey de 


l.° de mayo; pero se publicarán en el Bole- 
tín y se dará conocimiento de ellas á los Go- 
bernadores de las respectivas provincias don- 
de radiquen por los que las disfruten, con 
expresión de las que sean, punto en que se 
hallen situadas y motivo de su posesión. 

Los mismos Gobernadores instruirán los 
expedientes á que diere lugar la disposición 
contenida en el párrafo décimo de dicho ar- 
tículo 2.° oyendo á las oficinas y á las cor- 
poraciones á quienes sea conveniente. 

Art. 210. Los Gobernadores conforme' 
vayan recibiendo dichas noticias las remiti- 
rán á la Dirección general, á fin de que dis- 
ponga se abra un registro de (odas, que se 
titulará fincas exceptuadas. 

Art. 211. Se publicarán, pero no se ven- 
derán los bienes, censos y demás de Jas ca- 
pellanías que no siendo de sangre se hallen 
en el dia provistas: mas los poseedores están 
obligados á dar relación circunstanciada de 
las fincas ó censos que corresponden á las 
mismas, nombre del fundador, cargas, fecha 
del nombramiento para su disfrute y autori- 
zación ó persona que lo verificó y ¿n virtud 
de qué facultades. 

Art. 212. Dichas fincas gozarán de la ex- 
cepción ínterin vivan los actuales poseedo- 
res, y después serán enajenadas como las de- 
más pertenecientes al clero, entregándose á 
este su importe en los términos que . previe- 
ne la ley de 1 .° de mayo. 

Art. 213. Los Alcaldes y Ayuntamientos 
de los pueblos donde radiquen ías fincas, así 
como los curas propios en cuyo archivo par- 
roquia! existan las fundaciones, inmedia- 
tamente que ocurra el fallecimiento de los 
poseedores de dichas capellanías, y lo mis- 
mo cuando suceda respecto á los que sirven 
las que están destinadas á instrucción públi- 
ca, lo pondrán en conocimiento de los Go- 
bernadores. 

Art. 214. Recibido que sea el aviso por 
estos, dispondrán que el cpmisionado de ven- 
tas se baga cargo en nombre riel Estado de 
los bienes, escrituras y fundaciones de la ca- 
pellanía, y verificado así lo pasará todo á la 
Contaduría, dando aviso á la Dirección gene- 
ral del ramo á fin de que acuerde lo que juz- 
gue oportuno. 

Art. 215. Respecto de los bienes perte- 
necientes-ai clero no se practicará tasación, 
y el tipo de Ja subasta será la capitalización 
que se gire bajo la base que marca el artícu- 
lo 114(1). 


(i) Este artículo se redactó cu otros térmi- 
nos por R. O. de 10 de setiembre de 1855; pero 
por otra de 23 de febrero de 1856 se ha deroga- 
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Art. 216. Por eonsrcuencia los diocesa- 
nos respectivos dispondrán que por quien 
corresponda se remíta á los Gobernadores 
una nota ó estado comprensivo de los bienes 
que en sus respectivas diócesis se hubiesen 
enajenado basta la fecha, el cual tendrá el 
número de órden de la finca dado en el in- 
ventario de devolución, la procedencia y 
clase. 

Art. 217. Los comisionados en vista de 
lo dispuesto en los artículos anteriores pro- 
pondrán á Jos Gobernadores se anuncien las 
lincas procedentes del clero; para lo cual 
exigirá de la Contaduría certificación de h 
capitalización, renta que sirvió de tipo, nú- 
mero de órden y procedencia. 

Art. 218. Prestada la aquiescencia del 
Gobernador, se devolverá dicha' certifica- 
ción a la Contaduría para que proceda á re- 
conocer los títulos de propiedad, libros y de- 
más asientos correspondientes á sus anti- 
guos poseedores, á fin de que se expresen 
las cargas á que esté afecta la finca: y caso 
de no constar, bien porque no existiesen tí- 
tulos ó porque no apareciese en los libros y 
asientos se dirigirá á la Contaduría de hipo- 
tecas del partido con objeto de que expida la 
certificación de lo que resultase. 

Art. 219. Verificado cuanto queda pre- 
venido, se dará cuenta al Gobernador por el 
comisionado, y si aquel acordase se saque á 
subasta, se practicarán las diligencias y tra- 
mitaciones que para los bienes de las demás 
procedencias está prevenido.. 

Art. 220. Los comisionados principales 
disfrutarán del premio de un cuartillo por 
100 del importe de cada remate, que perci- 
birán en el acto de que el comprador satisfa- 
ga el primer plazo, ó sea el que paga al con- 
tado. 

En iguales términos los comisionados su- 
balternos percibirán un octavo por 100 por 
dicho concepto. 

TITULO VIH. 

DE LA BEDENCION DE CENSOS. 

Art. 221 . Todo censatario que desee re- 
dimir el censo ó carga que gravite sobre 
cualquier clase de fincas, v esté impuesto á 
favor de las corporaciones' cuyos bienes se 
declaran en venta por el art. d.° de la ley 
de l.° del comente, podrá hacerlo bajo las 


do del todo, disponiendo qve en la tasación y 
venta de los bienes pertenecientes al clero se 
observen todos los trámites y formalidades es- 
tablecidas para la enajenación de los demás 
desamortizados, 


bases y condiciones que se establecen en el 
art. 7.°, tít. II de la misma, para lo^cual pre- 
sentará la correspondiente instancia al Go- 
bernador de la provincia donde radique la 
finca ó fincas aceptas, con la expresión si- 
guiente: 

1 . ° Nombre y vecindad del censatario. 

2. ° Clase de censo ó carga y réditos que 

paga. . . 

3. ° En qué términos , si en especie ó en 

metálico. 

4. ° Fincas que estén afectas , su clase y 
situación, cuando le fuesen conocidas. 

5. ° Corporación á que corresponda, y 
objeto de la imposición si la tuviese. 

(i. 0 El modo cu que desea hacer la re- 
dención , si al contado , ó en nueve años y 
diez plazos (1). 

Art. 222. Recibida que sea la instancia 
por el Gobernador , la pasará ai comisionado 
y a la Contaduría : al primero para que tome 
razón, y á la segunda para que proceda á la 
liquidación. 

Art. 223. Para verificar esta se exami- 
narán los escrituras de imposición , si las 
hubiere, y los libros y asientos de la corpo- 
ración á que corresponda el censo cuya re- 
dención se pida ; y después de bien cercio- 
rada la Contaduría de ser el mismo de que se 
trata , procederá á la capitalización bajo las 
bases que se establecen en el art. 7.° ya ci- 
tado ; esto es , al 10 por 100 los réditos que 
no excedan de 60 rs.; al 8 por 100 los que 
excedan y el censatario quiera pagar al con- 
tado, y aí 5 por 100 los correspondientes á 
este último caso, pero cuyos censatarios pre- 
fieran satisfacer el importe del capital que 
arrojen los réditos en nueve años y diez 
plazos. 

Con arreglo á lo dispuesto en el art. 7.°, 
tít. 11 de la ley de l.° de este mes, los cen- 
sos cuyos réditos no excedan de 60 reales 
anuos se redimirán al contado. 

Art. 224. Si los réditos ó parte de ellos 
estuvieren afectos á alguna carga á favor de 
cualquiera de las corporaciones cuyos bienes 
se declaran en venta, se expresara cuál sea 


(C Por B. o. de 18 de ele \ ;o de 18S6 se ha 
mandado que á este artículo 221 se adicione lo 
siguiente : 

«Cuando un censo afecte á bienes situados en 
“dos ó mas provincias ó se hallen domiciliados 
»el censualista y ed censatario en la córte ó ca- 
• pital de alguna de aquellas, podrá solicitarse 
»la redención ante el Gobernador de la que 
“Conceptúe preferible el pagadur del censo para 
■facilitar las operaciones de la comprobación y 
«capitalización del mismo. » 
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aquella , en que términos se ha de cumplir, 
y á favor de quién. 

Art. 225. Si en la imposición ó funda- 
ción de dichos censos y foros no constase el 
tipo, ni estuviese reconocido, se capitaliza- 
ran los réditos bajo las mismas bases que se 
señalan en el art. ,223. 

Art. 226. La capitalización de los cen- 
sos, foros, tréudos, prestaciones y tribu- 
tos de cualquier género , cuyo canon ó inte- 
rés exceda de 5 por 1 00 y se paguen á me- 
tálico , se verificará al tipo que esté recono- 
cido en la imposición ó fundación. 

Art. 227. Exceptúanse del anterior ar- 
tículo los censos y demás cargas que en su 
imposición ó fundación excediesen del 5 por 
1 00; pero que con posterioridad se hubiese 
minorado su tipo ó rédito, en virtud de lo 
dispuesto eo la Real pragmática de 12 de 
mayo de 1705, pues estos se capitalizarán en 
los términos establecidos en el artículo 223. 

Art. 228. Para la capitalización de los 
réditos de censos, foros y demás cargas que 
se paguen en especie , se reducirá esta á me- 
tálico, tomando por tipo el precio medio que 
hayan tenido en el mercado durante el últi- 
mo decenio de 1845 á 1854, y la cantidad 
que resulte se capitalizará conforme á lo dis- 
puesto en el art. 223 ya citado. 

Art. 229. El término medio será el mis- 
mo que resulte de las certificaciones de que 
trata el art. 103 y obligación 9. a que se im- 
pone á los Gobernadores en la instrucción 
de ventas. 

Art. 230. Caso de que la Contaduría ca- 
rezca de dicho documento, el censatario 
presentará certificación expresiva del precio 
que haya tenido la especie que estaba obli- 
gado á pagar en el dicho decenio , la cual 
será extendida por el secretario del Ayunta- 
miento donde radique la finca , con el Visto 
Bueno del Alcalde Constitucional , firmada 
por el procurador síndico y con el sollo del 
Ayuntamiento donde lo hubiese. 

Art. 231. Igualmente se admitirán las 
redenciones de les arrendamientos que se 
paguen á las corporaciones cuyos bienes se 
declaran en venta , no excediendo de 1,100 
reales entendiéndose como tales aquellos que 
desde la época indicada hayan estado en ma- 
nos de una misma familia , aunque hubiesen 
sufrido alguna alteración en la renta en épo- 
cas posteriores , con tal que se hayan reno- 
vado (1). 


(,1) Este derecho se entiende solo para los 
colonos de predios rústicos. (R. O. de 22 se- 
tiembre de 1865.) 


Art. 232. Cuando los arriendos sean á 
satisfacer en granos ú otra especie, se redu- 
cirán á metálico y capitalizarán en los tér- 
minos prescritos para los censos y demás 
cargas. 

Art. 233. Los interesados en las reden- 
ciones de dichos arrendamientos y en los 
censos-enfitéusis, presentarán las escrituras 
de arrendamiento ó de imposición , é copia 
autorizada competentemente, en el caso de 
que la tuviesen y puedan por tanto verificar- 
lo, á fin de que la Contaduría informe lo que 
resulte de los libros de asientos de sus res- 
pectivos y antiguos poseedores. 

Art. 234. Cuando en la Contaduría de 
Hacienda pública no existan datos para eva- 
cuar su cometido, los reclamará de Jos anti- 
guos poseedores ; pero si estos manifestasen 
no tenerlos , oficiará á la de hipotecas de 
partido en que radique la finca para que cer- 
tifique lo que resulte de los libros de la 
misma. 

Art. 235. Si la carga consistiese en una 
renta eventual , como el 4.°, el 5.° ú otra 
parte de frutos, se reducirá á una cantidad 
fija, á cuyo efecto el interesado presentará 
testimonió del rendimiento anual del último 
decenio, y sacándose el término medio se 
reducirá á metálico bajo el método ya indi- 
cado, y su importe se capitalizará, según se 
dispone en e! art. 223. 

Art. 236. Unidos por la Contaduría á la 
instancia del interesado cuantos datos y do- 
cumentos sean necesarios para conocer las 
cargas, sus rentas y la cantidad que arrojan 
en capitalización los réditos, bajo las bases y 
casos que quedan indicados , se pasará todo 
el expediente al comisionado para que el Go- 
bernardor disponga que el promotor fiscal 
de Hacienda dé su di clamen. 

Art. 237. Caso de que este fuese confor- 
me con lo manifestado por el interesado y la 
Contaduría , se remitirá el expediente origi- 
nal á la Junta superior para su aprobación ó 
negativa; pero si se manifestase deber decla- 
rarse algún derecho, que la carga estuviese 
mal calificada, ó que no se hubiese hecho la 
capitalización con arreglo á las bases estable- 
cidas, el Gobernador dispondrá que por quien 
corresponda se subsanen los reparos puestos 
por dicha parte fiscal en un término dado, 
que uo excederá de quince dias si fuese la 
Contaduría, y de veinte si el censatario. 

Art. 238. En este último caso se oficia- 
rá por la Contaduría al interesado para que 
exponga ó acredite con documentos fehacien- 
tes los extremos que se indiquen por el pro- 
motor fiscal. 

Art. 239. Evacuados ó subsanados los 
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extremos que este hubiese indicado, se le de- 
volverá para que emita nuevamentesu pare- 
cer. v siendo conforme se enviará á la Junta 
de ventas para los efectos que quedan indi- 
cados en el art, 237. 

Art. 240. Si mereciese la aprobación de 
la Junta, se comunicará con devolución del 
expediente la oportuna orden por la Direc- 
ción general, á fin de que el Gobernador, por 
medio del comisionado, baga saber al cen- 
satario la aprobación de la redención , bien 
sea directamente, bien sea por conducto del 
Alcalde constitucional del pueblo donde fue- 
se vecino, á fin de que en el término de 
quince dias verifique el pago del importe del 
censo si en la petición hubiese optado por ha- 
cerlo a t contado, y del primer plazo sien 
nueve años y diez plazos. 

Art. 241. Dado dicho aviso, el comisio- 
nado pasará el expediente á la Contaduría 
para que proceda á la liquidación de cargas 
á que estuviesen afectos los réditos del censo, 
la que ejecutará en los términos que orde- 
nare la Junta, á fin de que al presentarse el 
censatario pueda expedir el cargarémeó car- 
garemes correspondientes. 

Art. 242. Al importe á que asciendan 
las cargas capitalizadas en el modo y forma 
que se acuerde por la Junta, se dará ingreso 
en Tesorería como productos pertenecientes 
á la corporación á cuyo favor se bailaban im- 
puestas y tenia que pagar el censualista, y el 
resto ingresará como correspondientes á es- 
te, que será la corporación á cuyo favor se 
hallaba impuesto el censo, pero que tenia 
obligación de dar á aquella parte de los ré- 
ditos. 

Art. 243, Presentado el censatario, la 
Contaduría Je expedirá el cargaréme ó car- 
garemes que sean precisos para pagar el to- 
do del capital, ó el primer plazo, según que 
hubiese optado en su instancia por el pago al 
contado ó á plazos. 

Art. 244. Entregado el cargaréme ó car- 
garérnes, el censatario realizará el pago en 
Tesorería, la que expedirá la oportuna carta 
de pago que, intervenida por la Contaduría y 
rubricada por el comisionado, será entrega- 
da al interesado. 

Art. 245. Al propio tiempo que el censa- 
tario verifique dicho pago, Jo hará también 
de los réditos vencidos hasta el día en que 
ejecute el del importe del primer plazo, de- 
biendo tenerse presente lo dispuesto en el 
artículo 11 déla ley. Ei comisionado formará 
la correspondiente liquidación á prorata, y 
hallándola conforme la Contaduría, expedirá 
el oportuno cargaréme para que la cantidad 
que resultare tenga ingreso en Tesorería v 


expida esta á favor del interesado carta de 
pago, que intervenida y rubricada por el co- 
misionado le será entregada. 

Art. 246. Verificados ambos pagos, el 
censatario que hubiese optado en su instancia 
por hacer estos en nueve años firmará los 
correspondientes pagarés, que expedidos por 
la Contaduría é intervenidos por la misma, 
se remitirán á Tesorería en los términos pre- 
venidos para los de venta de fincas. 

Art. 247. Las escrituras de redenciones 
de censos y demás cargas se otorgarán con 
arreglo á los modelos que la Junta de ventas 
acuerde, y por los jueces especiales de Ha- 
cienda y respectivos escribanos (1). 

Art. 248. En las de enfitéusis se hará mé- 
rito de hallarse comprendidas en la redención 
todas cuantas prestaciones le constituyen. 

Art. 249. De dichas escrituras se ha de 
tomar razón en la Contaduría de Hacienda 
pública y en la de hipotecas del partido dón- 
ele radique la finca afecta al censo redímidó 
y en el término que prefija la Ley hipote- 
caria. 

Art. 250. Los comisionados de ventas re- 
mitirán á fin de mes dos notas, una de todos 
los censos cuya redención se haya solicitado, 
y otra de los que se hubiesen redimido, arre- 
gladas á los modelos números ,7 y 8. 

TITULO IX. 

DE LA VENTA DE CENSOS. 

Art. 251 . Concluido e) término señalado 
para la redención, se procederá á la venta de 
los censos, foros, arrendamientos, enfitéu&is 
y demás cargas, cuyos llevadores no la hu- 
biesen solicitado. 

Art. 252. Las subastas y tramitaciones 
para la enajenación de dichos censos ó car- 
gas, se verificarán bajo la forma prevenida 
para la venta de bienes correspondientes á 
las mismas corporaciones á que pertenecen 
aquellas, con la sola excepción de que eD lu- 
gar de las certificaciones de tasación que ex- 
piden los peritos para la venta de las fincas, 
deberán extenderse para la de los censos y 
demás cargas por las Contadurías de Hacien- 
da pública referentes á la capitalización. 

Art. 253. En su consecuencia, los Gober- 
nadores, terminados que sean los seis meses 
dispondrán que por Jas Contadurías se pro- 
ceda a la capitalización de todos los censos ó 
cargas que con arreglo á la ley de i ,° de ma- 
yo corriente, art. 8.°, deban ponerse en ven- 
ta, toda vez que los pagadores no hayan usa- 


(1) Véase la R. O. de 4 de octubre de Í85&. 
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do de la facultad que les concede el art. 7.° 
de la misma. 

Art. 254. Las capitalizaciones se verifica- 
rán en los misinos términos que se previene 
para la redención. 

, Art. 255. Los réditos que pasen de 60 
reales, bajo los dos tipos marcados,' esto es, 
al 8 y 5 por 100. 

Art. 256. De igual modo se practicarán 
las correspondientes á los arrendamientos 
anteriores a! año de 1800, y á los censos, fo- 
ros, tréudos, prestaciones y tributos, cuyo 
canon ó rédito no estuviese reconocido. 

Art. 257. Las respectivas á censos ó car- 
gas cuyos tipos consten en la fundación ó im- 
posición, pero que excedan de 5 por 100, se 
capitalizarán á los mismos que en aquellas 
aparezcan. 

Art, 258. Hechas las capitalizaciones de 
cada uno de- los censos ó cargas, y bajo las 
bases establecidas, la Contaduría extenderá 
la correspondiente certificación. 

Art. 259. Dicho documento contendrá el 
número de orden que en el ¡aventario ó re- 
gistro ocupe el censo, foro ó carga, de que 
se trate, su clase, el importe del capital en 
aquellos que se conozcan réditos, tipos á que 
están impuestos, importe anual del foro, pen- 
sión ó arriendo; y si consistiese en frutos, el 
precio regulador y los capitales que arrojen 
los réditos ó rentas que en la actualidad se 
pag lien, bajólas bases indicadas; así como 
también las fincas sobre que gravitan, su ca- 
bida, situación, linderos y nombre de los pa- 
gadores, con todas las demás circunstancias 
para la debida claridad y satisfacción de los 
compradores, respecto á que dichas certifi- 
caciones son equivalentes á Jas tasaciones 
que hacen los peritos para la venía de las 
fincas. 

Art. 260. Extendidas aquellas, la Conta- 
duría las pasará al comisionado para que, 
dando cuenta al Gobernador, disponga el 
anuncio en el Boletín oficial, señalando el 
dia en que se han de celebrar los remates, 
teniendo presente al efecto, que los que pa- 
sen de 10.000 rs. de capital han de subas- 
tarse en Madrid, en la cabeza del partido 
donde radica la finca ó fincas gravadas, y en 
la capital de la provincia, así corno cuanto 
está prevenido en la instrucción para la ven- 
ta de bienes. 

Art. 261. Cuando se trate de arrenda- 
miento 6 enfitéusís, se advertirá en el anun- 
cio que lo que la nación vende es el dominio 
directo , pues que el útil queda eT favor del 
colono ó enfitéuta, pagando la renta estipu- 
lada en el contrato que haya servido de base 
para la capitalización. 
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Art. 262.. Si esta excediese de 10.000 
reales, cuidará el comisionado de remitir el 
anuncio correspondiente a la Junta de ventas 
con la debida antelación para que trascurran 
los treinta dias; pero si no excediese, lo ve- 
rificará remitiendo dos ejemplares del Bole- 
tín oficial en que se publique el anuncio, 
que contendrá, además de las circunstancias 
marcadas en la certificación que ha de expe- 
dir la Contaduría, lo siguiente: 

I.° Que se admitirán posturas bajo los 
capitales formados por la Contaduría á los 
tipos de 8 y 5 por 100. 

Y 2.° Que será preferido el rematante 
que hiciese postura al capital formado al 8 
por 100, siempre que ofrezca pagar al con- 
tado, y 100 rs. menos que la cantidad ofre- 
cida por los que hiciesen postura á pagar en 
nueve años y diez plazos. 

Art. 263. Igualmente cuidará, luego que 
se haya hecho el anuncio ó señalamiento de 
los remates, de remitir un ejemplar del Bo- 
letín oficial á los jueces de primera instancia 
á fin de que se pi oceda á la instrucción del 
expediente, á la fijación de edictos en la ca- 
pital del partido, y á la celebración de la su- 
basta, que deberá sujetarse á las reglas esta- 
blecidas para la venta de fincas, siguiéndose 
los mismos trámites, excepto en las posturas 
que se admitirán bajo las dos capitalizaciones 
del 8 y 5 por 100 y conforme á las bases 1 . a 
y 2. a que se expresan en el art. 262. 

Art. 264. Los escribanos anotarán las 
respectivas posturas que sóbre los dos tipos 
indicados se verifiquen. 

Art. 265. En los testimonios de remate 
se expresarán las dos capitalizaciones que 
sirvieron de tipo para la subasta, la cantidad 
en que se hubiese rematado y sobre qué tipo, 
si el de 8 ó el de 5 por 1Ó0 y á favor de 
quién quedó, teniendo presente para ello que 
e! preferente es el que paga al contado, 
siempre que la cantidad ofrecida fuese igual 
á la que se hubiese hecho al tipo del 5 por 
100 y á satisfacer en nueve años. 

Art. 266. En un mismo expediente po- 
drán comprenderse varios foros, enfitéusis ó 
arrendamientos cuando sean de una misma 
procedencia; pero la subasta de cada uno de 
ellos deberá celebrarse separadamente. 

Art. 267. Las demás tramitaciones basta 
el otorgamiento de la escritura de venta, es- 
tarán conformes á las reglas prevenidas para 
la venta de fincas y redención de censos. 

Art. 268. Los 100 rs. á que hace refe- 
rencia el art. 262 se rebajarán al comprador 
por la Contaduría al verificar el pago, hacién- 
dose expresión de esta circunstancia en los 
cargaremes y cartas de pago. 
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Art. 269. Las escrituras cte venta de di- 
chos censos y foros se otorgarán por el juez 
v escribano que hubiese entendido en la su- 

Art. 270. Los Gobernadores dispondrán 
que, trascurridos los seis meses desde la pu- 
blicación de la ley de l.° del corriente mayo, 
va citada, remitan las Contadurías, en el tér- 
mino de un mes, á la Dirección del ramo, 
nota ó lista de todos los censos , foros y de- 
más cargas cuya redención no se hubiese 
pedido, cotí expresión do procedencias, nú- 
mero de orden del registro de inventario', 
clase, réditos ó canon. 

Artículo adicional. El pago del lamie- 
ndo en los enfitéusis que por el art. 10 de 
la lev de l.° del corriente se previene será 
á cargo de los compradores, debe entender- 
se que es aquel que gravita sobre Ja tinca 
que las corporaciones á que se refiere la mis- 
en su art. 10 poseían con dicha carga, cir- 


cunstancia que se expresará en el anuncio» 
así como que el Estado no enajena mas que 
el dominio útil, pues el directo corresponde 
ai que donó, y por consiguiente que el lau- 
dernio que en la trasmisión se devenga, se- 
rá satisfecho por el comprador sobredi va- 
lor que hubiese servido de tipo para la su- 
basta. 

Madrid 31 de mayo de 1855.— S. M, la.. 
Reina, oido el Tribunal contencioso-admi- 
nistrativo, y de acuerdo con el Consejo de 
Ministros, se ha servido aprobar esta ins- 
trucción. ( CL . t. 65, f>. 163.) 

Siguen á la anterior instrucción ocho 
modelos de registros y notas que solo 
sirven para la formación de libros etc. 
en las oficinas, y los omitimos por lo 
tanto á excepción del 4.° que por for- 
mular una liquidación nos parece de 
interés. Es como sigue: 


(Modelo num. 4.) 

LIQUIDACION. 


Se verifica el remate y se adjudica á favor de D. Cándido Rodríguez en.. Rs. vn. 
Se deduce del importe del remate el capital del censo (1) de D. Aquilino Pe- 


180.000 

20.000 


160.000 


El comprador paga el 10 por 100 al contado sobre el líquido de reales vellón 
160.000. Rs. vn. 


16.000 


Distribución de los 16,000. produelo del 10 por 100 al contado. 

El 10 por 100 sobre el capital de rs. vn. 10.000 de beneficen- 
cia Rs. vn. J .000 

El 10 por 100 sobre 30.000 rs. , producto del 20 por 100 que corres- 
ponde á la Hacienda, deducidos los 10.000 del censo de beneficencia 

ó sean de los reales vellón 150.000 líquidos 3.000 

El 10 por 100 sobre los 120.000 que quedan líquidos para propios 12.000 

. .. 10.000 


Nota. Por cada concepto que se demuestra, se expedirá cargaréme y cartas de pago, 
haciendo mención en cada una de ellas del motivo. 


Circ. de, i. 0 junio de 1855. 

Para que se cuido «Jo evitar daños etilos bionos na- 
cionales. 

Encarga la Dirección á los Gobernadores ■ 


(1) Llamamos la atención sobre esta deduc- '■ 
cion que se hace , como es justo, antes de apli- 
car al Estado el 20 por 100. ¿Por qué no ha de. 
hacerse, lo mismo con los productos anuales 
de propios? 


de provincia , que como autoridades econó- 
micas administrativas superiores, y en cali- 
dad de presidentes de las Diputaciones pro- 
vinciales, se sirvan hacer las prevenciones 
mas estrechas do acuerdo con la misma, á 
los Ayuntamientos y demás autoridades, á 
íin de que, como interesados en eme se res- 
iden jas propiedades desamortizadas y en 
a conservación de los inmensos bienes, cu- 
ya venta debe producir cuantiosos rendí- 
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mientos al Estado, concurran de acuerdo á 
cortar los daños que puedan causarse por 
miras interesadas, ó con el designio de en- 
torpecer la enajenación. ( CL . t. 65, p, 223.) 

Cir c. de 14 junio de 1855. 

Escribanos que deben autorizar ciertas escrituras. 

Habiendo pedido informe esta Dirección 
genera] (de bienes nacionales) al señor asesor 
del Ministerio do Hacienda sobre el expe- 
diente al derecho do quitar y luir una casa 
en la callo de San Pedro mas alta de esa ciu- 
dad, y el cual se oponía el abogado fiscal y 
administrador de Hacienda al otorgamiento 
de la escritura que reclamaba el Juzgado de 
primera instancia del distrito del Pino, ha 
dado el dictamen siguiente. Las Rs. Ords. de 
30 de agosto de 1853 y 18 de enero de 1834 
determinan que todas las escrituras de ven- 
tas de bienes nacionales se otorguen desde 
aquella fecha ante los escríbanos del ramo 
especial de Hacienda, sin perjuicio de que 
intervengan los numerarios de los Juzgados 
de primera instancia en las que fuese ya mero 
cumplimiento de actuaciones seguidas por 
sus oficios á la época expresada, reconocién- 
doles en estos casos un derecho de que no 
era justo privarles. Así parece suceder con 
la escritura que ha de otorgarse referente á 
la casa de que se trata, habiéndose verificado 
con antelación al 30 de agosto de 1853 por 
el Juzgado ordinario las operaciones prelimi- 
nares de la venta, y en su consecuencia la 
Asesoría opina que" quien debe autorizar o) 
título correspondiente es el mismo escribano 
que baya intervenido en todas las demás 
diligencias. Y conforme en un todo esta 
Dirección general con el anterior dictamen, 
se comunica á Y. S. para su mas puntual 
' cumplimiento.- — Madrid 14 de junio de 1855. 


«Para la redención de un censo, cuvosré 
ditos ascendiesen á 1.000 rs. verificándose 
aquella á plazos, según dispone la base se- 
gunda del art. 7.°, tít. 11 de la ley de des- 
amortización, seria necesario un capital de 
20.000 rs., puesto que la capitalización ha- 
bía de practicarse al 5 por 100 teniendo que 
satisfacer el censatario: 

En el primer año , por el primer 
plazo que ha de ser al conta- 
do rs. vn. 2.000 

En el primer id. al finalizar el año 
en que tuvo lugar la redención, 

el segundo piazo 2 . 000 

En el segundo id. el tercero 2.000 

En el tercero id. el cuarto 2.000 

En el cuarto id. el quinto. 2.000 

En el quinto id. el sexto, . ' . 2.000 

En el sexto id. el séptimo. 2.000 

En el séptimo id. el octavo 2.000 

En octavo id . el noveno 2.000 

En el noveno id. el décimo. ...... 2.000 

Total de la capitalización á 5 por 

100 rs. vn 20.000 

Verificándose dicha redención al 
contado, en cuyo caso la capitali- 
zación habría de practicarse al 8 
por 100, bastaría un capital de. . 12.500 

Resultará por consiguiente una diferencia 
de siete mil quinientos reales á favor del 
censatario que compensa con exceso, los in- 
tereses que tuviera que satisfacer aun dado 
caso de no tener numerario por de pronto 
para la redención en esta forma. 

A fin de que á p rimera vista puedan notar- 
se las diferencias ó ventajas que ha de ofre- 
cer la redención al contado de censos cuyos 
réditos sean menores de mil reales, pre- 
senta la Dirección los siguientes ejemplos: 


Gire, de IQ junio de 1855. 

VeDtaja de la redención de censos. 

Encárga la Dirección á los Gobernadores 
de provincia que por ios Boletines oficiales, 
ó por otro medio de publicidad, expliquen y 
liagan comprender á los Ayuntamientos y á 
todos sus administrados cuánto les importa 
redimir sus propiedades de gravámenes que 
amenguan su valor, y cuán aceptables son 
las condiciones que al efecto se les propone 
por la ley. 

La Dirección celosa en alto grado, quiere 
que con ejemplos se persuada á los censata- 
rios de las ventajas que ha de reportarles la 
redención al contado, v para demostrarlo 
acompaña á la circular la siguiente fórmula: 


RÉDITOS DE 61 REALES. 


A niazo} 
capitali- , 
zacion á 5 ' 
por 100. 
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122 
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id. . 
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. 8.® id....* 

122 

id. . 

. 9.° id 
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122 


Rs. vn . 

r n r *■ 

1220 


Al contado capitalización al 8 por 
100 


4 i - ■ ■ 


762 17 


Diferencia rs. vn.. . . 


457 17 
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RÉDITOS DE 100 REALES. 
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(CL. t. 65, p. 258.) 

Instrucción de 30 junio do 1855. 

Para la contabilidad del ramo de bienes nacionales. 

CAPITULO PRIMERO. 

Disposiciones preliminares. 

Artículo 1 ,° Según la ley de 1 .° de mayo 
último, el R. D. de 15 y la R. lnst. de 31 
del propio mes, y con arreglo á los princi- 
pios establecidos en los reglamentos orgáni- 
cos de la Administración pública, correspon- 
de al ramo de bienes nacionales y son obje- 
to de Ja contabilidad y rendición de cuentas 
del misino: 

1. " El inventario, valoración, investiga- 
ción y enajenación de los bienes declarados ¡ 
en venta por ia ley de 1 ° de mayo. 

2. ° La realización del producto de las ' 
ventas con todas sus incidencias. 

3. ° La administración de las rentas en 
metálico de los bienes del Estado, del clero 
y de secuestros. 

4. ° La administración de. las rentas en 
frutos de estos mismos bienes. 

5. u La liquidación y ordenación de pago 
de las obligaciones del propio ramo. 

Art. 2.° El gobierno y administración 
central del ramo de bienes nacionales es- 
tá á cargo de la Dirección general de ven- 
tas: corresponde á la de contabilidad el co- 
nocimiento, intervención y fiscalización de 
los actos administrativos y de todos los asun- 
tos de cuenta y razón, reclamación de cuen- 
tas, examen , redacción y remesas de estas 
al Tribunal de las del Reino; y á las del Te- 
soro y de la Deuda respectivamente las de . 
inversión de los productos del mismo ramo. 


(Inst. 30 junio 5o.) 

Art. 3.° Las autoridades y funcionarios 
á cuyo cargo está en las provincias el ra- 
mo de bienes nacionales, deben entenderse 
con la Dirección de ventas en todo lo re- 
lativo á la administración, investigación y 
enajenación de los mismos, á la realización 
de sus productos y al pago de sus obliga- 
ciones con la de contabilidad en cuanto á 
las operaciones de cuenta y razón, inter- 
vención y fiscalización , rendición y exa- 
men de cuentas, v con las del Tesoro y 
de la Deuda respecto á la inversión de pro- 
ductos. 

Art. 4.° Según la ley de 1 .°jie mayo úl- 
timo y la de presupuestos del año actual, los 
productos del ramo de bienes nacionales son 
de dos clases, á saber: 

1 , a Productos de ventas y rentas que por 
pertenecer al Estado deben figurar en los 
presupuestos generales de ingresos. 

2. a Productos de ventas que deben cons- 
tituir un fondo especial. 

Art. 5.° Los productos de rentas y ven- 
tas que deben figurar en los presupuestos 
anuales de ingresos, son: 

1 . ° Las rentas de los bienes del Estado 
y del clero ínterin se enajenen, las de bie- 
nes de secuestros no declarados en venta y 
los productos de la enajenación de los fon- 
dos procedentes de unos y otros bienes. 

2. u Las cantidades que deben realizarse - 
por las enajenaciones de bienes del Estado y 
del clero que se ejecuten conforme á la ley 
de l.° de mayo. 

3. ° El 20 por 100 que corresponde il 
Estado en la venta de los bienes de propios. 

Art. 6.° Los productos de ventas que de- 
ben constituir un fondo especia! cuya cuen- 
ta y razón dé á conocer en todo tiempo el 
Estado de su recaudación ¿inversión confor- 
me á la ley de i.° de mayo, son: 

1. ° Los del 80 por 100 que pertenecen 
á los pueblos en ¡la venta de los bienes de 
propios. 

2. ° Los de los bienes de beneficencia. 

3. ° Los procedent es de los bienes de ins- 
trucción pública. 

Art. 7.° Para todos los efectos de la cuen- 
ta y razón, inventario, investigación, valo- 
ración, administración y enajenación de los 
bienes de) Estado y del clero declarados en 
venta se distinguirán estos por sus proce- 
dencias primitivas en la forma que hasta el 
din se viene ejecutando. 

I , Art. 8." Se considerarán como bienes 
del Estado: 

1 .' J Los que en la actualidad están á car- 
go de las Administraciones de contribu- 
ciones. 
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2. ° Los de Jas órdenes militares de San- 
tiago, Alcántara, Calatrava, Montesa y San 
Juan de Jerusaleu. 

3. ° Los de cofradías, obras pías y san- 
tuarios de que no estuviere en posesión el 
clero. 

4. ° Los del ex-infante D. Cárlos. 

5. ° Cualesquiera otros pertenecientes á 
manos muertas, ya estén ó no mandados 
vender, por leyes anteriores, siempre que 
no correspondan á propios, beneficencia é 
instrucción pública. 

Y 6.° El 20 por ÍOO de los que debqn 
enajenarse, correspondientes á los propios. 

Art. 9.° Se considerarán como bienes 
del clero : 

1 Los que se devolvieron en virtud de 
la ley de 3 de abril de 1845, y que no se ha- 
yan enajenado. 

2.° Los que se le cedieron á consecuen- 
cia del R. D. de 8 de diciembre de 1851 , y 
de la R. O. de 7 de julio de 1852, y que 
tampoco,se hayan enajenado. 

Y 3.° Los que pueda haber adquirido 
después y se descubran en lo sucesivo pro- 
cedentes del mismo clero. 

Art. lü. Conforme á lo dispuesto en el 
art. 56 de la instrucción del ramo, los comí- 1 
sionados de ventas deben encargarse desde 
l.° de julio próximo de la administración de 
los bienes del Estado, del clero y de secues- 
tros, en la forma prevenida en la misma ins- 
trucción, y que se determinará en la presen- 
te, y bajo la intervención y fiscalización de 
las Contadurías de Hacienda pública. 

Art. 1 1 . Las Administraciones principa- 
les de Hacienda pública continuarán encar- 
gadas de la liquidación y realización de los 
débitos y pagarés á cobrar en metálico y pa- 
pel de la Deuda del Estado y de todas las re- 
sultas do enajenaciones antiguas, cuyas ope- 
raciones practicarán en la forma y con la in- 
tervención que basta aquí, comprendiéndo- 
las respectivamente en sus cuentas generales 
de rentas públic as y especiales de valores á 
cobrar por plazos otorgados para la venta de 
fincas, que deben continuar rindiendo en 
los impresos que les remitió la Dirección ge- 
neral de contabilidad. 

Art. 12. Corresponded los comisionados 
de venias desde l.° de julio próximo la admi- 
nistración de los restos por cobrar de las 
rentas de los bienes del Estado y de secues- 
tros , bajo la intervención inmediata de las 
Contadurías de Hacienda pública y según 
las prescripciones de la citada instrucción 
de 31 de mayo último y de la presente. 


CAPITULO II. 

De la cuenta y razón de los bienes nacionales 
en general. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

Art. 13. Las operaciones de liquidación 

cobranza de los productos del ramo de 
ienes nacionales, de liquidación y pago de 
sus obligaciones y de distribución ó inversión 
de los productos de las ventas, se ejecutarán 
con las formalidades que previenen las leyes 
é instrucciones vigentes, especialmente las 
de 25 de enero de 1850, y según se deter- 
mina en la del ramo aprobada por S. M. en 
31 de inayo último. 

Art. 14. La cuenta y razón del ramo de 
bienes nacionales radicará en las provincias 
á que respectivamente correspondan los bie- 
nes y pertenencias, y por consiguiente se 
formalizarán en ellas todos los ingresos de 
los mismos productos, aunque se ejecuten 
en otras distintas, y las operaciones del fon- 
do especial de ventas que lleve á efecto la 
Dirección de la Deuda pública. 

INGRESOS Y SALIDAS. 

Art. 15. Los ingresos del ramo de bienes 
nacionales, á excepción de los respectivos á 
ventas antiguas de que trata el art. 11 de 
esta instrucción, se ejecutarán en virtud de 
cargarémes expedidos é intervenidos por las 
Contadurías de Hacienda pública clasificados 
según la aplicación que deban tener en los 
libros y cuentas, y con las circunstancias 
que les seau aplicables de las determinadas 
para estos documentos en ios arts. 62 y 63 
de la R. Inst. de 25 de enero de 1850. 

Art. 16. Los pagos de obligaciones y de- 
más datos' del ramo de bienes nacionales, se 
ejecutarán efectiva ó virtuaimente en las Te- 
sorerías de las respectivas provincias, en vir- 
tud de libramientos extendidos é intervenidos 
por las Contadurías de Hacienda pública, 
con las circunstancias que les sean aplica- 
bles de las prescritas en al art. 68 de Ja 
Real instrucción de 25 de enero de 1850. 

Art. 17. Los comisionados de ventas re- 
caudarán única y exclusivamente los pro- 
ductos de administración y de la venta de 
granos de los bienes del Estado , del clero y 
de secuestros; firmarán los cargarémes que 
por este concepto extiendan é intervengan 
las Contadurías; cederán cartas de pago á 
favor de los contribuyentes, y mensualmen- 
te, como previene el art. 43 de la instruc- 
ción del ramo, ó antes si lo acordaren los 
Gobernadores, entregarán todos los fondos 
que existan en su poder en las Tesorerías de 
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provincia en virtud de un cargareme gene- 
ral por cada entrega, y recogiendo las opor- 
tunas cartas de pago rara justificar sus cuen- 
tas de recaudación. 

Comprenderán en Jas entregas como me- 
tálico Jos recibos de contribuciones que de- 
ban admitirse en pago de rentas, coníorme 
al art. 51 de Ja propia instrucción . después 
de cerciorados de Ja legitimidad de estos do- 
cumentos y de que proceden de cuotas im- 
puestas á cada tinca, para lo cual pedirán ios 
datos que necesiten á las Administraciones 
de contribuciones. 

También comprenderán en las entregas 
que hagan en Tesorería ios recibos que re- 
cojan de ios peritos agrónomos á quienes an- 
ticipen la cuarta parte de los derechos de ta- 
sación, coníorme al art. 191 ue la misma 
instrucción. 

Art. 18. Ingresarán directamente en las 
Tesorerías de provincia en virtud de carga- 
remes firmados por ios tesoreros y produ- 
ciendo cartas de pago de Jos mismos á íavor 
de tos interesados ó (lajas respectivas, los 
productos de las ventas y redenciones que 
se ejecuten conforme á iu ley de i." de ma- 
yo, los reintegros de pagos indebidos, devo- 
luciones de anticipos y demás conceptos del 
ramo. 

Art. 19. Siempre se formalizará el ingre- 
so dei importe integro en metálico del pro- 
ducto de Jas vcutas y rendenciones. Guando 
deban hacerse ios abonos ó descuentos de 
que trata el último párrafo del art. b.° de la 
ley de l.° de mayo, se espedirán las cartas 
de pago por Ja totalidad de ios débitos, exi- 
giendo de ios interesados recibo deí abono ■ 
para datarle con la aplicación que se deter- 
mina en los arts. 53 y 95 de esta instrucción. ! 

Art. 20. Cuando los productos en metá- 
lico de las ventas y redenciones ingresen en 
provincia distinta de aquella en que radique 
la linca ó censo, porque así lo acuerde la 
Dirección del ramo conforme al art. 22 de la 
instrucción de 31 de mayo, se formalizará el 
ingreso por la cantidad liquida que se reciba 
en metálico; se aplicará al Movimiento de 
fondos , y se expresará en las cartas de pago 
que deben -considerarse como resguardos 
provisionales sin valor ni efecto alguno, si en 
el término de quince dias nnprorogables no 
son presentadas en la Comisión y Contaduría 
de ia provincia respectiva, para formalizar su 
ingreso con aplicación á venta de fincas, ce- 
der á ios interesados las que deban poseer y 
datar aquellas, con aplicación á Movimiento 
de fondos. El ingreso de los abonos á que 
puedan tener derecho los interesados por 
descuentos de plazos, se harán en ia provin- 
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I cia en que radique la finca , cuando se for- 
malice el de la entrega del metálico, verifica- 
da cu otra distinta. 

Les iogresos por Movimiento de fondos de 
que trata este artículo, solo producirán asien- 
tos en Jos libros de las Tesorerías y en los de 
intervención de las mismas que llevan las 
Contadurías. 

Art. 21. Ingresarán en las Tesorerías de 
ias provincias cu que radiquen las fincas, los 
pagarés que suscriban los compradores de 
bienes det Estado declarados en venta, acom- 
pañados de las facturas de que trata el artí- 
culo 155 de la instrucción del ramo, en vir- 
tud de cargaremes firmados por los tesore- 
ros con aplicación á una cuenta especial que 
figurará en la de ios mismos tesoreros, en 
concepto de operaciones del Tesoro, con ? el 
título de Pagarés de compradores de bienes 
del Estado , y se guardaran en urcas de tres 
llaves unidos á ias facturas con que los remi- 
tan las Contadurías. 

Art. 22. El día anterior al de cada ven- 
cimiento, extenderán las Contadurías factu- 
ras duplicadas de los pagarés que deban rea- 
lizarse, de ias cuales entregarán una á los 
comisionados de ventas para que procuren 
la realización de los pagarés, quedando la 
otra en poder dei tesorero, con los expresa- 
dos documentos que al efecto se hayan ex- 
traído dei arca de tres llaves, á fin de que 
puedau canjearlos por las cartas de pagos 
que cedan a favor de los interesados, previo 
el pago de su importe. 

Art. 23. Diariamente anotarán ios teso- 
reros los pagarés realizados en las facturas 
con que ios hayan recibido , so formalizarán 
los ingresos que corresponda, según laproce- 
j ciencia de ios bienes, y se datará por un solo 
libramiento la salida de Caja de Jos pagarés 
realizados, anotándolo uno por uno al dorso 
de dicho libramiento , y aplicando este á la 
expresada cuenta de Pagares de comprado- 
res da bienes del Estado. 

Del mismo modo se datarán los pagarés 
que deban cancelarse en los casos de quiebra 
ó anulación de las ventas de que procedan. 

, Art. 24. La entrada y salida de los paga- 
rés en la Caja no producirá asientos en ios 
diarios y libros de cuentas del ramo de bie- 
nes nacionales. Solo se anotarán en los cíe 
las Tesorerías y en Jos de intervención de las 
mismas que llevan ias Contadurías. 

Art; 25. Si se acordare la traslación á 
otra Tesorería de todos ó parte de ios paga- 
rés existentes, se datará su importe en vir- 
tud de libramientos, con aplicación á una 
cuenta especial que se titulara Remesa depa- 
garés de compradores de bienes del Estado ; 
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y con la misma aplicación y en virtud del 
correspondiente cargareme, se hará cargo 
de ellos la Tesorería que los reciba. 

Art. 2(5. Si se dieren dichos pagarés en 
garantía ó por negociación, tendrán salida de 
Caja con aplicación al concepto por que se 
cedieren. 

Art. 27. Las inscripciones intrasferi- 
bies que expida la Dirección de la Deuda pú- 
blica á favor de los pueblos, corporaciones ó 
establecimientos, ingresarán y se datarán en 
las respectivas Tesorerías de provincia por 
el coste que hubieren tenido las rentas del 3 
por 1 00 de que procedan . 

Al ingresar, se aplicarán á una cuenta ti- 
tulada: Deudores al fondo especial de ven- 
tas, cuenta de fondos remitidos á la Deuda 
pública para invertir enrentas del 3 por \ 00; 
y al datarse, se imputarán á otra denomi- 
nada : Acreedores al fondo especial de ven- 
tas, cuenta de los pueblos y corporaciones 

Art. ¿8. Las anticipaciones que hagan 
los comisionados de ventas á los pontos 
agrónomos se formalizarán en las Tesorerías 
de provincia con esta aplicación, y figurarán 
como uno de los conceptos de la cuenta ge- 
neral de anticipaciones, á ia cual se aplica- 
rán igualmente las cantidades que ingresen 
por reintegro de las mismas anticipaciones. 

Art. 29. No ingresarán eu Tesorería las 
inscripciones que expida la Dirección de ia 
Deuda ir favor del clero ; solo se tomará co- 
nocimiento de ellas en las Contadurías de 
Hacienda pública de las provincias en que 
radiquen las lincas de que procedan, ano- 
tándolas en un re-istro especial y en los ex- 
pedientes de ventas de las mismas lincas. 
Mensualmente remitirán las Contadurías á la 
Dirección general de contabilidad notas cir- 
cunstanciadas de las inscripciones que hu- 
bieren anotado en los expresados registros. 

Art. 30. Tampoco ingresarán en Tesore- 
ría las lianzas que en valores del Estado 
presénten los compradores de bienes en ios 
casos á que se reiieren los arts. 147 y 150 de 
de la instrucción del ramo. Los tesoreros se 
limitarán en esta parte á remitirlas á ia Di- 
rección de la Caja de depósitos, ó reclamar 
de esla las correspondientes cartas de pago, 
y á entregarlas eu las Contadurías para los 
tiñes que determina el segundo de dichos 
artículos. 

LIBROS DE CUENTA Y RAZON. 

Art. 31. La cuenta y razón, así de admi- 
nistración como de intervención del ramo de 
bienes nacionales, se llevará en libros iguales 
foliados, se rubricarán por los Gobernadores, 
comisionados de ventas y contadores; ten- 
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drán la primera y última hoja de papel del 
sello de oficio, y se expresarán en aquella el 
número de las,que contenga cada uno. 

Art. 32. Los libros de que trata el artí- 
culo anterior serán de dos clases, á saber: 
especiales de cada ramo ó servicio, y princi- 
pales ó de resultados. El número objeto y 
circunstancias de Jos primeros se determina- 
rán en los capítulos III, IV, V y VI de esta 
instrucción. 

Los libros principales serán: 

1. ü Diario de ingresos en poder de los 
comisionados. 

2. ° Diario do ingresos en Tesorería por 
productos de bienes nacionales. 

3. u Diario de pagos por obligaciones de 
bienes nacionales. 

4. “ Libro de cuentas generales. 

Art. 33. En el diario de ingresos en po- 
der de los comisionados se anotarán uno por 
uno con la debida expresión de proceden- 
cias, personas que hagan las entregas y con- 
ceptos porque las ejecutan, las cantidades 
que reciban dichos comisionados proceden- 
tes de productos de las lincas y bienes de 
cuya administración estén encargados, así 
como por las ventas de frutos que realicen. 
El día último del mes, ó cuando el comisio- 
nado haga entrega de fondos en Tesorería, 
se sumará este hbro, y á continuación se 
anotará la carta de pago que expida á su fa- 
vor el tesorero, con cita del número y fecha 
de la misma. 

Art. 34. En el diario de ingresos en Te- 
sorería se sentarán ios cargaremes generales 
que extiendan las Contadurías en concepto 
ele interventoras del ramo para realizar la 
entrada de ios productos en renta que re- 
cauden parcialmente los comisionados, y los 
cargaremes parciales de ios pagos en metá- 
lico que hagan los interesados por rentas y 
redenciones , y de formaiizacion de los in- 
gresos de esta clase que hayan tenido Jugar 
en otras provincias en concepto de movi- 
miento de fondos. En los asientos se expre- 
sará el día del ingreso, su clase ó proceden- 
cia, y la persona y concepto de Ja entrega, 

Art. 35. En el diario de pagos por obli- 
gaciones de bienes nacionales se anotarán 
uno por uno todos los libramientos que se 
expidan para satisfacer los gastos y premios 
del ramo. En los asientos se expresará el dia 
en que se verifiquen ios pagos , el número 
de los libramientos, el presupuesto , clase y 
concepto á que pertenezca la obligación, el 
nombre del interesado y ios demás porme- 
nores necesarios. 

En ñu de cada semana se sumarán los dos 
diarios de ingresos y pagos para comprobar 
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las entradas y salidas en Tesorería, proce- 
dente del ramo; y en fin de cada mes se re- 
sumirán las totales de las cuatro semanas, 

Art. 36. En el libro de cuentas se abri- 
rá una á cada concepto de recaudación y 
de distribución , conforme á las clasificacio- 
nes que determinan para los primeros los ar- 
tículos 44, 49 y 56, y para los segundos el 
art. 63 de esta instrucción. 

En las cuentas de los conceptos de recau- 
dación se adeudará lo que deba realizarse, 
y se abonará lo que se recaude. En las de 
obligaciones se acreditarán las que se reco- 
nozcan y liquiden, y se adeudarán las que 
se satisfagan ; y al finalizar el año se cerra- 
rán unas y otras por balance , y sus resulta- 
dos se llevarán al libro de cuentas del año 
siguiente: 

Art. 37. Además de los libros principa- 
les y especiales de que queda hecho mérito 
en íos artículos anteriores , llevarán los co- 
misionados y contadores los auxiliares que 
juzguen necesarios para el buen régimen de 
jas operaciones administrativas y de inter- 
vención , claridad de la cuenta y razón y 
seguridad de los intereses del Estado. 

Art. 38. La cuenta y razón de la admi- 
nistración de los bienes del Estado y de se- 
cuestros podrá continuarse hasta fin del año 
actual en los libros en que la llevan las Ad- 
ministraciones principales de Hacienda pú- 
blica. 

Art. 39. Los comisionados principales 
como responsables de los actos administra- 
tivos de los subalternos, establecerán los li- 
bros que estos hayan de llevar y las cuentas 
que deban remitirles conforme al art. 60 de 
la instrucción del ramo, para refundir sus 
resultados en los libros y cuentas de las co- 
misiones principales. 

CAPITULO III. 

De la cuenta y razón de los bienes declarados 
en venta. 


Fincas adjudicadas por dé- 
bitos. 

de baldíos y realen- 
gos. 

del Ministerio de la 

Guerra. 

Id. de Fomento. 

Id. de Marina. 

— — Id. del ramo de mi- 

Fincas rústi- 1 nas - 

< de diversas proceden- 

cias. 

de maestrazgos y en- 
comiendas. 

de las órdenes mili- 
tares. 

de cofradías, obras 

pías y santuarios. 
— del ex-infanle don 
Carlos. 



Fincas 

ñas. 



Fincas del Estado en ge- 
neral. 

de la inquisición. 

de canales. 

adjudicadas por dé- 
bitos. 

de baldíos y realen- 
gos. 

del Ministerio de la 

Guerra. 

Id. de Marina. 

Id. de Fomento. 

Id. del ramo de mi- 
nas. 

de diversas proceden- 
cias. 

de maestrazgos y en- 
comiendas. 

— — de las órdenes mili- 
tares. 

de cofradías, obras 

pías y santuarios. 

del ex-inlánte don 

Cárlos. 


Art. 40. Para todos los efectos de la 
cuenta y razón , inventario, tasación ó capi- 
talización y demás respectivas á las fincas 
declaradas en venta , y de secuestros , que 
desde luego y en lo sucesivo se practiquen, 
se distinguirán dichas fincas y comprende- 
rán en cuentas con la clasificación de pro- 
cedencias primitivas y actuales , á saber: 

BIENES DEL ESTADO. 

/ Fincas del Estado en ge- 
Fincas rústi - ) neral. 

cas. ) de la inquisición. 

v de canales. 


Edificios con-í fincas del Estado. 

ventos. A adjudicadas por dé- 

hitos. 

Acciones de es-") 

tablecimien- > Bienes del Estado. 
tos públicos . j 

/■ Bienes del Estado. 

' d e ] a inquisición. 

Censos y fo-\ adjudicados por dé- 

ros. bitos. 

í — — de baldíos y realen- 

í gos. 

\ de canales. 


Censos y fo 
ros. 
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Bienes de la encomienda de 
la órden de San 
\ Juan. 

de las órdenes mili- 
tares. 

de cofradías, obras 

pías y santuarios. 

dei ex-infante don 

Cárlos. 


Fincas rústi- 
cas. ..... 


BIENES DEL CLERO. 

/ Fincas del clero en ge- 
' neral. 

- — del Estado, cedidas 
al clero. 

adjudicadas por dé- 
bitos. 

de maestrazgos y en- 
comiendas 


Fincas urba- 
nas. 


Edificios con-) 
ventos 
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BIENES DE PROPIOS, BENEFICENCIA É INSTRUC- 
CION PÚBLICA. 


Bienes de lo. 
propios y co 


de maestrazgos y con- 
ventos de religio- 
sos. 

de id. . id. . de re- 
ligiosas. 

■ de hermandades y co- 

fradías. 

Fincas del clero eo ge- 
neral 

del Estado, cedidas 

al clero. 

adjudicadas por dé- 
bitos. 

— — de maestrazgos y en- 
comiendas. 

de maestrazgos y con- 
ventos de religio- 
sos. 

de id., id., de re- 
ligiosas. 

de hermandades y co- 
fradías. 

Délas comunidades de re- 


_T Fincas rústicas. 

muñes de /osí r urbanas. 
pueblos J Censos y foros. 

Bienes de (Fincas rústicas. 

beneficencia. ~) r urbanas. 

1 (Censos y foros. 

Bienes de la (Fincas rústicas. 

i instrucción \ urbanas. 

pública... . ¿Censos y loros, 

BIENES DE SECUESTROS. 

Secuestro de í Fincas rústicas. 

D. Sebastian ¡ urbanas. 

y su madre, ( Censos y toros. 


I ligiosos. 

* \ De id., de religiosas. 

( Del clero en general. 
Acciones de esA De monasterios y conven - 
tablecimien-1 n . . t° s de religiosos. 

íos l Ue id. , id. , de religiosas. 

I De hermandades y col'ra- 

días. 

/Del clero en general, 
i De monasterios y conven- 
Censos y fo-} tos de religiosos. 

ros i De id. id. de religiosas. 

f De hermandades y eofra- 
V días. 

Tomo Y. 


Secuestros 


de í 


Fincas rústicas. 
urbanas. 


particulares.) ur ? an “ 

' f (.ensos y loros. 


Art. 41, La cuenta y razón del alta y 
baja de las fincas se llevará en un libro espe- 
cial denominado bienes declarados en ven- 
ta ij de secuestros , en el cual se abrirán 
cuentas especiales á cada una de los con- 
ceptos que determina el artículo anterior. 

En estas cuentas y por los resultados de 
los inventarios , se adeudarán por trimestres 
las fincas existentes, con distinción de su 
número y valor por tasación ó capitaliza- 
ción ; las que de nuevo se vayan compren- 
diendo en los inventarios y los aumentos de 
valor que por electo de las subastas ú otras 
causas deban tenerlas ya comprendidas en 
cuenta: se acreditarán el número y valor en 
metálico, y pagarés de las fincas que se ven- 
dan , las reducciones de valor que sufran 
desde la valoración primitiva á la veula , y 
t las que originen las fincas que deban ex- 
¡ eluirse de los inventarios. 

La comparación de los debes y haberes de 
estas cuentas demostrará las fincas que exis- 
tan sin enajenar. 

Por los resultados trimestrales de las 
cuentas parciales, se abrirá una general que 
será .el fundamento de las de esla clase, que 
deben rendirse conforme al art. 74 de esta 
instrucción. 

Art. 42. Las fincas del clero, propios, 
beneficencia é instrucción pública, se anota- 
rán en el libro de que trata el artículo ante- 
rior, y figurarán en ias cuentas á medida que 
se incluyan en los inventarios y se les dé va- 
lor, va sea por tasación ó capitalización. 

8 
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CAPITULO IV. 


De la cuenta y razón de deudores. 

Art. 43. La cuenta y razón de deudores 
del ramo de bienes nacionales se divide en: 
i ° Deudores por pagarés á plazos de los 
bienes enajenados conforme á k ley de l.° 
de mayo. 

2. ° Rentas publicas ó sea de vencimien- 
tos de rentas y ventas, cuyos productos de- 
ben figurar en los presupuestos. 

3. ° ' Deudores al fondo especial de ventas; 
cuenta de realización á su vencimiento de 
las enajenaciones de bienes de propios por 
el 80 por 100, beneficencia é instrucción pú- 
blica. 

4. ° Deudores al fondo especial de ventas, 
cuenta de remesas á la Deuda pública para 
invertir en rentas del 3 por 100. 

DEUDORES POR PAGARÉS Á PUAZO DE LAS VEN- 
TAS QUE SE HAGAN CONFORME Á LA LEY DE 
t.° DE MAYO. 


Art, 44. Las operaciones de expedición, 
registro, descuento y realización de los pa- 
garés á plazo., se clasificarán y comprende- 
rán en cuentas del modo siguiente: 


j Bienes del Es- 
tado incluso 
el 20 por 1 00 


-Fincas rústicas. 

i urbanas. 

' Edificio-s-conventos. 


o " ( ^sosjPor redenciones 
t t \ y foros. ¡Por ventas. 


Bienes del de - 

■ + * ■ ■ # • • 


Fincas rústicas. 

urbanas. 

Edificios-conventos. 
Censos(Por redenciones, 
y foros, i Por ventas. 


Los pagarés de cada enajenación tendrán 
una misma numeración, distinguiéndose unos 
de otros por el plazo á que pertenezcan. 

Art,. 4(5. Por cada tinca de propios que 
se enajene se extenderán dos juegos de pa- 
garés , uno del 20 por 100 que corresponde 
al Estado , y otro del 80 por 1 00 que perte- 
nece á los 'pueblos. Lo mismo se ejecutará 
cuando las fincas ó propiedades que se ena- 
jenen, ya sean de propios, beneficencia ó 
instrucción pública, estén gravadas con cen- 
sos de distintas procedencias. 

Art. 47. En cinco registros, uno por 
cada clase de propiedades, conforme á las di- 
visiones que establece el art. 44, se anota- 
rán respectivamente los pagarés por orden 
de numeración, citando sus circunstancias 
mas esenciales. 

También se anotarán en registros especia- 
les de vencimientos á fin de conocer los que 
en cada día deban realizarse. 

Art. 48. En un libro especial se llevará 
la cuenta y razón de los expresados pagarés, 
en el cual se abrirá cuenta á cada una de las 
cinco clases en que se dividen conforme ¡í la 
clasificación del art. 44, adeudando en elias 
el importe de los pagarés que se expidan; 
acreditando los que á su plazo deban cargar- 
se respectivamente en ios libros de deudores 
por vencimientos de rentas y v-entas cuyos 
productos deben figurar en los presupuestos 
de ingresos, y de deudores al fondo especial 
de ventas (arts. 54 y 58), y haciendo los de- 
más abonos y cargos que procedan , á fin de 
poder conocer por los resultados del expre- 
sado libro , el importe mensual, trimestral y 
anual de los pagarés expedidos, de los venci- 
dos y de los pendientes de vencimiento. Di- 
cho libro será el fundamento de las cuentas 


Bienes de pro- \ 
pios : por el I 
80 por Í00\ 
perteneciente í 
álospueblos ,j 


Fincas rústicas. 

urbanas. 

CensosiPor redenciones, 
y foros. ¡Por ventas. 


(Fincas rústicas. 

Bienes de la) urbanas. 

benef cencía, 'i Censos (Por redenciones. 
’ y foros. ¡Por ventas. 


Bienes de la 
instrucción 
pública 


Fincas rústicas. 

— — urbanas. 

Censos ¡Por redenciones, 
y foros. | Por ventas. 


Art. 45. Los pagarés se distinguirán por 
numeración de orden, según la procedencia 
actual y clase de la linca , y expresarán la 
procedencia primitiva, el plazo á que corres- 
pondan y la fecha de su vencimiento. 

\ 


trimestrales de pagarés á cobrar de que tra- 
ta el art. 77. 


RENTAS PÚBLICAS Ó SEA DEUDORES POR VENCI- 
MIENTOS DE RENTAS Y VENTAS , CUYOS 
PRODUCTOS DEBEN FIGURAR EN LOS PRESU- 
PUESTOS. 

Art. 49. Las operaciones de cuenta y ra- 
zón de rentas públicas ó sea de deudores por 
vencimientos de rentas y ventas cuyos pro- 
ductos deben fgurar en los presupuestos, se 
refieren á los vencimientos de las rentas de 
los bienes del Estado, del clero y de secues- 
tros, y a los vencimientos de ias ventas de 
los bienes del Estado, del clero y 20 por 4 00 
de los propios y se distinguirán en los docu- 
mentos, libros y cuentas por presupuestos 
con la eiasificadion siguiente: 
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Valores en administración de los bienes del 
Estado y de secuestros. 

BIENES DEL ESTADO V DE SECUESTROS. 

Bienes del Estadq en ge- 

j neral. 

I de la inquisición. 

| — — de canales. 

Fincas adquiridas por dé- 
bitos, 

de baldíos y rea- 
lengos. 

del Ministerio de la 
Guerra. 

del Ministerio de Fo- 
mento 

del Ministerio de Ma- 
rina. 

del ramo de minas, 
de diversas proce- 
dencias. 

— — de maestrazgos yen- 
comiendas. 

de las órdenes mili- 
tares. 

cofradías, obras pías 

y santuarios. 

del ex-inlante don 

Cárlos. 

Renta de población. 
Productos diversos. 

Idem de frutos vendidos. . 


Productos en 
renta de los i 
bienes del Es-\ — 
tado. \ ■ — 


Productos en 
renta de los 
bienes de se- 
cuestros. 


Secuestro de D. Sebastian 
y su madre. 

Secuestros de particula- 
res. 


Atrasos hasta lin de 1849. 
Resultas de ejercicios cerrados. 


Bienes primitivos del clero 

del Estado. 

— — adjudicados por dé- 
bitos. 

de maestrazgos y en- 
comiendas. 

— — ' de monasterios y 
conventos de reli- 
giosos. 

de monasterios y 

■ conventos de reli- 
giosas. 

de hermandades y 

cofradías. 


Bienes del cle- 
ro. - , , , r 


Productos de frutos vendi- 
dos. 


Valores en venta de los bienes del Estado, 
incluso el 20 por 100 de los de propios y 
del clero, enajenados en virtud de la ley 
de l.° de mayo de 1855. 

s BIENES DEL ESTADO. 

i Entregas al contado. 

Fincas rústi-) porrazos anticipa- 

por pagarés venci- 
dos. • 

' Entregas al contado. 

\ por plazos anticipa- 


cas. 


Fincas urba 
ñas j 

i 

\ 

Redenciones y 
ventas de cen- 
sos y foros. I — 


dos. 

por pagarés venci- 
dos. 


Entregas al contado. 


( - 


por plazos anticipa- 
dos. 

por pagarés venci- 
dos. 


BIENES DEL CLERO. 




Fincas rústi 
cas. . 


Entregas al contado. 

por plazos anticipa- 
dos. 

por pagarés venci- 
dos. 

Entregas al contado. 

, l por plazos anticipa- 

< 27XCCIS U7 t)Ct’~ m \ CÍ()S 

nas " 1 " 1 1 i por pagarés vencí- 

\ dos. 

. Entregas al contado. 

- por plazos anticipa- 
dos. 

- por pagarés venci- 
dos. 


Redenciones y \ 
ventas de cen- ! 
sos y foros. . | — 


BIENES DE PROPIOS POR EL 20 POR 4 00. 

Entregas al contado. 

Fincas rúsii-) ^ ($/»«* 

' ‘ L j por pagarés venci- 

(, dos. 


cas. 


Fincas urba- 
nas 


Redenciones y L 
ventas de cen- ' 
sos y foros, . | 


/Entregas al contado. 

por plazos anticipa- 
dos. 

por pagarés venci- 
dos. 

Entregas al contado. 

por plazos anticipa- 
dos. 

por pagarés venci- 
dos. 
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Art. 50. También se distinguirán en los 
documentos de contabilidad de estas opera- 
ciones y en los asientos de las rentas que 
procedan de lincas rústicas, liocas urbanas, 
censos y toros, edificios, conventos y accio- , 
nes de establecimientos públicos. 

Art. 51 . La expresada cuenta y razón de 
rentas públicas se llevará en los libros si- 
guientes: 

De deudores por rentas de los bienes del 
Estado y de secuestros. 

De deudores por rentas do ios bienes de! 
clero. 

De deudores por vencimientos de las ven- 
tas de bienes del Estado, incluso el 20 por 
100 de los de propios. 

De deudores por vencimientos de las ven- 
tas de bienes dei clero. 

Art. 52. En los libros de deudores por 
rentas de los bienes del Estado y de secues- 
tros y del clero, se abrirán cuentas individua- 
les í los arrendatarios, censatarios o colo- 
nos, en las cuales se expresarán por cabeza 
las condiciones de ios arriendos que deban 
influir en la liquidación de las mismas; se 
adeudarán las sumas que deban realizarse y 
se acreditarán las que se recíban. Además se 
abrirá una cuenta á los bienes de cada pro- 
cedencia, conforme á la clasificación que es- 
tablece para dichas rentas el art. 49, en la 
que se reasumirán por meses los resultados 
de las individuales, adeudando del mismo 
modo la totalidad de ¡as rentas, á medida que 
venzan, abonando las cantidades que se re- 
ciban en pago y practicando los demás abo- 
uos y cargos que procedan. 

También se abrirá en dichos libros una 
cuenta á cada mes que será el resúmen de 
las individuales y de procedencias de los 
bienes. 

Art. 53, Asimismo se llevará en cada uno 
de los libros de que trata el artículo anterior 
una cuenta especial en que se adeudará el 
valor en venta de los frutos y efectos que se 
enajenen, y se acreditarán las cantidades 
que se realicen. 

Los productos de los frutos se imputarán 
al presupuesto de! año en que se realice su 
venta, sea cual fuere la fecha en que hubie- 
ren ingresado en almacenes, y la época á que 
pertenezcan las rentas de que procedan, 

Art. 54. Eu los libros de deudores por 
vencimientos de las ventas de bienes del Es- 
tado, incluso el 20 por 1 00 de las de propios, 
y de deudores por vencimientos de las ven- ' 
tas de bienes del clero, se anrirán las citen- ; 
Las necesarias conforme á la clasificación que 
para dichas ventas establece el citado artícu- 
lo 49, y se practicarán ios asientos adeudando 


las entregas que deban hacerse en metálico, 
y los vencimientos de los pagarés á plazos; 
acreditando Jas cantidades que inglesen ó se 
formalicen en Tesorería, y practicando los 
demás abonos y cargos que procedan, para 
conocer en todo tiempo, y especialmente en 
iin de cada ano, con distinción de conceptos 
y presupuestos, los valores mensuales, las 
cantidades realizadas, las pendientes de reali- 
zación y los aumentos y bajas que se hayan 
ejecutado. 

Art. 53. Los resultados de las cuentas 
abiertas á cada mes en los libros de que tratan 
los cuatro artículos anteriores, serán el fun- 
damento de las cuentas mensuales que deban 
rendirse conforme al art. 79. 


DEUDORES AL FONDO ESPECIAL DE VENTAS DE 
BIENES DE PROPIOS POR EL d0 POR 100 DE 
LOS PUEBLOS, BENEFICENCIA É INSTRUCCION 
PÚBLICA. 

Art. 56. Las operaciones de cuenta y ra- 
zón de deudores al fondo especial de ventas 
tienen por objeto conocer lo que deba recau- 
darse por entregas en metálico y vencimiento 
de pagarés á plazo, correspondientes á la 
venta de ¡os bienes do propios por el 80 por 
100 que corresponde á ios pueblos, de bene- 
licencia y de instrucción pública; lo que se 
realiza á cuenta para invertir conforme á 
los arts. -15 ai 21 de la ley de 1,“ de mayo, y 
lo que resulta sin realizar. Dichas operacio- 
nes se distinguirán en ios documentos, libros 
y cuentas, eu la huma siguiente: 

BIENES DE PROPIOS POR EL Ü0 POR 100. 


Fincas rústi- 
cas, , . . . . 


Entregas al contado. 
Plazos anticipados. 
Pagarés vencidos. 


Fincas urba- 


ñas, , 


Entregas al contado. 
Plazos anticipados. 
Pagarés vencidos. 


Redención yt Entregas al contado. 
venta de c en-' Plazos anticipados. 
sos. , . . , .( Pagarés vencidos. 


BIENES DE BENEFICENCIA. 


Fincas rústi- 
cas 


Entregas al contado. 
Plazos anticipados. 
Pagarés vencidos. 


Fincas urba - í Entregas al contado. 
ñas.. , , \ Plazos anticipados. 

' ( Pagarés vencidos. 

Redención y i Entregas al contado. 
venia de cen-/ Plazos anticipados. 
sos - { Pagarés vencidos. 
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BIENES DE INSTRUCCION PÚBLICA.. 


Fincas rústi- 
cas 


Entregas al contado. 
Plazos anticipados. 
Pagarés vencidos. 


Fincas uvba - 1 
ñas j 

Redención y j 
venta de cen-l 
sos * 


Entregas a) contado. 
Plazos anticipados. 
Pagarés vencidos. 

Entregas al contado. 
Plazos anticipados. 
Pagarés vencidos. 


cambio á que se hubiere hecho la compra 
de los títulos ó rentas del 3 por 100, en cuya 
equivalencia fueren expedidos. 

Art. 61. Llevarán estos libros tan solo 
las Contadurías, y los resultados que men- 
sualmente ofrezcan serán el fundamento de 
las cuentas de deudores al fondo especial de 
venta S; cuentas de remesas á la Deuda públi- 
ca para invertir en rentas del 3 por 1 00 que 
previene el art. 84. 

CAPITUTO V. 


Art. 57. La expresada cuenta y razón de 
deudores al fondo especial de ventas se lle- 
vará eh tres libros, á saber: 

De deudores por el 80 por 100 de la venta 
de los bienes de propios. 

De deudores por venta de los bienes de 
beneficencia. 

De deudores por venta de bienes de la 
instrucción pública. 

Art. 58. En ios citados libros se llevará 
la contabilidad con la clasificación de cuentas 
que determina el art. 56, haciendo los abo- 
nos y cargos que proceda, de modo que apa- 
rezcan con toda claridad en fin de cada ines y 
año los resultados de liquidación y realización 
de las entregas en metálico y de los pagarés 
á medi ’a que venzan ó los descuenten los 
interesados. 

Los resultados de estos libros serán el fun- 
damento de las cuentas mensuales de deu- 
dores al fondo especial de ventas, que deben 
rendirse conforme al art. 82. 

DEUDORES AL FONDO ESPECIAL DE VENTAS, 

CUENTAS DE REMESAS Á LA DEUDA PÚBLICA 

PASA INVERTIR EN RENTAS DEL 5 POR 4 00. 

Art. 59. Las operaciones de cuenta y ra- 
zón de las remesas que se hagan á la Tesore- 
ría de la Deuda pública para invertir en ren- 
tas del 3 por 100 se llevarán con la distin- 
ción siguiente: 

Fondo del 80 por 100 de los bienes de pro- 
pios. 

de los bienes de beneficencia. 

de los bienes de instrucción pública. 

Art. 60. Por cada uno de los tres con- 
ceptos expresados en el artículo anterior, se 
llevará un registro en que se adeudarán 
parcial y totalmente á la Dirección de la 
Deuda los fondos de que disponga por medio 
del giro, ó que se la remesen cediendo car- 
tas de pago, V se abonarán las inscripciones ¡ 
intrasferiblps que en descargo remita á favor ¡ 
de los respectivos acreedores, valoradas al I 


De la cuenta y razón de acreedores. 

Art. 62. La cuenta y razón de acreedo- 
res se divide en: 

Acreedores por obligaciones de bienes na- 
cionales. 

Acreedores al fondo especial de ventas de 
bienes de propios, por el 80 por 100, benefi- 
cencia é instrucción pública. 

ACREEDORES POR OBLIGACIONES DE BIENES 
NACIONALES. 

Art. 63. La cuenta y razón de acreedores 
por obligaciones del ramo de bienes nacio- 
nales se distinguirá en los libros, documen- 
tos y cuentas por ejercicios, con arreglo á la 
ley de contabilidad, y las obligaciones de ca- 
da ejercicio con Ja clasificación siguiente: 

Gastos de administración. 

( Contribuciones. 

Obras de pura conserva- 
ción 

cuest ro de] Alquileres de paneras y al- 
D. Carlos, . [ maeenes. 

x Censos y cargas. 

( Contribuciones. 

Obras de pura conserva- 
ción. 

ro secular. Alquileres de paneras y al- 
I maeenes. 

\ Censos y cargas. 

/Contribuciones. 

Bienes de se- Obras de pura conserva- 
cuestros no ) cion. 
dcclarados\ Alquileres de paneras y al- 
en venta. . . I maeenes. 

\ Censos y cargas. 

Premios de administración . 

3 por 100 de los ingresos 
Comisionados ; propios de la capital 
principales., i l por 100 de la recaudación 
\ de los partidos. 
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Comisionados (3 por 100 de los ingresos de 
subalternas.. I sus partidos. 

Gastos de enajenación. — Premios de 
investigación. 

, i por 100 de los eapita- 
/ les de censos descubier- 
l tos. 

Investigado -J 15 por 100 del valor en tasa- 
res. , . . . . ¡ cion de los predios urba- 
f nos. 

i 20 por 100 del valor de los 
\ predios rústicos. 

S 3 por 100 del valor de las fin" 
cas descubiertas en sus 
distritos. 

1 por 100 de las fincas des- 
cubiertas en los parti- 
dos. 

Comisionados f 3 por 100 délas fincas de los 
subalternos..} partidos. 

Premios de ventas. 

Comisionados 5 1 / 4 por 400 del importe de 
principales. . f los remates. 

Comisionados ( y 8 por 100 del importe de 
subalternos. . { cada remate. 

Gastos extraordinarios. 

Gastos de formación de. inventarios. 

De traslación de papeles. 

DOCUMENTOS DE PAGARÉS. — PREMIO Á *LOS 
COMPRADORES QUE ANTICIPAN EL PAGO DE 
LOS VENCIMIENTOS. 

Arl. 64. La expresada cuenta y razoD se 
llevará en nn libro especial, en el cual se 
abrirá cuenta á todos los conceptos que de- 
termina el artículo anterior y á los demás 
que en lo sucesivo puedan ocurrir. En ellas 
se acreditarán las obligaciones á medida que 
se reconozcan y liquiden y se adeudarán los 
pagos que se ejecuten. Por los resultados 
de estas cuentas se abrirá una general á cada 
mes, en que conste el importe de las obliga- 
ciones liquidadas, el de las pagadas y el de 
las pendientes, cuyos resultados serán el 
fundamento de las cuentas mensuales de 
acreedores por obligaciones del ramo que 
deben rendirse conforme al art. 87. 

Arl. 65. Los premios que conforme al 
art. 6.° de la ley de l.° de mayo deban abo- 
narse á Jos compradores de ios bienes del 
Estado, incluso el 20 por 100 de los de pro- 
pios y del clero, cuando anticipen los plazos 


se considerarán como una obligación del Te- 
soro para su inclusión en presupuestos, en 
distribuciones y en las cuentas de gastos pú- 
blicos. Los que dimanen del 80 por 100 de 
los bienes de propios, de los bienes de bene- 
ficencia y de los de instrucción pública, se 
considerarán como minoración de su pro- 
ducto que aíecta al fondo especial de los 
mismos, 

ACREEDORES AL FONDO ESPECIAL DE VENTAS. 

Art. 66. La cuenta y razón de acredores 
al fondo especial de ventas de que trata el 
art. 6.°, se llevará únicamente en las Conta- 
durías, con la distinción de libros, á saber: 

De acreedores al 80 por 100 de la venta 
de bienes de propios. 

De acreedores á la venta de bienes de be- 
neficencia. 

De acreedores á la venta de bienes de 
instrucción pública. 

Art. 67. En cada uno de dichos libros y 
á medida que las enajenaciones se verifi- 
quen, se abrirán cuenlas á los pueblos y á 
los establecimientos ó corporaciones de be- 
neficencia é instrucción pública de que pro- 
cedan los bieiies, y en ellas se les abonará en 
las fechas del ingreso ó formalizacion en Te- 
sorería las cantidades que se realicen por el 
10 por 100 al contado y cobro de los paga- 
rés, y se les adeudarán las que se entreguen 
para obras de utilidad pública, conforme á 
los arls. 19 y 20 de la ley; por déficit de sus 
rentas, en el caso que le hubiese, conforme 
á los arts. 17 y 20 de la misma ley; los pre- 
mios que se abonen conforme al art. 6.° á 
los compradores que descuenten pagarés y 
el coste efectivo de las rentas del 3 por 100 
que adquiera la Dirección de la Deuda y en 
cuya equivalencia expida las inscripciones 
intrasferibles, practicando este último cargo 
á medida que se formalice por Tesorería el 
ingreso y aplicación de las expresadas ins- 
cripciones, conforme al art. 27. 

También se llevarán cuentas mensuales 
en dichos libros, clasificando en columnas 
los conceptos indicados en el artículo ante- 
rior , las cuales servirán de fundamento de 
las de acreedores al fondo de ventas que de- 
ben rendirse conforme al art. 91 . 

CAPITULO VI. 

De la cuenta y razón de administración de 
frutos. 

Art. 68. La cuenta y razón de la admi- 
nistración de frutos procedentes de las ren- 
tas de los bienes del Estado-, del clero y de 
secuestros se llevará con distinción de pro- 
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eedencias y de artículos ó especies según el 
sistema de pesas y medidas que actualmente 
rige en Castilla, en tres libros especiales á 
saber. 

De deudores en frutos. 

De acreedores en frutos*. 

De almacenes y paneras. 

Art.. G9. En él libro de deudores en fru- 
tos se llevarán cuentas individuales á los ar- 
rendatario?, colonos ó personas que proce- 
da; y por medio de tantas columnas como 
sean los artículos de los contratos se les 
adeudarán por vencimiento los granos y efec- 
tos que deban Satisfacer, y se les acreditarán 
los que satisfagan. Por los resultados de es- 
tas cuentas individuales se abrirá una men- 
sual á cada clase de bienes , ó sea á rentas 
en frutos de los bienes del Estado ; rentas en 
frutos de los bienes del clero , y rentas en fru- 
tos de los bienes de secuestros , en las cuales 
se adeudarán los frutos que deban recibirse, 
acreditando los que reciban é ingresen en al- 
macenes. Por el resultado de estas tres 
cuentas se abrirá otra general del mes, que 
servirá de comprobación de los cargos del 
libro de almacenes. 

Art. 70. En el libro de acreedores en 
frutos se llevarán cuentas individuales á las 
corporaciones ó personas que tengan dere- 
cho á percibir frutos do la Aministracion, 
clasificadas también por columnas, según las 
clases de efectos. En ellas se les acreditarán 
en los respectivos vencimientos los frutos 
que deben recibir, y se les adeudarán los 
que reciban. Los resultados mensuales de 
estas cuentas parciales se totalizarán en otras 
también mensuales por las tres procedencias 
délas obligaciones, conforme se indica para 
la contabilidad de deudores en el artículo 
anterior. En otra cuenta general por cada 
mes se resumirán las parciales, de que que- 
da hecho mérito; ln cual comprobará las sa- 
lidas de almacenes en la parte respectiva á 
la entrega de dichos frutos. 

Art. 71 . Eu el libro de almacenes y pa- 
neras se abrirán tantas cuentas como sean 
las clases de los frutos y efectos que deban 
recibirse, y en ellas se cargarán los que se 
reciban; se datarán los que tengan salida, 
con distinción en columnas de los vendidos, 
inutilizados, dados en pagos ú otros motivos 
autorizados. En los cargos se expresarán la 
procedencia de los frutos y las personas de 
quienes se reciban, y en las datas la causa 
que las motiva, y la persona ó corporación á 
quien se entregan . 

En fin de cada mes se sumarán los cargos 
y datas; se saldarán las cuentas con las exis- 
tencias que aparezcan ; y por los resultados 


que ofrezcan se abrirá una general del mes. 

Art. 72. Por las cuentas mensuales de 
los tres libros de deudores, acreedores y al- 
macenes ó paneras, se formarán las cuentas 
de administración do frutos, que deben ren- 
dirse conforme al art. 94. 

CAPITULO VII. 

De las cuentas y documentos de contabilidad 
del ramo de bienes nacionales. 

Art. 73. Las cuentas del ramo do bienes 
nacionales se rendirán al Tribunal de Cuen- 
tas del Reino por conducto de la Dirección 
genera! de contabilidad : se justificarán con- 
forme á los principios establecidos en la Real 
instrucción de 25 de enero de 1850; y serán 
de cinco clases á saber: 

De bienes declarados en venta y de se- 
cuestros. 

De deudores. 

De acreedores. 

De administración de frutos. 

De recaudación de productos en rentas. 

CUENTA DE BIENES DECLARADOS EN VENTA Y 
DE SECUESTROS. 

Art. 74. Las cuentas de bienes declara- 
dos en venta y de secuestros las rendirán 
desde l.° de julio próximo los comisionados 
de ventas, en los impresos que circulará la 
Dirección general de contabilidad, serán tri- 
mestrales; se clasificarán en la forma que 
previene el art.. 40, y demostrarán por me- 
dio de columnas, distinguiendo el número y 
valor de las lincas por tasación ó capitali- 
zación : 

1 Los bienes inventariados y valorados 
que resulten sin enajenar en fin del trimes- 
tre anterior. 

2. ° Los inventariados y valorados de 
nuevo durante el trimestre de la cuenta. 

3. ° Los aumentos de valores que hayan 
tenido los vendidos en el mismo. 

4. ° El total de estos cargos. 

5. ° Los bienes enajenados en el trimes- 
tre, valorados por el precio real de la venta, 
y distinguiendo lo que deba realizarse eu 
metájico de los pagarés que otorguen los 
compradores. 

6. ° Los bienes que deban ser baja por- 
que se acuerde que no están declarados en 
venta , se destinen á visos públicos ú otros 
motivos. 

7. ° Las bajas que deban hacerse por re- 
ducción en las subastas, rectificación de 
cuentas, indemnización de perjuicios, altera- 
ción ée valuaciones ú otras causas. 
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8. ° El total de estas datas. 

9. ° Y por último, el número y valor de 
los predios rústicos y urbanos, censos, foros y 
derechos que resulten sin enajenar al finali- 
zar el trimestre. 

Art. 75. Estas cuentas se comprobarán y 
documentarán en la forma siguiente: 

l.° En la del primer trimestre que rin- 
dan los comisionados , figurarán en el cargo 
y columna titulada fincas, censos y derechos 
existentes en fin del mes anterior el número 
y valor de las que aparezcan sin enajenar, se- 
gún las últimas cuentas de tincas en admi- 
nistración y en estado de venta que han de 
rendir por fin de junio los administradores 
principales de Hacienda pública, quienes fa- 
cilitarán á aquellos certificaciones que sir- 
van de fundamento al cargo expresado. 

.-,,2.° Los cargos de las fincas inventaria- 
das y valoradas en el trimestre se justifica- 
rán con certificación de la Contaduría que 
con referencia al inventario especifique la 
clase y procedencia de las fincas y censos 
cargados en la cuenta. 

3. ° Los aumentos se acreditarán, los que 
procedan de mayor valor en las subastas, 
con certificación de la misma Contaduría re- 
ferente al testimonio de la venta; y los que 
emanen de rectilicacion de cuentas ú otras 
causas, con certificaciones ó copias de las ór- 
denes que los comprueben. 

4. ° La columna de fincas enajenadas se 
acreditará con certificación de la Contaduría, 
de referencia á los testimonios de las subas- 
tas, expresivas de la clase y procedencia de 
las fincas y censos vendidos. 

5. ° La parte de las rentas efue debe rea- 
lizarse á metálico comprobara con el cargo 
de la columna de valores descubiertos de las 
cuentas de ventas públicas del trimestre en 
la parte relativa á los bienes del Estado in- 
cluso el 20 por 100 de propios, y á los del 
clero, y con la de deudores al fondo especial 
de ventas por los bienes de propios, benefi- 
cencia é instrucción pública, y columna de va- 
lores realizables, en lo correspondiente á es- 
tos mismos bienes. 

6. ° La columna de los pagarés á plazo 
comprobará con la de pagares suscritos en 
el trimestre, que contiene la cuenta de paga- 
rés á plazos de compradores de bienes de- 
clarados en venta por la ley de 1 de mayo 
de 1855. 

7. ° Las bajas por reducción en las subas- 
tas, rectificaciones é indemnización de per- 
juicios, se justificarán con certificación de 
referencia á las subastas, expedientes de in- 
demnizaciones ó providencias que las moti- 
ven y las que procedan de fincas que se ex- 


ceptúen de la venta, ó destinen á usos públi- 
cos, con copia de las órdenes que lo hubie- 
ren dispuesto. 

Art. 76. Las cuentas de deudores se di- 
viden en: 

1. ° Deudores por pagarés á plazo de los 
bienes declarados en venta por la ley de l.° 
de mayo, 

2. ° Rentas públicas ; ó sea deudores por 
vencimientos de rentas y ventas cuyos pro- 
ductos deben figurar en los presupuestos. 

3. ° Deudores al fondo especial de ventas. 

CUENTAS DE PAGARÉS Á PLAZO DE LOS BIENES 

DECLABATIOS EN VENTA POR LA LEY DE 1 

DE MAYO. 

Art. 77. Las cuentas de deudores por 
pagarés á plazo de i as bienes declarados en 
venta por la ley de 1 de mayo, la rendirán 
desde l.° de julio los contadores de Hacien- 
da pública en los impresos que les remitirá 
la Dirección general de contabilidad : serán 
trimestrales; se clasificarán conforme al ar- 
tículo 44, y por medio de columnas demos- 
trarán. 

1. ° Los pagarés pendientes de venci- 
miento al terminar el trimestre anterior. 

2. ° Los que hayan suscrito los compra- 
dores por las ventas verificadas durante el 
trimestre de la cuenta. 

3. ° Los que asimismo suscriban en los 
casos de trasferencia de dominio, alteración 
de valor de los primitivos pagarés ú otras 
causas. 

4. ° El total de estos cargos. 

5. ° Los pagarés que deban realizarse 
durante el trimestre, con distinción, de los 
que venzan en el misino y de los que se 
realicen anticipadamente. 

6. ° Los que deban cancelarse por quie- 
bras ú otras causas. 

1. ° El total de estas datas. 

Y T 8.° Los pagarés pendientes de venci- 
miento al terminar el trimestre de la cuenta. 

Art. 78. Las cuentas expresadas en el 
artículo anterior se comprobarán y docu- 
mentarán en la forma siguiente : 

I o La columna de pagarés suscritos en 
el semestre comprobará con la de pagarés á 
plazos que comprende la data de la cuenta 
de bienes en ven!, a. El importe de estos pa- 
garés, y de los que se emitan por trasferen- 
cia de dominio y rectificaciones que figuren 
en la tercera columna, deberá resultar car- 
gado en Jas cuentas de las Tesorerías corres- 
pondientes á los tres meses que abraza el 
trimestre. 

2. “ La columna de la data titulada: 
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« Pegares á realizar durante el trimestre, ; 
contendrá: la parte respectiva á los bienes 
del Estado, incluso el 20 por 100 de pro- 
pios , y los del clero con el cargo de las 
cuentas de rentas públicas, columna de va- 
lores descubiertos y contraidos, y renglones 
de pagarés anticipados y pagarés vencido?; 
y la parte procedente del 80 por 100 de pro- , 
píos , beneficencia é instrucción pública, con 
la columna de valores realizables é iguales 
renglones de la cuenta de deudores al fondo 
especial de ventas. 

3.° La columna de pagarés cancelados 
por quiebras, reducciones ú otras causas, se 
justificará con certificación de la Contaduría 
y comprobará con las cuentas de la Tesore- 
ría en los casos en que los pagarés ocasionen 
ingreso y salida en la misma. 

CUENTAS DE RENTAS PÚBLICAS , ó SEA DE DEU- 
DORES POR VENCIMIENTOS DE RENTAS Y VEN- 
TAS , CUYOS PRODUCTOS DEBEN FIGURAR EN 

LOS PRESUPUESTOS. 

Art. 79. Las cuentas de rentas públicas, 
ó sea de deudores por vencimientos de ren- 
tas y ventas cuyos productos deben figurar 
en los presupuestos, las rendirán desde l.° 
de julio próximo los comisionados de ventas 
en ¡os impresos que les remitirá la Dirección 
general de contabilidad; serán mensuales y 
demostrarán con la división de ejercicios 
que previene la lev de contabilidad y la Real 
instrucción de 25 de enero de 1850 y clasi- 
ficación de conceptos que marca el art. 49: 

\ ,° Los créditos pendientes de cobro en 
fin del mes anterior. 

2. ° Los valores descubiertos y contraídos 
en el de la cuenta por rentas y ventas ven- 
cidas en el mismo. 

3. ° Los aumentos de valores que proce- 
da hacer por rectificación de errores ante- 
riores. 

4. ° El total importe del cargo. 

5. ° Las cantidades que á cuenta se ha- 
yan recaudado é ingresado en las Tesorerías. 

6. " Los valores q re deban anularse por 
bajas ó abonos justificados , y rectificaciones 
de equivocaciones padecidas anteriormente. 

7. ° El tota! importe de la data. 

8. ° Y por último, los débitos pendientes 
■de cobro para el mes siguiente. 

Art. 80. Las Administraciones principa- 
les de Hacienda pública facilitarán certifica- 
ciones de las resultas ó débitos pendientes 
de cobro que aparezcan de su última cuenta 
de esta clase , para que sirvan de funda- 
mento al cargo que debe comprender en la 
primera columna de la de julio, del comisio- 
nado de ventas. \ 


CUENTAS DE DEUDORES AI. FONDO ESPECIAL DE 
VENTAS. 

Art. 8f . Las cuenlas de deudores al fon- 
do especial de ventas serán de dos clases, 
á saber : 

1. a Deudores al fondo especial de ven- 
tas, por los bienes de propios, beneficencia 
é. instrucción pública. 

2. a Deudores al fondo especial de ven- 
tas; cuenta de fondos remitidos á la Deu- 
da pública para invertir en rentas del 3 
por 100. 

CUENTA DE DEUDORES AL FONDO ESPECIAL DE 

VENTAS POR LOS BIENES DE PROPIOS, BENE- 
FICENCIA É INSTRUCCION PÚBLICA. 

Art. 82. Las cuentas de deudores al fon- 
do especial de ventas por los bienes de pro- 
pios, beneficencia é instrucción pública, las 
rendirán los comisionados de ventas desde 
f.° de julio próximo en los impresos que les 
remitirá la Dirección general de contabilidad; 
serán mensuales, se referirán á las operacio- 
nes de liquidación y cobranza de las entre- 
gas a! contado y vencimiento de los pagarés 
procedentes de la venta de bienes y reden- 
ción y venta de censos de propios por el 80 
por i 00 que corresponda á los pueblos, de 
beneficencia y de instrucción pública, y con 
la clasificación que determina el art. 56 de- 
mostrarán por medio de columnas: 

■1." Los débitos pendientes de cobro en 
fin del mes anterior por décimas partes en 
metálico y pagarés vencidos y no realizados. 

2. ° Los valores correspondientes al mes 
de la cuenta, con distinción de décimas par- 
tes en metálico correspondientes á las ventas 
realizadas en el mismo, de los pagarés que 
venzan en el citado mes y del total de dichos 
valores. 

3. " Los aumentos que proceda hacer por 
rectificación de errores ú otras causas. 

4. ° El total crédito ó recaudación en 
metálico. 

5. " Los ingresos realizados á cuenta en 
la Tesorería de provincia material ó virlual- 
mente. 

6. ° Las bajas que deban ser de abono 
por rectificaciones ú otras causas. 

7. ° El total importe de estas datas. 

8. ° Y por último , los débitos pendientes 
de cubro para el mes siguiente. 

Art. 83. El cargo por valores realizables 
comprobará con la data de la cuenta de bie- 
nes en venta, columna de metídico, en la 
parte correspondiente al SO por 100 de pro- 
pios, bienes de beneficencia é instrucción 
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pública y con la de pagarés á plazo, columna 
de pagarés á realizar en el trimestre, en lo 
correspondiente al importe de los de aque- 
llas procedencias que deban realizarse, tanto 
por vencimientos naturales de! mes como por 
anticipación de plazos sucesivos. 

La data por ingresos realizados ha de com- 
probar con el cargo y columna de ingresos 
de Ja cuenta del mismo mes titulada de 
Acreedores al fondo especial de ventas , 
cuenta de los pueblos y corporaciones ; y 
con los ingresos obtenidos por el mismo con- 
cepto según la cuenta de Tesorería. 

CUENTAS DE DEUDORES AL FONDO ESPECIAL DE 

ventas: cuenta de fondos «emitidos a la 

deuda PÚBLICA PAfvA INVERTIR EN RESTAS 

DKL 3 POR 1 00. 

Art. 84. Las cuentas de deudores al fon- 
do especial de venías ; cuenta de fondos re- 
mitidos á la Deuda pública para invertir 
en rentas del 3 por i 00, las rendirán los 
contadores de Hacienda pública en los im- 
presos que les remitirá la Dirección general 
de contabilidad; serán mensuales y con dis- 
tinción de procedencias, según el art. 59 de- 
mostrarán en columnas: 

1. ° Las cantidades que en fin del mes 
anterior resulten á cargo de la Deuda pública 
por fondos remitidos, y cuya inversión en 
rentas del 3 por 100 no esté justificada por 
el envío de inscripciones iutrasferibles. 

2. ° Las remesas que se hagan durante el 
mes á la Tesorería de la propia Deuda, tanto 
por envío material de fondos como por me- 
dio del giro, para invertir en rentas del 3 
por 100. 

3. ° La suma de estos dos conceptos. 

4. ° El importe efectivo de las inscripcio- 
nes iutrasferibles emitidas y remesadas por 
la Deuda á favor de los pueblos y corpo- 
raciones. 

Y 5.° El remanente ó saldo que resulte 
contra la Tesorería de Ja Deuda al terminar 
el mes, que constituirá la primera partida de 
cargo de la cuenta inmediata. 

Art. 8o. Las remesas que comprenda la 
segunda columna confrontarán con las datas 
que por este concepto figuren en la cuenta 
de la Tesorería, y las inscripciones remitidas 
por las oficinas de Ja Deuda , con el cargo 
que su ingreso produzca en las cuentas de 
la misma Tesorería. 

cuentas de acreedores. 

Art. 86. Las cuentas de acreedores se 
dividirán en: 


1. ° Acreedores por obligaciones del 

ramo. 

2. ° Acreedores al fondo especial de 

ventas. 

CUENTAS DE GASTOS PUBLICOS ó SEA DE ACREE- 
DORES POR OBLIGACIONES DEL RAMO DE BIE- 
NES NACIONALES. 

Art. 87. Las cuentas de gastos públicos 
ó sea de acreedores por obligaciones de) ra- 
mo, las rendirán les contadores de Hacien- 
da pública en los impresos que les remitirá 
la Dirección general de contabilidad ; serán 
mensuales; se referirán á las operaciones de 
la liquidación y pago de las obligaciones del 
expresado ramo que deban figurar en los pre- 
supuestos generales del Estado, y demostra- 
rán con la división de ejercicios que previene 
Ja ley de contabilidad y la 11. inst. de 25 de 
enero de 1850 y clasificación de servicios 
que marca el art. 63: 

■I.° Las obligaciones pendientes de pago 
en fin del mes anterior. 

2. ° Las contraídas en el mes de la cuenta. 

3. ° Los aumentos que deban tener por 
rectificaciones y anulación de los pagos que 
se reintegren en el mes. 

4. ° El total cargo. 

5. ° Lo pagado á cuenta por Jas Teso- 
rerías. 

C.° Las bajas justificadas y por rectifica- 
ciones que proceda datar en el mes. 

7. ° La totalidad de las datas. 

8. ° Y las obligaciones pendientes de pa- 
go para el mes siguiente. 

Art. 88. La documentación de esta cuen- 
ta se arreglará en un todo á las reglas esta- 
blecidas por panto general para las de su 
clase en la citada instrucción de 25 de enero 
de 1850 y disposiciones posteriores. 

Arl. 89. Las Contadurías comprenderán 
en la cuenta especial de gastos públicos del 
ramo de bienes nacionales del mes de julio 
próximo las obligaciones que resulten sin 
satisfacer en la general del mes actual. 

Art. 90. Las cuentas de acreedores al 
fondo especial de ventas serán de dos cla- 
ses, á saber: 

1. a Acreedores al fondo especial de ven- 
tas; cuenta de los pueblos y corporaciones. 

2. a Acreedores al fondo especial de ven- 
tas; cuenta de adquisición de rentas del 3 
por 100. 

CUENTA DE ACREEDORES AL FONDO ESPECIAL 

DE VENTAS; CUENTA DE LOS PUEBLOS Y COR- 
PORACIONES. 

Art. 91. Las cuentas de acreedores la 
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fondo especial de ventas; cuenta do los pue- 
blos y corporaciones, las rendirán los con- 
tadores de Hacienda pública en los impresos 
que Ies remitirá la Dirección general de con- 
tabilidad; serán mensuales, y con las distin- 
ciones de 80 por 100 de los bienes de pro- 
pios, bienes de beneficencia y bienes de ins- 
trucción pública, demostrarán por medio 
de columnas: 

1. ° Los créditos que resulten á favor de 
los pueblos y corporaciones en fin del mes 
anterior por productos de los bienes de su 
pertenencia recaudados y no invertidos. 

2. ° Los ingresos efectivos ó por fonnali- 
zacion obtenidos en ei mes de la cuenta por 
entregas al contado y realización de pagarés 
anticipados y vencidos. 

3. ° El cargo total do la Tesorería á favor ; 
de los pueblos y corporaciones. 

4. u Las entregas que durante el mes se 
bagan en efectivo á los pueblos, corporacio- 
nes y establecimientos para objetos autoriza- 
dos por la ley v en los casos de resultar dé- 
ficit en sus rentas. 

5. ° El descuento que se abone por anti- 
cipación de plazos procedentes de los pro- 
pios bienes. 

6. ° El valor efectivo de las inscripciones 
¡ntrasferibles que la Dirección de la Deuda 
extienda y reinita á favor de los pueblos y 
corporaciones. 

7. ° La data total. 

8. ” Los créditos que resulten al termi- 
nar -el mes á favor de los pueblos, corpora- 
ciones y establecimientos por fondos de su 
pertenencia ingresados y no invertidos. 

Art. 92. En la columna de ingresos ob- 
tenidos en el mes se acreditará el total im- 
porte datado en la cuenta de deudores al 1 
íoudo especial por los bienes de propios, be- ¡ 
neficencia é instrucción pública, columna 
de ingresos realizados en Tesorería, y las da- 
tas por los tres conceptos que comprende 
esta cuenta comprobarán las cantidades sali- 
das de Tesorería , con la misma aplicación. 

CUENTAS DE ACREEDORES AL PONDO ESPECIAL 

DE VENTAS; CUENTA DE ADQUISICION DEL 3 

POR 100. 

Art. 93. Las cuentas de acreedores al 
fondo especial de ventas; cuentas de adqui- 
cion de rentas del 3 por 100, también serán 
mensuales; las rendirá la Tesorería de la 
Deuda pública, y demostrarán en el cargo 
el importe de los fondos que ingresen en di- 
cha Tesorería por remesas de las de provin- 
cia para la adquisición de las rentas del 3 
por 100, y en la data las cantidades que se 


hubieren invertido, todo con la debida dis- 
tinción de fondos de propios, beneficencia é 
instrucción pública. 

Se acompañarán á estas cuentas, -en justi- 
ficación del cargo, relaciones que demues- 
tren la procedencia de los expresados fondos 
y las provincias que los hubieren remitido. 
La data ó sea la compra de papel, se justifi- 
cará en los términos prevenidos en las ins- 
trucciones del ramo , uniendo además una 
relación expresiva de las provincias y acree- 
dores á cuyo favor se emilan las inscripcio- 
nes equivalentes á la Deuda recogida. 

CUENTA DE ADMINISTRACION DE FRUTOS. 

Art. 94. Las cuentas de administración 
de frutos y efectos las rendirán los comisio- 
nados de ventas desde l.° de julio próximo 
en los impresos que les remitirá la Dirección 
general de contalrlidad; serán mensuales, y 
demostrarán con distinción do artículos y 
por medida, peso, número, según proceda, 
con arreglo al sistema de pesas y medidas 
que rige en Castilla, lo siguiente: 

Por deudores: 

1. ° Los débitos pendientes dé cobro en 
fin del raes anterior. 

2. " Los frutos y efectos que deban reci- 
birse por rentas vencidas en el de la cuenta, 
préstamos al renuevo, rectificación de cuen- 
tas y demás causas. 

5.° El cargo total, 

4. ° Los frutos y efectos que se reciban 
durante el mes. 

5. ° Las bajas que por rectificaciones ú 
otras causas deban sufrir durante el mismo. 

G.° El total de estas datas. 

7 o Y los débitos que resulten sin cobrar 
al terminar el mes. 

Por acreedores: 

•l.° Los frutos y efectos que se deban á 
los acreedores al principiar el mes. 

2. ° Los que les corresponda recibir du- 
rante el mismo. 

3. ° Los aumentos que á sus créditos cor- 
responda hacer por rectificación de cuentas 
ú otras causas. 

4. ° Ei total de estos cargos. 

5. ° Los frutos y efectos que se entreguen 
á los acredores durante el mes. 

6. ° Las bajas ó rectificaciones que pro- 
ceda hacer durante el mismo. 

7. ° La totalidad de estas datas. 

8. ° Y los frutos y efectos que se deban al 
terminar el mismo. 

Por almacenes v paneras. 

l.° Las existencias en almacenes en fin 
del mes anterior. 
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2. ° Los frutos y efectos recibidos en el 
de Ja cuenta. 

3. “ El total de estos cargos. 

4. ° Los frutos y efectos salidos de alma- 
cenes durante el mes por rentas a) contado, 
pago de cargas y gastos, y demás conceptos. 

5. " Las bajas que deban datarse por ave- 
rías, rectificación de cuentas ú otras causas. 

8 ° La totalidad de estas datas. 

7.° Y por último, los frutos y efectos 
que resulten existentes en almacenes al ter- 
minar el mes de la cuenta. 

A esta parte de la cuenta acompañará una 
relación intervenida por la Contaduría, que 
exprese la clase, peso, número ó valor de los 
frutos y efectos vendidos; sn valor en venta, 
y la cuenta de rentas públicas en metálico 
én que se baya cargado su importe. 

Art. 03. Las cuentas á que se refiere el 
articulo anterior tendrán la comprobación y 
documentación siguiente: 

1. w Los frutos y efectos recibidos que 
comprenda Ja data de la primera parte ó 
sea la de deudores en frutos, constituyen 
el cargo ue la de almacenes y paneras, y de- 
ben comprenderse perlas mismas cantidades 
en la columna de rentas cobradas y reinte- 
gros de préstamos. 

2. ° La data de frutos y efectos entrega- 
dos á los acreedores que. comprende la se- 
gunda parte, comprobará con la columna de 
la data por pago de cargos y gastos, de la de 
almacenes y maneras. 

3. ° Los préstamos al renuevo que se da- 
ten en la columna de este mismo título de 
la cuenta de almacenes y paneras, se com- 
prenderán á la vez en la columna de présta- 
mos al renuevo que se halla en el cargo de la 
cuenta de deudores en frutos. 

4. ° El reintegro de estos mismos présta- 
mos debe figurar á la vez, cuando se verifi- 
que, en la segunda columna del cargo de la 
cuenta de almacenes y paneras, y en la de 
reintegros de préstamos de la data de la de 
deudores en frutos. 

5. ° La justificación en las tres partes en 
que se subdivide la cuenta de administración 
de frutos , de los aumentos y bajas que no 
tienen su comprobación natural en las mis- 
mas cuentas, se verificará en los términos 
prevenidos en la Rea! instrucción de 25 de 
enero de 1850 v disposiciones posteriores. 

6/' Los débitos á cobrar y las obligacio- 
nes á pagar en frutos que resulten de las 
cuentas respectivas al mes de junio, que rin- 
dan ios administradores de Hacienda pública 
se comprenderán en las primeras columnas 
de las de los comisionados de venias respec- 
tivas á julio próximo, y se justificarán con 


certificaciones que expidan las mismas Ad- 
ministraciones. 

7.° 4 r se encargarán asimismo los comi- 
sionados en su cuenta de almacenes y pane- 
ras del mas de julio de las existencias que re- 
sulten en fin de junio á cargo de ios adminis- 
tradores, de las cuales deben entregarse con 
las formalidades establecidas. 

CUENTAS DE RECAUDACION DE LOS PRODUCTOS 
EN RENTA. 

Art. 96. Las cuentas de recaudación de 
productos en renta las rendirán los comisio- 
nados de ventas en los impresos que les re- 
mitirá la Dirección de contabilidad; >e referi- 
rán tan solo á las cantidades que deben reci- 
bir inmediatamente por productos de las reñ- 
ías de los bienes del Estado, del clero y de 
secuestros, y entregar mensualmente en las 
Tesorerías de Hacienda pública ; serán men- 
suales, y demostrarán en el cargo las canti- 
dades ingresadas en sn poder y en las comi- 
siones subalternas con distinción de ejercicios 
y clases de bienes de que procedan las ren- 
tas, y en Ja data las entregas que hagan en 
Tesorería, con expresión de la fecha y nú- 
mero de las cartas de pago que a su favor ex- 
pidan los tesoreros. 

El cargo de estas cuentas se justificará con 
cargaremes totalizados por la Contaduría, y 
la data con las cartas de pago que expidan 
los tesoreros á favor de los comisionados 
principales expresivas de las cantidades en- 
tregadas y de los ramos ó bienes de que pro- 
cedan, 

En estas cuentas no debe aparecer existen- 
cia alguna por la obligación que tienen los 
comisionados de hacer entrega mensualmen- 
te en las Tesorerías de los fondos que reci- 
ban, según el art. 43 de la instrucción de 3f 
de mayo último. 

CUENTAS Y RESÚMENES DE LOS TESONEROS DE 
PROVINCIA. 

Art. 97. Los tesoreros comprenderán en 
su cuentas del Tesoro del año actual por in- 
gresos y pagos por todos conceplos, los pro- 
ductos y gastos del ramo de bienes naciona- 
les, en ésta forma: 

En el cargo. 

l.° Los productos en renta y venta de los 
bienes del Estado, del ciero y de secuestro, 
en un renglón manuscrito en el lugar que 
ocupa el de loterías, casas de moneda y tru- 
nos, dentro de la llave de «valores del presu- 
puesto de 1855.» 

Los productos del 80 por 100 de la 
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venta de los bienes de propios, de beneficen- 
cia é instrucción pública, en la división de 
operaciones del Tesoro, llave de «préstamos 
y fondos recibidos con obligación de reinte- 
gro,» con el titulo de fondo especial de 
ventas. 

3. ° Los ingresos de pagarés de compra- 
dores de bienes del clero, en dicha sección 
de operaciones del Tesoro, renglón especial 
con aquei título antes de la llave de «giros y 
valores expedidos en este mes.» 

4. ° El ingreso de las inscripciones intras- 
feribles .remitidas por la deuda , en la llave 
que existe en la misma división de operacio- 
nes de! Tesoro, con el epígrafe «corresponsa- 
les y banqueros en el extranjero,» que que- 
dará sin electo , sustituyendo en su lugar el 
título «fondos especiales de ventas remitidos 
a la Dirección de la Deuda para invertir en 
rentas del 3 por tOO.» 

5. ° Los reintegros que hagan los peritos 
agrónomos por cantidades que hubiesen re- 
cibido anticipadamente, en la parte de ios in- 
gresos por operaciones de! Tesoro destinada 
al reembolso de anticipaciones y fondos faci- 
litados con obligación (le reintegro á la Teso- 
rería, en renglón especial de anticipaciones á 
peritos agrónomos . 

En la data: 

i.° Los gastos del ramo de bienes nacio- 
nales, al final de la relación de gastos de res- 
guardo y administración de las rentas del 
presupuesto de 1855, antes de los ejercicios 
cerrados, incluyendo los libramientos y do- 
cumentos justificantes en una relación espe- 
cial redactada con la clasiiicacion que deter- 
mina para dichos gastos el art. 03 de esta 
instrucción. 

■2.° Los pagos de obligaciones y las da- 
tas de inscripciones ¡ntrasiéribles que pro- 
ducen cargo al fondo especial de ventas, en 
ia parte de operaciones del Tesoro, llave de 
«devolución de préstamos y fondos recibi- 
dos con obligación de reintegro,» y renglón 
manuscrito de fondo especial de ventas. 

3. ” Las remesas á la Deuda pública des- 
tinadas á la compra de rentas del 3 por 100 
por cuenta del fondo especial de ventas, en 
la misma sección de operaciones del Tesoro, 
dentrp de la llave de «corresponsales y ban- 

ueros en el extranjero,» cuyo epígrafe que- 
a sin efecto sustituyéndole con el título de 
fondos especiales de ventas remitidos á la 
Dirección de la Deuda para invertir en ren- 
tas del 3 por 100. 

4. ° Las anticipaciones que se bagan á 
los peritos agrónomos, dentro de la llave de 
«anticipaciones y fondos facilitados con obli- 
gación de reintegro,» en renglón espe- 


cial de anticipaciones á peritos agrónomos . 

5.° Las datas por pagarés de compra- 
dores de bienes del Estado, en renglón espe- 
cial con el mismo título, antes de la llave de 
«giros y valores expedidos en 1855 que se 
han satisfecho y cancelado.» 

Art. 98. Con las mismas aplicaciones 
comprenderán los tesoreros en los resúme- 
nes semanales de ingresos y pagos del resto 
del año actual los respectivos al expresado 
ramo de bienes nacionales. 

Art. 99. Los tesoreros comprenderán 
igualmente en sus cuentas, de operaciones 
del Tesoro del año actual las respectivas al 
ramo de bienes nacionales en esta forma: 

1 . ° Las anticipaciones á los peritos agró- 
nomos en la primera parto y llave de «anti- 
cipaciones y fondos facilitados con obligación 
de reintegro.» 

2. " Las remesas á la Tesorería de la 
Deuda para la compra de treses en la ex- 
presada parte primera, después de las ne- 
gociaciones y canges, con el mismo epígra- 
fe que figuren en las cuentas de ingresos 
y pagos. 

3. " Las del londo especial de ventas en 
la segunda parte, y llave de «préstamos y 
fondos recibidos con obligación de rein- 
tegro.» 

4. ° Los pagarés de compradores de bie- 
nes nacionales, en la tercera parte, ren- 
glón especia! con el mismo título, antes de 
la sección de «giros y valores expedidos en 
1853.» 

Art. 100. A las Administraciones prin- 
cipales de Hacienda pública corresponde ren- 
dir las cuentas del ramo hasta fin del pre- 
sente mes, y solventar todos lus reparos que 
las mismas origiuen. 

Art. 101. Los comisionados de ventas 
rendirán, por lo que resta del año actual, 
las cuentas trimestrales, tituladas de «pro- 
ductos en renta por frutos y productos en 
renta por metálico,» que están obligados á 
rendir hasta tin del mes actual los admi- 
nistradores principales de Hacienda públi- 
ca, los cuales les entregarán al efecto Jos 
impresos que les sobraren de los que les 
mandó la Dirección general de contabilidad. 

ESTADOS SEMANALES Y MENSUALES DE INGRE- 
SOS Y PAGOS DE SITUACION DEL FONDO ES- 
PECIAL DE VENTAS. 

Art. 102. Además de las cuentas que de- 
ben rendir las Contadurías, según queda pre- 
venido, redactarán y remitirán los documen- 
tos siguientes: 
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A la Dirección general de ventas. 

Un oslado en fin de cada semana que rea- 
suma el importe de los ingresos y pagos, que 
por los ramos y obligaciones de bienes na- 
cionales se hayan verificado durante la mis- 
ma, según resulte del arqueo hecho en la 
Tesorería de provincia, conforme á lo que 
previene el art. 86 de la 11. lnst. de 31 de 
mayo último. 

A las Direcciones generales del Tesoro 
y Deuda pública. 

Un estado en fin de cada mes que de- 
muestre la situación del fondo especial des- 
tinado á la compra de rentas del 3 por 100, 
ó sea la suma disponible para este objeto 
en la Tesorería de la provincia, en esta 
forma: 

1. ° Los ingresos líquidos en metálico en 
la Tesorería, por producto del SO por 100 de 
la venta de los bienes de propios, beneficen- 
cia ó instrucción pública, ya procedan de 
fincas subastadas en la misma provincia, ó 
ya de pagos hechos como movimiento de fon- 
dos de otras Tesorerías. 

2. ° Los pagos efectivos que se ejecuten 
en el mes con aplicación á los fondos expre- 
sados, 

3. ° Las remesas en efectivo hechas en 
el mismo periodo á la Tesorería de la Deuda 
para invertir en rentas del 3 por 100. 

4. ° Y el saldo ó existencia disponible que 
resulte en lu Tesorería para invertir en los 
objetos que determina la ley de i , u de mayo, 
cuyo saldo figurará por primera partida en 
el estado del mes siguiente. 

A la Dirección general de contabilidad. 

Un estado en fin de cada mes, cuyo mo- 
delo circulará la misma Dirección , que de- 
muestre los iugresos y pagos que hayan te- 
nido lugar durante el mismo por todos con- 
ceptos, distinguiendo en unos y otros: 

l. u Los que afectan á los fondos genera- 
les del Tesoro. 

_ 2. u Los que correspondan al fondo espe- 
cial que se destina por Ja ley á los pueblos y 
establecimientos de beneficencia é instruc- 
ción pública. 

3.° Los que procedan de papel de la Deu- 
da recibido en pago de ventas antiguas, que 
se remesa á la Deuda para su cancelación. 

Y 4.° Les que consistan de pagarés emi- 
tidos por virtud de las ventas hedías á con- 
secuencia de la ley de i de mayo último,— 
De Real órden etc,— Madrid 30 de junio de 
1855. (CL. t. 65, p. 306.) 


R. O. de 8 julio de 1855. 

Ouo actúen los escribanos da número en los expe- 
diéntesele bienes nacionales. 

«Por el Ministerio de Hacienda se ha co- 
municado á la Dirección general con lecha 8 
de.l corriente la Real orden siguiente : «IIus- 
Irísimo Sr. : Enterada S. M. la Reina (Q. D. G.) 
de la consulta elevada por V. í. referente á 
la designación de los escribanos que hayan 
de actuar en los expedientes de subasta y 
demás procedimientos relativos á la venta 
de bienes nacionales, conforme á lo preve- 
nido en el art. 102 de la instrucción de 31 
de mayo último ; oida la Ases' ría general de 
este Ministerio, se ha dignado S. M. resol- 
ver intervengan y actúen en este servicio 
todos los escribanos de numero de los Juz- 
gados, alternando con el especial de rentas 
en las capitales de provincia.,.,, ( G.deH . 
£.11, p. 788.) 

R. O. de 10 julio de 1855. 

Entrega ó incautación de los bienes del clero. 

La Dirección general de ventas trascribe 
á los Gobernadores de provincia la Real or- 
den en que se manda se formalice la < n- 
Lrega de los bienes del clero por medio de 
los inventarios originales obrantes en poder 
délos administradores diocesanos en defecto 
de las relaciones de instrucción; que rindan 
además relaciones parciales que justifiquen 
los bienes incorporados desde que ios reci- 
bió últimamente; las alteraciones que hubie- 
ren experimentado y las venias hechas con 
autorización competente. La Dirección en- 
carga al propio tiempo la mayor actividad 
pura que sin tregua ni demora gestionen los 
comisionados de ventas la incautación de los 
bienes del clero con las formalidades expre- 
sadas. 

R. O. de 13 julio de 1855. 

Derechos de subastas de lincas desamortizadas. 

S. M. se sirve resolver: «que ios benefi- 
cios concedidos por el art. 196 de la instruc- 
ción de 31 de mayo próximo pasado á los 
compradores de bienes nacionales vendidos 
en virtud de la ley de I , u del mismo , sean 
extensivos a los expedientes que traten de 
fincas, cuyalasadun ó capitalización no pase 
de la cantidad de 2.0üUrs.» [CL. t. 6o, pá- 
gina 444.) 

Ley de 1 4 julio de 1 855. 

Emisión de billetes para pago de bienes nacionales. 

Por esta ley se autorizó al Gobierno para 
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emitir 230.000.000 de rs. en billetes del Te- 
soro, aplicables únicamente al pago de bie- 
nes nacionales y redención de censos y fo- 
ros, con el interés de 5 por 100 anual. ( CL . 
t . 65, p. 447.) 

R. O. de 21 julio de 1855 y circular de 24 
del misma , 

Disposiciones relativas al cobro de plazos vencidos. 

• (Hac ) Se resolvió : 1." Que los comisio- 
nados de ventas luego que realicen las lincas 
y censos y dejen cumplidas sus obligaciones 
hasta poner los expedientes á punto de ha- 
cerse ios pagos y suscritos los pagarés , ce- 
sen de entender en la realización de valores 
cometiendo esta á la Administración provin- 
cial. 2.° Que por lo tanto las Administracio- 
nes recauden sujetándose á la instrucción de 
30 de junio, y rindan cuentas de estos valo- 
res y de deudores al fondo especial de ven- 
tas por los bienes de propios , beneficencia é 
instrucion en vez de hacerlo los comisiona- 
dos; y 3, ü , que por consecuencia de estas 
disposiciones quede sin efecto ei art. 164 de 
la instrucción de 31 de mayo para dichos 
comisionados etc. 

R. D. de 'iQ julio de 1855. 

Admisión de recibos del anticipo en pago de bienes 
nacionales. 

Dispone que mientras no se verifique el 
canje de recibos del anticipo por los billetes 
del Tesoro, se admitan los primeros en pago 
de bienes nacionales y redención de censos, 
así como también las cartas de pago ó certi- 
ficaciones expedidas por Tesorería ó por ios 
recaudadores; cuya admisión cesa tan luego 
como el canje se anuncie en la Gaceta y Bo- 
letines, pues solo tiene el carácter provisio- 
nal para facilitar el pago mientras se confec- 
cionan los billetes. {CL. t. 65, p. 543.) 

R. O. de 27 julio de 1855. 

Admisión de cartas de pago del anticipo en la reden- 
ción de censos. 

Esta Real órden con objeto de facilitar 
la suscricion voluntaria al anticipo de ios 
230.000.000 de rs. facultó á los Gobernado- 
res para admitir en pago de redenciones de 
censos las cartas de pago de este anticipo, 
quedando sujetos ios interesados á las resul- 
tas de la aprobación de sus expedientes. La 
Dirección al circularla en 28 del mismo á ios 
comisionados de ventas hace algunas preven- 
ciones de fórmula y tramitación que asegu- 
ran mas y mas su cumplimiento y ejecución 
si bien no presentan novedad esencial (CL 
t. 65,1?. 546.) 


Ciro, de 28 julio de 1855. 

Relación mensual de expedientes de ventas. 

Encarga la Dirección á ios comisionados 
de provincia le remitan mensualmente un 
estado-relacion de expedientes incoados para 
la venta de lincas, suficientemente expresivo 
y circunstanciado , con el objeto de conocer 
los obstáculos que puedan ocurrir y remo- 
verlos con inano fuerte, á fin de impulsar ac- 
tivamente en todas Jas provincias la completa 
ejecución de la ley de desamortización ge- 
neral. 

R. O. de 28 julio de 1855. 

Sobre los remates de fincas del clero y encomiendas, 
anteriores á Ja nueva ley. 

(Hac.) «He dado cuenta á S. M. la Rei- 
na (Q. 1). G.) de la consulta elevada á este 
Ministerio por Y. I. en vista de las reclama- 
ciones de varios interesados, proponiendo la 
aprobación y validez de los remates de lin- 
cas del clero y encomiendas militares que tu- 
vieron efecto antes de la publicación de los 
Rs. Ds. de 26 de julio de 1844, 20 de octu- 
bre de 1847 y 11 de julio de 1848, suspen- 
diendo las ventas, y que fueron causa de pa- 
ralizarse la aprobación de las subastas y ad- 
judicación de las ÍÍDcas á los mejores llena- 
dores, Enteradas. M. y considerando: 

1. ° Que la aprobación y adjudicación de 
los remates eran condiciones admitidas por 
los íicitadores á su perjuicio, sin preceder 
las cuales, el acto de la subasta era de nin- 
gún valor ni efecto, ni concedía derecho á 
los rematantes para exigir su cumplimiento. 

2. ° Que ínterin no estuviesen cumplidas 
todas y cada una de las condiciones estable- 
cidas para las ventas, el contrato no se repu- 
taba perfecto con arreglo ai derecho común, 
no siendo por lo tanto obligatorio para el Es- 
tado. 

3. ° Que dispuesta por la ley de 3 de abril 
de 1845 y por el Concordato celebrado con 
la Santa Sede, publicado como ley Ja aplica- 
ción de estos bienes, variaron por completo 
su esencia y condiciones. 

Y 4. u Que si bien se bailan declarados en 
venta por la ley de i . ,J de mayo último, ha 
sido en la forma, modo y con Jas condiciones 
marcadas en la misma ley , sm que el poder 
ejecutivo corresponda hacer excepciones ála- 
vor en fincas ó de personas determinadas; 
S. M. se ha dignado desestimar Ja propuesta 
hecha por Y. 1., mandando se. proceda inme- 
diatamente á la venta de los citados bienes 
con estricta sujeción á la ley de í." de mayo 
próximo pasado.» — De Real orden lo digo a 
Y. 1. con devolución de los cuatro expedien- 
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tes que acompañaban á su consulla, paia los 
efectos correspondientes. — Dios etc.— Ma- 
drid 23 de julio de 4 855. ( CL . t. 65, p. 550.) 

Circ. de 6 agosto de 4855. 

Estados mensuales de tincas vendidas y censos redi- 
midos. 

La Dirección encarga á los contadores de 
Hacienda la remisión mensual de un estado 
demostrativo de fincas rústicas y urbanas 
vendidas y censos redimidos y vendidos con 
distinción de procedencias, producto en me- 
tálico, en pagarés a plazos, importe total nú- 
mero y valor. Asimismo circula Jos modelos 
de pagarés por enajenaciones y redenciones 
para uniformar su redacción; y hace algunas 
prevenciones eoeaminadasal cumplimiento de 
instrucciones que cita en la remisión de esta- 
dos, cuentas y demás documentos de conta- 
bilidad. ( B . de H. núm. 294.) 

Ciro, ds 8 agosto de 4855. 

Formalidades en la admisión del anticipo en pago de 
bienes nacionales. 

Para evitar dudas en la ejecución de las 
operaciones de contabilidad al admitir las 
cartas de pago del anticipo de los 230 millo- 
nes en pago de redenciones de censos, y á 
fin de que no entorpezca esta admisión el 
canje de las cartas de pago por los billetes 
del Tesoro, acuerda y circula la Dirección 
varias disposiciones; entre las que, ofrecen 
interés las siguientes : Declara provisionales 
estos pagos; que figuren en cuentas en este 
concepto hasta la aprobación de ios expe- 
dientes. El ingreso de las cartas de pago, co- 
mo depósito. Que tan luego como se reciban 
los billetes se verifique ei canje de las cartas 
de pago y certificaciones de estas en depósito 
Y que según vayan aprobándose los expe- 
dientes de redención, se formalicen los in- 
gresos definitivos devolviendo los documen- 
tos depositados, recogiendo á los interesados 
las cartas de pago provisionales que recibie- 
ron al entregarlos. 

Circ. de 9 agosto de 185o. 

Servidumbres da fincas do bienes nacionales. 

La Dirección traslada á los Gobernadores 
de provincia la R. O. de 3 del mismo, comu- 
nicada por el Ministerio de Hacienda la cual 
es como sigue: 

Enterada la Reina (Q. D. G.) de la consul- 
ta elevada por V. S. en 7 de julio próximo 
pasado, acerca de la manera én que deban 
enajenarse los terrenos comunales en que 
nazcan aguas, cuyo aprovechamiento corres- 
ponda á los vecinos, propietarios y terrate- 
nientes para el riego de sus tierras, y consi- 


derando que el Estado, por la ley del l.° de 
mayo último, se lia constituido en legítimo 
sucesor de los derechos y obligaciones délas 
corporaciones municipales y demás á que la 
misma se refiere respeeto de sus bienes, sin 
alterar en manera alguna unos ni otras, y sin 
variar ni modificar en ningún concepto el 
derecho de propiedad que ha simplemente 
trasladado, se lia servido resolver, de con- 
formidad con lo informado por la Asesoría 
general de este Ministerio, que las lincas que 
se enajenen pasen á los compradores con to- 
das las servidumbres que sobre sí tengan y 
hayan adquirido por cualquiera de los me- 
dios legítimos conocidos en el derecho , te- 
niéndose presente su importancia al verificar 
la tasación, y haciéndose la declaración de- 
bida en los expedientes para evitar dudas y 
cuestiones ulteriores. — Dios etc. — Madrid 9 
de agosto de 1855.» [CL. t. 65 ,p. 265.) 

Ciro, de 49 agosto de 4855. 

Administración de las rentas del clero. 

Contiene la Real orden de 43 del mismo, 
por la que S. M. se sirve resolver: 4.° Que 
los administradores diocesanos debieron ce- 
sar en sus funciones el 3-0 de junio y ejercer- 
las desde 4.° de julio los comisionados de 
ventas. 2.° Que ei Tesoro no tiene otra obli- 
gación que entregar intacto al clero la recau- 
dación que obtengan por este concepto los 
comisionados hasta fin de diciembre. 3.° Que 
el Tesoro no puede facilitar al clero en este 
año otra suma que la de 424,078.585 rs. que 
determina la ley de presupuestos. 4.° Que 
entregando al clero las rentas de este año 
solo tendrá derecho á indemnización por las 
que no perciba de fincas vendidas, la cual no 
podrá tener efecto basta que las Cortes con- 
cedan crédito á que imputarle en presupues- 
tos inmediatos. Y 5.°, que la condonación de 
atrasos por réditos de censos, es únicamen- 
te aplicable á los casos en que haya inducido 
oscuridad del derecho la falla de petición en 
cinco años, y los censatarios se confiesen 
deudores de capitales ó sus réditos. — Al tras- 
cribirlo la Dirección á los jefes de Hacienda 
recomienda á todos su pronto y puntual 
cumplimiento, ordenando á los comisiona- 
dos reclamen de los administradores dioce- 
sanos y mayordomos de fábricas y demás 
encargados de propiedades eclesiásticas, re- 
laciones nominales de deudores y cantidades 
por que lo fueren. (CL. t 65, p". 685.) 

Circ. de 28 agosto de 4855. 
Expedientes de redención de censos y foros de propios. 

Para evitar entorpecimientos y dilaciones 
á los expedientes de redención de censos y 
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foros de propios, encarga ia Dirección que 
al instruirlos se acredite en ellos el origen 
de la carga con la escritura de imposición si 
la hubiere, y no habiéndola, sea obligación 
de acreditarío del censatario. Que cuando 
proceda el canon de repartos de terrenos 
hechos con arreglo á la Real provisión de 
1770 y decretes posteriores, ó durante la 
guerra de la Independencia, se acredite estar 
cumplidos todos los requisitos que previene 
la ley de 6 de mayo de 1^55, es decir, el re- 
conocimiento ó legitimación de la propiedad 
por la entrega del competente título. ( CL . 
t. 65, p. 740.) 

R. O. de 3 setiembre de 1855. 

Papel en qu) deben extenderse los pagarés. 

S. M. se sirve mandar: l.° Que el papel 
correspondiente para 1a. extensión de los pa- 
garés ú obligaciones á que se refieren los 
arts. 155 y 168 de la citada Real instruc- 
ción, sea ei del sello 4.° estampado en pliego 
de marca común. 

2 . ° Que por la Dirección general de Es- 
tancadas, se proceda inmediatamente á dis- 
poner se impriman y timbren en la Fábrica 
nacional del sello los referidos pagarés ajus- 
tados á los modelos circulados por esa Di- 
rección general. 

3. ü Que la propia Dirección general de 
Estancadas, remita con toda urgencia los 
expresados documentos á las capitales de 
provincia para su expendicion como las de- 
más clases de efectos timbrados. — De Real 
orden etc. — Madrid 3 de setiembre de 1855. 
(CL. /;. 66, p. 29.) 

R. O. de 4 setiembre de 1855. 

Quién debe suplir á los Gobernadores on la incauta- 
ción de bienes nacionales. 

Declara : que cometida como está al Mi- 
nisterio de Hacienda la ejecución de la Iqy 
general de desamortización, todas sus inci- 
dencias tienen ei carácter económico y por 
lo tanto es atribución propia del administra- 
dor de Hacienda pública en ausencia del Go- 
bernador, conocer de todo lo relativo á la 
incautación de los bienes de que es objeto 
dicha ley. (CL. i. 66, p. 35.) 

R. O. de 10 setiembre de 1855. 

Premio de los comisionados de ventas. 

S. M. se digna resolver: que el premio 
de i / i por 100 señalado á los comisionados 
por las ventas de bienes nacionales, sea ex- 
tensivo átoda clase de enajenaciones inclu- 
sas las redenciones de censos ya al contado 
ya á plazos. (CL. t. 66, p. 62.) 

Tomo V. 


Ciro. de 10 setiembre de 1855, 

El Estado no recauda censos de propios, beneficencia 
é instrucción. 

Las Direcciones de contabilidad y de ven- 
tas en vista de que algunas dependencias de 
la Hacienda al proceder á la redención de 
censos de propios, beneficencia é instruc- 
ción pública han liquidado sus réditos y ad- 
mitido su importe en documentos del anti- 
cipo de los 230 millones; y con el fin de evi- 
tar complicaciones y entorpecimientos de 
devoluciones, declaran que dichos censos 
no están comprendidos en la diposicion 3. a 
de la circular de 8 de agosto, referente á los 
que administra el Estado y no á estos que 
siguen administrándose por Jas corporacio- 
nes á que corresponden. (CL. t. 66, p. 64.) 

R. D. de 13 setiembre de 1855. 

Obra pía de los Santos lugares. 

(Hac.) «Habiendo expuesto el Ministro 
de Hacienda que han ocurrido algunas du- 
das sobre si las fincas y censos correspon- 
dientes á la obra pía de los Santos lugares de 
Jerusalen se hallan ó no comprendidos en la 
ley de desamortización de 1 ." de mayo últi- 
mo, en cuyo art. l.° al tratar de los bienes 
que se declaren en estado de venta, se men- 
cionan entre otros, los pertenecientes á obras 
pías, y en el 2.°, referente á las excepciones, 
no resultan comprendidos los de aquella 
obra pía; oido el Consejo de Ministros , y de 
acuerdo con su parecer vengo en decretar lo 
siguiente : 

Artículo único. Se declaran en estado de 
venta y redención las fincas y censos que 
corresponden á la obra pía de los Santos lu- 
gares de Jerusalen , con sujeción á Jos trá- 
mites que disponen la ley de l.° de mayo 
del presente año é instrucción de 31 del 
mismo , relativas á la desamortización.» — 
Dado en San Lorenzo á 13 de setiembre de 
1855. (CL. t. 66, p. 75.) 

R. O. de 15 setiembre de 1855. 

(Hac.) Se resolvió: que en vez de la do- 
ble subasta que se dispone en el art. 5.° de 
la ley de 1. de mayo, se celebren dos re- 
mates en la capital de Canarias, el prime- 
ro á los treinta dias de su anuncio en el 
Boletín oficial de ellos, y el segundo á ios 
quince, si bien cumpliendo respecto á su 
pago lo que determina la misma ley en el 6.° 
cuidando de que la remisión del testimonio 
se haga á la primera ocasión de buque. (CL 
tomo 66, p. 02). 
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R. O. de 22 setiembre de 1855. 

Redención de arrendamientos anteriores al año 1800. 

S. M. se sirve declarar: que el derecho 
que por el art. 231 de la instrucción de 31 
de mayo último se concede á los arrenda- 
mientos anteriores al año de 1800 para su 
redención se entienda solamente con los co- 
lonos de predios rústicos, no alcanzando esta 
gracia á los vividores de lincas urbanas, aun- 
que el inquilinato cuente en una misma fa- 
milia igual ó mayor antigüedad' que la de los 
primeros. — De Real orden etc.— Madrid 22 
de setiembre de 1855. (CL. t. 56, p. 117). 

R. O. de 25 setiembre de 1855. 

Se manda que se impriman en papel co- ; 
man las escrituras de ventas y redención de j 
censos, pero «que los escribanos ante quie- [ 
nes se otorguen agreguen á las mismas bajo E 
su responsabilidad personal el papel del sello 
correspondiente, como así se ha venido ve- 
rificando, y previniendo que los jueces de 
primera instancia no autoricen aquellas sin 
que se haya llenado este requisito para evi- 
tar de esta manera la defraudación de Ja ren- 
ta.» — De Real orden etc. — Madrid 25 de se- 
tiembre de 1855. ( CL . t. 66, p. 134.) 

R. 0. de 27 setiembre de. 1855. 

Se previno que al renovarse y formalizar 
los contratos de arriendos de bienes nacio- 
nales sea con la condición de que, enajena- 
dos durante los misinos, caducarán al lermi- 
nar el ano ó tan luego como se practique la 
recolección do los frutos pendientes. {CL. 
t. 66 , p. 151 .) 

Circ. de 27 setiembre de 1855. 

Premio á los comisionados y dependientes. 

La Dirección traslada á las provincias la 
R. O. de 19 del mismo , que ordena se haga 
el abono del premio de instrucción á los co- 
misionados de ventas y subalternos al ingre- 
sar los fondos en Tesorería , sin esperar á 
Jas consignaciones de la Dirección; y dicta 
al propio tiempo las disposiciones comineen- 
tes á la mayor exactitud y claridad en Ja for- 
malizacion de estos pagos y su data en cuen- 
tas. (CL. t. 66, p. \ 53.) 

Resolución de 29 setiembre de 1855. 

Redención de censos. 

La Dirección general de venias comunica 
al Gobernador de Yalladoüd que la Junla su- 
perior del ramo ha denegado una solicitud 
pidiendo la redención de un censo al conta- 
do, cuando estaba ya otorgado á plazos se- 


gún se habia pedido, y que se tenga por re- 
gla general esta 'resolución para casos aná- 
logos. {Bol. of. de Vatladolid , núm. 123.) 

R. O. de 4 octubre de 1855. 

Subastas en tas islas Canarias. 

Deja sin efecto la de 15 de setiembre últi- 
mo, y prescribe : que se amplíen á 60 dias 
los anuncios de ventas de tincas de las islas 
Canarias para la subasta de las de mayor 
cuantía; y que al designar el Gobernador el 
día de los remates prevenga al comisionado 
remíta á la Dirección por el primer correo 
los anuncios que han de insertarse en el Bo- 
letín de ventas de la córte, de suerte que 
estén anunciadas las lincas á io menos los 
30 días de instrucción. [CL. t. 66. p. 192.) 

R. O. de 4 octubre de 1855. 

1 Turnen los escribanos do número con los Je Hacien- 
da en negocios de venta. 

Declara S. M. que la R. O. de 8 de julio 
filé ampliación del art. -102 de la instrucción 
de 31 de mayo relativamente á los expedien- 
tes ó incidencias de ventas de bienes nacio- 
nales, mas no al otorgamiento de escrituras 
de redención. Que estas corresponden á los 
escribanos especiales de Hacienda y que es- 
tos y los numerarios formen un solo cuerpo 
para alternar en el despacho de expedientes 
é incidencias y asuntos referentes á las ven- 
tas. {CL. t. 66, p. 191 .) 

R O. de 5 octubre de 1855. 

Condonación de atrasos de censos, 

«He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.) de 
las dudas suscitadas acerca de la inteligencia 
del art. 5.° de la R. O. de 13 de agosto úl- 
timo, que trata dé los casos y forma en qué' 
deba tener efecto la condonación de los atra- 
sos por réditos de censos, concedida por el 
art. 11 déla ley de 4.° de mayo último; y 
S. M. conformándose con el parecer del !ri- 
bunalcontenciosó-administrativo, vdeacuer- 
! do con el del Consejo de Ministros, se ha ser- 
' vido mandar que, sin perjuicio dé lo que las 
: Cortes tengan á bien resolver, con vista del 
, proyecto de ley que el Gobierno se propone 

■ presentar á ias mismas, se observen jas dis- 
posiciones siguientes: 

■ i . 1 Que se perdonen los atrasos que adeu- 
. den los censatarios hasta i. u de mayo último 

■ por censos cuyos réditos no se les reclama- 
! ron en los cinco últimos años anteriores, y 
I los que redamados, no se pagaron por ser 
| dudosa la existencia de su capital 1 ó de su des- 
cubierto, con tal que se confiesen deudores 

r dei uno 6 de ios otros, que deberán satísfa- 
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cer desde la fecha de la citadla ley hasta el 
día de la redención. _ . : v 

2. a Qiíe en consecuencia han' debido per ■ 
cibiís'e las corridos do censos cobrados en al- 
guno dé los últimos cinco años por anualidad 
completa ó á cuenta, ó cuyo .pago se recono- 
ció como débido, acreditado que fuere cual- 
quiera de estos extremos. — De Reabórden 
etc.— Madrid 5 de octubre de 1855. { GL . to- 
mo 66; p. 199.) 

R. O. de 1 4 octubre de 1855. 

Derechos de subastas de bienes nacionales 

Se resuelve: que ios derechos que deven- 
guen los jueces, escribanos y demás funcio- 
narios que actúen en las subastas triples, 
sean cobrados por los comisionados principa- 
les de las provincias; que estas sumas dedu- 
cido el premio del 3 por 100 de recaudación, 
las tengan á la órdén del comisionado prin- 
cipal -de la provincia de Madrid, y que éste, 
prévio avenimiento con los partícipes dispon- 
ga la traslación de fondos v su reparto. ( CL . 
t. 66, p. 228.) 

R. D. de 26 octubre de 1855. 

Clasificación de montes y declaración de los vendibles, 

(Fow.) Atendiendo á las razones que me 
ha manifestado el Ministro de Fomento para 
la mas cumplido ejecución del art. 2.° de la 
ley de desamortización de 1 de mayo úl- 
timo, de acuerdo con el parecer del Consejo 
de Ministros, vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo' 1 .° Para los efectos prevenidos 
en el art. 2.° de la ley de l.° de mayo últi- 
mo, se dividen los montes y bosques dol Es- 
tado, de los propios y comunes y los de los 
establecimientos públicos en las 'tres clases 
siguientes: 

Primera. Montes que deben conservarse 
sujetos á las ordenanzas del ramo, y que se 
exceptúan por tanto déla enajenación. 

Segunda. Montes de enajenación dudosa. 

Tercera. Montes que se declaran desde 
luego en estado de venta. 

Art. 2.° Son déla primera clase los mon- 
tes de abetos, pinabetes, pinsapos, pinos, 
enebros, sabinas, tejos, hayas, castaños, ave- 
llanos, abedules, alisos, acebos, robles, re- 
bollos, quejigos y piornos, cualesquiera que 
sean sus especies, su método de beneficio y 
ia localidad donde se hallaren. 

Art. 3.° Corresponden á Ja segunda cla- 
se los alcornocales, encinares, mestízales y 
coscojales, cualesquiera que sean sus varie- 
dades y sus métodos de beneficio, esto es, ya 
se aprovechen en monte alto, bajo ó tallar, 
ya en dehesas de pasto ó en dehesas de pas- 
to y labor. 


Art. 4.° Pertenecen á la tercera clase las 
fresnedas, blmedas, lentiscales, eornicabra- 
les, tarayales x alamedas, saucedas, retama- 
res, acebuchales, almezales, borle ¡as. jarales, 
tomíllares, brezales, palmitares y derruís mon- 
tes no comprendidos en los dos artículos an- 
teriores. 

Art. 5.° Si algún monte contuviese árbo- 
les correspondientes á dos ó tres de las cla- 
ses expresadas en los arts. 2.°, 3.° y 4.°, pa- 
ra determinar á cuál de ellas pertenece, se 
atenderá á la especie que en el predomine, 
cuyo cultivo deba preterirse atendidas la si- 
tuación y condiciones naturales del terreno. 

Art. 6.° Los montes de la segunda clase 
continuarán por ahora sujetos á la adminis- 
tración especial dei ramo, bajo el régimen 
prescrito en sus ordenanzas é instrucciones, 

Art. 7. u Tanto los particulares como la 
administración podrán sin embargo promo- 
ver desde luego la enajenación de los rnon- 
te.s de ia segunda clase'. En este caso los Go- 
bernadores determinarán que sean recono- 
cidos por uno de los ingenieros del ramo des- 
tinados en la provincia ó en su defecto por 
el perito agrónomo y el comisario de montes 
de la misma. 

Art. 8.° Practicado el reconocimiento, le 
acompañarán los que le hayan verificado de 
un informe sobre las condiciones especiales 
del monte. Comprenderá este documento 
cuantas indicaciones y datos sean necesarios 
para formar idea del clima y del terreno, 
abrazando de consiguiente.- 

■1. a La temperatura, las lluvias y vientos, 
y los demás meteoros, graduados á falta de 
otros datos por medio de las tradiciones, de 
la experiencia, de los prácticos del pais y de 
la distribución de los vegetales. 

2." El sistema de montañas á que perte- 
nece el monte; las alturas aproximadas sobre 
el nivel de! mar; la dislribucion de los ríos y 
arroyos; la indicación de las pendientes; la 
exposición \ detalles del relieve; las relacio- 
nes entre las rocas y Ja tierra vegetal y la 
composición del suelo. De todos estos datos, 
cuyos comprobantes se darán siempre' que 
sea posible, se deducirá en el informe si e! 
monte ejerce ó no una influencia directa so- 
bre 1a salubridad de! pais, sobre el régimen 
de las aguas, ó sobre cualquiera otra cir- 
cunstancia que afecte los intereses públicos. 

Art. 9. c Instruido así el expediente á que 
se refieren los arts. 7.° y S.°, el Gobernador 
le remitirá á la mayor brevedad posible ai 
Ministerio de Fomento, que oyendo á la Jun- 
ta facultativa del Cuerpo de ingenieros, decla- 
rará si ha do enajenarse ó no el monte en 
cuestión. En el primer caso devolverá las di- 
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ligcncias al Gobernador para que la venta se 
lleve á efecto ; en el segundo será Ja finca 
comprendida entre las que desigua la prime- 
ra clase, anunciándose así en el Boletín 
oficial. 

Art. iO. Sin perjuicio de la instrucción 
de los expedientes formados ú petición de la 
Administración de ventas de bienes naciona- ' 
les con arreglo á los tres artículos anterio- 
res, para enajenar algunos de los montes de 
las especies declaradas como de enajenación 
dudosa, los Gobernadores procederán desde 
luego á extender el a ventario de todos los 
montes de la expresada segunda clase, com- 
prendidos en sus respectivas provincias. Ter- 
minado este inventario, se procederá á la cla- 
silicacion de los montes que correspondan 
á la primera ó tercera clase; es decir, que 
deban conservarse ó enajenarse. 

Art. 1 1 . lista clasificación se verificará en 
la misma forma y por los mismos trámites 
señalados en los arts. 7.° y siguientes: 

Art. 12. Aprobado por el Ministerio de 
Fomento el inventario de los montes de la 
segunda clase que deban venderse, se pasará 
á la Dirección de ventas de bienes naciona- 
les, á fin de que se incaute de ellos para los 
demás efectos prevenidos en la ley de 1,° efe 
mayo último. 

Art,. id. Los Gobernadores dictaran las 
órdenes oportunas para que los montes de la 
tercera clase se pongan desde luego ala dis- 
posición de la Dirección general de ventas de 
bienes nacionales ó sus dependencias, bajo 
los inventarios y con las mismas formalidades 
prescritas en la instrucción de di de mayo 
último relativas á la entrega de los demás 
bienes comprendidos en la ley de desamor- 
tización. 

Art. 14. Los inventarios de los montes 
de la tercera clase, de los cuales debe incau- 
tarse la Dirección de ventas debieres nacio- 
nales, se formarán por Ja Administración del 
ramo de montes. 

Art. 15. En el caso de que los Goberna- 
dores no creyesen conveniente conformarse 
con el dictamen de la Administración del ra- 
mo, respecto de la clasificación de algún mon- 
te, remitirán los expedientes al Ministerio de 
Fomento para la resolución oportuna, oyen- 
do á la Junta facultativa del ramo. 

Art. 16. No se dilatará la formación de 
los inventarios de los montes en cuya clasifi- 
cación se .hallen de acuerdo el Gobernador y 
los empleados del ramo, á pesar de la ins- 
trucción que reciban los expedientes de que 
trata el artículo anterior. — Dado en Pala- 
cio á 26 de octubre de 1855. { CL . t. 66, pá- 
gina 264.) 


7?. O. de 21 noviembre de \ 855. 

Aplicación de las rentas de bienes del clero. 

Se mandó que se entregasen al clero todas 
las sumas recaudadas procedentes de sus 
bienes, y que se le hiciera la entrega por 
meses con imputación á los conceptos á que 
se hayan abonado los ingresos en Tesorería, 
poniéndose de acuerdo con la Dirección de 
contabilidad el director general del Tesoro 
respecto al modo y formalidades de la entre- 
ga; y que se dieran órdenes terminantes á los 
comisionados para la pronta recaudación de 
esta clase de rentas, a fin de que no resulta- 
sen débitos en fin de año. (CL. t. 66, p. 378.) 

R. O. de 6-21 noviembre de 1855. 

Gastos de espedientes de declaración de terreros co- 
munes, 

(Hac.) Se declaró corresponder á las mu- 
nicipalidades sufragar los gastos que se oca- 
sionan en la instrucción de expedientes enca- 
minados á declarar fincas reservables á ios 
pueblos como de aprovechamiento común, 
mediante á ser las interesadas inmediatas en 
su beneficio. (Comunicada por el Ministerio 
de la Gobernación en 21.) (CL. t. 06, pá- 
gina 295.) 

R. O. de 27 noviembre de 1855. 

Inversión del 80 por 100 de los bienes de propios. 

Llama la atención de ios Gobernadores de 
las provincias sobre la importancia del artí- 
culo 19 de la ley de l. u de mayo, á fin de que 
procuren remover obstáculos que se opon- 
gan á su ejecución, excitando á ios Ayunta- 
mientos y Diputaciones á que acuerden el em- 
pleo que se propongan dar ai 80 por 100 del 
producto en venta cíe las fincas de propios y 
el que resulte de las demás de su pertenen- 
cia. Encargan al propio tiempo que no sufran 
entorpecimientos las solicitudes sobre este 
asunto, dirigiéndoselos expedientes al Minis- 
terio que proceda, para que obtenida la re- 
solución de S. M. vayan al de Hacienda á su 
definitivo acuerdo y cumplimiento. (CL. to- 
mo 66, p. 404.) 

R. O, de 16 diciembre de 1855. 

Bienes revertidos á familias. 

(Hac.) «Desde que por diferentes dispo- 
siciones se dió principio á la venta de bienes 
nacionales, se respetaron como era justo Jos 
que, comprendidos en aquellas declaracio- 
nes, correspondían á determinadas familias 
por la cláusula de reversión con que fueron 
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cedidos á las corporaciones poseedoras, Jos 
cuales se devolvieron á las mismas familias 
tan luego como acreditaron su derecho. De- 
seando la Reina (Q. D. G.) conocer con la 
exactitud debida el número de reversiones 
acordadas, con distinción de las que se efec- 
tuaron por disposiciones gubernativas ó por 
sentencias judiciales desde el período de la 
segunda época constitucional basta la fe- 
cha, así como los valores en que se calculan 
los bienes revertidos, se ha dignado disponer 
que, con presencia de lo que resulte en los 
archivos de las oficinas de esa provincia , se 
formen notas circunstanciadas de los datos 
referidos los cuales remitirá V. S. inmedia- 
tamente á este Ministerio, disponiendo a! 
mismo tiempo su inserción en el Boletín ofi- 
cial de ventas para conocimiento del público 
—De Real orden etc. — Madrid 16 de diciem- 
bre de 1855. (CL. t, 66. p. 512.) 

Ley de 21 diciembre de 1855. 

Dehesa de Garabancheles. 

Por esta ley se declaró exceptuada de la 
desamortización, para entregarla al Ministe- 
rio de la Guerra para escuela de tiro de arti- 
llería y campo de instrucción del ejército y 
Milicia Nacional, abonando el Gobierno al 
Ayuntamiento de Madrid el 80 por 100 de su 
tasación aumentada con un décimo en los 
mismos términos que si se hubiese vendido 
como linca desamortizable. (CL. t. 6b ¡pági- 
na 5U.) 

R. O. de 23 diciembre de 1855. 

Papel de reintegro en las subastas de bienes nacionaíes. 

Se mandó que las diligencias se extiendan 
en'papel de oficio y el reintegro consista en 
la regulación de aquel como del sello 4.° por 
su analogía con los instrumentos públicos 
que designa el art. 6.° del R. D. de 8 agosto 
de 1851. (CL. t. 66. p. 531.) 

Gire, de 27 diciembre de 1855. 

Derechos de subastas de bienes nacionales. 

En virtud de algunas quejas de comprado- 
res de fincas y á poner coto á la arbitrariedad, 
encarga la Dirección á los Gobernadores, 
prevengan á los funcionarios qpe entiendan 
en las subastas, que en ningún caso pueden 
exigirles mas derechos que los marcados en 
los arts. 192 y 194 de la instrucción de 31 de 
mayo; y que se procure averiguar quiénes 
han abusado en la exacción de derechos pa- 
ra acordar lo que proceda. (CL. t. 66, pá- 
gina 537.) 


Instrucción de 2 enero de 1856. 

Para los investigadores de bienes comprendidos en la 
ley de l.° de mayo do igolS. 

CAPITULO PRIMERO. 

De los investigadores creados por la instruc- 
ción de 31 de mayo. 

Regla 1. a El principal deber de losinves- 
: t.igadores es procurar el descubrimiento de 
las fincas, censos, foros y cualesquiera otras 
propiedades comprendidas en la ley de l.° 
de mayo, bien se hubieren ocultado por 
'sus poseedores , bien se ignore su existen- 
cia, ó bien figuren con procedencia dis- 
tinta de la correspondiente, conforme á los 
arts. 77 y 78 de la Real instrucción de 31 de 
mayo. 

Regla 2. a No habrá mas que un investi- 
gador en cada provincia, pero con la facultad 
de establecer subalternos en los partidos ju- 
diciales que funcionarán bajo su responsabi- 
. lidad y premio que les designe, dando cono- 
cimiento previamente á la Dirección general 
de ventas de bienes nacionales para la apro- 
bación correspondiente; entendiéndose que 
dicho premio es de cuenta de los investiga- 
dores. 

Regla 3. a Se ocuparán también de averi- 
guar Jas rentas detenidas ó no utilizadas de 
j los referidos bienes: los alcances contra a d- 
i ministradores ó encargados de recaudación 
y las malversaciones de fondos por los mis- 
mos, siempre que sus cuentas no se hallen 
presentadas á los centros respectivos; per- 
cibiendo paresias averiguaciones el 6 por 100 
de las cantidades que investiguen, Jas cuales 
serán satisfechas por los defraudadores ó al- 
canzados. 

Regla 4. a Hasta que espire el plazo con- 
cedido por la ley á los censatarios, foristas y 
demás llevadores do bienes aludos á cargas 
mandadas desamortizar, ó bien su próroga, 
si las Corles lo acordasen, los investigado: es 
no liarán extensivas á las mismas cargas sus 
averiguaciones para los efectos prevenidos en 
los arts. 80 y 81 de la instrucción de 31 de 
mayo. 

Regla 5. a Las cargas espirituales ó tem- 
porales en favor de memorias, obras pías de 
beneficencia que no se hallen comprendidas 
en la desamortización, y sobre cuya reden- 
ción se ha presentado un proyecto de lev á 
las Cortes por el Ministerio de Gracia y Justi- 
cia , quedan también exceptuadas de las ges- 
tiones de ios investigadores, hasta que se dic- 
ten las disposiciones á que se refiere el insi- 
nuado proyecto. 

Regla 6> Para el mejor desempeño de 
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su cometido, obtendrán ios investigadores la 
nota de que trata la nrirnera parte del art. 79 
de la instrucción citada de 3,1 de mayo. 

Regla 7. a Los antecedentes que deben 
inspeccionar ids investigadores para ilustrar 
ó comprobar los ciatos que hayan adquirido 
sobre ocultaciones o sustracciones de bienes 
ó rentas, son principalmente: 

I Los registros de hipotecas. 

2. ° Los libros de colecturía de las parro- 
quias de! distrito. 

3. * El, catastro de riqueza general de -1752; 
la estadística de f 8 17, y los amillaramientos 
jaira losre partos déla contribución territorial. 

4. ° Las cuentas de administración de los 
bienes que se desamortizan. 

5. “ Los libros de punto ó visita, y los 
de entabladura, escrituras ele imposición y 
fundaciones de cargas eclesiásticas. 

6. ° Los libros de apeo de catastro, ó los 
llamados becerros, en que constan los bienes 
(¡ue se conceptúan como comunales 

Regla 8. a Para que pueda tener electo, 
por parte de los investigadores, el exámen do 
los referidos documentos y antecedentes, las 
Administraciones de Hacienda pública, Jos 
contadores de provincia, administradores de 
bienes desamortizados, contadores de hipo- 
tecas, Alcaldes constitucionales, archiveros 
eclesiásticos, escribanos numerarios, nota- 
rios de reinos y eclesiásticos, y demás perso- 
nas encargadas déla custodia de documentos 
públicos, ó que hayan intervenido en la ad- 
ministración de los bienes de que se trata, 
facilitarán los documentos cuya exhibición 
se reclame , y librarán las certificaciones 
de los particulares que se señalen , pero sin 
permitir la extracción de ningún documento 
de sus respectivos archivos. 

Los mismos deberes tendrán los párrocos 
por lo relativo á sus archivos. 

Regla 9. a En ¡os casos en que fuere ne- 
cesario, los investigadores impetrarán de las 
autoridades civiles , eclesiásticas y militares 
el competente auxilio para el mejor desem- 
peño de su cargo 

Regla 10. Las certificaciones que se li- 
bren para la instrucción de los expedientes 
se extenderán sin derechos y en papel de oíi - 
ció , sin perjuicio del reintegro á que en su 
dia hubiere lugar por quien corresponda. 

Regla 11. Instruido el oportuno expedien- 
te por el investigador con todos los antece- 
dentes y documentos que baya podido ad- 
quirir y juzgue suficientes para identificar la 
finca ó censo, y comprobar su ocultación, lo 
pasará al' comisionado' principal de ventas, á 
los fines prevenidos en la instrucción de 31 
de mayo. 


Regla 12. Al verificar la entrega acom- 
paña’ án al expediente notas duplicadas de su 
contenido y documentos en extracto , y del 
importe de los atrasos que dejian correspon- 
der al Estado. 

Regia 13. Con arreglo á fps expresadas 
notas, formarán ios mismos investigadores, 
y remitirán en , fin de cada , mes. p .la ( l)ireccion 
genera! de ventas un estado de los expedien- 
tes que hayan entregado al comisionado prin- 
cipal. 

También remitirán mensuafniente lina li- 
jera reseña de los adelantos que vayan ha- 
ciendo en sus investigaciones. 

Regla 14. So prohíbe á los investigado- 
res el dirigirse, bajo ningún pretesto, á las 
personas á quienes tengan por ocultadores 
de bienes'. El recibir cualquiera cantidad de 
los ocultadores será considerado como delito 
de estafa. 

Regla 15. Las prevenciones contenidas 
en esta instrucción serán aplicables á las ges- 
tiones para descubrir bienes que como mos- 
trencos corresponden al Estado en cuanto no 
se opongan á las leyes y disposiciones vigen- 
tes en la materia. 

Regla 16. Rectjbidos los expedientes por 
los comisionados de ventas, procederán estos 
á ultimarlos para que so verifique con la po- 
sible brevedad la incautación de los bienes ó 
derechos sobre que versen. Las reclamacio- 
nes que intentaren los interesados se resolve- 
rán con arreglo á las disposiciones vigentes, 
sin desposeerles ni exigirles pago alguno en 
caso de oposición , hasta después de haberse 
oido sus excepciones conforme á aquellas. 

Regla 17. Los premios señalados por el 
art. 81 de la instrucción citada de 31 de ma- 
yo no se abonarán hasta que el Estado se po- 
sesione legalmente de la finca rústica ó urba- 
baña, censo, foro ú otra prestación, cuyo des- 
cubrimiento sea debido a los investigadores, 
previa su tasación . 

Lo mismo se verificará respecto al abono 
del 6 por 1 00 de las cantidades defraudadas ó 
alcanzadas de que habla la regla 3. a 

Regla 18. Ningún otro premio, ni mas 
franquicia que la declarada del uso del papel 
sellado de oficio, obtendrán los investigado- 
res por los gastos que ocasione la adquisición 
de datos y la lormacion de los expedientes. 

Regla 19. La creación de Jos investiga- 
dores no limita la facultad de cualquiera per- 
sona para denunciar la ocultación ó detenta- 
ción de que tuviere conocimiento, dirigién- 
dose al Gobernador, comisionado de ventas, 
ó su subalterno def partido, con exhibición de 
los datos, bajo el oportuno resguardo. 

Si estos fueren tan completos que llagan 


innecesaria la intervención de. los investiga- 
dores [ el denunciador obtendrá todo el pre- 
mio, que en otro caso se dividirá con aque- 
llos por mitad. 

CAPITULO II. 

De los investitjadnres creados por Real decreto 
de 10 de abril de 1832. 


135 

S. M. la Reina , oido el parecer de las Di- 
recci ues generales de contribuciones y bie- 
nes nacionales , y el Tribunal contencioso- 
administrativo, de acuerdo con el Consejo de 
Ministros, se ha servido aprobar esta instruc- 
ción. ( CL . t. 67, p. 7.) 

R. O. de 3 enero de 1856. 
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Regla 20. Cesarán de«de luego Jas ofici- 
nas de agentes investigadores y recaudadores 
nombrados en virtud del Real decreto de 10 
de abril de 1852. 

Regla 21 . Los expresados investigadores 
tendrán derecho sin embargo á ultimar los 
expedientes incoados debidamente, si no pre- 
firieren disfrutar :an solo del premio conce- 
dido á los denunciadores por la regla 19, en- 
tregando á los comisionados de ventas de las 
provincias las cantidades que por cualquier 
concepto tuviesen en su poder procedentes 
de sus investigaciones, los cuales expedirán 
el resguardooportuno, dandoaviso al Ministe- 
rio de Gracia y Justicia de las sumas que per- 
ciban para que obre en las cuentas de su re- 
ferencia. 

Regla 22. El premio de los referidos in- 
vestigadores ’erá el que corresponda confor- 
me al R. D. de 17 de abril de 1852; pero en 
amito al tiempo y forma de percibirlo se su- 
jetarán á las disposiciones vigentes, estén ó 
no incluidos en los inventarios de incauta- 
ción por el Estado los bienes que hayan de- 
nunciado, siempre que no hubiesen figurado 
en ios de devolución al clero. 

Regla 23. En la ultimación de los expe- 
dientes incoados observarán los investigado- 
res cesantes las reglas contenidas en esta ins- 
trucción. 

Regla 24. Sin perjuicio de que por la Di- 
rección genera] de ventas se dicten cuales- 
quiera otras disposiciones para la entrega de ! 
los expedientes y documentos que obren en J 
poder de los agentes recaudadores é investí- 1 
gadores cesantes, remitirán estos á ¡a misma ' 
Dirección , en el término de treinta dias, f 
aquellos, que no deban conservar para ter- j 
minarlos, formando inventario triplicado; uno l 
de ellos para acompañarlo á la remisión, otro j 
para el comisionado de ventas de la provin- 
cir, y el tercero que servirá de resguardo á 
los mismos agentes que los formalizan, y 
confrontarán en presencia del Alcalde y del 
comisionado, si residiere en aquel punto, y 
de escribano que. certifique el acto en cada 
uno de aquellos. Asimismo acompañarán una 
nota duplicada de los expedientes que se re- 
servan para ultimarlos con expresión de su 
estado,— Madrid 2 de enero de 1856. 


Mensura de bienes nacionales. 

Se resuelve que en todos los expedientes 
de ventas de bienes nacionales que se incoen 
desde la fecha, se exprese por los peritos ta- 
sadores y después del resultado de la opera- 
ción para la mensura usual, el que corres- 
ponda según el sistema métrico decimal, sir- 
viendo de regulador la tabla de correspon- 
dencia inserta en la Gacela de 29 de junio de 
1851, á fin de hacerse constar aquellas cir- 
cunstancias en Ja escritura que se otorgue. 
(CL. t. 67, p. 14.) 

Gire, de 4 enero de 1856. 

Prorata de intereses de billetes del anticipo. 

(Hac.) «S. M. se ha servido declarar que 
el abono de los réditos de los censos debu 
cesar al mismo tiempo que deja de percibirse 
el interés de 5 por 100 por las cartas de pago, 
y de consiguiente, que la prorata debe ha- 
cerse basta el día en que los interesados con- 
signaron el pago, puesto qne son un crédito 
contra el Tesoro que deja de devengar el in- 
terés señalado desde el momento en .que la 
entrega tuvo efecto.» — De Real orden etc. — 
Madrid 4 de enero de 1856. 


Ciro, de 14 enero de 1856. 

Abono de premios á los comisionados ó investigadores. 

La Dirección circula la Real orden de 2 del 
mismo , la cual previene : que el premio de 
un cuartillo y un octavo por 100 que debe 
abonarse á los comisionados por las ventas de 
bienes de propios, beneficencia ó instrucción, 
así como los de investigación, se consideren 
como minoración de los productos de los 
mismos bienes. Dá al propio tiempo reglas ó 
prevenciones para su exacto cumplimiento en 
hiparte relativa á cuentas. (CL. t. 67, p. 30.) 

H. O. de 14 enero de 1856. 

Otorgamiento de escrituras. 

...La Reina... se ha servido resolver, que 
los compradores elijan ante cuál délos jueces 
que hayan presidido la doble ó triple subasta, 
deseen otorgar la escritura; disponiendo igual- 
mente S. M., que á fin de que esta concesión 
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guarde la debida regularidad con las demás 
prescripciones de la instrucción, se observen 
las reglas siguientes, propuestas por la Direc- 
ción general de ventas: 

1. a Que hecha al comprador la notifica- 
ción de adjudicación que proviene elart. 145 
de la instrucción por el juez en cuyo estrado 
se haya hecho la postura mayor, designe 
dentro de las 48 horas subsiguientes, ante 
qué juez de los que hayan presidido la doble 
ó triple subasta desee otorgar la escritura de 
venta. 

2. a Que si dentro de dicho término tu- 
viera lugar la cesión del remate para que au- 
toriza el art.. 103, regla 7. a de las atribucio- 
nes de los jueces, el cesionario no tendrá mas 
plazo para usar de dicho derecho de elección 
que las 48 horas concedidas al primitivo re- 
matante. 

3. a Que trascurridas estas sin que uno ú 
otro lo hayan designado, sea otorgada la es- 
critura por el juez en cuyo estrado se hizo la 
postura mayor, y en tal concepto es el que 
notifica la adjudicación de la finca ó fincas. 

4. a Que este queda obligado á dar aviso 
al Gobernador de la provincia en que estas 
radiquen , y en cuya Contaduría debe archi- 
varse el excediente de Juzgado á que este sea 
remitido, a fin de que pueda reclamarse ó ha- 
cerse cargo en caso de demora ó extravío.— 
De Real órden etc, — Madrid 14 de enero de 
1856.» (CL. t. 67, p. 29.) 

R. O. de 15 enero de 1856. 

Derechos de escrituras de ventas y de redenciones 
de censos. 

(Hac.) Re dado cuenta á S. M. del expe- 
diente instruido sobre los derechos que los 
redimislas de censos deben satisfacer por el l 
otorgamiento de las respectivas escrituras, ■ 
toda vez que la instrucción de 31 de mayo 
del año último solo marca los que deben 
exigirse por las escrituras de ventas. En su 
vista, y considerando que los derechos que 
á estas señalan los arts. 197 y 198 de la ex- 
presada instrucción, no pueden aplicarse á 
las de redenciones de censos, en atención á 
que el capital que estos en lo general repre- 
sentan es sumamente inferior para ser re- 
cargado con los gastos que sobre aquellos ; 
pesan , pero que por su importancia pueden 
sobrellevar; atendido á que el materialismo 
del otorgamiento de las escrituras infiere un 
mismo trabajo á l,os jueces y escribanos que 
las autorizan , va sean referentes á ventas, 
ya lo sean á redenciones, y juzgando conve- j 
niente conciliar en esle servicio los intere- ' 
ses públicos y particulares, uniformando su \ 
equitativa ejecución, la Reina (Q. D. G.) con- ' 


formándose con lo expuesto por esa Direc- 
ción general y por el Tribunal contencioso- 
adrninistrativo, se ha servido resolver lo si- 
guiente : 

1 , ü Los compradores de fincas ó censos 
y los redi mistas de estos últimos satisfarán 
por el otorgamiento de cada escritura los 
derechos que á continuación se expresan : 

Capital que representa la Al juez Al escri- 
escritura. baño 

Reales vellón. de oficio.' do oficio. 

Hasta 100. 

De 101 á 500.. 4 8 

De 501 á 3.000.. 5 10 

De 3.001 á 10.000.. 6 12 

De 10.001 á 15.000.. 8 16 

De 1 5.000 en adelante. 10 20 

2. ° Que estos derechos se apliquen se- 
gún ei capital total á que asciendan las dife- 
rentes fincas ó censos que respectivamente 
se comprendan en la escritura; exigiéndose 
además un real para el juez y dos para el es- 
cribano por cada 10 lincas ó censos que resul- 
ten de exceso solare las primeras, á tenor de 
lo dispuesto en la segunda parte del art. 197 
de la instrucción de 31 de mayo del año úl- 
timo. 

3. ° Que la facultad concedida por el ar- 
ticulo 199 de ia misma para comprender en 
nua escritura varias fincas de igual proce- 
dencia , es también extensiva á las ventas y 
redenciones de censos. 

Y 4.° Que los derechos expresados en la 
regla primera lo sean por toda la actuación, 
incluso el original de la escritura que debe 
quedar protocolizado ; pero sin perjuicio dei 
reintegro del papel correspondiente al ins- 
trumento público que se otorga, el cual está 
sujeto á lo dispuesto en la ley é instrucción 
de 8 de agosto de 1851. — -De Real órden etc. 
— Madrid 15 de enero de 1856. {CL, t. 67, 
pág. 34.) 

R. O. de 18 enero de 1856. 

Ampliación del art, 221 de la instrucción. 

(Hac.) «S. M. se ha servido resolver, 
que se amplíe el art. 221 de la instrucción 
de 31 de mayo de 1855 con la adición si- 
guiente: «cuándo un censo afecte á bienes 
situados en dos ó mas provincias, ó se ha- 
llen domiciliados el censualista y el censata- 
rio en ia córte ó capital de alguna de aque- 
llas , podrá solicitarse la redención ante el 
Gobernador de la que conceptúe preferible 
al pagador del censo para facilitar las opera- 
ciones de la comprobación y capitalización 
del mismo.» — De Real orden etc. — Madrid 
18 de enero de 1856. (CL. t, 67 , p. 55.) 
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R, O. de d.° febrero de 185.6. 

FiDcas divisibles para su venta 

(Hac.J « S. M. se ha servido resol- 
ver «que el art. 111 de la instrucción 

de 31 de mayo último se modifique en los 
términos siguientes: 

«Se declaran divididas todas aquellas fin- 
cas que lo estén - por su naturaleza ó se ha- 
llen en diferentes términos 6 pagos, aunque 
su cultivo corra á cargo de uno ó mas colo- 
nos, así como también Jas heredades ó fin- 
cas de grande extensión que en el día se cul- 
tiven en suertes ó pequeñas porciones ; sin 
embargo, podrán acumularse para una sola 
subasta diferentes pr 'dios, siempre que sean 
de una misma procedencia , radiquen en un 
mismo término ó partido municipal , y su va- 
lor en tasación ó capitalización no exceda de 
10.000 rs. debiendo ser circunstancia preci- 
sa para llevar á efecto esta medida el que la 
Diputación y Junta provincial de ventas es- 
tén conformes en la conveniencia de que así 
se verifique.» — De Real orden etc. — Madrid 
l.° de febrero de 1856. ( CL . t. 67, p. 172.) 

Gire, de 5 febrero de 1856. 

Títulos primordiales de fincas que se enajenen. 

La Junta superior de ventas acuerda en 1 ,° 
del mismo: que no pueden ni deben entre- 
garse á los compradores ios títulos primordia- 
les de las fincas hasta que tengan pagado el 
importe total de los remates; pero que á fin 
de conciliar los intereses del Estado y los par- 
ticulares, permitan los Gobernadores que en 
las oficinas se franqueen estos y cualesquiera 
otros documentos que interesen al compra- 
dor, para que dentro del mismo Archivo se 
saquen los testimonios suficientes á su deseo. 
{CL. t. 67, p. 191.) 

Ciro, de 16 febrero de 1856. 

Diferencias de fincas rematadas en quiebra. 

La Junta superior de ventas, ert sesión del 
dia de ayer, conformándose con lo propuesto 
porosa Dirección general, y dictamen del 
señor asesor general del Ministerio de Hacien- 
da, se lia servido acordar que las diferencias 
en las fincas rematadas en quiebra sean de- 
cuenta del rematante, á no ser que en el tér- 
mino señalado por la instrucción vigente, hi- 
ciese cesión, en cuyo caso se exigirán al ce- 
sionario las garantías de responsabilidad que 
previene la misma en su art. 103; pero si el 
señalado por tal no aceptase la cesioD ó no 
pudiera prestar dichas garantías, la respon- 
sabilidad será del rematante, porque en este 
caso ha obrado en nombre propio. — Lo qué" 
participo á V. S., contestando á su consulta 


| de 2S de noviembre próximo pasado. — Lc« que 
trascribo á V. S. para su conocimiento y que 
se sirva insertarlo en el Boletín oficial de esa 
provincia. — Dios etc.— Madrid 16 de febrero 
de 1856. {CL. t. 67, p. 242.) 

R. O. de 21 febrero de 1856. 

Reglas para tasaciones por el sistema métrico. 

En vista de las dificultades que presenta el 
cumplimiento de la Real órden de 3 de ene- 
ro, S. M. sé sirve autorizar á la Dirección 
general de ventas para que ocurra á resolver 
las dudas que se ofrecen ; en el concepto de 
que los peritos examinados tengan la obliga- 
ción de practicar la reducción de la medida 
usual á a del sistema métrico decimal. Que 
se elijan los sugetos que reúnan conocimien- 
tos para verificarlo, y por carencia absoluta 
de ellos teniendo que valerse de peritos de 
labranza sin examinar, practiquen las Conta- 
durías dicha reducción. {CL. t. 67, p. 261.) 

P. O. de 23 febrero de 1856. 

Venta de bienes del doro. 

Se deroga e.1 art. 215 de la instrucción de 
31 de mayo anterior, disponiendo que en las 
ventas de bienes del clero se observen las 
mismas formalidades y trámites establecidos 
para los de los demás desamortiza bles y man- 
dando que cuando la corporación interesada 
rehúse nombrar perito lo baga de oficio el 
juez de primera instancia. Fija además las re- 
glas que han de observarse para inquirir y 
acreditar en los expedientes la extensión, de- 
marcación, situación, límites y calidad de las 
fincasde esta procedencia. {CL. t. 67, p. 268.) 

R. O. de 25 febrero de 1856. 

Rentas de beneficencia 

(Hac.) «Dispuesto por los arts. 9.° y 20 
de la ley de l.° de mayo de 1855 que el Go- 
bierno asegure á los estableciminlos de be- 
neficencia los rentas líquidas que disfruta- 
ban en aquella fecha, y deseando S. M. que 
los expresados establecimientos no carezcan 
un solo dia de los auxilios que les proporcio- 
naban los censos y fincas de su pertenencia 
que se vayan redimiendo ó enajenando, se 
ha servido mandar de conformidad con lo 
propuesto por Y. I. y por el Director general 
de contabilidad, que ínterin se acuerdan las 
reglas generales para la inversión de los pro- 
ductos de los bienes declarados en venta, se 
observen respecto de los expresados auxilios 
las siguientes: 

1. a A medida que se vayan redimiendo y 
enajenando los censos y bienes de beneficen- 
cia, las corporaciones y establecimientos res- 
pectivos podrán reclamar de Jos Gobernado- 
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res de provincia el señalamiento de las rentas 
líquidas que dichos censos ó bieDes les pro- 
dujeran en l.° de mayo de 1 855_. 

2. a A las solicitudes acompañarán los do- 
cumentos oporlnSos para justificar el pro- ¡ 
ducto íntegro anual de los censos y lincas en 
aquella fecha, los gastos y cargas de todas 
clases que tenían, y el producto líquido elec- 
tivo que resultaba al establecimiento o cor- 
poración respectiva. 

3. a Los Gobernadores tomarán previa- 
mente Jos informes que crean oportunos 
para la completa instrucción de los expe- ¡ 
dientes, y con ellos Jos pasarán á Jas Conta- 
durías de" Hacienda pública para que practi- 
quen la liquidación de las expresadas rentas. 

4. a Las Contadurías, con presencia de 
los justificantes presentados en apoyo délas 
solicitudes, y en vista de las fechas en que 
se hayan redimido ó enajenado los censos ó I 
fincas, y en que hayan cesado de percibir 
sus rentas los establecimientos ó corporacio- 
nes respectivas , practicarán las liquidacio- 
nes y fijaran las cari ¡dados líquidas que en 
su equivalencia deban satisfacerse por las 
Tesorerías de provincia. Dei producto ínte- 
gro en l.“ de mayo último deducirán las 
cargas, contribuciones y demás gastos de 
todas clases con que entonces estuvieren 
gravadas. 

5. a Con presencia del resultado de estas 
liquidaciones, los Gobernadores, si las fia- 
ban conformes, consignarán su pago men- 
sual en la Tesorería de la provincia , y darán 
conocimiento de estas determinaciones á las 
respectivas corporaciones y establecimientos, 
y á la Dirección general del Tesoro público. 

6. a Las Contadurías anotarán estas de- 
claraciones en la cuenta que lleven á cada 
establecimiento ó corporación por el ingreso 
é inversión de los productos de sus bienes, 
conforme á los arts. 06 y 67 de la R. Inst. de 
30 de junio último; les cargarán en ellas las 
cantidades que se vayan satisfaciendo, y lla- 
marán la atención irle los Gobernadores á 
medida que se entreguen inscripciones á 
aquellos para que determinen la reducción 
de dichos auxilios ó rentas en proporción al 
importe que deban percibir por intereses 
de las mismas inscripciones. — De Real or- 
den etc. — Madrid 25 de febrero de 1856. — 
(CL. I. 67, p. 271.) 

Circular de 26 febrero de 1856. 

Rentas de fincas do religiosas pendientes da excepción. 

S. M. se ha servido resolver «que no se 
interrumpa en el percibo de las rentas á las 
comunidades que , en uso del derecho que 
la ley les’ concede , tengan incoado expe- 


diente de excepción ; pero que los comisio- 
nados de ventas se incauten de aquellos bie- 
nes sobre los cuales no se haya alegado este 
derecho. 

Ley de 27 febrero de 1856. 

Aclara la de l.° de mayo od cnanto á censos y arren- 
damientos antigáos (1). 

(Hac.) «Doña Isabel II etc., sabed que 
las Cortes Constituyentes, han decretado y 
Nos sancionado lo siguiente : 

Artículo i Se declaran comprendidos 
en el art. 1 .•° de. la ley de desamortización 
los censos enliléiiticos , consignativos y re- 
servativos, los de población , los treudos, fo- 
ros , los conocidos con el nombre de «carta 
de gracia,» y todo capital , canon ó renta de 
naturaleza análoga, pertenecientes á manos 
muertas, las que están sujetas á la ley de 
l.° de mayo. 

Art. 2.° Se declaran como censos para 
los efectos de esta ley , los arrendamientos 
anteriores al año 1800, que no excediendo 
de 1.100 rs. anuales en su origen ó el año 
último, hayan estado desde la citada época 
en poder de una misma familia , aunque hu- 
biesen sufrido alguna alteración en las ren- 
tas en épocas posteriores. Lo mismo se en- 
tenderá si la renta excede de I.ÍOÓ rs., con 
tal de que la. finca esté dividida entre dos ó 
mas partícipes, si cada uno de ellos no paga 
actualmente mas de la referida suma. 

Art. 3.° Con la redención de los réditos 
anuos , capitalizados conforme previene la 
ley de l.° de mayo, quedan extinguidos to- 
dos los demás derechos que tuviese la mano, 
muerta censualista. 

Art. 4.“ Cuando el capital de un censo 
perteneciente á mano muerta afectase varias 
fincas que estén en diversos poseedores 6 á 
una que se haya dividido entre participes, y 
esté dividido también entre ellos el pago de los 
réditos, cada cuál podrá redimir su parte de 
capital , obteniendo la libertad de su porción 
de propiedad afecta con relación al capital 
impuesto. En estas redenciones parciales se 
hará la capitalización prevenida en e) art. Id 
de la ley de 1 .° de mayo , tomando por tipo 
el rédito total del censó. 

Los censos, cuyos réditos se pagan en es- 
pecie , se regularán por el precio medio que 
esta haya tenido en el mercado durante él 
decenio de 1840 á 1850. 

Art. 5.° Para redimir los censos de po- 
blación se capitalizarán por la renta que se 
impuso á cada suerte , sin tener en cuenta la 


(i) Véase la ley de 15 de junio de 1866 y 
las Reales Ordenes que allí se indican. 
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mandQmunidad en que ge hallan todos los 
vecinos de yn pueblo. 

Art. 6.° Eli el caso de que un capital de 
censo ¡haya sido redimido en totalidad con ar- 
reglo á las prescripciones de la ley de l.° de 
mayo y sus aclaratorias por alguno de los 
partícipes de la propiedad afecta ó- por la 
persona que haga cabeza, podrá cualquiera 
de los otros contribuirle con la prorata que 
le toque dentro del término concedido para 
la redención en esta ley, gozando de sus be- 
neficios. 

Art. 7.° Se condonan todos los atrasos 
de réditos á los censatarios y demás pagado- 
res de gravámenes desamortizados que adeu- 
dan mas de tres anualidades, contando hasta 

l.° de mayo último, y ios laúdennos deven- 
gados por ventas realizadas cou anterioridad 
á dicha fecha y que no se hayan pagado. 
Este perdón se entenderá con la obligación 
de redimir respecto á los censatarios de cen- 
sos conocidos, y con la de redimir ó de reco- 
nocer el capital, obligándose á pagar los ré- 
ditos sucesivos , tocante á los de censos du- 
dosos ó ignorados, uno y otro dentro del 
plazo de esta ley. Se considerarán dudosos 
para el indicado objeto aquellos que ni hu- 
biesen pagado los réditos ni se les hubiese 
reclamado, ya judicial, ya gubernativamente, 
en Jos últimos cinco años que han vencido 
en 1 .° de mayo. 

Art. 8.° Los usufructuarios de fincas 
afectas á censos dudosos ó ignorados, goza- 
rán del beneficio concedido en el artículo 
anterior, si hiciesen la declaración del gra- 
vamen ; pero esta no perjudicará por sí sola 
al propietario para el dia en que se consolide 
el usufructo. 

Para que se pueda gozar del beneficio de 
la redención en los censos en que la propie- 
dad está separada del usufructo, se concede 
preferencia para efectuarla á los propieta- 
rios , y en segundo lugar á los usufructua- 
rios : si redime el primero, tendrá derecho á 
cobrar los réditos del usufructuario durante 
el usufructo; si el segundo, quedará este 
dueño del censo (él ó sus herederos), y co- 
brará los réditos del propietario cuando ter- 
mine al derecho del usufructuario. 

Art. 9.° Para que no se perjudique la 
preferencia que el art,. 8.° concede á los pro- 
pietarios respecto de ios usufructuarios, se 
hará lo mismo que se establece en la regla 5. a 
del art. 14, de modo que lafredencion se 
efectuará en cuanto la pida el propietario; 
pero habrá de detenerse hasta el trascurso 
de todo el término si la solicitase el usufruc- 
tuario. 

Art. 10. Se declaran extinguidos los cen- 
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sos pertenecientes al Estado y al clero regu- 
lar ó secular que graviten solare, fincas de 
igual naturaleza y que lleguen á venderse, 
haciéndose los respectivos abonos de capita- 
les á cada uno de los propietarios del censo 
extinguido yule la finca vendida. 

Art. 11. En las fincas vendidas á censo 
por Ayuntamientos ú otras manos muertas 
que tuvieran-sobre sí anteriores gravámenes 
en favor de otras manos muertas, v no se re- 
bajasen en la subasta, el poseedor con solo 
hacer la redención ddl censo mas moderno 
que comprendía todo el valor de la finca, se 
entiende que redime los restantes graváme- 
nes, haciéndose los oportunos abonos como 
queda indicado en el artículo anterior. 

Art. 12. Los censos enfiténticos estable- 
cidos en Cataluña, los especiales en la ciudad 
de Barcelona, su huerto y viñedo, los foros y 
subforos en Galicia, y los que existan iguales 
ó parecidos en cualquier otro punto de la Pe- 
nínsula é Islas adyacentes, quedan para sií 
redención sujetos á las siguientes reglas: 

1. a Los que se prestan para reconoci- 
miento del dominio directo, y por su natura- 
leza no son valuables en numerario, quedan 
desde ahora extinguidos, y se consolidará el 
dominio directo al útil. 

2. a En los que sea señor directo ó me- 
diano el Estado, ó cualquiera de las manos 
muertas comprendidas en el art. l.° de la 
ley de 1." de mayo, podrá redimir el domi- 
nio direcio el que tenga el útil; y si este no lo 
hiciere, el enfiteuta que cobre censo en nu- 
da percepción, después de este los señores 
medianos, cuando Jos haya, en orden ascen- 
dente, sin que en lo sucesivo pueda renacer 
ó restablecerse bajo pena de nulidad el grado 
ó grados de señores redimidos. 

3. a El importe del censo redimido se dis- 
minuirá en todos los grados intermedios des- 
de aquel que el reditúente deba seguir pagan- 
do hasta el que haya de subsistir como mas 
antiguo después del extinguido. 

La parte de laudemio redimida no podrá 
acrecer á los partícipes de los demás, ni res- 
tablecerse directa ni indirectamente por pac- 
to alguno, bajo pena de nulidad. 

4. a Dentro del plazo concedido para Ja 
redención de los censos presentarán sus soli- 
citudes todos los que tengan derecho en con- 
formidad á la regla segunda, llevándose á 
efecto la redención desde luego si la solicitase 
el poseedor del dominio útil, y esperándose 
hasta la conclusión del término si fuese el 
peticionario cualquiera de los otros para que 
pueda ser efectiva la preferenc a que queda 
establecida. 

Art. 13. Los ceasos pertenecientes á par- 
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{.¡ciliares que graviten man común adamen te 
con hipoteca sobre todas las fincas de un cau- 
dal desamortizado, sobre dos ó mes de! mis- 
mo, ó sobre una sola que hava de dividirse 
para su enajenación, se admitirán por el va- 
lor que resulte, capitalizándolos al 5 por 1 00 
de sus réditos anuos en pago del precio, en 
que se vendiesen las (incas hipotecadas á su 
seguridad. 

Si los referidos capitales tuviesen en la es- ; 
entura de imposición la cualidad de que se 
habían do redimir, ó devolver íntegros para el . 
caso de extinguirse ó enajenarse sus lii piole- 
cas, se admitirán en pago por todo sil valor. 

Se declaran como censos con hipoteca 
mancomunada aquellos que enajenó el Esta- 
do á particulares sobre fincas indeterminadas 
de cualquiera de los caudales desamortizados 
por la ley de 1.” de mayo, y cuya hipoteca 
especial no conste, bastando para acreditar su 
derecho y que se admitan en pago al 5 por 
100 la escritura de venta que otorgó el Es- ! 
todo. 

También podrán ios censualistas de que l 
habla este artículo durante el plazo de seis j 
meses, contados desde la publicación de la ¡ 
presente ley, optar por la redención del cen- 
so que les pertenezca capitalizando la renta 
al 0 por 100, y cobrando su importe á pro- 
porción que se haga efectivo el valor de los 
bienes sobre que estaba impuesto. 

Art. 14. No se exigirá documento alguno 
ni prueba al que solicite la redención de un 
censo, efectuándose esta al tenor de su de- 
claración, si por las oficinas no se acreditase 
que es mayor su capital. Esto sin perjuicio de 
las investigaciones que puedan hacerse en lo 
sucesivo y de la responsabilidad á que quedan 
sujetos el censatario y la finca afecta, si de- 
biese mayor cantidad! Se exceptúan de esta 
disposición los arrendatarios á que se contrae 
el art. '2.°, en los que será preciso la justifi- 
cación documental, ó en caso de absoluta im- 
posibilidad de esta, la de testigos con inter- 
vención de la Hacienda y de las corporacio- 
nes á que pertenecían los bienes, y que use 
del derecho para sí, y no para cederlo al 
mismo interesado. 

Art. 15. 1 .as redenciones de censos des- 

amortizados que estén pendientes se arre- 
glarán á lo prevenido en esta ley. 

Art. 16,. Las escrituras de redención se 
extenderán en el papel sollado correspon- 
diente al capital que se redime. 

Art. 17. Se amplía por seis meses mas, á 
contar desde la publicación de la presente 
ley, el' plazo que se concedió en el art. 7.° 
de la de 1 ,° de mayo para la redención de los 
censos. Este plazo podrá prorogarie el Go- 


bierno por otros seis meses. Este término se 
contará en los censos sobre que hay litigio 
pendiente desde que se declare la ejecutoria 
ó desde que el censatario se allane al reco- 
nocimiento. 

Art. 18. Las Juntas de venta de bienes 
¡ nacionales de provincia aprobarán en las 
suyas respectivas los expedientes de reden- 
ción de censos , cuyos capitales no excedan 
de la cantidad de 10.000 rs. vn., conforme á 
los tipos marcados en la ley de 1 ,° de mayo 
último. 

Por tanto mandamos etc.— Palacio á 27 de 
febrero de 1856.» (CL. t. 67, p. 273.) 

/? . I), de 27 febrero de 1856. 

Declarando en estado de venta los montes y bosques 
que se expresan 

(Fom.) Atendiendo á las razones expues- 
tas por el Ministro de Fomento, y á fin de 
que tenga cumplido efecto el art. 2,° de la ' 
ley de desamortización de 1 de mayo últi- 
mo, por lo que respecta á los montes y bos- 
ques del Estado, de los propios y comunes, ■ 
y de los establecimientos públicos, vengo en 
decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Se declaran en estado de 
venta con la reserva que se dirá en el ar- 
tículo 5.", previas las formalidades que seña- ■' 
lora el art. 2.°, y bajo las condiciones dega- 
rantía que exige el art. 147 y posteriores df*’.'- 
la instrucción de 31 de mayo de 1853, todos 
los montes y bosques que no se hallen com- 
prendidos en Jas especies siguientes, á saber: 
los abetos, pinabetes, pinsapos, pinos, ene- 
bros, sabinas, tejos, hayas, castaños, avella^- 
nos, abedules, alisos, acebos, robles, rebo- 
llos, quejigos y picornos, determinándose la 
clasificación por la especie que predomine, 
y cualesquiera que sean sus métodos de be- 
neficio, y la localidad donde se hallaren. 

Art. 2.° Antes de procederse á anunciar 
la subasta de los motiles, se oirá por los Go- 
bernadores á los ingenieros ó comisarios res- 
pectivos, los cuales, en el breve plazo que 
se les designe manifestarán, en virtud dedos 
datos que posean , y en su defecto del reco- 
nocimiento que practiquen ó hagan practicar 
á los peritos agrónomos, si el monte perte- 
nece á la clase reservahle ó no: en el primer 
caso no se anunciará la subasta; en el segun- 
do se anunciará y procederá á ella: en caso 
de duda se consultará a! Ministerio de Fo- - 
monto para la resolución que convenga. 

Art. 3.° Para proceder con actividad y 
acierto en la resolución de los expedientes de 
montes ya subastados, y cuya adjudicación 
se halla pendiente, los Gobernadores posa- 
rán á los ingenieros ó comisarios respectivos 
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nota de los. que se hallen en aquel caso, y 
estos evacuarán su informe en el breve pla- 
zo que Ies .señale el Gobernador; de forma 
que en el término de un mes á lo sumo (sal- 
vo los casos de imposibilidad absoluta por el 
excesivo número de fincas y escasez de per- 
sonal) se hallen todos Io.s informes en la Di- 
rección general de venta de bienes nacio- 
nales. 

Art. 4.° Para pedir y evacuar los infor- 
mes serán preferidos : 

1 . ° Los montes ya subastados y pendien- 
tes de adjudicación. 

2. ° Aquellos cuya subasta eslé solicitada. 

3. ° Aquellos cuya subasta se pretenda 
en lo sucesivo. 

Art. 5.° Además de exceptuarse de la 
enajenación Jos montes cuyas especies se 
designan en el art. 1 ,°, el Gobierno se re- 
serva declarar no enajenable alguno de las 
demás especies, cuando por razones graves 
lo juzgue conveniente al interés público, 
cuidando de comunicarlo al Gobernador que 
corresponda, ya para que no anuncie lo su- 
basta, ya para que se abstenga de adjudi- 
carle. Anunciada la subasta, y llegado el 
momento de la adjudicación sin recibir las 
órdenes correspondientes para que se sus- 
penda, se procederá á ella con las formali- 
dades prevenidas. — Dado- en Palacio á 27 de 
febrero de 1856. ( CL . í. 67, p. 289.) 


R.,0. de 6 marzo de 1856. 

Disposiciones para clasificar los montes enajenables. 

(Füm.) «S. M. la Reina se lia servi- 

do resolver Jo siguiente: 

Artículo l.° Para que no sufra dilaciones 
ni entorpecimientos de ninguna clase la ven- 
ta de los montes destinados á la enajena- 
ción, dispondrán los Gobernadores, que den- 
tro del mas breve plazo se verifique su cla- 
sificación con arreglo al R. D. de 27 del 
mes último, observándose al efecto las pre- 
venciones siguientes : 

Art. 2. u Los trabajos facultativos ó peri- 
ciales necesarios para la clasificación se dis- 
tribuirán por los mismos Gobernadores en- 
tre los ingenieros y comisarios destinados 
en las provincias, señalando á cada uno los 
montes que ha de clasificar, de manera que 
se verifique esta operación simultáneamente 
en el mayor número posible de localidades. 

Art. 3.° Se ejecutará la clasificación de 
los montes por el órden de preferencia seña- 
lado en el art. 4.° del Real decreto, á saber: 

1. ° Los montes ya subastados. 

2. ° Aquellos cuya subasta esté solicitada. 

3. ° Aquellos cuya subasta se pretenda 
en lo sucesivo. 


Art. 4.° Desde luego pasarán los Gober- 
nadores á los ingenieros y comisarios nota 
de los montes ya subastados cuya adjudica- 
ción se baile pendiente, designándoles un 
breve plazo para informar de la manera que 
previene el art. 3.° del Real decreto. Si por 
el excesivo número de fincas y la escasez 
del personal hubiere imposibilidad absoluta 
de remitir á la Dirección genera! de ventas 
de bienes nacionales estos informes en el 
término de un mes , á contar desde la fecha 
en que se reclamen, se hará así constar po- 
niéndolo en conocimiento de la misma Di- 
rección y del Ministerio de Fomento. 

Art. 5.° Verificada Ja clasificación de los 
montes subastados, se ejecutará la de aque- 
llos cuya venta se solicite de nuevo por el 
órden de la presentación de Jas solicitudes, 
el cual podrá, sin embargo, invertirse cuan- 
do para emitir los informes sea preciso prac- 
ticar reconocimientos en los montes , y se 
hallen estos de tal manera situados que para 
trasladarse á ellos según el órden de fechas 
de las solicitudes, hubiese que repetir dos ó 
mas viajes de una localidad á otra distante. 
En el caso de que baya necesidad de inver- 
tir dicho órden por la referida causa se hará 
constar en e! expediente de la solicitud pos- 
tergada. 

Art. 6.° Los ingenieros y comisarios 
evacuarán con la mayor actividad, y sin ex- 
ceder del plazo que a! efecto les señalen Jos 
Gobernadores, los informes que les pidan 
para determinar los montes que deban ó no 
ponerse en venta. Si no pudieren evacuar 
Jos informes en el plazo designado, liarán 
constar las causas que lo impidan; y en su 
vista, los Gobernadores les señalarán otro 
nuevo, ó determinarán lo que corresponda. 

Art. 7.° En los informes de los ingenie- 
ros y comisarios sobre la clasificación de Jos 
montes se manifestará: 

1. " El punto en que radica el monte. 

2. ° Su extensión aforada. 

3. ° Las especies que contienen. 

4. ° La que predomina. 

5. ° En el caso de que no predomine nin- 
guna de las exceptuadas de Ja venta por el 
art. i.° del Real decreto citado, si existen 
sin embargo para no enajenar el monte Jas 
razones graves á que se refiere el art. 5.°, 
las cuales se harán constar en la forma pre- 
venida en el art. 11 de Ja presente circular. 

6. ° Los datos ó trabajos que sirven de 
fundamento, al informe y la confianza que 
inspiren . 

7. ° La opinión terminante del ingeniero 
ó comisario sobre si el monte es ó no enaje- 
nable, y las razones en que se funde. 
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Si por -falta de otros -datos ó estadios ante- 
riores para evacuar los informes , se hubiera 
practicado un reconocimiento ó inspección 
del monte, bien por los mismos ingenieros ó 
comisarios, bien por los peritos agrónomos, 
se acompañará la diligencia en que conste 
dicha operación. 

Art. 8. u En vista de estos informes los 
Gobernadores participarán inmediatamente 
á los comisionados principales de ventas de 
las provincias, si el monte es ó no de los ex- 
ceptuados en Ja ley de t.° de mayo último, 
para que si no lo es, puedan proceder desde- 
luego á su enajenación , ó en caso contrario 
se desista de realizarla. 

Art. 9.° Cuando ocurra duda acerca de 
Ja clasificación de un monte, se harán cons- 
tar las causas que la produzcan y se remiti- 
rán los antecedentes al Ministerio de.Fomento 
dentro de un corto plazo que no excederá de 
ocho dias desde la fecha del informe del in- 
geniero ó comisario. Al remitirlos informa- 
rán ios Gobernadores emitiendo su opinión. 

Art. 10. Tan Juego como los trabajos de 
clasificación de los montes subastados ó cuya 
venta se pida lo permitan , se procederá á 
designar los que sin embargo de no ser de las 
especies exceptuadas en el art. 1 del Real 
decreto, convenga reservar por razones gra- 
ves de interés público con arreglo al 5. a dei 
mismo. 

Art. i i . Para la clasificación de los mon- 
tes de que trata el artículo anterior, se ob- 
servarán las prevenciones siguientes : 

Primera. Se dará una idea Jo mas exacta 
posible del clima y riel terreno, manifestan- 
do al efecto los datos necesarios para apre- 
ciar la influencia del primero y la naturaleza 
dei segundo. 

Segunda. Se acompañarán; siempre que 
sea posible, ios comprobantes de estos datos. 

Tercera. En vista de ellos se expresará 
si el monte ejerce una influencia física de tal 
naturaleza, que de no conservarlo puedan 
seguirse perniciosas consecuencias. 

Cuarta. Los estudios é informes á que se 
refieren Jas prevenciones anteriores se enco- 
mendarán precisamente á los ingenieros; 
pero si nodos hubiere en- la provincia y fue- 
se urgente la clasificación del monte, se con- 
fiarán á los comisarios y peritos agrónomos. 

Quinta. Si la propuesta de la reserva dei 
monte no se fundase en los electos físicos 
que producirla su destrucción , sino en otras 
razones graves de interés público, se omiti- 
rán los expresados dalos é informe q y en su 
lugar se explanarán estas razones con toda 
claridad y precisión. 

Sexta. Evacuados los informes, ó hecha 


,]a propuesta razonada 1 ; lós' 1 Gobernadores los 
remitirán en el término dé ocho ditos 'al Mi- 
nisterio de Fomento, manifestando si se cón- 
forrnan ó no con el os y las razones en que 
se funden. 

Séptima. Criándose proponga la reserva 
de los montes por cansas físicas; so-oirá á 
Ja Junta facultativa 'del Cuerpo de ingenieros 
del ramo, 

Art. 12. Se activarán los expedientes que 
los pueblos promuevan para que los montes 
de aprovechamiento común, cualquiera que 
sea la especie de arbolado que dos pueble, se 
declaren tales y en su consecuencia excep- 
tuados de la desamortización con arreglo al 
párrafo 9.° dei art. 2.° de la ley de i.* de 
mayo. 

Art. 13. Cuando lo permita el estado de 
la clasificación de los montes á que se reíie- 
ren los artículos anteriores, los ingenieros y 
comisarios extenderán sin levantar mano 
en las hojas impresas , que se remitirán al 
efecto por el Ministerio de Fomento , las si- 
guientes relaciones generales: 

Primera. De los montes de la provincia 
que se componen de las especies exceptua- 
das de la desamortización por el art. l.-° del 
R. D. de T del mes próximo pasado. 

Seguidla. De ios que, aun no contenien- 
do dichas especies, deben reservarse por ra- 
zones graves de interés público, conforme 1 
al art. 5.° del mismo. 

Tercera.' De. los que sean declarados de 
aprovechamiento común, con arreglo al páí- 
raíb 9.° del art. 2. u de la ley de desamorti- 
zación . 

Cuarta. De los no comprendidos en nin- 
guna de las tres relaciones ó inventarios an- 
teriores, y por tanto declarados en estado de 
venta. 

Estos inventarios contendrán tres divisio- 
nes. fia primera relativa á los montes del Es- 
tado; la segunda á los de propios y comunes; 
y ia tercera á los de establecimientos pú- 
blicos. 

De todos ellos se remitirán copias debida- 
mente autorizadas al Ministerio de Fomento 
y á la Dirección general de ventas de bienes' 
nacionales. 

Art. 14. Los montes comprendidos en los 
tres primeros inventar. os, á que se refiere el 
artículo anterior, seguirán sujetos como lias- 
te aquí á Ja Administración del ramo, y regi- 
dos por su legislación especial. 

Art. 15. be los correspondientes ai cuarto 
inventario, ó sea de ios enajenables, se pon- 
drán á disposición de la Dirección de ventas 
de bienes nacionales para que se incaute de 
de ellos con los requisitos expresados en la 
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instrucción de 31 de, mayo úl%o^ todqpjqs 
que' f pertenezcan al Estado conforme .a lo 
prevenido en el art. l.° de la misma. Sm em- 
bargo, la Adihinistracion del ramo, mientras 
no se vendan estos montes, seguirá encar- 
gada de sil custodia, vigilancia y régimen fa- 
cultativo. ' 

Art. 16. Los de propios, comunes y es- 
tablecimientos públicos, en virtud de lo de- 
terminado en' los arts. í.° y 33 de la citada 
instrucción, ínterin no se vendan, continua- 
rán administrándose como hasta aquí bajo la 
dependencia de la Administración de mon- 
tes, coh sujeción á su legislación especial. 

Cuando se enajene alguno de estos montes, 
y de consiguiente salga de la Administración 
del ramo, los Gobernadores harán la corres- 
pondiente anotación en el inventario que de- 
be existir en el Gobierno de la provincia, y 
lo participarán al Ministerio de Fomento pa- 
ra nacerla igualmente en el que obre en su 
Secretaría. 

Art. 11. Los ingenieros y comisarios lle- 
varán un libro donde consten todos los tra- 
bajos en que se ocupen diariarnent i desde 
que los Gobernadores les encomienden las 
clasificaciones y formación de relaciones de 
los montes basta su conclusión, y cada se- 
mana remitirán á los Gobernadores copia de 
las anotaciones hechas en este libro durante 
la misma. 

Art. 18. En vista de. dichas copias, los 
Gobernadores exigirán la mas estrecha res- 
ponsabilidad á los funcionarios que manilies» 
ten la riienor tibieza en el desempeño del ser- 
vicio de que se trata , y si dieren lugar á 
ello, lo participarán al Ministerio de Fomen- 
to para la résolucioo oportuna. 

Art. 19. Mientras se verifica la clasifica- 
ción de los montes, los ingenieros de las Co- 
misiones suspenderán los estudios de reco- 
nocimiento en que se ocupaban hasta ahora, 
y se dedicarán exclusivamente á los traba- 
jos que se les encargan por la presente ins- 
trucción. 

Art. 20. También los ingenieros, ordena- 
dores y peritos agrónomos se dedicarán ex- 
clusivamente á los mismos trabajos, á cuyo 
efecto los Gobernadores dispondrán que se 
encarguen interinamente del despacho ordi- 
nario de la Comisarías y plazas de peritos 
agrónomos, un oficial del Gobierno civil, un 
guarda mayor ó el funcionario que conside- 
ren conveniente, en la inteligencia de que no 
ha de causarse gasto alguno por este concep- 
to, y dando cuenta de la persona que se elija. 

Art. 21 . Cada quince dias remitirán los 
Gobernadores al Ministerio de Fomento un 
pa^te detallado de los trabajos ejecutados du- 


rante la quincena, en cumplimiento de las 
anteriores disposiciones. 

Art. 22. El menor retraso en el desem- 
peño de los trabajos de que se ha hecho men- 
ciou, ó cualquiera, error .cometido al ejecu- 
tarlo por {alta de celo y laboriosidad, serán 
corregidos con el mayor rigor, así como por 
el contrario recompensados los servicios de 
los que se distingan cumpliendo mas puntual 
y exactamente la presente disposición.— De 
Real orden etc,— Madrid 6 de marzo de 1866. 
[CL.t. 67 ,p. 333.) 

R. O. de 11 marzo de 1856. 

Papel sellado de las escrituras do redenciones. 

Aclarando el art. 16 de la ley de 27 de fe- 
brero próximo pasado, se resuelve que el ca- 
pital que se redime, y relativo al cual debe 
regularse la clase de papel en que haya de 
extenderse la escritura, es la cantidad que da 
por resultado la capitalización que se practi- 
ca. (CL. t. 67, p. 341 .) 

R. O. de 13 marzo de 1856. 

Se da nueva redacción á los arts. 200, 201 
y 202, en la forma que aparecen insertos en 
su lugar. ( CL . t. 67, p. 352.) 

Otra R. O. de 13 marzo de 1856. 

Inversión del 80 por 100 de Lienes de propios. 

Para evitar complicaciones y retrasos en el 
despacho de las autorizaciones que preten- 
dan los Ayuntamientos para aplicar el 80 
por 100 de las ventas de sus propios á obras 
públicas, se sirve resolver S. M. ; que los 
Ayuntamientos al tiempo de. pedir Jas indi- 
cadas autorizaciones lo hagan por separado 
para cada obra ú objeto a que traten de des- 
tinarlo, á fin de que desde Juego puedan pa- 
sar al Ministerio y Negociado que cada cual 
corresponda, y pueda ser mas breve la tra- 
mitación y resolución. (CL. t. Q1,p. 353.) 

Orden de 18 marzo de 1856, 

La Dirección general de ventas para evitar 
dudas y consultas acerca de la excepción de 
la ley de 1 de mayo de 1855 en favor de los 
huertos anejos a las casas de los párrocos, 
declara que recae sobre los terrenos que con 
el carácter de huertos han venido disfrutan- 
do los párrocos, sin que nunca hayan estado 
arrendados, y sin que se limite su extensión, 
puesto que ia ley no la determina ; pero á 
condición de que desentendiéndose de los 
nombres provinciales de diestros, ¡glosarios 
y demás que puedan darse á dichos terrenos, 
se entiende solo que estos los constituyen los 
huertos ó jardines anejos á las casas recto- 
rales, y no otra cosa alguna. 
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R. D. de i 6 abril de 1856. 

Estabbce Administraciones de bienes nacionales en 
las capitales de provincia 

(Hac.) «Eü vista de las razones que me 
ha expuesto el Ministro de Hacienda, de 
acuerdo con el parecer del Consejo de Minis- 
tros, vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo i.° Desde 15 de mayo próximo ! 
se establecerá en las capitales de provincia é 
Islas adyacentes una Administración de bie- 
nes nacionales, dependiente de la Dirección 
de ventas en lo central, y del Gobierno civil 
en lo provincial, encargada exclusivamente 
de la administración de los bienes del Estado, 
del clero, de secuestros y demás que actual- 
mente desempeñan los comisionados deven- 
ías ; de la realización de los débitos y obliga- 
ciones procedentes de ventas antiguas, en- 
comendadas actualmente á los administrado- 
res principales de Hacienda pública, y de las 
operaciones de inventario, liquidación, capi- 
talización y demás de enajenación de los bie- 
nes declarados en venta que están á cargo 
de las Contadurías de provincia. 

Art. 2.° Las nuevas Administraciones es- 
peciales de bienes nacionales serán iguales 
en atribuciones á las demás oficinas princi- 
pales de provincia, y constarán de un admi- 
nistrador-jefe, de un oficial primero inter- 
ventor, y del personal subalterno y material 
que se designa en la adjunta planta, ajustada 
á los créditos comprendidos para estos ser- 
vicios en los capítulos XX y XXI , sección 
décimacuarta del presupuesto de gastos apro- 
bados por las Corles para el año actual y los 
seis primeros meses del inmediato. 

Art. 3.° También se establecerán admi- 
nistradores subalternos en los partidos judi- 
ciales, en que lo exija la conveniencia del 
servicio, ajuicio de la Dirección del ramo, y 
con aprobación del Ministerio de Hacienda. 
Estos funcionarios solo entenderán en la ad- 
ministración de los bienes del Estado, del 
clero y de secuestros, y la ejercerán bajo la 
responsabilidad de los administradores prin- 
cipales del ramo ; serán elegidos por estos, y 
gozarán el 3 por 100 de las cantidades que 
entreguen en las Tesorerías de provincia, cu- 
yo gasto se considerará por a hora como mi- 
noración de los productos en renta de ios 
bienes, 

Art. 4. ü Los comisionados de ventas en- 
tenderán tan solo en las operaciones de in- 
vestigación y enajenación de los bienes nacio- 
nales y redención y venta de censos que ac- 
tualmente Ies están encomendadas, sin per- 
juicio de las que corresponden á los investi- 
gadores, y gozarán únicamente las retribu- 


ciones que por estos conceptos les señalan 
las instrucciones. 

Art. o.° Las Contadurías de Hacienda 
pública limitarán sus funciones, en cuanto al 
ramo de bienes nacionales, á intervenir sus 
ingresos en la Tesorería y el pago de sus 
obligaciones, como lo verifican con los pro- 
(lucios y cargas de las Administraciones prin- 
cipales de Hacienda pública. La fiscalización 
y cuenta y razón de la inversión de los pro- 
ductos de" la desamortización continuará á 
cargo de las expresadas Contadurías. 

Art. 6.° Los demás funcionarios que en- 
tienden actualmente en la administración, 
investigación y enajenación de los bienes 
nacionales continuarán desempeñando las 
funciones que les están encomendadas por 
Jas instrucciones vigentes, en cnanto no se 
oponga a lo dispuesto por este Real decreto, 
y las prevenciones que para su exacto cum- 
plimiento se consignan en la adjunta instruc- 
ción. — Dado en Palacio á 16 de abril de 
i 856. {CL. t. 68, p. 89.) 

Instrucción de 22 abril de 1856. 


Adicional á las de 31 de mayo y 30 de junio de 1835 
para llevar á efecto la desamortización general — Lo 
que comprende ei ramo do bien js nacionales: admi- 
nistradores y oficiales interventores: comisionados 
de ventas: Administración de rentas. 

CAPITULO PRIMERO. 


Disposiciones generales. 


Artículo i.° Conforme á las Reales ins- 
trucciones de 31 de mayo y 30 de junio de 
1855, á lo dispuesto en el Real decreto de 
esta fecha y demás órdenes vigentes, son ob- 
jeto del ramo de bienes nacionales en las 
provincias: 

l.° La realización do los débitos pen- 
dientes de cobro y obligaciones á metálico 
y papel procedentes de enajenaciones efec- 
tuadas con anterioridad ó la ley de l.° de 
mavo. 


2. ° El inventario, investigación, venta y 
realización de los valores ó productos que 
ofrezca la de los bienes desamortizados por 
la citada ley. 

3. ° La administración délos bienes del 
Estado, del clero y de secuestros. 

Y 4." El pago de los gastos y premios 
de las operaciones de venta, administración 
é investigación de los mismos bienes. 

Art. 2.° Los jefes y funcionarios á quienes 
corresponde intervenir principal y respecti- 
vamente en la inspección i, administración é 
investigación de los bienes nacionales en las 
provincias, son: 

1 - u Los Gobernadores de provincia. 

2.° Los administradores especiales de 
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hienes nacionales de las mismas y los subal- 
ternos de los partidos judiciales. 

3.“ Los comisionados principales y su- 
balternos de ventas. 

Y 4.° Los investigadores. 

Art. 3.° Dichos jefes y funcionarios se 
regirán por punto general en el desempeño 
de sus respectivos cargos por las Reales ins- 
trucciones citadas de 31 de mayo y 30 de 
junio de 1855; la especial para los investiga- 
dores de 2 de enero último, y por lo que se 
determina en la presente. 

Art. 4.° En los casos de vacante, ausen- 
cia ó enfermedad serán sustituidos los admi- 
nistradores por los oficiales primeros inter- 
ventores; estos por los oficiales segundos, y 
así sucesivamente , salva sin embargo la fa- 
cultad de los Gobernadores para' elegir en 
casos especiales personas que desempeñen 
la administración provisionalmente, y hasta 
tanto que la Dirección del ramo resuelva lo 
que proceda. 

" Art. 5.° Corresponde_ á las Contadurías 
de Hacienda publica únicamente ia inter- 
vención totalizada de los ingresos del ramo 
en las Tesorerías y del pago de sus obliga- 
ciones. 

Esta intervención la ejercerán conforme 
lo practican con los productos y gastos de 
Ias*rentas y contribuciones. 

Art. 6.° Corresponde asimismo á las 
Contadurías la intervención y cuenta razo- 
nada de la inversión de los productos de ia 
desamortización que se llevará en los térmi- 
nos prevenidos ó que prevengan las instruc- 
ciones. 

CAPITULO II. 

De los administradores principales de bienes 

nacionales y oficiales interventores de las 

Administraciones. 

Art. 7.° Los administradores principales 
de bienes nacionales tendrán en su ramo la 
misma autoridad y atribuciones que los de 
Hacienda pública respecto de los que están 
á su cargo. Será igualmente de su atribu- 
ción nombrar Jos administradores subalter- 
nos de los partidos judiciales, de cuyo des- 
empeño responderán, y á quienes por tanto 
podrán exigir las fianzas que tengan por 
conveniente. 

Art. 8.“ Los administradores principales 
dependen en lo central de la Dirección ge- 
neral de ventas, entendiéndose con ella di- 
recta y exclusivamente en todo lo relativo al 
ramo, y serán subordinados de la Dirección 
general de Contabilidad en los asuntos de 
cuenta y razón y rendición de cuentas. 

Art. 9.° Los administradores dftpende- 
Tomo Y. 


rán de los Gobernadores de nrovincia en to- 
cias las cuestiones de la Administración pro- 
vincial, respecto de las cuales despacharán 
con aquellos como secretarios, del mismo 
modo que para los comisionados de ventas 
está prevenido en cuanto concierne á las 
atribuciones que respectivamente les que- 
dan cometidas por el art. 20. 

Art. 10. Son atribuciones délos adminis- 
tradores: 

1. ° Promover y llevar á cabo la realiza- 
ción de toda clase de débitos antiguos por 
rentas y Ventas de bienes del Estado y obli- 
gaciones en metálico y papel de la Deuda 
procedentes de enajenaciones anteriores á la 
ley de l.°de mayo de 1855, funciones que 
desempeñan actualmente los administradores 
principales de Hacienda pública. 

2. ° Administrar y recaudar los producios 
en renta de ios bienes del Estado, del clero 
y de secuestros, desempeñando por sí mis- 
mos en los distritos de las capitales, sin otra 
retribución que el sueldo de su destino , y 
por medio de los administradores subalter- 
nos en los partidos judiciales, en los térmi- 
nos que lian debido hacerlo hasta ahora los 
comisionados de ventas, conforme á las Rea- 
les instrucciones de 31 de mayo y 30 de ju- 
nio de 1855. 

3. ° Celebrar los arrendamientos de las 
fincas que administran, conforme á las dis- 
posiciones de esta instrucción y de la de 10 
de junio de 1853. 

4. ° Intervenir en la instrucción de los 
expedientes relativos á ¡os arrendamientos 
anteriores á 1800, informándolos con refe- 
rencia á los documentos de su razón, en 
cumplimiento de los artículos 2.° y 14 de la 
ley de 27 de febrero último, 

5. ° Reemplazar en las Juntas provincia- 
les de ventas á los contadores de Hacienda 
pública, ocupando en elias el puesto desig- 
nado por el art. 98 de la instrucción de 31 de 
mayo. 

é. u Desempeñar en materia de inventario 
de fincas, ventas, redención de censos y su 
realización, las atribuciones cometidas por la 
misma instrucción y disposiciones posterio- 
res álas Contadurías de Hacienda pública. 

7. ° Cuidar de la realización del producto 
de las ventas, y de su ingreso en las Tesore- 
rías, desempeñando en esta parte las funcio- 
nes asignadas actualmente á las propias Con- 
tadurías de provincia y á los comisionados de 
ventas. 

8. ° Facilitar á estos, bajo la mas estrecha 
responsabilidad los antecedentes y datos que 
les exijan para promover la enajenación de 
los bienes y redención y venta délos censos, 
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vestigadores los documentos y antecedentes 
que necesiten para llenar su cometido. 

10. Promover por sí mismos y valiéndo- 
se de sus subalternos el descubrimiento de 
los bienes v derechos que se hayan ocultado, 
en todo ó en parte, cuando tengan motivos 
para creerlo así, y los investigadores no 
presten dicho servicio o no sea necesario.su 
auxilio para comprobar la ocultación ; pero 
respetándose por los administradores los de- 
rechos adquiridos por los investigadores en 
expedientes debidamente incoados sobre las 
mismas ocultaciones que traten de perseguir, 
cuya inmediata presentación se les exigirá, 
así como su terminación definitiva dentro de 
un breve plazo. 

En la práctica de diligencias de investiga- 
ción se arreglarán los administradores á la 
instrucción de 2 de enero último. 

1 1 . Llevar la cuenta y razón de Jos cen- 
sos de que se ha hecho mérito en el núme- 
ro 8.°, con la claridad, orden y precisión que 
prescriben las instrucciones de 3í de mayo 
y 30 de junio de 1855. 

12. Rendir al Tribunal de cuentas por 
conducto de la Dirección de contabilidad, las 
que determinan los arts. 74 al 83, 87 ai 90 y 
94 al 96 de la citada instrucción de 30 de ju- 
nio próximo pasado, á saber: 

De bienes declarados en venta y de se- 
cuestros. 

De pagarés á plazo de los bienes declara- 
dos en venta por Ja ley de 1 ,° mayo. 

De rentas públicas, ó sea de deudores por 
vencimientos de rentas y ventas. 

De deudores al fondo especial de ventas. 

De gastos públicos, ó sea de acreedores 
por obligaciones del ramo de bienes nacio- 
nales. 

De administración de frutos. 

De recaudación délos productos en renta. 

1 3. Rendir igualmente las cuentas de 
valores á cobrar por plazos otorgados para el 
pago de la venta de lincas, realizada con an- 
terioridad á la ley de 1 .' J de mayo; cargo que ; 
desempeñan actualmente los administradores 
de Hacienda pública, con arreglo al art. 11 
de la propia instrucción de 30 de junio. 

14. Enviar copia de todas las cuentas á 
la Dirección general de ventas. 

15. Remitir á la misma Dirección presu- 
puestos mensuales de las obligaciones del ra- 
mo, respectivas á toda la provincia, con la ■ 
antelación suficiente para que dicha depen- : 
deacia general pueda presentar en el Mi- 


de la de 30 de junio. 

Art. í 1 . Cuando por consecuencia de los 
reparos que ponga a las cuentas la Dirección 
general de contabilidad deban ser estas rec- 
tifieacfks, mandarán ios administradores á la 
Dirección de ventas copias de las que de 
nuevo formen, y al remitirlas expresarán la 
. causa que motive la rectificación. 

Art. 12. Los oíiciales primeros de las 
Administraciones especiales de bienes nacio- 
nales desempeñaran el negociado que les 
asignen ios administradores, y además in- 
tervendrán todas las operaciones económicas 
y las de contabilidad, y autorizaran con los 
jefes los documentos que con esta tengan re- 
ferencia, siendo responsables de su legitimi- 
dad y exactitud, según lo practican ios de 
igual clase establecidos en las Administracio- 
nes principales de Hacienda pública, confor- 
me al R. D. de 27 de agosto de 1855. 

Art. 13. Los administradores especiales 
■ de bienes nacionales prestarán una lianza 
í proporcionada ai valor de la recaudación y 
! frutos q le hayan de manejar por sí ó por 
medio de sus subalternos en las provincias, 
consistente en metálico ó papel de la Deuda 
de las diferentes clases que establecen las 
leyes y reglamentos. 

La Dirección de ventas propondrá á la 
aprobación del Ministerio de Hacienda la 
cantidad en que haya de consistir atendidas 
las circunstancias expresadas. 

CAPITULO III. 

De los administradores subalternos de bienes 
nacionales. 

Art. 14. Los administradores subalter- 
nos desempeñarán sus funcienes á nombre 
y bajo la responsabilidad de Jos principales 
de quienes dependan inmediatamente, y con 
los cuales se entenderán en todos los asun- 
tos de la Administración. 

Art. 15. Corresponde á los administrado- 
res subalternos : 

1. ° Administrar las fincas y propiedades 
que pongan á su cargo ios principales, según 
las reglas establecidas para estos en la pre- 
sente instrucción y en las de 31 de mayo y 
30 de jumo último. 

2. " Llevar la cuenta y razón de sus ad- 
ministraciones con la misma claridad y pre- 
cisión que aquellos deben seguir en la suya. 

3. ° Rendir á los mismos las cuentas de 
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y darles conocimiento puntual de las fincas 
y censos de que la Hacienda se incaute por 
investigaciones, adjudicaciones y otras causas 
9.° Facilitar del mismo modo á 
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nisterio de Hacienda, antes del día 20 de ca- 
da mes, el resúmen de las de todo el Reino, 
conforme á lo dispuesto eu la R. Inst. de 25 
los íu- i de enero de 1850. 

16. Remitir asimismo los estados sema- 
nales v mensuales marcados en el art. 102 
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reatas públicas, de deudores al fondo espe- 
cial de ventas, de gastos públicos , de admi- 
nistración de frutos y de recaudación en me- 
tálico, acompañando los documentos y esta- 
dos necesarios para redactar las cuentas ge- 
nerales, presupuestos y documentos que sus 
jefes inmediatos deban formar y remitir á la 
superioridad. 

4.° Elegir los comisionados de apremio 
para la cobranza de las rentas atrasadas del 
partido , y mandar por meses a los adminis- 
tradores principales, relaciones expresivas 
de los deudores para que puedan expedir á 
los mismos comisionados los oportunos des- 
pachos de apremio. 

Art. 16. A las cuentas de rentas, de cau- 
dales y de administración ó frutos que rin- 
dan los administradores subalternos á ios 
principales, acompañará una relación de las 
rentas cobradas, para que en su vista pue- 
dan abonarles las cantidades entregadas en 
las Tesorerías, y practicar las operaciones 
de data en los libros de cuenta corriente de 
las rentas de los bienes y de los censos. 

Art. 17. El 3 por 100 de lo recaudado 
que se concede á los administradores subal- 
ternos por el art. 3. ü del Real decreto de 
esta fecha , se entenderá tan solo respecto 
de las cantidades que entreguen en las Te- 
sorerías procedentes de los productos de los 
bienes enclavarlos dentro del término juris- 
diccional de los partidos para que hayan sido 
elegidos. 

Art. 18. Los administradores subalter- 
nos entregarán en la Tesorería de provincia 
el último dia de cada mes lo mas tarde los 
fondos que hayan recaudado durante el mis- 
mo. También harán entregas parciales du- 
rante el mes cuando la recaudación que ob- 
tengan sea de alguna importancia á juicio de 
los administradores principales. 

CAPITULO JV. 

De los comisionados de ventas. 

Art. 19. Conforme á lo dispuesto en el 
art. 4. ü del Real decreto de esta fecha, que- 
dan reducidas desde 15 de mayo inmediato ! 
jas funciones de los comisionados de ventas ' 
á promover y ilevar á efecto la enajenación ' 
de los bienes nacionales v la redención y 
venta de los censos, en los términos que ac- 1 
lualmente les está encomendada por la Real 
instrucción de 31 de mayo de 1855, y tí ulti- 
mar con arreglo al art. 80 de la misma los 
expedientes que les pasen los investigadores. 

Para el cumplimiento de sus deberes pe- 
dirán á los administradores principales del 
ramo todos los antecedentes y datos que Ies 
sean necesarios. • 


Art. 20. Continuarán en el desempeño 
del cargo de secretarios de los Gobernado- 
res de provincia en la parte relativa á enaje- 
naciones de fincas y redenciones ó ventas 
de censos , así como de las Juntas provincia- 
les de ventas , en todos los negocios de la 
competencia de estas. 

Art. 21 . Los comisionados de ventas que- 
dan exentos de rendir cueutas y de prestar 
fianzas; pero facilitarán á la Dirección gene- 
ral del ramo, á la de contabilidad y á los Go- 
bernadores de provincia cuantos datos les 
reclamen , referentes á las operaciones de in- 
ventario, investigación y enajenación de los 
bienes, y á la redención y venta de los cen- 
sos de toda la provincia. 

Art. 22. Los comisionados subalternos do 
ventas, en su carácter de dependientes y 
auxiliares de los principales , desempeñarán 
en sus respectivos distritos las funciones re- 
lativas á la enajenación de los bienes y cen- 
sos que radiquen en sus demarcaciones. 

Art. 23. Conforme al art. 4.° del propio 
Real decreto, los comisionados principales y 
subalternos disfrutarán tan solo los premios 
de enajenación é investigación que les cor- 
responden , según la expresada instrucción 
de 31 de mayo. 

CAPITULO V. 

De la administración de rentas. 

Art. 24. En la administración y contabi- 
lidad de las rentas de los bienes del Estado, 
del clero y de secuestros, se observarán por 
punto general las disposiciones contenidas en 
las Rs. Inst. de 31 de mayo y 30 de jumo úl- 
timo en cuanto no sean modilicadas por la 
presente. 

Art. 23. Para la debida claridad se ano- 
taran en las cuentas de administración délas 
lincas y censos los números de orden que 
estas tengan en los inventarios. 

Art, 26. Cuando sea conocida la totali- 
dad de ia riqueza que se halle en admims- 
cion en cada provincia ó distrito , se abrirán 
1 pliegos con las casillas y encabezamientos de 
procedencias que determina el art. 49 de la 
! instrucción de 30 de junio, y se anotarán los 
vencimientos de las rentas, réditos de cen- 
sos y cualesquiera otros valores á realizar en 
cada mes. 

Las Administraciones principales abrirán 
por estos pi legos las oportunas cuentas de 
cobranza á las subalternas, y los remitirán á 
las mismas para que por ellos adeuden en 
Jas de rentas públicas los valores que deban 
realizar. 

¡ Art. 27. Servirá de tipo para la adminis- 
tración de las fincas rústicas el año común dei 
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último quinquenio , observándose por ahora 
en el particular las formalidades prescritas 
por la R. lnst. de 16 de junio de 1853. 

Art. 28. En el arriendo de las fincas ur- 
banas , podrá prescíndirse de la pública lici- 
tación, verificándolo convencionalmente en 
las épocas y forma que roas se adapte á las 
costumbres del pais y con las garantías de 
pago que se crean convenientes. Los admi- 
nistradores serán responsables de los con- 
tratos de esta clase que celebren. 

Art. 29. Así en los pliegos de las subas- 
tas como en los contratos de arriendos con- 
vencionales de las fincas rústicas y urbanas, 
se consignará como condición precisa , que 
en el caso de enajenación de estas, caducara 
la obligación de arriendo, conforme á la ley 
é instrucciones que rijan en la materia. 

Art. 30. Las rentas en especie que con- 
sistan en una parte alícuota de la cosecha, 
como el cuarto, quinto, etc., podrán arren- 
darse por distritos municipales ó partidos ju- 
diciales, tomando por tipo el rendimiento del 
año común del último quinquenio, y redu- 
ciéndolo á metálico, según ei precio medio 
en el mercado de la capital. 

Art. 31. Los productos en metálico de 
los atrasos de ventas antiguas, rentas de los 
bienes , réditos de los censos y demás con- 
ceptos, cuya recaudación este á cargo de ¡os 
administradores , ingresarán en poder de es- 
tos con la intervención de los oficiales pri- 
meros de las Administraciones, y se custo- 
diarán en arca de dos llaves hasta su entrega 
en las Tesorerías. Una de estas llaves obrará 
en poder del administrador, y otra en el del 
oficial interventor. 

Art. 32. El dia último de cada semana, 
y antes de verificarse el arqueo de las Teso- 
rerías, entregarán en ellas los administrado- 
res principales de bienes nacionales todos 
los fondos que existan en su poder, sin 
que por ningún concepto retengan cantidad 
alguna. 

Art. 33. Toda entrega desde 10.000 rea- 
les en adelante, ingresará directamente en 
la Tesorería de Hacienda pública á cuenta de 
los fondos de la semana que deba entregar 
el administrador principal, el cual hará que 
figuren estas entregas en el cargo y data de 
su cuenta de caudales. 

Art. 34. Los frutos y efectos que reciban 
en pago de rentas se conservarán con el 
mayor esmero y según su clase , en almace- 
nes á propósito, hasta que la Dirección gene- 
ral disponga su enajenación. De los almace- 
nes de las capitales tendrá una llave el admi- 
nistrador, y otra el oficial interventor, los 
cuales serán respectivamente responsables 


de los frutos y efectos que deban existir en 
ellos y del demérito que puedan sufrir por 
falta de cuidado en su conservación. 

Art. 35. En las medidas ejecutivas para 
la realización de los débitos por ventas de los 
bienes en administración, se observarán los 
trámites y formalidades prevenidas en la le- 
gislación Vigente para los demás créditos de 
la Hacienda pública. 

Art. 36. Los gastos de administración de 
los bienes enclavados en el partido de la ca- 
pital se satisfarán directamente por Jas Teso- 
rerías con las formalidades que se pagan los 
de Jas contribuciones y rentas públicas. Los 
que ocurran en los partidos judiciales, los 
satisfarán los administradores subalternos, 
previa su aprobación por Ja autoridad com- 
petente y orden del administrador de la pro- 
vincia, y se formalizarán en la Tesorería 
cuando los administradores subalternos ha- 
gan entrega de los fondos. 

Art. 3T. A los presupuestos mensuales 
en que se reclamen los gastos de obras y 
cualesquiera otros eventuales, autorizados 
previamente por la Dirección general de ven- 
tas ó por los Gobernadores, según lo dis- 
puesto en el art. 59 de la instrucción de 31 
de mayo acompañarán copias de las expre- 
sadas autorizaciones. 

CAPITULO VI. 

0 

Disposiciones transitorias. 

Art. 38. Los Gobernadores de proviucia 
cuidarán de que las Administraciones prin- 
cipales -de Hacienda pública , las Contadu- 
rías de provincia y ios comisionados de ven- 
tas, terminen en 14 de mayo próximo los 
asientos y operaciones que hasta entonces 
deban practicar y correspondan desde 15 del 
ursino á las Administraciones de bienes na- 
cionales, y de que no se interrumpa en lo 
mas mínimo la marcha de la desamortización, 
facilitando á dichos administradores, si fuere 
necesario, Jos auxilios provisionales que es- 
timen convenientes. 

Art. 39. Los expresados Gobernadores 
cuidarán asimismo de que Jas nuevas Admi- 
nistraciones se constituyan antes del dia 15 
de mayo próximo, colocadas en local conve- 
niente, y se trasladen a ellas con la debida 
formalidad de inventario los libros, antece- 
dentes y archivos del ramo que deban cor- 
responderías en lo sucesivo, y ahora se ha- 
llen en las Administraciones principales, 
Contadurías de provincia y en poder de los 
comisionados de ventas. También se pondrán 
bajo su custodia los archivos ocupados al 
clero, en virtud de la R. O. de 19 de julio 
último. 
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Art. 40. Los administradores, oficiales 
primeros y empleados que se elijan para 
el ramo de bienes nacionales, se hallarán en 
sus puestos antes del expresado dia 15 de 
mayo. Sin rehabilitación del Ministerio, ó 
de ía Dirección en su caso, no se dará pose- 
sión á los que se presenten después de 
aquella fecha. 

Si algun administrador del ramo dejare de 
presentarse en tiempo, se encargará provi- 
sionalmente de la Administración el principal 
dé la provincia, ó el que haga sus veces. 

Art. 41. Los administradores principales 
de provincia, al cesar de entender en la rea- 
lización de los débitos atrasados y obligacio- 
nes pendientes de cobro por ventas anterio- 
res á la ley de 1 .° de mayo , practicarán 
lo siguiente: 

1. ° Harán los asientos en Jos libros de 
rentas públicas de su Administración por las 
operaciones de dicha clase que se hubieren 
practicado basta 14 de mayo. 

2. ° Extenderán y facilitarán á los nuevos 
administradores certificación de los débitos 
que resulten sin cobrar en aquel dia por los 
expresados conceptos, para que puedan jus- 
tificar su cargo en la primera cuenta que 
rindan. 

3. ° Entregarán á los mismos los libros 
especiales de cuenta y razón de los débitos 
y obligaciones pendientes de cobro por ven- 
tas antiguas para que puedan continuar en 
ellos ¡os asientos de las operaciones que se 
practiquen desde 15 de mayo inmediato. 

4. ° Les entregarán igualmente con el 
correspondiente inventario las obligacio- 
nes pendientes de cobro que teDgan en su 
poder. 

5. ° Rendirán á las nuevas Administra- 
ciones las cuentas de valores á cobrar por 
plazos otorgados para el pago de las ventas 
de fincas, anteriores á la ley de í,° de ma- 
yo, ¡respectivas al período de l.° de abril á 
14 de mayo de este año con el fin de que 
estos las refundan en las suyas de esta cla- 
se respectivas al segundo trimestre del mis- 
mo año. 

Art. 42. Del mismo modo al cesar en 
14 de mayo en las funciones administra- 
tivas y económicas que hoy ejercen los co- 
misionados de ventas , practicarán lo si- 
guiente: 

1. ° Harán el balance de los libros de ad- 
ministración de metálico y frutos, compren- 
diendo con la mayor escrupulosidad todas 
las operaciones que hubieren practicado has- . 
ta dicho dia. 

2. ° Expedirán certificaciones visadas por 
las Contadurías de los valores devengados 
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por la Haeienda ; y no percibidos hasta a que 
dia, así en metálico como en frutos, proce- 
dentes de las rentas de los bienes, y las en- 
tregarán á los administradores principales 
del ramo, para que con ellas puedan abrir 
los cargos desde 15 de mayo inmediato. 

3. ° Entregarán en la Tesorería el dia 14 
de mayo las cantidades que deban obrar en 
su poder. 

4. ° Harán entrega á los nuevos adminis- 
tradores, con las formalidades que estos exia 
jan de los frutos y efectos que en aquell- 
feeha deban existir en su poder, con asis- 
tencia del contador de Hacienda pública y 
def oficial primero de Administración, exten- 
diendo un acta del resultado, y mandando 
un tanto de ella á la Dirección general de 
ventas. 

5. ° Entregarán asimismo á los expre- 
sados administradores los libros, expedien- 
tes y antecedentes que obren en su poder 
relativos á la Administración en que cesan. 

6. ° RendiráD á los nuevos administra- 
dores las cuentas de valores ó rentas públi- 
cas del período de l.° de abril á 14 de mayo, 
y las de frutos de los catorce primeros dias 
de mayo, para que las refundan en las su- 
yas respectivas. 

Art, 43. Las prescripciones del artícu- 
lo anterior son extensivas á los comisio- 
nados subalternos bajo las reglas de su- 
bordinación á los principales, y de ejecu- 
ción que les imponen las instrucciones antes 
citadas. 

Art. 44. Los contadores de Hacienda pú- 
blica al terminar asimismo en 14 de mayo 
en las operaciones que hoy desempeñan, re- 
lativas á la enajenación de los bienes, liqui- 
dación de los censos, cuenta y razón de las 
ventas é intervención y administración de 
los frutos practicarán lo que sigue: 

1. ° Harán ios asientos en sus libros de 
todas las operaciones ejecutadas hasta aquel 
dia. 

2. ° Entregarán dichos libros á los nue- 
vos administradores así como los expedien- 
tes y antecedentes que obren en su poder 
relativos á los expresados negocios. 

Y 3." Rendirán á los nuevos administra- 
dores las cueutas trimestrales del ramo que 
deben dar por la parte respectiva al período 
de l.° de abril á 14 de mayo para que las 
refundan en las suyas del segundo trimestre 
de este año. 

Art. 45. Las nuevas Administraciones de 
bienes nacionales facilitarán á las principales 
de Hacienda pública, á los contadores y á los 
comisionados los libros y antecedentes que 
de ellos recíban, cuando los necesiten para 
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evacuar Jos reparos que se pongan á las 
cuentas que rindan, pero sin extraerlos de 
Jas Administraciones del ramo, y rendirán 
por completo las cuentas del segundo tri- . 
mest.ro, de este año, y las mensuales de ma- 
yo, ó sea comprendiendo las operaciones del 
ramo que hayan practicado en estos perío- 
dos ^administradores principales, los con- 
tadores y los comisionados. — Madrid 10 de 
abril de 1856. (CL. t. 68, p. 94.) 

Ley de 30 abril de 1856. 

Sobre arrendamiento de bienes desamortizados. 

(Hac.) Doña Isabel íí etc., sabed que las 
Cortes Constituyentes han decretado y Nos 
sancionado lo siguiente: 

Artículo l.° Los arrendamientos de pre- 
dios rústicos* fábricas y artefactos enajena- 
dos ó que se enajenen á virtud de la ley de 
1.° de mayo de 1855, caducarán, concluido 
que sea el año de arrendamiento corriente á 
la toma de posesión por el comprador, según 
la costumbre de cada localidad. 

Los de fincas urbanas cuarenta dias des- 
pués de la toma deposesiou. 

Art. 2.° Los contratos de arrendamiento 
de bienes que no se hayan vendido subsisti- 
rán hasta que se cumpla el tiempo de su du- 
ración, ó hasta que se verifique la venta, en 
cuyo caso tendrá lugar lo prescrito en el ar- 
tículo anterior, sin otra indemnización que 
Ja de los abonos y mejoras existentes en el 
campo, según la costumbre de cada localidad. 
Esta indemnización será de cuenta del com- 
prador á juicio de peritos, á no ser que pre- 
fiera dejar subsistente el contrato de arren- 
damiento hasta que termine el plazo esti- 
pulado. 

En los arrendamientos á renta y mejora 1 
que consten por escritura pública," siempre 
que las fincas hayan sido plantadas de viña 
y arbolado por los colonos, habrá lugar á la 
indemnización pericial cuando aquellas se 
vendan antes de espirar el plazo señalado en 
la escritura, á no ser que el comprador deje 
el disfrute de la finca al arrendatario hasta 
cumplir aquel plazo. 

Art. 3. ü Continuarán arrendándose en 
pública subasta los predios, así rústicos como 
urbanos', al espirar los contratos actuales con 
sujeción á las reglas establecidas en los ar- 
tículos precedentes. 

Art. 4.° En los anuncios de la subasta 
se hará expresa mención de la época en que 
debe fenecer el arriendo conforme á las dis- 
posiciones de esta ley. 

Por tanto mandamos etc. — Palacio 30 de 
abril de 1856. (CL. t. 68, p. 200.) 


- Circ. de 8 mayo de 1856. 

Instrucciones á los nuevos administradores do pro- 
viücia. 

La Dirección general llama la atención de 
los administradores nombrados en virtud del 
R. D. de 16 de abril, advirtiéndoles las con- 
diciones mas principales de su misión,- y 
marcándoles reglas á que deben atemperar- 
se en su desempeño. Sus trabajos son admi- 
nistrar y recaudar las rentas de las fincas y 
censos cíe que está incautada la Hacienda; 
realizar los productos délas ventas y reden- 
ciones; practicar las capitalizaciones, liqui- 
daciones y formalizacion de pagos, y llevar la 
contabilidad por rentas y vencimientos de 
ventas. (CL. t. 68, p. 27Ó.) 

R. O. de 17 mayo de 1856. 

Limitación de infornjes de los fiscales de Hacienda. 

«limo. Sr.: Dispuesto por el art. 14 de la 
ley aclaratoria de redención de censos, fecha 
27 de febrero de este año, que á los censata- 
rios que soliciten la redención no se les exi- 
ja documento alguno ni prueba, efectuándo- 
se la redención al tenor de su declaración, si 
por las oficinas ij.o se acreditase que es ma- 
yor su capital, cesa la razón legal que. hubo 
para prevenirse en el art. 236 de la instruc- 
ción de 31 de mayo del año pasado, el que 
en los expedientes que se instruyeran con 
. dicho objeto informará el promotor fiscal de 
Hacienda. En su consecuencia y siendo con- 
veniente el simplificar la marcha administra- 
tiva de los negocios que forman parte de la 
ejecución de la ley de desamortización de 1 
de mayo del año último, la Reina (Q. D. G.), 
conformándose con lo expuesto por esa Di- 
rección general, por el asesor del Ministerio 
de Hacienda y por el Tribunal contencioso- 
administrativo, se ha servido resolver, de 
acuerdo con su Consejo de Ministros, que el 
dictamen del promotor fiscal en los expe- 
dientes de redención de censos se limite á 
los de arrendamientos anteriores al año 1800; 
á las redenciones correspondientes á bienes 
exceptuados por la ley de 1 ,° de mayo, ó su- 
jetos á cargas, y á cualquiera otro en que se 
controviertan cuestiones de derecho 6 juz- 
gase necesario oir á aquel funcionario el Go- 
bernador de provincia.— -De Real órden etc.— 
Madrid 17 de mayo de 1856. (CL. t. 68, pá- 
gina 292.) 

R. O. de 20 mayo de 1856. 

Introduciendo modificaciones en cuatro artículos dé la 
instrucción. 

(Hac.) «He dado cuenta á S. M. del expe- 
[ diente instruido sobre la conveniencia de in- 
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troducir algunas modificaciones en los ar- 
tículos 112, 187, 188 y 191 de la instrucción 
de 31 de mayo de! año pasado, referentes á 
los honorarios que deben percibirlos tasado- 
res de fincas desamortizables. En su vista, y 
reconocida la importancia de los trabajos que 
prestan dichos funcionarios, y que las medi- 
das que se precisan regularán completamen- 
te esta parte del servicio del ramo de bienes 
nacionales, refluyendo en beneficio de la ra- 
pidez de las tasaciones y de la mayor exacti- 
tud de las mismas, la Reina (Q D. G.), con- 
formándose con lo expuesto por esa Dirección 
general y por el Tribunal conlencioso-adnu- 
nistrativo, y de acuerdo con su Consejo de 
Ministros, se ha servido resolver : 

1. ° Que los Gobernadores de provincia, 
á propuesta de los comisionados principales 
de ventas de bienes nacionales de la misma, 
designen en cada partido judicial los arqui- 
tectos y peritos agrónomos que deban prac- 
ticar las tasaciones de las fincas. 

2. ° Serán preferidos para este servicio 

Jos que se hallen autorizados con título de 
tales, recayendo el nombramiento ó designa- 
ción en maestros de obras, alarifes ó peritos 
prácticos de labranza, á falta de arquitectos 
ú agrónomos examinados, ó eu caso de que 
estos no admitieran el encargo. 

3. ° Respecto á las lincas urbanas conti- 
nuará rigiendo la tarifa de derechos, marca- 
da en e! art. 186 de la instrucción de 31 de 
mayo del año último, así como lo prevenido 
en el art. 112 de la misma, para que eu el 
término de seis dias presenten al comisiona- 
do principal la certificación de tasación. 

4. ° Los agrimensores con título deven- 
garán los derechos de 40 rs. por cada día de 
los que inviertan en la tasación de las fincas 
en la provincia de Madrid, y 30 en las demás 
provincias. A los peritos prácticos de labran- 
za se les abonará 20 rs. diarios, sin distin- 
ción de provincia. 

5. ° Cuando en un partido no hubiese ar- 
quitecto ó agrimensor examinado, y fuera 
necesario proceder á la tasación de lina tin- 
ca, cuya importancia hiciera preciso conoci- 
mientos científicos, el Gobernador dispondrá 
que pase á verificarlo uno de los otros parti- 
dos que reúna dichas circunstancias. En es- 
te caso se le abonará una cuarta parte mas de 
derechos. 

6. ° Los Gobernadores podrán ampliar á 
diez días el plazo de seis, señalado en el ar- 
tículo 112 de la instrucción para la presen- 
tación de la certificación, siempre que á su 
juicio concurran circunstancias especiales 
para ello, pero minea en fincas que bajen de 
1.000 fanegas de cabida. 


Y 7.° Los derechos de tasación serán sa- 
tisfechos á los arquitectos, agrimensores y 
peritos prácticos por el administrador prin- 
cipal de bienes uaciomdes, en esta forma: la 
mitad, en el acto en que acredite haber en- 
tregado al comisionado principal de ventas 
el certificado de tasación, á cuyo efecto este 
les librará el oportuno documento con que 
puedan hacerlo constar; y la otra mitad, 
cuando enajenada que sea la (inca, satisfaga 
el comprador el total de los derechos. Los 
recibos de la primera mitad serán formaliza- 
dos por las Contadurías en los términos que 
dispone el art. 2.8 de la instrucción de conta- 
bilidad de 30 de junio del año pasado. — De 
Real órden etc. — Madrid 20 mavo de 1856. 
(CL. t. 68, p. 303.) 

Ley de 23 mayo de 1856. 

Por esta ley se autorizó la redención de 
todas las cargas que expresa y gravan la pre- 
piedad inmueble. -Y. Fundaciones piadosas. 

R. O. de 2 junio de 1856. 

Anuncios de ventas. 

Atendiendo al crecido gasto que ocasiona 
la publicación, se dispone «que la inserción 
del Boletín de ventas de esta córte que debe 
hacerse en el oficial de las provincias con 
arreglo al art. 208 de la instrucción de 31 de 
mayo, se entiende únicamente respecto de la 
parte que tenga relación con las lincas y 
censos que radiquen en cada provincia res- 
.pecliva.» {CL. t. 68, p. 381.) 

R. O. de 2 junio de 1856. 

Ventas de fincas procedentes dol ramo de Guerra. 

«S. M. se digna resolver: que siempre que 
los comisionados de ventas propongan la de 
cualquiera de la procedencia de dependencias 
de la guerra, se dé conocimiento á la autori- 
dad militar, á fin de que por sí ó esperando 
las órdenes del Ministerio respectivo, se in- 
forme acerca de la conveniencia de la venta 
y pueda incautarse el de Hacienda definiti- 
vamente de ella. {CL. t. 68 ,pág. 381.) 

fí. O de 10 junio de 1856. 

Aclaraciones á la instrucción do 31 de mayo respecto 
de investigadores etc. 

(I-Iac.) ......La Reina se ha dignado 

resolver, como aclaración á la instrucción de 
31 de mayo de 1855, lo siguiente: 

Artículo l.° Los investigadores que ha- 
yan pasado á los comisionados de ventas de 
bienes nacionales los expedientes de investi- 
gación, conforme á lo dispuesto en el art. 80 
de la instrucción de 31 de mayo de 1855, per- 
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cibirán los premios que les concede el art. 81 
de la misma instrucción cuando los expedien- 
tes se refieren á censos ó bienes detentados 
por particulares ó corporaciones al tiempo de 
presentar la denuncia. 

Art. 2.° Si estas tuvieran por objeto in- 
vestigar bienes omitidos en las relaciones á 
que se refieren los artículos 32 al 36 de la 
mencionada instrucción, se abonarán á los 
investigadores los mismos premios, en el 
caso de que dichos bienes no estuvieren 
comprendidos en los amillarainient.os para 
los repartos de la contribución territorial, en 
las cuentas de administración de los bienes 
que se desamortizan , ó en cualquiera otro 
documento que exista en las oficinas ; pero 
si lo estuvieren en algunos de elfos, y el Es- 
tado, Jos pueblos, y los demás establecimien- 
tos (le todas clases á que correspondan los 
mismos bienes se hallasen en posesión de re- 
cibir sus productos . rentas , ó utilizándolas 
de cualquiera manera, solo so abonará á los 
investigadores el 5 por 100 del valor en ta- 
sación de los indicados bienes, como remu- 
neración de los gastos y trabajos que hubie- 
sen hecho para la investigación y formación : 
de ios expedientes. 

Art. 3.° Los comisionados de ventas per- 
cibirán á su vez los premios señalados en el 
art. 81 da la instrucción en los expedientes 
en que los investigadores perciban el que les 
señala el mismo artículo, y el i por 100 en 
los que los investigadores reciban solo el 5 
por 100. 

Art. 4.° En los expedientes de investi- 
gación que actualmente se. están instruyen- 
do, y que no hayan sido entregados á los 
comisionados en la forma prevenirla por el 
art. 80 de la instrucción antes citada el dia 
que se publique en la Gacela de Madrid la 
presente Real orden, ningún abono se hará 
a los investigadores ni comisionados , á no 
ser que continúen después de trascurridos 
los plazos que la misma fija para la presen- 
tación 6 ampliación de relaciones , en cuyo 
caso percibirán los premios señalados en los 
arts. 13 y 14; pero si los investigadores tu- 
vieren algunos expedientes instruidos al pu- 
blicarse esta Real orden, en los que se halle 
probada la detentación de bienes , podrán 
presentarlos , en el estado en que se en- 
cuentren , á ¡as Comisiones de ventas de bie- 
nes nacionales para que continúen subs- 
trucción en los términos prevenidos en el ar- 
tículo 15 y siguientes de (a presente Real ór- 
den , y la Junta superior de ventas , al tiem- 
po de lijar en cada uno de ellos su resolu- 
ción, declarará también si ios investigadores 
y comisionados son acreedores á percibir 


algún premio , señalando la cantidad que por 
tal concepto deba abonárseles. 

Art. 5.° La próroga de plazos para pre- 
sentar á rectificar las relaciones y demás dis- 
posiciones contenidas en los artículos si- 
guientes, no son aplicables á los bienes so- 
bre cuya investigación haya recaido resolu- 
ción de la Junta superior de ventas, ni á los 
comprendidos en los expedientes que los in- 
vestigadores hayan pasado á lqp comisio- 
nados. 

Art. 6.° Se concede un plazo improro- 
gable de sesenta dias, á contar desde le 
fecha en que esta Real orden se publique en 
Ja Gaceta de Madrid , á todas las corpora r 
dones ó personas que han debido presentar 
relaciones de los bienes comprendidos por 
cualquier concepto en las leyes de L° de 
mayo de 1855 y 27 de febrero de 1856, para 
que presenten aquellas si do lo han verifica- 
do, ó amplíen las presentadas conforme álo 
prevenido en la instrucción de 31 del expre- 
sado mes de mayo. 

Art. 7.° So concede, el mismo plazo á los 
detentadores de bienes comprendidos en las 
leyes antes citadas para que se presenten á 
denunciarlas. Esta denuncia y restitución 
voluntaria, además de proporcionar al de- 
tcntador la indemnidad de la culpa á que se 
hubiese hecho acreedor por la ocultación, 
producirá á su favor la condonación de to- 
das las rentas percibidas. 

Art, 8.° Trascurridos los sesenta dias, se 
expondrán al público, durante otros quince 
las relaciones y rectificaciones presentadas, 
á los efectos prevenidos en el art. 36 de la 
instrucción de 31 de mayo. 

Art. 9.° Terminado este último plazo, ó 
sea pasados setenta y cinco dias , volverán á 
quedar sujetos á la acción investigadora los 
bienes no incluidos en las nuevas ni en las 
antiguas relaciones , aunque lo estén en los 
amillaramientos ú otros documentos ofi- 
ciales. 

Art, 10. Los plazos concedidos en los 
artículos precedentes para presentar nuevas 
relaciones ó ampliar las presentadas, son 
únicamente para librar á los bienes de la ac- 
ción investigadora , y á sus detentadores y 
ocultadores de las penas que se les imponen 
en la instrucción de 31 de mayo del año úl- 
timo y en la presente Real orden; pero todos 
los que han debido presentar las relaciones, 
ya sean personas particulares , Ayuntamien- 
tos u otras corporaciones deben cumplir in- 
mediatamente con su presentación; y los 
Gobernadores de provincia llevarán á efecto, 
sin levantar mano, las disposiciones dictadas 
para que así se verifique , valiéndose al efec- 
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to de todos los medios que las leyes conce- 
den á su autoridad. 

Art. H. La acción investigadora, sus- 
pendida por la regla 4. a de la instrucción de 
2 de enero último, hasta que espirara el pla- 
zo prorogado para la redención de censos y 
arrendamientos, quedará expedita respecto 
de los redimidos, á medida que lo fueren, 
con objeto de averiguar las ocultaciones que 
hayan podido cometerse de parte de los capi- 
tales ó de los atrasos de las mismas presta- 
ciones, en cumpliento del art, 14 de la ley 
de 27 de febrero próximo pasado. 

Art. 12. Las penas en que incurran los 
comprendidos en el art. 36 de la instrucción 
de 31 de mayo, ya citada, serán : la del 20 
por 100 del capital del censo ó del valor en 
tasación de la finca rústica ó urbana, síes 
persona particular ó corporación que deten- 
ta bienes ajenos, además de pagar las rentas 
percibidas y de exigirle la responsabilidad 
que corresponda según las leyes, si hubiese 
cometido para la detentación otro delito de 
los que las mismas penan; y la del 10 por 
100 si es solo administrador de los bienes no 
comprendidos en las relaciones, las que de- 
berán satisfacer de los suyos propios los indi- 
viduos del Ayuntamiento, Junta ó persona 
encargada de Ja Administración. 

En uno y otro caso la pena será impuesta 
y exigida administrativamente. 

Art. 13. EJ premio señalado álos inves- 
tigadores y comisionados por el art. 81 de la 
instrucción de 31 de mayo de 1855, será el 
17 por 100 del capital de los censos y del va- 
lor en tasación de los predios rústicos ó ur- 
banos para los investigadores, y el 3 por 100 
páralos comisionados, cuando la pena im- 
puesta sea del 20 por 100; y el 8 por 100 
para los primeros, y el 2 por 100 para los 
segundos, cuando la pena señalada sea solo 
la del 10 por 100. 

En todo caso, si el censo ó finca radica en 
el partido judicial de la capital, el premio se- 
ñalado al comisionado lo percibirá por ente- 
ro el principal de la provincia ; y cuando se 
bailase en alguno de los otros partidos judi- 
ciales, se adjudicará la tercera parte al comi- 
sionado principal y las otras dos al subal- 
terno. 

Art. 14. Los investigadores y comisiona- 
dos tienen el derecho de cobrar los premios 
que respectivamente se les señalan del im- 
porte de los primeros plazos que paguen los 
compradores de los bienes denunciados, ó 
del de las penas impuestas á los detentado- 
res y á los ocultadores por el art. 12, á su 
voluntad. 

Cuando perciban los investigadores y comi- 
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sionados lo que les corresponda por razón' 
de premio del valor de los bienes denun- 
ciados, los dueños de estos serán reintegra- 
dos luego que se hagan efectivas las penas 
impuestas á los detentadores y ocultadores. 

Art. 15. Para la instrucción de los expe- 
dientes de investigación que en adelante se 
promuevan, y para los que todavía no han 
sido resueltos por la Junta superior de ven- 
tas, se observarán las reglas siguientes: 

1. a Luego que los comisionados de ven- 
tas de bienes nacionales reciban los expe- 
dientes que Ies presenten los investigadores 
ó denunciadores, ó los que se promuevan 
por los administradores ó sus subalternos, los 
examinarán, y hallándolos con los datos ne- 
cesarios, los pasarán á los Gobernadores de 
provincia. 

2. a Los Gobernadores dispondrán se dé 
conocimiento de io que resulte de los mis- 
mos expedientes á las personas y corporacio- 
nes que se supongan detentadoras ú oculta- 
doras. Igual conocimiento se dará á los que 
se consideren dueños de los bienes detenta- 
dos, ó á sus legítimos administradores. Si 
los bienes corresponden al Estado, al clero, 
al secuestro ó á las órdenes militares, se en- 
tiende como legitimo representante el fiscal 
de Hacienda pública de la provincia. 

3. a Este conocimiento se dará mediante 
oficios dirigidos á los interesados por con- 
ducto de los Alcaldes del pueblo de su resi- 
dencia; y cuando esta se ignore ó se hallare 
fuera de Ja provincia de aquel donde radi- 
quen los bienes denunciados, el Alcalde 
entregará el oficio á la persona ó presidente 
de la corporación á quien se dirija, reco- 
giendo recibo. 

Si por cualquier motivo la persona á quien 
se dirija el oficio no se hallase en el pueblo, 
el Alcalde lo entregará á su legítimo repre- 
sentante ; á falta de este , á un individuo de 
su familia; en su defecto ál arrendatario de Ja 
finca, y si todos faltasen , hará publicar el 
contenido del oficio por medio de edictos. 

El Alcalde remitirá al Gobernador de la 
provincia el recibo délas diligencias de la fija- 
ción de edictos, que se unirán al expediente 

4. a Dentro de los quince dias siguientes 
á la entrega de los oficios, los interesados po- 
drán exponer por escrito, ante el Goberna- 
dor de la provincia, cuanto á su derecho con- 
venga, acompañando los documentos que 
juzguen oportunos. 

5. a Pasado el término señalado en la re- 
gla anterior, hayan ó no alegado los intere- 
sados, se pasará el expediente al promotor 
fiscal de Hacienda para que en el preciso 
término de diez dias emita su opinión, ya 
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respecto de la instrucción de aquel si estu- 
viese incompleta, ó ya respecto de lo prin- 
cipal. 

6. a Si el fiscal pidiere la ampliación de 
la instrucción del expediente, el Gobernador 
acordará lo conveniente para que así se ve- 
rifique, y terminada, lo pasará á la Junta 
provincial de ventas, la cual lo dirigirá con 
su informe razonado á la Dirección general 
del ramo dentro de diez dias á roas tardar. , 

7. a La Dirección general, previo dictá- 
men del asesor general del Ministerio de Ha- 
cienda, sometará el expediente con su opi- 
nión á la resolución de la Junta superior de 
ventas de bienes nacionales. 

Si la Dirección ó ia Asesoría creyesen ne- 
cesario ampliar mas el expediente, dispon- 
drá la primera que así se verifique, de modo 
que al presentarlo á la Junta se halle com- 
pletamente instruido. 

8. a La declaración de la Junta superior 
de ventas causará estado, v contra ella no se 
admitirá otra reclamación que la contencio- 
sa en el Juzgado de Hacienda respectivo, si 
se entablase en el término de sesenta dias, 
desde aquel en que se publique en la Gaceta 
la misma declaración, ó en el que se notifi- 
que á los interesados cuando estos se hubie- 
sen 'presentado en e! expediente. La inter- 
posición de la demanda dentro del plazo se- 
ñalado producirá la suspensión de la venta 
de los bienes, aunque esta estuviese anun- 
ciada 1 1). 

9. a Llegado el caso de acudir á la vía 
contenciosa, será siempre parte el promotor 
fiscal de Hacienda pública: también podrán 
mostrarse parte los investigadores, siendo 
de oficio las costas á su instancia causadas, 
y usando del papel de la misma clase. 

Art. 16. Declaradas por la Junta la de- 
tención ú ocultación de los bienes, se incau- 
tará el Estado de ellos; pero si corresponden 
á los propios 6 comunes de los pueblos , á 
beneficencia é instrucción pública se entre- 
garán , hasta que se verifique su venta, á las 
corporaciones respectivas con las formalida- 
des correspondientes, después de compren- 
derlos en los inventarios formados por las 
Administraciones principales de bienes na- 
cionales. 

Art. 17. El importe de los premios de- 
vengados cuando se declaren ocultaciones ó 
detentaciones de bienes de propios, benefi- 
cencia é instrucción pública, y que los in- 
vestigadores y comisionados prefieran cobrar 


(1) Véase la R. O. de ( 13 de julio de 1866 
que reforma esta regla 8. a 


de los primeros plazos que paguen los eom- 
1 pradores de los mismos bienes, se cargará 
en cuenta á las corporaciones respectivas, 
dándolas aviso oportunamente para que pue- 
dan deducir sus reclamaciones contra los 
administradores ó encargados que aparecie- 
sen responsables de la ocultación. 

Art. 18. Los Gobernadores de provincia 
circularán inmediatamente esta Real órden 
por medio de los Boletines oficiales previ- 
niendo á ios Alcaldes de los pueblos la den 
la mayor publicidad, v que la hagan saber 
oficialmente á los Ayuntamientos y corpora- 
ciones encargadas de Ja administración de 
los bienes comprendidos en Ja ley de f ,° de 
mayo de 1855. Los mismos Gobernadores 
cuidarán de que los Alcaldes Ies den parte 
de haber cumplido con esta prevención, y 
también remitirán un ejemplar del Boletín 
oficial en que se circule la presente Real 
orden á este Ministerio, y otro á la Direc- 
ción general de ventas de bienes nacionales. 
— Lo que de Real órden etc.- — Madrid 10 de 
junio de 1856. {CL. t. 68, p. 404.) 

B, O. de 5 julio de 1856. 

Prohibición de adquirir los Ayuntamientos y demás 
corporaciones, y medios de evitarlo. 

(Hac.) Con el objeto de que no adquie- 
ran bienes por compras los Ayuntamientos, 
desconociendo el espíritu de la ley de des- 
amortización, se prohibió á todos ios conta- 
dores de hipotecas y escribanos del Reino 
que intervengan en el otorgamiento de es- 
crituras de venta de predios rústicos y urba- 
nos, censos y furos en favor de las corpora- 
ciones cuyos bienes están mandados des- 
amortizar. (CL. 1. 09, p 38.) 

R. O. de {0 julio de 1856. 

Modo de abonar intereses por anticipos de plazos do 
bienes nacionales. 

f Hac. } «...S. M. la Reinase ha servido 
resolver que respecto al modo y forma de 
hacerse el abono de intereses á los comprado- 
res de bienes nacionales que anticipen pla- 
zos, se observe estrictamente lo prevenido 
en los arts. 19 y 20 de la instrucción de 30 
de junio de 1855, y que en cnanto al des- 
cuento de pagarés, se verifique á voluntad de 
los compradores, sin atenerse al órden cor- 
relativo de vencimientos, según se dispuso 
por R. O. de 20 de enero de este año.» (CL. 
t. 69, p. 135.) 

Ley de 11 julio de 1856. 

Aclarando y modificando algunas disposiciones de la 
de t.° de mayo. 

(Hac.) Doña Isabel II, etc., sabed que las 
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Córtes constituyentes han decretado y Noá" 
sancionado Jo siguiente: 

Artículo í.° Además de los bienes com- 
prendidos en el art. 2.° de Ja ley de l.° de 
mayo de 1855, se exceptúan de la venta de- 
cretada por la misma ley. 

La dehesa destinada” ó que se destine de 
éntrelos demás bienes del pueblo al pasto del 
ganado de labor de la misma población, caso de 
no tenerla exceptuada en virtud del art. 2.° 
de la ley de l.° mayo. El Gobierno fijará la 
extensión de la dehesa que haya de conser- 
varse, atendidas las necesidades de cada pue- 
blo, oyendo al Ayuntamiento y á la Diputa- 
ción provincial. 

Art, 2.° La venta de las minas de) Es- 
tado será objeto de leyes especiales. 

Art. 3.° Se declaran comprendidos entre 
los bienes del clero, y se procederá á su ven- 
ta, todos los pertenecientes ó que se bailen 
disfrutando los individuos ó corporaciones 
eclesiásticas, cualquiera que sea su nombre, 
origen ó cláusulas de su fundación a excep- 
ción de las capellanías colativas de sangre ó 
patronatos de igual naturaleza; pero si sus 
productos constituyen la congrua sustenta- 
ción de aquellos en Jos términos expresados 
en el art. 8 .° de la ley de i 5 de junio de este 
año, se emitirán á favor de cada uno de ellos 
inscripciones inlrasferiblcs nominativas de 
la renta del 3 por 100, en cantidad bastante 
á producir igual repta que la que actualmen- 
te perciben, cuyas inscripciones quedarán 
anuladas á la muerte de los mismos ó cuando 
- tengan prebenda ú otro beneficio eclesiás- 
tico. 

Art. 4.° A los actuales comendadores de 
las órdenes militares de Calatrava, Santiago, 
Alcántara y Montesa, y de la de San Juan de 
Jerusalen, se les entregarán también inscrip- 
ciones nominativas intrasferibles de Ja renta 
del 3 por 100, equivalentes en su rédito al 
importe del rendimiento del año común de 
un decenio de las encomiendas de que son 
usufructuarios, cuyas inscripciones caduca- 
rán al fallecimiento de los comendadores. 

Art. 5.° La exención que por el art. 2.° 
de la ley de 1 de mayo se concede á la ca- 
sa-morada del párroco, se entenderá do una 
sola casa por cada feligresía, considerándose 
tal párroco, para este efecto, al que perciba 
dotación bajo este concepto. 

Art. 6.” Para sacar á subastas las fincas 
cuya enajenación está prevenida por la ley 
de i .° de mayo, se considerarán en dos cla- 
ses, á saber: 

De menor cuantía, ó sean aquellas cuya 
tasación ó capitalización no exceda de la can- 
tidad de 20.000 rs. 


De mayor cuantía, ó sean las de 20.000 
reales en adelante. 

Art. 7.“ Para proceder á la venta de las 
fincas ó de las suertes en que se dividan, se 
liará su tasación en venta y renta, capitali - 
zándose esta bajo el tipo de un 5 por 1 00 pa- 
ra los predios urbanos, y un 4 por 100 para 
los rústicos, deduciéndose antes el 10 por 
100 por Administración. 

Art. 8.“ Los bienes se dividirán para los 
efectos de esta ley en dos clases. 

1. a Del Estado. 

2. a De corporaciones civiles. 

Art. 9.° Son bienes del Estado, y se con- 
siderarán como tales para los efectos de su 
venta: 

1. ° Los que llevan este nombre. 

2. ° Los del clero. 

3. ° El 20 por 100 de propios. 

4. ° , Los de la instrucción pública supe- 
rior, cuyos productos ingresen en las Lajas 
del Estado. 

5. ° Los de las órdenes militares de Cala- 
trava, Santiago, Alcántara, Montesa, y San 
Juan de Jerusalen. 

6. ° Los del secuestro del ex-infante don 
Cárlos. 

7. ° Los de las cofradías, obras pías, san- 
tuarios y demás manos muertas no compren- 
didos en el artículo siguiente: 

8. ° Los destinados á la congrua susten- 
tación de beneficiados y demás eclesiásticos 
á que se hace referencia en el art.. 3.° 

Art. 10. Son bienes de corporaciones ci- 
viles. 

1. " El 80 por 100 de los bienes de propios. 

2. ° Los de beneficencia. 

3. u Los de instrucción pública, cuyos 
productos no ingresen en las Cajas del És- 
tado. 

4 . ° Los demás bienes que bajo diferentes 
denominaciones corresponden á las provin- 
cias y á los pueblos. 

Art. 11. El Estado se incautará de los 
bienes del clero y de todos los demás que se 
detallan en el art. 9.°, respetándose como 
propiedad de! mismo para los efectos de la 
venta y para la recaudación de sus rendi- 
mientos. 

Se exceptúa el 20 por 100 de propios que 
seguirán administrando los Ayuntamientos 
hasta que se verifique su venta. 

Art. 12. Los bienes pertenecientes á cor- 
poraciones civiles, que se refieren en el ar- 
tículo 10, continuarán administrándose por 
los actuales poseedores hasta que tenga efec- 
to su enajenación. 

Art. 13. Los bienes de corporaciones ci- 
viles, incluso el 20 por 100 de propios, así 
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de mayor como de menor cuantía, se paga- 
rán en 10 plazos iguales de á 10 por 100 ca- 
da uno: el primero álos quince dias siguientes 
al de notificarse la adjudicación, y los restan- 
tes con el intervalo de un año cada uno , para 
que en nueve quede cubierto todo su valor. 

Art. 14. La redención de censos se veri- 
ficará con arreglo á lo dispuesto en las leyes 
de 1.” de mayo de 1855 y 22 de febrero de 
1856; pero para gozar de las ventajas conce- 
didas en esta última á los arrendatarios an- 
teriores al año de 1800, será necesario que 
justifiquen el contrato por medio de escritu- 
ra pública ó al menos que conste de un mo- 
do auténtico en los libros, recibos, cartas de 
pago ú otros documentos que existan en po- 
der del arrendatario ó en el de la corpora- 
ción á que latinea pertenezca. 

Art. 15. Se emitirán desde luego á favor 
del clero inscripciones intrasferibíes de la 
Oeiuia consolidada del 3 por 100 que pro- 
duzca el interés igual á la cantidad por que 
le estaban imputadas las rentas de los bienes 
que poseía en l.° de mayo de 1855. 

Art. 16. Concluida que sea la ventarle 
los bienes del clero, se procederá á una li- 
quidación general; y si su producto es mayor 
que el de las inscripciones que le hayan sido 
entregadas se aumentarán estas hasta com- 
pletar aquel producto. 

Art. 17. Asimismo se emitirán desde lue- 
go iguales inscripciones intrasferibíes de la 
propia renta á favor de las cofradías, obras 
pías, santuarios y demás manos muertas, 
sean eclesiásticas ó laicales, cuyos bienes se 
consideren como del Estado para su venta 
en virtud de lo dispuesto en e' art, 9.° de la 
presente ley. 

Art. 18. Las rentas de estas inscripcio- 
nes serán equivalentes á las que dichas ma- 
nos muertas difrutaban por los bienes que 
poseían en l.° de mayo de 1855, áfm de que 
los respectivos patronos, mayordomos ó ad- 
ministradores continúen cumpliendo el obje- 
to de las fundaciones. 

Art.. 19. Los bienes pertenecientes al 
Estado que sean de menor cuantía al tenor 
del art. 5.°, se pagarán en 20 plazos iguales, 
ó lo que es lo mismo durante 19 años. A los 
que anticipen uno ó mas plazos no se les ha- 
rá mas abono que el de 3 por 100 anual. 

Art. 20. El 50 por 100 del producto de, 
los bienes del Estado que por la ley de l.° 
de mayo se destina á la amortización de la 
Deuda pública, podrá pagarse en metálico ó 
en papel de la consolidada ó de la diferida, 
entendiéndose que lo que se satisfaga en 
efectivo del mismo 50 por 100, se aplicará 
precisamente á tenor de lo prescrito en la 


referida ley; y qué si no alcanzase á los 18 
millones de reales anuales destinados á la 
amortización mensual de la Deuda amortiza- 
ble de primera y segunda clase, quedará el 
Gobierno autorizado para completarla con los 
fondos del Tesoro. 

Art. 21. El papel de la Deuda á que se 
refiere el artículo anterior se admitirá por el 
cambio medio del valor á que se cotice el día 
anterior al en que debe verificarse el pago. 

Art. 22. A las personas 'que verifiquen 
la entrega en papel se les deducirá el 2 por 
100 del importe del plazo que satisfagan. 

Art. 23. Los bienes pertenecientes á cor- 
poraciones civiles seguirán pagándose en 
metálico precisamente. 

Art. 24. Los fondos procedentes de estas 
enajenaciones pasarán á la Caja general de 
depósitos ó á sus sucursales eu las provin- 
cias, abonándose por ellos el interés de 4 por 
100 al año. 

Art. 25. Si el 4 por 100 que por el ar- 
tículo 24 se señala á los fondos existentes en 
la Caja de depósitos no bastase á cubrir la 
renta anual que producía la finca á su po- 
seedor, se completará del capital. 

Art. 26. Todas las fincas vendidas has- 
ta la publicación de esta ley se pagarán en 
los plazos en que fueron anunciadas; pero 
de las correspondientes á corporaciones, pa- 
sarán las obligaciones y los plazos pendien- 
tes á la Caja de depósitos para que se rea- 
licen á sus respectivos vencimientos. 

Art. 27. Los fondos que hubiesen in- 
gresado en el Tesoro por ventas ó reden- 
ciones de censos verificados hasta el dia, y 
que correspondan á pueblos ó corporacio- 
nes, pasarán á la Caja de depósitos á los 
efectos prevenidos en los artículos anterio- 
res, prévia !a correspondiente liquidación y 
el abono de los gastes de investigación y 
enajenación, 

Art. 28. Las cantidades que el Tesoro 
público pague por este concepto , y que el 
mismo haya recibido en billetes de los emi- 
tidos á consecuencia de las leves de 14 de 
julio de 1855 y 16 de abril de" 1856, le se- 
rán reintegradas de los primeros fondos que 
paguen en metálico los compradores de bie - 
nes del Estado. 

Art. 29. Los censos y demás cargas fijas 
que tengan sobre sí los bienes de corpora- 
ciones civiles se rebajarán del precio del re- 
mate , quedando su pago á cargo del com- 
prador. 

Art. 30. Los créditos con hipoteca espe- 
cial mancomuna! sobre varios ó todos los 
bienes de cualquier pueblo ó corporación, 
no impedirán que se vendan las fincas deta- 
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Hada y libremente por los acreedores hipo- 
tecarios de esta clase; podrán elegir la finca 
ó fincas que tengan por mas conveniente, y 
cuyo valor en tasación cubra la cantidad á 
que ascienda su crédito, y un 20 por 100 
mas para afectar sobre ellas la responsabili- 
dad del pago. 

Art. 31. Si los acreedores de que habla 
el artículo anterior no hiciesen la designa- 
ción de la finca ó fincas en el término pre- 
ciso de un mes , pasarán todos los antece- 
dentes al juez de primera instancia del par- 
tido , para que , oyendo sumariamente á las 
partes, verifique dicha designación en el tér- 
mino improrogable de veinte dias. 

Art. 32. Las fincas á que se refieren los 
artículos anteriores, se venderán también, 
aunque con la obligación de satisfacer el cré- 
dito sobre ellas impuesto. 

Art. 33. Cuando no pueda verificarse lo 
prevenido en los arts. 30 y 31, porque la su- 
ma de los créditos con hipoteca especial 
mancomunada iguale ó exceda el importe en 
tasación de todas las fincas, se procederá sin 
embargo á la venta de estas, quedando su 
importe en la Caja de depósitos hasta que 
los acreedores ventilen sus derechos en la 
forma que establecen las leyes. 

Art. 34. Cuando las cargas que pesan 
sobre una finca excedan del valor de su ta- 
sación ó capitalización, se sacarán á pública 
subasta; y si no se presenta postor alguno 
en la primera, se repetirá un segundo rema- 
te; y si tampoco hubiera postor, se adjudica- 
rá ai acreedor. 

Art. 35. En el caso de que el arrenda- 
miento de alguna finca hubiese sido hecho 
con taies condiciones que su rescisión con- 
forme á la ley haya de ocasionar graves que- 
brantos á juicio del Gobierno, podrá este 
acordar la continuación del arrendamiento ó 
la rescisión del contrato é indemnización de 
perjuicios con arreglo á la ley. 

Art.. 36. En las fincas urbanas destina- 
das exclusivamente á casas de moneda , po- 
drá prescindirás de pública licitación para su 
arriendo. 

Art. 37. En las subastas de bienes na- 
cionales solo se exigirá al mejor postor la 
identidad de su persona y domicilio. 

Art. 33. Aprobada la subasta por la su- 
perioridad, si el interesado no hiciese efecti- 
vo el pago del primer plazo en el término 
marcado en el reglamento, se pondrá al ins- 
tante en conocimiento del juez que hubiere 
presidido la subasta. 

El juez proveerá auto á continuación para 
que en el acto de la notificación pague el in- 
teresado por vía de multa la cuarta parte del 


valor Dominal á que ascienda el primer pago, 
no bajando nunca esta multa de 1.000 rs. si 
dicha cuarta parte no ascendiera á esta can- 
tidad. 

Art. 39. Si en el acto de la notificación 
no hiciese efectiva la multa, sin necesidad 
de nueva providencia, y en aquel mismo mo- 
mento, será constituido en prisión por vía 
de apremio, á razón de un dia por cada 10 
reales, pero sin que la prisión pueda exceder 
de un año, poniéndose á continuación dili- 
gencia de quedar así ejecutado. 

La prisión será siempre en la cárcel de la 
cabeza de partido judicial. 

Art. 40. Las disposiciones de los ante- 
riores artículos se entienden sin perjuicio de 
la responsabilidad civil á que. diere lugar la 
subasta en quiebra. 

Art. 41 . Se declaran derogadas las leyes, 
decretos, reglamentos, instrucciones y Rea- 
les órdenes expedidas sobre desamortización 
que contradigan el tenor de la presente que- 
dando vigente en lo demás. 

Art. 42. Se autoriza al Ministro de Ha- 
cienda para que fije las reglas de tasación 
y capitalización, y para que disponga los 
reglamentos y todo lo demás que sea ne- 
cesario y conducente á la investigación de 
los bienes vendibles, y á facilitar Ja ejecución 
y cumplimiento de la presente ley, y de las 
de l.° de mayo de 1855, 27 de febrero y 30 
de abril de este año. 

Art. 43. Se autoriza igualmente al Go- 
bierno de S. M. para resolver las dudas que 
puedan ocurrir sobre la inteligencia y apli- 
cación de las mismas leyes, oyendo prévia- 
mente al Consejo de Estado ó al Tribunal 
contencioso administrativo, y dando cuen- 
ta á las Corles de las alteraciones que hi- 
ciere. 

Artículos adicionales. 

Artículo l.° Se concede al Ministro de 
Hacienda uu crédito de un millón de reales 
vellón para que, en caso necesario y cuando 
lo juzgue conveniente, pueda aplicarlos en 
todo ó en parte al aumento de gastos en el 
personal y material de la Dirección y Admi- 
nistración de bienes nacionales, á fin de que 
este importante ramo adquiera y reciba todo 
el impulso posible y necesario. 

Art. 2.° Se autoriza al Gobierno para que, 
con Ja garantía que ofrece el párrafo 3.° 
del art. 12 de la ley de l.° de mayo de 1855, 
realice del modo mas conveniente y á la 
mayor brevedad posible los 30 millones allí 
destinados á la reparación de templos, em- 
pleándolos en las obras acordadas y que se 
acordaren , y dando cuenta en su dia a las 
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Córtes del uso que hiciere de esta auto- 
rización. 

Y las Cortes Constituyentes lo presentan a 

la sanción de Y. M. . 

Palacio de las Cortes 30 de junio de 
1856, etc. 

Madrid 5 de julio de 1856 — Publiquese 
como ley. — Isabel. — El Ministro de Gracia 
y Justicia, José Arias Cría —Por tanto man- 
damos etc. — Palacio 11 de julio de 1856. 

( CL . t. 69, p. 146.) 

Instrucción de 11 julio de 1856. 

La Reina (Q. D. G.) se ha servido aprobar 
la siguiente 

instrucción 

para llevar á efecto !a ley de desamortización promul- 
gada en esta fecha. 

Artículo 1 ,° Para que puedan exceptuar- 
se de la venta, conforme al art. l. u déla 
expresada ley, Jas dehesas destinadas ó que 
se destinen al pasto de ganado de labor de 
los pueblos en que no hubiese bienes de 
aprovechamiento común destinados á este 
objeto , incoarán los respectivos Ayunta- 
mientos ante el Gobernador de la provin- 
cia en el término de un mes, á contar 
desde la fecha en que se publique la presen- 
te instrucción en el Boletín oficiad de ia 
misma, el oportuno expediente ajustado á Ja 
tramitación é instrucción prevenida en ei ca- 
so 9.° del art. 2.° de la ley de l.° de mayo 
de 1855, haciendo constar: 

1. ü Él vecindario del pueblo. 

2. ° Las condiciones agrícolas, comercia- 
les é industriales del mismo. 

3. u La extensión y las eircuntancias de 
los terrenos que se soliciten, con expresión 
de si corresponde á los propios ó á ios co- 
munes, y el destino que hasta ahora han 
tenido. 

Y 4.° El número y clase de las cabezas 
de ganado existente, destinado á la labor. 

Art. 2.° De cada una de las minas del 
Estado se formará por las dependencias res- 
pectivas una memoria con todos los detalles, 
antecedentes é informes facultativos y admi- 
nistrativos, la que deberá acompañar al pro- 
vecto de ley que se presente á las Córtes 
cuando se acuerde su enajenación. 

Art. 3.° En la incautación por parte de 
la Hacienda de los bienes que disfrutan los 
individuos o corporaciones eclesiásticas, cual- 
quiera que sea su nombre, origen ú cláusu- 
las de su fundación, que ahora se declaran 
comprendidos entre los del clero por el ar- 
tículo 3.° de la citada ley, y en Ja expedición 
de inscripciones de rentas del 3 por 100 y 


pago de sus intereses á favor de aquellos se 
practicará lo siguiente: 

1 Los individuos ó corporaciones en- 
cargadas actualmente de dichos bienes, pre- 
sentarán en las respectivas Administraciones 
de bienes nacionales, en el término de treinta 
dias, á contar desde Ja fecha en que se pu- 
blique esta instrucción en el Boletín de la 
provincia, una relación duplicada de todos 
los que por tal concepto se hallen disfrutan- 
do, en la cual se expresará: • 

Primero. El pueblo y partido judicial de 
la provincia donde radican los bienes. 

Segundo. Su procedencia. 

Tercero. Su clase. 

Cuarto. Cabida. 

Quinto. Situación. 

Sexto. Renta anual en metálico ó frutos. 

Séptimo. Cantidades que hubiesen satis- 
fecho por contribuciones y cualquiera otra 
causa, individualizando estas. 

Octavo. Nombre del arrendatario ó cen- 
satario. 

Noveno. Fecha del vencimiento. 

Se exceptúa de esta determinación á los 
que ya las hubieren presentado en virtud de 
lo dispuesto en los arts. 32 al 35 y 211 de la 
instrucción de 31 de mayo del año último. 

2. ° Las Administraciones de bienes na- 
cionales , dispondrán que dichas relaciones 
se expongan al público durante un mes con- 
secutivo en las respectivas poblacioDeS en 
que residan las corporaciones ó personas 
que hasta aquí hayan poseído ó administra- 
do ios bienes, á fin de que puedan producir- 
se en las mismas Administraciones las recla- 
maciones ó rectiiicaciones oportunas. J 

3. ° Los poseedores de dichos bienes que 
al dar las relaciones alteren la importancia 
de la renta , serán sometidos á la acción de 
los Tribunales como defraudadores de los 
intereses del Estado. 

4. ü Concluido dicho plazo las Adminis- 
traciones del ramo se incautarán de todos 
los bienes comprendidos en las relaciones 
presentadas; los adicionarán en los respecti- 
vos inventarios de lincas y censos desamor- 
tizares de Ja provincia, continuando la nu- 
meración de orden que corresponda A la res- 
pectiva procedencia, y remitirán á la Direc- 

. cion general de ventas copia autorizada de 
i estas adiciones. También se incautarán al 
propio tiempo de todos los libros, anteceden- 
\ tes y archivos que á los propios bienes se 
; refieran. 

o.j En vista de las relaciones y de las 
demás noticias y datos que suministren ios 
libros y documentos de su referencia, las 
j expresadas Administraciones formarán in- 
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mediatamente una liquidación de la renta 
líquida que percibían como producto de las 
tincas y censos de que se incauta el Estado. 

En el caso de que estos eclesiásticos co- 
bren la renta de sus beneficios por partici- 
pación en el acervo común de bienes de un 
cabildo ó capítulo, se dividirán los rendi- 
mientos entre los individuos en la misma 
proporción que se dividian las rentas exis- 
tentes en l.° de mayo del año último. 

6. ° Estas liquidaciones pasarán á lo Jun- 
ta provincial de ventas para su exámen y ; 
conformidad, ó en otro caso, que disponga ¡ 
cuanto crea conveniente á su, completa y 
exacta comprobación, y con este requisito 
las remitan los Gobernadores á la Dirección 
general de ventas. 

7. ° Si las hallare conformes esta oficina 
general, las presentará á la aprobación de 
la Junta superior, y con este requisito libra- 
rá los correspondientes mandatos para que 
las oliciuas de la Deuda pública expidan á 
favor de ios interesados las correspondientes • 
inscripciones nominativas i n trascribios de 
la renta del 3 por i 00 á tenor de lo dispues- 
to en el expresado art. 3. u De Jas resolucio- 
nes que tome la Junta superior en esta par- 
te, podrán los interesados que se consideren 
agraviados alzarse al Ministerio de Hacienda, 

é intentar en su caso la via contencioso ad- 
ministrativa para la revocación de las Heaies 
órdenes que en su razón recaigan. 

S. ü Las inscripciones serán personales, 
tendrán las condiciones generales comunes 
á esta clase de documentos; se expedirán 
con fecha de l.° de julio de 1850; devenga- 
rán el semestre corriente desde dicho día, 
y el pago de sus intereses se efectuará por 
Jas oíicinas de la Deuda pública con las for- 
malidades de instrucción; y adoptando todas 
las precauciones necesarias para su cance- 
lación en ios casos de muerte de los intere- 
sados , ó cuando obtengan prebenda ú otro 
beneficio eclesiástico. 

El Ministerio de Gracia y Justicia adoptará ! 
las disposiciones necesarias para poner en 
conocimiento de la Dirección de la Deuda 
pública ios eclesiásticos que obtengan dicha 
prebenda ó beneficio. 

9. u Los individuos ó corporaciones que 
no presenten las relaciones prevenidas en el 
párrafo primero de este artículo , ademas de ' 
incurrir en las penas impuestas á los deten- 
tadores, no tendrán derecho á recibir ins- 
cripciones iulrasíeribles aun cuando el Esta- 
do se incaute de los bienes que usufructúen. 

10. Las corporaciones é individuos á 
que se refiere este articulo percibirán las 
rentas de sus bienes hasta fin de junio último, 
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y desde l.° de julio las recibirán las Admi- 
nistraciones de bienes nacionales. 

Art. 4.“ Son aplicables las reglas pres- 
critas en el artículo anterior á la incautación 
por parte de la Hacienda de. los bienes que 
usufructúan los comendadores de las órde- 
nes militares de Calatrava, Santiago , Alcán- 
tara, Montosa y San Juan de Jerusalen, y á 
la expedición á favor de los mismos comen- 
dadores de las inscripciones nominativas de 
renta del 3 por 100 en equivalencia de lo 
que dichos bienes les produzcan , con las so- 
las diferencias siguientes : 

1. a Que ia renta se lia de sacar por el 
rendimiento del año común del decenio de 
1846 á 1855, ambos inclusive. 

2. a Que las inscripciones deben caducar 
y cancelarse únicamente en el caso de falle- 
cimiento de los comendadores á cuyo favor 
se expidan. 

Art. 5.” Los administradores principales 
de bienes nacionales cuidarán de que se 
cumpla con exactitud y sin dar lugar a abu- 
sos lo dispuesto en el art. á.' J de la propia 
ley por el cual se declara que Ja exención de 
venta concedida á la casa morada de los pár- 
rocos se entienda de una sola por cada feli- 
gresía. 

Art. 6.° Lo dispuesto en los artículos 6.° 
y 7.° de la expresada lev respecto de ia nue- 
va clasificación de las lincas en mayor y 
menor cuantía y de las bases de tasación en 
venta y renta empozará á regir con las lin- 
cas cuya subasta se anuncie desde el dia si- 
guiente á aquel en que se publique la expre- 
sada ley y esta instrucción en el Boletín ofi- 
cial de ventas de cada provincia 

Las Administraciones principales de bie- 
nes nacionales y los comisionados de ventas, 
se dedicarán sin levantar mano, en horas 
extraordinarias, á rectificar las capitalizacio- 
nes y anuncios pendientes de publicación 
para que la variación introducida no paralice 
ei sacar las fincas á subasta 
Art. 7.“ Se guardará la mayor exactitud 
en la división de «bienes del Estado y bienes 
de corporaciones civiles,» que establece el 
art. 8/ de Ja propia ley para todos los efec- 
tos de administración y enajenación de los 
mismos declarados en venta. 

Art. 8.° Hospedo de Jos bienes pertene- 
cientes al Estado se tendrá muy presente: 

1. “ Que también es preciso llevar con la 
mayor exactitud su clasificación en las ocho 
clases en que ios divide el art. 9. ü 

2. J Que corresponden á la primera ios 
bienes cuya administración estaba eu l.°de 
mayo de í 855 á cargo he los administrado- 
res de provincia; Jos destinados al servicio 
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de Jas oficinas y establecimientos del Estado, 
y Jos de la misma procedencia qoe después 
se hayan descubierto ó que en lo sucesivo se 
descubran y no hubieren sido adjudicados 
al clero. 

3. ° Que deben reputarse como bienes 
del clero los que primitivamente le pertene- 
cieron y ha devuelto ; los de la misma proce- 
dencia que después se hayan descubierto y 
descubran en lo sucesivo, y los de otras pro- 
cedencias que también se le adjudicaron con 
arreglo á lo dispuesto en el R. Ü, de 8 de di- 
ciembre de 1851 y en la R. O. de 7 de julio 
de 1852. 

4. “ Que el 20 por 100 de propios es la 
parte que corresponde al Estado en las ven- 
tas que se hagan de los bienes de las corpo- 
raciones municipales afectos á satisfacer tam- 
bién al Estado el 20 por 100 de sus produc- 
tos en renta hasta la fecha de su enajenación. 
Dicho 20 por 100 debe enajenarse en unión 
con el 80 correspondiente á Jos pueblos , y 
expedirse ios pagarés á plazo con la debida 
distinción de la parte respectiva al Estado y 
á los pueblos conforme al art, 46 de la ins- 
trucción de 30 de junio de 1855. 

5. ° Que los bienes de la instrucción pú- 
blica superior son aquellos cuyos productos 
en renta figuran en Jos presupuestos gene- 
rales de ingresos del Estado. 

6. ° Que corno respectivos á las órdenes 
militares se entiendan aquellos cuyas rentas 
disfrutaban en 1.” de mayo de 1855, y si- 
guen disfrutando ios actuales comendadores 
de las mismas y los de la propia procedencia 
que se hayan descubierto ó descubran en lo 
sucesivo. 

Los del mismo origen que pertenecían al 
Estado en aquella fecha, ó que fueron adju- 
dicados al clero, deben continuar con la 
aplicación que ya tenían para todos los efec- 
tos de la Administración, inventario, enaje- 
nación y contabilidad. 

7. ° Que asimismo deben reputarse como 
bienes de cofradías , obras pías y santuarios 
los de esta clase que ya poseia el Estado en 
lAde mayode 1855, y las que se adjudi- 
quen á consecuencia de lo dispuesto en el 
art. 9.° de esta ley; pero no aquellos de la 
misma procedencia que se imputaron al cle- 
ro anteriormente , los cuales deben conti- 
nuar considerándose como pertenecientes al 
mismo, asi como los demás bienes de que 
estaba incautado ; sea cual fuere su proce- 
dencia, y ha devuelto incluyéndolos en los 
inventarios corno perteccciéntes al propio 
clero. 

Art. 9.° Se guardará la mayor exactitud 
en la clasificación de las operaciones de ena- 
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jenacion y realización de los bienes de cor- 
poraciones civiles, divididas en las clases 
principales que se establecen por el art. 10 
de la expresada ley, y teniendo presente que 
hasta el acto de la enajenación de los bienes 
de propios deben correr unidas las operacio- 
nes respectivas al 20 por 100 del Estado y al 
80 de los pueblos. 

Art. 10. La incautación de los bienes del 
clero y de todos los demas detallados en el 
art. 9. b de 3a ley como de propiedad del Es- 
tado, excepto eí 20 por 100 que pertenece ai 
mismo en los de propios, se verificará por 
las Administraciones de bienes nacionales. 

Art. 11. Sin perjuicio de que los bienes 
de corporaciones civiles continúen adminis- 
trándose por los actuales poseedores has- 
ta tanto que tenga efecto su enajenación, 
conforme al art. 12 de la expresada ley, no 
por eso orniüránjos mismos poseedores, si no 
lo hubieren ya verificado , el presentar á las 
Administraciones de bienes nacionales las re- 
laciones é inventarios prevenidos en eí ar- 
ticulo 33 de la R. Inst. de 31 mayo de 1855, 
sin excluir los bienes exceptuados por el ar- 
tículo 2.° de la ley de l.° de dicho mes y año. 

Art. 12. La realización de Jos diez plazos 
que se establecen en el art. 13 déla ley para 
el pago de los bienes de corporaciones civi- 
les, se ajustará á las reglas establecidas en el 
art. 22 de esta instrucción. 

Art. 13. Para que pueda tener efecto en 
todas sus partes la restricción que establece 
el art. 14 de la propia ley, respecto de arren- 
damientos anteriores al año 1800, la Direc- 
ción general de ventas devolverá inmediata- 
mente á las Administraciones del ramo los 
expedientes de aquella época que aun no se 
hallen aprobados, á fin de que se exija á los 
interesados las pruedas que determina el re- 
ferido art, 1 4 de la ley; y en el caso de no 
justificarse documentalmente por completo 
la existencia no interrumpida del arriendo, 
se admitirá como complemento la prueba tes- 
tifical siempre que los interesados presenten 
un documento de los primeros años de este 
siglo en que se acredite que la familia estaba 
en posesión de la finca, cuya prueba testifi- 
cal consistirá en la información de testigos 
hecha ante el juez de primera instancia del 
partido, con citación del promotor fiscal de 
Hacienda en las capitales de provincia, y del 
Juzgado ordinario en las cabezas de partido, 
los cuales habrán de poner su censura. Las 
mismas reglas se observarán para la instruc- 
ción de los expedientes que de nuevo se ins- 
truyan en las Administraciones de provincia. 
Si en los expedientes que hoy existen en la Di“ 

¡ reccion general resultase probado el derecho 

* 
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de los interesados en la forma antes preveni- 
da, sé acordará en ellos lo que corresponda 
sin devolverlos á las administraciones de pro- 
vincia. 

Art. tC Para el mas exacto cumplimien- 
to de lo dispuesto en los artículos 15 y 16 ele 
la propia ley, se observará lo siguiente: 

i El Ministerio de Gracia y Justicia for- 
mará y pasará al de Hacienda una relación 
expresiva de las cantidades que en cada dió- 
cesis se imputaron al clero por las rentas que 
percibía en l.° de mayo de 1853. 

2. ° Con presencia de dichas relaciones, 
el Ministerio de Hacienda dispondrá que la 
Dirección de la Deuda expida á favor del 
clero de cada diócesis las inscripciones no- 
minativas intrasferibl es oportunas en cantidad 
bastante á producir al 3 por 100 una renta 
igual á la expresada anteriormente. 

3. ° Dichas inscripciones se expedirán en 
los términos y con las circunstancias que las 
emitidas hasta el dia por enajenaciones ante- 
riores á la ley de l.° de mayo; devengarán 
interés desde l.° de julio de '857, que será 
pagado por trimestres vencidos; se remitirán 
al Ministerio de Gracia y Justicia, y por este 
se distribuirán á las diócesis á que corres- 
pondan. 

4. ° Que se dé conocimiento de las que se 
emitan á las Direcciones generales del Teso- 
ro y de contabilidad de Hacienda pública. 

5. ° Que la liquidación general que pre- 
viene el art. 16 para rectificar el número é 
importe de las inscripciones que se expidan 
á favor del clero, se verifiquen cuando se ha- 
yan vendido por completo sus bienes. 

Art. 15. En la expedición de inscripcio- 
nes intrasferibles á favor de las cofradías, 
obras pías, santuarios que determina el 
art. 17 de Ja propia lev, y en el pago de sus 
intereses, se observará lo dispuesto en el ar- 
tículo 3.° de esta instrucción. 

Art. 16. Para conocer el importe de las | 
ventas en cuya equivalencia hayan de expe- 
dirse las instrucciones de que trata el artícu- 
lo anterior, se observará lo dispuesto para 
los bienes que disfrutan los individuos ó cor- 
poraciones eclesiásticas de que trata el artí- 
culo 3.° 

Art. 17. La venta y realización de los 
bienes del Estado, que por ser de menor 
cuantía han de pagarse en 20 plazos iguales, 
ó lo que es lo mismo, durante 19 años, y el 
descuento de 3 por 100 apual á que se li- 
mita el abono á los que anticipen uno ó mas 
plazos ■, conforme al art. 19 de la expresada 
ley, se ejecutarán según lo dispuesto en las 
instrucciones de 31 de mayo y 30 de junio 
de 1855. 

Tomo V. 
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Las fincas de mayor cuantía del Estado 
continuarán pagándose en los 15 plazos y 
1 4 años que prescribe el art. 6.” de la ley de 

l.° de mayo del año último, y con la boni- 
ficación del 5 por 100 que eñnisino otorga 
á los compradores que anticipen uno ó mas 
plazos, pudiendo estos hacer el pago del 50 
por 100 en papel de la Deuda publica con- 
forme lo dispuesto en el art. 20 de- la ley. 

Art. 18. Para la mejor inteligencia de lo 
dispuesto en el art. 20 de la expresada ley se 
previene: 

1. ° Que los productos de los bienes del 
Estado que por mitad deben destinarse á la 
amortización de la Deuda pública y á la' eje- 
cución de obras públicas, son aquellos que 
resulten disponibles después de satisfacer las 
obligaciones siguientes: 

Los premios de ventas é investigaciones. 

Descuentos de plazos anticipados. 

Gastos generales de ventas y demás afec- 
tos á los productos generales de dichos 
bienes. 

2. ° Los billetes é intereses de la emisión 
de 230 millones y el capital de los respecti- 
vos al anticipo decretado en 19 de mayo de 
1854 que presenten los compradores en pa- 
go de los expresados bienes. 

3. " Que es también potestativo de los in- 
teresados el satisfacer en papel de la Deuda 
el todo ó parte del 50 por 100 á que ascien- 
dan los plazos que realicen. 

4. u Que la Dirección del Tesoro lia de 
poner mensualmente á disposición de la Jun- 
ta directiva de la Deuda las cantidades líqui- 
das que se reciban en metálico por cuenta 
dei 50 por 100 de los del Estado que se apli- 
ca á la amortización de la misma. 

5. ° Que sí lo recaudado en metálico du- 
rante cada año no llegare á los 18 millones 
que deben invertirse en recoger deuda amor- 
tizable de primera y segunda clase, confor- 
me á las leyes de 1." de agosto de 1851 y 16 
de abril de 1856, supla el Tesoro la diferen- 
cia con la Deuda flotan le y ¡i reserva de re- 
clamarla en el presupuesto de la Deuda pú- 
blica respectiva al año siguiente. 

6. " Que son admisibles en pago del 50 
por 100 del producto de Jos bienes destina- 
dos á obras públicas las acciones de carrete- 
ras hasta la suma de 1.000 millones man- 
dadas emitir por la última ley votada en 
Córtes. 

7. c Que la Dirección general del Tesoro 
pase mensualmente al Ministerio de Fomen- 
to notas por provincias de las cantidades lí- 
quidas que se reciban en metálico por el re- 
ferido 50 por 100 de los expresados bienes 
del Estado que deben invertirse en obras pú- 

41 
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tilicas, para que en su vista, v de acuerdo 
conta propia Dirección del Tesoro, pueda 
darles la aplicación que convenga, según las 
necesidades del servicio. 

Art. 19. En la admisión del papel ee la 
Deuda consolidada y diferida en pago del 50 
por 100 de íes bienes del Estado, conforme 
á ios arts. 20 y 21 ¿e la ley de esta lecha, se 
practicará lo siguiente: 

1. ° Será potestativo de í os interesados 
el entregar dicho papel en las oficinas de la 
Deuda ó en las Tesorerías de provincia en 
que deban realizar los pagarés. 

2. ° Para los electos del art. 21 de la pro- 
pia ley se entenderá como dia en que deba 
verificarse el pago aquel en que venzan los 
pagarés. 

3. ° Los interesados que prefieran entre- 
gar el papel en las oficinas de la Deuda pú- 
blica con* la puntualidad debida, recogerán 
cartas de pago á favor de los respectivos te- 
soreros, las cuales presentarán en las Teso- 
rerías dentro de los plazos siguientes a! ven- 
cimiento de Jos expresados pagarés; 15 dias 
en la Península, 20 en las Islas Baleares y 30 
en las Canarias. 

4. ° Las oficinas de la Deuda expresarán 
en las cartas de pago las clases del papel re- 
cibido, su valor nominal, el cambio medio 
porque se admita conforme al art. 21 de la 
ley, el valor líquido en reales vellón porque 
deba aórnitirsefen pego del respectivo paga- 
ré en la Tesorería. 

5. ü Cuando les interesados prefieran ha- 
cer la entrega del papel en las mismas Teso- 
rerías en que existan los pagarés, presenta- 
ran los títulos en ia Administración de bie- 
nes nacionales , acompañados de tres factu- 
ras, las cuales los remitirán con una de ellas 
á la Dirección general de la Deuda pública; 
conservarán 1a otra para su resguardo, y la 
tercera, autorizada por el administrador, ó 
intervenida por el oficial primero, se entre- 
gará al interesado para su resguardo. La pre- 
sentación del papel en las Administraciones 
de bienes nacionales deberá hacerse du- 
rante los plazos siguientes al vencimiento 
de los pagarés que se marcan en el pár- 
rafo 3.° 

6. ° El papel que se admita de los intere- 
sados tendrá todos los cupones desde el del 
semestre corriente en la fecha de la presen- 
tación, y será taladrado en el acto, así la lá- 
mina como cada uno de los cupones. 

1 .° Las oficinas de la Deuda, después de 
cercioradas de la legitimidad do estos docu- 
mentos, les darán ingreso en su caja; expe.- : 
dirán las oportunas cartas de pago en los ' 
términos prevenidos en el párrafo 4.° de es- 


te artículo, y las remitirán á los administra- 
dores de fiienes nacionales para que ejecuten 
lo conveniente á que tenga iugar el ingreso 
de las mismas en pago de los pagarés y de la 
data como por cancelación del papel 

8. “ Los interesados serán responsables 
de la legitimidad del papel que presenten 
hasta tanto que se incauten de él las oficinas 
de la Deuda pública. 

9. ° Nunca se admitirá en papel de la 
Deuda mayor cantidad que la quecorresp»n- 
da al 50 por 100 máximo que los interesados 
pueden entregar en el mismo. Se prohibe 
por consiguiente para esta clase de pagos la 
práctica seguida en los respectivos á las ena- 
jenaciones anteriores á la ley de l.“ de ma- 
yo de 1855, de recibir en papel, mayor can- 
tidad que la correspondiente al plazo ó pla- 
zos que satisfagan y de aplicar e] resto en ios 
sucesivos. 

Art. 20. El abono del 2 por 100 que se 
concede á los que satisfagan el todo ó parte 
del 50 por 100 en pape) de la Deuda públi- 
ca, recaerá únicamente sobre la parte que 
lo entreguen en efectivo, y para su abono 
so practicará lo siguiente. 

1 . “ Los interesados cederán recibo de su 
importe á favor de la Tesorería, y se for- 
malizará su ingreso, considerándolo como 
efectivo recibido de aquellos en pago de los 
respectivos plazos. 

2. ° Se datarán dichos recibos en concep- 
to de disminución de Jos productos de ia 
desamortización con el título de abono de 2 
por 100 á los que satisfacen parte de sus pla- 
zos en papel de la Deuda pública. 

Art. 21. En vista de lo dispuesto en ei 
artículo 23 de la propia ley, solo se recibirá 
metálico efectivo en pago de los bienes de 
corporaciones civiles, cesando, por consi- 
guiente , la admisión de billetes del Tesoro 
creados á consecuencia de ia ley de 14 de ju- 
lio de 1855 y ia de .presupuestos de 1(1 de 
abril del año actual. 

Art. 22. Lo dispuesto en los arts. 24 y 25 
de la propia ley, se observará del modo si- 
guiente: 

1. " En el momento de adjudicarse una 
linca ó propiedad perteneciente á corporacio- 
nes civiles, la Administración principal de 
bienes nacionales practicará la correspon- 
diente liquidación de Jo que deba satisfacer el 
comprador, cargándole el importe del rema- 
te, y abonándole Jas cargas á ella afectas, y la 
rebaja á que tenga derecho si descuenta to- 
dos ó alguno de los pagarés. 

2. J La cantidad que resulte deber pa- 
gar el interesado se dividirá en lo que perte- 
nezca al Tesoro por premio de ventas é in- 
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vestigacion, gastos de tasación y demás de 
enajenación y por el 20 por 100 si la finpa 
fuese de propios, y en el líquido que deba 
resultas- á favor del respectivo pueblo, esta- 
blecimiento ó corporación. 

3. ° En vista de este resultado el compra- 
dor formalizará e! pago en la Tesorería de la 
parte que corresponda al Estado, y en la 
misma en concepto de sucursal de la Caja de. 
depósitos de lo que pertenezca al pueblo, es- 
tablecimiento ó corporación , recogiendo los 
oportunos resguardos. 

4. ° En el caso de que el interesado no 
descuente- todos los plazos, se exigirá del pri- 
mero el ingreso total en Tesorería de la parte 
que corresponda ála Hacienda por premios y 
gastos de enajenación; extenderá la Adminis- 
tración los pagarés de los restantes, los sus- 
cribirán los interesados é ingresarán en la 
Caja de depósitos para su realización ó desti- 
no que en lo sucesivo deban tener, la cual 
facilitará los oportunos resguardos. 

5. ° Los pagarés correspondientes al 20 
por 100 que pertenece al Estado, ingresarán 
en la Tesorería en los términos prevenidos 
en la instrucción de 30 de junio de 1855. 

ti. 0 La Caja de depósitos en Madrid y sus 
sucursales en las provincias, abrirán una 
cueDta corriente y de interés de 4 por 100 á 
cada pueblo, establecimiento ó corporación, 
eD la cual acreditarán lo que por su cuenta 
reciban de los compradores, y el interés de 4 
por 100 que estas cantidades devenguen, y 
les cargará las que vaya entregando para 
atender á sus obligaciones ó para invertir en 
los objetos que determinan los arts. 17, 19 y 
20 de la ley de l.° de mayo, y en los demás 
que se autoricen en lo sucesivo. También se 
adeudará en estas cuentas Jo que se satisfa- 
ga por la de cada pueblo, establecimiento ó 
corporación á los acreedores con hipoteca ge- 
neral mancomunada sobre varios ó todos 
los bienes de dichas corporaciones á que se 
reiiere el final del párrafo 4. ü del art. 27. 

7. ° Por el Ministerio de la Gobernación 
se dictarán las disposiciones convenientes, 
marcando las formalidades con que á los 
pueblos y establecimientos do instrucción 
pública y beneficencia y á los acreedores hi- 
potecarios de los mismos se les baya de ha- 
cer entrega de los fondos de su pertenencia 
que existan en la Caja de depósitos, y esta 
no tendrá obligación á satisfacer mas canti- 
dades que las que reciba, y el interés de 4 
por 100 que les corresponda. 

8. ° La misma Caja en la córte, y por me- 
dio de sus sucursales en las provincias, lle- 
vará otra cuenta á cada pueblo, estableci- 
miento ó corporación en que les acredite el 
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importe de los pagarés que suscriban los 
! compradores de bienes de corporaciones ci- 
viles, y les adeuden los que vayan satis— 

_ faciendo y recogiendo los interesados. 

9. ° La misma Caja y sucursales, respec- 
| tivamente, llevarán registros ó vencimientos 
i de los pagarés de cada pueblo, estableci- 
miento ó corporación, los realizarán á su 
vencimiento y devolverán á los interesados, 
estampando en ellos y autorizando el signo 
de realizados, dando aviso al respectivo pue- 
blo, establecimiento ó corporación. Será obli- 
gatorio para los interesados el satisfacer di- 
chos pagarés en la propia Caja ó sus sucur- 
sales dentro de los plazos marcados en el ar- 

■ tículo 19, párrafo 3.° de esta instrucción, y 
sin perjuicio de hacerles las invitaciones 
que procedan. 

10. Cuando los interesados no satisfagan 
los pagarés dentro de los plazos marcados, á 
pesar del recuerdo que se les baga, la Caja 

¡ general do depósitos pondrá en dichos docu- 

■ ment.os el protesto por falta de pago , y los 
: remitirá á la Administración principal de 
; bienes nacionales de la provincia para que 
: proceda á la instrucción del expediente de 

declaración en quiebra déla linca, adeudan- 
do su importe en ia cuenta especial de pa- 
garés del respectivo pueblo, establecimiento 
ó corporación , y dando parte á estos de ha- 
berlo verificado. 

Ed los pagarés procedentes de redenciones 
de censos protestados por falta de pago, que- 
dará anulada la redención, sacándose dichos 
censos á la venta. 

La Dirección general de la Caja de depó- 
sitos dará puntual aviso y conocimiento á la 
de ventas de bienes nacionales de todos los 
pagarés protestados que se pasen á las Ad- 
ministraciones del ramo. 

M. Los administradores principales de 
bienes nacionales se regirán por las instruc- 
ciones vigentes en la tramitación y ultima- 
ción de Jos expedientes de quiebra de Jos 
bienes de corporaciones civiles, á pesar de 
ingresar sus productos en la Caja de de- 
pósitos. 

Art. 23. En vista de lo dispuesto en el 
primer párrafo del art. 26 de la expresada 
ley, y con el fin de que las alteraciones que 
por ia misma se establecen no interrumpan 
en lo mas mínimo las operaciones de la des- 
amortización, se considerarán como fincas 
vendidas basta la publicación de aquella, ó 
sea para pagarlas conforme á la de 1° de 
mayo de 1855 las va anunciadas, con ar- 
reglo á la misma y á ia Real instrucción de 
31 de mayo del propio año, que se re- 
maten después de la inserción de aquella 
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en Ja Gaceta en esta forma: en la Penín- 
sula durante los diez dias siguientes: en las 
islas Baleares quince y en ias islas Cana- 
rias veintidós. 

Las lincas capitalizadas y anunciadas con 
arreglo á ia expresada ley de l.° de ma- 
yo de 1855 y Real instrucción de 31 del 
mismo mes y año, cuya subasta se ejecu- 
te después de terminados ios plazos esta- 
blecidos en el párrafo anterior se pagarán 
conforme á la nueva ley, y esta circuns- 
tancia se anunciará al público al dar prin- 
cipio a! remate. Se suprimirá la celebra- 
ción en Madrid de ia doble ó triple subas- 
ta de las lincas que se hallen en este caso, 
correspondientes á otras provincias, y cuyo 
valor no exceda de 20.000 rs. 

Art. 24. En la liquidación y pase á la 
Caja de depósitos ó sus sucursales con- 
forme á los arts. 20 y 27 de la propia ley, de 
los fondos ingresados en el Tesoro, y que to- 
davía mgreseu por bienes de corporaciones 
civiles, se practicará lu siguiente: 

l. ü Las Administraciones principales de 
bienes nacionales, en unión con las Contadu- 
rías de provincia, procederán inmediata- 
mente y sin levantar mano á liquidar lo que 
á cada pueblo ó corporación corresponda por 
este concepto en metálico y en pagarés, ex- 
presando por cada propiedad: 

Primero. El importe por que fueron re- 
matados. 

Segundo. Los abonos ó descuentos he- 
chos á los compradores por anticipo de 
plazos. 

Tercero. Lo ingresado en Tesorería en 
metálico, billetes y documentos representa- 
tivos dei valor de censos con hipotecas sobre 
fincas que puedan haberse admitido en pago 
conforme ai art. i 3 de la ley de 27 de febre- 
ro último. 

Cuarto. Lo pagado pr premio de ventas, 
de investigación y demas gastos, y lo forma- 
lizado por los documentos representativos 
del valor de censos con hipoteca mancomu- 
nada, con arreglo á lo dispuesto en el artí- 
culo 13 de la ley sobre censos de 27 de fe- 
brero último. 

Quinto. El resto ó diferencia líquida in- 
gresada en la Tesorería. 

Sexto. El resúmen de las liquidaciones 
parciales del producto de los bienes ó pro- 
piedades de cada pueblo ó corporación. 

Sétimo. Las cantidades que á cuenta se 
les hayan anticipado para atender á sus nece- 
sidades ó por otros conceptos. 

Octavo. Y por último, las que resulten á 
su favor y deban ingresar en la Caja de de- 
pósitos ó su sucursal. * 


2. ° Las expresadas liquidaciones se pa- 
sarán por las Contadurías de la provincia al 
exámen de la Dirección general de contabili- 
dad, la cual hallándolas conformes, dará co- 
nocimiento de su resultado á la del Tesoro, 
á fin de que disponga lo conveniente para 
que los fondos y pagarés de que se trata sean 
trasladados á la expresada Caja de depósitos 
y sus sucursales. 

3. ° Estas dependencias harán el corres- 
pondiente abono de estos fondos y efectos á 
los Ayuntamientos y corporaciones respecti- 
vas en las cuentas especiales que se deter- 
mina en ios párrafos sétimo y octavo, art. 22 
de esta instrucción. 

4. ° Las liquidaciones respectivas á los in- 
gresos y pagarés procedentes de los bienes 
de instrucción pública, deben referirse úni- 
camente á los déla expresada procedencia y 
cuyos productos en venta no ingresen en las 
cajas del Estado. 

Art, 25. El Tesoro suplirá provisional- 
mente con Jos mismos fondos de los Ayunta- 
mientos y corporaciones que pueda antici- 
parle la Caja de depósitos, con arreglo á sus 
estatutos, y en caso necesario con la Deuda 
botante, usando de la autorización concedida 
por el art. 35 de la ley de presupuestos vi- 
gente, lo que se haya recaudado en billetes 
por cuenta de los expresados bienes y deba 
trasladarse en metálico á la propia Caja de 
depósitos según lo dispuesto en el artículo 
anterior. 

Art. 26. Los censos y demás cargas fijas 
que tengan sobre sí Jos bienes de corpora- 
ciones civiles, serán rebajados de! precio del 
remate, en las subastas que se verifiquen des- 
de el dia siguiente al en que termine el pla- 
zo fijado en ei primer párrafo del art. 23. 

Art. 27. En observancia de lo dispuesto 
en los arts, 30 al 34 de la expresada ley se 
practicará lo siguiente: 

l.° Los tenedores de créditos con hipo- 
teca mancomunada sobre todos ó varios de 
los bienes de cualquiera pueblo ó corpora- 
ción presentarán en la Administración prin- 
cipal de bienes uacionales, en el término de 
un mes, á contar desde la publicación de 
esta instrucción en el Boletín oficial de la 
provincia, las escrituras y obligaciones hipo- 
tecarías que legitimen sus derechos, desig- 
nando la finca ó fincas sobre que deseen 
afectar la responsabilidad del crédito, á te- 
nor de lo prevenido en el citado art. 30 de 
la ley, procediéudose por los Gobernadores 
en caso contrario según Jo prescrito en el 
31, siendo de cuenta de los causantes el pa- 
go de las diligencias que con arreglo á aran- 
cel corresponda al Juzgado, y demás gastos 
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que fuera preciso hacer para llevar á efecto En las cartas de pago ó resguardos que 
oficialmente la subrogación . se den á los interesados por la entrega del 

2. ° Instruido el expediente y practicadas primer pago y en las escrituras de venta 
las operaciones de subrogación de Ja hipóte- se hará mérito asimismo de haber suscrito 
ca, se dará cuenta á la Junta provincial de aquellos los correspondientes pagarés, ex- 
vcntas, previo informe del promotor fiscal presando las fechas de sus vencimientos. 

de Hacienda, y se remitirá á la aprobación de Los compradores tendrán la obligación de 
la Junta superior. - presentarse en la Tesorería de la provincia 

3. ° Prévias las expresadas formalidades á realizar los pagarés á sus respectivos ven- 
se procederá á la venta do las fincas afectas . cimientos. 

á ia hipoteca, rebajando el importe del eré- Si trascurridos los dias marcados en el 
dito del precio del remate, y siendo su pago art. 19, párrafo tercero, no lo hubieren ve- 
de cuenta del comprador. rificado, los tesoreros procederán en los mis- 

Eas fincas con hipoteca, especial reconocí- mos términos que para los pagarés de bienes 
da saldrán á la venta con iguales condicio- de corporaciones civiles determina el art. 22, 
nes, siempre que el acreedor presente en la regla 9. a y 10 de esta instrucción. 
Administración principal de bienes naciona- Art. 30. La Dirección general de conta- 
les los documentos que legitimen su derecho bilidad, en vista de lo dispuesto en la ley de 
antes de publicarse los anuncios. Publicados esta techa y en la presente instrucción, for- 
estas sin anunciar el crédito por omisión del mará y mandará á la Administración provin- 
acreedor, le será sin embargo admitida la re- cial los nueve formularios de cuentas que 
elamacion y prueba de su derecho hasta el procedan, y dictará las demás disposiciones 
acto de abrirse el remate en cuyo caso se de contabilidad que juzgue convenientes pa- 
liará saber á los Imitadores, á fin de que lo ra su mejor inteligencia, 
tengan entendido, que afectando á la finca Art. 31. Se formará á la mayor brevedad 
aquel gravamen, será rebajado su importe de una instrucción general, en la que se refun- 
la cantidad en que fuese adjudicada, quedan- dan las prescripciones de la presente, las de 
do su pago de cuenta del comprador. la de 31 de mayo del año último , y demás 

4. ° Si el tenedor del crédito no alegase órdenes dictadas para la ejecución de las le- 
su derecho en la época y términos anterior- yes de I.° de mayo de 1855, 27 de febrero y 
mente expuestos, se venderá la finca como : 30 de abril últimos, y la de esta fecha. — Ma- 
libre de dicha carga, satisfaciéndose, en caso ■ dri.d 1 i de julio de 1856.» (CL. t. 69, p. 154.) 
de ser reclamada y declarada legítima, con 

los productos de los primeros plazos que se R. O. de 26 julio de 1856. 

realicen 

, , ' ' ,, . , . . . . Honorarios de peritos tasadores. 

Art. 28. Siempre que los administrado- 
res notasen que el arriendo existente de una (Hac.) «S. M se ha servido resol- 

finca estuviere hecho con tales condiciones ver que los colonos arrendatarios de fincas 
que su rescisión , conforme á la ley de 30 de comprendidos en el art. 2.° y 14 déla ley- 
abril último, haya de ocasionar la indemni- de 27 de febrero en el 14 de la de 11 del 
zacion equivalente al importe de dos amia- actual y en el 13 de la instrucción de la 
lidades ó mayores quebrantos se instruirá misma focha, á quienes se declare el domi- 
el oportuno expediente y oyendo al fiscal 1 nio útil y derecho de redencioq que no le 
de Hacienda y á la Junta provincial de ven- hubiesen reclamado antes de las operaciones 
tas, y remitiéndole á la Dirección general ■ que preceden al anuncio de la subasta en 
del ramo para la resolución que el Gobier- venta de las fincas designadas por la ley de 
no estime, con arreglo al art. 38 de la ley de mayo del año próximo pasado, son 
de esta fecha. ' obligados al pago de los derechos periciales 

Art. 29. Para todos los efectos 'de la y demás gastos que se hayan irrogado por 
cuenta y razón y rendición de cuentas, se su morosidad en hacer uso del que por la 
considerarán terminadas las operaciones de ley les corresponde; debiendo ser solamente 
enajenación de fincas y redención de censos, de cuenta de la Hacienda pública, y con car- 
desde el momento en que los compradores go al presupuesto especial de ventas, cuando 
satisfagan el primer plazo, suscriban Jos las solicitudes de redención de arrendarnien- 
oportunos pagarés de los sucesivos, ó ingre- tos, si: hayan intentado con anticipación á 
sen en las Tesorerías los respectivos á los las actuaciones de la subasta realizada , no 
bienes del Estado, y en la Caja' de depósitos obstante, por algún motivo especial é inevi- 
• ó sus sucursales de las provincias los corres- table. — De Real orden etc. — Madrid 26 de 
pondientes á los de las corporaciones civiles. 1 julio de 1856.» (CL. t. 69, p- 270.) 
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R. O. de 7 agosto de 1856. 

Por esta Real órden se modifican las fian- 
zas exigidas á los administradores do, bienes 
nacionales, ( CL . t. 09, p. 307.) 

R. O. de 31 agosto de 1856. 


Via contenciosa: reglas para evitar perjuicios. 

(Hac.) La Reina (Q. D. G.) se ha ente- 
rado de la consulta de V. I. referente á los 
perjuicios que puede ocasionar al Estado la 
suspensión de las ventas de bienes naciona- 
les con motivo de los recursos interpuestos 
ó une se 


l apareciese que no existe ningún derecho al 
' reclamante, atendidas las razones que ale- 
gue ó el título en que se funde , lo haga esa 
Dirección presente á este Ministerio para 
que consignándose la temeridad ó mala fé de 
aquel, pueda acordarse el cumplimiento de 
la resolución gubernativa sin perjuicio del 
resultado del asunto en la vía contenciosa. 

Y 3.° Que en los expedientes cuya ex- 
cepción se funde en los párrafos sexto y dé- 
cimo de la ley de l.° de mayo de 1855, se 
lleve á ejecución lo resuelto , sin ulterior re- 
curso , toda vez que el Gobierno es el único 


„ que se interpongan ante el Tribunal Su- ! juez para apreciar la oportunidad é improce- 
preino contencioso-adminislrativo contra las ' dencia de la excepción.— De Real orden etc. 
resoluciones gubernativas dictadas en los j - — Madrid 31 de agosto de 1856. (CL. t. 69, 


expedientes de excepción. 

Y considerando que las disposiciones vi- 
gentes establecen el principio de que las re- 
soluciones que se adopten en los negocios en 
que se ventilen recíprocas obligaciones de 
la Hacienda y de los particulares ó en que se 
controviertan derechos alegados por estos 
son revocables por la vía contenciosa, y la 
consecuencia de semejante principio , en el . 
caso de proponerse la demanda, debe ser 
por regla general la suspensión de los efec- 
tos de la Real orden resolutiva del expedien- 
te y la remisión de este al Tribunal ; que la ; 
tesorería indicada puede y debe sufrir modifi- 
caciones en su aplicación, en algunos casos, 
para evitar abusos ó el entorpecimiento de 
la marcha de la Administración y los daños 
que con él pudieran ocasionarse al Estado; 
tanto mas cuanto que este ofrece siempre se- 1 
gura garantía para reparar cualquiera per- ' 
juicio que infiera; y que las excepciones solo 
se fundan en la resolución reservada al Go- 
bierno en ios párrafos sexto y décimo del ar- 
tículo 2.° de la ley do i.° de mayo de 1855. 
Supuesto que el mismo Gobierno es el único 
juez de la procedencia y oportunidad de la 
medida , no solo debe ejecutarse lo que re- 
suelva , sino que contra su disposición no 
procede recurso en la vía contenciosa, por- 
que si los Tribunales pueden entender y juz- 
gar sobre los derechos de las partes conten- 
dientes en los casos indicados, carecen ab- 
solutamente de competencia para revisar me- 
didas de Gobierno en asuntos de convenien- 
cia pública ó de gracia , se ha dignado S. M. 
resolver , de conformidad con lo informado 
por el asesor general do este Ministerio: 

1 . ° ( Que cuando por haberse denegado la 
excepción en la vía gubernativa se entable la 
contenciosa , se suspenda por regla general 
la venta de la finca ó fincas de que se trate 
hasta la resolución definitiva del asunto. 

2. ° Que si del expediente gubernativo ' 


pág. 430.) 

R. O. de 8-18 setiembre de 1856. 


Se señaló hasta el 31 de octubre del mis- 
mo año, como término improrogable para 
que durante este período , y supuesta la so- 
licitud de redención hecha antes de haber 
espirado el plazo que se les concedió al efec- 
to , presentasen los colonos arrendatarios 
que se hallasen en este caso, los documen- 
tos justificativos de su reclamación. (CL. to- 
mo 69, p. 507.) 

R. O. de 23 setiembre de 1856. 

Suspendiendo ia venia de bienes del cloro. 

(Hac.) Temando en consideración altas 
razones de Estado que me ha expuesto e! 
Ministro de Hacienda , y de acuerdo con el 
Consejo de Ministros, vengo en decretarlo 
siguiente : 

Artículo l.° Se suspende, hasta que se 
resuelva lo que corresponda en la forma con- 
veniente , ia venta de los bienes del clero se- 
cular devueltos al mismo conforme á la ley 
de 3 de abril de 1845. 

Art. 2.° El Ministro de Hacienda queda 
encargado de la ejecución del presente de- 
creto, del que oportunamente dará cuenta 
á las Cortes. — Dado en Palacio á 23 de se- 
tiembre de 1856. (CL. t. 69, ja. 513.) 

R. D. de 14 octubre de 1856. 

Suspendiendo la ejecución de la ley de desamorti- 
zación. 

(Puesid. del C. de M.) Conformándome 
con lo propuesto por mi Consejo de Minis- 
tros, vengo en decretar lo siguiente : 

Artículo l.° Se suspende, desde hoy en 
adelante , la ejecución de la ley de desamor- 
tización de i. ó de mayo de 1855. 

Art. 2.° En su consecuencia, no se sa- 
cará á pública subasta finca alguna de las 
que dicha ley ordenaba poner en venta , ni 
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serán aprobadas las que se hallen pen- 
dientes. 

Art. 3.° El Gobierno propondrá á las Cór- 
tes Ja resolución definitiva sobre la observan- 
cia de dicha ley. — Dado en Palacio á 14 de 
octubre de 1855. (CL. t. 70, p. 80.) 

R. O. de 7 enero de 1857. 

Abono de derechos da tasaciones. 

(Hac.) Se resolvió que á los arquitectos, 
agrimensores y peritos se le satisiaciese la 
mitad de los derechos de tasaciones con ar- 
reglo á la R. O, de 20 de mayo de 1856, 
correspondientes á las fincas que hubieren 
apreciado hasta cuatro dias después de pu- 
blicados en el Boletín oficial de la respecti- 
va provincia los Rs. Ds. de 23 de setiembre 
y 14 de octubre del citado año anterior; siem- 
pre que hubieren entregado las certificacio- 
nes dentro del término marcado por el arti- 
culo 1 12 de la instrucción dé 31 de mayo de 
1855 y regla 6. a de la indicada Real órden. 
(CL. i. 71, p. 17.) 

Circ. de 8 junio de 1857. 
lint ruga de intereses de ventas á corporaciones civiles. 

La Dirección general de bienes naciona- 
les dispone: que del fondo de depósitos de 
dichas corporaciones se pague á los hospita- 
les, establecimientos de beneficencia, ins- 
trucción pública y Ayuntamientos, el 4 por 
100 de interés anual de las cantidades reali- 
zadas procedentes de sus bienes enajenados 
bajo las formalidades prevenidas en las re- 
glas circuladas por la Dirección general de 
contabilidad en 20 de abril último; y que si 
necesitan además parte del capital, ío pidan 
por conducto del Ministerio de la Goberna- 
ción. {CL. t. 7 ’, p 35.) 

R. O. de 2 julio de 1857. 

(Hac.) Haciendo mérito de la anterior 
circular de 8 de junio se declaró que los Go- 
bernadores podían disponer que se librase á 
los Ayuntamientos y establecimientos de be- 
neficencia los intereses vencidos al respecto 
del 4 por tOO anual de las cantidades reali- 
zadas procedentes de sus bienes vendidos. 
(CL. t. 73, p. 4.) 

R. Ó. de 7 agosto de 1857. 

Reglas para el pago del 4 por 100 á los pubblos... 

(Gob.) «Habiendo acudido á este Minis- 
terio varios pueblos en solicitud de que se 
les entregue al 4 por 100 délas cantidades 
realizadas por el producto de los bienes de 
propios enajenados en virtud de las leyes de 

1 .° de mayo de 1 855 y 11 de julio de A 856, 
reclamando al propio tiempo el todo ó parte 


del capital correspondiente al 80 por 100 que 
les pertenece, y teniendo presente que si 
bien esto último deberá ser objeto de otras 
disposiciones, es, sin embargo, de urgente 
necesidad el dictar las reglas convenientes 
para uniformar el pago del'4 por 100 referi- 
do, así como la parte que sea preciso tomar 
deí capital á los pueblos que expresamente 
lo soliciten, para completar su antigua renta, 
S. M. la Reina (Q. D. G.) se ha servido re- 
solver lo siguiente: 

1. ° Los Gobernadores de las provincias 
dispondrán que por las oficinas de Hacienda 
se proceda desde luego á practicar la liqui- 
dación de lo que corresponda percibir á los 
pueblos por el abono del 4 por 100 anual de 
las cantidades que hayan ingresado en Jas 
Tesorerías, como sucursales de la Caja de 
depósitos, procedentes de los bienes de pro- 
pios enajenados en virtud de las leyes de l.° 
de mayo de 1855 y 11 de julio de 1856. 

2. ° Esta liquidación comprenderá los in- 
tereses que se hayan devengado desde la ena- 
jenación de dichas fincas hasta 30 de junio 
último, los cuales serán inmediatamente sa- 
tisfechos á los pueblos interesados en la for- 
ma prevenida por la circular de la Dirección 
general de bienes nacionales de 8 de junio 
último. 

3. ° En lo sucesivo se harán las mismas 
liquidaciones y pago a! vencimiento de cada 
trimestre. 

4. ° Los pueblos que quieran completar 
la diferencia de lo que deben percibir en el 
presente año por razón del 4 por 100 de las 
cantidades realizadas por las mencionadas 
Tesurerías, tomando del capital lo que falte 
hasta cubrir lo que habría producido la ren- 
ta de las fincas vendidas en el período desde 
su enajenación al 31 de diciembre de 1857, 
formarán un expediente en que conste : pri- 
mero, el valor en renta de la finca, regulado 
por un quinquenio; y segundo, que el déficit 
producido por este concepto en los ingresos 
del presupuesto municipal no ha sido cubier- 
to en en los años anteriores ni en el presen- 
te con otros recursos ó arbitrios. 

5. ° Los que deseen tomar del capital la 
diferencia entre lo que les corresponderá co- 
brar en 1858 por razón del 4 por 100 y lo 
que Jes habría producido en renta sus fincas 
en el mismo período, lo solicitarán al formar 
el presupuesto para dicho año A fin de faci- 
litar esta operación y de poner al alcance de 
los pueblos todos los datos necesarios para fi- 
jar cou exactitud este déficit, los Gobernado- 
res dispondrán que se publique inmediata- 
mente un estado demostrativo de las cantida- 
des que deben ingresar en 1858 por el pro- 
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dudo de las ventas de los bienes de propios. 

6. ° Corresponde á los Gobernadores el 
exámen y aprobación de estos expedientes 
en los casos en que están autorizados para 
aprobar los presupuestos municipales con 
arreglo á la ley de Ayuntamientos, y al Go- 
bierno en los que la misma ley prefija, como 
exceptuados de esta autorización. 

7. ° Hasta tanto que por este Ministerio 
se dicten las disposiciones convenientes so- 
bre la entrega y aplicación que se ha de dar 
a! 80 por i 00 del producto de los bienes de 
propios enajenados, no se cursará ninguna 
instancia en que se pida el todo ó parte de 
este capital por los pueblos interesados, fue- 
ra de los casos previstos en las disposicio- 
siciones 4. a y 5. a de la presente circular. 
— De Real orden etc. — Madrid 7 de agosto 
de 1857. ( CL . t. 73, p. 152.) 

R. O. de 18 noviembre de 1857. 

Se declaró que no podía concederse per- 
miso para proceder á la venta de bienes de 
propios y comunes de los pueblos hasta que 
las Córtes acordasen lo que habia de ob- 
servarse sobre este asunto, mediante estar 
solamente en suspenso la ley de 1 ,° de mayo 
de 1855. {CL. t. U,p. 155.) 

R. O. de 26 abril de 1858. 

Premio de investigación de fincas. 

Atendiendo á que e.s innecesaria la 

cooperación de los comisionados subalter- 
nos de partido en la investigación, y á que 
generalmente es debido el descubrimiento de 
tincas á los trabajos de los comisionados de 
provincia, se resuelve: «que el premio de 3 
por 100 designado por el art. 81 de la ins- 
trucción de 31 de mayo de 1855 y el 2 ó el 
3 que marca el art. 13 de la R. Ó. de 10 de 
junio de 1856, se ntienda aplicable solo á 
los comisionados principales de ventas en 
los expedientes de investigación de bienes 
de su respectiva provincia » {CL. t. 78, pá- 
gina 378.) 

R. O. de 12 mayo de 1858. 

Aprobaudo la instrucción para la liquidación de ca- 
pitales y expedición de inscripciones 

(Hac.) «Habiéndose dispuesto en el ar- 
tículo 5.° del~ proyecto de ley de presupues- 
tos de este año, para cuya ejecución fué au- 
torizado el Gobierno por la ley de 26 de mar- 
zo último, que en equivalencia de los fondos 
y pagarés de propiedad de las corporaciones 
civiles, iugresados en el Tesoro basta enton- 
ces en virtud de las ventas de fincas y re- 
denciones de censos de su pertenencia, ve- 
rificadas conforme á las leyes de 1 ,° de mayo 


de 1855 y 11 de julio de 1856, y de los que 
ingresasen en lo sucesivo por electo de las 
nuevas adjudicaciones que se hagan de los 
bienes de igual procedencia, vendidos antes 
de expedirse el R. D. de 14 de octubre de 
1856, y cuybs remates quedaron, por tanto, 
pendientes "de aprobación , se expidan desde 
luego á favor d" dichas corporaciones ins- 
cripciones nominativas con iuleres de 3 por 
100, devengado desde l.° de enero último y 
pagadero por semestres vencidos al cambio 
de 100 rs. en inscripciones por 40 del ca- 
pital que resulte á favor de cada Ayunta- 
miento, establecimiento ó corporación, des- 
contando los pagarés al o por 100, segun lo 
establece, para los que los suscribieron, el 
art. 6.° de la citada ley de l.° de mayo de 
1855; la Reina (Q. D. fi!) deseando que ten- 
ga efecto á la mayor brevedad el pago á las 
expresadas corporaciones del precio de los 
bienes que les fueron vendidos, se ha servi- 
do aprobar la siguiente 

Instrucción 

á que deberán ajustarse las operaciones de liquida- 
ción de los capitales y do expedición de las inscrip- 
ciones que correspondan á ias corporaciones civi- 
les por los bienes V censos de su pertenencia ena- 
jenados y redimidos. 

CAPITULO PRIMERO. 

Disposiciones prel iminare s . 

Artículo 1 .° Tienen derecho las corpo- 
raciones civiles, á quienes les fueron vendi- 
dos sus bienes y cuya indemnización se ha 
dispuesto por la ley de 26 de marzo último. 

1. ° A que se liquide inmediatamente el 
capital procedente de las ventas de bienes y 
redenciones y ventas de censos de su perte- 
nencia, ejecutadas conforme á las leyes de 
l.° de mayo de 1855 v il de julio de 1856, 
adeudándoles las cantidades que les hayan 
sido entregadas y las que deban serles car- 
gadas, con arreglo á dichas leyes , á la de 27 
de^febrero de 1856 y á los reglamentos y de- 
más disposiciones sobre la materia, y acre- 
ditándoles hasta 31 de diciembre de 1857 el 
4 por 100 de interés al rebatir, establecido 
en el art. 24 de la ley de 1 1 de julio de 1856, 
y el importe de los pagarés pendientes de 
realización, con el descuento anual de 5 por 
100 segun sus vencimientos. 

2. fl ^ A que se les satisfaga el saldo que re- 
sulta á su favor en inscripciones intrasferi- 
ble de la renta del 3 por 100 al cambio- de 
100 rs. nominales por 40 efectivos. 

3. ° A percibir desde 1 .° de enero último 
la renta de todas las inscripciones que de- 
ban expedirse á su favor, aun cuando se de- 
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more la adjudicación de las fincas y aproba- 
ción de las redenciones de censos pendientes 
de este requisito y á cobrarla á su voluntad, 
bien en la Tesorería de la Deuda pública ó en 
la de provincia á que corresponda la corpo- 
ración ó establecimiento. 

4.° A percibir asimismo hasta el dia de 
la adjudicación de las ventas y formal izacio- 
nes consiguientes á la aprobación de las re- 
denciones de los censos los productos de 
linas y otros. 

-5. n A hacer uso de dichas inscripciones 
en los casos de utilidad reconocida y justifi- 
cada, previa la autorización del Gobierno y la 
conversión de aquellas en títulos del 3 por 
100 al portador. 

Art.. 2.° Por consecuencia de lo dispues- 
to en el artículo anterior, se tendrá pre- 
sente: 

1. ° Que desde l.° de enero último, en 
que empiezan á percibir las corporaciones 
civiles el 3 por 100 de interés de todas las 
inscripciones que deban expedirse á su favor- 
cesa el abono á las mismas del 4 por 100 de 
interés citado en el artículo anterior. 

2. ° Que, por el contrario, debe cargár- 
seles desde la expresada fecha de i .° de ene- 
ro de 1858, en que dará principio el abono 
de los intereses de las inscripciones, el 4 por 
100 de interés de demora por el tiempo que 
tarden en ser adjudicadas las fincas y forma- 
lizadas las redenciones de censos pendientes 
de este requisito. 

3. ° Que cesa igualmente el derecho que 
hasta aquella fecha tuvieron las corporacio- 
nes, según el art. 25 de la expresada ley de 
11 de julio de 1856, de reclamar del Tesoro 
cantidades á cuenta de los capitales de su 
pertenencia ingresados en el mismo, puesto 
que este los adquiere en propiedad pagándo- 
los en inscripciones. 

4. ° Que si en algún caso extraordinario 
creyese conveniente el Gobierno dar algún 
auxilio á los establecimientos piadosos que 
verdaderamente lo necesiten, mientras se li- 
quida el capital á que tengan derecho para 
emitir la inscripción ó inscripciones que les 
correspondan, las cantidades que perciban 
deben considerarse satisfechas por cuenta del 
mismo capital. 

5. ° Que en los casos de declaración de 
quiebras por falta de realización de los paga- 
rés, Jas fincas ó censos de que procedan de- 
ben considerarse de la propiedad del Estado 
con todas sus consecuencias. 

6. ° Y por último, que si después de la 
adjudicación de una finca ó redención de un 
censo se hicieren ó aceptaren reclamaciones, 
deben ser atendidas por las respectivas cor- 
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poraciones ó establecimientos; y en el caso 
de deber serlo por el Estado, $ste ha de rein- 
tegrarse de su importe, recogiendo la ins- 
cripción correspondiente y reduciéndola á su 
verdadero valor. 

CAPITULO II. 

Liquidaciones de créditos de las corporaciones 
civiles. 

Art. 3.° Las liquidaciones que den á co- 
nocer el importe de los capitales de )ac cor- 
poraciones civiles convertibles en inscripcio- 
nes intrasferibles, se dividirán en dos épocas, 
una comprensiva de todas las operaciones 
practicadas hasta fin de diciembre de 1857, y 
otra de las que se verifiquen desde l.° de ene- 
ro deí ano actual hasta que terminen las adju- 
dicaciones de bienes y formalizaciones consi- 
guientes á la aprobación de los censos redi- 
midos y vendidos que se hallaban pendientes 
de este requisito en aquella fecha. 

Las liquidaciones de ia primera época se 
practicarán desde luego, y las de la segunda 
se ejecutarán por períodos fijos, primero de 
fin de junio inmediato y después de trimes- 
tres. 

Art. 4." Las liquidaciones por fin de di- 
ciembre de 1857 comprenderán: 

d.° El saldo en efectivo que en e! mismo 
dia resulte á favor de cada establecimiento ó 
corporación. 

2. ° El importe integro de los pagarés de 
su pertenencia que en algún caso extraordi- 
nario hayan podido resultar vencidos y no 
realizados en la expresada fecha de 31 de di- 
ciembre de 1857. 

3. ° El importe líquido descontado el 5 
por 100 anual, de los pagarés de vencimien- 
tos posteriores al l.° de enero de 1858. 

4. ° La suma de estos conceptos. 

5. ° Las deducciones que corresponda 
hacer por las cantidades que hayan podido 
entregarse á las mismas corporaciones ó es- 

■ tablecimientos desde l.° de enero de 1858 
hasta el dia en que se cierre Ja liquidación á 
cuenta de los capitales ó intereses de 4 por 
100 devengados hasta fin de 1857; por docu- 
mentos representativos de capitales de cen- 
sos con hipoteca mancomunada, admitidos 
en pago de ios mismos bienes; por resto de 
los capitales de censos que, gravitando man- 
comunadamente sobre las fincas vendidas, 
hubieren optado los censualistas por su re- 
dención, conforme al art. 13 de la ley de 27 
de febrero de 1850, quedando el Estado res- 
ponsable á satisfacerlo á medida que si rea- 
licen los pagarés y por cualesquiera otros 
conceptos que deban disminuir el haber de 
dichas' corporaciones hasta lin de 1857, y de 
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que no se Ies hubiere hecho el cargo corres- 
pondiente en su cuenta. 

6.° El saldo efectivo ó capital líquido 
convertible en inscripciones. 

7 o Y por último, la cantidad nominal y 
renta de 3 por 100 que corresponda á cada 
establecimiento ó corporación por lo respec- 
tivo á la época que termina en fin de di- 
ciembre de 1857. 

Art. 5.° El fundamento y justificación de 
cada una de las liquidaciones de que trata el 
artículo anterior serán: 

1. ° Copia autorizada de la cuenta cor- 
riente y de interés al 4 por 100 que las Con- 
tadurías de Hacienda pública han debido 
llevar á cada corporación ó establecimiento, 
conforme á lo dispuesto en las Rs. Ords. de 
2 de abril y l.° de octubre de 1857, recti- 
ficándolas préviarnente, hasta cerciorarse de 
que se han hecho en ella todos los cargos ó 
abonos que corresponda, y de. que los saldos 
que ofrezcan son los verdaderos créditos á 
que tenían derecho por lo respectivo á la 
expresada época de fin de diciembre de 1857. 

2. ° Facturas de los pagarés que por cual- 
quier causa extraordinaria hubieren resul- 
tado entonces vencidos y no realizados. 

3. a Facturas de los pagarés que también 
existieran en la misma fecha, correspondien- 
tes á vencimientos posteriores , hayanse ó 
no realizado después, totalizados por años, 
con expresión dei importe del descuento de 
5 por 100 en cada uno, y con resúmen 
de resultados al final. 

4. ° Relación certificada de las cantida- 
des que deban deducirse del expresado saldo 
do fin de diciembre de 1857 , por opera- 
ciones y pagos ejecutados á cuenta de él con 
posterioridad á la misma, y por las recti- 
ficaciones de cargos que ofrezca la liqui- 
dación definitiva de esta época. 

S. 15 Y por último, certificaciones expre- 
sivas de los documentos representativos de 
capitales de censos con hipoteca manco- 
munada, admisibles en pago de ios bienes 
ó de los capitales á que. tengan derecho 
los censualistas de igual clase que hubie- 
sen optado por la redención, 

Art. 6.° Al examinar la cuenta corriente 
y de interés de 4 por 100 de cada estableci- 
miento ó corporación de que trata el primer 
precepto del artículo anterior, se tendrá 
presente: 

l.° Que en ellas han debido acreditarse, 
en las respectivas fechas de ingreso en las 
Tesorerías, las cantidades que, por efecto 
de la venta de los bienes , redención de 
los censos y descuento de pagarés á plazo de 
cada corporación ó establecimiento, se hayan 


recibido en metálico, billetes del Tesoro y 
documentos de pago de censos expedidos con 
arreglo á la ley de 27 de febrero de 1856. 

2 ó Que asimismo han debido adeudarse 
en ellas, en las fechas en que los fondos sa- 
lieron de las Tesorerías, las cantidades sa- 
tisfechas por cueDta de cada corporación ó 
establecimiento, en equivalencia de sus ren- 
tas ó del interés de 4 por 100 á que tenían 
derecho, y por auxilio para atender á sus ne- 
cesidades. 

3. ° Que igualmente han debido adeu- 
darse en dichas cuentas, en las fechasen 
que hayan tenido lugar si no se dedujeron 
del primer plazo en metálico de cada finca, 
ó por otro medio, los pagos ejecutados por 
premios de ventas y de investigación, y los 
documentos representativos de capitales de 
censos que se hayanadmit.ido en satisfacción 
de los plazos , según la expresada Jey de 27 
de febrero de 1856. 

4. ° Que si en algún caso se hubieren 
abonado en ellas por su total importe ios pa- 
garés descontados á los que los suscribieron, 
lia debido cargarse en la misma fecha el des- 
cuento de 5 por 100 que se les hizo. 

5. ° Que el abono del interés de 4 por 100 
ha sido recíproco; ha debido dar principio 
en la fecha del primer ingreso de cada cuen- 
ta y liquidarse y abonarse por fin de 1856 v 
de '1857. 

Art. 7.° Las liquidaciones de la segunda 
época, ó sea las respectivas á fin de junio pró- 
ximo y de los trimestres sucesivos, demos- 
trarán : 

1 , ° Las cantidades que durante cada uno 
de estos períodos ingresen ó se formalicen 
en las respectivas Tesorerías, por entregas 
en efectivo y como efectivo, y por anticipa- 
ción de plazos. 

2. ° El valor líquido de los pagarés de la 
misma procedencia que suscriban los intere- 
sados en las ventas y redenciones, demos- 
trando su importe nominal y el descuento de 
5 por 100 con que se abonan á las corpora- 
ciones y establecimientos. 

o.° El total de estos conceptos. 

4. ° Las cantidades que por cuenta de 
dichos ingresos se hubieren entregado á las 
mismas y que deban producirles cargo. 

5. ° Él importe del 4 por 100 de interés 
de demora á favor del Tesoro que se les car- 
gue, conforme á lo establecido en el art. 2._°, 
supuesto que desde l.° de enero de 1857 
perciben por completo los intereses de las 
inscripciones, y además han de utilizarse 
del producto de los bienes y censos basta el 
día de la adjudicación ó redención. 

6. ° El saldo ó cantidad que por este pe- 
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ríodo resulte á favor de cada Corporation. : 

7.° ¥ por último, el importe de la ins- 
cripción que en equivalencia deba expedirse 
al cambio de 1 00 por 40 y de la renta que 
le corresponda. 

Art. 8.° Como fundamento de las liqui- 
daciones de la segunda época, se establecerá 
por el semestre que termina en fin de junio 
próximo y por cada uno de los trimestres su- 
cesivos, mientras duren estas operaciones de 
adjudicación de las ventas y aprobación de 
los censos, una cuenta corriente á cada esta- 
blecimiento ó corporación, en las cuales, á 
las fechas de las operaciones, se les acredi- 
tarán las cantidades que por consecuencia de 
cada venta ó redención deban serles de abo- 
no, así en efectivo como por el importe liqui- 
do de ¡os pagarés, y se les adeudarán los au- 
xilios que en algún caso extraordinario pue- 
dan dárseles, los premios de venta é investi- 
gación y los demás gastos que por cuenta de 
ellas haya satisfecho ó deba satisfacerel Tesoro 

Al terminar el semestre ó trimestre res- 
pectivo, se liquidarán y cargarán en estas 
cuentas los intereses de demora al 4 por 100 
que correspondan al Tesoro, y se saldarán 
con la diferencia que baya de servir de tipo 
para emitir las inscripciones. 

Copias de estas cuentas y relaciones clasi- 
ficadas de sus resultados serán los justifican- 
tes que se unan á las liquidaciones á que se 
refieran. 

Art. 9.° Las liquidaciones serán forma- 
das y documentadas por las oficinas de pro- 
vincia; examinadas y aprobadas por las Jun- 
tas provinciales de ventas, prévia la acepta- 
ción y corformidad de los representantes de 
las respectivas corporaciones, competente- 
mente autorizados, y aprobadas definitiva- 
mente por la Dirección general de contabili- 
dad de Hacienda pública. 

Las respectivas á la primera época se ha- 
llarán terminadas ep el improrogabíe plazo 
de un mes, y las de ía segunda se ejecutarán 
durante el mes siguiente al último del perío- 
do á que correspondan. 

Art. 10. En el caso de que no hubiera 
conformidad en la fijación del saldo de las 
liquidaciones entre las Juntas provinciales de 
ventas, las Contadurías de Hacienda pública y 
los representantes de las corporaciones óes^- 
tahlecimientos, se consultarán los puntos de 
disidencia á la Dirección general de contabi- 
lidad, acompañando todas las observaciones 
que por una y otra parte se ocurrieran. 

Art. 1 1 . Además de las atribuciones que 
respecto de este servicio corresponden á los 
Gobernadores, como presidentes de las Jun- 
tas provinciales de ventas, tendrán á su car- 


go la remisión de las liquidaciones á la Di- 
rección general de contabilidad , á medida 
que sean aprobadas por aquellas, y se en- 
tenderán con esta autoridad en todo lo rela- 
tivo al examen y aprobación definitiva de di- 
chas liquidaciones. 

Art. 12. Corresponde á las Contadurías 
de Hacienda pública: 

1 . ° Examinar, rectificar y saldar las cuen- 
tas corrientes de la época hasta fin de di- 
ciembre de 1857, y disponer y llevar á efec- 
to, en la parte que les incumba, las opera- 
ciones de formaiizacion que procedan. 

2. ° Llevar á cada corporación ó estable- 
cimiento la cuenta corriente de la segunda 
época que se previene en el articula 8.°, y 
liquidarlas dentro de, los plazos que en el 
mismo se determina. 

3. u Formar y autorizarlas liquidaciones 
que hayan de servir de fundamento para la 
expedición de las inscripciones. 

4. ° Extender asimismo y autorizar Jas 
copias de las cuentas corrientes y las relacio- 
nes certificadas que fian de formar parte de 
su documentación, 

5. ° Mandar dichas liquidaciones docu- 
mentadas á las Juntas provinciales de ventas 
para su ex ámen y aprobación, y para que 
cuiden de que sean aceptadas por los repre- 
sentantes de las respectivas corporaciones ó 
establecimientos. 

Art, 13. A las Administraciones de pro- 
piedades y derechos del Estado corresponde: 

1. n Practicar todas las operaciones de 
descuentos de pagarés existentes en fin de 
diciembre de 1857. 

2. ° Formar las facturas de los pagarés 
ue puedan resultar vencidos y no realiza- 
os en fin de diciembre de 1857, de que tra- 
ta el precepto segundo del art. 5.°, y man- 
darlas á las Contadurías. 

3. ° Formar las facturas de los pagarés 
que existían en 1 de enero de 1858 de ven- 
cimientos posteriores al mismo día á que se 
refiere ei precepto tercero del mismo ar- 
tículo. 

4. ° Expedir y pasar á las Contadurías 
certificaciones demostrativas de los capitales 
de censos con hipoteca mancomunada admi- 
sibles en pago de los bienes sobre que gra- 
vitan ó de que hubiesen optado los censua- 
listas por su redención, expresando ei resto 
no entregado ó pendiente de pago. 

5. ° Expedir y pasar asimismo á las Con- 
tadurías certificaciones de las fincas y cen- 
sos descubiertos á las corporaciones y de 
los premios que por unas y otras se hubieren 
declarado a ios investigadores, estén ó no 

satisfechos. 
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6.° Practicar todas las operaciones de 
liquidación y descuento de pagarés de la 
época de l.° de enero último en adelante, y 
las que se refieran á cargos que en esta mis- 
ma época deban hacerse á Jas respectivas 
corporaciones 6 establecimientos, 

Art. 14. Las liquidaciones de que tratan 
los arts. 4.° al 8.° se extenderán y documen- 
tarán conforme á los modelos adjuntos, y se 
considerarán como parte integrante de esta 
instrucción las prevenciones que al pié de ; 
ellos se hacen. 

Art. 15, A medida que la Dirección ge- 
neral de contabilidad vaya aprobando las li- 
quidaciones, las remitirá con relaciones du- 
plicadas á ¡as oficinas de Ja Deuda pública, 
recogiendo una de ellas con el recibí del 
funcionario que las mismas designen. 

Las relaciones se dividirán en tres clases, 
á saber: de propios y Diputaciones provincia- 
les, de beneficencia y de instrucción pública. 
En cada una constará : 

1. ° La provincia de que procedan las 
liquidaciones. 

2. ° La corporación ó establecimiento 

acreedor. 

3. ° La cantidad de su crédito. 

4. ° La que le corresponda en inscrip- 
ciones. 

5. ° La renta anual de estas. 

CAPITULO III. 

Expedición de inscripciones y pago de 
intereses, 

Art; 16. Con presencia de las liquidacio- 
nes, las oficinas de la Deuda pública expedi- 
rán inmediatamente las inscripciones ¡ntras- 
feribles de renta del 3 por 100, pagadera 
desde l.° de enero de 1858, á que tengan 
derecho los establecimientos ó corporacio- 
nes; las remitirán á los tesoreros de las pro- 
vincias, considerándolos delegados suyos pa- 
ra el desempeño de este servicio, y cuidarán 
de que, con intervención de las Contadurías, 
los entreguen á los representantes de aque- 
llas, competentemente autorizados; recojan 
resguardos de haberlo verificado , y le den 
cuentas mensuales demotrativas de las ins- 
cripciones que reciben, de las que entregan 
y de las que obran en su poder. 

Art. 17. Terminadas las operaciones de 
expedición y entrega de las inscripciones, se 
convertirán en una sola las que se hubieren 
expedido a cada corporación ó establecimien- 
to, salvos aquellos casos especiales en que, 
por resoluciones de los Ministerios de la Go- 
bernación y de Fomento, según su caso, se 
acordare otra cosa. 

Art. 18. Los intereses de las inscripcio- 
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nos se satisfarán por punto general en la Te- 
sorería de la Deuda pública. Podrán pagarse, 
sin embargo, en las Tesorerías de Jas pro- 
vincias á que correspondan las corporacio- 
nes ó establecimientos, siempre que estas lo 
reclamen de las oficinas de la Deuda con un 
mes de anticipación al vencimiento del se- 
mestre. 

Art. 19. Cuando las corporaciones hayín 
de hacer uso de la facultad de enajenar las 
inscripciones, que les concede la última par- 
te del expresado art. 5.° del proyecto de ley 
de presupuestos del año actual, se instruirá 
e! oportuno expediente en Ja forma que se 
determine respectivamente, por los expresa- 
dos Ministerios de la Gobernación del Reino 
y de Fomento, los cuales darán cuenta al de 
Hacienda de ías resoluciones que recaigan, 
para que por este pueda disponerse lo con- 
veniente, á fin de que las inscripciones sean 
convertidas en títulos al portador de la ren- 
ta del 3 por 100. 

CAPITULO IV. 

Cancelación de las cuentas corrientes con las 

corporaciones civiles y pago de las obliga- 
ciones afectas rí los productos de sus bienes. 

Art.. 20. Por consecuencia de la adquisi- 
ción en propiedad por parte del Tesoro de 
los productos y pagarés de los mismos de 
corporaciones civiles ingresados en las cajas 
del Tesoro basta fin de 1857, practicarán 
respectivamente las Contadurías de Hacienda 
pública, las Tesorerías de provincia y Jas Ad- 
ministraciones de propiedades y derechos del 
Estado las operaciones siguientes: 

1 . a Terminadas que sean las liquidacio- 
nes de la primera época, se darán de baja en 
las cuentas de operaciones del Tesoro los 
créditos que aparecen de ellas en concepto 
de efectivo á favor de las expresadas corpo- 
raciones , justificándolo con certificación de 
la Contaduría de provincia en que se rela- 
cionarán los créditos por corporaciones y es- 
tablecimientos y se expresará que se'" han 
comprendido en sus respectivas liquida- 
ciones. 

2. a Continuarán figurando en las expre- 
sadas cuentas de operaciones del Tesoro, ' 
bajo la denominación con que ahora se com- 
prende, pero tachando las palabras Depósi- 

. tos en , Jos créditos por pagarés que eran de 
las expresadas corporaciones y que desde I - 0 
de enero último pertenecen ai Tesoro. 

3. a Se cuidará de formalizar el ingreso 
en las Tesorerías y de que figuren en las 
cuentas de ingresos y pagos y de operacio- 
nes del Tesoro, bajo'el expresado 'concepto, 
los pagarés de la misma procedencia que se 
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reciban en lo sucesivo, considerándolos en 
el mismo caso que los procedentes de los 
bienes del Estado, y de que figuren exis- 
tentes en las expresadas Tesorerías mientras 
no se realicen ó descuenten ó se les de otra 
aplicación , ya sea provisional ó definitiva. 

Arl. 21. Sin perjuicio de acreditar á las 
corporaciones civiles en las cuentas corrien- 
tes á que se refiere el art. 8 0 los productos 
en efectivo que por ventas de sus bienes y 
redención de sus censos hayan ingresado en 
las Tesorerías desde 1 ,° de enero ultimo , é 
ingresen en lo sucesivo, se considerarán es- 
tos ingresos en las cuentas de rentas públi- 
cas y del Tesoro con aplicación al concepto 
de producto de ventas en que se compren- 
den en el presupuesto especial de bienes na- 
cionales y obras extraordinarias del corrien- 
te año. 

Art. 22. Se considerarán en dichas cuen- 
tas de rentas públicas y del Tesoro público, 
como minoración de dichos productos , los 
pagos y formalizaciones que, con las forma- 
lidades coinpeteutes deban hacerse por cuen- 
ta de los mismos fondos, á saber: 

1 . ° Por suplemento á las corporaciones 
ó establecimientos á cuenta de los ingresos 
de su pertenencia. 

2. ° Por documentos representativos de 
créditos procedentes de censos mancomu- 
nados sobre varias lincas, exigibles del Te- 
soro, conforme al art. 13 de Ja ley de 27 de 
febrero de 1 856 . 

Art. 23. Los pagos que se hayan hecho 
desde í.° de enero citado, y deban hacerse 
por premios de ventas é investigaciones y 
demas gastos de dichos bienes, abonables 
por el Tesoro, se cargarán ai capítulo l de! 
expresado presupuesto especial de bienes ' 
nacionales y obras extraordinarias , en que i 
figura el competente crédito , haciendo los 
cargos de su importe á las corporaciones en 
las cuentas corrientes de que. tratan ios ar- 
tículos 6.° y 8.° — De Real orden lo digo á Y. 
para su inteligencia y efectos consiguientes; 
en el concepto de que las prescripciones de 
esta instrucción son obligatorias desde el día 
en que se reciba en las capitales de provin- 
cia la Gaceta en que se inserte. — Dios etc. — 
Madrid 12 de mayo de 1858. ( GL . t, 76, pá- 
gina 218.) 

R. O. de 20 mayo de 1858. 

Indemnizaoioües á compradores por gravámenes. .... ; 

(Hac.) Se aprueba por esta Real orden Ja j 
indemnización acordada por la Dirección ge- j 
neral de propiedades y derechos del Estado, i 
del importe del gravámen que resulta im- ¡ 
puesto en favor de la condesa de Perelada, 
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sobre varias fincas rústicas sitas en Angleso- 
la, vendidas por el Estado en concepto de 
libres etc. y á la vez se declara lo siguiente: .. 

«Asimismo es la voluntad deS. M. confor- 
mándose con lo consultado por la Junta de la 
Deuda pública, que para que en lo sucesivo 
se adopte una marcha constante y fija en las 
liquidaciones que hayan de practicarse para 
indemnizar á los compradores de bienes na- 
cionales, las cantidades que resulten á su fa- 
vor por las cargas con que aparezcan gra- 
vadas las fincas que en concepto de libres 
hubiesen rematado, ó por cualquiera otra 
circunstancia que produzca la devolución de 
alguna parte de los valores en que satisfa- 
cieron el precio de las mismas , se limite la 
Dirección general de propiedades y derechos 
del Estado, ó el centro directivo que entien- 
da en dichas reclamaciones, á declarar el de- 
recho que asista á los interesados para el 
reintegro de las cantidades que sean de abo- 
no, con referencia á los créditos en que se 
hubiesen satisfecho Jos pagos de los plazos 
de cada remate, siendo privativas de la Jun- 
ta de la Deuda pública todas ias operaciones 
consiguientes de designación y liquidación 
de las nuevas clases de valores en que, con 
arreglo á la ley de i.° de agosto de 1851, 
hayan de convertirse los créditos con que se 
satisfacieron los expresados remates.» (CL. 
t. 76, p. 450.) 

R. D, de 2 octubre de 1858. 

Restablece la ley de l.° de mayo de 1855, para los 
efectos de la desamortización civil. 

(Pres. del C. de M.) «Conformándome 
con lo propuesto por mi Consejo de Minis- 
tros, vengo en decretar Jo siguiente: 

Artículo 1.° Los predios rústicos y urba- 
nos de propiedad del Estado, los del secues- 
del ex-infaute D. Cárlos, los de beneficencia 
é instrucción pública , los de las provincias y 
propios y comunes de los pueblos, y los per- 
tenecientes á manos muertas de carácter ci- 
vil , declarados en estado de venta por la ley 
de l.° de inayo de 1855, continuarán ena- 
jenándose con arreglo á la misma lev y á la 
de il julio de 1856. 

Art. 2.° Hasta que las Córtes resuelvan 
los tipos de capitalización que en lo sucesivo 
hayan de regir, seguirán en suspenso la re- 
dención y venta de los censos, foros y lincas 
de arrendamientos anteriores al año de 1 800, 
declaradas como censos por el art. 2.° de Ja 
ley de 27 de febrero de 1856. 

Art. 3.° Se observarán los reglamentos, 
instrucciones y órdenes anteriormente dic- 
tadas para la ejecución de las mencionadas 
leyes de l.° de mayo de 1855, y 11 de julio 
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de 1856, en lo que se refieren á la venta de 
las fincas expresadas en el art,. l.° 

Art. 4.° El Gobierno dará oportunamen- 
te cueDta á las Córte* del presente Real de- 
creto, para cuyo cumplimiento se adoptarán 
por el Ministerio de Hacienda las disposicio- 
nes correspondientes. — Dado en Palacio á 2 
de octubre de 1858. (CL. t, 78, p. 8.) 

R. O. de 8 octubre de 1858, 

Nueva tasación de las fincas: Boletín de ventas. 

(Hac.) Se dispone que las íiücas que ya 
estaban tasadas y no vendidas cuando se ex- 
pidió el R. D. de 14 de octubre de 1856, 
vuelvan á lasarse toda vez que el trascurso 
del tiempo pudiera haber alterado sus condi- 
ciones. (CL. t. 78. p. 31.) — Por otra Real 
orden de la misma fecha se estableció de 
nuevo el Boletín oficial de ventas de bienes 
nacionales. (CL. t. 78, p. 33.) 

fí. O. de 18 octubre de 1858. 

Premios de investigación ó denuncia de bienes. 

(Hac.) «La Reina se ha servido 

resolver: 

1. ° Que los premios de investigación ó 
denuncias de bienes pertenecientes al Esta- 
do, at secuestro del ex infante don Carlos, á 
la beneficencia é instrucción pública, á ías 
provincias y propios y comunes de los pue- 
blos y demas manos muertas de carácter ci- 
vil, cuya venta se manda continuar por Real 
decreto de 2 de este mes, se satisfagan con 
arreglo á lo que determinan las leyes é ins- 
trucciones que rigen en la materia, siempre 
que los expedientes se hayan instruido y re- 
suelto con las formalidades y según el espíri- 
tu de aquellas, y muy particularmente al de 
la R. O. de 10 de junio de 1856. 

2. ° Que se practique la liquidación délos 
premios de investigaciones de bienes de ca- 
rácter eclesiástico, cuya enajenación sigue en 
suspenso, siempre que Jos expedientes se ha- 
llen también instruidos conforme á dichas le- 
yes, instrucciones y órdenes, regulando 
aquellos por la capitalización ai 5 por 100 de 
la renta que produzcan las lincas descubier- 
tas el día en que la Junta superior de ventas 
hubiere declarado procedente Ja investiga- 
ción ó denuncia rebajándose las cargas que 
resultasen y el 10 por 100 por gastos de ad- 
ministración; á menos que tasados los bienes 
con anterioridad, el premio que por esta ba- 
se proceda sea interior al que corresponda 
adoptando la de capitalización, en cuyo caso 
la liquidación se hará por aquella con las de- 
ducciones arriba expresadas. 

3. ° Que de los créditos que arrojen las 
liquidaciones á que se contrae el artículo an- 


terior se satisfaga la mitad por el Tesoro, con 
arreglo al cap. I, art. 2.° del presupuesto 
especial de gastos de bienes nacionales, con- 
siderándose estas entregas como provisiona- 
les, sin perjuicio de las mayores á que un dia 
tendrán derecho los comisionados,, investi- 
gador y denunciadores interesados en ellas. 

Y 4 . 0 Que el pago de estos créditos se ve- 
rifique por el orden de fechas en que la Jun- 
ta superior de ventas hubiese declarado el 
derecho al premio — De Real órden etc. Ma- 
drid 18 de octubre de 1858. (CL. t. 78, pá- 
gina 49.) 

Vire, de 28 octubre de 1858. 

Encarga la Dirección el cumplimiento de 
las leyes y disposiciones dictadas para llevar 
adelante la desamortización civil. 

R. O. de 1 S diciembre de 1858. 

Remesa de edictos á los Alcaldes. 

(Hac.) Conformándose la Reina (que Dios 
guarde) con lo expuesto por esa Dirección 
y por la Asesoría general de este Ministerio, 
se ha servido disponer que la remesa de los 
anuncios de ventas de lincas nacionales á los 
Alcaldes de los pueblos donde estas radiquen 
para que los hagan fijar en los sitios públicos 
de costumbre, cuyo envío se hacia por los 
comisionados de ventas, en virtud de lo pre- 
venido en la obligación 9. a marcada á estos 
en el art, 103 de la instrucción de 31 de ma- 
yo de 1855, se verifiquen en lo sucesivo por 
los Juzgados de la capital en cuyo estrado ha- 
yan de verificarse Jas respectivas subastas, á 
cuyo fin los comisionados pasarán á los ex- 
presados Juzgados el competente número de 
ejemplares del Boletín en que se haya publi- 
cado la venta de las fincan, para que”aquellos 
acuerden el auto de remesa á los Alcaldes, 
exigiéndoles recibo, extendiendo el escribano 
á continuación la oportuna diligencia de ha- 
ber puesto el pliego en el correo. — De Real 
órden etc. —Madrid 18 de diciembre de 1858. 
(CL. t. 78, p. 413.) 

R. O. de 20 diciembre de 1858. 

Anticipos de derechos de tasaciones. 

Se mandó que tanto los anticipos de la mi- 
tad de derechos corno los pagos de la segun- 
da mitad, se hagan por el Tesoro á los tasa- 
dores. Que las Tesorerías recauden de los 
compradores de lincas los derechos' de ta- 
saciones; y se proceda á formalizar los sal- 
dos de las cuentas de anticipaciones, coa 
ciertas formalidades de contabilidad. (CL. td 
mo 78, p. 413.) 
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R. O. de 27 diciembre de 1858. 

Enlréga de una anualidad de sus reDtas á las 
corporaciones. 

(Hac.) oLa Reina (Q. D. G.) se. ha ser- 
vido disponer que mientras se expiden á fa- 
vor de los Ayuntamientos, establecimientos 
de beneficencia é instrucción pública y de- 
más corporaciones civiles las inscripciones 
equivalentes á sus bienes vendidos antes de 
2 de octubre último, se les abone desde lue- 
go á buena cuenta de lo que Ies correspon- 
da percibir cuando aquellas inscripciones le 
sean entregadas, y con cargo al cap. III del 
presupuesto especial de bienes nacionales 
del corriente año, las cantidades que recla- 
men con sujeción á las reglas siguientes; 

1. a Se satisfará á dichas corporaciones 
una anualidad de la renta de sus bienes ena- 
jenados, según lo que resulta de las liquida- 
ciones que debieron formarse á virtud de 
lo dispuesto en R. O. de 17 de setiembre 
de 1857. 

Y 2. a A los establecimientos y corpora- 
ciones á quienes no se hubiese liquidado la 
expresada renta se les pague el 4 por 100 
del total importe de los fondos en metálico 
de su pertenencia que hayan tenido ingreso 
en las arcas del Tesoro, completándoles la 
diferencia hasta el importe de la renta de sus 
bienes, luego que acredíten la que les pro- 
ducía. — De Real orden etc. (Circulada en 10 
de febrero de 1859 por la Dirección.) ( CL . 
t. 79, p. 156.) 

R. O. de 13 enero de 1859. 

Sobre renuncia de remates. 

(Hac.) La Reina (Q. D. G.), confor- 

mándose con lo expuesto por esa Dirección 
general, por el asesor de este Ministerio y 
por la Sección de Hacienda del Consejo de 
Estado, se ha servido resolver que todos 
los rematantes de fincas de bienes nacio- 
nales, cuyas subastas quedaron pendientes 
de aprobación por efecto del R. D. de 14 
de octubre de 1856, y han sido ó sean ad- 
judicadas en virtud de Jo prevenido en los 
presupuestos generales del año próximo pa- 
sado, tienen derecho á renunciar todas ó 
parte de aquellas siempre que las hubie- 
ran adquirido bajo diferentes remates, é hi- 
ciesen dicha reclamación ante el Goberna- 
dor de la provincia en- que radicasen Jas 
fincas ó ante la Dirección general de pro- 
piedades y derechos Jel Estado, dentro del 
término cíe un mes á contar desde la fe- 
cha en que se publique esta disposición en 
los Boletines oficiales . — De Real órden etc. 


— Madrid 13 de enero de 1859. (CL. t. 79, 
pág. 74.) 

R. O. de 9 febrero de 1859. 

Derecho de hipotecas que ha de exigirse por la suce- 
sión de bienes del Estado. 

(Hac.) Se resuelve: «que en las sucesio- 
nes de bienes vendidos á plazos por el Esta- 
do se ha de exigir el derecho efe hipotecas 
del valor total de las fincas, deduciendo an- 
tes el importe de las cantidades que han de 
satisfacerse al Fisco en los plazos aun no ven- 
cidos.» (CL. t. 79, p. 149.) 

Circ. de 10 febrero de 1859. 

Se dispone por la Dirección el cumplimien- 
to de la R. 0. de 27 de diciembre último, 
dictando algunas reglas al efecto. 

Circ. de 10-15 febrero de 1859. 

Conformidad de las liquidaciones. 

(Hac.) Se manda que las corporaciones 
y establecimientos civiles deleguen persona 
que preste su conformidad en las liquidacio- 
nes del capital á que tieuen derecho por sus 
bienes enajenados, y como esta conformidad 
es necesaria para proceder á emitir las ins- 
cripciones nominativas de la renta del 3 por 
100 se resuelve: «que los Gobernadores con 
todo el lleno de su autoridad, resuelvan cuan- 
tos obstáculos se opogan al cumplimiento de 
este importante servicio, señalando á las cor- 
poraciones y establecimientos el improroga- 
ble término de un mes para que preslen ó 
nieguen su conformidad á las citadas liquida- 
ciones, advirtiéndoles que en otro caso se 
considerarán consentidas y aceptadas por los 
mismas para todos les efectos de la instruc- 
ción de 12 de mayo último.» (CL. 1. 19, pá- 
gina 183.) 

Ley de 1 1 marzo de 1859. 

Sobre redención y venta de censos pertenecientes ai 
Estado y corporaciones civiles. 

(Hac.) «Doña Isabel II etc. sabed: que las 
Cortes han decretado y Nos sancionado lo 
siguiente : 

Artículo 1 ,° La redención ó en su defec- 
to la venta de los censos eníitéulicos, consig- 
nativos y reservativos, los de población , ios 
íréudos,' foros, los conocidos con el nombre 
de carta de gracia, y todo capital, canon, 
renta ó prestación de naturaleza análoga per- 
tenecientes al Estado, al secuestro de don 
Carlos, á beneficencia, á iristrucion pública, 
á las provincias, á los propios de los pueblos, 
y á manos muertas de carácter civil, cuyos 
bienes fueron declarados en venta ó reden- 
ción por las leyes de l.° de mayo de 1855 y 
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27 de febrero de 1856, se harán en lo suce- 
sivo sobre las bases siguientes: 

Primera. Los censos cuyos réditos no 
excedan de 60 rs. anuos se redimirán al con- 
tado capitalizados al 8 por 100. 

Segunda. Los censos cuyos réditos exce- 
dan de 60 rs. se redimirán al contado capi- 
talizándolos al 6 1(2 por 100, y en término 
de nueve años y diez plazos iguales; capitali- 
zándolos al 4 y 80 céntimos por 100. 

Tercera. Los censos cuyos réditos se 
paguen en especie se regularán por el precio 
medio que haya tenido la misma especie du- 
rante el último decenio en el mercado de la 
cabeza del partido judicial en cuyo territorio 
el censatario esté obligado al pago; y cuando 
los censos consistan en un tanto de la pro- 
ducción, si para reducirlos á tipo lijo no fue- 
se posible indagar los productos del decenio, 
servirán los de! quinquenio, y en su defecto 
los del último bienio. 

Cuarta. Los censos cuyo canon <í interes 
anual exceda de 60 rs. y el tipo reconocido 
en la imposición excediese de 6 1¡2 por 
100, se redimirán según el mismo tipo de la 
imposición si el pago lo hiciesen al contado, 
y al 5 por 100 si lo verificasen en el térmi- 
no de 9 anos y 10 plazos iguales. 

Art. 2.° Se concede á los censatarios de 
la Península é islas Baleares el plazo de 8 
meses, y 10 á los de Canarias, para la reden- 
ción de los censos y demás prestaciones ó 
gravámenes contenidos en esta ley. 

Trascurridos dichos plazos se procederá á 
la venta en pública subasta bajo los tipos es- 
tablecidos en el artículo anterior. 

Art. 3.° Los censos impuestos á favor del 
Estado y de las corporaciones civiles é igno- 
rados antes de que los respectivos censata- 
rios, hubieren hecho su declaración á bene- 
ficio de las condiciones que para su reden- 
ción fijaban las leyes de l.° de mayo de 1855 
y 27 de febrero de 1S56 se redimirán con 
arreglo á los tipos y reglas establecidas en 
aquellas leves si los censatarios hubiesen he- 
cho sus denuncias untes de la promulgación 
de la presente ley. 

Los censos que se encuentren en igual 
caso y fueren denunciados por los censata- 
rios en lo sucesivo, se redimirán según Jos 
tipos de esta ley y demás prescripciones de 
la de 27 de febrero de 1856. 

Art. í.° Los que con anterioridad al Real 
decreto de suspensión de ventas de 14 de 
octubre de 1856 hubiesen pedido, al tenor 
de lo prescrito en el art. 221 de la instrucion 
de 31 de mayo de 1855, la redención de 
cualquiera de los censos ó cargas expresados 
en el art. 1 ,° de esta ley, y cuyas solicitudes 


consten en las relaciones nominales reunidas 
en el Ministerio de Hacienda, podrán redimir 
con arreglo á los tipos y reglas expresadas 
en las leyes de 1 0 de mayo de 1855 y 27 de 
febrero de 1856. Los, que no se encuentren 
en este caso, quedarán sujetos á las disposi- 
ciones de la presente ley. 

Art. 5.° Quedan vigentes en cuanto no 
se opongan á la presente ley, las disposicio- 
nes contenidas en las de l.° de mayo de 
1855,27 de febrero y 11 de junio de 1856, 
para la redención ó venta de los capitales y 
demás derechos anejos á ¡os censos y pres- 
taciones ó tributos de cualquiera especie, ex- 
presados en el art. l.° — Por tanto manda- 
mos etc. — Palacio á 11 de marzo de 1859 
(CL. t. 79, p. 241.) 

Ley de 1/ abril de 1859. 

Emisión de inscripciones intrasferibles á las corpora- 
ciones civiles. 

(Hac.) Por esta ley se concedieron 
Gobierno créditos extraordinarios por la suma 
de dos mil millones de reales, destinados al 
aumento del material de guerra y marina, á 
' la edificación y restauración de templos, y ¿ 
obras públicas. Se aplicaron por la misma á 
satisfacer dichos créditos (art. 6.°) entre 
otras cosas, l.° el importe total de pagarés 
á metálico de compradores de bienes nacio- 
nales por efecto de ventas anteriores á la ley 
de i.° de mayo de 1855. 2.° La suma tota] 
de pagarés de compradores de bienes del Es- 
tado, de corporaciones civiles y otras proce- 
dencias por ventas realizadas basta 2 de oc- 
tubre de 1858 con arreglo á las leyes de des- 
amortización del. 0 de mayo de 1855 y 11 de 
julio de 1856. Y 3.° el producto de las ventas 
hechas desde 2 de octubre de 1858 y que se 
hagan en lo sucesivo de las fincas, censos y 
foros del Estado, secuestros, instrucción públi- 
ca superior é inferior, beneficencia, y el 20 
por lOOdelos propios de los pueblos, eí de las 
dos terceras partes del 80 por 100 restante y 
de la totalidad de los de las provincias, de- 
ducidos los gastos de ventas, y la parte apli- 
cable á la amortización de la Deuda, según 
las dos leyes mencionadas. Como conse- 
cuencia de esto, be aquí lo que disponen los 
arts. 8.° y 9.° de esta ley : 

«Art. 8,° En equivalencia de! producto 
de la venta de fincas y redención de censos 
de corporaciones civiles, hechas hasta el día 
Y que se hicieren en lo sucesivo, emitirá el 
Estado, respectivamente á favor de cada «na 
de aquellas, inscripciones intrasferibles de la 
renta consolidada al 3 por 100, las cuales se 
les entregarán en las épocas y según las re- 
glas siguientes: 
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Primera. Se entregarán desde luego á 
cada corporación inscripciones con interés' 
desde l.° de enero de 1858, computadas al 
cambio de Í00 rs. nominales por 40 del ca- 
ita! líquido que resulto á su favor, después 
e descontados al 5 por 100 al año los paga- 
rés de su pertenencia, provenientes de ven- 
tas hechas hasta 2 de octubre de 1858, se- 
gún lo dispuesto en la ley de presupuestos 
de este último año. 

Segunda. Se entregarán también desde 
luego á cada establecimiento de beneficencia 
é instrucción pública inferior, por las ventas 
hechas desde 2 de octubre de 1858 hasta la 
publicación de esta ley y sucesivamente por 
las que en adelante se realicen en el mo- 
mento en que los' bienes existentes fueren 
enajenándose, inscripciones cou interés des- 
de el dia de la adjudicación de las respecti- 
vas subastas por una renta al año igual á la 
líquida que produjeran en e! último arrenda- 
miento. 

Tercera. En cambio de las inscripciones 
que recibieren los establecimientos, según 
la regla anterior, computadas al precio de la 
Bolsa de Madrid el día de la adjudicación de 
la subasta, se aplicarán al Tesoro el princi- 
pal é intereses de los pagos realizados por 
los compradores y ia cantidad necesaria de 
pagarés de Jos vencimientos mas próximos 
descontados á 6 por 100 al año. 

Cuarta. Ulteriormente, á medida que se 
realicen los pagarés restantes, hechas las 
aplicaciones necesarias á cubrir las inscrip- 
ciones dadas á los establecimientos, según 
las bases anteriores, se les entregarán las 
demás inscripciones que correspondan, va- 
loradas a! cambio medio de dicha Bolsa en el 
mes anterior al del ve Acimiento de los paga- 
rés y con interés desde la misma fecha. 

Quinta. Si el aumento de renta que ob- 
tenga cualquiera de los establecimientos ex- 
presados con la venta de sus lincas no com- 
pensase la disminución que en la misma pu- 
diera experimentar por la redención de sus 
censos, será de cuenta del Estado el abono 
de ia diferencia de renta que contra el esta- 
blecimiento resultare. 

Sexta. Se entregarán desde luego á los 
pueblos y provincias, en equivalencia de lo 
que alcancen por intereses y por las dos ter- 
ceras partes del principal de los cobros rea- 
lizados por las ventas hechas desde 2 de oc- 
tubre de 1858 hasta la publicación de esta 
ley, y sucesivamente por las dos terceras par- 
tes délos pagarés que vayan venciendo por 
ventas heciras, ó que se realicen desde aque- 
lla fecha, inscripciones valoradas al cambio 
medio de la Bolsa de Madrid ene! mes.ante- 

Tomo V. 


rior al del vencimiento de los respectivos 
pagarés, y con interés desde la fecha de este 
vencimiento. 

Sétima. El importe de la tercera parte 
restante de los cobros realizados ó qiue se 
realicen por ventas de los bienes de los pue- 
blos y provincias, se reservará en la Caja de 
depósitos, á interés de 4 por 100 al ano, á 
disposición de los respectivos pueblos y pro- 
vincias, los cuales podrán usar de él en la 
forma y con la autorización que correspon- 
da, según las disposiciones vigentes. A los 
pueblos que no hubiesen usado de esta re- 
serva á la fecha dei vencimiento del último 
pagaré se les entregarán inscripciones valo- 
radas al cambio medio de ia Bolsa de Madrid 
en el mes anterior al del último vencimiento 
por el principal é intereses del todo ó de 
la parte de reserva de que no hubiesen he- 
cho uso. 

Octava. Las inscripciones que se entre- 
guen á las corporaciones mencionadas, se- 
gún las reglas anteriores, podrán enajenarse, 
previa su conversión éu títulos al portador, 
en los casos de necesidad ó utilidad justifica- 
das y reconocidas, con sujeción á las leyes y 
reglamentos que estuvieren vigentes. 

Novena. A las corporaciones que se ha- 
llasen obligadas al cumplimiento de compro- 
misos válidamente contraídos con arreglo á 
las leves de i ° de mayo de 1 855 y 1 i de ju- 
lio de 1856 para destinar el todo ó parte de 
sus bienes de propios á la ejecución de algu- 
na obra de utilidad pública, votada por algu- 
na ley especial, se les entregarán desde lue- 
go títulos al portador por la cantidad liquida 
que á su favor resulte, después de haberles 
descontado lo que deben reintegrar al Esta- 
do por las subvenciones concedidas á empre- 
sas de ferro-carriles. 

Art. 9.° El pago de intereses de las ins- 
cripciones que se entreguen á los pueblos y 
establecimientos citados será domiciliado en 
las Tesorerías de las respectivas provincias, 
admitiéndose aquellos en cuenta de las con- 
tribuciones á las corporaciones que quieran 
cubrirlas en esta forma.» (CL. £. 80, p. 33.) 

R. O. de 3 mayo de 1859. 

Las cargas de misas y aniversarios no están compren- 
didas en la ley de desamortización. 

«He dado cuenta á S. M. de varias recla- 
maciones interpuestas respecto de la equivo - 
cada inteligencia con que algunos adminis- 
tradores de propiedades y derechos del Es- 
tado proceden , exigiendo la realización de 
cargas que pesan sobre la propiedad parti- 
cular , conocidamente aplicables á cubrir 
misas , aniversarios y otros sulra gios pura 
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mente espirituales, y en su vista, la Reina 
(Q. Di G.) se ha servirlo resolver que, no es- 
tando dichas cargas comprendidas en las le- 
yes de desamortización de l.° de mayo de 
1855 y de 11 de julio de 1850, ni refiriéndose 
por consecuencia á ellas las prescripciones 
de incautación y recaudación dictadas para 
ios demás bienes destinados a cubrir las obli- 
gaciones del culto y clero general del Estado, 
se adopten por esa Dirección las medidas 
conducentes á evitar dicha equivocada inte- 
ligencia en que se hallan los agentes provin- 
ciales del ramo, proviniéndoles que se abs- 
tengan de ejercer toda gestión relativa á la 
recaudación de las expresadas cargas cuando 
conocidamente estén afectas á cubrir obliga- 
ciones de misas, sufragios y demás objetos 
espirituales. — De Real orden etc. — Madrid 3 
de mayo de 1859 (■!}. (Bol. of. de Valencia 
de 17 de mayo.) 

R. O. de 14 junio de 1859. 

Sobre aprobación üe remaLes. 

(Hao.) S. M se ha servido dis- 

poner: 

«l.° Que recibidas que sean por los Go- 
bernadores las órdenes de Ja Dirección apro- 
bando los remates de fincas que hayan que- 
dado en el mejor postor de la subasta cele- 
brada en Madrid, las pasen en el mismo din 
á los comisionados, y estos á su vez á las 
Administraciones de propiedades, para que 
se efectúe la liquidación de cargas á tenor 
de lo prevenido en el arl. 141 de la instruc- 
ción de 31 de mayo de 1855. 

2. ° Que las expresadas Administracio- 
nes practiquen dicha operación dentro de 
los tres dias precisamente que marca el ar- 
tículo 144 expidiendo la oportuna certifica- 
ción, que, con el V.° 13. 0 del Gobernador, 
será remitida á la Dirección, la cual la pasa- 
rá al comisionado principal de ventas de Ma- 
drid para que, uniéndola al expediente de su 
razón, remita este al juez ante quien tuvo 
lugar la subasta, para que él mismo dispon- 
ga que inmediatamente se haga la notifica- 
ción al comprador. 

3. ° Que hecha esta según previene el 
artículo 14(3, el escribano lo avise al comi- 
sionado en la provincia donde radique la lin- 
ca con el objeto de que trascurridos los quin- 
ce dias marcados en el arl. 145 sin haberse 
presentado el comprador á ingresar en Te- 
sorería el importe del primer plazo, solicite 
del Gobernador la declaración en quiebra 


(i) Véase 6n aclaración de esta Real Orden 
la de 27 de agosto de 1802. 


de la finca, según previene el arl. 159 y 
el 160. 

Y 4.° Que los expresados comisionados 
de las provincias den parte á los jueces de 
Madrid de si los compradores se han presen- 
tado ó no á realizar el primer plazo, á fin de 
que, según su caso, exijan ó no la respon- 
sabilidad personal impuesta por los arts. 38 
y 39 de. la ley do 11 de julio de 1856. — De 
Real orden "etc.— Madrid 14 de junio de 
1859. ( Circulada en 30 por la Dirección.) 

R. O. de i. 0 julio de 1859. 

(Hac.) «La Reina (Q. D. G.) se ha servi- 
do aprobar la siguiente 

instrucción 

para llevar á efecto lo dispuesto en la ley de l_ 4 de 
abril ile 1859, con objeta de indemnizar á las cor- 
poraciones civiles dei producto de sus bienes ena- 
jenados antes y después ilel 2 de octubre de 1858. 

CAPITULO PRIMERO. 

De las indemnizaciones por ventas de fincas y 
redenciones de censos anteriores d 2 de octu- 
bre de 1858. 

Artículo l. u Según lo dispuesto en la re- 
gla 1. a , art. 8A de la ley de l.° de abril de 
1859 se. emitirán desde luego á favor de ios 
establecimientos de beneficencia é instruc- 
ción pública inferior, inscripciones intraslé- 
ribles de la Deuda consolidada interior al 3 
por 100, al cambio de 100 rs. nominales por 
40 electivos del capital que resulte á su fa- 
vor, deducidos gastos de ventas y desconta- 
dos los pagarés á 5 por 1 00 al ario por todos 
los bienes de su pertenencia enajenados has- 
ta 2 de octubre de 1858, aun cuando las ad- 
judicaciones de las fincas, ó la aprobación 
de las redenciones de los censos hubieren 
tenido lugar con posterioridad á la misma 
fecha. 

Se emitirán inscripciones de Ja misma cla- 
se á favor de los pueblos por el 80 por 100 
de los bienes de sus propios y á favor de las 
provincias por la totalidad de los de su per- 
tenencia, enajenados de la expresada época. 

, Art. 2.° Las Contadurías de Hacienda 
pública incurrirán en responsabilidad sien 
el término de un mes, contado desde el din 
en que se les comunique la presente instruc- 
ción, uo hubieren pasado á icfs Gobernado- 
res todas las liquidaciones de corporaciones 
civiles que, con arreglo á las prescripciones 
de la U. lnst. de 12 de mayo de 1858, han 
debido formar hasta fin del cuarto trimestre 
del mismo ano. La responsabilidad recaerá 
sobre las Administraciones de propiedades y 
derechos del Estado, sí se acreditase qub no 
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habían entregado oportunamente ajas Con- 
tadurías las facturas de pagarés y demás do- 
cumentos con que deben justificarse las li- 
quidaciones, según la citada instrucción. 

Art. 3.° Los Gobernadores de provincia 
adoptarán cuantas disposiciones fueren opor- 
tunas para que Jas Juntas de ventas exami- 
nen, sin la menor demora, las liquidaciones 
que les hubiereu pasado ó les pasen las Con- 
tadurías de Hacienda pública, y para que las 
corporaciones civiles les presten su confor- 
midad ó expongan lo que estimen convenien- 
te á su derecho. Si no lo hicieren en el tér- 
mino de un mes, á contar desde el dia en 
que se les llame al efecto por anuncio en el 
Boletín oficial , se entenderá que se confor- 
man con los resultados de las liquidaciones, 
y los Gobernadores remitirán estas á la Di- 
rección general de contabilidad. 

Art. 4. ü Las Contadurías de Hacienda pú- 
blica continuarán formando liquidaciones 
trimestrales, conforme á las disposiciones y 
modelo núm. 4 de Ja R. Inst. de 12 de mayo 
de 1858, si después de l.° de enero de 1859 
se hubiere formalizado el pago de alguna 
venta ó redención efectuada antes del 2 de 
octubre de 1858; pero en este caso, el 4 por 
100 de demora á favor del Tesoro por los in- 
gresóos en metálico y el 5 por lüO de des- 
cuento de los pagarés,.. partirán de la expre- 
sada fecha de 1." de enero de 1859. 

Art. 5.° Todas las inscripciones intrasfe- 
ribles de Deuda del 3 por 100 á favor de cor- 
poraciones civiles por bienes enajenados bas- 
tas de octubre de 1858, se emitirán con in- 
terés desde l.° de enero de 1859. Los esta- 
blecimientos y corporaciones percibirán los 
intereses de 1858 que les correspondan sobre 
el capital representativo de dichas inscrip- 
ciones, con arreglo á lo que se dispone eael 
art. 33 de esta instrucción. 

Art. 6.° Las Contadurías de Hacienda 
pública anotarán en un libro arreglado al 
modelo adjunto núm. 1, los resultados de las 
liquidaciones que hayan practicado ó practi- 
quen á cada corporación ó establecimiento, 
y las inscripciones que se Íes entreguen. 

Art. 7.° A pesar de lo dispuesto en los 
articules 15 y 16 de la instrucción de 12 de 
mayo de 1858, las liquidaciones generales 
quedarán en la Dirección general de conta- 
bilidad, única encargada de su examen y 
aprobación. 

Terminadas estas operaciones, la expresa- 
da Dirección remitirá a la de la Deuda extrac- 
tos de las liquidaciones parciales de cada una 
de las corporaciones en cuyo favor han de ¡ 
emitirse inscripciones de la renta del 3 por 
100, Cira relaciones por duplicado délas mis- i 


mas liquidaciones, recogiendo al entregarlas 
una de dichas relaciones con el recibí del 
funcionario que ai efecto designe la Dirección 
general de la Deuda. 

Art. 8.° Si el importe de ios intereses de 
las inscripciones que se emitan á favor de 
cada establecimiento de beneficencia ó de 
instrucción pública inferior por sus bienes 
enajenados hasta 2 de octubre de 1858, no 
cubriese la renta líquida que ios mismos bie- 
nes le producían, ya porque el aumento de 
renta que hubiere obtenido por la venta de 
fincas no compensase la disminución ocasio- 
nada por la redención de censos, ó ya porque 
no tuviese ó no se hubiere enajenado linca 
alguna, se emitirá otra inscripción por Ja 
cantidad necesaria á completar la antigua 
renta que por los censos redimidos disfruta- 
seo los establecimientos, procediéndose para 
ello en la forma siguiente: 

1. ° El establecimiento que se hallare en 
dicho caso presentará a la Administración de 
propiedades y derechos del Estado de ia pro- 
vincia, relación de los bienes que le hubieren 
sido enajenados hasta 2 de octubre de 1858, 
declarando no poseer ningún otro de ios 
comprendidos en Jas leyes de l.° de mayo de 
1855 y 11 de julio de 1856, ó acompañando 
relación de Jos que aun poseyera en aquella 
fecha. 

2. ° Las Administraciones de propiedades 
y derechos del Estado pasarán alas Contadu- 
rías de Hacienda pública las relaciones pre- 
sentadas por les establecimientos, después 
de estampar á continuación el rédito anual 
de cada censo redimido y la renta que pro- 
ducía cada finca enajenada, si hubiere algu- 
na, las fechas de las respectivas redenciones 
y adjudicaciones, y nota de no resultar por 
los inventarios, que el establecimiento poseía 
otros bienes que los vendidos ó los que apa- 
rezcan de la relación que acompañe de los 
no enajenados en 2 de octubre de 1858. 

3. ° Las Contadurías de provincia, así que 
reciban las mencionadas relaciones, pasarán 
un ejemplar á las Administraciones princi- 
pales de Hacienda pública, las que se Jo devol- 
verán estampando á continuación la utilidad 
líquida figurada á las fincas y censos en los 
amillaramientos de la contribución territorial 
de los años en que fueron vendidas ó redimi- 
dos, y el tanto á que salió la misma contri- 
bución ; procederán en lo demás según de- 
terminan ios arls. 10 y 11 -de la presente ins- 
trucción; y fijada la renta liquida, conforme 
á las prescripciones del* art. 13 de la misma, 
formarán una liquidación que demuestre: el 
importe de dicha renta líquida; el de ios in- 
tereses anuales de las inscripciones emitidas 
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á favor del establecimiento , y la diferen- 
cia ó salde que á favor de este resulte. Estas 
liquidaciones, con sus justificantes, serán re- 
mitidas á la Dirección general de contabilidad 
por conducto de los Gobernadores, prévia la 
conformidad de los establecimientos. 

4.° La Dirección general de contabilidad 
examinará dichas liquidaciones, y si merecie- 
sen su aprobación, remitirá Jos extractos cor- 
respondientes á las oficinas de la Deuda pu- 
blica. 

Y 5.° La Deuda pública emitirá á favor 
del establecimiento respectivo una inscrip- 
ción de Deuda del 3 por 100 por el saldo de 
la liquidación, expresando en ella que pro- 
cede de diferencia entre el importe de la ren- 
ta líquida que producían al establecimiento 
los bienes enajenados hasta 2 de octubre de 
1858, y e! de ios intereses de las inscripcio- 
nes que en equivalencia del producto de los 
mismos bienes se hayan emitido á su favor. 

Si aun resultasen bienes de propiedad del 
establecimiento, se reintegrará el Estado del 
valor do, estas inscripciones cuando se verifi- 
que la enajenación de aquellos, dado caso 
que su valor exceda del de las inscripciones 
que, para asegurarles la renta de los mismos 
bienes habrán de emitirse. 

CAPITULO II. 

De la indemnización á los establecimientos de 

beneficencia ¿ instrucción pública inferior 

del producto de sus bienes enajenados desde 

2 de octubre de 1858. 

Art. 9.° Las Administraciones de propie- 
dades y derechos del Estado, así que reciban 
la presente instrucción, formarán por dupli- 
cado y pasarán á las Contadurías de Hacien- 
da pública relaciones de las fincas y censos 
de cada establecimiento de beneficencia é 
instrucción pública inferior, vendidas ó redi- 
midos desde 2 de octubre de 1858; verificán- 
dolo en lo sucesivo en fin de cada mes de las 
ventas ó redenciones que hayan tenido lugar 
durante el mismo. 

Estas relaciones se ajustarán al modelo que 
acompaña, núm. 2, y expresarán: 

Respecto á fincas. 

Su clase y situación; 

Su producto en arrendamiento; 

El nombre del rematante; 

La cantidad líquida en que filé subastada, 
deducidas cargas; 

La fecha de la adjudicación; 

La del ingreso del primer plazo al conta- 
do, y su importe; 

La parte aplicada al Tesoro por premios y 
gastos de ventas; 


Lo que además hubiere satisfecho al con- 
tado si el comprador descontó alguno ó al- 
gunos plazos. 

El número de pagarés, su importe y ven- 
cimientos. 

Respecto á censos. 

El rédito anual de cada uuo; 

El nombre del censatario; 

La hipoteca sobre que estaba impuesto; 

El tipo de la redención; 

El importe de la capitalización; 

La cantidad realizada en Tesorería y la fe- 
cha del ingreso; 

El importe del premio y gastos de re- 
dención; 

El número de pagarés, su importe y ven- 
cimientos sí la redención no hubiere sido al 
contado. 

Art. 10. Las Contadurías pasarán uno de 
los ejemplares de las relaciones de que trata 
el artículo anterior á Jas Administraciones 
principales de Hacienda pública , las que se 
lo devolverán en un término breve, que no 
podrá exceder de ocho dias, estampando á 
continuación la utilida Ilíquida que se figure 
á cada una de las fincas en Jos ainillaramien- 
tos de la contribución territorial y el tanto 
de esta y sus recargos que para el año cor- 
riente hubiere sido impuesto así por las uti- 
lidades de las fincas como por los censos. 

Art. 11. Las Contadurías de Hacienda 
pública se dirigirán también á los mayordo- 
mos, patronos ó representantes de ios esta- 
blecimientos y corporaciones, para que en el 
caso de que algún arrendatario de las fincas 
vendidas estuviese obligado á satislácer la 
contribución, lo acrediten exhibiendo testi- 
monio de la escritura ó contrato de arrenda- 
miento en que conste. Si no lo hubieseD ve- 
rificado á los diez dias de la reclamación de 
la Contaduría, se entenderá que ninguno 
de los arrendatarios se encontraba en aquel 
caso. 

Art. 12. Las mismas Contadurías forma- 
rán por duplicado y remitirán á la Dirección 
general de contabilidad, por conducto de los 
Gobernadores de provincia, relaciones arre- 
gladas al modelo núm. 3, en que aparezca: 

La clase de bienes enajenados desde 2 de 
octubre de 1858; 

Los nombres de los compradores de las 
fincas y los de los que hayan redimido ó com- 
prado los censos, y las fechas de los prime- 
ros pagos por cuenta de las adjudicaciones y 
redenciones; 

La renta líquida anual que producían las 
fincas y censos; 

El capital nominal de las inscripciones que 
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deban emitirse para que produzcan al 3 por 
100 un interés igual á dicha renta líquida, y 
el interés que devenguen en el semestre cor- 
riente á contar desde las fechas en que ha- 
yan tenido lugar los primeros pagos por 
efecto de las adjudicaciones ó redenciones. 

Justificarán estas relaciones los ejemplares 
de las formadas por las Administraciones de 
propiedades y derechos del Estado en que 
las de Hacienda pública hubiesen anotado 
las utilidades líquidas de cada finca y el tan- 
to de contribución, segnn lo que resulte de 
los amillaramientos de la territorial. 

Art. 13 Para determinarla renta líqui- 
da anual de las fincas y censos deducirán 
las Contadurías el tanto de la contribución, 
si no se hubiere hecho constar por las es- 
crituras ó contratos de arrendamiento que 
estuviese obligado el colono á satisfacerla. 
-En las fincas no arrendadas se entenderá 
por renta anual las utilidades líquidas, dedu- 
cida la parte del cultivo, si ya no lo estuvie- 
se, porque figuren en el amiUaramiento de 
la contribución territorial, descontando el 
tanto de esta. 

Art. 14. La Dirección general de conta- 
bilidad examinará y aprobará, si no ofrecie- 
sen reparo, las relaciones que !e remitan las 
Contadurías , pasando los dos ejemplares á 
las oficinas de la Deuda pública, las que emi- 
tirán desde luego á favor del respectivo es- 
tablecimiento una inscripción intrasferible 
de Deuda del 3 por 100, representativa del 
capital nominal que aparezca en la relación, 
con interés desde el inmediato semestre, y 
expresando por nota el importe de los inte- 
reses que, según !a liquidación practicada 
en las mismas relaciones, deba ser satisfe- 
cha por el semestre corriente. 

Emitidas las inscripciones se remesarán 
por las oficinas de la Deuda á las Tesorerías 
de las provincias respectivas, con un ejem- 
plar de Jas relaciones en el cual habrán fija- 
do las mismas oficinas de la Deuda el cam- 
bio medio á que el 3 por 100 consolidado 
se hubiere cotizado en la Bolsa de Madrid 
en los dias de la adjudicación de las subas- 
tas. Debiendo según la regla 2. a del art. 8.° 
de la ley de l.° de abril último, considerarse 
para la fijación del cambio regulador el din 
de la adjudicación de las subastas; se enten- 
derán estas realizadas en las fechas en que 
se efectúe por los compradores el pago del 
primer plazo de los bienes que le fueron ad- 
judicados. 

Art. 15. Los tesoreros de provincia, con 
intervención de las Contadurías, harán la 
entrega de las inscripciones á los legítimos 
representantes de los establecimientos, y 


rendirán á las oficinas de la Deuda una 
cuenta especial de inscripciones de renta' del 
3 por 1 00 á favor de corporaciones civiles. 

Art. 16. Antes de verificarse la entrega 
de las inscripciones á los establecimientos ó 
corporaciones á quienes correspondan, las 
Contadurías de Hacienda pública practicarán 
una liquidación conforme al modelo núm. 4, 
que fijando el capital efectivo que aquellas 
representen , según los cambios determina- 
dos por las oficinas de la Deuda, aplicarán á 
cubrirle laltantidad líquida en metálico que 
hubieren tenido ingresoenTesoreríay los pa- 
garés de vencimientos mas próximos que 
fueren necesarios, descontados al 6 por 100 
al ano, 

Al dorso de los pagarés descontados se 
estampará el sello de la Contaduría y una 
nota que diga : «Adjudicado al Tesoro en 
pago de una inscripción de renta de 3 por 
100.» En los pagarés no adjudicados en to- 
talidad, se añadirá: «Por la cantidad de,,,,, 
quedando rs. vn á favor de » (el esta- 

blecimiento ó corporación á que pertenez- 
ca). Esta nota sera suscrita por el tesorero y 
contador de. la provincia. 

Además del capital efectivo que repre- 
senten las mencionadas inscripciones se car- 
gará en la liquidación de que trata este ar- 
tículo el de las emitidas á favor de los esta- 
blecimientos por diferencia de la renta de 
los censos redimidos basta 2 de octubre de 
1858 á que se refiere el art. 8.° de la pre- 
sente instrucción. E! valor efectivo de estas 
inscripciones se fijará por el cambio medio 
que resulte entre los que hubiere determi- 
nado la Dirección de la Deuda por las fechas 
de los primeros pagos de los bienes enajena- 
dos de que deba hacerse el reintegro. 

Art. 17. Si la cantidad producida por la 
rencion de algún censo no fuese bastante á 
cubrir el capital efectivo de la inscripción 
que por su rédito anual deba emitirse, la di- 
ferencia se cubrirá del sobrante que resulte 
de la redención al contado de otros censos 
de mayor cuantía ó de la venta de alguna 
finca, cuyo comprador hubiere anticipado to- 
dos ó la mayor parte de los plazos , y en el 
caso de ijo resultar sobrantes , aplicándose 
al Tesoro la suma necesaria de los pagarés 
de. vencimiento mas próximo procedentes de 
las fincas vendidas de la misma corporación 
ó establecimiento. 

En el caso de que el ingreso por el capi- 
tal de algún censo redimido al contado ó por 
anticipos de plazos de fincas excediese del 
valor efectiv» que represente la inscripción 
que por las rentas líquidas hayan de emitirse, 
se anotará así en la liquidación, expresando: 
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«Sobrante á favor de la corporación ó esta- 
blecimiento.» 

Este sobrante, deducida la parte que sea 
necesario aplicar á reintegro deJ Tesoro, se- 
gún lo dispuesto en este artículo , se acre- 
ditará á la corporación como capital conver- 
tible en inscripciones. 

Art. 18. Las Contadurías llevarán un li- 
bro eD que anotarán las liquidaciones hechas 
para reintegrar al Tesoro del valor electivo 
de las inscripciones que se emitan á lavor 
de los establecimientos para producirles la 
renta líquida que percibían por sus fincas y 
censos. En él abrirán cuenta á cada estable- 
cimiento de los pagarés que resten á su favor, 
v remitirán copias literales de las mismas li- 
quidaciones á la Dirección general de conta- 
bilidad, á fin de que las examine y disponga 
las rectificaciones que procedan, acompa- 
ñando una demostración de los vencimientos 
é importe de los pagarés no adjudicados al 
Tesoro en las liquidaciones. 

Art,. 19. Las Contadurías formarán y re- 
mitirán á la Dirección general de contabili- 
dad, en fin de cada mes, relaciones duplica- 
das con arreglo al modelo níim. 5, eu que 
aparezcan, con distinción de conceptos, los 
ingresos verificados durante el mismo por 
vencimientos de pagarés no adjudicados al 
Tesoro en pago de las inscripciones, y los 
sobrantes que según el caso previsto en la 
segunda parte del art. 17 de esta instrucción 
hayan resultado á favor de las corporaciones 
por exceso de los ingresos obtenidos en las 
Tesorerías por redención de censos al con- 
tado ó por anticipo que hayan hecho los 
compradores de todos ó la mayor parte de 
los plazos de alguna finca. 

Art. 20. La Dirección general de conta- 
bilidad, si no tuviese que hacer observación 
alguna á dichas relaciones, las remitirá á la 
déla Deuda pública, ia cual emitirá desde 
luego lina inscripción intrasferible de renta 
de 3 por 100 por el capital nominal que cor- 
responda á los ingresos efectivos realizados 
en Tesorería, según el cambio medio á que 
se hubiere cotizado en la Bolsa de Madrid el 
3 por 100 consolidado en las fechas délos 
ingresos si proceden de pagos al contado ó 
de anticipos de plazos, y durante el mes ante- 
rior al del vencimiento de cada pagaré cuan- 
do procedan de realización de estos. 

Las inscripciones serán emitidas con in- 
terés desde el semestre en que lo deven- 
guen en totalidad, y se les pondrá nota que 
exprese la cantidad que deba ser satisfecha 
por el semestre en que solo Ies correspon- 
da Ja partp de interés proporcional al tiempo 
trascurrido desde las fechas de los ingre- 


sos de plazos al contado ó que anticipen 
Jos compradores, y desde las del vencimiemto 
de los pagarés realizados, 

Art. 21. Las oficinas de la Deuda pública 
remitirán las inscripciones á las Tesorerías 
de las provincias respectivas, á fin de que, 
con intervención de las Contadurías , ve- 
rifiquen su entrega á las corporaciones ó 
establecimientos á que correspondan, car- 
gándose de ellas en la cuenta de que trata 
el art. 15. 

CAPITULO III. 

De la indemnización d ios pueblos y provin- 
cias del producto de sus bienes enajenados 

desde 2 de octubre de 1858. 

Art. 22. Las Contadurías de Hacienda 
pública abrirán á los pueblos y á las provin- 
cias cuenta corriente del producto de los 
bienes de su pertenencia enajenados desde 
2 de octubre de 1858, con sujeción al mode- 
lo núm. 6, abonándoles intereses de 4 por 
100 por ios dias que medien desde las fechas 
exclusives de los respectivos ingresos basta 
31 de marzo de 1859, en cuyo día saldarán 
los cuentas de interés, continuándolas sim- 
plemente por los capitales cuyo ingreso ten- 
ga lagar en las Tesorerías. 

Art., 23. Desde luego por lo respectivo 
hasta 30 de junio de 1859, y en lo sucesivo 
eu fin de cada mes, formarán las Contadu- 
rías de Hacienda pública, y remitirán á la 
Dirección general de contabilidad, relaciones 
duplicadas arregladas al modelo núm, 7, en 
que aparezcan los ingresos líquidos realiza- 
rlos en Tesorería por las dos terceras partes 
de! producto de los bienes enajenados desde 
2 de octubre de 1858. 

Las relaciones correspondientes hasta fin 1 
de junio se justificarán con copia de la cuen- 
ta comente de que habla el artículo ante- 
rior, las de los meses sucesivos no llevarán 
justificación , pero su importe deberá com- 
probar con la totalidad de los ingresos car- 
gados en las cuentas de los tesoreros del mes 
ó que se refieran. 

Art. 24. La Dirección general de conta- 
bilidad, sino encontrase reparo alguno en las 
relaciones que le remitan Jas Contadurías, 
las dirigirá á la de la Deuda pública, la cual 
emitirá desde luego inscripciones de rentas 
de 3 por 100 por un capital nominal corres- 
pondiente al efectivo realizado, según el cam- 
bio medio que hubiere tenido en Ja Bolsa de 
Madrid el 3 por 100 consolidado durante el 
ibes de marzo de 1859, para los ingresos 
hasta fin del mismo, y durante el mes ante- 
rior al del respectivo vencimiento de cada 
pagaré realizado ó á la fecha del ingreso por 
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plazos que se anticipen para los posteriores 
ai.° de abril. Estas inscripciones se emiti- 
rán con interés desde el semestre en que lo 
devenguen por completo y' llevarán qna no- 
ta que exprese la cantidad que deba ser sa- 
tisfecha por la prorata de) semestre corrien- 
te, á contar desde i." de abril, fecha de la 
ley, en los capitales que provengan de sal- 
dos hasta fin de marzo, y desde el venci- 
miento de cada pagaré ó desde el clia del in- 
greso en los plazos que anticipen los com- 
pradores, para los que hayan tenido lugar 
después de aquella fecha, pi ocediéndose en 
Jo demás según determina e! art. 21 de esta 
instrucción. 

Art. 25. La tercera parte del saldo que 
resultase en fin de marzo último á favor de 
cada pueblo ó provincia por ingresos reali- 
zados en Tesorería procedentes de sus bie- 
nes propios enajenados después del 2 de oc- 
tubre de 1858, se pasará inmediatamente, si 
ya no hubiere tenido electo, á la Caja de de- 
pósitos en concepto de necesario, con inte- 
rés de 4 por 100 alano, que será abonado 
por la Caja en fin de cada uno á Jos repre- 
sentantes de los pueblos y provincias. 

Asimismo y en igual concepto se pasa- 
rá á la Caja de depósitos la tercera parte de 
los ingresos que se hayan verificado por tota- 
lidad en las Tesorerías despees de 1 .° de abril. 

En lo sucesivo se verificará directamente 
en la Caja de depósitos el ingreso do la ter- 
cera parte del importe líquido de los plazos 
al contado ó de los pagarés vencidos, así co- 
rno de los que descuenten los compradores. 
Al efecto Jas Contadurías de Hacienda públi- 
ca extenderán para cada ingreso una factu- 
ra que exprese el nombre del comprador, 
la corporación á cuyo favor se hace el depó- 
sito, la clase y situación de la finca enajena- 
da ó la procedencia de los censos redimidos. 

En vista de estas facturas y con igual ex- i 
presión expedirán fas Tesorerías como su- 
cursales de la Caja, las oportunas carias de 
pago que se reservarán en ellas á disposición 
de los pueblos y provincias, á Jos que se da- 
rá aviso mensualmejite por las Contadurías 
de Hacienda pública de las que se hubiesen 
expedido á su favor y de quedarles abonado 
su importe en cuenta corriente. 

Las cartas de pago que se den á los com- 
pradores, por las dos terceras partes ingre- 
sadas en las Tesorerías, llevarán al dorso 
una nota, autorizada por el tesorero y con- 
tador de la provincia, que exprese haber te- 
nido lugar el ingreso de la tercera parte res- 
tante en la sucursal ríe la Caja de depósitos. 
Con esta. nota servirán á los compradores pa- 
ra completar la documentación de solvencia 


de los plazos al contado v para canjearlas, 
en su caso, por Jos pagarés otorgados, según 
dispone el art. 22 de la R. Inst. de 30 de ju- 
nio de 1855. 

De los ingresos correspondientes á cada 
pueblo ó provincia verificados hasta ahora en 
las sucursales de la Caja de depósitos de que 
se hubiere dado carta de pago á los compra- 
dores, con arreglo á Ja R. O. de 5 de abril 
último , se expedirá certificación detallada 
por las Contadurías, cuyos documentos sur- 
tirán igual efecto que las carias de pago ori- 
ginales para la anotación de abono de inte- 
reses y devoluciones que se acuerden. 

Art. 26. La Tesorería de Hacienda pú- 
blica de Madrid será considerada sucursal 
de ia Caja general de depósitos para los efec- 
tos que se determinan en la presente ins- 
trucción. 

Art. 27. Las Contadurías de Hacienda 
pública de las provincias, como intervento- 
ras en las sucursales, llevarán cuenta cor- 
riente y de interés á 4 por 100 á cada una 
de Jas corporaciones , con arreglo al modelo 
adjunto núm. 8, abonando en ellas á las fe- 
chas respectivas de los ingresos, las canti- 
dades que se realicen, y en fin de año los 
intereses devengados, y cargando las que se 
devuelvan y los intereses que perciban. 

El importe de los intereses que no cobren 
las corporaciones Jes quedará abonado en 
cuenta á los efectos prevenidos en la regla 
séptima , art. 8." de la ley de 1 ." de abril úl- 
timo, pero sin devengar interés alguno. 

La liquidación de intereses y saldo de 
cuentas se ejecutará por años á no ser que 
deba cerrarse alguna cuenta , en cuyo caso 
tendrá efecto á la fecha del cierre ó cance- 
lación. 

Art. 28. Para que la Caja de depósitos 
devuelva el todo ó parte de los capitales cor- 
respondientes á pueblos y provincias, pre- 
cederá mandato del Gobernador si la devo- 
lución tuviese por objeto satisfacer lo que 
adeuden al Estado por reintegro de subven- 
ciones de ferro-carriles, y de los Ministerios 
de la Gobernación ó de Fomento , comuni- 
cado por el de Hacienda, cuando haya de te- 
ner cualquiera otra aplicación. Además de la 
justificación que está prevenida por el re- 
glamento de la Caja, acompañarán copias de 
dichos mandatos á los libramientos que se 
expidan para las devoluciones. 

CAPITULO IV. 

De ja conversión i/i. inscripciones en títulos a l 

portador, y de Ips casos en que estos hayetn 

de ser entregados. 

Art. 29. Para que las inscripciones en- 
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(.regadas á Jos establecimientos y corporacio- 
nes puedan ser convertidas en títulos al por- 
tador, según lo dispuesto en la regla octava 
del art. 8.° de la ley de 1." de abril de 1859, 
es necesario que la respectiva corporación lo 
solicite previo expediente que acredite la 
utilidad de la inversión que baya de darse al 
valor de los títulos , y que se acuerde por el 
Ministerio de la Gobernación ó el de Fomen- 
to respectivamente, con sujeción álasleyesy 
reglamentos que rijan en la materia. 

Art. 30. Comunicada la resolución al Mi- 
nisterio de Hacienda, ordenará este su cum- 
plimiento á las oficinas de la Deuda pública, 
las que emitirán títulos al portador equiva- 
lentes al capital que representen las inscrip- 
ciones, ó ¡i la parte de las mismas cuya con- 
versión hubiere sido concedida, tan luego 
como les sean presentadas por los legítimos 
representantes de las corporaciones con do- 
bles facturas, devolviendo una con la autori- 
zación conveniente , á fin de que por ella 
puedan entregarse los títulos. 

Solo se emitirán estos de las series esta- 
blecidas , y los residuos que resulten, cuan- 
do las inscripciones deban ser convertidas 
en totalidad . se satisfarán en metálico como 
en las demás conversiones. Cuando una ins- 
cripción no deba ser convertida en totalidad, 
se emitirá otra por la diferencia entre el ca- 
pital nominal que represente y el de los tí- 
tulos emitidos , amortizándose la inscripción 
primitiva. 

Art. 31 El Ministerio de Hacienda al 
ordenar el cumplimiento del mandato de 
conversión , dirá á las oficinas de la Deuda 
pública si el pueblo á que pertenezcan las 
inscripciones es deudor al Estado por rein- 
tegro de subvenciones de ferro- carriles , á 
fin de que en este caso reserven la parte de 
títulos necesaria á cubrir el débito, valorán- 
dolos al cambio medio que hubieren tenido 
en la Bolsa de Madrid duran le el mes ante- 
rior al de la fecha de la emisión; entregando 
los títulos restantes y una certificación que 
icredile el número , series é importe de los 
que quedan retenidos, cuya amortización se 
verificará en la forma que mas adelante se 
determine. 

De toda entrega de títulos al portador que 
llagan las oficinas de la Deuda pública darán 
conocimiento detallado al Ministerio de la ¡ 
Gobernación para que pueda ser intervenida 
la inclusión de estos valores en las cuentas 
municipales. 

Art. 32. Las corporaciones que se ba- 
ilen obligadas al cumplimiento de compro- 
misos validamente contraídos con arreglo á 
las leyes de i.° de mayo de’ 1855 y 11 de ju- f 
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lio de 1856, para destinar el todo ó parle de 
sus bienes propios á la ejecución de alguna 
obra de utilidad pública votada poruña ley 
especial , acudirán por conducto del Gober- 
nador de la provincia al Ministerio de que 
la obra dependa , á fin de que por el mismo 
se haga saber al de Hacienda, en cuyo caso 
ordenará este á las oficinas de la Deuda pú- 
blica emitan títulos a! portador de la renta 
del 3 por 100 por el capital nominal é inte- 
reses que debieran representar las inscrip- 
ciones á que la corporación tuviese derecho 
en la época de su emisión ; pero no verifica- 
rán su entrega sin retener la parte á que 
pueda ser acreedor el Estado por reintegro 
de subvenciones de ferro-carriles, proce- 
diéndose con arreglo á lo dispuesto en el 
articulo anterior. 

CAPITULO V. 

Del pago de los intereses de las inscripciones. 

Art, 33. A medida que la Dirección gene- 
ral de Contabilidad apruebe las liquidaciones 
referentes á los productos de las ventas de 
los bienes de corporaciones civiles realizados 
basta fin de diciembre de 1858, se completa- 
rá el pagué las mismas de los intereses que 
le correspondan en 1858 por el capital de las 
inscripciones que deban expedirse á su favor, 
teniendo en cuenta las cantidades que hubie- 
ren recibido á consecuencia de la R. O. de 
27 de diciembre último ú otras especiales. 
Al efecto ía Dirección general del Tesoro au- 
torizará á los Gobernadores do las provincias 
para acordar el pago á las corporaciones de 
lo que alcaticén por intereses de 1858, tan 
luego como la Dirección general de Contabi- 
lidad les avise la aprobación de las liquida- 
ciones y el interés que debe satisfacerse. 

Si en algún caso lo,s pagos hechos á buena 
cuenta de los intereses de 1858 excediesen 
del importe de estos, la diferencia se aplica- 
rá á los de 1859 , formalizando las Tesorerías 
de provincia la operación de reintegro á 
aquel presupuesto, y remitiendo á la de la 
Deuda, como movimieutp de fondos, el cor- 
respondiente documento de cargo para apli- 
car su importe ai do 1859. 

Art. 34. El pago de los intereses deven- 
gados desde l.° de enero de 1859 que deban 
percibir las corporaciones civiles por inscrip- 
ciones emitidas á su favor, se verificará siem- 
pre en las Tesorerías de las provincias donde 
radiquen sus liquidaciones y cuentas. 

Los representantes legalícente autorizados 
por los Ayuntamientos, establecimientos y 
corporaciones, darán recibos del importe de 
f los intereses que íes satisfagan las Tesore- 
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rías, exhibiendo las inscripciones para que 
se anote en ellas el pago. 

Los recibos se formalizarán en los térmi- 
nos que hoy se practican con los de intereses 
de inscripciones nominativas, cuyo pago está 
domiciliado en las Tesorerías. 

Art. 35. Las Contadurías de Hacienda pú- 
blica abrirán á cada corp rcion ó estableci- 
miento una cuenta corriente, arreglada al 
modelo núm. 9, de los intereses que deban 
percibir desde l.° de enero de 1858 por los 
capitales de las inscripciones y documentos 
interinos emitidos por la Dirección general 
de la Deuda. Al vencimiento de los semestres 
acreditarán en ella lo qué deba satisfacerse á 
la corporación, adeudando los pagos cuando 
se realicen por las Tesorerías. — Madrid l.° 
de julio de 1859. (CL. t. 81, p. 6.) 

Circ. de i julio de 1859. 

Pago do intereses de inscripciones. „ 

Se declara que el remanente que resulte 
del crédito, de 17 millones consignado en el 
presupuesto especial de bienes nacionales de 
1858 al terminar su ejercicio, se trasíiera al 
de 1859 como resultas, hasta que se comple- 
te el pago de los intereses devengados en el 
indicado año , por los bienes enajenados á 
corporciones civiles hasta el 2 de octubre del 
mismo. (CL. í. 81, jo. 41 . ) 

R. O. de 22 julio de 1859. 


píen las condiciones de los contratos de bie- 
nes nacionales; siendo entre otros el forma- 
lizar escrituras de cesión ó traspaso de sus 
derechos y obligaciones adquiridas con an- 
terioridad á la aprobación de las subastas en 
favor de otras personas que carecen de for- 
tuna para aceptar las ventas. 

En este caso, y á fin de evitar las dudas 
que puedan ocurrir sobre la personalidad le- 
gal de los que otorguen y acepten las cesio- 
nes, y forma en que hayan estas de efec- 
tuarse, esta Dirección ha acordado dirigirse 
á Y. S. manifestándole: l.° Que las cesiones 
solo pueden tener Jugar, é en el acto de cer- 
rarse el remate de ia finca, ó en los dos días 
siguientes á la notificación de la adjudicación 
de esta con arreglo al art. 103 de ja instruc- 
ción de 31 de mayo de 1855, regla 7. a de las 
obligaciones de los jueces, y 4. a de los es- 
cribanos; 2.° Que en ambos casos se exten- 
derá en el mismo expediente la oportuna di- 
ligencia firmada por el cedente y por el acep- 
tante; Y 3.° Que no se admita tampoco por 
los jueces la cesión si el aceptante no re- 
uniera ¡as condiciones de responsabilidad re- 
conocidas en el primitivo rematante. 

Lo que bago saber á Y. S. etc. — Madrid 
26 de julio de 1859.» (Bol. of. de Guada- 
la jar a.) 

R. O. de 6 agosto de 1859. 

Mandando pagar sus rentas á las corporaciones ci- 
viles. 


Bases para la división do fincas. 

(Hac.) ......S. M se ha servido re- 

solver: 

l.° Que las fincas cuyo valor en tasación 
ó capitalización no exceda de la cantidad de 
20.000 rs., sean sacadas á venta sin practi- 
car en ellas subdivisión alguna. 

Y 2.° Que las fincas de mayor cuantía! 
cuya división se crea conveniente sin menos- 1 
cabo de su valor se lleve á efecto en suertes 
que excedan de la cantidad de 20.000 rs., 
aun cuando al presente se bailen arrendadas 
en pequeñas porciones, cuidándose de que la 
parte de terrenos que contengan de inferior 
calidad se aplique proporcionalmente á todas 
las suertes contiguas.» — De Real orden etc. — 
Madrid 22 de julio de 1859. (CL. tomo 81, 
pág. 203.) 

Circ. de 26 julio de 1859. 

Cesión de remates. 

«No hav medio que no pongan en juego 
los postores de mala íé para eludir la respon- 
sabilidad eD que incurren cuando no com- 


para que las corporaciones y estableci- 
mientos civiles no sufran retrasos y perjui- 
cios en el percibo ele los intereses, mientras 
les son entregadas las inscripciones intrasfe- 
ribles, se manda que se les satifagan desde 
luego por las Tesorerías los del semestre 1." 
de este año, correspondientes á capitales re- 
conocidos, y en su defecto una cantidad á 
cuenta, fijando reglas para su pronta y eficaz 
ejecución. (CL. t. 81, p. 294 ) 

R. O. de 13 setiembre de 1859. 

Reglas á que deben sujetarse los Ayuntamientos para 
la conversión y venta de inscripciones. 

(Gob.) «Yarios Ayuntamientos han acu- 
dido á este Ministerio en solicitud de que se 
les autorice para convertir en títulos al por- 
tador las inscripciones intrasferibles de la 
renta del 3 por 100, mandadas entregar en 
i equivalencia del 80 por 100 del producto de 
i los bienes de propios vendidos en virtud de 
! Jas leyes de 1 .° de mayo de 1855 y 11 de ju- 
j lio de 1856, con el objeto de enajenarlos y 
■ con su importe atender al pago de obligacio- 
! nes del presupuesto municipal y á otros ser- 
1 v icios de utilidad y couveniencia públicas: 
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apoyándose en la facultad qne se les recono- 
ce y declara en el art. 19 de la lev de l.° de 
mayo antes citada. 

Én su vista, y considerando que si bien di- 
cha facultad les está reconocida y pueden ha- 
cer uso de ella en los casos y con las forma- 
lidades que la misma ley prescribe, razones 
de utilidad y de conveniencia públicas acon- 
sejan que semejantes autorizaciones no se 
concedan sino bajo ciertas reglas y con algu- 
nas restricciones en beneficio de los intere- 
ses de los pueblos para que estos no se vean 
privados con facilidad de unos recursos per- 
manentes y seguros con que satisfacer car- 
gas y obligaciones, que d falta de ellos, ten- 
drán que pesar necesariamente sobre las 
fortunas é intereses particulares de los ve- 
cinos: 

Considerando además que sustituidos los 
antiguos bienes de propios con las referidas 
inscripciones y no permitiéndose la ena- 
jenación de aquellos sino en casoi especiales 
y con determinadas formalidades para asegu- 
rar la legítima inversión de su producto no 
puede ni debe prescindirse de adoptar igua- 
les garantías para la enajenación de las ins- 
cripciones, en cuanto sean adaptables á esta 
clase de bienes: 

Considerando también que concedidos por 
Ja ley á los Ayuntamientos recursos ordina- 
rios y extraordinarios para atender á los gas- 
tos obligatorios del presupuesto municipal 
no debe consentirse Ja venta de los capitales 
representados en las inscripciones, sino en 
casos especiales y estreñios, cuando se trate 
de una obra ó de algún servicio indispensa- 
ble y de utilidad reconocida, para el que no 
basten los recursos de que pueden disponer 
las corporaciones municipales. 

Por tanto, y á fin de que los Ayuntamien- 
tos tengan reglas fijas y determinadas á que 
atenerse en sus pretensiones acerca de la 
conversión y venta de las inscripciones de los 
pueblos, S. M. la Reina (Q. D. G.J se ha ser- 
vido disponer: 

1 , ° Cuando los Ayuntamientos pretendan 
convertir en títulos ai portador las inscripcio- 
nes intrasferibles pertenecientes al caudal de 
propios y comunes de los pueblos , con el 
objeto de atender con su producto á alguna 
obra ó servicio de pública utilidad, deberán 
observar las formalidades prevenidas en los 
artículos t.°, 2.°, 3.° y 4 ° del R O. dq 28 
de setiembre de 1849, debiendo también dar 
conocimiento al pueblo de su deliberación y 
acuerdo para los efectos indicados en el ar- 
tículo 5.° del mismo decreto. 

2. ° Las mismas formalidades habrán de 
observarse cuando los Ayuntamientos se pro- 


pongan aplicar, á iguales objetos la tercera 
parte del producto de los bienes de propios 
enajenados con posterioridad al 2 de octubre 
de 1858, mandada conservar en la Caja de 
depósitos á disposición de los pueblos por la 
ley de 1 de abril último. 

3. ° Siempre que el producto de los títu- 
los al portador se destine á la construcción 
de una obra de utilidad pública y no de me- 
ro ornato, ó á alguno de ios objetos determi- 
nados en el art. 19 de la ley de l.° de mayo 
de 1855 ú otros análogos, deberá instruirse 
por el Ayuntamiento el expediente oportuno, 
en el cual se liará constar en debida forma la 
necesidad, la conveniencia y utilidad de la 
obra que se proyecta hacer ; el presupuesto 
de gastos de la misma y la propuesta de me- 
dios para cubrirlos, acompañando un ejem- 
plar del presupuesto municipal del año cor- 
riente, á fin de acreditar que están inverti- 
dos y utilizados todos los recursos de que los 
Ayuntamientos pueden disponer para satis- 
facer las cargas y obligaciones municipales. 

4. ° Dicho expediente se remitirá al Go- 
bernador de la provincia, el cual lo dirigirá 
con su informe razonado al Gobierno de su 
Majestad , para la resolución que corres- 
ponda. 

5. ° El Gobierno de S. M. concederá ó ne- 
gará la autorización para la conversión de 
las inscripciones en vista del resultado del 
expediente, oyendo préviamente al Consejo 
de Estado. 

C.° Los Ayuntamientos podrán destinar 
el producto de los títulos al portador al pago 
de sus deudas y obligaciones reconocidas y 
liquidadas anteriores a 1858 y también á la 
adquisición de acciones de empresa* útiles, á 
juicio del Gobierno observando las formalida- 
des prescritas. 

7. ° Los Gobernadores de provincia no 
daráu curso á tas solicitudes de los Ayunta- 
mientos que tengan por único objetóla con- 
versión de las inscripciones de los pueblos 
para atender á ios gastos ordinarios del pre- 
supuesto municipal. 

8. ° Los Ayuntamientos que se hallen 
obligados al cumplimiento de compromisos 
válidamente contraidos con arreglo á las le- 
yes de l.° de mayo de 1855 y 11 de julio de 
1856 para destinar el lodo ó parte de sus 
bienes propios á la ejecución de alguna obra 
de utilidad pública, votada por una ley espe- 
cial, acudirán por c.opducto del gobernador 
de la provincia á este Ministerio, para que se 
les entreguen desde, luego títulos al portador 
de la renta del 3 por 100 por la cantidad li- 
quida que á su Livor resulte, descontado lo 
que deban reintegrar en su caso al Estado 
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4 or -subvenciones concedidas á empresas de 1 
éFro-carriies, con arreglo á lo dispuesto en 
a ley de 1 .° de abril próximo pasaao-. 

D¿ Real órden Jo comunico á V. S. pre- 
viniéndole es la voluntad de S. M que Y. S. 
circule á todos los Ayuntamientos de esa 
provincia la presente Real órden, acompa- 
ñándola con el estrado de las disposiciones 
en ellas 'citadas, que es adjunto, á fin de que 
conozcan sus derechos y deberes en esta ma- 
teria, y se eviten propuestas ociosas é inúti- 
les consultas en lo sucesivo. — Dios etc. — Ma- 
t drid 13 de setiembre de 1859.» ( CL . t. 81, 
pág. 463.) 

R. O, de 21 setiembre de 1859, circulada en 

8 de octubre por la Dirección general. 

Se fijan los derechos de tasación de fincas. 

(IIac.) «He dado cuenta á S. M. del ex- 
pediente instruido sobre la conveniencia de 
modificar los arts. 187 y 188 y la última par- 
te del 196 de la instrucción de 31 de mayo 
de 1855, así como la Real órden del propio 
mes del año de 1856, relativos á los derechos 
ue deben exigirse á los compradores de las 
ncas rústicas, que se ena jenan en virtud de 
las leyes de desamortización. Y consideran- 
do fundadas las razones en que esa Direc- 
ción apoya su propuesta, y vistos les infor- 
mes emitidos sobre este asunto por el ase- 
sor general del Ministerio y por la sección de 
Hacienda del Consejo de Estado, la Reina' 
(Q. D. G.) ha tenido á bien resolver: 

Primero. Que los derechos de ¡tasación, 
que satisfarán los compradores de fincas rús- 
ticas, sean ¡os comprendidos en Ja siguiente 
tarifa: 



Pane 

gas. 

Rs. cents. 

por fanega. 

De 

1 á 

i; 

IX- « - - i i r “ 

12,00 

De 

5 á 

10 

10.00 

De 

10 á 

20 

....... 9,00 

De 

20 á 

50 , 

- 6,75 

De 

50 á 

100 

3.50 

De 

100 a 

200 

2^00 

De 

200 á 

500 

2,33 

De 

500 a 

1.000 

1,00 


Segundo, No se exigirá mas que el má- 
ximum de 1.000 rs., aun cuando la finca 
tuviera mas de las 1 .600 fanegas de cabida. 
Tercero. Si una finca fuera dividida en 
suertes para su venta, los derechos de tasa- 
ción no se regularán aplicando la tarifa se- 
gún el número de fanegas que contenga ca- 
da porción ó suerte, sino por el que mida la 
linea- sin dividir, prorateándose la totalidad 
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de los derechos, así para exigirlos á los com- 
pradores de aquellas cuanto para abonarlos á 
los peritos tasadores. 

Cuarto. Los expresados derechos se pa- 
garán á estos en las épocas y forma que hoy 
figo, en la proporción siguiente: cuatro quin- 
tas partes al agrimensor con título de tal, y 
la otra quinta parte al perito práctico de la- 
branza. Si tanto el tasador nombrado por el 
Gobernador cuanto el designado por la cor- 
poración fueran agrimensores examinados, 
se dividirán los derechos por mitad. Si por 
falta de agrimensores el Gobernador nombra- 
se peritos prácticos de labranza, estos solo 
devengarán la mitad de los derechos. 

Quinto. Para exigir á los tasadores la res- 
ponsabilidad por las operaciones que prac- 
tiquen, no se apreciará la diferencia de un 3 
por 100 de mas ó de menos en el número de 
fanegas medidas ó árboles contados; pero si 
excediera de este límite ú omitiesen ó varia- 
sen la clasificación del terreno, arbolado, edi- 
ficios y demás condiciones de las fincas, la 
Dirección de propiedades y derechos del Es- 
tado les impondrá una multa relativa á la im- 
portancia de la falta, que no baje de 100 rea- 
les ni exceda de 500, sin perjuicio del rein- 
tegro de la demasía de derechos cobrados. 
La reincidencia será penada con el máxi- 
mum de la multa é inhabilitación para las ta- 
saciones de bienes nacionales. — De Real ór- 
den etc. Se circuló en 8 de octubre por la 
Dirección dando á la vez algunas reglas para 
su cumplimiento.» (CL. t. 82, p. 53.) 

R. Q. de 25 octubre de 1859. 

Notificaciones de ventas. 

(Mac.) Se dirige este Ministerio al de 
Gracia y Justicia «á fin de que adopte las dis- 
posiciones mas eficaces para que las diligen- 
cias de notificación á los compradores de lin- 
cas y ¡a aplicación de la responsabilidad que 
impone la ley de 11 de julio de 1856 se lle- 
ven á efecto en los términos fijados en las 
instrucciones y con la actividad que este ser- 
vicio requiere, no demorándose por los jue- 
ces la devolución de Jos expedientes á los 
comisionados de ventas á fin de que los Go- 
bernadores puedan declarar la quiebra de 
las fincas no pagadas.» (CL. t. 82, p. 130.) 

R. O. de i 0 noviembre de 1859. 

Posesión á ios rematantes, desviando obstáculos. 

S. M. se sirve prevenir: que si bien 

por R. O. de 8 de setiembre se autorizó el 
aprovechamiento ordinario y urgente de los 
montes declarados enajenables, no se podrá 
hacer uso de esta autorización sin hacer cons- 
tar que no se ha incoado el expediente para 
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la vente del monte en que haya de hacerse 
el aprovechamiento, .i fin de evitar obstácu- 
los é inconvenientes en la toma de posesión. 
[CL. t. 82, p. 103.) 

R. O. de 15 diciembre de 1859. 

Disposiciones sobre venia do los montes públicos. 

«A fin de prevenir todo género de duda en 
!n exacta ejecución de, las órdenes vigentes 
sohre venta de los montes públicos; de ha- 
cer eficaz y uniforme la acción de los fun- 
cionarios que están mas especialmente en- 
cargados de velar por el cumplimiento de la 
-■{ . t). de 50 de setiembre último, que apro- 
bó la clasificación general hecha por el Cuer- 
no de ingenieros del ramo; de evitar por to- 
dos los medios posibles que se susciten obs- 
táculos á la venta de los montes enajenables 
• se, anuncien subastas de los reservados: y 
por úJlimo, de prepararla reforma y aproba- 
ción definitivas de < idia clasificación gene- 
ral , que se ha satisfecho complelamento 
apremiantes necesidades del servicio, y ha 
de servir por ahora de regla segura y fija 
para el cumplimiento de lo dispuesto cti el 
párrafo 9.° del art. 2." de la ley de l.° de 
mayo de 1855, lio puede por otra parle con- 
siderarse sino como trabajo provisional, y 
¡mulo de partida para olro mas completo y 
nortéelo; la Reina (Q. 1), G.) ha tenido á bien 
dictar las declaraciones y mandar que se ob- 
serven las reglas siguientes: 

1. a Cuidarán muy particularmente los 
Gobernadores de que en ningún caso se de 
principio ni curso á expediente que tenga 
por objeto sacar á la venta montes que ha- 
yan sido exceptuados de ella por la clasifica- 
ción genera!; y darán parte, sin pérdida de 
tiempo á este Ministerio, para la resolución 
que proceda, cuando fuere un funcionario 
público de cualquiera clase quien intentare 
contrapar y desobedecer en semejante for- 
ma las órdenes de S. M. 

~- A Cuando, á pesar de lo dispuesto en 
la regla anterior, .se llegase á anunciar la su- 
basta de un monte reservado, el ingeniero 
de la provincia lo avisará al Gobernador. 

3. a Los ingenieros pondrán cuidadoso es- 
mero en. que su aviso siga inmediatamente 
al anuncio , para disminuir los males que 
pueden resultar de la suspensión de una su- 
basta, ó de la anulación de un remate. 

•I. 11 En cuanto el Gobernador reciba el 
anuncio del ingeniero, suspenderá la subas- 
ta y remate anunciados, si en efecto se tra- 
tara de un monte exceptuado en la clasifica- 
ción general. 

5. a En todo caso el Gobernador dará in- 


mediatamente cuenta á este Ministerio de la 
reclamación de! ingeniero y de la resolución 
que sobre ella dictare. 

6. " Teniendo con frecuencia un monte 
varios nombres para evitar que todo él ó al- 
guno de sus trozos sean puestos á la venta 
con una denominación diversa de las que se 
les señala en el catálogo de los reservados por 
la clasificación general, S. M. la Reina se ha 
servido disponer que no pueda ser vendido, 
si no está expresamente declarado enajena- 
ble, ninguno de los montes comprendidos 
en las dos primeras clases determinadas por 
los Rs. Ds. de 2fí de octubre de 1855, y de 
1 ti de febrero de este ame es decir ninguna 
finca poblada, en todo ó en parte, de abetos, 
pinabetes, pinsapos, pinos, enebros, sabinas, 
tejos, bayas, castaños, avellanos, abedules, 
alisos, acebos, robles, rebollos, quejigos, 
piornos, alcornoques, encinas, m estos o cos- 
cojas cualesquiera que sean sus variedades y 
sus métodos de beneficio. 

7. a Teniendo presentes las consideracio- 
nes expuestas por el Ministerio de Hacienda, 
ha resuello S. M. que no se haga reclama- 
ción ni ponga impedimento contra las subas- 
tas de los montes vendidos antes de la pu- 
blicación del F!. D. de tfi de febrero último, 
cuyas ventas vuelvan á ser anunciadas y ce- 
lebradas por haber sido declarados en quie- 
bra sus anteriores compradores, 

8. a Radicando en el Ministerio de Ha- 
cienda y en sus dependencias el conocimien- 
to y resolución de las cuestiones relativas á 
los montes que han de ser exceptuados de 
la venta por ser de aprovechamiento común 
ó como dehesas destinadas al ganado de la- 
bor, quedarán sin curso todas las solicitudes 
ó reclamaciones qnc en estos conceptos se 
dirijan al Ministerio de Fomento. 

9. a Tampoco se dará curso por la Direc- 
ción general de agricultura, industria y co- 
mercio, según dispone la R. O. de 18 fíe ju- 
lio último , á propuesta ni solicitud de corta 
ó aprovechamiento de cualquiera otra clase 
en montes que estén declarados enajenables. 

10. Seguirán en los mismos, mientras no 
se promueva su venta , los aprovechamien- 
tos estacionales y las podas y cortas ordina- 
rias , cuya concesión corresponda, segim las 
disposiciones vigentes , á los Gobernadores, 
que procurarán limitarlas á lo meramente 
indispensable. 

1 1 . Sin perjuicio de las medidas que por 
este Ministerio se dicten en lo sucesivo para 
revisar la clasificación general de tos montes 
públicos, y fijarla suerte de estos de lira 
manera definitiva, los ingenieros de las pro- 
vincias procederán desde luego, y sin levan- 
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tar mano, á reunir , todos Jos datos que pue- 
dan servir para dicha revisión. 

12. Con el mismo fin, de todas las recla- 
maciones que los Gobernadores reciban con- 
tra la clasificación general, y de todos los 
datos y documentos que les parezcan dignos 
de modificarla, liarán dar copia al ingeniero 
de la provincia , y remitirán otra á este Mi- 
nisterio. — De Real orden etc. — Madrid 15 de 
diciembre de 1859. ( CL . t. 82, p. 428.) 

R. O. de 4 febrero de 1860. 

Aclaraciones para la clasificación de montos. 

(Hac.) Para hacer desaparecer las dudas 
y conflictos que ocasiona el cumplimiento de 
la clasificación de los montes se mandan ob- 
servar las reglas siguientes: 

«1. a Que los Gobernadores de las pro- 
vincias no admitan reclamaciones, ni sus- 
pendan subastas de fincas que no estén com- 
prendidas con su denominación y proceden- 
cia propia en la Sección de lincas no enaje- 
bles de la clasificación aprobada por S. M. 
en 30 de setiembre del año próximo pasado. 

2. a Que se consideren comprendidas en 
el art. 30 de la R. O. de 17 de febrero de 
dicho año las fincas vendidas hasta la preci- 
tada fecha de 30 de setiembre. 

3. a Que siempre que el Ministerio de Fo- 
mento crea procedente la suspensión de la 
subasta de alguna finca , se dirija al de Ha- 
cienda para que este comunique las órdenes 
oportunas. 

Y 4. a Que si por el Ministerio del cargo 
de Y. E. se considerara que la apreciación 
dada á este asunto por el de mi cargo no es 
exacta, se someta su decisión al acuerdo del 
Consejo de Ministros. — De Real órden etc. — 
Madrid 4 de febrero de 1860.» [CL. t. 83, 
pág. 87.) 

R. O. de 18 febrero de 1860. 

Reglas para evitar abusos de rematantes fraudulentos. 

(Hac.) «Ha tenido á bieu S. M. re- 

solver : 

1 Que la identidad de la persona y do- 
micilio de ios postores , exigida por el artícu- 
lo 37 de la ley de 11 de julio de 1856, se jus- 
tifique mediante diligencia en el acto del re- 
mate ante el juez y escribano que autoricen 
este, con dos testigos de notoria solvencia á 
juicio del juez y del comisionado de ventas, 
cuyos testigos admitirán la responsabilidad 
de manifestar en caso de que la finca sea de- 
clarada en quiebra, cual sea el verdadero 
domicilio del rematante, si este no fuere en- 
contrado , sin perjuicio de la en que incur- 
ran si hubiera existido alguna falsedad en la 
primera diligencia. 
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2.° Que no se admitan cesiones de fincas 
vendidas por el Estado, sin que antes acredi- 
te el cedente tener satisfecho el primer plazo 
del importe del remate. 

Y 3." Que se recomiende y encargue á 
los jueces de primera instancia, bajo su res- 
ponsabilidad, el rigoroso cumplimiento de 
los artículos 38 y 39 de la ley de 11 de julio 
de 1856, debiendo impetrar para su aplica- 
ción , en los casos que fuere necesario el au- 
xilio de los Gobernadores de las provincias. 
— De Real órden etc.— Madrid 18 de febrero 
de 1860.» (CL. t. 83, p. 110.) 

R. O. de 4 abril de 1860. 

Indemnización á las corporaciones civiles. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del expediente instruido en vista 
de lo consultado por esa Dirección general, 
á fin de obviar las dificultades que se presen- 
taban á los administradores de Hacienda pú- 
blica de algunas provincias para cumplir lo 
que determina el art. 10 de la R. lnst. de 
l.°de julio próximo pasado, formada para 
llevar á cabo lo que dispone la ley de l.° de 
abril del mismo año de 1859, con objeto de 
indemnizar á las corporaciones civiles del 
producto de sus bienes enajenados; y oído el 
parecer de la Dirección general de contribu- 
ciones, S. M., de conformidad con lo pro- 
puesto por ambas dependencias acerca del 
particular, se ha servido resolver: 

•i.° Que las relaciones que los adminis- 
tradores de propiedades y derechos del Es- 
tado deben formar, con arreglo á lo preveni- 
do en el art. 9.° de la mencionada instruc- 
ción por las fincas vendidas y censos redimi- 
dos desde el 2 de octubre de 1858, de cada 
uno de los establecimientos de beneficencia 
é instrucción pública inferior, se compulsen 
por los administradores de Hacienda pública 
con los amillaramientos del pueblo en que 
las lincas radiquen, para conocer si la jiarte 
del líquido imponible correspondiente al 
propietario, que equivale á la renta, guarda 
armonía con el arre da miento designado en 
la respectiva relación formada por el admi- 
nistrador de propiedades y derechos del Es- 
tado. 

2. ° Que cuando la finca vendida no es- 
tuviese arrendada al tiempo del remato, ó 
preceda de ocultación en las relaciones pre- 
sentadas, y hubiese sido denunciado sin po- 
derse justificar Ja renta que producía , se lije 
la señalada en la tasación hecha por ios pe- 
ritos, expresándolo circunstanciadamente en 
las relaciones que redacten dichas Adminis- 
traciones de propiedades. 

3. ° Que si en las Administraciones de 
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Hacienda pública no estuviesen los amillara- 
mientos de ios pueblos en que se hallan si- 
tuadas las fincas vendidas, ó habiéndolos no 
pudiera acreditarse la identidad de aquellas, 
se fije la renta en que estuvieran últimamen- 
te arrendadas, y de no estarlo, la que resul- 
te de la tasación, cuidando de señalar la uti- 
lidad de los censos por sus réditos. 

4." Que conocido el importe de la renta 
de las fincas enajenadas, ó el rédito de los 
censos por cualquiera de los medios que se 
han indicado, y aplicándose el tipo común 
de gravamen que, se gnu repartimiento apro- 
bado, baya correspondido al pueblo donde 
radiquen los bienes, se determine' la cuota 
correspondiente de contribución territorial 
para el Tesoro, aumentándose á esta los re- 
cargos legales en la progresión debida. 

Y 5.° Que con presencia de dichos datos, 
la Contaduría de Hacienda pública procede- 
rá á cumplir Jo dispuesto en los arts. 11,12 
y 13 de la referida instrucción de 1 0 de ju- 
lio de 1859, para establecer las rentas y uti- 
lidades líquidas que han de servir de base 
para la formación de las relaciones que, por 
duplicado y justificadas competentemente, 
deben remitirse á esa Dirección general ar- 
regladas al modelo núm. 3.° que acompaña 
á la instrucción citada.— De Real orden etc, 
— Madrid 4 de abril de 1860. {CL. t. 83, pá- 
gina 277.) 

R. O. de 11 abril de 1830. 

Es sobre demandas, ya contra la Admi- 
nistración , ó contra particulares por hechos 
legales consumados en virtud de las leyes 
de desamortización, y se halla en Demandas 

CONTRA EL ESTADO. 

R, O. de 27 abril de 1860. 

Los bienes desamortizares no están sujetos al derecho 
de tanteo, 

(Hac.) «He dado cuenta á S. M. del ex- 
pediente instruido por esa Dirección general 
con motivo de la solicitud de D. Diego Bae- 
za Perez reclamando el derecho de tanteo 
del arbolado conocido con el nombre de lo- 
ja, perteneciente á los propios de la ciudad 
de Arcos, en la provincia de Cádiz, en razón 
ó ser el terreno de su propiedad: y 

Visto el art. 53 de la instrucción de l.° de 
marzo de 1836: 

Visto el art. 29 de la ley de l.° de mayo 
de 1855: 

Visto el art. 170 de la instrucción de 31 
del propio mes y año : 

Vistas las demás leyes y disposiciones 
aplicables á los bienes sujetos á la desamor- 
tización ; 


Considerando que por el citado art. 53 de 
la instrucción de i.° de marzo fué excluido 
el derecho de tanteo ó retracto en las ven- 
tas de bienes nacionales: 

Considerando que el art. 29 de la ley de 
l.° de mayo de 18oo, al derogar las dispo- 
siciones que en cualquiera forma la contra- 
digeran, dejó vigentes las que concurrieran 
á ilevar á cumplido efecto sus prescripciones: 
Considerando que al prohibirse por el ar- 
tículo 170 de Ja instrucción de 31 de mayo 
del propio año la admisión de demandas de 
lesión ú otras que tendieran á invalidar las 
ventas , están comprendidas implícitamente 
en el mismo las de tanteo y retracto, por 
cuanto de hecho y de derecho anularían el 
contrato celebrado por Ja Administración con 
los rematantes de las fincas: 

Considerando que el resultado de las su- 
bastas de los bienes que se hallasen en el 
caso de ser tanteados, seria negativo por re- 
mitirse las ofertas y subordinarse su admisión 
al preferente derecho de condominio; y 
Considerando, por último, que la compra 
de las fincas sin tomar parte en la licitación 
es contraria á Ja forma establecida en la ley- 
de l.° de mayo de 4855, y en tal concepto, 
prohibida por el art. 29 de ia misma; 

La Reina (Q. ü. G.) se ha servido resol- 
ver, de conformidad con el dictamen emitido 
por la Sección de Hacienda del Consejo de 
Estado, que en la venta de los bienes com- 
prendidos en las leyes de desamortización no 
tiene lugar ei derecho de tanteo ó retracto, 
siendo por consecuencia, inadmisible la re- 
clamación de ü. Diego Baeza Perez. (1). — De 
Real orden etc. — Madrid 27 de abril de 1860. 
{CL. t. 83, p. 354.) 

R. O. de 3 mayo de 1860. 

Sobre reconocimiento, liquidación y rebaja de cargas 
y créditos. 

(Hac.) «He dado cuenta á S. M. del ex- 
pediente instruido por esa Dirección general 
con objeto de aclarar la forma en que deba 
aplicarse la legislación dictada sobre el reco- 
nocimiento, liquidación y rebaja de las car- 
gas y créditos hipotecarios que pesan sobre 
todos ó parte de los bienes de los caudales 
comprendidos en las leyes de desamortiza- 
ción. Y vistas las de 27 de febrero y 11 de 
julio de 1856 así como los informes emitidos 
sobre el particular por las Secciones de Ha- 
cienda y Gracia y Justicia del Consejo de 


ti) Hoy tiene lugar el derecho de tanteo 
cuándo y en la forma que establecen el art. 9 
de la ley de 15 de junio de 1866 y la R. ü. de 
43 de agosto de 1868. 
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Estado ■, y por el asesor general de este Mi- 
nisterio , Ja Reina (Q. D. G.) conformándose 
con lo propuesto por esa Dirección general, 
se ha servido resolver: 

1 . ó Que el art. 13 de la iey de' 27 de Fe- 
brero de 1856, quedó derogado por el 30, 
31 y 32 de la de 11 de julio en cuanto dis- 
ponía que los censos pertenecientes á particu- 
lares que gravitan inafacortt Uñadamente con 
hipoteca sobre todas las fincas de un caudal 
desamortizado , ó sobre dos ó mas del mis- 
mo, se admitiesen en pago de las fincas que 
Se Vendieran y fueran parte de la hipoteca. 

2. ® Que, por lo tanto, lo que procede es 
la subrogación de las hipotecas generales en 
especiales, conforme á ios mencionados ar- 
ticules de la ley de 11 de julio de 1856, gi- 
rándose la capitalización de los censos que 
hayan de ser objeto de la subrogación sobre 
el tipo de 5 por 100 señalado en dicho ar- 
tículo 13 de ía ley de 27 de febrero de 1856, 
en cuya parte no Sufrió derogación por la de 
1 1 de julio siguiente. 

3. ° Que en los expedientes que se ins- 
truyan para hacer las subrogaciones, se ( iga 
préviamente á las corporaciones y estableci- 
mientos censatarios, haciéndose constar en 
aquellos con certificaciones de las Secretarías 
de las mismas corporaciones y establecimien- 
tos, y de las oficinas de la Administración 
pública donde presenten sus presupuestos y 
cuentas anuales, que en estos documentos y 
en los libros cabreos constan las obligaciones 
censales de que se trata y ios réditos corres- 
pondientes. 

4. ° Que si después de enajenadas todas 
las fincas afectas en mancomún á un censo 
ó mas fuesen estos reclamados, se baga la 
subrogación de su hipoteca sobre otra finca 
de las que tenga la' corporación ó estableci- 
miento y no estuviere gravada con aquella 
hipoteca, quedando, en el caso de no existir 
finca sobre hacer la subrogación, hecha esta 
sobre la masa de inscripciones de la Deuda 
pública que la coi-poracion ó establecimiento 
respectivo recibiere Como producto de la 
enajenación de sus fincas. 

5. ° Que aprobada Ja subrogación, cuan- 
do esta recaiga en fincas enajenables, se re- 
baje al ser vendida, del precio del remate, 
el importe del capital que corresponda al ré- 
dito anual sobre el tipo del 5 por 100, cómo 
Se indica en la regla segunda, practicán- 
dose al efecto las operaciones que corres- 
pondan, según las disposiciones de la ins- 
trucción de 31 de mayo de 1855. 

6. ° Que cuando la subrogación haya de 
recaer sobre el capital de inscripciones' de 
la Deuda pública se dé conocimiento á la 


Dirección general de la misma á fin de que 
haga las anotaciones correspondientes. 

7. ° Que aquellas otras cargas de que no 
fuereD única hipoteca dos ó mas fincas ena- 
jenables, sino eí conjunto de recursos de los 
establecimientos y corporaciones obligadas 
al pagOj así como los censos concejiles, pue- 
dan también trasmitirse sobre una finca 
determinada siempre que la corporación 
ó establecimiento respectivo convinieren en 
ello, la carga resultase legítima y subsisten- 
te según los datos prevenidos en la regla 
tercera , y el acreedor lo aceptase por su 
parte; haciéndose la capitalización de la car- 
ga para la reducción del precio del rema- 
te de la linca al 5 por 100, si el tipo primiti- 
vo á que aquella se hubiere constituido no 
fuese mayor, y considerando corno tanto de 
la carga Ja cantidad á que hoy se halle redu- 
cida, cualquiera que haya sido en otro tiem- 
po su importancia. 

8. " En caso de desacuerdo para la subro- 
gación de que trata la regla precedente, que- 
darán gravando las cargas, sobre las inscrip- 
ciones de la Deuda pública que se emitan á 
favor de las corporaciones ó establecimientos 
respectivos en equivalencia de sus lincas, y 
sobre los recursos de otra clase que cou ar- 
reglo á las. escrituras de ihiposicion tengau 
aquellos. 

9. ° En los casos en que los estableci- 
mientos ó corporaciones que tuviesen hipo- 
tecadas sus inscripciones al cumplimiento de 
censos y cargas Jas redimieren, con la autori- 
zación é intervención de las autoridades á 
quienes tocase dispensarla, se pondrán Jas 
inscripciones en aptitud de seé aplicadas álos 
objetos á que con arreglo á las leyes pueden 
destinarse, previas las formalidades que pro- 
cedan, según las mismas. 

Y 10. Que conforme á las aclaraciones 
anteriores, de pagos hechos con capitales de 
censos por cuenta de fincas vendidas desde 
la fecha en que se publicó en la Gaceta de 
Madrid la citada ley de H de julio de 1856 
se anulen, reponiendo el importe de aquellos 
los compradores con los valores admisibles 
según la legislación vigente, quedando los 
censos que se bailen en dicho caso en las 
condiciones en que se encontrasen antes de 
su admisión en pago de las ventas de fincas 
efectuadas después de dicho día.— De Real 
orden etc. — Madrid 3 de mayo de 1860.>> 
(CL. t. 83, p. 414.) 

R. O. de 17 mayo de 1860. 

Premios de investigación. 

(Mac.) Se dispone «que para el abono de 
premios de las fincas investigadas proceden- 
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es de corporaciones civiles, se deduzca del 
valor en tasación el importe de Jas cargas que 
tengan á favor de particulares...» (CL. t. 83, 
pág. 461.) 

Circ. de 18 mayo de 1860. 

I ni] (;nmiz ación es á corporaciones civiles. 

( Dir. gen. de Cont.) Traslada la Direc- 
ción una R, 0. de 4 del mismo mes dictan- 
do disposiciones para que por Josadministra- 
dore de Hacienda pública se cumpla lo que 
determinan los arts. 9 al 12 de Ja Rea! ins- 
trucción de l.° de julio de 1859, y sustan- 
cialmente encarga: que las relaciones de fin- 
cas y censos desamortizados de beneficencia ó 
instrucción publicase compulsen con los nmi- 
llaramientos para conocer si hay armonía , 
entre el arrendamiento designado y la utili- ; 
dad liquida imputada. Que á falta de arren- 
damiento se fije la ren'n de la tasación. Que á j 
falta de amillnramientos, se fije la en que es- 
tuvieron últimamente arrendadas, y en los 
censos por sus réditos. Que conocida la renta 
de ias lincas ó réditos de censos, se determi- 
ne la cuota de contribución para el Tesoro 
aumentándose a esta los recargos legales y en 
la proporción debida. Y que con vista de es- 
tos dalos obren las Contad rías en la forma 
que se les prescribe. (CL. t. 83, p. 463.) 

R. O. de 2 f mayo de 1860. 

Se procoda á la venta de censos. 

(Hac.) «He dado cuenta ;í la Reina (que 
Dios guarde) del expediente instruido en esa 
Dirección general á instancia de varios la- 
bradores vecinos de las Tillas de Dolores, 
San Fulgencio y San Felipe Neri sobre am- 
pliación por seis meses mas del plazo conce- 
dido por la ley de 11 de marzo de 1859 para 
la redención de los censos pertenecientes al ' 
Estado, al secuestro de D. Carlos, á benefi- 
cencia, á instrucción pública, filas provin- 
cias, á los propios de los pueblos y demás 
manos muertas de carácter civil; y consi- : 
derando que en la expresada ley no se au- , 
toriza al Gobierno para decretar la próroga 
que se solicita, de conformidad con el dielá- 
men do la Asesoría general de este Ministe- 
rio y con el de la Sección de Hacienda del 
Consejo de Estado, S, M. se ha servido re- 
solver, que se proceda desde luego á la ven- 
ta de todos los censos de las indicadas proce- 
dencias, cuya redención no hubiesen pedido 
los censatarios hasta el día de la fecha, con 
arreglo á lo dispuesto en las leyes de l.° de 
mayo de 1855 y lf de marzo de 1859. — De 
Real orden etc, — Madrid 21 mayo de 1860. 
(CL. t. 83, p. 471.) 


Consiguiente á lo prevenido en la an- 
teri; r Rea! orden, la Dirección general 
del ramo ha adoptado las reglas qu» de- 
ben observarse para llevarla á efecto en 
la siguiente 

Circ . de 25 mayo de 1860. 

Para llevar á efecto la venta de censos. 

«Terminando el plazo para solicitar la re- 
dención de los censos, foros y demás nresta- 
ciones comprendidas en el art. l.°dela ley 
de 27 de lebrero de 1856 que correspondan 
al Estado, al secuestro de I). Carlos, á bene- 
ficencia, á instrucción pública, á las provin- 
cias, á los propios de los pueblos y demos 
manos muertas de carácter civil; y resuelto 
por el Gobierno en R. 0. de 21 del actual que 
se proceda desde luego á su venta con arre- 
glo á lo dispuesto en las leyes de i ,° de ma- 
yo de 1855 y 11 de marzo de 1859, esta Di- 
rección genera] ha acordado que para llevarlo 
á efecto se tengan presentes las reglas si- 
guientes: 

1. a Solo tendrán derecho á redimir sus 
cargas les censatarios que hubiesen presen- 
tado sus solicitudes hasta el dia 21 del cor- 
riente inclusive. 

2. a Los Gobernadores de provincia dis- 
pondrán que inmediatamente se formen y re- 
mitan á este centro directivo relaciones por 
procedencias de las solitudes que se bailen en 
el caso de la regla anterior , con expresión 
del dia en que fueron registradas y del nú- 
mero del regislro. 

3. a Las Administraciones del ramo y los 
comisionados principales cuidarán muy espe- 
cialmente de que en el plazo mas breve posi- 
ble se ultimen todos los expedientes de lui- 
ción, que resulten pendientes en el citado 
dia 21 del actual. 

4. a El importe de las redenciones ya 
aprobadas ó de las que se aprueben en lo su- 
cesivo por estar comprendidas en la regla 
1. a , se liará efectivo con arreglo á lo dispues- 
to en el art. 240 de la instrucción de 31 de 
mayo de 1855, en el término de quince días 
contados desde el en que se haga la notifica- 
ción al reditúente. 

5. a Si este no verificase el pago en dicho 
plazo, la Administración de! ramo lo pondrá 
en conocimiento del Gobernador: y declara- 
da por este la caducidad de la redención, se 
sacará el censo inmediatamente á la venta. 

6. a Para que pueda tener efecto lo dis- 
puesto en ias dos reglas que preceden, res- 
pecto de los redimentes que no hayan veri- 
ficado el pago de sus respectivas redenciones, 
á pesar de haber trascurrido ya el plazo de- 
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signado por instrucción para ello, cuidarán 
los administradores de que inmediatamente 
se les haga nueva notificación, -empezándose 
á contar desde ella el plazo de los quince 
dias. 

7. a Los censos cuya redención no se hu- 
biese solicitado hasta el 21 del corriente, y 
aquellos en que se declare caducada confor- 
me á lo dispuesto en la regla 5. a , se sacarán 
á la venta pública con sujeción á lo preveni- 
do en los arts. 252 y siguientes de la instruc- 
ción de 31 de mayo de 1855. 

8. a La capitalización que deben practicar 
las Administraciones con arreglo á los artícu- 
los 255, 258 y 257 de la citada instrucción, 
se verificará bajo los tipos marcados eD el 
art. l.° de la ley de 11 de marzo de 1859. 

9. * Con arreglo -á lo dispuesto en el ar- 
tículo fi.° de la ley de 1 1 de julio de 1856, se 
considerarán de menor cuantía para los efec- 
tos del art. 262 de la instrucción de 31 de 
mayo de 1855 los censos cuya capitalización 
al tipo menor no exceda de 10.000 rs. 

10. Los Gobernadores dispondrán desde 
luego que las Administraciones formen y re- 
mitan a esta superioridad las notas que pre- 
viene el art. 270 de la citada instrucción. — 
Lo que comunico á Y. S. para su inteligencia 
y efectos consiguientes etc. — Dios etc. — Ma- 
drid 25 de mayo de 1860. ( Boletín de Bur- 
gos de 8 de junio.) 

R. O. de 4 julio de 1860. 

Las cargas ó favor del clero en fincas desamortizadas 
no son rebajables. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del expediente promovido á ins- 
tancia de D. Diego Simó, comprador de va- 
rias fincas de los propios de Villasiios, en so- 
licitud de que se le rebaje del precio de las 
mismas el importe de las cargas que sobre 
ellas gravitan á favor de corporaciones ecle- 
siásticas, contra lo acordado por esa Direc- 
ción en l.° de octubre del año último, á 
consecuencia de la consulta del comisionado 
de ventas de la provincia de Burgos sobre el 
propio asunto; y conformándose S. M. con lo 
informado por ese Centro directivo y la Ase- 
soría general de este Ministerio se ha servi- 
do desestimar la instancia del referido com- 
prador, y declarar válido y subsistente el 
mencionado acuerdo de f.° de eetubre, dis- 
poniendo que las cargas que gravitan á favor 
del clero sobre fincas desamortizadas no son 
rebajables del importe de la venta, con ar- 
reglo á lo dispuesto en los arts. 142 y 143 de 
la instrucción de 31 de mayo de 1855 , por 
quedar enajenadas con las propias fincas. 
Tomo V. 


De Real órden etc.— Madrid 4 de julio de 
1860 » (Bol. of. de Orense de 24 de julio.) 

R. O. de 30 julio de 1860. 

Exención del impuesto hipotecario. 

(Hac.) Declara que las adjudicaciones de 
bienes inmuebles, procedentes de los enaje- 
nados por el Estado á virtud de la ley de l.° 
de mayo de 1855, hechas en pago de Deu- 
das, están comprendidas en ia exención del 
derecho hipotecario que marca el art. 24 de 
la citada ley. (GL. t. 84, p. i 1 9.) 

Circ. de 4 agosto de 1860. 

Expedientes de excepción. 

Haciéndose cargo la Dirección general de 
lo prevenido en el caso 9.°, art. 2.° de la ley 
de 1 .° de mayo de i 855, en el 53 de la ins- 
trucción de 31 del misino mes y los artículos 
^rimeros de la ley é instrucción de il de ju- 
io de 1856, dispone que para evitar irregu- 
aridades y facilitar el pronto despacho de los 
expedientes de excepción de la venta en con- 
cepto de aprovechamiento común y de los 
que se destinen para dehesas boyales, se ins- 
truyan con absoluta separación ios unos de 
los otros, observándose en ellos las preven- 
ciones siguientes: 

«Deberá consignarse en los expedientes de 
excepción para aprovechamiento coman: 

1 . ° La cabida del terreno, cuya excepción 
se pretenda, usando de la medida marcada 
en el sistema métrico que es el que se halla 
en ejercicio legal. 

2. L ‘ La verdadera naturaleza del predio, 
cuya no venta se pretenda, sus circunstan- 
cias, época ú origen de su posesión por el 

' común de vecinos, y testimonio del título en 
virtud del cual se hallan poseyéndolo, 

3. ” Si además de los terrenos cuya ex- 
cepción se pretenda, tiene el pueblo otros, 
ya sean de propios aun no enajenados, ya 
que se aprovechen maneomunadamente en 
su término ó en el de cualquier pueblo limí- 
trofe. 

4. ° Un certificado expedido por el secre- 
tario del Gobierno de la provincia, en el que 
se haga constar, con referencia á las cuen- 
tas municipales del respectivo pueblo, si los 
terrenos, cuya excepción se solicite, han sido 
arrendados ó arbitrados desde 1835 á 55 y 
pagado el 20 por 400 de propios. 

5. ° El informe de la Diputación pro- 
vincial. 

6. ° El del fiscal de Hacienda. 

7. ° El de la Junta provincial de ventas, 

Y 8.° El Gobernador al remitir el expe- 
diente, llenados estos requisitos, emitirá su 
dictámen. 


15 
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Constará en los expedientes de excepción 
para dehesas boyales 

1. ° La cabida y calidad del terreno que 
se pretenda destinar á dehesa boyal, usándo- 
se igualmente de las denominaciones marca- 
das en el sistema métrico, y expresándose 
en los informes que debe contener el expe- 
diente, si el número de hectáreas que se de- 
signen es el absolutamente necesario para el 
pasto del ganado de labor con relación al de 
cabezas que existe en el pueblo respectivo. 

2. ° La calidad de los terrenos se acredi- 
tará ¿por certificado referente al amillara— 
miento de la riqueza del pueblo reclamante. 

3. u Si el pueblo tiene solicitado, ó piensa 
solicitar, se le reserve algún terreno para 
aprovechamiento común, expresando si el 
que se encuentre en este caso produce 
pastos. 

4. ° Las circunstancias de los terrenos 
que se soliciten, con expresión de si corres- 
ponde á los propios ó á los comunes, y el 
destino que hasta ahora han tenido. 

5. ° Sí en la clasificación general de mon- 
tes, hecha por el Ministerio de Fomento, se 
hubieren reservado al pueblo algunos terre- 
nos con el carácter de no enajenables, se 
consignará en el expediente en que se solici- 
te la excepción de otros para dehesa boyal, 
si aquellos producen pastos y pueden cubrir 
las necesidades del ganado de labor, expre- 
sando en todo caso la distancia que haya des- 
de la respectiva población al predio compren- 
dido en la clasificación citada. 

6. ° El vecindario del pueblo. 

7. ° Las condiciones agrícolas, comercia- 
les, é industriales del mismo. 

8. ° El número y clase de las cabezas de 
ganado existente destinadas á la labor. 

9. ” El informe del fiscal de Hacienda. 

10. El de la Diputación provincial. 

11. El acuerdo de la Junta provincial de 
ventas. 

Y 12. Expresará asimismo el Gobernador 
su opinión al remitir el expediente. 

Esta Dirección general recomienda á V. S. 
la mayor exactitud y eficacia en el cumpli- 
miento del servicio á que se refiere esta cir- 
cular etc.— Madrid 4 de agosto de 1860.» 

R. 0. de 6 agosto de 1860. 

Sobre proratco de rentas, 

(Hac.) «He dado cuenta á S'. M. del ex- 
pediente instruido en esa Dirección general 
con motivo de la consulta elevada á este Mi- 
nisterio por el Gobernador de Ja provincia 
de Avila, en 25 de junio de este ano, sobre 
la fofiííaen que debía aplicarse el art. 158 
♦de Ja instrucción de 31 de mavo de 1855, 

i> 7 


referente al prorateo de la renta de las fin- 
cas que se enajenan en virtud de las leyes de 
desamortización. Y considerando que el ob- 
jeto de dicho artículo es respetar y conceder 
el derecho de propiedad que sobre las cita- 
das lincas tienen los dos que han sido due- 
ños de ellas , dentro det ano en que se efec- 
túa la trasmisión de dominio; y considerando 
que este derecho lo mismo existe cuando las 
fincas estén arrendadas, y se conoce desde 
luego la renta, base de la liquidación, como 
cuando se hallen en administración directa, 
la Reina (Q. D. G.) de conformidad con lo 
expuesto por esa Dirección y por el asesor 
general de este Ministerio, ha tenido á bien 
resolver, que el prorateo de las rentas, pre- 
venido por el art. 158 de la instrucción de 31 
de mayo de 1855, debe ejecutarse lo mismo 
en el caso de que las fincas se hallen bajo un 
contrato de arrendamiento, como en el de 
que se ocurra á su producción directamente 
por las corporaciones á que pertenecieran, 
procediéndose en este segundo extremo á la 
liquidación y rebaja de los gastos causados, 
que serán de abono al productor, prorateán- 
dose luego el líquido entre este y el compra- 
dor eu los términos que por punto general 
se encuentran marcados. — De Real orden etc. 
(C L. t. 84, p. 138.) 

R. D. de 21 agosto de 1860. 

Cambio de bieues dei clero por inscripciones. 

(Hac.) Tomando en consideración lo que 
me ba propuesto el Ministro de Hacienda, 
de acuerdo con el dé Gracia y Justicia y ei 
muy Rdo. Nuncio apostólico de Su Santidad, 
para la ejecución del Convenio celebrado con 
la Santa Sede en 25 de agosto del año últi- 
mo; y conformándome con el parecer del 
Consejo de Ministros, 

Vengo en deccretar lo siguiente: 

Artículo 1,° Las Administraciones de 
propiedades y derechos dei Estado formarán, 
á Ja mayor brevedad inventarios triplicados 
por diócesis, de las fincas rústicas y ifrbanas 
de que se hubiese incautado la Hacienda pú- 
blica, pertenecientes á la Iglesia, incluyendo 
en ellos las que hubiesen sido rematadas y 
no adjudicadas á consecuencia de lo preve- 
nido en el R. D. de 23 de setiembre de 1856. 
En estos inventarios se hará expresión: 

Primero. Del pueblo pn que radiquen las 
fincas. 

Segundo. De la clase de estas. 

, Tercero. De la corporación á que perte- 
necieron. 

Cuarto. De la situación y linderos. 

Quinto. De la renta en el año común, 


! 
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deducida del producto del último quin- \ 
quenio. , ‘ ¡ 

Sexto. Del importe de las contribuciones 
y sus recargos, y los gastos de adrñinistra- 
cion al tipo medio de 25 por 1 00. ; 

Séptimo. De las cargas que graviten se-' 
bre las fincas. 

Octavo. Dé la renta líquida. 

Y noveno. De la capitalización bajo el. 
tipo establecido para la venta de los predios 
que se desamortizan por el Gobierno. La 
renta de bienes arrendados á condición de 
que los arrendatarios paguen las contribu- 
ciones y sus recargos, se capitalizará sin 
deducción por razón de contribuciones, re-' 
bajándose solo el 10 por 100 de administra- 
ción y las demás cargas que graviten sobre 
los bienes. 

Art. 2.° Igualmente formarán inventa- 
rios triplicados por diócesis de los censos á 
favor de la Iglesia, cuya cobranza no ofrezca 
inconvenientes insuperables, en los cuales 
se hará constar : 

Primero. La corporación censualista. 

Segundo. Nombre del censatario. 

Tercero. Hipoteca afecta al pago del ! 
censo. 

Cuarto. Pueblo en donde radique esta. 

Quinto. Importe del rédito anual. 

Sexto. Baja del 25 por 100 por contri- 
buciones, recargos y gastos de adminis- 
tración, 

Y séptimo. Renta líquida que resulte. 

Art. 3.° Asimismo redactarán inventa- 
rios triplicados por diócesis de los censos á 
favor de Ja Iglesia, cuya cobranza ofrezca in- 
convenientes insuperables, haciéndose en 
estos la misma expresión de circunstancias 
establecidas en la regla anterior, siempre 
que esto sea posible, y añadiéndose las ob- 
servaciones conducentes sobre las dificulta- 
des que ofrezca su realización. 

Art. 4.° Formados los inventarios y au- 
torizados por los Gobernadores de provincia, 
estos remitirán un ejemplar de los corres- 
pondientes á las respectivas diócesis á ios 
muy R. Arzobispos y R. Obispos, quienes, 
oyendo á sus cabildos, harán con toda pre- 
mura. la estimación de los bienes inventaria- 
dos y la dirigirán á los Gobernadores. Si los 
muy R, Arzobispos y R. Obispos tuviesen 
noticia de alguna finca, acción ó derecho 
pertenecientes á la Iglesia, que no compren- 
dan los inventarios de las Administraciones 
de propiedades, los ineluiián en estos, dan- ■' 
doles la estimación correspondiente. 

Art. 5. Q Al devolver los muy R. Arzo- 
bispos y R, Obispos á los Gobernadores los 
.datos en que sé consigne la estimacion.de los 1 


bienes, expresarán si renuncian la facultad 
que les concede el párrafo tercero del ar- 
tículo 6.° del convenio citado ó designarán 
la finca que haya de retenerse para la Igle- 
sia, a fin de que segregada del inventario se 
excluya de. la permutación, imputándose su 
renta en la dotación del clero. 

Art. 6.° Para llevar á efecto la permuta- 
ción acordada, serán objeto de los inventa- 
rios todos los bienes existentes que pertene- 
cieron al clero regular y secular, inclusos 
los que se devolvieron á la iglesia en virtud 
de lo convenido en el Concordato de 1851, 
exceptuándose únicamente los que se men- 
cionan en el artículo siguiente: 

Art. 7.° No se incluirán en los inven- 
tarios: 

Primero. Los palacios, huertas, jardines 
y otros edificios que en cualquier iugar de 
ía diócesis estén destinados al uso y esparci- 
miento de los muy R. Arzobispos y Reveren- 
dos Obispos. 

Segundo. Las casas destinadas á la ha- 
bitación de los párrocos con sus huertos y 
campos anejos conocidos bajo las denomina- 
ciones de igiesarios, mansos y otras. 

Tercero. Los edificios de los semina- 
rios conciliares con sus anejos, y las biblio- 
tecas. ■ 

Cuarto. Las casas de corrección ó cárce- 
■ les eclesiásticas. 

Y quinto. Todos los edificios que sirven 
en el dia para el culto ó se hallen destinados 
al uso y habitación del clero regular de am- 
bos sexos. 

Art. 8.° Por separado, los administrado- 
res de propiedades y derechos del Estado 
redactarán relaciones triplicadas por dióce- 
sis de las fincas no incluidas en los inven- 
tarios, por estar exceptuadas de la permu- 
tación, conforme al artículo anterior. Los 
Gobernadores de provincia dirigirán á los 
muy R. Arzobispos y R. Obispos un ejem- 
plar de estas relaciones, correspondiente á 
su respectiva diócesis, á fin de que manifies- 
ten si están en debida forma ó bagan en ca- 
so contrario las observaciones que crean eon- 
i venientes. 

j Art. 9.°, Para el exacto cumplimiento do 
lo establecido en cd art. l.° del Convenio úl- 
timamente celebrado con Su Santidad, y pa- 
ra conocer el valor en venta de les bienes 
que fueron enajenados en virtud de Ja ley de 
l.° de mayo de 1855 y 11 de julio de 1856, 
las expresadas Administraciones de propie- 
dades formarán las relaciones siguientes: 
Primera. De las lincas vendidas y adjudi- 
cadas hasta la suspensión de dichas leyes, 
expresando el pueblo donde radique Ja linca 
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cerporacion á que perteneció, y valor obte- 
nido en su venta. 

Segunda. De los censos redimidos en 
virtud de las leyes de desamortización , en 
que aparezca la corporación censualista, nom- 
bre del censatario, rédito anual, baja del 25 
por 100 por contribuciones, recargos y gas- 
tos de administración, y por último, rédito 
líquido que resulte. 

Tercera, De los censos cuya redención 
se hubiere solicitado con anterioridad á la 
publicación del R. D, de 23 de setiembre de 
tS56, estén ó no depositados sus capitales ó 
parte de ellos con la misma expresión que 
la anterior. 

Art. 10. Inmediatamente que los Gober- 
nadores de provincia reciban la estimación 
de los bienes, hecha por los muy R. Arzo- 
bispos y R. Obispos, la remitirán con un 
ejemplar de los inventarios de que hablan 
los arts. 1. a , 2.° y 3.°, á la Dirección gene- 
ral de propiedades y derechos del Estado, la 
cual dará cuenta al Gobierno del resultado 
de los expedientes para las resoluciones que 
correspondan. Igualmente remitirán otros 
inventarios en que con la debida separación 
de diócesis se exprese la linca que en cada 
una retenga la iglesia, y cuyos productos 
deben imputarse en la dotación del clero si 
Jos muy R. Arzobispos y R. Obispos hubie- 
ren hecho uso de la facultad consignada en 
el art. 6.° del Convenio referido. 

Art. t i. Terminado el expediente de es- 
timación de bienes sujetos á la permutación, 
se ordenará la emisión y entrega á los res- 
pectivos prelados de inscripciones intrasferi- 
bles de la renta consolidada al 3 por 1 00 por 
el completo valor de dichos bienes no enaje- 
nados. Verificada la entrega de las inscrip- 
ciones, ios muy R. Arzobispos y R. Obispos 
harán al Estado formal cesión de ¡os bienes 
expresados en la forma que previene el ar- 
tículo 7.° del Convenio expresado. 

Art. 12. Conocido que sea en cada dió- 
cesis, por las relaciones de que trata el ar- 
tículo 9.°, el valor en venta de los bienes 
vendidos y adjudicados, el de los censos re- 
dimidos y el de aquellos en que estuviere so- 1 
licitada la redención, el Gobierno asimismo 
ordenará la emisión y se dará entrega á los I 
respectivos prelados de las inscripciones in- 
trasjferibles de la renta consolidada al 3 por 
100 por el valor que los citados bienes hu- 
bieran tenido. Esto efectuado, los muy Re- 
verendas Arzobispos y R. Obispos harán al 
Estado formal cesión de todos los bienes re- 
feridos. 

Art. 13. Las inscripciones de que se ha- ' 
bla en los dos artículos anteriores represen- 1 


• tarán las cantidades que correspondan á ca- 
da diócesis, pudiendo subdividirse según las 
necesidades á que se apliquen. 

Art. 14. La Junta superior devenías de 
bienes nacionales y las de provincia proce- 
derán respectivamente á la aprobación de 
los expedientes de redención de censos ecle- 
siásticos que se bailasen pendientes al expe- 
dirse el R, D. de 23 de setiembre de 1856. 

Art. 15. Los bienes de la Iglesia que no 
estuviesen comprendidos en ios inventarios 
de que hacen mención los arts. l.°, 2.°, 3.°, 
8.° y 10, y apareciesen después de hecha 
por los prelados la formal cesión de los in- 
cluidos en aquellos, serán permutados en los 
propios términos y con las mismas formali- 
dades marcadas en los artículos anteriores. 
— Dado en San Ildefonso á 21 de agosto de 
1860. — Está rubricado de la Real mano. — El 
Ministro de Hacienda, Pedro Saiaverría:» 
(' CL . i. 84, p. 171 .) 

R. O. de 2 octubre de 1860. 

Inscripciones de beneficencia. 

(Hac.) Con el objeto de evitar el que- 
branto que ocasiona á las Juntas y estableci- 
mientos de beneficencia el tener domiciliado 
el pago de los intereses de sus inscripciones 
en otra provincia porque radicaban en ella 
las fincas vendidas; y con el fin de que no 
haya perjuicios en las liquidaciones, se re- 
suelve: l. ü Que a) verííicarse la expedición 
primitiva de las expresadas inscripciones se 
domicilien en donde radiquen sus cuentas y 
liquidaciones, y que después de hecha la 
entrega de aquellas á las corporaciones y es- 
tablecimientos podrán solicitar do esa Direc- 
ción que se domicilie el pago de sus intere- 
ses donde mejor les convenga. 

Y 2.° Que se atempere á esta resolución 
la Junta de beneficencia de esta Corte y las 
demás corporaciones que se haden en el 
mismo caso. — De Real órden etc. — Madrid 
2 de octubre de 1860.» (CL, t. 84, p. 555.) 

R. O. de 16 octubre de 1860. 

Pagos por ce ¿sos redimidos. 

(Hac.) «limo. Sr. : He dado cuenta á la 
Reina (Q. I). G.) del expediente instruido 
por ese centro directivo á consulta de la Ad- 
ministración principal del ramo en la pro- 
vincia de Sevilla, sobre si ios censatarios que 
solicitaron redenciones de censos y deposi- 
taron el importe del primer plazo con arre- 
glo á lo dispuesto eu R. O. de 27 de julio 
de 1855, y cuyos expedientes no fueron de- 
finitivamente aprobados antes de publicarse 
losRs. Ds. de 23 de setiembre y 14 de octu- 
bre de 1856, debieran otorgar los eorrespon- 
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dientes pagarés por los nueve restantes y 
hacerlos efectivos á sus respectivos venci- 
mientos , sin perjuicio de lo que en su- dia se 
resolviera respecto de las redenciones pro- 
visionales; 

Y considerando que á .virtud de lo dis- 
puesto en R. O. de 28 de diciembre de (855 
dejaron de pagar los réditos de los censos 
desde el dia en que depositaron en Tesore- 
ría las cartas de pago del anticipo de los 
230,000,000, por cuya razón vienen gozando 
del beneficio de no satisfacer el gravamen sin 
haber desembolsado kmpoeo la parte del capi- 
tal que corresponda á los plazos ya vencidos: 

Considerando igualmente que no será 
equitativo obligarles á abonar todos los pla- 
zos sin haber recaído la aprobación definiti- 
va en los expedientes, porque no se les pue- 
de otorgar la escritura de redención ; 

S. M. se ha servido resolver, de conformi- 
dad con lo informado por esa Dirección y Ase- 
soría general de este Ministerio, que los cen- 
satarios que no depositaron el importe total 
deja luición deben continuar satisfaciendo 
anualmente, basta la resolución definitiva 
de sus respectivos expedientes, los réditos 
que correspondan á prorata á la parte del 
capital que no hayan hecho efectiva; á no 
ser que prefieran otorgar todos los pagarés 
y satisfacer los ya vencidos y los que fueren 
venciendo, en cuyo caso quedarán relevados 
de! pago de intereses, como los que deposi- 
taron el importe total de la redención.» — De 
Real órden etc. — Madrid 16 de octubre de 
1860. ( CL . t. 84, p. 296.) 

R.O.de 20 noviembre de \ 860. 

Bienes del clero que no son permutables. 

(Hac.) Resuelve que no se comprendan 
entre los bienes del clero permutables aque- 
llos que las Juntas diocesanas no hubiesen 
imputado en la dotación de los párrocos ; y 
que sean comprendidos los que habían sido 
objeto de imputación en cuenta del haber, 
pero distinguiéndolos de los demás permuta- 
bles para resolver si el clero hiciese recla- 
maciones. (CL. t. 84, p. 414.) 

R. O. de 8 diciembre de 1360. 

Encoraifindas de la Orden de San Juan. 

(Hac.) Resuelve: que los bienes de enco- 
miendas provistas, pertenecientes á la Ord n 
de San Juan de Jerusalen, corno comprendi- 
dos en las leyes de desamortización de l.° 
mayo de 1855 y 11 julio de 1856, deben ser 
enajenados desde luego stn perjuicio de acor- 
darse los términos en que deban extenderse 
las inscripciones con que hayan de ser rein- 
egradoslos poseedores. (CL. t. 85, p. 602.) 
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R. O. de 24 diciembre de 1860. 

Arriendos anteriores al año de 1800 : Redenciones. 

(Hac,) «limo. Sr.: He dado cuenta á la 
Reina (Q. D. G.) de la consulta elevada por 
V. I., en la que , fundándose en la necesidad 
de fijar la tramitación de los expedientes 
promovidos con objeto de obtener el dominio 
útil de las fincas comprendidas en las leyes 
de desamortización, é interpretar el espíritu 
de estas, proponía la adopción de ciertas 
reglas. 

Y S. M., en vista de lo informado por el 
Consejo de Estado en pleno, Sección de Ha- 
cienda del mismo y Asesoría general de este 
Ministerio, se ha servido resolver, de acuer- 
do con esa Dirección lo siguiente: 

1. ° La continuidad de los arrendamien- 
tos anteriores á 1800 en una misma familia, 
se entiende no solo respecto á Jos que pro- 
ceden de sucesión directa de padres á hijos, 
sino á los parientes por riguroso orden de 
sucesión dentro del décimo grado. La reten- 
ción de la colonia por la esposa viuda antes 
de que uno de los hijos adquiera aquella uo 
interrumpirá e! derecho. 

2. ° Estas circuntancias se probarán con 
las fes de bautismo competentemente legali- 
zadas, y con la de casamiento si el arrenda- 
miento pasase á otro apellido por el entron- 
que de una hembra que viniera usufructuan- 
do la finca por sucesión ■directa. 

3. ü Tanto la no interrupción del arren- 
damiento, cuanto que la renta no ha exce- 
dido de d. i 00 rs. anuales en su origen ó 
en el año de i 800 , ni á la fecha de la pro- 
mulgación de las leyes de desamortización, 
se probará por los d contratos de arrenda- 
miento. En defecto de todos ó de algunos, 
se acompañarán los recibos originales de pa- 
go de las rentas; si no existieran ni unos ni 
otros en todo ó en parte, se suplirán con cer- 
tificación librada por el secretario ó conta- 
dor de la corporación á que pertenecieron 
Jos bienes, con referencia á los libros de la 
misma, con el V.° B.° del presidente ó pa- 
trono, con el sello que la misma usare ó no- 
ta de no tenerlo, y en virtud de acuerdo de 
junta celebrada, si tal íuere la índole or- 
gánica de la corporación. Si esta no con- 
servara libros á que referirse, librará igual- 
mente la certificación que Iq^. exprese, en 
cuyo caso, y en virtud de ella, los Ayunta- 
mientos de los pueblos en que radicaran 
las fincas proveerán á los interesados de cer- 
tificación con todas las condiciones que an- 
teriormente quedan prescritas de lo que re- 
sulte de los libros catastros y repartimien- 
tos de' contribuciones, y concurra á pro- 
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bar la persona que haya venido cultivando! 
los predios y la renta que pagase al señor 
director. 

4. " La presentación de los recibos ori- 
ginales no eximirá á los interesados de pre- 
sentar la certificación de la corporación, ex- 
presando esta si se hallan conformes con los 
asientos de los libros de cuenta y razón de 
la misma, y si las firmas son las que usaban 
los funcionarios que los expidieran. 

5. ° Las certificaciones expedidas por las 
corporaciones á que pertenezcan las fincas, 
serán compulsadas por el promotor fiscal de 
Hacienda con los libros ó anteceden tes á que ! 
se refieran. 

6. ÍJ Si no existen contratos ni recibos en 
poder de los arrendatarios, ni libros en po- 
der de Ja corporación, ni nada constase en 
(os catastros y antecedentes del Ayuntamien- 
to del pueblo donde se hallasen las fincas, 
se hará constar por interesados por medio 
do certificaciones de las corporaciones ú 
oficinas, ¡i quienes por la regla tercera se 
comete la aseveración de los extremos que 
comprende, que hay absolutamente caren- 
cia de datos para .justificarlos. Con la pre- , 
sentacion de estas certificaciones, y con el 
documento de los primeros años de este si- 
glo que acredite la posesión del arrenda- 
miento en individuos de una misma familia 
hasta la fecha de la solicitud de la reden- 
ción, según se determina en el art. 13 déla 
instrucción de 11 de julio de 1856, se ad- . 
ñutirá la prueba testifical acerca de los ex- ■ 
Iremos de que trata el art. 14 de la ley de 
la misma fecha. 

7. ° Esta consistirá en la información he- 
cha ante el juez de primera instancia del par- 
tido en qué radiquen las fincas, con asis- 
tencia del promotor fiscal de Hacienda si le 
hubiese, y si no de! Juzgado ordinario, de- 
biendo ser los testigos vecinos del pueblo en 
que se hallaren sitos los predios, objeto de 
la diligencia. 

8. " Los llevadores de suertes ó sean cbm- 
partícipes en el arriendo de una finca con 
intervención de la corporación, estarán su- 
jetos á cumplir las reglas anteriores, con la 
sola diferencia de eme los recibos librados á 
su favor por el cabezalero sustituirán á los 
que aquella haya librado á este. 

9. '° El detecho de redimir concedido á 
los partícipes de un mismo arrendamiento, 
se entenderá limitado á solo el caso en que 

■ la finca no rentase en el año 1800, ó a) prin- 
cipiar aquel, mas que el tipo de 1.100 rea- 
les anuales señalado en Ja ley á cada uno de 
aquellos que no pagase al publicarse la de 27 
de febrero de 1856 mayor cantidad que esta. 


10. Compitiendo probar sa derecho á los 
interesados que le reclamen, serán los obli- 
gados á adquirir por sí y presentar en las 
Administraciones de propiedades y derechos 
del Estado de la provincia los documentos 
que anteriormente quedan prevenidos. Las 
Administraciones no darán curso á reclama- 
ción alguna que no vaya acompañada de 
aquellos, limitándose á providenciar y hacer 
saber á los interesados, cuando se presen- 
ten, las pruebas une faltaren. 

i 1 . Completas ya estas, las Administra- 
ciones pasarán el expediente, en virtud de 
orden que impetrarán del Gobernador de la 
provincia, á la corporación á que pertenez- 
can los bienes, á (in do que en el término de 
quince dias manifieste si tiene algo que ex- 
poner respecto del particular. 

12. Evacuado este informe se remitirá 
el expediente al promotor fiscal de Hacienda, 
para que, procediendo á la compulsa de los 
documentos en que está mandado este re- 
quisito, emita su dictamen, y con el cual, 
con el de la Administración y con el de la 
Junta de ventas de la provincia, será el expe- 
diente elevado por el Gobernador á la re- 
solución de la superior. — De Real orden etc. 
{CL. t. 85, p, 618 .) • 

ñ. O. de 31 enero de 1JS6 1. 

Precauciones en las subastas. ' 

(Gob.) Disponer que en ios dias en que 
se verifiquen subastas de ventas de bienes 
nacionales, queden sin curso los despachos 
telegráficos privados relativos á ellas. {CL. 
t. 85, p. 128.) 

R. O. de 19 febrero de 1861. 

Entrega de inscripciones á las corporaciones. 
(Direc. gen.) Las Direcciones generales 
de! Tesoro y de contabilidad, al circular una 
R. O. de 13 de noviembre de 1860 que de- 
clara subsistente la de 26 de mayo de 1859. 
hasta tanto que sean entregadas á las corpo- 
raciones y particulares las inscripciones de 
la Deuda en equivalencia de sus bienes, ha- 
cen varias prevenciones á las oficinas provin- 
ciales para su ejecución y cumplimiento. 
{CL. t. 85, p. 648.) 

R. O. de i 3 marzo de 1861. 

Sobre segundas subastasen las ventas de censos. 

(Hac.) «S. M ha tenido á bien 

resolver que en las primeras subastas de cen- 
sos no se obtuviera postura, se convoque 
una segunda con la rebaja de una sexta par- 
te de los capitales que sirvieron de tipo para 
la primera; y que si tampoco se presentasen 
licitadores, se llevo á efecto otra tercera su- 
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basta con rebaja- de una quinta parte de los 
expresados capitales, subsistiendo por- lo dé- 
más las mismas condiciones que para los prb 
meros remates marca el art. 262 de la ins- 
trucción de 31 de mayo de 1855, respecto 
de la preferencia á que tienen derecho los 
postores que ofrezcan pagar al contado. — De 
Real órden etc. (Bol. of. de Orense núm. 45.) 

R. O. de 15 marzo de 1861. 

Manda entregar á las corporaciones civiles los intere- 
ses devengados hasta fin do 1860 . 

(Hac.) «LaR. Inst. de l.° julio de 1859, 
dictada para el cumplimiento de la ley de 1 ,° 
de abril anterior, determina la forma en que 
han de liquidarse los derechos de las corpo- 
raciones civiles- por los bienes de su perte- 
nencia enajenados antes y después del 2 de 
octubre de 1858, la manera de ser indemni- 
zadas, y ei modo de satisfacerlas los intereses 
que las correspondan. Por Reales órdenes 
posteriores se ha prevenido que los intereses 
devengados en cada semestre se les paguen 
en concepto de anticipaciones, ínterin reci- 
ben las inscripciones de renta consolidada al 
3 por 100 que deben emitirse á su favor. No 
obstante tales disposiciones han llegado á 
este Ministerio quejas, si bien poca? y de de- 
terminadas provincias, respecto á la demora 
que sufre el pago de los citados intereses. 
Enterada S. M., y deseando que de modo al- 
guno carezcan los establecimientos y corpo- ! 
raciones de loque les corresponde con arre- . 
glo á las leyes y siendo además su voluntad 
que se faciliten á los pueblos en casos excep- 
cionales medios cop que cubrir sus presu- 
puestos cuando el' déficit procede del de la 
renta de sus bienes enajenados, se ha servi- 
do mandar: 

t.° Que esa Dirección general adopte ó 
proponga á este Ministerio cuantas disposi- 
ciones le sugiera su reconocido celo, á fin de 
que se active la formación y examen de to- 
das las liquidaciones de que trata la R. Ins- 
trucción de l.° de julio de 1859. 

2. ° Que de acuerdo con la del Tesoro, 
dicte asimismo de las que fueren del caso, : 
para que Sin demora ni excusa alguna se abo- 
nen en concepto de anticipaciones, como es- 
tá prevenido, los intereses á que los estable- 
cimientos y corporaciones tengan derecho 
hasta ñn de diciembre último. 

3. ° Que se satisfaga desde luego á los 
Ayqntamientos por las sucursales de la Caja 
general de depósitos, el interés del 4 por 1Ó0 
devengado hasta fin de 1860, por las canti- 
dades impuestas en ellas, procedentes de la 
tercera parte del 80 por 100 de bienes de 
propios , conforme á lo prevenido en el ar- 


tículo 27 de la citada instrucción, sin que 
sirva de obstáculo el que no hubieren pre- 
sentado á percibirlo al finalizar el año. 

Y 4.° Que si algunos pueblos, á pesar de 
los abusos expresados tuvieren déficit en sus 
presupuestos municipales por efecto de no 
haber completado aun la renta líquida que 
les producían sus bienes enajenados y care- 
ciesen de medios fáciles para cubrirlo, pue- 
den acudir por conducto de los Gober nado- 
res y con los justificantes oportunos al Mi- 
nisterio de la Gobernación; á fin de que pa- 
sadas sus reclamaciones á este de Hacienda, 
acuerde S. M. en cada caso lo que correspon- 
da. — De Real órden lo digo a V. I. para su 
inteligencia y efectos correspondientes.» — 
Lo que de órden de S. M. etc. (Bol. of. de 
Ciudad-Real , núm. 50.) 

R. O. de 21 marzo de 1861. 
Rotulación de rentas en especies por arrendamientos. 

(Hac.) «limo. Sr.: He dado cuenta á la 
Reina (Q. D. G.) de la consulta elevada por 
esa Dirección general en consecuencia del 
acuerdo de la mayoría de la Junta superior 
de ventas, recaído en el expediente instruido 
por Rafael Mora y otros vecinos de Villafran- 
ca, Montes de Oca, provincia de Burgos, en 
solicitud de que se declare á su favor como 
arrendatarios desde antes del año 1800, el 
dominio útil de un prado titulado del Cer- 
cado, perteneciente al hospital de la misma 
villa, resolviendo que para regular la rent;» 
en especie que vienen satisfaciendo se siga 
adoptando el tipo del precio medio en el de- 
cenio de 1840 á 1850. 

Y S. M. de acuerdo con lo propuesto por 
esa Dirección general, se ha servido disponer 
que para apreciar la renta de los arrenda- 
mientos que se lian pagado ó se paguen en 
frutos, regulen estos por el expresado tipo, 
según lo establece el art. 4.° de la ley de 27 
de febrero de 185G, para la capitalización de 
los censos que se pagarán en especie.» — De 
Real órden etc. — Madrid 21 marzo de 1861. 
(CL. i. 85, p. 282.) 

Ley de 7 abril de 1861, 

Inversión del producto do ventas do bienes ecle- 
siásticos. 

(Hac.) Doña Isabel II etc.: 

Artículo l.° Los bienes de la iglesia que 
el Estado tiene derecho á adquirir por efecto 
de la permutación acordada en el convenio 
celebrado con la Santa Sede en 25 de agosto 
1859 continuarán enajenándose do esta ma- 
nera: las tincas rústicas y urbanas con arre- 
glo á las leyes de l.° de mayo de 1855 y 1 1 
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de julio de 1850, y los censos según la de 11 
de marzo de 1859. 

Art. 2.° El producto de estas ventas se 
destinará: 

Primero. Al reembolso y amortización de 
la Deuda pública con interés, en laforma que 
se establece por la presente ley. 

Segundo. A cubrir el déficit de 211 mi- 
llones de reales que, en los recursos aplica- 
dos por la ley de i ,° de abril de 1859 al cré- 
dito de 2.000 millones de reales, produjo la 
nueva aplicación que la ley de 29 de noviero- ¡ 
bre del mismo año dió al fondo de redención 
del servicio militar. 

Tercero. A satisfacer la cantidad de 467 
millones de reales en que se amplían los cré- 
ditos abiertos por la expresada ley de l.° de 
abril de 1859 del modo siguiente: 

Rs. vn. 20 millones para reparación 
de templos. 

10 para vasos y ornamentos 
sagrados, según rúbrica, 
y demás objetos para el 
culto de las iglesias par- 
roquiales. 

250 para el material de ma- 
rina. 

50 para el de artillería. 

100 para fomento de riegos, 
con sujeción á la ley que 
se publique previamente 
al efecto. 

17 para el de telégrafos 

20 para la construcción de 
uno ó mas edificios desti- 
nados á las Academias, 
Museos ó Biblioteca Na- 
cional, según lo acuerde 
el Gobierno. 

Total rs. vn. 467 millones. 

Art. 3.° De los productos que en virtud 
de esta ley se obtengan se irán aplicando las 
dos terceras partes ai reembolso y amortiza- 
ción de ia Deuda pública, y la otra tercera á 
satisfacer ios 678 miliwies de reales á que se 
refieren ios párrafos 2.° y 3.° del artículo 
anterior. 

Si esta tercera parte excediera de 678 mi- 
llones de reales, el exceso se empleará tam- 
bién en el reembolso y amortización de la 
Deuda pública, así como lo que excedan los 
recursos de la ley de 1,° de abril de 1859 á 
los gastos en ella autorizados. 

Art. 4.° Los fondos que se aplican al 
reembolso y amortización de la Deuda se in- 
vertirán en compras que hará la Junta direc- 
tiva de la misma con publicidad y concur- 


rencia en los meses de enero y julio de cada 
año, empleando las cantidades recaudadas en 
el semestre anterior por mitad en las Deudas 
consolidada y diferida al 3 por 100. 

Art, 5.° De los títulos de la Deuda conso- 
lidada que la Junta recoja por compra, ó que 
se reciban en pago de las ventas como equi- 
valencia del metálico, según el art. 20 de la 
ley de 1 i de julio de 1856, se convertirán 900 
millones de reales nominales en inscripcio- 
nes nominativas á favor de la Caja de depósi- 
tos. Los demás títulos que se adquieran serán 
desde luego amortizados. 

Art. 6.° Las inscripciones á favor de la 
Caja de depósitos se entregarán á la misma, 
y su valor quedará afecto al reembolso de la 
parte de la Deuda flotante del Tesoro que 
proceda de los descubiertos definitivos de 
presupuestos atrasados. 

Art. 7.° Las inscripciones se negociaran 
en la cantidad que fuese necesaria, por me- 
dio de públicas licitaciones acordadas por el 
Consejo de Ministros á propuesta del de Ha- 
cienda, después de convertidas en títulos al 
portador, cuando se hubiese de hacer este 
reembolso. 

Art. 8.° Serán amortizadas definitiva- 
mente las inscripciones que resultasen exce- 
dentes después de negociadas las necesarias 
para el reemboido de la Deuda flotante en la 
parte á que el art. 6.° se refiere. 

Art. 9.° Mientras subsistan las inscripcio- 
nes en la Caja de depósitos los intereses que 
la misma perciba de la Tesorería de la Deuda 
pública se aplicarán á cubrir los que el Teso-' 
ro haya de pagar por los de la Deuda flotante. 

Art. 10. Se autoriza al Gobierno para 
que, sin perjuicio del derecho de descuento 
que las leyes de desamortización conceden á 
los compradores de bienes nacionales, pueda 
negociar en pública subasta la obligaciones 
necesarias, ya para reembolsar inmediata- 
mente los 458 millones de la Deuda flotante, 
prescindiendo de la prévia compra de títulos 
de la Deuda de que trata e! art, 4.°, ya para 
aplicar los productos de la negociación á la 
amortización definitiva de la Deuda consoli- 
dada y diferida. En ambos casos el interés de 
la negociación no excederá del que respec- 
tivamente devengue la Deuda flotante, ó del 
que corresponda á la Deuda consolidada, se- 
gún fuera la aplicación que se diese al pro- 
ducto de esta negociación. 

Art. 11. El Gobierno presentará á las 
Górtes la distribución detallada de las obras 
y servicios á que se refieren los créditos 
abiertos por la presente ley, y dará cuenta 
anualmente del uso que baga de las autoriza- 
ciones que por ella se le conceden , en la 
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misma forma y al propio tiempo que cumpla 
con lo prevenido en los arts. 4.° y 10 de la ley 
de l.° abril de 1859. 

Art. i2. El Gobierno dictará las disposi- 
ciones conducentes á la ejecución de la pre- 
sente lev. 

Por tanto: Mandamos á todos etc. — Aran- 
juezá 7 de abril de 1861. {CL. t. } 85, p. 291.) 

fi. O. de 10 abril de 1861. 

Consecuencia de las subastas anunciadas con errore® 
esenciales. 

(Hac.) limo. Sr. : He dado cuenta á la 
Reina (Q. D. G.) del expediente promovido 
por D. Zoilo y D. Fernando Fernandez, y 
D. Agustín del Molino, en solicitud de que ó 
se les indemníce del valor correspondiente á 
la menor cabida que contienen Ja segunda, 
tercera y cuarta porciones de la dehesa del 
Alamo, procedente de la comunidad de las 
villas de Feria, Zafra, Morera, Alconera y la 
Parra, adjudicadas á su favor, ó se declare la 
nulidad de la venta de dichas porciones: 

Y enterada S. M. de lo expuesto por esa 
Dirección y por la Asesoría general de este 
Ministerio, y considerando que las fincas des- 
, amortizadas no pueden salir á ¡as ventas co- 
mo cuerpos ciertos sino por la cabida que 
contengan, con arreglo a lo dispuesto en ios 
arts. 106, 110 y 1^3 de la instrucción de 31 
de mayo de 1855, que previenen que dichas 
fincas sean medidas y anunciadas en subasta 
con expresión de su cabida, clase, situación, 
renta anual, cargas, precios de la tasación y 
capitalización y época en que concluye el 
arriendo, se ha servido aprobar en todas sus 
partes'el acuerdo de la Junta superior de ven- 
* tas de 15 de marzo último declarando la nu- 
lidad de la subásta de la segunda porción de 
la mencionada dehesa, por haber tenido lu- 
gar con error esencial en la designación del 
número de fanegas de que se compone, in- 
ferior'en mas de una mitad del consignado 
en el anuncio, y concediendo á los compra- 
dores de las porciones tercera y cuarta la 
indemnización correspondiente á Ja menor 
cabida de las mismas, en atención á no lle- 
gar la falta á la mitad del número de las fa- 
negas con que fueron ofrecidas en el propio 
anuncio de la venta, siendo asimismo la vo- 
luntad de S. M. que el caso actual forme ju- 
risprudencia para todos los de igual natura- 
leza que puedan ocurrir en lo sucesivo, te- 
niendo muy presente que los bienes des- 
amortizabas no son ni pueden ser enajena- 
dos como cuerpos ciertos, sino por la cabida 
ó número de fanegas que contienen.’ — De 
Real órden etc. — Madrid 10 de abril de 1861 . 
{CL. t. 85. p. 658.) 


Ciro, de 16 mayo de 1861. 

Forraalizacion de cuentas, de pagos y reintegros. 

(Dir. Gen.) La de contabilidad de Hacien- 
da pública hace varias prevenciones que de- 
ben observarse por las oficinas de provincia 
en la formalizacion y aplicación de pagos y 
reintegros que se verifiquen por los intere- 
res de 1858, correspondientes á capitales re- 
conocidos á corporaciones civiles por sus bie- 
nes enajenados. ( CL.t . 85, p. 674.) 

ib O. de 21 mayo de 1861. 

Investigadores; premio que deba pagárseies. 

(Hac.) Declara: que cuando las fincas in- 
vestigadas aparezcan en los amillaramientos 
solo debe abonarse el 5 y 1 por 100 de pre- 
mio á los investigadores y comisionados se- 
ñalado por R. O. de 10 de julio de 1856. 
{CL. t. 8o, p. 676.) 

ib O. de 22 mayo de 1861. 

Forma do jauevas subastas por quiebra. 

(Hac.) limo. Sr.: He dado cuenta á la 
Reina (Q. D. G.) del expediente instruido en 
esa Dirección general sobre la forma en que 
deben verificarse la subastas de las fincas de- 
claradas en quiebra por falla de pago de cual- 
quiera de los plazos sucesivos al primero, y 
vista la ley de l.° de mayo de 1855: 

Vistos los arts. 155 y 166 de la R. Inst. de 
31 del mismo mes y año; 

Visto lo propuesto por ese Centro directi- 
vo y lo informado acerca del particular por 
la Asesoría general de este Ministerio y Sec- 
ción de Hacienda del Consejo de Estado: 

Considerando: 

l.° Que subastándose al contado las fin- 
cas declaradas en quiebra por falta de pago 
de sdgundos y sucesivos plazos, se desvirtúa 
hasta cierto punto el objeto de la ley, que se 
dirige principalmente á sacar todo el partido 
posible de las ventas, facilitando el pago de 
su importe: 

Y -i. u Que si se verifican en los mismos 
plazos que los primeros, podra dilatarse de 
una manera indefinida el reintegro de las di- 
ferencias entre ambas subastas y el pago de 
los plazos ya vencidos: 

S. M. se ha servido resolver que en las 
ventas de fincas procedentes de bienes na- 
cionales que se verifiquen por falta de pago 
de cualquiera de los plazos sucesivos al pri- 
mero se satisfaga al contado por el nuevo 
comprador el importe de los expresados pla- 
zos, ya vencidos, expresándose así en los 
anuncios de subasta; y que se exija al rema- 
tante declarado en quiebra, de una sola vez 
y también al contado, la diferencia entre am- 
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bos remates y los gastos del segundo, to- 
mando en cuenta para deducirla los pagos 
que hubiese hecho, y el produelo de tas ven- 
tas de fincas que deben abonársele en su 
cuenta. — De Real órden etc. — Madrid 22 de 
mayo de 1861. {CL. t, 8o, p. Gil.) 

R , O. de VI junio de 1861. 

Devolución da pagos por anulación de ventas y reden- 
ciones. 

(Hac.) Instruido expediente sobre la for- 
ma y época de verificar la devolución de las 
cantidades ingresadas por compradores y 
rcdiment.es, cuando son anuladas la ventas 
ó redenciones, se resuelve: 

1. ° One tas expresadas devoluciones se 
efectúen tan luego como el Estado ó las cor- 
poraciones propietarias se incauten de las 
fincas ú censos sobre que haya recaído la 
anulación á no ser que deba entablarse re- 
clamación por perjuicios ocasionados en las 
fincas por rematantes. 

2. ° Que cuando estas devoluciones se re- 
fieran á ingresos hechos dentro del ejercicio 
corriente, se paguen como devoluciones en 
disminución de los ingresos obtenidos por el 
presupuesto extraordinario, según se viene 
practicando. 

Y 3.° Que todas las sumas de ejercicios 
cerrados que corresponde devolver por anu- 
laciones de ventas, redenciones de censos y 
demás gastos menores se imputen al cap. l.° 
del presupuesto extraordinario vigente. — De 
Real orden etc. — Madrid 27 junio de 1861. 
{CL. t. S6 ,p. CIO.) 

R. O. de 5 julio de 1861. 

Fundaciones benéficas, y las en litigio de pertenencia 
ó adjudicación. 

(Gob.) ((Restablecida á virtud del Real, 
decreto de 30 de agosto de 1836 la ley de 
desvinculacion de 11 de octubre de 1820, la 
inteligencia é interpretación dadas desde en- 
tonces á alguna de sus mas importantes dis- 
posiciones por los Tribunales encargados de 
aplicarlas, han carecido, sin duda por efecto 
de las especiales condiciones de h misma ley, 
de la fijeza y homogeneidad que fueran de 
desear , según parece demostrar la varia é 
inconciliable jurisprudencia admitida en las 
dos principales épocas que á su desenvolvi- 
miento práctico puedan asignarse, dominan- 
do alternativamente en ellas distintos y aun 
opuestos principios, como base del criterio 
judicial. 

Hasta el año de 1855, y muy señaladamen- 
te desde que se publicó la sentencia del Su- 
premo Tribunal de Justicia de 7 de mayo de 
1850, puede decirse que prevaleció !a doc- 


trina de que toda clase de vinculaciones, sin 
excepción de ninguna, se hallaban compren- 
didas en el art. l.° de la expresada ley, y de- 
bían en consecuencia adjudicarse y distribuir- 
se los bienes que la constituían entre los pa- 
rientes de los fundadores ó de los llamados 
por estos, con arreglo al citado artículo y los 
sucesivos. 

Semejante jurisprudencia debía natural- 
mente producir, y produjo de hecho, el sen- 
sible resultado de privar á la beneficencia 
pública de no pocas fundaciones que, según 
la expresa y terminante voluntad de sus pia- 
dosos instituidores, pertenecían evidente- 
mente á aquellas por haber sido creadas en 
beneficio no de ciertas y determinadas perso- 
nas ó familias, sino de ias clases mas menes- 
terosas ó mas dignas de protección, y que 
sin embargo forman boy, bajo la salvaguar- 
dia incontrastable de la autoridad de la cosa 
juzgada, e! patrimonio de los particulares á 
quienes fueron adjudicados los bienes en que 
consistían sus dotaciones. Pero esto órden 
de cosas, en la esfera de la aplicación de la 
ley, sufrió una alteración hondamente funda- 
mental á virtud de otra sentencia del mencio- 
nado Tribunal Supremo, de 30 de junio de 
1855, cuya doctrina vino á confirmar y ro- 
bustecer una nueva decisión del mismo Tri- 
bunal, de 10 de marzo de ^858. En una y otra 
quedó consignado, con especial aplicación é 
instituciones de carácter benéfico, que no 
hubieren sido establecidas en favor de deter- 
minadas personas, ó familias, el principio de 
que en la ley de desvinculad on de 11 de oc- 
tubre de 1820 se reconoce la existencia de 
fundaciones que noconstituvenvínculoni pa- 
tronato, sido un conjunto ó caudal de bienes 
amortizados para llenar con sus rendimien- 
tos un objeto peculiar, en cuyo caso previe- 
nen ambas sentencias que deben aquellas 
ser declaradas subsistentes. 

Estas decisiones, que al parecer fijan de- 
finitivamente la jurisprudencia aplicable á las 
fundaciones particulares de índole benéfica, 
no circunscritas á señaladas familias ó perso- 
nas, llamaron muy especialmente desde un 
principio la atención de S. J\I., cuyo Real 
ánimo tanto se desvela y tan solícito se mues- 
tra siempre por la conservación é integridad 
del patrimonio de los pobres y de los desva- 
lidos; y á fin de evitar en lo posible que tan 
sagrados intereses sufran el mas leve menos- 
cabo por inadvertencia ó descuido de los fun- 
cionarios de la Administración pública, á 
quienes mas inmediatamente están encomen- 
dados la inspección, protectorado y defensa 
de los bienes y derechos del ramo de benefi- 
cencia, se ha servido disponer: 
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4.° Que sin demora remita V. S. á este 
Ministerio una nota ó relación circunstancia- 
da de todas las fundaciones instituidas con 
destino á alguna atención de beneficencia que 
fio. tenga carácter familiar pasivo, y acerca de 
las cuales penda litigio sobre pertenencia ó 
adjudicación de ios bienes que las constitu- 
yan, manifestando al propio tiempo qué juez 
ó Tribuna] conoce del asunto, cuál sea sii es- 
tado y si en el se encuentra Jegalmente re- 
presentada* la beneficencia pública. 

2. ° Que si lo apremiante de los términos 
legales, atendido el período de sustanciacion 
de los liflgios pendientes, no permitiera con- 
sultar á la superioridad con remisión de los 
datos y noticias que la anterior disposición 
expresa, adopte V. S. Jas que sean indispen- 
sables para que se interpongan en tiempo y 
forma los recursos procedentes, con especia- 
lidad los de apelación y casación en los res- 
pectivos casos , dando inmediatamente cuen- 
ta á este Ministerio con los antecedentes ne- 
cesarios para formar un juicio completo. 

3. ° Y^por último; que en el caso de no 
haber en la actualidad litigio pendiente res- 
pecto á fundaciones de la mencionada índole, 
se tengan presentes para su puntual obser- 
vancia y cumplimiento en los que mas ade- 
lante se promovieren, las dos precedentes 
disposiciones, en la'parte que á caula caso es- 
pecial fuese aplicable. — De Real orden lo co- 
munico etc.— Madrid 5 de julio de 1861 . (CL. 
t. 86, p. 52.) 

R. O. de 6 julio de 1861 . 

Excepción de capellanías familiares. 

(Hac.) «... .Vistos unos expedientes de 
presbíteros de Barcelona y beneficiados de 
Mopistrol, Considerando que estos deben su- 
jetarse en su tramitación y resolución á la 
ley de 11 de julio de 1856, resuelve: 

1. ° Que se remita el expediente original 
al Gobernador de Barcelona para que , des- 
glosados los documentos que van unidos ai 
mismo, sean entregados a los recurrentes. 

2. n Que se instruya expediente separa- 
do por cada beneficio, presentándose la es- 
critura de la fundación en forma legal, con 
los demás documentos necesarios para pro- 
bar la cualidad de familiares. 

3. ° Que informen separadamente y en 
cada uno de ellos las oficinas de provincia, 
promotor fiscal de Hacienda y Junta provin- 
cial de ventas. 

4. ” Que si en el término de sesenta dias 
los documentos justificatorios hubieren deja- 
do de presentarse, se incaute la Adminis- 
traceion de todos los bienes de los beneficia- 
dos, exigiéndoles las relaciones y responsa- 


bilidad señaladas en el art. 3.* de la R. Inst. 
de 4 i de julio de 4856. 

Y 5.° Que continúen aprobándose las re- 
denciones de censos que se hubiesen solici- 
tado oportunamente á perjuicio de los rendi- 
mientos y conforme con el art. 44 de la ley 
de 27 febrero de 4856.— De Real órdenetc. 
— Madrid 6 de julio de 4861.» ( CL . t. 86 
pág. 57.) 

R, O. de 27 julio de 1861. 

Abono de intereses al verificar devoluciones de pagos. 

(Hac.) Declara : que cuando por conse- 
cuencia de haberse acordado la nulidad de 
una venta ó una excepción, haya que devol- 
ver á los interesados las sumas que hubieren 
satisfecho en metálico ó en billetes, se les 
abone con interés del 5 por 400, siempre 
que reintegren de las rentas ó réditos caidos 
hasta el dia de la devolución. (CL. t. 86, 
pág. 642.) 

R. O. de 43 noviembre de 4864. 

*Pagos de fincas ; extravío de expedientes de subastas. 

(Hac.) «Con el fin de regularizar los pa- 
gos de bienes desamortizados, y evitar el ex- 
travío de los expedientes de subastas, se 
manda observar las disposiciones siguientes: 

4 .* Los jueces de primera instancia, en 
el mismo dia en que reciban expedientes de 
subastas, acusarán su recibo á los comisio- 
nados de ventas y dispondrán su entrega á 
los escribanos respectivos, -quedándose con 
nota de ellos. 

2. a Las notificaciones á los rematantes 
para el pago de las fincas se harán con arre- 
glo á derecho , dentro de los diez dias si- 
guientes al en que se reciban los expedien- 
tes, si los interesados residieran en los mis- 
mos pueblos donde se hallan los Juzgados, ó 
quince cuando se hallen en distintos pueblos 
y haya de librarse exhortos. 

3. a En el mismo dia en que tenga lugar 
la notificación, ó en el que se reciban cum- 
plimentados los exhortes se darán por los 
escribanos los avisos á los comisionados de 
ventas, como se determina en el art. 146 de 
la instrucción de 34 de mayo de 1855, repi- 
tiéndolos siempre que por haber sufrido ex- 
travío fueran reclamados de nuevo por aque- 
llos funcionarios. — De Reai orden etc. — Ma- 
drid 13 de noviembre de 1864.» (CL. t. 88, 
pág. 644.) 

R. O. de 43 febrero de 4862. 

Delegación para dar las posesiones. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) de las consultas elevadas á este 
Ministerio por el Gobernador de la provincia 
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de Avila en 27 de mayo del año último y 15 
de enero del actual, relativas á si los comi- 
sionados de ventas pueden delegar sus facul- 
tades para poner en posesión de las fincas 
enajenadas por el Estado á los compradores 
de ias mismas, y si debe llevar á efecto la ór- 
den de esa Dirección general de 16 de di- 
ciembre próximo pasado, mandando que re- 
poniéndose al Duque de Abranles en la pose- 
sión de los prados rematados á su favor pro- 
cedentes de los propios del Bohodon , dada 
por el juez de paz del mismo pueblo al admi- 
nistrador del referido Duque, y anulada por 
el citado Gobernador de la provincia, proce- 
diese esta última autoridad á la instrucción 
del expediente mandado formar por ese Cen- 
tro directivo en 29 de mayo de! mismo año: 
y enterada S. M. de lo informado sobre la 
materia, y considerando que la mencionada 
delegación de los comisionados especialmen- 
te en las autoridades locales de los pueblos 
donde radican las fincas vendidas, no ha sido 
nunca ni por nadie controvertida desde el 
planteamiento de la desamortización, siendo 
por el contrario conveniente, pues que faci- 
lita la mejor gestión de dichos funcionarios, 
cuya presencia en sus respectivas capitales 
es necesaria al buen servicio, se ha servido 
resolver: que los expresados comisionados 
do ventas pueden continuar delegando sus 
facultades en los jueces de paz y Alcaldes de 
los pueblos en que radiquen las fincas, para 
dar posesión ú los compradores, y que el Go- 
bernador de Avila, sin suscitar obstáculos 
ni entorpecimientos á las órdenes emanadas 
do la superioridad, se limite á darlas el mas 
breve y exacto cumplimiento, reponiendo al 
Duque de Abranles en la posesión de los pra- 
dos del Bohodon adjudicados á su favor, se- 
gún se le previno en la indicada orden de ese 
centro directivo de 16 de diciembre y dispo- 
niendo lo conveniente para la medición in- 
mediata de los mismos prados con asistencia 
del perito nombrado por su comprador el 
mencionado Duque de Abrantes y de Lina- 
res, según se le ordenaba en la comunica- 
don de ese mismoCent.ro, de 29 de mayo 
del pasado año. — De Real órden etc. — Madrid 
13 de febrero de 1862.» (CL. t. 87, p. 778.) 

R. O. de 14 abril de 1862. 

’l’ipos para designar las rentas de fincas subdivididas. 

(Hac.) Determina que para fijar la renta 
de las suertes de las fincas que se arrenda- 
ban en conjunto, al formar las relaciones de 
bienes enajenados, con arreglo al art. 12 
lie la instrucción de l.° de julio de 1859, se 
adopten por tipos las rentas marcadas en las 
tasaciones penticas, (CL. t. 87, p. 790.) 


R. O. de 3 mayo de 1862. 

Vía contenciosa, 

(Hac.) Confirmando la excepción de un 
terreno reservado al pueblo de Getafe para 
dehesa boyal por haberse comprobado su 
necesidad, declara para que sirva de regla 
general: que procederá intentarse en la for- 
ma establecida y por la vía contencioso-ad- 
ministrativa, la revocación de las reales dis- 
posiciones que hayan concedido terrenos 
con destino á dehesas boyales, como contra- 
rias á los intereses del Estado, siempre que 
pueda probarse de una manera completa é 
indudable, que aquellos no son necesarios 
nara el objeto con que se exceptuaron. (CL. 
t. 87, p. 798.) 

R. O. de 28 mayo de 1862. 

Subastas de bienes del clero suspensas en 1856. 
(IIac.) «Enterada la Reina (Q. D. G.) de 
la consulta elevada por V. 1. respecto á los 
remates de fincas que quedaron pendientes 
de aprobación y adjudicación al suspenderse 
la venta de Jos bienes del clero por el R. D. de 
23 de setiembre de 1856, y considerando 
que los rematantes ele dichas fincas por el 
hecho de haber presentado sus proposiciones 
en la forma convenida adquirieron un dere- 
cho indudable á que ¡es fuesen admitidas 
tan luego como desapareciera la suspensión 
acordada , y que en el tiempo trascurrido 
pueden haber variado las circunstancias y 
voluntad de los rematantes sin que sea po- 
sible por tanto exigirles el cumplimiento de 
sus compromisos á no ser que ellos se avi- 
nieran á efectuarlo, S. M. se ha servido re- 
solver que respecto de la diócesis en que se 
lleve á efecto la enajenación de los bienes 
del clero, se proepda á la aprobación y ad- 
judicación de los mencionados remates con- 
cediéndose á los interesados el plazo de un 
mes para admitir ó rechazar los mismos en 
igual forma que dispuso la R. O. de 13 de 
enero de 1859 acerca de los bienes desamor- 
tizablcs de distinta procedencia. — De Real 
órden etc. — Madrid 28 de mayo de 1862.» 
(CL. t. 87, p. 805.) 

Ciro, de 1 9 julio de 1662. 

Sobre nombramiento de peritos para la mensura de 
terrenos cuya reserva se pide de como aprovecha- 
miento común. 

(Din, gen. de Prop. y Dercs. del Estado.) 
«En vista de una consulta del comisionado 
principal de ventas de Zaragoza, y teniendo 
presente este centro directivo la que motivó 
la U. O. de 6 de noviembre de 1855, ha 
resuelto, en interés del Estado y corno ga- 
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rantía para todos del mejor acierto é im- 
parcialidad, que los Gobernadores. de pro- 
vincias, á propuesta de los administradores 
y comisionados principales del ramo sean 
los que nombren los perito^ que midan y 
.clasifiquen los terrenos cuya excepción ha- 
yan solicitado ó soliciten los Ayuntamientos 
con arreglo á las leyes de l.° de mayo de 
1855 y 11 de julio de 1856, sin perjuicio de 
que estos puedan elegir por su parte otros 
peritos que concurran y autoricen en su ca- 
so las operaciones; debiendo satisfacerse los 
honorarios de todos por los mismos muni- 
cipios reclamantes, conforme á lo prevenido 
en la citada 'Real órden, y bajo los tipos se- 
ñalados en la tarifa que rige para la tasación 
de bienes nacionales, ejecutándose' el pago 
á los diez dias, cuando mas tarde, de veri- 
ficadas aquellas, prévia presentación de cer- 
tificados que las acrediten, al pié de los 
cuales se consignará el importe de los de- 
vengados por cada uno. 

La Dirección cree excusado encarecer á 
Y. S. la necesidad y conveniencia de que 
los nombramientos de que se trata, recaigan 
siempre en sugetos que por su reconocida 
aptitud y moralidad ofrezcan las mayores 
garantías en el desempeño de su importante' 
y delicado cometido. 

Lo que comunica á V. S. etc. {Bol. of. de 
Ciudad-Real, núm. 99 de dicho año.) 

R. O. de 27 agosto de 1802. 

Aclarando si sentido de la de 3 de mayo de 1 8H9 sobre 
cargas que no son verdaderas imposiciones censales 
y declara las que pueden redimirse. 

limo. Sr. — He dado cuenta á S. M. la Rei- 
na (Q. D. G.) del expediente promovido por 
D. Juan Menaez Guian: vecino de la villa de 
Ceelavin, provincia de Cáeeres, alzándose 
del acuerdo de la Junta superior de ventas 
de 31 de marzo de 1860, que declaró la nu- 
lidad de la redención de un censo de treinta 
y seis reales noventa y nueve céntimos de 
rédito ánuo que á favor del Cabildo eclesiás- 
tico de dicha villa pesaba sobre una casa de 
cu propiedad, y cuya declaración se fundó 
en creer que dicho censo no se hallaba com- 
prendido en las leyes de í.° de mayo de 1855 
y ¿7 de febrero de 1850, en atención á estar 
destinados sus réditos á la celebración de mi- 
sas cantadas ; de cuyo expediente resulta 
también que el expresado Cabildo de Cecla- 
vin, en vista de la declaración de dicha nu- 
lidad y suponiéndola basada en- la Real órden 
de 3 de mayo de 1 859 , solicitó se adoptase 
igual resolución con las demás redenciones, 
efectuadas por varios vecinos de dicha villa 
de Céclavin, de censos destinados, como el 


de Galan, á lá celebración de misas , aniver- 
sarios y sufragios, y considerando que en 
las prescripciones de la R. O. de 3 de mayo 
de i 859 , soto se incluyen las cargas espiri- 
tuales que por no constituir verdaderos cen- 
sos se declararon comprendidas en la ley de 
23 de mayo de 1850: considerando que á la 
expresada R. O. de 3 de mayo de 1859 se 
ha dado una latitud, á que ni autoriza la 
letra de la disposición ni puede consentir el 
respeto que se debe al texto claro, termi- 
nante y explícito de las leyes de l.° de ma- 
yo de 1855 y 27 de febrero de 1856: consi- 
derando qué dichas leyes, y la última espe- 
cialmente, declaran en estado de redención 
y venta todos Jos censos enfitéuticos, consig- 
naíivos y reservativos, los de población, de 
carta de gracia , Ireudos, foros y todo capi- 
tal, canon ó renta perteneciente á manos 
muertas, sin distinción alguna, cualquiera 
que sea el destino que se dé á los réditos; y 
considerando, por último, que para la ejecu- 
ción de la ley de 23 de mayo de 1856, que 
se refiere á cargas sin verdadera imposición 
de censo, se expidió la R. O. de 3 de mayo 
de 1853, ha tenido á bien S. M. declarar, de 
conformidad con lo propuesto por ese Cen- 
tro directivo, y segiui el dictamen acordado 
por el Consejo de Estado en pleno, que la 
expresada Real órden solo se refiere á las 
cargas que no son una verdadera imposición 
de censo, y que son redimibles todos los ca- 
pitales que por la forma de su constitución é 
imposición sean verdaderos censos, cual- 
quiera que sea su objeto, y aunque estén 
destinados sus réditos al cumplimiento de 
misas, aniversarios, sufragios y cargas espi- 
rituales. En su consecuencia, S. M. se lia 
dignado mandar quede sin efecto el acuerdo 
de la Junta superior de ventas de 31 de 
marzo de 1860, y subsistente y valedera la 
redención que realizó en 15 de abril de 1856 
I). Juan Mendez Galan, como perteneciente 
á un verdadero censo. — De Real órden etc. 
(Roí. of. de Avila, núm. 119.) 

R. O. de 3 setiembre de 1862. 

Subastas por quiebras: sus formalidades. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del expediente instruido en esa 
Dirección general á consecuencia de las con- 
sultas elevadas por varios administradores 
. del ramo y jueces de primera instancia, 
acerca de las dudas que ofrece la inteligen- 
cia de ios arts. 104, 165 V 160 de Ja líeal 
instrucción de 31 de mayo de 1855 y Reai 
órden de 22 de mayo de 1S61, sobre la 1 or- 
ina en que deben verificarse las subastas de 
las fincas declaradas en quiebra por falta de 
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Pago, de cualquiera de los plazos sucesivos 
M primero; y conformándose S. M. con ío ¡ 
propuesto por V. I. é informado por el Con- : 
sejo de Estado en pleDO se ha dignado man- ¡ 
dar, que en la aplicación de los expresados . 
artículos y Real orden se observen las reglas 
siguientes: 

1. a Cuando los compradores de bienes 
nacionales no satisfagan á su respectivo ven- 
cimiento, y después de los dos avisos pre- i 
venidos en el art. 164 de Ja instrucción de' 
31 de mayo de 1855, cualquiera de los pa- 
garés que tengan suscritos, se expedirá por 
el oficial primero interventor de la Adminis- 
tración de propiedades y derechos del Es- 
tado certificación del importe del débito con 
expresión de Jas fechas en que se hayan pa- 
sado las cédulas de invitación, consignando 
con referencia á los libros de cuentas cor- 
rientes por ventas, no haberse ingresado en 
Tesorería el importe del pagaré. Esta cer- 
tificación será autorizada con el visto bueno 
del administrador. 

2. a En su vista el administrador princi- 
pal de propiedades, expedirá el correspon- 
diente despacho de apremio contra el deu- 
dor en la misma forma que se verifica por 
los débitos por rentas, nombrando un comi- 
sionado con las dietas siguientes : hasta 500 
reales de 8 rs. vn. diarios; de 501 á 1.000, 
12; de 1.001 á 3.000, 10; de 3.001 á 5.000, 
20; de 5.001 en adelante, 24. 

3. a El comisionado notificará al deudor, 
y si este no verificara el pago en el término 
de tercer día . procederá al embargo de bie- 
nes suficientes á cubrir el capital que conste 
en la certificación, y las costas. 

4. a En este embargo se observará el or- 
den prevenido en las leyes de Enjuiciamien- 
to civil y en ci art. 164 de la instrucción de 
31 de mayo de 1855, es decir, que eu pri- 
mer término se embargarán el metálico, al- 
hajas, granos , caldos y demás efectos mue- 
bles de mas fácil é inmediata realización. Si 
estos no bastasen se extenderá el embargo á 
los bienes inmuebles que posea el deudor y 
no estén afectos á obligaciones de desamor- 
tización. A falta también de estos se proce- 
derá al embargo de la finca de que proceda 
el débito. 

5. a Hecho el embargo de bienes muebles 
suficientes para ei reintegro á la Hacienda 
el comisionado procederá ú su venta, obser- 
vándose las formalidades que están marca- 
das por punto general. 

6. a Si hubiere necesidad de vender bie- 
nes inmuebles libres de obligaciones de bie- 
nes nacionales, se verificará asimismo con 
sujeción á las reglas y bajo las mismas con- 


diciones establecidas para Jos demás débitos 
á favor del Estado. 

7. a Si el deudor no poseyera mas bienes 
que la finca ó fincas de que procediera el 
débito, se incautará de ellas la Administra- 
ción de propiedades y derechos de) Estado, 
y dará cuenta al Gobernador de la provincia 
para que declare la quiebra. 

8. a Dicha autoridad lo acordará así, dis- 
poniendo que por la Administración expresa- 
da se redacte y remita ei anuncio para la 
subasta al juez de Hacienda de la provincia, 
ante el cual debe tener esta efecto con arre- 
glo al art. 166 de la instrucción de 31 de 
mayo de 1855. 

9. a Los anuncios contendrán las condi- 
ciones generales que están prevenidas para 
la venta de los bienes del Estado , y además 
las siguientes: 

Primera. Que la subasta será simultánea 
en el mismo día y hora, en el Juzgado de 
Hacienda de la provincia, y en el del partido 
donde radique la finca, á cuyo efecto el 
primero. exhortará al segundo. Si el tipo de 
la subasta excediere de 2.000 rs., se cele- 
brará otro remate ante, el juez de Hacienda 
de Madrid. 

Segunda. Que el tipo de la subasta será 
el mayor que resulte entre la tasación, la 
capitalización ó el débito por el que se pro- 
ceda á la venta. 

Tercera. Que el rematante satisfará al 
contado la cantidad que se halle adeudando 
el comprador primitivo, y el resto hasta lo 
que ascienda el remate, lo verificará en tan- 
tos plazos iguales, con el intervalo de un 
año, cuantos sean los pagarés que falten por 
realizar de la primera venta. 

Y cuarta. Que serán de cuenta del que- 
brado los gastos de la nueva subasta y del 
segundo comprador los de escritura y toma 
de posesión. 

10. Verificadas las subastas, se reunirán 
los testimonios en el Juzgado de Hacienda, 
el cual aprobará la venta adjudicando la fin- 
ca al mejor postor, y pasará testimonio al 
Gobernador para que se formalice el pago 
por la Administración de propiedades. 

11. Este tendrá lugar según las condi- 
ciones del anuncio, satisfaciendo el compra- 
dor al contado el importe del débito, y sus- 
cribiendo los oportunos pagarés de los pla- 
zos en que esté obligado a satisfacer la dife- 
rencia del remate. 

12. En vista de la carta de pago, el es- 
cribano actuario, que será el ae Hacienda, 
extenderá al comprador la competente es- 
critura. Tanto esta como los derechos de 
.subasta y demás actuaciones, se ajustarán á 
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las fámulas y aranceles que rijan para las 
trasmisiones de dominio entre particulares. 

13. >La Administración de propiedades y 
derechos del Estado, con presencia del tes- 
timonio de la aprobación del remate, forma- 
rá la oportuna liquidación para exigir al 
anterior comprador la diferencia entre aquel 
y el primitivo, en la forma establecida en 
laR. 0. de 22 do mayo de este año, y car- 
gándole además los gastos del expediente de 
apremio y derechos del de subasta, cuyo 
importe, si no se satisficiese al contado, se le 
coorafá por la vía gubernativa de apremio. 
Si de Ja liquidación resultase una diferencia 
á favor del primitivo rematante : Je será en- 
tregada por el Tesoro. 

14. Todo comprador quebrado tendrá 
derecho á que se suspendan los procedi- 
mientos contra sus bienes y contra la finca 
objeto de la quiebra, si satisficiese los paga- 
rés que tenga en descubierto, y los gastos 
ocasionados en aquellos en conformidad á lo 
prevenido por el arí. 162 de la instrucción 
de 31 de mayo de 1855, y en las leyes y re- 
glamentos para el enjuiciamiento civil. " 

Y 15. La dietas y gastos del expediente 
gubernativo y del judicial, serán abonados 
por el Tesoro, sin perjuicio del reintegro que 
el;inismo se haga cuando realice la liquida- 
ción de diferencias del vendedor quebrado. ¡ 
¥ teniendo presente además que á conse- i 
cuencia de los diversos casos en que se ha- 
llan las ventas de dicha cíase ejecutadas has- 
ta el dia, por efecto de la distinta inteligen- : 
cía que en cada provincia se ha dado á los ci- 
tados artículos)’ Real orden, se halla en sus- i 
pensó la aprobación de los remates respec- . 
tivos; 

S. M. se ha dignado igualmente mandar, 
que todas aquellas ventas que se hubiesen 
ya adjudicado, y de cuyas lincas hubiesen 
tomado posesión los compradores sean res- 
petadas y consolidadas en los términos en 
que se hayan verificado, que se aprueben y 
adjudiquen las que se hubiesen realizado ba- i 
jo las bases que ahora establecen; y qué se ! 
anulen los remates de los que no lo hubiesen j 
sido con arreglo á la nuevas prescripciones, 
á fin de que se anuncien nuevamente á su- 
basta con sujeción á ellas. — De- Real órden. 
etc.— San Ildefonso 3 de setiembre de 1862.» 
(CL. í. 88, p. 793.) j 

R, O de 22 setiembre de 1862. ¡ 

Fincas de beneficencia é instrucción; subastas p#r 
quiebras; Medios de indemnizar al Estado del -valor 
efectivo de las inscripciones que hubiere emitido. ■ 

i(Hac.) Para evitar los perjuicios que se | 
«egüirian al Tesoro que expidió las inscrip- 


ciones á íavor de los insinuados estableci- 
mientos, se resuelve; 

«1 ,° Que siempre que se subaste en quie- 
bra una finca de las pertenecientes á los es- 
tablecimientos de beneficencia é instrucción 
ública inferior, y cuya primera venta hu- 
iera tenido lugar con posterioridad al 2 de 
octubre de 1858, la Administración de pro- 
piedades y derechos del Estado remita á la 
Contaduría de Hacienda pública, una copia 
de ia liquidación que habrá de formar para 
conocer el débito del primer comprador por 
diferencia entre los dos remates y los gastos 
del segundo de esta, según los prevenido en 
la R. O. de 22 de mayo de 1861. 

2. ° Que con presencia de dicha liquida- 
ción forme otra la Contaduría en la cual fije 
el crédito ó débito de la corporación que re- 
sulte después de abonarle en cuenta las can- 
tidades procedentes de los pagos hechos por 
el segundo remate, y cargando las que cor- 
respondan del primero, y ia diferencia del 
remate, aquellas y estas con el descuento 
recíproco del 6 por 100 anual desde la lecha 
de los pagos y rendimientos, y que si resul- 
tase débito á favor del Tesoro, se apliquen á 
cubrirle los sobrantes á metálico de otras fin- 
cas si los hubiese; en su delecto, los pagarés 
sobrantes del segundo remate descontados 
al 6 por 100, y á falta de estos los de otras 
fincas de pertenencia del establecimiento. 

3. ° Que si el saldo que resultare contra 
ei primer comprador en la liquidación que 
forme la Administración de propiedades y de- 
rechos del Estado, se hiciere efectivo con pos- 
terioridad á la liquidación de la Contaduría, 
y por consecuencia no estuviese acreditado 
en ella, se abone su importe á la corporación 
en la relación de sobrantes del mes en que 
ingrese en Tesorería, para que así reciba 
aquella ei equivalente en inscripciones —De 
Real orden etc. — Madrid 22 de setiembre de 
1862.» (CL. t. 88, p. 801. j 

Otra de la propia fecha. 

Anulación de ventas de montes. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guárde) de Jas exposiciones elevadas por 
D. Juan Alvarez Guerra y D. Manuel Caste- 
llanos, en alzada del acuerdo de ia Junta su- 
perior de ventas, de 15 de febrero de 1861, 
por el cual se anuló la de varios quintos 
pertenecientes al monte titulado Mancha y 
Madera de los propios de Villarta de San 
Juan, comprados por los mismos en atención 
á que se hallaban exceptuados en la clasifi- 
cación de montes, aprobada por S. M. en 30 
de setiembre de 1854, é igualmente la he 
dado de las posteriores reclamaciones de di- 
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ehos interesados para que se les adjudiquen 
aquellas fincas oin necesidad de nueva su- 
basta, porque declaradas enajenables según 
los términos de la última clasificación de 
montes, ordenada por Real decreto de 22 de 
enero de este año, se consideran con dere- 
cho á ello, toda vez que ha desaparecido la 
causa que obligó á la Junta superior de ven- 
tas á anular la de que se trata: 

En su vista, considerando que la nulidad 
de dicha venta fué legalmente declarada y 
sin vicio alguno capaz de invalidar esta de- 
claración, porque se liabia verificado con 
posterioridad á la R. O. de 30 de setiembre 
de 1859, que exceptuaba de la venta aquel 
monte: 

Considerando que la circunstancia de ha- 
ber sido derogadas después las disposiciones 
en cuya virtud debió la Junta acordar dicha 
declaración, no basta para hacer convalecer 
los actos anulados en cumplimiento de las 
mismas , á menos que al ser derogadas se 
hubiese darlo al de la derogación aquel efec- 
to retroactivo: 

Considerando que el R. D, de 22 de ene- 
ro último, que es e! que ha derogado las dis- 
posiciones anteriores en cuya virtud se anu- 
ló venia, no contiene precepto alguno que 
deje sin efecto las aplicaciones legítimas que i 
de las mismas disposiciones se han hecho I 
en tiempo oportuno: 

S. M. se ha dignado declarar: primero, 
que las ventas anuladas por haberse veri- 
ficado contraviniendo á la legislación sobre 
desamortización de montes que rigió hasta 
22 de enero último, no lian convalecido por 
naber sido derogada dicha legislación por el 
Real decreto de esta última fecha, y que en 
su consecuencia debo quedar subsistente la 
expresada anulación y verificarse nueva ven- 
ta de dichas fincas; y segundo, que esta 
resolución sirva de regla para todos los inte- 
resados que puedan hallarse en igual caso. 
— De Real orden etc. — Madrid 22 de setiem- 
bre de 1862.» ( CL . t. 88, p. 802.) 

R. O. de 30 setiembre de 1862. 

Declarando que los investigadores del ramo pueden 
ser postores en las subastas 

(Hag.) He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) de la consulta elevada por el 
comisionado principal de ventas de propieda- 
des y derechos del Estado de la provincia de 
Segovia; sobre si los investigadores del ra- 
mo pueden ó no tomar parte en las subastas 
de fincas desamortizares; y conformándose 
S. M. con el dictámen de lá Sección de Ha- 
cienda del Consejo de Estado y el de V. I., 
emitidos en el expediente instruido sobre el 


particular, se ha dignado declarar, que los 
expresados funcionarios' pueden hacer pos- 
tura en todas las subastas de fincas desamor- 
tizares, sin restricción alguna, conforme á 

10 prescrito en el párrafo l.°, art. 132 de la 
instrucción de 31 de mayo de 1855. — De 
Real orden etc. (Bol. of. de Soria , núme- 
ro 124 de dicho año.) 

Ciro, de 2 octubre de 1862. 

Expedientes de reserva de fiDoas. Advertencias que 

hace la Dirección para instruirlos. 

(Din. de Prop.) «Los motivos que acon- 
sejan la preferente atención que presta este 
Centro directivo á todo lo que pertenece á 
bienes que deban exceptuarse de la venta, 
según las leyes de l.° de mayo de 1855 y 

1 1 de julio de 1856, no se ocultarán al buen 
criterio do V. S. habiendo podido apreciar 
también la eficacia desplegada en tan impor- 
tante asunto, por las disposiciones generales 
y particulares que Je han sido comunicadas 
de algún tiempo á esta parle. La acción li- 
bre y desembarazada de la desamortización 
reclaman de consuno esa preferencia y efi- 
cacia, como medio y fin de resolver cuanto 
antes todas las excepciones que justificada- 
mente procedan. Así, no extrañará V. S. 
que, habiéndose publicado ayer el Real de- 
creto convocando á las Diputaciones provin- 
ciales para su próxima reunión ordinaria, 
crea oportuno el momento de dirigirse á 
V. S. la Dirección, por mas que no dude 
de su reconocido celo por el mejor servicio, 
á fin de recomendarle ante todo la urgencia 
con que conviene que pasen á la de esa 
provincia los expedientes en que aun no ha- 
ya emitido su dictámen, con la esperanza 
de que, en interés de los mimos pueblos 
que representa, sabrá emplear sus vigilias, 
si necesario fuese, para no dejar ninguno 
sin informar antes de que llegue la época de 
suspender sus sesiones, y que pueda V, S. 
someterlos inmediatamente después al acuer- 
do de esa Junta de ventas , y elevarlos sin 
demora á la resolución de esta superioridad. 

Reproducir ahora , como se hace á conti- 
nuación, el art. 2.° Óe la ley de l.° de mayo 
de 1855, el l.° de la de 11 de julio de 1856, 
las Rs. Ords. de 23 de abril de 1858, 7 de 
marzo, 8 de abril, y 3 de mayo últimos, que 
autorizan y regulan Jas excepciones de que 
se trata, así como el art. 53 de la instrucción 
de 31 de mayo de 1855 , la R. 0. de 6 de 
noviembre del propio ano, el art. l.°de la 
instrucción de 11 de julio de 1856 y las cir- 
culares de 4 de agosto de 1860, 19 de julio, 
9 y 22 de setiembre próximo pasado, que 
determinan los requisitos de estos expedien- 
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tes, k) cree la Dirección no menos oportuno 
que indispensable, por la utilidad que repor- 
tará sin duda al mejor servicio la recopila- 
ción de todas estas disposiciones. 

Sobre una de ellas, cual es la Real órden 
expedida por el Ministerio de la Goberna- 
ción en 23 de abril de 1858, parece del caso 
llamar particularmente la atención de V, S, 
por el respeto que merece , al observar el 
apoyo que, prescindiendo de su contenido, 
se presta muchas veces á excepciones de 
bienes que , por el mero hecho de haberse 
arrendado ó arbitrado en los veinte años an- 
teriores al de 1855, perdieron el carácter 
distintivo del aprovechamiento común que 
se les atribuye; cuya jurisprudencia, basada 
en las consideraciones expuestas por las Sec- 
ciones reunidas de Hacienda, Fomento y 
Gracia y Justicia del Consejo de Estado, y 
que son el fundamento de dicha Real órden, 
viene aplicándose por regla general en las 
excepciones de esta clase. 

No importa menos descender á consignar 
las observaciones detalladas que precisen 
mas y mas los requisitos prevenidos ó que 
naturalmente se desprendían de las disposi- 
ciones generales para la instrucción de estos 
expedientes, una vez que hasta hoy no se 
haya conseguido el objeto, habiendo sido in- 
dispensable devolver ía mayoría de ellos por 
falta de muchos requisitos, y que es de es- 
perar no se omitan en adelante, si los comi- 
sionados principales de ventas, en su doble 
carácter de secretarios de las Juntas quieren 
eximirse de la responsabilidad que les seria 
exigida en otro caso. A ese fin advierte la 
Dirección: 

Sobre los expedientes de bienes de aprovechamiento 
común. 

1 . ° Que los títulos para acreditar el ori- 
gen y posesión de los terrenos han de ve- 
nir compulsados con asistencia del fiscal 
de Hacienda, al tenor del art. 1349 de la 
ley de Enjuiciamiento civil; debiendo previa- 
mente traducirse á la lengua castellana aque- 
llos que fueren escritos en otro idioma ó dia- 
lecto. 

2. ° Que á falta de dichos títulos, cuya 
carencia deben declarar los Ayuntamientos 
bajo su responsabilidad, procede la informa- 
ción testifical ante el Juzgado de primera 
instancia del partido con audiencia del fiscal 
de Hacienda, conforme al tít. VIII de la cita- 
da ley de Enjuiciamiento civil, sin que pueda 
ser válida si no recae en ella el auto aproba- 
torio del mismo juez. 

3. ‘ Que cuando solo pertenece á los pue- 

Tomo V. 


blos reclamantes el dominio útil de los ter- 
renos, debe oírse á los compropietarios ó se- 
ñores del dominio directo , para que en un 
término breve puedan exponer lo que á sus 
derechos convenga, exhibiendo en su caso 
los títulos que justifiquen estos, compulsados 
según se ha dicho antes. 

4. ° Que los certificados de les secreta- 
rios de. los Gobiernos de provincia, con rela- 
ción á las cuentas municipales y á los expe- 
dientes y demás datos que pueden consul- 
tarse, deben ser expresivos y terminantes de 
las fincas de que se trate, para saber si fue- 
ron ó no arrendadas ó arbitradas en todo ó 
en parte y de cualquiera forma, en los vein- 
te años desde 1835 á 1855, ambos inclu- 
sive, adoptando en su caso el empleo do 
comisionados basta conseguir la rendición 
de fas cuentas que no se hayan presenta- 
do por los municipios, para poderse referir 
á ellas. 

Sobre los expedientes de terrenos para dehesas de pas- 
tos del ganado de labor. 

5. ° Que con arreglo al art. l.° de la ley 
de 11 de julio de 1856, solo tienen derecho 
los pueblos á pedir y á que se Jes señale con 
dicho objeto los terrenos procedentes de sus 
propios ó comunes, cuando no posean otros 
bienes de aprovechamiento común, ó que po- 
seyéndolos no produzcan pastos, ó que pro- 
duciéndolos , no sean bastantes para la ma- 
nutención del ganado de labor. 

6. ° Que cuando se soliciteu excepciones 
de esta clase , debe hacerse constar por de- 
claración del Ayuntamiento é informes de 
las oficinas del ramo, si tiene ó no exceptua- 
dos el mismo pueblo algunos otros terrenos 
de aprovechamiento común En la afirmati- 
va, se acreditará por peritos si producen 
pastos, en qué cantidad, y si esta es sufi- 
ciente para el número de ganado que posea 
el pueblo. También debe hacerse constar del 
propio modo si tiene algunos otros terrenos 
sin enajenar por el Estado , y los pastos que 
produzcan. 

7. ° Que el número de cabezas de ganado 
destinadas á la labor en cada pueblo debe 
justificarse por certificación de la Adminis- 
tración principal de Hacienda pública, con 
referencia á los últimos datos estadísticos 
aprobados ; y cuando estos do merezcan en- 
tera fé, podrán emplearse para conseguirlo 
los comisionados á que se reíiere la R. 0. de 
6 de noviembre de 1855. 

8. ° Que cuando á juicio de los Goberna- 
dores de provincia lo merezca oigan á las 
Juntas de agricultura, para que emitan su 

14 
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opinión $obrp el m'imero de hectáreas que 
consideren mas indispensables, alend^en^o 
á la clase de terrepos y al número de cabe- 
zas de ganado de labor amillaradas* 

Sobre toda clase de eipadinntes. 

9. ° Que se haga constar por medio de 
informe del administrador y comisionado del 
ramo, lo que resulte en sus respectivas ofi- 
cinas sobre la procedencia de los bieyes que 
se soliciten, y si fueron ó no vendidos por el 
Estado. 

10. Que en el caso de haber sido enaje- 
nados, sé dé audiencia ai comprador ó com- 
pradores, para que en un término prudente 
é improrogabie puedan alegar lo que á sus 
derechos estimen. 

11. Que tanto las Juntas provinciales de 
ventas como ios Gobernadores no dejen de 
consignar su propio y razonado informe. 

12. Y por último, que los expedientes 
debeu acompañarse foliados por el orden 
cronológico de la,s fechas de sus documentos 
é informes, y bajo un índice cada uno, se- 
gún ios modelos que se acompañan, núme- 
ros 1 y 2. 

Al comunicar y reproducir las disposicio- 
nes de que es objeto esta circular para su 
mas exacto cumplimiento, la Dirección, se 
llalla persuadida de que la ilustración de 
V. S. ha de comprender muy bien desde lue- 
go toda su importancia y el objeto del mejor 
servicio á que van encaminadas, y por eso 
confia en que sabrá auxiliarla eficazmente en 
su firme propósito de poder resolver con ia 
ilustración necearía y la mayor brevedad 
que sea dable, ¡os expedientes de excepcio- 
nes civiles. 

Sírvase V. S., por último, recomendar á 
esas oficinas del ramo el interés y celo con 
que deben proceder en este asunto , ao vir- 
tiéndolas al propio tic, mpo que la Dirección 
se halla resuelta á imponer el oportuno cor- 
rectivo por cualquiera negligencia que de 
hoy en adelante observe en los expedien- 
tes de esta clase que se la remitan, si bien 
espera con fundamento que nipguno da- 
rá. lugar á ciertas medidas que, cuando 
menos, siempre deprimen el buen, concep- 
to á que debe aspirar lodo funcionario pu- 
blico. 

Del recibo de la presente dará Y. S. aviso. 
— Dios ele. — Madrid 2 de octubre de 1862. 
— Joaquín Escario. 


Modelo nám. 1." 


PROVINCIA DE 


Ayuntamiento de ' Pueblo de. , . . 


. BIEN IÍS DE APlíOVECH AMIENTO COMUN. 


(Ley de f de mayo de 1855), 

Indice de los documentos é informes qi¿e mas 
esencialmente importa conocer del expedien- 
te instruido á instancia de dicho puehlopara 
que se le declaren exceptuados de la venta 
(aquí se expresan los bienes de que trate.) 

folios. 


Solicitud del Ayuntamiento. - 

Certificado de los peritos sobre la cla,se 
de fincas, su denominación , cabida y 

linderos. 

Títulos de propiedad. ... . . 

Certificados é informes , respecto al ar- 
riendo ó arbitrio de efias 

Informes de la AdminisUacion y comi- 
sionado de ventas 

Manifestación del comprador (si le hu- 
biere.).. ... ...... 

Dictamen del fiscal de Hacienda. ...... 

Acuerdo de la Diputación provincial. .. 

Idem de la Junta provincial. . . , ...... . 

Informe del Gobernador 

Fecha y firma del comisionado . 
V.° B.° 

El Gobernador, 

Advertencia. También se hará mérito de 
cualquiera otra circunstancia que por su im- 
portancia merezca indicarse. 

Modelo núm. 2.° 


PROVINCIA DE 


Ayuntamiento de Pueblo dk 


REHESA DE PASTOS. 


(Ley de 1 i julio de 1856.) 

Indice de tos documentos é informes que mas 
esencialmente importa conocer del expedien- 
te instruido á instancia de dicho pueblo pa- 
ra que se le declaren exceptuados de la ven- 
ta (aquí se expresarán los terrenos de que se 
trate. 

FOLIOS. 


Solicitud del Ayuntamiento. „ 
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Origen de los terrenos que se pre- 
tenden ...... 

Certificado de los peritos sabré la clase 
de los mismos terrenos , su denomi- 
nación, cabida, linderos y pastos que 

producen * 

Circunstancias de los terrenos de apro- 
vechamiento comun (s? ¿os hubiese.) 
Número y clase del ganado de labor ... 
Circunstancias agrícolas, comerciales 
é industriales del pueblo .......... 

Informes del administrador y comisio- 
nado de ventas 

Informes de la Junta provincial de agri- 
cultura é ingeniero de montes.. . . , 
Manifestación del comprador (sí le hu- 
biere) „ 

Dictamen del fiscal de Hacienda 

Acuerdo de la Diputación 

Idem, de la Junta provincial de ventas.. 
Informe del Gobernador. 

Fecha y jimia del comisionada. 

El Gobernador. 

(CL. t. 88, p. 840.) 

R. O. de 3 octubre de 4862. 

Emisión de títulos al portador para las corporaciones 
civiles en equivalencia de sus inscripciones intras- 
ferrbles. 

(Hac.) «El Sr. Ministro de Hacienda di- 
ce con esta lecha al Director general de con- 
tabilidad lo que sigue:. — limo. Sr.: — La Rei- 
na (Q. D. G.) se ha enterado de la consulta 
de esa Dirección general fecha 28 de julio 
último, proponiendo la conveniencia de. que 
se modifique lo dispuesto en el art. 32 de 
la R. Inst. de 4.° de julio de 4 859, en k 
parte relativa á la emisión de títulos al por- 
tador,. á las corporaciones civiles en equiva- 
lencia de las inscripciones intrasferibl.es á 
que tuviesen derecho por sus bienes enaje- 
nados. Teniendo presente que según las dis- 
posiciones de la R. O. de 6 de agosto de 
1859 se abona á las corporaciones y esta- 
blecimientos civiles, en concepto de á bue- 
na cuenta, y á calidad de reintegro luego que 
se les expidan las inscripciones mtrasféribles 
á que tienen derecho por sus bienes enaje- 
nados, los intereses equivalentes á la renta 
que les producían dichos bienes. Conside- 
rando que de estos anticipos á buena cuenta 
debe reintegrarse el Tesoro por medio de 
las formalizaciones prevenidas en dicha. Real 
árdea , con los intereses que llevan deven- 
gados las inscripciones, antes de entregarse 
estag por las oficinas de provincia á las oor- 
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1 poraciones interesadas: Considerando que la 
emisión desde luego de títulos al portador 
tiene por objeto su enajenación, para con su 
importe atender los establecimientos al cum- 
plimiento de los compromisos á que se re- 
fiere el art. 32 de la Real instrucción citada, 
y que en estos casos al Tesoro se le privaría 
, de los medios y garantía que hoy tiene para 
reintegrarse de cantidades anticipadas á ios 
mismos; por estas consideraciones, y en la 
necesidad de adoptar una medida, que sin 
perjudicar á las corporaciones civiles á' quie- 
nes hubiese de entregarse títulos al portan 
E dor con arreglo al indicado art. 32, ponga 
iá cubierto los intereses del Tesoro; S. M., 

| conformándose con lo propuesto por esa Di- 
. reccion general y la de la Deuda pública, se 
i ha servido mandar: 

¡ l.° Que la Dirección general de la Deu- 

; da, á pesar de lo dispuesto en el art. 32 de 
¡la R. Inst. de i.° de julio de 1859, expida 
inscripciones intrasferijfies, que deberán re- 
novarse como todas las demás, á las Teso- 
nerías de las respectivas provincias, para 
¡que de este modo puedan aplicarse sus in- 
tereses devengados al reintegro de los sa- 
tisfechos á buena cuenta, pudiendo después 
las corporaciones interesadas, recogerlas y 
presentarlas á la Dirección general de la 
Deuda para su conversión en títulos al por - 

I tador. 

2° Que las Tesorerías y Contadurías de 
Hacienda pública estampen en las inscrip- 
ciones los cajetines de los semestres que va 
hubiesen percibido , reclamando de las cor- 
poraciones lo que resulte pagado demás, 
sobre el importe efectivo de aquellos, ó 
abonándoles lo que falte para completarlos, 
poniéndose además para la debida regula- 
ridad en todas las inscripciones converti- 
bles, una nota autorizada con el sello de 
: aquellas dependencias en que aparezca de 
una manera clara é indudable la época hasta 
la cual se hayan satisfecho los intereses para 
¡conocer el primer cupón con que deben 
emitirse los equivalentes títulos al portador. 

Y 3.° Que cuando una inscripción deba 
ser convertida en aquellos documentos y sus 
intereses devengados hasta el semestre, den- 
tro del cual se reciba en la Tesorería de la 
provincia , no cubra lo que á buena cuenta 
se hubiere anticipado á la corporación á 
quien corresponda , se obligue á esta á que 
.reintegre en metálico la diferencia que re- 
sulte, á menos que no hubiera otras inscrip- 
ciones expedidas á su favor, en cuyo caso 
' sus intereses en la parte necesaria se aplica— 
■ f rán á cubrir aquella diferencia. — Madrid 3 de 
r octubre de 1862.» (CL. t. 88, p. 846.) 
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Circ. de 9 octubre de 1862. 

Subastas de heredades «ocupáoslas de diferentes 
fincas etc. 

Esta Dirección general ha observado que 
en algunas provincias se anuncian á la ven- 
ta en” un solo lote, haciendas ó heredades 
que se componen de varias tierras, separa- 
das entre sí, ya por accidentes naturales 
del terreno, como por intercalación de pro- 
piedades particulares, y sin embargo, se 
anuncian sin los linderos parciales ae cada 
una de dichas suertes, y solo con los gene- 
rales de la heredad. De esta falta de expre- 
sión en las circunstancias de Ja cosa vendi- 
da, nacen muchos inconvenientes para el 
otorgamiento de las escrituras de venta y 
actos de posesión , que carecen por ello de 
su verdadera base, y se causan notables per- 
juicios en las subastas cuando se agrupan en 
un lote lincas que á veces existen en distinta 
partida, y aon en diversos términos jurisdic- 
cionales, pues se anuncian reunidas por la 
sola consideración de ser de una misma pro- 
cedencia. En su virtud, y por resolución al 
expediente que se ha instruido sobre el par- 
ticular, á consecuencia de reclamación del 
juez de primera instancia y especial de Ha- 
cienda de Segovia, esta Dirección general 
ha acordado. 

1 , ° Que cuando se anuncie en venta una 
heredad comprensiva de varias tierras no 
contiguas, pero que estén situadas en el 
mismo término jurisdiccional, se expresen 
exactamente sus cabidas y linderos especia- 
les, sin perjuicio de los generales de toda la 
finca. 

2. ° Que cuando se considere convenien- 
te agrupar en una sola subasta diferentes 

redios que no pertenezcan á una sola flore- 
ad , sin perjuicio de marcar exactamente 
toda su extensión y linderos, se instruya el 
expediente que previene la R. O. de l .° de 
febrero de 1856, que (lió hueva redacción al 
art. 111 de la R, Inst. de 31 de mayo de 
1855, verificándose lo mismo cuando se tra- 
te de dividir en suertes una finca de mayor 
cuantía; y en este caso se observará además 
la circular de esta Dirección de 19 de no- 
viembre de 1858 y la R. O, de 22 de julio 
d-e 1859, remitiéndolos expedientes á este 
centro, para que recaiga la resolución de la 
Junta superior de ventas. — La Dirección lo 
comunica á V. S. etc.— Dios guarde á Y. S. 
muchos anos. — Madrid 9 octubre de 1862. 
— Joaquín Escario (Bol. of. de Soria, nú- 
mero 124.) 


R. O. de 18 octubre de 1862. 

Sobre nulidad de enajenaciones de fincas gravadas con 
censo onOféutico, ó en que corresponda á una perso- 
na el dominio directo y á otra el útil: nulidad : pago 
de iaudtiimo: tánico y retracto etc. 

(Hac.) He dado cuenta á S. M. del expe- 
diente promovido por el duque de Alba en 
solicitud de que se anule el acuerdo de esa 
Dirección general de 2'2 de mayo de 1860, 
por el que se ordenó designase finca sufi- 
ciente para subrogar sobre ella el censo de 
ciento treinta mil maravedís y ciento cin- 
cuenta pares de gallinas ó tres mil marave- 
dís anuales que disfrutaba sobre ios bienes 
de propios de los diez y nueve pueblos que 
que componen el partido de Granadilla, pro- 
vincia de Cácerés, en atención á que con di- 
cho acuerdo se desconocían en todas sus 
partes los derechos que reclamaba de domi- 
nio directo de dichos bienes, inclusos el de 
laudemio y tanteo anejos al primero, los cua- 
les le pertenecían en virtud del contrato en- 
fitéutico á que correspondía aquella presta- 
ción, y no de simple censo, como equivoca- 
damente se consideraba con aquella medida: 
sosteniendo, en su consecuencia, que tales 
derechos de señorío directo no están sujetos 
á la subrogación prescrita en la ley de 11 de 
julio de 1856 y R. 0. de 3 de mayo, de 1860, 
ni á la supresión del de tanteo dispuesta en la 
R, O. de 27 de abril de dicho último año. En 
su vista, considerando que el duque de Alba 
ha acreditado el dominio directo que le cor- 
responde y tiene eu los bienes que su ante- 
cesor cedió á censo enfitéutico á la villa de 
Granadilla y pueblos que constituían su an- 
tiguo término : Considerando que la ley de 
1.° de mayo de 1855, lejos de despojar de 
su derecho á Jos señores del dominio direc- 
to, le respetó, y así le eonsignó en el articu- 
ló adicional de la instrucción dada para su 
cumplimiento : Considerando que este res- 
peto del dominio directo lleva en sí el del de- 
recho de percibir el canon que se satisface 
por el útil, único que el Estado enajena, y 
que el art. 10 de Ja ley citada declaró ter- 
minantemente que el pago del laudemio en 
los entitéusis es á cargo del comprador: Con- 
siderando que, si bien el derecho de tanteo 
es otro de los anejos al señorío directo, está 
ya decidido en Rs. Ords. de 27 de abril de 
1860 y 14 de julio de 1861 , que no se re- 
conozca en las ventas hechas por el Estado 
en virtud de las leyes de desamortización, 
por las razones que en aquellas se expresan: 
Considerando que la ley de 11 de julio de 
1856 y la R. O. de 3 de mayo de 1860 solo 
establecen la subrogación de responsabili- 
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dad de pago en los censos y créditos con 
hipoteca especial mancomunada, y el de que 
.se trata no la tiene, por ser un enfitéusis, en 
el que cada finca responde de la renta ó cá- 
non por la- cual el dueño cedió el dominio 
útil, reservándose eldifeeto;S. M., oido el 
dictámen de la Asesoría general de este Mi- 
nisterio, y conformándose con el de las Sec- 
ciones de Hacienda y Gracia y Justicia del 
Consejo de Estado y el de esa Dirección ge- 
neral, se ha dignado revocar el acuerdo de 
la misma de 22 de ipayo de 1860, y mandar; 

1 . ° «Que reconozca y tenga por subsis- 
tente la propiedad del dominio directo que 
reclama y ha probado poseer el duque, de 
Alba sobre las tierras de los pueblos del par- 
tido de Granadilla, de que se trata en este 
expediente. 

2. ° Que son nulas las ventas de las fin- 
cas de dicha procedencia , en que se hayan 
enajenado juntos el dominio útil y el directo, 
sin la debida expresión de que' el primero 
era solo el que pertenecía á la corporación 
mediante el canon que por él satisfacía al se- 
ñor directo. 

3. ° Que al anunciarse nuevamente la su- 
basta de las fincas expresadas y de las que 
con iguales cargas se enajenen en lo sucesi- 
vo, se haga solo de dicho dominio útil , con 
expresión de que al comprador se le rebajará 
de! precio del remate, el capital del canon ó 
renta anual, en los términos prevenidos en 
los art.s. 142 y 143 de la Inst. de 31 de ma- 
yo de 1855 según los casos para que quede 
de su cargo en lo sucesivo el pago de dicha 
renta ó canon, según lo dispuesto en el ar- 
tículo 29 de la ley de 1 1 de julio de 1856. 

4. ° Que el lamiendo en los enfitéusis será 
de cuenta dei comprador satisfacerlo siem- 
pre que el dominio directo de la finca ven- 
dida no pertenezca al Estado ó á cualquiera 
de las corporaciones cuyos bienes están de- 
clarados en venta por las leyes desamortiza- 
doras, como ya se declaró en R. O, de 29 de 
mayo de 1861 . 

5. ° Que e) derecho de tanteo y retracto 
que constituyen parte del dominio directo, 
no pueden reconocerse «n las ventas que se 
verifican en virtud de las leyes de desamor- 
tización, pero podrá hacerse uso de ellos en 
las enajenaciones ó trasmisiones de dominio 
que tengan lugar en lo sucesivo. 

6. ° Que por consiguiente no procede en 
la enfitéusis la subrogación de responsabili- 
dad de pago de que trata el art. 30 de la ley 
de 1 1 de julio de 185fr, porque no hay hipo- 
teca mancomunada, una vez que cada finca 
responde solo de la carga que sobre ella gra- 
vita, conforme lo dispone para las especiales 


sobre finca determinada el art. 29 de la pro- 
pia ley. 

Y 7,° Que en estas disposiciones están 
comprendidos todos los casos en que el cen- 
satario posea solo el dominio útil, y el direc- 
to el censualista. — De Real orden 'etc. — Ma- 
drid 18 de octubre de 1862.» (CL. í. 88, pá- 
gina 827.) ' 

jft. O. de 22 octubre de 1862. 

Subastas de fincas improductivas ó arruinadas. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) de la consulta elevada á este 
Ministerio por esa Dirección general en 15 
de setiembre último , haciendo presente las 
dificultades que presenta el exámen y apro- 
bación de las relaciones de bienes enajena- 
dos á los establecimientos de Beneficencia é 
Instrucción pública que forman las Contadu- 
rías de Hacienda en virtud de lo dispuesto 
por IaR. Inst, de l.° de julio de 1859, en 
los casos en que por tratarse de fincas im- 
productivas ó edificios arruinados, no se les 
fija renta alguna por dichas dependencias, 
en razón A que ni la producían en favor de 
los establecimientos, ni les fué señalada tam- 
poco por los peritos al tiempo de la tasación 
en venta. En su vista, y deseando S. M. que 
esta circunstancia no sea un obstáculo para 
que á los indicados establecimientos deje de 
emitírseles desde'luegn las inscripciones in- 
Irasferibles de Deuda consolidada seguD el 
art. 21 de la ley de i.° de mayo de 1855, 
para constituírseles desde luego la renta cor- 
respondiente , toda vez que la venta de di- 
chas fincas ba producido un capital efectivo, 
se. ba servido resolver, de conformidad con 
lo propuesto por esa Dirección general . y 
con lo informado por la de propiedades y de- 
rechos del Estado , que cuando á las tincas 
improductivas ó que por su estado ruinoso 
no produzcan renta ni.se les pueda fijar por 
los peritos, se les designe, para poder expe- 
dirles la primera inscripción, la que resulte 
capitalizándola al 4 ó 5 por 100, según sea 
rústica ó urbana: tomando por base para esta 
capitalización el valor de tasación en venta 
marcada por los peritos, rebajándose el 10 por 
100 por administración, como está preveni- 
do para la capitalización de rentas reconoci- 
das ó apreciadas por el art, 7 de la ley de 11 
de julio de 1856.— De Real orden etc,— Ma- 
drid 22 de octubre de 1862.» (CL. t. 88, fa- 
gina 830.) 

R. O. de 30 octubre de 1862. 

Fianzas de'compradores de montes y arbolados. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del expediente instruido en esa 
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Dirección general á instancia de comprado- 
res de fincas desamortizares, en que solici- 
tan, unos que se. levante la fianza que dieron 
en garantía del valor del arbolado existente 
en las mismas, sin embargo do lo prevenido 
en el art. 151 de la R. Inst. de 31 de mayo 
de 1855, puesto que tienen satisfecha la mi- 
tad del precio de la venta, que es mayor 
cantidad de la que importa la lianza, según 
el art. 5 47 de dicha instrucción; y otros que 
se les exima de la obligación de dar la fianza 
por haber anticipado el pago de la mitad de 
los plazos de la venta, fundándose en la 
misma razón de quedar con ellos garantida 
la mitad del valor en tasación de la finca, ■ 
que es el tipo por el que se exige la fianza. 

En su vista , y siendo justo poner en ar- 
monía los intereses de dichos reclnmanles y 
demás que se hallen en su caso con la sóli- 
da garantía que debe prestarse á los del 
Estado, comprendidos cuando consiste todo 
el valor de la finca en arbolado, puesto que 
como á aquellos solo se exige la fianza por la 
mitad de la tasación de la finca, segnn resul- 
ta del incidente consultado por ia Adminis- 
tración principal del ramo de esta provin- 
cia, que obra también en el expediente; 

S. M., oído el Consejo de Estado en ple- 
no. y conformándose con el dictamen de esa 
Dirección general , so ha dignado resolver 
que se modifiquen los arts. 147, 150 , 551 
y 152 de la instrucción en los términos si- 
guientes: 

Art. 547. Antes de realizar el pago, s> 
el valor de la finca ó fincas adjudicadas con- 
sistiese en arbolados ó montes, en una parte 
que exceda del importe del primer plazo de 
la adjudicación que debe realizar al contado, 
según ia diferente procedencia de las fincas, 
además de quedar responsable al completo 
pago en que hayan sido rematadas, presen- 
tará el comprador fianza equivalente al va- 
lor que resulte tener el arbolado, proratean- 
do entre el de este y el del suelo el total im- 
porte del remate , según el que hayan teni- 
do respectivamente en tasación, pudiendo 
consistir la fianza en otras lincas con rebaja 
de la tercera parte de su valor en tasación, 
en títulos de la Deuda diferida ó consolidada 
del 3 por 500 al precio de la cotización de la 
Bolsa, y en acciones de carreteras por su va- 
lor nominal. 

Art, 5 50. En el segundo caso, ó sea 
cuando la fianza consista en los efectos pú- 
blicos antes designados, el comprador pre- 
sentará en la Tesorería de Hacienda pública, 
con doble factura y expresión del objeto, 
los suficientes á cubrir el total valor dei ar- 
bolado, á fin de que por dicha oficina se re- 


mítan á la Dirección de la Caja general de 
depósitos, que expedirá la correspondiente 
carta de pago como depósito necesario im- 
puesto por el interesado. Este documento se 
remitirá á la Tesorería de que procedan los 
valores, para que la Administración le una al 
expediente de su referencia, 6 tomando nota' 
de él lo entregue al comprador. 

Art. 551. No se alzará la fianza hasta 
que la Hacienda reciba el total imparte dei 
valor del arbolado por el cual fué aquella 
prestada , y un plazo mas de los pendientes 
si la tinca se compone de suelo y arbolado, 
ó hasta que estéu pagados todos los plazos 
si solo forma su valor el arbolado. 

Art. 152. Por el mismo orden no se exi- 
girá la expresada fianza cuando los Rema- 
tantes de las fincas de aquella especie anti- 
cipen en su totalidad la cantidad que resul- 
te corresponder ql valor del arbolado, se- 
gún la prorata del remate de que habla el 
art. 147, y un plazo mas como se expresa 
en el anterior , ó el total valor de la finca si 
solo se compone de arbolado.— De Real or- 
den etc.— -Madrid 30 de octubre de 5 862.» 
(CL. t. 88 ,p. 333.) 

R. O. de 5 noviembre de 1862. 

Venia de las fincas y redención de censos correspon- 
dientes al clero y á las monjas de, la diócesis de 
Toledo. v 

(Hac.) «Enterada la Reina (Q. D. G.) 
de lo expuesto á este Ministerio por esa Di- 
rección general en consulta de este día, 
respecto á la enajenación que debe llevar- 
se á cabo de los bienes eclesiásticos , perte- 
necientes á la diócesis de Toledo, conforme 
. á lo resuelto por el párrafo 10 de la Real or- 
den de 25 de setiembre del año próximo pa- 
sado y con presencia del acta de cesión que 
de los expresados bienes ha hecho a! Estado 
el Emmo. Cardenal arzobispo de la misma 
diócesis, en consecuencia á lo pactado por 
el art. 7.° dei último Convenio celebrado con 
la Santa Sede, S. M. se ha servido dispo- 
ner que se proceda desde luego á la venta 
de las fincas objeto de !n permutación y á 
la redención de los censos que se encuen- 
tren en igual caso, correspondientes al cle- 
ro y á las monjas de la mencionada dióoe- 
sis, expidiéndose al efecto por esa Dirección 
las órdenes oportunas á los Gobernadores 
de las provincias de Albacete, Avila, Bada- 
joz, Cáceres, Cádiz, Ciudad-Real, Cuenca, 
Granada, Guadal-ajara, Jaén, Logroño, Ma- 
drid , Málaga, Murcia, Servilla, Toledo , fa- 
lencia y Zaragoza , donde radican lo? bienes 
expresados, de los cuales quedan exceptua- 
dos de la permutación los que determina el 
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art. 6.° del Convenio 1 y las fincas y censos 
pertenecientes á patronatos y obras pías, 
sin perjuicio de que respecto á estos se ins- 
truyan los oportunos expedientes para re- 
solver si procede ó no la excepción , cbn ar- 
reglo á las disposiciones vigentes.— De Real 
órden etc.» (Bol. o/, de Avila , núm. 137 de 
dicho año.) 

B. O. de 24 diciembre de 4862. 

Indemnización ó nulidad por desperfectos, faltas de 
' cabida etc. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) de la consulta que V. 1. elevó 
á este Ministerio, proponiendo varias dis- 
posiciones con objeto de remediar los abu- 
sos á que están dando lugar las indemniza- 
ciones por desperfectos ocurridos en las fin- 
cas con posterioridad á su tasación ó por 
falta de cabida ó arbolado en las mismas; 

Y considerando que respecto de las prime- 
ras éstán suficientemente garantidos los inte- 
reses del Estado con el art. 137 de la ins- 
trucción de 31 de mayo de 1855; 

Considerando que siendo de idéntica natu- 
raleza las indemnizaciones por falta de cabi- 
da ó arbolado deben regirse por uíras mis- 
mas disposiciones: 

Considerando que con arreglo á la Real 
órden de 10 de .abril de 1861 es obligatoria 
la indemnización cuando la falta de terreno 
no excede de la mitad de la cabida dada á la 
finca en el anuncio de la subasta: 

Considerando que hay muchos casos en 
que no llegando la falta á la mitad de la cabi- 
da y siendo por consiguiente indemnizable, 
asciende la indemnización á mucho mas de 
la mitad del valor en que fué rematado el 
predio, porque la parte que se segrega suele 
estar roturada y plantada de viñedo ó ar- 
bolado: 

Considerando que los productos de las 
ventas constituyen fina parte del haber del 
Tesoro, y que por consecuencia no debe 
concederse indemnización alguna que la dis- 
minuya , sin conocimiento de este Minis- 
terio; 

S. M., oido el parecer de la Asesoría gene- 
ral y dél Consejo de Estado, se ha servido 
resolver que tanto en los casos de desperfec- 
tos ocurridos en las fincas después de tasa- 
das y antes de que tome posesión de ellas el 
comprador , como en los de falta de cabida ó 
arbolado , ó cualquiera otro , sea potestativo 
el que el Estado oprte entre la índeTtoniZáeicm 
ó la nulidad, y que fina vez instruidos los ex- 
pedientes qué acrediten la legitimidad de la 
reclamación, y dada cuenta de ellos á la Jfiít* 
ta tupériór cte'yofitafc, sé siete ín tenerdo á 


la aprobación de este Ministerio.— De Real 
órden etc.— Madrid 24 de diciembre de 
1862.» ( CL . t. 88 r p. 703.) 

R. O. de 18 mayo de 1863. 

Derechos de subastas. 

(Hac.) «....La Reina.... se ha dignado 
mandar se modifique la R, O. de 1 3 pifio de 
1855 V art. 196 de la tnst. de 31 dé mayo efi 
el sentido de que, para la determinación de 
mayor ó menor cuantía en las ílnCas respec- 
to al pago de derechos, se atienda al remate, 
y no á su tasación ó capitalización ; quedan- 
do sin embargo subsistente este último tipo 
para la graduación de los derechos de tarifa 
que hayan de abonarse, según el art. 192 de 
la citada instrucción.» (Rol. óf. de Ciudad- 
Real de 8 junio.) 

R. O. de 27 mayo de 1863. 

Actuaciones precedentes á tas fianzas do c6A)pradotés 
de arbolado. 

(Hac.) «limo. Sr.: En el expediente éon- 
sultado por el administrador de propiedades 
y derechos del Estado de la provincia de 
Guadalajara, sobre la autoridad judicial ó gu- 
bernativa que debe disponer las actuaciones 
que preceden al otorgamiento de las fian- 
zas por arbolado de fincas vendidas, S. M. 
la Reina (Q. D. G.) se ha dignado resolver, 
conformándose con la Asesoría general del 
Ministerio y esa Dirección , que el Juez de la 
subasta en que se haya presentado el mejor 
postor ante el escribano actuario , es el que 
debe disponer aquellas diligencias, por sí 
misnio cuando las fincas radiquen en el pue- 
blo de su residencia, y por los Alcaldes ó 
Jueces respectivos si se hayan en otros dife- 
rentes; lo cual no se opone á qde las escri- 
turas se extiendan por los escribanos de Ha- 
cienda, según lo previene el art. 148 de la 
Inst.. de 31 de mayo de 1853. — De Real 
órden lo comunico a V. I. para los efectos 
consiguientes.» (Bol. of. de Soria núme- 
ro 74.) * 

R. O. de 8 junio de 1863. 

Son admisibles tas acciones del canal do Isabel II, y 

las de ferro-carriles on las fianzas del arbolado. 

(Hac.) «limo. Sr. : He dado cuenta á la 
Reina (Q. D. G ) del expediente promovido 
por D. Agapito Perez de la Riva, efi solicitud 
de que se le admitan en fianza dél arbolado 
radicante en unas dehesas que ha comprado, 
varias acciones del Canal de Isabel íí; y con- 
siderando que él espíritu que presidió al es- 
tablecer lá fianza que previene el nft. 147 de 
lá IfiSt. de 3! de mayo de 1855, fué el po- 
ner á salto los intereses del Estado contra. 
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los fraudes que pudieran cometer los com- 
pradores á plazo de'fincas cuyo valor casi en 
totalidad, consiste eo arbolado; considerando 
ue además de los efectos públicos expresa- 
os en dicho artículo, existen las acciones 
del Canal de Isabel II y las de ferro-carriles, 
que ofrecen iguales garantías de seguridad 
que aquellos; considerando que si bien no 
se hizo mención de las primeras, pudo con- 
sistir en que á la fecha de la instrucción no 
se habia publicado la lev de 19 de junio del 
mismo año, en la que se autorizaba su emi- 
sión : considerando, por último, que el Real 
decreto de 21 de agosto de 1855 dispone ter- 
minantemente que las acciones de ferro- 
carriles se admitan por todo su valor nomi- 
nal en las fianzas de cualquiera clase que 
hayan de presentarse al Gobierno; S. M., 
conformándose con el dictámen de ese Cen- 
tro directivo y del Consejo de Estarlo en ple- 
no, se ha servido resolver que además de los 
electos públicos designados en el art. 147 de 
la Tnst . de 31 de mayo de 1855, se admitan 
también en fianza, por todo su valor nomi- 
nal, las acciones del Canal de Isabel II y las 
de ferro-carriles. — De Real órden lo digo 
á V. I. para su inteligencia y efectos consi- 
guientes. — Lo que traslado á Y. S. etc.» (Bo- 
letín oficial de Soria núm. 74 de dicho año.) 

R.'O. de 10 setiembre de 1863, circulada en 
30 por la Dirección. 

Sobre abono do intereses i los compradores qnc anti- 
cipen plazos. 

(Hac.) «Por la Dirección general de pro- 
piedades y derechos del Estado en circular 
de 30 del mes último se dice á este Gobierno 
lo que sigue: 

Por el Ministerio de Hacienda se ha tras- 
ladado á esta Dirección general en 10 del 
corriente mes la Real órden que sigue. — 
limo. Sr.: El Sr. Ministro de Hacienda co- 
munica con esta fecha ai Director general de 
Contabilidad la Real órden siguiente: 

Enterada la Reina (Q. D. G.) del expe- 
diente instruido en este Ministerio con mo- 
tivo de la consulta elevada por V. I. con fe- 
cha 21 de octubre de 1862 acerca de la con- 
veniencia de resolver sí en las anticipacio- 
nes de plazos de pagarés de compradores de 
bienes nacionales, que tengan lugar con ar- 
reglo á lo dispuesto en R. O. de 23 de julio 
de 1860 el abono de interés ha de entender- 
se desde el dia en que se verifique el pago de 
la anticipación, ó bien limitado al año del 
vencimiento de las obligaciones; S. M., de 
conformidad con el dictamen emitido por la 
Asesoría general de este Ministerio y la Sec- 


ción de Hacienda del Gopsejo de Estado, ha 
tenido á bien confirmar lo prevenido en la 
mencionada R. O. de 23 de julio de 1860, en 
cuanto á que se admitan solo á descuento 
los pagarés que puedan anticiparse por uno 
ó mas años completos; y declarar al mismo 
tiempo que los interesados que con estas 
circunstancias realicen el antíemo , tienen 
derecho al abono del interés que les corres- 
ponda desde el dia en que se formalice en 
Tesorería el ¡Dgreso del importe de los pla- 
zos. — De Real órden lo digo á V. I. para su 
inteligencia y efectos correspondientes. - 

Y de la propia Real órden, comunicada 
por el referido Sr, Ministro, ¡o traslado á 
Y. I. para los propios fines. 

Lo que trascribe á V. S. esta Dirección 
para su conocimiento y el de la Administra- 
ción de propiedades de esa provincia; en la 
inteligencia de qne conforme á lo prevenido 
en la preinserta resolución , no se abonará 
interés por el 5 por 100 á los compradores 
de bienes nacionales que anticipen plazos 
por el año que Heve corrido dias o meses del 
mismo; pero por los demás que cueuteD mas 
de año completo, se les liquidará abonándo- 
les el interés que corresponda á prorata en 
cada uno, desde la fecha en que verifiquen 
el pago en la Tesorería hasta la de ¡os res- 
pectivos vencimientos, teniendo presente pa- 
ra practicar la liquidación la fórmula circu- 
lada por la Dirección de Contabilidad en 15 
de abril de 1858, con la sola modificación de 
excluir de ella el plazo correspondiente, si 
como queda prevenido va corrido algún pe- 
ríodo de él.» (Bol. of. de Orense , núm. 126.) 

R. O. de 11 noviembre de 1863, circula - 
da en 21 por la Dirección. 

Cuestiones entre compradores y el Estado sobre mas 
ó menos cabida de las fincas enajenadas. 

(Hac.) «limo. Sr.: He dado cuenta á la 
Reina (Q. D. G.) del expediente instruido en 
esa Dirección general , con objeto de que se 
dicte una resolución legal para los casos en 
ue, mas ó menos tiempo después de adju- 
icada una finca , y posesionado de ella el 
comprador, se presenta reclamación contra 
su venta , por tener dentro de los linderos 
designados en el anuncio de subasta, una ca- 
bida mucho mayor que la que consignaron 
los peritos al tasarla; y 

Vista la R, O. de' II ó de abril de 1861, que 
declaró que los bienes desamortizables no 
deben entenderse vendidos como cuerpos 
ciertos, sino por la cabida que realmente 
tengan. 

Visto el R. D. de 27 de enero último, que 
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dispone que aquella resolución no es aplica- 
ble á las ventas verificadas con anterioridad 
á su fecha, las cuales deben entenderse he- 
chas como cuerpos ciertos , siempre que en 
josanimciosse hubiesen fijado linderos’de- 
terminados. 

Vista la R. O. de 24 de diciembre del año 
último , que determinó que en los casos en 
que Jos compradores soliciten indemnización 
por falta de cabida ó arbolado, ó por cual- 
uiera otra causa, sea potestativo en el Esta- 
o optar entre la indemnización ó la nulidad 
de Ja venta: 

Considerando que reconocido el derecho 
ue los rematantes tienen á que se les in- 
emnice, ó se anule el contrato, cuando hay 
falta de cabida en las fincas enajenadas con 
posterioridad al R) de abril de 1861, debe re- 
conocerse igual derecho en favor del Estado 
en los casos en que resultase exceso de ca- 
bida; 

Considerando que la rigorosa aplicación de 
la. expresada R. O. de 10 de abril de 1861 
podría limitar el número de postores, por la 
inseguridad en que quedarían los rematan- 
tes si no se fijase un plazo para intentar las 
reclamaciones y hubiese de regir el que mar- 
ca el derecho común para la prescripción de 
acciones civiles. 

Considerando que la designación pericial 
de la cuantía de las indemnizaciones, puede 
dar lugar á numerosos fraudes, que en mu- 
chos casos no/podria evitar la vigilancia mas 
activa de la Administración: 

Considerando que es también muy conve- 
niente fijar con exactitud e! limite del error, 

■ en mas ó menos de la cabida que puede anu- 
lar el contrato; S. M., conformándose con el 
dictamen de la Asesoría general de este Mi- 
nisterio y Consejo de Estado en pleno, se ha 
servido resolver que en todos los anuncios 
de subasta que se publiquen desde esta fe- 
cha, se exprese que si dentro del término de 
los dos años siguientes á la adjudicación de 
la finca al rematante, se entablase reclama- 
ción sobre exceso ó falta de cabida, y del ex- 
pediente resultase que dicha falta ó exceso 
iguala á la quinta parte de lo expresada en el 
anuncio, seránnla la venta, quedando, por 
el contrario, firme y subsistente, y sin dere- 
cho á indemnización el Estado ni el compra- 
dor, si la falta ó exceso no llegase á dicha 
quinta parte. — He Real tarden lo digo ó V. I. 
para su inteligencia y efectos oportunos. 

Lo que se inserta en este Boletín para 
conocimiento de quienes pueda- convenir etc. 

( Boletín ■ oficial de Avila de l.° de di- 
ciembre.) 


Circ. de 9 enero de i 864. 

Sobre consecuencias de la anulación de ventas para el 
comprador y corporación propietaria: indemnizacio- 
nes: posesión etc. 

(Dirf.c. gen de propiedades y derechos 
del Estado,) En vista de la consulta que 
V. S. se sirvió elevar con fecha 21 de diciem- 
bre próximo pasado manifestando: l.° que 
son diferentes los casos en que declarada 
por Real órden Ja nulidad de la venta de una 
finca por pertenecer á aprovechamiento co- 
mún, y disponiéndose por la misma sobera- 
na resolución que se indemnice al compra- 
dor, los Ayuntamientos pretenden posesio- 
narse de ella desde luego, y el comprador 
dificulta, ó se niega á cederla hasta tanto que 
sea indemnizado, y que se determine la re- 
gla de conducta que en este caso habrán de 
seguir las oficinas para el mejor acierto; 
2." que se determine igualmente cuáles y por 
quién han de ser abonados los desembolsos 
que el comprador tuviese hechos, esta Di- 
rección general se ha servido disponer. Que 
tan luego como se conozcan por los oficinas 
del ramo de las provincias las órdenes que 
disponen la nulidad de la venia de alguna 
finca por cualquier concepto, debe ponerse 
en posesión de la misma á la corporación de 
donde proceda, respetando por término del 
año corriente, eri consonancia con el artícu- 
lo 158 de la Inst,. de 1 de mayo de 1855, el 
arrendamiento ó arrendamientos que hubie- 
se formalizado el comprador antes de la de- 
claración de nulidad de la venta del predio; 
y encargar al comprador que hasta la expre- 
sada declaración y nulidad lo hubiese esta- 
do disfrutando, que presente cuenta justifi- 
cada de productos y gastos de dicho predio 
correspondientes al tiempo que lo hubiese 
poseído la cual deberá venir censurada por la 
Administración y por la corporación propie- 
taria, á esto Centro directivo para su aproba- 
ción, y en su caso disponer los abonos pro- 
cedentes, con la bonificación que competa 
según la Real órden de 27, de julio de 1861; 
y que este acuerdo se circule como medida 
general para casos análogos. (Bol. of. de 
Logroño de 13 de enero, nurn. 6 ) 

R. O. de 14 enero de 1804. 

Declarando cuándo deben ser do carpo de los Ayun- 
tamientos los gastos de tasación y expediente de 
bienes comunes. 

(Hag.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) de la exposición de V. I., en 
que consulta la aprobación del acuerdo de la 
Junta superior de ventas de 4 de marzo del 
año próximo pasado, por el que dispuso fue- 
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sen de cargo de ios Ayuntamientos lofe gastos 
de tasación y expediente de Jas fincas des- 
amortizadles, cuya venta se anule por decla- 
rarse de aprovechamiento comuD: 

Vistos los diferentes expedientes que acom- 
pañan á dicha consultar 
Vistos los dictámenes de la Asesoría gene- 
ral de este Ministerio y de la Sección de Ha- 
cienda del Consejo de Estado: 

Considerando que exceptuados por la ley 
los terrenos de aprovechamiento común y 
de dehesas boyales, sin consideración á su 
extensión ni á su valor, la mensura y tasa- 
ción ordenadas por la Administración han de 
considerarse corno de mero interés adminis- 
trativo, lo cual persuade de que los pue- 
blos no deben ocurrir á tales gastos que le 
haü originado, no por su voluntad ni por la 
de la ley, sino por la do los encargados de 
aplicarla que lo creyeron conveniente para 
el mejor servicio público. 

Considerando que' en el caso de haber re- 
lacionado los Ayuntamientos como de pro- 
ios fincas de aprovechamiento común, de- 
en responder de los gastos de que se trata, 
porque se debieron á la inexactitud ó equi- 
vocación cometida por los mismos, y déla 
cual es justo soportar las consecuencias: 

Y considerando, sin embargo, que fuera 
de este caso especial y único es difícil esta- 
blecer un precepto general que abrace to- 
dos los de muy diferente índole que deben 
ocurrir: 

S. M., conformándose con el parecer de 
la Sección de Hacienda del Consejo de Esta- 
do, se ha dignado mandar que no siendo 
conveniente una medida general se resuelva 
separadamente cada caso, teniendo en cuen- 
ta las consideraciones expuestas y las cir- 
cunstancias particulares que en él concur- 
ran. — De Real órden etc. — Madrid 14 de 
enero de 1864, — Lascoiti, ( CL . t. 91, p. 40.) 

fíirc, de 7-18 abril de 1864. 

Resolviendo los derechos que deben abonarse á peri- 
tos que tasen fincas cuya cabida no llegue á una fa- 
nega. 

(Gobierno de la provincia de Orense.) — 
«Por la Dirección general de propiedades y 
derechos del Estado en 18 de abril último se 
se dice á este Gobierno lo que. sigue : 

Con fecha 7 del corriente dijo esta Direc- 
ción general al Gobernador de Segovia lo si- 
guiente : 

" En el expediente formado con motivo de 
la consulta del administrador del ramo en 
esa provincia, sobre los derechos que deben 
abonatse á los peritos que practican la tasa- 
ción de fincas , cuya cabida no llega á una 


fanega; esta Dirección general ha resuelto 
que cuando baya varia? fincas cuya cabida 
individual no llegue á una /anega , se unan 
dos ó mas que compongan un todo superior 
á dicha unidad; que cuando' la unión no sea 
posible por no ser comunes los linderos, pe- 
ro sí todas radicantes en un mismo término 
se encargue su tasación á un mismo perito 
por la mitad de derechos, pues así se evita 
la necesidad de recargar los derechos y se 
compensa á los peritos con el mayor núme- 
ro de fincas que tasan en ud mismo término; 
y últimamente, que cuando un perito se nie- 
gue á tasar por la mitad de derechos las fin- 
cas que no lleguen á una fanega, siendo va- 
rias las del mismo término que deba tasar, 
y cuando sea una sola la que radique en un 
término, se fijen los linderos con certifica- 
ciones que extiendan a! efecto Jes Alcaldes 
respectivos. 

De este modo se resuelven las dudas y 
obstáculos que se ofrecían á la Administra- 
ción de! ramo en esa provincia; se evitan los 
inconvenientes propios de todo recargo de 
derechos ; en la generalidad de las fincas se 
podrá unir certificación formal de tasa- 
ción, y en las restantes , que seguramente 
serán escasas, las certificaciones de los Al- 
caldes suplirán las de los peritos.» — Lo que 
se hace público etc. (Bol. of. de Orense de 
17 mayo de dicho año.) 

B, O. de 30 abril de i 864 circulada en 19-25 
de mayo por la Dirección. 

Declarando que la Hacienda debe repetir por el pago 

de los plazos contra el primitivo comprador qde fir- 
ma los pagarés y no contra otros cesionarios. 

(Hac.) limo. Sr.: He dado cuenta á la 
Reina (Q. D. G.) de la consulta que ha ele- 
vado á este Gentro directivo de la Adminis- 
tración principal del ramo en la provincia de 
Málaga, sobre si ha de obligar al pago de los 
plazos vencidos á D. José Salas Gil, compra- 
dor al Estado de varias suertes de tierra de 
los propios de Málaga , por haber resultado 
insolvente D. Juan Pérnia , á quien se las 
cedió. 

Y, resultando que Salas Gil compró en 1856 
las indicadas fincas, y luego las cedió á Per* 
nia en febrero de 4859. Resultando que phr 
no haber hecho efectivos los plazos que su- 
cesivamente iban venciendo, se formó expe- 
diente del apremio y se procedió al embargo 
de las suertes que poseía dreho Pernia. 

Resultando que ocurrida la muerte de es- 
te y declarado en quiebra por las suertes ci- 
tadas, se Susbitó la düda de sí debería com- 
pelerse al primitivo comprador al pago de 
los plazos vencidos y no satisfechos, ó si de- 
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hería proeederse al remate en quiebra , y en 
esté caso , quién habia de satisfacer la dife- 
rencia de menos , si la hubiese , en el rema- 
te: vistos el art. 103 de la'Inst. de 31 de 
mavo delBoÜy la R. 0. de 18 de febrero 
de 1860: 

Considerando qué seguh la primera dé es- : 
tas disposiciones , solo pueden llamarse ver- , 
daderos cesionarios y tenerse por subroga- 
dos en todos los derechos y obligaciones dé- 
los compradores , Cuando la cesión baya te- 
nido efecto en el acto del remate ó en los dos ' 
dias siguientes á la notificación de haberse 
adjudicado la finca : 

Considerando que la segunda de las refe- 
ridas disposiciones no altera la esencia de lo 
establecido en la primera . pues lo que orde- 
na es que para que se admitan las cesiones 
necesita acreditar el cedente que tiene satis- 
fecho el primer plazo: 

Considerando que con arreglo á estas dis— 
posiciofies , el contrato celebrado en 26 de- 
febrero de 1859 entre D. José Salas Gil y don 
Juan Pernia no puede-considefarso como ce- 
sión, ni producir los efectos de tal. 

Considerando que dicho convenio es un 
contrato de compra-venta celebrado , entre 
particulares, y que no habiendo tenido par- 
ticipación en él la Hacienda, no debe enten- 
derse con los segundos y terceros compra- 
dores: 

Considerando que la única persona res- 
ponsable al Estado en todas y caria una de 
las suertes de que se trata es Salas Gil por 
ser el que directamente contrató con ella; 
S. M. conformándose con el dictamen de la 
Sección de Hacienda del Consejo Estado, se 
ha servido resolver, que en el caso presente, 
y en todos los de igual naturaleza , la Ha- 
cienda solo puede repetir contra el primitivo 
comprador que firmó los pagarés y n cuyo 
favor se otorgó la escritura. — l)e Real or- 
den etc. — Y esta Dirección general se lo co- 
munica á Y. S. para que la preinserta Real 
órden sirva de regla para su aplicación en 
los casos á que la misma se refiere.» {Bole- 
tín oficial de Gua.dalajara 6 junio de di- 
cho año.) 

R. O. de 14 junio de 1864. 

Autorizando las cesiones de parle de fincas después de 
rematadas. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guárde) del expediente promovido por 
D. Salvador Perez Alcántara, vecino de la 
ciudad de Málaga , en solicitud de que se le 
reconozca corno comprador de la mitad de 
unos terrenos procedentes de mostrencos, y 
vendidos en pública subasta á 0. Manttél Ló- 


pez Travesedo; y en su virtud: Vista la escri- 
tura de venta otorgada en Málaga el 1 1 de 
noviembre de 1861 , de ia que resulta que 
ios mencionados terrenos fueron rematados 
en su totalidad por D. Manuel López Trave- 
sedo, quien satisfizo el primer plazo del im- 
porte en que le fueron adjudicados, otorgan- 
do pagarés por los restantes plazos , y ha- 
ciendo cesión de la mitad y D. Salvador Pe- 
rez Alcántara: Vistas las leyes dé 1 , fr de mayo 
de 1855, 11 de julio de 18o6 y las instruc- 
ciones expedidas para su ejecución : Vista la 
Real órdeD de 18 de junio de 1860 : Consi- 
derando que las cesiones de fincas remata- 
das procedentes de bienes nacionales se han 
venido entendiendo, como aconsejan los in- 
tereses del TesObo , en la misma forma en 
que han sido enajenadas por el Estado, por- 
que. la conveniencia ó inconveniencia de la 
subdivisión de las fincas debe ser apreciada 
por los peritos al tiempo dé practicar su re- 
conocimiento y tasación, y antes que se anum 
cien para la subasta , con arreglo á los ar- 
tículos 108 y 109 de la Inst. de 31 de 
mayo de 1833: Considerando que, si bien el 
espíritu dé la desamortización busca en la 
Subdivisión de la propiedad el aumento y 
desarrollo de la riqueza pública, interesando 
en sú beneficio el mayor número de familias, 
ésta Consideración debe subordinarse á la 
conciliación de una recíproca conveniencia 
de intereses elitre la Administración y los 
particulares: Considerando que, de admitir- 
se las cesiones de íiheas , subdividiéudolas 
después de rematadas, podriati lastimarse los 
intereses del Tesoro por la reducción de la 
hipoteca que garantice al Gobierno el total 
importe de la cantidad en que hubiesen sido 
adjudicadas: Considerando que, si bien pue- 
de ser conveniente aceptar estas cesiones 
como una consecuencia de los beneficios de 
la desamortización , debe precaverse en su 
adopción cuanto pueda inferir daño ó perjui- 
cio á los intereses públicos: 

S. M., oida la Sección de Hacienda del 
Consejo de Estado y la Asesoría general de 
este Ministerio , se ha dignado acordar que 
se autoricen las cesiones de partes de una 
finca después de rematada; teniendo presen- 
te para verificarlo lo prevenido en las ins- 
trucciones publicadas para el cumplimiento 
de las le\es de desamortización , y especial- 
mente la R. O. de 18 de junio de 1860, y 
con Ja condición de que todas las porciones 
éü que Se haya subdíívidido Ja finca respon- 
derán mancomuüadamente á ia Hacienda, 
como hipoteca del total vafór en que fué re- 
matada fa propiedad sin dividir. —Lo que de 
«sal Hfdea está Real 
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den en 14 de junio á la Dirección, y trascrita [ 
por esta en 25.) (Bol. of. de Alava de 6 de 
julio de dicho año.) 

R. O. de 22 agosto de 1864. 

Sobre excepción de arbolados existentes en montes, 
por razón de aprovechamiento común ó dehesas bo- 
yales. 

' (Hac.) He dado cuenta á Ja Reina (que i 
Dios guarde) de Ja consulta de V. I. , fecha 
i. 0 de julio de 1863, sobre la' conveniencia 
de que se declaren exceptuados de Ja des- 
amortización los arbolados existentes en mon- 
tes y en tierras, que según la ley deban ex- 
ceptuarse por razón de aprovechamiento co- 
mún ó dehesas boyales. 

En su vista; considerando que si bien es 
inconveniente toda división de dominio, la 
legislación vigente no permite hacer guber- 
nativamente Ja declaración que se propone: ■ 
Considerando que el art. 1 .° de la ley de 
11 de julio de 1856 solo concede la excep- 
ción de dehesas boyales, cuando los pueblos 
no tienen bienes de aprovechamiento común 
y eslo para el pasto de los ganados de la- 
bor y no para utilizar las maderas en la 
construcción y recomposición de los aperos 
de labor; 

Y considerando que el art. 2.° de la ley 
de l.° de mayo de 1855, autorizando al 
Gobierno para exceptuar por razones graves, 
no tiene la extensión que se cree, siendo 
únicamente aplicable á fincas aisladas y por \ 
medio de expediente separado. 

S. M., conformándose con el dictámen de! 
Consejo de Estado, se ha dignado mandar 
que estudiándose previamente las distintas 
condiciones de las localidades y terrenos, se 
acuda á los poderes públicos para que se 
adopte la reforma que evite en lo posible 
la división de dominios que ha dado causa 
á este expediente, cuidando que las conce- 
siones no excedan los límites de lo regular, < 
exagerando quizá el principio de excepción ¡ 
y que de todos modos, al otorgarla a una 
finca destinada para dehesa boyal , debe 
cuidarse mucho de que solo en el caso de 
que no exista otra, se aplique á aquel obje- 
to ninguna en que, por razón de su arbolado, 
pueda ofrecer las dificultades que hoy se 
tocan. — De Real órden etc.— Madrid 22 de 
agosto de 1864. ( CL . t. 92, p. 360.) 

Circ. de 7 dictetnbre de 1864. 

Encargando quo se hagan sin dilación las notificacio- 
nes de adjudicación. 

(Dir. gen. de prop, yoer. del Estado.) — 
«Esta Dirección general en vista de la para- 
lización' que sufre el pago de los primeros 


plazos, por la lentitud con que los escriba- 
nos actuarios notifican las adjudicaciones á 
los compradores de bienes nacionales, y con 
el objeto de evitar las reclamaciones que se 
producen á consecuencia de procederse á 
declarar en quiebra las fincas sin conoci- 
miento de si ha tenido ó no efecto la notifi- 
cación, lia acordado oficiar á V. S. para que lo 
haga á los Juzgados de esa provincia, previ- 
niendo: que las notificaciones de adjudicación 
deberán hacerlas en el preciso término de 
quince dias , comunicándose al comisionado 
de ventas de la provincia donde radique la 
finca, en el de tres, la fecha en que se hu- 
biere hecho la noliíicacion , á fin de que 
proceda á la declaración de quiebra si en 
el plazo marcado por la instrucción no se 
han realizado los pagos de! primer plazo; en 
la inteligencia de que se exigirá á los escri- 
banos ¡a responsabilidad que proceda por 
los nerjuicios que pueda ocasionar al Tesoro 
y á los compradores la falta de cumplimien- 
to de cuanto se ordena , para lo cual , y con 
el fin de evitarla , darán conocimiento, en 
C3so de no poder hacer la notificación, de 
los motivos que lo impidan.» (Bol. of. de 
Burgos del 15 de diciembre.) 

R. O. de 8 enero de 1865. 

Declarando exceptuadas de la desamortización las lá- 
minas de la Deuda, dotación do las fundaciones 
piadosas, etc. 

(Hac.) Enterada la Reina (Q. D. G.) del 
expediente instruido á instancia del cura pár- 
roco de Santa Cruz de esta Corte, en solici- 
tud de que se declaren libres de incorpora- 
ción al Estado los bienes pertenecientes á 
la fundación hecha por D. José Frutos; y 
resultando que este ordenó en su testamen- 
to, bajo la forma de un patronato real de le- 
gos, la institución de varias piadosas funda- 
ciones, como dotes para doncellas, socorros á 
enfermos y otras semejantes, que consisten 
hoy en láminas de la Deuda, censos y propie- 
dad raiz, según afirma el reclamante: 
Resultando que nombró por patrono per- 
petuo de todas ellas a! que por tiempo hie- 
re cura párroco de la expresada iglesia: 
Considerando que para resolver sobre la 
excepción de las mencionadas láminas hay 
que atender no á las leyes vigentes de des- 
amortización , que en nada se refieren á los 
créditos de la clase de los expresados, sino 
á la de 2 de setiembre de 1841, para ver si en 
virtud de ellas quedaron 6 no incorporados 
al Estado, lo que no sucedió, porque esta 
solo comprendió en sus disposiciones las pro- 
piedades del clero secular y fábrica de las 
iglesias y cofradías. 
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S. M., de conformidad con io propuesto 
por-V. I., Asesoría general de este Ministerio 
Junta superior de ventas, se ha servido 
eclarar que las láminas de la Deuda que 
existen y representan bienes dótales que 
pertenecieron á las mencionadas fundacio- 
nes, y fueron vendidas con arreglo á las le- 
yes antiguas del Reino, deben tenerse por 
exceptuadas de las vigentes de desamortiza- 
ción, pero no la propiedad raiz y cualquiera 
clase efe derechos reales que en la actuali- 
dad forman parte de la dotación de tales 
fundaciones, los cuales por su carácter y 
por los fines benéficos á que están destina- 
dos se hallan comprendidos en las mismas, 
debiendo venderse y entregarse su equiva- 
lente en las inscripciones intrasferibles que 
corresponda, al patrono legítimo de dicha 
fundación, para que con su producto conti- 
núe cumpliendo la voluntad del instituidor 
en todas sus partes; y que se dé conoci- 
miento á los Ministerios de Gracia y Justi- 
cia y Gobernación, para que -respectivamen- 
te cuiden de vigilar en lo que les incumbe, 
el exacto cumplimiento de las cargas ecle- 
siásticas y benéficas que gravan ó consti- 
tuyen Jas mencionadas fundaciones. — De 
Real orden etc. — Madrid 8 de enero de 1865. 
— Barzanullana. — Sr. Director general de 
propiedades y derechos del Estado. ( CL . to- 
mo 93, p. 22.) 

R. O. de 12 enero de 1865. 

Sobre revalidación de los remates anteriores á la ley 
de 1“ de mayo de 1855, circulada en 17 de febrero. 

«Ea Dirección general de propiedades y 
derechos del Estado con fecha 17 del mes 
último, me comunica la Real órden siguiente r 
Por el Ministerio de Hacienda, con fecha 
12 de enero último, se ha comunicado á esta 
Dirección general la Real órden siguiente: 
«limo. Sr.: He dado cuenta á S. M. la Rei- 
na (Q. D. G.) del expediente incoado en esa 
Dirección por D. Francisco Martínez, vecino 
de Granada, en solicitud de que se declare 
válido y subsistente el remate de ochenta y 
tres marjales de tierra en Armilla , proce- 
dentes de las monjas de la Piedad de Gra- 
nada, que se verificó á su favor en el año 
de 1844, y no se llevó á efecto, por no ha- 
bérsele notificado la adjudicación de la finca 
que se le hizo por la Junta superior de ven- 
tas. Y teniendo presente que otra reclama- 
ción de igual naturaleza, entablada ante el 
Consejo de Estado por D. Serafín Zurita y 
Pareja, se decidió por R. D. de 22 de mayo 
de 1862, accediéndose á la pretensión del in- 
teresado, y sentándose como jurisprudencia, 
que los remates de bienes nacionales, perfec- 


cionados con la adjudicación de la Junta su- 
perior de ventas , constituyen un contrato 
firme y obligatorio para ambas partes, que 
no puede invalidarse por la circunstancia de 
no haberse llevado á efecto en un periodo 
mas ó menos largo ? siempre que resulte que 
la falta de cumplimiento no emana del rema- 
tante, y que el Estado se encuentre en posi- 
bilidad de llevar á efecto la veqta , por ha- 
llarse en posesión de la finca , y no haberse 
rematado nuevamente , S. M. sé lia servido 
resolver, de conformidad con el parecer de 
la Sección de Hacienda del Consejo de Esta- 
do y de esa Dirección, que se halla de acuer- 
do con el de la Junta superior de ventas y el 
de la Asesoría general de este Ministerio, que 
se considere en su fuerza y vigor el remate 
celebrado á favor del D. Francisco Martínez, 
y se lleve á efecto desde luego, bajo las mis- 
mas bases y condiciones con que se verificó. 
Al propio tiempo, y con objeto de evitar los 
perjuicios que se seguirían al Estado si se 
suspendiese la venta de las fincas que se en- 
cuentran en el mismo caso , hasta que los 
rematantes soliciten la revalidación de las 
subastas , se ha servido mandar S. M. que 
los interesados que se hallen en iguales cir- 
cunstancias que el D. Francisco Martin ez, 
por haber rematado fincas antes de la ley de 
l.° de mayo de 185o, y no habérseles hecho 
saber la adjudicación , presenten sus solici- 
tudes para la revalidación de los remates, 
ante los Gobernadores de provincia , en el 
término de tres meses, contados desde la pu- 
blicación de esta disposición en el Boletín 
oficial , en inteligencia de que , trascurrido 
dicho plazo, se entenderá que renuncian su 
derecho ios que no hubiesen acudido , y se 
procederá nuevamente á la venta de las lin- 
cas, en la forma prescrita por Ja legislación 
que rige en la actualidad. — De Real órden lo 
digo á Y. 1. para su inteligencia y exacto 
cumplimiento.» 

Lo que traslada á V. S. esta Dirección 
para su conocimiento, y á fin de que se sir- 
va disponer la publicación de la preinserta 
Real órden en el Boletín oficial de esa pro- 
vincia; cuidando V. S. de avisar á este Cen- 
tro directivo el dia en que se verifique, así 
como de remitir al mismo , sin pérdida de 
correo, tan luego como espire el plazo de los 
tres meses indicados, una relación de las so- 
licitudes que se hubiesen presentado dentro 
de él ; sin perjuicio de que estas se pasen 
des'de luego á la Administración del ramo, 
para qqe con su informe y ios expedientes 
de subasta las remita separadamente á esta 
Dirección, para la resolución que correspon- 
da. (Bol. of. de Lugo.) 
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fl. 0. de 22 marzo de 1 865. 

Mandando proceder á la venia de los bienes ecle- 
siásticos de la diócesis de Astorga. 

(Hac.) «U.mo. Sr. : Enterada la Reina 
(Q. R. G.) de lo expuesto á este Ministerio 
poi esa Dirección geDvíral en consulta de 15 
del corriente, acerca de la enajenación que 
debo llevarse á cabo de los bienes eclesiásti- 
cos pertenecientes á las diócesis ele Astorga, 
conforme á lo resuelto por el par. 10 de la 
R. ü. de 25 de setiembre de 1861 , y con 
presencia de la formal cesión que de los ex- 
presados bienes ha hecho ai Estarlo el re- 
verendo obispo de la misma diócesis , en 
consecuencia á lo pactado por el art. 7.° del 
último Convenio celebrado con la Santa 
Sede, S. M. se ha servido disponer que se 
proceda desde juego á la venta de las lincas 
objeto de la permutación y á la redención de 
los censos que se encuentran en igual caso, 
correspondientes al clero y á las monjas de 
la mencionada diócesis, expidiéndose al efec- 
to por esa Dirección las órdenes oportunas á 
los Gobernadores de las provincias de León, 
Lugo , Orense y Zamora donde radican los 
expresados bienes, de los cuales quedan ex- 
ceptuados de la permutación ios que deter- 
mina el art. 6.“ del Convenio mencionado, 
comprendiéndose entre ellos ¡as casas desti- 
nadas para habitación de ios párrocos , con 
sus. huertos ó campos anejos y las que con 
tal objeto se acuerde en vista de asignación 
hecha por el Rdo. prelado, con arreglo á lo 
resuelto por R. O. de 14 de setiembre de 
1862.— De Real órdon lo digo a Y. J. para 
su inteligencia y efectos consiguientes á su 
cumplimiento.» 

Ai trascribir la Dirección en 31 del mis- 
mo mes a) Gobernador de León la anterior 
Realórdea añádelo siguiente: 

«Lo que traslado á V. S. á fin de que se 
sirva disponer que desde luego se adopten 
por la Comisión de ventas de esa provitfeia 
las disposiciones necesarias para llevar á 
efecto cuanto antes sea posible la enajena- 
ción de los bienes comprendidos en los in- 
ventarios de permutación perteuecient.es ai 
clero y monjas de la diócesis de Astorga: 
sirviéndose V. S. disponer también que se 
publique en el Boletín oficial la preinserta 
Real ó rilen, á fin de que desde el día de la 
publicación empiecen á trascurrir los ocho 
meses que para la redención de los censos 
se señalan en la ley de ti de marzo de 1859, 
con arreglo á la cual deberán redimirse y 
enajenarse los mismos según lo prevenido 
en la de 7 de abril de í86í.»(5q{. of. de 
León de 5 de abril.) 


- R. D. de 10 dé futió de 1865. 

Piolando medidas sobre reclamaciones de excepción de 
fincas eu concepto de ser de aprovechamiento co- 
mún ó debesas boyates; sobre terrenos baldíos, rea- 
lengos , de propios etc. cfin^feo^nipg la ley de 
6 do mayo de 1835; sobre reclamación de desperfec- 
tos, toma de posesión , nulidades é incidencias de 
ventas. 

(Hac.) «Exposición á S, M,— Señora;— 
Al encargarse el Ministerio que tiene la con- 
fianza de V. M. de la gestión de los negocios 
públicos , consideró como una. de las cues- 
tiones mas importante de actualidad la de 
apresurar y completar la desamortización de 
de los bienes declarados en estado de Ye,nta 
por la ley de i ,° de mayo de 1855, Así , au- 
torizado por Y. M., lo anunció solemnemen- 
te á las Córtes y al país; y firme en su pro- 
pósito, tiene la honra de presentar á la apro- 
bación de Y. M. un proyecto de Real decre- 
to en que se remueven algunos obstáculos 
que á la pronta enajenación se oponen, y 
que son de funesta influencia en la ejecución 
de las leyes desamor tizadoras... 

No propondrá á Y. M. el Ministro que sus- 
cribe una sola medida que no sea extricta- 
mente legal, ni que se separe de los princi- 
pios rigurosos de justicia : si fueren necesa- 
rias dentro de ellas otras disposiciones que 
por su índole deban ser objeto de ley , en 
su día acudirá á Y. M. solicitando la Real 
autorización para llevarlas á las Córtes. Den- 
tro de las atribuciones reglamentarias que 
la Constitución del Estado di al Gobierno, 
cabe la adopción de precauciones prudentes 
que no dejarán de conducir al propósito an- 
helado, y que sin hacer alteraciones graves 
evitarán entorpecimientos., pondrán coto á 
pretensiones injustificadas, simplificarán los 
expedientes, evitarán que indefinidamente 
estén en incierto Jos derechos adquiridos, y 
mejorarán y completarán en parte ia legisla- 
ción existente. En las que hoy propone á 
V. M., partiendo de. reglas inflexibles de jus- 
ticia, se concilian con los derechos é intere- 
ses legítimos de jas corporaciones que po- 
seen bienes exentos de la desamortización 
los intereses públicos, los del Erario y los 
de los compradores , porque la seguridad de 
estos dá mayor valor á los bienes que se 
enajenen. 

Muchas son las disposiciones que en su 
celo por el bien público ha adoptado V. M., 
á propuesta de ios Ministros de Hacienda, 
para conseguir resultados análogos á los que 
se propone el que eleva á V. M. esta reve- 
rente exposición; pero la experiencia indica 
cada dia nuevos medios que pueden utilizar- 
se para salir aj encuentro de abusos que solo 
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$1 tiempo pane en descubierto, enseñando Ja 
*P 9 per& de estoparlos. 

Uno de estos abusos, y el que necesita qn 
correctivo mas pronto y eficaz por Ja exten- 
sión que lia llegado á tomar y pon los mu- 
chos bienes á que afecta, es el que á la som- 
bra de la disposición 9. a del art. 2.° de la ley 
de t.° de, mayo de 1855 se ha pretendido in- 
troducir, dando á una excepción adoptada 
con loables fines interpretación muy distante 
del espíritu de la ley y de las mismas pala- 
bras que expresan la intención de los legis- 
ladores. 

Para eximirse de la desamortización los 
terrenos de aprovechamiento común esta- 
bleció 3a ley como condiciones indispensa- 
bles que lo fuesen al tiempo de su publica- 
ción , y que precediese una declaración de 
que lo, eran, declaración que debía hacer el 
Gobierno después de oir al Ayuntamiento y 
á la Diputación provincial. En la ejecución 
de la ley se consideró que la posesión de los 
pueblos debiaser de los últimos veinte años á 
lo menos; que no podían reputarse como de 
aprovechamiento común aquellas fincas en 
que no tenían todos los vecinos el disfrute 
Ijibre y sin retribución alguna; y que exten- 
der la exención mas allá de los terrenos que 
necesitaran ios vecinos de los pueblos, era 
desconocer la tendencia de la legislación 
(íesamortizadora y el espíritu que dominó 
en la concesión de ese beneficio , que con- 
sultaba á los intereses creados y evitaba cam- 
bios repentinos capaces de producir alguna 
perturbación en la agricultura , no prepara- 
da entonces para la reforma. Adoptó la ley 
otras garantías de acierto para evitar en lo 
posible que se despojara á unos pueblos del 
derecho que Ja ley. había querido conservar- 
les, al paso que otros con. fraude sustrajeran 
de la desamortización bienes - que en ella es- 
taban comprendidos. Consecuencia de esto 
debia ser que las resoluciones del Gobierno 
cswisarad estado. Pero aquí se suscita una 
duda. ¿Podrá el Consejo de Estado, consti- 
tuido en Sala de lo contencioso, , conocer en 
ei fondo respecto de la resolución guberna- 
tiva que desestime la excepción, ó deberá li- 
mitarse á declarar si ha habido ó no viola- 
ción en las formas, á ejemplo de Jo que 
acontece en los expedientes de expropiación 
:or causa de utilidad pública, que tanta ana- 
ogía tienen con los déla permutación de 
nenes decretada por la ley de t.° de mayo 
de 1855? Cuestión es esta de importancia 
suma , que el Ministro que suscribe no re- 
solverá por ahora, dejando para mas ade- 
lante el proponer las medidas que aoonsejp 
k nxpe rancia,, y prefiriendo que entre tanto 


la Sala de lo contencioso del Consejo de Es- 
tado fije en este punto la jurisprudencia que 
considere mas en armonía con los buenos 
principios y la recta interpretación de las le- 
yes. En Jo que no cabe duda, sin embargo, 
es en que no puede consentirse por mas 
tiempo' la práctica de abrir de nuevo guber- 
nativamente lo que ya de esta manera estaba 
terminado, y mucho menos cuando la expe- 
riencia ha puesto en descubierto los efectos 
lamentables de una interpretación fundada 
en consideraciones de equidad dignas de 
respeto, pero que ya no puede sostenerse 
sin grave detrimento de los intereses públi- 
cos. Nada hay en efecto que pueda explicar 
el silencio de un Ayuntamiento que ve in- 
ventariar y tasar las fincas del pueblo, anun- 
ciar Ja venta, celebrar el remate y dar pose- 
sión á los adquirentes , teniendo derecho á 
reclamar contra la enajenación : no puede 
presumirse tampoco que los vecinos vean 
impasiblemente que se les priva de un be- 
neficio que la ley les dá , y que suelen 
apreciar en mucho : el silencio es la señal 
mas patente de que las fincas no están com- 
prendidas en la excepción, y que si lo están 
debe presumirse que renuncian á ella los 
que tan indiferentes se muestran, dando una 
prueba incontestable de que prefieren la 
venta y los beneficios que de ella lian de re- 
sultar para la generalidad del pueblo, á la 
continuación del aprovechamiento comuu, 
que en determinadas localidades es solo pa- 
trimonio de algunos vecinos privilegiados. 

No es ni conveniente ni justo atender á 
reclamaciones extemporáneas cuyo resulta- 
do es que, por consideraciones mas ó menos 
plausibles y en beneficio de los negligentes, 
se prescinde de la ley que exige en su pre- 
visión una declaración prévia á la venta, pri- 
vando así á los compradores de un dominio 
legítimamente adquirido, retrayendo á mu- 
chos de mejorar las fincas y multiplicar sus 
productos por la incertidumbre en que se 
les deja, y haciendo que el Tesoro se vea 
continuamente amenazado de tener que res- 
tituir las cantidades que en pacte del precio 
haya recibido. 

En estos motivos se funda el Ministro que 
suscribe id proponer á Y. M. que solo se ad- 
mitan las reclamaciones de los Ayuntamien- 
tos hasta la celebración del remate, porque 
desde él nace el derecho perfecto del com- 
prador, y que Jas resoluciones, dei Gobierno 
declarando comprendidas en la enajenación 
las fincas reclamadas como libres de elía por 
ser de aprovechamiento común , no puedan 
ser reformadas sino por la vía contenciosa. 

Da justicia exige hacer una excepción á fa- 
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vor de los pueblos en que por omisión de las 
reglas establecidas para la publicidad no hu- 
biere la enajenación llegado oportunamente 
á noticia de los Ayuntamientos. 

Puede acontecer , por el contrario , que 
por medios ilegítimos se sustraigan á la des- 
amortización como de aprovechamiento co- 
mún fincas que no lo sean , sin que la Ad- 
ministración se aperciba de ello: descubierto 
el fraude, seria inmoral y de funesto ejem- 
plo no anular la exención conseguida : el 
dolo nunca debe aprovechar á los dolosos: 
nadie debe sacar provecho de las malas ar- 
tes que emplea para burlar la ley : en este 
punto no caben ni indulgencia ni derecho á 
prescribir por el origen vicioso de la exen- 
ción. Necesario es sin embargo que la de- 
claración de estar comprendidos estos bie- 
nes en la ley de l.° de mayo se baga con 
garantías que aseguren el acierto: d este fin 
va encaminada una de las disposiciones del 
proyecto. 

Respetando la ley de 0 de mayo de 1855 
las adquisiciones de suertes de terrenos que 
en diferentes épocas han tenido lugar en 
fincas de baldíos, realengos, comunes, pro- 
pios y arbitrios , y aun las que siendo de ori- 
gen ilegítimo habían sido legitimadas por las 
leyes, atendidos los afanes y gastos emplea- 
dos por los cultivadores, les dio nueva san- 
ción ; pero exigiendo que se proveyeran de 
los títulos correspondientes ios que no los 
tuvieran , tanto para ajustarse á las prescrip- 
ciones generales do nuestro derecho, que 
exigen que los bienes inmuebles se traspa- 
sen de unos á otros por escritura pública, 
como para evitar en adelante que á favor de 
las usurpaciones antiguas legitimadas se hi- 
cieran otras nuevas. 

No se supuso entonces que los interesa- 
dos dejarían de aprovecharse del beneficio 
que se les otorgaba: su interés particular 
pareció bastante estímulo para que se apre- 
suraran á obtener los títulos , no lo han he- 
cho sin embargo muchos, lo que hadado 
lugar á nuevas roturaciones con la esperan- 
za de que la falta de títulos de unos sirviera 
de motivo á otros para que en la dificultad 
de la prueba del tiempo preciso en que co- 
menzaron las usurpaciones las nuevas tam- 
bién fueran legitimadas. 

No pueden continuar las cosas en tal esta- 
do: el que sordo á la. voz del legislador no se 
aprovecha del beneficio que le otorga, y dd 
así ocasión d que el Estado no pueda com- 
prender la extensión de sus derechos y d 
que no se introduzca el concierto en esta 
parte de la Administración pública, renun- 
cia implícitamente á la gracia que se le con- 


cedió: todo lo que puede hacerse por él es 
señalarle un término bastante amplio’ para 
que entrando dentro de las condiciones de 
la ley disfrute de sus beneficios. 

Según lo hasta aquí establecido , en el ac- 
to de tomar posesión debían los comprado- 
res manifestar los desperfectos posteriores á 
la tasación de las fincas : la dificultad de ha- 
cerlo antes de poder reconocer ios bienes 
comprados ha sido causa de que por equidad 
se baya creído debía «írseles, lo cual ha pro- 
ducido el inconveniente de admitir las recia, 
macioues sin limitación de tiempo: para sa- 
lir al encuentro de este abusó se fija un tér- 
mino breve, pero bastante para que con el 
debido conocimiento puedan los comprado- 
res ejercitar su derecho. Esto mismo se ha 
hecho respecto de otras reclamaciones que 
no tenian hasta aquí término preciso y fatal 
en que debieran intentarse. 

Nuestras leyes siempre han establecido 
que la tradición ó la posesión son los actos 
civiles que traspasan el dominio de los bie- 
nes: han querido que un acto público, so- 
lemne y conocido por todos sea el que seña- 
le al dueño especialmente de los bienes in- 
muebles: exigirlo ahora en la adquisición de 
los bienes enajenados por el Estado no es 
masque ajustarse á nuestro derecho secu- 
lar. Pero cuando es moroso el comprador en 
tomar la posesión , y sin embargo ha pagado 
el primer plazo, se le ha entregado el título 
de propiedad, y tiene á su disposición las 
fincas , se introduce la presunción de dere- 
cho de que ha tornado la posesión para que 
corra el término de las reclamaciones. 

No serian completas las disposiciones que 
se someten á la aprobación de V. M. si no 
comprendiesen otra medida en interés de 
los compradores reclamada por la justicia. 
Estos deben ser sostenidos en su derecho, 
por mas que se origine algún perjuicio al Es- 
tado por faltas ó fraudes de los agentes de la 
Administración en que ellos no hayan sido 
participantes. 

La condición del que compra y del que 
vende debe ser igual á los compradores de 
bienes que enajene el Estado : como á todos 
los que celebran contratos en licitación pú- 
blica no se. admiten reclamaciones por lesión 
entre el valor verdadero de la cosa y el del 
contrato, no debe tampoco al Estado vende- 
dor concedérsele ese privilegio : el contrato 
de compra y venta, como todos los bilatera- 
les, exige que las condiciones se nivelen, la 
ley no debe salir de esta regla eterna de jus- 
ticia, escrita en todos los Códigos antiguos y 
modernos. 

Por último, necesario es fijar ui^ término 
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dentrd ctel dial concluyan las atribuciones 
de la Administración para entender en las 
cuestiones que susciten los que considerán^- 
dose dueños de fincas vendidas por el Esta- 
do, <5 pretendan que les corresponde- su do- 
minio, ó que al menos tienen un derecho 
Real sobre ellas. Como esto es una excepción 
del derecho común , según el que debe co- 
nocer de estas cuestiones ei órden judicial, 
es necesario reducirla á un término muy cor- 
to, pasado el cual los Tribunales sean reinte- 
grados en sus naturales funciones, y no que- 
de como ahora ilimitada tal facultad en la 
Administración. A esto va dirigida una de 
las disposiciones del proyecto. 

Por todo lo expuesto, el que suscribe, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, tiene 
la honra de presentar á la rúbrica de Y. M. 
el adjunto proyecto de decreto — Madrid 10 
de julio de 1865. — Señora. — A. L. R. P. de 
Y. M. — Manuel Alonso Martínez. 

REAL DECRETO. (1) 

En vista de las razones que me ha expues- 
to el Ministro de Hacienda, de acuerdo con 
el parecer de mi Consejo de Ministros, 

Yengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Ei derecho de los Ayunta- 
mientos á reclamar las excepciones acerca 
de terrenos de aprovechamiento común ó 
dehesa boyal, consignado en las leyes de 

1." de mayo de 1855 y 11 de julio de 1856, 
solo podrá ejercitarse respecto de las fincas 
que no hayan sido enajenadas y hasta el acto 
del remate. 

Art. 2.° Exceptúanse de la disposición 
del artículo anterior las fincas enajenadas an- 
tes de la publicación de este Real decreto en 
la Gaceta, en el único caso de que los Ayun- 
tamientos no hubiesen tenido conocimiento 
de los actos preliminares de las véalas y de 
las mismas ventas. 

Se eutenderá que han tenido este conoci- 
miento siempre que del expediente resulte 
dhalquicra de las circunstancias siguientes: 

l .' d Que se ofició al Alcalde constitucio- 
nal del pueblo donde radicaba la finca para 
que el síndico nombrase el perito tasador. 

2. a Que se ofició al Alcalde para que dis- 
pusiera que en los sitios de costumbre se fi- 
jase el correspondiente edicto anunciando el 
día y hora del remate. 

3. a Que se hizo la inserción y publica- 
ción del anuncio de la subasta en el Boletín 
oficial de la provincia. 


(1) .Parala inteligencia y cumplimiento de 
este decreto se dictó por la Dirección la circular 
de 26 de agosto de 1865, véase. 

Tomo V. 


m 

Art. 3.° L&s resoluciones que el Gobier- 
no adopte declarando no comprendidos en la 
excepción señalada en el núm. 9.° del arti- 
culo 2.° de la ley de l .° de mayo de 1855 
algunos terrenos reclamados corno de apro- 
vechamiento común ó dehesas boyales por 
los Ayuntamientos, causarán estado. 

Art. 4.° Serán condiciones indispensa- 
bles para conceder la excepción por ser los 
terrenos de aprovechamiento común: 

1. ° Que el Ayuntamiento reclamante 

acredite la propiedad que tenga el pueblo en 
el terreno solicitado. 

2. ° Que acredite que el aprovechamien- 
to de los terrenos ha sido libre y gratuito 
para todos Jos vecinos en los veinte años 
anteriores á la ley de 1 de mayo de 1855 y 
hasta el dia de la petición sin interrupción 
alguna. 

3. ° En las dehesas boyales se acreditará 
además que producen pastos para el ganado 
de labor, y que toda la dehesa ó la parte de 
ella que se reclama es necesaria, atendido 
el número de cabezas destinadas en el pue- 
blo á la agricultura. 

Art. 5.° Si acordada por el Gobierno en 
virtud de las pruebas suministradas por los 
Ayuntamientos la excepción de una finca 
como de aprovechamiento común ó dehesa 
boyal, apareciesen después nuevos datos de 
los cuales resulte que no concurrían en ella 
las condiciones señaladas en el artículo an- 
terior, se 1 procederá á la revisión del expe- 
diente ; y oida ia Secccion de Hacienda del 
Consejo de Estado, podrá acordarse la venta 
de la finca, 

Art. 6.° A los poseedores de suertes de 
terrenos baldíos, realengos, comunes, pro- 
pios y arbitrios comprendidos en la ley de 6 
de mayo de 1855, que no se hubiesen pro- 
visto del título de adquisición con arreglo á 
la expresada ley, se les concede el plazo im- 
prorogable de seis meses desde ia publica- 
ción de este Real decreto para que le obten- 
gan ; y pasado dicho término se entenderá 
que han renunciado á su derecho, y se consi- 
derarán los terrenos sujetos á la ley de i de 
mayo del mismo año. 

Árt. 7. u Los compradores de bienes com- 
prendidos en las leyes de desamortización 
solo podrán reclamar por los desperfectos 
que con posterioridad á la tasación sufran 
las fincas por falta de sus cabidas señaladas 
ó por cualquiera otra causa justa en el tér- 
mino improrogable de quince dias desde el 
dia de la posesión. 

La toma de posesión podrá ser gobernati- 
va ó judicial, según convenga á los compra- 
dores. El que verificado el pago del primer 

45 
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plazo del importe del remate dejase de to- ( res de la desamortización civil joMásm, 

marla en el término de un mes, se coáside- ¡ conforme a la leyes de 1 de abril de 18^ 

rará como poseedor para los efectos de este I y 7 de igual mes de 1861, los procedentes 

artículo F - s de la de 22 de mayo de 1859, y los recursos 


irocedéntes 
os recursos 


Art 8." El Estado no anulará las ventas | especiales que comprende el mismo estado, 
r faltas 6 pénatelos causados por los age». I Art. 4.» El Tesoro public., podrá tener 


por taitas o perjuicios causados por ios ageu- 
tes de la Administración é independientes 
de la voluntad de los compradores; pero que- 
darán á salvo las acciones civiles ó crimina- 
les que procedan contra los culpables (1). 

Arl. 9.° Las reclamaciones que con ar- 
regio al art. 173 de la ínst. de 31 de mayo 
de 1855 deben dirigirse á la Administra- 
ción antes de entablar en Jos Juzgados de 
primera instancia demandas contra las (incas 
enajenadas por el Estado, deberán incoarse 
en e! término preciso de los seis meses in- 
mediatamente posteriores á la adjudicación. 

Pasado este térmiuo solo se admitirán en 
los Juzgados ordinarios las acciones de pro- 
piedad 7» de otros derechos reales sobre las 
lineas. Estas cuestiones se sustanciarán con 


en circulación durante el ejercicio de 1865-66 
la Deuda flotante equivalente: primero , al im- 
porte que después de tomado en cuenta el 
saldo por suplementos de la Caja de -depósi- 
tos procedentes de imposiciones voluntarias 
representen los déficits no extinguidos de 
los presupuestos -ordinarios y extraordinarios 
liquidados, y las anticipaciones pendientes 
de reembolso hechas á las Cajas de lltraniar; 
y segundo, á la diferencia entre el saldo de 
ios depósitos necesarios de la propia Caja, y el 
que resulte entre los recursos realizados y las 
obligaciones vencidas del presupuesto ordina- 
rio y extraordinario de 1865-66, imputándo- 
se á este último ios intereses de los fondos 
que, de cualquiera procedencia que sean, 


los poseedores , citándose de eviecion á la j se suplan para el pago de sus obligaciones. 
Administración. r„„, j. ■> iqck 


Art. 10. Las incidencias de ventas pen- 
dientes de resolución se resolverán con ar- 
reglo á lo dispuesto en los anteriores artícu- 
los. — Dado en San Ildefonso á 10 de julio de 
1865. — Está rubricado de la Real mano.— El 
Ministro de Hacienda, Manuel Alonso Martí- 
nez.» (Gacs. del 12 y del 15 julio.) 

Ley de presupuestos de 15 julio de 1865. 

Art. 3.° Los gastos alectos al producto 
de las ventas de bienes del Estado y otras 
procedencias, inclusa la tercera parte del 80 


Ley de presupuestos de 3 agosto de 1865. 

«Art. 3.° Los gastos afectos al producto 
ríe las ventas de bienes de! Estado y otras 
procedencias inclusa la tercera parte del 80 
por 100 de los propios enajenados después 
del 2 de octubre de 1858 que, con arreglo 
á ia ley de l.° de abril de 1859, ha de cons- 
tituirse en depósito á disposición de los pue- 
blos; la parte que debe aplicarse á la amor- 
tización de la Deuda consolidada y diferida, 
al pago del capital c intereses de ios billetes 
hipotecarios y demás obligaciones nacidas 


por 100 de los propios enajenados después de la ley de 26 de junio de 1864; las obras 
del 2 de octubre de 1858, que con arreglo a públicas extraordinarias, el material extraor- 
la ley de l.° de abril de 1859 debe consti- diñarlo do Gracia y Justicia, Guerra y Ha- 
tuirse en depósito á disposición de los pue- cienda y las sumas que deben invertirse en 
oíos; la parte que debe aplicarse a la amor- estudios de ferro-carriles y en la amortíza- 
ttzacion de la Deuda consolidada y diferida, al don é intereses de las obligaciones del Es- 
pago del capital é intereses de los billetes tado emitidas para pago de subvenciones y 
hipotecarios y demás obligaciones nacidas de las acciones del Canal de Isabel II, se lijan 
de la ley de de junio de 1864; las obras en la cantidad de 51.504.635 escudos coñ- 
publicas extraordinarias; el material extraor- forme al estado letra C 

ínhní-ní GraC¡ fj y Just Í cia ’ G l ierra ’ Marina ’ Se aplican al pago de esta suma los valo- 
tnvnri- J IIacwnila ,> y j a ; , sumns W res de la desamortización civil y eclesiástica, 
deben invertirá en estudios de ferro-carn- conforme á las leyes de t. c de abril de 1859 

t J *1**» Jo < KM, los procedentes de 


56.237,696 escudos, conforme al estado 
letra C. 

Se aplican al pago de esta suma los valo- 

( 4 ) Véase como aclaración á este articulo la 
R. O. de 30 de marzo de 1867. 


sos que en el mismo estado se comprenden.» 

Ciro, de 27 julio de 1865. 

Determinando las reglas que deben observarse para 
la devolución, á Jos compradores del valor do los 
plazos satisfechos por fincas cuyas ventas se anulen. 

(Dlñ. GEN. DE CoNT. DE LA ÜAC.) «LáS 


'i 
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anulaciones de ventas de bienes desamorti- i 
zados que suelen ocurrir, con, frecuencia, 
producen, como es consiguiente', la de- 
volución x a los comprádores respectivos del 
valor de los plazos que han satisfecho has- 
ta la fecha del acuerdo de la Junta supe- 
rior de ventas por el cual jse determina la , 
anulación. 

Algunas oficinas 'de la Hacienda pública, 
dando una interpretación equivocada á las 
órdenes de la Dirección general del ramo, 
aplican íntegro el total á que tienen derecho 
los compradores á devoluciones de ingresos 
indebidos, corno minoración de los valores 
corrientes, si el ingreso tuvo lugar con apli- 
cación ai presupuesto que está en ejercicio, 
ó como obligación del de gastos si corres- 
ponden los valores que se .devuelven á pre- 
supuestos cerrados; pero sin tener presente 
en las devoluciones por ventas de bienes de 
propios posteriores al 2 de octubre de 1858, 
ue la tercera parle del 80 por 100 ingresó 
¡rectamente en la Caja (le depósitos á dis- 
posición de los pueblos, y que. por tanto solo 
estos deben responder de la referida tercera 
parte que recibieron sin la menor interven- 
ción del Tesoro. 

Por estas razones, y con el fin de. evitar 
reparos á las cuentas y los entorpecimientos 
consiguientes ‘en la contabilidad general, 
esta Dirección ha creído oportuno determi- 
nar las reglas que deberán observarse por 
las oficinas de esa provincia en cada uno de 
los casos que pueden ocurrir de las citadas 
devoluciones. Son as siguientes: 

1. a Cuando haya de hacerse la devolu- 
ion del plazo al contado únicamente , ó de 
ste y otros realizados á sus vencimientos 
e espectivos por ventas de fincas de todas 
^procedencias, excepto las de bienes de pro- 
pios hechas después del 2 de octubre de 
1858, se aplicará el total á que tenga dere- 
cho el comprador á devoluciones de ingresos 
de los correspondientes conceptos parciales 
del presupuesto extraordinario de ingresos 
corriente, si á é¡ se hubiesen imputado los 
valores que se devuelvan, ó al capítulo I del 
presupuesto extraordinario de gastos en el 
caso do corresponderá ejercicios cerrados los 
ingresos referidos. 

En el primer caso deben expedirse tantos 
libramientos cuantos sean los conceptos á 
que hade afectar el total de la devolución: 
en el segundo casa se expedirá un solo li- 
bramiento, pero expresando detalladamente 
en el mismo todas las partidas parciales que 
constituyan su valor. 

-■2. a Si entre los plazos cuyo valor baya 
e devolverse, se contasen algunos que hu- 


bieran sido anticipados, se harán las opera- 
ciones siguientes: 

Primera. Las Administraciones de pro- 
piedades y derechos del Estado formarán 
una relación en que se exprese detallada- 
mente el importe del plazo al contado y de 
los premios de enajenación satisfechos con 
aquel; el valor de los plazos realizados á sus 
respectivos vencimientos: el de los anticipa- 
dos, con expresión de las fechas en que hu- 
biesen tenido lugar los descuentos; el total 
que hubiese entregado el comprador por pla- 
zos y premios de enajenación, y últimamen- 
te, el importe de los descuentos abonados en 
los anticipos. 

Segunda. Estas relaciones se pasarán á 
las Contadurías, las cuales estamparán en 
ellas una liquidación que demuestre la parte 
del descuento correspondiente á la época 
trascurrida hasta el aia en que se haga la 
devolución, y la diferencia hasta el total des- 
cuento abonado que debe ser reintegrada por 
el comprador. 

Y tercera. En vista del resultado que 
ofrezca la referida liquidación, se expedirán 
un libramiento y un cargaréme: el primero, 
con sujeción á lo determinado en la regla 
anterior, por el total á que ascienda el im- 
porte íntegro de los plazos satisfechos y el 
de los premios de enajenación : y el segun- 
do, ó sea el cargaréme, por el valor a que 
se eleve la parte del descuento que con ar- 
reglo á la liquidación de que se ha hecho 
mérito, deba reintegrarse al Tesoro, aplicán- 
dolo á minoración de ingresos en el presu- 
puesto extraordinario de gastos corriente si 
durante su ejercicio hubiera tenido lugar la 
anticipación, ó el presupuesto extraordinario 
de ingresos, concepto parcial de reintegros 
de ejercicios cerrados , si á estos se hubiese 
aplicado la suma que se reintegre. 

3. a Si la anulación fuese de ventas de 
bienes de propios hechas después del 2 de 
octubre de 1858, se ejecutarán las mismas 
operaciones que se han determinado en las 
anteriores reglas, pero teniendo presente 
que e! libramiento o libramientos de devo- 
lución deben reducirse al valor de los pre- 
mios, al 20 por 100 y á las dos terceras par- 
tes del 80 por 1 00 ingresadas en el Tesoro, 
y que debe hacerse directamente por la Ca- 
ja de depósitos la devolución de la otra ter- 
cera parte que ingresó en ella á disposición 
de los pueblos y provincias. Para este ob- 
jeto se exigirán préviamente de la corpo- 
ración respectiva las cartas de pago ó res- 
guardos que les hubiese expedido dicha Caja 
por importe de las sumas que deban devol- 
verse. 
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4. a Los intereses que se hubiesen satisfe- 
cho á ias corporaciones por los depósitos ele 
las terceras partes que se devuelvan, se exi- 
girán de aquellas é ingresarán como reinte- 
gro de los satisfechos por Deuda flotante del 
Tesoro. 

En el caso de tener ios referidos depósitos 
intereses devengados que no se hayan satis- 
fecho á la corporación acreedora, se realiza- 
rá una foraializacion por el valor á que as- 
ciendan dichos intereses con el objeto de ha- 
cerlos lucir en cuentas como abonados al 
Ayuntamiento ó Diputación hasta la fecha en 
que se devuelva el depósito, y figurar el rein- 
tegro de su importe al Tesoro como conse- 
cuencia de la devolución. 

5. a Las Contadurías, Tesorerías y Admi- 
nistraciones de propiedades y derechos del 
Estado verificarán inmediatamente un reco- 
nocimiento minucioso de los datos y antece- 
dentes que obren en ellas relativos á las de- 
voluciones que se hayan realizado en cada 
provincia á consecuencia de anulaciones de 
ventas de bienes de propios hechas después 
del 2 de octubre de 1858, comprobando si 
en cada caso ha tenido lugar la devolución 
por !a Caja de depósitos do la tercera parte 
del 80 por 100 ingresada en ella á disposi- 
ción de los pueblos. 

El resultado que ofrezca la mencionada 
comprobación se pondrá á la posible breve- 
dad, por las tres dependencias citadas, en 
conocimiento de este Centro directivo. 

Del conocido celo de V. S, y de la efica- 
cia y buen deseo de los jefes yempieados de 
las oficinas de Hacienda de esa provincia, se 
promete esta Dirección general el cumpli- 
miento exacto de las prevenciones que con- 
tiene esta orden -circular. — De su recibo etc. 
—Madrid 27 de julio de 1 865. — Estéban Mar- 
tínez. — Sr. Gobernador de la provincia de. . . » 

( CL . t. 94, pág. 985.) 

. R. O. de 21 agosto de 1865. 

Sobre la enajenación de bienes de patronatos particu- 
lares ea poder de manos muertas. 

(Hac.) Excmo. Sr.: Siendo objeto prefe- 
rente de la mavur solicitud del Gobierno de 
S, M. el importante asunto de Ja desamor- 
tización, Ita fijado su atención este Ministe- 
rio en los muchos bienes de patronatos par- 
ticulares que existen en las provincias de 
Madrid, Sevilla y otras del Reino, y que se- 
gún parece vienen administrando' ios respec- 
tivos Gobernadores, bajo la inmediata vi- 
gilancia del digno cargo de V. E. Tales 
bienes por su carácter evidentemente bené- 
fico y en poder de manos muertas, deben 
considerarse comprendidos en el art. l.° ¿ e i 


la ley de l.° de mayo de 1855; pues si algu- 
na duda pudo ofrecer su aplicación en esta 
parte, quedó resuelta en pró de la desamor- v 
tizacioTi por el R. D. de 14 de enero del año' 
próximo pasado, cuya doctrina por él esta- 
blecida ha servido después de fundamento 
para que ese mismo Ministerio declarase ena*. 
jenables los bienes de patronatos ó institu- 
ciones análogas. Y á íin de que por mas tiem- 
po no se demore la venta de todos los de 
que se trata, la Reina (Q. D, G.) se ha ser- 
vido resolver me dirija á Y. E., como lo ve- 
rifico, para que ordene a los Gobernadores 
que con la mayor eficacia dispongan la for- 
mación y remesa á las oficinas del ramo, de 
una relación de Lodos aquellos que bajo su 
administración ó tutela existan en su provin- 
cia, con objeto lie que se proceda á su ena- 
jenación segun las disposiciones vigentes, y 
que en su día se emitan ias equivalentes ins- 
cripciones, con cuya renta ha de atenderse 
al objeto con que se fundaran dichos patro- 
natos. — De Real orden etc. — Madrid 21 de 
agosto de 1865.— Manuel Alonso Martínez, 
(trac. 25 id.) 

R. O. de 24 de agosto de 1865. 

Para incautarse al Estado y desamortizar las encomien- 
das que usufructuaba S. A, el Infante O. Francisco. 

(Hac.) limo. Sr.: Habiendo fallecido el 
Serum. Sr. luíante D. Francisco de Paula 
Antonio (Q. S. G. H,), la Reina (Q. D. G.) se 
ha dignado mandar que esa Dirección gene- 
ral se incaute inmediatamente en nombre del 
Estado de todos los bienes pertenecientes á 
las diversas encomiendas de las órdenes mi- 
litares que usufructuaba S. A., á fin de que 
se proceda á su enajenación, segun lo pre- 
venido en las leyes do l.° de mayo de 1855 
y 11 de julio de 1856, exigiendo al efecto de 
su secretario de Cámara y demás autorida- 
des y funcionarios á quienes competa las 
oportunas relaciones de dichos bienes y de- 
más datos y noticias que convengan. — De 
! Reai orden etc. — Madrid 24 de agosto de 
1865. — Alonsp Martínez. (Gao. 25 agosto.) 

Gire, de 26 de agosto de 1865. 

I Dictando disposiciones para inteligencia y cumpli- 
miento de! Real decreto de 10 de julio, 

«Por la Dirección general de propiedades 
y derechos del Estado, en 26 de agosto pró- 
ximo pasado se me dice lo siguiente: 
(Traslada el mencionado Real decreto de 
10 de julio, añadiendo lo que sigue.) 

» i r para su debida y mejor observancia, la 
Dirección ha acordado comunicarlo ¿V. S. 
con las prevenciones siguientes: 
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1. a En las Secretarías de las Juntas pro- 
vinciales de ventas , á-eargo de ios comisio- 
nados principies, se abrirá, si no existiese, 
un libro registro, foliado., y. rubricadas to- 
das sus hojas por el Gobernador de la pro- 
vincia, en el cual, bajo el oportuno número 
/Je órden, se anotarán cada una de las solici- 
tudes presentadas desde la publicación del 
inserto Real decreto, y las que puedan pre- 
sentarse en lo sucesivo , en reclamación de 
fincas exceptnables por las leyes de l.° de 
mayo de 1855 y H de julio de 1856 — Los 
Gobernadores, ó por sustitución de estos, los 
secretarios, consignarán en aquellas la fecha 
de su presentación á los efectos ulteriores. 
Los comisionados de ventas cuidarán do 
anotar los trámites subsiguientes. 

2. a Cuando las solicitudes de excepción 
se refieran á fincas ya rematadas por concur- 
rir las circunstancias que determina el ar- 
tículo 2.° del citado Real decreto, se unirán 
á las mismas, los expedientes gubernativos 
de subasta, en que necesariamente han de 
constar las faltas que precisen el derecho de 
las municipalidades, y serán remitidas á la 
Dirección para su acuerdo. 

3. a Con toda brevedad formarán los co- 
misionados principales de ventas, y remiti- 
rán con el V.° B.° de los .Gobernadores, tina 
nota nominal de las solicitudes presentadas 
desde la publicación en los respectivos Bo- 
letines oficiales del R. D. de 10 de julio 
hasta el día de la subasta celebrada.— En lo 
sucesivo redactarán periódicamente iguales 
notas, que comprendan las solicitudes re- 
cibirlas durante los dias de unos á otros 
remates, dirigiéndolas el mismo día en que 
estos se hayan realizado. 

4. a Para acreditar la propiedad de los 
terrenos cuya excepción se solicite por ser 
de aprovechamiento común ó para dehesa 
de pastos, se acompañarán los títulos origi- 
nales ó sus copias, debidamente autorizadas, 
que compulsarán los fiscales d 1 Hacienda ó 
los funcionarios en quienes deleguen; así co- 
mo certificados expedidos por los secretarios 
de Ayuntamiento j y V.“ B.° de los Alcaldes, 
de cuanto resulte con relación á las fincas de 
que se trate en e! catastro de 1752, en los 
padrones de riqueza, amilfnramienlos y re- 
partos de la contribución territorial dé ios 
veinte años anteriores al de 1855, y de los 
posteriores hasta la fecha de las solicitudes, 
expresando siempre la cuota señalada á cada 
finca ó terreno, a quien fuera impuesta y por 
quien se satisfizo. — Por las Administraciones 
principales de Hacienda pública se examina- 
rán estas certificaciones, consignando á con- 
tinuación su conformidad, 6 los errores ú 


omisiones que observen con mérito álos da- 
tos existente» en las mismas. 

5. a Como medio de justificar el disfrute 
libre y gratuito de los terrenos de aprovecha- 
miento y dehesas boyales, durante el perío- 
do que fija la condición 3. a del art. 4.° del 
referido Real decreto, acompañarán también 
los Ayuntamientos otro certificado, con re- 
ferencia á las cuentas municipales y á los 
contratos y expedientes de subastadle cuan- 
to resulte respecto ai arbitraje ó arriendo de 
cada uno de aquellos.— Los secretarios de 
los Gobiernos de provincia certificarán á su 
vez la conformidad de dichos certificados, ó 
lo que aparezca en contrario de los'datos que 
deben consultar al efecto. 

6. a A las solicitudes para dehesas boyales 
se acompañará además un certificado con 
referencia á los amiilaramicntos y apéndices 
del año de 1855, y del en que se produzcan 
aquellas, del número de cabezas de ganado 
destinadas á la labor, así como del de fane- 
gas de tierra en cultivo en el término muni- 
cipal. — En estas certificaciones consignarán 
igualmente su conformidad las Administracio- 
nes de Hacienda pública, ó lo que conste de 
dos datos que obren en ellas. 

7. a Siendo indispensable el reconoció 

miento, medición y clasificación pericial de 
las dehesas destinadas ó que puedan desti- 
narse al pasto del ganado de labor, deberá 
preferirse para ejecutar tales operaciones á 
lo- ingenieros de montes, á los agrónomos, 
ó á los agrimensores con título. — En las certi- 
ficaciones que del resultado han de expedir, 
constará la distancia de la finca al pueblo re- 
clamante, se detallarán todas y cada una de 

,. sus circunstancias, y masprincipalmente res- 
pecto á la parte que pueda encontrarse rotu- 
rada ó en cultivo, y á los pastos para el ga- 
nado de labor, la porción de terreno que ne- 
cesitará cada cabeza, según Jas diferentes 
clases que ordinariamente se ocupen en la 
agricultura, sin olvidar que por lo general 
no pueden hacer uso de los pastos comunes 
sino en dias y épocas determinadas; y en fin, 
la parte de terreno que por no servir ó ser 
demasiado al objeto, deba enajenarse. 

8. a Las Juntas provinciales de ventas 

tendrán muy presente, al emitir su dictamen 
el número de cabezas de ganado de labor 
amillarado en ambas épocas, según la pre- 
vención 5. a ; pues podrá suceder que se haya 
aumentado considerablemente en la última, 
y que no guarde relación proporcional, se- 
gún los usos v costumbres del país, con el 
número de fanegas de tierra en cultivo; cu- 
ya circunstancia merecerá, sin duda/ to- 
marse en consideración para designar y h- 
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mitar los terrenos á Jo mas indispensable. | 

9. a Una vez desestimada la excepción de ! 
fincas ó terrenos que estuvieren enajenados, 
se procederá desde luego á su venta, con ar- 
reglo á las disposiciones vigentes, sin admitir 
ulteriores reclamaciones gubernativas. 

10. Se suspenderá toda tramitación en 
los expedientes eD curso por lincas cuya ex- 
cepción se hubiera solicitado después del ac- 
to de su remate; y uniéndose á cada uno el 
gubernativo de subasta á que se contrae la 
prevención 2. a , se remitirán sin pérdida de 
tiempo á la Dirección, con el índice respec- 
tivo. — Los demás expedientes en curso se 
ultimarán con arreglo á las órdenes especia- 
les y generales comunicadas, y á !o estable- 
cido por esta circular; pero señalando un 
plazo de un mes, fatal é improrogabie, á los 
Ayuntamientos para que presenten dentro de 
él los justificantes necesarios, en la inteligen- 
cia que con los datos que aparezcan, y pasa- 
do dicho tériniuo, se remitirán á este Centro 
directivo para su definitivo acuerdo. 

1 1. Para la oportuna aplicación del artí- 
culo 5." del preinserto Real decreto, pro- 
curarán adquirir los comisionados principa- 
les de ventas cuantos datos puedan condu- 
cir á anular con fundamento cualquiera de 
las excepciones ya otorgadas. — Al efecto, lo 
que con mayor facilidad habrán de consul- 
tar, son los Boletines oficiales desde 1855, 
en los que resultarán los anuncios para el 
arriendo ó arbitraje de los terrenos de apro- 
vechamiento común y dehesas boyales. Ya 
con este dato ú otro equivalente, acudirán al 
Gobernador de la provincia para que man- 
dando unir certificado de los antecedentes 
que comprueben los hechos, ó el expediente 
ó expedientes originales de remates, se oiga 
al Ayuntamiento respectivo; é informando 
después el fiscal de Hacienda, con el acuer- 
do ae la Junta provincial de ventas, se ele- 
vará todo á conocimiento de la Dirección 
para el acuerdo que corresponda. 

12. Con arreglo á la ley de 3 de noviem- 
bre de 1857, se contará el plazo de seis me- 
ses que á los roturadores señala el art. 6.° 
del referido Real decreto, desde el mismo 
dia que este se publicara ó se publique en el 
Boletín oficial, para los vecinos de la capi- 
tal, y desde cuatro dias después para los de 
los pueblos de la provincia , siendo conve- 
niente que los respectivos Alcaldes den á co- 
nocer esta disposición por medio de edictos 
en los sitios de costumbre, ó por pregones, 
según la práctica que se hallo establecida.— 
Un ejemplar del Boletín se remitirá á la Di- 
rección. 

13. Los artículos desde el 7.° al 9.° in- 


clusive del mismo Real decreto se inserta- 
rán como condiciones generales para las su- 
bastas en los anuncios de ventas que se pu- 
bliquen en adelante. 

Después de las anteriores prevenciones, la 
Dirección solo se detendrá á manifestar á 
V. S. el especial interés con que el Gobierno 
de S. M. mira la desamortización; y como 
esta no puede llegar á realizarse en toda su 
importancia mientras no se ultimen y resuel- 
van los muchos expedientes de excepción, 
que hay promovidos , nada será mas grato 
para el mismo Gobierno, que V. S. y los de- 
más funcionarios á quienes corresponde, 
despleguen todo el interés y celo que es de 
esperar de su parte, en pro de! mas pronto 
término de las reclamaciones de que se trata. 
— De lo contrario, por mas sensible que sea 
para la Dirección, tendrá que cumplir con el 
penoso, pero imprescindible deber de hacer 
presente al Excmo. Sr. Ministro de Hacien- 
da cualquiera demora injustificada que de 
hoy mas observe en este servicio, para la ul- 
terior resolución de S. M.» 

Lo que he dispuesto se inserte en este pe- 
riódico oficial para que llegue á noticia de 
las personas y corporaciones á quien puede 
interesar, cuidando los Sres. Alcaldes de que 
se le dé la debida publicidad. — Tarragona 
l. D de setiembre de 1863.— Benjamín Fer- 
nandez Vallin. (Bol. of. ae Tarrayona, nu- 
mero 108.) v 

R. O. de 6 octubre de 1865. 

Se halla contenida en la circular de la Di- 
rección de 21 de Marzo de 1866. 

B. O. de 17 febrero de 1866. 

Disponiendo que los escribanos se ajustón en el otor- 
gamiento de las escrituras de redención de censos y 
ventas de bienes nacionales á los modelos impre- 
sos, etc. 

(Hac.) «Habiendo solicitado D. Francis- 
co Grau, escribano de Hacienda de Gerona, 
que se ie faculte á prescindir de los impre- 
sos de escrituras para la redención de cen- 
sos y ventas de bienes nacionales, en aque- 
llos casos en que no sea posible consignaren 
ellos todas las circunstancias que requieren 
las leyes del notariado é hipotecaria, y que 
se le autorice en los referidos casos á perci- 
bir los derechos marcados en el arancel del 
notariado : considerando que los indicados 
modelos de escrituras se han impreso en 
consonancia con las necesidades ae dichas 
leves, siendo suficientes en Ja mayor parta 
de los casos , y que si ocurriera aiguno no 
frecuente, podría aprovecharse una gran 
parte de dichos impresos aumentando solo 
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algún pljego manuscrito, gn qqe se expresa- 
ra lo necesario,' to oááL ocasionaría tan solo 
úñ pequeño gasto de papel, y q'ue ; déjáutori-. 
zafse'la pretensión del redurrenté sería tan- 
to como dar lugar á larmirAabíeá ' abusos, 
puesto que dejaría ul arbitrio de ios . escriba- 
nos la facultad de prescindir* de ios modelos 
y extenderse cuánto quisieran eh la redac- 
ción de las escrituras ,■ haciendo subir los 
gastos de su otorgamiento ,á donde no es po- 
sible que lleguen , y que de la manera indi- 
cada habrá la seguridad de que los derechos 
abonables serán siempre módicos y ajusta- 
dos á la importancia, de los gravámenes redi- 
midos, que es lo que se .propuso la R. O, de 
15 de eneró de 1856; la Rema (Q.. D. G.), de. 
acuerdo con lo informado por la Asesoría 
general del Ministerio, se lia dignado negar 
la enunciada pretensión , disponiendo que 
los escribanos se ajusten en el otorgamiento 
de las escrituras do redención de censos y 
venta de fincas de bienes nacionales á los 
modelos que se les tienen facilitados, autori- 
zándolos en aquellos casos en que no puedan 
insertar todo el contento en los impresos ac- 
tuales, á que manuscriban algún pliego adi- 
cional, exigiendo por este el aumento de 
gasto que cause únicamente el trabajo de 
amanuense. — Dios guarde á V. I. muchos 
años.— Madrid 17 de febrero de 1866.— 
Alonso Martinez.» ( CL . í. 95, p. 64.) 

* 

Ciro. de 21 marzo de 1866. 


ceda á dicha solicitud, puesto que no exis- 
tiendo disposición administrativa aplicable 
á la cuestión que se ventila, es preciso resol- 
verla según las reglas del derecho común, 
con arreglo al cual toda providencia ó reso- 
lución ha.de quedar en suspenso cuando 
contra eiiff’se etitable un recurso de los que 
la ley admite, mientras esto no se termine 
por los medios reconocidos en derecho: 

, Considerando: que toda Pieal órden es eje- 
cutiva , no obstante el recurso contencioso 
que intenten contra ella los que puedan 
creerse perjudicados: 

Considerando que esta doctrina ha sido 
sancionada en muchos casos por el Consejo 
de Estado, y que es de tal modo inconcusa, 
que sin ella se veria embarazada á cada pa- 
. so por la oposición de Jos particulares la ac- 
ción administrativa; siendo por lo tanto, un 
precedente peligroso el que se establecería 
de aceptar la doctrina de la Asesoría general 
de este Ministerio, S. M. se ha servido resol- 
ver, de acuerdo con lo propuesto por V. I , 
que no há lugar á lo que se solicita. — De 
Real órden etc.» {Bol. of. de la Coruña de 
16 de abn(l de dicho año.) 

Ley de 1 5 junio de 1866. 

Declarando redimibles basta el acto de la subasta los 
censos y demás cargas permanentes que gravan los 
bienes desamorÜ7.ados. Tipo para las rendeneiones. 
Condonación do atrasos. VenLa de censos y cargas. 
Aprovechamientos de pastos-.... 


Desestimando una solicitud sobre que se suspenda la 
enajenación de fincas reclamadas como íle aprove- 
chamiento comuu, hasta la terminación de la Via 
contenciosa. 

(ITac.) (Gob. de la pnov. de la Corüña.) 
«La Dirección general de propiedades y de- 
rechos, del Estado, con fecha 21 de marzo 
próximo pasado, dice á este Gobierno lo que 
sigue: 

«Por el Ministerio de Hacienda se cornu- 
nicó'á esta Dirección general con fecha 6 de 
octubre del año próximo pasado, la Real ór- 
den que sigile; 

limo. Sr.: Vista la solicitud del licenciado 
D. Cándido Nocedal, á nombre del Ayunta- 
miento de Celta , provincia de Teruel , para 
que se suspenda la venta do varias fincas 
que por ser de aprovechamiento común y 
de servicio público, pidió oportunamente su. 
excepción hasta que termine el recurso con- 
tencioso entablado ante el Consejo de Esta- 
do, contra la R. O, de 4 de setiembre del 
año próximo pasado, que denegó-aquella res- 
pecto de algunas fincas: 

Visto di informe de la Asesoría . general 
deteste Ministerio, opinando por que se ac- 


(Hac.) «Doña Isabel II etc. 

Artículo i.° El derecho de redimir los 
censos y demás cargas permanentes que 
correspondan al caudal de bienes declara- 
dos en estado de venta por las leyes de 
desamortización y gravan la propiedad in- 
mueble, podrá reclamarse hasta el acto de 
la subasta, debiendo suspenderse el remate 
si el censatario solicitare la redención antes 
de haberse terminado. 

Art. 2.° Los tipos de capitalización para 
las redenciones serán los señalados en la 
ley cíe H de marzo de 1859. 

Art. 3.° Si al solicitar la redención acom- 
pañase el censatario carta de pago de ha- 
llarse depositado el importe del capital ínte- 
gro ó del primer plazo, y los réditos caí- 
dos, la redención se entenderá retrotraída 
para los efectos legales á la fecha de la so- 
licitud, sin perjuicio de la liquidación de- 
finitiva. 

Art. 4.° No se comprenden en las dis- 
posiciones que anteceden las ventas proce- 
dentes, de los arrendamientos constituidos 
■ antes del año de 1800, cuyo plazo de reden- 
ción concluyó en 27 de agosto de 1856, se- 
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gun lo dispuesto en la ley de 27 de febrero 
del mismo año. 

Árt. 5.° Se condonan los atrasos aue 
hasta la promulgación de esta ley adeuden 
al Estado los censatarios que , para, gozar de 
los beneficios que concede, se confiesen deu- 
dores de capitales ó réditos de censos desco- 
nocidos ó dudosos para la Administración, 
entendiéndose como tales los que hasta la 
misma fecha no hayan sido reclamados. 

Art. 6.° Cuatro meses después de pu- 
blicada la presente ley, la Administración 
procederá á la venta ele los censos y car- 
gas que expresa el art. l.° Estos censos y 
cargas, de cualquiera clase que sean, se 
venderán con el carácter de redimibles, 
y lo serán en todo tiempo al tipo de 3 
por 100. 

Art. 7. u Los poseedores de fincas gra- 
vadas con aprovechamiento de pastos ó de 
cualquiera otra naturaleza que no partici- 
pen del carácter censual, constituidos á fa- 
vor de pueblos ó corporaciones cuyos bienes 
estén comprendidos en las leyes vigentes 
de desamortización , podrán solicitar la re- 
dención de dichos aprovechamientos en los 
mismos términos prescritos para los censos, 
siempre que no se hayan declarado por el 
Gobierno ó se declaren en virtud de petición 
hecha en el término de un año de uso gene- 
ral y gratuito. 

Art. 8.° El tipo para estas redenciones 
será la capitalización de los aprovechamien- 
tos ai 4 por 100 de su importe, deducido el 
iO por 100 de administración, y previa ta- 
sación en venta hecha por tres peritos en 
representación del Estado , del pueblo ó cor- 
poración que disfrutaba el aprovechamiento 
y del propietario del ‘predio gravado. El pago 
de los mismos se hará en diez plazos iguales, 
término de ntuvve anos, gozando los redi- 
mentes el descuento del 5 por 100 sobre ei 
importe de los plazos que anticipen en la for- 
ma establecida por el art. 6.° de la ley de i.° 
de mayo de 1 855 y disposiciones posteriores 
que se aclaran. 

Art, 0.° En las enajenaciones que veri- 
fique el Estado de la parle que le corres- 
ponda en fincas cuyo dominio se halle divi- 
dido tendrá el derecho de tanteo el condue- 
ño ; y si fueren varios, el que lo sea de ma- 
yor porción , pasando en t caso de no ejerci- 
tarlo al inmediato porcionero. Este derecho 
se reclamará dentro de los nueve dias si - 
guientes al acto del remate ante cualquiera 
de los Juzgados que haya intervenido en la 
subasta. 

Árt, 10. Los capitales de censos que 
correspondan' á particulares ó corporaciones 
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exceptuadas de la desamortización , y gravi- 
ten sobre fincas sujetas a. ésta, son y segui- 
rán siendo respetados con arreglo al derecho 
común y á las escrituras de imposición. \ 
Art. \i. El Ministró de. Hacienda adop- 
tará ¡«¿disposiciones necesarias para el cum- 
plimiento de la presente ley. ' 

Por tanto mandamos etc.— Palacio á 15 de. 
junio de 1866. — Yo la Reina. — El Ministro 
interino de Hacienda , Antonio Cánovas de 
Castillo.» ( Gac - . 17 junio.) 


Deben tenerse en cuenta y consultar- 
se las disposiciones posteriores, princi- 
palmente las Rs. Ords. de 10 de setiem- 
bre y l.° de octubre de 1807. 

R. O. de 13 julio de 1866. 

Reformando la regla 8. a del art. I5 de la R. O de iO 
de junio de ¡856, solire recursos contra la Junta su- 
perior de ventas en los expedientes de investigación. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) de! expediente promovido á 
consecuencia de las incidencias ocurridas en 
la denuncia de varias tierras pertenecientes 
á los propios de Lerma , y á virtud de las 
cuales se propone la conveniencia de refor- 
mar la regla 8. a del art. 15 de la R. O. de 10 
de junio de 1856 , que dispone que de fas 
declaraciones de la Junta superior de ventas 
en los expedientes de investigaciones, no 
cabe otro recurso que el contencioso ante el 
Juzgado de Hacienda respectivo si se enta- 
blase en el término de sesenta dias; y en su 
consecuencia : 

Teniendo presente que el principio enque 
descansa aquel precepto para la interposi- 
ción de las demandas de alzada de los acuer- 
dos de la Junta superior respecto á los ( de- 
tenladores , es el carácter de propiedad que 
se cuestiona cuando las fincas denunciadas 
se mandan incautar por la Administración: 
Considerando que á pesar de lo atendible 
de esta razón , que pudo determinar aquel 
precepto, no es menos conveniente y ajusta- 
do á los principios administrativos en que las 
decisiones de fia Junta superior de ventas que 
recaigan en los expedientes de investigación 
se apure la vía gubernativa por los interesa- 
dos en dichas decisiones, como sucede en 
los demas asuntos referentes á los bienes del 
Estado: 

Considerando que los acuerdos de la Junta 
superior de ventas, por justificados que sean, 
no llevan consigo el sello de la autoridad que 
las decisiones ministeriales , cod las cualps 
se conformarían los interesados en los expe- 
dientes de investigaciones sin acudir á nue- 
vas demandas: 
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Considéraselo que no hay suficiente moti- 
vo ni razón que fundadamente autoricé la 
privación de Jos recursos de alzada ante el 
Ministerio en- los expedientes de investiga - 
ción de los acuerdos que recaigan en los mis- 
mos por la Junta superior : 

S. AI., de conformidad con lo* informado 
por el Consejo de Estado y propuesto por esa 
Dirección general , se h* servido resolver 
que, reformándose la regla 8. a, del art. 15 de 
la R. O. de 10 de junio de 1856, se declare 
que de los acuerdos de la Junta superior de 
ventas en los expedientes de investigación, 
pueden , los qué se consideren perjudicados 
con dichos acuerdos, alzarse de ellos en el 
término de dos meses á este Ministerio, como 
sé verifica en los demás asuntos pertene- 
cientes á bienes nacionales , y de las resolu- 
ciones del Ministerio podrá acudirse á la vía 
contenciosa correspondiente. — De Real ór- 
den etc. —Madrid 13 de julio de 1866. (CL. 
t. 96, p. 77.) 

lt. O. de 18 agosto de 1866. 

Encargando á los Gobernadores qno activen la enaje- 
nación de todas las propiedades que administra el 
Estado , y la realización de los atrasos y plazos 
vencidos. 

(Hac.) «He hecho presente á la Reina 
(Q. D. D.) la conveniencia de apresurar, con 
arreglo á las leyes vigentes* la realización 
del capital inmueble de la Hacienda , sumi- 
nistrando de este modo a! Tesoro público, 
además de los recursos con que -aparecen 
dotados los presupuestos así ordinarios como 
extraordinarios del actual año económico, 
los medios de saldar anticipaciones ya reali- 
zadas por cuenta de los ingresos futuros de ¡ 
la desamortización. 

En su vista , y teniendo presente que su- 
primidas las Administraciones dé propieda- 
des y derechos del Estado , y refundidas en 
las de Hacienda pública, conviene para que 
no ; se resienta el servicio dar una interven- 
ción directa á los Gobernadores , y vigori- 
zar la acción de la Administración central en 
cuanto se refiere á esta importante cuestión, 
que tan poderosamente influye en el movi- 
miento de la riqueza territorial del pais v en 
el porvenir del Tesoro, S. M. se ha servido 
disponer lo siguiente: 

Quedan encargados los Gobernadores de 
las provincias: 

4.° De vigilar especialmente porque se 
enajenen con arreglo á las leyes todas las 
propiedades que hoy administra el Estado, 
debiendo remitir mensualmente á esa Direc- 
ción general nota expresiva de las fincás 


desamortizables existentes en cada provin- 
cia al empezar el mes, délas vendidas en 
igual período y 'de las existentes para el si— 

S dente. Las incautaciones de nuevas fincas 
en por efecto de la investigación, bien por 
las cesiones que se verifiquen con arreglo al 
Convenio adiciona], ó bien por otras causas, 
se figurarán en este mismo estado. Iguales 
datos facilitarán a la Dirección general res- 
pecto de los censos redimidos mensualmen- 
te en cada provincia. 

2.° De activar la realización de los atra- 
sos por rentas y censos , remitiendo men- 
sualmente un balance expresivo de la situa- 
ción de estos débitos. 

3.°. De hacer que ingrese inrnediatamen- 
■ te el importe de los plazos al contado por 
fincas adjudicadas y el de los pagarés no sa- 
tisfechos á sus vencimientos; en la inteligen- 
cia de que no se admitirá excusa para jus- 
tificar la demora en la realización de estos 
ingresos. 

Y 4.” De exigir que los expedientes de 
excepciones reclamadas por los pueblos ó 
solicitadas con arreglo á la ley se instruyan 
y terminen dentro de un plazo brevísimo. 
Cuando se pida la suspensión de una verita 
6 ia no adjudicación de un remate, se des- 
pachará el expediente con la mayor breve- 
dad posible , exigiéndose la debida respon- 
sabilidad por cualquier retraso injustificado 
que detenga la venta ó adjudicación. Al pro- 
pio tiempo, y sin perjuicio de las demás atri- 
buciones y facultades que las leyes vigentes 
conceden á esa Dirección genera) , S. M. la 
autoriza: 

Primero. Para imponer á los adminis- 
tradores de Hacienda pública y comisionados 
de ventas multas hasta un máximum de 50 
escudos cuando advierta demoras injustifica- 
das, bien en ia recaudación, é bien en la tra- 
mitación de los expedientes. Los empleados 
de las Administraciones encargados del ra- 
mo de propiedades contribuirán con el ad- 
ministrador en proporción de sus sueldos al 
pago de estas multas. 

V segundo. Para dar cuenta mensual- 
mente á este Ministerio de los resultados 
que produce la desamortización , haciendo 
mención especial de los Gobernadores y ad- 
nistradores de provincias que se distingan 
en el cumplimiento de sus deberes á fin de 
concederles las recompensas á que se hagan 
acreedores. 

Al comunicar á V. I. Jas órdenes de S. AL, 
me anima la confianza de que contribuirá 
eficazmente dentro del circulo de sus atri- 
buciones á que sean fiej y exactamente 
cumplidas. — Dios guarde á V. I. muchos 
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anos. — Madrid i 8 de agosto de 1866. — Bar- 
zanallana.» ( Gac. 20 agosto.) 

fí. O. de 20 agosto de 1866. 

Señaló el término de sesenta dias para redamar en 

la vía administrativa contra las resoluciones déla 

Junta de ventas y déla Dirección. 

(Hac.) «limo. Sr.: Siendo indispensable 
organizar el curso de los expedientes admi- 
nistrativos en beneficio de los que los pro- 
mueven y de la buena gestión de los nego- 
cios públicos: 

Considerando que para que las resolucio- 
nes causen alguna vez estado en sus respec- 
tivas esferas, y los expedientes no sean in- 
terminables es de necesidad fijar un plazo 
dentro del cual puedan ios acuerdos recla- 
marse: 

Considerando que en varios asuntos está 
concedido el plazo de sesenta dias para al- 
zarse de los acuerdos de la Junta superior 
de ventas y de esa Dirección general: 

Considerando que esta medida, para que 
dé resultados y sea mas equitativa , es con- 
veniente que sea general; y teniendo en 
cuenta, por último lo propuesto por V. 1. en 
varios expedientes y lo informado por la 
Asesoría general de este Ministerio, que cor- 
robora y da fuerza á las precedentes consi- 
deraciones, la Reina (Q. D. G.) se ha ser- 
vido mandar: 

Que todos los acuerdos que dicten la 
Junta superior de ventas y esa Dirección 
dentro del círculo de sus atribuciones, y no 
se reclamen en el plazo do sesenta dias, con- 
tados desde el siguiente al en que adminis- 
trativamente se notificó el acuerdo á los in- 
teresados, causen estado en la vía adminis- 
trativa. 

Y 2.” Que los términos que V. I. señale 
para ampliar la justificación de expedientes 
sometidos á ese Centro directivo se conside- 
ren improrogabfes ; debiéndose tener la re- 
clamación por injustificada cuando se deje 
trascurrir el plazo sin hacer justificación al- 
guna, á menos que resultase que causas 
graves é insuperables lo impidieron. — De 
Real órden etc. — Madrid 20 de agosto de 
1866. — Barzanallana. — Sr. Director general 
de propiedades y derechos dél Estado.» {Ga- 
ceta 15 setiembre.) 

Véase la circular de la Dirección de 
15 de Setiembre con prevenciones para 
e! cumplimiento de la Real órden an- 
terior. 


fí. O de 13 setiembre de 1866. 

Resolviendo que «O ünuqci&j'SB 1 s soto-stAS psra lü 
enajenación de fincas se fije la condición de qde el 
paco de los nuevos peritos ba de hacerse' por los 
compradores. ■ - ■ 

(Hac.) «Disponiéndose en R. O. de 20 
del mes último que en las fincas desamorti- 
zares en que se han verificado sin resulta- 
do las cinco subastas preveuídas por instruc- 
ción se practique una nueva tasación por 
otros peritos, y habiendo de producir esta 
operación los consiguientes gastos, cuyo 
pago es conveniente determinar quién ba de 
hacerlo, la Reina (Q. D. G.)se ha dignado 
resolver que al anunciarse las fincas que se 
encuentran en este caso, se fije la condición 
de que el pago de los nuevos peritos ha de 
hacerse por los compradores con arreglo á 
las tarifas establecidas al consignar el pri- 
mer plazo.— De Real órden etc. — Madrid 13 
de setiembre de 1886. ( CL . t. 96, p. 578.) 

Gire, de 15 setiembre de 1866. 

Prevenciones para el cumplimiento de la R. O. de 20 
de agosto sobre recursos contra las resoluciones do 
la Dirección. 

(Din. GEN, DE PROP. Y DER. CEL ESTADO.) 
«Por el Ministerio de Hacienda se ha comu- 
nicado á esta Dirección general con fecha 20 
de agosto último la Real órden siguiente: 
(Aquí se copia la Real órden ya inserta y 
después añade la Dirección lo que sigue): 
«Al comunicar á V. 1. la Real órden pre- 
cedente, la Dirección se cree en el caso de 
hacer algunas indicaciones acerca de su im- 
portancia, de la necesidad que existe de que 
V. S. Ja haga pública, y de que todos ten- 
gan muy presente cuanto en ella se dispone. 
Hasta el día sabe V. S. perfectamente que, 
en la generalidad de los casos se podían al- 
zar sin plazo determinado para ante el Go- 
bierno , Jas corporaciones y Jos particulares 
contra los acuerdos de la Junta superior de 
ventas y de esta Dirección. Esto producía un 
mal gravísimo, porque dejaba en incierto, por 
tiempo ilimitado los derechos de cuantos con 
el Estado contratan, y hasta los del Estado 
mismo. Los expedientes con semejante sis- 
tema, eran interminables; y el cálculo unas 
veces, y el descuido otras, podían contribuir 
ó que su resolución definitiva, se dilatase á 
voluntad de los reclamantes. En lo sucesivo 
desaparecerá este inconveniente. Todos tie^ 
nen expedito el derecho para reclamar ante 
el Gobierno contra los acuerdos de la Jtmta 
superior de ventas y de este Centro directi- 
vo , porque la Administración no cierra ni 
quiere cerrar la puerta á las reclamaciones; 
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por el contrario, desea que sus actos se es* porácion ó dependencia del Estado, el in- 
clarezcan y lleven siempre el sello de la mas forme debe evacuarse, y Y. S, disponer que 
extricta justicia; pero como las réclamacio- así se baga por todos los medios que lasle- 
nes de alzada se entablen sencilla y fácilmen- yes le conceden. De este modo se evitará 
te, bastando una solicitud ál Gobierno para que, como ya ha sucedido, se declare con- 
„ que el expediente se eleve á su superior re- tenciosamente la nulidad de expediente al- 
solucion, no había razón ni fundamento para guno, ó que se reponga al. estado que tenia 
dejar de señalar un término, dentro del cual cuaudb se cometió la falta. La Dirección cree 
se utilizara aquel derecho que é nadie se.| que con estas explicaciones no puede ofrecer 
niega ni dificulta. No se trata, ^ pues, de im-, : duda alguna la Real disposición que trascri- 
pedir la redamación, sino de regularizarla [ be á Y. S., y por tanto se limita d encargar- 
en beneficio de todos. La acción queda expe- ^ le nuevamente que al darla en esa provin- 
dita, si bien es de necesidad, enlabiarla den- . cia la debida publicidad, prevenga a todos 
tro del plazo de sesenta dias, pasado el cual : que tanto la preinserta Real órden como las 
causará estado el acuerdo de la Junta ó de instrucciones que contiene esta circular, han 
la Dirección. Siendo de tal trascendencia el ' de ser exacta y puntualmente cumplidas.» — 
trascurso del expresado plazo, es necesario . Lo que trascribo ¿Y., etc. {Bol. of. deCiu- 
que el requerimiento ó notificación admi- : dad-Real de 5 de octubre.) 
nislrativa se verifique pronto y se haga cons- 
tar de una manera indudable. Se necesita la R. D. de 4 enero de 1867. 

mayor exactitud en este particular para evi- Detlarando !o 

que ha de entenderse por huerto y cam- 
tar CJiie Ul ll rra sola C[llOja so produzca con- po anejo á las casas rectorales, y como tal, excep- 

tra la Administración. A este fin cuidará Ulado de la venta, uooforme al art. 6. ü del Convenio 

Y. s. muy especialmente, de que tan pronto r^cepciín ^ L ° que eSlá comprendido cn 
como se resuelva en definitiva cualquier re- 
clamación por la Junta superior de ventas (Hac.) «Exposición á S. M.- — Señora: — 
ó esta Dirección general, se dé el correspon- Desde que se publicó corno ley del Reino cn 
diente traslado á la corporación ó particular 4 de abril de 1860 el Convenio celebrado 
que la promoviera, exigiendo á la autoridad con la Santa Sede en 25 de agosto de 1859, 
local reclame del interesado el oportuno ha procurado el Gobierno de Y. M. cumplir- 
recibo de la órden, anotando en esta el día le con religiosa exactitud en cuanto las Gir- 
en que le fuese entregada debiendo firmar curtstancias lo han permitido, porque tal era 
un testigo en caso de‘ que aquel se resistiera su deber y su mas ardiente deseo, 
ó no supiera hacerlo. Así no podrán ocurrir Hay sin embargo, Señora, algunos puntos 
dudas acerca de si se dió ó no conocimiento todavía no ultimados que es necesario acia- 
de la resolución que se reclama. Por razo- rar y fijar con acuerdo y consentimiento de 
nes idénticas á las indicadas se establece en la Iglesia y del Estado, única manera de que 
el párrafo 2.° de la preinserta Real órden lo que se resuelva no suscite dudas ni pre- 
que en los términos que se concedan para venciones, y de que lleve impreso el sello de 
ampliar la justificación de los expedientes, la imparcialidad y del acierto. Es uno de los 
se consideren improrogables. La Dirección puntos el relativo á exenoion déla permuta 
los señalará con prudencia para no colocar que en favor de ciertos bienes establece el 
á nadie en una situación difícil; pero los in- art. 6.° del Convenio citado, 
teresados deben tener siempre muy en cuen- Dispone el mencionarlo artículo que que- 
ta el perjuicio que indudablemente se les den exentas de la permutación las casas des- 
seguirá si por su propia apatía no hacen tinadas á la habitación de los párrocos con 
en tiempo hábil las justificaciones que les sus huertos y campos anejos, conocidos ba- 
convenga; perjuicio que de ninguna ma- jolas denominaciones de iglesarios, mansos 
ñera podrán atribuir á los acuerdos de la y otras. Ante una prescripción tan termi- 
Administraeion. Para evitar también en es- ¿ante no podia caber duda en cuanto al prin- 
to el mas leve descuido, debe Y. S. en- cipio que el artículo consigna, por mas que 
cargar que las órdenes concediendo plazos á haya podido haberla en lo que toca á los 
los interesados , se les bagan saber con las 1 pormenores de la ejecución, 
mismas formalidades que las resoluciones A pesar de ellas, es, sin embargo un be- 
definitivas. No debe confundirse, síd embar- cho notorio que el Gobierno de Y. M. ha 
go, lo que es justificar un expediente' con lo procurado aplicar este artículo con cierto 
que es un trámite legal, y por lo tanto, esen- espíritu de equidad favorable á los párrocos, 
eial del expediente mismo. Cuando la ley Por .eso, y sin hacer aquí mérito de otras 
eii'ge que informe necesariamente una cor- medidas especiales, se dictó con carácter de 
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general la R. O. ale 14 de setiembre de 1862, 
disponiendo que pudiera darse á los párro- 
cos casa rectoral aun en aquellos puntos don- 
de no la hubiesen tenido, siempre que exis- 
tiese alguna de la iglesia sin enajenar y que 
tuviese condiciones á propósito para el ob- 
jeto. 

Desde entonces acá ha venido cumplién- 
dose esta Real órden , que sin duda alguna 
fué mas allá del Convenio en beneficio del 
clero; y el Ministro que suscribe está dis- 
puesto á seguir ejecutándola con la mejor 
voluntad. No es, pues, de esperar que res- 
pecto á las casas rectorales haya dificultades 
que vencer; antes bien, si alguna reclama- 
ción se presentase, seria de fácil v sencilla 
solución. 

Los huertos y campos anejos son los que 
en realidad han traído alguna complicación 
á este asunto, aunque por fortuna en escaso 
número de diócesis. Se lia querido por unos 
dar á la exención grande latitud ; mientras 
otros, restringiéndola con exceso, han pre- 
tendido enajenar mas de lo debido. Necesa- 
rio es huir de uno y otro extremo, y colo- 
carse en un terreno de justa consideración 
y de prudente equidad. 

Examinando el artículo sin pasión, las co- 
sas se ven claras No han pensarlo ¡as altas 
partes contratantes en exceptuar bajo el 
concepto indicado una colectividad ó conjun ■ 
to de bienes que fuese la base de una renta 
y que constituyese la dotación del párroco 
ya de antemano estipulada. Si tal hubiese 
sido el pensamiento del Convenio, todos los 
párrocos tedrian huertos é iglesarios, ó al 
menos se hubiese dictado alguna aclaración 
respecto á la dotación de los que los poseye- 
ran. Pero, pues nada de esto se ha hecho, 
es evidente que solo se ha tratado de conser- 
var ese auxilio y esa r galia á los párrocos 
que estaban en posesión de disfrutarla, sin 
ue en nada se menoscabasen por ello sus 
emás derechos.- 

Prescindiendo de la anterior considera- 
ción , hay otra claramente consignada en el 
artículo que facilita su recta inteligencia y 
aplicación. Dice su texto que se exceptúan 
de la venta las casas rectorales con sus huer- 
tos ycampos anejos ; y esta palabra demues- 
tra que para disfrutar de aquellas y de estos 
ha de haber entre ellos cierto enlace y de- 
pendencia. Esto es tan lógico, que nadie 
intenLará fundadamente resistirlo. 

Cómo ha de entenderse la palabra anejo , 
ha sido en ocasiones causa de divergencia. 
Mas cuando Y. M. fije su atención en lo que 
va expuesto, comprenderá seguramente que 
no hay motivo para discutir este punto. No 


es posible, en efecto, pretender que los huer- 
tos y campos hayan de' estar materialmente 
unidos á las casas, cuando el Convenio solo , 
dice que sean sus anejos; cuya condición se 
llena si existiendo casa rectoral se han poseí- 
do siempre como una dependencia de esta, y 
si del mismo modo que la casa sirve para la ■ 
habitación del párroco, el huerto se ha desti- 
nado siempre para su espansion y recreo. ,v; 

Aquí tiene V. M. franca y sencillamente 
explicada la cuestión de los huertos é iglesa- 
rios bajo el punto de vista práctico. No pue- 
de exigirse ni aun pretenderse siquiera que 
esos terrenos estén siempre adheridos á las 
casas, de suerte que formen juntos, una sola 
finca. Para dar semejante interpretación al 
Convenio, seria preciso no solo desconocer 
su espíritu, sino hasta el sentido material de 
sus palabras. 

En obsequio á la verdad, debe consignar- 
se aquí que el Gobierno de Y. M. no ha pen- 
sado llegar en sus apreciaciones hasta el in- 
dicado extremo. Por eso no ha resistido con- 
servar los huertos á los párrocos, aunque ha- 
yan estado separados de las casas, y lo que 
es mas, aunque no existan estas. Y cierta- 
mente hubiera sido injusto que cuando el 
Convenio ha llegado á otorgar á los párrocos 
hasta dos concesiones, se les negase una 
sola de ellas, fundándose en no ser posible 
el cumplimiento de las dos. La buena fé con 
que deben interpretarse y cumplirse Conve- 
nios de tan alta importancia rechazaría siem- 
pre una interpretación tan restrictiva y tan 
poco justa. 

No menos irregular que esta inteligencia 
seria la que condujese á hacer extensiva la 
indicada excepción á una masa de bienes, 
que mas que al uso y recreo del párroco ha- 
yan estado destinados á la renta de la iglesia 
y al sostenimiento de la parroquia. 

Partiendo de estos principios, cree el Mi- 
nistro que suscribe que no podría ya desco- 
nocerse el espíritu y la tendencia del Conve- 
nio; pero así y todo no ha tenido reparo en 
convenir que para ciertos casos se señale 
una cabida á los huertos y campos exceptúa- 
les. Esta cabida, sin embargo, no puede ser, 
aun en esos casos tan precisa y exacta que no 
consienta la modificación mas ligera. Cuando 
io que falte para completarla sea muy poco ó 
cuando resulte á su favor un pequeño so- 
brante, es necesario que por una y otra par- 
te se proceda con prudencia y abnegación 
completas, porque la segregación de un ter- 
reno insignificante, lo mismo para la exen- 
ción que para la venta podría hacer desme- 
recer una finca, y no reportar ventaja algu- 
na al Estado ni á los párrocos. 
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Se ha tenido además en cuenta que los pár- 
rocos jio van a reclamar' en esta ocasión un 
derecho personal y privado, sino á entrar en 
posesión de una regalía ó auxilio concedido 
al respetable y necesario Cargo que désem- 

Í )óñan, y que no debe por lo tanto gravarse - 
es. con el trabajo y los gastos de informacio- 
nes que en ocasiones dadas podrían ascender 
á mas de lo que valga la concesión que se 
les hace. 

Por estas consideraciones , y á fin de no 
lastimar ningún derecho y de que la des- 
amortización continúe realizándose sin in- 
convenientes, el Ministro que suscribe, de 
acuerdo con el de Gracia y Justicia y con el 
Nuncio de Su Santidad , tiene la honra de j 
someter á la aprobación de Y. M. el siguien- 
te proyecto de decreto. — Madrid 4 de enero 
de 1867. — Señora. — A L. R. P. de V. M. — 
Manuel García Barzanallana. 

REAL DECRETO. 

Tomando en consideración lo que me ha 
propuesto el Ministro de Hacienda, de acuer- 
do con el de Gracia y Justicia y el muy Re- 
verendo Nuncio de Su Santidad , 

Vengo en decretar lo siguiente.' 

Artículo l.° - Bajo el concepto de huerto 
y campo anejo á las casas rectorales, ya sea 
conocido con este nombre ó con el de igle- 
sario, manso ú otro, se considera exceptua- 
da y excluida de la venta, conforme al ar- 
tículo 6.° del Convenio otorgado con la San- 
ta Sede en 25 de agosto de 1859, la finca 
que haya venido disfrutando y poseyendo 
gratuitamente el párroco para su comodidad 
y recreo y para las necesidades de su casa, 
aunque no esté materialmente unida á esta. 

Art. 2.° Queda por lo tanto excluido de 
la excepción lo que constituya ó baya cons- 
tituido un conjunto ó colectividad de bienes 
que forme ó haya formado Ja renta del pár- 
roco, de la parroquia ó de la iglesia. 

Art. 3.° Cuando el párroco no tenga ca- 
sa, no dejará, sin embargo, de conservárse- 
le el huerto, si existe la finca que haya po- 
séalo en tal concepto con las condiciones 
marcadas en el art. i.° 

Art, 4. u No será tampoco obstáculo para 
la conservación de la finca el que por cru - 1 
zarla aigun camino ó por otra causa análoga 
aparezca dividida en mas do un trozo ta que 
se reclame , si su extensión y el importe de 
sus productos dan á conocer que se ha con- 
siderado como una regalía fiel párroco y no 
como base ó fundamento de su renta. Si so- 
bre la extensión hubiese dudas, se fijará con 
imparcial criterio, procurando que no exce- [ 
da de una y media ó dos hectáreas, tenien- 1 
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do en cuenta lás condiciones del terreno y 

las circunstancias especiales de la localidad. 

Art. 5.° Los diocesanos y los Goberna- 
dores, prévio el' reconocimiento pericial que 
crean oportuno, separarán al panto la finca 
que deba ser exceptuada, remitiendo sin de- 
mora los expedientes al Gobierno para la re- 
solución que proceda. Mientras los expedien- 
tes se instruyen y terminan, se respetarán 
las fincas á que se refieren. Los demás bie- 
nes que deban quedar fuera de la excepción 
serán comprendidos en un inventario adicio- 
nal que se formará al mismo tiempo con ar- 
reglo al art. 15 del R. D. de 21 de agosto de 
1860, para que se permuten y vendan. 

Art, 6.° Los Gobernadores, de acuerdo 
con los diocesanos obrarán con la mayor ac- 
tividad y con Ja mejor armonía para no per- 
judicar á la Iglesia 7 ni al Estado. Los expe- 
dientes, con todas, las justificaciones que 
sean necesarias para probar la naturaleza y 
origen de Ja finca y la posesión en que ha 
estado el párroco de disfrutarla gratuitamen- 
te , se instruirán de oficio sin causar á los 
párrocos gasto ni gravamen alguno. 

Art. 7.° El Gobierno dictará las disposi- 
ciones necesarias para la pronta y fácil eje- 
cución de cuanto queda dispueslo, procu- 
rando, que se resuelvan de una vez todas las 
excepciones de los pueblos de cada diócesis 
que correspondan á una misma provincia. — 
Dado en Palacio á 4 de enero de 1867. — Está 
rubricado de la Real maDO. — El Ministro de 
Hacienda, Manuel García Barzanallana.» (Ga- 
ceta 6 enero.) 

R. O. de 17 enero de 1867- 

Sobre perjuicio de capitalizar y anunciar la venia de 
los censos sigan admitiéndose redenciones hasta el 
acto de la subasta. 

(Hac.) «Enterada la Reina (Q. D. G.) de 
que en algunas provincias ocurren dudas 
acerca de si pueden admitirse redenciones de 
censos sujetos á la desamortización, una vez 
trascurridos cuatro meses desde que se pu- 
blicó la ley de 15 de junio de 1866. 

Visto él art. l.° de la ley citada, que orde- 
na puedan reclamarse Jas redenciones hasta 
el acto del remate. 

Visto el art. 6.° que dispone proceda la 
Administración á la venta de los censos tan 
luego como hayan pasado cuatro meses des- 
de que la ley fué publicada; 

Considerando que el precepto del legisla- 
dor es clarísimo, y que no puede disputarse 
á los censatarios el derecho á redimir mien- 
tras los censos no se hayan subastado : 

Y considerando además que tampoco pue- 
de desconocerse que la Administración está 
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en el deber de proceder á 
censos, puesto que ya han trascurrido los 
cuatro meses en que se ia prohibía hacerlo: 

S. M. se ha servido mandar, para que las 
dudas desaparezcan: 

1. ° Que las Administraciones de Hacien- 
da pública admitan y den curso á cuantas so- 
licitudes de redención de censos se presen- 
ten antes de haberse verificado la subasta. 

2. ° Que las mismas Administraciones 

procedan sin embargo á capitalizar y anun- 
ciar la venta de censos, cumpliendo con lo 
dispuesto en el art. 6.° de la ley de 15 de 
junio. 

Y 3.° Que Y. í. haga las prevenciones 
oportunas á los administradores, á íiu de 
que ni dificulten las redenciones que se pi- 
dan debidamente, ni dejen de preparar Jas 
ventas de censos para que puedan llevarse á 
efecto inmediatamente. — De Real orden etc. 
—Madrid 17 de enero de < 867. — Barga- 
nal lana. — Sr. Director general de propie- 
dades y derechos del Estado. (Gaceta 18 
enero). 

Circ. de 19 enero de 1867. 

Reglas para el cumplimiento del R. D. de 4 del mis- 
mo sobre exención de huertos y campos anejos á las 

casas de los párrocos. 

(Dirrc, gen. deprop. y der. del Estado). 
A continuación del R. D. de 4 de enero que 
circula la Dirección añade: 

«Y con el fin de que se cumpla con la rpa- 
yor precisión y exactitud cuanto se previene 
en el preinserto Real decreto, esta Dirección 
general ha acordado que se observen las re- 
glas siguipnt.es: 

1. a Recibida que sea esta circular en ese 
Gobierno de provincia, se publicará sin de- 
mora en el Boletín oficial de la misma, invi- 
tando á todos los párrocos de eila que se 
crean con derecho al disfrute de huerto ó 
campo anejo á sus respectivas rectorales, ya 
sea conocido con este nombre , ó con el de 
iglesario , manso ú otro, á que presenten en 
la Administración de_ Hacienda pública la 
oportuna solicitud, en el preciso término de 
Sesenta dias, á contar desde la fecha en que 
aparezca en dicho periódico. 

2. a Pasado que sea este término, se pro- 
cederá á la formación de un expediente ge- 
neral de excepción de huertos de esa provin- 
cia, con ob|eto de que, si es posible, se re- 
suelvan todas de una vez, con arreglo á lo 
prevenido en el art. 7. ü del expresado Real 
decreto . 

3. a Ese expediente se instruirá en la Ad- 
ministración de Hacienda pública, y deberá 
abrazar : todos los individuales que se estén 


tramitando en las oficinas provinciales, y np 
haya llegado el caso de ser remitidos aun.á 
este Centro directivo; todos los que hayan si- 
do devueltos á las mismas para la ampliación 
de diligencias; todos los que se remitan aho- 
ra-, con el fin de que se engloben en aquél, 
y que pendían de acuerdo de esta Dirección; 
y todas las nuevas reclamaciones que se ha- 
yan presentado con arreglo á la prevención 
primera. 

4. a Se procurará consignar en él todas 
las pruebas necesaria# á justificar ia exten- 
sión de cada una de las fincas que se trate 
de exceptuar, así como que ha venido disfru- 
tándose y poseyéndose gratuitamente por el 
párroco para su comodidad y recreo y para 
las necesidades de su casa. 

5. a Estas pruebas se aducirán de oficio, y 
consistirán: en ios datos ó antecedentes que 
puedan obtenerse de las oficinas deJ Estado 
ó de la diócesis; en ios informes que se juz- 
gue oportuno pedir á las corporaciones ó 
funcionarios dependientes de uno ú otra; y, 
en caso de necesidad, en los reconocimien- 
tos periciales que haya que hacer para lijar 
la verdadera extensión y demás circunstan- 
cias de Ja finca cuya excepción se pida. 

6. a Con objeto de eviLar la duplicidad de 
concesiones, se liará constar también con 
escrupuloso esmero, respecto de cada uno 
de los reclamantes, si en la actualidad viene 
ó no disfrutando alguna otra finca rústica en 
igual concepto al de que ahora se trata: y en 
caso afirmativo, se consignará cuál sea esta, 
su extensión, linderos, clase de cultivo á 
que se dedique, y las demás circunstancias 
que puedan conducir á formar una idea 
exacta de su verdadera importancia; así co- 
mo la orden en virtud de que haya sido ex- 
ceptuada y se posea y disfrute gratuitamente 
por el párroco. 

7. a Obtenidos esos datos, formará la Ad- 
ministración tres relaciones, en que se com- 
prenderán todos los expedientes individuales 
que constituyan el general, y que serán cla- 
sificados en esta forma: La primera abrazará 
las reclamaciones que en su concepto puedan 
acordarse favorablemente de plano por re- 
sultar con claridad, y sin género alguno de 
duda, que reúnen las condiciones legales 
para la excepción. La segunda contendrá las 
que con Ja misma seguridad puedan dene- 
garse desde luego , por . aparecer idéntica 
prueba de que carecen de esos requisitos. Y 
la tercera abarcará las que, por no existir 
una justificación directa y bastante para re- 
solverlas en sentido afirmativo ó negativo, 
deban sujetarse á mas amplia instrucción, sc- 
gregándose del expediente general, para se- 
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guir por separado cada uno de ellos en partí- . das. Para quelos que tienen necesidad desa- 
cular, con" el fin de decidir individualmente 1 tisfáfcer plazos sepan, pues, áqué atenerse, y 
y con mas teonocimiento de cansa y el caso \ para que la acción de la Administración no 
concreto á que se refieran. f ' se paralice indebidamente, este Centro- di- 

■8. a Instruido así el expediente, le pasará ¡ rectivo ha acordado las reglas siguientes: 
la Administración á ese Goüierno, el que po- 1. a , En toda solicitud que tenga por obje- 
niéndose de acuerdo con el diocesano en la : to realizar un pago en distinto punto de aquel 
forma que estime oportuno consignará en él ■ en qué está domiciliado,- se expresará el dia 
su opinión respecto de todas y cada una de ! en que vence el plazo que trata de satisfacer- 
las pretensiones deducidas; cúidando'de que \ se, el importe de este, la provincia en que 
conste también la de aquel que procurará ! debería ingresar -y la finca ó censo de que 
armonizar con la suylteu cuanto esté do su proceda. 

parte, y remitiéndolo todo á esta Dirección 2. a No se dará curso en esta Dirección á 
general para los efectos que correspondan, solicitud alguna sobre traslación de pagos, si 
Al dar á V. S. las instrucciones que pre- cuando se pide esta gracia resulta que hace 
ceden sobre la manera de instruir el expe- mas de diez dias que está el pagaré vencido, 
diente general de excepción de huertos rec- 3. a Aunque se expidan órdenes que auto- 
torales de esa provincia, juzgo innecesariode- ricen el pago en distinto punto de aquel en 
cirle cosa alguna acerca de la verdadera in- que deben hacerse, los administradores de 
teligencia, en su parte sustancial, de lasdis- Hacienda pública no levantarán ni suspende- 
posiciones contenidas en el Real decreto á rán apremio alguno por esta causa, hasta tan- 
que se refieren, que, por ser tan claras y to que les conste por presentación de la car- 
precisas, no me parece necesitan de mas ue- la de pago que este se ha realizado efectiva- 
taüadas prevenciones, y me concreto tan so- mente. 

lo á recomendar á V. S. que desplegue la Espero que V. S. dará publicidad á lo que 
mayor actividad y celo en la evacuación de se dispone para conocimiento de los intere- 
un servicio que es de tanta importancia pa- safios, debiendo encargar también á la Ad- 
ra los intereses de la Iglesia y del Estado, á ministrador) de Hacienda pública que tenga 
fin de que se cumplan con éxlrictar- justicia muy presente cuanto á dicha dependencia se 
las prevenciones que contienen.» {Boletín refiere.» ( Gac . 26 enero.) 
ofioial de Falencia núm . 91). 

ñ. O. de 25 enero de 1 867. 

Circ. de 25 enero de 1867 . ... 

Disposiciones para evitar que, acortadas que sean las 
Establaciendo reglas para conceder el pago á los com- adjudicaciones do fincas, ¡iaya retrasos en las noti- 
pradores de fincasen distinto punto de aquel en que íicaciones y pagos: quiebras y quebrados por falta de 
estén domiciliados. pago: apremios de deudores de segundos y ulteriores 

plazos. 

(Dírec. gen. de propiedades y derechos 

del Estado.) Sección de Contabilidad, — (Hac.) «He dado cuenta la Reina (que 

Circular. — «El art. 22 de la Inst. de 31 de Dios guarde) del expediente instruido en esa 
mayo de 1855 concede á esta Dirección la Dirección con el objeto de vencer algunas 
facultad acordar, á instancia de los m- dificultades que hasta ahora se han presen- 
terqsados, que puedan pagar lo que adeu- lado para el mas pronto y fácil eumplimien- 
den por plazos de bienes nacionales en la to de las leyes é instrucciones dictadas para 
Tesorería de Madrid ó en cualquiera otra llevar á efecto la desamortización, 
del Reino. Para favorecer los intereses de los En su vista, y considerando que las adju- 
ccmpradores de fincas y de los que redimen dicaciones de fincas una vez acordadas deben 
censos, y para facilitarles el cubrir las obli- ser instantáneamente hechas saber á los 
gaciones contraidas, sella venido concedien- compradores , para que, como es justo, en- 
do la indicada gracia á los que lo han solici- tren sin detención a poseer lo que adqui- 
tado, y la Dirección continuará observando rieron: 

igual conducta en lo sucesivo mientras razo- Considerando que dichas adjudicaciones, 
nes graves no aconsejen lo contrario. corno acordadas por la Administración , de- 

■ A pesar de lo expuesto, es preciso dictar ben ser por la misma notificadas á los inte- 
algunas disposiciones que regularicen las so- resados para evitar dilaciones y trámites que 
licitudes de que se lia hecho mérito, á fin de son igualmente dañosos ai Estado que d los 
que ni se cause perjuicio á los que desean compradores de buena fé: 
cumplir con oportunidad, ni pueda, bajo el Considerando que es evidentemente ne- 
pretexto de una traslación de pagos, retra- cesario impedir que el retraso eu noticiar 
sarseel cumplimiento.de obligaciones vencí- á los adquirentes las adjudicaciones dé már- 
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gen á que el retraso no pueda cobrar el pri- 
mer plazo ni disponer de fas (incas que aun- 
que subastadas no se pagan: 

Y considerando, en fin, que es de necesi- 
dad facilitar administrativamente el curso 
de asuntos de tal importancia, protegiendo 
Jos intereses de ios que de buena fé con- 
tratan garantizando los derechos de Estado, 
é impidiendo que las leyes puedan ser bajo 
ningún pretexto eludidas; 

S. M., conformándose con lo propuesto por 
V. I., y con lo informado por el Consejo de 
Estado en pleno, se ha servido adoptar las 
disposiciones siguientes: 

1. a En e! acto de las subastas y en los 
testimonios de estas se expresará el domici- 
lio de! mejor postor y el nombre y domicilio 
de los testigos que le abonaron, según lo 
dispuesto en la R. O. de 18 febrero de 1 860, 

2. a Los expedientes y testimonios de su- 
bastas arreglados á instrucción , en los que 
se hará constar cuanto en la disposición an- 
terior se previene, se remitirán por los jue- 
ces que lian entendido en las mismas al co- 
misionado en el preciso termino de cuarenta 
y ocho horas, á contar desde qne la subasta 
tuvo efecto. 

3. a Los comisionados remitirán en el 
mismo dia ó á mas tardar en el siguiente, 
los referidos testimonios á la Dirección ge- 
neral. 

4. a Acordadas las adjudicaciones de tin- 
cas ó redenciones de censos, la Dirección 
remitirá sin demora las órdenes á los res- 
pectivos Gobernadores, y estos las pasarán 
en el misino dia á las Administraciones de 
Hacienda pública. 

5. a Las Administraciones , en el preciso 
término de tres dias, harán las liquidaciones 
de cargas, pasando seguidamente los expe- 
dientes á la Comisión. 

6. a Los comisionados, en el término de 
ocho días improrogables, harán notificar ad- 
ministrativamente la adjudicación al rema- 
tante de la linca ó censo. 

7. a La notificación se hará observando 
las reglas siguientes : 

Primera. Se buscará desde luego al re- 
matante en el domicilio que qxpresó en la 
subasta, y si este resultare cierto, se deja- 
rá una cédula recogiendo otra en que firme 
él recibo. 

Segunda. Si á la primera diligencia no 
fuere bailado, la cédula se entregará á su 
mujer, hijos , criados ó dependientes , y si 
ninguno de estos se presentare, se dará al 
vecino rifas inmediato. 

Tercera. Caso de no darse razón del re- 
matante en el domicilio expresado, se bus- 


cará á cualquiera de los testigos de abono, 
con el que designaron en la subasta, y se 
les entregará la cédula con las propias for- 
malidades. 

Cuarta. Si ni el que remató ni los tes- 
tigos fuesen conocidos en el domicilio que 
fijaron , ó se manifestase que ellos y sus fa- 
milias se habían ausentado, se les citará 
desde luego por el Boletín oficial, y en 
Madrid por el Diario de Avisos, para que 
dentro de quince dias improrogables compa- 
rezcan á pagar el pri#er plazo. 

Quinta. Si el domicilio designado en la 
subasta no fuese la capital de provincia, el 
comisionado, obteniendo el auxilio del Go- 
bernador si es preciso , hará que las cédulas 
se remitan a! Alcalde respectivo para que 
entreguen una al interesado, y en su caso á 
los testigos, y devuelva la otra en el término 
de tres dias con la firma de haberse recibido 
la original. 

Sexta. Cuando algunos de los testigos de 
abono resida eD la capital, se entregará des- 
de luego la cédula á este para que la haga 
llegar al interesado. 

Séptima. En las cédulas se ha de expre- 
sar la lecha en que se entregan , y cuando 
los que las recojan no sepan ó no quieran 
firmar suscribirán la nota en que esto cons- 
te dos testigos. 

Octava. El comisionado unirá al expedién- 
tela cédula de notificación, óeifloíefmy Dia- 
rio cuando se hubiere hecho por edictos. Pa- 
sados los quince dias marcados por instruc- 
ción al comisionado hará que en la Adminis- 
tración se ponga nota de si resulta pagado 
el primer plazo : caso negativo dará cuenta 
al punto al Gobernador. 

Novena. El Gobernador, constando que 
han pasado los quince días y no se ha pagado 
el primer plazo, mandará que de^ie luego se 
anuncie la finca en quiebra y la venta se lle- 
vará á efecto sin demora. Para- suspenderla 
es indispensable que antes de la subasta 
comparezca el rematante y .acredite con la 
carta de pago haber satisfecho el primer 
plazo. : 

Décima. El Gobernador al declararla quie- 
bra oficiará al juez ante quien se celebró la 
subasta para que pueda imponer las respon- 
sabilidades á que se refieren los arts. 38 
y 30 de la ley de ti de julio de 1856. Igual 
aviso dará al promotor fiscal de Hacienda 
ara que pueda instar ó contribuir á que se 
. efectiva la responsabilidad que la ley 
impone. 

Undécima. Verificada la subasta en quie- 
bra, si el Estado saliese por ella perjudicado, 
la Administración hará inmediatamente la li- 
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quidacion de la responsabilidad civil que afecta 
al primer rematante y proceder! a exigirla 
por ü vía de apremio. Vi 

Duodécima. 'Cada tres mesas la Adminis- 
tración pasará al Gobierno una relación de las 
quiebras que se han acordado, expresando el 
nombre del quebrado, su domicilio , la finca 
que remató y la cantidad en que se subastó. 

Déciinatercia. El promotor fiscal de Haden' 
da, impetrando elauxiiiodel fiscal de S.M.en 
la Audienciaeuando s$a necesario, pedirá una 
relación á los jueces de primera instancia ó 
promotores fiscales , de los quebrados que 
lian sido multados ó reducidos á prisión, de-* 
hiendo constar en ella la multa que pagaron 
ó la prisión qué sufrieron. De estas rela- 
ciones se pasará copia á los Gobernadores, , 
los cuales publicaran en el Boletín las de j 
que se hace mérito en esta disposición y en 
la precedente,' para que los Tribunales y la 
Administración puedan buscar á los que ha- 
yan eludido la ley. 

Déciftiacuarta. Respecto á losdeudorcs por 
segundos ó posteriores plazos se observará pa- 
ra el apremio, como hasta el dia, la R. O. 3 
setiembre de 1862. Esto no obstante, en vez ; 
de los avisos de’ que habla el art. 164 de la 
instrucción , áolo se dará uno diez dias antes 
vencer ios pagarés , recordando su venci- \ 
miento al que lo hubiese firmado; y si tras- 
curridos veinte desde la fecha del aviso, ó 
diez desde que venció el pagaré no se hu- 
biese .satisfecho, dispondrá la Administración 
que se proceda por la vía de apremio á ha- 
cerle electivo. 

Décimaquinta. Las Administraciones no 
dejarán de dar los avisos, ni de conminar con 
los apremios, aunque los pagarés estén ne- 
gociados y no se hallen en poder del Tesoro. 
Al efecto reclamarán las noticias que necesi- 
ten de quien puedan suministrarlas. — De Rea! 
orden etc. — Madrid 25 de enero de 1807. — 
Barzanallana. — Sr. Director general de pro- 
piedades y derechos del Estado. (Gar.. 28 
enero.) 

R. O. de 30 marzo de 1867. 

Declarando nula Ja venta de unos prados por conte- 
ner error en el número de fumegas : aclaración del 
art. 8.° do 1 R. D. de 10 de julio de 186o- Se de- 
clara que los peritos tasadores no son agentes de la 
Administracidh. Y 

(Ha'c.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde)’ del expediente promovido por 
varios .vecinos dé Orbitas, provincia de Avi- 
la, en solicitud de que se declare nula la 
venta de unos prados denominados Carzar 
del Rio y Arroyo del Ponton, procedentes de 
los propios de dicho pueblo , por contener 
. Tomo V. 


, 24.1 

mucho mas terreno que el ofrecido en los 
anuncios de subasta, y vistos los expedien- 
tes de tasación y subasta de las fincas expre- 
sadas: 

Vistas las diligencias que para la nueva 
medición del terreno se practicaron bajo la 
presidencia del Alcalde , con asistencia del 
comprador, el perito que hizo la tasación 
para la venta y el que al efecto designó el 
Gobernador de la provincia, de las que re- 
sulta que las referidas tierras contienen 28 
obradas y 320 estadales, ó sea una diferen- 
cia en mas de lo ofrecido de 21 obra’das del 
país: 

Vistos los informes emitidos por la Aseso- 
ría general de este Ministerio y ese Centro 
directivo: 

Vistas las Rs. Ords. de 10 de abrií de 1861 
y 24 de diciembre de 1862: 

Vistos Jos Rs. Ds. de 5 de mayo de 1864 y 
10 de julio de 1865-: 

Considerando que con arreglo á los prin- 
cipios del derecho común y jurisprudencia 
constantemente seguida, se declaran nulas 
las ventas que tengan lugar con error en mas 
de la mitad del número de fanegas anun- 
ciado : 

Considerando que siendo la de que se tra- 
ta posterior á laR. O. de 10 de abril de 1861, 
no puede ofrecerse duda de si le es aplicable 
la teoría de las ventas hechas como cuerpo 
cierto: 

Considerando que aun cuando el art. 8.° 
del R. D. de 10 de julio de 1865 , establece 
que el Estado no anulará las ventas por falta 
ó perjuicios causados por los agentes de Ad- 
ministración, é independientes de Ja voluntad 
de los compradores, por tales se entienden 
únicamente aquellos, funcionarios que ejer- 
cen facultades por delegación directa del po- 
der ejecutivo , y los peritos tasadores en las 
ventas de bienes nacionales , ya sean nom- 
brados por la Administración, ya por los com- 
pradores, nunca podrán adquirir otro carác- 
ter que el de testigos, puesto que el servicio 
que en tal concepto prestan lo ejercen con 
facultades propias é independientes de todo 
acto administrativo : 

Considerando que esta doctrina se encuen- 
tra establecida en el R. ü. de 5 de marzo de 
•1864; 

S. M., conformándose con el dictamen del 
Consejo de Estado en pleno , se ha servido 
declarar nula la venta de ios prados denomi- 
nados Carzar del Rio y Arroyo del Ponton, 
siendo responsables los peritos que practica- 
ron la, primera tasación de los daños y per- 
juicios á que hubieren dado Jugar, sin per- 
juicio de pasar el tanto de culpa á los Tnbu- 

46 
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unios por si hubiere lugar á exigirles respon- 
sabilidad criminal; y que se tenga entendido 
para lo sucesivo, que á los peritos tasadores 
no se fes puede considerar como agentes de 
la Administración por los actos de medición 
y declaraciones periciales que al efecto die- 
ren. — De Real orden, etc.— Madrid 30 de 
marzo de 1807. — Barzauallana. — Sr. Direc- 
tor general de propiedades y derechos de. 
Estado. (CL. 1. 77, p. 630.) ' 

(i. 0. do 10 setiembre de 1867. 

Dictando ríalas claras y decisivas, sobre !a condona- 
ción de réditos atrasados de censos se, «un las épocas 

en ([ tío héiyu solicitado la tc done ion. 

(Mac.) tí He dado cuenta á ia Reina que 
Dios guarde) del expediente instruido en osa 
Dirección general á consecuencia de la con - 
salta promovida por la Administración de 
Hacienda pública de la provincia de Yalla- 
dolid con motivo de iludas ocurridas sobre 
la inteligencia que deberá darse al art. 5." 
de la ley de .15 de junio de 1866, relativo á 
la condonación de los réditos atrasados de 
censos cuya redención se baya solicitado y 
solicite en lo sucesivo; y siendo conveniente 
dictar reglas y clases decisivas sobre el asun- 
to para evitar nuevas consultas: 

Vista la que dá origen á esta resolución, 
presentando varias cuestiones acerca de los 
réditos de censos desainortizables que tienen 
derecho los censatarios á que se les con- 
donen: 

Visto el art. -II de la ley de l.° de mayo 
de -1855, que concede el perdón de los atra- 
sos que adeuden los censatarios, ya proce- 
dan de no haberse reclamado en los últimos 
cinco anos, ya de ser los censos desconoci- 
dos ó dudosos, ó de otra causa, con tal que 
aquellos se condesen deudores de los capita- 
les ó sus réditos : 

Visto el art. ’7.° de la ley do 27 de febrero 
de 1850, que declara del. mismo mudo con- 
donablés ios réditos de censos y demás gra- 
vámenes de que se. adeudaran mas de tres 
anualidades, contadas hasta l. ü de mayo de 
1655, siempre que los responsables de. cen- 
sos conocidos se impusieran la. obligación cié 
redimir, y los desconocidos y dudosos la de 
redimir ó reconocer el capital y la de pagar 
los réditos sucesivos, declarando que se con- 
sideraban dudosos aquellos de que no se liu- 
bierau pagado ni reclamado réditos en los 
cinco años anteriores al 1 .“ de mayo de 1855: 

Visto el art. 3.° de la ley de'iSde junio 
de' 1866, que dispone se .perdonen ios atra- 
sos que hasta su protnulgacion adeuden al 
Estado los censatarios qüe se condesen deu- 


dores de capitales ó réditos desconocidos ó 
dudosos, entendiéndose por tales los que 
basta ja misma fecha no hayan sido recla- 
mados: ' ;, \ 

Considerando que , con arreglo á las dis- 
posiciones citadas, deben, según las fechas, 
resolverse todas las cuestiones sobre pago de 
réditos, sin dar á ninguna de ellas fuerza re- 
troactiva, por ser esto improcedente é in- 
justo; que según las leyes de 1855 y 1856, 
los que pidiéronla redención de censoá den- 
tro de los plazos en ellas marcados, ó decla- 
raron la existencia do algunos que no eran 
conocidos, adquirieron el derecho en sus 
respectivos casos á que se les condonasen 
los réditos devengados hasta l.° de mayo 
de 1855 si debían mas de tres anualidades 
sin que se les hubiese hecho reclamación 
judicial ni gubernativa en los cinco años an- 
teriores á dicha fecha: que la ley de 15 de 
junio de 1866 , al conceder el perdón de los 
atrasos de réditos hasta su promulgación á 
los que se confiesen deudores de capitales 
ó réditos de censos desconocidos ó dudosos, 
teniéndose por tales los no reclamados basta 
la misma locha, legislaba para el porvenir; 
pero no podía menos de respetar los dere- 
chos y obligaciones que á la sombra de las 
otras leyes se habiau creado: que, finalmen- 
te, los que no utilizaron los plazos y benefi- 
cios que les otorgaron las leyes de 1855 y 
1856, tienen aun, porta de 15 de junio, me- 
dios expeditos para librarse del pago ele ré- 
dito? atrasados, y de la responsabilidad que 
podrá resultarles una vez reclamado ó ae- 
mmeiado el censo; S. M., conformándose en 
lo esencial con el dictamen emitido por las 
Secciones de Hacienda y Estado, y Gracia y 
Justicia del Consejo de Estado, y con lo pro- 
puesto por ese Centro directivo, se ha servi- 
do disponer: 

1. ° Que las solicitudes de los qué han 
acudido ó acudan pidiendo redenciones de 

, cerisos se resuelvan en cuanto á la condona- 
ción do réditos por lo dispuesto en los ar- 
tículos 11 y 7. ü de las leyes de l.° de mayo 
de. 1855 y 27 de febrero ale 1856 si son ante- 
riores al dia en que se publicó la de 15 de 
junio de 1866, y por esta si fuesen poste- 
riores. 

2, ° Que en su consecuencia los censata- 
rios , que pidieron la redención en el plazo 
marcado por las' leyes de l. 0 de mayo de 
1855 y 27 de febrero de 1866 , que adeuda- 
ban réditos., adquirieroh el- derecho de que 
se Íes condonaran los .devengados hasta el 
indicado dia ,4.° de fnayio de 1855 en los ca- 
sos que los* citados artículos expresan, de- 
biendo pagar los 1 vencidos desde estaj’echa 
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hasta el día anterior al en que se verifique 
la redención. 

3. ° Que la condonación de réditos para 
Jas redenciones solicitadas ó declaraciones 
de censos hechas con posterioridad á la ley 
de 15 de junio de 1866 se extienda á las pen- 
siones devengadas hasta el dia 17 de junio 
del mismo año en que fué publicada y pro- 
mulgada. 

4. ° Que se juzguen censos desconocidos 
ó dudosos, para los efectos de condonar los 
réditos á que se contrae el anterior artículo, 
aquellos de que no se hubiese reclamado un 
solo pago con anterioridad á la fecha en que 
se solicité la redención ó hizo la declaración 
sin atender á ninguna otra circunstancia. 

o.° y último. Que los censos á que van 
anejas cargas espirituales se rijan por las 
mismas disposiciones que los demas des- 
amortizahles , si están en posibilidad legal de 
ser enajenados é redimidos por la Adminis- 
tración.— De Real orden etc.— Madrid 10 de 
setiembre de i 887. — Bamnallana. ( Gac . 13 
noviembre.) 

R. O. de l.° octubre de 1867. 

Disposiciones para facilitar y llevar á efecto la 
redención de reusos. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) de la consulta elevada por V. í. 
á este Ministerio proponiendo que se dicten 
varias disposiciones para facilitar y llevar á 
efecto la redención de censos. Enterada Su 
Majestad : 

Vista la ley de l.° de mayo de 1855; el ar- 
tículo 240 de la Fnst. de 31 de dicho mes y 
año; el R. D. de 14 de octubre de 1856 y 
!a ley de 1 1 de marzo de 1859 : 

Vistos Jos dictámenes emitidos por las Sec- 
ciones de Hacienda y Gracia y Justicia del 
Consejo de Estado en dos expedientes pro- 
movidos por D. Manuel María Soria y por el 
administrador de propiedades y derechos del 
Estado de la provincia de Castellón sobre los 
tipos á que deben verificarse las redenciones 
pedidas en determinadas épocas : 

Resultando que son muchas las concedi- 
das sin que los censatarios se cuiden de sol- 
ventar su importe : 

Considerando que si bien es voluntario el 
acto de pedir la redención , existe un con- 
trato bilateral entre Ja Hacienda pública y el 
interesado desde el momento en que aquella 
se concede , teniendo ambos contrayentes 
acción expedita y legal para pedir y hacer 
que se cumpla lo ofrecido : 

Considerando que en el citado artículo de 
hlnst. de 31 de mayo de 1855, al fijare! tér- 


mino de quince dias para verificar el pago 
de la capitalización ó del primer plazo, nada 
se establece que dé pretesto para suponer 
que la Administración no tiene medios para 
hacer cumplir lo que'se la ofreció y aceptó: 

Considerando que la instancia en que for- 
malmente se pide la redención de un censo 
es de igual fuerza que la oferta que hace el 
comprador en la subasta de una finca des- 
amortizare, y que la órden para redimir es 
idéntica á la adjudicación que se acuerda 
después del remate: 

Considerando que si no existiera el de- 
recho de obligar al censatario á llevar á 
efecto la redención solicitada, los expedien- 
tes de esta clase no serian mas qué un entre- 
tenimiento estéril para la Administración. 

Considerando por otra parte que los in- 
teresados que hayan pedido las redencio- 
nes en tiempo hábil y;í la sombra de dis- 
posiciones que las concedían á tipos mas 
beneficiosos que en época posterior, deben 
ser alendidos por la ley que entonces regia 
sin que les perjudique el retraso ó descuido 
con que la Administración pudiera mirar 
ó cursar sus instancias, puesto que tal des- 
cuido no puede ser á los rediment.es im- 
putable: 

Considerando que esta doctrina está re- 
conocida como conveniente y justa por las 
expresadas Secciones de Hacienda y Gracia 
y Justicia del Consejo de Estado y por la 
Asesoría general de este Ministerio: 

Considerando, por último, que es de es- 
tricta justicia interpretar las disposiciones 
vigentes sobre este punto de una manera 
equitativa y prudente para no defraudar ni 
los derechos ni las esperanzas legítimamente 
adquiridas y para responder así al pensa- 
miento desamorlizador que tiende á anular 
las cargas dejando libre la propiedad; la 
Reina (Q. D. G.), conformándose con lo pro- 
puesto por Y. i., se ha servido dictar Jas 
disposiciones siguientes: 

1 a Las redenciones de censos una vez 

solicitadas y concedidas por Ja Administra- 
ción en forma legal son obligatorias y res- 
petables para el Estado y para los que las 
obtuvieron. * 

2 a Desde el dia en que Ja aprobación 
de la redención se haga saber ai censata- 
rio y este satisfaga su importe ó el del pri- 
mer plazo, concluye la obligación de abonar 
los réditos del censo, que no podrán ni 
deberán reclamarse. 

3. a La aprobación de Jas redenciones 
de censos se hará saber á los censatarios, 
según dispone el art. 240 de la instrucción 
4e l.° de mayo de j 855, en la forma es- 
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tabléenla para las adjudicaciones de fincas 
por R. O. de 25 de enero último. 

4. a Los redimentes deberán concurrir á 
pagar el importe total de la redención ó del 
primer plazo, si así la hubiesen obtenido, 
dentro de los quince dias marcados en el ci- 
tado art. 240 de la Instrucción de 31 de ma- 
yo de 1855. 

5. a En el caso de no concurrir á hacer 
el pago en dicho plazo, la Administración 
hará saber ai deudor que lo realice en el 
término de diez días, sin que pueda apre- 
miarle hasta que este término trascurra. 

6. a Los apremios se ajustarán á las re- 
las marcadas en la R. 0. de 3 de setiembre 
e 1862, procediendo en último caso, si 

no hubiere otros bienes , contra la finca 
conocida, iiasta realizar lo que por la re- 
dención se adeude. 

7. a Las redenciones pretendidas antes 
de publicarse el R. D. de 14 de octubre de 
1856 que suspendió la desamortización, se- 
rán concedidas á Jos tipos marcados en ia 
ley de l.° de mayo de 1855, siempre que 
las solicitudes consten en las relaciones re- 
mitidas ai Ministerio de Hacienda. También 
se otorgarán con tales ventajas aunque no 
consten en dichas relaciones, si consultados 
los libros de registro de las oficinas provin- 
ciales aparece indudablemente que las peti- 
ciones se hicieron con anterioridad á la pu- 
blicación del expresado Real decreto. 

8. a Para acreditar la presentación en 
tiempo hábil se ha de certificar por la Ad- 
ministración de Hacienda pública en la mis- 
ma solicitud, y con vista de los registros y 
asientos, cuanto aparezca respecto al dia en 
que se presentó la instancia. 

9. a Las redenciones pedidas después de 
publicado el R. I). de 14 de octubre de 1856 
se ajustarán á los tipos marcados por la ley 
de 4 1 de marzo de 1859 y demás disposicio- 
nes vigentes. — De Real orden etc. — 'Madrid 
1 ,° de octubre de 1867. — Rarzanallana. — Se- 
ñor director general de propiedades y dere- 
chos del Estado. (Gao. 16 octubre.) 

R. O. de 23 diciembre de 1867. 

Disponiendo que se exceptúen de la fianza provenida 

para las fincas con arbolado las plantadas do olivos 

y frutales. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del expediente instruido en 
esa Dirección general, á propuesta de la Ad- 
ministración de Hacienda pública de Sevi- 
lla y del comisionado principal de venias de 
ia provincia de Córdoba , sobre si debe exi- 
girse fianza ú los rematantes de fincas que 
contengan olivos ú otros árboles frutales 


y á los compradores de la dehesa de la 
Jara, auuque se halla poblada de encina y 
chaparro; y 

Considerando que tanto el olivo como los 
demás árboles frutales tienen un cultivo es- 
pecial agrario que es causa de que su utilidad 
principal y casi exclusiva consista en su fru- 
to, y por consiguiente en su mejor y mas du- 
f radera conservación: 

Considerando que la encina, por el con- 
■ trario, es una de las especies arbóreas del 
dominio exclusivo de la selvicultura, y que 
el producto mas importante que rindo es el 
de su lena: 

Considerando que los fundamentos en que 
el comisionado principal de ventas de la pro- 
vincia de Córdoba apoya su propuesta para 
que se exima de fianza á los compradores de 
la mencionada dehesa no tienen fuerza algu- 
na, y que semejante medida puede ser muy 
perjudicial á los intereses del Estado, S. M., 
conformándose con lo propuesto por V. I., y 
por la Sección de Hacienda del Consejo de 
Estado, se ha servido resolver: 

1. " Que se exceptúen de la fianza los oli- 
vos y demás árboles frutales, consignándose 
siempre en los anuncios que los compradores 
se comprometen á no descuajarlos ni cortar- 
los de una manera inconveniente, mientras 
no tengan pagados todos los plazos. 

2. ° ^Que las Administraciones de Hacien- 
da pública tengan el derecho de ordenar y 
hacer llevar á efecto la suspensión de todo 
descuaje ó corta inconveniente que se de- 

' nunciase, mientras no esté pagada en totali- 
dad la finca. 

Y 3.° Que es improcedente la exención 
de fianza á los compradores de la dehesa ti- 
tulada de la Jara. — De Real órden etc.— Ma- 
drid 23 de diciembre de 1867. — Barzanalla- 
na. — Sr. Director general de propiedades y 
derechos del Estado.» ( Gac . 12 enero.) 

Ley de presupuestos de 29 Mayo de 1868. 

«Art. 12. Se autoriza al Gobierno para 
que proceda desde luego á la venta de los 
montes del Estado exceptuados de Ja des- 
amortización, reservando solamente los que 
tengan reconocida importancia por declara- 
ción facultativa del Ministerio de Fomento, de 
acuerdo con los de Hacienda y Marina. La 
venta de estos bienes se verificará con las 
mismas formalidades que establece la ley é 
instrucciones para ia desamortización, con la 
sola diferencia de que el preció del remate se 
realizará en cinco plazos iguales : el pri- 
mero al contado , y los demás en cada 
imo’jjle Jos cuatro años sucesivos, abonán- 
dose ei interés máximo de 6 por 100 al año 
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á los compradores que anticipen uno ó mas 
plazos.» 

R O. de 3 enero de 1868 (1). 

Cesiones. 

Dispone sobre la validez de las cesiones 
hechas hasta esta fecha, y reforma para lo 
sucesivo el párrafo 7.° del 'art. 103 de la ins- 
trucción de 31 de mayo de 1855, en el sen- 
tido de que los jueces admitirán las cesiones 
que hicieren los rematantes dentro de los 
diez dias siguientes al pagó del importe del 
primer plazo en la forma que se dice. Yéase 
en el Apéndice í.°, pág. 8. 

R. O. de 14 enero de 1868. 

Resuelve que cuando hayan sido vendidos 
como libres bienes desamortizados sobre los 
cuales gravitasen censos, se lleve á efecto su 
extinción abonando al acreedor en títulos de 
la Deuda consolidada la cantidad necesaria á 
producir una renta equivalente al 3 por 100 
del capital , siempre que presten su asenti- 
miento los interesados. Yéase en el Apéndi- 
ce i.°, pág. 77. 

R. 0. de 7 marzo de 1868. 

Dispone que una vez anunciada la subasta 
de cualquiera finca, no se admita reclamación 
alguna dirigida á que se divida en suertes, y 
que la Juota apruebe las divisiones, aunque 
el valor de las fincas no ¡legue á 2.000 escu- 
dos, si las considera beneficiosas. Yéase en 
el Apéndice í.°, pág. 116. 

R. O. de 7 marzo de 1868. 

Resuelve que no pueden considerarse las 
informaciones testificales como uno de los 
documentos justificativos á <$Lie se refiere la 
R. 0. de 18 de setiembre de 1856, y que de- 
ben desestimarse todas las solicitudes cuyos 
documentos se hubieren presentado fuera del 
plazo señalado en ella. Yéase en el Apéndi- 
ce l.°, pág. 16 1 . 

R. O. de 10 marzo de 1868. 

Se establecen reglas para sacar á subasta 
las fincas desamortizadas, reformando lo es- 
tablecido en los arts. 183 y 185 de la ins- 
Iruccion de 31 de mayo de 1855, y se dis- 
pone que se fijen tres tipos y cuando tengan 
arbolado cuatro. Yéase en el Apéndice i.°. 
pág. 163. 


(1) Aunque comprendidas textualmente 
esta y las siguientes disposiciones en el Apén- 
dice l.° no podemos prescindir de indicar en 
resúmen las que.ya nos son conocidas. 


í?. O. de 5 -abril de 1868. 

Es sobre abono de los derechos devenga- 
dos por los peritos en las tasaciones de bie- 
nes nacionales con anterioridad al R. D. de 
26 de junio de 18-14. Véase en el Apén- 
dice l.% pág. 166. 

R. O. de 30 abril de 1868. 

Es sobre investigación y denuncias de- bie- 
nes eclesiásticos:' prevenciones para la inte- 
ligencia y aplicación de la R. O. de 5 de ju- 
nio de 1859. Véase en el Apéndice l.°, pá- 
gina 31 1 . 

R, D. de 23 agosto de 1868. 

Por este Real decreto se dispone que las 
subastas ordinarias de las fincas desamor- 
tizares sean cuatro en la forma que se dice, 
y con arreglo á los trámites que se estable- 
cen. Yéase en el Apéndice d,° 

R. D. de 23 agosto de 1868. 

Se deroga por este decreto el art. 1 ,° del 
de 10 de julio de 1865 y se fija un nuevo 
término para solicitar los Ayuntamientos la 
concesión de dehesas boyales ó terrenos de 
aprovechamiento común en la forma que se 
dice. Yéase en el Apéndice l.° 

R, O. de 13 agosto de 1868. 

Se aclara el art. 9 de la ley de 15 de. junio 
de 1866 sobre el reconocimiento y resolución 
de Jas demandas de tanteo de fincas enajena- 
das por el Estado; se dispone que corres- 
ponde exclusivamente á los Tribunales e! co- 
nocimiento y resolución de las demandas de 
tanteo que se establecen, con arreglo al ar- 
ticulo !).°-de la ley de 15 de junio de 1866, 
sin que sea necesaria su decisión previa en 
la vía gubernativa y sin que se entorpezca el 
curso del expediente do subasta. Yéase en el 
Apéndice 1.° 

R, O. de 30 enero de 1865, circulada' en 33 
por la Dirección. 

Sol] rí 1 - venia do los bienes eclesiásticos de la diócesis 

de Valladolid; plazo para la redención de censos. 

(Rao.) El limo. Sr. Director general de 
propiedades y derechos del Estado en 1 de 
enero último me dice lo siguiente: 

Por el Ministerio de Hacienda se ha comu- 
nicado á esta Dirección general con fecha de 
ayer la Real órden siguiente: 

«limo. Sr.: Enterada la Reina (Q- G.) 

de lo expuesto á este Ministerio por esa Di- 
rección general en consulta de esta misma 
fecha, acerca de la enajenación que dehe 
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llevarse á cabo de los bienes eclesiásticos 
pertenecientes á la diócesis de^ Yallaaolid, 
conforme á lo resuelto por el párrafo tO de 
la R. O. de 25 de setiembre de 1 86 1 y con 
presencia de la forma í cesión que de Jos ex- 
presados bienes ha hecho al Estarlo el muy 
reverendo Arzobispo de la misma diócesis, 
en consecuencia á lo pactado por el art. '7,° 
del último Convenio celebrado con la Santa 
Sede, S. M. se ha servido disponer que se 
proceda desde luego á la, venta de la lincas, 
objeto de la permutación , y <i la redención 
de los censos (fue se encuentran en igual 
caso, correspondientes al clero y á las mon- 
jas de la mencionada diócesis, -expidiéndose al 
efecto por esa Dirección las órdenes oportu- 
nas ¡i los Gobernadores de las provincias de 
Avila, Comba, León, Madrid, Falencia, Sa- 
lamanca, Segó vía, Soria, Toledo, ValJadolid 
v Zamora, donde radican los expresados 
bienes, de los cuales quedan exceptuados de 
la permutación los que determina el art. 6.° 
dd Convenio mencionado, comprendiéndose 
entre ellos las casas destinadas para habita- 
ción de los párrocos con sus huertos ó cam- 
pos anejos, y ¡as que con tal objeto asigne 
el M lid o. Prelado en virtud de lo resuelto 
por R. O. de Lí de setiembre de 1862, los 
bienes de cofradías hasta tanto que se re- 
suelva si las inscripciones equivalentes han 
de emitirse á favor de cada una de ellas ó en 
junto; la casa núm. 3 de la calle de los Tem- 
plarios en Valladoüd, destinada á cárcel ecle- 
siástica; y por último, la casa núm. 6 do la 
calle de la Parra de dicha ciudad que el Muy 
Rdo. Diocesano lia exceptuado con arreglo 
al párrafo 3.° del art. 6." de dicho Convenio, 
debiendo imputarse el importe de la renta 
de la misma linca en la dotación del clero de 
la diócesis. — De Real orden etc » 

Lo que traslado á A'. S. á fin de que i/e 
sirva disponer que desde luego se adopten 
por la Comisión de ventas de esa provincia 
las disposiciones necesarias para llevar á 
efecto cuanto antes sea posible la enajena- 
ción de los bienes comprendidos en los in- 
ventarios de permutación pertenecientes ai 
clero y monjas de la diócesis de Yalladolid; 
sirviéndose Y. S. disponer también que se 
publique en ei Boletín oficial la preinserta 
Rea! orden, á fin de que desde el día de la 
publicación empiecen a transcurrir Jos ocho 
meses que para la redención de los censos 
se señalan en la Je y de 1 í de marzo de 
1859, con arreglo á la cual deberán redimir- 
se y enajenarse los mismos, según lo preve- 
nido en ia de 7 de abril de 1$GL [Bol. of. de 
Leen de 15 de febrero.) 


Jurisprudencia. 

Hé aquí los puntos mas importantes 
decididos por !a jurisprudencia de) Con- 
sejo de Estado en decisiones de compe- 
tencias y en cuestiones contencioso-ad- 
ministrativos Van clasificados en cinco 
grupos ó secciones. 

En primer lugar se encuentran los pun- 
tos resueltos sobre incidencias de las 
ventas en general, y sobre varios moti- 
vos de nulidad. Números í al XXII. 

En segundo lugar los que se refieren 
á validez ó nulidad de las enajenaciones 
por error sustancial, ó accidental, desig- 
nación de mas ó menos terreno de lo 
que realmente aparezca vendido dentro 
de linderos determinados ó sin ellos, se- 
gún que sean anteriores al 10 de abril 
de 186! ó posteriores á este día. Núme- 
ros XXIII al XXVI. 

En tercero, los que versan especial- 
mente sobre censos y reconocimiento del 
dominio útil en los arrendamientos ante- 
riores á 1800. Números XX Vil al XEVI. 

En cuarto, los que deciden cuestiones 
sobre si ciertas fundaciones benéficas 
de patronato activo ó pasivo se hallan ó 
no comprendidas en las leyes desamorti- 
zadoras. Números XLVil al LUI. 

Y en quinto y último ios muy impor- 
tantes sobre expedientes de calificación 
y excepción de terrenos de aprovecha- 
miento común y dehesas boyales. Nú- 
meros LíV aj^ LXVÍII. Veamos. 

PUNTOS RESUELTOS SOBRE INCIDENCIAS DE 
VENTAS EN GENERAL. , 

Sentencia de 24 diciembre de 1862. 

I. Según las disposiciones de los pár- 
rafos 1 .° y 8.°, art. 96 de la instrucción 
de 31 de mayo de 1835 , corresponde á 
la Junta superior de ventas la resolución 
de ¿odas' las reclamaciones é incidencias 
de ventas de fincas. Consiguientemente 
no puede ser interpuesta ' demanda de 
nulidad de una venta, sin acreditar ha- 
ber acudido previamente á la via guber- 
nativa ante dicha Junta, y sido negada 
la pretensión ; en cuyo caso , deberá re- 
currirse ante el tribunal que sea compe- 
tente, según la naturaleza de la résolu- 
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cion gubernativa que recañyü.-^f Ayun- 
tamiento de Hinojos acudió al Goberna- 
dor de la provincia de ilue.lv a , expo - 
niendo, que segun t tenia entendido, iba 
’á ser puesto D. Antonio Atenas en po- 
sesion de unos terrenos de propios que 
había comprado, y que antes que esto 
tuviera efecto pedia que se trojera el ex- 
pediente de subasta y siguiera sus trá- 
mites, á fin d'e que apareciese la nulidad 
de la venta que desde luego reclamaba: 
l.° porque dichos terrenos eran de a pro-; 
vechamiento común entre los vecinos dé 
Hinojos; y 2.° porque estaban poblados 
■ de arbolado y monte bajo, lo cual exigía 
que para su ventase instruyela el opor- 
tuno expediente de clasificación. Ei Go- 
bernador denegó la instancia del Ayun- 
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respanda , entablando después la demanda 
ante el Tribunal que sea competente, según 
la naturaleza de la resolución gubernativa 
que, recaiga.», , 

En 'el articulo Demandas contiia eu 
Estado dejamos inserto, no solo el Real 
decreto de 20 de setiembre de 1851 que 
regularizó la vía gubernativa en estos 
asuntos en general, sino también lá Real 
orden de 1 1 de abril de 1860, muy es- 
pecial para el caso en cuestión. 

Sentencia de 17 de abril de 1863. 


II. Nulidad de subasta por no haber- 
se fijado como tipo la cantidad mayor 
entre la tasa y la capitalización. — Re- 
matada á favor de I). Joaquin Marraci la 
dehesa titulada Carnicera, procedente 


{amiento dejando á salvo su -derecho f de los propios de Morata de Tajona, fue 
para, que acudiese á la Dirección gene- 
ra! del ramo, ó ¿ los Tribunales compe- 
tentes, con arreglo al art. 17.3 de ia ins- 
trucción de 31 de mayo citada. Propuso 
entonces demanda el Ayuntamiento ante 
el Consejo provincial , la que contrarió 
el comprador pidiendo que, se desesti- 
mase; y después de varios trámites, ci- 
tada de eviccion y saneamiento la Ha- 
cienda pública, y oido el promotor fiscal ' 


de ja misma, se dictó auto mandando 
que quedasen paralizadas las actuacio- 
nes, hasta que por la parte demandada 
se hubiese apurado la vía gubernativa f 
denegádose en ella sus redamaciones. 
La parte demandada apeló, y el Consejo 
de Estado, con vista de la instrucción 
de 31 de mayo 1855, y especialmente 
en los párrafos l.° y 8 o dei art. 1)6, dic- 
tó su fallo en íjstos términos: , 

«Considerando que segun las disposicio- 
nes antes citadas no )m podido ser admitida 
la demanda, porque e) Ayuntamiento no 


puesto en posesión de la misma en l.° de 
setiembre de 1859; pero noticioso el 
mismo rematante de que el Ayuntamien- 
to pretendía tener ciertas servidumbres 
sobre la dehesa subastada , recurrió á la 
Dirección del ramo en solicitud de que 
se resolviera si !o que compró era lo 
anunciado en el Boletín ó si tenia que 
respetar dichas servidumbres. Instruido 
con este motivo expediente , pidió la Di- 
rección informe al Gobernador, quien lo 
evacuó llamando la atención sobre varios 
vicios y defectos de la subasta que son los 
que se expresan en los considerandos; 
añadiendo además que en la certifica- 
ción expedida por el perito tasador se de- 
cía que la dehesa se hallaba cerrada y 
con algunos manantiales de aguas dulces 
que en ocasiones servían para abastecer 
á todo el vecindario, expresando al final 
déla misma, dicha servidumbre, así co- 
mo la del tránsito de Castillejo á Va kl te- 
la higuera con otros aprovechamientos de 


acreditó haber acudido á la vía gubernati- 1 que. no se hizo mención en el anuncio 
va donde procedia, y «ídolo, negada su pre- ■ por lo que, concluyó manifestando que 


tensión: 

«Considerando,, en consecuencia,: que lo 
actuado carece de base legal y no pue^e que- 
dar subsistente, • • 

«Conformándome etc. , vengo en dejar sin 
efecto lo actuado ante el Consejo provincial 
de Huelva, y en declarar que si.'el Ayunta- 
miento de Hinojos insiste en su replantados, 
debe acudir á la vía gubernativa dóñHe cor- 


siendo por su naturaleza inalienables 
las servidumbres de tránsitos y aprove- 
chamiento de aguas, prevenía en áque- 
II a propia fecha á D. Joaquín Marraci 
que ínterin se declaraba lo procedente 
sobre validez de la venta y existencia de 
dichas Servidumbres, ' se abstuviera de 
interrumpir ó embarazar su disfrute. 
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La Junta de ventas con presencia de 
los dictámenes de la Dirección y de la 
Asesoría general del Ministerio de Ha- 
cienda, declaró la nulidad de la subasta 
en atuerdo de 14 de mayo de 1860, con- 
tra el cual reclamó el interesarlo al Mi- 
nisterio, y recayó Real orden confirmán- 
dole en 21 de abril de 1861 . 

Propuso entonces demanda contencio- 
sa ante eí Consejo de Estado, y seguida 
potsus trámites, ha sido fallada, con vis- 
ta de la Inst. de 31 de mayo de 1855, en 
los términos siguientes: 

«Considerando que está terminantemente 
mandado que en las subastas de bienes na- 
cionales sirva (le tipo para la fijación del pre- 
cio la cantidad mayor que resulte entre la 
tasa y la capitalización, y que por lo misino 
la infracción de tal precepto afecta esencial- 
mente Ja validez del contrato porque no pue- 
de el Estado prestar su consentimiento para 
la venta aceptando un precio que se ha lija- 
do por error ó por cualquiera otra causa en 
contravención a las disposiciones legales: 

«Considerando que la subasta de la dehe- 
sa la Carnicera se anunció fijando como tipo 
para la venta la cantidad de la capitalización, 
que fué la de 94.500 rs., cuando debió lijar- 
se la de 122.000, que era realmente la de la 
tasa, aunque por equivocación ó por cual- 
quiera otro motivo se dijese en los anuncios 
que había sido de 12.200, y que. por esta ra- 
zón se sacaba á subasta por el tipo de capi- 
talización: 

«Considerando que no resulta que el com- 
prador tuviese parte en el hecho que motivó 
la alteración del tipo, y por ello, no solo de- 
ben serle devueltas las cantidades que tenga 
entregadas por cuenta del precio, sino que 
hizo suyos legalmente los frutos y tiene de- 
recho al abono de las mejoras ejecutadas en 
la finca como poseedor de buena fé y el im- 
porte de los perjuicios; 

«Considerando , en vista de todo , que la 
Junta de ventas so ajustó á Ja disposiciones 
legales declarando la nulidad de la dehesa la 
Carnicera, y que obró dentro del círculo de 
sus atribuciones, porque en estos casos, por 
disposición de la ley, tiene la Administración 
el doble carácter de contratante y de autori- 
dad que resuelve gubernativamente, con su- 
jeción al juicio contencioso, las cuestiones á 
que dan lugar los subastas y remates. 

Conformándome etc. , vengo en confirmar 
la R. O. de 20 de abril de i 864 que aprobó el 
acuerdo de ía Junta de ventas de 1 4 de mayo 
de 1860, declarando: además que D. Joaquín 


Marrad hizo legalment.e suyos los frutos de 
la dehesa, y deben tamhien serle abonadas 
las mejoras ejecutadas en ella y el importe de " 
los perjuicios.» ( Gac . 29 mayo.) 

Decisión de 1,° julio de 1863. 

III. Las incidencias sobre ventas de 
fincas son de la competencia de la Junta 
superior de ventas . — Competencia entre 
el Gobernador de Castellón y el juez de 
Albocaeer. — D. Francisco Nos, dueño de 
un molino llamado de la María, vendido 
por el Estado como perteneciente á los 
propios de Cuevas de Vinroiria y Sin gra- 
várnen alguno, al tratar de limpiar la ace- 
quia de las aguas que mueven el artefac- 
to , haciendo las reparaciones oportunas 
y tapando los boquetes por donde fluía el 
agua para el riego de terrenos colin- 
dantes, se vió contrariado por los due- 
ños de estos terrenos. Interpusieron es- 
tos interdicto, y habiendo recaído auto 
restitutorio, se dio lugar al presente con- 
flicto, que lia sido decidido á favor de la 
Administración, vistos ios arts. 96, pár- 
rafo 8. ü y 173 de la Inst. de 31 dé mayo 
dol855, y la R. O. deBde mayo de 1839. 

«Considerando: 

l.° Que la cuestión suscitada entre los 
dueños de las tierras colindantes á la ace- 
quia del molino de la María, y el actual pro- 
pietario de este, no puede menos de estimar- 
se como un incidente de la enajenación de 
aquel artefacto, toda vez que según las con- 
diciones con que resultare haber sido rema- 
tado, y que á la Administración toca decla- 
rar , así procederá resolver en uno ú otro 
sentido Jas reclamaciones de los regantes, 

Y 2.° Que cualquiera que sea el derecho 
que en su día pueda asistir á ios mismos co- 
lindantes, minea procede el interdicto de 
que lian hecho uso ante el Juzgado, ya por- 
que han dejado de utilizar previamente la 
vía gubernativa en la forma que previene la 
Insf. de 31 de mayo citada, ya también- por 
que no cabe ei interdicto, cuando corno en 
el presente caso se intenta contrariar fina 
providencia dictada por el Gobernador den- 
tro dei círculo de sus atribuciones , según lo 
prescrito en ia R. O. de 8 mayo de 1839.» 
(Gac. 17 julio.) 

Sentencia de 21 julio de 1863. 

IV. No puede obligarse al comprador 
de fincas enajenadas con carga ó censo 
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y á deducir del precio la parte corres- 
pondiente al capital censual , á que acep- 
te la finca sin la carga y pagando todo 
el precio. — Pleito promovido por D. Ful- 
gencio Fernandez, pidiendo que se re- 
vocase una Real orden confirmatoria de 
' un acuerdo de la Junta superior de ven- 
tas, y se declarase subsistente la venta y 
adjudicación de un molino hecha en él, 
en los términos en que fué anunciada, ó 
sea con la carga de 'un censo á deducir 
del precio el capital del mismo; ó de lo 
contrario que se deje sin efecto, pero 
devolviendo ¡a multa é indemnizándole 
de daños y perjuicios. El fiscal preten- 
dió que se declarase la validez de la ven- 
ta, y subsistente la Real orden reclama- 
da; pero el Consejo estimó la demanda 
en los términos siguientes: 

«Vistos los arts. 30 y 31 de la ley de 5 de 
julio de 1856, y el 27 de la Inst. de H del 
mismo mes y año para su ejecución , según 
los cuales no debe preceder la subasta de los ¡. 
bienes hipotecados á la subrogación de la 
hipoteca, sino al contrario. 

«Considerando que estipulado en la pri- 
mera venta del molino en cuestión, que el 
pago del precio á plazos se verificaría con 
deducción en cada uno de ellos de la parte 
de capital del censo correspondiente á dicha 
finca, no pudo exigirse en el primero al com- 
prador el plazo íntegro á título de que ya no 
pesaba sobre aquella dicha carga , porque 
evidentemente se alteraba con ello uno de 
los requisitos esenciales del contrato, que es ' 
el precio:- 

«Considerando que no se ocurre á este in- i 
conveniente con la ventaja que de la libertad j 
de la finca resulta al comprador , porque si 
bien esta ventaja es en sí un beneficio , deja 
de ser tal desde que, como sucede en este 
caso, no se acepta: 

Considerando que sin duda para evitar 
este escollo, previenen los citados artículos 
de la ley é instrucción expresadas, que no se 
proceda á estas subastas mientras no quede 
heclia la subrogación de hipotecas á que se 
refieren : 

«Conformándome, etc. , vengo en dejar 
sin efecto la Rea! orden reclamada, y en de- 
clarar nula Ja primera subasta del referido j 
molino á favor del demandante, debiendo de- ! 
volvérsele la- multa que se le exigió y resar- j 
cirle los perjuicios que reclama , previa li- 
quidación.» ( Gac . 1 octubre.) 


Decisión de 30 setiembre de 1863. 

V. Las reclamaciones contra com- 
pradores de bienes desamortizados sobre 
limites de fincas son administrativas co- 
mo incidencias. — Competencia promovi- 
da por el Gobernador de Jaén al Juez de 
Carolina que conocía de un interdicto 
á instancia del marqués de la Rambla 
contra D. Manuel del Valle, comprador 
al Estado de una dehesa, en queja de 
que en el amojonamiento que practicaba 
prescindía de los hilos antiguos, con per- 
juicio del demandante. Se decide á fa- 
vor de la Administración, teniendo pre- 
sente el art. 96, párrafo 8 o de la ins- 
trucción de 31 de mayo de 1835: 

«Considerando que la reclamación dedu- 
cida por la vía sumarísima de interdicto por 
el marqués de la Rambla contra un compra- 
dor colindante de bienes nacionales, consti- 
tuye una cuestión sobre los limites de la fin- 
ca vendida por el Estado, y en tal concepto 
se refiere á una incidencia del expediente de 
subasta de la misma finca, de que corres- 
ponde conocer á la autoridad administrati- 
va, con arreglo al art. 96 citado de la ins- 
trucción de 31 de mayo de 4855: 

Conformándome con lo consultado por el 
Consejo de Estado en pleno, vengo en deci- 
dir esta competencia á favor de la Admi- 
nistración y lo acordado.» [Gac. de 12 oc- 
tubre.) 

Decisión de 7 octubre de 1863. 

VI. El conocimiento de las inciden- 
cias de las ventas de bienes nacionales 
corresponde á la Administración , cuan- 
do ocurren estas antes de tomar pose- 
sión el comprador . — Cuestiones de des- 
linde. — Competencia suscitada por el 
Gobernador de Valladolid al Juez de 
la Mola del Marqués, sobre que dejase 
este de conocer de un interdicto de des- 
pojo interpuesto por D. Agustín Torices 
contra Bernardo Morón por haberse pro- 
pasado á arar como dos cuartas de una 
tierra que en el termino de Urueña es- 
taba poseyendo, por ser una de las ven- 
didas á D. Eugenio Manrique por el Es 
tado en dicho término en el año 1801, 
y de las que tomó 'posesión en 26 de ma- 
yo de 1.8621 Con vista de lo dispuesto 
en el art. 10 de la ley de 20 de febrero 
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ríe I8SO, el L° de la R.O. de 20 de se- 
tiembre de Í852 y el 96, párrafo 8.° 
de lu Iost. de 21 de mayo de 1655, 
según el que corresponde á la Junta de 
ventas de bienes declarados nacionales 
entender en las reclamaciones é inciden- 
tes de venta de lincas de esta especie, y 
de conformidad con lo consultado por el 
Consejo de Estado en pleno, se decidió 
en favor de ia Administración. 

«Considerando: f.° Que consla por ma- 
nifestación expontánea de la parte quere- 
llante, en su escrito de 2 de junio último, 
que la tierra sobre que versa el interdicto 
es la misma de que se dio posesión por el 
Alcalde de Urueña en 26 de mayo á Manri- 
que, en representación de las demás que 
compró al Estado: y versando también so- 
bre la propia tierra la declaración de Man- 
rique al Gobernador de la provincia que pro- 
dujo el requerimiento de inhibición, aunque 
en alguna parte de los distintos deslindes 
que ruedan en e! presento negocio aparezca 
diferencia en ia designación de algún aire, 
de algún lindero ó de algún accidente del 
terreno o error material, no hay términos 
hábiles para dudar do la identidad de la fin-' 
ca á que se refieren todos los deslindes, y 
que respectivamente reclaman los dos opues- 
tos interesados: 

Y 2.° Que la reclamación deducida por la 
vía sumarisima. de interdicto por Toricos, 
colono ó arrendatario que parece haber sido 
del pedazo de tierra á que se refiere, con 
motivo de haberlo arado el actual arrenda- 
tario de Manrique, comprador que consta 
documentalmeute ser al Estado de la tierra 
á que pertenece el pedazo, no puede menos 
de estimarse como una cuestión sobre ac- 
tos posesorios derivados de arriendó ó de 
subasta de bienes nacionales de los c ni pren- 
didos en la R. 0. de 20 de setiembre de 
1832, ya por no invocarse por el querellan- 
te título alguno legítimo anterior ó posterior 
á la venta é independiente de ella, ya por 
no hallarse aun el comprador en la posesión 
pacifica que señala la misma Real orden co- 
mo límite de la competencia administrativa 
en esta clase de negocios, únicos casos de 
excepción en que se atribuye su conocimien- 
to á la jurisdicción ordinaria.» ( Gac . 22 oc- 
tubre.) 

Sentencia de 6 de noviembre de 1863. 

Vfl, Las leyes de Partida acerca de 
la compra-venta, no son aplicables á las 
hechas por el Estado de los bienes nacio- 


nales. Estas no se entienden per fecciona- 
das ínterin no recae la aprobación de la 
Junta superior de ventas . — Demanda pro- 
puesta por I). Antonio Castillo contra la 
Administración general del Estado, soli- 
citando se declare nula y sin efecto ó se 
revoque la R. O. de 23 de abril de 1861 
que reserva la finca denominada Prado 
de las Vacas para el ganado de labor de 
los vecinos de la ciudad de Calatayud, 
dejando sin efecto la venta de la misma 
hecha á favor de D. Ensebio Pons por e! 
Estado, de quien la adquirió el Castillo. 

El Consejo de Estado confirmó dicha 
Real orden en los términos siguientes: 

«Considerando que las leyes de Partida in- 
vocadas en apoyo de la demanda solo son 
aplicables á los contratos de venta perfectos 
ó consumados con arreglo á derecho común: 

Considerando que los Ayuntamientos pue- 
den pedir que se exceptúen de la enajenación 
las lincas que según la ley deben serlo, siem- 
pre que aquella no se haya verificado. 

Considerando que el contrato de venta de 
bienes nacionales no se perfecciona sin que 
recaiga la aprobación de la Junta superior 
de ventas, y que la del prado, objeto de la 
demanda de O. Antonio Castillo, no liabia 
sido aprobada cuando sé intentó su ex- 
cepción : 

Conformándome con lo consultado por la 
Sala de lo contencioso del Consejo de Estado 
en sesión etc. vengo en confirmar la R. O. 
de 23 de abril do 1861, por la qué se excep- 
tuó de la enajenación el prado titulado de las 
Yacas, de los propios de la ciudad de Calata- 
yud, sin perjuicio de lo que proceda al re- 
solverse las demás excepciones solicitadas.» 
[Gac. 4 diciembre.) 

Sentencia de 15 de diciembre de 1863. 

VIII. Cuestión sobre rebaja de carga 
d los rematantes de fincas. Lo que debe 
entenderse por cargas . — Demanda ante 
e! Consejo de Estado entablada por don 
José Serra y D. Luis Miret, vecinos de 
Lérida, contra la Hacienda pública, con 
la pretensión de que se revocase la Rea! 
orden de 2 de marzo de 1861, confirma- 
toria de un acuerdo de la Junta superior 
de ventas, en que se desestimó la rebaja 
que en concepto de cargas, de ciertos 
derechos que declaraban las Ordenanzas 
de riego á favor de regantes, pretendie- 
ron lqs demandantes del valor ‘en que 
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subastaron los molinos procedentes de 
los propios de dicha ciudad!, y se proce- 
diese por la Administración á liquidar y 
abonar el importe de las cargas dichas, 
que sobre los referidos molinos pesan, 
previa la tasación que se estime arregla- 
da con asistencia de los demandantes. La 
parte demandada, y en su nombre el fis- 
cal de dicho Cuerpo, pidió la confirma- 
ción de la Real orden reclamada. 

El Consejo de Estado, vistos los ar- 
tículos 107, 132, 142 y 174 de la ins- 
trucción de 31 de mayo de 1855 paro 
cumplimiento de la ley del. 0 de dicho 
mes v año. el 29 de la ley y el 26 de la 
inst. de 11 de julio de 1856 que dis- 
ponen que «los censos y demás cargas 
fijas que tengan sobre sí los bienes de 
corporaciones civiles se rebajen del pre- 
cio del remate» absolvió á fia Adminis- 
tración de la demanda en estos tér- 
minos: 


I 


«Considerando que la venta délos molinos 
de que se trata filé anunciada y se verificó, 
con el agua á que tenían derecho por el 
precio que resultó de la capitalización de su 
renta. 

Considerando que ninguna de las llamadas 
cargas por los actores lo es en efecto en la 
acepción propia y legal de esta palabra, ni 
pueden por analogía conceptuarse tales , ní- 
como censos ni servidumbres que graven ó 
afecten á dichos mol ir. os, porque no han sido 
impuestas ni adquiridas sobre ellos ni sobre 
su caudal de aguas, y constituyen únicamente 
ó son otras tantas condiciones ó límites que 
determinan las cosas vendidas, fijando el de- 
recho al aprovechamiento del agua y la obli- 
gación consiguiente del dueño ó poseedor 
de aquellos artefactos. 

Considerando que no habiendo cargas, 
como con exactitud se expresó en los anun- 
cios para la subasta, al mismo tiempo que se 
hizo mérito mas ó menos circunstanciada- 
mente de todas ó casi todas las condiciones 
mencionadas, no es posible su liquidación y 
rebaja, ni son aplicables al presente caso 
los precitados artículos de la Inst. de 31 de 
mayo de 1853, y de la ley ó Inst. de 11 de 
julio de 1836; 

Conformándome con lo consultado por la 
Sala de lo contencioso del Consejo de Esta- 
do, etc., vengo en absolver á la Administra- 
ción v de la demanda interpuesta contraía re- 
ferida R. O. de 2 de marzo de 1861 á nom- 


bre de los sobredichos Serra y Miret.» (Ga- 
ceta 8 febrero.) 

Decisión de 24 de febrero de 1834 

IX. Es incompeten te la autoridad ju- 
dicial ordinaria para conocer sobre re- 
clamaciones é incidencias de ventas de 
los mismos. Toda demanda que se for- 
mule á consecuencia de una venta de bie- 
nes nacionales , es intempestiva si no está 
resuelta de antemano la validez ó nuli- 
dad de la misma. — El Gobernador de 
Burgos promovió competencia al juez 
de primera instancia de Sedaño , para 
que cesase en el conocimiento de una 
demanda que los Ayuntamientos de Es- 
pinosa de Bricia y Villaeseusa del Ebco 
habian interpuesto contra el de Urbana - 
a, por la cual pedían se les declarase 
ibres de prestar servidumbre de pastos 
en favor de este pueblo ; en virtud á 
que, vendida la propiedad denominada 
el Rad enclavada en Orbaneja, y sobre 
la que por comunidad de pastos disl'ru- _ 
taban en derecho, perdido este por la 
venta, en justa reprocidad se les debia 
considerar á los demandantes libres de 
aquella servidumbre en sus campos. 
Fundaba el Gobernador su requerimien- 
to : l. ü en que el art. 96, párrafo 3. u de 
la Inst. de 31 de mayo de 1855 concede 
á la Junta de ventas de hienes naciona- 
les el conocimiento de estos asuntos, y 
2.°, en que la R. 0. de 11 de abril de 
1860, previene á los jueces no admitan 
demandas contra la Administración, sin 
haberse apurado la vía gubernativa. El 
juez no estimó estas razones porque la 
demanda ni se dirigió contra el Estado 
ni contra el comprador, y porque el Go- 
bernador de Santander se babia decla- 
rado incompetente para decidir la comu- 
nidad de pastos. E! Consejo de Estado 
Con vista de las disposiciones legislativas 
antes citadas, mas el párrafo 8.° del ar- 
tículo 96 de la referida instrucción, de- 
cidió esta competencia á favor de la Ad- 
ministración : 

«Considerando que la pretensión de los 
pueblos de Espinosa y Villaeseusa, aun cuan- 
do no ataque directamente á la venta de la 
finca del Rad, es evidente que la cuestión 
que en ella ha de ventilarse está ¡ntimamen-’* 
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te ligada coa la de las condiciones con que 
se efectuó la enajenación. 

Considerando que mientras no se resuelva 
de UDa manera definitiva la subsistencia ó 
nulidad de la mencionada venta, y por tanto 
se prive para siempre al pueblo de. Orbaneja 
de la posesión de la finca, ó se le restituya, 
es extemporánea, y por tanto no suficiente- 
mente justificada la actual pretensión de los 
pueblos de Espinosa y Viliaescusa: y 

Considerando que esta cuestión previa de 
la validez ó nulidad de la venta de la finca, 
es de la incumbencia de las autoridades y 
funcionarios á quienes toca aplicar la ley de 
1 ,° de mayo de 1 855 , en virtud y con arre- 
glo á la cual tuvo lugar la enajenación.» 
[Gcc. 3 marzo.) 

Decisión de 26 de febrero de 1864. 

X. No son cuestiones incidentales de 
la venia de estos bienes, y por consi- 
guiente sujetas á la via gubernativa , las 
que proceden de hechos posteriores á la 
subasta , é independientes de ella.— Pro- 
movió el Gobernador de Valladolid com- 
petencia al juez de primera instancia de 
Tordesillas , para que cesase en el cono- 
cimiento de una demanda de interdicto, 
incoada por Justo Gómez , contra José 
María Poncela, á consecuencia de ha- 
berle estorbado en el uso de una servi- 
dumbre con la tapería nuevamente cons- 
truida por el Poncela en una huerta 
comprada ó la Hacienda. El Gobernador 
de acuerdo con la Administreion de pro- 
piedades y, derechos del Estado, funda- 
ba su competencia en las Rs. Ords. de 
25 de enero de 1849 y 26 de setiembre 
de 1861 , yen los arts. 175 y 174 y nú- 
mero 8.° del 96 de la Inst. de 31 de 
mayo de 1835, en vista de cuyas razones 
el Juzgado se declaró incompetente; pe- 
ro la Audiencia de Valladolid revocó 
este fallo, ordenándole continuase, fun- 
dándose en que la cuestión se re feria á 
la posesión de una servidumbre , exis- 
tente sobre la finca mucho antes de ena- 
jenarse por el Estado ; y que el acto no 
era incidental de la venta, por referirse 
al comprador en virtud de un hecho 
posterior á la subasta. Devuelto el expe- 
diente, sostuvo el juez su competencia y 
resultó el présente conflicto, que deci- 
dió el Consejo de Estado á favor de la 


autoridad judicial, con vista de la Real 
orden de 25 de enero de 1849, art. 10 
de la ley de 20 de febrero de 1850, ar- 
tículo l .° de la R. O. de 20 de setiem- 
bre de 1852, arts. 96, 173 y 474, de la 
Inst. de 31 de mayo de 1855 , y art. 84 
do la ley de 25 de setiembre ultimo: 

«Considerando : 

•l.° Que la presente cuestión no puede 
estimarse incidental de la venta hecha por 
el Estado , puesto que es posterior á ella y 
ocasionada por un acto del comprador inde- 
pendiente de la subasta : 

2. ° Que una vez puesto el comprador en 
quieta y pacífica posesión de la finca que el 
Estado le vendió, cesa la competencia de la 
Administración para conocer de las cuestio- 
nes que puedan promoverse con motivo de 
los actos posesorios que de la venta se de- 
riven : 

3. ° Que la servidumbre sobre cuya pose- 
sión se litiga constituye un derecho real, del 
que deben conocer los Tribunales de justicia, 
limitándose la acción de !a autoridad admi- 
nistrativa a la designación de la cosa enaje- 
nada y ála ejecución del contrato; 

Conformándome etc.» (Gac. 4 marzo.) 

Decisión de 18 marzo de 1864. 

XI. Mientras que no se resuelva en la 
Comisión de ventas el expediente sobre los 
derechos que el comprador de bienes na- 
cionales tenga á los enajenados, no pue- 
de promoverse cuestión judicial s'obre la 
misma cosa. A la Administración incum- 
be hacer la designación de la cosa enaje- 
nada y demás que se refiera al contrato 
de compra de estos bienes. — Competen- 
cia suscitada por el Gobernador de Hues- 
ca al juez de primera instancia de Fra- 
ga para que se abstuviese de conocer en 
una demanda de despojo promovida por 
Don Bernardo Sasot. Habiendo este 
comprado del Estado una dehesa llama- 
da Cuarto Abejares , mas el derecho á 
los pastos naturales de varias tierras de 
particulares enclavadas en aquella, se 
vió inquietado en este derecho por don 
Juan San Juan propietario de una de 
ellas, por el hecho de plantar algunos 
olivos. Incoada la demanda que se sus- 
tanció sin audiencia, recayó auto resti- 
tutorio; y mientras que se ejecutoriaba 
acudió San Juan al Gobernador pidiendo 
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que requiriese de inhibición al juez que 
conoeia del asunto, fundándose'en que 
estaba jedimido e! gravamen de pastos 
que se presumió afectar á su heredad. 
El Gobernador mandó unir el expedien- 
te que sobre el mismo asunto residía en 
lo Comisión de ventas á dicho escrito, y 
previo dictárnen del Consejo, promotor 
fiscal de Hacienda y Comisión ae ventas 
requirió al Juzgado , apoyándose en los 
artículos 96 y 173 de ía Inst. de 31 
de mayo de 1855. Promovido este con- 
flicto fué elevado el expediente al Conse- 
jo de Estado, y este le resolvió á favor 
de la Administración, con vista de la 
instrucción citada, R. 0. de 2o de ene- 
ro de 1849, y art. 84 de ia ley de 25 de 
setiembre de 1863: 

«Considerando: 

l.° Que la declaración de los derechos 
que respectivamente han adquirido sobre los 
terrenos de la dehesa Cuarto de Abejares ca- 
da uno de los contendientes, pende de la re- 
solución del expediente gubernativo que se 
está sustanciando en Ja Comisión provincial 
de ventas, y mientras no recaiga esta, nin- 
guno de los que hoy disputan sus derechos 
sobre la dehesa puede promover cuestión ju- 
dicial según el citado art. 173 de Ja Inst. de 
31 de mayo de 1855: 

Y 2.“ Que á Ja Administración toca la 
designación de la cosa enajenada, según la 
mencionada R. O. de 25 de enero de 1849, 
y esta es la esencia de la cuestión que moti- 
va este conflicto.» ( Gac . 24 marzo.) 

Decisión de 23 marzo de 1864. 

XII. Mientras qae el comprador de 
bienes del Estado no se halle en posesión 
pacifica de ellos , y se le hayan deslinda- 
do con claridad las porciones que le fue- 
ron enajenadas, lo,s cuestiones que sobre 
los mis7?ios se ovigine7\ pertenecen A la 
Administración . — Competencia suscita- 
da á la Sala 3. a de la Audiencia de Ma- 
drid por el Gobernador de esta provin- 
cia, para que se abstuviera de conocer 
en la sustanciacion de una demanda de 
despojo en grado de apelación seguida 
por D. Manuel Rojas, contra D. Ma- 
nuel Viilal villa , por haberse este intru- 
sado con sus ganados en una tierra que 
decía Rojas ser de su propiedad, con- 
tigua- al soto que llevaba en arrenda- 


miento aquel. Habiendo recaído auto 
restitorio en primera instancia, apeló 
Viilal villa , y durante la sustanciacion 
Don Julián Saavedra Aguado, acudió al 
Gobernador, solicitando que requirie- 
se de inhibición á la Sala que conoeia 
del negocio, porque se litigaba sobre ac- 
tos de posesión ó despojos cometidos en 
una heredad, que por no estar aun des- 
lindado el terreno que é¡ ha bia compra- 
do al Estado en aquel mismo sitio igno- 
raba si estaría ó no comprendida la fin- 
ca objeto del despojo entre los bienes 
vendidos y que en su consecuencia al 
tenor de la ley de de mayo de 1855 
correspondía el conocimiento de este 
asunto á las autoridades administrativas; 
que habia acudido á la Dirección de pro- 
piedades y derechos del Estado en 1861 
pidiendo se deslindaran clara y circuns- 
tanciadamente la porción del soto ven- 
dido, y aun no era llegado el caso de 
conseguir el deslinde y rectificación pe- 
dida. Expuso ademas que él habia dado 
permiso al supuesto despojante para en- 
trar en la heredad invadida. El Gober- 
nador estimó la solicitud y ofició á la 
Audiencia , fundando su requerimiento 
en que se trataba de la incidencia de una 
venta hecha por el Estado, y que según 
el art. 173 de la Inst. de 31 mayo de 
1855 los Tribunales ordinarios no pue- 
den admitir demanda sobre esta clase de 
bienes sin que antes se haya hecho la 
reclamación gubernativa y sídote nega- 
da. A su vez la Sala se fundaba para de- 
clararse competente en las razones si- 
guientes: primero, que en los autos no 
se habia acreditado ser la finca objeto 
del despojo de la propiedad y venta he- 
cha por el Estado: segundo, que no se 
trataba de limites, sino del atentado co- 
metido por Viilal vil la, y tercero, que el 
despojante no asegura que la Adminis- 
tración haya puesto al Saavedra en po- 
sesión de la heredad cit-idu. El Gober- 
nador insistió de nuevo alegando lo pre- 
venido en la R. 0. de 25 de enero de 
1849, ley de 20 de febrero de 1850, Real 
orden de 20 de setiembre de 1852 y ar- 
tículos 95 y 173 déla instrucción citada. 
Elevado este conflicto al Consejo de Es- 
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tado le resolvió á favor de ia Adminis- 
tración, con vísla de las disposiciones le- 
gislativas citadas. 

«Considerando: 

1. ° Que al tenor de las disposiciones ci- 
tadas, la instrucción causa del juicio de inter- 
dicto entablado por Rojas, solo podio ser de 
las competencia de los Tribunales en el caso 
de que á Saavedra Aguado se hubiese pues- 
to en la posesión pacífica de la finca que ad- 
quirió del Estado: 

2. ° Que no se acredita que baya adqui- 
rido esta pacífica posesión; antes por el con- 
trario autoriza á creer que no se le haya dado 
Ja circunstancia que fehacientemente cons- 
ta de haberse mandado por Ja Dirección de 
propiedades y derechos del Estado eu el año 
de 1861 que se practicase un nuevo deslinde 
de las tierras enajenadas con objeto de fijar 
los verdaderos límites que debían tener con 
arreglo á los respectivos expedientes de su- 
basta, sin que por ninguna de las partes con- 
tendientes ni de los funcionarios que han en- 
tendido en este asunto se haya dicho cosa 
alguna de si está ó no terminado y resuelto 
este incidente de rectificación de lindes: 

3. ° Que mientras no recaiga , ó no se 
compruebe que ha recaído está resolución, 
no puede decirse que Saavedra haya obteni- 
do la posesión pacífica de la tinca que com- 
pró al Estado: 

4. ° Que por el mismo concepto el hecho 
que se atribuye á Vilialvilla, como represen- 
tante ó subrogado en los derechos de Saave- 
dra Aguado, es una verdadera incidencia de 
la venta de la linca; puesto que lleva en sí la 
designación de la cosa enajenada, y designa- 
ción de su extensión y verdaderos limites: 

Y 5.° Que el expediente de rectificación 
tiene por objeto precisamente la indicada de- 
signación de límites; y no apareciendo que 
aquel se baya terminado , debe deducirse 
que aun no se ha resuelto, y que la decisión 
que en el recaiga envuelve la designación de 
la cosa enajenada.» ( Gac . 23 marzo.) 

Decisión de 13 de mayo de 1864. 

XIII. Corresponde á la autoridad ju- 
dicial el conocimiento de las cuestiones 
entre dos compradores de bienes nacio- 
nales, no teniendo interes en ellas el Es- 
tado. — Presentado en el Juzgado de Tor- 
desillas por Gregorio Villar y José Refat, 
vecinos de San Román de Hornija, un 
interdicto de recobrar la posesión de 
una servidumbre de paso, que como 
dueños del prado denominado la Guada- 


ña, tenían sobre el llamado Rondín com- 
prado á la Hacienda como aquel por don 
Antonio García Iglesias, por haberle este 
cercado, acompañado de una comuni- 
cación del administrador de propieda- 
des y derechos del Estado, participán- 
dole que la Administración se había de- 
clarado incompetente para conocer de 
¡a cuestión suscitada entre los dueños de 
ambos prados, acudió iglesias al Gober- 
nador de la provincia, solicitando re- 
quiriese al Juez de inhibición ; lo que 
estimó dicha autoridad fundado en la 
R. 0. de 25 de enero de 1849, en los 
arts. 96, núm. 8.° y 1 73 de la instruc- 
ción de 31 de mayo de 1855 y en la 
R. 0. de 26 de setiembre de 1861. El 
Juzgado se consideró competente, fun- 
dado así bien en haber precedido la vía 
gubernativa á la judicial, y en no ser la 
cuestión una incidencia de subasta. 

El Consejo de Estado vistas las dispo- 
siciones en que apoyó el Gobernador su 
auto de inhibición, decidió la compe- 
tencia á favor 'de ia autoridad judicial. 

«Considerando: d.° Que los promovedores 
del iolerclicto acudieron en la vía gubernati- 
va á la Administración provincial del ramo 
antes de reclamar judicialmente, y no dieron 
este paso hasta que aquella se estimó incom- 
petente para conocer del asunto; 

2.° Que la presente cuestión se agita en- 
tre dos compradores de bienes nacionales, 
sin que tenga parte en ella el Estado, por lo 
que no hay interés general alguno de los que 
la ley pone bajo el amparo de la Administra- 
ción.» (Gac. 14 junio.) 

Decisión de 24 de abril de 1864. 

•XIV,. Sin que la Administración de- 
signe con exactitud la cosa enajenada , 
los Tribunales no pueden resolver las 
cuestiones que ya de propiedad , ya de 
posesión se instauren ante ellos . — Ins- 
truido expediente ante la Administra- 
ción de propiedades y derechos del Es- 
tado de la provincia de Guadalajara , á 
instancia de Pedro Romo, José García, 
Casimiro Martínez y otros, en solicitud 
de que se eiimnasen del monte llamado 
el Cerro, vendido á Evaristo García 
como procedentes de. los propios del 
Olivar, unas cañadas de la propiedad de 
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los exponentos, y presentados en ej Juz- 
gado de Sacedon, seis interdictos á nom- 
bre de Evaristo García y otros á quienes 
, este habla dado participación en la com- 
pra de dicho monte, contra Casimiro 
Martínez, Juan Martínez y Pascual Pe-! 
rez,, los que fueron condenados á la res- 
titución, después de sentenciados, sin su 
audiencia; el Gobernador requirió al 
juez de inhibición fundado en que se 
hallaba pendiente en aquel Gobierno un 
recurso reivindicatorío sobre algunos 
terrenos enclavados en la finca vendida, 
y por consiguiente la cuestión era un 
incidente, que según la ley y reglamen- 
to vigente de desamortización, no podia 
tratarse con audiencia délos interesados 
sino ante la Administración: el juez se 
estimó competente, apoyado en que los 
promovedores del interdicto estaban en 
posesión de la finca mas del año y día sin 
contradicción alguna en que á la Admi- 
nistración correspondía conocer de ia 
cuestión de propiedad, no de la de po- 
sesión cuyo amparo corresponde á ios 
Tribunales, y en que no podia estimar- 
se Ja cuestión incidental de Ja venta, li- 
mitándose á la posesión de la finca, sin 
prejuzgar los derechos de los conten- 
dientes, que habían de ventilarse ante 
la Administración. El Consejo de Esta- 
do vistes los arts. fifi en su número 8.° 
y 1 73 de la Insl. de 31 de mayo de 1853, 
la R. O. de 25 de enero de 1849, el ar- 
ticulo 10 de la ley de 20 de febrero de 
1860, el 1 .° de la R. 0. de 20 de setiem- 
bre de 1852, el núm. 3.° del 84 de la 
ley de 25 de setiembre última y el 57 ; 
del reglamento de la misma fecha, la de- 
cidió á favor de la Administración. 

«Considerando gue la presente cuestión, 
bien se mire como de propiedad de terrenos 
enclavados en linca vendida por el Estado, 
bien como de posesión de estos mismos ter- 
renos, no puede resolverse en los Tribunales 
de justicia sin que la Administración designe 
con exactitud ia cosa enajenada, estando 
por lo tanto en el casó de la citada R. Ü. de 
25 de enero de 1849, y habiendo una cues- 
tión prévia, sin la que no es posible resolver- 
la de propiedad y posesión que han surgi- 
do.» (tíac. 17 mayo.) 
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Decisión de 2 mayo de 1866. 

XV. Una ■ vez puesto en posesión de 
de la finca vendida por el Estado un 
comprador de bienes nacionales , cesa la 
competencia de la Administración pa- 
ra entender de las cuestiones que se sus- 
citen con motivo de actos independien- 
tes de la subasta. — Competencia suscita- 
da entre el Gobernador de la provincia 
de Córdoba y el juez de primera instan- 
cia de Fuente-Ovejuna. A nombre de 
D. Ramón Ochoa se presentó en el refe- 
rido Juzgado, en 5 de diciembre de 
1863, un interdicto de recobrar las fin- 
cas que en diciembre de 1861 , y enero 
de 1862, había comprado á la Hacienda, 
llamadas Puerto de las Angorrilias y Um- 
bría de los Pinganillos, procedentes de 
los propios de Fuente-Ovejuna , contra 
D. Jesús Boza, dueño de un monte co- 
lindante, que había entrado á labrar 
terrenos de Ochoa. 

Sustanciado el inte^icto, acordada la 
restitución y repuesto el querellante en 
ia posesión, apeló el despojante; y la Sala 
segunda de la Audiencia de Sevilla re- 
vocó e! auto restitutorio, fundándose en 
que la cuestión era mas de deslinde que 
de posesión, yen que á la Administración 
correspondía conocer del asunto como 
cuestión de actos posesorios derivados 
de la subasta 

Ochoa presentó recurso de casación 
contra esta sentencia, al cual declaró no 
haber lugar el Tribunal Supremo de Jus- 
ticia. 

Boza pidió al Juzgado que, en ejecu- 
ción de la sentencia de la Audiencia, se 
le restituyera en la posesión que se ha- 
bía dado á Ochoa en virtud del interdic- 
to, corno se verilicó después de varios 
incidentes promovidos por D. Ramón 
Ochoa; y después de otros varios susci- 
tados por el mismo, se celebró juicio 
verbal sobre la indemnización y restitu- 
ción de frutos, y se nombraron peritos 
para su aprecio. 

En tal estado, el Gobernador de la 
provincia requirió de inhibición al Juz- 
gado, á instancia de Ochoa, fundándose 
en el número 8.° del art. 96 de la Ins- 
trucción de 31 de mayo de 1855; y 
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sustanciado el incidente de competencia 
por todos sus trámites, con vista del ar- 
tículo 96 de la Inst, de 31 mayo de 1855, 
núm. 8.° del art. 84, párrafo .3.° de !a 
ley de 23 do setiembre de 1863, de! 66 
de la Constitución y del 891 de la iey de 
Enjuiciamiento civil, se decide á favor 
de la autoridad judicial, por lí. 1). de 2 
de mayo: 

Considerando : 

1 , ° Que una vez puesto en quieta y pa- 
cifica posesión de la finca vendida por el lis- 
tado un comprador de b enes nacionales, 
cesa la competencia de la Administración 
para entender de las cuestiones que se sus- 
citen con motivo de actos independientes de 
la subasta , como lo son los que motivan Ja 
presente cuestión : 

2. ° Que en el estarlo actual de este asun- 
to, solo se trata de llevar á debido efecto la 
sentencia ejecutoria dictada por la Audien- 
cia de Sevilla, lo cual es propio y privativo 
de los Tribunales de justicia. (trac. i i mayo.) 

Sentencia de 20 diciembre de 1866. 

XVI. No son válidas las posturas des- 
pués del remate. — Según los párrafosl. 0 , 
2.°, 3.° y 4.°, art, 103 y art. 132 de Ja 
Inst. de 31 de mayo de 1855, dado por 
concluido un remate por declaración del 
juez y anuncio de ia voz pública, no 
puede apreciarse ninguna otra postura 
que se baga en perjuicio de legítimos 
derechos de otro licitador que resul- 
te mejor postor en la misma subasta ó 
en la simultánea que se celebre en otra 
localidad , porque todo remate públi- 
co es un acto solemne que no puede 
interrumpirse, y cuya duración deter- 
mina la Autoridad que lo preside. (Real 
decreto sentencia de 20' de diciembre de 
1806 absolviendo á la Administración de 
la demanda propuesta á nombre de don 
Celestino Flores, contra la Real orden 
confirmatoria del acuerdo de la Junta de 
ventas, por e! que se adjudicó c! rema- 
te de una dehesa á favor de D. Mariano 
Moreno, 

' Sentencia de 27 diciembre de 1866, 

XVII. Nulidad por error en el con- 
cepto de una venia. — Vendidas upas fin- 
cas como pertenecientes á los propios de 
un pueblo, con arreglo á la ley de i.° 


de mayo de 1855, sí luego aparece que 
el Ayuntamiento las poseía y adminis- 
traba como patrono dq una ermita, di- 
cha venta adolece del vicio de nulidad, 
y no há lugar á revocar la Real ópden 
que asi lo determina. (Sentencia citada 
de 27 de diciembre de 1866, confirmato- 
ria de la Real orden que anuló la ena- 
jenación de un pozo de nieve y un ter- 
reno erial, en concepto de que - pertene- 
cían á los propios de Móstoles, siendo 
de una ermita.) 

Sentencia de 11 enero de 1867, 

XV1I1. Nulidad por falta de público 
remate. — Se establece que cuando la ac- 
ción de nulidad de una venta se funda 
en no haber precedido subasta pública, 
su conocimiento corresponde á la juris- 
dicción eonleneioso-administrativa. Solo 
al Consejo de Estado toca resolver las 
reclamaciones á que dan lugar las Rea- 
les órdenes. (Sentencia citada declaran- 
do nula y de ningún valor la venta de 
una casa del Estado, hecha en 1842, sin 
subasta, contra lo dispuesto por el R. D. 
de 19 de febrero de 1836 y la Inst. de 
l,°de marzo siguiente.) 

Decisión de 11 enero de 1867, 

XIX. Una vez puesto el comprador 
de bienes nacionales en posesión pacifica 
de lo vendido por la Hacienda , cesa la 
competencia de la Administración para 
entender en las cuestiones que se promue- 
van con motivo de actos posteriores d la 
subasta ó independientes de ella. — Las 
cuestiones sobre propiedad de fincas y so- 
bre el derecho real de servidumbre de 
pastos , son de la competencia de los Trie 
banales — Competencia entre el Gober- 
nador de la Coruña y el juez de Carba- 
11o, que conocía en un pleito en que, 
ejercitando las acciones real y negato- 
ria, se pedia la declaración del dominio, 
propiedad y pertenencia de ciertos ter- 
renos adquiridos de la Hacienda enl841, 
y que estaban filtres de la servidumbre 
de pastos. Con vista del núm. 8.° del 
art, 96 de la Inst. de 31 de mayo de 1855, 
y de los arts. 59 y 60 del reglamento de 
25 de setiembre de 1863, se decide á fa- 
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vor de la autoridad judicial por Real de- 
creto de 16 de enero , consignando en 
los considerandos la doctrina d|l epí- 
grafe. (Gac. 22 enero.) 

Sentencia de 25 enero de 1887, 

XX. Lo que es accesorio de una ca - 
sa-fragua . — En la venta de una casa- 
fragua se comprende el fuelle y yunque, 
cuando no se hace expresión en contra- 
rio, "estando sólidamente adheridos á la 
finca por ser de un destino permanente 
é indispensable al servicio de la misma, 
y doblemente cuando el comprador to- 
mó posesión de lodo sin contradicción. 
(R. D.-S. de 25 de enero de 1867 de- 
jando sin efecto una Real orden sobre la 
venta de la casa-fragua de Torralba de 
Wvota.) 

Decisión de 21 de febrero de 1867. 

XXI. Incidencias de ventas. — Se. es- 
tablece que atribuido á las autoridades 
administrativas, por las Rs. ürds. de 25 
de febrero de 1849 y 13 de febrero de 
1862, y por los núms. l.° y 8.° del ar- 
tículo 96 de la Inst. de 31 de mayo de 
1855, art. 84, párrafo 3.° de la ley de 
2o de setiembre de 18G3, y art. 63 de la 
de Ayuntamientos el conocimiento de 
las cuestiones que se susciten con mo- 
tivo de las excepciones de subastas y de 

■ la nulidad de las efectuadas en las fincas 
indebidamente enajenadas por la Na- 
ción, á estas mismas autoridades corres- 
ponde llevar á efecto sus acuerdos y co- 
nocer en todos los incidentes que se pro- 
muevan hasta que el dueño legitimo de 
la cosa vuelva á su quieta y pacífica po- 
sesión, sin que obste la circunstancia de 
haber pasado á un tercero. (R. D. de 21 
de febrero de 18G7, decidiendo á favor 
de la Administración la competencia en- 
tre el Gobernador y el juez de Castellón.) 

Sentencia de 14 de mayo de 1867. 

XXII. Responsabilidad de los cesio- 
narios . — La Hacienda solo puede repetir 
el pago de los plazos vencidos contra los 
primitivos compradores que firman los 
pagerés y á cuyo favor se otorgan las es- 
crituras, y no coutra los cesionarios, 
siendo aquellos los responsables en caso 

Tuno V. 


de subasta en quiebra de la diferencia de 
menos que pueda haber en ella. (Real 
decreto-sentencia de 14 de mayo de 1867 
confirmando la R. 0. de 30 de abril de 
1864 en cuanto ha sido objeto del pleito, 
y estableciendo la doctrina indicada. 

CUESTIONES SOBUB VAI.IDEZ ó NULIDAD DE ENA- 
JENACIONES POR ERROR SUSTANCIAL Ó ACCI - 

DENTAL EN LA EXTENSION DE LA FINCA Ó SUS 

LINDEROS, ETC. 

Sentencia de 27 de enero de 1863. 

XXIII. Sobre nulidad de venta de 
una finca por error sustancial en el nú- 
mero de fanegas de la misma .— La Junta 
superior de ventas, de conformidad con 
el parecer de la Asesoría general del Mi- 
nisterio de Hacienda, y de la Dirección 
general de propiedades y derechos del 
Estado, declaró en 31 de mayo de 1861 
la nulidad de la venta del quinto titula- 
do Casa-Tejada, de la dehesa del Rincón, 
término de Cabeza de Buey, hecha á fa- 
vor del marqués de la Torrecilla, por ha- 
ber tenido lugar con error sustancial en 
el número de fanegas de que se compo- 
nía (657 fanegas por 313) y lesión de. los 
intereses del Estado; y dispuso que se 
devolviesen á su comprador las cantida- 
des que tuviera satisfechas por plazos y 
gastos de subasta, imponiendo á los pe- 
ritos que midieron y tasaron el referido 
quinto para la vent i la multa de 500 rea- 
les por la inexactitud y falta de cuidado 
con que lo verificaron, con sujeción á lo 
dispuesto en la R. U. de 21 de setiem- 
bre de 1839: 

En reclamación del anterior acuerdo 
acudió el marqués de la Torrecilla ai Mi- 
nisterio de Hacienda en instancia de 13 
de julio siguiente pidiendo se dejara sin 
efecto la resolución de la Junta, se ie sos- 
tuviera en la posesión y propiedad que 
legítimamente tenia adquirida, y manda- 
ra que por el juez que autorizó la subas- 
ta se hicieran en la escritura de venta las 
aclaraciones convenientes, pues que de 
otro modo ejercitaría su derecho en los 
Tribunales de la manera que permitían 
las leyes; pero por R. 0, de 26 de octu- 
bre de dicho año, se desestimó la solici- 
tud del citado marqués, y se ratificó el 

17 



258 


DESAMORTIZACION. 


acuerdo de la Junta superior de venias ¡ 
de 3 i de mayo anterior: ; 

Presentóse demanda , á nombre del j 
marqués en el Consejo de Estado, con la j 
pretensión de que se revoque la citada ! 
Real orden, y que dejándola sin efecto se j 
declare subsistente el remate del quinto, j 
celebrado en 1 i de abril de 1859 por pre- 
cio de 334.000 rs. , bajo los linderos de 
la fuente de la Zarza por Norte, el 
quinto de Atoquedo por Oriente, la de- 
hesa del Palazuelo por Mediodía y el 
quinto de Artobas por Poniente; y con la 
cabida de 606 fanegas que se le daba en j 
la última medida y tasación de 22 de ju- | 
lio de 1861, y se le otorgue en su con- ! 
secuencia la correspondiente escritura de . 
venta: y contra el dictamen del fiscal , y 
no obstante lo prevenido en la R. 0. de j 
10 de abril de 1861 se dicto sentencia en j 
los términos siguientes: 

«Considerando que la única cuestión plan- ¡ 
teada en la demanda de estos autos es si la 
venta del quinto de que en ellos se trata es 
válida ó nula por haber mediado en ella 
error en la cabida: 

«Considerando que, según el derecho vi- 
gente, semejante error no afecta á la validez 
de las ventas de esta clase en ningún caso: 

«Considerando que no es aplicable al de 
este litigio la mencionada R. O. de 10 de 
abril de 1861 , porque lo dispuesto en ella, 
atendida su naturaleza y los principios que 
regulan los contratos, rio tiene ni puede te- 
ner mas fuerza que la de una condición ge- 
neral para estas ventas, inaplicable á las 
anteriores á su fecha, como la de este pleito; 

«Conformándome con lo consultado por la 
Sala de lo contencioso del Consejo de Esta- 
do en sesión á que asistieron etc. Vengo en 
declarar subsistente la venta de que aquí se 
trata, dejando siu efecto la Real órden recla- 
mada, que la declaró nula.» ¡Gao. 5 marzo.) 

Sentencia de 25 enero de 1864. 

XXtV. La acción de lesión no pro- | 
cede contra las ventas de bienes nacio- 
nales verificadas por el Estado. Se con- 
ceptúa error accidental, y por lo tanto 
no suficiente para rescindir una venta 
hecha por el Estado , el cometido acerca 
de la calidad de los terrenos enajena- 
dos . — Demanda promovida en primera 
y única instancia ante el Consejo de Es- 


tado por D. José María Alvarez, contra 
la Administración general, sobre revo- 
cación de una' Real órden que declaró 
válida la venta de la dehesa tituladá 
Monte Bardales . Había comprado el de- 
mandante el quiiíon mira. 10 de la de- 
hesa Bardales , perteneciente á los pro- 
pios de la ciudad de Toro, comprensivo 
de 56 fanegas de tierra anunciadas co- 
mo de segunda calidad en la subasta por 
valor de 80.200 rs.; mas resultando que 
solo tres ¡anegas eran de aquella calidad 
y las 53 de ínfima, solicitó de la Direc- 
ción de propiedades y derechos del Es- 
tado, la nulidad de la venta, fundado en 
el notable perjuicio que le había irroga- 
do la Hacienda con e¡ engaño acerca de 
la índole del terreno. El Ayuntamiento 
se opuso á la nulidad pedida, manifes* 
tando que no procedía en esta clase de 
enajenaciones; y que el valor dado en la 
subasta, no era muy excesivo al señala- 
do por los peritos: la Administración dé 
propiedades y derechos del Estado, emi- 
tió su dictamen análogo al del Ayunta- 
miento y añadió que la información que 
so habia practicado sobre la calidad dél 
terreno vendido ante el Juez ordinario 
era contra la legislación vigente en la 
materia, y contra la R. 0. de 11 de abril 
de 1860. En su virtud y de acuerdo con 
la Asesoría y Junta superior de ventas 
se dictó en 5 de (ebrero de 1862 una 
Real orden denegando la pretensión de 
Alvarez, contra la cual propuso este re- 
curso, que resolvió el Consejo de Esta- 
do favorablemente á la Administración 
con vista del art. 470 de la Inst. de 
31 de mayo de 1855; en los términos si- 
guientes: 

«Considerando que el error no bien pro- 
bado, que sirve de fundamento á la deman- 
da, no recayó sobre la sustancia de la cosa, 
sino sobre uno de sus accidentes, y no es 
por tanto un error sustancial que invalide la 
venta: 

Considerando que lo único á que en todo 
caso podría haber lugar, presupuesta la cor- 
respondiente prueba de lesión, seriad laye- 
baja proporcional del precio, si no lo impi- 
diese ei citado artículo de la referida instruí 
cion, que excluye estas reclamaciones en las 
subastas de esta clase de bienes: Conformán- 
dome etc.» {Gac, del 24: ) 
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Sentencia de 7 abril de 1868. 

XXV. Cuando en la subasta de bie- 
nes nacionales se fija cuantitativamente 
el terreno enajenado el comprador no tie- 
ne derecho á mas terreno que el prefija- 
do ; ni la Administración puede cederlo 
sin preceder subasta. — Pleito seguido en 
el Consejo de Estado por D. Ramón 
Martínez y Fernandez con la Adminis- 
tración general coadyuvada con otros, 
sobre revocación ó subsistencia de una 
Real orden relativa á la venta del ex- 
coríenlo de Jesús en la villa de Ante- 
quera: 

A ios doce años de poseer Martínez ese 
edificio que se enajenara en estado rui- 
noso como midiendo 155! varas de su- 
perficie, y con exclusión «de la iglesia, 
coro, sacristía, entradas, servidumbres 
y salidas de ella,» se suscitó cuestión, 
con motivo de pretender este que le per- 
judicaban las obras que el cura párroco 
encargado de la igiesia y cierta cofradía 
proyectaban, sobre si se comprendieron 
en la subasta la escalera y corredor que 
conducían á la tribuna como sostenía 
Martínez y negaban los dichos interesa- 
dos. Seguida la contención en sn dia y 
practicada la medición de la finca, re- 
cayó en 12 de noviembre de 1862 una 
resolución de la Junta provincial de ren- 
tas para cuyo cumplimiento se practica- 
ron nuevas mediciones y resultando di- 
vergencia, so procedió á la inspección 
ocular y pericial por ente el Juez de pri- 
mera instancia, de la que resultó entre 
otras cosas exceder todavía ia superficie 
que restaba después de todas las exclu- 
siones á la determinada en la subasta, y 
en vista de todo, una R, 0 de 23 de fe- 
brero de 1864 declaró que en la subasta 
no se liabian comprendido las entradas 
y servidumbres de la iglesia, cero y sa- 
cristía, y que Martínez debía abonar el 
valor del terreno_que disfrutaba con ex- 
ceso á la medida consignada en la su- 
basta. Contra esta Real orden acudió el 
interesado al Consejo de Estado, y á con- 
sulta de este después de seguido el pleito 
por sus trámites, y por R. D.-S. de 7 
de abril se- confirma en parte aquella 
Real orden en los términos siguientes: 


«Considerando que la parte de! convento 
de Jesús de Antequera, comprada por el de- 
mandante en noviembre de 1848, compren- 
día una extensión determinada de superfi- 
cie, fijada en 1.551 varas: 

Considerando que los reconocimientos y 
declaraciones periciales que existen en este / 
expediente acreditan plenamente que Mar- 
tínez posee desde el mismo año, no solo 
aquella extensión de terreno y toda la parte 
de la (inca que subastó, sino también al- 
gunas varas mas de las expresadas en los 
anuncios: 

Considerando que al valor de aquellas 
pruebas se agregan el silencio del compra- 
dor por espacio de doce años y el hecho de 
haber aislado su propiedad por medio de una 
pared ó tabique, poco tiempo después de ha- 
berla adquirido. - 

Considerando que no habiendo comprado 
ni pagado mas terreno que el que se expre- 
só en la subasta, carece de título para rete- 
ner el que excede de las 1.551 varas en ella 
comprendidas: 

Considerando que la adjudicación de! ter- 
reno excedente hecha al demandante por la 
Real orden reclamada , mediante el pago de 
su valor equivale á una enajenación sin su- 
basta, que no está en las facultados de la 
Administración; 

Conformándome etc., vengo en confirmar 
la Real orden origen de la demanda en cuan- 
to por ella se revocó el acuerdo de la Junta 
superior de ventas de bienes del Estado de 
12 de noviembre de 1862, declarando que 
en la enajenaciou del edificio-convento ya 
indicado no se comprendieron las localidades 
que sirven de entrada y salida, y en que tie- 
nen lugar las servidumbres de la iglesia, co- 
ro y sacristía, las cuales pertenecen á la mis- 
ma iglesia; y en dejarla sin efecto en su se- 
guuda parte disponiendo que, prévio el des- 
linde del terreno que el demandante posee, 
además de las 1.551 varas compradas, pro- 
ceda la Administración con arreglo á las le- 
yes.» [Gac. 10 mayo.) 

Sentencia de 24 de abril de 1866. 

XXVI. Las ventas anteriores al 10 
de abril de 1861 , se entienden de cuer- 
pos ciertos , si se han fijado linderos de- 
terminados ; debiendo aplicarse el dere- 
cho coman para estimar sus efectos le- 
gales. — Instruido expediente á instancia 
del Ayuntamiento de Zarzuela del Mon- 
te pidiendo la nulidad de la venta de 
una heredad de tierras labrantías proce- 
dente de sus propios, ó que solo se en- 
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tregaren ai rematante las obradas que se 
le habían ofrecido, por contener aquellas 
mucho mayor cabida, se practicó nueva 
medición; y la Junta superior de ventas, 
teniendo en consideración que por no 
haberse medido las tierras ni contado en 
debida forma el arbolado se habían in- 
fringido los arts. 106 y 1 10 de la ins- 
trucción de 3 i de mayo de 186o , que 
teniendo aquellas tierras mas cabida que 
la anunciada, y no siendo exactos los lin- 
deros expresados en el certificado de ta- 
sación no debía aplicarse á esta venta e! 
principio establecido por el R D.-S. de 
27 de enero de 1863 para que se enten- 
diera hecha como de cuerpo cierto, y 
que no era posible entregar al compra- 
dor lo ofrecido en los términos y cir- 
cunstancias con que hubo de serlo, de- 
claró la nulidad de! remate. Habiéndose 
alzado el comprador de dicho acuerdo 
fué desestimada por R. 0. de 14 de di- 
ciembre de 1864 su solicitud, de que se 
entendiese hecha la venta como de cuer- 
po cierto; y reclamada dicha Real orden 
por la vía contenciosa, se deja sin efecto 
por R. D.-S. de 24 de abril , en los tér- 
minos siguientes: 

«Considerando que atendida la fecha de 
la venta en cuestión hay que aplicar el de- 
recho común para estimar sus efectos le- 
gales: 

Considerando que, según el indicado de- 
recho, la venta de una linca, ora se haga 
como de cuerpo cierto, ora con respecto á 
la medida, siempre es válida, sin que en el 
primer caso haya lugar á reclamación algu- 
na. y en el segundo solo á la del perjuicio 
que al vendedor ó al comprador resulte del 
error padecido en la cabida: 

Considerando que la heredad de tierras 
labrantías, objeto del presente litigio, no pue- 
de decirse vendida como cuerpo cierto, pri- 
mero, porque no se expresaron sus linderos 
en el anuncio de la subasta, y segundo por- 
ue las certificaciones de los peritos no pue- 
en suplir esta omisión , puesto que los lin- 
des particulares de 36 de las tiérras ó por- 
ciones de dicha heredad -son mas ó únenos 
incompletos, no pudiendo por ello tenerse 
esta- por bien circunscrita y determinada en 
su totalidad: 

Considerando que por estas razones solo 
tiene derecho el comprador á las tierras y 
árboles de la heredad de que se trata en la 


cabida y número expresados en el anuncio 

de la subsista; 

Conformándome con lo consultado etc., 
vengo en dejar sin efecto la' Real orden re- 
clamada, y en declarar válida la venta sobre 
que versa este litigio, con derecho, en su 
virtud al comprador á las obradas de tierra 
y ai número de árboles que se expresaron 
én el anuncio oficial de la subasta, some- 
tiendo la designación de estos y aquellos al 
juicio de peritos que las partes nombren.» 
(Gao. í julio.) 

Por otra sentencia de 13 de diciem- 
bre de 1864 se había ya establecido que 
la disposición de la R. 0. de 10 de abril 
de 1861 forma jurisprudencia para to- 
dos los casos de igual naturaleza, tenién- 
dose presente que los bienes desarnorti- 
zo bles no eran ni podían ser enajenados 
como cuerpos ciertos, sino por la cabida 
ó número de fanegas que contenían. Y 
por otra de 30 de enero de 1865 se con- 
signó que dicha Real orden no puede 
tener mas fuerza que la de una condi- 
ción genera] inaplicable á ias ventas he- 
chas con anterioridad á su fecha. 

CUESTIONES SOBRE CENSOS DESAMORTIZADOS 

Y SOBRE RECONOCIMIENTO DEL DOMINIO 

ÚTIL EN LOS ARRENDAMIENTOS ANTERIO- 
RES AL AÑO 1800. 

Decisión de 4 de fehrero de 18G3. 

XX VIL Redención de censos : las 
cuestiones entre los pagadores ó partici- 
pes de la propiedad afecta son de la com- 
petencia de la. Administración. — Don 
Domingo Nogueira y otros entablaron 
en 7 de noviembre de 1861, ante el juez 
de primera instancia de Pontevedra, de- 
manda de mayor cuantía, haciendo pre- 
sente que fueron pagadores, lo mismo 
que Ll. Juan Manuel Malos y otros, de 
rentas á ciertos foro les en concepto de 
llevadores de fincas hipotecadas á la se- 
guridad de los mismos, cuyo dominio 
directo perteneció á la mitra de Santia- 
go, y últimamente á la Nación, pero que 
el expresado Matos solicitó como tal en- 
íiteuta ia redención de esos cuatro foros 
que fué acordada según consta de los 
Boletines oficiales que acompañaban, 
con la circunstancia de que los doman - 
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dantes reclamaron del redimente confi- 
dencialmente primero, y después por 
medio de juicio de conciliación, que les 
recibiese el importe de la parte de capi- 
tal que les correspondiese con arreglo á 
la redención y demás gastos legítimos, 
sin haber podido conseguir avenencia; 
por todo lo cual, y sosteniendo que los 
foros se extinguen por la redención, y 
una vez redimidos nadie tiene derecho 
á reclamar de los foreros cánon ó pensión 
foral, á no ser que de nuevo se constitu- 
yan, y que el redimente Matos no há 
podido obraren la redención menciona- 
da si no por virtud de mandato tácito de 
los demás conforeros ó como simple 
gestor de negocios ajenos, entablaban la 
acción real mas procedente comra el 
mismo, á fin de que se declare que la 
redención ha extinguido la obligación 
de pagar pensiones ferales á los llevado- 
res de terrenos hipotecados á las mismas 
y Matos no tiene mas derecho que á la 
parte proporcional de capital de la re- 
dención y demás gastos legítimos. Ad- 
mitida la demanda y seguidos sus" trá- 
mites, el Gobernador de acuerdo con el 
Consejo provincial de Pontevedra, pro- 
movió y sostuvo competencia que ha sido 
decidida en los términos siguientes: 

«Visto el art. 6.° de la ley de 27 de febre- 
ro de i 856, según e! cual, en el caso de que 
un capital de censo haya sido redimido en 
totalidad con arreglo á la ley de I ,° de mayo 
de 1855 y sus aclaratorias por alguno de los 
partícipes de la propiedad afecta, ó por la 
persona que haga cabeza, podrá cualquiera 
de los otros contribuirle con la prorata que 
le toque dentro del término concedido por la 
redención por esta ley, gozando de sus bene- 
ficios. 

«Visto el art. 96, párrafo 8.° de la lnst, de 
31 de mayo de 1855, que atribuye á la Junta 
de ventas la resolución de todas las reclama- 
ciones ó incidencias de ventas de fincas, cen- 
sos ó sus redenciones. 

«Considerando que lascuestionespropues- 
tas en la demanda incoada ante el juez de 
primera instancia de Pontevedra, relativas á 
la redención de los forales de que se trata, 
deben estimarse como tma incidencia de la 
misma redención, de la que corresponde co- 
nocer á la autoridad administrativa, con Ar- 
reglo á las disposiciones citadas.» 

Conformándome etc. Vengo en decidir es- 
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ta competencia á favor de la Administración.» 

( Gac . 18 febrero. 

Decisión de 26 de abril de 1863. 

XXVIIT. Censos d favor del clero: 
corresponde á la Administración la co- 
branza en tanto que no deban cubrir obli- 
gaciones de misas y otros objetos espiri- 
tuales. — D. M. Marín, cura párroco de 
Chinchilla, presentó demanda ejecutiva 
en el Juzgado de aquel partido contra 
D. Lino Amores, para el pago de nueve 
anualidades vencidas de cierta prestación 
destinada á la celebración de misas, ani- 
versarios y sufragios, y mandada despa- 
char la ejecución, y citado de remate 
Amores, siguieron el curso correspon- 
diente los autos en primera y segunda 
instancia, hasta darse sentencia en 2 de 
diciembre de i862 por la Sala 1. a de 
la Audiencia de Albacete confirman- 
do la de remate apelada, y condenando 
al propio Amores al pago de I.a cantidad 
que se reclamaba. El Gobernador de la 
provincia, previa audiencia del Consejo 
administrativo, requirió de inhibición á 
la Sala en vista de que resultaba que la 
Administración provincial de propieda- 
des y derechos del Estado había verifi- 
cado ya el cobro de las pensiones venci- 
das del indicado censo, é invocando, 
entre otras disposiciones, la R. 0. de 3 de 
mayo de 1859. Pero la Sala, aunque 
contra el dictamen de! fiscal , resistió el 
requerimiento invocando también la Real 
orden de 3 de mayo de 1859, así como 
la circular aclaratoria de 29 de julio si- 
guiente, y sosteniendo por otra parte que 
habiendo pasado ya en autoridad de cosa 
juzgada su sentencia de 2 de diciembre, 
el requerimiento del Gobernador contra- 
venía á lo prescrito en el art. 3. ü del 
R. I), de 4 de junio de 1847. 

El Consejo de Estado, con vista de las 
disposiciones citadas, ha decidido esta 
competencia á favor de la Administra- 
ción . 

«Considerando que la sentencia de 2 de 
diciembre de 1862, dada en este negocio 
respecto al pago de atrasos, no es de las eje- 
cutorias de que habla el art. 3.° del R. D. de 
5 4 de junio de 1847, porque con ella no lia 
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fenecido el negocio, y antes queda abierta su 
continuación en juicio ordinario . 

Que á la Administración está encomenda- 
da la cobranza de censos impuestos á favor 
del clero, en tanto que no deban cubrir obli- 
gaciones de misas y otros objetos espiritua- 
les; y por lo mismo, y habiéndose procedido 
por la Administración provincial de Albacete 
á la cobranza del censo que reclama el pár- 
roco de Chinchilla, hay en el presente nego- 
cio una cuestión prévia de resolución admi- 
nistrativa, que consiste en la investigación y 
conocimiento de si ose censo es ó no de los 
destinados al cumplimiento de las referidas 
obligaciones espirituales: 

Que en su consecuencia, la Administración 
provincial tiene que formalizar expediente, 
y en visla de su definitivo resultado ó con- 
vencerse de que no la incumbe la recauda- 
ción del censo de que se trata con arreglo á 
la Realórden y circular citadas, devolviendo 
los autos á la autoridad judicial, ó dictar una 
resolución atribuyéndose la cobranza del 
propio censo.» ( Gac . 22 mayo.) 

Decisión de 10 junio de 1863. 

XXIX. Cuestión sobre si los atrasos 
de un censo quedaron condonados con la 
redención . — El cabildo de Toledo acu- 
dió en 16 de julio de 1862 al juez de pri- 
mera instancia de ia misma ciudad con 
ur,a demanda contrae! Ayuntamiento de 
Huete sobre pago de réditos atrasados 
de un censo, acompañando, entre otros 
documentos, una Real orden expedida 
por el Ministerio de Hacienda en 2 de 
abril del propio año, en la cual, esti- 
mando que no eran de la competencia 
de la Administración las indicadas re- 
clamaciones del cabildo, se resolvió que 
este como el Ayuntamiento podrían usar 
de sus respectivos derechos donde vie- 
ran convenirles. Admitida la demanda 
y conferido traslado al Ayuntamiento, 
el Gobernadoi de Cuenca, enterado del 
negocio pidió informe al Consejo pro- 
vincial, que le evacuó eu el sentido de 
que tratándose de réditos atrasados de 
un censo cuya redención se solicitó con 
arreglo á las leyes de 1.° de mayo de 
1855 y %í de febrero de 1856, y aunque 
quedóven suspenso, vino á verificarse en 
octubre de 1861; y no habiéndose teni- 
do conocimiento de este último hecho al 
expedirse la R, 0. de 2 de abril de 1862, 


que es el principal apoyo de la deman- 
da, la cuestión no podía menos de 'esti- 
marse como una incidencia de la misma 
; redención, de que corresponde conocer 
i á la autoridad administrativa. 

Promovida competencia por dicho Go- 
| bernador, vino á decidirse á favor de la 
Administración , con vista de la ley de 
l.° de mayo de 1855, artículos 7.° y 11 
de la ínst. de 31 de mayo de 1855, ar- 
ticulo 96, párrafo 8.° y 9.° del art. 7.° 
de la ley de 27 de febrero de 1856 y del 
14 del R. D. de 21 de agosto de 1860 
que dispone que la Junta superior de 
ventas de bienes nacionales y las de pro- 
vincias procederán respectivamente á la 
aprobación de los expedientes de reden- 
ción de censos eclesiásticos que se halla- 
sen pendientes al expedirse el R D. de 
26 de setiembre de 1856: 

«Considerando que la cuestión que se pre- 
senta en este negocio, relativa á si los atra- 
sos que se reclaman judicialmente del censo 
ele que se trata quedaron 6 no condenados 
con arreglo á las leyes y Reales decretos qüe 
en su lugar se citan, con la redención del 
propio censo, desconocida al expedirse la 
R. O. de 2 de abril de 1862, no puede menos 
de estimarse en el caso presente como una 
incidencia de la redención misma, de reso- 
lución gubernativa, según lo prescrito en el 
arl. 96 de la ínst. de 31 de mayo de 1855.» 
(Gac. 28 junio.) 

Decisión de 12 de julio de 1863. 

XXX. No corresponde al clero y si á 
las Administraciones del ramo reclamar 
el payo de las pensiones ; y á las oficinas 
de Hacienda conocer de estas reclama- 
dones . — Competencia entre el Goberna- 
dor de Lérida y e! juez de Solsona. — La 
comunidad de presbíteros de Cardona 
presentó en ol referido Juzgado demanda 
ejecutiva contra M. y M. para el pago de 
las pensiones de censos, vencidas desde 
l.° de mayo de 1855. Opusieron los de- 
mandados la excepción de falta dé per- 
sonalidad en el actor por estar incautada 
la Hacienda de todos los bienes y rentas 
del clero y haberles reclamado en este 
concepto la Administración de propieda- 
dtdes y derechos del Estado los réditos 
de los mismos censos, y el promotor fis- 
cal propuso á la vez la declinatoria, ins- 
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lado por dicha Administración; ¿ pero, 
aunque el Juzgado se inhibió, foé revo- 
cado por la Audiencia el auto iuhibito- 
rio. Requirió entonces el Gobernador al 
Juzgado para que se inhibiese y promo- 
vida con este motivo esta competencia, 
se ha decidido á favor de la Adminis- 
tración, visto e! art. 1.° de la ley de l.° 
de mayo de 1855, el 23 de la Inst. de 
31 de id., el 3.° de la ley de 11 de julio 
de 1856 , el convenio con la Santa Sede 
ó ley de 4 de abril de 1860, y las leyes de 
1 1 de marzo de 1859 y 7 de abril de 1 861 ; 

«Considerando : 

1. ° Qué el Estado está incautado de los 
censos de que se trata y los administra, aten- 
diendo ala dotación déí clero y sostenimien- 
to del cuito, asi con las contribuciones y 
rentas de !a Nación como con el producto de 
los bienes desamortizados que pertenecieron 
al clero y cuya permutación está acordada. 

2. ° Que eu este concepto solo á las Ad- 
ministraciones de propiedades y derechos 
del Estado corresponde reclamar el pago de 
pensiones de los censos que fueron del cle- 
ro, valiéndose de los medios que las dispo-j 
siciones vigentes les conceden , y á las ofici- 
nas de Hacienda conocer de estas reclama- 
ciones.» [Gac, i i julio, ) 

Sentencia de 29 diciembre de 1863. 

XXXI. Arrendamientos anteriores al 
año 1800. L t adjudicación anual de una 
parte de los aprovechamientos naturales 
de una dehesa , hecha en favor de uno , 
debe estimarse como una venia de sus 
frutos , y no como arrendamiento pro- 
piamente dicho, aun cuando con tal nom- 
bre se hubiera otorgado. —Demanda ante 
el Consejo de Estado interpuesta por Don 
José Navarro Pacheco, vecino do la villa 
del Bonillo (Albacete) contra la Admi- 
nistración general del Estado, con la 
pretensión de que se revocase la Real 
orden de 23 de julio de 1861 que, de 
acuerdo con el dictamen de la Dirección 
general, le negó el derecho que preten- 
día corresponderle al dominio útil de un 
cuarto de la dehesa titulada Majadillas, 
perteneciente á los propios de dicha vi- 
lla, y la redención del directo de dicho 
terreno; y se declarase le pertenecía di- 
cho dominio útil, y el derecho á redimir 
el directo, ya citado. 


El Consejo de Estado, vistos, la ley 
de l.° de mayo de 1855 y el art 231 de 
la Inst. de 31 del mismo raes y año para 
su ejecución y cumplimiento, en e! cual 
se determina que igualmente se admiti- 
rán las redenciones de los arrendamien- 
tos que se paguen á las corporaciones 
cuyos bienes se declararon en venta, no 
excediendo de 1.100 rs. ; entendiéndose 
como tales aquellos que desde la época 
indicada antes de 1800 hayan estado en 
poder de una misma familia, aunque hu- 
biesen sufrido alguna alteración en la 
renta en épocas posteriores, con tal que 
se hayan renovado; ei art. 2.° de la ley 
de 27 de febrero de 1856, en el cual se 
declaran como censos, para los efectos 
de la misma, los arrendamientos anterio- 
res á 1800 que, no excediendo de 1.100 
reales en su origen ó en el año último, 
hayan estado en poder de una misma fa- 
milia desde la citada época, aunque hu- 
biesen sufrido alguna alteración' en las 
rentas en épocas posteriores; y el art. 14 
de la misma ley, en que se previene que 
no se exija documento alguno ni prueba 
a! que solicite la redención de un censo, 
excepto á los arrendatarios á que se con- 
trae el citado art 2.°, en los que será 
precisa la justificación documental, ó en 
caso de absoluta imposibilidad de esta la 
de testigos, con intervención de la Ha- 
cienda y de las corporaciones á quienes 
pertenezcan los bienes ; absolvió á la 
Administración de la demanda en estos 
términos: 

«Considerando que la adjudicación anual 
de una parte de ios aprovechamientos natu- 
rales de la relacionada dehesa de Majadillas 
debería estimarse como una venta de estos 
frutos, y no como un arrendamiento propia- 
mente dicho , aun cuando con este nombre 
se hubiese otorgado, y no por repartimiento 
del Municipio ó por suerte ó convenio entre 
los ganaderos vecinos del Bonillo, como apa- 
rece que se ha verificado: 

Considerando que aun en el supuesto de 
que hubiese existido el contrato de arrenda- 
miento, y prescindiendo de sus interrup- 
ciones y de que uo se ha acreditado que 
el precio no excediese de 1.100 rs. antes del 
año 1800, ó en los de 1854 y 1855, no son 
aplicables al presente caso las disposiciones 
de las leyes é instrucción citadas, porque no 
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se adjudicaron al demandante, ni antes á su 
padre, todos los aprovechamientos de la de- 
hesa en cuestión, sino Jos pastos y hojas para 
los ganados, solamente reservándose todos 
los demás, como los de la leña y Caza, á fa- 
vor del común de vecinos, ni por conse- 
cuencia la cantidad satisfecha puede, servir 
para fijar !a renta tota! de la dehesa cuya 
redención y dominio se solicita; 

Conformándome con lo consultado pór la 
Sala de lo contencioso del Consejo de Esta- 
do etc. , vengo en absolver á la Administra- 
ción cíe Ja demanda interpuesta á nombre 
de D. José Navarro Pacheco, y en confir- 
mar la Peal orden reclamada, y lo acordado.» 
(Gao. 26 febrero.) 

Sentencia de 2 enero de 1864. 

XXX II. El derecho de redimir con- ' 
cedido á los partícipes de un mismo ar- 
rendamiento de estos bienes, se entende - ' 
rd limitado al caso en que la ñnca no 
rentase en el ano 1800, ó al principiar 
el arrendamiento mas de 1. 100 rs. anua- 
les, ni cada uno de ellos pagase mayor 
cantidad que esta al publicarse la ley de 
27 de febrero de 1856. — Pleito seguido 
en primera y úniea instancia ante el 
Consejo de Estado por D. José Antonio 
Leiva contra ia Administración genera), 
sobre declaración del dominio útil y re- 
dención del directo de 39 marjales de 
tierra, que pertenecientes al colegio del 
Sacromonte de Granada llevaba aquel 
en arrendamiento. Habiendo solicitado 
el demandante la redención, fundado en 
que venían poseyéndose por la familia 
en gloho con otras heredades, anterior 
á 1800, los 39 marjales que él lleva en 
arrendamiento por una renta inferior á 
ia cantidad de 1.100 rs., la Comisión de 
ventas fué de opinión en vista de las 
pruebas aducidas, que procedía la re- 
dención. Mas la Dirección de propieda- 
des y derechos del Estado la resolvió ne- 
gativamente, y su acuerdo fué aproba- 
do por R. 0. de 6 de julio de 180! en 
atención á que excedía la renta al tipo 
señalado por la ley. De esta Real dis- 
posición, se reclamo para ante el Con- 
sejo (fe Estado, quien en vista de la ley 
de II de julio de 1836 y de la Real or- 
den de 24 de diciembre de i86ü, con- 


firmó aquella Real, orden absolviendo á 
la Administración: 

«Considerando que el arrendamiento en 
cuestión, al otorgarle en 28 de marzo de 
1792 á favor de Manuel Sierra y su mujer 
Juliana Mejías, por precio de 7.224 rs. anua- 
les, comprendió 301 marjales, entre ellos 
los de que se trata, habiendo continuado así 
hasta el año de '1821, en que empezó á di- 
vidirse entre personas de la familia de los 
arrendatarios primitivos; 

Considerando que, según el art.. 9.° de la 
citada R. O. do 24 de diciembre de 1860, 
expedida después de oir al Consejo de Esta- 
do, los partícipes de un arriendo de esta 
! clase carecen del derecho de redención 
! siempre que, según se verifica en el pre- 
i sente caso, hubiese rentado la finca mas de 
1.100 rs. en el año 1800 ó al principiar el 
arrendamiento. (Gao. 12 marzo.) 

Sentencia de 25 febrero de 1864. 

XXX11I. Se deniega la consideración 
de dominio útil para los efectos de redi- 
mirse el directo de bienes llevados en 
arrendamiento por exceder el tipo de la 
renta con la contribución de 1.100 rea- 
les , y por haber sido hecho el arriendo 
á una persona ó familia, y no en par f i- 
cipacion como requiere el art. 2.° de la 
ley de. 27 de febrero de 1856. — D. Pedro 
Crego y consortes incoaron demanda en 
. primera y única instancia ante el Con- 
sejo de Estado, contra la Administra- 
ción general , sobre revocación de la 
R. O. de 20 de junio de 1861 , por la 
cual se les negó el dominio útil del ter- 
reno llamado Meregal perteneciente á 
los propios de Salamanca. Habiendo pre- 
sentado los demandantes una solicitud 
al Gobernador pidiendo la declaración 
del dominio útil y redención dei directo 
de aquel terreno, por venir arrendado 
dentro de su familia desde antes del año 
1800 sin pagar de renta mas de 1.100; 
se formalizó el oportuno expediente, del 
cual aparecen entre otros antecedentes, 
dos muy principales: l.° Que según cer- 
tificado expedido por el Ayuntamiento 
de Salamanca, desde 1829 al 54 se lian 
pagado por renta del Meregal, 1.990 rea- 
les los dos primeros años, y 1.100 los 
restantes, y este pago se satisfacía unas 
veces por unos de los reclamantes y otras 
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por otros; y l°, que según escritura de 
arreo da miento de 5 de abril de l#&i es- 
tos convinieron en pagar 1.100 rs. por 
razón de renta, mas la contribución que 
sobre la finca pesase. Elevado al Minis- 
terio este expediente de acuerdo con la 
Dirección de propiedades. Asesoría y 
Junta de ventas recayó la R. 0. de *20 de 
junio de 1861, por la que se negó la pre- 
tensión de aquella. Y habiendo apelado 
de ella la confirmó el Consejo de Esta- 
do con vista de la ley de 27 de febrero 
de 1856 y R. 0. de 21 de diciembre 
de 1860: 

«Considerando que no se ha acreditado la 
renta que los demandantes satisfacían en el 
año de 1800, y que según escritura de 5 
de abril de 1851 se obligaron á pagar por el 
arriendo de las tierras, cuyo dominio recla- 
man, la cantidad de 1.100 rs. anuales y ade- 
más el importe de Jas contribuciones con 
que aquellas fuesen gravadas, excediendo 
por consiguiente del tipo señalado en la ley: 

Considerando que el arriendo se hizo á Jos 
demandantes como á una sola persona ó fa- 
milia, y no en participación , según era ne- 
cesario para que tuviese aplicación la se- 
gunda parte del art. 2.° de la ley de 27 de 
febrero de 1855.» ( Gac . 10 abril.) 

Sentencia de 2 de marzo de 1864. 

XXXIV. Arrendamientos , contratos 
especiales entre compradores y arrenda- 
tarios. La sentencia que aprecia las con- 
diciones , circunstancias y pruebas de un 
contrato entre compradores y arrendata- 
rios de propiedades del Estado, y no ha 
prescindido del valor legal de las con- 
venciones y pruebas, en manera alguna 
infringe la ley 1. a , tít. I , lib . X de la No- 
vísima Recopilación . — El administrador 
de propiedades y derechos del Estado de 
la provincia de Badajoz otorgó escritura 
de arrendamiento (le los pastos denomi- 
nados Gavilanes, Lanchuelas y Atoque- 
do á D. Pedro Gómez Brabo, por el tér- 
mino de cuatro años, y bajo las condi- 
ciones de «que si los compradores de 
aquellos lerrenos pagasen el importe de 
los pastos , el arrendatario no tendría 
derecho á continuar en el arriendo.» Ve- 
rificada la venta los compradores D. Fé- 
lix García Gómez, D. Toribio García Mo- 
ra y D; Atanasio López Villalobos , con- 


vinieron por escrito con el arrendatario: 
primero, que las posesiones de Lanchue- 
las y Atoquedo las disfrutasen con sus 
ganados Mora y D. Rafael Valdivia basta 
Que la Dirección de propiedades resolvie- 
ra-la instancia incoada, quedándose con 
sus ganados un año mas aquel á quien 
favorecía dicha resolución: segundo, 
que los pastos de Lanchuelas valian 
12.200 rs. y la rastrojera 1.800 y los de 
Atoquedo 12.000 rs.; tercero, .que la po- 
sesión de Gavilanes la disfrutasen Brabo 
y Villalobos, uno los pastos y otro los 
terrenos de labor; y que las rentas de 
todos, las llevarían aquellos á cuyo fa- 
vor se decidiese la cuestión pendiente en 
la Dirección; cuarto y último, que si la 
resolución fuese, la de que se dividiera 
el disfrute entre compradores y arrenda- 
tarios, entonces cada uno llevara la ren- 
ta respectiva á su terreno ó porción. La 
Dirección en Ib de octubre de 1859 re- 
solvió, que los compradores tenían que 
respetar el arriendo de Brabo basta julio 
del 60 por cumplirse entonces el año 
desde que hicieron el primer pago de la 
compra. Mas esta resolución fué contra- 
dicha por otras do 12 de marzo y 8 de 
mayo de 1860 donde se dispuso «que el 
arrendatario solo tenia derecho á levan- 
tar la cosecha del terreno de labor, y 
una vez levantada fuese lanzado de aque- 
llos;» pero el aprovechamiento de los 
frutos durante el año de 1859 le disfru- 
taron Valdivia, Brabo, Villalobos, Mora 
y sus hermanas doña Dolores y Variana. 

Con motivo de todos estos hechos los 
compradores precitados entablaron de- 
manda en 30 de octubre de 1860 para 
que mediante á io convenido en el con- 
trato y resolución primera de la Di- 
rección , pagasen Valdivia á D. Toribio 
13.000 rs. valor de los pastos y labor de 
Lanchuelas; Brabo á Villalobos 7.000 va- 
lor de Gavilanes y 1.000 rs. mas por las 
102 cabezas de yerba que le permitió 
meter al pasto, y que á su vez se decía - 
rase que Brabo no tenia derecho a pedir 
de doña Dolores y de doña María la can 
tidad de 12.000 rs. valor de los pastos de 
Atoquedo , pues que correspondía á Gó- 
mez de la Sorna. Los demandados impug 
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naron !a demanda interponiendo recon- 
vención Brabo contra Mora por 12.000 
reales procedentes de los pastos de Ato- 
quedo, que disfrutó este y contra Villa- 
lobos por 0.000 valor de los de Gavila-> 
nes, y pidieron todos que se declare im- 
procedente la demanda por ir dirigida 
contra personas que no habían contra- 
tado, ni con los demandantes, ni con la 
Hacienda, y q vie tan solo Brabo era, co- 
mo arrendatario directo con la Hacien- 
da , eí que debia sufrir las consecuen- 
cias de la demanda. 

Practicada la prueba, el juez de pri- 
mera instancia dictó sentencia, que re- 
vocó la Sala primera de la Audiencia de 
Cacares , absolviendo á los demandados 
de la demanda y condonando á D. Tori- 
bio García Mora á pagar á D. Pedro Gó- 
mez Brabo 12,000 rs., valor estipulado 
al disfrute del quinto de Atoquedo; á 
D. Atanasio López Villalobos á pagar al 
mismo D. Pedro o. 000 rs. por el pasto 
y bellota del de Gavilanes, reservando á 
este su derecho para que lo ejercitase en 
su caso, si creyese convenirle, contra su 
hermano D. Antonio por los 1 000 rea- 
les valor dei disfrute de los pastos de 
yerba de 102 cabezas en el mismo quin- 
to; todo sin perjuicio de ios derechos 
que igualmente se reservaban á D. To- 
rillo García Mora y D. Félix García Gó- 
mez , para que percibieran del arrenda- 
dor ü. Pedro las cantidades que les cor- 
respondieran, como compradores de Ga- 
vilanes, Latídmelas y Atoquedo, desde 
que habían verificado sus pagos hasta la 
terminación del arriendo, cotí arreglo al 
contrato celebrado por D. Pedro con la 
Ha eienda pública : 

Los demandantes interpusieron recur- 
so de casación, citando como infringidas 
las leyes y doctrina general que sancio- 
nan el cumplimiento de los contratos y 
sus condiciones, y especialmente la 1. a , 
tít. I , lib. X de la Nov. Rocop, E! Tri- 
bunal Supremo declaró no haber lugar 
al recurso en estos términos: 

«Considerando que la cuestión de osl e plei- 
to reducida á lijar ia verdadera inteli- i 
gencia dei contrato privado que los litigan- 
tes celebraron el día 18 de octubre de 1859 * 
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y decidir si para su cumplimiento de^ 
nerse en cuenta y adoptar como norma la re- 4 
solución de la Dirección de bienes del Estad, 
do de 15 de dicho mes y año, ó bien la dic- 
tada por la misma Dirección en 12 de marzo 
de 1860 , que modifica esencialmente la pri- 


mera : 

Considerando que al fallar la Sala senten- 
ciadora en los términos que aparece de la 
ejecutoria , apreciando simultáneamente y 
en conjunto los méritos del citado convenio, 
el de los acuerdos de la Dirección y jas prue- 
bas testificales suministradas por los interesa- 
dos, ni ha prescindido, como se supone, del 
valor legal de las convenciones, ni por con- 
. siguiente ha infringido la ley 1. a , tít. I, li- 
bro X de la Nov. P.ecop. que como únic 
fundamento dei recurso se cita; 

Fallarnos que debemos declarar y declara- 
mos no haber lugar al de casación inter- 
puesto por D. Félix García Gómez de la Ser- 
na etc. (Gac del 16.) 

Sentencia de 17 marzo de 1864. 

XXX V. Para que puedan condonar- 
se los atrasos de los censos declarados 
en estado de venia , al tenor del art. i.° 
de la ley de 11 de mayo de 1855, es pre- 
ciso que los censatarios se confiesen deu- 
dores á los capitales ó sus réditos. Es 
competencia de la Administración el de- 
clarar en cada caso , si es ó no proceden- 
te el perdón ó condonación de atrasos . — 
La comunidad de presbíteros beneficia- 
dos de San Juan de Jerusalen,, interpuso 
en uno de los Juzgados de Barcelona 
demanda, sobre pago de réditos de ud 
censo contra D. J uan Golovardes y con- 
sortes. En el año de 1789 los ascendien- 
tes y causantes de los demandados fun- 
daron un beneficio perpetuo , simple y 
eclesiástico en la iglesia de San Juan de 
aquella ciudad, reservándose el derecho 
de patronato activo , y señalando como 
afectos á la fundación , entre otros bie- 
nes, un censo de 90 libras de pensión. 
En 1841, en virtud de la ley sobre adju- 
dicación do capellanías, pidieron las fa- 
milias de los fundadores se declarasen 
los bienes secularizados *y divisibles-, á 
lo cual se opuso la comunidad, saliendo 
vencedora por sentencia de revista de 22 
de setiembre de 1855, mas como se ba- 
ilasen en descubierto los parientes dé los 
fundadores en el pago de pensiones atra- 
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sadas, á contar desde 1811, furmuló de- j 
mandada comunidad reclamándoles, fun- ¡ 
dada en que el derecho á ellas no estaba i 
aun prescrito, por cuanto en el de 1847 , 
se satisficieron algunas pertenecientes a | 
los años 1802 á 1811. Los demandados \ 
.contestaron que habían acudido á la Ad- ¡ 
ministracion pidiendo la redención del 
censo, ya que era de carácter eclesiástico 
y no de patronato particular, cuya re- 
dención y condonación de pensiones 
atrasadas les debia ser concedido al te- 
nor de la ley desamortizadora, Replicó 
la comunidad, diciendo, que el censo 
en cuestión era de los llamados de san- 
gre, afecto á fundaciones piadosas; yj 
que por circular expedida por la Junta j 
provincial de ventas en 10 de junio de 
1856, habían sido declaradas exentas de 
la ley las comunidades de presbíteros. 
Elj uez dictó sentencia, que confirmó la 
Sala segunda de la Audiencia de Barce- 
lona , condenando en un lodo á los de- 
mandados. Interpuesto el recurso cita- 
ron, como infringidas la ley de í.° de 
mayo de 1855 en suart. 11, y la dispo- 
sición adoptada por la Dirección general 
de propiedades de 27 de julio de 1858. 
Mas el Tribunal Supremo declaró no ha- 
ber lugar á él en esta forma: 

«Considerando que por el art. 11 de la ley 
de l.°de mayo de i 855 no se perdonaron 
todos los atrasos de los censos que se decla- 
raban en estado de venta, sino tan solo aque- 
llos en que concurriesen las circunstancias 
que dicho artículo expresa, y prévio el reco- 
nocimiento que exige por parte de los cen- 
satarios: 

Considerando que el examen de estos da- 
tos, y de si se lia cumplido con lo prescrito 
por fa referida lev y por las instrucciones 
dictadas para su ejecución , es de la compe- 
tencia de la AMininístracion, á la cual por lo 
tanto corresponda declarar en cada caso si 
es ó no procedente el perdón ó condonaciou 
de los atrasos: 

Considerando que no solo está acreditado, 
sino que también se ha reconocido por los 
mismos recurrentesque, no obstante de ha- 
ber acudido á la Autoridad administrativa, 
no habían obtenido la redención del censo 
ni la condonación de los réditos atrasados, 
cuando volvió á encargarse la comunidad de- 
mandante de la administración y recauda- 
ción de sus bienes y rentas , de que forman 


parte las .pensiones que son objeto de este 
pleito, y pudo por consiguiente reclamar: 

Y considerando por lo expuesto que la 
ejecutoria que condena á los recurrentes á 
su pago , no infringe la ley de i ,° de mavo 
de 1855, única que ha sido citada; 

Fallamos , que debemos declarar y decla- 
ramos no haber lugar al recurso de casación 
interpuesto por D. Manuel Golovardes y con- 
sortes, á quienes condenamos en las costas 
y á la pérdida de la cantidad depositada, que 
se distribuirá con arreglo á la ley, devolvién- 
dose los autos á la real Audiencia de Barce- 
lona coq la certificación correspondiente.» 
(Gao. de 22 id.) 

Sentencia de 28 de marzo de 1864. 

XXXVI. Ocurriendo dudas sobre la 
existencia de un foro que se pretende re- 
dimir , la Administración general se des- 
entenderá del conocimiento de un expe- 
diente de este género , hasta que los Tribu- 
nales ordinarios por los principios de de- 
recho común resuelvan aquella cuestión 
previa . — Demanda incoada en primera 
y única instancia ante el Consejo de Es- 
tado por D. Manuel Reynante, contra la 
Administración general, sobre revoca- 
ción de la R. 0. de 11 de octubre de 
1862 por la cual se resolvió acudieran 
las partes á donde correspondiera para 
demandar su derecho. En 1859 acudió 
D. Manuel Reynante al Gobernador de 
la provincia de Lugo, exponiendo que 
en virtud de la ley de 11 de marzo ante- 
rior había solicitado y obtenido la reden- 
ción de un canon de 300 rs., que como 
derivado de D. Manuel García Sánchez 
debia pagar á los propios de la villa de 
Rivadeo, mediante una escritura foral 
de 1790. Anunciada la redención en e! 
Boletín oficial y aprobada acordó el 
Ayuntamiento de dicha villa instruir ex- 
pediente, puesto que no tenia la menor 
noticia de semejante canon , ni de los 
bienes que le eran afectos. Mas la Junta 
superior de ventas fue de opinión que 
debia el Ayuntamiento respetarla reden- 
ción reclamada, de cuyo acuerdó se alzo 
este al Ministerio de Hacienda, pidiendo 
se declarase nula la redención del foro. 
En tal .estado recayó la Real orden indi - 
cada al principio, y D. Manuel Reynante 
interpuso contra ella el recurso conten- 
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cioso pretendiéndose depra sin efecto y 
se confirmase el acuerdo de la Junta su- 
perior de ventas. El Consejo de Estado 
absolvió á la Administración de la de- 
manda, y confirmó la Real orden recla- 
mada: 

«Considerando que si bien el foro en cues- 
tión se consignó en una escritura pública 
otorgada en 11 ríe noviembre de 1790 por el 
Ayuntamiento de Ri vadeo á favor de O. Ma- , 
miel García Sánchez, de quien el demandan- 
te deriva su derecho, no consta cuál fuese la 
resolución final del antiguo Consejo de Cas- 
tilla en el expediente formado ante el mismo 
con motivo de la solicitud- de aprobación de 
la mencionada escritura, que pocos dias des- 
pués de su otorgamiento elevó á aquel Supre- 
mo Cuerpo García Sánchez, y á que hicieron 
oposición D. Antonio Marchámalo y los pro- 
curadores síndicos de las Riberas de Arriba 

Y Ahajo; 

Considerando que tampoco se lia hecho i 
constar la posesión del foro por e! referido' 
García Sánchez ni los que se dicen sus ha- 
bientes-causa, al paso que resulta no haber 
satisfecho ninguno de ellos una sola pensión 
al Ayuntamiento de dicha villa: 

Considerando que de aquí surge natural- 
mente la duda de si existe ó no el foro de que 
se trata, duda que solo pueden resolver los 
Tribunales de justicia, aplicando el derecho 
común: 

Y considerando que hasta que recaiga esta 
resolución no cabe otra de parte de ia Admi- 
nistración activa que la que encierra la Real 
órdeii reclamada, por la que nada se prejuz- 
ga y se deja en pié el derecho que por la re- 
dención de dicho foro pueda haber adquiri- 
do el demandante, y en aptitud á este para 
provocar desde luego la insinuada resolución 
judicial; Conformándome etc.» ( Gac . 19 
mayo.) 


lando la redención concedida á los mis*, 
mos, por acuerdo de la Junta superior 
de ventas. E! Consejo de Estado confir- 
mó la Real orden reclamada: 

«Considerando que la resolución de la 
Junta superior de venta de bienes nacionales 
de 16 de setiembre de 1859, en la que se de- 
claró á favor de los demandantes el dominio 
útil de las fincas que llevaban en arriendo, 
no ps de las que causan estado, ni le es apli- 
cable lo resuelto en la R. O. de 10 de junio 
de 1 856, en la cual solo se trató de los expe- 
dientes formados por consecuencia deiaocul- 
tacion ó no inclusión en los inventarios de 
los bienes que debieran comprenderse en 
ellos: 

Considerando, por lo mismo, que aquella 
resolución pudo ser revocada, como lo fué, 
por la vía gubernativa y R. O. de 1 .° de abril 
de 186*2: 

Considerando que la de 24 de diciembre 
de 1860; definiendo ó declarando Ja exten- 
sión del derecho de las familias para recla- 
mar el dominio útil de las fincas llevadas en 
arriendo por las mismas. Jo circunscribió al 
décimo grado civil de parentesco , obrando 
de acuerdo en este punto con otras disposi- 
ciones legales, y señaladamente con la ley 
de 16 de mayo de 1835. 

Y considerando que de los documentos 
presentados por los mismos demandantes re- 
sulta que D. Esteban Pingarron y su herma- 
no, representados por D. Victoriano O.caña, 
se hallan en undécimo grado de parentesco 
respecto del que llevaba en arriendo en 1799 
las fincas reclamadas.» (Gac. 30 mayo.) 

i - - 

Sentencia de 18 de abril de 1866. 

XXXVIIL Declaración del dominio 
útil y derecho de redimir el directo , d 
favor de arrendatarios por si ó sus an- 
tecesores, siéndolo antes de 1,800. — El 


Sentencia de 4 de abril de 1864. 

XXXVII. Limitación del derecho 
para reclamar el dominio útil de las fin- 
cas llevadas en arrendamiento por las 
familias.— demanda ante el Consejo de 
Estado interpuesta por D. Estéban Pin- 
garon presbítero, y D. Victoriano Oca- 
ña, contra la Administración general del 
Estado, con la pretensión de que se re- 
vocase la R. 0. de 1 .° de abril de 1862, 
que decían] sin derecho á los demandan- 
tes, al dominio útil de unas fincas que 
pertenecieron al Hospital de Getafe, anu- 


Cotisejo de Estado por sentencia de 18 
de abril deja sin efecto una R. O. de 5 
do diciembre de 1800 reclamada por 
D. Juan G-utierrez Deleito que revocó el 
acuerdo de la Junta de ventas conce-^ 
diéndole el dominio útil y derecho de 
redimir el directo. Se dicta este fallo con 
vista de la ley de 27 de febrero de 1850 
y de la R. 0. de 24 de diciembre 
de 1860: 

«Considerando que la cuestión de este 
pleito está hoy contraída á depurar si ía fin- 
ca de que se trata ha venido poseyéndose en 
arrendamiento por el demandante y sus an- 


DESAMORTIZACION. 


tecesqres desde fines del siglo pasado hasta 
que se promulgó la ley antes citada; 

Considerando que si bien cuando se dictó 
la Real órden cuya revoeqeion se solicita, el 
expediente no ofrecía lina prueba satisfacto- 
ria sobre tan interesante extremo, y resulta- 
ba en descubierto un período de 23 años, 
este se ha llenado cumplidamente con las di- 
ligencias, pruebas y documentos que el de- 
mandante presentó después y corren unidos 
á los autos: 

Considerando que estas nuevas justifica- 
ciones no pueden dejar de apreciarse por 
virtud de lo dispuesto en la R. O. de 24 de 
diciembre de 1860; pues sobre que están en 
perfecta armonía con las reglas de trumita- 
cio’n que en ella se consignan, dicha Real 
orden se dictó cuando el expediente guber- 
nativo estaba ya terminado , y no tema por 
consiguiente aplicación: 

Y considerando, finalmente, que resulta 
demostrada la concurrencia de Tos demás 
requisitos que simultáneamente exige la ley 
del año 56 para que los arrendatarios pue- 
dan obtener el doble beneficio que Ja misma 
ley dispensa.» ( Gac . 20 junio.) 

Sentencia de 20 de abril de 1S66. 

XXXIX. Es requisito esencial para 
confirmar á una familia el dominio útil 
de las fincas desamortizadas que lleva en 
arriendo desde antes del año 1800, acre- 
ditar este hecho con documento de los 
primeros años de este siglo , admitiéndo- 
se solo como complementaria la prueba 
testifical. También es requisito esencial 
acreditar si la sucesión con la familia ha 
sido directa, ó trasversal dentro del dé- 
cimo grado. — No deben confundirse los 
arrendamientos coii ios repartimientos 
de propios.-— V arios vecinos de Villalucn- 
ga (Toledo) recurrieron, en 185a y 1836, 
al Gobernador de la provincia, solicitan- 
do el dominio útil de unos terrenos, lla- 
mados Cuartillas, Carrascal etc., perte- 
necientes á lós propios de -dicha villa, 
por razón de venirlos labrando y disfru- 
tando en arrendamiento en suertes de seis 
fanegas, de la mas remota antigüedad, 
sin exceder su renta de los 1.100 rs., que 
prefija la ley para que puedan conside- 
rarse como censos á los efectos de la des- 
amortización los arrendamientos ante- 
riores á 1800, continuados sin interrup- 
ción en una misma familia, y acore pa- 
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fiaron en justificación de su derecho una 
información de cinco testigos, recibida 
ante el juez con citación del promotor fis- 
cal, de la que resulta ser cierto cuanto 
manifiestan los recurrentes y que nunca 
se extendió para estos arriendos escritu- 
ra alguna ni se dió recibo del pago de la 
renta. 

Instruido el expediente, con informes 
muy favorables, se desestimó la reclama- 
ción por R. 0. de l.° de abril de 1864, 
confirmatoria del acuerdo de la Junta su- 
perior de ventas, y reclamada esta reso- 
lución ante el Consejo de Estado, la con- 
firma también por sentencia de 20 de 
abril en estos términos: 

«Visto el art. 13 de la Inst.. de H de julio 
de 1856, que solo admite la prueba testifical 
como complementaria en el caso de que los 
interesados presenten un documento de los 
primeros años de este siglo, por el que .-e 
haga constar que la familia estaba eu pose- 
sión de la finca: 

Visto el art, l.° de la R. O. de 24 de di- 
ciembre de 1860, según el cual «la conti- 
nuidad de los arrendamientos anteriores al 
año 1800 en una misma familia, se entiende, 
uo solo respecto á los que procedan de suce- 
sión directa de padres á hijos, sino á los de 
parientes por rigoroso órden de sucesión 
dentro del décimo grado : 

Vista la ley de 6 de mayo de 1855, yen 
especial su art. l.°, que declaró de propie- 
dad particular las suertes de terrenos bal- 
díos, realengos, comunes, propios y arbitrios 
que se repartieron con las formalidades pres- 
critas en la provisión de 26 de mayo de 1770 
y demás disposiciones que en él se expresan. 

Considerando que no habiéndose presen- 
tado ningún documeuto de principios de este 
'siglo en justificación de hallarse las respecti- 
vas familias de los demandan les en posesión 
de las fincas que reclaman, nada prueban las 
informaciones testificales, que, sin llenároste 
requisito, uo son de admitir, según el artí- 
culo 13 de la ínst. de 11 de julio de 1856: 

Considerando que aun cuando pudiera 
prescindirse del expresado requisito para 
apreciar las tales informaciones se echaría 
de menos otro igualmente esencial, exigido 
por el art. l.° de la R. O. de 24 de diciem- 
bre de 1860, que es el de acreditar debida- 
mente si la sucesión de la familia en cada 
uno de los arrendamientos había sido de pa- 
dres á hijos, ó bien trasversal, y en este caso 
dentro del grado décimo, por todo lo cual es 
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manifiesta la insuficiencia de la prueba su- 
ministrada délos arrendamientos en cuestión: 

Considerando que en los autos aparecen 
motivos fundados para presumir que no se 
otorgaron los arrendamientos, que dan por 
efectivos los demandantes, sino que hubo de 
hacerse un repartimiento de los terrenos de 
que se trata con sujeción á lo dispuesto en la 
mencionada Reai pragmática de de mayo 
de 1770, siendo por ello posible que tengan 
aquellos algún derecho que hacer valer en 
virtud de la ley de R de mayo de 1855: 

Conformándome etc., vengo en absolver 
á la Administración de la demanda y en con- 
firmar la Real orden reclamada por ella , re- 
servando á los demandantes el derecho que 
puedan tener á los terrenos sobre que ha 
versado este litigio para que usen de él don- 
de y como corresponda.); (Gac. 30 junio.) 

Sentencia 20 diciembre de 1866. 

XL. Calificación de cargas. — Aun- 
que en los anuncios primitivos insertos 
en los Boletines oficiales de ventas no se 
determine de una manera esplícita el 
carácter de una carga, apareciendo mas 
bien como censa), si oportunamente se 
rectificó que la carga era capital de prés- 
tamo á interés por término señalado, y 
se da lectura de ¡a rectificación en el ac- 
to del remate, el comprador dehe acep- 
tar las consecuencias de la rectificación. 
(R. D.-S. de 20 de diciembre de 1860, 
absolviendo á la Administración de la 
demanda entablada á nombre de D. Be- 
nito Fuentes, comprador de un molino 
harinero de los propios de Lacunzaete.) 

Sentencia de 29 diciembre de 1866. 

XLI. Subrogación de hipotecas cen- 
suales . — La capitalización de los censos 
que son objeto de subrogación con arre- 
glo al art. 30 y otros de la ley de i i de 
julio de 1856 debe necesariamente gi- 
rar sobre el tipo del 5 por 100 del ré- 
dito anuo conforme á dicha ley y á la 
j terminante disposición de Ja Real or- 
den de 26 de mayo de 1860, (Real 
Decreto-Sentencia de 29 de diciembre 
de 1866, absolviendo ó la Administra- 
ción de la demanda propuesta por la 
marquesa viuda de Ayerbe, en pleito so- 
bre capitalización de unos censos afectos 
á los propios de Calatayud que fueron 


subrogados sobre la dehesa titulada la 
Cañada.) 

Sentencia de 11 marzo de 1867. 

XL1I. Acreedores censualistas. — No 
es exigí ble según derecho por parte del 
acreedor censualista la redención y pa- 
go del capital de los censos, conforme se 
ha declarado en Reales decretos senten- 
cias de i(j de mayo y 25 de julio de 
1865. El derecho del referido acreedor 
que tenga á su favor hipoteca especial 
mancomunada, es elegir linca sobre que 
baya de gravitar el crédito hipotecario. 
(R. D.-S. de H de marzo de 1867 ab- 
solviendo á la Administración de la de- 
manda propuesta por la condesa viuda 
de Mirasol en que pretendía que del pro- 
ducto en venta de ios bienes de Zuera se 
la pagasen las cantidades á que asciende 
el capital de unos censos.) 

Sentencia de 28 dicicmhre de 1866. 

XLIIi. Arrendamientos anteriores á 
1800. —Con vista de las leyes de l.° de 
mayo de 1855, 27 de febrero y 11 de ju- 
lio de 1856, las instrucciones dictadas 
para su ejecución y la R. 0. de 24 de 
diciembre de 1860 son condiciones in- 
dispensables para la redención del do- 
minio útil y consolidación del directo 
en tos arriendos de fincas nacionales, 
que estos sean anteriores al año 1800, 
que se hayan continuado sin interrup- 
ción en la familia, y que la renta no ha- 
ya excedido de 1.100 rs. ya sea uno so- 
lo el arrendatario ó ya lo sean mas; y 
está bien denegada la redención cuando 
fué hecho en común el arriendo, aun- 
que se prueben los demás requisitos, si 
excedió en la renta de los 1.100 rs. — 
(R. D.-S. de 28 de diciembre de 1866 
absolviendo á la Administración de la 
demanda y cotí firman do la Real orden 
que denegó á D. Ruperto Arranz y otros 
el dominio útil de varias tierras proce- 
dentes del hospital de la Misericordia de 
Segovia.) 

Sentencia de 10 abril de 1867. 

XLÍV. ilías sobre arrendamientos 
anteriores al año 1800. Limitaciones .— 
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De conformidad con la ley de 14' -de ju- 
lio de 1856 y el art. 9.° de la R. O. de 
24 de diciembre de 1860, el derecho de 
redimir concedido á los partícipes de 
un arrendamiento se entenderá limitado 
á solo el caso en que la finca no rentase 
en el año de 1800 ó al principiar aquel 
mas que el tipo de 1.400 rs. anuales se- 
ñalado en la ley, y cada uno de aquellos 
no pagase al publicarse la de 27 de fe- 
brero de 1856 mayor cantidad que esta. 
(R. D.-S. de 10 de abril de 4867 dene- 
gando á D. Francisco Ballesteros y á 
otros el dominio útil que solicitaban.) 

Sentencia de 30 mayo de 1867. 

XLV. Mas sobre arrendamientos an- 
teriores al año 1800. Limitaciones. 
Prueba de testigos. — La declaración del 
dominio útil á favor de los arrendatarios, 
con arreglo al art. 14 de la ley de 11 de 
julio de 1856 y 15 de la instrucción para 
llevarla á efecto, solo procede respecto á 
las fincas que desde 1800 han perteneci- 
do constantemente á corporaciones ó es- 
tablecimientos cuyos bienes se pusieron 
en estado desventa por la ley de l.° Je 
mayo de 1855, no cuando las adquirie- 
ron con posterioridad. — La prueba de 
testigos de haber radicado el arriendo en 
individuos de una familia no es bastante 
cuando no está acompañada de algún 
documento. (R. D.-S. de 30 de mayo 
de 1887, en pleito promovido por Don 
Juan Alonso, id. R. D.-S de 2o de se- 
tiembre de 1845.) 

Sentencia de 15 abril de 1687. 

XLVI. Nulidad de las ventas en que 
se enajenan juntos el dominio directo y 
el útil , cuando solo uno pertenece á la 
desamortización. — No procede la subro- 
gación de cargas sobre inscripciones . — 
Vista la R. 0. de 18 de octubre de 1862 
que declara nulas las ventas de bienes 
nacionales en que se hayan enajenado 
juntos el dominio útil y el directo de una 
finca sin la debida expresión de que solo 
el primero era el que pertenecía á la cor- 
poración, mediante el canon que por él 
satisfacía al señor directo: Vistas las le- 
yes de i.° de mayo de 4855 y 41 de julio 
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de 4856: Vista la R. O. de 3 de mayo 
de 1860 que disponía para en su caso, 
la subrogación de las cargas censuales no 
siendo censos enfitéuticos sobre la masa 
de inscripciones de la Deuda pública que 
se entregaren á la corporación respecti- 
va, y visto el art. 2.° de la ley de hipo- 
tecas que prohíbe imponerlas sobre efec- 
tos públicos, se absuelve á la Adminis- 
tración de la demanda propuesta á nom- 
bre de D. Cárlos Calderón Maúlla y se 
confirma la Real orden reclamada por ¡a 
que se declaró la nulidad de los remates 
de unas fincas de propios de Villabaruz, 
mediante á que según la última situación 
posesoria no correspondía el dominio di- 
recto á dichos propios, á que es inevita- 
ble la nulidad á pesar del allanamiento 
del comprador á reconocer el gravámen, 
según la Real orden citada y á que no 
consiente la Ley hipotecaria la subroga- 
ción de cargas sobre las inscripciones ni 
hay otros "bienes sobre que hacerla. 
(R. D.-S. de 15 de abril de 1867.) 

CUESTIONES SOBRE SI CIERTAS FUNDACIONES 

BENÉFICAS SE HALLAN Ó NO comprendi- 
das EN LA LEY DE DESAMORTIZACION. 

Decisión de 11 marzo de 1863. 

XLVII. Cargas de misas: fábricas 
de las iglesias : recaudación de rentas 
destinadas á cubrir obligaciones del cul- 
to y clero. — El cura párroco de in- 

terpuso demanda ante el juez de prime- 
ra infancia de La Bañeza contra D. P. 
León , sobre pago, entre otras cosas , de 
seis cargas de trigo á la fábrica de su 
iglesia, á razón de dos por cada año por 
los tres años vencidos en 1853, como 
poseedor de los bienes de patronato real 
de legos fundado por doña Manuela Gon- 
zález. 

Y admitida la demanda y seguidos sus 
trámites, después de varios incidentes, 
el Gobernador de León, de acuerdo coo 
la Administración provincial de lincas 
del Estado y con el Consejo de la pro- 
vincia, promovió y sostuvo la presente 
competencia, que ha sido decidida en 
estos términos: 

«Vista la R. O. de 3 de mayo de 1859 y la 
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circular aclaratoria de 29 de julio del mismo 
año; según las cuales los agentes administra- 
tivos deben abstenerse de ejercer toda ges- 
tión relativa á la recaudación de rentas desti- 
nadas á cubrir las obligaciones del culto y 
clero en los casos en que eslán conocida- 
mente afectas al cumplimiento de misas, su- 
fragios y demás objetos espirituales : 

Considerando: 

1. ° Que estando encomendada á la Ad- 
ministración la cobranza de rentas á favor 
del clero en tanto que no deban correspon- 
der al cumplimiento do misas y otros objetos 
espirituales, y habiéndose suscitado dudas 
en la Administración provincial de León so- 
bre si la renta que reclama el párroco de La 
Bañeza reúne la indicada circunstancia, hay 
en el presente negocio una cuestión previa 
de resolución administrativa, que consiste 
en la investigación de si esas rentas son de 
las conocidamente afectas á obligaciones es- 
pirituales: 

2. ° Que por lo mismo la Administración 
provincial tiene que formalizar expediente 
gubernativo, y en vista de su definitivo resul- 
tado, ó convencerse de que no la incumbe 
la recaudación de la renta de que se trata, 
devolviendo los autos á la autoridad judicial, 
ó dictar una resolución atribuyéndose la co- 
branza de la propia renta; 

Conformándome con lo consultado por el 
Consejo de Estado en pleno, vengo en deci- 
dir esta competencia á favor de la Adminis- 
tración.» ( Gac , 27 marzo.) 

Sentencia de 24 de enero de 1664. 

XLVIII. Las venías hechas por laHa- 
cienda de bienes procedentes de funda- 
ciones benéficas de patronato activo fa- 
miliar son válidas. Los patronos ó ad- 
ministradores de sangre deberán recibir 
en inscripciones de la Deuda los valores 
de las ventas , para que con sus produc- 
ios cubran el objeto de la fundación.-— 
Pleito incoado en primera y única ins- 
tancia ante el Consejo de Estado por don 
José Fernandez Fenllado, como adminis- 
trador y patrono de sangre de los bienes 
del hospital de Rute, contra la Adminis- 
tración general del Estado, sobre la re- 
vocación de una Real orden, por la cual 
se habia Degado la excepción de venta de 
las propiedades del hospital citado. 

En t797, D. Alonso de Castro Gómez 
fundó un hospital en el pueblo de Rute* 
concediendo el derecho de patronato al 


que poseyere el vínculo* que él gozaba, 
y con motivo de haber incorporado á gí 
muchos de estos bienes las Juntas muni- 
cipal y provincial de beneficencia, solici- 
tó el patrono Fenllado que el hospital 
de Rute era de , propiedad particular, 
cuya declaración consiguió por R. O. de 
16 de junio de 1853. Mas á pesar de esta 
Real orden, en -855 se procedió á la 
venta (como bienes de beneficencia) de 
parle de los que componían aquel patro- 
nato. Contra estos actos acudió Fenlla- 
do al Ministerio de la Gobernación , pi- ' 
diendo la nulidad de la excepción de 
venta, como propios de una fundación 
particular. Y pasado á la Junta superior 
de ventas este expediente acordó que no 
procedía la excepción, por ser de patro- 
nato activo familiar, si bien deberían 
entregársele las inscripciones equivalen- 
tes, para que con su producto cumpliese 
el objeto de la fundación; acuerdo que 
se confirmó por R. O. de 29 de setiem- 
bre de 1861. Interpuesta la demanda pi- 
diendo la revocación, y sustanciada, el 
Consejo de Estado, con vista de la ley de 
beneficencia de 20 de junio de 1849, y 
reglamento, para su ejecución de 14 de 
mayo de 1852; de la ley desamortiza- 
dos de l.° de mayo y de la instrucción 
de 31 del mismo mes de 1855 absolvió á 
la Administración de la demanda y con- 
firmó la Real orden citada: 

«Considerando que las fincas con que don 
Alfonso de Castro Gómez dotó al hospital 
que fundó en la villa de Rute, son propiedad 
exclusiva de este, y por lo tanto bienes de 
beneficencia poseídos por mano müerta: 

Considerando que la ley de i.° de mayo 
de 1855, al determina la venta de los bie- 
nes de beneficencia, no distingue eutre los 
establecimientos de esta clase de carácter pú- 
blico y los que lo tienen de establecimien- 
to particular , según la ley de 20 de junio 
de 1849: 

Considerando que las dos leyes antes cita- 
das no son inconciliables en sus disposicio- 
nes en lo que se refieren á la cuestión de 
este pleito, pues que sin perder el hospital 
de Rute su carácter de establecimiento par- 
ticular que le está declarado, y conservándo- 
se por io mismo los derechos que la funda- 
ción ctá á los patronos, pueden venderse las 
fincas, sustituyéndose á los bienes raíces de 
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su propiedad las inscripciones que represen- 
ten su valor: 

Y éonsiderando, por último, que si otra 
cosa se entendiera, no púdiéndose disponer 
de dichos bienes con sujeción á la ley de 
desvinculacion de bienes amayorazgados, 
por no ser de propiedad particular ni ven- 
derse conforme á la de l.° de mayo, queda- 
rían perpétuamente amortizados contra el 
espíritu de todas las disposiciones que tien- 
den á la libre trasmisión de la propiedad raiz, 
salvo los casos expresamente exceptuados.» 
( Gac 22 marzo.) 

iíentenoia de 25 febrero de 1864. 

XLIX. Los bienes de (as obras pías 
se hallan comprendidos en la ley des- 
amortizadora de t.° de mayo de 48f5, 
y no les alcanza la excepción del articu- 
lo 3.° de la ley de 11 de julio de 1 8oi>, 
porque solQmtiene aplicación á aquellos 
bienes que ais frutan individuos ó corpo- 
ración eclesiástica. — Pleito seguido en 
primera y única instancia ante el Con- 
sejo de Estado por el duque de Benvick 
y Alba, contra la Administración gene- 
ral, sobre revocación de la R. 0. de 21 
de junio de ¡862, por la cual se decla- 
ró procedente la enajenación de los bie- 
nes de la obra pía de San Antonio de 
Pádua de la villa del Carpió, fundada 
por doña Francisca Guzman , debiendo 
entregarse en equivalencia á los patro- 
nos inscripciones intrasferibles para con 
sus rentas poder levantar las cargas ane- 
jas a la fundación. — El duque de Alba 
fundaba su pretensión en que dicha se- 
ñora en el siglo XVlí fundó un conven- 
to do religiosas con la condición de que 
si á los diez años de su muerte no esta- 
ba conseguido su intento, se convirtie- 
ran los bienes que para ello señalaba en 
una obra pía para chotes y otros socorros 
á sus criados, designando á su hijo para 
que estableciera dicha institución, como 
en efecto asi sucedió, viniendo á recaer 
el derecho de patronato en los que su- 
cediesen en la casa y estados del Carpió, 
por quien se nombraban los administra- 
dores de la obra pía; que por lo tanto 
estos bienes constituían un verdadero 
patronato de legos sujeto á las leyes de 
desvinculacion y de ninguna manera, es- 
taban comprendidos en la desamortiza- 
Tomo V. 
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cion civil ni eclesiástica. El fiscal, á nom- 
bre de la Administración, defendió la 
Real orden contra la cual se reclamaba 
basándose en que todo el expediente ins- 
truido y, los dictámenes de las Direccio- 
nes de Hacienda revelaban la justicia de 
dicha Real orden. El Consejo de Estado, 
vistos el art. l.° de la ley de l.° de ma- 
yo de 185o, y 3.° de la de ll de julio de 
1856, absolvió á la Administración de !a 
demanda: 

«Considerando que los bienes de las obras 
pías, y de consiguiente los de que se trata 
en este pleito, están comprendidos ea el es- 
píritu y en la letra del citado art. l.° de la 
referida ley de i.° de mayo de 1855: 

Y considerando que no les alcanza la ex- 
cepción contenida en el art. 3.° de la ley 
también citada de 11 de julio de 1856, por- 
que no son bienes pertenecientes ó que dis- 
frute individuo ó corporación eclesiástica, ;í 
los que evidentemente se refiere la excep- 
ción, sino bienes de que están en posesión y 
goce personas legas.» (Gac. 14 abril.) 

Sentencia de 3 febrero de 1866. 

L. No deben considerarse compren- 
didos en la ley desamortizudora, los bie- 
nes que , aunque estén destinados á un 
objeto de beneficencia , son y han si o 
siempre de libre disposición. — Pleito se- 
guido en el Consejo de Estado por el 
fiscal de S. M. en nombre de la Admi- 
nistración general con la Orden Tercera 
de San Francisco, de Madrid, sobre re- 
vocación de una Real orden que decla- 
ró exceptuados de la desamortización los 
bienes pertenecientes á la referida or- 
den, mediante á que si bien se dedica- 
ban sus productos á fines benéficos, de- 
bían considerarse, según sus estatutos, 
como propios de una asociación de so- 
corros mutuos entre los individuos que 
la componen, y además por ser los men- 
cionados bienes de libre disposición y 
no pertenecer a la beneficencia general, 
provincial ni municipal, sino á ía parti- 
cular, obrando libre y exclusivamente 
la Junta de gobierno de la hermandad 
sobre su propiedad y sobre la adminis- 
tración y aplicación de sus rentas. Vis- 
tos el Rl D.-S. de 10 de noviembre de 
4865, en el pleito promovido por una 
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cofradía establecida en el lugar de Arre, 
sobre excepción de bienes de aquel es- 
tablecimiento, y la ley de i.° de mayo 
de 1855, por R. D.-S. de 3 de febrero, 
se absuelve á la Orden Tercera de la 
demanda que confirma la Real orden re- 
clamada: 

«Considerando que tienen perfecta aplica- 
ción al presente litigio, como á un caso en- 
teramente igual las consideraciones en que 
se fundó !a citada sentencia de 16 de no- 
viembre próximo pasado, dictada en sentido 
contrario á la demanda de estos autos: 

Considerando además que la subrogación 
de inscripciones iutrasferihles, consignada 
en la referida ley en lugar de los bienes que 
jorelía se mandan vender, no sería justa res- 
pecto á los de que se trata, porque de estos 
ía podido disponer siempre la Venerable Or- 
den Tercera de San Francisco de esta Corte á 
su libre voluntad, y no le seria posible hacer 
otro tanto con las expresadas inscripciones 
intrasfcribles, como lo dice esta denomina- 
ción, siendo por ello evidente que el domi- 
nio pleno de aquella quedarla menoscabado 
con este cambio sin ninguna compensación: 

Considerando que esto seria notoriamente 
injusto, y lo injusto no puede atribuirse á 
las leyes mientras baya una razón fundada 
para preservar de esta mala nota a sus dispo- 
siciones, como lo es en el presente caso la 
de que no quiso la desamortizadora citada 
comprender en la venta de bienes que orde- 
nó los pertenecientes á la clase de Jos de es- 
te litigio: 

Considerando que esta razón no puede 
combatirse, puesto que siempre estos bienes 
han podido enajenarse libremente por la di- 
cha Venerable Orden, y los bienes libremen- 
te enajenables nunca se pueden confundir 
con los amortizados, que no pudieudo de 
suyo enajenarse de este modo admiten en 
justa equivalencia las mencionadas inscrip- 
ciones.» ( Gac . 24 febrero) 

Sentencia de 20 abril de 1866. 

_ LI. Las fundaciones para misas, no 
siendo capellanías colativas ni patrona- 
tos familiares , están comprendidas en la 
ley desamortizadora , y consistiendo en 
censos, son estos redimibles . — El Dean 
que fuó de la catedral de Lérida D. An- 
tonio Meca, en su último testamento, or- 
denó varias fundaciones piadosas á car- 
go de sus albaceas testamentarios, quie- 
nes, en cumplimiento de la voluntad del 


testador, fundaron canónicamente la ce- 
lebración de cuatro misas diarias, que 
deberían, rezarse en la catedral de Léri- 
da, capiiia de la Piedad; y dispusieron 
además que ardiese perpetuamente, en 
la mencionada capilla, una lámpara de 
plata, asignando para todo un censo que 
prestaba D. Mariano Ignacio de Sabater. 
Solicitada la redención de este censo en 
1856, no llegó á resolverse por conse- 
cuencia del decreto de suspensión de se- 
tiembre del mismo año, y habiendo tra- 
tado e) cabildo de Lérida de exigir al 
censatario el pago de las pensiones ven- 
cidas, se instruyó expediente, que ter- 
minó con una R. 0. de 12 de febrero de 
1863 resolviendo que no há lugar á ex- 
ceptuar de la desamortización ios refe- 
ridos bienes, y que es válida la reden- 
ción del censo. * 

El cabildo de Lérida, reclamando con- 
tra esta Real orden en la vía contencio- 
sa, pidió su revocación, y que se decla- 
re que el censo en cuestión está fuera 
de los bienes sujetos á la permuta; pero 
por R. D.-S. de 20 de abril, desestima 
el Consejo de Estado esta demanda en 
estos términos: 

«Visto el art. 3.° de la ley de l\ de julio 
de 1856, que declara como bienes del clero 
para el efecto de la desamortización, « todos 
ios que se hallaren disfrutando los individuos 
ó corporaciones eclesiásticas, cualquiera que 
sea su nombre, origen ó cláusulas de su fun- 
dación; excepto los pertenecientes á capella- 
nías colativas de sangre ó patronatos de igual 
naturaleza:» 

Visto el R. D. de 21 de agosto de 1860, y 
especialmente los arts. 6.° y 10 del mismo, 
por los que solo se exceptúan de la permu- 
tación allí consignada, los mismos bienes dá- 
tales de las capellanías colativas y fundacio- 
nes familiares que la ley de 1856 había ex- 
ceptuado de Ja desamortización; 

Vista la ley de l.° de mayo de 1855, que 
autoriza la redención de los censos que so- 
bre los bienes vendibles pesaban, y el decre- 
to de suspensión publicado en setiembre del 
año siguiente: 

Y visto el art. 14 del R. D. de 21 de agos- 
to de 1860, antes citado, que determinó «que 
la Junta superior de ventas procediese á la 
aprobación de ios expedientes de redención 
dé censos eclesiásticos que quedaron peú- 
dientes al expedirse el de 1856:» 
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Considerando que precisamente se encon- 
traba en este caso el censo que ha dado orí- 
en á este pleito, procedente de la fundación 
e D. Antonio de Meca, cuya redención se 
había solicitado porD. Mariano Ignacio de Sa- 
bater cuando se acordó la suspensión en 1 856 : 
Considerando que con dicho censo y los 
demás bienes que Meca dejó á su fallecimien- 
to, establecieron sus albaceas una fundación 
piadosa, reducida á la celebración de cuatro 
misas diarias en una de las capillas de la ca- 
tedral, y al sostenimiento tic una. lámpara de 
plata que debería arder constantemente : 
Considerando que esta fundación nada tie- 
ne de común con las capellanías colativas, 
ni con los patronatos familiares, y por con- 
siguiente que los bienes de su dotación no 
son de los exceptuados en el Concordato: 
Considerando además que todos los bie- 
nes que formaban la herencia de D. Anto- 
nio de Meca, y que sus testamentarios consa- 
graron á los objetos que se han expresado, 
fueron entregados al cabildo catedral inme- 
diatamente después del otorgamiento de la 
escritura de 1*790 , el cual, prévia la apro- 
bación del diocesano, se hizo cargo de elios, 
habiéndolos poseido y administrado hasta 
nuestros dias: 

Conformándome, etc., vengo en absolver 
á la Administración general del Estado de la 
demanda dei cabildo catedral de Lérida, de- 
jando en toda su fuerza y vigor la Ft. O. de 
12 de febrero de 1863.» (Crac. 27 junio.) 

Sentencia de 2 mayo de 1866. 

LI1. Fundaciones para estudiantes 
Están comprendidas en la ley de des- 
amortización las que no son puramente 
familiares , en que los parientes solo tie- 
nen pi eferencia y son llamados á su dis- 
frute personas extrañas , considerán dose 
como fundaciones benéficas . La Admi- 
nistración es competente para conocer en 
esta clase de asuntos . — En el año 1600 
dispuso D. Juan León en su testamen- 
to, que una vez cumplida su voluntad, 
el remanente de sus bienes se emplea- 
se en posesiones ó renta perpetua , á 
fin de mantener dos estudiantes, que 
serian designados por D. Juan Martínez 
y doña María. Portichuelo, y después de 
su muerte por el cabildo de Córdoba, 
prefiriendo siempre los parientes de los 
referidos Martínez y Portichuelo. 

Instruido Expediente sobre que se exr 
ceptuasen de la desamortización los bie- 


nes de esta fundación, se resolvió por 
R. 0. de 12 de mayo de 1864 que no 
procedía la excepción solicitada pero si 
la emisión de las inscripciones en favor 
de la obra pía , para cumplir las cargas 
de la fundación; y deducida demanda en 
la vía contenciosa, pidiendo la revoca- 
ción de la Real orden, fundándola en que 
es incompetente la Administración para 
conocer en esta clase de asuntos etc. con 
vista de las leyes de l.° de mayo de 1856 
y H de julio de 1856 y de la de benefi- 
cencia de 20 de junio de 1859, se deci- 
de en los términos siguientes: 

((Considerando, en cuanto á la competen- 
cia, que las cuestiones- sobre Ja inteligencia 
de las leyes de desamortización, en lo que 
se refieren á la declaración de los bienes 
comprendidos en ellas, que es de lo que se 
trata en este asunto, corresponden, según las 
prescripciones de dichas leyes y la jurispru- 
dencia constante, á la Administración activa, 
y en su caso y lugar á la contenciosa: 

■ Considerando, en cuanto al fondo, que la 
fundación que hizo en su testamento D, Juan 
de León coa el remanente de sus bienes, que 
habían de emplearse en posesiones «ó renta 
perpétua,» filé, según se deduce de su letra 
y espíritu, una institución benéfica, no pu- 
ramente familiar, pues que fueron llamados 
á su disfrute personas extrañas á la familia, 
teniendo las de esta solo derecho de prefe- 
rencia: 

Considerando, por tanto, que los bienes 
adscritos á dicha fundación no son propiedad 
de una familia llamada al goce de sus rentas, 
sino que tienen el carácter de bienes de be- 
neficencia, mandados vender por la citada 
ley de 1.” de mayo de 1855, que no hace 
distinción entre los de establecimientos pú- 
blicos y particulares: 

Considerando que esta inteligencia de la 
ley de l.° de mayo de 1855 no se opone á lo 
determinado en la de 20 de junio de 1849, 
puesto que la venta no altera la índole de la 
institución, ni mengua el derecho de los pa- 
tronos, ni el de los llamados al goce de los 
beneficios, sino que se limita al cambio de 
los bienes amortizados por inscripciones in- 
trasferibles de la Deuda pública, con cuyos 
producios puede ser cumplida la voluntad 
del fundador como y por quien él dispuso, y 
en favor de las personas agraciadas; 

Conformándome con lo consultado por la 
Sala de lo contencioso del Consejo de Esta- 
do, etc.. 

Vengo en declarar que ha sido competen- 
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le la Administración para el conocimiento y 
decisión de este asunto, y en absolverla de 
la demanda propuesta centra ella por D. Ma- | 
nucí do Lara y Cárdenas, confirmando la 
R. O. de 12 de mayo de 1864. — -Dado en Pa- 
lacio á 2 de mayo de 1866.» ( Gac . 9 julio.) 

Sentencia de 25 abril de 1867. 

LUI. Patronatos do legos ó institu- ! 
dones familiares. — Con vista del artícu- 1 
lo 4.° de la ley de 1 1 de octubre de 1820 
sobre desvinculacion de bienes y de la 
R. 0. de 2o de marzo de 1846, se esta- 
blece que las leyes de l.° de mayo de 
1855 y \ \ de julio de 1856 no son apli- 
cables á los bienes de patronatos de le- 
gos ó de fideicomisos ó instituciones 
esencialmente familiares á cuyo disfrute 
están llamados parientes del fundador, 
ya en calidad de doncellas para dotes, 
ya de varones para estudios ó grados. 
(R, D.-S. de 25 de abril de 1867, dejan- 
do sin efecto una Real orden que decla- 
ró comprendidos en las leyes de des- 
amortización los bienes déla memoria 
fundada en Salamanca por D. Tomé de 
Salcedo y Tapia para dotar doncellas y 
para estudios y grados de parientes, aun- 
que á falta de estos llamó también á es- 
trados, siendo parroquianos de San Mar- 
tin y de Santa Olalla de dicha ciudad.) 

Cuestiones sobre calificación y excep - 
ción ÜE TERRENOS DE APROVECHAMIENTO 

COMUN Y CONCESION DE DEHESAS BOYALES. 

Sentencia de 18 julio de 1863, 

LÍV . Los expedientes de excepción 
de dehesas de aprovechamiento común, 
deben instruirse y decidirse por los trá- 
mites del párrafo 9.°, art. 2 ley de l.° 
mayo de 1855, art. 53 de la instrucción 
y circular de 4 de agosto de 1860 , y con 
anticipación á los que tengan por objeto 
la excepción de terrenos destinados al 
ganado de labor. — Pleito promovido por 
el Ayuntamiento de Montamarta sobre 
revocación de una Rea! orden que deses- 
timó ia reclamación de que se exceptua- 
se de la desamortización una dehesa de 
aprovechamiento común. — Dicho Ayun- 
tamiento dirigió al Gobernador de la 
provincia en 14 de diciembre de 1858 


una exposición manifestando que, sien- 
do necesarios para pasto del ganado de 
labor los prados comunales y debesa que 
radicaban en aquel término , mediante 
á estar exceptuados, según el art. 2.° de 
la ley de l.° de mayo de 1855 y l.° de 
la de 11 de julio de 1856, solicitaba que 
se apreciase la excepción. 

Previo informe de la Administración 
de propiedades y derechos del Estado de 
dicha provincia proponiendo que la Mu- 
nicipalidad debía remitir certificaciones 
comprensivas del vecindario de que el 
pueblo se compon ia , número de cabe- 
zas de ganado de labor y títulos justifi- 
cativos de las procedencias de los terre- 
nos, que consistían en 23 prados de 143 
fanegas y una dehesa denominada Val- 
dellope de 372. Recayó R. 0. en 18 de 
mayo de 1860, en la que, de conformi- 
dad con lo propuesto por la Dirección 
general y acordado en 3 i de marzo ante- 
rior por la Junta de ventas, se resolvió 
que quedasen solo exceptuadas de la 
enajenación y aplicadas al pasto del ga- 
nado de labor las 143 fanegas de que 
constaban los 23 prados, según lo pres- 
crito en el art. l.° de la ley de 11 de ju- 
lio de 1856. 

El Ayuntamiento dirigió al Goberna- 
dor en 12 de diciembre de 1859, nueva 
exposición en la que, haciendo mérito 
de los dos certificados que acompañaba, 
de que resultaba que la dehesa siempre 
habia sido de aprovechamiento común 
entre indo el vecindario, lo cual ofrecía 
justificar, creía que se hallaba exceptua- 
da de la enajenación conforme á lo es- 
tablecido en el párrafo 9.° del art. 2.° 
de la ley de l.° de mayo de 1855 y l.° 
de la ley de 14 de julio de 1856, por lo 
que pidió que se instruyera el corres- 
pondiente expediente de excepción. Se 
pasó á informe de la Administración de 
propiedades y derechos del Estado , se 
oyó también á la Diputación próvincial, 
y no obstante que en 25 de .noviembre 
de 1860, opinaba dicha Administración 
que el fiscal de Hacienda y la Junta de 
ventas debían entender en el asunto, se 
remitió este por el Gobernador á la Di- 
rección , recayendo entonces la Real ór- 
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den de 27 de agosto de 1861, por la que 
de conformidad" con lo propuesto por el 
dicho Centro directivo, se desestimó la 
instancia del Ayuntamiento , mediante 
á que por R. O. de 18 de mayo de 1860 
se había concedido al pueblo terreno su - 
ficiente para cubrir las atenciones de su 
ganado de labor. 

Contra la anterior Real orden, se pre- 
sentó demanda , á nornbre del Ayunta- 
miento de Montamarta , ante el Consejo 
de Estaco, pidiendo su revocación, y 
que el expediente continuara los trámi- 
tes designados en las leyes de l.° de 
mayo de 1855 y 11 de julio de 1856, y 
en sus respectivas instrucciones , basta 
obtener una resolución firme y estable, 
y por medio de otrosí, que se suspen- 
diera la adjudicación de la dehesa, y en 
caso de haberse vendido se exigiera al 
comprador fianza de no descuajarla ni 
desarbolarla hasta la terminación del ex- 
pediente. Y con vista de los arts, 2. c en 
su núm. 9.° de la ley de l.° de mayo de 
1855, y 53 de la Inst. de 31 del mismo 
mes y año, así como de la circular de 
la Dirección de 4 de agosto de 1860 , en 
la que se prescriben las reglas y el or- 
den que deben observarse en la ejecu- 
ción de aquellas disposiciones, recayó 
de acuerdo en parte con la demanda y 
mas con la pretensión del fiscal la si- 
guiente sentencia : 

«Considerando que la demanda origen de 
este pleito se coatrajo á pedir la revocación 
de la H. O. de 27 de agosto de 1861 , en la 
que únicamente se decidió Ja pretensión de 
que se exceptuase de la desamortización la 
dehesa titulada de Valdellope en el concepto 
de ser de aprovechamiento común: 

Considerando que dicha pretensión no se 
instruyó ni se ha decidido por los trámites ni 
con las formalidades prevenidas en las dispo- 
siciones mencionadas, únicas aplicables á la 
cuestión. 

Considerando que según esta se resuelva 
podrá la Administración ejercitar las accio- 
nes procedentes respecto de la excepción de 
los prados destinados al ganado de la labor, 
intentada anticipada é inoportunamente por 
el pueblo de Montamarta; 

Conformándome con lo consultado por la 
Sala de lo. contencioso del Consejo de Esta- 
do etc. vengo en dejar sin efecto la R. O. de 


27 de agosto de 1861 , y en reponer el expe- 
diente gubernativo al estado que tenia en 25 
de noviembre de 1860 para que, continuán- 
dose su instrucción con arreglo á las leyes y 
disposiciones vigentes se decida, según cor- 
responda, devolviéndose al efecto al Gober- 
nador de la provincia de Zamora.» ( Gac . 27 
setiembre.) 

Sentencia de 28 marzo de 1864. 

LV. Se declara exceptuada de la des- 
amortización una finca que reúne todas 
las condiciones para ser calificada de ter- 
reno de aprovechamiento común.— Pleito 
seguido en primera y única instancia 
ante el Consejo de Estado por D. Patri- 
cio Aguila, contra la Administración 
general, sobre revoeacíon,.de la Real or- 
den de 14 de julio de 1861, por la cual 
fue excluido de la desamortización un 
prado titulado Ranales y en su conse- 
cuencia anulada la venta que del mismo 
se le habia hecho á Aguila. 

Instruido el oportuno expediente de 
excepción de la finca precitada á instan- 
cia del Ayuntamiento de Fuensalida por 
creerla comprendida en el art. 2,° de la 
ley de 1 0 de mayo de 1855, y probados 
todos los requisitos necesarios para jus- 
tificar que era terreno de aprovechamien- 
to común, como también que nunca ha- 
bia sido arrendado, ni pagado el 20 por 
100, fué desestimada la pretensión por 
la Junta superior de ventas. Pero ha- 
biendo apelado para ante el Ministro del 
ramo, se dictó después de varios trámi- 
tes, una R. 0. en 14 de julio de 1861, 
declarando excluidos de la enajenación 
los prados de Ranales y nula la venta 
efectuada con indemnización al compra- 
dor. Este interpuso demanda ante e! 
Consejo de Estado, y en definitiva, de 
acuerdo con la contestación del fiscal, 
se absolvió á la Administración de la 
demanda y se confirmó la Real orden 
reclamada : 

«Considerando que el prado en cuestión 
no puede estimarse finca de propios, porque 
nunca se ha arrendado ni pagarlo por ella el 
20 por 100 á que estaban sujetos Jos hieues 
de esta clase: 

Considerando que el único arriendo que 
resulta haberse hecho en los dos años últi- 
mos, relativo á este prado, ni fué de sus pas- 
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os, ni privó al común de vecinos de su apro- 
vechamiento : 

Y considerando, en ñn, que no hay seña- 
lado un término lijo para apelar al Ministerio 
de las resoluciones de la Junta de ventas de 
bienes del Estado, no pinfiendo en conse- 
cuencia calificarse de tardías é ineficaces las 
apelaciones que se interponen, como en el 
presente caso, verificada ya la venta.» ( Ga- 
ceta 27 mayo.) 

Sentencia de 28 marzc de 1864. 

LVI. Se desestima la pretensión de 
un Ayuntamiento que reclama la excep- 
ción para dehesa boyal de unas terrenos , 
por no haberse entablado dentro del mes 
que señala la instrucción de il de julio 
de 1850, no haber acreditado que ellos 
pertenecían al pueblo det Ayuntamiento 
reclamante, y por no justificarse que la 
dehesa estuviera destinada -para el gana- 
do de labor. — Pleito seguido en primera 
y única instancia ante el Consejo de Es- 
tado por el Ayuntamiento de Madroñe- 
ra, contra la Administración general, 
sobre revocación de la R. 0. de 14 de 
julio de 1861, por la cual se resolvió ne- 
gativamente el expediente instruido á 
solicitud de aquel en pretensión de que 
se declarase exceptuado de la venta el 
terreno de Alijar, como destinado á de- 
hesa boyal. Habiéndose anunciado la 
venta de dicho terreno y adjudicado al 
mejor postor en 20 de marzo de 1860, 
satisfizo su valor en 23 de abril, del mis- 
mo año, pero en 14 de octubre formali- 
zó expediente de exención el Ayunta- 
miento citado, apareciendo en él, que la 
debesa Alijar, no solamente era disfru- 
tada comunalmente por los pueblos Tru- 
jillo y Madroñera, sino que se acredita- 
ba pertenecer la propiedad de la misma 
á aquel pueblo. En vista de estos ante- 
cedentes y de la oposición del compra- 
dor acordó la Junta superior de ventas 
negar la excepción solicitada apoyándo- 
se en el art. l.° de la ley de II de julio 
de 1856, cuyo acuerdo füó confirmado 
por la Real orden mencionada. Contra 
esta se interpuso demanda y el Consejo 
de Estado con vista de ciertos documen- 
tos que tendían á probar de una manera 
incompleta que la heredad litigiosa per- 


tenecía al pueblo de Madroñera, y dé las 
leye3 de l .° de mayo de 1865 y 11 de 
julio de 18o6 coñfirmÓ lá Real orden re- 
clamada: 

«Considerando, que con conocimiento del 
pueblo de la Madroñera, y siu reclamación 
alguna de su parte se anunció y vendió el 
terreno conocido con el nombre 1 de Alijar 
como perteneciente ¡i ios propios de Trujillo, 
y que esta circunstancia se ha corroborado 
con los asientos del libro catastro de dicha 
ciudad y con el testimonio del privilegio 
otorgado á la misma por el Sr. rey D. Alfon- 
so en 1294: 

Considerando, que cualesquiera que fué- 
sen los aprovechamientos que en el terreno 
tuviera el pueblo de la Madroñera y el moti- 
vo de la participación que se le haya dado en 
el precio de la venta, no resulta probado que 
al tiempo en que esta se anunció y realizó 
fuese de su exclusiva pertenencia, y estuvie- 
se destinado „á dehesa del ganado db labor: 

Considerando, que consta además que el 
pueblo de la Madroñera no pidió que se le 
designase á tal objeto en el término de un 
mes, señalado al efecto en la Inst. de H de 
julio de 1856, sino con mucha posterioridad 
á la realización de la venta : 

Y considerando, en su virtud, que vendido 
e! terreno con sujeción á la ley de l.°de ma- 
yo de 1855, y no hallándose comprendido al 
tiempo de la enajenación en la excepción del 
art. 1. ü de la de 1 1 de julio de 1856, no hay 
términos hábiles para romper un contrato 
solemne y legal á pretesto de la reclamación 
tardía del Ayuntamiento de la Madroñera; 
Conformándome etc,» ( Gac . 22 mayo.) 

Sentencia de 10 maye de 1864. 

LVIÍ. Es nula la resolución del Go- 
bierno sobre calificación de bienes de 
aprovechamiento común, cuando se opo- 
ne á lo acordado por el Ayuntamiento y 
la Diputación provincial , sin oir al Con- 
sejo de Estado. — Demanda entablada an- 
te el Consejo de Estado en primera y 
única instancia por el Ayuntamiento de 
Dos Barrios, con la solicitud de que se 
revocase la R. O. de 5 de octubre de 
1861, expedida porel Ministerio de Ha- 
cienda y confirmatoria de la resolución 
de la Junta superior de ventas, negando 
la declaración que se pedia de estar ex- 
ceptuada de la venta la dehesa de la \e- 
ga y VeguiJía de Monreal, y en su lugar 
se declamase que, tanto la parte destina- 
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da á pastos como la á cultivo de dicha 
debesa, son de común aprovechamiento 
de' los vecinos de dicho pueblo. 

El ministerio público pretendió así 
bien la revocación de dicha Real órden, 
para el efecto de reponerse el expedien- 
te que la motivado al estado que te- 
nia cuando se dictó, para que se oiga 
antes el Consejo de Estado; y de no es- 
timarse así, ¡a absolución de la demanda. 

El Cotisejo de Estado, visto el nrt. 2.° 
de la ley de l.° de mayo de 185o, que 
está terminante, deja sin efecto la Real 
órden reclamada , y manda reponer el 1 
expediente al estado que tenia cuando 
se dictó á fin de que oído el Consejo de 
Estado se resuelva en vista de su infor- 
me lo que proceda, mediante no haber- 
se llenado este trámite, y aparecer con- 
formidad entre los acuerdos del Ayun- 
tamiento de Dos Barrios y la Diputa- 
ción provincial de Toledo, ( Gac . 29 
junio.) 

Sentencia de 22 febrero de 1S65. 

LYIH. Calificación de bienes de pro * 
píos cuando se arriendan los frutos so- 
brantes. — No pierden su carácter los 
bienes de aprovechamiento común, por 
el arriendo, cuando es de los frutos so- ' 
brantes y los vecinos disfrutan de los ■ 
demás sin retribución alguna. — La par- 
te de estos terrenos cultivada por un 
particular no puede considerarse como : 
de aprovechamiento común. (Real de- 
creto-sentencia de 22 de febrero de 1865 
en pleito promovido por vecinos de 
Cardiel.) 

Sentencia de 13 abril de 1866, 

LIX. Cuando no se acredita que los 
bienes que ha poseído mi Ayuntamiento 
ó común de vecinos han sido de aprove- 
chamiento libre y gratuito para lodos , 
durante los últimos veinte años , no pro- , 
cede la exención de la venta. — Pleito se* 
guido en el Consejo de Estado por el 
Ayuntamiento de Belmez, provincia de 
Córdoba, con la Administración gene- 
ral, sobre revocación de una Real órden 
que desestimó la exención de la venta de 
la dehesa Cortijo Viejo, que era según 
titulo primordial de aprovechamiento 
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común, y los únicos terrenos, (por ha- 
berse enajenado los demás) que poseía 
Belmez para el mantenimiento de los 
ganados de labor de sus vecinos. Por 
R. D.-S. de 13 de abril se absuelve de 
la demanda á la Administración en es- 
tos términos: 

«Visto el art. t. n de la ley de i.° de ma- 
yo de 1855, que declaró en estado de ven- 
ta, entre otros bienes, todos los prédios rús- 
, ticos y urbanos, censos y foros pertenecien- 
tes á los propios y comunes de los pueblos: 

Visto el art. 2.° de la misma ley, que ex- 
ceptuó los terrenos de los pueblos que á su 
fecha eran de aprovechamiento común, pre- 
via declaración de serlo, hecha por mi Go- 
bierno, oyendo al Ayuntamiento y Diputa- 
ción provincial respectivos: 

Visto el art. 53 de la Inst. de 31 -de ma- 
yo de 1855, que para estimar de aprove- 
chamiento común un prédio exige que se 
haya aprovechado durante los veinte años 
anteriores á su fecha por el común de ve- 
cinos: 

Visto el art. 4.° de mi R, D. de 10 de ju- 
lio de 1865, que pone por condición indis- 
pensable para conceder la excepción por ser 
los terrenos de aprovechamiento común, que 
el Ayuntamiento acredite «que el aprove- 
chamiento de terrenos ha sido libre y gra- 
tuito para todos ios vecinos en los veinte 
años anteriores á la ley de l.° de mayo de 
1855, y hasta el dia de la petición sin inter- 
rupción alguna:» 

Visto el art. 10 de mi citado Rea! decre- 
to, que previeneíAjiie las incidencias de ven- 
tas pendientes de resolución se decidan con 
arreglo á lo dispuesto en los anteriores ar- 
tículos: 

j Considerando que la dehesa en cuestión 
no se halla comprendida en la excepción de 
venta mencionada, porque resulta plena- 
mente acreditado que ha sido arbitrada di- 
ferentes años dentro de los veinte anteriores 
á la referida ley de i.* de mayo de 1855: 

Conformándome etc., vengo en absolver 
á la Administración de la demanda, y en 
confirmar la Real órden reclamada por ella.» 
(Gac. 30 mayo.) 

Sentencia de 6 de febrero de 1866. 

LX. Los bienes arbitrados ó que dan 
■ renta que deba *ser metida en el proco - 
munal», aunque en su origen, ó por su 
' adquisición hubiesen sido de aprovecha- 
miento común, están sujetos á la condi- 
ción de los de propios y por tanto a la ley 
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desamortizados de 1 .° de mayo de 1 85o. 
— Pleito seguido en ei Consejo de Esta- 
do por los Ayuntamientos de Pozo blan- 
co, Torre-milano y demás de las siete 
villas de los Pedrocties de Córdoba con 
la Administración , sobre revocación de 
una R. O. de 14 de diciembre de 1862 
que mandó proceder desde luego á la 
enajenación de las debesas tituladas Jara- 
Ruices y Navas del Emperador. Funda- 
ban su demanda estos Ayuntamientos en 
ser dichas dehesas del dominio particu- 
lar de los vecinos por compra que sus 
antepasados hicieron á la Corona ; pero 
como por certificación del secretario del 
Gobierno de la provincia con referencia 
á las cuentas municipales, resulta que 
las dehesas fueron arbitradas, aunque 
con la expresión de que eran propias y 
privativas del dominio particular de los 
vecinos y que se traian al presupuesto 
para cubrir el déficit por no ser bastan- 
tes los valores de propios, el Consejo de 
Estado, vistas la ley de l.° de mayo de 
1855, la Inst. de di del mismo mes, la 
R. 0. de 23 de abril de 1858, en que se 
declaró que estaban sujetas al 20 por 100 
de propios aquellas lincas rústicas de 
propiedad de los pueblos, cualquiera 
que hubiese sido su origen y denomina- 
ción, que se hallasen arbitradas por los 
Ayuntamientos para obtener alguna uti- 
lidad ó recurso aplicable* los gastos mu- 
nicipales, y cuyo disfrute y aprovecha- 
miento no fuese común y enteramente 
gratuito, y las leyes 9. a y 10, tít. XXVIII 
de la Part. 3. a , consulta la confirmación 
de la Real orden declarada y asi se esti- 
ma por R. D.-S. de 6 de febrero: 

¿¿"«Considerando queda declaración que se 
dice hecha acerca de las dehesas de Jara- 
Ruices y Navas del Emperador en la clasifi- 
cación general de montes, si produce dere- 
chos favorables á los Ayuntamientos, podran 
usar de ellos como corresponda, pero no pue- 
de ser apreciada en este pleito, reducido á 
saber si las tales dehesas estáu exceptuadas 
de la venta en ei concepto de bienes de apro- 
vechamiento común, con arregló á la ley de 
1 de mayo de 1 835 : ' 

Considerando sobré este punto, que dicha 
ley no exceptúa de Ja veuta.de los bienes de 
aprovechamiento comuD ,. atendido á su ori- 


gen , sino aquellos que se aprovechasen en 
común al tiempo de su promulgación: 

Considerando que la R. O. de 23 , le abril 
de 1858 declaró que solo los bienes cuyo dis- 
frute fuese común y enteramente gratuito, 
estaban exceptuados del pago de 20 por 100 
de propios, quedando sujetos á él los que, 
siendo de aprovechamiento común, se halla- 
ban arbitrados para obtener alguna' utilidad 
ó recurso aplicable a los gastos municipales: 

Considerando que en virtud de dicha de- 
claración vino á quedar consignado, en con 
formulad al principio establecido en la ley de 
Partida, que los bienes arbitrados ó que da- 
ban renta, que debia ser «metida en el pro- 
comunal» quedaban sujetos á la condición 
de los bienes de propios , aunque en su orí- 
geD, ó por los títulos de su adquisiciort, hu- 
biesen sido de común aprovechamiento: 

Y considerando que según los datos reuni- 
dos en el expediente, y aun los aducidos por 
los demandantes en ia vía contenciosa, las 
dehesas de Jara-Ruices y Navas del Empera- 
dor, á la fecha de la ley de l.° de mayo de 
1855, y mucho tiempo antes, no se disfruta- 
ban en sus aprovechamientos en común y 
gratuitamente, sino mediante una renta, ma- 
yor ó menor, aplicada á cubrir las necesida- 
des de los Municipios, y que por lo misrrfo no 
están comprendidos en la excepción del nú- 
mero 9.° del art. 2. 1> » ( Gac 8 marzo.) 

Sentencia de 20 abril de 1866. 

LXl. La designación de la cabida 
y circunstancias del terreno que se des- 
tine para dehesa boyal, es cosa puramen- 
te discrecional y de apreciación del Go- 
bierno, y por lo mismo no suscepUble dé 
juicio cont endoso-administrativo. — De- 
manda presentada en el Consejo de Es- 
tado en nombre del Ayuntamiento de 
San Roque con la pretensión de que de- 
jándose sin efecto una R. 0. de 23 de 
febrero de 1863, se declaren como bie- 
nes de aprovechamiento común de los 
vecinos de la misma ciudad y exentas 
de la desamortización, las sierras deno- 
minadas Carbonera , Gamas y Arca, ena- 
jenadas ya por la Administración, y se 
rescindan las ventas hechas de las mis- 
mas, mandando que sean devueltas al 
Ayuntamiento con destino á aprovecha- 
miento común, y dehesa boyal. Del cer- 
tificado expedido por ei secretario del 
Gobierno de la provincia de Cádiz resul- 
ta que en las cuentas municipales cor- 
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respondientes á los años de 1846 á 1855 
figuraban algunas partidas de censos.de 
tierras en las sierras indicadas, satisfe- 
chas por los sugetos que se expresan y 
que en cada año de los citados se hace 
referencia de la cantidad pagada por el 
20 por 100 de propios , sin expresar las 
fincas que lo hayan producido. El Con- 
sejo de Estado por R. D -S. de 20 de 
abrii absuelve á la Administración de 
la demanda en estos términos: 

«Vista la ley de t.° de mayo de 1855, en 
cuyo art. 2.° fueron exceptuados de la venta 
los terrenos de aprovechamiento comun pre- 
via declaración de serlo hecha por el Go- 
bierno: 

Visto el R. D. de 10 de julio de 1865, cuyo 
art, 4." dice: «Serán condiciones indispensa- 
bles para conceder la excepción, que e! 
Ayuntamiento acredite que el aprovecha- 
miento ha sido libre y gratuito para todos los 
vecinos en los veinte años anteriores á la ley 
de i de mayo de 1855, y hasta el dia de la 
petición, siu interrupción alguna:» 

Visto el art. 10 del mismo Real decreto 
que dice: «Las incidencias de ventas pen- 
dientes de resolución resolverán con arreglo 
á lo dispuesto en los anteriores artículos:» 

, Vístala ley de 11 de julio de 1856 en que 
se exceptuó de la venta la dehesa destinada 
ó que se destinase al pasto de Jos ganados de 
labor, «cuya extensión fijaría el Gobierno 
atendidas las necesidades de cada pueblo:» 

Vista la R, O. de 25 de abril de 1864, cu- 
yos términos son «que se diese curso á ia 
demanda contra la otra R. O. de 23 de fe- 
brero, por la cual se negó al Ayuntamiento 
de San Roque 1a excepción de aprovecha- ! 
miento común, que habla solicitado:» 

Considerando, en cuanto á la reclamación i 
contra el señalamiento de dehesa boyal, que ■ 
la designación de la cabida y circunstancias 
del terreno que el Gobierno destine para el 
pasto del ganado de labor, es cosa puramen- 
te discrecional y de apreciación , no sujeta á 
reglas preestablecidas, y por lo mismo no 
susceptible de juicio contencioso-adininis- 
trativo : 

Considerando que sin duda por esta razón 
se dispuso en la R. O. de 25 de abril de 1864 1 
que se diese curso á la demanda contra la 
otra de 23 de febrero, en que se negó la ex- 
cepción de aprovechamiento comun, haden- ] 
do caso omiso del extremo que con tenia re- j 
lativo al señalamiento de dehesa boval: ñor ! 
lo cual no puede entenderse admitida dicha j 
demanda sobre este punto. i 


Considerando, en cuanto á la reclamación 
sobre la excepción como de aprovechamien- 
to comun, que en las dehesas de que se tra- 
ta, dentro del período fijado en las disposi- 
ciones vigentes, se dieron suertes á diferen- 
tes personas, mediante una renta que habían 
de satisfacer al Ayuntamiento y que este des- 
tinaba á cubrir sus atenciones : 

Considerando que no resultan qu^ hayan 
sido siempre unas mismas las suertes dadas 
eu renta á diferentes personas, ni que las 
restantes determinadas y fijas se hayan dis- 
frutado en comun y gratuitamente por todos 
los vecinos; antes por el contrario, los peri- 
tos nombrados por el Ayuntamiento, hablan- 
do en términos generales, dijeron que las 
tierras del Arca y de las Gamas las habían 
utilizado siempre determinados labradores, 
que disfrutando una posición aventajada, ha- 
bían podido cubrir sus necesidades sin el 
auxilio de los mencionados terrenos : 

Conformándome cou lo consultado por la 
Sala de lo contencioso del Consejo de Esta- 
do, etc., 

Vengo en absolver á la Administración de 
la demanda entablada contraía Rea! orden 
que desestimóla excepción como de aprove- 
chamiento comun de las dehesas' de las sier- 
ras llamadas Carbonera, Arca, Gamas y los 
Canutos , confirmando en esta parte la ex- 
presada Reai orden ; y en declarar que no há 
lugar á proveer en este juicio acerca del 
pinito referente á la designación de dehesa 
boyal.» Gac. 26 junio.) 

Sentencia de 2 mayo de 1886. 

LXll. Para apartarse el Gobierno del 
parecer de la Diputación provincial con- 
forme con el del Ayuntamiento , sobre ex- 
cepción de bienes del aprovechamiento co- 
man , debe oir al Consejo de Estado , y 
su omisión constituye unvicio esencial . — 
Así lo establece el 'Consejo de Estado, 
dejando sin efecto por la sentencia que 
se cita arriba, una Real orden desesti- 
mando la excepción que el Ayuntamien- 
to de Aragoncillo solicitó, como de apro- 
vechamiento comun, de un monte titu- 
lado el Sabinar, con vista de! art. 2.", 
párrafo 11." de ia ley de i.° de mayo de 
1855, por considerar « que á pesar de 
estar conformes el Ayuntamiento y la 
Diputación provincial en la excepción 
de la venta del monte Sabinar, no se 
oyó previamente para dictar ia Reai or- 
den denegatoria al Consejo de Estado.» 
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Como consecuencia de esto se manda en 
la misma sentencia reponer el expedien- 
te al estado que tenia cuando aquella se 
dictó. ( Gac . 8 julio.) 

Sentencia de 27 diciembre de 2 866. 

RXII1. La misma resolución del número 
anterior. -Según la ley de l.° mayo 1855, 
particularmente el núra. 9 de! art. 2.°, 
siempre que en los expedientes de. ex- 
cepción de fincas, como de aprovecha- 
miento común , estén de acuerdo el 
Ayuntamiento y la Diputación provin- 
cial, no es de mera fórmula, sino esen- 
cial, y por consiguiente indispensable 
antes de dictar una resolución contraria, 
oír al Consejo de Estado; y así se ha de- 
clarado reiteradamente en diferentes de- 
cretos-semencias. (R. D-S. de 27 de 
diciembre de 1866, dejando sin efecto 
una Real orden en la parte en que se 
denegó la excepción de unos terrenos, 
para el único objeto de que reponiéndo- 
se el expediente af estado que tenia an- 
tes de dictarse aquella, se oiga al Con- 
sejo de Estado, y se proceda según cor- 
responda.) 

Sentencia tle 11 enero de 1868. 

LXIV. Sobre calificación de terrenos 
de aprovechamiento común . — El disfru- 
te de un vecindario en común y gratui- 
tamente de unos terrenos, y la circuns- 
tancia de no haberse arrendado nunca, 
ni haber satisfecho el 20 por 100, dan Á 
los mismos el carácter de aprovecha- 
miento común; y estando exceptuados 
de la enajenación segun el párrafo 9. J 
del art. 2.°, proeecfe la nulidad de la 
venta cuando segun la jurisprudencia es- 
tablecida que ha sido sancionada por el 
R. D. de 10 de julio de 1865, los Ayun- 
tamientos han pedido la excepción an- 
tes de verificarse la veuta. (R. D.-S. de 
11 enero de 1867, confirmando la nuli- 
dad de la venta de unos terrenos comu- 
nes de los pueblos de Pedrosa, Santelí- 
ces y otros.) 

Sentencia de 8 abril de 1867. 

LXV. Sobre lo mismo. — El pequeño 
arbitrio establecido sobre unos prados de 


aprovechamiento común por razón de 
la trilla de las mieses, no puede obstará 
la excepción de la venta en dicho con- 
cepto de ser comunal y gratuito su apro- 
vechamiento , porque no se interrumpe 
el de las yerbas ó producciones n atúra- 
les de la tierra, y viene á convertirse en 
beneficio del vecindario y de la Hacien- 
da pública. (R. D.-S de 8 de abril de 
1867 dejando sin efecto la Real orden 
reclamada, y declarando de aprovecha- 
miento común del pueblo de Cubillos 
dos prados, objeto de la demanda. 

Sentencia de 10 abril de 1867. 

LXV1. Sobre lo mismo.— Segun la 
R. 0. de 23 de abril de 1858 los bienes 
de aprovechamiento común pierden este 
carácter y pasan á serlo de propios, por 
e! hecho de ser arbitrados, y en virtud 
de esta disposición los terrenos que han 
sido arrendados, y de cuyos productos 
se ha pagado á la Hacienda el 20 por 
100, no pueden exceptuarse de la des- 
amortización como comunes y de gratui- 
to aprovechamiento (R. D -S. de 10 de 
abril de 1867 absolviendo de la demanda 
á la Administración y confirmando una 
Real orden que desestimó la excepción 
que pretendía de unos prados el Ayun- 
tamiento de Villa! ba de Lampreana.) 

Sentencia de 15 abril de 1867. 

LXVH. Sobre lo mismo. — Segun el 
art. 4.° del R. D. de 10 de julio de 1865 
^es condición indispensable para la ex- 
cepción de bienes en concepto de apro- 
vechamiento común, que el Ayuntamien- 
to acredite que dicho aprovechamiento 
ha sido libre y gratuito para todos los 
vecinos en los veinte años anteriores á Ja 
ley de 1 ,° de mayo de 1855, y hasta el 
dia de la petición sin interrupción algu- 
na. (R. D.-S. de 15 abril de 1867.) 

Sentencia de 20 mayo de 1867. 

liXVHI. Sobre lo mismo. — Cualquie- 
ra que fuere el carácter primitivo de los 
bienes que los pueblos poseían al san- 
cionarse la ley de t.° de mayo de 1855, 
cuyo art. 2.° exceptuó de la desamorti- 
zación los, terrenos de aprovechamiento 
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cómuti de ios mismos, prévisk defelara- 
cÍod de serlo hecha por el Gobierno oyen- 
do^ al Ayuntamiento y ^Diputación res- 
pectivos, .con arreglo al art. 53 de la 
Inst. de 31 del mismo mes y año, al 4.° 
del R. D. de 10 de julio de 1865, y á la 
R. 0. de 23 de abril dé 1858, basta que 
se hayan arrendado ó arbitrada varias 
veces en los veinte años anteriores á su 
publicación, y que por ello sa haya pa- 
gado á la Hacienda el 20 ó el 5 por 100 
respectivamente, para que no pueda de- 
clararse la excepción de la venta. (Real 
decreto-sentencia de 20 de mayo de 1867 
dictado en pleito promovido por el Ayun- 
tamiento de Coria del Rio.) 

Además de las leyes, decretos, órde- 
nes é instrucciones insertas, deberán te- 
nerse muy presentes, en sus respecti- 
vos casos, algunas mas que se hallarán 
en otros artículos de este Diccionario, 
citados a! final del presente y á don- 
de mas principalmente corresponden, 
pero que son ó pueden ser aplicables en 
las cuestiones ó dudas que se susciten 
sobre esta vasta é importantísima ma- 
teria. 

Hé aquí ahora como complemento de 
este artículo el muy erudito dictamen 
de la Comisión de las Cortes Constitu- 
yentes en 1854 sobre el proyecto de ley 
para la desamortización general de los 
bienes de manos muertas que después 
fue ley de 1 .° de mayo de 1855. — Di- 
ce asi: 

«La Comisión nombrada para dar su 
dictamen acerca del proyecto de ley so- 
bre desamortización de bienes, presen- 
tado á las Córte3 por el Gobierno en 5 
del actual, se ha ocupado asidua y labo- 
riosamente durante quince dias en el 
desempeño del arduo cuanto difícil en- 
cargo con que las secciones la honraron. 
Arduo y difícil, no porque en lo funda- 
mental del pensamiento no se hallasen 
desde luego unánimemente conformes 
sus individuos todos, como lo está, sin 
duda, la inmensa mayoría de la Asam- 
blea con el Gobierno de S. M.; sino por- 
qué de la trascendencia misma del pro- 
yecto, y de la multiplicada variedad de 


intereses que afecta, surgen natural y 
lógicamente muchas y muy graves cues- 
tiones que resolver en el orden económi- 
co, en el político, y hasta en el social 
mismo. 

La ley propuesta es una revolución 
fundamental en la manera de ser de la 
Nación española; es el golpe de muerte 
dado al antiguo deplorable régimen; es, 
en fin, la fórmula y resúmen de la re- 
generación política de nuestra patria. 

Gome acertadamente lo dice el Gobier- 
no en el preámbulo de su proyecto, si á 
pesar de fatales contratiempos, de lamen- 
tables errores, y de la debilidad irreso- 
luta de unos, añadirá la Comisión, como 
de ios propósitos y de los actos libertici- 
damente reaccionarios de otros, la Na- 
ción española sobrevive á sus desdichas; 
si las instituciones representativas, aun- 
que desnaturalizadas, llegaron hasta nos- 
otros; y si la riqueza fundamental del 
país, que consiste en la feracidad de su 
suelo, no se estirilizó por completo, dé- 
bense tales fenómenos, mas que á nin- 
guna otra causa, á los ensayos parciales 
de desamortización hechos en los víncu- 
los, mayorazgos y bienes del clero secu- 
cular \ regular, en las épocas, por des- 
dicha breves y siempre azarosas, en que 
predominaron en la región política los 
principios del gran partido liberal que la 
mayoría de las Cortes representa. ¿Cómo 
pues, esa mayoría y la Comisión por ella 
elegida, no habían de acoger, con ar- 
diente entusiasmo, un proyecto de ley 
que tiende á realizar por completo la 
desamortización de la propiedad en Es- 
paña? 

La Comisión no vacila en decirlo: en 
vano el patriotismo y sabiduría de las 
Cortes dotarán á la patria de una buena 
Constitución política; en vano consagra- 
rá la Asamblea sus desvelos á promover 
los adelantos del comercio y de la indus- 
tria, á dar impulso á la civilización por 
medio de un bien entendido sistema de 
enseñanza pública, á regularizar la acción 
administrativa y económica del Gobier- 
no, ¿procurar, en fin, el bien común, 
si no asienta el conjunto de las trascen- 
dentales reformas á que está obligada? 
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sobre la ancha y firmísima base de la 
desamortización completa, absoluta, de 
la propiedad territorial. 

Esa medida, y ella sola es bastante pa- 
ra arrancar de nuestro suelo las hondas 
raíces de lo pasado; esa medida , y ella 
sola alcaazará á crear nuevos é indus- 
tructibles intereses que afiancen para 
siempre el régimen representativo entre 
nosotros, esa medida, y ella sola, en fin , 
puede poner término ai profundo y la- 
mentable divorcio que, merced á los crí- 
menes ó errores de gobernantes, ya in- 
dignos, ya incapaces, tiene en constante 
antagonismo á los pueblos ciudadanos, 
con la entidad moral del Gobierno, que 
en buena ley debe ser el representante 
como el jefe del Estado. 

La amortización de la propiedad opri- 
me á España con su pesado yugo desde 
los primeros tiempos de la Monarquía 
goda. 

Despojaron en efecto los germanos á 
los españoles de los dos tercios de su pri- 
vilegiado suelo, para amortizarlo parte 
en poder de la alta nobleza, parte en el 
del clero; y en el breve espacio de su do- 
minación, que breve espacio son apenas 
tres siglos en la dilatada vida de los pue- 
blos, al risueño feraz aspecto de aquellas 
riquísimas campiñas que fueron abun- 
dante granero de la insaciable Roma, su- 
cedió la desconsoladora perspectiva de 
yermos llanos, montes incultos, y pastos 
eriales, singularmente en los solariegos 
y abadengos. 

. Menos iliberales en esa punto las Mo- 
narquías de la restauración, si bien ni 
conocieron ni conocer podían, atendidos 
los tiempos, las circunstancias y las 
preocupaciones en su época dominantes, 
el fecundo principio de la desamortiza- 
ción, procuraron, sin embargo, atenuar 
en cuanto se les alcanzaba y fue posible, 
las desastrosas consecuencias de un régi- 
men que, no solo estancaba Ja propie- 
dad, sino que eximia á gran parte de 
ella, y sobre todo á la que acumulaban 
el clero y la nobleza, de los pechos ó tri- 
butos ordinarios, abrumando en conse- 
cuencia á los contribuyentes, y haciendo 
además indispensable un sistema fiscal 


exagerado que paralizaba en sus fuentes 
los progresos de la industria y del co- 
mercio. 

En el Concilio de León á principios 
del siglo XI, ya se comenzó á procurar 
que los bienes de los pecheros no mu- 
dasen de índole económica, pasando á 
manos privilegiadas; y aunque en el si- 
glo XII otras dos Asambleas del mismo 
género (Concilios de León y Composte- 
la, 4414), puede decirse que consolida- 
ron, ya que no asentasen los cimientos 
de la amortización eclesiástica, también 
es justo añadir que en las Corles suce- 
sivas se vino clamando constantemente 
contra ella, y procurando, aunque sin 
grandes resultados, atajar sus progresos. 

En el siglo XIII, San Fernando, Mo- 
narca, cuya virtud ha coronado la Igle- 
sia con la aureola de los bienaventura- 
dos, y cuya gloria inmarcesible es uno 
de los mas bellos timbres de nuestros 
anales, al dolar á Córdoba, por su espa- 
da victoriosa conquistada , de un fuero 
especial; prohibió en él terminantemen- 
te que, ni por donación ni por legado, 
pudiesen su moradores disponer de sus 
bienes á favor de la Iglesia,' exceptuando 
solo de esa regla general y absoluta á la 
mezquita famosa por el Santo Rey en ca- 
tedral convertida. 

Mas rii la rectitud y elevación de mi- 
ras de aquel ilustrado Monarca, ni los 
esfuerzos generosos, si, pero las mas ve- 
ces mal entendidos de las Cortes ante- 
riores y sucesivas, podían luchar contra 
e! espíritu de la época. 

Y, sin embargo, dentro de España 
misma era evidente el contraste entre 
los dos sistemas, el de amortización, y 
el de la propiedad libre: todos lo tenían 
delante, y ninguno lo veia ¡Ceguedad 
deplorable, que solo por la preocupa- 
ción se explica! 

Durante, siete siglos los árabes casi de 
continuo por los cristianos hostilizados, 
casi de continuo de monte en monte, y 
de llano en llano, hácia el litoral impeli- 
dos por castellanos y aragoneses^ hicie- 
ron no obstante prosperar su agricultu- 
ra, llevándola á tan alto grado de per- 
fección, que aun hoy se practican sus 
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métodos en muchas regiones de la Pe- 
nínsula, y que entonces les permitió á 
ellos' atender á los gastos de la guerra y 
de su administración interior, con tri- 
butos menos onerosos en cantidad y ca- 
lidad que los que sobre nuestros mayo- 
res pesaban. 

La propiedad era completamente libre 
entre los ismaelitas; mientras que sujeta 
á intolerable monopolio en la España | 
cristiana. " 

Mas fallábanos aun una calamidad en i 
ese género, y en el siglo XIV se la de- 
bíamos al bastardo y fratricida Trasta- 
mara. 

No satisfecho aquel Monarca, de tris- 
te memoria, con haber distribuido con 
la prodigalidad fácil para quien de lo 
ajeno .dispone, ciudades y villas, tesoros 
y heredades, entre sus antiguos cómpli- 
ces, quiso además, consignándolo así en 
su postrera voluntad, digno fin de sus 
principios y carrera, que sus Mercedes 
se perpetuasen, no solo con la vincula- 
ción, sino además con el mayorazgo . 
Las Cortes de Toro confirmaron á poco 
tan funesta institución, que de entonces 
mas vino basta nuestros días corroyendo 
las entrañas de la sociedad. 

Consagrada, en efecto, la holganza en 
la institución del mayorazgo, envilecióse 
el trabajo en consecuencia. 

Condenados á Ij* pobreza todos los hi- 
jos menos el primogénito, introdujese 
el deletéreo elemento de la envidia en 
las familias, y en el Estado la polilla de 
los pretendientes, ambiciosos como no- 
bles, y como mendigos ávidos. 

Entre tanto las heredades vinculadas, 
puestas fuera circulación, garantidas has- 
ta contra el derecho inconcuso de los 
acreedores legítimos, y descuidadas por 
sus dueños, que imaginaran degradarse, 
dirigiendo, no ya la cultura, sino la ad- 
ministración de sus propios bienes; iban 
constantemente despreciándose y dismi- 
nuyendo, en consecuencia, la riqueza 
pública. 

La ominosa institución del Santo Ofi- 
cio, por su parte, vedando al entendi- 
miento extender sus miras mas allá del 
lúgubre reducido horizonte, queeon sus 
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hogueras iluminaba siniestramente, con- 
siguió en breve desnaturalizar hasta el 
sentimiento purísimo de la caridad cris- 
tiana, convirtiéndolo para unos en ser- 
vil extricciou, en ciego fanatismo para 
otros y en un sistema automático de mi- 
nuciosas prácticas, sin verdadero moral 
sentido para la muchedumbre. 

Así, aumentado fuera de razón el in- 
flujo de la parte menos ilustrada y con- 
cienzuda del clero, multiplicáronse con 
exceso las mandas y donaciones á la Igle- 
sia, las fundaciones de aniversarios, 
obras pías; y de hermandades y cola- 
dlas; por manera que, entre bienes ama- 
yorazgados, desde los del grande opu- 
lento que rivalizaba en riquezas con la 
Corona, hasta los de! hidalgo mísero cu- 
ya venta no bastaba á sufragar los gastos 
de su eremética mesa, y propiedades del 
clero secular y regular, y fundaciones 
llamadas piadosas, la mayor parte de la 
vasta superficie que se extiende entre 
ambos mares, y de las faldas del Pirineo 
á las columnas de Hércules, llegó á ser 
propiedad de ramos muertas , denomi- 
nación gráfica que dice mas ella sola, 
que la Comisión pudiera en un largo dis- 
curso. 

Cuál era al comenzar el siglo hoy me- 
diado, la postración política y social de 
la gran Monarquía española, señora un 
tiempo de dos mundos, fuera inútil y 

doloroso además recordárselo largamen- 
te á las Córtes. 

Atados por el Pacto-de familia al car- 
ro de la Francia, cuyos Monarcas nos 
consideraban sus feudales vasallos; per- 
dida nuestra legítima y tan caramente 
comprada influencia en la gran familia 
europea; mal seguros ya, y peor admi- 
nistrados, nuestros vastos dominios en 
el Nuevo mundo, por los españoles y 
! para España descubiertos y conquista- 
dos; pobres, aunque señores del Potosí; 
y á merced, en lo interior de una Corte 
tan ignorante' y débii como opresora y 
corrompida, fué necesario, y la Provi- 
dencia lo quiso, que el azote de una 
ignominiosa traición, esgrimido por la 
potente diestra de un coloso, nos hi- 
. riera en el rostro para que recordase- 
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mos, en fin, que circulaba en nuestras 
venas la sangre de aquellos que lucha- 
ron siete siglos con heroica perseveran- 
cia en la defensa y reconquista del sue- 
lo patrio. 

Pero nos alzamos, al cabo, sacudien- 
do el torpe letargo; nos alzamos lodos 
como un solo hombre en su honor ul- 
trajado ; nos alzarnos terribles como la 
venganza justa; y simultáneamente re- 
nacieron en nuestros corazones el amor 
de la independencia y el de la libertad, 
de aquella inseparable. 

♦ Mas antes de reseñar, con la rapidez 
que la brevedad de un informe requiere, 
los hechos contemporáneos, permitan 
las Cortes á su Comisión que tribute al 
menos un recuerdo de gratitud profun- 
da y alto aprecio á la memoria de los 
ilustres representantes del pueblo que, 
mas bá de tres siglos , protestaron vale- 
rosamente contra los abusos de su épo- 
ca , adelantándose á ella en la ciencia 
política y económica, y cuyos jefes ob- 
tuvieron en la picota de Villalar la pal- 
ma del martirio con que todas las tira- 
nías galardonan, siempre que no son 
vencidas, á los buenos patricios de la li- 
bertad precursores. 

Decían las Cortes de Valladolid el año 
de Í5 18, en su petición 57 al joven Cáe- 
los I: «Suplicamos á V. A. provea como 
losclórigos puedan testar, porque de otra 
manera el Papa seria señor de mucha 
hacienda del Regno.» Y en la 58: { Otro- 
sí , hacemos saber á V. A. que las Eglesias 
é Monasterios de estos Regnos , están 
tan sennores, de los bienes raíces dellos, 
que si esto no se remedia con tiempo, en 
muy breve será todo por la mayor parte- 
del Regno suyo; lo cual es en muy gran 
danno de su patrimonio real. — A. V. A. 
suplicamos, esto mande proveer de ma- 
nera, que ninguno pueda mandar bie- 
nes raíces á Eglesias ni Monasterios , ni 
comprar; y V, A. no dé licencia que 
puedan haber juros ningunos.» 

Y respondía el Rey. «Ríen pedís; ne- 
gociaré con el Padre Santo; consultaré- 
con los del mi Consejo,» y nada se hi- 
zo: porque en la conservación de los 
abusos éstaban interesados los poderes, 


y en corregirlos solamente los pueblos'- 

Por eso también los pueblos solos, y 
solamente cuando están genuina y legí- 
timamente representados, son los que 
pueden , son los que deben dictar leyes 
como la que la Comisión, dé acuerdo 
ccn el Ministerio, propone hoy á las 
Cortes. 

Las de Cádiz , de eterna y fausta me- 
moria , con ia intuición profunda que 
poseían de todo lo grande y patriótico, 
dieron .por el pié á los señoríos en 8 de 
agosto de 1811; y las de la segunda épo- 
ca constitucional, dignas sueesoras de 
aquellas, decretaron la desamortización 
de los bienes del clero regular y de los 
jesuítas en 17 de agosto y l.° de octubre 
de 1820, suprimiendo los mayorazgos y 
vinculaciones en 27 de setiembre del 
mismo año. 

En las dos reacciones absolutistas de 
18H y 1823, claro está que habían de 
anularse, y se anularon de hecho , lás 
leyes de las Cortes; mas también al re- 
nacer en España el régimen representa- 
tivo, reprodujéronse, como era justo, na- 
tural y lógico. 

Asi, en 30 de agosto de 1850, resta- 
tablecióse lo dispuesto en 1820 á 1823, 
con respecto á señoríos , á mayorazgos y 
á ios bienes del clero secular; extendién- 
dose la desamortización en 2 de setiem- 
bre de 1841 al clero regular. 

Los sucesos políticos de 1843 parali- 
zaron, por lo menos, los efectos saluda- 
bles de tales medidas, el afan exajerado 
de concillarse ia benevolencia de la Cor- 
te de Roma, y la natural tendencia de 
los partidos conservadores á respetar lo 
existente, y apoyarse en io pasado , pro- 
dujeron lo que siempre producen : pri- 
mero, el estacionamiento y la resisten- 
cia; mas tarde, el retroceso. 

Así, durante once años, y salvos algu- 
nos fugaces destellos de incompleto li- 
beralismo , hemos visto y padecido lo 
que es inútil recordar. 

Fuera de los decretos de 11 de junio 
de 1847 mandando proceder á la venta 
de todos los bienes de maestrazgos y 
encomiendas ; de 23 de setiembre, al- 
zando la suspensión de la de los bienes 
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de hermandades, santuarios y cofradías}; 
y de 25 del mismo , en que se orde- 
nó la enajenación de los propios (decre- 
tos todos cuyos efectos se suspendieron, 
ó mas bien se anularon en octubre de 
aquel año); la reacción caminó con pasos 
mas ó menos decididos y declarados, pe- 
ro siempre á su objeto, hasta devolver al 
clero los bienes no vendidos, y llegarse 
á publicar, con escándalo en 2 de di- 
ciembre de 1852, el proyecto liberticida 
de la reforma de la Constitución y jun- 
tamente el de restablecer las vincula- 
ciones. 

Si, por desdicha, llegaran á realizarse 
tales proyectos , la obra de medio siglo 
de revolución y sacrificios y sangre ge- 
nerosa derramada desapareciera en un 
dia. Y España hubiera tornado al siste- 
ma de arbitrariedad, ignorancia y mo- 
nopolios, que la hicieron en tiempos no 
remotos objeto de lástima para el mundo 
civilizado, 

Pero la humanidad no retrocede: los 
que osaron, sacrilegos, poner las manos 
en el Arca Santa de nuestras libertades, 
cayeron heridos de muerte por el rayo 
de la revolución que nos ha mandado 
aquí, corno representantes de la Sobera- 
nía Nacional, para consumar la obra en 
los campos de Yicálbaro y en la siem- 
pre heroica Zaragoza comenzada. 

Y esa obra, la Comisión lo repite, no 
estará cimentada en bases sólidas ; no 
será al pueblo tan provechosa; al afian- 
zamiento de la libertad tan útil; para im- 
posibilitar la reacción tan eficaz como 
conviene que sea, hasta que exenta la 
propiedad del yugo funesto de la amor- 
tización, pase á ser fecundada por el in- 
terés individual la inmensa masa de 
bienes, cuya venta proponemos. 

La Comisión deja al buen juicio de 
las Cortes calcular el gran número de 
propietarios, para siempre unidos por 
el vínculo de su interés á la causa de 
la revolución, que creará esta ley lleva- 
vada á efecto; y se liiriiíará á llamar de 
paso su atención sobre el aumento con- 
siguiente de la materia imponible y del 
capital circulante. 

Pero de lo que no puede prescindir 


la Comisión es de indicar, siquiera sea 
ligeramente , 1 que en virtud de la ley 
que propone, el crédito público, cuyas 
tristes actuales condiciones son notorias, 
ha de vigorizarse forzosamente, dando 
asi lugar á operaciones hoy imposibles 
ó ruinosas* y sin embargo indispensa- 
bles para regularizar la Administración, 
atender á las obligaciones corrientes , y 
remover los obstáculos que paralizan los 
progresos de la agricultura, de la indus- 
tria y del comercio. 

La declaración en venta de los bienes 
hoy amortizados, hace dueño al Estado 
de una garantía sólida á la par que cuan- 
tiosa; y no ofrece duda alguna, que dada 
esa condición, unida á la de un sistema 
de Gobierno liberal, enérgico y prudente, 
los capitales, hoy sin empleo en las na- 
ciones mas prósperas, han de afiuir na- 
turalmente á un país donde les sobran 
objetos en que invertirse, y el premio, por 
lo mismo, ha de ser mayor que en nin- 
gún otro. 

Ciertamente no han de arrojarse al 
mercado en un solo y mismo día todos 
los bienes vendibles, ni el valor de los 
vendidos ha de realizarse mas que en el 
largo plazo de catorce años ; pero los 
bienes no vendidos son garantías, y los 
valores en cartera dinero seguro , co- 
mo la experiencia lo acredita en los pa- 
garés de los compradores de bienes na- 
cionales. 

La desamortización, pues, completa, 
general y absoluta, como la proponen el 
Gobierno y la Comisión, es beneficiosa 
á los particulares y á los pueblos ; por 
cuanto, merced á ella, hallarán aquellos 
donde emplear su actividad, ingenio y 
capitales; mientras que los últimos, me- 
dios seguros de progreso, ya en mejoras 
materiales, ya en establecimientos de 
crédito provinciales ó municipales, como 
Bancos agrícolas ó territoriales, por ejem- 
plo. La desamortización hará también 
posible y pronta la realización de las in- 
finitas obras públicas que el estado de 
atraso del país reclama con urgencia; le- 
vantara y consolidará el crédito público; 
y dando al Gobierno los medios de nive- 
lar, en fin, los presupuestos de gastos y 
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de ingresos, acabará por eximirle de ne- 
gociaciones siempre onerosas, y á la in- 
moralidad ocasionadas. 

Y sin embargo, la amortización tiene 
defensores, interesados los mas, si bien 
algunos de buena fé, sin duda. 

No hay absurdo, no hay teoría desca- 
bellada que baya carecido de parciales; 
tuviéronlos y los tienen todavía el abso- 
lutismo y la inquisición misma; porque 
los mas de los hombres desisten difícil- 
mente de lo que cuadra á su interés ó 
está conforme con sus preocupaciones; y 
en materia de reformas, son muchos los 
que, temerosos de ios azares de las re- 
voluciones, rechazan sin examen cuan- 
to tiende á trastornar el régimen esta- 
blecido. 

Seremos acusados, mejor dicho, lo so- 
mos ya, de despojo, como si bollando 
los sagrados fueros de la propiedad, nos 
apoderásemos de lo ajeno á mano arma- 
da, y, en provecho propio , arrebatáse- 
mos á otros lo suyo. 

Seremos y somos ya acusados de pre- 
cipitada imprevisión, como si desaten- 
diésemos á obligaciones sagradas. 

Y por último, se nos dirá y se nos 
dice que somos visionarios, en cuanto 
esperamos de la desamortización, consi- 
derándola como la panacea universal, 
efectos poco menos que quiméricos y 
milagrosos. ■ 

La Comisión, reservándose responder 
en concreto á tales objeciones, si en el ' 
curso de ¡a discusión se le hiciesen, dirá 
aquí sin embargo, algunas frases en su- 
maria respuesta á todas ellas. 

Conviene, en primer lugar, tener pre- ¡ 
sente que el Estado, según la ley, solo 
vende en provecho propio aquellos bie- . 
nes de que es hoy dueño en virtud de 
disposiciones anteriormente sancionadas 
y umversalmente consentidas. 

En cuanto á los demás bienes que se : 
declaran en estado de venta, el princi- 
pio de la ley es tan claro y equitativo, 
como sencillo y de fácil aplicación. 

Si la desamortización de la propiedad 
es de utilidad pública indisputablemen- 
te reconocida, nada mas justo que variar 
la forma de la propiedad de las manos 


muertas , en beneficio común, mientras 
se conserven á los actuales poseedores el 
capital y la renta , para invertir esta co- 
mo á la índole de cada instituto mejor 
cuadre. 

El clero, los propios, la beneficencia 
y la instrucción pública, no pierden, 
pues, su propiedad; lo que se cambia la 
forma de esta conviniéndola en inscrip- 
ciones instrasferibles, cuya renta, indu- 
dablemente superior con mucho en bre- 
ve tiempo á las que hoy gozan, y cobra- 
da por su propia mano, puesto que los 
cupones son admisibles á su vencimien- 
to y como metálico, en pago de contri- 
buciones, será un recurso mas pingüe, 
de mas fácil, clara y moral administra- 
ción, que la de las lincas y censos que 
boy poseen. 

De ese modo, no solo sin perjuicio, 
pero con positiva ventaja de todos, se 
estrecha el vínculo que enlaza al Estado 
con sus diferentes miembros; y el cré- 
dito público hoy en España objeto de 
solicitud solo para el Gobierno, y de es- 
peculación para un reducido número de 
individuos, llegará á ser considerado, 
cual conviene que !o sea, como el bien 
común, como el barómetro déla prospe- 
ridad del pais. 

No ya solo los compradores de los bie- 
nes declarados en venta, sino además 
las corporaciones populares, se adhieren 
por tanto á la revolución, se identifican 
con ella, y se convierten en otros tantos 
baluartes de la libertad y del orden. 

No hay, pues, despojo; la Nación usa 
de su derecho, de un derecho que todo 
el orbe civilizado reconoce y practica, ha- 
ciendo que por causa de utilidad públi- 
ca, evidente, varíe de forma la propie- 
dad de manos muertas. 

Ni hay tampoco en nosotros la impre- 
visión dequese nos acusa, porqueen vez 
de quedar desatendidas, como se preten- 
de, las cargas que hoy cubren mas ó me- 
nos por completo las rentas de las fincas 
que lian de venderse se les asegura á pue- 
olos y establecimientos esa renta misma 
desde luego, y se les ofrece sin riesgo al-" 
guno, la probalidad casi cierta de dupli- 
carlas ó triplicarlas, y eso afianzando el 
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pago de tal modo, que la desconfianza 
parece imposible. 

Díeese que no se venderán las fincas, 
¿por qué, pues, oponerse á que se in- 
tente? 

Los resultados, se añade, supuesto que 
los haya, serán sin duda inferiores, con 
mucho, á los cálculos de nuestra espe- 
ranza. 

En materia de previsión, no hay mas 
datos posibles que el exámen de las pro- 
balidades, y el raciocinio por analogía 
con lo pasado. 

La Comisión cree probable que se ven- 
da mas y mejor ahora que el pretendien- 
te y sus secuaces fraguan sus descabe- 
llados planes en lejanas tierras, que 
cuando sus huestes armadas y valerosas 
como españolas, siquier rebeldes, llega- 
ban hasta las puertas de la capital de la 
Monarquía. 

En todo caso, los hechos vendrán 
pronto á dar razón á quien la tenga. 

' Mucho, excesiva mente acaso, se ha ex- 
tendido ya la Comisión en este informe, 
llevada de su celo tanto como de la gra- 
vísima importancia del asunto de que 
trata; y serále por tanto forzoso, puesto 
que deja en su entender discutido y jus- 
tificado el pensamiento fundamental de 
la ley, ser muy breve en el análisis de 
sus pormenores. 

La universalidad del principio se con- 
sagra en el art. í.°; mientras que en el 
2. u se establecen sobriamente lajindispen- 
sables excepciones. Los montes y bos- 
ques, por ejemplo, necesarios, no solo 
para surtir de maderas á nuestros arsena- 
les, y de combustible al consumo y á la 
industria,, sino para dará la atmósfera las 
condiciones de vida y salubridad indis- 
pensables á la^ tierra, al reino vejetal, á 
los animales, al hombre, no es posible 
confiarlos todos al interés individual que 
se deja dominar demasiado por las nece- 
sidades presentes, para atender como con- 
viene á las de lo futuro. Resérvanse igual- 
mente los terrenos de aprovechamiento 
común, porque no es en ellos lo impor- 
tante la renta, sino el uso, que no puede 
suplirse; y déjase en general cierta lati- 
tud al Gobierno, que ha parecido necesa- 

Tomo V. 
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ria, en interés del Estado y de los pue- 
blos. Entre otras razones que en el últis 
mo indicado punto han tenido presente- 
la Comisión y el Ministerio, liraitárase 
aquella á indicar la conveniencia de que 
haya disponibles los terrenos indispen- 
sables para el planteamiento del sistema 
de colonización interior,, que tan im- 
periosamente reclama lo despoblado de 
nuestro rico suelo. 

Con respecto á los trámites de las ven- 
tas, la Comisión se ha propuesto facilitar 
á las personas de escaso caudal la ad- 
quisición de los bienes desamortizados, 
y evitar por medio de la licitación pú- 
blica, en subastas simultáneas, todo ma- 
nejo inmoral, ya en perjuicio del Esta- 
do, ya en el de los dueños de los bienes, 
ó de los compradores mismos de bue- 
na fé. 

Los plazos en que han de realizarse 
los pagos en metálico y las cuotas de 
ellos, están basados en el principio arri- 
ba sentado, combinándolo con el fin de 
lograr que el sacrificio hecho por el 
comprador ,a! contado y en los primeros 
años, sea bastante á interesarle en reali- 
zar puntualmente los restantes plazos. 

Entiende la Comisión que toda here- 
dad gravada con censos, no está com- 
pletamente desamortizada; por eso en el 
tít. II de su proyecto, ofrece las venta- 
jas que ha creído justas: primero, á los 
censatarios como la equidad lo reque- 
ría; y luego á los compradores en ge- 
neral. 

Ningún sacrificio nos ha parecido ex- 
cesivo, cuando lo creimos conducente á 
dejar á la propiedad en libertad completa. 

Pero de todos los importantes extremos 
á que la ley se extiende, ninguno ha pa- 
recido á la Comisión mas grave, ninguno 
discutió con mayor detenimiento que el 
que es asunto de los tít. 111 y IV á sa- 
ber: la inversión délos fondos proceden- 
tes de las ventas de los bienes desamor- 
tizados. 

Desde luego la claridad, la lógica, y la 
diversidad de orígenes de los fondos, 
exigían una distinción fundamental que 
se ha hecho, en efecto , tratando en el 
tít. III de los procedentes de bienes pro- 

19 
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píos del Estado, y en el IV de los rea- 
tantes. 

De hecho y de dereeho el Estado que 
vende lo suyo, puede y debe emplear el¡ 
producto, en beneficio, propio, es decir, 
en objetos de utilidad común ; mientras 
que loque se recaude por ventas de pro- 
piedades que cambian de forma por cau- 
sa de utilidad pública, mas no de aplica- 
ción, en justicia toca á los actuales po- 
seedores. Asi lo ha entendido la Comi- 
sión, pero- creyendo necesario, sin em- 
bargo, y eso á- instancia , puede decirse, 
del Ministerio, descender á algunos. per- 
iné ñores para fijar clara y terminante- 
mente el empleo de los fondos. 

La regla adoptada de común acuerdo 
es que el úO por 100 de lo que pertenez- 
ca al Estado* se consagre á la amortiza- 
ción de la Deuda pública, y la otra mi- 
tad á obras también públicas de utilidad 
general. 

De ese modo se atiende simultánea- 
mente á consolidare! crédito y á desem- 
barazar las fuentes de la. riqueza pública; 
pero consideraciones graves y de actua- 
l’dad, nos han movido á proponer, con 
respecto á lo presente solo, dos excepcio- 
nes ambas importantes. 

IJna, y es la mas grave, destinar los 
primeros ingresos de lo perteneciente 
al- Estado á cubrir el déficit que induda- 
blemente habrá en el presupuesto, del 
corriente año; y, la razón es obvia» 

Ese déficit,, consecuencia forzosa ó 
inevitable del despilfarro de las admir* 
nistraciones anteriores; y resultado, ade- 
ma»s, en parte de la supresión de la con- 
tribución de consumos, y en parte de la 
baja natural de todas las rentas en los 
primeros tiempos de toda revolución, 
por mas que sea tan provocada, justa y 
benigna como la de julio; ese déficit ha- 
ce hoy, y baria en ío sucesivo imposible 
si no se extinguiese, la nivelación de los 
gastos con Los ingresos, condición fun- 
damental y sirte quu non del orden, seve- 
ro necesario en la Administración eco- 
nómica, elemento de fuerza y de inde- 
pendencia, para el Ministerio de Hacien- 
da,, que en el estado actual de las cosas 
no puede, con el conveniente desemba- 


raza, di-ri^ií ek departamento importan- 
tísimo de que es cabeza. 

Nuestra revolución, como todas, pa- 
dece escaseces á consecuencia de los dé- 
bitos de sus mismos provocadores; pero 
mas justa y severamente moral que la 
mayor piarte de las que le precedrieron , 
respeta y está pronta á cumplir todas las 
obligaciones, no siempre de origen muy 
puro, que sus propios e»ern<igos le taga- 
rno. Justo nos parece que en compensa- 
ción, comience por aprovecharse, aun- 
que en pequeña parte, y siempre- en uti- 
lidad común, de los beneficios que la 
desamortización genera! ha efe reportar 
al país. 

Consideraciones análogas, con mas la 
de las exigencias del crédito, y sobre to- 
do, el respeto á lo ya acordado per las 
Cortes, nos han movido, ornas bien obli- 
gado á admitir que sean preferidos en la 
amortización los títulos mandados emi- 
tir para atender al pago de la Deuda flo- 
tan te. 

Témanse precauciones severas en los 
artículos 11 y 12 para asegurar loe fon- 
dos, destinados á la amortización de la 
Douda; el Gobierno las ha propuesto es- 
pontáneamente, y la Comisión las admi- 
te, haciendo justicia al sentimiento de 
exquisita delicadeza y política previsión 
que las ha dictado. 

Un mismo principio domina en el títu- 
lo IV, por lo que respecta á los bienes 
de propios, d'é beneficencia y deinstruc- 
cíok pública: combinar el fundamental 
de la desamortización , con la seguridad 
que reclaman las sagradas atenciones á 
que están destinadas aquellas fincas. 

El sistema adoptado-, es en sentir de 
la Comisión, el único aceptable: arriba 
io deja explicado, y en la discusión pro- 
curará sostenerlo, limitándose ahora á 
repetir que en nada se utiliza el Estado, 
ames bien hará durante algún tiempo 
anticipos, á la verdad no muy considera- 
bles, y cuyo reintegro juzgamos prouto 
y fácil. 

Los pueblos, como los establecimien- 
tos de beneficencia y do instrucción pú- 
blica,. no carecerán un solo* día de su>s 
actuales rentas, las cobrarán por su ma*- 
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no, y tos. verá» además cottsidersbíetttef»- 
te alrt»írtít»das en breve tiempo. 

Por lo que respecta á lo pTo ceden te de 
los bienes del clero, bienes que se ven- 
den en virtud de lo estipúlelo con !a 
Córte de Roma en el jist. 3Eo del último 
Concordato, y qtie ena sentir de i» Comi- 
sión tendría derecho el Estado á que 
mudasen de ferina' por eatisa de utilidad 
péblieá, aún éuartdo aqtfél arrfíetfFo no 
existiese, se íntfmfá «ravértir como etí el 
Concordato mismo se establece y convie- 
ne al bien del Estado. 

La Comisión adunite que se emitan en 
este caso nuevas inscripciones iafirasféri- 
bles;. porque, bebiendo fe- Na«ion de cu- 
brir el déficit! q«e en el presupuesto del 
culto y cleFo dejan las ventas de sus bie- 
nes, no ofrece inconveniente alguno el 
que asi se bagá. 

Las disposiciones contenidas, por úl- 
timo, en el V y postrer título de la ley, 
son los complementarias indispensables 
en las de &u espec’&e, mas la explícita 
prohibición de que en lo sucesivo vuel- 
van las otados muertas á 1 poseer predios 
rústicos ni urbanos, censos ni foros al- 
gunos; preceptuándose igualmente que, 
cuanto con arreglo á las leyes sea lícito 
adquirir por donación ó legado á los es- 
tablecimientos y corporaciones de que 
se trata, varíe inmediatamente de forma, 
reduciéndose á la de renta? de los fondos 
públicos?. 

Sin ese mandato, inútil seria la ley 
todá; fo que hoy se hace, lo desharía 
maSana el mas ligero viento de la reac- 
ción; y es- preciso que, de una vez para 
siempre, se sepa y consigne que el par- 
tido libera), no solo tiene primeipios fijes 
é inmutable», ¡wm qiwr, llegado al po- 
der, quiero, sabe, y d*ébe reducirlos á 
práctica con enérgica voluntad y mano 
firme. 

La Comisión desconfía de sus fuerzas, 
confesándose, inferior á la obra colosal 
que se ha p.uesio á su cargo; y por lo 
mismo ha procurado demostrar en este 
largo informe, que no el ciego espíritu 
dio partido, ni una febril impaciencia', ni 
menos el ánsia de la destrucción , sino 
el convencimiento profundo, naeido del 


estudió* de fá írtatéria, es ef qoe há pre- 
sidido á sús deliberaciones. 

A las Cortes eñ su sabiduría toca po- 
ner á esta ley el selle de la perfección 
posible en las obras humanas-, nosotros 
sometemos á &u superior criterio nnesiro 
trabe joy mas ímprobo si® dttda que bren 
entoníidfe, aspirando soto* d ía modela 
gloria efe que se nos cuenfé cómo hu- 
mildes, aunque celosos operarios, en la 
empresa magna de la regeneracisn polí- 
tica de nuestro país, que la Asamblea 
constituyente está Mamada á llevar á 
cabe.» 


Para poder consultar mas fácilmente 
las disposiciones* de este artículo, hé 
aquí indicadas croncdógieítmeaíe las rtas 
principales entre eí inmenso número de 
las contenidas en él, y domo clave un 
resúmen alfabético general 1 dé todas. 

Admimstfaciortes de bienes nsfcionaPe^ : su 
establecimiento, atribuciones, eté. : i (i 
abril de 1856; ínst. de 22 de id.; ¿mayo 
de id.; mst. de lf julio de id., arl, 5.° 
Anticipación de plazos. (Abono de intere- 
ses.) 10 setiembre ife 1863. 

Anuncios ó edictos- su remesa d ios Alcal- 
des etc.: 2 jimio de 1 856 ; i'8 diciembre 
de 1858. 

Ajennos contra deudores de plazos ; 3 se- 
tiembre de 1862'; 30 abvH de 1864 y 25 
enero de 1867. 

Arrendamientos : di sq+osi eio n es sobre su ca- 
ducidad, respecto de los bienes enajena- 
dos ó que se enajenen: casos especiales en 
que deben respetarse etc.: ley de 1 ; .° ma- 
yo de 1855, art. 28; ley dé' 30 abril de 
1856; ley* de i 1 julio de id., art. 35 ; ins- 
trucción de id., art. 28. Id. sobre prorateo 
de rentas entre el comprador y arrendata- 
rio etc.; í.° y 20 agento de' Í860*. Id. so- 
bre lai forma y condiciones con' (pie' (feben 
hacerse: insi. de 31 mayo de 1855, ar- 
tículos 47 : u 49, 57 87 y 83 ; ley citada de 
30 abril de 1856; id. 11 da jubo, artícu- 
lo 36, y las que se citan on Admitiislíracion 
de bienes nacionales. 

Arrendarnienl o# anteriores al año 1800 (so- 
bre su redención): ley de 31 mayo de' 1837; 
18 julio de 1850; inst.de 31 mayo de 1855, 
art. 234 y siguientes ;- 22' setiembre de 
1855; ley" 27 febrero de 1856; ley de 11 
julio de 1856 , art. 14; inst. de id., articu- 
lo 13; ley de 11 marzo de 1859; Real 
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orden 24 diciembre de 1860; 7 marzo de 

1868 y casos de jurisprudencia, núme- 
ros XXXI á XXXIX, y XLÍ1I ¿ XLY. 

Atrasos de censos: 5 octubre de 1855; lev de 
27 lebrero de 1856, art. 7." (V. Censos.) 

Bienes desamortizados (su clasificación ge- 
neral): insl. de 30 junio de 1855, art. 40; 
ley de 11 julio de 1856, arts. 8. u , 9.° y 10. 

Bienes del Estado : cuáles son: inst. de 30 
junio de 1855 , art.. 8. ü ; iey de 11 juiio de 
1856, arts. 8.° y 9.°; inst. de id., artícu- 
los 7. ü y 8. ü 

Bienes de corporaciones civiles: cuáles son: 
ley de 11 julio de 1856, arts. 8.“ y 10; 
inst.. de id., art. 7.“ 

Bienes de aprovechamiento común: párra- 
fo 9.°, art. 2. u ley de l.° mayo de 1855; 
inst. ele 31 de id., art. 53, 78, 96, y 100; 
6 y 21 noviembre de 1855; art. 12 de 27 
febrero de 1856 ; art. 12 de 6 marzo de 
1856 ; 4 agosto de 1860 ; 19 julio de 1862; 
2 octubre* de 1862 ; 14 enero de 1804; 

10 julio de 1865 , y 23 agosto de 1868; 
y casos de jurisprudencia núrns. LIV á 
LXVIU. 

Bienes de beneficencia comprendidos en la 
desamortización: art. l.°, iey de 1." mayo 
de 1855 ; arts. 8.° y 10 de la de 11 julio de 
1.856; 22 setiembre de 1862. (Y. Inscrip- 
ciones etc.) 

Bienes de capellanías , cofradías , ermitas, 
obras pías y otras fundaciones piadosas: 
arts. 2.° y sígs., ley 2 setiembre de 1841; 

1 1 marzo de 1843; 24 setiembre de 1845; 
20 abril de 1846; 23 setiembre y 10 octu- 
bre de 1847; 7 abril de 1848, ley de l.° 
mayo de. 1855, arts. l.°y 2.°; inst. de 31 
de id., arts. 211 á 214; ley de 11 julio de 
1856, arts. 17 y 18; inst. de 11 julio de 
1856 , párrafo 7.° del art. 7.°: 6 julio de 
1861. (V. Bienes de beneficencia. Bienes 
del clero etc.) 

Bienes de comunidades religiosas suprimi- 
das: 19 febrero de 1836; 29 julio de 1837; 
13 mayo de 1851 ; 8 y 9 diciembre de id., 
y demás que se citan en Bienes del clero. 

Bienes del clero: 2 setiembre de 1841; 26 ju- 
lio de 1844; 3 abril de 1845; 13 mayo de 
1851; 8 y 9 diciembre de id.; 16 y 30 abril 
.de 1853 ; ley de l.° mayo de 1855; ley de 
1 1 julio de 1856, arts. 3.° y sigs. ; inst. de 
id., art. 8.°, párrafo 3.°; 23 setiembre y 14 
octubre de id. ; ley de 7 abril de 1860; 21 
agoáto de 1860; 20 noviembre de id.; ley 
de 7 abril de 1861; 5 noviembre de 1862; 
8 enero de 1865; 22 marzo de 1865; ide.ni 
exceptuados de la desamortización, 21 
agosto de 1860, y las allí citadas; 4 y 19 
enero de 1867. 


Bienes de las fábricas de las iglesias : ar- 
tículos 2.° y sigs., ley de 2 setiembre de 
1841. (\. Bienes del clero.) 

Bienes de las encomiendas de San Juan de 
Jerusalen : 11 junio y 12 julio de 1847; l.° 
mayo de 1848; 6 y 21 setiembre de 1850; 
27 febrero de 1851; 28 abril de id. , y las 
que se citan á continuación, 8 diciembre 
de 1860. 

Bienes de maestrazgos y encomiendas de las 
órdenes militares ; 11 v 4 2 julio de 1847; 
ley de l. u mayo de 1855; ley de 11 julio 
de 1856, arts. 4.°, 6.° y sigs.; inst. de id., 
art. 4.° y párrafo 6.° del art. 8.° y siguien- 
tes, 24 agosto de 1865. 

Bienes de la obra pía de los Santos lugares: 
13 setiembre de 1855. 

Bienes de los propios y comunes de los pue- 
blos (se decreta su venta): ley de 1 ,° mayo 
de 1855. (V. Inscripciones. Bienes de apro- 
vechamiento común.) 

Bienes ó fincas procedentes del ramo de 
Guerra: 2 junio de 1856. 

Bienes exceptuados de la venta: art. 2.°, 19 
febrero de 1836; art. 6. u , ley ele 2 setiem- 
bre de 1841; 9 febrero de 1842; 11 y 14 
marzo de 1843; art. 2.°, ley de !.°mayo 
de 1855; inst. de 31 mayo, art. 209; ley 
de 11 julio de 1856, art. l.°; inst. de 11 ju- 
lio de id., art. l.°; 31 agosto de id.; 4 
agosto de 1860; i octubre de 1862. 

Bienes de patronatos particulares ; 21 de 
agosto de 1865. (Y. Fundaciones bené- 
ficas.) 

Capellanías colativas de sangre: ley de 11 
julio de 1866, art. 3.° (V, Bienes de ) 

Cargas sobre los bienes vendidos (su recono- 
cimiento, liquidación y rebaja) : arts. 33 y 
54 de 1 .“ marzo de 1836: 10 abril de 1836; 
inst. de 1 mayo de 1855, arts. 96, 132, 
144, 142, 143, 171, 172 á 174, 224, 24í,y 
242; lev de 1 1 julio de 1856, arts. 29 á 34; 
inst. dé id., arts. 26 y 27; 3 ríiayo de 1859; 
3 mayo de 1860 y 4 julio de id. 

— Cuáles no pueden redimirse; 27 agosto 
de 1860. — Lo que debe entenderse por 
cargas; jurisprudencia, núm. VIII. (Véase 
Compradores. 

Casas y huertos de los párrocos etc, (excep- 
tuados de la venta): art. 6.°, ley de 2 se- 
tiembre de 1841; art. 4.° de 11 y 14 mar- 
zo de 1843; art. 2.°, ley de i. 0 mayo de 
1855; art. 5.°, ley de 11 julio de 1856; 16 
marzo de id.; art. 5.°, inst. de id. 

Censos, foros y otras imposiciones (reden- 
ción y venta de); R. D. de 5 y 17 marzo 
de 1836; ley de l.° mayo de 1855, artícu- 
los 7.° al 11; inst. de 3Í de id.; arts. 221 
al 270; 16 junio de id. ; 28 agosto de id.; 
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29 setiembre de id.; 18 enero de 1856;. ley 
de 27 febrero de id.; 17' mayo de id.; ley 
de 11 julio de id., art. 1 4; ley de 11 mar- 
zo de 1859; 21 y 25 mayo y 2í agosto de 
1860; 13 y 21 marzo de 1861 y ley de 7 
abril de id.; 18 marzo de 1862; 15 junio 
de 1866; 17 y 21 enero, y l.° octubre de 
1867; 14 enero de 1868. 

— Varias cuestiones sobre censos desamor- ’ 
tizados y sobre reconocimiento del dominio 
útil en los arrendamientos anteriores á 
1800; jurispi'üdencia, núm. XXVII áXLVl 
(V. Arrendamientos anteriores á 4 800, y 
Cargas.) 

Cesiones de tincas, y de parte etc.: 14 junio 
de 1864; Señero de 1868. (V. Pagarés.) 

— Responsabilidad de los cesionarios; ju- 
risprudencia, núm. XXII. 

Comisionados de ventas : inst. de 3 1 mayo de 
1855, arts. 31 al 76, 102, 103, 191 ,'220; 
inst. de 30 junio de id., arts. 10, 12 y 17; 
10 v 27 setiembre: art. 4.°, 16 abril de 
1856; arts. t 2. ü , 3.°, 19 á 23, 42 y 43, 
inst. de 22 abril de 1856; 10 junio de id., 
art. 3.° 

Compradores (adjudicación de fincas, pose- 
sión , derechos v obligaciones etc.): ar- 
tículos 132, 1 33 y sigs. á 201, 203, 205; 
Inst. de 31 mayo de 1855; ley de 1 i julio 1 
de 1856, arts. 38 á 40; instrucción de id., 
art. 29. (V. Pagos y Posesión.) — No pue- 
de obligárseles á aceptar sincarga una lin- 
ca que comprócon ella á rebajarla del pre 
ció; caso de jurisprudencia número IV. 

Condiciones de las subastas: inst. de 31 ma- 
yo de 1855, art. 132. (V. Subastas.) 

Contabilidad del ramo de bienes nacionales: 
cuenta y razón de losbieneslnacionaíes en 
genera): de los declarados en venta: de 
deudores: de acreedores: de administra- 
ción de frutos; inst.. de 30 junio de 1855. ! 
(V. Liquidaciones.) 

Contadores y Contadurías de Hacienda pú- 
blica (sus funciones en la desamortiza- 
ción): arts. 82 á 92, t02 y 103, inst. de 31 
mayo de 1855; id. 5 " de 16 abril de 1856; 
id. 5.° y 6.° de 22 abril de id.; inst, de 
12 mayo de 1858. 

Contribuciones sobre bienes del Estado: ins- 
trucción de 31 mayo, arts. 51 y 52, y 6 di-" 
ciembre de 1855. 

Corporaciones civiles. (V. Bienes, inscrip- 
ciones. Intereses. Fondos.) 

Cuestiones sobre detención ú ocultación de 
bienes: expedientes de investigación etc.: 
20 junio de 1856, art. 15; id. sobre excep- 
ción devenías; 31 agosto de 1856; entre 
compradores y el Estado sobre mas ó me- 
nos cabida de las fincas vendidas, 11 no- 
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viembre de 1863 y las allí citadas; id. ca- 
sos de jurisprudencia, números XXIII á 
XXVI; de propiedad, id. núm. XIX. (Véa- 
se Vía contenciosa.) 

Daños: Que se cuide de evitarlos en los> bie- 
nes nacionales: l.° junio de 1855. 

Dehesas destinadas á pasto de ganado de la- 
bor: ley de 11 julio de 1856, art. l.°; ins- 
trucción de id. , art. 1 2 octubre de 1 862; 
22 agosto de 1864; 10 julio de 1865; 23 
agosto de 1868. 

Demandas contra las fincas que se enaje- 
nen: inst.. de 31 mayo de 1855, arts. 171 
á 174: 11 abril de 1860. — De tanteo; 13 

. agosto de 1868. (V. Cuestiones.) 

Denuncia de ocultaciones <5 detentaciones 
de bienes etc.: regla 19 inst. de 2 enero 
de 1856 (V. Investigaciones.) 

Derecho de hipotecas (exención del): ley de 
*1." mayo de 1855, art. 24; inst. de 3Í de 
id., art. 175; 9 febrero de 1859. (V. Im- 
puesto.) 

Derecho de tanteo: no están sujetos á él los 
bienes nacionales: 27 abril de 1860; se les 
declara sujetos al tanteo: 15 junio de 1866 
y 13 agostó de 1868. 

Derechos de las actuaciones de subastas y 
escrituras: inst. de 31 mayo de 1855, ar- 
tículos 192 á 200; 13 julio de 1855; 14 oc- 
tubre id,; 27 diciembre id.; 15 enero de 
1856. 

Desperfectos. (V. Indemnizaciones.) 

Devolución de pagos por anulación de ven- 
tas y redenciones; 27 junio de 1861; 27 
julio de id. 

Diezmos (liquidación de partícipes etc,) 29 
julio de 1637; y art, 17 ley de 2 setiembre 
de 1 841 . 

Dirección general de ventas ; su creación, 
funciones etc.: ley de l.° mayo de 1855; 
inst. de 31 de id., arts. I. 4 á 22 ; art. 2.° 
inst. de 30 junio de 1855. 

División de fincas (bases): 22 julio da 1859, 
7 marzo di: 1868. 

Dominio. Es nula la venta en que se enaje- 
nan juntos el dominio directo y el útil, 
cuando solo uno pertenece á la desamorti- 
zación, jurisprudencia núm. XLVI, y Real 
orden de 18 octubre de 1862. 

Enajenación de inscripciones (Reglas para 
la); 13 setiembre de 1859. 

Enfitéusis y foros. Aclaraciones sobre su 
venta etc. ele. etc,: 10 abril de 1836 y 31 
mayo de 1837; 18 octubre de 1862. (Véa- 
se Censos. Dominio.) 

Error, en el concepto de una venta etc., ju- 
risprudencia núm. XVII, XXIII y XXIV: 
consecuencias de los errores esenciales 
en subastas, 10 abril de 1861. 
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Escep ¡ion ( Expodientes de ) lo que de- 
ben contener: 4 agosto de 1860, (Véase 
Bienes.) 

Escribanos (sus funciones en asuntos de des- 
amortización etc.): inst. de 31 mayo de 
1865, arts. 102, 103 , 102 y 247; 14 junio 
de 1855; 8 julio de id.; 4 octubre de Ídem. 
(V. Derechos.)— Id. prohibición de otor- 
gar escrituras de venta de fincas á favor 
de corporaciones: 5 julio de 1856. 

Escrituras: Cláusulas de las ventas y reden- 
ciones etc., arts. 33 y 50 de l.° marzo de 
1836; 17 febrero de 1806 (sobre su otorga- 
miento etc.); iust. de 31 mayo de 1855, 
arts. 167 á 1 69, 197 á 199; ?5 setiembre 
de 1855; 14 y 15 enero de 1856. (V. De- 
rechos.) — Escrituras de redención de cen- 
sos y cargas; inst. de 31 mayo de 1855, 
arls. 247 á 2|9; 23 .setiembre de 1853; 15 
enero de 1836. — Escrituras de venta de 
censos y cargas: inst. de 31 inayo de 1855, 
art. 269. 

Estudiantes (fundaciones para); jurispruden- 
cia, núm. U.I y otras. 

Expedientes de excepción, gastos ele.; 14 
enero de 1864, 10 julio de 1865. 

Fianzas de compradores de montes y arbola- 
dos; 30 octubre de 1862; 27 mayo de 
1862; 8 junio de 1863. 

Fincas urbanas : (requisitos para su demoli- 
ción); inst. de 31 mayo de 1855, art. 178. 
(V. Bienes.) 

Fincas de menor y mayor cuantía : cuáles 
son: ley de -14 julio de 1856, art. 6."; ins- 
trucción de id., art. 6.° 

Fiscales y promotores fiscales de Hacienda: 
inst. de 31 mayo de 1855, art. 61. (Véase 
Cuestiones.) 

Fondos de corporaciones civiles: Ley de 11 
julio de 1856, artículos 24, 25 y 27; ins- 
trucción de id,, artículos 22 y 24. (V. In- 
tereses.) 

F oros y subforos : Jurisprudencia, número 

^ XXXVI. (V. Censos.) 

Frutos de las fincas vendidas (prorateo de 
los): jnst. de 31 mayo de 1855, art. 158; 
6 agosto de 1860. 

Fundaciones benéficas; 5 julio de 1861; 
cuestiones sobre si se hallan ó no com- 
prendidas algunas en la ley de desamorti- 
zación; jurisprudencia, núm, XLVU á LUI. 
(V. ¿fqmorias.) 

Gobernadores de provincia : sus funcio- 
nes etc, en materia de desamortización: 
inst. de 31 mavo 55, arts. 23 á 30, 102 
y 103. ■ 

impuesto hipotecario (exención de los bie- 
nes nacionales): ley de l.° mayo de 1855, 
art. 24; inpí. de 31 de id. art. 175; 9 le- 


brero de 1859, 30 julio de i 860; (V. Dere- 
cho de hipotecas.) 

Incidencias de ventas , puntos de jurispru- 
dencia, núms. I y sigs. — No son cuestiones 
incidentales las que proceden de hechos 
posteriores á la subasta; jurisprudencia, nú- 
mero X. 

Indemnizaciones por desperfectos, faltas de 
cabida etc., 24 diciembre de 1862. (Véase 
Cuestiones); {Ojulio de 1865. 

Inscripciones : (disposiciones sobre su expe- 
dición, y reglas para su conversión y ven- 
ta): insL de 12 mayo de 1858; ley de l.° 
abril de 4 859; inst. de l.° julio de id.; 

R. O. de 13 setiembre de 1859, y otras 
que en ellas se citan; 4 abril de 1860, y 2 
octubre de 1860, 19 febrero de 1861 y 3 
octubre de 1862. (V. Títulos al portador.) 
Instrucción en 31 mayo de 1855. 

— para la contabilidad del ramo de 30 ju- 
nio de 1855. 

r— de investigadores de 2 enero de 1856. 

— de 22 abril de 1856, adicional á la de 31 
mayo y 30 junio de 1855. 

— de 11 julio de 1856 para llevar á efecto 
la ley de igual fecha. 

— para la liquidación de capitales y expe- 
dición de inscripciones de 1 2 mayo de 1 858. 

— de 1 ,° julio de 1859 para llevar á efecto 
la ley de 1 ,° abril del mismo año. 

=— de 10 julio de 1 865 , dictando reglas so- 
bre reclamaciones de excepción , nulida- 
des, desperfectos é incidencias. 

Intereses de los fondos de corporaciones ci- 
viles: su pago etc.: 8 junio y 2 julio dg 
1857; 7 agosto de id.; inst, de 12 mayo de 
1858, cap. V de la inst. de l.° julio de 
1859; 4 julio de id.; 6 agosto de id.; 27 di- 
ciembre de 1858; 15 marzo de 1861. 
Inventarios de bienes del clero; 21 agosto 
de 1860; de censos; 21 agosto de 1860, ar- 
tículo 2.° y otros; 30 abril de 1868. 
Inversión del producto de las fincas de cor- 
poraciones civiles; ley de l.° mayo de 

1855, arts. 15 a! 23; ley de 11 julio de 

1856, arts. 24 al 27; inst. de id., arts, 22 
Y 24. (V, inscripciones.) 

Investigación ¿investigadores de Nenes etc.: 
inst. de 1. a mayo de 1855, arts. 4.°, 6.% 
23, 31, 54 y 77; insí., de 2 enero de 1856; . 
14 de id.; 10 junio de 1856; 26 abril y 18 
octubre de 1838 ; (premios), 17 mayo de 
1860; 21 mayo de 1861; 30 setiembre de 
1862; de bienes eclesiásticos, 30 abril de 
1868. 

Jueces de primera instancia \ (sus funciones 
en asuntos de desamortización): inst. de 
l.° mayo de 1835, arts.. 102, 103, 127, 
130, 131 y 192. (V. Derechos.) 
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de 185$, 'art. 2.°; inst. de 41 julio de id. 
art. 2.° 


Juicios de reivindicación , eyiccion, sanea- 
miento y lesión: inst. de 31 mayo de 1855, 
arts, 170 á 174. 

Junta superior de ventas: (su creación, fun- 
ciones etc.), inst. de 31 mayo de 1855, ar- 
tícelos 93, 95, 96, 97, etc. ' 

Juntas provinciales : inst. de 31 mayo de 
1855, art. 98 y sigs. 

Láminas de la- Deuda exceptuadas de Ja des- 
amortización ; 8 enero de 1865. 

Laudcmios: (su pago etc.): ley l.° mayo de 
1855, art, 10; inst. de 31 de id., art. 170, 
id., artículo adicional ; ?Iey de 27 febrero 
de 1856, arts. 7.° y 12. 

Lesión en las ventas: inst. de 31 mayo de 
1855 , srt. 170. Es improcedente la acción 
de lesión , jurisprudencia núm. XXIV. 

Ley de 29 julio de 1837, suprimiendo los 
conventos y declarando del Estado todos 
sus bienes. 

Ley de 2 setiembre de 1841, declarando bie- 
nes nacionales las propiedades del clero se- 
cular, fábricas de las iglesias y cofradías. 

Ley de 1 ,° mayo de 1 853, decretando Ja des- 
amortización general civil y eclesiástica. 

Ley de 27 febrero de 1856, aclarando la de 
1 .° muyo de 1855 en cuanto á censos y ar- 
rendamientos. 

Ley de 30 abril de 1856, sobre cadtitádad de 
arrendamientos de bienes desamortizados, 
indemnización etc. 

Ley de 11 juliode 1856, modificando algunas 
disposiciones de la de l.° de rnavo 1855. 

Ley de 11 marzo de 1859, sobro redención 
y venta de censos pertenecientes al Esta- 
do y Corporáciones civiles. 

Ley de -í.° abril de 1859, sobre emisión de 
inscripciones intrasferibles á las Corpora- 
ciones civiles. 

Ley del abril de 1861, sobre inversión del 
producto de ventas de bienes eclesiásticos. 

Ley de 1 5 junio de 1866, sobre redención de ; 
venta de censos; tipos para la reden- 
ción etc. 

Limites de fincas. (Cuestiones sobre) juris- 
pudenoia núm. V. — Necesidad de que la 
Administración designe la cosa enajena- 
da; jnrispriidenpia, números XIV , XXV y i 
XXVI. 

Liquidación de capitules y expedición de i 
inscripciones : inst, de 12 mayo de 1858; ( 
10 y 15 febíero de 1859. (V. Inscripciones.) 

Liquidaciones de cargas etc.: modelo núme- 
ro núm. 4, p. 106, (V. Cargas.) 

Memorias, obras pías etc.: (cargas a favor 
de : investigación de): reglas 5.* y 20 a la 
2 4 de 2 enero de 1856, (V. Fundaciones...) 
Mensura de fincas: 3 enero de 1856. 
üf-íftas <kl Estado: (su venta): ley do 11 jubo 


Misas (fundaciones para), jurisprudencia, nú- 
mero L. 

Montes: Se clasifican en vendibles y no ven*- 
dibles: 26 octubre de 1855; 27 lebrero de 
1850, 6 .marzo de id.; 15 diciembre de 
1839; 4 febrero de 1860; (lianzas) 30 oc- 
tubre de 1862. 

Notificaciones de ventas; 25 octubre de 
1859; 7 diciembre de 1864. 

Nulidad de ventas y redenciones (devolu- 
ción de pagos) 27 julio de 1861; 22 setiem- 
bre y 18 octubre de 1862; consecuencias, 
9 enero de 1864; 10 y 27 juliode 1865; 
26 agosto de id. 

Nulidad. (V. Comprador. Error. Subasta. 
Dominio.) 

Obras pías. (V. Fundaciones benéficas.) 

Pagarés (responsabilidades del que Jos Jíir— 
¡na); 30 abril de 1864. 

Vagos de bienes del Estado, de mayor cuan- 
tía: plazos etc.; ley de l.° mayo de 1855, 
art. 6.°; inst. de H julio de 1856, art. 17; 

25 enero de 1867. 

— de bienes del Estado , de menor cuan- 
tía : ley de 11 julio de 1856, arts. 1 9 al 
22; inst. de id., arts. 17, 18 y 19. 

— de bienes de corporaciones: ley de 11 
julio de 1850: arts 13 y 23; inst. de id., 
art. 21 ; 13 noviembre de 1861 ; 25 enero 
de 1867. 

— de bienes enajenados con anterioridad 
al 11 julio de 1856; ley de 11 julio de 
1856, art. 26 ; inst. de id., art. 23. 

Papel sellado de reintegro en las subastas 
de bienes nacionales ; 25 setiembre de 
1655; 23 diciembre de id.-Id. en escrituras 
de redención : -11 marzo de 1856. 

Patronatos. (V. Fundaciones benéficas.) 

Peritos tasadores. Tasaciones etc.: inst. de 
31 mayo de 1855, arts. 103, 104 y si- 
guientes al 112 y 215; 3 enero, 21 y 23 fe- 
brero de 1856: ley de 1 1 julio de 1856, ar- 
tículo 7.°; 19 julio de 1862. — Sus derechos 
por las tasaciones: inst. de. 31 mayo de 
1855, arts. 180 al 196; 20 mayo de 1856; 

26 de julio de id.; 7 enero de 1857; 20 di- 
ciembre de 1858; 21 setiembre y 8 octu- 
bre de 1-859; 7-18 abril de 1864; 13 se- 
tiembre de 1866; 5 abril de 1868. 

Posesión á los compradores; inst. de 31 ma- 
yo de 1855: arts. 156 y 157; 10 noviem- 
bre de 1859; 13 febrero de 1862; 10 julio 
de 1865. 

Postores en Jas subastas: ley de 11 julio de 
4836, art. 37 y sigs.; 26 juliode 1859; 18 
febrero de 1860. 

Prohibición de ainortizor (cláusulas de las 
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ventas) art. 33 de l.° marzo de 1836; ins- 
trucción de 31 mayo de 1 855, condición 
6. a ; 5 julio de 1856. 

Propiedad. (V. Dominio.) 

Prorateo de rentas: 6 agosto de 1860. 

Quiebra (declaración de; electos etc.) ins- 
trucción de 31 mayo de 1855; art. 159 á 
166; ley de 11 julio de 1856, art. 38 á 40; 
25 enero de 1867. 

Reclamaciones gubernativas; término para 
hacerlas etc.; 13 julio y 20 agosto de 1866; 
15 setiembre de id. 

Reconocí miento de censos, cargas etc. (Véa- 
se Censos. Cargas.) 

Redenciones. (V. Censos.) 

Réditos (Reglas parala condonación); 10 se- 
tiembre de 1867. (V, Censos.) 

Relaciones de bienes de corporaciones civi- 
les: iost. de 31 mayo de 1855, arts. 35, 
36 y 55; 14 enero de 1856; inst. de 1 1 ju- 
lio de 1856, art. 11. 

Remates fraudulentos : reglas para evitar 
abusos etc.; 18 febrero de 1860. (Y. Su- 
bastas.) 

Rentas de bienes nacionales. (V. Adminis- 
traciones de... Arrendamientos.) Id. de 
bienes vendidos (prorateo): 6 agosto de 
1860. 

Renuncia de remates: 13 enero de 1859. 
(Y. Postores.) 

Retracto. (Y. Tanteo.) 

Reversión de bienes é familias; 16 dic. 1855. 

Servidumbres de fincas vendidas: 9 agosto 
de 1855. (Y. Cargas.) 

Subastas de fincas: ley de 1 0 mayo de 1855, 
arts. 3.° al C.° y 8.°; inst. de 31 mayo de 
id., arts. 96, 99, 102, 103, 121, 122 y si- 
guientes, 179 y sigs. y 215; ley de 11 julio 
de 1856, arts. 6.°, 7.°, 17 y 19; inst. de 
id , art. 6.°; y ley de 7 abril de 1861; 31 
enero, 10 abril, 22 mayo y 13 noviembre 
de 1861 ; 28 mayo de 1862; 9 y 22 octu- 
bre de 1862; 7 y 10 marzo y 23 agosto de 
1868.— Nuevas reglas para los tipos de las 
subastas; 10 marzo y 23 agosto de 1868. 

— anteriores á la ley de 1 de mavo de 
1855; 12 enero de 1865. • 

— por quiebra; 22 mayo de 1861; 3 y 22 
setiembre de 1862. 

— Cuestión sobre nulidad por defecto en la 
designación del tipo. Caso de jurispruden- 
cia, núm. 11; por falta de subasta, núme- 
ro XVIII; posturas después del remate, 
núm. XVI. 

— en Canarias: 15 setiembre y 4 octubre 
de 1855. 

— de censos (segundas) por falta de posto- 
res: 13 marzo de 1861. 

Tanteo (Y. Derecho de). 


Tasadores. Tasaciones. (V. Peritos.) 

Títulos y documentos de bienes desamortiza-'" 
dos: inst. de 31 mayo de 1855, arts-. 82, 
88 y 176; 5 febrero de 1856.' 

Títulos al portador (emisión á las corpora- 
ciones civiles en equivalencia de sus ins- 
cripciones); 3 octubre de 1862. 

Ventas como de cuerpo cierto; jurispruden- • 
cia, núm. XXVI. (Y. Censos. Subastas.) 

Via contenci oso-administrativa sobre ex- 
cepción de fincas: 31 agosto de 1856 y 21 
marzo de 1866. (Y. Cuestiones. Deman- 
das. Juicios. Reclamaciones.) 

Consúltenselas disposiciones compren- 
didas en los artículos Actos administra- 
tivos, Administración, Capellanías, Car- 
gas, Concordatos, Consejos de Estado y 
PROVINCIALES, DEMANDAS CONTRA EL EsTA- 

do, Fundaciones piadosas, Hacienda pú- 
blica, Mayorazgos, Obras pías, Monaste- 
rios, Patrimonio de la Corona, etc. etc. 

DESCENDIENTES. Los hijos, nietps, 
biznietos y demás personas que se deri- 
van de otra que es el tronco. — Y. Ali- 
mentos. IIuos. Nietos. Sucesión etc. 

DESCUENTO. Rebaja, compensación 
de una parte de la cantidad ó deuda. 
— Y. Sueldos. 

DESCUENTO. Impuesto establecido so- 
bre ¡as rentas, sueldos y asignaciones 
que se pagan del presupuesto. Por Real 
decreto de 18 de diciembre de 1851 se 
estableció un descuento del lo por 100 
en los haberes íntegros de las clases pa- 
sivas y del 6 al 20 por iüO en los de 
las activas con sujeción a la escala que 
se fijó. 

La ley de presupuestos de 25 de julio 
de 1855 (art. 4.°) mandó exigir el des- 
cuento gradual sobre los haberes de las 
clases dependientes del Tesoro, inclusos 
los del ciero , exceptuando únicamente 
los cuerpos armados del ejército y de 
la marina, carabineros y monjas en clau- 
sura , habiéndose fijado una nueva es- 
cala desde el 6 al 25 .por 100. 

La ley de 16 de abril de v 1856, ar- 
tículo 18, dió nueva forma al descuen- 
to señalándole fijo de 13 por 100 con 
las mismas excepciones que venian es- 
tablecidas. 

Por R. D. de 23 de febrero de 1857, 
fue suprimido este impuesto, eonside- 
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raudo el Gobierno según el preámbulo, 
contrario á los buenos principio^admi- 
nistratívos, á la justicia y á la conve- 
niencia, doblemente estando exentas las 
clases militares y el clero con arreglo al 
Concordato entonces restablecido en to- 
da su fuerza y vigor. 

Otra vez, de nuevo, vino á establecer- 
se el descuento por la ley de presupues- 
tos de 30 de junio de 1866, y conser- 
vándose por la de 29 del mismo mes de 
1867 (art. 3.°) que le mandó exigir no 
solo sobre los sueldos, sino también so- 
bre las rentas y asignaciones á cargo del 
presupuesto con sujeción á muy amplias 
bases que dejamos insertas en el artícu- 
lo Contribución ó Impuesto del cinco 

POR CIENTO SOBRE RENTAS Y SUELDOS, tOUlO 

IV, pág. 852. 

Lo único que aquí diremos es que el 
descuento en las cuotas de los sueldos 
no puede bajo ningún punto de vista 
considerarse como un recurso ordinario 
del presupuesto, pues en este caso seria 
mejor y mas económico rebajar los suel- 
dos. Tal como hoy se conoce, gravando 
también las cargas de justicia y otras 
rentas y asignaciones del presupuesto, es 
mas sostenible; pero aun asi se conside- 
ra como eventual ó transitorio; calculán- 
dose su producto sobre bases bien cono- 
cidas en 72.500.000 rs. 

DESERCION. Los soldados, cabos y 
sargentos de! ejército que por su suerte, 
ó por enganche voluntario sirven en el 
ejército, si se ausentan ó abandonan su 
regimiento sin el correspondiente per- 
miso de sus respectivos jefes, son de 
clarados desertores y quedan sujetos á 
sufrir la recarga ó condenación que 
marcan las Ordenanzas del ejército y 
multitud de Reales órdenes dictadas des- 
de 1814 basta el día. Hé aquí un extrac- 
to de las disposiciones que contienen, 
concluyendo con la reforma aprobada 
por R. O. de 31 de julio de 1866. 

R. O de 14 junio de 1814. Por esta 
Real orden se determina que á ios Capitanes 
y Comandantes generales de las provincias 
corresponde hacer la declaración y clasifica- 
ción de los dispersos y desertores. (CL. to- 
mo 1 >°, jo. 98.) 
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R. O. de 30 enero de 1815. Esta Real 
¿raen derogó la Ordenanza de desertores de 
5 diciembre de 1809, y deja en vigor la ge- 
neral del ejército, y demás Reales órdenes 
que en el particular rigen , con especialidad 
la del 29 agosto de 1794 (CL. t. 2 ,p. 77.) 

R. O. de 8 mayo de 1815. Por esta Real 
órden se manda abonar á los aprehensoros 
de los desertores 80 rs. vn. por cada uno, 
en lugar de los dos años de abono del servi- 
cio prevenida en Real cédula de 22 de agos- 
to anterior. (CL. t. 2.°, p. 310.) 

R. O. de 25 enero de 1816. Por esta Real 
orden como adicional á la de 30 de enero del 
año anterior se establece que si el desertor 
de segunda aprehendido estuviese confeso 
sin alegar motivo atendible ó de los preveni- 
dos en Ja Ordenanza, puede el coronel des- 
tinarlo á sufrir la pena que señala dicha Real 
órden con copia certificada por el sargento 
mayor, y visada por el de la filiación del reo. 
( Apénd . de laCL.p. 88.) 

R. O. de 10 abril de 1816. Declara que 
el delito de simple deserción en los que se 
presentan en el término de ocho dias no les 
perjudica ni les sirve de nota para que pier- 
dan el derecho á inválidos y goce de suel- 
dos. (Apénd. de la CL. p. 121.) 

R. O. de 25 mayo de 1816. Expreso, las 
penas en que incurre la gente del mar que 
se deserte y Jos jefes que no vigilen y pro- 
curen su aprehensión. (Ap. de la CL.p. 149.) 

R. O. de 23 enero de 1817. Se manda 
guardar la de 16 de julio de 1788 respecto 
á los desertores indultados por S. M. ( d .. 
t. 4. p. 13.) 

R. O. de 18 junio de 1829. Se resuelve 
que verificada lo aprehensión de los deser- 
tores, los respectivos Capitanes generales los 
agreguen provisionalmente á uno de los 
Cuerpos de la demarcación de sil mando; que 
inmediatamente sean presentados al comisa- 
rio de guerra que corresponda , y en su de- 
fecto al Corregidor ó Alcalde del pueblo, pa- 
ra que los pase su nueva primera revista co- 
mo tales desertores del Cuerpo que lo fuesen; 
que mientras se verifica su remesa al punto 
en que se hallase el regimiento, que será ¡o 
mas pronto posible, se les saque de provisión 
por recibos especíales las raciones de pan 
ue' correspondan á cada uno; que el prest y 
ornas socorros se los suministre el Cuerpo 
misino á que fuesen agregados, con cargo al 
de cada individuo, cuyo coronel ó coman- 
dante cuidará de! correspondiente reintegro. 
(CL. l. 14, p 191.) 

R. O. de 13 julio de 1831. Previene que 
las justicias de los pueblos no toleren a los 
desertores y procedan á su prisión y remi- 
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sion á !a autoridad militar bajo las penas de 
Ordenanza. (CL. t. 16, p. 218.) 

R. O. de 21 marzo de 1835. Declara có- 
mo deben abonarse los gastos de aprehen- 
sión y conducción de los desertores de la 
isla de Cuba aprehendidos en la Península. 
(CL. t. 20, p. 105.) 

R. O. de 31 octubre de 1842. Declara 
que los desertores indultados deben cumplir 
el tiempo de su empeño y además el de re- 
cargo. (CL. t. 20, p 52 3.) 

R. O. de 8 julio de 1845. Dispone que la 
pena señalada en la R. O. de 8 de enero 
(debe ser 30 de enero) de 1815, á los deser- 
tores de primera sin circunstancia agravan- 
te, sea en lo sucesivo la de servir en uno de 
los Cuerpos de Ultramar el tiempo de su em- 
peño, mas el que ci individuo hubiese esta- 
do desertado por vía de recargo, v se hace 
extensiva esta disposición á ios prófugos de 
las quintas. (CL: t. 35, p. 43.) 

R. O. de 3 abril de 1840. Encarga á los 
Capitanes generales dispongan que los in- 
dividuos que se dicen desertores, y de quie- 
nes no se tiene entera seguridad de que lo 
sean, se entreguen desde luego á la autori- 
dad civil, la cual en el caso de resultar de 
las averiguaciones que practique que en efec- 
to pertenecen á algún Cuerpo del ejército, 
les entregará entonces á Ja autoridad militar 
con el cargo de lo crac se les haya suminis- 
trado. (CL. t. 37, p. 56.) 

R. O. de 28 abril de 1846. Declara que 
lo establecido en la de 8 de julio de 1 845, 
no se entienda con los que sean casados. 
(CL. t. 37, p. 164.) 

R.O deúdo julio de 1 8 46. Modifica tam- 
bién la de 28 de abril de 1846 y determina 
que los prófugos y desertores casados . sean 
destinados al batallón correcional de Ceuta, 
bien se hallen en los Cuerpos ó bien en las 
Cajas de provincia. (CL. t. 38, p. 107.) 

R. O. de 31 julio de 1846, Recuerda eJ 
modo de proceder que está prevenido por 
las Ordenanzas cuando se presentasen ó fue- 
sen aprehendidos los desertores. (CL. to- 
mo 38, p. 131 .) 

R. Ó. de 5 agosto de 1846. Dispone que 
los desertores de primera sin circunstancia 
agravante que se presenten en el Real Pala- 
cio puedan optar á la Real gracia de indulto, 
lo mismo que los desertores de segunda , ó 
los de primera con circunstancia de las indi- 
cadas, derogando las disposiciones en con- 
trario. (CL. t. 38, p. 143.) 

R. O. de 31 agosto de 1846, Declara que 
la Real resolución de 8 de julio de 1845 com- 
prende ao solo á los que hubiesen desertado 
de las filis del ejército y á los prófugos de 


las quintas, desde la misma fecha, sino tam- 
bién á los que lo verificaron anterioitnente 
(CL. t. 38, p. 243.) 

R. O. de 12 diciembre de 1846. Se con- 
cedió el término de cincuenta días á los de- 
sertores y prófugos de Olivenza para solici- 
tar la sustitución, y que pasado dicho plazo 
sin verificarlo, se procediese contra sus bie- 
nes por Ja cantidad necesaria para fe adqui- 
sición de un sustituto. (CL. t. 39 ? p, 219.) 

R. O. de 26 setiembre de 1847, Previene 
que los desertores del ejército español que 
sean extranjeros no pasen á servir en los 
Cuerpos de Ultramar, sino que se les destine 
al regimiento fijo de Ceuta. (CL. t , 42, pá- 
gina 161.) 

fí. O. de 3 julio de 1848. Determina que 
la R. O. de 25 de julio de 1846 se aplique á 
todos los prófugos y desertores que sean ca- 
sados cualquiera que sea la época de su ma- 
trimonio. (CL. t. 44, p. 202.) 

R. O. de 3 julio de 1848. Dispone que á 
los quintos desertores que fueren declarados 
libres por aprehensión de los prófugos á quie- 
nes suplían, se Ies imponga la pena de seis 
meses de prisión. (CL. t. 44, p. 204.) 

R. O. de 5 enero de 1849. Dispuso que 
los desertores de los Cuerpos del ejército de 
primera vez sin circunstancia agravante, en 
vez de ser destinados á Ultramar, según lo 
prevenido en la de 8 de julio de 1845, lo 
sean hasta nueva disposición al regimiento 
fijo de Ceuta. (CL. t. 46, p. 6.) 

R. O. de 8 febrero de 1849. Dispuso que 
concluida la sumaria y calificada la deser- 
ción, se diera de baja al sumariado y se re- 
mitiera al regimiento fijo de Ceuta. (CL. 
t. 46, p. 144.) 

R. O. de 29 abril de 1849. Determina, 
respecto de los desertores que fueren agre- 
gados á otros Cuerpos , que no se admita de 
ellos reclamación alguna en revista como 
agregados, mediante á que los socorros que 
en tal caso deben facilitarse por la Caja par- 
ticular del mismo, han de ser reintegrados 
por el regimiento, pasándose los cargos res- 
pectivos y sin intervención alguna de la Ad- 
ministración militar, toda vez que el abono 
de sus haberes y raciones corresponden al 
Cuerpo á que pertenecen. 

R. O. ae 5 agosto de 1849. Previene á 
los jefes de los Cuerpos que cuando ocurran 
deserciones pasen las medias filiaciones al 
comandante de la guardia civil del puesto en 
que se verifique la deserción, é igualmente 
a! comandante de la provincia á que corres- 
ponda el pueblo de la naturaleza del deser- 
tor. (CL. t. 47, p. G00.) 

R. O. de 30 octubre de 1849. Ordena que 
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los desertores del ejército , extraídos del ve- 
cino reino de Portugal, sirvan los ocho años 
en el regimiento fijo de Ceuta, en vez de ha- 
cerlo en sus respectivos Cuerpos , como es- 
taba prevenido. (CL. t. 49, p. 263.) 

J?. O. de 3 enero de 4 850. Por e-sta se 
reproduce la de 29 di abril de 1849. (CL. 
t. 49, p. 4.) 

R. Ó. de 34 marzo de 4 830. Declara que 
la calificación de la deserción de primera 
vez sin circunstancia agravante, corresponde 
exclusivamente á los Capitanes generales de 
las provincias respectivas á quienes se les 
remitirán, las sumarias para este efecto. (CL. 
t. 49, p. 636.) 

R. O. de 13 (abril de 4850. Modifica la 
de 5 de enero de 4 849 , y se manda que los 
desertores de primera vez, sin circunstancia 
agravante, queden en los regimientos de que 
procedan, sin variarse por eso los recargos 
impuestos en la R. O. de 8 de julio de 4 845. 

R. O. de 42 diciembre de 4850. Reen- 
carga el cumplimiento de la R. O. de. 3 de 
mayo (debe ser abril) de 1846. (CL.t. 51. 
pág. 377.) 

-R. O. de 25 abril de 1851. Reencarga 
también lo preceptuado en las Rs. Orrls. de 
29 de abril de 4849 y 3 de enero de 1850. 
(CL. i. 52, p. 576.) 

R. 0. de 9 junio de 4 852. Dispone que 
los desertores que. hubiesen sido indultados 
de la primera, sufran en sus mismos Cuerpos 
el, castigo que determínala R. O. de 20 de 
marzo de 1806. (CL. t. 57, p. 149.) 

R. O. de 31 diciembre de 4852. Previene 
que no se dé curso á ninguna solicitud de 
indulto por el delito de deserción , sin que 
préviamente se acredite la presentación de 
la parte interesada. (CL. í, 57, p. 646.) 

R. O. de 23 marzo de 4853. Resuelve 
que tan pronto como se presenten ó apre- 
hendan los prófugos y desertores de! ejérci- 
cito, sean destinados á sus respectivos Cuer- 
pos, para que en ellos se les imponsa la cor- 
respondiente peDa. (CL. t 53, p.T¡\.) 

R. O. de 20 julio de 1853. Declara en 
toda su fuerza y vigor la de 8 de julio de 
1845, perla que se mandó que tanto los de- 
sertores de primera vez , sin circunstancia 
agravante como Jos prófugos de las quintas, 
fuesen destinados á servir en el ejército de 
Ultramar. (CL. t. 59, p. 367.) 

R. O. de 19 agosto de 4853Í Dispone que 
los desertores de todas las tropas de Ultra- 
mar , aprehendidos en España , sean juzga- 
dos aquí, dándose conocimiento á los jefes 
de loaTluerpos de que procedan, á no ser 
que medie algún otro delito ó circunstancia 
especial que haga indispensable la conduc- 
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cion del desertor á los dominios de Ultramar , 
para que allí se le sentencie. (CL. f. 59, pá- 
gina 493.) 

R. O. de 31 diciembre de 1855. Ordena 
que tanto en el ejército de lá Península como 
en el de Ultramar el conato de segunda de- 
serción, sea castigado con los cuatro años 
que le están marcados, sea cualquiera el 
tiempo que tenga que servir el individuo que 
cometa tal delito. (CL. l. 66, p. 544.) 

R. O. de 23 enero de 4856. Resuelve que 
en lo sucesivo sean destinados al regimiento 
fijo de Ceuta los desertores de primera vez 
de antigua procedencia y avanzada edad, 
que después de sufrir el oportuno reconoci- 
miento facultativo ante el Gobernador mili- 
tar correspondiente, resulten inútiles por sus 
achaques ó avanzada edad para servir en 
Ultramar por el término de cuatro años á lo 
menos. (C’L. t. 67, p. 63.) 

R. O. de 24 enero de 1856. Dispone que 
el destino á Ultramar de los desertores y 
prófugos no se entienda con los que fuesen 
ó resultasen inútiles. (CL. t. 67, p. 74.) 

R. O. de 8 marzo de 4856. Previene que 
los desertores del ejército que quedasen á 
disposición de los Tribunales ordinarios para 
ser juzgados por cualquiera delito que hu- 
biesen cometido, pierdan el tiempo que por 
aquella circunstancia no estén en las filas. 
(CL. t. 67 ,p. 339.) 

R. O. de 28 setiembre de 4856. Manda 
que los individuos de la clase de tropa que 
por el delito de deserción deben ser conde- 
nados á la pena de ocho ó diez años en los 
presidios de Africa , lo sean en lo sucesivo, 
siendo solteros al batallón de disciplina. (CL. 
t. 69, p. 547.) 

R. O. de 45 octubre de 4 856. Declara 
que los desertores del ejército deben servir 
por completo y sin descuento alguno el here- 
de su primitivo empeño. (CL. t. 70 , p._87.) 

R. O. de 3 noviembre de 4856. Excita el 
celo y encarga á la guardia civil la perse- 
cución y aprehensión de los desertores del 
ejército. (CL. t. 70, p. 4 97.) 

R. O. de 12 febrero de 4857, Dispone 
que los desertores y prófugos casados, pro- 
cedentes de la quinta de milicias provincia- 
les sean destinados al regimiento fijo de Ceu- 
ta. (CL. t. 71, p. 472.) 

R. O. de 27 agosto de 4857. Dispone que 
la pena de seis meses de prisión impuesta 
por la de 3 de julio de 4848 á los quintos 
desertores ele las Cajas que después sean 
! declarados libres del servicio , se les apli- 
que también á los que cometiendo la de- 
' sercion despue$ de entregados á los Cuer- 
pos , obtengan aquella declaración siempre 
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que lo hayan verificado antes de la fecha del 
acuerdo de su libertad. (CL. t. 73, p. zi4.) 

fí. O. de 30 setiembre de 1857. Ordena 
que los desertores reineidentes deben conti- 
nuar destinándose á presidio corno anterior- 
mente, no obstante lo dispuesto en la Real 
órden de 28 de setiembre de 1856. (CL. to- 
mo 73, p. 410.) 

Conocidas ya, aunque en extracto, 
las muchas disposiciones que se han dic- 
tado sobre desertores, añadiremos para 
mayor esclarecimiento de esta materia 
que por R. 0. de 24 de abril de 1861 se 
ha resuelto que deben considerarse pró- 
fugos y no desertores los quintos que se 
fugan, aun estando en observación , ó 
mientras se hallen dependientes de los 
Consejos provinciales. 

R. O. de 31 julio de 1866. 

Se aprueba la reforma de la legislación penal de de- 
serciones, quedando sin efecto cuantas disposicio- 
nes rigen en el particular. 

(Guer.) «He dado cuenta á la Reina, (que 
Dios guarde) del expediente instruido en 
este Ministerio sobre la reforma de las dis- 
posiciones penales que rigen acerca de de- 
serciones; y tomando en consideración el 
proyecto de reforma de ley penal de deser- 
tores propuesto por ese Tribunal Supremo, 
S. M. se ha servido aprobarlo, debiendo re- 
gir desde esta fecha y hasta tanto que se 
modifique convenientemente toda la legisla- 
ción penal del ejército; quedando sin efecto 
cuantas disposiciones existen acero* del par- 
ticular, en atención á su gravísima compli- 
cación, considerable número y falta de ho- 
mogeneidad.» 

De Real órden, comunicada por dicho se- 
ñor Ministro, lo traslado á V. E. con inclu- 
sión de un ejemplar del proyecto de reforma 
de ley penal que se cita, para su conoci- 
miento y efectos correspondientes. — Dios 
guarde á V. E. muchos años. — Madrid 31 de 
julio de 1866. — El subsecretario, Francisco 
Parreño . — Señor. . . r r 

LEGISLACION PENAL DE LAS DESERCIONES. 

Todo individuo de la clase de tropa que 
perteneciendo á los Cuerpos de! ejército de ■; 
la Península ó de los de Ultramar abandone 
las banderas de su regimiento, es desertor. 
Se declara consumada la deserción: 
Primero. Cuando haya faltado á Jas dos 
listas de ordenanza y sea aprehendido des- 
pués de cuatro dias en el pueblo donde se 
encuentre con su compañía ó destacamen- 


to á contar desde la última lista que pasó. 

Segundo. Cuando habiendo faltado á las 
dos listas de ordenanza, fuese preso á me- 
nos distancia de cuatro leguas del punto 
donde se bailaba. 

Tercero. Cuando sin faltar á las referidas 
dos listas , sea preso á cuatro ó' mas leguas 
de distancia del punto en que desertó. 

Aunque no llegue á consumarse la deser- 
ción, se calificará de conato á ella: 

1. ° Cuando el desertor sin faltar á las 
dos listas de ordenanza , sea detenido fuera 
del pueblo donde se halle de guarnición 6 
destacado á menos distancia de cuatro le- 
guas ; ó bien dentro del pueblo , disfrazado 
en ambos casos con ropa de paisano, ú otro 
indicio exterior que manifieste la intención 
de fugarse, ó bien abordo de embarcación á 
punto de darse á la vela sin licencia. 

2. ° Faltando á las dos listas de ordenan- 
za, y preso dentro del pueblo antes de los 
cuatro dias. 

Segunda deserción es la que se comete 
después de la primera, aunque entre una y 
otra medien uno ó mas conatos. En las plá— 
zas de guerra y puntos fortificados que no 
disten mas de seis leguas de la frontera; en 
los destacamentos permanentes ó pasajeros 
colocados para observarlas y defenderlas, se 
calificarán las deserciones del modo siguiente: 

i Todo individuo que se encuentre dis.- 
frazado dentro de una plaza de guerra, punto 
fortificado, ó pueblo donde haya un destaca- 
mento, sea ó no permanente, á menos dis- 
tancia de seis leguas de la frontera cometerá 
el delito de conato de deserción. 

2. ° Si disfrazado fuese preso á tiro de fu- 
sil del último recinto ó avanzarla, se califi- 
cará de deserción consumada. 

3. ° Si la prisión tuviese lugar á media 
legua de ¡os referidos puntos, ó á menos de 
un cuarto de legua de la línea divisoria de 
ambos países, se declarará consumada la de- 
serción, aunque el desertor vaya sin disfraz. 

En los ejércitos de operaciones ó de re- 
serva en campaña, se estimará consumada la 
deserción , cuando el desertor sea detenido 
sin el competente pase, fuera de las últimas 
avanzadas, y en .dirección al enemigo; ó á 
media legua de los campamentos en la opues- 
ta. Estas disposiciones deben entenderse sin 
perjuicio de las modificaciones que (engan 
por conveniente hacer en ellas los generales 
en jefes en sus bandos al ejército. 

Guando haya tropa embarcada , con cual- 
quier objeto del servicio que sea, se calificará 
de conato de deserción el hecho de encon- 
trarse á un individuo disfrazado en el buque. 
Y si en los propios términos fuese detenido 



DESERCION. 


en una lancha para dirigirse á la costa ó bien 
preso después de haber desembarcado, sea 
en el puerto, rada, ó bahía, etc., la deser- 
ción en este caso será también consumada. 
Y lo mismo acontecerá si fuese preso sin dis- 
fraz á media legua de los referidos puntos. 

De las deserciones especiales . 

Son deserciones especiales aquellas que 
van acompañadas de circunstancias que 
agravan ó modifican la pena ordinaria, ya á 
causa del tiempo en que se cometen, ya por 
la forma ó paraje donde se ejecutan . Como 
son las siguientes: 

1 Cuando se cometen en plazas fuertes, 
untos fortificados, y destacamentos que de- 
enden las fronteras. 

2. ü En ejércitos de operaciones ó de re- 
serva en campaña. 

3. ° De centinela ó de guardia en tiempo 
de paz ó de guerra. 

4. ° En un buque anclado en puerto, ba- 
hía, rada, etc. 

5. ° En la Caja de quintos hasta que se 
incorporan á Cuerpo. 

6. ° Hallándose cumplidos. 

7. ° Perteneciendo al ejército de Ultra- 
mar, presos en la Península, y vice-versa. 

8. ° Estando indebidamente sirviendo. 

Penas ordinarias que deben aplicarse á los 
delitos de deserción. 

El conato simple de deserción se penará 
en los propios Cuerpos donde se cometa el 
delito, con un año de recargo sobre su em- 
peño; y si se repitiese una ó mas veces, se le 
impondrá siempre la misma pena. Si el co- 
nato fuese acompañado de alguna falta mas 
ó menos grave, como la enajenación de pren- 
das de vestuario, equipo, ó armamento, etc., 
se le impondrá además la mortificación de 
uno ó dos meses de prisión, haciendo el ser- 
vicio mecánico del cuartel según fuese la en- 
tidad de la falta. En tiempo de guerra se du- 
plicará la pena. Todo individuo de tropa de! 
ejército de la Península que deserte por pri- 
mera vez, sin que medie circunstancia agra- 
vante, sufrirá la pena de ser destinarlo á uno 
de los Cuerpos de guarnición en las Islas de 
Cuba ó Puerto-Rico, por el tiempo de su em- 
peño á contar desde el dia en qfte se presen- 
te ó sea .aprehendido, sufriendo además el re- 
cargo del tiempo que hubiese estado deser- 
tado; pero si este no hubiese llegado á un 
año, se le impondrá por completo. 

Cuando el desertor de primera se presen- 
te voluntariamente, bién á su Cuerpo ó á una 
autoridad local que le facite pasaporté para 
restituirse á él, antes de que espire el térmi- 
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no de ocho dias, contados desde la última 
lista en que se le echó de rueños, continuará 
sirviendo en su propio regimiento con solo 
la pérdida del tiempo- que hubiese antes de 
la deserción. Es decir, se le empezará ¿ con- 
tar su empeño desde el dia en que se pre- 
senta. 

JNo se tendrá por segunda deserción la 
que se cometa por primera vez por indivi- 
duo que haya sido penado por uno ó mas 
conatos, por ser distintos delitos que no de- 
ben nunca confundirse. 

Si el conato ó la deserción se verificase en 
los luerpos de Ultramar que guarnecen nues- 
tras posesiones de América y Asia, se pia- 
rán ael mismo modo que en la Península, 
con solo la diferencia de que los delincuentes 
permanecerán en sus propios regimientos, 
que es donde deberán extinguir el tiempo de 
su empeño y el recargo que se les imponga. 

Penas especiales para las decer dones de 
igual naturaleza. 

Todo conato de deserción a) extranjero en 
tiempo de paz, y que tenga lugar en plazas 
fuertes, puntos fortificados y destacamentos 
de las fronteras, se castigará en el propio 
Cuerpo con dos años de recargo en el servi- 
cio; y en el de guerra con cuatro y destino 
al regimiento Fijo de Ceuta á cumplir el 
tiempo de su empeño, mas el recargo que le 
fuese impuesto, con pérdida del servido has- 
ta el dia en que cometa el delito. 

La deserción al extranjero en tiempo de 
paz se penará con destinar al delincuente á 
uno de Jos Cuerpos que guarnezcan las Islas 
Filipinas á cumplir el servicio á que está 
obligado con pérdida del servido* hasta que 
desertó, y el recargo de cuatro años. Si se 
presentara antes de que espiren los ocho 
dias de haber desertado, continuará sirvien- 
do en su Cuerpo con Ja pérdida de tiempo y 
recargo indicado. 

En tiempo de guerra será pasado por las 
armas; y lo mismo se verificará aunque fue- 
sen muchos los que cometan la deserción. 

A lodo desertor aprehendido en un buque 
con dirección al extranjero, bien sea en tiem- 
po de paz ó en e.1 de guerra, se le aplicarán 
las mismas penas señaladas á los desertores 
al extranjero en ambos casos. 

El desertor de los ejércitos de operaciones 
ó de reserva de los mismos, que fuese apre- 
hendido en dirección al enemigo será pasa- 
do por las armas , y si esto tuviera Jugar en 
el sentido opuesto se le destinará á uno de 
los Cuerpos del ejercito de la Isla de Cuba ó 
Puerto-Rico, con pérdida del tiempo servido 
hasta entonces, y recargo de seis años sobre 
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el de su empeño* y pérdida de las ven-tajas y 
condecoraciones que hubiese adquirido en 
la carrera. Si en este caso último se presen- 
tara voluntariamente á su Cuerpo antes de 
que espire el término de ocho días, solo su- 
frirá el recargo, sin pérdida del tiempo- ser- 
vido, ni de las ventajas ó condecoraciones 
obtenidas. 

Estas penas podrá®, si® embargo^ ser al- 
teradas por los bandos que tengan por con- 
veniente dar los generales en jete de los 
mismos. 

El soldado que desertare hallándose de 
centinela, sea en tiempo de paz ó en el de 
guerra, será pasado por las armas; y silo 
ejecutase estando de guardia será destinado 
á presidio por el tiempo que le falte para 
cumplir y además cuatro años de recargo. 
Si la guardia fuese de custodia de presos ó 
de caudales públicos, puerta de plaza de 
guerra ó de arsenales, el recargo será de 
seis años ; y en tiempo de guerra, perderá, 
además en ambos casos las ventajas y con- 
decoraciones que pueda haber adquirido en 
la carrera. El desertor de la Caja de quintos, 
ó que cometa este delito antes cíe incorporar- 
se al regimiento que fuese destinado, sin que 
medie circunstancia agravante, será penado 
con un año de recargo , y quince dias de 
prisión, haciendo el servicio mecánico del 
cuartel. 

El soldado que hallándose cumplido se 
deserte, sufrirá el recargo de dos años en su 
propio Cuerpo. 

Los desertores sin circunstancia agravan- 
te, pertenecientes á los Cuerpos de Ultramar , 
que. se presentasen ó fuesen aprehendidos en 
Ja Península, serán destinados al Fijo de 
Ceuta á cumplir el tiempo que les falte de 
servicio, con el recargo de cuatro años en el 
primer caso, y seis en el segundo. Y los de 
Ja Península aprehendidos ó presentados en 
Ultramar, serán penados en los propios tér- 
minos que los anteriores. 

Todo individuo de la clase de tropa , que 
sin corresponderle sirva en ej ejército y co- 
meta el delito de primera deserción , si es 
después declarado libre, se le impondrá la 
pena de cuatro meses de prisión, haciendo 
el servicio mecánico del cuartel- y cumplidos 
se le dará su licencia absoluta. Si la deser- 
ción fuese de segunda, en este caso se r le im- 
pondrán ocho meses en vez de cuatro, y fe- 
necidos sera igualmente licenciado. 

El que en tiempo de paz ó de guerra de- 
sertase escalando muralla, estacada ó cami- 
no cubierto de alguna plaza fuerte, ó forzase 
puerta de las mismas ó cuerpo de guardia, 
será pasado por las armas, y la misma pena 


se impondrá á los qaae es caten Tos cuarteles 
pertenecientes á plazas de guerra ó 1 puntos 
fortificados en la frontera. Itera si el desertor 
se presentase antes de que espire el plazo de 
ocho dias , á contar desde la primera lista á 
que falló, se le destinará por dkz años á 
presidio, con retención y pérdida de las ven- 
tajas, premios y condecoraciones que hubie- 
se adquirido en el servicio. 

Cuando el desertor de primera cometa- na 
delita común, de mas ó menos gravedad, en 
el tiempo qne hubiese estado desertado, será 
juagado y penado po® el Truhán ai coenpete li- 
te. Y si en este caso lo- fuese el oíáiaEttio de- 
berá pasar un testimonio de la causa á fe au- 
toridad militar que corresponda para que á 
su debido tiempo, pueda serlo ignali»*wte 
por el delito de deserción. Mas sida pena im- 
puesta por la primera sentencia, fuera (te 
aquellas que iahabii-ítan al soldado para Vol- 
ver á las tilas, cumplirá en presidio el tiem- 
po que de otro modo hubiese tenido que ser- 
vir en ellas. 

El desertor que vuelva á sm Cuerpo, y sea 
declarado inútil para el servicio de fes armas, 
cumplirá el tiempo de su empeño y recargo 
empleado en el servicio mecánico del mis- 
mo; pero si la inutilidad fuese completa, una 
vez que se halle bien .justificada 1 , se le expe- 
dirá la licencia absoluta. 

La segunda deserción, tanto en el ejército 
de la Península como en Ultramar, será pe- 
nada con ocho años de presidio, perdida de 
todas las ventajas adquiridas y prohibición 
absoluta de volver á las filas. Si el desertor 
fuese de los indultados de primera, serán 
nueve años de recargo' en vez de los ocho 
impuestos á ios qiie no tienen esta circuns- 
tancia y por lo demás lo mismo. Si fe segun- 
da deserción fuese acompañada 1 de delitos 
comunes mas ó menos graves, será juzgado 
el desertor por el Tribunal que corresponda 
como queda dispuesto en la primera deser- 
ción para iguales casos, y entonces extingui- 
rá en presidio los ocho años por que está 
penado. 

Los conatos y las deserciones consumadas 
se anotarán en la filiación del interesado, así 
como la peDa que. se le ha impuesto á Con- 
secuencia de la causa que se le haya for- 
mado. 

Madrid 34 de julio de 4860. (CL. t. 96, 
página 491.) 

DESERCION DE RECURSO. El desam- 
paro ó abandono que hace la parte liti- 
gante de la apelación, ó recurso de casa- 
ción que haya interpuesto. En el artícu- 
lo Juicio ordinario y en Consejos de Es- 
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tado Y' PH 6 V 1 WCÍ aee 9 puede? verse la doc- 
trinar legal sobre este ponto; que ernao* 
d® lo dispuesto- en los arts. 838, 1039 á 
1041 y 1078 y siguientes de la ley de 
Enjuiciamiento civil; y 252 á 254 del 
reglamento del Consejo de Estado estos 
últimos insertos en el tomo 3. * pég. 337, 
cuya nota debe consultarse asi eomo la 
de la pág. 407 del mismo tonm 

DESESTANCO. — V . Estanco. 

DESHEREDACION. Disposición testa- 
mentaria por la que se excluye á alguna 
persona de la herencia á que tenia dere- 
cho.— -V. SíJCBSMlN TESTAMENTARIA. 

DESLINDE. Los deslindes de terre- 
nos son asontos no contenciosos ó de la 
jurisdicción voluntaria, y como tales se 
tratan en la 2. a parle de ia ley de Enjui- 
ciamiento civil (arts. 1323 á 1334). Son. 
los jueces de primera instancia los úni- 
cos competentes para conoeer de estos 
n®g.oojos,, coni faeufead de de-legac la di- 
ligencia de deslinde al j.aez de paz 1 era 
cuyo: término esté situado el terreno. 
En el articulo. Amojonamiento hemos in- 
dicado la relación que tiene esta palabra 
con la Je deslinde, y nos parece conve- 
nieatüe remrtiraos á lo allí dicho-, de- 
biendo igualmente tenerse presentes los 
artículos que van á oontinuaeion. 

DESLINDE DE FINCAS MUNICIPALES 6 
DEL COMUN BE LAS VILLAS 1TC. Dice 
el art. 74 de la tey municipal en su pár- 
rafo; 2.° que corresponde a los Alcaldes 
como- administradores de los pueblos 
baja la vigilancia de la? Administración 
superior «procurar la conservación dé- 
las ¡incas pertenecientes al común.» 

Cuil- sea la verdadera inteligencia de 
esta disposición, hasta dónde se extien- 
de la facultad de los- Alcaldes en esta 
importante materia, y cómo deben con- 
ducirse en sa ejercicio es cuanto nos 
hemos propuesto tratar en el presente 
articulo; teniendo en cuenta para la ca- 
lificación de actos conservatorios los ca- 
sos de contienda ocurridos hasta ahora, 
y las decisiones fundadas del Consejo 
Real sobre esos mismos casos. 

La verdadera inteligencia de esta dis— 
posiowu*, es- que los Alcaldes están en 
el deber de cuidar con el mayor esmero 
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de las fincas, servidumbres y aprove- 
chamientos de los pueblos, como ad- 
ministradores responsables que son de 
los mismos: que no solo pueden adop- 
tar todas aquellas medidas que están en 
mano de tos particulares para mantener 
ó conservar sus fincas, sino que en la 
facultad de conservar vá envuelta tam- 
bién la de reparar usurpaciones, siempre 
que sean recientemente cometidas ó de 
fácil comprobación. 

Como se conoce desde luego , este es 
un privilegio especial concedido en be- 
neficio de las propiedades de los pue-- 
blos. La ley ha querido de esta madera 
evitar ó dificultar por lo menos las usur- 
paciones á que se ven tan expuestos es- 
tos bienes, si cae su administración en 
manos de personas indolentes ó muy 
entregadas á sus negocios particulares, 
y ba querido por lo- mismo que sin ne- 
cesidad del interdicto, baste la autori- 
dad misma de los Alcaldes para conte- 
ner y reparar usurpaciones ó intrusio- 
nes cometidas en dichas propiedades, 
siempre que las usurpaciones aparezcan 
manifiestas por consistir en hechos re- 
cientes y de fácil comprobación. 

Los Alcaldes, sin embargo, deben cui- 
darse mucho de comprender bien cuá- 
les son los limites de esta importante 
atribución para no excederse, porque 
sus actos pueden tocar fácilmente en el 
abuso-, y esto redunda en descrédito 
de la Administración que debe ser im- 
parcial y j.usta, y en perjuicio de los in- 
tereses particulares cuyo desenvolvimien- 
to debe proteger siempre. Conviene de 
todcs modos que tengan muy presente: 

l.° Que si sus actos ó providencias 
encaminadas á reparar usurpaciones es- 
tán dentro de la ley por ser estas re- 
cientes y manifiestas, no cabe contra las 
mismas el interdicto, por prohibirlo la 
R. 0. de 8 de mayo de 1830, debiendo 
recurrir al Gobernador de la provincia 
él que se crea agraviado por ellas, ó pro- 
poner la demanda de propiedad en jui- 
cio ordinario. Los Alcaldes por su parte 
cuando vean que se trata de dejar sin 
efecto sus providencias legítimas por 
medio de interdicto* recurriráín también 
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al Gobernador con un oficio respetuoso 
y acompañando copia de sus providen- 
cias, para que con arreglo á la ley pro- 
mueva la competencia si hubiere lu- 
gar ( 1 ). — V. Actos administrativos para 
el efecto de repeler el interdicto. 

2. ° Que si en sus providencias con- 
sideran como reciente una usurpación 
que no lo es, ó que no es manifiesta co- 
mo debe serlo, ó que no es de fácil com- 
probación, cometen despojo, contra el 
que puede deducirse el interdicto ante 
el juez de primera instancia por el que 
se crea perjudicado. La razón es que 
la R. 0. de 8 de mayo de 1839 solo 
prohíbe los interdictos de manutención 
y restitución contra las disposiciones de 
los Ayuntamientos ó Alcaldes, en asun- 
tos de su atribución según las leyes, y 
no está dentro del art. 74 de la ley la- 
reparacion de usurpaciones antiguas ó 
de difícil comprobación (2). 

3. ° Que los Alcaldes no son de nin- 
guja modo competentes para proceder aj 


(1) En apoyo de esta doctrina pueden con- 
sultarse muchas decisiones del Consejo Real en 
casos de competencia, y entre ellas citaremos 
las siguientes; Competencia entre el Goberna- 
dor de la provincia de León y el juez de Valen- 
cia de Don Juan, decidida por R. 0. de 13 de 
julio de 1851, Competencia entre el Gobernador 
de Toledo y el juez de Navahcrmosa, decidida 
por K, O. de 25 de julio de 1851. Competencia 
entre el Gobernador de Granada y el juez de 
Guadix, decidida por R. 0. de 13 de agosto de 
1851. Competencia entre el Gobernador de Ba- 
dajoz y el juez de Don Benito decidida por Real 
orden de 12 de junio de 1850. Competencia en- 
tre el Gobernador de Cáceres y el juez de ¿o- 
grosan, deeidida por R. O- de 18 de setiembre 
de 1850. En todos estos casos se declaro impro- 
cedente el interdicto por ser recientes las usur- 
paciones y de fácil comprobación. 

(2) Esta doctrina, es consecuencia necesaria 
de la consignada en el núm. l.°; porque si la 
facultad de los Alcaldes se concreta solo al caso 
de que las usurpaciones sean mas ó menos re- 
cientes, pero siempre manifiestas, ó de fácil 
comprobación, fallando estos requisitos ó lo 
qpe es igual, tratándose de usurpaciones anti- 
guas ó dudosas , claro es que la facultad no 
existe, y que tiene lugar el interdicto contra las 
providencias. Así se ha declarado, resolviendo 
á favor de la autoridad judicial varios casos de 
competencia, como puede verse por las decisio- 
nes de 16 de febrero y 10 de agosto de 1848, 18 
de diciembre de 1850 y 31 de mayo de 1861. 
(Núms. 14, t. 43; 56, t. 44, y 54, í. 51 de la Co- 
lección legislativa y Gaceta del 7 de junio.) 


deslinde de terrenos ó fincas del co- 
mún, pues no se extiende á, tanto la fa- 
cultad de conservación de dichas fincas 
que les concede el art. 74 de la ley mu- 
nicipal. Así, pues, siempre que por con- 
fusión de límites, ó por usurpación ó 
intrusiones antiguas ó dudosas sea ne- 
cesario adaptar medidas de reparación, 
los Ayuntamientos solo podrán acordar 
las que sean conducentes para aclarar 
el asunto instruyendo el expediente se- 
gún corresponda, y procurando en todo 
caso ponerse de acuerdo amistosamente, 
ó en armonía con los dueños de los ter- 
renos colindantes, ó con quienes se sus- 
cito la cuestión. Pero no aviniéndose el 
Ayuntamiento ó los interesados, como 
que ya se requiere apeo formal, este de- 
be hacerse judicialmente con arreglo á 
la ley de Enjuiciamiento civil (1). — Véa- 
se Amojonamiento. 

DESLINDE DE MONTES, TÉRMINOS JU- 
RISDICCIONALES Y. CAMINOS PUBLICOS. 

Aunque, según dejamos sentado en los 
dos artículos precedentes, es por regla 
general la autoridad judicial la única 
competente para el deslinde de hereda- 
des, siquiera sean de propios ó comunes 
de los pueblos, deben sin embargo con- 
siderarse exceptuados de esta regla: 

1. ° Los montes públicos, ya perte- 
nezcan al Estado, ya á ios pueblos ó cor- 
poraciones ó establecimientos de cual- 
quiera clase, y aun los de particulares 
en la parte que linden con ellos, según 
está expresamente resuelto por la ins- 
trucción de i,° de abril de 1846, los ar- 
tículos 20, 21, 213, 218 pár. 6.°, y 234 
de las Ordzas. de 22 de diciembre de 
1833, la R. 0. de 15 de marzo de 1860, 
el título ÍI del reglamento de 17 de 
mavo de 1865, la R. 0. de 14 noviem- 

•d » . . 

bre del mismo año v otras disposicio- 
nes, todas las que se hallarán en Montes. 

2. ° Los términos jurisdiccionales de 
los pueblos, cuando las cuestiones que 


(i) Conforme con la doctrina de este artícu- 
lo que. tenemos antes de ahora consignada en 
El Consultor de Ayuntamientos , está también 
una consulta del Consejo de Estado de 18 de 
abri l de 1860, decidiendo una competencia en- 
tre la Audiencia de Cáceres y el Gobernador de 
aquella provincia. 
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den lugar al deslinde nazcan de alguna 
disposición administrativa.' (R. D. de 9 
noviembre de 1832, otro de 30 de igual 
mes de 1833; art. 8.° ley de 2 de abril 
de 4845 ; y decisiones del Consejo Real 
do. 23 de junio de 4846, núm. 20, t. 37; 
de-26 de enero de 1848, núm. 2, t. 43, 
y de 16 de marzo de 4849, núm. 18, 
t. 46.) 

Y 3.° Los caminos públicos, según 
lo dispuesto en las leyes del tít, XXXV, 
lib. VII de lo Nov. Recop., y en la Real 
orden de 27 de mayo de 1846, insertas 
en el artículo Caminos ordinarios ó Car- 
reteras . 

En los tres casos indicados es pues el 
deslinde un acto propio de la Adminis- 
tración pública, conforme á las leyes y 
disposiciones citadas; aunque quedando 
siempre reservadas á los Tribunales las 
cuestiones sobre dominio ó propiedad, 
según digimos en el artículo Consejos 
PROVINCIALES. 

Jurisprudencia. 

oHé aquí varios casos que harán mas 
inteligible de la materia este articulo. 

Decisión de 10 febrero de 1854. 

No obstante que un 'particular niegue 
el derecho de aprovechamiento público 
de un abrevadero situado en heredad su- 
ya , si viene usándose como público y ha 
sido arrendado en tal concepto por el 
Ayuni amiento , no procede el interdicto. 
Lo procedente será , en la vía activa de 
la ¿Administración la queja al superior 
jerárquico: en la via contenciosa-admi~ 
nistrativa la cuestión relativa á si es ó 
no de hecho aprovechamiento público; y 
en la vía judicial ordinaria la cuestión 
de propiedad . Hé aquí la decisión: 

; ' .~«En el expediente y autos de competencia 
suscitada entre el Gobernador de la provin- 
cia de Ciudad-Real y el juez de primera 
instancia déla capital, de los cuales resulta: 
jS«Que el Ayuntamiento de la villa de Fer- 
nan-Caballero , por acuerdos celebrados en 
2 de abril de 1 852 y, 22 del propio mes del 
del 53 , cedió en arrendamiento á D. Juan 
Almagro, vecino y ganadero de Ciudad-Real, 
para aprovecharlo en las temporadas respec- 
tivas ae cada año , los quintos y agostaderos 
Tomo V. 


denominados los Quiñones y Alto, compren- 
diendo en el contrato el uso de todas las ser- 
vidumbres del terreno citado, entre las cua- 
les se cuenta un aguadero del rio Guadiana 
al sitio llamado Mal vecinos. 

Que habiendo conservado el disfrute los 
ganados de Almagro, fueron sus conductores 
denunciados ante el juez de primera instan- 
cia por D. Ramón Trujillo, vecino del mismo 
Ciudad-Real, y diíeño en virtud de compra 
hecha al Estado del desaguado del misino 
rio, cuyo aprovechamiento exclusivo dijo 
pertenecerle como propietario, y pidió crimi- 
nalmente contra ellos por suponerlos deten- 
tadores de esta misma propiedad: 

Que el juez , después de recibida una in- 
formación presentada por Trujillo, con obje- 
to de probar la usurpación cometida por ios 
ganaderos y su propiedad por haber mediado 
con los mismos y en presencia de los testi- 
gos propuestas de ajuste , que no llegaron á 
realizarse, y después también de oir al pro- 
motor, quien pidió viniese á ios autos la es- 
critura de compra deí Trujillo, con el fin de 
conocer hasta qué punto era fundada la re- 
clamación del Alcalde al indicar que el sitio 
donde abrevaron los ganados no le pertene- 
cía, dictó auto en vista amparando al Truji- 
llo en su posesión, y condenando en las cos- 
tas á los pastores, sin perjuicio de la acción 
criminal y con la reserva ordinaria: 

Que entre tanto eí Ayuntamiento, que se- 
gún manifestación hecha al juez , había sali- 
do á la demanda en otro caso igual ocurrido 
en 1848, é invitado por Trujillo, en 1849 
para transigir el asunto , se habían dado los 
primeros pasos at efecto, resultando de he- 
cho que en dicho año y los siguientes hasta 
1851 hubiere ganado abrevando sin oposi- 
ción alguna, quiso también en este caso ha- 
cer suya la causa de Almagro; y para obte- 
ner la oportuna autorización acudió al Go- 
bernador refiriéndole lo ocurrido , y acom- 
pañándole como documentos los acuerdos 
celebrados para el arrendamiento, y una jus- 
tificación testifical de que el abrevadero era 
público y destinado á la ganadería , justifica- 
ción que después robusteció una comunica- 
ción del procurador fiscal de ganaderías y 
cañadas de la provincia , pidiendo se sostu- 
viese el derecho de los pastores; pidiendo, 
en consecuencia de todo, que se requiriese 
de inhibición al juez ordinario: 

Que mientras estas diligencias seguían su 
curso, el Juzgado, con Dueva instancia de 
Trujillo, le reamparó en la posesión mandan- 
do que el Tribunal se constituyese en el sitio 
de la cuestión para proceder al reintegro: 
Que el Gobernador entonces requirió ue 
20 
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inhibición al iuez quien después de varias 
dilaciones se declaró competente, resultando 
así formalizada la presente contienda: 

Visto el art. 80 de la ley de Ayuntamien- 
tos vigente 

Visto el art. 74, párrafo 5.° de la misma... 

Vista la R. 0. de 13 de noviembre 1844... 

Vístala de 8 de mayo de 1839... 

Considerando: 

1 Que asi las conferencias y pasos que 
han mediado entre el Ayuntamiento y Truji- 
11o en estos últimos años, como el uso en 
ellos del abrevadero , la reclamación del fis- 
cal de ganaderos y la situación de la finca, 
permiten suponer que realmente ha prestado 
esta á los vecinos de Almagro en particular 
y al ganado trashumante en general la ser- 
vidumbre de que se trata; y por lo tanto las 
disposiciones del Alcalde y Ayuntamienio de 
Almagro caben dentro de las facultades que 
á la Administración conceden !a ley de Ayun- 
tamientos en los artículos citados y la Real 
órdcn que también lo ha sido de 1844, sin 
que en virtud de la otra también citada de 
1839 haya podido hacerse uso del interdicto 
de manutención contra dichas providencias; 

2.° Que esto no menoscaba en manera 
alguna las acciones que en la vía ordinaria 
pueda intentar Truji lo, ya para que se de- 
clare su predio libre de semejante gravamen, 
ya para la eviccion y saneamiento en su res- 
pectivo caso: 

Oido el Consejo real vengo en decidir esta 
competencia á favor de la Administración.» 

Decisión de 30 setiembre de 1857, 

La facultad, de conservación respecto 
de abrevaderos y otras servidumbres pú- 
blicas no tiene m lugar cuando estas han 
dejado de usarse desde muchos años ha- 
ce , y se dude sobre ellas por este motivo. 
En tal caso es procedente el interdicto. 
Tal es lo que nosotros entendemos se vie- 
ne á resolver en la siguiente competen- 
cia . — En 22 de mayo de 1857 acudió 
unte el juez de primera instancia de 
Huete doña Agustina López, viuda de 
D. Bernardino Collada con un interdic- 
to contra D. Francisco Jaramillo, pres- 
bítero, vecino de Torrejoneilto del Rey, 
porque en los dias 8 y 9 del mismo mes 
había enviado á una heredad de la per- 
tenencia de doña Agustina, adquirida 
por su difunto marido un 30 de setiem- 
bre de 1828, varios peones para que 
abriesen 'coras lo ejecutaron sin respetar 


los sembrados, una acequia o reguera 
grande con el objeto de conducir por 
ella las aguas del rio Grígüela á otra he- 
redad del propio Jaramillo, con la cir- 
cunstancia de que la heredad de doña 
Agustina no tenia la servidumbre qjpe 
queria imponérsele, porque si bien -es 
verdad que en alguna ocasión la permi- 
tió su difunto marido, no lo es menos 
que se volvia á cerrar tan luego como 
este lo determinaba: 

Mientras se sustanciaba por el juez el 
interdicto, el visitador general de gana- 
dería y cañadas de ía provincia trasla- 
dó al Gobernador en 2 ae junio siguien- 
te una comunicación del visitador del 
distrito. accidental del partido de Huete, 
de 30 del citado mayo, contestación á 
otra del 27 diciendo que el 26 había 
contestado á su anterior del 16 del pro- 
pio mes, y que euterado de que en la 
villa de Torrejoncíllo del Rey se notaban 
algunas intrusiones en las vías y servi- 
dumbres pecuarias, muy particularmen- 
mente en el abrevadero denominado del 
Puente de la Presa, se constituyó e! ex- 
presado día 30 en aquel punto á practi- 
car un reconocimiento con el Alcalde de 
la misma villa, varios peritos y pastores 
ancianos, resultando entre otras intru- 
siones que cita, una en la tierra de los 
herederos de D. Bernardino Collada de 
86 varas de largo y 22 y y 2 de ancho. 

El Gobernador, de acuerdo con el 
Consejo provincial, dio órdeo el dia 3 
del mismo junio al Alcalde deTorrejon- 
cillo para que practicase formal deslinde 
y amojonamiento del abrevadero Puente 
de la Presa, á fin de restituir esta servi- 
dumbre pecuaria al estado que tenia an- 
tes de verificarse las intrusiones de que 
se trata, y en su consecuencia, el Al- 
calde procedió á llenar esta formalidad, 
poniendo en conocimiento del Goberna- 
dor, en 8 del propio mes, que quedaba 
practicada con asistencia del visitador 
de cañadas y de los interesados que qui- 
sieron presenciarla. 

Habiendo continuado entre tanto la 
sustanciacion del interdicto, el juez, por 
lo que resultó de la escritura de compra 
que presentó doña Agustina López, y de 
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las declaraciones de .siete testigos dió en 
del catado junio auto restitutorio, de 
quffcfué interpuesta apelación por Jara- 
millo: en cuyo estado, á petición del 
mismo Jaramtlloy en virtud de comuni- 
cación del Alcalde de Torrejoucillo, el 
Gobernador, oido ei Consejo provincial, 
promovió competencia , invocando la 
R. 0. de 13 de noviembre de 1844, el 
párrafo 4. 4 del art. 92 del reglamento de 
31 de marzo de 1854 y el art. 6.° del 
R. D. de 4 de junio de 1847. 

El juez comunicó el exhorto del Go- 
bernador al promotor fiscal y á doña 
Agustina López, y por separado ofició al 
Alcalde de Torrejoncillo para que oyen- 
do á los pastores de aquella villa y apea- 
dores que intervineron en el deslinde 
últimamente practicado por la Adminis- 
tración , informase, bajo su responsabi- 
lidad, si todo el terreno que ocupa la re- 
guera se ha señalado como abrevadero, 
ó si alguna parte se ha dejado como 
agregada á la tierra de doña Agustina 
López. 

Al cumplimentar esta orden, el Alcai- 
de dijo que había, respecto al punto que 
le fue consultado, diversidad (le opinio- 
nes, por cuanto unos creían que la re- 
guera tocaba en la tierra de doña Agus- 
tina López, otros que solo cortaba la in- 
mediata de D. Juan José Balsalobre y el 
abrevadero, otros que la certidumbre 
completa se podría adquirir con el apeo 
y deslinde de la tierra de aquella señora 
y la que además se ha citado de Balsa- 
lobre. * 

Y por último , el juez contra-exhortó 
al Gobernador, y este, conforme con el 
Consejo provincial, insistió en la presen- 
te competencia que el Consejo Real ha 
decidido en consulta aprobada por Real 
decreto de 30 de setiembre de 1857 en 
los términos siguientes: 

Vista la R. O. de 8 de mayo de 1839, que 
prohíbe la admisión de interdictos restituto- 
rios en cuanto tienen por objeto dejar sin 
efecto las providencias legítimas de la Admi- 
nistración, 

Vista la R. O. de 13 de noviembre 1844... 

Vistos los párrafos 2,% 3.° y 4.° del artí- 
■ culo 92 del Reglamento de la Asociación ge- 
neral de ganaderos de 31 de marzo de 1844. 
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Visto el art. 6.° del R. D. de 4 de junio de 
1847, según el cual el Jefe político (hoy Go- 
bernador) que comprenda pertenecerle el 
conocimiento de un negocio en que se halle 
entendiendo un Tribunal ó Juzgado ordinario 
ó especial, habrá de requerirlo de inhibi- 
ción en .la forma que se expresa: 

Considerando: 

].* Que al interponerse el interdicto so- 
bre que versa esta competencia, no había 
mediado providencia de la Administración á 
que pudiera atribuirse el despojo de que se 
querella doña Agustina López. 

2. " Que la providencia del Gobernador 
para el deslinde deí abrevadero, acordada 
después de entablarse el interdicto, no debe 
detener en el caso presente la acción de la 
autoridad judicial, porque no está dictada 
dentro de las facultades de conservación de 
las servidumbres de su especie que confie- 
ren á la autoridad administrativa las citadas 
disposiciones de 13 de noviembre de 1844 y 
31 de marzo de 1854, ni .otra alguna de las 
vigentes en la materia, toda vez que resulta 
que por lo menos desde 1828 no se ha he- 
cho uso de aquel abrevadero, y por lo tanto, 
aunque en tiempos antiguos haya existido, 
no puede decirse que sea hoy un derecho 
declarado y usurpado recientemente á la ga- 
nadería, y debe en su consecuencia reivindi- 
carse ante Ja jurisdicción ordinaria en el 
juicio correspondiente. 

3. ° Que es por lo mismo manifiesto que, 
aunque pueda suceder que el abrevadero 
venga á declararse á su tiempo judicialmen- 
te como un derecho de la ganadería, y deba 
ocupar el lugar en que se ha abierto la re- 
guera de que se querella la despojada, en el 
estado actual de cosas la jurisdicción ordi- 
naria entiende en un interdicto de despojo 
de particular á particular, cuya resolución la 
corresponde, porque hoy no contraría la otra 
Real orden citada de 8 de mayo de 1839. 

4. u Que de los distintos hechos y razo- 
namientos expuestos resulta que el requeri- 
miento de inhibición del Gobernador ha sido 
de lodo punto improcedente en el caso ac- 
tual, con arreglo al art. 6.° además citado 
dei R. D. de 4 de junio de 1847, por cuanto 
no lia redamado ei conocimiento de un ne- 
gocio que corresponda ó pueda correspon- 
der legítimamente ú la Administración. 

Oido el Consejo Real, vengo en declarar 
mal formada esta competencia, y que no há 
lugar á decidirla.» 

Decisión de 22 marzo de 1865. 

■No incurren, en el delito castigado en 
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el párrafo 2.° del art- 308 del Código pe- 
nal, los Alcaldes que estorban el cumpli- 
miento de providencias judiciales, dicta - 
das en asuntos de la competencia de la 
Administración, como lo son dichos des- 
lindes. — Ei Gobernador de la provincia 
de Cuenca, negó al juez de la capital la 
autorización que solicitaba para proce- 
sar á D. Justo Pintor, Alcalde de Palo- 
mera, porque se arrogó atribuciones ju- 
diciales. Habiendo comisionado el juez 
de primera instancia á- uno de ios su- 
plentes dei de paz de dicho pueblo, para 
que procediese al deslinde y amojona- 
miento de unas heredades de varios ve- 
cinos, confinantes con terrenos del co- 
mún, ei Alcalde se presentó en el punto 
donde se estaba ejecutando aquel, y dis- 
puso que cesaran en aquel'as operacio- 
nes. Con este motivo el juez creyó com- 
prendido el iiecho en el párrafo á.° del 
art. 308 del Código penal. 

Fundaba e! Gobernador la negativa de 
su autorización , en que el Alcalde no 
había cometido coacción alguna, pues 
que no hizo mas que cumplir con el de- 
ber que le imponen los arts. 74 de la ley 
de 8 de enero de 1845, y l.° del 11. D. 
de l.° de abril de 1846. Elevado este ex- 
pediente al Consejo de Estado, fue con- 
tinuada la negativa del Gobernador en 
vista de las disposiciones citadas: 

«Considerando que no es aplicable á este 
caso el citado pár. 2.° del art. 308 del Código 
penal, toda vez que tratándose de verificar 
el deslinde de uuos terrenos que confinaban 
con otros del común de Palomera, ei Juzga- 
do uo era competente para ejecutarlo por ser 
de ta incumbencia de la autoridad guberna- 
tiva, según lo dispuesto en el expresado artí- 
culo l.° del !\. D. de l.° de abril de 18ítí: 

Considerando que no siendo competente 
el juez que trató de hacer el deslinde, no 
puede reputarse abusiva la conducta del 
Alcalde.». (Decís, de 22 de marzo. — Gaceta 
del 30.) 

Si los terrenos del co/nun de que aquí 
se trataba, no eran montes, en el sentido 
legal de esta palabra, la anterior deci- 
sión establecería una jurisprudencia nue- 
va en el asunto, y era de todo punto ne- 
cesario que esto se hubiera expresado 
con claridad para evitar dudas y para 


que las decisiones del Consejo de Estado 
nada desdigan de la imparcial Rectitud é 
ilustración de tan elevado Cuerpo. * 

Sentencia de 3 de mayo de 1866. 

Es competente la Administración con- 
tenciosa para entender en las cuestiones 
de deslinde de términos de los pueblos. 
El que está en la posesión jurisdiccional 
de un terreno , debe ser amparado en ella, 
salvas las facultades legales del Go- 
bierno . — Pleito entre los Ayuntamientos 
de Perelló y Tortosa, sobre deslinde y 
amojonamiento de sus términos muni- 
cipales. 

E! Ayuntamiento de Tortosa acudió 
en 18-49 al juez de primera instancia de 
la misma ciudad pidiendo el deslinde de 
su término en la parte que confinaba con 
el del Perdió, y habiéndose declarado 
incompetente la jurisdicción ordinaria, 
so remitieron las diligencias al Goberna- 
dor de Tarragona, cuya autoridad co- 
misionó al secretario del minno Gobier- 
no para que ejecutase el deslinde. Cons- 
tituido este en el sitio correspondiente 
en 11 de junio de IBü'í, con asistencia 
de los individuos que componen ambos 
municipios, acompañados de sus respec- 
tivos peritos, después de haber colocado 
algunos hitos al llegar á las inmediacio- 
nes de la torre de Faltóla, manifestaron 
los representantes de Tortosa que el ter- 
reno concedido á los pobladores de Fu- 
llola perteneció ai termino general de la 
misma ciudad de Tortosa, y*que por eso 
Perelló no podía reclamar mas que lo 
que le concedía su carta puebla, ó sea 
desde el Coll de Balaguer hasta el bar- 
ranco de Fullola, y desde Ti visa hasta el 
mar; alegando los de Perelló que se ha- 
llaban en pacífica posesión de parte del 
terreno de Fullola, y pidiendo que el 
barranco conocido con este nombre se 
comprendiese en el amojonamiento del 
término de su pueblo. E! secretario del 
Gobierno de provincia puso en conoci- 
miento del Gobernador las pretensiones 
de los pueblos interesados, acompañan- 
do los- planos que se hablan levantado; y 
el Gobernador, de conformidad con el 
comisionado y Consejo provincial, dis— 
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puso en 13 de enero de 1863 que se pro- 
cediese al deslinde del término de Pe- 
relló en la parte que confinaba con el 
de Tortosa, á tenor de lo dispuesto en 
su carta-puebla, sin incluir ningún ter- 
reno que perteneciese al extinguido ca- 
serío de Fullola. 

El Alcalde del Perelló, eD represen- 
tación del Ayuntamiento acudió al Go- 
bernador acompañando un escrito de 
apelación al Ministerio de la Goberna- 
ción, y habiendo contestado el Goberna- 
dor que la materia era contenciosa, pro- 
puso demanda ante el Consejo provincial 
pidiendo principalmente que quedasen 
Jos términos municipales en la situa- 
ción en que habían estado, ó bien que se 
declarase improcedente el recurso en la 
vía contenciosa, y se elevase la instancia 
de alzada al Ministerio. Confirmada por 
la definitiva la providencia de! Goberna- 
dor, el demandante interpuso los recur- 
sos de nulidad y casación, y el Consejo 
de Estado por su Real decreto-sentencia 
de 3 de mayo revoca el fallo apelado en 
los términos siguientes: 

«Vistos el art. S. ü , párrafo 6.° de la ley 
orgánica de los Consejos provinciales de 2 
de abril de 1845, y el art, 8.1, párrafo 7.° de 
Ja ley para el gobierno de las provincias de 
25 de setiembre de 1863 , que atribuyen al 
Consejo provincial respectivo el conocimien- 
to de las cuestiones relativas al deslinde de 
los términos correspondientes á pueblos y 
Ayuntamientos cuando estas cuestiones pro- 
ceden de una disposición administrativa y 
pasan á ser contenciosas: 

Considerando que, según estas disposicio- 
nes, no puede negarse á la Administración 
contenciosa la competencia para conocer del 
presente negocio, pues se reduce al deslin- 
de de los términos de dos pueblos, hecho en 
virtud de providencia del Gobernador de Ja 
provincia á que pertenecen: 

Considerando que ci Ayuntamiento de Pe- 
relló hizo constar en la primera instancia por 
medio de 16 testigos conformes, y los dos 
peritos además, que «de tiempos muy remo- 
tos se hallaba aquel pueblo en la quieta po- 
sesión de su territorio jurisdiccional ó muni- 
cipal en toda la extensión que en ia actuali- 
dad tenia, ó sea hasta el barranco llamado 
de la Fullola por la parte que confina con el 
término de Tortosa.» 

Considerando que este aserto de los refe- 


ridos testigos y peritos resulta hasta cierto 
punto comprobado por la pregunta 12 del 
interrogatorio del Ayuntamiento de Tortosa. 
donde este consigna que lejos de haber poseí- 
do pacificamente el pueblo de Perelló el ter- 
reno qué pretende (además del que consta 
por su carta-puebla) se ha opuesto aquella 
ciudad «desde tiempo inmemorial á su pre- 
tendida posesión con hechos positivos;» don- 
de se ve reconocida Ja posesión de Perelló, 
bien que negando haya sido pacífica: 

Considerando que los 14 testigos del Ayun- 
tamiento de Tortosa que contestan la men- 
cionada pregunta , repreguntados acerca de 
ella , se limitan á decir sobre la cualidad de 
pacífica de la posesión alegada y probada 
por el Ayuntamiento de Perdió, que este 
pueblo y ia ciudad de Tortosa han sostenido 
varias cuestiones sobre desmontes, entradas 
de ganados y otros usos en los mencionados 
términos, pero que no recordaban los plei- 
tos ni las épocas ; lo cual deja en toda su 
fuerza la prueba suministrada por el Ayun- 
tamiento de Perelló; 

Conformándome con lo consultado por la 
Sala de lo contencioso del Consejo de Esta- 
do etc., vengo en desestimar la nulidad de 
la sentencia apelada; y revocándola, en de- 
clarar que, salvas las facultades legales de 
mi Gobierno, el pueblo de Perelló debe con- 
tinuar en la posesión del terreno á que se' re- 
fiero la demanda y que le disputa el Ayun- 
tamiento de Tortosa; reservando á este el 
derecho que entienda tener á la propiedad 
de dicho terreno para que use de é! dóndé y 
cómo corresponda.» { Gac . 13 julio.) 

Decisión de 7 febrero de 1867, 

Irresponsabilidad de los Alcaldes por 
las medidas protectoras de la propiedad 
municipal.— Se confirma la negativa del 
Gobernador de la provincia de Granada 
al juez de Guadix para procesar al Al- 
calde y Ayuntamiento de Aldeire , en 
18G0, por haber acordado que en un 
terreno que D. Ramón Loyzaga vecino 
de dicho pueblo consideraba de su pro- 
piedad , y qhe después le fue declarado 
á su favor por los Tribunales, quedase 
franco para que sirviese de vereda y 
apacentadero de ganados, acuerdo que 
río suspendió la superioridad y que pro- 
dujo la entrada de los vecinos en el re- 
ferido terreno talando las mieses y des- 
truyendo el arbolado. El Gobernador y 
lo mismo el Gobierno habían denegado 
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antes la autorización concediendo ai Al- 
caide autorización para litigar, porque 
había que ventilar la cuestión previa de 
propiedad , de cuyo resultado dependía 
fa calificación del acuerdo del Ayunta- 
miento; y como después de seguido el 
pleito y declarada la propiedad á favor 
de Loyzaga insistió este en el procesa- 
miento de dicha corporación se deniega 
de nuevo la autorización por el R. D, de 
7 de febrero con vista del párrafo 2.° 
art. 74 y del 80 de la ley de 8 de enero 
de 1845 y de los 47o y 476 del Código 
penal que castigan á los autores de dañas: 

«Considerando: 

1. ° Que así el Alcalde como el Ayunta- 
miento de Aldeire, en los acuerdos que res- 
pectivamente adoptaron, se propusieron evi- 
dentemente mantener al pueblo en la pro- 
piedad y posesión en que entendían estuvo 
siempre, y en que era su deber mantenerle 
de terrenos adquiridos por título oneroso, y 
que creían usurpados por D. Ramón Loy- 
zaga: 

2. ° Que estos acuerdos fueron adoptados 
en virtud de las disposiciones de la ley mu- 
nicipal citada, prévia instrucción de expe- 
diente, citación y audiencia del interesado, y 
conocimiento de la autoridad superior de la 
provincia, todo lo que hace imposible la ca- 
lificación de delito de daño que el juez ha 
estimado precedente: 

3. ° Que la circunstancia de haber obte- 
nido el Alcalde de Aldeire la autorización del 
Gobernador para litigar con Loyzaga sobre la 
propiedad de los terrenos en cuestión prueba 
que cuando tuvo lugar el hecho que ha mo- 
tivado esta querella el Ayuntamiento tenía 
fundamentos para suponer' que eran del pue- 
blo, por lo cual no pueden tener aplicación 
al easo presente los citados artículos del Có- 
digo.» (Gao. 10 de febrero.) 

DESOBEDIENCIA A LA AUTORIDAD. El 

acto de desobedecer á la autoridad ó á 
sus agentes, puede ser ó un delito ó una 
simple falta, según la gravedad y cir- 
cunstancias de la desobediencia. Se con- 
sidera como delito en los casos de los 
arts. 285 al' 287 y aun en el del 288 del 
Código penal. Se castiga como falta en 
el caso del núm. 3.° del art. 494. — Véase 
Autoridad: Código penal : Desacato etc. 

DESÓRDENES PÚBLICOS.— V. Orden pú- 
blico. 


DESPOBLACION. — V. Población y en el 
artículo Baldíos la nota de la pág. 539. 

DESPOJO. (Interdicto de). Hablan 
de este interdicto los arts. 691 á 693 y 
724 al 737 de la Ley de Enjuicimiento 
civil, á donde remitimos al lector, así 
como á los artículos Interdicto, Pose- 
sión y Usurpación. 

DESPOSORIOS- Promesa que el hom- 
bre y mujer se hacen mutuamente de 
contraer matrimonio. — V. Esponsales. 
Matrimonio. 

DESTIERRO. Una de las penas con 

que se castigan ciertos delitos, sobre lo 
cual, pueden consultarse los arts. 24, 
58 y 109 del Código penal. 

DETENCION ILEGAL. Véanse los ar- 
tículos Arresto y Prisión. Aquí solo va- 
mos á decir que la detención ilegal es 
uno de los delitos que se castigan por 
e! Código penal en los arts. 405 al 407 
y 413 del mismo. Hé aquí algunos casos 
de jurisprudencia. 

Decisión de 8 junio de 1866, 

Es ilegal la detención que ejecuta un 
Alcalde sin instruir diligencia ni cele- 
brar en su caso juicio de faltas , y no es 
necesaria autorización para proceder 
contra él. — El Alcalde de Munguía im- 
puso una multa á unos músicos por ha- 
ber dado una serenata sin su autoriza- 
ción, y habiéndose negado el director á 
pagar lo que le correspondía, fué deteni- 
do, según expuso aquel para evitar el 
desorden, sin instruir sumaria ni j.uicio 
de faltas. Solicitó e! Juzgado autorización 
para procesar al Alcalde, y fué negada 
por el Gobernador, fundándose con el 
Consejo provincial en que el Alcalde or- 
denó la detención en virtud de las atri- 
buciones administrativas que le conce- 
den las leyes municipales, y mas espe- 
cialmente los arts. 73 y 75 de la ley de 8 
de enero de 1845, y la disposición 4. a 
del R. D. de 18 de mayo de 1853, y en 
que el Alcalde no tenia obligación de 
instruir sumaria ni formalizar diligen- 
cias. E! Consejo de Estado declara inne- 
cesaria la autorización por R. D. de 8 de 
junio, con vista del art, 295 del Código 
penal, 
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«Considerando: l.* Que el hééhtf qtfe' 
causó la detención del director de la músiéa 
podia constituir un delito ó falta, por cuyo 
motivo procedia la formación de causa ó la 
celebración de juicio de faltas 
2,° Que el Alcalde de Munguía, según 
declaración del mismo ante el Juzgado de 

E rimera instancia, tomó la determinación gu> 
ernativa de detener al director para sofocar 
. el desórden promovido con motivo de su ne- 
gativa á pagar la multa: 

Y 3. a Que por el hecho de haberle dete- 
nido sin formar las oportunas diligencias, há 
lugar á entender que obró en el ejercicio de 
sus facultades judiciales , aunque abusando 
de ellas, y que en tal concepto no puede al- 
canzarle la garantía de la previa autoriza- 
ción.» (Gac. 22 junio.) 

Decisión de 3 febrero de 1864. 

La detención de personas que un cela- 
dor ejecuta en virtud de mandatos supe- 
riores y dando cuenta á la respectiva au- 
toridad del cumplimiento de su cargo, no 
constituye responsabilidad criminal . — 
Instruida sumaria por el Juez de primera 
instancia del distrito del Hospital de esta 
Corte, contra D. Florentino Domínguez, 
celador de policía que fue en 1852 en el 
distrito de Chamberí, á consecuencia de 
la querella contra él interpuesta por don 
Florencio Daban , por suponerle reo da 
detención arbitraria cometida en la per- 
sona de este el dia 11 de julio de 1852, y 
solicitados del Gobernador y alcaide de 
de la cárcel los antecedentes del hecho 
que motiva este proceso, y tomada decla- 
ración al Domínguez de lo ocurrido, el 
promotor fiscal emitió su dictamen, pi- 
diendo contra el celador Domínguez la 
pena del art. 297 del Código penal , y 
- contra el alcaide las señaladas en el 296 
y 297 del mismo. Mas el Juzgado diri- 
gió el proceso tan solo contra el prime- 
ro, y solicitada autorización del Gober- 
nador para continuar, le fue denegada, 
fundándose en que según constaba del 
libro del registro de polieía , Daban ha- 
bia sido puesto preso el 8 de junio del 52 
por quimerista con escándalo* que el 29 
del mismo mes se le habia expedido pa- 
saporte para Cádiz, y que por fin cons- 
taba que el li de julio habia sido arres- 
tado. Elevado á la superioridad el expe- 


diente, el Co’Tfíejb- de Estado, con vfetd 
de los arts. 295 y 8.° del Código penal, 
confirmó la negativa en estos términos! 

((Considerando que no se ha redargüido 
de falso el documento que el celador Domín- 
guez ha presentado para exculpar su mane- 
ra de proceder en el caso por que se le 
acusa: 

Considerando que no puede menos de arl- ' 
mitirse como auténtico y fehaciente lo que 
expresa el certificado expedido en 5 de se- 
tiembre último por el Gobernador de la pro- 
vincia : 

Considerando que por estos documentos 
se comprueba que el celador D. Florentino 
Domínguez llevó á efecto la detención de Da- 
ban en virtud de una orden de la superiori- 
dad, y que el mismo dia en que lo cumpli- 
mentó lo puso en conocimiento del Gober- 
nador de la provincia: 

Considerando, por lo mismo, que Domín- 
guez, al proceder de la manera que lo hizo, 
fué en exacta obediencia á los mandatos de 
sus superiores, dando oportunamente aviso 
de la manera con que los ejecutó: 

Conformándome con lo informado por la 
Sección de Estado y Gracia y Justicia del 
Consejo de Estado, vengo en confirmar la 
negativa del Gobernador.» (Gac. del 29.) 

Decisión de 20 marzcfde 1866. 

No es necesaria autorización para pro- 
ceder contra un Alcalde por detención 
arbitraria , porque administrativamente 
no puede imponerse la pena de deten- 
ción. — El Alcalde de Romanos en 1861, 
puso arrestado y detuvo durante ocho 
dias á un vecino llamado Jorge Obenza 
por una disputa que promovió con otro 
sugeto del pueblo estando ambos en una 
fragua. Instruidas diligencias por el Juz- 
gado de primera instancia de Daroca en 
virtud del hecho expresado, que denun- 
ció el detenido Obenza, apareció que la 
detención habia sido impuesta como 
pena personal sin forma alguna de jui- 
cio, y sin extender tampoco acia guber- 
nativa; por lo cual el juez, de conformi- 
dad con lo expuesto por el promotor 
fiscal, estimando que el arbitrario arres- 
to indicado excluía al Alcalde de la ga- 
rantía de la previa autorización, parti- 
cipó al Gobernador que estaba proce- 
diendo contra el mismo. Este requirió 
'i! Juzgado para que, con suspensión de 
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todo procedimiento, solicitase aquel re- 
quisito indispensable á juicio del Con- 
sejo provincial para continuar la causa 
por creer que solo administrativamente 
pudo dicho Alcalde imponer la referida 
pena de arresto. Confirmó la Audiencia 
territorial el auto en que el juez declaró 
no ser necesario la prévia autorización, 
é insistió también el Gobernador en su 
opinión contraria ; pero á consulta del 
Consejo de Estado se decide por Real 
decreto de 20 de marzo no ser necesaria 
la autorización, con vista del art. 10, 
párr. 8.° ue la ley de 2o de setiembre de 
1863: 

«Considerando que está probado en este 
expediente que el Alcalde de Romanos don 
Jerónimo Forcé detuvo por espacio de ocho 
dias al vecino Jorge Obenza , y que esto lo 
verificó sin instruir diligencia alguna, y sin 
que tampoco concurriese la excepción con- 
tenida en el artículo citado de la ley de Go- 
biernos de provincia.» ( Gac . 18 abril.) 

Decisión de 17 junio de 1866. 

No se exceden los serenos conducien- 
do ante la autoridad d las personas que 
dan escándalo ; pero si causan lesiones , 
las circunstancias serán las que deter- 
minen en su caso la irresposabilidad . — 
Autorización solicitada por el juez de 
primera instancia de San Román (Sevi- 
lla) para procesar á los serenos Manuel 
Fernandez, Cayetano Cordero y Anto- 
nio Félix como autores de los delitos de 
detención arbitraria y lesiones á Juan 
Hospitales, vecino de’ Sevilla, que con 
motivo de maltratamiento á una mujer 
con quien vivía en la noche del 3 de fe- 
hrero fué conducido ante la autoridad, 
causándole entonces algunas lesiones, 
según el dicho de Hospitales, y causán- 
doselas él en sus caídas, según los se- 
renos. El Consejo de Estado por su de- 
cisión de 17 de junio confirma en parte 
la negativa del Gobernador, y en parte 
la revoca, en los términos siguientes: 

«visto el pár. 2.° de la regla 27 de la ley 
provisional papa la aplicación del Código pe- 
nal, que disponer que los jueces v Tribuna- 
les y las autoridades y sus agentes están 
obligados á detener ó mandar detener á las 
personas que según fundados indicios sean 


responsables de faltas , si fuesen descono- 
cidas: 

Visto el art. 343 del Código penal , que 
castiga como reo de lesiones graves al que 
hiriere, golpease ó maltratase de obra á otro: 

Considerando : 

í.° Qué los sereüos debian evitar el es- 
cándalo promovido por Hospitales , sin que 
estuviera en sus atribuciones calificar el he- 
cho de delito ó falta , por cuya razón cum- 
plieron con su deber al tratar de conducirle 
á disposición de la autoridad competente: 

2.® Que de Jas diligencias practicadas 
hasta ahora no aparece que, respecto de las 
lesiones que los serenos causaron á Hospi- 
tales , concurran circunstancias capaces de 
eximirles de responsabilidad; 

Vengo en confirmar la negativa del Go- 
bernador con respecto a la detención arbi- 
traria y conceder la autorización solicitada 
por las lesiones.» (Gac. 2 julio.) 

Otra decisión de 13 julio de 1866. 

Expediente de autorización para pro- 
cesar ai Alcalde de Zubia. Con vista de 
la regla de la ley provisional , según la 
cual los Alcaldes y sus tenienles en sus 
respectivas demarcaciones, conocerán 
en juicio verbal de las faltas de que tra- 
tra el lib. ÍII del Código penal, se de- r 
clara innecesaria: 

«Considerando que resulta probado en 
este expediente que el Alcalde que fué de 
la Zubia I). Luis Fernandez Cortacero detu- 
vo á distintas personas por diverso espacio 
de tiempo en la cárcel pública, sin que para 
ello practicase diligencia ni celebrase juicio 
alguno, contra lo expresamente dispuesto en 
el artículo que se acaba de citar, por cuya 
razón no la alcanza la garantía de la prévia 
autorización.» (Gac. 26 julio.) 

Decisión de 7 enero de 1867. 

Allanamiento demorada y detención 
arbitraria.-. — Con vista de los arts, 295 y 
299 del Código penal, se confirma la 
negativa del Gobernador de Cádiz para 
procesar á D. José María Varella, ins- 
pector de vigilancia , por el delito de 
allanamiento de morada, y se concede 
por el de detención arbitraria. 

«Considerando en cuanto al primero de 
los delitos que se suponen cometidos por el 
inspector, ó sea el de allanamiento de mora- 
da, que esto supone siempre que se contra- 
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ríala voluntad del morador, y además que 
se falta abiertamente á la ley, y ninguna de 
estas circunstancias concurren en el hecho 
de haber entrado el inspector en la casa en 
cuestión, puesto que fue desde luego autori- 
zado á entrar por la persona que la habita- 
ba, y esto lo hizo para desempeñar los debe- 
res de su cargo: 

Y considerando, con respecto al segundo 
de los delitos que se le imputan, ó sea el de 
la detención arbitraria, que de lo actuado en 
este expediente se desprenden motivos fun- 
dados para presumir que puede haberle co- 
metido , toda vez que en el testimonio no se 
prueba que el detenido hubiese opuesto re- 
sistencia al inspector, ni tampoco que con su 
conducta hubiera producido escándalo que 
hiciere necesaria la detención.» ( Gac . 15 
enero,) 

DETENTACION. La tenencia ó pose- 
sión de una cosa eu nombre de otro. Es 
detentador el arrendatario, el deposita- 
rio, el comodatario etc. 

DEUDA. La obligación que tiene al- 
guna persona de pagar ó reintegrar á 
otra alguna cosa, en virtud de un con- 
trato, de un hecho , ó de disposición le- 
gal. — V. Acrkkdor , Acción Civil, etc. 
Contrato, Cuasi-conthato. Daños. Obli- 
gación. etc. Deuda y crédito son pala- 
bras correlativas. Es crédito la deuda ac- 
tiva ó la que se nos debe y tenemos de- 
recho á exigir. Es deuda propiamente 
dicha, ó deuda pasiva lo que debemos 
y estamos obligados á pagar. 

DEUDA PÚBLICA. El capital que el 
Estado debe en virtud de una obligación. 
Se llama exterior cuando el compromiso 
ha sido contraído con extranjeros, é in- 
terior cuando lo ha sido con los de la 
misma nación, ya sean particulares, com- 
pañías, bancos ó corporaciones. Esta 
última ha tenidG diversos nombres se- 
gún su procedencia. En el día todas se 
han refundido en las siguientes: 1. a Deu- 
da del Estado interior y exterior, que se 
divide en consolidada, diferida, amorti- 
zable de 11 a clase y amortizable de 2. a : 

2. a Deuda del Tesoro que se divide en 
Deuda del personal y del material: 

3. a Deuda flotante que también se llama 

del Tesoro. 1 

Asimismo es Deuda del Estado la 
que se conoce con el nombre de Acciones 


del canal de JEsabel II, Acciones de car- 
reteras, y Acciones de ferro-carriles. 

La Deuda consolidada es la que pro- 
duce una renta perpétua del 3 por 100 
que se paga por semestres vencidos pre- 
sentando el cupón correspondiente que 
vá unido al mismo título. 

La Deuda diferida es igual á la ante- 
rior, y se llama así porque su renta per- 
petua del 3 por 100 so halla diferida á 
cierta y determinada época, la cual solo 
produce una renta menor que gradual- 
mente se aumenta cada dos años hasta 
llegar á dicha fecha que se iguala á ia 
de la consolidada, y se cobra asimismo 
por semestres vencidos cortando y pre- 
sentando el cupón que va unido al título 
que representa el crédito. Estas dos cla- 
ses de Deuda que vendrán con el tiempo 
á ser una sola , son las que tienen mas 
valor porque producen un rédito fijo 
perpetuamente y están garantizadas con 
todos los bienes, rentas y derechos del 
Estado, que no las puede amortizar ó 
redimir ni ser obligado á pagar el capi- 
tal. Así es que cuanto mayor sea la ga- 
rantía del Gobierno, cuanto menor sea 
el rédito que ofrezca la inversión de los 
capitales en la agricultura, industria y 
comercio, mayor será el valor de los tí- 
tulos que representan la Deuda pública 
db esta ciase. 

Deuda amortizable es la que está des- 
tinada á la amortización, ó sea á su ex- 
tinción por medio de la compra que en 
publica licitación hace el Gobierno con 
los fondos destinados por la ley á este 
efecto. Como esta Deuda no produce in- 
terés, el capital que representan los tí- 
tulos de esta clase es un dinero muerto, 
corno vulgarmente se dice; por eso su 
valores poco, y mucho menos cuando 
los fondos' que se destinen á su amorti- 
zación son pequeños. Esta clase de pa- 
pel no es mas que una mercancía que 
fluctúa como los demás géneros de co- 
mercio que no producen interes. 

La Deuda del personal la constituye el 
saldo que de la líqnidacíon de haberes 
resultó á favor de los que sirvieron al 

Estado. 

Y Deuda del material, el impórte le 
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quido de los gastos suplidos á Dombre 
del Estado en los diferentes ramos de la 
Administración pública. Estas dos cla- 
ses de Deudas son también amortizables 
por compra que en pública licitación 
hace el Gobierno mensualmente con los 
fondos que la ley de presupuestos señala 
anualmente para este efecto. Su mayor 
ó menor estimación consiste en la mayor 
ó menor masa de papel que se pone en 
circulación y se presenta en la plaza, se- 
gún las circunstancias; pues como no 
produce interés está sujeta á las fluctua- 
ciones de los demás géneros de comercio. 

La Deuda flotante la constituyen el 
déficit que resulte del Tesoro por no 
haber bastado los ingresos del presu- 
puesto y las anticipaciones que el Teso- 
ro recibe para Henar las atenciones de! 
servicio. 

Las acciones del canal de Isabel II, 
las de carreteras y ferro-carriles, son otros 
tantos empréstitos que el Gobierno tomó 
para obras con destino á estos objetos, 
de los cuales tratamos ya en la palabra 
Acciones de empréstitos; por lo que aho- 
ra solo pondremos á continuación las 
disposiciones que hacen relación á todas 
las demás clases déla Deuda pública. 

R. D. de 16 febrero de 1836. 

Artículo 1 .° Se procederá inmediatamen- 
te á una liquidación general de todos los 
créditos que por título legítimo deban ser á 
cargo de la nación, y que hasta ahora no ha- 
yan sido presentados á examen y reconoci- 
miento. 

Art. 2.° Esta liquidación se confiará d 
una Junta compuesta de tres personas que 
me propondréis, de conocimientos probados 
y de honradez y actividad acreditadas. 

Art. 3.° La Junta de liquidación de la 
Deuda del Estado no solo entenderá exclu- 
sivamente en la de los créditos que se presen- 
taren en adelante, sino también en la de los 
que ya estuvieren presentados al tiempo de 
su instalación. 

Art. 4.° (Es sobre organización de las 
oficinas.) 

Art. 5.° La Junta tendrá todas las facul- 
tades necesarias para desempeñar su cargo 
sin trabas, entorpecimientos, ni consultas 
que no fueren exigidas por dudas extraordi- 
narias , y dedicará todo su celo y conatos á 
combinar la rapidez de la liquidación con 


el interés del Estado,, ffTbchirando que no se 
le grave con deudas de origen ilegitimo ó no. 
justificadas suficientéméhte. 

Art. 6.° El término perentorio y fetal 
para la presentación de Jos documentos de 
crédito, reclamaciones ó instancias respecto 
á los que radicaren en las oficinas, será has- 
ta el 3 í de diciembre de esté año. 

Art. 7.° Trascurrido este término, 'se 
considerarán y quedarán caducadas y extin- 
guidas para siempre todas las deudas coDtra 
el Estado, cuyos títulos ó documento^ no hu- 
bieren sido presentados en las oficinas de li- 
quidación. 

Tendréislo entendido etc. — En el Pardo á 
16 de febrero de 1836. — (CL. t. 21 p. 74.) 


Ley de 26-28 junio de 1837. 

«Doña Isabel II etc. 

Artículo l.° No se concede ya mas pró- 
roga para admisión á liquidación de créditos 
contra el Estado. 

Art. 2.° Entiéndanse sin embargo admi- 
tidos á liquidación los documentos presenta- 
dos en las oficinas de provincia eü tiempo 
hábil , aun cuando por demora en dichas 
oficinas, ó por estorbarlo las escursiones de 
los facciosos , no hubiesen sido remitidos á 
las de la Corte antes del 31 de diciembre de 
1836, siempre que resulte tomada ó debida- 
mente intervenida dicha presentación dentro 
del plazo que estaba señalado. 

Art. 3.° Se exceptúan de lo dispuesto 
en el art.. l.° únicamente aquellos créditos 
que correspondiendo á menores Ó corpora- 
ciones, se hallen además en poder de los pri- 
mitivos poseedores, sin que haya habido ce- 
sión ó endoso alguno de ellos, y que sean 
de fecha posterior al año de 1808, ó sea la 
época de 3a guerra de la independencia: los 
de igual pertenencia y con los mismos requi- 
sitos procedentes de las rentas de capella- 
nías, fundaciones y legados píos que se efec- 
tuaron con fecha posterior al año 1804, con 
tal que las corporaciones sean de las no ex- 
tinguidas, ó que no deban extinguirse; y los 
créditos procedentes de los ajustes que se 
hicieron por las Tesorerías de provincia en 
los años de 1823 y siguientes, de los sueldos 
devengados ó mandados abonar hasta el 
corte de cuentas de 1828 á los oficiales del 
ejército que quedaron indefinidos en 1823 
Y *824. 

Art. 4.° Los créditos comprendidos en 
el artículo precedente pertenecientes á me- 
nores ó corporaciones, se presentarán á li- 
quidación en el término de dos meses desde 
la publicación del presente decreto, y los 
procedentes ds sueldos militares en igual 
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plazo, á tíontar desde que se haga saber en 
ía órden del ejército lo dispuesto en el mis- 
mo decreto. 

Art, 5.° Luego que los créditos de esta 
especie, únicos que se admiten á liquida- 
ción, sean reconocidos y liquidados por las 
oficinas del Gobierno, se remitirán á las Cor- 
tes, ó una relación circunstanciada que sea 
bastante á formar juicio exacto de su conte- 
nido, para su aprobación definitiva.» — Por 
lo tanto mandamos etc.— En Palacio á 28 de 
junio de 1837. {CL. i. 22, p. 354.) 

R. D. de 7 enero de 1848. 

Presentación de créditos para su reconocimiento. 

(Hac.) «Atendiendo á las razones que 
me ha expuesto el Sr. Ministro de Hacienda 
respecto á la necesidad de conocer el impor- 
te de toda la Deuda á cargo del Tesoro que ; 
no proceda de haberes , y resulte pendiente 
desde l.° de mayo de 1828 en que se esta- 
bleció el sistema de presupuestos, hasta fines 
del ano último, con objeto de proveer á los 
medios de su satisfacción de la manera que 
lo permitan las demás obligaciones del Esta- 
do; y considerando lo que asimismo me ha 
manifestado sobre la conveniencia de adoptar 
una medida encaminada á contener las fre- 
cuentes falsificaciones que de algunos docu- 
mentos de la referida Deuda se hacen con 
gran detrimento délos interés públicos, ven- 
go en mandar de conformidad con el parecer 
de mi Consejo de Ministros, lo siguiente: 

Artículo l.° Los tenedores de créditos 
no precedentes de haberes que se hallen re- 
presentados por libranzas, cartas de pago y 
otros documentos expedidos por cuenta y á 
cargo del Tesoro público desde 1 ,° de mayo 
de 1828 hasta 31 de diciembre de 1847 por 
las oficinas y dependencias del Estado civiles 
ó militares autorizadas para ello, deberán 
presentarlos á su examen y reconocimiento 
en el preciso término de dos meses contados 
desde la publicación de este mi Rea! decreto 
en la Gaceta del Gobierno. \ 

Art. 2.° Esta presentación se verificará^ 
en Madrid en la Dirección general de) Tesoro ■ 
y en las provincias en las respectivas Inten- 
dencias por medio de dobles carpetas expre- 
sivas de la numeración, fecha é importe de 
los créditos. 

De las expresadas carpetas se devolverá en 
.. el acto una á los interesados autorizada com- 
petentemente para su resguardo.» 

■4 ■ i I I - a ''■•'■ii i 

Ley de 20 febrero de 1830. 

Esta ley determina lo que constituye la 


Hacienda publiéa, y fija las bases relativas á 
la contabilidad de la misma. Se hallará en 
Hacienda púbiuca donde pueden consultarse 
los arts. 18, 36, 43 y otros que se citan en 
algunas disposiciones que se insertan á con- 
tinuación. 

R. D. de 22 febrero de 1850. 

So manda iacer una liquidación gonoral do los cré- 
ditos contra el Tesoro. 

(Hac.) «En vista de lo que me ha ex- 
puesto el Ministro de Hacienda, de acuerd 0 
con mi Consejo de Ministros, vengo en de- 
cretar lo siguiente: 

Artículo l.° Para conocer el importe de 
los créditos contra el Tesoro se procederá á 
verificar uno liquidación general que abrace 
los de Ja época desde l.° de mayo de 1828 
Insta fin de diciembre de 1849. 

Art. 2.° Se comprenderán en dicha liqui- 
dación todos los créditos á favor de particu- 
lares , procedentes de servicios ú obligacio- 
nes del material, de haberes del personal 
activo y pasivo, y de derechos caducados, y 
cualesquiera otros devengados en el trascur- 
so de dichos anos, figurando de consiguien- 
te en ella los créditos por alcabalas, depósi- 
y partícipes de cuyos fondos haya hecho uso 
el Tesoro; por saldos de arrendamientos de 
rentas públicas, de cuentas de empleados, 
anticipaciones de fondos y atrasos del clero, 
y por indemnizaciones de daños y perjuicios 
causados durante la guerra civil, ele que tra- 
ta la ley de 9 de abril de 1842 (1). 

Art. 3.° No formarán parte de la liquida- 
ción prevenida en ios artículos anteriores, y 
quedarán por tanto excluidos de ella. 

1. ° Los créditos por servicios que, aun- 
que autorizados en sus épocas respectivas, 
no se hubieren llevado á efecto, ó no reco- 
nozcan otro acreedor á su importe que el 
Estado. 

2. ° Los procedentes de obligaciones que, 
aunque autorizadas también , no se hubieren 
legítimamente devengado. 

3. ° Las obligaciones del material de 1849 
que deben satisfacerse en este año; con arre- 
glo al presupuesto para él vigente. 

4. ° La cantidad que en virtud de dere- 
chos ya caducados y por haberes devengados 
con anterioridad al 31 de diciembre de 1849 
se halla comprendida en el presupuesto del 
año corriente y debe satisfacerse en el mismo, 

5. ° Y por último, la Deuda á favor del 
Banco Español de San Fernando , que se li- 
quidará por separado , según está dispuesto 

(f) V. DaSos causados' POR LO= FAGC1050»v 


/ 


316 DEUDA PUBLICA. 


en ios arts. 8.° y 9.° del R. D. de 7 de di- 
ciembre último. 

Art. 4.° La Contaduría general del Rei- 
no liará la liquidación de todos los créditos 
que procedan de los ramos y servicios de 
Hacienda, ó de que este Ministerio haya es- 
tado directamente encargado. 

La respectiva á Jos créditos de los ramos ó 
servicios correspondientes á los demás Mi- 
nisterios se ejecutará por las contabilidades 
especiales de cada uno de ellos ? remitiendo 
estas liquidaciones, después de formadas, al 
de Hacienda. 

En su consecuencia se pasarán á dichas 
dependencias de contabilidad todos los ante- 
ceden tes y datos que les fuere preciso reunir 
y que sus jefes reclamarán de las que deban 
facilitárselos. 

Art. 5. n Los créditos correspondientes al 
material se liquidarán con separación de los 
del personal ó que proceden de haberes. 

Los del material se distinguirán por clases 
y procedencias, y por años los de. una mis- 
ma clase. 

Art. 6.° El Ministro de Hacienda después 
de reunir las liquidaciones de todos los cré- 
ditos contra el Tesoro, las pasará á una Jun- 
ta que entonces se constituirá, para que se 
ocupe con toda urgencia: 

1. ” En examinar y calificar los créditos 
que resuden de las liquidaciones de que ae 
lia hecho mérito. 

2. ° En proponer las medidas que conven- 
ga adoptar para asegurarse de la exactitud de 
las liquidaciones individuales en que se fun- 
de el importe de los créditos que aparezcan. 

3. ° Y finalmente, en acordar, formular 
y presentar al -Gobierno el plan ó proyectos 
que juzgue mas convenientes y realizables 
para el arreglo y pago de estos créditos, ha- 
bida consideración á la naturaleza de cada 
uno de ellos y á su diversa índole y circuns- 
tancias. 

Art. 7.° En vista del resultado que ofrez- 
can los trabajos que presente la Junta, el 
Gobierno adoptará las disposiciones que se 
hallen dentro de sus facultades, y respecto 
de las que deban ser objeto de ley propondrá 
á las Cortes el proyecto que crea mas con- 
veniente. — Dado en Palacio á 22 de febrero 
de 1850. (CL. t. 49, p. 429.) 

R. O. 29 junio de 1850. 

Nuevo plazo para presentación de créditos etc. 

Se fijó un nuevo plazo de otros dos meses 
para el cumplimiento de lo dispuesto en el 
R. D. de 7 de enero de 1848, mandando á la 
vez que se admitiesen también á examen y 
reconocimiento los créditos representados 


por iguales documentos, expedidos por las 
oficinas públicas después del plazo que fijó el 
citado decreto, y que se refieran á servi- 
cios realizados desde l.° de mayo de 1828 
hasta 31 de diciembre de 1849. También se 
mandó que en las carpetas se expresase 
además de la numeración, fecha é impor- 
te de los documentos, las oficinas que los 
expidieron , el nombre del tenedor y la fecha 
del último endoso ; y que el firmante de las 
carpetas pusiese también la media firmaen los 
documentos para justificación de su identidad. 

Ley de 1 agosto de 1851. 

Estableciendo el arreglo de la Deuda del Estado. 

(Hac.) «Doña Isabel IT etc., sabed que 
las Cortes han decretado y Nos sancionado lo 
siguiente: 

Art.. 1.® La Deuda pública de España se 
dividirá en renta perpétua del 3 por 100 y 
Deuda amortizable. 

Art. 2.° La renta perpétua del 3 por 100 
se dividirá en consolidada y diferida. Forma- 
rá la consolidada la existente en la actuali- 
dad, así interior como exterior. 

Formarán la diferida: l.° El capital nomi- 
nal de la Deuda consolidada del 5 por 100 
interior y exterior. 2.° El de la Deuda- conso- 
lidada del 4 por 100, reducido antes á sus 
cuatro quintas partes. Y 3.° El de los intere- 
ses de estas mismas Deudas vencidos y no 
satisfechos hasta 30 de junio de 1851, prévia 
su reducción á la mitad. 

Art. S.' 1 La Deuda amortizable se dividirá 
en dos ciases. La primera comprenderá: 

1. ° Los capitales de la corriente á papel. 

2. ° Los capitales de la Deuda provisional que 
por esta ley no se consideran en otra cate- 
goría. Y 3.° Los vales no consolidados. La 
segunda comprenderá : las Deudas llamadas 
sin interés pasiva y diferida de 1831. 

Art. 4.° Los documentos de la antigua 
Deuda extranjera que estando comprendidos 
en la ley de 16 de noviembre de 1834 no lle- 
garon á convertirse por no haberse presen- 
tado en los plazos fijados por aquella ley, se 
eonsñíerarán convertidos para todos los efec- 
tos de esta á razón de dos tercios del capital 
representativo en Deuda consolidada de 5 por 
100, y de un tercio en pasiva, observándose 
lo que dicha ley previene respecto de! abono 
de intereses. 

Art. 5.° También se considerarán con- 
vertidos para las efectos de esta ley po; el 
todo de su capital nominal en títulos de la 
Deuda consolidada del 5 por 100, Jas Deudas 
liquidadas y por liquidar conocidas bajo los 
títulos de caudales venidos de América, de- 
pósitos, fianzas, buques negreros, edificios 
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ocupados , tabacos y sales también ocupadas 
en 1823 , y presas inglesas. 

Art. 6.° Los créditos liquidados y qúe se 
liquiden procedentes de los daños cuya' re- 
paración fué objeto de la ley de 9 de abril de 
1842, se considerarán convertidos en títulos 
de la Deuda del 5 por 100 á los acreedores 
originarios ó sus herederos, y en Deuda del 
4 por 100 á los que los posean por cesión, 
venta ó traspaso. 

La liquidación y reconocimiento de los cré- 
ditos de- esta clase que se hubiere reclamado 
en tiempo hábil, se hará por la Junta direc- 
tiva de la Deuda pública con aprobación del 
Gobierno oyendo al Consejo Real. 

Art. 7.° Los créditos pendientes de liqui- 
dación y que hubieren sido presentados en 
tiempo hábil se considerarán de abono en 
las mismas clases de papel á que tengan de- 
recho, con arreglo á las disposiciones vigen- : 
tes, pasando desde luego á la categoría que 
les corresponda según la presente ley. 

Art. 8.° La nueva renta perpétua diferi- 
da del 3 por i 00 que debe crearse á virtud 
de esta ley empezará á devengar interés des- 
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de l.° de julio del presente año de 1851, 
si fuesen presentados á conversión antes del 
l.° de enero de 1852 los documentos que 
hayan de producirla. Los que se presenta- 
ren con posterioridad, solo tendrán dere- 
cho á los intereses desde el semestre si- 
guiente á aquel en que se verique la pre- 
sentación. 

Será representada por títulos al portador 
de 4.000, 12.000, 24.000 y 48.000 reales, 
cuyos cupones demuestren el aumento pro- 
gresivo de los intereses hasta su completa 
consolidación, 

Art. 9.° La renta perpétua diferida de- 
vengara el interés de 1 por 100 en los cua- 
tro primeros años, y 1 i / K en ios dos años 
inmediatos , y así sucesivamente á razón 
de Vi mas de dos en dos años hasta el dé- 
cimo nono en que se completará el 3 por 
1 00, y tendrá definitivamente el carácter de 
consolidada. 

Art. 10. En los presupuestos de dichos 
diez y nueve años, se destinarán al pago de 
los intereses de la Deuda diferida las canti- 
dades siguientes: 


AÑOS. 


1851 Segundo semestre , . 

l H O 2 . .....■■fj ■ ■ ■ . ..... I LIJ LL. 

1853 . * 

1854 

1S35 1 Primer semestre 

(Segundo semestre. .... .4 

1856 . L . ... .... ILLL.L.L. . . . I , 4 1 . 

i Primer semestre 

(Segundo semestre, . . r . , . 

1 858 r 444 g _ r 4 .. . . 

1859 P r ™ er semestre 

(Segundo semestre 

1860 

1861 ¡P r i íí t er semestre 

(Segundo semestre. 

1 862 ... rt».. ■ rrr.a, r......x+..i 

1863 (Primer semestre * . , , , . r r 

(Segundo semestre . 

1864 . . . 4. - , . . , * . . . . r . h . . 

1 865 (Primer semestre 

¡Segundo semestre. . 

1866 

1867 'Primer semestre . h . 

(Segundo semestre. 

1868 

1869 (Primer semestre. — .... + „ * , 

(Segundo semestre 

1870 Primer semestre . 


INTERÉS ANUAL 
DE ABONO. 


1 por 100 
i por \ 00 
1 por 100 
1 por 1 00 
1 por 1 00 
1 V 4 por too 
i V 4 por 10U 
1 y 4 por 100 
•1 y, por 100 
1 % por 100 
1 % por 100 
1 5 / 4 por 100 
, 1 % por 100 

1 y 4 por 1 00 
' 2 por 100 

2 por 100 
2 por 100 
2 y 4 por 100 
2 Vi por 100 

! 2 V 4 por. 100 
! 2 y 2 por 100 
i 2 V a por 100 
! 2 y, por 100 
2 3 / 4 por 100 
2 3 / 4 por 100 

2 % por 100 

3 por 100 
3 por 100 


REALES VELLON. 

PARCIAL. TOTAL. 


áfi.'óóó.óóói 

32.000. 000j 

ÓÓO-OOOi 

38. 000. 000 ( 

38 . 000 . 000 1 

44.000. 000f 

4 í. ¿00. 0001 

50.000. 0001 

’ 50. 000. 000) 

57. 000. 000 ■; 

'57.000! 000, 

63. 000. 000 í 

63 .000 ."ÓÓ5 ' 

69.090.000, 


69.000.000) 

76.000.0001 


27 . 000 . 000 

52.000. 000 
52.000.000 

52.000. 000 

58.000. 000 

64.000. 000 

70.000. 000 

76.000. 000 
82.000.000 
88.000.000 
94.000.000 

100.000.000 

107.000. 000 

114.000. 000 

120.000. 000 
126.000.000 

132.000. 060 

138.000. 000 

145.000. 000 
76.000.000 
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Art. 11. Sí por no presentarse á la con- 
versión en Deuda diferida alguno dejos cré- 
ditos llamadoSfcpor la ley al goce de este de- 
recho, ó á consecuencia'de alguna otra causa, 
resultare sobrante en la cantidad designada 
en el artículo anterior para el pago de inte- 
reses, se aplicará á la amortización de dicha 
Deuda diferida. 

Esta operación se verificará cada seis me- 
ses y durante los diez y nueve años á que se 
refiere. 

Cumplido dicho plazo se comprenderá en 
los presupuestos sucesivos la cantidad á que 
asciendan los intereses, y se fijará la que ha- 
ya de destinarse entonces á la amortización. 

Art. 12. Los títulos al porlado de renta 
perpetua consolidada de 3 por 100 serán con- 
vertibles, á voluntad de sus tenedores , en 
inscripciones nominativas; y así éstas como 
jos títulos al portador, podrán domiciliarse 
en cualquiera de las capitales de provincias 
del Reino, 6 en las plazas del extranjero que 
el Gobierno designe, para adquirir los posee- 
dores el derecho de cobrar en ellas los in- 
tereses. También podrán volver á convertir- 
se en títulos al portador las inscripciones no- 
minativas siempre que los interesados lo so- 
liciten. 

Un reglamento especial, para cuya forma- 
clon queda autorizado el Gobierno, determi- 
nará la forma y requisitos con que haya de 
procederse en estas operaciones. 

Art. 13, Todas las operaciones de con- 
versión á que ha de dar lugar esta ley, se 
reglamentarán por el Gobierno, excusando 
en la contabilidad toda fracción de real. 

Art. 14. Mensualmente se publicará en 
la Gaceta de Madrid un estado de las con- 
versiones verificadas en el mes anterior, con 
expresión de los números de los nuevos do- 
cumentos que se emitan , y otro estado de 
las amortizaciones verificadas con arreglo á 
los arts. 11 y 16 de la presente ley. 

Art. 15. Los capitales inscritos en el gran 
libro de la Deuda pública de España, no po- 
drán ser secuestrados por ningún concepto. 
Los extranjeros que los posean continuarán 
gozando sus intereses^ aun en los casos de 
guerra con la nación a que pertenezcan. 

Art. 16. LaDeuda amortizable no pasará 
á la clase de renta perpétua consolidada ó 
diferida, y se procederá desde luego á su 
amortización, destinándose al efecto: 

1. ° Todas las fincas, foros y derechos 
pertenecientes al Estado, como mostrencos, 
y los procedentes de tanteos y adjudicacio- 
nes por débitos. 

2. w Los realengos y baldíos, á cuya ena- 
jenación se procederá con las excepciones 


( 4 4#o&o 

y en la forma que se. éStabl^zcan en Una ley 
especial, para lo cuaf meterá el Gobierno 
á Jas Córtes el oportuijip proyecto en la pré- 
sente legislatura. 

3. ° El producto total de 20 por 100 con 
que se hallan gravados á favor del Estado 
los bienes pertenecientes á los propios de los 
pueblos. 

4. ° Doce millones de reales efectivos que 
se consignarán anualmente ep el presupues- 
to general de gastos del Estado desde l.° de 
julio de 1851 con destino á dicho’ Objeto. 

Art. 17. Las fincas comprendidas en el 
número 1 .° del art. 16, se venderán en pú- 
blica subasta á dinero efectivo, uaa décima 
parte al contado, y las nueve restantes por 
partes iguales en cada uno de los años su- 
cesivos. 

El producto del 20 por 100 con que se 
hallan gravados los propios, se entregará 
íntegro á la Junta directiva de la Deuda pú- 
blica, á contar desde l.° de julio del corrien- 
te año. 

Los doce millones de reales que se fijan en 
el núm. 4.° del art. 16, se entregarán en di- 
nero efectivo por la Dirección del Tesoro á 
la Junta directiva de la Deuda pública, por 
mensualidades iguales, el dia l.° de cada 
mes, á contar desde i.° de julio de 1651. 

Art. 18. Las cantidades asignadas por 
esta ley á la amortización de la Deuda amor- 
tizable se emplearán mensualmente era Ja 
compra de dicha deuda , destinándose la mi- 
tad á la de primera clase , y la otra mitad á 
la de segunda. 

ün reglamento especial que formará el 
Gobierno sobre las bases contenidas en esta 
ley, fijará las reglas á que han de sujetarse 
todas estas operaciones. 

Art. 19. El Gobierno procederá por me- 
dio de licitación pública á la adquisición de 
los documentos de la Deuda que hubiesen de 
amortizarse con arreglo á los arts. 11 y 46. 

Art. 20. La conversión , venta de fincas 
y compra á metálico de las diferentes clases 
de Deuda, se verificará bajo la inspección de 
la comisión permanente de diputados y se- 
nadores, establecida con arreglo al art. 43 de 
la ley de 20 de febrero de 1850, 

Art. 21. Para que el cuarto- arbitrio que 
señala el art. 16, con destino á la amortiza- 
ción de la Deuda amortizable sea efectivo, se 
pondrán á disposición de la Junta directiva 
todos los productos del fondo de equivalen- 
cias á metálico por residuos en los pagos- de 
fincas nacionales, y mensualmente pasará el 
Gobierno á la misma la cantidad J ue fu ere 
necesaria para completar un uiillou como 
parte de los doce Qprj'éspondientes á cada 
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ano. La Junta no permitirá aue por ninguna 
causa se distraigan aquellos fondos y valores 
de su especial y exclusivo objeto , quedando 
responsables todos Jos vocales que no justifi- 
quen su opinión contraria á cualquier acto 
<jue lleve consigo la violación de esta me- 

Art. 22. Las rentas vitalicias se pagarán 
en metálico y por semestres durante la vida 
de los posedores, incluyéndose al efecto en 
el presupuesto como carga del Tesoro. 

Art. 23. Serán objeto de una ley especial 
que el Gobierno someterá á la aprobación de 
las Cortes, la Deuda de Ultramar, los créditos 
procedentes de oficios enajenados, y cual- 
quiera otro cuyo reconocimiento esté en la 
actualidad en suspenso. 

Art. 24. Los compradores de bienes na- 
cionales podrán satisfacer el importe de los 
plazos correspondientes á las fincas que han 
sido ó sean vendidas con arreglo á las dispo- 
siciones vigentes en ia actualidad, en los 
nuevos documentos de crédito en que debe- 
rán convertirse los que se obligaron á entre- 
gar al otorgárseles las ventas. 

Art. 25. Todos los años se hará cargo el 
Gobierno, al presentar los presupuestos del 
estado de la Deuda pública; y cuando lo per- 
mita el resultado que ofrezcan aquellos, 
propondrá el aumento do arbitrios para la 
mas pronta extinción de la Deuda atnortiza- 
ble, y la aplicación de fondos que pueda ha- 
cerse á la amortización de la renta perpe- 
tua. — Por lo tanto mandamos etc. — Dado en 
Palacio á i.° de agosto de 18o!. (CL. t. 53, 
pág. 517.) 

R. O. de 2 agosto de 1851. 

Se encargó á la Junta directiva de la Deu- 
da del Estado la formación de los reglamen- 
tos é instrucciones para llevar á efecto y fa- 
cilitar el cumplimiento de la ley de 1 .° de 
agosto, comprendiendo en ella, entre otras 
disposiciones, las convenientes para que se 
terminen en las dependencias de la Deu- 
da los trabajos y operaciones de liquida- 
ción,' reconocimiento y conversión de to- 
dos los créditos relativos á la misma, re- 
servando á la Comisión permanente de sena- 
dores y diputados la inspección que con ar- 
reglo á la ley (1) le compete ejercer en estas 
operaciones. (CL. t. 53, p. 526.) 

Ley de 3 agosto de 1851. 

Mandando practicar una liquidación de la Deuda del 

Tesoro: determinando el modo de verificar gdl pago. 

(Hac.) Doña Isabel II etc. sabed : que las 

(1) V. Hacienda pública; art. 43 de la ley 
de ÍO de febrero de 1850. 


Córtes han decretado y Nos sancionado lo 
siguiente: 

«Artículo l.° Se procederá á una liqui- 
dación general de la Deuda del Tesoro, con- 
traída desde el 1 .° de mayo de 1828 hasta 31 
de diciembre de 1849 > y dividida en perso- 
nal y material. 

Art. 2.° Comprenderá la Deuda del per- 
sonal todos los débitos procedentes de suel- 
dos, pensiones y asignaciones personales, 
devengados en la época mencionada. 

Art. 3.° El pago de la Deuda del perso- 
nal se sujetará á Jo que se establezca en la 
ley anual de presupuestos, mientras que por 
una especial no se determine el medio de ex- 
tinguirla. 

Art. 4.° La Deuda del material abrazará 
todos los débitos comprendidos en la misma 
época que se hallen representados por li- 
branzas, cartas de pago ú otros documentos 
éxpedidos por cuenta y á cargo del Tesoro, 
ó que consten en las cuentas corrientes de 
las dependencias del Gobierno, y procedan 
de depósitos constituidos en las Cajas públi- 
cas, réditos de censos, consignaciones de 
cargas de justicia y derechos de partícipes, 
préstamos, anticipaciones de fondos y sumi- 
nistro de efectos , devoluciones que realizar 
de rentas y contribuciones, saldos de arren- 
damientos de rentas públicas y de finiquitos 
de cuentas de empleados, y en general de 
todo derecho á cobrar del Tesoro que no 
consista en sueldos ó asignaciones persona- 
les de los funcionarios y clases pasivas del 
Estado. 

Art. 5.° Los tenedores de créditos del 
material recibirán en pago billetes del Te- 
soro , á cuyo reintegro é intereses se desti- 
narán, por lo menos, 10 millones de reales 
en cada año , comprendiéndose en los pre- 
supuestos del Estado la cantidad correspon- 
diente. 

Art. 6.° Estos billetes gozarán el interés 
de 3 por 100 al año, cobrado por semestres. 

Si abono tendrá lugar desde l.° de julio 
de 1851 respecto de todos ios créditos legí- 
timos presentados ya en las dependencias 
públicas, y de aquellos que constan en las 
cuentas de las mismas, cuyos dueños care- 
cen de documentos que los representen. 

Los créditos no presentados todavía, y los 
que lo fueren en el término improrogable de 
cuatro meses contados desde la publicación 
de esta ley , devengarán el interés desde el 
semestre siguiente á la fecha de su presen- 
tación. 

No tendrán derecho á interés alguno los 
créditos que se presenten después de feneci- 
do este plazo; pero no perderán el que les 
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asista ai cobro de ios capitales, si la presea- 
tacion tuviere lugar antes de la época en que 
queden prescritos. 

Art. 7.° La amortización anual de los 
billetes de! Tesoro que se crean por la pre- 
sente ley , se liará por compra en licitación, 
siempre que el precio no exceda de la par, 
verificándose en otro caso por sorteo. 

El fondo de amortización se constituirá 
anualmente con el remanente de la consig- 
nación hedía en el presupuesto general, des- 
pués de satisfechos los intereses de los bille- 
tes no amortizados á la sazón. 

Antes de procederse á la compra ó af sor- 
teo anual de los billetes, se separará del fon- 
do de amortización, así constituido, Ja terce- 
ra parte, para que el Gobierno la destine al 
pago preferente de aquellos créditos, mien- 
tras los hubiere, y después no se hará nin- 
guna separación que, conservándose hoy eq 
mano de los primitivos acreedores, procedan 
de expropiaciones forzosas por causa de for- 
tificaciones mandadas ejecutar á los pueblos 
de órden del Gobierno durante la guerra ci- 
vil ó de servicios ejecutados á virtud de con- 
tratos celebrados con la Administración, y 
que además estén garantidas con valores re- 
cibidos del Estado ó hayan empezado á rea- 
lizar los cobros de reintegro. 

Art. 8.° Se concede á los acreedores por 
la Deuda del material la facultad de conso- 
lidar desde luego sus créditos á la par, eou- 
virtiéndolos en renta perpétua del 3 por 100. 

Los créditos que con arreglo al último 
párrafo del art. 6.° pierdan el derecho al 
abono de interés, no lo tendrán tampoco á la 
conversión . 

Art. 9.° El plazo que por ei art. 18 de 
la ley de 20 de lebrero de 1850 se fija para 
la prescripción de todo crédito cuyo recono- 
cimiento y liquidación no se haya solicitado 
con la presentación de sus documentos jus- 
tificativos, dentro de los cinco años siguien- 
tes á la conclusión del servicio de que pro- 
ceda, empezará á contarse desde la fecha 
del R. D, de 7 de enero de 1848 , que pre- 
vino la presentación respecto de todos los 
créditos procedentes de servicios entonces 
realizados; y en cuanto á los de época pos- 
terior, desde la fecha en que se hubieren 
concluido los servicios. Se declaran anulados 
los créditos no presentados en los plazos que 
con pena de prescripción se hubieren fijado 
por disposiciones anteriores á dicha ley. 

Art. 10. Se declara que son compensa- 
bles los créditos hasta fin de 1849, de que 
trata esta ley, con los débitos que de la mis- 
ma época resulten á favor del Tesoro, 

Art. 1 1 . Se autoriza al Gobierno para re- 


solver las dudas que ofrezca la inteligencia y 
el cumplimiento ae esta ley p eyendo prévia- 
mente al Consejo real en pleno, y dando pu- 
blicidad á las disposiciones que en su caso 
adoptare. — Por lo tanto mandamos ele.— 
Dado eu Palacio á 3 de agosto de 1851.» 
(CL. t. 53, p. 523.) 

Ley de 5 agosto de 1851, 

Dolermina las créditos quo constituyen la.Deuda flo- 
tante, y medios para su pago. 

(Hac.) *Doña Isabel II, etc.: sabed que las 
Cortes han decretado y Nos sancionado lo 
siguiente. 

Art. Constituirán la Deuda del Teso- 
ro, llamada flotante, el déficit que en el mis- 
mo resulte de no haber bastado ios ingresos 
á cubrir las obligaciones reconocidas eú el 
presupuesto , y ei que puedan ocasionar las 
anticipaciones de que el Tesoro tenga nece- 
sidad para llenar atenciones del servicio an- 
tes de que se realicen los ingresos á ellas 
destinados. 

Todos los años, en vista del déficit exis- 
tente y de los auxilios que podrá necesitar el 
Gobierno para llevar con regularidad el ser- 
vicio, se fijará en uno de los artículos de la 
ley de presupuestos, el máximum á que pue- 
da ascender la Deuda flotante durante el año. 

Art. 2.° Para aplazar su definitivo pago 
é irla extinguiendo, según lo permitan las 
rentas del'Estado, el Gobierno podrá valerse 
de los medios ordinarios del crédito, emitien- 
do billetes, descontando pagarés y negocian- 
do giros á los plazos que juzgue oportunos. 

En el presupuesto anual de gastos se con- 
cederán al Gobierno los créditos necesarios 
para subvenir á los quebrantos que estas 
operaciones ocasionen al Tesoro. 

Art. 3.° Los billetes, pagarés y giros del 
Tesoro, serán deuda preferente á cualquiera 
otra, eu los dias de los vencimientos ; á su 
pago se considerarán afectas, como especial- 
mente hipotecadas, todas las rentas públi- 
cas : serán protestables como las letras de 
cambio, y cuando se haya dado lugar al pro- 
testo, por causas que no sean suficientes y 
justificables, serán responsables ante el Go- 
bierno el funcionario ó funcionarios púbiicoá" 
encargados de los pagos respectivos. 

Será cargo especial del Ministerio de Ha- 
cienda y del Director del Tesoro público, 
proveer inmediatamente al completo reinte- 
gro de los tenedores de estos documentos 
protestados , cuyos tenedores disfrutarán 
además del derecho á la indemnización de 
todos ios perjuicios que la falta de pago haya 
pedido ocasionarles. 

Art. 4.° Se publicará en cada trimestre 
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por la Dirección del Tesoro un estado de 1 
importe de la Deuda flotante que se halle en 
circulación , y de las clases de documentos 
que la representen. 

Art. 5.° Decretos y reglamentos espe- 
ciales que formará y publicará el Gobierno 
determinarán las reglas y condiciones á que 
se han de ajustar en el uso de la autoriza- 
ción qne se le concede por esta ley. — Por lo 
tanto mandarnos etc. — Dado en Palacio á 5 
de agosto de 1851. ( CL . t. 53, p. 534.) 

R D. de 23 agosto de 1851 . 

Aprobando ni riiglaniento para la ejecución de la ley 
de 3 de agüslo. 

(Hau.) «Conformándome con lo que de 
acuerdo con el Consejo de Ministros me ha 
propuesto el de Hacienda , oido el Consejo 
Real, vengo en aprobar el siguiente’ 

Reglamento 

que comprende las disposiciones que se han de obser- 
var para ejecutar y llevar ¿ efecto la ley do 3 del ac- 
tual , relativa á la liquidación, reconocimiento y 
pago de la Deuda atrasada del Tesoro, procedente 
de servicios det material realizados y no satisfechos 
desde 1 u de mayo da 1828 hasta fia de diciembre 
de 1849. 

Artículo l.° Para que pueda ser liquida- 
da y reconocida la Deuda del material proce- 
dente de la época desde l.° de mayo de 
1828 hasta fin de diciembre de 1849, objeto 
de este reglamento , se justificará previa y 
competentemente el derecho que á su pago 
tengan adquiridos los créditos que deban 
reconocerse por servicios hechos y derechos 
devengados, con arreglo al art. 4.° de Ja ley. 

Art. 2.° Si resultare alguna clase de cré- 
ditos de dudoso derecho, no se reconocerán 
sin que préviamente recaiga uua expresa de- 
claración que los habilite. 

Art. 3.° Conforme á lo dispuesto en el 
art. 9.° de la ley, se considerará prescrito 
ya, y no tendrá derecho á reconocerse cual- 
quier crédito que por disposición expresa y 
anterior á la fecha det R. D. de 7 de enero 
de 1848 hubiere debido presentarse ó recla- 
marse, bajo pena de caducidad en su defec- 
to, y cuyos acreedores no lo hubieren veri- 
ficado én el plazo que al efecto se les se- 
ñalase. 

Los demás créditos que aunque compren- 
didos en llamamientos con plazo determina- 
do por parte de la Administración , no hu- 
bieren sido conminados con aquella pena, y 
procedan de atrasos hasta fin de 1847, no 
prescribirán hasta el dia 7 inclusive de ene- 
ro de 1853, como ni tampoco los de los años 
de 1848 y 1849 , hasta cumplir los cinco al 
Tomo V. 


efecto fijados, á contar desdo la fecha en que 
se hubieren concluido los servicios, ó debido 
liquidar los derechos de que procedan. 

Después de fenecidos estos respectivos 
plazos, no tendrá derecho a su pago ningún 
crédito de las épocas de que se trata. 

Art. 4.° Los acreedores que todavía no 
tengan presentados sus créditos en conse- 
cuencia de lo que se dispuso por los Reales 
decretos de 7 de enero de 1848 y 22 de le- 
brero de 1850, y la R. O. de 29 de .¡unió del 
mismo año, verificarán la presentación ó 
harán la reclamación antes del plazo de los 
Cuatro meses que señaia el párrafo 3." del 
artículo 6. 1 ' de la ley para tener derecho á 
gozar del interés del 3 por 100 anual del cré- 
dito qne le fuere reconocido ínterin no se 
amortice. 

Este plazo finalizará en 0 de diciembre de 
1851. 

Art. 5.° Los créditos que se presentaren 
ó las reclamaciones que se hicieren para el 
pago de la Deuda del Tesoro después de) dia 
6 de diciembre de este año, pierden todo de- 
recho á gozar interés y solo se les reserva c! 
que les asista al cobro de los capitales, si la 
presentación ó la reclamación en su caso tu- 
viere ó hubiere tenido lugar antes de la épo- 
ca en que los créditos queden ó hayan debi- 
do quedar prescritos, con arreglo al párrafo 
4,° del citado art. 6.° y al artículo 9.° de 
la ley. 

Art. 6.° Debiendo abonarse desde l.° de 
julio último el interés de 3 por 100 anual, 
mientras no se amorticen, ;í los créditos le- 
gítimos presentados va en las dependencias 
públicas, y á los que constan en las cuentas 
corrientes de las mismas, cuyos dueños ca- 
recen de documentos que los representen, 
y desde i,® de enero de 1852 á los que se 
presentaren antes del 7 de diciembre de este 
año, será requisito preciso, al formar las li- 
quidaciones, el expresar cuál do dichas dos 
fechas es la que ha de regir para el abono 
del interés señalado á los créditos que no 
hayan perdido este derecho. 

Art. 7.° Los acreedores á quienes la Ad- 
ministración no haya provisto del oportuno 
documento de crédito por haber estado exen- 
ta de hacerlo, y respecto de los cuales está 
declarado el abono de intereses desdo 1." de' 
julio de 1851, deberán presentarla reclama- 
ción oportuna para el reconocimiento y pago 
bajo el concepto de que si no la presentaren 
antes del 7 de diciembre de este año, perde- 
rán el derecho al abono del interés. 

Art. 8.° El examen y reconocimiento de 
los créditos se hará por una Junta que al 
efecto se creará con el nombre de Junta de 
21 
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exámen y reconocimiento de créditos atra- 
sados del Tesoro . 

Se compondrá de un presidente y cuatro 
vocales, siendo uno de estos vice presidente-. 
Para obtener el cargo de presidente es re- 
quisito liaber desempeñado destino de cate- 
goría superior en la Administración del Es- 
tado; igual requisito necesitarán los tres pri- 
meros vocales, aunque limitando Ja catego- 
ría á la Administración provincial, y el cuar- 
to será letrado. 

Habrá tres suplentes para solo los casos 
de vacante, ausencia ó enfermedad. 

También un secretario para el despacho i 
de los negocios en que debo entender esta ¡ 
Junta, con el número suficiente de emplea- } 
dos y subalternos. 

Se formará el persona! de la Secretaria de ; 
la Junta con individuos de las Direcciones * 
generales de Hacienda y de las centrales de ¡ 
los Ministerios ú oficinas de cuenta y razón ] 
de los demás ramos. 

Art. 9.° La liquidación de los créditos 
estará en Jas provincias á cargo de una Co- 
misión, que se compondrá de Jos administra- 
dores de contribuciones y rentas, del emita- ■ 
dor y del tesorero de Hacienda respecto de 
los que procedan de derechos y servicios de : 
dicho ramo; y en cuanto á los créditos de ■ 
los demás Ministerios se desempeñará este 
cometido por la? dependencias que tengan 
en las mismas provincias. 

En lo central corresponderá la liquidación 1 
á los ordenadores generales y los interven- 
tores generales de pagos de los Ministerios 
de Guerra, Marina, Estado, Gracia y Justicia, 
Gobernación , y Comercio , Instrucción y 
Obras públicas , cada uno cu su respectivo 
ramo, quienes reunirán las liquidaciones de 
sus dependencias provinciales, da cuya sola 
obligación quedan relevadas las Direcciones 
generales de Hacienda, salvo en los casos en 
que á ellas corresponda solamente practi- 
carla. 

Art. 10. Cuando los créditos procedan ■ 
de derechos ó servicios en que no hubieren , 
entendido las oficinas de la Administración . 
provincial, y cuyos documentos existan en j 
los centros generales de administración y de ¡ 
cuenta y razón que ios hubieren dispuesto, ! 
reconocido 6 liquidado, corresponderá á los ' 
mismos verificar por si esta inundación. 

Art. 11. En su consecuencia dependerán ; 
directamente de Ja Junta, y se cd tenderán j 
con ella para este servicio* la Comisión de ! 
Hacienda dejas provincias, Jos jefes genera- i 
les, ordenadores é interventores de pagos de j 
los Ministerios, y los directores generales de j 
Hacienda en ía parle que les corresponda i 


verificar por sí la liquidación de los créditos 
sin perjuicio de que entre las mismas Direc- 
ciones y la Junta medie la correspondencia 
oficial que sea necesaria para facilitar los do- 
cumenlos, datos, noticias é informes que 
aclaren la existencia y legitimidad de los 
créditos. 

Una instrucción particular determinará y 
hará las aclaraciones convenientes para faci- 
litar los trabajos que cada dependencia deba 
desempeñar. 

Art. 12. Corresponde á la Dirección ge- 
neral del Tesoro, con intervención de la de 
contabilidad de ia Hacienda pública en el co- 
nocimiento y ejecución de cuanto sea refe- 
rente á la emisión de ios billetes del Tesoro, 
entrega á los acreedores, pago de intereses 
y amortización de esta Deuda. 

Art. 13. Se pasarán desde luego á la 
Junta: 

-í . u Todos los créditos procedentes de de- 
rechos y servicios del material que se hallen 
■representados por libranzas, cartas de pago y 
otros documentos expedidos por cuenta y 
á cargo do! Tesoro público, por las oficinas y 
dependencias del Estado civiles y militares 
que se hubieren presentado en ia Dirección 
genera] del Tesoro público en virtud del Real 
decreto de T de enero de 1848 y R, O. de 29 
de junio de 1850, y que no se hubiesen de- 
clarado falsos, ó devuelto á Jos interesados 
por no corresponder á obligaciones del ma- 
terial. 

2. u Los catálogos de las cartas de pago 
expedidas por ¡as oficinas militares que se 
formaron por el Tribunal de cuentas para 
examinar si estaban de antemano satisfechas, 
y eran por consecuencia falsificadas ó ilegí- 
timas. 

3. ° Los libros de intervención de libran- 
zas de la suprimidas Contadurías generales 
de distribución, de valores y del reino y de 
cualquiera otra dependencia general de los 
años desde el 1828 ai de 1849, ambos inclu- 
sive, de que puedan desprenderse las mis- 
mas dependencias y no sean necesarios para 
el despacho de los negocios corrientes. 

4. ° Los documentos y datos que existan 
en las oficinas de administración y contabili- 
dad que puedan servir de comprobante de 
los créditos expedidos ó que se expidan por 
las dependencias encargadas de esta oper- 
racion.* 

Y 5A Los expedientes instruidos ó pen- 
dientes respecto de esta clase de créditos. 

Art. 14/ So revisarán de’ nuevo los do- 
cumentos de créditos anteriormente presen- 
tados, y los expedientes sobro ellos instruidos 
para su reconocimiento y- liquidación. 
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Los que existieren en los centros genera- 
les de administración y contabilidad de Ha- 
cienda, que se pasan á la Junta, coiüo en los 
demás Ministerios, no volverán á las oficinas 
de la Administración provincial sino en el 
caso de que se considerase preciso para ha- 
cer compulsas ó asegurarse de la legitimidad 
é importe de ios créditos que deban recono- 
cerse y liquidarse. 

Respecto de los créditos que se presenten 
de nuevo, se instruirán expedientes con igual 
objeto. 

Linos y otros se sujetarán en su instruc- 
ción á las reglas que hubieren estado ó estu- 
vieren establecidas, y á las que en este re- 
glamento se prescriben. 

Art. 15. Los interesados que no hubie- 
ren todavía presentado sus créditos ó hecho 
las reclamaciones de pago, procederán á ve- 
rificarlo ante laGomision de Hacienda, ú ofi- 
cinas de la Administración provincial á que 
correspondan, ó ante de las de la central que 
deban empezar á instruir jos expedientes que 
al electo han de formarse para hacer las li- 
quidaciones. 

En cada una de dichas oficinas habrá un 
registro que autorizarán los jefes, donde se 
anote la fecha en que cada interesado haga 
la presentación de Jos créditos ó reclamacio- 
nes de pago, dándose de ello conocimiento a 
la Junta. 

Art. 16. Se fundarán las liquidaciones de 
estos créditos que han de formar y pasar a la 
Junta las Comisiones de provincias ó jefes de 
la Administración central expresados: 

1 . ° En la reclamación hecha ya ó que se 
hiciere ahora por cada interesado pidiendo 
la liquidadora del crédito á su favor por el 
servicio que hubiere prestado, ó derecho que 
tuviere adquirido. 

2. ° En los documentos presentados ó que 
existan en las oficinas y acrediten el derecho 
á la liquidación. 

3. ° En los informes de las oficinas de pro- 
vincia y centrales ó generales de la Adminis- 
tración que hayan intervenido en la ejecu- 
ción de los servicios, ó en la liquidación de 
los derechos que aseguren bajo su responsa- 
bilidad estar sin satisfacerse estos créditos. 

4. ° En los dictámenes de los asesores 
respectivos, siempre que conviniese oirlos 
para la mayor ilustración del expediente. 

5. ° En los documentos y órdenes del Go- 
bierno ó de las autoridades superiores facul- 
tadas legal mente para declarar derechos y 
disponer servicios de! material. 

Y 6.° En las resoluciones motivadas que 
deben extender Ja Comisión provincial de 
Hacienda, los directores, ordenadores gene- 


rales y jefes de las Contabilidades centrales 
de todos los Ministerios á quienes competa 
hacer la liquidación material del importe de 
los créditos. 

En las Direcciones generales del Ministe- 
rio de Hacienda que tienen Consejos de di- 
rección y ejercen las funciones fiscales en 
sus actos administrativos con arreglo á lo 
dispuesto en la R. tnst. de 23 de mayo de 
1845 y otras posteriores, se entiende que los 
dictámenes ó acuerdos que se formalizaren 
han de autorizarse por el Consejo de di- 
rección. 

Los acuerdos de la Comisión provincial, 
los informes que evacuare, y los dictámenes 
que diere, se autorizarán por todos los voca- 
les, quienes quedarán sujetos á la responsa- 
bilidad de sus actos; y si alguno disiente lo 
manifestará y constará en el mismo expe- 
diente; fundando su voto. 

Lo mismo se practicará por los ordenado- 
res y los interventores generales de pagos. 

Art. 17. Las Comisiones de Hacienda en 
las provincias, y los jefes de Administración 
central que deben formar las liquidaciones, 
las aprobarán antes de pasarlas con su in- 
forme á la Junta de examen y reconocimien- 
to de créditos de la Deuda atrasada del Te- 
soro. 

También remitirán á la Junta los expe- 
dientes en que se niegue á los interesados el 
derecho á la liquidación de los créditos que 
hubieren reclamado, 

Art. 18. Serán responsables los jefes que 
autoricen las liquidaciones, délos defectos 
que puedan contener, sin perjuicio de la que 
corresponda á cada uno de los que hayan 
intervenido en la instrucción del expediente 
en que se funde el crédito. 

Art. 10. Será de la peculiar atribución 
de la Junta: 

l.° Reconocer ia legitimidad de los eré- 
tos representados por libranzas, cartas de 
pago ú oíros documentos expedidos á cargo 
de i Tesoro por las oficinas de cuenta y razón 
de todos los Ministerios. 

Revisa? y aprobar bajo su responsa- 
bilidad las liquidaciones de ios créditos de 
lodos los ramos. 

3. ° Declarar los que no sean de abono. 

4. a Determinar los que deben devengar, 
interés ó los que no lo devenguen, indicando 
en el primer caso la fecha en que debe em- 
pezar su abono. 

o. 0 Declarar los que deben sordo pago 
preferente, cuyo beneficio se concede por el 
art. 7.° de !a ley á los créditos que, conser- 
vándose hoy eu mano de los primitivos 
acreedores, procedan de expropiaciones ior- 
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zosas por causa de fortificaciones mandadas 
ejecutar á los pueblos de órden del Gobierno 
durante la guerra civil, ó de servicios ejecu- 
tados á virtud de contratos, celebrados con la 
Administración, y que además estén garan- 
tidos con valores recibidos del Estado ó ha- 
yan empezado á realizar los cobros de rein- 
tegro. 

6. ° Exigir de todas las oficinas que en- 
tienden en las liquidaciones las noticias é 
informes que necesite; disponer que se com- 
pulsen los documentos que juzgue d Jien 
serlo, y reclamar la presentación de los em- 
pleados que puedan ilustrarla para fundar su 
fallo en la revisión y aprobación de las liqui- 
daciones. 

7. ° Expedir los mandatos de pagos de 
créditos del material en billetes del Tesoro, 
ó en renta perpetua del 3 por 100, según 
los casos de que se hace mérito en los artí- 
culos 5. u y 8.° de la ley. 

8. ° Concurrir á todos los actos referentes 
á las subastas y sorteos que deben celebrarse 
para la amortización anual de los billetes del 
Tesoro y á la quema de estos. 

9. ” Proponer al Ministerio de Hacienda 
las reformas que conceptúe deban hacerse 
en las reglas para las liquidaciones indivi- 
duales é instrucción de los expedientes que 
las producen, 

10. Consultar al Ministerio de Hacienda 
las dudas que se susciten respecto del dere- 
cho que pueda ó no asistir para ser recono- 
cido cualquier crédito. 

_ Y H. Desempeñar todo lo concerniente 
á la ejecución de la ley en la parte que se le 
encomienda. 

Art. 20. Los negocios de la Junta se sub- 
dividirán en cuatro secciones , á cargo cada 
una de estas de los cuatro vocales de que 
aquella ha de constar, además del presi- 
dente. 

Los vocales ejercerán las funciones de po- 
nente en los negocios de su respectiva sec- 
ción , estando obligados á presentar con su 
dictámen razonado al acuerdo de la Junta los 
expedientes de que respectivamente co- 
nozcan. 

La Junta formará y someterá á la -aproba- 
ción del Ministerio de Hacienda una instruc- 
ción particular para el régimen y gobierno 
de la misma, en que se determinen las atri- 
buciones del presidente , sus facultades y 
obligaciones, las de los vocales , del secreta- 
rio y de los empleados destinados á sus ór- 
denes ; la forma de instruir los expedientes 
su examen y 'reconocimiento , y toao cuanto 
sea conducente para el mejor desempeño del 
servicio que se pone á su cuidado. ' 


Art. 2t . La aprobación de los créditos y 
la calificación del preferente pago se hará 
con asistencia de todos los vocales de la Jun- 
ta , previo detenido exátnen de los expedien- 
tes que al efecto se hayan instruido. 

Cuando faltare algún vocal en la Junta 
concurrirá el suplente á quien corresponda 
por ei orden do su nombramiento. 

Art, 22, Siempre que del eximen de los 
créditos representados por libranzas, cartas 
de pago ú otra clase de documentos resulta- 
re que son ilegítimos, dará la Junta cuenta 
al Ministerio de Hacienda y á la Dirección 
del Tesoro , y pasará los documentos al Tri- 
bunal competente para los procedimientos 
judiciales á que haya lugar. 

Art. 23. Si estimare la Junta no abona- 
ble algún crédito por cualquiera otra causa, 
"lo devolverá á la oficina de que proceda y 
dará también cuenta al Ministerio de Hacien- 
da, manifestando las razones en que se haya 
fundado para desecharlos , y proponiendo la 
medida que considere conducente para evitar 
se Tepíta la expedición de documentos de se- 
mejante naturaleza y demás á que deha pro- 
cederse. 

Art. 24. Cuando solofaparecíeren defec- 
tuosos los documentos en la parte material, 
ó creyere la Junta que los expedientes en 
que se funden no se hayan instruido en de- 
bida forma , extenderá el correspondiente 
pliego de observaciones, y lo pasará á la ofi- 
cina que hubiere expedido el documento de- 
fectuoso ó seguido el expediente imperfecto; 
y en vista de las aclaraciones que se hagan, 
la Junta resolverá definitivamente lo que es- 
time procedente. 

Art. 25. Del perjuicio que pueda inferir- 
se , ya al Tesoro, ya á cualquier acreedor 
por las declaraciones de la Junta , queda á 
salvo el derecho de reclamar al Ministerio de 
Hacienda, de que deberá hacerse uso en el 
i término de un mes , contado desde el dia en 
que se haga saber la declaración. 

Tocará en tai caso ejercer este derecho á 
nombre de la Hacienda al vocal de Ja Junta 
que disienta del acuerdo , quedando , si no 
reclamare , sujeto á la responsabilidad colec- 
tiva que pueda resultar por el mismo acuer- 
do. Será obligatoria para todos los vocales la 
reclamación en el caso de discordancia res- 
pecto de la validez de los documentos. 

Art. 26. Para resolver las reclamaciones 
que se promuevan con arreglo al artículo 
anterior, el Ministro de Hacienda oira pré- 
viamente el dictámen de la Dirección de lo 
contencioso. 

Art. 27. De las resoluciones que dictare 
el Ministerio de Hacienda podrá reclamarse 
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ante el Consejo Real Dor la vía contenciosa 
en el término de un mes desde que fueron 
notificadas. 

Art. 28. Concedida por el art. 8.° de la 
ley la facultad de consolidar desde luego es- 
tos créditos á la par , convirtiéndolos en ren- 
ta perpetua del 3 por 100 , será condición 
precisa que^ los que quieran hacer uso de 
este derecho lo manifiesten por escrito á la 
Junta de examen y reconocimiento, para 
que al expedir el documento correspondien- 
te , conste la clase de papel en que haya de 
ser pagado , sin que después de verificado 
esto pueda variarse el título ó documento 
que los interesados reciban ; teniéndose pre- 
sente que con arreglo al mismo artículo de 
la ley , no pueden ser consolidados los cré- 
ditos que hayan perdido el derecho al abono 
del interés del 3 por 100. 

Art. 29. Una vez considerados legítimos 
y corrientes los créditos y aprobados defini- 
tivamente , expedirá la Junta á favor de sos 
dueños los correspondientes mandatos de en- 
trega de billetes del Tesoro en cantidad igual 
á la del crédito reconocido ó de conversión 
en renta perpétua del 3 por 100. 

Art. 30. En los mandatos de pago en bi- 
lletes, del Tesoro se expresarán los créditos 
ue tengan derecho á interés, y la fecha des- 
e que deba empezar su abono, como tam- 
bién los que no deban gozar de interés algu- 
no ; y en uno y otro caso los que sean de 
pago preferente. 

En los mandatos de conversión en renta 
del 3 por 100 se expresará asimismo si el 
interés ha de considerarse desde 1 .° de julio 
de 1851 ó l.° de enero de 1852. 

La Junta dará aviso de los mandatos que 
expida á la oficina de que proceda la liqui- 
dación, ó por cuyo conducto haya recibido 
los créditos, á fin de que disponga se veri- 
fique la cancelación de la cuenta respectiva, 
y se le expida certificación de haberlo rea- 
lizado. 

Art.. 31. A principios do cada mes for- 
mará la Junta y pasará al Ministerio de Ha- 
cienda un estado que manifieste individual- 
mente los mandatos de pago que hubiese ex- 
pedido en el anterior con distinción: 

1 . ° De los que sean á cargo del Tesoro 
por créditos de pago preferente. 

2. ° De los que sean á cargo del mismo 
por créditos no preferentes, con distinción 
de los que tienen derecho á interés. 

Y 3.° De los que Sean de cargo de la 
Deuda del Estado, con expresión de la fecha 
en que han de devengar los intereses. 

El Gobierno cuidará de que se publique 
en la Gaceta el estado que pase la Junta, tam- 


bién dispondrá, si lo creyere conveniente 
la revisión de alguno ó de algunos expe- 
dientes de que procedan los mandatos com- 
prendidos en los estados mensuales. 

Art. 32. Concluido el exámen y recono- 
cimiento de todos los créditos, la Junta for- 
mará dos resúmenes generales; uno referen- 
te á los créditos admitidos que comprenda 
los resultados de los estados y notas ante- 
riormente remitidos al Ministerio, y otro ex- 
presivo del importe y clases de créditos des- 
echados, y de las causas por que lo han si- 
do. A estos resultados acompañará una me- 
moria en que la Junta dé cuenta al Gobierno 
del desempeño de su cometido. 

Art. 33. Del crédito que anualmente se 
señale en la ley de presupuestos para inte- 
reses y amortización de esta Deuda, se sepa- 
rará el importe de los intereses respectivos 
á los créditos liquidados, y el que se calcule 
han de producir las liquidaciones en cada 
año con goce de este derecho , y el rema- 
nente será el que se destine á la amorti- 
zación. 

Art.. 34. La amortización se hará por se- 
mestres, debiendo aplicarse la tercera parte 
de la cantidad que resulte para amortizar 
estos créditos á los de pago preferente, y las 
otras dos terceras partes para los no prefe- 
rentes, gocen ó no interés. El acto tendrá 
lugar en la Dirección general del Tesoro, 
con asistencia de los directores de la conta- 
bilidad y lo contencioso de Hacienda públi- 
ca, y los individuos ríe la Junta, mientras 
exista, que quieran concurrir, ó cuando me- 
nos uno de ellos, á elección del presidente é 
invitación del director del Tesoro. 

Art. 35. La amortización que en cada 
semestre ha de tener lugar de los billetes de 
todas clases, preferentes y no preferentes, 
con interés ó sin él, se realizará por medio 
de licitación antes de procederse en su de- 
fecto al sorteo. 

Solo serán en la licitación admisibles las 
proposiciones que hagan beneficio al Teso- 
ro, ofreciendo billetes por cantidad superior 
á su valor nominal. 

La adjudicación se hará á la proposición 
ó proposiciones mas ventajosas. 

Art. 36. La licitación de los créditos pre- 
ferentes y no preferentes se hará en un mis- 
mo día, pero con separación de actos; y en 
día diferente del de la licitación, el sorteo 
de los preferentes y no preferentes, que en 
acto separado también , pero en un mismo 
dia, se verificará cuando tuviese lugar . 

En los sorteos para créditos no preferen- 
tes se admitirán los de preferente pago, pero 
no al contrarío. 
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Art. 37. Es de cargo de la Dirección ge- 
nera! del Tesoro, con arreglo al art. 12 de j 
este reglamento: 

1 ,° Cuidar de la confección de los bille- 
tes que han de crearse para el pago de los i 
créditos de que se trata. 

2 Entregarlos á los acreedores en can- 
je de los mandatos de pago expedidos por la 
Junta de examen y reconocimiento. 

3. ° Pagar los intereses y el importe de 
la amortización, 

4. ° Designar la cantidad que debe cons- 
tituir el fondo cíe amortización cada año, con 
separación la destinada á Ja de billetes de 
créditos de preferente pago, de la que lo sea 
á los demás billetes. 

5. “ Disponer ia quema en público de los 
billetes queso amorticen. 

V ti.* Publicar el resultado do su amor- 
tización. 

Art. 38. Los billetes que deben crearse 
serán de dos clases: en la primera se repre- 
sentaran los créditos de pago preferente, y 
en la segunda Jos no preferentes. Unos y 
otros se expedirán A talón con todas las pre- 
cauciones, formalidades y requisitos que im- 
pidan su falsificación, expresando la circuns- 
tancia de sí devengan ó no interés , y arre- 
glados ¡í los modelos ad juntos. 

Art. 39. Los billetes serán al portador, y 
de la cantidad que designen los dueños ó te- 
nedores de los mandatos que expida la Junta 
con arreglo á la siguiente escala : 

De 10.000 rs. 

De 50.000 
De 100.000 

Por ios residuos y por los créditos que no 
lleguen á 10,000 rs. , se expedirán pagarés 
arreglados al modelo que igualmente se 
acompaña. 

Art. 40. Los pagarés gozarán de los mis- 
inos beneficios que los billetes; y cuando se 
presenten algunos en cantidad suficiente pa- 
ra canjearse por uno ó inas billetes , se ex- 
pedirán estos á elección de los tenedores. 

Art, 41. El pago de intereses se verifi- 
cará en la Tesorería central por medio de ios 
correspondientes libramientos, y estampan- 
do en Jos billetes el sello que exprese el se- 
mestre pagado. 

Art. 42, Los créditos que se amorticen 
por compensación, con débitos que resulten 
á favor del Tesoro, procedentes de contribu- 
ciones é impuestos hasta fin de 1849, con ¡ 
arreglo al art. 10 de la ley, no disminuirán 
la cantidad que en el presupuesto de cada 
año voten las Córtes con destino al pago de 
intereses y amortización de esta Deuda atra- 
sada del Tesoro. 


(30 Ag .- 25 &M8 51.) 

Una instrucción particular que expedirá el 
Ministro de Hacienda, contendrá las disposi- 
ciones que se juzguen necesarias y conve- 
nientes para llevar á efecto» dichas compen- 
saciones. 

Art. 43. Serán objeto de -disposiciones 
especiales las que hubiere que adoptar res- 
pecto de la Deuda del personal de que tratan 
los arts. 1.”, 2.° y 3.° de ía ley, puesto que 
su pago quedo poV abora sujeto a lo que se 
ordene en la ley anual de presupuestos mien- 
tras que por otra no se determine el medio 
de extinguirla. 

Art. 44. Se dictarán por el Ministerio de 
Hacienda las "disposiciones que estimare con- 
venientes para ia observancia del presente 
reglamento. — Dado en Palacio á 23 de agos- 
to de 1854. (CL. í. 53, p. 580.) 

R. O. 30 aqosío-25 setiembre de 4851. 

• Sobre el fondo de equivalencias. 

(ííac.) «Teniendo Ja Peina presente que 
ios fondos procedentes de pagos que hacen 
en melifico los compradores de bienes nacio- 
nales , en equivalencia de los efectos de la 
Deuda pública con que debieran verificarlo, 
están por los arts. 16, 17 y 21 de la ley de 4.° 
del corriente, destinados á la extinción de la 
Deuda amortizable. 

Y considerando, l.° Que aun cuando por 
la legislación anterior ios referidos fondos 
llamados de equivalencias, tenían igual des- 
tino de amortizar lia Deuda, su importe no 
figuraba en la cuenta de presupuestos , si 
bien era comprendidos en las demás cuentas. 

2. ° Que esta forma ya parte de la dota- 
ción de los doce millones de reales que anual- 
mente se señalan para aquel objeto. 

3. ü Que figurando esta dotación en el 
presupuesto vigente, á contar desde l.°de 
julio último, también debe por consecuencia 
figurar el ingreso de tal fondo en las cuentas 
del presupuesto desde la misma fecha: 

4. ° Y por último, que aunque por úrde- 
nos anteriores se han consignado obligacio- 
nes determinadas sobre el mismo fondo con 
arreglo á la legislación que basta aquí regia, 
no pueden , sin embargo, continuar satisfa- 
ciéndose con los productos que ingreseu des- 
de el citado día 1 de julio en adelante, sino 
en el modo y forma que por los reglamentos 
se dispusiere de conformidad con la nueva 
ley, se ha servido S. M. mandar que se ob- 
serven sobre este asunto las disposiciones 
siguientes: 

Artículo l.° Todas las cantidades proce- 
¡ denles del fondo llamado de equivalencias 
• que hubieren producido y tenido ingreso en 
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las arcas públicas basta 30 de jimio último, 
se aplicarán al pago de las obligaciones que 
sobre este fondo se hayan impuesto, en Ja 
parte que alcancen á cubrirlas. 

Art. 2.° La recaudación de esta proce- 
dencia que haya tenido y tenga lugar des- 
de l.° de julio en adelante, ingresará en Jas 
Tesorerías de Hacienda pública, y su impor- 
te se comprenderá en las cuentas de presu- 
puestos, de la misma manera que Jo está en 
las demás cuentas establecidas. 

Art. 3.° La Dirección genera! del Tesoro 
librará á favor de la Junta directiva de la 
Deuda del Estado el producto del fondo de 
equivalencias, al misino tiempo que ¡o veri- 
fique de Ja cantidad restante al completo de 
un millón de reales que para la amortización 
debe entregar mensual mente desde d.° de j 
julio último. 

Art. 4.° Se tormará in mediatamente una 
liquidación en que conste el producto ante- 
rior y posterior al i.°de julio último del fon- 
do de equivalencias , á fin de que sea res- 
pectivamente destinado á las obligaciones ex- 
presadas en los artículos precedentes. 

Art. 5.° Para conocer el resultado de pa- 
go de las obligaciones que estaban consigna- 
das sobre el fondo de equivalencias, y poder 
en su vista resolver lo que proceda, se for- 
marán y pasarán á este Ministerio dos notas 
expresivas, la primera de las existencias que 
resulten de dicho fondo por los ingresos rea- 
lizados (5 debidos realizar hasta 30 de junio 
de este año, y la segunda de todos los crédi- 
tos mandados satisfacer por dicho fondo, que 
estén pendientes de abono, indicando la pro- 
cedencia de cada uno de estos, su respecti- 
vo importe y la fecha de la Real orden que 
hubiere prevenido el pago. 

De la de S. M. lo comunico á A. para su 
inteligencia y demás efectos correspondien- 
tes eu la parte que le toque.— Dios etc.- — Ma- 
drid 30 de agosto de 1851. (CL. t. 53, p. 015.) 

Para cuya ejecución se mandó por ia Di- 
rección general de contabilidad con lecha 23 
de setiembre año observar lo siguiente: 

1 .° En las cuentas de rentas públicas del 
ramo de lincas del Estado del mes de octu- 
bre inmediato y sucesivos, las sumas que se 
recauden en efectivo por equivalencias á 
papel de la Deuda, se comprenderán como 
valores del presupuesto corriente de JS54, 
al final de la tercera plana de las cuentas im- 
presas que se remitieron á las suprimidas 
Administraciones de fincas: su importe figu- 
rará tambiem en el resúmen que se halla en 
la cuarta plana con el título de equivalencias 
á panel de la Deuda por redenciones de cen- 
sos >} venta de fincas. 


2. ° A la época misma en que se realicen 
las equivalencias, se tendrán por devenga- 
das; so cargarán en la columna titulada Des- 
cubierto y contraído en el presente, y se da- 
tarán eu la de Recaudado en efectivo , de 
modo que no parezca débito pendiente de 
cobro por este concepto. 

3. ” El importe total del papel de la Deu- 
da que en cada mes, á contar desde el de 
octubre inmediato, deba descargarse en las 
cuentas de rentas públicas por haberse, re- 
caudado su equivalente á metálico; se datará 
en los respectivos renglones de la plana 
quinta en la parte destinada á los fiamos 
aplicados á la amortización de la Deuda. 

4 Los créditos que hayan resultado 
pendientes dei fondo de equivalencias en fin 
de junio anterior y por la recaudación veri- 
ficada en julio, agosto v setiembre, se darán 
de baja en ia parte de la cuenta de gastos pú- 
blicos i le este mes denominada Créditos por 
cuenta de los fondos aplicados á la, amorti- 
zación de la Deuda , epígrafe Metálico reci- 
bido en equivalencia á papel, suplido por 
las Tesorerías , pagado por cuenta del mis- 
mo y reintegrado á las Tesorerías, que figu- 
ran en la última plana de los impresos remi- 
tidos para este año: en fin de setiembre no 
resultará de la cuenta crédito pendiente de 
pago por este concepto, y no se figurará en 
lo sucesivo ninguna cantidad. 

5. ü Se comprenderán en la relación de 
ingresos de las cuentas del Tesoro respecti- 
vas á valores del presupuesto corriente, las 
cantidades que se recauden por equivalen- 
cias, estampándose por el orden y con título 
indicado respecto de las cuentas de rentas 
públicas. 

fi,° En los borradores de las cuentas de 
julio, agosto y setiembre y en los libros de 
cuenta y razón de esa oficina, se liarán las ' 
oportunas anotaciones, á fin de que eu todo 
tiempo conste que la recaudación obtenida 
en metálico por equivalencias desde l.° do 
dicho mes de julio y por redenciones de 
censos y ventas de (incas, pertenece al Te- 
soro en los términos prevenirlos en la ley de 
I .“ ele agosto y Real orden antes inserta. 

7." La traslación del importe de las equi- 
valencias á la Tesorería de provincia se ve- 
rificará con separación de los demás produc- 
tos del ramo de fincas, y en los dias y tér- 
minos que están prevenidos respecto de 
aquellos. / , 

V S. u Se formará y remitirá á esta Di r 
reccion general una liquidación del expre- 
sado fondo que demuestre: 

Primevo, Las exisiencias que resultaron 
á favor def mismo en fin de diciembre RdO. 
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Segundo, Dos ingresos obtenidos en los 
seis primeros meses de 4851. 

Tercero. El total cargó. 

Cuarto. Los pagos ejecutados con apli- 
cación al mismo en ios seis meses citados. 

Quinto. El excedente ó existencia que 
haya resultado en ün de junio anterior. 

Sexto. Los pagos que puedan haberse 
hecho en los meses de julio, agosto y se- 
tiembre. 

Séptimo. El excedente ó déficit que re- 
sulte después de deducida esLa data en fin 
del presente. 

Octavo. Constará también en esta liqui- 
dación: 

J , ü La recaudación obtenida eu cada uno 
de los meses de julio, agosto y setiembre que 
ha debido pasarse ¡i la Tesorería. 

2.° Todos los créditos mandarlos satis- 
facer con dicho fondo que estén pendien- 
tes de abono. 

\ 3.“ La indicación de su procedencia, 
importe y fecha de las órdenes que hu- 
bieren prevenido el pago. 

Del recibo de la presente dará aviso 
á esta Dirección general. — Dios etc. — Ma- 
drid 25 de setiembre de 1851. ( CL . t. 54, 
pág. 184.) 

R. D. de 5 setiembre de 1851. 

ftuii la liquidación del personal sea extensiva hasta fui 
de 1851. 

«Atendiendo á lo que me lia expuesto el 
Ministro de Hacienda, de acuerdo con mi 
Consejo de Ministros , vengo en decretar 
lo siguiente: 

Artículo l.° La liquidación general que 
con arreglo al art. l.° de la ley de 3 de agos- 
to último ha de practicarse de Ja parte de la 
Deuda del Tesoro procedente de sueldos y 
asignaciones personales devengados desde 
l.° de mayo de 1828 hasta lin de diciembre 
de 1849, abrazará también: 

l.° Los créditos que resulten por las 
mensualidades rebajadas, ó sean aplazadas, 
según las leyes de presupuestos de los años 
de 1850 y 1851 á las clases activas y pasivas. 

Y 2." Las que algunos individuos de las 
mismas clases hubieren devengado y no co- 
brado en dichos años por hallarse á la sazón 
percibiendo, á título de derechos caducados, 
haberes que les correspondieron en otras 
épocas ó situaciones. 

Art. 2.° Comprenderá por tanto la liqui- 
dación de la Deuda del personal los créditos 
de dicha, procedencia devengados desde l.° 
de mayo de 1828 hasla lin de diciembre de 
1851 , exceptuándose únicamente de ella, si 
ocurriesen casos, las mensualidades que al- 


gunos interesados np hubieren aun cobrado 
en aquella fecha para completar el número 
de las que hayan de percibir según el presu- 
puesto de este año. 

Art. 3.° Las oficinas de contabilidad pro- 
cederán inmediatamente á la 'liquidación, 
haciendo la suya particular á cada uno de los 
acreedores en los lérminos y bajo las forma- 
lidades establecidas en la R. O, de 10 de di- 
ciembre de 1846. 

Art. 4.° La liquidación individual dedas 
clases dependientes del Ministerio de Hacien- 
da y de las pasivas eu general, la practicarán 
las Contadurías donde actualmente radiquen 
las cuentas de los interesados. 

La respectiva á individuos pertenecientes 
al servicio de otros Ministerios, se ejecutará 
por las oficinas encargadas de su contabili- 
dad especial. 

Art 5.° Si por haber servido algunos in- 
dividuos bajo la dependencia de dos distintos 
Ministerios, sus créditos existieren en las di- 
ferentes contabilidades especiales, cada una 
de estas liará la liquidación en la parte que 
respectivamente le corresponda. 

Art. 6.° El Ministro de Hacienda dispon- 
drá lo necesario para que se aceleren Jas li- 
quidaciones individuales de haberes y asig- 
naciones personales, reuniéndose en la Di- 
rección general de contabilidad de la Hacien- 
da pública todas las que se hicieren por las 
diferentes contabilidades especiales, y que- 
dando estos créditos sujetos eu su pago á lo 
que las Cortes determinen. — Dado en Pala- 
cio á 5 de setiembre de 1851. (CL. t. 54, pá- 
gina' 15.) 

R. D. de 17 octubre de 1851 . 

Aprobando el reglamento para la ejecución de la ley 
do l.° de agosto. 

(Mac.) En vista de lo que me ha expues- 
to el Ministro de Hacienda, oido el Consejo 
de Ministros, vengo en aprobar el siguiente 

Reglamento 

para ejecutar y llevar á efecto la ley de I o de agosto 

de este año, relativa al arreglo de la Deuda pública, 

asi interior corno exterior. 

CAPITULO PRIMERO. 

Clasificación de la Deuda pública de España. 

Artículo 1 .° Según establece la ley de 1 . u 
de agosto de 1851 , la Deuda del Estado se 
reducirá á cuatro clases, á saber: 

Renta consolidada del 3 por 100. 

Renta diferida del 3 por 100. 

Deuda amortizable de primera clase. 

Deuda ainortiznble de segunda clase. 

Art. 2.° Todas las clases de. la Deuda 
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pública en el día existe ntes que no pertenez- 
can á la de renta consolidada del 3 por 100, 
se convertirán, con arreglo á la ley, en las 
tres mencionadas en el artículo anterior, á 
saber: Renta diferida del 3 por 400 y Deudas 
amortizares de primera y segunda clase, 
salvas las excepciones que se hacen en los 
artículos siguientes: 

Art. 3.° Se exceptúa de la regla anterior, 
y subsistirá en su actual forma y clase la Deu- 
da procedente de tratados. 

Art. 4.° También subsistirán y continua- 
rán expidiéndose por las nuevas liquidacio- 
nes que se practiquen á ios partícipes legos 
en diezmos, las certificaciones de las rentas 
no percibidas y de los intereses adelantados, 
que se abonan de las cinco sextas partes de 
la capitalización con arreglo á la ley de 20 de 
marzo de 1846, no derogada por la de l.° de 
agosto. 

Esto no obstante, si los interesados pre- 
firiesen recibir en pago créditos de los que 
se crean por la citada ley de l.° de agosto, 
podrán así solicitarlo, y se le entregarán do- 
cumentos de la Deuda amortizable de pri- 
mera clase por su valor representativo. 

Art. 5.° Las certificaciones trasferibles 
por créditos liquidados á los censualistas de 
la Orden de San Juan de Jerusalen, que se 
emiten á virtud de las Rs. Ords. de S de 
mayo y 25 de junio de 1850, con aplicación 
á la compra de los bienes déla misma Orden 
y de los demás cuyo pago correspondía ve- 
rificar en metálico, subsistirán como se ba- 
ilan hasta su completa amortización. Las li- 
quidaciones que falten de estos censos se 
continuarán bajo fas mismas bases, emitién- 
dose iguales certificaciones trasferibles. 

CAPITULO II. 

Renta consolidada del 3 pnr 100. 

Art. tí. 0 Componen esta clase de Deuda: 
en la 

INTERIOR. 

Los títulos al portador de la creación de 
l.° de enero de 1847. 

Los extractos de inscripción trasferibles 
creados desde 26 de abril de 1849. 

Los residuos de esta misma Deuda. 

EN LA EXTERIOR. 

Los títulos ai portador de la creación de 
i.° de enero de 1841. 

Los residuos de la misma clase. 

Art. 7.° Se convertirán , conforme á la 
ley, en la renta consolidada del 3 por 100 
todos los créditos que tienen derecho á ello, 
según se practica en la actualidad, ó debe 


practicarse en lo sucesivo, con arreglo ai 
Real decreto sobre Capitalización de intere- 
ses de 21 de enero de 1841, á la ley de in- 
demnización de partícipes legos en diezmos 
de 20 de marzo de 1846, y á la de 3 de 
agosto de este año para el arreglo de la Deu- 
da atrasada del Tesoro, et primero y la se- 
gunda no derogados por la ley de l.° de 
agosto, y la tercera posterior á'esta. Dichos 
créditos soq los siguientes: 

DE LA DEUDA INTERIOR. 

Créditos en circulación. 

Los títulos dei mismo 3 por 100 de la 
creación de 1 .° de enero de 1 841 . 

Los residuos del propio 3 por 100 al por- 
tador emitidos desde l.°dü enero de 1841. 

Los intereses de vales consolidados de- 
vengados y no satisfechos desde l.° de 
enero de 1825 basta 30 de setiembre de 
1840. _ 

Los intereses de los documentos interinos 
de renta perpetua al 4 por 100 devengados y 
no satisfechos en dicha época hasta 30 de 
setiembre de 1840. 

Los intereses de los extractos de inscrip- 
ción trasferible del 4 por 100 devengados y 
no satisfechos en el mismo período. 

Los intereses de la misma época de docu- 
mentos interinos de capital trasferible del 
4 por 100. 

Los intereses de documentos interinos de 
renta perpetua del 3 por i 00 devengados y 
no satisfechos en el mismo período. 

Los intereses de extractos de inscripción 
transferidles del 5 por 100 y época citada. 

Los intereses de documentos interinos de 
crédito con interés de 5 por 100 del mismo 
período. 

Los de la Deuda consolidada no trasferi- 
ble al 5 por 100 de dicha época. 

Los cupones del 4 por 100 de títulos de la 
creación de l.° de abril de 1831 correspon- 
dientes hasta 30 de setiembre de 1840. 

Los cupones del 5 por 100 de títulos do di- 
cha creación é iguales vencimientos. 

Los cupones del 5 por 100 de títulos espe- 
cíales creados en 24 de junio de 1840 para 
conversión en Deuda activa y vencidos hasta 
el mismo 30 de setiembre de dicho año. 

Los intereses del 4 por 100 representados 
en recibos de vales , en ios expedidos en 
equivalencia de cupones por ios intereses de 
los créditos nominativos, y en todos los de- 
más de Deuda consolidada de esta clase has- 
ta 30 de setiembre de 1840. 

Los del 5 por 100 por el mismo concepto 
de equivalencia de cupones y por los intere- 
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ses de los créditos nominativos y l odos los de- 
más de Deuda consolidada dei mismo 5 por 
1 00 hasta 30 de setiembre de 1840. 

Las certificaciones de capitales reconoci- 
dos á partícipes legos en diezmos. 

Créditos pendientes de liquidación. 

Los procedentes de la Deuda del material 
del Tesoro convertibles en renta consolidada 
del 3 por 1O0 con arreglo á la ley de 3 de 
agosto de este año. 

" Los restos que pueda haber de créditos 
procedentes de contratos celebrados con el 
Gobierno durante la última guerra civil bas- 
ta la época en que se dispuso su conversión; 
los de la Deuda dotante y billetes del Te- 
soro, y los de libranzas sobre las Cajas de la 
Habana, conforme á los Rs. Ds. de 20 de ju- 
nio, 1 3 de setiembre, y 9 de octubre de 1844 
y ley de 14 de febrero de 1845, examinados 
y reconocidos por la Comisión que entendió 
en estas liquidaciones. 

Los créditos de participes legos en diez- 
mos por la capitalización que se abona por 
sextas partes por esta clase de Deuda con ar- 
reglo a la ley de este ramo. 

Los intereses devengados desde l.° de 
enero de 1825 á 30 de setiembre de 1840 
por Jos vales consolidados de creación ante- 
rior al año cíe 1824 que se. hubieren recla- 
mado en tiempo hábil , que lo fué hasta fin 
de diciembre de 1836. 

EXTERIOR. 

Créditos en circulación. 

Los cupones del 5 por 100 de Deuda ac- 
tiva exterior devengados y no satisfechos 
basta t." de noviembre de 1840, 

Los bonos ó billetes del Tesoro emitidos en 
el extranjero por los réditos del semestre 
devengado en l.° !de noviembre de 1836, 
cuya capitalización será al tipo de 211 2 /, 
por 100, con arreglo á la ley de 18 de dicho 
mes y convenio celebrado en aquella capital. 

Los certificados provisionales , o sean re- 
siduos del 3 por 100 emitidos en Lóndres y 
París por la capitalización de 1840 y con- 
versiones posteriores de los mismos resi- 
duos. 

CAPITULO III. 

Renta diferida del, 3 por 100 interior. 

Art. 8.° Se convertirán en renta diferida 
del 3 por 100 por el 80 por 100, ó sea por 
las V s partes de su capital nominal, en la 


intebiob. , 

Créditos ai circulación. 

Los vales consolidados de las creaciones 
de l.“ de enero, 1 , u de mayo y 1,° de se- 
tiembre de 1.824, y de 1. a dé abril de 1831. 

Los títulos del 4 por 100 de 1831. 

Los títulos del 4 por 100 de l.° de abril 
de 1843. 

Los residuos del 4 por 100 expedidos des- 
de 1 de abril de 1843. 

Los documentos interinos de renta perpe- 
tua al 4 por 100. 

Los extractos de inscripción trasferibles 
al 4 por 100. 

Los documentos interinos de capital tras- 
foribic al 4 por 100. 

Los intereses que en sí llevan estos crédi- 
tos vencidos y no satisfechos desde l. s de 
octubre de 1840 hasta 30 de junio último, 
serán convertidos á razón del 50 por 100 de 
su valor representativo , acumulándole á los 
capitales. 

Art. 9i° Serán convertidos por todo su 
valor nominal. 

Los títulos del 5 por 100 de 1831. 

Los títulos especiales del 5 por 100 crea- 
dos para la conversión de la Deuda activa 
en 1840. 

Los títulos del 5 por 100 de 1843. 

Los residuos ai portador del 5 por 100 ex- 
pedidos desde !.“ de abril de 1843. 

Los documentos interinos de renta perpe- 
tua al 5 por 100. 

Los extractos de inscripción trasferibles 
aJ 5 por 100. 

Los documentos interinos de crédito con 
interés al 5 por 100. 

Los intereses que en sí llevan todos estos 
créditos desde L° de octubre de 1840 á 30 
de junio último, y que no estén representa- 
dos por cupones, se acumularán al capital 
en razón de la mitad de su importe, ó sea al 
50 por 100. 

Las láminas do Deuda provisional proce- 
dentes de 

Caudales venidos de América, 

Depósito. 

Fianzas. 

Buques negreros. 

Edificios ocupados. 

'Tabacos y sales ocupados en 1823. 

Presas inglesas , de que trata el artícu- 
lo 5.° de la ley se convertirán por todo su 
valor nominal. 

Art. 1 0. Son convertibles por la mitad de 
su valor representativo, ó sea al 50 por 100. 

Los cupones de los títulos del 4 por 100 
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de !a creación de l.°de abrí] de 1831 de- 
vengados desde l.° de octubre de 1840- á 30 
de marzo de 1843 no capitalizares. 

Los cupones de títulos del 4 por 100 de 
creación de 1. a de abril de 1843. 

Los recibos de todas clases de intereses 
al 4 por 100 no capitalizabas , ó sean desde 
l.°de octubre de 1840 hasta 30 de junio 
de 1851. 

Los cupones de títulos del 5 por 100 de 
la creación de l.° de abril de 1831 posterio- 
res á l.° de octubre de 1840. 

Los cupones del 5 por 100 de la conver- 
sión de la Deuda activa de 1840 devengados 
desde l.° de octubre de dicho año. 

Los cupones de títulos del 3 por 100 de 
l.° de abril de 1843. 

Los intereses del 5 por 100 representados 
por recibos de todas clases desde l.° de oc- 
tubre de 1840 al 30 de junio de 1851. 

Créditos pendientes de liquidación. 

Arfc. 11. Se reconocerán eu Deuda diferi- 
da del 3 por 100 por lodo su valor nominal. 

Los capitales de los créditos procedentes 
de depósitos gubernativos , judiciales y vo- 
luntarios hechos en la Tesorería mayor y en 
las de provincia por todos conceptos ; los ve- 
rificados por fianzas de empleados , y los 
constituidos en los cinco gremios mayores 
trasladados á dicha Tesorería mayor. 

Los capitales de caudales venidos de Amé- 
rica ocupados por el Gobierno á los particu- 
lares á quienes veniau consignados. 

Los de tabacos y sales ocupados por el 
Gobierno eu 1823 al restablecerse el estanco. 

Los de edificios ocupados para el servicio 
del Gobierno hasta Ja época de presupuestos 
de 1828. 

Los de buques negreros índomnizables por 
el Gobierno. 

Los de presas inglesas que constituyan re- 
clamaciones legítimas. 

Art. 12. Se reconocerán por las cuatro 
quintas partes , ó sea e! 80 por 400 de su 
capital , los vales consolidados anteriores al 
año de 1824 que se hubieren presen! ado á 
convertir en época hábil, que lo fue hasta 
fin de 1830. 

Art. 13. Los intereses de estos mismos 
vales devengados desde l.° de octubre de 
1840 á 30 de junio de 1851 se reconocerán 
por la mitad, ó sea al 50 por 100 de su 
valor. 

Art. 14. Los capitales de vales comunes 
también anteriores 4 1824 que permanecen 
en esta clase y se hubiere u reclamado en 
tiempo hábil, se convertirán por la tercera 
parte de su capital nominal , rebajando el 02 


por 100, ó sea por las cuatro quintas partes 
de dicho tercio de su valor nominal. 

Art. 15. Los créditos por indemnizacio- 
nes de ios daños cuya reparación fué objeto 
de la ley de 9 de abril de 1842 se reconoce- 
rán y convertirán por todo el valor nominal, 
si se hallan en poder de los acreedores ori- 
ginarios ó de sus herederos y por las cuatío 
quintas partes los que hayan pasado á se- 
gundos tenedores por cesión , venta ó tras- 
paso. 

CA'PITULO TV. 

Deuda amoriisable de primera clase. 

Art, 16. Se convertirán en Deuda amor- 
tizable de esta ciase por todo su valor no- 
minal. 

Créditos en circulación. 

Las láminas de Deuda corriente del 5 por 
100 á papel negociable. 

Las de igual clase no negociables , previas 
las formalidades que se expresan en el ar- 
tículo 56. 

Los vales no consolidados de Jas creacio- 
nes de l.°de enero, l.° de mayo y l.°de 
setiembre de 1824. 

Las láminas de Deuda provisional negocia- 
ble que con arreglo al art. 5.° de la ley no 
están llamadas á convertirse' en Deuda de 
mayor categoría. 

Las mismas láminas no negociables des- 
pués de ser declaradas de libre disposición. 

Las certificaciones ó láminas de rentas no 
percibidas por los partícipes legos en diez- 
mos, desde la abolición del diezmo, con ar- 
reglo á la facultad que concede el art. 4.° 

Las mismas por los intereses adelantados 
de las cinco sextas partes de la capitalización 
según dicho artículo. 

Pendiente de liquidación. 

Los capitales de juros que devengan inte- 
rés, y los que no lo tienen por ser su cabi- 
miento compuesto de medias anatas, pero 
que gozan de imposición lija al tanto por 
ciento. 

Los de juros perpetuos ó de recompensa 
que no tienen designado capital por carecer 
de precio en su imposición. 

Estos juros, para los efectos de !a ley de 
i.° de agosto, se capiUilizTtrán af 5 por 1 00 
Corno base establecida en la R. C. de 8 de 
octubre de 1821 , y adoptada en la época de 
1820 á 1823, de conformidad coo el espíritu 
del art. 4.° del decreto de lasCórtes de 9 de 
noviembre de 1820, y R. D. de 10 de febrero 
de 1821. 

Los de créditos que ganaban intereses pro- 
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cedentes de atrasos de Ja Real casa, deuda 05 
contraídas en los reinados de Felipe V y an- 
teriores y suministros hechos en la misma 
época. 

Los capitales de los créditos procedentes 
de recompensas por oficios enajenados, sali- 
nas y otras rentas incorporadas á la Corona 
d«sde el año 1717 al de 1799, cuyo pago no 
se hubiese verificado por Tesorería general. 

Los capitales de los créditos por alcabalas 
enajenadas revertidas á la Corona, cuyos 
ajustes no fueron consumados ni reconoci- 
dos por el Tesoro, y los réditos de los mismos. 

Los capitales de los créditos procedentes 
de los impuestos de censales y generalidades 
de Aragón establecidos por aquellas Cortes. 

Los créditos de préstamos y suplementos 
en Tesorería que tienen hipoteca especial ó 
interés ofrecido, y proceden: 

De Jos préstamos forzosos ó voluntarios 
contratados durante la guerra de la indepen- 
dencia y en i 823 con las autoridades civiles 
y militares que representaban Ja del Gobier- 
no, y que después fueron aprobados por este. 

Los que traen su origen de los empréstitos 
de 400. 240 y 160 millones realizados á fines 
del siglo pasado, y 

Los procedentes de los préstamos hechos 
en 1797 y ISOo por el Consulado de Cádiz 
con ía hipoteca del arbitrio del % por 100 
de averia moderna. 

Los capitales de imposiciones y présta- 
mos hechos en consolidación que compren- 
den los créditos de obras pías, bienes secu- 
larizados, vinculaciones voluntarias hechas 
en la antigua Caja de consolidación á cofra- 
días , establecimientos de beneficencia, co- 
munidades religiosas, capellanías, memorias, 
patronatos de legos, vínculos, mayorazgos y 
otras fundaciones, y además los de los prés- 
tamos de 24 y 36 millones en 1800 á la refe- 
rida Caja de consolidación, y otras imposicio- 
nes en la misma, voluntarias ó judiciales. 

Los capitales de créditos que procedan de 
imposiciones forzosas que se constituyeron 
con hipoteca de la renta del tabaco á virtud 
del R. D. de 15 de marzo de 1780 con fon- 
dos cjue existían en depósito en diferentes 
puntos destinados á la fundación de capella- 
nías, memorias, obras pías, y demás objetos 
análogos á los que estaban aplicados los cau- 
dales impuestos en consolidación. 

Los capitales de créditos por letras, libran- 
zas y cualesquiera otros documentos de giro 
ú cargo de la Tesorería general ó de las pro- 
vincias) así como también las diferentes obli- 
gaciones, que habienflq sido cargo de las Te- 
sorerías el' satisfacerlas , bien á las corpora- 
ciones ó á los particulares, dejaron de verifi- 


carlo hasta la formación de presupuestos en 
mayo de 1828. 

Los capitales de efectos procedentes de ar- 
mamentos y artículos de todo género ocupa- 
dos por el Gobierno á sus respectivos dueños 
para hacer frente á las atenciones del ejérci- 
to con anterioridad á la época de presupues- 
tos de 1828. 

El valor de los aguardientes ocupados por 
el Gobierno español á varios vecinos de las 
Ciudades Anseáticas en el concepto de ser 
propiedad francesa. 

Los capitales procedentes de secuestros de 
cualquiera clase hechos por el Gobierno has- 
ta la ley de presupuestos de 1828, 

Los capitales de fletes no satisfechos á los 
dueños ó consignatarios de los buques que 
en diferentes épocas trasportaron de los do- 
minios de Ultramar á la Península, y de unos 
á otros puntos de esta, tropa, caudales y efec- 
tos de toda clase hasta la lev de presupues- 
tos de 1828. 

Los de alcauces de cuentas que proceden 
de saldos que resultaron después de finiqui- 
tarse las presentadas con anterioridad á la 
ley de presupuestos de 182.8 en favor de los 
que las rindieron. 

Los de reintegros de la rifa de Son-sígala, 
que en 1823 dispuso la Diputación provin- 
cial de Mallorca y no llegó á verificarse, re- 
presentados en billetes. 

Las «Dualidades de vitalicios por los ca- 
pitales impuestos en Tesorería mayor y en 
los Cinco Gremios mayores devengadas des- 
de. l.° de enero de 1825 hasta 30 de junio 
de 1851, como también los recibos ó do- 
cumentos interinos expedidos por la prime- 
ra media anualidad de 1825 que se ofreció 
pagar á metálico y no tuvo efecto. 

Los créditos correspondientes á los vi- 
talicios cuyas rentas se capitalizaron á con- 
secuencia 'del decreto de las Córtes de 29 
de junio de 1821, y que voJvieion á su es- 
tado primitivo en virtud de la R. O. de 18 
de julio de 182o derogatoria de aquel de- 
creto. 

Los créditos, respecto de los cuales no 
se hizo uso de la facultad que concedió la 
Real orden citada en eJ artículo anterior, 
siempre que se conserven los documentos 
emitidos por la capitalización. 

Los créditos de participes legos en diez- 
mos por el importe de las rentas no perci- 
bidas y el de los intereses adelantados de las 
cinco sextas partes de la capitalización, en- 
tendiéndose si los interesados se conforman. 
Si prefieren y exigen certificaciones de unos 
y otros en la forma en que se les entregan 
por el antiguo sistema, se les darán estas. 
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Los vales duplicados que emitió el Gobier- 
no intruso en 1809, mandados reconocer 
por decreto de las Cortes de 9 de junio de 
1822, y que se hubieren reclamado hasta 31 
de diciembre de 1836. 

CAPITULO V. 

Deuda amortizable de segunda clase interior. 

Art, 17. Se convertirán también en Deu- 
da de esta ciase por todo su valor nominal. 

Créditos en circulación. 

Las láminas antiguas de Deuda sin inte- 
rés expedidas desde l.° de enero de 1825 
hasta 31 de marzo de 1843. ' 

Los títulos de la Deuda sin interés de la 
creación de l.° de abril de 1843. 

Los residuos al portador de la misma Deu- 
da expedidos desde l.° de abril de 1843. 

Pendientes de liquidación. 

Los intereses vencidos basta 30 de junio 
de 1851 de los vales que los tenían señalados 
y se constituyeron por los depósitos guber- 
nativos, judiciales y voluntarios de que ha- 
bla el párrafo 1 .° del art. 11. 

Los intereses de los capitales de juros que 
los devengan, y de que se hace referencia 
en el art. 16. 

Los de ios juros perpétuos ó de recom- 
pensas que no tienen designado capital por 
carecer de precio en su imposición, y de 
que se hace expresión en el citado arf. -16, 
basta igual época de 30 de junio de 1851 . 

Los capitales procedentes de atrasos de la 
Real casa, deudas contraidas en los reinados 
de Felipe Y y anteriores, y suministros he- 
chos en la misma época que no ganahan in- 
tereses los réditos de los que lo devengaban 
hasta 30 de juuio de 1851 : 

Los intereses devengados de los créditos 
de recompensas procedentes de oficios ena- 
jenados, salinas y otras rentas incorporadas 
á la Corona desde el año de 1717 al de 1799, 
que se refieren en el repetido art. 16, de- 
vengados y no satisfechos hasta 30 de junio 
de 1851, y los vencidos hasta la ley de pie- 
supuestos de 1828 respecto de los consigna- 
dos en Tesorería. 

Los réditos de créditos de censales y ge- 
neralidades de Aragón procedentes de los 
que establecieron las Córtes, de que habla 
el mismo art. 16, vencidos hasta 30 de junio 
de 1851. 

Los réditos de créditos por préstamos y 
suplementos hechos en Tesorería cuya pro- 
cedencia se determina en el art. 16, y los 
capitales de los que no tuviesen declarado 
interés. 
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Los réditos de los créditos por imposicio- 
nes y préstamos en consolidación, de que 
habla oí artículo arriba citado. 

Los réditos de las imposiciones sobre la 
renta del tabaco referidos en el artículo an- 
terior. 

Los créditos de haberes militares, civiles 
y de marina procedentes de sueldos, jorna- 
les, pensioues, viudedades y orfandades, pol- 
lo devengado y no satisfecho con anteriori- 
dad á la lev de presupuestos de 1828. 

Los créditos de la Real casa, cuyo pago 
estaba afecto al Real patrimonio, y que pro- 
ceden de sueldos, pensiones, viudedades, 
alojamientos, reserva de carruajes, daños dé 
caza ó de otros conceptos, y que correspon- 
dan á épocas anteriores al d.° de mayo 1814. 

Las anualidades de rentas vitalicias por 
los capitales impuestos en Tesorería mayor 
devengadas hasta 31 de diciembre de 18 *4. 

Los créditos de vitalicios de la fortificación 
de Cádiz, que traen su origen de lo que se 
quedó á deber desde l.° de julio de 1821 á 
30 de setiembre de 1823, á los que impusie- 
ron fondos para aquellas obras, y cuyos ré- 
ditos devengados en dicha época se abonan 
en la actualidad en Deuda sin interés á vir- 
tud de R. O. de 26 de junio de 1837. 

Los intereses de los vales consolidados 
anteriores al l.° de enero do 1825 de que 
habla el art. 12. 

Los recibos de intereses de vales expedi- 
dos hasta el 31 de diciembre de 1824 que se 
hallen en igual caso que ios del párrafo an- 
terior. 

Art. 18. Las cédulas hipotecarias emiti- 
das por el Gobierno intruso en los años de 
1808 y 1809, cuyo reconocimiento y liqui- 
dación se hubiese hecho en tiempo hábil 
(que lo fuá hasta 31 de diciembre de 1836), 
se abonarán y convertirán, considerándolas 
para los efectos de la ley, en la Deuda que. 
corresponda, según laclase del crédito do 
que procedan. 

Art. 19. Solo serán reconocidos y liqui- 
dados y admitidos á conversión los crédi- 
tos comprendidos en este reglamento, y cu- 
yo derecho sea claro y no ofrezca dudas. Los 
que no lo estuvieren v sean de derecho 
dudoso, no serán reconocidos ni liquidados, 
á menos que recaiga sobre ellos resolución 
expresa del Gobierno ó de las Córtes en su 
caso. 

Art. 20. No se procederá á liquidar nin- 
gún crédito sin que se halle comprendido en 
la cuenta de liquidación prevenida en el ar- 
tículo 36 de la ley de 20 de febrero de 1850. 
Respecto de los que no lo estuvieren, aun 
cuando se justifique que la ¡redamación se 
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hizo en tiempo hábil, habrá de acordar la 
Junta, en caso de que proceda con vista dei 
expediente instruido, que el crédito se ins- 
criba en los registros y libros del ramo á que 
corresponde, circunstancia indispensable pa- 
ra que se lleve á efecto la liquidación. 

CAPITULO VI. 

fíe la conversión de la Deuda exterior. 

Art. 21. Serán convertidas en Deuda di- 
ferida para pasar en su dia á renta perpetua 
consolidada del 3 por 100. conforme á Ja ley 
de l.° de agosto de 1851 / 

1. ° La actual Deuda activa del 5 por 100 
por todo su capital. 

2. ‘ El capital nominal de los intereses 
de la misma Deuda activa vencidos y no pa- 
gados desde l.° de enero de 1841 hasta 30 
de junio de 1851, reducido su importe á la 
mitad. 

3. ° Las dos terceras partes del capital de 
los títulos de la Deuda antigua del 5 por 100 
que estando llamados á conversión por la lev- 
de 10 de noviembre de 1834, no llegaron á 
convertirse por no haberse presentado en 
tiempo hábil. 

4. ° Las dos quintas partes del capital de 
la Deuda antigua del 3 por 100 que tampoco 
se presentaron en el plazo señalado por di- 
cha ley. 

Art. 22. Serán convertidos en Deuda 
amortizable de segunda clase, conforme á la 
ley de l.° de agosto de 1851: 

1. ° La actual Deuda pasiva por todo su 
capital 

2. ° La conocida con el nombre de dife- 
rida de 1831, también por todo su capital, 

3. " La tercera parte y la quinta parle de 
los capitales respectivos de las antiguas Deu- 
das del 5 y 3 por 100, cuyos títulos dejaron de 
presentarse a la conversión dentro del plazo 
señalado por la ley de 16 de noviembre 1834. 

Art. 23, La conversión de las expresa- 
das Deudas se verificará en las plazas de 
Lóndres, París y Amstebdan por agentes de- 
legados del Gobierno, (juienes recibirán los 
documentos llamados a la conversión, y en- 
tregarán los nuevos equivalentes, conser- 
vando los cambios establecidos. 

Para conseguir la mayor facilidad y rapi- 
dez en la conversión, así corno la centraliza- 
ción que conviene, si Jos portadores de los 
documentos se avienen y ponen de acuerdo 
con Jas respectivas Comisiones, podrán estas 
servir de conducto intermedio para los can- 
jes de unos documentos con otros; y en tai 
caso en todas las operaciones de trasmisión 
de títulos, la responsabilidad será recíproca 


y directa entre los delegados del Gobierno y 
las Comisiones , y entre estas y los porta- 
dores. 

Art. 24. La época y fofma en que se ha 
de verilicar la presentación de los antiguos 
créditos y el recibo de los nuevos será anun- 
ciada en los principales periódicos de las ca- 
pitales en que se realice la conversión, y en 
ella se dará la preferencia á los valores que 
devenguen intereses, para no causar perjui- 
cio á los que tengan derecho á su percibo, 
quedando para después los documentos de 
la Deuda amortizable. 

Art,. 25. El que presente á convertir sus 
créditos antes de í de enero de 1852 ten- 
drá derecho al percibo do intereses desde l.° 
de julio de 1851. 

Él que demore la presentación y la verifi- 
que desde 1 .° de enero á fin de junio de 1852 
solo tendrá derecho á los intereses que se 
devengarán desde l.° de julio siguiente. 

El que no se presente antes de esta ultima 
fecha tendrá en lo sucesivo que acudir á ve- 
rificar la conversión de sus créditos á las ofi- 
cinas generales de la Deuda en Madrid , Jas 
cuales Je abonarán los intereses desde el se- 
mestre siguiente á aquel en que se verifique 
la presentación. 

Art. 26. Existiendo en las Comisiones de 
Hacienda de España en Lóndres y París al- 
gunos títulos de Deuda activa correspondien- 
tes á los sorteos de la diferida verificados 
desde 1838, cuyos dueños no se han presen- 
tado á recogerlos, se les recordará la necesi- 
dad de que lo verifiquen para que puedan 
disfrutar de los beneficios de la núeva con- 
versión. Si no fueren reclamados antes de 
i." de julio de J852, se cancelarán dichos 
títulos de Deuda activa, teniendo después 
necesidad los interesados de hacer sus can- 
jes en las oficinas generales de la Deuda en 
Madrid. 

Art. 27. Los nuevos títulos que se expi- 
dan serán en todo conformes á los módems 
aprobados que se acompañan. El pago délos 
cupones se domiciliará por ahora, además de 
la plaza de Madrid, en las de Lóndres y 
París. 

Art. 28. Los títulos que se emitan podrán 
ser convertidos á voluntad de sus tenedores 
en inscripciones nominativas que expedirán 
Jas oficinas generales de la Deuda en Madrid 
y para obtenerlas podrán valerse los intere- 
sados del conducto délas Comisiones de Ha- 
cienda en Lóndres y París, depositando en 
ellas sus títulos al portador, bajo resguardos 
interinos, mientras reciban de Madrid los es- 
trados de inscripción. 

Art. 29. La Junta directiva de la Deuda 
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señalará la cantidad correspondiente para el 
rescate de la clase amorlizable extranjera, 
publicando en las épocas respectivas el mo- 
do y forma en que se haya de verificar. 

Art. 30. Para facilitar y simplificar las 
operaciones de la conversión se realizará es- 
ta por el órden siguiente de llamamientos: 

1. ° Los títulos de la actual Deuda activa 
que tuvieren cortados y separados todos sus 
cupones vencidos, y conservaren el de se- 
mestre de 1,° de noviembre de 1851 y pos- 
teriores. 

2. " Los títulos de la misma Deuda activa 
que conserven unidos todos sus propios cu- 
pones. 

3 ° Los títulos de las antiguas Deudas del 
3 y 5 por 100 cuyos cupones é intereses no 
tienen derecho á la conversión. 

4.° Todos los cupones sueltos de la ac- 
tual Deuda activa extranjera. 

Art. 31. No debiendo emitirse documen- 
tos que representen cantidad inferior á rea- 
les vellón 4.000 equivalentes á libras 42 — 10, 
ó francos 1.080 que es la serie mas pequeña 
de los nuevos títulos no se computará ni ten- 
drá en cuenta cantidad alguna fraccionaria 
de aquella suma, á menos de que por un 
mismo interesado se presenten dos ó mas 
facturas cuyos residuos adicionados comple- 
ten el valor de un título. 

Art. 32. A la Junta directiva de la Deuda 
se le dará mensualmerde conocimiento del 
estado de la conversión para su publicación, 
sin perjuicio de facilitarla en todo tiempo 
cuantas noticias pida. 

Art. 33. El 30 de junio de 1852 se cer- 
rará la conversión en el extranjero. Pasado 
este plazo se formará la cuenta del modo y 
forma que acuerde la Junta directa y las ofi- 
cinas generales de la Deuda, que también 
acordarán Jas formalidades con que se tía de 
proceder en su dia á la quema de cuantos 
documentos se hayan recogido, los cuales 
sin embargo serán cancelados é inutilizados 
á presencia de los interesados al recibirse 
para la conversión. Se dispondrá asimismo 
la quema de. los títulos que hayan podido 
quedar sobrantes. 

Art. 34. En el recibo y distribución de 
títulos de ia Deuda exterior se observarán 
las reglas siguientes: 

1 , a El comisario regio entregará á la- Co- 
misión de Londres, para que ei presidente ó 
interventor los autoricen con sus firmas au- 
tógrafas, los títulos que prudencialmente se 
consideren necesarios para la conversión en 
aquella capital. 

2. a A proporción que sean firmados se 
depositarán diariamente á última hora en 


una arca de tres llaves, de las cuales tendrá 
una el cónsul de España , otra el presidente 
y otra el interventor. Quedará en el arca un 
registro con la numeración de los títulos y 
sus valores clasificados por séries , y asimis- 
mo Jos títulos no firmados. 

3. a Iguales formalidades se observarán 
con los títulos que sea necesario remitir á 
París para la conversión que debe hacerse 
en aquella capital. 

4. a El comisario regio, después de fir- 
mados en Lóndres los títulos correspondien- 
tes a la conversión de Amstcrdam los llevará 
personalmente para que se depositen con 
las mismas formalidades: y como estos títulos 
contendrán todas Jas autorizaciones de fir- 
mas, se reservarán para poner en Amstor- 
dam el sello ó contraseñas que según se ha- 
ya mandado debo estamparse en ellos. 

5. a A medida que sea necesario hacer 
uso de los títulos para distribuirlos al públi- 
co, se extraerán delarca de tres llaves á 
presencia dolos claveros, dejando anotado 
en el registro el número y valor de los que 
se saquen , que serán solamente los precisos 
para el canje que deba hacerse en aquel dia 
con arreglo á las facturas presentadas. 

6. a Diariamente darán aviso las Comisio- 
nes al comisario regio, para que este por 
quincenas lo baga á las oficinas generales de 
la Deuda, de la cantidad y clases de títulos 
que se extraigan délos respectivos depósitos. 

CAPITULO VIL 

Caducidad y prescripción de créditos. 

Art. 35. En consecuencia de lo dispues- 
to en el art. 7.° de la ley , se consideran ca- 
ducados y sin derecho alguno á su recono- 
cimiento y liquidación todos los créditos que 
debieron presentarse y no fueron presenta- 
dos dentro del plazo señalado por el R. D. de 
10 de febrero de 1836 , aclaración de 25 de 
setiembre del mismo año y ley de 28 de ju- 
nio de 1837, cuyos plazos respectivamente 
fenecieron en 31 de diciembre de 1836 y á 
los dos meses de publicada la citada ley. 

Art. 36. También se considerarán cadu- 
cados , con arreglo al art. 6.° de ta ley, los 
créditos procedentes de indemnizaciones de 
daños causados durante la guerra civil de 
que trata la ley de 9 de abril de 1842, y cu- 
yas justificaciones na se presentaron en el 
tiempo que se fijó por ei art. 12 de la misma 
ley y Reales órdenes vigentes. 

Art. 37. Igualmente se consideraran ca- 
ducados, en virtud de lo que dispuso el Real 
decreto de 9 de enero de 1835 -y aclaración 
de 5 de junio de dicho año, los créditos pro- 
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ceden tes de suministros hechos por los pue- 
blos hnslíi fin de 1827 , exceptuando los li- 
quidados y reconocidos por las Comisiones 
de los distritos civiles y militares hasta fin de 
diciembre de 1834, y representados por cer- 
tificaciones de aquellas dependencias, que se 
hubiesen presentado hasta 31 de diciembre 
de 1836. 

Art. 38. En lo sucesivo no se admitirán 
á conversión los vales anteriores á 1824 ni 
ios recibos de sus intereses , verificando solo 
la de los presentados en las oficinas dentro 
del plazo señalado en el R. I). de 16 de fe- 
brero de 1836 y que resultaron legítimos y 
corrientes. 

Art. 39. Los poseedores de juros pueden 
reclamar la capitalización y abono de los ré- 
ditos que, con arreglo á las disposiciones vi- 
gentes les correspondan en el término de un 
año , contado desde la fecha de este regla- 
mento , pasado el cual quedarán sujetos á lo 
que por punto general se determine en una 
ley sobre caducidad de créditos vigentes, cu- 
ya" liquidación y reconocimiento no se hu- 
bieren solicitado, 

Art. 40. Los" créditos de dominio parti- 
cular existentes en la Tesorería do la Deuda 
(fue no se recogieren por sus dueños hasta 
31 de marzo de 1832 se cancelarán y amor- 
tizarán definitivamente reservándose á los 
dueños el derecho á reclamar su liquidación 
y la expedición en equivalencia de los docu- 
mentos que corresponda según la ley de 1 .° 
de agosto. 

Art. 41. Los dueños de todos los crédi- 
tos pendientes de liquidación y reclamados 
en tiempo oportuno deberán presentar los 
justificantes necesarios para practicarla den- 
tro del término de un año contado desde la 
lecha de este reglamento , pasado el cual sin 
haberlo verificado quedarán sujetos á lo que 
por punto general se determine sobre cadu- 
cidad de créditos, 

Art. 42. Los vitalicios que no sean recla- 
mados también en el término de un año, 
contado desde la fecha de este reglamento, 
quedarán de la misma manera sujetos á lo 
que por nimio general se determine sobre 
caducidad de créditos. A los que se reclamen 
dentro de dicho término se abonarán las pen- 
siones en la clase de Deuda antes señalada 
hasta 30 de junio de 1851, desde cuya fecha 
corre esta obligación á cargo del Tesoro. 

CAPITULO VIII. 

Devoluciones. 

Art. 43. Las devoluciones que deban ha- 
erse por el Estado á los compradores de 
enes nacionales por las venías que hayan 


sido ó sean anuladas, y también por sobran- 
tes que, después de cubierta la totalidad del 
precio de los remates , resultan en algunas 
enajenaciones hechas en la época de 1820 á 
1823, se verificarán, prévia liquidación, en 
las correspondientes clases de papel, creadas 
por la ley de i .° de agosto de este año , en 
las cuales se considerarán para este efecto, 
convertidos los créditos que los comprado- 
res entregaron. 

Respecto de los pagos del precio de los re- 
mates que con arreglo á las leves vigentes se 
hubieren hecho en metálico en todo ó en 
parte , las devoluciones se verificarán tam- 
bién en metálico, consignándose su importe 
como nueva obligación en el presupuesto de 
la Deuda. 

CAPITULO IX. 

Liquidación. 

Art. 44. En la liquidación de los créditos 
presentados en tiempo hábil, procedentes de 
los daños mandados indemnizar por la ley 
de 9 de abril de 1842, se observarán las dis- 
posiciones y reglas establecidas en la misma, 
las que contiene la ley de arreglo de la Deu- 
da, y todas las demás disposiciones concer- 
nientes á los ramos de liquidación en ge- 
neral. 

Art. 45. Los expedientes que se instru- 
yan para el reconocimiento y liquidación de 
créditos reclamados en tiempo hábil con- 
tendrán: 

El acuerdo de la Junta disponiendo se le 
dé ingreso en la cuenta de liquidación de su 
ramo , si fuese la reclamación hecha des- 
de l.° de enero de 1850, ó hallarse inscritos 
en los libros de registro formados por fin de 
diciembre de 1849, que es la base de la cuen- 
ta rendida por 1850. 

La reclamación que se hubiese hecho por 
los interesados pidiendo la liquidación ó la 
carpeta de presentación hecha en las ofici- 
nas generales ó de provincia. 

Los documentos originales que comprue- 
ben la reclamación y acrediten el derecho á 
ella. 

Los informes y demás datos que se reuni- 
rán al expediente para fundar la liquidación 
que bajo responsabilidad de los jefes y em- 
pleados de ¡as oficinas debe practicarse. 

El dictamen del fiscal de la Deuda y la pro- 
puesta del encargado del ramo, que debe 
preceder siempre en estos expedientes para 
darse cuenta en Junta. 

Art. 46. No estando expreso en la ley si 
han de abonarse los intereses considerados 
á la Deuda corriente de 5 por 100 á papel, 
desde la fecha de la expedición de las lámi- 


DEUDA PUBLICA. (17 Oct. 1851.) 


337 


ñas en que están representados los capitales 
hasta fin de junio de 1851 , no se hará por 
ahora la conversión de dichos intereses; pe- 
ro se proveerá por su importe á los acree- 
dores de un documento interino para que, 
en el caso de que por una ley aclaratoria se 
determine el abono, sean entonces conver- 
tidos en Deuda amortizable de segunda ciase. 

Art. 47. Se formará á principios de cada 
ines una relación por clases de los créditos 
liquidados durante el anterior, y del importe 
de los documentos que se den en pago , y 
se remitirá al Ministerio por la Junta de la 
Deuda. 

Art. 48. Las liquidaciones de créditos por 
censos que pesaban sobre los bienes de la 
Orden de San Juan , se verificará como se 
hace en el dia, según se previene en el ar- 
tículo 5.° 

Ari. 49. Los duchos de los créditos pen- 
dientes de liquidación que , con sujeción á 
las disposiciones vigentes y á la ley de l.° de 
agosto, han de ser reconocidos en Deuda di- 
ferida de 3 por 100, deberán solicitar la con- 
versión antes del l.° de enero de 1852 para 
que los nuevos títulos devenguen intereses 
desde 1.2 de julio de 1851. Los que la solici- 
ten con posterioridad, solo tendrán derecho ! 
á los intereses desde el semestre siguiente á 
aquel en que lo verifiquen. Sin embargo, los 
créditos de igual clase , cuya liquidación no 
puedan practicar las oficinas por culpa de 
sus dueños, solo devengarán los intereses 
desde el semestre siguiente á aquel en que 
los mismos dueños acrediten ante la Junta, 
dentro del plazo de un año señalado en el 
art. 41 , haber allanado los inconvenientes 
que impedían por su parte la liquidación. 

CAPITULO X. 

Emisión. 

Art,. 50. La renta perpetua consolidada 
del 3 por 100 actual, y la que en virtud de 
la legislación vigente deba emitirse, podrá 
ser canjeada á voluntad de los acreedores, 
en títulos ai portador ó inscripciones nomi- 
nativas, según el art. 12 de la ley de 1 .° de 
agosto, 

Art. 51. Las séries y cantidades de los 
títulos que han de emitirse con arreglo á la 
lev de 1.® de agosto de 1851 serán las si- 
guientes: 

De la Deuda diferida del 3 por 100 inte- 
rior y exterior. 

Títulos de la serie A de 4.000 rs. 

s> de la série B de 12.000 

» de la série C de 24.000 

' » de la série D de 48.000 

Tomo V. 


De la Deuda amortizable de primera clase. 

Títulos de la série A de 4.000 rs. 

» . de la série D de 10.000 

o de la série C de 40.000 

» de la série D de 80.000 

De la Deuda amortizable de segunda dase 
interior y exterior . 

DETIDA INTERIOR. 

Títulos de la série A de 5.000 rs. 

» de la série li de 10.000 

» de la série C de 20.000 

» de la série D de 50.000 

» de la série E de 100.000 

DEUDA EXTERIOR, 

El capital de la Deuda amortizable exte- 
rior estará representado en pesos fuertes, en 
francos y en libras, considerándola al efecto 
al camino establecido para la Deuda diferida 


al 3 

por •: 

100, a 

sa be 

r • 




Série A 

200 

ps. 

fs. 

42 io 

frs. 

1.080 

» 

B 

400 

» 


85 

» 

2.160 


C 

800 

a 

» 

170 

» 

4.320 

» 

D 

1.200 

» 

)) 

2od 

» 

6.480 

» 

E 

2.400 

» 

» 

510 

» 

12.960 

i) 

F 

4.800 

» 

» 

1.020 

» 

25.920 


Art. 52. Los nuevos títulos del 3 por 100 
diferido inferior y exterior arreglados a! mo- 
delo aprobado por el Gobierno, contendrán 
38 cupones correspondientes á los diez y 
nueve años que esta Deuda ha de conservar 
la expresada denominación, y cuando se con- 
cluyan sus cupones se procederá á la reno- 
vación en renta perpetua consolidada al 3 
por 100 de España. 

Art. 53. Se expedirán á 'voluntad de los 
acreedores inscripciones nominativas tras- 
feriblos, en vez de títulos al portador de la 
Deuda diferida interior y exterior, antes y 
después de la primera emisión é igualmente 
podrán ser convertidas las inscripciones en 
títulos. 

Art. 54. LíTemision de inscripciones tras- 
leribtes ó nominativas de la Deuda interior y 
exterior se hará en Madrid; sin perjuicio de 
poderse domiciliar su pago en otro punto, 
según se expresa en el art. 84. 

Art. 55, Toda la Deuda que se emita por 
virtud de la ley de l.° de agosto tendrá en 
las oficinas los libros de talones y asientos en 
los registros de ceda una de las clases por el 
órden correlativo de numeración y Jo mismo 
el de sus cupones, para que puedan cance- 
celarse unos y otros á su amortización cuan- 
do esta se verifique, ó al pago de los intere- 
ses de los últimos. 
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Los extractos de inscripción trasferibJés 
tendrán iguales registros y comprobantes en 
los libros de talones, y se les llevará ade- 
más su cuenta corriente para el pago de in- 
tereses. 

Art. 56. Los créditos que resulten con- 
tra el Estado por imposiciones á favor de pa- 
tronatos de legos, vínculos ó mayorazgos, 
no se entregarán á los poseedores sin prévia 
justificación de hallarse comprendidos en la 
mitad de que pueden disponer libremente, ó 
bien prestando en forma su consentimiento 
los inmediatos sucesores. 

Los créditos correspondientes á fundacio- 
nes cuyos bienes estén destinados en todo ó 
en parte á objetos de beneficencia ó ense- 
ñanza publica, se entregarán á sus legítimos 
patronos ó administradores préviü el oportu- 
no aviso á los respectivos Ministerios de Go- 
bernación ó Instrucción pública, 

Lo mismo se entenderá siempre que las 
oficinas bavan de emitir créditos correspon- 
dientes á Ayuntamientos ú otras corporacio- 
nes, cualquiera pie sea el Ministerio de que 
dependan. 

Los créditos no negociables pertenecien- 
tes al clero secular que se declararon bienes 
nacionales por la Jey de 2 de setiembre de 
1841, y no hayan sido anulados con anterio- 
ridad á la de 3 de abril de 1845, se conver- 
tirán á favor de aquel en las clases de Deuda 
qué les correspondan con arregio á la ley de 
l.° de agosto último, dándose también aviso 
á los Ministerios de Gracia y Justicia y Ha- 
cienda. 

La conversión de estos créditos y de los 
expresados en los dos párrafos anteriores se 
verificará precisamente en inscripciones no- 
minativas, ias que no podrán trasferirse sino 
en la forma y con Jos requisitos que previe- 
nen las leyes. 

Art. 57. No se expedirán certificaciones 
per el valor presumible de los diezmos por 
no ser ya necesaria la continuación de este 
medio supletorio que dispuso la R. O. de 
9 de abril de 1843. * 

CAPITULO XI. 

Conversión. 

Art. 58. Las conversiones que actual- 
mente se practican con arreglo á la legisla- 
ción que ha regido basta la publicación de 
la ley de i.° de agosto se terminarán por las 
oficinas dentro de los treinta dias siguientes 
al de la publicación de este reglamento. 

Art. 59. La conversión de toda la Deuda 
interior se hará precisamente en Madrid, á 
cuyo efecto presentarán los interesados sus 
respectivos créditos en el negociado de reci- 


bo establecido en las oficinas generales de la 
Deuda dentro del término y en la forma que 
se expresarán en los anuncios que han de 
publicarse al efecto. 

Art. 60. La conversión de la Deuda ex- 
■ terior se veriíicará en las Comisiones de Ha- 
cienda de España, de Londres, París y Ams- 
¡ terdam bajo las órdenes de la Dirección ge- 
neral en el modo y tiempo prevenidos en 
este reglamento, y también podrán presen- 
tarla en Madrid cuando los interesados de- 
seen cambiar sus efectos por otros equiva- 
lentes de la Deuda interior. 

Art. 6i. La época y forma en que ha. de 
darse principio á la conversión se anunciará 
oportunamente en los periódicos olicinles de 
la Córte y de las provincias; y por loque 
hace á la Deuda extranjera, en los principa- 
les diarios de las plazas de Londres, París y 
Amsterdam. 

Art. 02. Para abreviar las operaciones y 
que los interesados reciban los créditos en 
el menor tiempo posible , la presentación de 
los documentos llamados ó conversión se 
hará con carpetas triplicadas , de ias cuales 
se devolverá una al interesado con el núme- 
ro de su asiento y firma del jefe del negocia- 
do de recibo de documentos para que le sir- 
va de resguardo. 

Alt. 63. Los títulos que se incluyan en 
las carpetas de presentación, y ¡o mismo los 
documentos nominativos y los recibos de in- 
tereses de todas clases, deberán precisamen- 
te llevar el endoso siguiente: «A la Dirección 
general de la Deuda pública para su conver- 
sión.» con la fecha y la firma del que autori- 
ce las carpetas. Los cupones llevarán al dor- 
so la media firma del mismo. 

Art. 64. El jefe de negociado á cuyo car- 
go esté el recibo de documentos hará tala- 
drar estos en el acto de su entrega á presen- 
cia de los interesados , v hará en seguida el 
asieulu en el libro de registros expresando 
por numeración correlativa toda, las earpe- 
tas qne se le presenten, la persona que las 
autoriza, el importe de los créditos, el objeto 
para que se entregán y el día en que se han 
presentado. 

Art. 65. La Dirección de la Deuda acor- 
dará y practicará ias operaciones necesarias 
para asegurarse de la legitimidad de los títu- 
los y documentos presentados y de su ‘can- 
celación en ios jibros de talones y en ios de 
emisión. Las relaciones y registros de con- 
versión se arreglarán á los modelos núme- 
ros 1,2,3 y 4. 

Art. 66. ' Los títulos ‘que Tesulteu falsos ó 
inadmisibles por cualc|f(ier‘indtivo se separa- 
rán de los régistros 'y ^se presentarán con 
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expediente instructivo de Ja falsedad ó de- 
fecto é informe del Director general á la Jun- 
ta para que acuerde Jo que proceda. 

Art. 67. No se admitirá partida alguna 
de créditos cuyo importe no complete por lo 
menos el capital mínimo de un título de la 
ciase en (pie han de ser convertidos los do- 
cumentos que se presenten. Las pequeñas 
fracciones ó residuos que resulten proce- 
dentes del valor de los títulos en las liquida- 
ciones que se practiquen de Deuda conver- 
tible en diferida del 3 por 100 , ó amortiza- 
ble de primera y segunda clase, se abonarán 
en metálico al precio de cotización que de- 
signe la Junta; y su pago se verificará con t 
los fondos que por los arts. 11 y 10 de la ley 
se ijallan destinados respectivamente á ía 
amortización de las referidas Deudas en cuya 
clase deben considerarse ios indicados re- 
siduos. 

Art. 68. El pago de los pequeños resí- 1 
daos del 3 por 100 consolidado que también 
produzca la conversión de los emitidos des- 
de 1843, en títulos é inscripciones, se veri- 
ficará del sobrante que resulte de la. cantidad 
asignada para el pago de intereses de la Deu- 
da diferida. 

Los residuos de que se trata, se admitirán 
á la conversión, sea cualquiera el semestre 
de que procedan. 

Art. 69. Las carpetas con que se presen- 
ten á conversión los títulos y demás créditos 
se arreglarán,, según la procedencia y clase 
de los mismos, a ios modelos citados en la ¡ 
relación siguiente: 

RENTA CONSOLIDADA DEL 5 POR 100. 

Los títulos del 3 por 100 de la emisión de' 
1831 para conversión en los de 1847 é ins- 
cripciones trasferibles, seguí: el modelo nú- 
mero 5. 

Los del mismo 3 por 100 de 1847 para 
inscripciones trasferibles, modelo núrn. 6. 

Las inscripciones trasferibles que vuelvan ■. 
á la clase de títulos de 1847, modelo núm. 7. 

Los residuos at portador del 3 por 100 pa- 
ra títulos ó inscripciones trasferibles, mo- 
delo nún¡. 8. 

Los títulos de Deuda exterior del 3 por 
100 de 1841 para convertirlos en la interior 
do 1847 é inscripciones trasferibles , mode- 
lo núm. 9. 

Los intereses de vales consolidados deven- 
gados hasta 30 de setiembre de 1840, ade- 
más de presentarse con carpeta, modelo nú- 
mero 27, como llevan intereses los docu- 
mentos, se pondrá otra segunda, modelo nú- 
mero 10. 

Los intereses de los documentos interinos 


de renta perpétua del 4 por 100 hasta 30 de 
setiembre de 1840; fes créditos con carpeta 
núm. 31, y por estos intereses otra segundo, 
modelo núm, 11. 

Los intereses de los extractos de inscrip- 
ción trasferibles al 4 por 100 devengados en 
dicho período. Los créditos con carpeta nú- 
mero 32, y para la capitalización de intere- 
ses, modelo núm. 12. 

Los intereses de documentos interinos d-< 
capital trasferible del 4 por 100 devengados 
hasta la misma lecha. Los créditos , modele 
núm. 33, y páralos intereses, modelo nú- 
mero 13. 

Los intereses de documentos interinos de 
reata perpetua al 5 por 100. Los crédito- 
carpeta núm. 38, y para el abono de aque- 
llos basta 30 de setiembre de 1840, modele 
núm. 14. 

Los intereses de extractos de inscripción 
trasferibles al 5 por 100: se presentarán los 
créditos con carpeta núm. 39, y para aque- 
llos basta 30 de setiembre de 1840, modelo 
núm. 15. 

Los intereses de documentos interinos de 
crédito con interés al tí por 100: los créditos, 
carpeta núm. 40, y la capitalización, mode- 
lo núm. 10. 

Los intereses de Deuda consolidada no 
trasferible al 5 por 100: los créditos con car- 
peta núm 41 , y para los capitalizables , mo- 
delo núm. 17. 

Los cupones del 4 por 100 de títulos de 
1831, basta 30 de setiembre de 1840, mode- 
lo núm. 18, 

Los cupones del 5 por i 00 de títulos de 
1831 vencidos basta la referida fecha, rún- 
delo núm. 19. 

Los cupones del 5 por 100 de títulos es- 
peciales creados en 1840 para conversión de 
Deuda activa hasta 30 de setiembre del mis- 
mo, modelo núm. 20. 

Los cupones del 5 por 100 de Deuda acti- 
va exterior devengados basta 31 ríe octubre 
de 1840 inclusive para capitalizarlos en títu- 
los interiores é en inscripciones. trasferibles, 
modelo núm. 2-1. 

Los bonos ó billetes del Tesoro emitidos 
: en Londres en pago de los intereses de la 
Deuda activa por el semestre vencido en 1- u 
de noviembre de 1836, cuya capitalización lo 
será al 211 2 / ;t por 100 .por e! convenio ce- 
lebrado en dicha capital en 27 de lebrero ríe 
1844, modelo núm. 22. 

Los certificados provisionales ó sean resi- 
duos del 3 por 100 emitidos en Londres y 
París por la capitalización verificada eu 1840, 
y .conversiones posteriores de los .mismo.-, 
residuos, modelo núm. 23. 
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Las certificaciones de capitales reconoci- 
dos á favor de ios partícipes legos en diezmos 
por cada una de las sextas partes, modelo 
uúm. 24. 

Los intereses del 4 por 100 representados 
en varías clases de créditos , y especificados 
en el modelo núm. 25. 

Los intereses del 5 por 100 de igual clase 
y procedencia, que los anteriores, modelo nú- 
mero 26. 

DIFERIDA AL 3 POR 100. 

Los vales consolidados y sus intereses des- 
de l.° de octubre de 1840 á 30 de junio de 
1851, modelo núm. 27. 

Los títulos del 4 por 100 de 1831 con sus 
intereses posteriores ai 30 de setiembre de 
1840, modelo núm. 28. 

Los títulos del 4 por 100 de 1843 en igual 
forma, modelo núm. 29. 

Los residuos al portador del 4 por 100 y 
sus intereses, modelo uúm. 30. 

Los documentos interinos de renta perpe- 
tua al 4 por 100 y sus intereses no capitaliza- 
bles, modelo núm. 31. 

Los extractos de inscripción trasferibies 
al 4 por 100 é intereses de igual proceden- 
cia, modelo núm. 32. 

Los documentos interinos de capital t.ras- 
ferible del 4 por 100 y sus intereses también 
no capitalizables, modelo núm. 33. 

Los títulos del 5 por 100 de 1831 con sus 
intereses desde l.° de octubre de 1840, mo- 
delo núm. 34. 

Los títulos del 5 por 1 00 especiales crea- 
dos en 1840 para la conversión de Deuda 
activa y sus intereses posteriores ai último 
cupón, modelo núm. 35. 

Los títulos del 5 por 100 de 1843 en igual 
forma que los anteriores , modelo núm. 36. 

Los residuos al portador de 1843 y sus in- 
tereses, modelo núm. 37. 

Los documentos interinos de renta porpé- 
tua al 5 por 100 y sus intereses no capitali- 
zabas, modelo núm. 38. 

Los extractos de inscripción trasferibies 
al 5 por 100 con los intereses de igual época, 
modelo núm. 39. 

Los documentos interinos de créditos con 
interés del 5 por 100 y sus réditos de la mis- 
ma fecha, modelo núm. 40. 

Las certificaciones no trasferibies del 5 
por 100 é intereses de la propia procedencia, 
modelo núm. 41. 

Los títulos de la Deuda activa exterior del 
5 por 100, modelo núm. 42 

Los títulos de la Deuda diferida de! 3 por 
100 exterior para convertirlos en los de 1 a 


interior, ó en inscripciones trasferibies, mo- 
delo núm. 43. 

Los cupones de los títulos de 1831 del 4 
por 100 desde l.° de octubre de 1840, mo- 
delo núm. 44. 

Los títulos del 4 por 100 de 1843 , y los 
intereses que llevan en sí á falta de cupones, 
modelo núm. 45. 

Los recibos de todas clases de intereses al 
4 por 100 no capitalizables, modelo núm. 46. 

Los cupones de títulos de 1831 al 5 p 0 r 
i 00 de la referida época, modelo núm. 47. 

Los cupones de los títulos de la couver s ¡ 0 n 
de 1840 al 5 por 100 de la propia fecha, m0 . 
>delo núm. 48. s . 

Los cupones de títulos de 1843 de los mi 
mos vencimientos, modelo núm. 49. 

Los cupones de títulos de Deuda activa ex- 
terior al 5 por 100 vencidos desde l.° de oc- 
tubre de 1840, modelo núm. 50. 

Los intereses representados por recibos 
de todas clases al 5 por 100, modelo núm. 51 . 

Las láminas de Deuda provisional com- 
prendidas en el art. 5.° de la ley, modelo 
núm. 52. 

Las inscripciones nominativas para con- 
vertirlas en títulos al portador de l. u de julio 
de 1851, modelo núm. 53. 

AMORTIZARLE DE PRIMERA CLASE. 

Las láminas de Deuda corriente del 5 por 
100 á papel negociables, modelo núm. 54. 

Las de igual clase no negociables, decla- 
radas que sean de libre disposición, modelo 
núm. 55. 

Los vales no consolidados de todas crea- 
ciones, modelo núm. 58. 

Las láminas de Deuda provisional negocia- 
ble de las clases exceptuadas en el art. 5.° 
de la ley, modelo núm. 57. 

Las mismas láminas no negociables, des- 
pués que- sena declaradas de libre disposi- 
ción, modelo núm, 58. 

Las certificaciones ó láminas de rentas no 
percibidas desde la abolición del sistema de- 
cimal, modelo núm. 59. 

Las mismas de intereses adelantados de las 
cinco sextas partes de la capitalización, mo- 
delo núm. tlO. 

Deuda amoriizable de segunda ciase. 

Láminas antiguas de Deuda sin interés, 
modelo núm. 61 . 

Los títulos de la misma Deudp de 1843, 
modelo núm. 62. 

Los residuos al portador de la misma épo- 
ca, modelo núm. 63. 

Las certificaciones-títulos de Deuda pasiva 
exterior de 1834, modelo núm. 64. 
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Para nuevas láminas de capitales á partici- 
pes legos en diezmos , que no devengan 
interés hasta qiie se consolidan por sex- 
tas partes en los seis arios que dispone 
la ley. 

Las certificaciones que representan el todo 
del capital reconocido para canjearlas por 
otras de cada una de las sextas partes, mo- 
delo núrn. 65. 

Art. 70. Para que los beneficios de la 
conversión alcancen á los dueños de crédi- 
tos constituidos en fianzas y depósitos en Ja 
Tesorería de la Deuda, se entenderá que los 
referidos dueños tienen , como todos los 
acreedores, la facultad de convertirlos, á 
cuyo fin dirigirán la competente solicitud 
acompañando las cartas de pago originales, 
que serán á su tiempo sustituidas por otras 
en que se haga la debida expresión de los 
nuevos créditos equivalentes, y entre tanto 
se les proveerá do resguardos interinos para 
su seguridad. Los intereses de los nuevos 
títulos se abonarán desde i " de julio de este 
año á los que lo soliciten hasta el 31 de di- 
ciembre, y los que lo hicieren con posterio- 
ridad estarán á lo que por punto general se 
dispone en el art. 8.° de la ley. 

CAPITULO XII. 

Amor tizacion. 

Art. 71 . El tesorero pasará á la Junta de 
la Deuda en cada semestre el importe ó cré- 
dito total señalado en el art. 10 de ia ley 
para el pago de intereses de ia Deuda diferi- 
da, á fin de que el sobrante que resultare 
después de cubierta aquella obligación se des- 
tine á la amortización de la misma Deuda. 

Art. 72. También pasará mensualmente 
á la Junta con destino ala Deuda amortizable. 

El producto en venta de todos los bienes 
señalados por la ley, que ingresará previa- 
mente en el mismo Tesoro. 

E! del 20 por 100 de los bienes de propios, 
la administración del cual volverá al Minis- 
terio de Hacienda, y será otro de los ramos 
á cargo de la Dirección general de contribu- 
ciones directas y fincas del Estado. 

Los 12 millones anuales que están consig- 
nados, con deducción de lo que importe el 
fondo llamado de equivalencias, que también 
debe librar el Tesoro á favor de la Junta. 

Art. 73. Para verificar con arreglo á la 
ley la amortización de la Deuda diferida del 
3 por 100 y amortizable de primera y segun- 
da clase, formará la Contaduría cada semes- 
tre una nota demostrativa: 

En la Deuda diferida: 

Del importe de Jas cantidades entregadas 


por la Dirección del Tesoro para pago de Io s 
intereses ue la Deuda del 3 por 100 diferida' 

De las sumas á que ascienda el pago de 
intereses. 

De las invertidas según los tipos fijados por 
la Junta en el pago de los residuos que pro- 
duzca la conversión en Deuda consolidada y 
diferida del 3 por 100 que deban amorti- 
zarse, 

Del remanente que resulte disponible para 
destinarlo á la compra de Deuda diferida. 

En la Deuda amortizable la notas serán 
mensuales, y comprenderán: 

Las sumas que la Dirección del Tesoro ha- 
ya entregado para la compra de Deuda amor- 
tizare. 

La cantidad invertida en el pago de los re- 
siduos procedentes de la conversión de esta 
dase de papel, y el liquido que resulte para 
que sea aplicado por ruñad ála compra de la 
referida Deuda amortizable de primera y se- 
gunda clase. 

Art. 74. Determinada por la Junta la 
cantidad que haya de aplicarse á la compra 
de cada clase de Deuda, y acordada la subas- 
ta con señalamiento de día, se publicarán por 
la Dirección los oportunos anuncios con toda 
expresión y claridad. 

Art. 75. La Junta en el dia anterior al en 
que deba celebrarse la subasta de los efectos 
de la Deuda interior, fijará el precio máximo 
á que haya de hacerse la adjudicación, y lo 
consignará con lo demás que convenga en 
pliego cerrado y sellado, que guardará el pre- 
sidente bajo su responsabilidad. 

Art. 76. Las proposiciones de venta de 
efectos públicos se harán por los lidiadores 
en pliego cerrado, que entregarán en la Se- 
cretaría de la Junta, recogiendo un resguar- 
do con la reseña que convenga. 

Art. 77. En el dia y hora señalado para 
el remate celebrará la Junta sesión pública, 
y en ella se abrirá y leerá ante todo el pliego 
en que aquella hubiese consignado el precio 
y en seguida se abrirán y leerán por el secre- 
tario los pliegos de proposiciones. Se des- 
echarán desde luego las que sean superiores 
al tipo señalado, y se admitirán en el acto Jas 
inferiores por el órden siguiente: 

\ ; Clasificadas las proposiciones de me- 
nor á mayor, según el precio de cada una, 
comenzará la admisión, prefiriendo siempre 
las de precio mas bajo. 

2. ° En igualdad de precio se dará la pre- 
ferencia á las de menores cantidades 

3. ° Cuando se llene la cantidad ue la su- 
basta, las proposiciones que no tengan cabi- 
dínquedarán desechadas. Si la última admiti- 
da hasta entonces excediese de la expresada 
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cantidad, se reducirá á la que baste para su 
completo; y sien este cas» hubiese dos ó 
mas proposiciones iguales en precio y canti- 
dad, se adjudicará la suma en cuestión por 
partes iguales ó por sorteo, á voluntad de Jos 
proponentes. 

4.° Lo mismo se verificará cuando se 
oresenten dos ó mas proposiciones iguales en 
¡•recio por ia tola] cantidad de! remate. 

Art. 78. Si de la subasta no resultase ad- 
misible ninguna de las proposiciones presen- 
tadas, ó si las que lo fuesen no cubriesen el 
todo de la cantidad del remate , la Junta re- 
solverá lo que considere mas beneficioso para 
los intereses de ia Hacienda, bien procedien- 
do á nueva subasta dentro del mismo mes 
por la total cantidad en el primer caso, ó por 
i a du cubierta en el segundo, ó bien acumu- 
lando una ú otra á la subasta siguiente: 

Art. 79. El mismo dia en que tenga efec- 
to la adjudicación, e! interesado en quien 
baya recaído depositará en la Tesorería de 
la Deuda o! i por 100 en metálico del impor- 
te nominal de la Deuda que se baya obligado 
a entregar como garantía del cumplimiento 
de su contrato, ó su equivalente en la clase 
de Deuda adjudicada, teniéndosele en cuenta 
ó devolviéndosele este depósito al tiempo de 
entregársele el precio de la adjudicación. 

Art. 80. Se procederá en el acto de la 
entrega al taladro de los documentos que se 
recojan por consecuencia de la subasta; se 
verificará su amortización definitva, y des- 
pués de formar relaciones de la clase ó im- 
porte, de los créditos recogidos se publicará 
en la Gaceta de Madrid. La quema de estos 
electos tendrá lugar ante la Junta mensual- 
mente, prévic anuncio al público. 

Art. 81 . Respecto á ía Deuda exterior ia 
Junta dispondrá que se verifique la amorti- 
zación de la manera mas análoga posible á 
lo que se prescribe para la interior, propo- 
niendo al Gobierno oportunamente las reglas 
que al efecto considere convenientes. 

Art. 82. La Junta de la Deuda dispondrá 
que se publique por lo menos en la Gaceta 
de Madrid un resumen de las operaciones de 
emisión y amortizácion que produzca la con- 
versión, expresando además lo que se hubie- 
re invertido en el pago á metálico del irn— 
porte de las fracciones ó residuos que ex- 
cedan del valor de los títulos. 

CAPITULO XIII, 

Pay-n d¿ intereses y domicilio. 

Art. 83. El pago de intereses de títulos 
al portador dé Ja Deuda consolidada y diferida 
interior se verificará por ahora solamente en 
Madrid, , 


Art. 84. Los intereses de las inscripcio- 
nes nominativas se satisfarán en Madrid y 
en las capitales de provincia, y también por 
ahora en las plazas de Lóndres y París, se- 
gur. el domicilio solicitado. 

Art. 83. La petición de domicilio se pre- 
sentará en la Dirección de la Deuda , y se 
practicarán para acordarlo las mismas’ ope- 
raciones que para la conversión se estable- 
cen en la parte que le sea aplicable. 

Art. 86. Determinado el domicilio v emi- 
tidas Jas inscripciones para el pago, se da- 
rá el debido conocimiento respectivamente - 
á las Comisiones de Lóndres y París y á ios 
Gobernadores de las provincias, cuyas ofici- 
nas de contabilidad deberán llevar los regis- 
tros que corresponda, 

Art. 87. El pago de intereses de las ins- 
cripciones nominativas se liará en Lóndres 
y París por medio de letras á cargo délas ofi- 
cinas de la Deuda, y en las capitules de pro- 
vincia serán satisfechos dichos intereses por 
las Tesorerías. 

Art. 88. En los registros que se lleven 
en las Comisiones de Lóndres y París y en 
las Contadurías de provincia se anotarán los 
pagos que se verifiquen con expresión de ios 
semestres á que correspondan ; y al verifi- 
carse se sellarán las inscripciones, ponién- 
dose por cajetín impreso el del semestre que 
se abona. 

Art. 89, Los presidentes de ¡as Comisio- 
nes, y lo mismo los contadores de provincia, 
darán cuenta á la Junta de las letras que ex- 
pidan los primeros para satisfacer las ins- 
cripciones, y los segundos de los pagos que 
intervengan, á fin de que se anoten en los 
registros de las oficinas de ia Deuda. 

Art. 90. La Dirección general del Teso- 
ro público tomará en cuenta los pagos he- 
chos en provincia, que serán aplicados al 
presupuesto respectivo, para que se entre- 
guen de menos estas cantidades en las con- 
signaciones ; y de su importe expedirá carta 
de pago la Tesorería de la Deuda, como can- 
tidad recibida por cuenta de su presupuesto. 

CAPITULO XIV. 

Venta de bienes destinados á la amortización. 

Art. 91 . Corresponde á la Junta de la 
Deuda todo lo relativo á la venta de las fin- 
cas, foros y derechos pertenecientes a! Es- 
tado como mostrencos, y los procedentes do 
tanteos y adjudicaciones por débitos de que 
habla el art. 16 de la ley; y su administra - 
ción, ínterin la venta se verifica, á la Direc- 
ción general de contribuciones directas, es- 
tadística y fincas dei Estado. 

En su consecuencia dependerán de la Jun 



DEUDA PUBLICA 

ta para aquel solo efecto las oficinas de la Ad- 
ministración provincia] que administran di- 
chos bienes. 

Art. 92. Instruirán los expedientes pa- 
ra preparar estas ventas la Dirección ge- 
neral de Ja Deuda; pedirá á la de contri- 
buciones directas y fincas de! Estado no- 
ticia detallada por provincias de los bienes 
de esta clase y su producto en renta y venta, 
y los expedientes de tasaciones que estuvie- 
ren ya instruidos. 

Art. 93. Los remates se verificarán por 
dobles subastas, en Madrid y en las capitales 
de provincia por Jos Juzgados de primera 
instancia, con-los requisitos establecidos por 
!a legislación vigente para los de los demás 
bienes nacionales. 

Art. 94. Terminados en los respectivos 
Juzgados de primera instancia los expedien- 
tes de subastas , serán remitidos ú la Direc- 
ción de la Deuda, la cual, uniendo los dos es- 
pedientes y consignando el fiscal su dicta- 
men sobre Ja legalidad del remate y demás 
que crea deben observar los presentará á k 
aprobación de la Junta. 

Art. 95. Aprobadas por la Junta las ven- 
tas, la Dirección general do la Deuda dis- 
pondrá el otorgamiento de escritura por los 
jueces de primera instancia, con ¡as mismas 
formalidades y seguridades con que ahora 
se procede en la veuta de bienes nacionales. 

Art 96. Si la Junta creyese que el mé- 
todo que en la actualidad se observa para 
estas ventas es susceptible de alguna mejo- 
ra, la propondrá al Gobierno para su reso- 
lución. 

Art. 97. Respecto á la enajenación de 
los realengos y baldíos se observarán las re- 
glas que establezca la ley especial que ha 
de dictarse con este objeto, con arreglo á io 
que se expresa en el art. 16 de la de l.° de 
agosto. 

Art. 98. Se dictarán por el Ministerio de 
Hacienda las disposiciones que estimare con- 
venientes para la observancia del presente 
reglamento. — Dado en Palacio á 17 de octu- 
bre de 1851. ( CL . t. U, f. 307.) 

R. O. de 20 octubre de 1851. 

Es una instrucción para el régimen de los 
trabajos y gobierno interior de la Junta de 
examen y reconocimiento de los créditos 
atrasados á cargo del Tesoro, creada por el 
R. D. de 23 de agosto último. {CL. t. 54, 
fág. 343.) 

R. D. de l.” noviembre de 1851. 

Organización de la Dirección general de la Dciula. ’ 

(Hac.) , Resuello por R. O. de 2 de agos- 
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to último que en las dependencias de la Deu- 
da del Estado fenezcan los trabajos y opera- 
ciones de liquidación, reconocimiento y con- 
versión de todos los créditos relativos á la 
misma, sin perjuicio de dejar expedita, así á 
la Hacienda como á los particulares , la fa- 
cultad de reclamar contra los agravios que 
crean irrogárseles, se hace indispensable va- 
riar algún tanto la organización del estable- 
cimiento a causa de las nuevas funciones 
que ha de ejercer la Junta, y determinar 
asimismo con precisión las que correspon- 
den á los jefes de la Dirección general de la 
Deuda, y su responsabilidad. En su vista, y 
teniendo en consideración que estas varia- 
ciones pueden realizarse sin aumento algu- 
no en el presupuesto de gastos del Estado, 
conformándome con lo que de acuerdo con 
el Consejo de Ministros me ha propuesto 
el de Hacienda, vengo en decretar lo si- 
guiente: 

Articulo t. u Las Juntas ordinaria y ex- 
traordinaria de la Deuda del Estado estable- 
cidas por el art. \ ,° de mi R. D. de 17 de 
octubre de 1 849 serán reemplazadas por una 
sola. 

Art. 2.° El director general de la Deu- 
da pública, jefe superior de la Administra- 
ción de la misma, será presidente de la Jun- 
ta, quedando por tanto suprimida la plaza 
que con el cargo exclusivo de la presiden- 
cia de dicha Junta se estableció en los ar- 
tículos l. ü y 6.° del referido mi Rea! de- 
creto de 17 de octubre de 1849, además del 
director. 

Art. 3.° La Dirección general de la Deu- 
da se compondrá: 

Del director general. 

Del contador general. 

De un jefe del departamento de emisión 
tenedor del gran libro. 

líe ud jefe del departamento de liqui- 
dación . 

De un fiscal. 

Y de un tesorero. 

A las inmediatas órdenes del director ha- 
brá un secretario, que lo será también de la 
Junta, con voz , pero sin voto , y un archi- 
vero : á las del contador un sub-centador, 
que le sustituirá en los casos de vacante, 
ausencia ó enfermedad ; y á las de cada uno 
( ir . los dos jefes de los departamentos de emi- 
sion-tenedor del gran libro y de liquidación, 
un jefe de sección , que respectivamente les 
¡ sustituirán en iguales casos. , 

Todas estas oficinas constarán ademas del 
numero de empleados y subalternos necesa- 
rio-' para desempeñar y ejecutar los traba- 
jos y operaciones que Íes correspondan, de- 
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hiendo á cada una de ellas asignar su perso- i de los bienes destinados al pago de la Deuda 
nal y gastos respectivos con escala diferente ! amortízame. 

entre sí , pero bajo la autoridad del director Art. 9.° Estará á cargo del jefe del de- 
y de la Junta, con facultad de proponer los ' parlamento de liquidación todo lo relativo ¿ 
empleados que- hayaD do servir á sus ór 1 - ¡ los créditos pendientes de examen y recono- 
denes, según se determine en los regla- cimiento. 

rnentos. ~ Art. 10. Correspofiderán á la Contadu- 

Art. 4.° El director general disfrutará ría general todas las operaciones de conta- 
el sueldo de 50.000 rs.; el contador genera! bilidad , llevando la intervención á laTeso- 
y cada uno de los dos jefes de los departa- rería, á Jas Comisiones en el extranjero y las 
rnentos de emision-tenedor del gran libro cuentas individuales del movimiento de la 
y de liquidación y el fiscal, el de 40,000; Deuda, en cuyo concepto redactará anual- 
«! tesorero el de 35.000: el sub-contador mente la de gastos públicos, de Tesorería. 
30.000; el secretario de la Dirección y los de presupuestos y de la Deuda en sus cuatro 
jefes de secion en dichos dos departamentos ramos de liquidación , conversión, amortiza- 
el de 24.000. cion é intereses, y la general ó sea el balan- 

Los sueldos de los demás empleados y su- ce de las operaciones de la misma Deuda pú- 
balternos se fijarán en los reglamento^. blica. 

Art. 5.° Serán individuos de la Junta de Art. 1 1 . El fiscal , además de las atribu- 
la Deuda el director general , presidente; ciernes que le señala el art. 7,° del Real de- 
el contador general , los dos jefes de los de- creto de 17 de octubre, tenelrá derecho á re- 
partamentos de emision-tenedor del gran li~ clamar los expedientes en que se traten 
bro y de liquidación, y el fiscal. cuestiones de liquidación y reconocimiento 

Art. 6.° Corresponde á ¡a Junta de la de créditos en cualquier estado en que se eu- 
Deuda las atribuciones que á la ordinaria y cuentre la instrucción , podiendo pedir á la 
extraordinaria se señalaron en los artículos Junta que se suspenda la continuación de) 

l.° y 2.° del R. D. de 17 de octubre de 1849, expediente , y lo demás que en su concepto * 
salvas las modificaciones que por el presente proceda en defensa de los intereses del Es- 
se establecen . y además las siguientes: fado y de los acreedores. 

1. a Resolver por si definitivamente, y Arl. 12, El contador y los jefes de los 

bajo su responsabilidad lodos los expedientes , departamentos de emisión y de liquidación 
de reconocimiento de créditos que con ar- serán ponentes en la Junta de los negocios 
reglo á la ley de -1 .° de agosto y al regla- que presenten á la resolución de la misma, 
mentó de 17 de octubre último tengan dere- debiendo consignar antes en los expedientes ’ * 

cho á ser reconocidos , liquidados y conver- su dictamen razonado. 

lides en las diferentes clases de Deuda con- 1 Lo mismo se entenderá con el fiscal, y 
solidada, diferida y amortizables de primera este y aquellos serán individualmente res- 
v segunda clase. ponsables si no presentaren los hechos con 

2. a Decidir las cuestiones y dudas que se toda exactitud, y sien sus dictámenes ase 
susciten sobre la legitimidad de los mismos separasen de lo prescrito en las leyes, regla- 
créditos , y declarar los que no sean de rnentos é instrucciones vigentes. 

abono. Art, 13. Para que haya acuerdo se ne- 

3. a Disponer la enajenación de los bienes cesita la conformidad de tres vocales de la 
destinados á la amortización de la Deuda por Junta. No se celebrará acuerdo alguno sin la 
el art. 16 de la referida ley do l.” de agosto, concurrencia de cuatro individuos de los 

Art. 7.° Ejercerá el director general, cinco de que consta Ja Jimia, 
como tal y como .presidente de Ja Junta las Art. 14. El presidente v vocales de la 
atribuciones que se le consignaron en ¡os Junta incurrirán en responsabilidad colecti- 
arts. 6.° y 10 de dicho mi R. D. de 17 de oc- va cuando sus acuerdos no sean conformes á 
tubre del año anterior. 1 lo determinado en la ley y reglamentos. 

Art. 8.° Conocerá el jefe del departa- Art. 15. Del perjuicio que pueda irrogar- 
mento de emision-tenedor del gran libro de 1 se al Estado ó á cualquier acreedor por las 
todos los trabajos y operaciones de emisión, declaraciones de la Junta, queda á salvo el 
conversión y amortización, entendiéndose} derecho de reclamar al Ministerio de Hacien- 
coinprendidas en estas atribuciones las de da, de que doliera hacerse viso en el término 
comprobación y legitimación de todos los de un mes, contado desde el día en que se 
créditos , llevando los registros dif Jas dije- baga saber la declaración, 
rentes clases ' de Deuda. Corresponderá en tal caso ejercer este de~ 

Conocerá también de los asnillos de venia rocho á nombre del Estado al fiscal y al vn- 
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cal de la Junta que disienta del acuerdo, 
quedando, si no reclamare, sujeto á la res- 
ponsabilidad colectiva que pueda resultar 
por el mismo acuerdo. Será obligatoria para 
lodos los vocales la reclamación en el caso 
de discordia respecto de la validez de los do- 
cumentos. 

Art. 16. Para resolverlas recIamacionesN 
que se promuevan con arreglo al artículo an- 
terior, el Ministro de Hacienda oirá prév ¡ci- 
mente el dictamen de la Dirección de lo con- 
tencioso. 

Art. 17. De las resoluciones que dictare 
el Ministro de Hacienda podrá reclamarse 
ante el Consejo Real por la vía contenciosa ' 
en e! término de un mes desde que fueren ■ 
notificadas, 

Art. 18. Los expedientes de liquidación 
y conversión de créditos que acordare la 
Junta quedarán sujetos á examen y idealiza- 
ción por medio de nuevo reconocimiento de 
algunos de ellos, que dispondrá el Ministro 
de Hacienda cuando lo tenga por convenien- 
te, ó en vista de los estados mensuales que 
le pasará la Dirección general de la Deuda. 

Art. 19. No se llevarán á efecto los acuer- j 
dos de la -Junta relativos al reconocimiento ¡ 
de los créditos procedentes de los danos cu- 
ya reparación fue objeto de la ley de 9 de | 
abril de 1 847 hasta haber obtenido la apro- ¡ 
bacion dei Gobierno, después de oido el Con- 
sejo Real, como así lo disuene nara esta clase 
de créditos e! art. 6.° de la ley de í.° de 
agosto. 

Art. 20, Por el Ministerio de Haciéndase j 
dictarán las disposiciones convenientes para 
que en la instrucción reglamentaria de la 
Dirección general de la Deuda de 31 de mar- 
zo de 1830 se hagan inmediatamente las al- 
teraciones necesarias, con ei fin de determi- 
nar el orden de los trabajos de las oficinas, 
sus deberes y lo demás que corresponda pa- 
ra la ejecución del presente decreto, en el ’ 
concepto de que no han de aumentarse los ■ 
gastos fijados en el presupuesto.— Dado en í 
Palacio á l.° de noviembre de 1851. (CL. to- 
mo 54, p. 415.) 

R. D. de 18 diciembre de 1851. 

Sobró liquidación de ¡a Deuda del personal. 

(Hac.) En vista de lo que me lia expuesto 
el Ministro de Hacienda, de acuerdo con el 
Consejo de Ministros , vengo en decretar lo 
siguiente: 

Artículo l.° Sin perjuicio de lo que re- 
suelvan las Corles, la Unida del persona!, 
que según el art. 2.° de la ley de 3 de agos- 
to último comprende los débitos dei Tesoro 
por sueldos, pensiones y asignaciones per- 


sonales devengados desde 1 .° de mayo de 
1828 hasta 31 de diciembre de 1849, abra- 
zará también los procedentes: 

l.° De las mensualidades rebajadas se- 
gún las leyes de presupuestos de los años 
de 1850 y 1851 a las clases activas y pa- 
sivas. 

Y 2.° De las que algunos individuos de 
las mismas clases hubieren devengarlo y no 
cobrado en dichos años y el de 1 852 por ha- 
llarse á la sazón percibiendo á título de de- 
rechos caducados los haberes que le corres- 
pondieron en otras épocas ó : ¡Dicciones. 

Art. 2. a Durante el año próximo de 1852 
se pagará esta Deuda en la proporción y for- 
ma que- con arreglo al proyecto de ley de 
presupuestos presentado á las Cortes se (lis— 
tone por mi Rea! decreto de esta fecha para 
levarlo á efecto, sin perjuicio de ia resolu- 
ción de las mismas 

Art. 3.° Previa la liquidación general pre- 
venida en ei art.. -i. 0 de la referida ley de 3 
de agosto y en el Real decreto de 5 de setiem- 
bre último, se convertirán Jos créditos del 
personal en títulos al portador sin interés, 
que se distinguirán de los demás efectos pú- 
blicos y se dividirán en dos ciases. 

Art. 4.° Los títulos de la primera clase 
se emitirán en equivalencia de los créditos 
devengados en actividad de servicio y en si- 
tuación pasiva por individuos que hubieren 
cesado en sus destinos ó en el goce de sus 
derechos pasivos por fallecimiento ú oirá 
causa caualquiera hasta 31 de diciembre 
de 1852. 

Los títulos de la segunda serán expedidos 
en equivalencia de los créditos de todos los 
individuos que el 1." de enero de 1853 per- 
manezcan en actividad de servicio ó deven- 
gando haber en situación pasiva. 

Art. 5.° Unos y otros títulos serán expe- 
didos por cantidades de 1,000, 5,UÜ0, 10,000, 
y 20,000 rs. ; y por los créditos y residuos 
que no lleguen á 1,000 rs. , se emitirán pa- 
garés también de primera y segunda ciase, 
canjeables respectivamente por títulos cuan- 
do compongan cantidad suficiente y !o pre- 
tendan los interesados. 

Art. 6.° Desde 1." de enero de 1853 se 
comprenderán en' Jos presupuestos del Esta- 
do por lo menos 20 millones de reales anua- 
les aplicables exclusivamente á la amortiza— ^ 
cíou de los títulos de la Deuda del persona^ 
por medio de compras mensuales en licita 
cion pública. 

De los 20 millones se. destinarán 10 millo- 
nes á la amortización de los títulos y pagarés 
de primera clase, y los 10 millones restantes 
á la de ios de iu segunda. 
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Cuando su hubiesen extinguido los títulos 
de una ile las clases, el todo de los 20 millo- 
nes se invertirá en los de la otra. 

Art. 7.° Se declaran compensables desde 
ahora los créditos del personal con los débitos 
de todas clases que hasta fin de i 849 resul- 
ten á favor del Tesoro y admisibles los títulos ' 
ne dicha Deuda al tipo que el Gobierno de- 
termine en toda clase de afianzamientos. 

Art. S.° Las operaciones de emisión y 
amortización de los títulos se practicarán 
por las dependencias de Ja Dirección general 
de Ja Deuda del Estado, de conformidad con 
ios reglamentos que se observan en la ma- 
teria. 

Art. 9.° El Ministro de Hacienda dará 
cuenta á las Cortes para su aprobación de 
las disposiciones contenidas en el presente 
decreto. — Dado en Palacio á 18 de diciembre 
de 1851.» (CL. t. 54, p. 643.) 

R. O. 31 diciembre de 1851. 

Instrucción para las dependencias de la Deuda. 

(Hac.) Para llevar a efecto en todas sus 
partes la nueva organización de la Dirección 
general de la Deuda del Estado, dispuesta 
por el R. D. do 1,° de noviembre último, y 
facilitar la ejecución de la ley de 1 de agos- 
to y del reglamento de 17 de octubre de este 
ano, la Reina (Q. D. G.) se ha servido apro- 
bar Ja siguiente 

Instrucción 

on que se comprenden las reglas y disposiciones que 
han do continuarse observando, y las demás que 
nuevamente han do observarse por las dependencias 
de la Deuda en el ejercicio de sus respectivas fun- 
ciones. 

CAPITULO PRIMERO. 

Disposiciones generales. 

Artículo I .° La ejecución del servicio re- 
lativo al reconocimiento, liquidación, emi- 
sión y conversión de créditos que constitu- 
yen la Deuda pública de España, con arreglo 
á la ley de l.°de agosto y disposiciones con- 
tenidas en el Real decreto, ó sea reglamento 
expedido en 17 de octubre, estará á cargo 
de la Junta y Dirección general, según la 
nueva organización dada en otro R. D. de 
l.° de noviembre, bajo la dependencia de 
este Ministerio. 

Art. 2.° Los créditos de la Deuda que se 
recibieren é ingresaren en las oficinas del es- 
tablecimiento no permanecerán mas tiempo 
que el. indispensable en los departamentos 
que entiendan en las liquidaciones y opera- 
ciones para que hubieren sido presentados. 
Después de concluidas todas ellas, solo exis- i 


tirán los créditos ea la Tesorería ó en el de- 
pósito establecido para los que sean destina- 
dos á la quema, 

Art. 3.° Todos los jefes y empleados del 
establecimiento responderán en la parte que 
á cada uno corresponda de los créditos que 
se reciban y emitan , del resultado de todas 
las operaciones que se practiquen en las ofi- 
cinas y de los documentos en que se funden, 
con cuyo objeto los jefes de los respectivos 
departamentos quedan facultados pura gub- 
dividir los trabajos y delegar aquellas funcio- 
nes que no puedan desempeñar por sí. En 
su consecuencia se autorizarán por unos y 
otros, cou las formalidades establecidas en el 
art. 45 del reglamento de i 7 de octubre, los 
dictámenes que dieren en los expedientes 
que deban instruir 

Art. 4." Los li’nros talonarios que han de 
servir para confrontar en lodo tiempo la le- 
gitimidad de los créditos que se emitan, se 
tendrán siempre en completa seguridad, 
como que son la garantía principal del Esta- 
do y de los acreedores. 

Árt. 5." Las carpetas triplicadas con que 
los créditos de la Deuda pública en circula- 
ción deban presentarse para ser convertidos, 
conforme á ios arls. 62, 63 y 69 del citado 
reglamento, serviráu para todas las opera- 
ciones del servicio interior y cuentas de las 
dependencias de la Dirección general y res- 
guardo de los interesados mientras estos no 
reciban los nuevos créditos que se emitan. 

, Para igual objeto servirán las dos carpetas 
con que deben también presentarse los cré- 
ditos cuyo reconocimiento v liquidación se 
solicite por los que se crean con derecho á 
ellos. 

Art. 6.° Las relaciones ó sean .registros 
generales que, conforme al art. 65 del mis- 
mo reglamento , deben formarse en las de- 
pendencias de la Dirección general , lo serán 
con presencia de las carpetas de presentación 
de créditos para su conversión. 

Se formarán además en dichas dependen- 
cias cuantas relaciones particulares sean ne- 
cesarias, y se abrirán ios libros correspon- 
dientes para que se lleven las cuentas y ano- 
taciones debidas que den á conocer siempre 
el importe total y parcial de los créditos y 
aseguren en todo tiempo el buen manejo de 
los encargados de oslas operaciones. 

Art. 7.° En la primera hoja de los libros 
que han de llevarse en dichas dependencias 
se expresará con toda precisión y claridad el 
objeto á que cada uno se destina, cuya nota 
se firmará por el jefe de lp dependencia, po- 
niendo á continuación de ella su V.° R.° el 
director general, presidente de la Junta. 
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Las restantes hojas de los libros se rubri- 
carán por el mismo director general y los 
jefes de dichas dependencias. 

Art. 8.° Todos los créditos que se reciban 
en las oficinas para su amortización se tala- 
drarán en el acto á presencia de los intere- 
sados con un taladro grande adoptado al 
efecto, verificándolo en el centro del impre- 
so; y el papel que el taladro separe de los 
créditos se quemará en el acto, sin perjuicio 
del curso ulterior que deban tener los mis- 
mos créditos hasta su definitiva quema. Los 
demás créditos que igualmente se reciban 
con instancias, carpetas ó solicitudes que de- 
ban continuar en expedientes, se marcarán 
con un taladro especial que indique hallarse 
pendiente de resolución, para que por nin- 
gún concepto pueda hacerse uso alguno de 
ellos. Los que hayan de devolverse á los in- 
teresados lo serán con nota para que se 
presenten al canje o conversión en el nego- 
ciado de su recibo en el departamento de. 
emisión-teneduría del gran litro. 

Art.. 9.° En fin de cada ano se pasarán 
al Archivo, con el oportuno inventario, todos 
ios expedientes concluidos que existan en 
las diferentes dependencias de la Dirección 
general. 

Art. 40. Ningún empleado de bis depen- 
dencias de la Dirección general de la Deuda 
podrá admitir poderes ni mezclarse como 
agente en el despacho de los negocios de sus 
oficinas. 

Art. 11. Por las faltas de respeto á los 
jefes y por las que emanaren de falta de 
cumplimiento de Jas obligaciones impuestas 
á todos los empleados de ia Dirección gene- 
ral, sufrirán estos la suspensión temporal de 
empleo ó sueldo, que les será impuesta por 
el director general, y serán separados del 
destino si la falta fuere ele tanta gravedad que 
hiciere necesaria esta pena, todo sin perjui- 
cio de la responsabilidad civil y criminal á 
que pudiere haber lugar. 

CAPITULO II. 

De las cuentas que deben dar las oficinas de la 
Deuda del Estado. 

Art. 12. Con arreglo á lo dispuesto en la 
ley de 20 de febrero de 1850, las oficinas de 
la Deuda del Estado presentarán al Tribunal 
de cuentas las siguientes: 

1. ° De gastos públicos, 

2. ° Del Tesoro. 

3. ° De presupuesto*. 

4. ° De la Deuda pública. 

Art. 13. Todas las cuentas serán anua- 
les : las del Tesoro se rendirán también por 
meses, se justificarán en la forma establecida. 


Art. 14. Corresponde rendir dichas 
Cuentas : 

Al contador las de gastos públicos, de 
presupuestos y de la Deuda por lo respectivo 
á conversión, amortización é intereses. 

Al tesorero las del Tesoro. 

Y al jefe del departamento de liquidación, 
la de este nombre, que también forma parte 
de la de la Deuda. 

El contador formará además un balance 
de las operaciones de la Dirección de la Deu- 
da, en todos sus conceptos, por los resulta- 
dos de las cuentas de que queda hecho 
mérito. 

Art. 15. La cuenta de gastos públicos se 
dividirá en dos partes; una de las obligacio- 
nes del presupuesto cuyo ejercicio termine 
en fin de junio del año á que corresponda, y 
otra de las relativas al presupuesto corriente 
ó pendiente de operaciones. 

La primera parte demostrará por capítulos 
y artículos del presupuesto de ia Deuda 
pública: 

1. ° Los derechos de los acreedores que 
se hayan reconocido en los diez y ocho me- 
ses de la duración del ejercicio. 

2. ° Los abonos que se hayan anulado en 
la misma época por efecto de reintegros he- 
chos á la Tesorería, cargados en la cuenta 
del Tesoro respectiva á ingresos y pagos en 
efectivo. 

3. ° El líquido importe de las obligacio- 
nes reconocidas. 

4. ° Lo pagado en los diez y ocho meses 
de la duración del ejercicio, con distinción 
de lo satisfecho en todo el año natural del 
presupuesto, v en los seis meses del si- 
guiente. 

5. ° Los créditos que deban anularse por 
causas previstas en instrucciones. 

6. ° Y por último , los que no hayan po- 
dido satisfacerse antes de terminar el ejerci- 
cio, y que deban comprenderse en los capí- 
tulos adicionales del presupuesto del año 
corriente. 

En la segunda parte aparecerá con las pro- 
pias distinciones de capítulos y artículos los 
derechos de los acreedores reconocidos ó li- 
quidados en eí año de la cuenta por obliga- 
ciones comprendidas en el presupuesto del 
mismo; los anulados por reintegros hechos á 
la Tesorería ; el liquido importe de ellos; lo 
pagado á cuenta y los restos que quedan por 
pagar al finalizar ei año. 

Árt. 16. Las cuentas de! Tesoro, lanío 
mensuales como anuales, se dividirán en 
cuatro ramos : 

1 De ingresos y pagos en eleclivo. 

2. u De operaciones del Teso r o. 
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3. 1 ' De efectos de Ja Deuda. 

4.° De depósitos y fianzas en papel. 

La de ingresos y pagos en electivo de- 
mostrará : 

1. ° Las existencias que resultaren en la 
Tesorería y Comisiones de la Deuda al termi- 
nar el mes anterior. 

2. ° Los cargos del mes ó año de la cuen- 
ta por entregas de otras Tesorerías, reinte- 
gros, operaciones del Tesoro y de movimien- 
to de fondos, y cualesquiera otros conceptos. 

3. ° Los pagos ejecutados por obligacio- 
nes presupuestas, con distinción de ejerci- 
cios, capítulos y artículos, operaciones del 
Tesoro y de movimiento de fondos. 

4. ° Y las existencias que resulten al fina- 
lizar el mes ó año de la cuenta en poder del 
tesorero y comisionados de la Deuda del Es- 
lado. Las cuentas mensuales se documenta- 
rán á tenor de lo prevenido en la instrucción 
ile 25 de enero de 1850, y las anuales con 
relaciones de referencia á las doce mensua- 
les respectivas. 

La de operaciones del Tesoro se dividirá 
en dos partes, «le deudores á la Tesorería y 
acreedores á la Tesorería. 

La primera demostrará los créditos de esta 
al principiar el mes por conceptos no com- 
prendidos en Jas leves de presupuestos; el 
aumento que hayan tenido en todo él por 
cantidades facilitadas de nuevo; el total im- 
porte de estos créditos; las sumas recibidas 
ó formalizadas por cuenta de ellos, y los que 
resulten en favor de la Tesorería al terminar 
el mes. De la segunda aparecerán los débitos 
de la propia Tesorería en principio de dicho 
mes; el aumento que hayan tenido en todo 
él por anticipaciones y fondos recibidos de 
nuevo; el total de estos débitos; las sumas 
devueltas, y el líquido á que queden redu- 
cidos. La cuenta de operaciones del Tesoro 
no necesita documentación ; tiene su com- 
probación en la de ingresos y pagos en elec- 
tivo. 

La de efectos de la Deuda se justificará con 
los cargarémes originales, libramientos de 
abono, expedientes, órdenes y demás docu- 
mentos, y demostrará con la debida clasifi- 
cación: 

L° El papel de la Deuda que existiere en 
la Tesorería en l.° de enero del año ó que 
pertenezca. 

2. ° El que en el mismo año baya ingre- 
sado por lodos conceptos. 

3. ° El que se haya entregado en pago fie 
créditos reconocidos y, liquidados y conver- 
siones practicadas; el que se haya pasado al 
depósito de quemas , y el que baya sido da- 
tado por otras razones. 


4.° El que resultare existente al finali- 
zar el año. 

Las de fianzas y depósitos se justificarán 
también con los cargarémes de ingreso y li- 
bramientos de abono, órdenes y demás an- 
tecedent.es necesarios, y demostrará con dis- 
tinción de clases de electos, las fianzas, de- 
pósitos judiciales y depósitos gubernativos 
que existían en L° de enero de cada año, las 
recibidas en todo él, las devueltas en el mis- 
mo y las existentes en 31 de diciembre, ó 
sea al finalizar el año, 

Art. 17. La cuenta de presupuestos se 
dividirá en dos partes: la primera, de la li- 
quidación definitiva del presupuesto cerrado 
en fin de junio , y ia segunda de la provi- 
sional del año corriente ó pendiente de ope- 
raciones. 

La primera parte , con arreglo á lo dis- 
puesto en la R. O. de 15 de diciembre de 
1851, demostrará: 

1 . ° Cada uno de los capítulos y artículos 
de la sección. 

2. ° Los créditos primitivos según la ley 
del presupuesto. 

3. ° Las variaciones' de aumento acorda- 
das posteriormente por leyes especiales, Rea- 
les decretos y órdenes. 

4. ° Las variaciones de bajas igualmente 
acordadas. 

5. ° El importe definitivo de los cré- 

ditos... 

G.° Los gastos causados y liquidados por 
resultas de los servicios, 

7. ° Los pagos efectuados á cuenta de los 
mismos. 

8. ° Los restos pendientes de pago al cer- 
rarse el presupuesto. . 

ft.° El exceso de los créditos compara- 
dos con los gastos. 

10. El exceso de ios gastos comparados 
con los créditos. 

1 1 . Los créditos que se anulan definiti- 
vamente por sobrantes después de cubiertos 
los gastos ó por prescripción de las obliga- 
ciones. 

12. Los que se anulan por traspaso al 
presupuesto inmediato para pago de los res- 
tos pendientes al cerrarse el presupuesto 
ajustado. 

13. Los que se anulan por traspaso al 
siguiente, ó al que se designe, no invertidos 
en los servicios á que están afectos, y cuya 
permanencia hubieren autorizado las leyes. 

14. Los créditos definitivos del presu- 
puesto cerrado. 

Y 15. Las observaciones convenientes 
para hacer las aclaraciones que en su caso 
seau necesarias. 
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La segunda parte demostrará también por 
capítulos y artículos del presupuesto corrien- 
te las circunstancias que se dejan expresa- 
das, á excepción de las que se indican en los 
párrafos 11, 12, 13 y 14. 

La justificación de la cuenta de presupues- 
tos consistirá: 

1. ° En ias leyes anuales respectivas. 

Y 2.° En las cuentas de gastos públicos 
y Tesoro. 

Art. 18. Las cuentas de la Deuda públi- 
ca se dividirán en los ramos siguientes: 

1° Liquidación. 

2. ° Conversión. 

3. ° Amortización é intereses. 

La del ramo de liquidación demostrará el 
valor de los créditos admitidos que pendían 
de ella en l.° de enero; el de los admitidos 
en todo ci año y rectificaciones practicadas 
en aumento de los mismos; el de los recono- 
cidos y liquidados y bajas practicadas por 
rectificaciones, y el de los admitidos que no 
hubieren sido liquidados al finalizar el año. 
Los créditos que no puedan valorarse en can- 
tidad se expresarán numéricamente. Esta 
cuenta se clasificará por procedencias de 
créditos, se justificará con solo relaciones, y 1 
una y otras serán censuradas, intervenidas y 
certificadas por la Contaduría en la parte de 
que esta haya debido conocer. 

La de conversión demostrará los créditos 
admitidos á ella pendientes en principio de 
año; los admitidos en todo é!; los emitidos 
para dar en equivalencia; los aumentos y ba- 
jas que produzcan las conversiones, y la di- 
ferencia líquida entre unos y otros: se justi- 
ficará esta parte con solo relaciones de refe- 
rencia á los asientos practicados en los libros 
y en los registros, y á las cuentas que rinda 
ia Tesorería. 

La de amortización é intereses se dividirá 
en dos partes: primera, de capitales; se- 
gunda, de intereses, y demostrará en cada 
una: 

1. ° La Deuda que hubiere en circulación 
en principio de año. 

2. ° Los capitales creados é intereses ven- 
cidos en todo él, con distinción de las emi- 
siones que produzcan arreglo de Deuda ó 
que procedan de conversiones. 

3. ° Los aumentos pur rectificaciones. 

4. ° La amortizada en disminución de la 
misma y por conversión. 

5. ° Las bajas por rectificaciones. 

6. ° Y por 'último, los capitales é intere- 
ses que resulten en circulación al finalizar 
el año. 


CAPITULO ID. 

De la Junta de la Deuda pública. 

Art. -19. Corresponde á la Junta de la 
Deuda, conforme al art. 6.° del R. D. de I.“ 
de noviembre. 

1 . ° Reconocer y clasificar definitivamen- 
te toda clase de créditos contra el Estado por 
liquidaciones que se practiquen, y por los 
que se presenten á conversión y canje, y 
acordar la entrega de unos y otros á los 
acreedores. 

2. ° Disponer, cuando proceda, la quema 
de los créditos amortizados que hayan ingre- 
sado en la Tesorería del establecimiento, así 
como también la de los que por defectuosos 
ó falsos no deban volverse á los interesados, 
señalándose el dia en que la quema deba ve- 
rificarse, y disponiendo se anuncie anticipa- 
damente al público. 

3. ° Presenciar estas quemas, disponien- 
do se hagan las comprobaciones que exija 
cualquiera de los vocales ó de los interesa- 
dos que también las presencien, y consignar 
el resultado de esta operación en las relacio- 
nes que con dicho objeto h:.yi de formarse. 

4. ,J Cuidar de que no se falte á lo dis- 
puesto en la ley y reglamentos respecto del 
manejo y expedición de los efectos de la Deu- 
da y de los fondos destinados al pago de in- 
tereses y al servicio de Jas dependencias del 
establecimiento. 

5. * Entender en todos los giros y nego- 
ciaciones de fondos y valores aplicados á ias 
atenciones de la Deuda. 

6. u Dictar en consecuencia las disposicio- 
nes necesarias para que la enajenación de 
los bienes destinados á la amortización por 
los números 1 y 1“ ilel art. 16 de la ley de 
l.° de agosto último se verifique con la cele- 
ridad y la mayor ventaja posible en beneficio 
de los acreedores del Estado. 

7. ° Ocuparse de las disposiciones concer- 
nientes á Ja amortización de la Deuda y em- 
pleo de las cantidades destinadas á este ob- 
jeto, procurando que en estas operaciones 
se obtengan también las mayores ventajas en 
favor del Estado. 

8. ° Señalar el precio que se haya de fijar 
al papel, según el estado de la cotización, 
para el abono á metálico de las fracciones 
que res .áten en las amortizaciones y con- 
versiones. 

9. ° Aprobar ias instrucciones que con- 
forme á reglamentos y Reales órdenes ha- 
yan de darse á las Comisiones de Londres y 
París. 

10. Aprobar las cuentas que hayan de re- 
mitirse al Tribunal de Cuentas del Reino, y 
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deben formar y rendir la Tesorería, la Con- 
taduría general y el deparl amento de liqui- 
dación en los términos expresados en el ca- 
pítulo segundo. 

11. Aprobar también las que ha de for- 
mar el departamento de emisión por lo cor- 
respondiente al depósito de efectos que se ! 
pone á su cargo. 

12. Examinar y aprobar el presupuesto , 
general de las obligaciones de la Deuda, que 
forma parle de los anuales del Estado, antes 
de remitirse al Ministerio de Hacienda. 

13. Examinar los presupuestos y cuen- 
tas de gastos ordinarios y extraordinarios ! 
destinados al servicio de la Deuda, aprobar 
las cuentas que se funden en Reales autori- 
zaciones, y remitir con su dictamen al Mi- 
nisterio las que oo se bailen en este caso. 

14. Aprobar igualmente las cuentas que 
los respectivos jefes del establecimiento pre- 
sentarán de la inversión de las consignacio- 
nes que se les fijen en los presupuestos anua- 
les para gastos de escritorio. 

15. Resolver las dudas y cuestiones que 
ios vocales sometan á su decisión, y consul- 
tar -con su dictamen ai Ministerio las que, 
conforme á las leyes, reglamentos y Reales» 
disposiciones, no estuvieren en el círculo de 
sus atribuciones. 

16. Examinar y calificar todas las pro- 
puestas que se hagan por los respectivos je- 
fes de Jas dependencias de la Dirección ge- 
neral para ocupar las vacantes de los desti- 
nos de Real nombramiento, según lo dis- 
puesto en el R. D. de 21 de octubre último. 

17. Proponer al Ministerio de Hacienda 
las jubilaciones de los empleados del ramo y 
la cesantía ó separación de los que sean de 
nombramiento Real, y no puedan o uo deban 
continuar en sus destinos. 

18. Tomar conocimiento de las suspen- 
siones de empleo y sueldo que acordare el 
director general, para poder proponer al Go- 
bierno lo conveniente según la gravedad de 
las faltas. 

19. Acordar, finalmente, á propuesta de 
los respectivos jefes, que los empleados de 
uñas dependencias auxilien temporalmente á 
las otras cuando las necesidades de! servicio ! 
lo demanden. 

Art. 20. No pudiendo la Junta deliberar 
sin la asistencia ue cuatro individuos de los 
cinco de que se compone, ni tomar acuerdo 
sin la conformidad de tres de sus vocales, 
no se abrirá sesión alguna con menor nú- 
mero que el de los cuatro ya expresados. 

Art. 21. La Junta celebrará dos sesiones 
ordinarias en cada semana ,para la resolución 
dedos expedientes que se sometan á su futió, ' 


lectura ue órdeues que el Ministerio le co- 
munique y demás asuntos del servicio, sin 
perjuicio de que cuando este lo exija se ce- 
lebren sesiones extraordinarias. 

Art. 22. El secretario de la Junta que. 
según se declara en el art. 3.° del R. D. de 
i.° de noviembre, lo será e! de ¡a Dirección 
general , con voz , pero sin voto , llevará un 
libes de actas en que se auoten los acuerdos 
de la misma Junta. 

Art. 23. Precederá al acuerdo de la Jun- 
ta el dictamen fiscal que debe extenderse en 
todos ios expedientes de reconocimiento y 
liquidación de créditos, y en los demás en 
que se ventilen cuestiones de derecho. 

Art . 24. Declarado que el contador ge- 
neral, los jefes de los departamentos de emi- 
sión y de liquidación y e fiscal sean ponen- 
tes en la Junta en todos los negocios que les 
correspondan, darán por sí cuenta de los ex- 
pedientes en que respectivamente hayan en- 
tendido, y que con la anticipación conve- 
niente entregarán para este efecto al direc- 
tor general, presidente. El dictamen del jefe 
ponente será el que sirva de base para la 
discusión y acuerdo. de la Junta, sin perjuicio 
de tomarse también en consideración ios de- 
más que resultaren en los expedientes. 

Art. 25. Los vocales de la Junta que de- 
sintieren del acuerdo de la mayoría, podrán 
inscribir su voto en el libro de actas, vacoin - 
paitarlo también en ios negocios consultivos 
con Jas exposiciones de la Junta, salva la re- 
clamación directa que les corresponde hacer 
al Ministerio en los asuntos que causen re- 
solución definitiva para, eximirse en su caso 
de Ja responsabilidad colectiva de la Junta, 
y que deberán verificar en el término de ter- 
cero día, exponiendo las razones en que fun- 
de su opinión. 

Art. 26. Las reclamaciones de las partes 
contra las declaraciones de la Junta, se ha- 
rán ante la misma en el término del mes es- 
tablecido por el art. 15 del R, D. de l.° de 
noviembre: la Junta deberá darlas curso con 
su informe dentro de tercero dia , resolvien- 
do préviameute si por esta reclamación fian- 
do suspenderse ó no, hasta ulterior resolu- 
ción, los efectos de la providencia contra que 
se reclame. 

Art. 27. Todos los acuerdos de la Junta 
se extenderán en los expedientes sobre que 
recayeren, y á continuación del dictamen de 
los jefes ponentes. 

Cuando alguno de estos no se encargare 
de redactarlos por sí, lo hará el secretario. 
Los acuerdos serán autorizados con media 
firma por los vocales asistentes. 

Art. 28. El acta de cada sesión será lei- 
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da y aprobada en la inmediata, y firmada 
después po!r el Director general, presidente, 
y por el secretario. 

Art. 29. Todos los meses remitirá la I 
Junta al Ministerio de Hacienda ios estados 
siguientes: 

1. ° De ios créditos liquidados y recono- 
cidos por la misma Junta durante dicho tér- 
mino, expresando el importe y la cíase de 
Deuda que se haya dado ó deba darse en 
pago. 

2. ° De los emitidos para el abono de las 
expresadas liquidaciones. 

3. ° De los que lo sean por efecto de con- 
versiones practicadas. 

4. ° De todas las amortizaciones de Deu- 
da, ya procedan de pagos, ya de aplicaciones 
á la Hacienda, ó por conversiones. 

Estos estados se publicarán mensual mente 
en la Gaceta y en el Boletín oficial de este 
Ministerio. 

CAPITULO IV. 

Del director general, presidente de la Junta. 

Art. 30. El director general, presidente 
de la Junta, es la autoridad superior de la 
Administración de la Deuda, y como tal di- 
rigirá el servicio de ella, conforme á la ley 
de i.° de agosto, ai reglamento de 17 de oc- 
tubre, al R. D. de l.° ele noviembre y á los 
acuerdos de la Junta, salvas las atribuciones 
que por dicho Real decreto y la presente ins- 
trucción se declara á los jefes que son al 
mismo tiempo vocales de ella, quienes no 
obstante reconocerán la autoridad superior 
del director, á cuyas inmediatas árdenos es- 
tarán además las Comisiones de Hacienda de 
España en Londres y París , la Secretaría, 
la Tesorería y el Archivo. 

Art. 31. Son facultades y obligaciones 
del director general \ como tai y como pre- 
sidente de la Junta según el art. 7." del ci- 
tado R. D. de 1 y de noviembre: 

1. ° Señalar los días y hora en que hayan 
dé celebrarse las dos sesiones semanales, y 
convocar á las extraordinarias cuando el ser- 
vicio lo reclame. 

2. ° Disponer se dé cuenta en la Junta de 
todas las disposiciones generales y Reales re- 
soluciones definitivas que recaigan sobre los 
negocios de la Deuda, antes de comunicarlo 
á los jefes del establecimiento; é igualmente 
de todos los expedientes que para este efecto 
le sean entregados por ios jefes que son vo- 
cales ponentes. 

3. ° Seguir la correspondencia oficial con 
‘él Ministerio de Hacienda y toda -la demás 
que sea necesaria eomlus aütdridades y jefes 
de la Administración -central y provincial, y > 


con cualesquiera otras corporaciones ó per- 
sonas que exigiere el mejor servicio. 

Autorizar toda la correspondencia 
que ocasionen los acuerdos do la Junta é 
igualmente la que como director general, 
le corresponde , bajo el concepto de que la 
que io sea á nombre de la Junta, se auto- 
rizará también por el secretario. 

5." Elevar al Miuisterio las propuestas 
de empleados de Real nombramiento que el 
mismo Director haga para los empleos de la 
Secretaría , Tesorería y Archivo , y las que 
formen para sus dependencias el contador 
general, los jefes de ios departamentos de 
emisión y de liquidación y el fiscal, después 
que unas y otras hayan sido examinadas y 
calificadas por la Junta. 

fi-° Remitir anualmente al Ministerio, des- 
pués de examinado y aprobado por la Junta, 
el presupuesto general de la Deuda dei Es- 
tado. 

7. u Dirigir al Tribunal de cuentas del 
Reino las cuentas que deben ser previamen- 
te aprobadas por la Junta. 

8. ° Inspeccionar una vez al menos cada 
mes los libres y registros de la Deuda, igual- 
mente que el orden de trabajos de tonas las 
dependencias , para proponer en la Junta y 
al Ministerio, cuando lo crea conveniente, 
las mejoras que pueda admitir este servicio. 

9. ° Cuidar dei orden y regularidad de 
los trabajos de todas Jas dependencias de Ja 
Dirección general y acordar las medidas con- 
venientes para el mejor servicio , y que no 
sufran detención alguna la instrucción y ter- 
minación de todos Jos asuntos. 

10. Evacuar los informes que por el Mi- 
nisterio de Hacienda se pidieren, y hacer las 
consultas que estimare convenientes sobre 
los negocios referentes al servicio de la Deu- 
da, debiendo eu los que fueren del conoci- 
miento de los jefes del establecimiento, y 
que no sean de la competencia de ia Jimia, 
acompañar al evacuarlos los que hubieren 


dado el jefe ó jefes respectivos. 

H. Nombrar los escribientes, porteros, 
mozos y ordenanzas de la Secretaría, Teso- 
rería y ‘'Archivo, é igualmente el conserje y 
cualquiera otro subalterno destinado al edi- 
ficio en que se hallen establecidas las ofici - 
nas, y acordar la separación de ellos cuando 
proceda. 

12. Expedir los títulos de los empleados 
de Real nombramiento de todas las depen- 
dencias de la Dirección general que no de- 
bieren autorizarse por la Reina ni por este 
Ministerio, é igualmente los de los subalter- 
nos de su peculiar nombramiento en la Se- 
cretaría, Tesorería y Archivo. 
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13. Conceder licencias temporales, que 
no excedan de dos meses, á los empleados 
de la Secretaría, Tesorería y Archivo, y á los 
de las demás dependencias , á propuesta de 
los respectivos jefes. 

14. Suspender de empleo y sueldo á los 
empleados de Ja Secretaría, Tesorería y Ar- 
chivo que dieren motivo cá ello , y á los de 
las demás dependencias , previo informe de 
sus respectivos jefes, haciendo preseut'e á la 
Junta las causas en que haya laudado esta 
medida, para que pueda tenerlo presente al 
calificarlos, ó acordar se proponga su sepa- 
ración si así procediere , en vista de la gra- 
vedad de las faltas. 

15. Cuidar de que los empleados nueva- 
mente electos ó promovidos en todas las de- 
pendencias se presenten á servir sus desti- 
nos en el término que se les señale en el 
nombramiento. 

16. Cuidar igualmente de que los fondos 
que ingresen en Tesorería no se apliquen 
á objetos distintos de las obligaciones y ser- 
vicios á que se hallaren destinados por las 
leyes, Reales órdenes y acuerdos de la Junta. 

17. Adoptar las medidas de seguridad 
que juzgue convenientes para que se custo- 
dien los intereses que existan en las ofici- 
nas, dando cuenta á la Junta de las que crea 
deban obtener ó necesitar su aprobación. 

18. Hacer que los arqueos se verifiquen 
con las formalidades correspondientes en los 
dias que se fijan en esta instrucción , y que 
se extiendan las actas de su resultado , Jas 
cuales autorizará con el contador general y 
tesorero. 

19. Disponer la traslación de los cauda- 
les y efectos sobrantes del resultado de los 
arqueos á las arcas destinadas á este objeto, 
conservando en su poder una de las llaves. 

20. Librar contra la Tesorería las canti- 
dades consignadas en el presupuesto de la 
Deuda, correspondientes al personal y obli- 
gaciones del material. 

21 . Librar asimismo el importe de los 
créditos que para su autorización hayan te- 
nido ingreso en la Tesorería, con presencia 
de las relaciones que para este efecto se ha- 
yan previamente formado. 

22. Expedir los abonos en favor del te- 
sorero por el valor de los créditos que entre- 
gue en efectos y metálico á los acreedores 
en pago de liquidaciones y conversiones 
practicadas, ó cualquier otro concepto. 

23. Acordar y expedir ios libramientos 
para las devoluciones de depósitos y lianzas. 

24. Disponer se instruyanlos respectivos 
expedientes y presupuestos para toda ciase 
de gastos extraordinarios. 


, 25. Reclamar de la Contaduría general y 

de los Departamentos de emísion-leneduría 
del Gran Libro y de liquidación los expedien- 
tes y noticias que necesitare sobre asuntos 
pendientes ó fenecidos, y promover cualquie- 
ra otro del servicio en beneficio de la Ha- 
cienda ó de los acreedores. 

26. Firmar todos los documentos de la 
Deuda que por cualquier motivo se emitan. 

27. Entender en lodo lo correspondiente 
á la conservación y seguridad del edificio 
destinado á las oficinas de la Deuda, acor- 
dando las requisas que todas las noches de- 
ban hacerse con este objeto , y disponer se 
formen los presupuestos de obras y reparos 
que se necesiten y lian de aprobarse por.la 
Junta . 

28. Pasar al contador general y á los je- 
fes de los departamentos de emisión y liqui- 
dación y ai fiscal, cualquiera solicitud que se 
le presentare sobre asuntos cuyo conoci- 
miento ó instrucción les competa. 

29. Nombrar, en fin de cada año, el ha- 
bilitado que en el siguiente ha de haber para 
la Secretaría, Tesorería v Archivo. 

Arl. 32. Sustituirá al director general 
presidente, en los casos de vacante, ausencia 
ó enfermedad, el contador general, y á falta 
de este el jefe de emisión ó de liquidación 
por el orden de antigüedad. 

CAPITULO V. 

De la Secretaría. 

Art. 33. Corresponde al secretario: 

1. ° Distribuir los negociados de la Secre- 
taría de la manera mas conveniente al mejor 
servicio, con arreglo á las órdenes que le 
diere el director general presidente, como 
su inmediato jefe. 

2. ° Citar, de orden del director general 
presidente, á los vocales de la Junta para las 
sesiones ordinarias y extraordinarias. 

3. ° Dar cuenta en la Junta y extender las 
resoluciones y acuerdos en todos los nego- 
cios, excepto los que se encargaren de veri- 
ficarlo los ponentes jefes de los respectivos 
departamentos. 

4. ° Devolver los expedientes que se ha- 
yan presentado en la Junta á la dependencia 
ó departamento de que procedan, después 
que se firmaren los acuerdos de la misma 
Junta, y llevar los registros y libros que fue- 
ren necesarios, tanto respecto de asuntos de 
la Junta, como de los peculiares de la Di- 
rección general. 

5. ° Extender las certificaciones que la 
Junta ó el director dispusiere que se dén de 
los acuerdos de la misma. 

Art. 34. Los libros de la Secretaría se- 
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ráü autorizados como los de las demás de- 
pendencias , para cuyo objeto los presentará 
el secretario al director general. 

Art. 35. Para sustituir al secretario en 
. los casos de ausencia , enfermedad ó vacan- 
te, propondrá el director , y la Junta nom- 
brará, interinamente, el empleado de cual- 
quiera de las dependencias de la Dirección 
que merezca su confianza. 

CAPITULO VI. 

De la Tesorería. 

Art. 36. Bajo la dependencia del tesore- 
ro habrá dos cajeros ; uno que tendrá á su 
cargo los electos ó créditos de la Deuda por 
creaciones , conversiones y amortizaciones, 
y el otro los caudales y depósitos por fianzas 
ó de cualquiera otra clase. 

Para la custodia de cada uno de estos dos 
objetos existirán dos Cajas, que se denomi- 
narán : las primeras, «Cajas corrientes;» y 
las segundas, «Cajas de arqueos.» Las Cajas 
corrientes solo servirán para los electos y 
fondos que ingresen de uno á otro arqueo, y 
tendrán dos llaves que conservaran , una el 
tesorero y otra el cajero respectivo. Las Ca- 
jas de arqueos se destinarán para custodiar 
los efectos y caudales sobrantes de! resulta- 
do de los arqueos y tendrán tres llaves , de 
las cuales conservará una el director gene- 
ral , otra el contador general , y la tercera el 
tesorero. 

Los cajeros serán respectiva y mancomu- 
nadamenie responsables con el tesorero de 
las faltas de cualquier género que se come- 
tieren en sus Cajas. 

Tendrá ademas la Tesorería el personal 
que para esta dependencia se le señale en el 
reglamento. 

Art. 37. Las traslaciones que á las Cajas 
de tres llaves deben hacerse , se verificarán 
respecto de los caudales en el acto de los 
arqueos , ó antes si fuere necesario, y res- 
pecto de los efectos , cuando oido el conta- 
dor, lo disponga el director general, habida 
consideración á la importancia de estos, siem- 
pre que no exceda en caso alguno de tres 
meses. 

Art. 38. Los arqueos se verificarán pre- 
cisamente en los dias 8,15, 23 y último de 
cada mes. 

Art. 39. En ningún dia se retirarán de 
la oficina el tesorero ni los cajeros sin dejar 
terminadas todas las operaciones y deposita- 
dos los valores en metálico y efectos en las 
Cajas corrientes. 

Art. 40. Sustituirán al tesorero en va- 
cantes, ausencias y enfermedades para todo 
lo relativo á operaciones de las Cajas los dos 

Tomo V. 


cajeros, cada uno en lo que les sea respec- 
tivo, y para la correspondencia v demás 
asuntos que no se refieran al servicio de las 
Cajas ei oficial primero de la Tesorería. 

Art. 41. Los deberes y obligaciones del 
tesorero son: 

1 . ° Recibir y entregar, mediante carga- . 
réities, libramientos y abonos expedidos con 
las formalidades uue se previene en esta ins- 
trucción, los créditos de la Deuda y los cau- 
dales destinados á cubrir las atenciones del 
servicio , siendo responsable de cualquiera 
entrega ó pago que verifique sin los expre- 
sados requisitos. Los cargaréines serán ex- 
tendidos precisamente por la Contaduría ge- 

■ neral y ios libramientos y abonos por el di- 
rector general. 

2. ° Expedir por los valores de efectos y 
metálico que recibiere las oportunas cartas 
de pago, con la expresión que contengan los 
cargarémos, devolviendo ambos documentos 
á la Contaduría general ; pero en los ingre- 

i sos de nuevas emisiones y amortizaciones 
i por conversión no librará cartas de pago, en 
1 razón de que estas entregas se hacen en 
nombre de las oficinas por las relaciones ge- 
nerales, registros y certificaciones de liqui- 
dación de Deuda. 

3. ° Llevar libros de ingresos y salidas de 
caudales y efectos iguales á los de la Conta- 
duría general , con los cuales deberán ha- 

I liarse siempre conformes, para cuyo fin se 
1 comprobarán diariamente. 

4. ° Llevar además los de las respectivas 
actas de arqueo , que serán firmadas en la 

. misma Tesorería por el director general, con- 
| tador y tesorero. 

b.° Rendir mensual y anualmente al Tri- 
¡ bunal de Cuentas del Reino , por conducto 
del contador general, las de caudales y efec- 
! tos que la corresponden y se refieren en el 
; capítulo II de la presente instrucción, y satis- 
' facer los reparos que á las mismas se pusie- 
! ron , refundiendo en dichas cuentas las de 
; las Comisiones de Londres y París, que le 
pasará cou este objeto la Contaduría. 

6. ° Proceder, antes de entregar á cada 
interesado lps créditos que se hayan emitido 
por liquidaciones , conversiones ó canjes , á 
estampar en ellos el último sello en seco que 
debe ponerse, sin cuya formalidad no será 
corriente para la circulación, recogiendo al 
hacer la entrega á los interesados la carpeta 
duplicada de resguardo que obre en su po- 
der y debe quedar cancelada. 

7. ° Formar semanal ó mensuairnente re- 
laciones de las carpetas en que los interesa- 
dos hayan puesto el recibo de los nuevos 
créditos por clases de Deuda, en las cuales 

23 
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constará la numeración de los créditos, qñe 
recíba h, el üóinbbe de los interesados y sil 
impoKe en reales vellón, cuyús relaciones con 
las carpetas de data las pasará á la Contadu- 
ría general pará que proceda á lo que cor- 
responda, é igualmente las dobles carpetas 
que fueren canceladas y hubiere recogido al 
entregár los créditos á los interesados. 

8. ° Formar asimismo semanal mente y re- 
mitir á la Contaduría relaciones de los reci- 
bos á metálico que hubiere pagado por frac- 
ciones ó residuos que resulten en las certiii- 
caciones de reconocimiento de Deuda y por 
conversiones, distinguiendo los que proce- 
dan de cada clase para rebajar su importe de 
los respectivos flóndos de amortización. 

9. ° Pasar sernanalmenle al director ge- 
neral nota del resultado de cada arqueo, sin 
perjuicio de dársela diariamente del movi- 
miento de los efectos y caudales. 

10. Remitir también diariamente al di- 
rector las notas correspondientes del núme- 
ro de cupones satisfechos y de los documen- 
tos que se den para el pago de intereses de 
las inscripciones nominales, con el fin de 
que expida á su favor los libramientos ó abo- 
nos de su importe, cuyas notas pasará el di- 
rector general á la Contaduría para las com- 
probaciones correspondientes. 

CAPITULO VII. 

Del Archivo. 

Art, 42. Es de cargo del archivero. 

1. ° Colocar con el orden y clasificación 
correspondiente y custodiar bajo su respon- 
sabilidad Jos libros, documentos, compro- 
bantes y expedientes concluidos de todas las 
dependencias de la Dirección general que en 
fin de cada año, cuando menos, deberán pa- 
sársele por las dependencias de la Dirección 
general. 

2. ° Distribuir el personal que se le asig- 
ne eü los reglamentos, según lo estimare 
mas conveniente ál servicio, para ponerá 
cubierto la responsabilidad que se le impo- 
ne , y cuidar de que los empleados que se 
pongan á sus órdenes se dediquen á la or- 
denación dé los expedientes, libros y demás 
documentos, á fin de que siempre que se le 
pidieren los facilite con la brevedad que re- 
clama el mejor servicio, no permitiendo que 
sin órden del director general examine nin- 
gún particular los documentos que se baila- 
ren en el Archivó. 

3. u Facilitar á la Contaduría general, al 
fiscal, á los departamentos de emisión y de 
liquidación, á la Secretaría y á Ja Tesorería, 
los expedientes y documentos que se le re- 
clamen por los jefes y oficiales de negociado 1 


en vií'tud de pedidoá áútónzados y con el 
V.° B.° del jefe de la depénüfeflcía, Sin qñe se 
haga cargo á esta mientras fio firme el reci- 
bí de los expedientes ó documentos que se 
entreguen, el cual se cancelará cuando se 
devuelvan al Archivo. 

4. ” Expedir, prévia órdén dél director 
general y con su V.“ B. ü , las certificaciones 
que deban darse con relación álos documen- 
tos que existan en el Archivo. 

5. “ Informar á continuación de los expe- 
dientes que con este objeto le pasaren el di- 
rector general, el contador general, el fiscal 
y los jefes de los departamentos de emisión v 
liquidación, lo que conste en el Archivo so- 
bre los extremos que se le pidan. 

6. ° Autorizar los libros y registros que 
deban llevarse en el Archivo. 

7. “ Taladrar, según actualmente se prac- 
tica en señal de quedar defmitivaménte con- 
cluidos, los expedientes y documentos que 
con el sello de cancelado le pasare el depar- 
tamento de liquidación. 

CAPITULO VIII. 

De las Comisiones de Londres y París. 

Art. 43. Continuarán en las capitales de 
Lóndres y París las Comisiones de Hacienda 
actualmente establecidas y sujetas en su 
planta á lo que determinen los reglamentos, 
para entender en todos los trabajos de la 
Deuda pública extranjera, pago de semestres 
y demas operaciones respectivas A este ser- 
vicio. 

Art. 44, I.os presidentes de dichas Comi-, 
siones remitirán al director general cual- 
quiera reclamación que representen los te- 
nedores de fondos españoles en el extranje- 
ro, y por el mismo conducto recibirán las re- 
soluciones que recayeren. Tendrán frecuen- 
te. correspondencia con el mismo director 
general respecto de los asuntos que se hallan 
á su cargo. 

Art. 45. Debiendo refundirse en las 
cuentas de caudales y efectos de la Tesore- 
ría las que mensualmente deben dar las Co- 
misiones de Lóndres y París, intervenidas 
por jos comisarios-interventores, los presi- 
dentes de dichas Comisiones remitirán estas 
cuentas con dicho objeto á la Contaduría ge- 
neral, é igualmente los cupones taladrados 
que hayan satisfecho, con distinción de se- 
mestres, y las relaciones numéricas de ellos 
correspondientes á las rentas consolidada y 
diíerida del 3 por 100 interior y exterior, y 
5 por 100 de reclamaciones inglesas. 

Art. 40. Remitirán asimismo al jefe del 
departamento de emisión -teneduría del Gran 
Libro, la carpetas y créditos qúe se presen- 
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ten por los interesados perií convertirlos en 
Ututos de ia Deuda interior, ó en iñséripeio- 
nes norrlthctles, taladrados en debida forma, 
á íiü de que por ningún Concepto, aun en el 
remoto caso de extravío, puedan volver á la 
circulación. Los nuevos documentos que se 
emitan se dirigirán con las Correspondientes 
seguridades á los mismos presidentes, quie- 
nes Cuidarán de enviar los recibos que faci- 
liten los interesados, cuyos recibos han de 
acompañar á las cuentas de la Tesorería. 

CAPITULO IX. 

Disposiciones comunes al contador general y á 

los jefes de los departamentos de emisión, te- 
nedor del Gran Libro y de liquidación. 

Ai$. 41. Corresponde á dichos tres jefes, 
con arreglo á los arts. 3.°, 8,°, 9.° y 10 del 
R. D. de l.° de noviembre. 

1 . ° Entender en el servicio de los ramos 
puestos á su inmediato cargo, y cuidar de 

ue los empleados de sus respectivas deten - 
encias cumplan con exactitud sus obliga- 
ciones. 

2. ° Dirigirse á los jefes de la Adminis- 
tración central y provincial, y á cualesquie- 
ra otras dependencias, para obtener los da- 
los y noticias que necesiten hasta completar 
la instrucción de los negocios que deban ser 
resueltos por la Junta ó el director general, 
pedirse entre sí iguales noticias, y pasarse 
los expedientes según lo exija su trami- 
tación. 

3. ° Disponer todo lo que crean conve- 
niente para el servicio interior de sus respec- 
tivas dependencias. 

4. ° Formar y dirigir al director general 
las propuestas de los empleados que hayan 
de ■ servir los destinos de Real nombra- 
miento que vacaren en sus respectivas de- 
pendencias. 

5. ° Nombrar y expedir los titules á los 
escribientes, porteros y mozos, cuya separa- 
ción en su caso les corresponde. 

6. ° Cuidar de que los empleados se pre- 
senten á desempeñar sus destinos dentro del 
plazo que en sus nombramientos se les se- 
ñale, y dar cuenta al director general cuan- 
do lo verificaren. 

7. ° Proponer al director general la con- 
cesión de licencias temporales á los emplea- 
dos de su inmediata dependencia, y la sus- 
pensión de las de Real nombramiento que 
dieren motivo a esta medida. 

8. ° Disponer que se reformen los defectos 
que puedan contener los documentos que se 
les presentaren , y proponer al director, en 
caso de que alguno de ellos contenga faltas 
graves, Ib que proceda, 


9. Nombrar en fin de cada año el habi- 
litado para él siguiente en sus respectivas de- 
pendencias, Cuyo nombramiento recaerá en 
empleados de las mismas. 

10. Dirigir al director general las cuen- 
tas de gastos ordinarios que han de aprobar- 
se por la Junta. 

i 1 . Cuidar de que eñ los registros de 
expedientes que se lleven en süs dependen- 
cias se haga cargo á los empleados de los que 
contengan créditos de la Deuda, para que 
respondan de ellos mientras no tengan in- 
greso en Tesorería. 

J2. Expedir con el V.° B.° del director 
general las certificaciones que fueren recla- 
madas y procedieren de los documentos que 
existieren en sus departamentos, y autorizar 
con el director general todos los libros que 
en ellos deban llevarse. 

CAPITULO X. 

Del departamento de -emisión-teneduría del 
Gran ¡Abro. 

Art. 48. Corresponde especialmente ni 
jefe del departamento de emision-tenedor 
del Gran Libro, conforme á Jos arts. 3.° y 
8.° del R, D. de l. ü de noviembre, y además 
de las atribuciones designadas en "el capí- 
tulo IX: 

1. ° Tener á su cargo el Gran Libro de la 
Deuda, que se compone de Jos diferentes li- 
bros-registros en que se inscriben los capi- 
tales que se hallaron en circulación y se 
emitan en lo sucesivo. 

2. ° Entender en la emisión de los títulos 
y documentos de la Deuda por lodos con- 
ceptos, y en las operaciones de inscripción, 
conversión, trasfereneia y amortización. 

3. ® Firmar los créditos de la Deuda que 
por cualquier concepto se emitan. 

4. ° Cuidar bajo su responsabilidad de la 
exactitud de todos los asientos que deben 
hacerse en los libros registros de los crédi- 
tos en circulación y que se emitan , anotan- 
do uno por uno, con la conveniente distin- 
ción de clases, séries, numeración y valor, 
los títulos al portador, con expresión del ob- 
jeto que produce la emisión y dejando una 
casilla en blanco parala amortización cuan- 
do llegue el caso de verificarse, 6 para cual- 
quiera referencia que deba consignarse, ha- 
ciendo constar respecto d« ios créditos no- 
minales las circunstancias que les sean ade- 
cuadas, por el orden anteriormente indicado 
expresando además en los documentos en- 
dosabas los nombres de los acredores, y en 
los trasferibles el nombré y residencia de los 
propietarios. 

5. ° Llevar también los libros registros 
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separados para los asientos de los cupones y 
de los intereses de las inscripciones nomina- 
les, con el espacio suficiente para las anota- 
ciones de su amortización por pagos ó por 
el motivo que fuere. 

6. ° Recibiry reconocer todos los créditos 
que con sus correspondientes carpetas ó fac- , 
turas se presenten á la conversión ó amoríi- 1 
zacion por cualquier concepto, haciéndolos 
comprobar en ios libros registros y en los ta- 
lones, y que se anote su legitimidad en 
las carpetas ó facturas de presentación, 
así como que se estampe en los créditos el 
sello de legitimo y cancelado-, y que respec- 
to de los que procedan de toda clase de dé- 
bitos, se dé aviso á la oficina que los hubiere 
remitido, enterándola de que la carta de pa- 
go la recibirá por conducto de la Contaduría 
genera!, á cuya dependencia se pasarán Jas 
facturas. 

7. ° Reconocer igualmente los créditos 
procedentes de fianzas y depósitos que por 
conducto de la Contaduría general se le pa- 
saren para declarar su legitimidad , sin cuyo 
requisito no se procederá á constituir el de- 
pósito. 

8. ú Hacer se comprueben del mismo mo- 
do los créditos que para este solo efecto se 
presentaren en el departamento , los cuales 
se devolverán en el acto á los interesados, 
enterándoles del resultado de la comproba- 
ción á no ser que deban quedar retenidos por , 
defectuosos ó falsos. 

9. ° Separar de las carpetas ó facturas los 
créditos que resulten falsos ó adulterados por 
cualquiera causa é instruir los correspon- 
dientes expedientes para proponer á la Junta i 
el plazo que deba fijarse, no excediendo de 
un mes, ó fin de que los interesados puedan 
hacer sus reclamaciones antes que la Junta 
disponga que tenga efecto la quema, cuidan- 
do, en el caso de que las circunstancias de 
de la falsificación y nulidad de los créditos 
fueren tales que hubiese lugar á la formación 
de causa, de reservar uno ó mas créditos de 
las clases respectivas para remitirlos al Juz- 
gado si fuere necesario. 

10. Designar en las carpetas de los cré- 
ditos presentados á convertir los que deban : 
darse en pago, con expresión de la numera- 
ción y cupones que deben llevar, así como 
las cantidades en metálico que puedan cor- 
responder por las fracciones ó residuos, y 
pasarlo con las relaciones registros á la Con- 
taduría para que consigne su conformidad, 
con cuyo requisito lia de presentarse á la 
Junta para que acuerde, sí procede, la defi- 
nitiva amortización y emisión de los nuevos 
créditos , volviendo en último caso las rela- 


ciones originales á la Contaduría para acre- 
ditar en todo tiempo la legalidad fie las ope- 
raciones, reservando este departamento las 
relaciones duplicadas, de que se formarán 
tomos. 

1 1 . Hacer igual designación en las certi- 
ficaciones originales que para creación de 
Deuda expidiere e) jefe del departamento de 
de liquidación , y pasarlas con los créditos á 
la Contaduría para las operaciones de su in- 
greso en Tesorería, reservando las copias 
para las comprobaciones que puedan ofre- 
cerse, y consignando en ellas los trámites 
que lleven las certificaciones originales. 

12. Formar mensual mente relaciones por 
toda clase do Deuda de los créditos recogi- 
dos por trasferencias, con expresión, uno 
por uno, de sus números, personas á quie- 
nes correspondían, circunstancias é importe 
eu reales vellón , así como también de los 
expedidos en equivalencia, cuyas relaciones, 
examinadas que sean por la Contaduría, las 
presentará á la Junta para que se entere de 
las operaciones practicadas antes de disponer 
la quema de los créditos inutilizados, vol- 
viendo á este departamento las relaciones 
para quesean archivadas, formándose tomos 
de ellas. 

13. Tener bajo su dependencia el depó- 
sito de las estampas, planchas, sellos y de- 
más íiliies necesarios para la confección de 
documentos de crédito, y disponer el corte 
de los que deban emitirse, así como las ope- 
raciones de la estampación de los sellos en 
■seco que han de ponerse á los créditos antes 
de su ingreso en Tesorería, de cuyas operacio- 
nes dará anualmente cuenta á la Junta, in- 
tervenida por la Contaduría, para que pueda 
acordar la quema de los efectos inútiles y de 
Jos cupones sobrantes ; cuya aprobación se 
consignará en dicha cuenta, que ha de vol- 
ver para su archivo al mismo departamento. 

14. Tener también bajo su dependencia 
el depósito de los créditos destinados á la 
quema , con cuyo objeto recibirá semanal ó 
mensuahnente de la Tesorería los que hu- 
bieren ingresado , y practicará las operacio- 
nes de formaiizaeiou que han de preceder al 
abono de su importe á la misma Tesorería, 
conservando dichos créditos en el depósito 
hasta que la quema se verifique; de cuyos 
créditos formará relaciones separadas por 
clases de Deuda ; expresándolos uno por 
uno , con distinción de sus números , series , 
importe y procedencia (1) para que, prévia 


(1) Las palabras que van de letra cursiva, 
se sustifuyeron por R. O. de 24 de abril de 1835 
con las siguientes: -de cuyos créditos formará 
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conformidad de Ja Contaduría se abone á la 
Tesorería su importe, 

15. Instruir los expedientes de recla- 
maciones de todas clases que se intenten 
para declarar de libre disposición los crédi- 
tos inalienables, ó para cualesquiera otros 
objetos , antes de presentarlos á la Junta 
para su resolución, haciendo qne al devol- 
verse los primeros á los interesados se es- 
tampe la nota correspondiente en que conste 
el acuerdo de la Junta , para que con este 
requisito puedan presentarse á la conversión. 

10 , Pasar al fiscal los expedientes , car- 
petas ó documentos en que deba consignar 
la legitimidad con que los interesados hayan 
autorizado á otras personas para que les re- 
presenten , ó la legalidad de las justificacio- 
nes que aquellos comprendan. 

17. Instruir los expedientes de venta de 
bienes nacionales destinados á la amortiza- 
ción de la Deuda , hasta ponerlos en estado 
de resolución definitiva de la Junta. 

18. Instruir asimismo los expedientes de 
subastas que han de tener lugar para las 
que se celebren con objeto de rescatar y 
amortizar la renta del 3 pnr 1 00 diferida y 
la Deuda amortizable de primera y segunda 
clase, así interior como exterior, pasándolos 
á la Contaduría para que practique la liqui- 
dación correspondiente antes de someterlos 
al acuerdo de la Junta. 

19. Disponer que , al recibirse los crédi- 
tos con destino á la conversión v canje , se 
verifique la operación del taladro á presencia 
de los interesados , haciéndose al mismo 
tiempo los asientos en los libros por el orden 
correlativo de numeración , y el que corres- 
ponda en las carpetas de presentación , y 
cuidar se devuelva á los mismos interesados 
una de ellas con el recibo y sello correspon- 
diente , á fin de que puedan en su día pre- 
sentarla para recoger de Tesorería los nue- 
vos créditos que se emitan por efecto de la 
conversión ó canje , debiendo contener los 
asientos de los libros el número correlativo, ! 
el de los créditos y sus clases , y las demás 
circunstancias del objeto para que se entre- 
guen; bajo el concepto de que con estas car- 
petas y créditos se formarán por duplicado 
las relaciones registros-generales arregladas 
á los modelos de que habla el art. 65 del re- 
glamento de 17 de octubre. 

20. Cuidar también de que, respecto de 

resúmenes por clases de Deuda, expresando el 
número de ellos por series, su importe y proce- 
dencia , para que previa conformidad de . la 
Contaduría se abone á la Tesorería su im- 
porte .» 


(31 Dic. 1851.) 357 

los créditos que se entreguen con facturas 
para amortizaciones , se practiquen las ope- 
raciones de inutilización y asientos en los li- 
bros por el mismo órden que se previene en 
el párrafo anterior; pero distinguiéndose su 
procedencia y el objeto del pago, 

21. Disponer que en el mismo local en 
que existan depositados los tomos de rentas 
al portador, inscripciones nominales y demás 
créditos en blanco , se corten los que deban 
darse en pago de liquidaciones, conversiones 
y canjes , y se coloquen después en las car- 
petas de los respectivos interesados, desig- 
nándose en ellas sus clases, séries, núme- 
ros y cuantas circunstancias deban contener 
para que aparezca la conformidad de su apli- 
cación , y que antes del ingreso de los crédi- 
tos en la Tesorería se pongan los sellos en 
seco, quedando sin embargo sin llenar el que 
debe estampar esta última dependencia. 

22. Presentar mensualmente á la Junta 
las relaciones de créditos amortizados , en 
lomos , y con un resumen de todas ellas, ex- 
presivo del número de créditos , sus clases y 
valores por capitales é intereses , para que 
acuerde si procede la quema , de cuyas rela- 
ciones y resumen pasará copia á la Contadu- 
ría general. 

23. Formar, con intervención de la Con- 
taduría , e] estado del resumen expresado en 
el párrafo anterior para su publicación en la 
Gaceta y Boletín oficial del Ministerio, se- 
ñalándose el día en que la quema deba veri- 
ficarse, que lo será pasado el término de un 
mes, dentro del cual podrá intentarse cual- 
quiera reclamación por los interesados que 
se crean con derecho á créditos nominales. 

Arí. 49. Las operaciones de trasferen- 
cias de las inscripciones nominales se suje- 
tarán á los trámites siguientes: 

1. ° El vendedor presentará una solicitud 
ó nota firmada en que declare el capital que 
desea trasferir, e! número de documentos 
que lo compongan y el nombre y apellido 
del comprador, con autorización del agente 
de cambio que intervenga en la operación, 
quien certificará de Ja identidad de la perso- 
na y firma riel vendedor , quedando la ins- 
cripción enajenada en el departamento de 
emisión, por cuyo conducto recibirá dicho 
agente la nueva inscripción expedida á nom- 
bre riel comprador. 

2. " El asiento de trasferencia en el pro- 
tocolo del Gran Libro se firmará por el di- 
rector general, contador, jefe de emisión y 
por el vendedor. 

3. ° Si la venta hubiese sido de una sola 
parte del capital , se entregarán dos nuevas 
inscripciones, una al comprador por la parte 
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((luí adquiere, y otra al cedente por la que 
se reserva. 

4.° La trasferoncia se verificará preci- 
samente en el término de cinco dias, los cua- 
les do empezarán á contarse en las corres- 
pondientes á corporaciones, testamentarias 
ó otras pertenencias que puedan exigir jus- 
tificaciones, hasta el día en que se hayan 
presentado los documentos de legítima pro- 
cedencia, y del derecho que asista á los inte- 
resados para disponer de las inscripciones. 

Y 5.° Los propietarios de inscripciones 
nominales podrán solicitar la trasíerencia de 
sus créditos por medio de apoderados ; pero 
los poderes que con este objeto se otorgaren 
contendrán expresa y claramente la facultad 
de enajenar el capital y verificar la trasfe- 
rencia á nombre del propietario. 

CAPITULO XI. 

Del departamento de liquidación . 

Art. 50. Al jefe del departamento de li- 
quidación, además de las atribuciones del 
capitulo IX, y conforme á los arts. 3.° y 9.° 
del 11. i), de l.° de noviembre, le correspon- 
de especialmente: 

1. ° Entender en los operaciones de ins- 
trucción de los expedientes de liquidación 
de toda clase de créditos contra el Estado. 

2. ° Someter dichos expedientes á. la re- 
solución de la Junta para que puedan reco- 
nocerse los créditos que tengan derecho á 
serlo y se hayan reclamado en tiempo hábil. 

3. ° Considerar solamente en el caso de 
instrucción los expedientes que se refieran á 
créditos que resulten incluidos en la cuenta 
de liquidación respectiva al año de 1850, que 
con arregdo á la ley de administración y con- 
tabilidad de la Hacienda pública fué rendida 
al Tribunal de cuentas del Reino. 

4. " Obtener préviamente la autorización 
de la Junta para proceder á la liquidación y 
á dar ingreso en las cuentas á los créditos 
que , no estando comprendidos en la del año 
de 1850, se justifique no obstante por los li- 
bros ó comprobantes que haya en las ofici- 
nas, haberse reclamado en tiempo hábil, así 
como respecto de los que se reclamaren tam- 
bién con arreglo al R. D. de 17 de octubre. 

5. ° Formar los estados mensuales que la 
Junta ha de remitir al Ministerio, expresivos 
de los créditos liquidados y reconocidos por 
la misma durante el mes anterior, expresan- 
do el importe y clase de Deuda que se haya 
dado ó deba darse en pago. 

Pedir, al ministerio fiscal las noticias 
que necesite sobre la legitimidad de las per- 
sonas que se presentaren en concepto de 
apoderados dé cualesquiera interesados y de- 


más operaciones que procedan, y pasarle 
también, para que extienda su parecer, los 
expedientes de liquidación. 

' 7.° Expedir diaria, semanal ó mensual- 
mente, según conviniere al mejor servicio y 
-con el Y.° B.° del director general, las cer- 
tificaciones de los créditos reconocidos y li- 
quidados que hubiesen merecido la aproba- 
ción de la Junta , por cada una de las clases 
de Deuda que deban emitirse en pago de 
las mismas liquidaciones practicadas; cui- 
dando de que contengan dichas Certificacio- 
nes el número particular de cada partida, 
corporación ó interesado á quien correspon- 
da, ramo de que proceda y cantidad en rea- 
les vellón. 

8. ° Pasar directamente al departamento 
de emisión las certificaciones de que trata 
el caso anterior y su copia, á fin de que prac- 
tique seguidamente las operaciones que le 
son respectivas del corte y numeración de 
los créditos y recibos de las fracciones ó re- 
siduos que deban abonarse á metálico, y á 
fin de que la Contaduría general pueda dis- 
poner después y previo examen, el ingreso 
ele estos valores en Tesorería. 

9. ° Practicar la liquidación que proceda 
respecto de los expedientes que se instruyan 
sobre devoluciones que deban hacerse por el 
Estado á los compradores de bienes naciona- 
les por ventas que hayan sido ó sean anula- 
das, y también por sobrantes que resulten en 
algunas enajenaciones hechas en la época de 
1820 á 1823, ó por reintegros de cualquiera 
otra naturaleza que deban verificarse, y pre- 
sentar después estos expedientes á la Junta 
para que, según los casos y forma en que 
hayan de tener lugar las devoluciones ó rein- 
tegros, acuerde lo que estime oportuno. 

10. Reclamar de la Contaduría general 
y del departamento de emisión los expedien- 
tes, carpetas y documentos del importe de 
los créditos de dominio particular que deben 
amortizarse en 31 de marzo de 1852, según 
lo dispuesto en el art. 40 del reglamento de 
17 de octubre, para que puedan liquidarse y 
abonarse á sus respectivos dueños. 

Art. 51. Todos ¡os expedientes de reco- 
nocimiento y liquidación de créditos expre- 
sados en el artículo anterior contendrán, an- 
tes de presentarse al acuerdo de la Junta, 
además de los requisitos prevenidos, según 
el caso en que se hallen: 

1 . ° La reclamación del interesado pidien- 
do la liquidación 6 carpeta de .representación 
de los créditos hecha en las-oficinas genera- 
les ó de provincia. 

2. “ La nota de haber sido hecha la recia 
macion en tiempo hábil, y de estar incluid 
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el crédito en la cuenta de liquidación del año 
1850, ó en defecto de este último el prévio 
acuerdo de la misma Junta para que se com- 
prenda en la cuenta corriente. 

3.° Los documentos originales que com- 
prueben la legitimidad de la reclamación y 
acrediten el derecho a! pago de los créditos". 

4 o Los informes y demás datos que so 
reuní V Hd al expediente para fundar la liqui- 
dación . 

5.° El dictamen del fiscal y del jefe del 
departamento, á cuya continuación lia de ex- 
tenderse el acuerdo de la Junta. 

Art. 52. En la instrucción de los expe- 
dientes de créditos procedentes de los daños 
mandados indemnizar por la ley de 9 de abril 
de 1842, y de censos afectos á los bienes pro- 


m 

5." Rpductar la cuenta general de la Deu- 
da pública de cada año por las operaciones 
de todas clases practicadas en las oficinas, y 
por los ingresos y salidas do efectos y cauda- 
les en la Tesorería y en las Comisiones del 
extranjero para su publicación, con arreglo á 
la ley de administración y contabilidad de Ja 
Hacienda de 20 de febrero de 1850. 

G.° Formar los presupuestos anuales de 
las obligaciones de la Deuda que, prévia Ja 

e remitirse al 


aprobación de Ja Junta, han 
Ministerio de Hacienda para que se compren- 
dan en los generales del Estado. 

7.° Informar al director general en to- 
dos los presupuestos de gastos de la Deuda, 
é intervenir las cuentas que con arreglo á 
ellos deban darse, excepto las que procedan 


ceden les de la Orden de San Juan de Jera- ríe las consignaciones de las oficinas que per- 
salen, se observarán las reglas que para los ¡ íenecen á sus respectivos jefes. 

Intervenir todas las operaciones de Ja 


-gjiio que para 
demás quedan establecidas, en cuanto no se 
opongan á lo prescrito en ios arts. 44 y 48 
del reglamento de 17 de octubre, por deber, 
con arreglo á ellos, practicarse las liquida- 
ciones de estas dos clases de créditos. 

CAPITULO XII. 

De la Contaduría general. 

Art. 53. Son deberes y atribuciones pro- 
pias del contador general, conforme á los ar- 
tículos 3.° y 10 del R. í). de -I.° de noviem- 
bre, además de las expresadas en el capí- 
tulo IX: 

1 . ° Entender en todas las operaciones de 
la contabilidad de la Deuda pública que cor- 
responden al recibo y distribución de fondos, 
y á la creación, conversión, amortización 
definitiva y movimiento de los efectos pú- 
blicos. 

2. ° Proponer á la Junta las instrucciones 
á que deberán arreglarse ios trabajos de con- 
tabilidad con sujeciop á las leyes, Reales de- 
cretos y disposiciones que rijan en la mate- 
ria, para que por todas las dependencias de 
la Dirección general se proceda con la uni- 
formidad debida. 

3. u Exigir en los plazos que correspon- 
dan las cuentas pertenecientes á la Deuda 
pública interior y exterior, examinarlas, cen- 
surarlas y presentarlas á la aprobación do la 
Junta antes de que se remitan al Tribunal de 
cuentas del Reino, y promover la formación 
de las atrasadas. 

4. ° Formar y rendir al mismo Tribunal, 
prévia aprobación de la Junta, las cuentas de 
gastos públicos, las de presupuestos y las de 
los cuatro ramos de liquidación, conversión, 
amortización é intereses, para Jo cual exigi- 
rá la de liquidación del departamento res- 
pectivo. 


e o 


Tesorería, ¡í cuyos arqueos asistirá, asi como 
á la traslación ríe caudales y efectos sobran- 
tes del resultado de ellos á las arpas destina- 
das á este objeto, conservando una de sus 
llaves. 

9. ° Proponer al director general la tras- 
lación de los efectos al arca de tres llaves, 
aun antes del término máximo de los tres 
meses que queda fijado, si la existencia fue- 
re de tal consideración que no creyese opor- 
tuno continúe en la Caja corriente. 

10. Cuidar de que se lleven con exacti- 
tud, puntualidad y limpieza los libros de in- 
tervención y las cuentas. 

H. Examinar é intervenir las nóminas 
de haberes de todos los empleados de las ofi- 
cinas de la Deuda. 

12. Recibir los efectos de la Deuda que 
se presenten por depósitos y fianzas, pasarlos 
para su legitimación al departamento de ¡emi- 
sión-teneduría del Gran Libro, y proceder 
en su caso á constituir el depósito en Teso- 
rería, por medio del correspondiente cqrga- 
réme, remitiendo después la carta de pagq á 
la dependencia de que proceda. 

13. Instruir ios expedientes para la de- 
volución de lianzas y depósitos, y pasarlos ;>! 
director general, á quien compete acordar 
la devolución. 

14. Intervenir y firmar en el prolocolo 
del departamento cíe emisión-teneduría del 
Gran Libro las trasparencias de créditos que 
se soliciten en debida forma. 

15. Firmar todos los créditos de Deuda 
que se emitan. 

tfl. Llevar separadamente la interven- 
ción á las dos Cajas de caudales y efectos rf e 

la Tesorería. . 

17. Expedir los cargarénms para tobo m- 
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greso de valores en la Tesorería, é interve- 
nir las cartas de pago que aquellos produz- 
can, entregándolas á los interesados ó dán- 
dolas el curso que corresponda; debiendo re- 
servar los cargarémes hasta que la Tesorería 
presente sus cuentas, á las que han de unir- 
se como comprobantes justificativos de ellas. 

18. Examinar los créditos y facturas que 
para su ingreso en Tesorería le pase el jefe 
del departamento de emisión, á fin de cer- 
cioaarse de si en dichas facturas se ha con- 
signado la legitimidad de los créditos y su 
cancelación en los libros de talones y regis- 
tros de emisión, como también si dichos cré- 
ditos han sido taladrados y tienen el sello 
de cancelado ; procediendo, después de lle- 
nados estos requisitos, á practicar todas las 
operaciones de contabilidad, y á expedir el 
cargareme de estos valores para su definiti- 
va amortización y que se comprendan en la 
cuenta de Tesorería. 

19. Examinar asimismo las relaciones de 
créditos amortizados que forme el departa- 
mento de emisión-teneduría del Gran Libro 
y hubieren ingresado por cualquier concep- 
to, para que pasándolas al director genera!, 
pueda este disponer la expedición de los cor- 
respondientes libramientos y abonos. 

20. Examinar también semanal ó men- 
sualmente las relaciones con que se acompa- 
ñen las carpetas de los créditos entregados 
por la Tesorería á los interesados en pago 
de liquidaciones y conversiones, poniendo su 
conformidad, si procediere, antes de propo- 
ner al director general que se expida el 
oportuno abono á Tesorería; cuidando de que 
se encuadernen en la Contaduría las carpe- 
tas canceladas que devuelva la Tesoría. 

21. Proponer al director general la ex- 
pedición de los correspondientes libramien- 
tos y abonos en formalizacion de los pagos 
que hubiere hecho la Tesorería por las frac- 
ciones ó residuos que resultaren en las cer- 
tificaciones de reconocimiento de Deuda y 
en las carpetas de los registros, cuyos reci- 
bos originales se acompañarán como justifi- 
cantes de los libramientos ó abonos. 

22. Intervenir los abonos que á petición 
del tesorero acordare el director general pa- 
ra el pago diario de los intereses de las ren- 
tas del 3 por 100 consolidado y diferido inte- 
rior y exterior, á cuyo efecto íe pasará el di- 
rector general los pedidos que le hubiere he- 
cho el tesorero, los cuales han de servir para 
comprobar las relaciones formadas por la 
Tesorería, para que en ellas consigue la Jun- 
ta haber tenido efecto la quema de los cu- 
pones y recibos de inscripciones nominales 
que serán los documentos de justificación de 


los libramientos y abonos expedidos en cada 
uno de los meses, practicándose iguales for- 
malidades y exámen con las relaciones de 
cupones de dichas clases de Deuda interior y 
exterior del 5 por 100 de reclamaciones in- 
glesas que remitan los presidentes de las Co- 
misiones de Londres y París. 

23. Suspender la intervención del pago 
de cualesquiera obligaciones que el director 
general dispusiere, y para cuyo abono no 
exista crédito determinado en los presupues- 
tos de la Deuda, manifestando las razones 
en que se funde la negativa, para que el di- 
rector general, en el caso de insistir en su 
opinión, someta inmediatamente el asunto al 
acuerdo de la Junta. 

24. Examinar las relaciones que com- 
prendan los créditos amortizados que para 
su formalizacion le pase el departamento de 
emisión-teneduría, del Gran Lioro, y en caso 
de hallarlas conformes remitirlas aí director 
general para que expida los libramientos que 
deben acompañar á la cuenta del tesorero, 
haciendo de lo contrario las observaciones á 
que su resultado diere lugar, con cuyo ob- 
jeto podrá practicar en el depósito de quema 
con los créditos originales las debidas com- 
probaciones, é intervenir antes de que sea 
aprobado por la Junta el resumen general de 
estas amortizaciones, que debe formar el re- 
ferido departamento de emisión para su pu- 
blicación en la Gaceta y Boletín del Minis- 
terio. 

25. Instruir los expedientes en que el 
director general ha de acordar la expedi- 
ción de los correspondientes libramientos 
para las devoluciones de los créditos cons- 
tituidos en fianza ó en cualquiera otra clase 
de depósito. 

26. Revisar las relaciones que forme se- 
manalmente la Tesorería , respectivas á los 
cupones é intereses de fianzas que se hubie- 
ren satisfecho, y bailándolas conformes, pa- 
sarlas al director general para que disponga 
se libre su importe por medio de abono á la 
misma Tesorería, y cuidar del cargo y data 
de estos valores en sus cuentas, expidiendo 
con el primer objeto el oportuno cargaréme. 

27. Hacer la liquidación que correspon- 
da, y autorizarla en todas las facturas de 
créditos que deban amortizarse y que á este 
efecto le remitirá el jefe del departamento 
de emisión -teneduría del Gran Libro, des- 
pués de haber este consignado en las mis- 
mas facturas las cancelaciones de los cré- 
ditos. 

28. Llevar las cuentas en' totalidad poi- 
cada clase de Deuda , y la particular de los 
créditos por séries y su número, cargándose 
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y datándose respectivamente de los resulta' 
dos que ofrézcan las operaciones de! movi- 
miento por las creaciones, conversiones y 
amortizaciones, así en capitales como en in- 
tereses. 

29 Formar en íin de cada mes el estado 
ó resúmen general que la Junta debe pasar 
al Ministerio, en que aparezca el total resul- 
tado de las operaciones de emisión de Deu- 
da, con distinción de la que proceda de nue- 
vos reconocimientos, y la que lo sea por con ■ 
versiones y canjes. 

30. Formar asimismo, en vista del expe- 
diente que debe pasarle el departamento de 
emisión, la liquidación en que resulte la Deu- 
da circulante, así interior como exterior, de 
la renta diferida del 3 por 100, y de la Deu- 
da araortizable de primera y segunda clase 
para que la Junta señale en su vista las can- 
tidades que respectivamente han de desti- 
narse á la amortización de una y otra. 

31. Examinar, antes de que por e! jefe 
del departamento de emisión se diere cuen- 
ta en la Junta, los registros que este debe 
formar con las carpetas y créditos que pre- 
senten los interesados para su conversión, 
cuyos registros, y lo mismo las certifica- 
ción os expedidas por el departamento de 
liquidación para creación de Deuda , que- 
darán eu último caso en la Contaduría co- 
mo documentos justificativos de las opera- 
ciones practicadas y se encuadernarán en 
tomos. 

32. Llevar la intervención particular res- 
pecto de las trasferencias de' créditos que 
soliciten los interesados, en que conste la 
Deuda que se emita y cancele, mediante 
que estas operaciones no aumentan ni dis- 
minuyen su importe. 

33. Revisar las relaciones que forme men- 
sualmente el departamento de emisión-te- 
neduría del Gran Libro de los créditos in- 
utilizados y recogidos por trasferencias antes 
de que el misino jefe lo presente á la resolu- 
ción de la Junta, á quien toca disponer la 
quema do ios créditos. 

34. Pasar, cuando proceda, á ia Comi- 
sión contra! de liquidación y cobranza de 
atrasos y á la Dirección general de contri- 
buciones indirectas las certificaciones , con 
el V.° H.° del director general, de los cré- 
ditos que resultaren á favor de la Deuda pú- 
blica hasta fin de diciembre de 1849, y de 
los alcances que se hubiesen con f ruido ó 
puedan contraerse desde l.° de enero de 
1850, para que, sin perjuicio de ios expe- 
dientes que deben formarse por la respon- 
sabilidad de estos descubiertos puedan agi- 
tar respectivamente aquellas- dependencias 


su cobranza y abrir las cuentas que cor- 
responden á los deudores. 

35. Dar parte al Tribunal de Cuentas del 
Reino de todo desfalco ó malversación de- 
fondos y electos que pudiere resultar en cual- 
quier tiempo. 

Art.. 54. El sub-conlador entenderá en la 
tramitación interior de todos los expedientes 
que se instruyeren en la Contaduría basta 
ponerlos en estado de resolución, la cual 
será siempre, del contador general, y podrá 
autorizar también los cargaremes de iodo in- 
greso de valores que tenga lugar en la Teso- 
rería y las cartas de pago que los mismos 
produzcan. 

CAPITULO XIII. 

Del Ministerio fiscal. 

Art. 55. Compete al fiscal de la Deuda, 
según el art. 11 del R. I). de l.° de no- 
viembre: 

1.” Informar en todos los negocios y ex- 
pedientes en que se susciten cuestiones de 
derecho. 

Pedir que se observen y cumplan, 
por todas las dependencias de la Dirección 
general, las leyes, reglamentos, instruccio- 
nes y Reales órdenes que rigen en el esta- 
blecimiento. 

3. (1 Redamar ante el director general la 
Junta, ó el Ministerio en su caso , contra las 
infracciones de ley, reglamentos ó instruc- 
ciones que en su concepto pudieran come- 
terse por cualquiera de los funcionarios de 
las dependencias de la misma Deuda, y pe- 
dir la formación de causa criminal cuando 
esta proceda por fallas graves de los em- 
pleados. 

4. ° Examinar y aprobar los poderes y de- 
más documentos justificativos de personali- 
dad que presenten los interesados para ojie- 
raciones de todas clases que tengan que prac- 
ticarse en las oficinas de la Dirección gene- 
ral, como laminen parala entrega de erodi- 
í.os ó valores por la Tesorería. 

3.° Llevar los libros de registros corres- 
pondientes, y bajo numeración correlativa, 
de ios poderes y documentos que hubiere 
aprobado y declarado corrientes para los 
electos que hubieren de producir en lo su- 
cesivo. 

6.® Reclamar, como esta declarado de Ja 
Junta ó d M jefe de ia dependencia donde se 
hallaren, los expedientes que estimase con- 
veniente examinar, cualquiera que sea el es - 
tado de instrucción en que se encuentren, y 
devolverlos en el término de tercero día, en 
el caso de que después de examinarlos no fia 
liare motivo para pedir que se suspenda o re- 
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forme su instrucción, ó pedir en su defecto á 
Ir. Junta, dentro del mismo, plazo, lo que crea 
conveniente en defensa de ios intereses del 
Estado y de los acreedores, presentando en 
ella, con su dictamen por escrito, el expe- 
diente ó expedientes de que se trata para 
que se acuerde lo que proceda. 

7." Dirigirse al Ministerio con las con- 
sultas que crea convenientes en lo relativo 
al ejercicio de su Ministerio, y 'evacuar los 
informes que aquel le pida por su carácter 
do Jiscal. 

Arf. 36. En todo expediente, carpeta ó 
documento en que deba acreditarse en Jos 
respectivos departamentos la legitimidad del 
interesado ó persona que le represente, ha- 
brá de consignar el Ministerio ílscal si la 
persona de que se trate es la competente 
para las conversiones , trasferencias , recibo 
de valores y demás que corresponda, expre- 
sando el número del registro en que el po- 
der ó documento se baile anotado, 

Art. 57. En el ministerio liscai habrá un 
abogado fiscal y los empleados que en el re- 
glamento de! personal de la dependencia se 
le asignaren. 

Art. 58. El abogado fiscal acordará con 
el fiscal los dictámenes, censuras y demás 
negocios que este ponga á su cargo. 

■ Art. 59. El ministerio fiscal tendrá asis- 
tencia diaria á las oficinas para el despacho 
de los negocios de su conocimiento. 

Art. 60. En ausencias y enfermedades de! 
fiscal nombrará el Gobierno quién baya de 
reemplazarle corno vocal de la Junta , susti- 
tuyéndole en todo lo demás de su Ministe- 
rio el abogado fiscal, cuya sustitución se lia- 
rá extensiva al caso de vacante, mientras el 
Gobierno nombrare el fiscal. 

Art. 01, Corresponden al fiscal las mis- 
mas atribuciones que á los jefes principales 
del establecimiento se les declaran en el ca- 
pítulo IX, eo la parte que le sean aplica- 
bles. 


CAPITULO XIV. 

Com isión inspectora ele las Corles. 

Arl. 02. En todos los asuntos en que deba 
entender la Junta de la Deuda y los jefes y 
dependencias del establecimiento, tendrá la 
■Comisión permanente de señores senadores 
y diputados la inspección que les compete 
ejercer por la ley de Administración y Con- 
tabilidad de la Hacienda pública y la de ar- 
reglo de la Deuda del Estado. 

De órden de S. M. lo comunico á V. S. 
para su inteligencia , la de la Junta y demás 
efectos correspondientes á su cumplimiento 


—Dios etc.— Madrid 31 de diciembre de 
1851.» (CL. t. 54, p. 739,) 

Otra /?. O. de 31 diciembre de 1851. 

Enajenar-ion de créditos do Ayuntamientos, fundacio- 
nes cío. 

(Hac.) En vista de lo consultado por 
| esa Junta en 22 de] mes que acaba, con el 
\ objeto de preparar lo conveniente para la 
l conversión de la Deuda umortizable de prí- 
j mera y segunda clase, y teniendo presente 
¡ los sagrados objetos á que se hallan destina- 
¡ dos una gran parte de. los créditos perte- 
necientes á fundaciones, Ayuntamientos ú 
otras corporaciones, y que dichos créditos 
no pueden enajenarse sin los requisitos esta- 
blecidos y previo el oportuno aviso á los Mi- 
nisterios respectivos según lo dispuesto por 
el art. 56 del R. D. de 17 de octubre último, 
se ha dignado S. M. Ja Reina disponer que, 
además délos requisitos que se exigen para 
la cesión ó venta de los documentos trasfe- 
ribles de la Deuda que correspondan á las 
expresadas fundaciones y corporaciones, haya 
de preceder siempre la oportuna Real órden 
expedida por el Ministerio de quien dependa 
la corporación, instituto ó fundación respec- 
i tiva, en que se autorice la enajenación, que 
| en su caso podrá realizarse, expidiendo á fa- 
| vor del comprador títulos al portador como 
¡ á los demás acreedores. — De Real órden etc. 

: — Madrid 31 de diciembre de 1851. (CL. to- 
mo 5-í , p. 772.) 

R. O. de 30 enero de 1852. 
j 

,i Para la ejecución del Real decreto de 18 diciembre. 

(Rao.) La Reina (Q. D. G.) se sirvió ex- 
pedir el Real decreto que sigue: 

(Aquí el R. D. de 18 diciembre de 1851, 
inserto en m lagar.) 

«Por consecuencia de lo dispuesto en el 
art. 9.° del Real decreto que antecede, y á 
fin de que pueda tener inmediata ejecución 
por lo relativo á las dependencias del Minis- 
terio de mi cargo, S. M. se ha dignado man- 
dar que se observe lo siguiente: 

Artículo l.° La liquidación de la Deuda 
del Tesoro, procedente de sueldos y haberes 
personales, mandada ejecutar por Ja ley de 
3 de agosto y Rs. Ds. de 5 de setiembre y 
18 de diciembre de 1851, y que deberá con- 
cluirse dentro del presente año, se hará con 
sujeción á las disposiciones contenidas en la 
R. O. de 10 de, diciembre de 1846, expre- 
sándose la clase á que correspondan los e ré- 
ditos que representan las liquidaciones. 

En las pertenecientes á los acreedores que 
solo tengan derecho á cobrar atrasos, á quie- 
. nes debe expedirse títulos de primera clase, 
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se cargara el importe de las mensualidades 
que han de recibir en metálico eu este ano 
por sí ó por sus herederos en caso de fallo- 

miento. 

Art. 2.° Las liquidaciones que en las 
provincias han de hacer las Contadurías do 
Hacienda pública, las de casas de moneda, 
Jas de minas de Almadén , Linares y Riotin- 
Lo, Y las de fábricas de efectos estancados, se 
aprobarán por las Comisiones creadas eu 
cumplimiento del art. 9.° del Reglamento de 
23 de agosto último , expedido para llevar á 
efecto la ley de 3 del mismo, relativa á la li- 
quidación, reconocimiento y pago de la Deu- 
da del Tesoro procedente del material, y las 
propias Comisiones resolverán las dudas que 
para su ejecución puedan ofrecerse. 

Se aprobarán por el Consejo de la Direc- 
ción general de contabilidad" de la Hacienda 
pública las liquidaciones que deben formar 
lo Contaduría central y la Intervención-tene- 
duría de libros de la Dirección general de lo- 
terías, resolviéndose por el mismo Consejo 
las dudas que puedan ofrecerse á las referi- 
das dependencias en el curso de este servicio. 

Las aprobaciones de unas y otras liquida- 
ciones se extenderán en esta forma: 

«Se aprueba la frécente liquidación por 
hallarse conforme con las reglas estable- 
cidas.» 

Art. 3.° Para el reconocimiento de es- 
tas liquidaciones y de las que verifiquen las 
diferentes contabilidades especiales de los 
demás Ministerios que, según el art. 0.° del 
R. D. de 5 de setiembre de 1 851 , deben re- 
unirse en la Dirección general de contabili- 
dad de la Hacienda pública . se asociará á 
esta un jefe de la clase superior de Hacien- 
da , cuatro de la de Administración central, 
y uno de la provincial, que hará de secreta- 
rio, Cuando se trate del reconocimiento de 
las liquidaciones ejecutado por las contabili- 
dades de los demás Ministerios, podrán asis- 
tir los ordenadores de pagos de los mismos 6 
sus interventores, á cuyo íin se les dará el 
oportuno aviso. 

Art. 4.° Aprobadas que sean las liquida- 
ciones, se citará á Jos interesado^ á quienes 
se refieran, á fin de que presten su confor- 
midad á expongan lo que á su derecho cor- 
responda; en el primer caso estamparán al 
pié de la liquidación, y autorizarán con su 
firma la conformidad, usando de la fórmula 
siguiente: 

•/Me conformo . » Fecha y firma del inte- 
resado. 

La citación se hará por medio de la Gace- 
ta para los interesados en las liquidaciones 
que ejecuten la Contaduría central y la In- 


tervención-teneduría de libros de loterías- 
y por medio de los Boletines oficiales res- 
pecto de las que practiquen las Contadurías 
en las provincias. 

Art. 5.° Se extenderá la conformidad ó 
se uegará en presencia de uno de los vocales 
y de secretario de las Comisiones, que firma- 
rán en le de haber presenciado el acto: cuan- 
do los interesados no sepan firmar, lo hará á 
su ruego una persona conocida; y si alguno 
se vale de apoderado, le autorizará en debi- 
da forma. 

Uno de los individuos del Consejo de la 
Dirección de contabilidad y el secretario de 
la misma presenciarán el acto de estampar la 
conformidad los interesados en las liquidacio- 
nes ejecutadas por la Contaduría central é 
intervención -teneduría de loterías, y firma- 
rán en prueba de haberlo visto, 

Art. 6.° Si ios interesados no estuvieren 
conformes con las liquidaciones lo expondrán 
por medio de solicitud escrita y razonada: 
las Comisiones de provincia y en su caso el 
Consejo de la Dirección de contabilidad de la 
Hacienda pública, examinarán ios fundamen- 
tos en que se apoye la falta de consentimien- 
to A la liquidación; fallarán en su vístalo que 
corresponda, y lo harán saber á los intere- 
sados. Cuando estos no presten su aseal.i- 
miento A la decisión de Jas Comisiones, se di- 
rigirán á la superior para la determinación 
que corresponda; la falta de conformidad de 
iiis liquidaciones y de asentimiento A su re- 
visión se extenderá en estos términos: 

u No me conformo por las razones que re- 
sultan de la adjunta solicitud.» Fecha y 
firma, 

Art.. 7.° Se prestara la conformidad ó se 
negará dentro de un mes, contado desde el 
dia en que se publique el anuncio en los pe- 
riódicos oficiales convocando á los interesa- 
dos ; se tendrá como prestada cuando no se 
presenten en el término señalado en el lla- 
mamiento, y se anotará esta circunstancia al 
pié de la liquidación en estos términos: 

«No habiéndose presentado el interesado 
en el termino señalado en el periódico nú- 
mero fecha se considera que. ha 

prestado su con jar mi dad con arreglo á lo 
dispuesto en el art. 7.° de la lí. O. de So de 
enero de 1852.» 

Art, 8.° Cada quince dias remitirán las 
Comisiones de provincia y la Dirección de 
contabilidad de la Hacienda pública A la Co- 
misión superior: 

l.o Una relación ajustada al modelo nu- 
mero!. 0 , y las liquidaciones aprobadas en 
la quincena anterior, con las cuales expresa o 
tácitamente estén conformes ios interesados. 


DEUDA PUBLICA. (1852.) 


364 

Y 2.° Otra arreglada al modelo número 

2.°, en que se incluyan las liquidaciones 
protestadas en el mismo período, y las soli- 
citudes fundando las reclamaciones. 

Art. 9.° La Dirección general de contabi- 
lidad pasará también cada quince dias á la 
Comisión superior las liquidaciones que reci- 
ban de las contabilidades especiales de los 
demás Ministerios, con arreglo á lo preveni- 
do en el art. 6.° del R. 1). de 5 de setiembre 
de 1851 . 

Art. 10. Reconocerá la Comisión supe- 
rior las liquidaciones, con cuyo resultado es- 
tén conformes los interesados; y si las aprue- 
ba, extenderá al pié el mandato de pago en 

la forma siguiente: 

«Estando conforme esta liquidación , y 
correspondiendo el crédito que representa á 
la dase 1 . a ó 2. a (la que sea ) ó, que se refiere 
el art. 4.° del lt. />. de 18 de diciembre 1851 
las G¡icinas de la Dirección de la Deuda 
del Estado expedirán títulos y residuos de 
dicha clase en equivalencia de su importe , 
y los remitirán A esta Comisión superior 
para su entrega- á los interesados con arre- 
glo á lo prevenido en el art. 13 de la n. O. 
de 30 de enero de 1852.» Firma del presi- 
dente y secretario. 

Art. 11. Igualmente examinará la Comi- 
sión superior las liquidaciones no consenti- 
das; confirmará la decisión de las de provin- 
cia y de la Dirección general de contabilidad 
de Hacienda, ó dispondrá que se rectifiquen: 
en el primer caso se exlendetá el mandato 
de pago en los términos prevenidos en el ar- 
tículo anterior, y se dará conocimiento á las 
Comisiones de provincia para que consignen 
esta decisiona! pié de la liquidación duplica- 
da que conserven en su poder: en el segun- 
do caso se devolverán las liquidaciones para 
que se proceda á su rectificación, observán- 
dose los mismos trámites que para hacer las 
primitivas. 

Art. 12. De las decisiones de la Comisión 
superior en la revisión de las liquidaciones, 
podrá reclamarse al Ministerio de Hacienda, 
y ante el Consejo Rea! por la vía contencio- 
sa , en los casos , término y forma que se de- 
termina en los arts. 25, 26 y 27 del R. 1). de 
23 de agosto de 1*51 , respecto de la Deuda 
atrasada del material. 

Art, 13. Cada quince dias remitirá la Co- 
misión superior á la Dirección de la Deuda 
del Estado los mandatos de pago con factu- 
ras triplicarlas , dos de las cuales servirán 
para el uso establecido en las oficinas de la 
referida Dirección, y la restante- para el ob- 
jeto que se expresa en el párrafo segundo 
del art. 14. 


Art. 14. Las oficinas de la Deuda del Es- 
tado, previas las oportunas formalidades: 

l.° Expedirán los títulos y residuos en 
equivalencia del importe los mandatos de 
pago. 

Y 2.° Entregarán por quincenos , con la 
tercera factura de que se hace mención en 
el artículo anterior , los expresados títulos y 
residuos á la persona que la Comisión supe- 
rior de reconocimiento de créditos del perso- 
nal autorice para recogerlos. 

Art. 15. En la Comisión superior: 

l.° Se harán en los registros los corres- 
pondientes asientos. 

Y 2.° Se remitirán con facturas dobles 
por quincenas los títulos y residuos á las de- 
pendencias que aprobaron las liquidaciones 
para que los entreguen á los respectivos in- 
teresados. 

Art. 16. Las oficinas que aprobaron las 
liquidaciones : 

1 . ° Devolverán una de las facturas á la 
Comisión superior con el recibí , que autori- 
zarán los jefes de las dependencias á quienes 
se dirijan los títulos y residuos. 

2. ° Harán los asientos en ios registros. 

3. ° Llamarán á los interesados por me- 
dio de los periódicos oficiales para entregar- 
les sus créditos. 

4. ° Exigirán recibo de los mismos, el 
cual se estampará al pié de Jas relaciones du- 
plicadas y á presencia de los individuos de 
que se hace mérito en el art, 5.° que pre- 
cede. 

5. ° Estamparán el sello de entrega en 
los títulos y residuos, sin el cual no serán 
de abono. 

6. ° Devolverán á las oficinas liquidadoras 
las liquidaciones duplicadas para que bagan 
las debidas anotaciones en los libros de cuen- 
tas individuales y lo demás que corresponde. 

Y 7.° Formarán por trimestres, y remi- 
tirán á la Comisión superior una cuenta en 
que aparezcan- individualmente los créditos 
recibidos , los entregados á los interesados y 
los que resulten existentes , explicando las 
causas. 

Art. i 7. Si los interesados renuncian al 
derecho que pueda asistirles por haberes de- 
vengados desde l.° de mayo de 1828 hasta 
fin de 1834, se los ajustará por los que se les 
hubiere correspondido desde 1 0 ue enero 
de 1835 hasta 31 de diciembre de 1851, y se 
fiará constar á la cabeza de la liquidación. 

Art. 1(8. Igualmente se. limitarán las li- 
quidaciones á Ja época desde 1 0 de enero 
de 1835 á 31 de diciembre de 1851. 

l.° Cuando los interesados se nieguen á 
facilitar respecto de la época anterior las no- 
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tícias que previene la regla 22 de la Real ór- 
den de 10 de diciembre de 1846. 

Y 2.° Cuando hubieren desaparecido en- 
teramente ios libros y papeles en que las li- 
quidaciones se han de fundar , y los intere- 
sados carezcan de documentos con que acre- 
ditar su derecho. 

Estas circunstancias se indicarán en la ca- 
beza de la liquidación. 

Art. 19. Después de aprobadas las liqui- 
daciones los interesados no podrán usar del 
derecho que tienen para suscribirse : 

Al Diccionario geográfico de España y sus 
posesiones de Ultramar. 

AJ Atlas. 

A la colección de Códigos. 

Y á las Concordancias , motivos y comen- 
tarios del Código civil español. 

Art. 20. Todas las dependencias del Es- 
tado, así centrales como provinciales sin ex- 
cepción de ninguna clase , están obligadas á 
facilitar á las encargadas de hacer las liqui- 
daciones de la Deuda del personal cuantos 
antecedentes y datos les pidan para desem- 
peñar su cometido. 

Art. 21. De todos los trámites que sigan 
las liquidaciones hasta la entrega de los títu- 
los á los acreedores, se llevarán registros en 
las Comisiones de provincia y en el Consejo 
de la Dirección general de contabilidad de la 
Hacienda respecto de las que ejecute la Con- 
taduría central : también se llevará el cor- 
respondiente registro de los trámites de las 
liquidaciones en la Comisión superior. 

Art. 22. La Dirección de la Deuda, como 
encargada de la emisión de los títulos de la 
del personal y en su dia de la amortización, 
adoptará las disposiciones oportunas para la 
confección de aquellos, y que no se experi- 
mente demora en su expedición. 

Pasará también mensual mente la misma 
Dirección al Ministerio de Hacienda un esta- 
do de la emisión de los títulos que se vaya 
verificando para su inserción en la Gaceta. 

Art. 23. Los demás Ministerios dictarán 
las medidas oportunas para que sus contabi- 
lidades especiales ejecuten las liquidaciones 
que Ies corresponden , y las remitan aproba- 
das y conformes á la Dirección general de 
contabilidad, á fin de que las pase á la co- 
misión superior para su reconocimiento y 
efectos consiguientes basta la expedición de 
los títulos, y envío á las oficinas para su en- 
trega á los interesados. — De Real orden !o 
comunico á Y. E. para su inteligencia y efec- 
tos correspondientes á su cumplimiento, con 
cuyo objeto acompañan copias de ios artícu- 
los l.°, 2.° y 3.° de la ley de 3 de agosto de 
1851, y de los señalados con los números 25, 
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'26 y 27 en el reglamento de 23 del mismo 
respectivos á la Deuda procedente de atrasos 
del material, y del R. D. de 5 de setiembre 
del mismo año.— Dios etc.— Madrid 30 de 
enero de 1852. ( CL . i. 55, p. 113.) 

R. O. de 28 febrero de 1852. 

Se autoriza por esta Real orden á la Junta 
de exámen y reconocimiento de la Deuda del 
Tesoro para establecer prudenc'almente y 
con vista de las circunstancias de cada caso, 
las comprobaciones que juzgue convenientes 
para asegurar los intereses del Tesoro , pu- 
diendo, cuando creyere de necesidad para 
sus mas acertadas deliberaciones, reclamar 
del Tribunal de cuentas todos los anteceden- 
tes y documentos que juzgue oportunos. 
[CL. t. 55, p. 249.) 

R. O. de 16 marzo de 1852. 

(Hac.) ......Se declara que en los expe- 
dientes de indemnizaciones en que la supri- 
mida Comisión central haya aprobado la li- 
quidación y clasificación de los créditos, solo 
corresponde ya á la Junta de la Deuda acor- 
dar desde luego el pago en la forma preveni- 
da, procediendo a examinar y liquidar por 
los trámites y con Jas formalidades estableci- 
das, los expedientes en que no aparezca apro- 
bada la liquidación y clasificación de los cré- 
ditos (CL. t. 55, p. 467.) 

R. D. de 22 marzo de 1852. 

Liquidación da créditos contra el listado procedentes de 
reclamaciones de súbditos españoles contra Francia. 

(Hac.) Atendiendo á las razones que me 
lia expuesto el Ministro de Hacienda, oido el 
Consejo Real , y de acuerdo con el parecer 
del Consejo de Ministros, vengo en decretar 
lo siguiente : 

Artículo 1 ,° Los créditos legítimos que 
resulten procedentes de las reclamaciones de 
súbditos españoles contra la Francia sobre 
que recayeron ios convenios especiales de 
25 de abril de 1818 y 30 del mismo mes de 
1822, cuyo pago, suspendido en 1837 debió 
verificarse parte en metálico y parte en efec- 
tos de la Deuda pública, se satisfarán como 
Deuda pública y Deuda atrasada riel Tesoro, 
con arreglo á lo dispuesto en las leyes de 1 
v 3 de agosto de 1851 relativas al arreglo y 
pago de ambas deudas, haciéndose este en la 
clase de efectos correspondientes, según las 
leyes especiales establecidas para el de los 
mismos créditos. 

Art. 2. & Eu su consecuencia, el 70 por 
100 de los ya reconocidos y liquidados, ó 
que se liquiden en adelante, en que con ar- 
reglo á dichas disposiciones especia les con- 
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sisle Ja parto pagadera en Deuda consolidada 
del 3 por 100; corno también los cupones ó 
intereses de esta misma Deuda y los títulos 
de la de sin interés que se les hayan recono- 
cido ó reconozcan con sujeción á las mismas 
disposiciones especiales , serán convertidos 
por las dependencias de la Deuda pública en 
Ja clase de efectos que corresponda , confor- 
me á la ley de l.° de agosto y su reglamento 
de 17 de oclubre de 1851. 

Art. 3.° El 30 por 1 00 , que es la parte 
pagadera en metálico, de los mismos créditos 
liquidados ó por liquidar, como comprendi- 
dos en el art. 4.“ de la ley de 3 de agosto, 
será satisfecho por el Tesoro en la forma que 
establece su art. 5.° 

Art. 4.° AI efecto la actual Junta de re- 
damaciones de créditos procedentes de tra- 
tados expedirá á los acreedores certificacio- 
nes expresivas do lo que Ies corresponda 
percibir en metálico, Deuda consolidada del 
5 por 100, cupones ó intereses de la misma 
y títulos de la Deuda sin interés. Estas cer- 
tificaciones se canjearán respectivamente 
por las oficinas de la Deuda del Estado y por 
las del Tesoro en la forma en que correspon- 
da con arreglo á las leyes citadas, previas ias 
órdenes que comunique el Ministerio de Ha- 
cienda en vista del conocimiento que le dé 
la Junta de reclamaciones de las certificacio- 
nes que vaya expidiendo (i). 

Art. 5." Las liquidaciones de Jas recla- 
maciones pendientes se practicarán por la 
Junta en el modo y forma que basta aquí, y 
con sujeción á las reglas observadas para con 
las anteriores; debiendo quedar terminadas 
aquellas para el 31 de diciembre de este año. 
Mensualraente se publicarán en la Gaceta 
todas las que vaya aprobando la Junta, y 
también dará esta noticia al Ministerio de Ha- 
cienda de Jas declaraciones que haga de ca- 
ducidad é improcedencia de créditos recla- 
mados. 

Art. C.° En cualquier estado en que se 
bailen las liquidaciones pendientes al espirar 
el plazo establecido en -el artículo anterior, 
todos los expedientes y documentos de este 
negociado pasarán a las dependencias de la 
Deuda del Estado, y en estas se terminarán 
aquellas que no lo estuvieren entonces, pues 
en la propia fecha de 31 de diciembre lia de 
quedar suprimida la Junta, cesando en todas 
sus funciones. 

Art. 7.° Los antecedentes relativos al 
secuestro de D. Justo Machado, depósito ve- ' 
rificado por este en la casa de Ilullet de i 
Lóndres y otros asuntos análogos que pueda 

(i) Véase la R. 0. de 7 diciembre ¿le 1854. 


haber pendientes en la Junta sé pasarán á la 
Dirección general de contribuciones difcctas 
y fincas del Estado para qlie promueva la 
cobranza de ias sumas distraídas de los fon- 
dos destinados al pago de los acredores de 
esta clase. Esta Dirección continuará admi- 
nistrando los bienes de dicho secuestro, y 
reclamará cualesquiera otros derechos ó 
acciones que correspondan ál Tesoro, y sus 
productos se aplicarán a las atenciones gene- 
rales del Estado, como los de ios demás bie- 
nes secuestrados que por la misma se admi- 
nistran. — Dado en Palacio á 22 de mafzo de 
1852. [CL. t. 35, p. 514.) 

R. O. de i 3 mayo de 1852. 

Sobre prescripción de intereses de la Deuda 

(Hac.) ..... «S. M. se lia servido resolver: 

1. ° Que comprendiendo á todas las 

obligaciones del Estado la prescripción esta- 
blecida en el art,. 18 de la ley de 20 de fe- 
brero de 1850 los intereses de la Deuda, Co- 
mo una de ellas están sujetosá la misma pres- 
cripción. 

2. ° Que desde la fecha de esta ley debe 
regir el plazo de los cinco años señalados pa- 
ra que Ja prescripción se cause respecto de 
los intereses comprendidos en los presupues- 
tos del año de 1849 y anteriores. 

3. ° Que los intereses pendientes de pago 
correspondientes á dicha época de 1849 y 
años anteriores, que no deban ser objeto de 
la conversión acordada por la ley de l. 1 ' de 
agosto próximo pasado m de la capitalización 
dispuesta por R. D. de 21 de enero de 1841 
y otras disposiciones vigentes, y los respec- 
tivos ai presupuesto de 1850, se satisfagan á 
metálico con .cargo á los capítulos adiciona- 
les de la sección déeimacuarta del presu- 
puesto corriente, y en lo sucesivo hasta que 
proceda su prescripción con cargo también 
á iguales capítulos que se abfan en los pre- 
supuestos futuros. 

Y 4.° Que para en adelante en punto al 
pago de las obligaciones de los presupuestos 
1851 y siguentes cuando respectivamente se 
cierren, se atengan esas oficinas á las dispo- 
siciones de lá R. O. de 15 de diciembre últi- 
mo.» (1) [CL. t. 56, pág. 31.) 

R. O. de 28 agosto de 1852. 

Mas sobre prescripción de ituoreses — 

(Hac.) «S. M se ha senado re- 

solver que la R. O. de 13 de mayo está arre- 
glada al art. 18 de la ley de 20 febrero de 
1850, la cual por su letra y espíritu hace 
prescriptibles los intereses de la Deuda con- 


(1) Véase eu Hacienda publica. 
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solidada cuyo j^ago no reclamen en forma los < 
interesados dentro de ios cinco años siguien- 
tes al del presupuesto en que se hubieren 
comprendido; que debe llevarse á efecto lo . 
determinado en la misma Real órdeu, y que \ 
para hacer saber á ios acreedores extranje- \ 
ros esta circunstancia se valga la Junta de Jos ¡ 
medios de publicidad de que haya hecho uso i 
para noticiarles, cuando ha sido necesario, I 
otras disposiciones.»— De Real orden etc.— „ 
Sau Ildefonso 28 de agosto de 1852. ( CL . to- 
mo 56, p. 557.) 

R. D. de 29 setiembre de 1852, 

Se manda por este decreto que el pago de ] 
.os intereses y la amortización de la Deuda ¡ 
atrasada del Tesoro procedentes de servicios ¡ 
del material desde l.° de mayo de 1828 lias- 
ta íin de diciembre de 1849, corran desde l.° 
cíe enero de 1853 á cargo de las oficinas de 
la Deuda del Estado, quedando relevadas las 
del Tesoro de la atribución que en esta par- 
te les confiere el par. 3. u riel art. 37 del re- 
glamento de 23 de agosto de 1851, y que 
continúe haciéndose por las dependencias del 
Tesoro la emisión de los billetes representa- 
tivos de la deuda mencionada y su entrega 
á los acreedores. (CL. t. 57, p. 224 .) 

R. D. de l.° octubre de 1852. 

Dictaba disposiciones facultando la conver- 
sión de la Deuda diferida en títulos del 3 por 
100 á ios tipos y por la cantidad que se lija- 
ra en cada semestre ; pero así esLé decreto ¡ 
como la R. O. de 5 del misino mes para lle- 
varle á electo fueron derogados por R. 1). de 
29 de abril de 1853, en que se mandó cesase 
dicha conversión como inconveniente y con- 
traria á la ley de i.“ de agosto de 1851, 

R. O. de í 8 octubre de 1852. 

Se resolvió que «á los dueños de los crédi- 
tos pendientes de liquidación cuyas redama- 
ciones se hallen apoyadas en los necesarios 
documentos justificativos, que hayan sido 
■presentados dentro del plazo señalado en el 
art. 41 del R. D. de 17 de octubre de 1851, 
no les pare perjuicio, con arreglo ai párra- 
fo 2.° del art. 18 de ía ley de, 29 de febrero 
de 1850, el que por causas independientes 
(le la voluntad de Jos interesados no hayan 
sido examinados y reconocidos hasta ahora J 
sus respectivos expedientes de liquidación 
por las oficinas de la Deuda.... (CL. t.. 57, 
pág. 300.) , 

R. O. de 23 octubre de 1852. 

Llamamionto á los poseedores de oficios enajenados.... 

(Hac.J ...«S. M. se lia servido disponer: 


.ÍCA. (fóí®.) 

t.“ Que sé llaga un llamamiento general 
á todas las corporaciones y particulares que 
sean ó hayan sido poseedores de oficios v de- 
rechos enajenados, como asimismo acreedo- 
res por cualquiera de los conceptos indica- 
dos ú otros análogos, para 'que con la expre- 
sión y documentos necesarios presenten sus 
reclamaciones en el término de seis meses 
para la Península é Islas adyacentes, y raí 
año para los que residan fuera de España ó 
Ultramar, sin perjuicio de las reglas que en 
adelante se fijen para acreditar del modo 
conveniente la legitimidad de ios créditos 
que se reclaman: en la inteligencia de que los 
que no lo verifiquen en los plazos respecti- 
vamente fijados, quedarán sujetos á lo que 
se determine en 'Ja ley sobre caducidad y 
prescripción de estos créditos. 

2. ° Que por los diferentes Ministerios se 
faciliten á este de Hacienda cuantas noticias 
y datos puedan convenir para el mejor y mas 
cabal desempeño del mencionado proyecto, 
remitiendo desde luego los expedientes cuyo 
conocimiento se considere conducentes al 
mismo objeto. 

3. ° Que las reclamaciones documentadas 
se presenten en los plazos establecidos ante 
los Gobernadores de las provincias con car- 
petas dobles firmadas por lo interesados, ó 
sus representantes con poder bastante, que 
comprendan el nombre del dueño o due- 
ños de los derechos reclamados, los títulos 
en que se funde la reclamación , el dere- 
cho que se reclame y la fecha en que se ve- 
rifique. Una de dichas carpetas, autorizada 
por el empleado á quien los Gobernadores 
comisionen al efecto, será devuelta á los in- 
teresados, y ia otra correrá unida á Jos do- 
cumentos que so presenten, los cuales, y en 
proporción que se vayan recibiendo, se diri- 
girán á este Ministerio por conducto de esa 
Dirección general. 

Y 4.° Que se exceptúen de lo dispuesto 
en el artículo anterior los créditos corres- 
pondientes á corporaciones ó personas que 
están en posesión de percibir rentas por el 
Tesoro como comprendidos en presupuestos 
bajo la categoría de cargas de justicia, y asi- 
mismo cuantos tengan presentadas reclama- 
ciones documentadas en cualquiera de los 
Ministerios. — De Real orden etc.— Madrid 
23 de octubre de 1852. (CL. t. 57, p. 388.) 

11. I). de 5 noviembre de 1° 52. 

Es sobre conversión de las cédulas de 
premio ó billetes de prima del empréstito 
contratado en C> de noviembre de 1820 con 
Ualfitte, Ar<]oin y compañía. (CL. t. 57, pá- 
gina 435.) 
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■ R. D. de 21 noviembre de 1852. 

Mandando correr á cargo de la Junta de 
ja Deuda pública y de sus oficinas, la crea- 
ción y emisión, pago de intereses y amorti- 
zación de las obligaciones y acciones de car- 
reteras y ferro-carriles, y las negociaciones 
de estos valores , cesando de entender en 
todo esto las dependencias del Ministerio de 
Fomento. 

R. D. de 28 noviembre de 1852. 

Presas inglesas. 

(Mac.) «Artículo 1.° Se procederá á li- 
quidar y convertir en títulos de Ja Deuda di- 
ferida del 3 por 100 los créditos procedentes 
de las presas inglesas anteriores al alio de 
1808, conforme á lo que dispone el art. 5.° 
de la ley de l.° de agosto de 1851. 

Art. 2.° Unicamente serán considerados 
con Opción á los beneficios concedidos en el 
expresado art. 5.° las presas reclamadas en 
el plazo designado por ia R. O. de 24 de 
agosto de 1824 y prórogas posteriores, y cu- 
yas reclamaciones documentadas constan de 
¡a relación nominal formada en el Ministerio 
de Estado, en 24 de febrero del año último, 
que obra en el expediente instruido en el de 
Hacienda. 

Art. 3. ü La liquidación de estos créditos 
se verificará con sujeción á 


(decidas en los reglamentos vigentes, y en 
que se bailan comprendidos todos ¡os crédi- 
tos contra el Estado , de que hace mérito la 
expresada ley de l.° de agosto.-— Dado en 
Palacio á 28 de noviembre de t852, {CL. 
t. 57, p. 545.) 

R. O. de 24 diciembre de 1852. 


Oficios enajenados. 

Ampliando lo dispuesto en la R. O. de 23 
de octubre se resolvió que la presentación 
de las reclamaciones documentadas preveni- 
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documentación, ya se hayan presentado an- 
tes de esta fecha ó ya se presenten des- 
pués, cuyas reclamaciones se considerarán 
como no hechas, y los créditos á que se re- 
dero sujetos á lo que se determine sobre su 
caducidad y prescripción.» {CL. t. 57, pá- 
gina 723 . ) 

R. O. de 4 febrero de 1853. 

Acciones del Banco pertenecientes á propios. 
(Hac.) « Se ha servido S. M. re- 

solver : 

1 . ° Que están comprendidos en los efec- 
tos de Ja ley de 3 de agosto de 1851 los cré- 
ditos que resulten á favor de ios pueblos por 
las acciones del Banco español de San Fer- 
nando, pertenecientes á los propios , de que 
hizo uso el Gobierno con arreglo a la ley de 9 
de noviembre de 1837: 

2. ° Que no procede el abono del interés 
legal por el tiempo que los pueblos han esta- 
do en descubierto del valor de las acciones, 
porque ni la indicada ley se lo declaró, ni 
se hace tampoco á los demás créditos com- 
prendidos eu la Deuda del Tesoro. 

3. ° Que estas acciones sean valoradas al 
tipo de 94 por 1 00 á que se cotizaron el 3 de 
octubre de 1837, pues que desde el di a en 
que se verificó su entrega en el Tesoro, has- 
ta aquel, no hubo operaciones de dichos 
efectos. 

4. ° Que por las oficinas del Ministerio de 
la Gobernación, con presencia de los ante- 
cedentes que en ellas existen y arreglándose 
al tipo indicado, se ejecute la competente li- 
quidación de ios expresados créditos en la 
forma que estime mas conveniente , remi- 
tiendo después un tanto de dicha liquidación 
á la Comisión de cobranza de débitos atrasa- 
dos, para que en su consecuencia pueda 
acordar que los créditos que en aquella re- 
sulten á favor de los pueblos, se compensen 
hasta donde alcancen con lo que aquellos 


as reglas esta- 


da por la disposición 3. a de aquella, pudiera ■ adeuden por el 20 por 100 de propios ú otros 
hacerse ante cualquiera de los Gobernado- i. conceptos , exceptuándose únicamente los 
res, oficinas ó funcionarios delegados por es- ; Ayuntamientos que tuviesen ya incoados ex- 
tos que mas conviniera á los interesados, y f pedientes en la mencionada Comisión para 
se declaró «que la excepción contenida en ■ la compensación de sus descubiertos con 
la prevención 4. a de aquella, se refiere úni- ¡ otros créditos de los que están mandados ad- 
ca y exclusivamente á los créditos corres- rnítir 


pendientes á corporaciones "ó personas que 
están en posesión de percibir rentas por el 
Tesoro, como comprendidos en los presu- 
puestos bajo la categoría de cargas-de justi- 
cia, y á los que con anterioridad al repetido 
dia 23 de octubre último tenían presentadas 
sus reclamaciones documentadas en cual- 
quiera de ios Ministerios; pero de ningún 
modo á las que carecen del requisito de la 


Y 5.° Que después de realizadas las com- 
pensaciones á que se refere la disposición 
anterior, la Comisión de cobranza de débitos 
atrasados pase nota á la Junta de examen y 
reconocimiento de la Deuda del Tesoro en 
que se exprese la cantidad líquida que resul- 
te á favor de cada pueblo por el valor de las 
acciones, á fin de que en su vista expida los 
mandatos correspondientes para la entrega 
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de los billetes que determina la ley de 3 de 
agosto de 1851.»— De Real órden etc.— Ma- 
drid 4 de febrero de 1853. (CL. t. 58, pá- 
gina 152.) 

R. O. de 21 abril de 1853. 

Declara que están comprendidos en la ley 
de 3 'de agosto de 1851 los créditos respecti- 
vos á varios acreedores contra los productos 
de bienes secuestrados, unos por mensuali- 
dades atrasadas, y otros por créditos parti- 
culares hasta fin de 1849. (CL. t. 58, pá- 
gina 318.) 

R. O. de 18 mayo de 1853. 

Oficios y derechos suprimidos. 

(Hac.) Se amplió por todo el año de 1 853 
el plazo señalado en el art. 1 .* de la R. O. de 
23 de octubre de 1 852 para hacer las recla- 
maciones documentadas , y se facultó á los 
interesados para presentar en lugar de los 
títulos ó documentos originales, testimonios 
en relación de los mismos, sacados con cita- 
ción de los respectivos promotores fiscales de 
Hacienda, sin omitir en ellos nada de lo que 
pueda servir para fundar la reclamación que 
se intenta ó para justificar cualquier vicio 
que pueda afectarla. (CL. t. 59, p. 76.) 

R. O. de 24 mayo de 1853. 

Créditos de Cádiz de 1797 y 180o. 

(Hac.) Se resuelve que los créditos pro- 
cedentes de los préstamos levantados en Cá- 
diz en los años de 1797 y 1805, con la hipo- 
teca del % por 100 de avería moderna, que 
no 'se presenten ó reclamen en el término 
de un año contado desde la fecha, queden 
sujetos á lo que por puuto general se deter- 
mine en una ley sobre caducidad de los no 
presentados en los plazos establecidos.» ( Bo- 
letín de Hacienda, t. 7.% p. 628.) 

Circ. de 10 junio de 1853. 

La Dirección general de lo contencioso de 
Hacienda encargó á los promotores fiscales 
de Hacienda que en los testimonios de que 
habla la R. O. de 18 de mayo cuidasen de 
especificar bien el carácter del documento 
que se compulsase, expresando si era Real 
cédula ó escritura original etc. ó solo copia; 
y que se abstuviesen de hacer calificaciones 
respecto del derecho. (CL. t. 59, p. 185.) 

fí. O. de 18 junio de 1853. 

Servicios por ei material dBl caito. 

(Gbac. t Just.) «He dado cuenta á la 
Reina (Q. D. G.) de la comunicación de 
Y. E., fecha 11 del corriente , relativa á las 
bases á que habrán de atenerse los expedíen- 

Tomo V. 


tes que se refieran á la liquidación de servi- 
cios por el material del culto, y de conformi- 
dad con su dictámen y el de la Dirección de 
Contabilidad del ramo, se ha servido re- 
solver: 

1. ° Que esa Junta no reconozca créditos 
que no procedan de servicios del material dri 
culto, realizados y no satisfechos. 

2. ° Que las reclamaciones estén formali- 
zadas por cada uno de los servicios que hicie- 
ran del material, ó sus causa-habientes, ex- 
presando en qué consistían estos, la cuenta 
que entonces presentaron y no les fué paga- 
da, con los documentos é informes en que 
aparezca que el servicio no se hizo á título 
donativo, ni de fondos municipales, ni do 
otros provenientes de legados , que tuvieran 
la mencionada aplicación. 

3. ° Que han de estar unidas las contratas 
de los que hubiesen ejecutado obras ú otros 
suministros, los cualesno se hayan satisfecho 
por falta de fondos, resultando los créditos 
vigentes contra las fábricas de las iglesias 
que obtuvieron las ventajas de los fondos 
gastados. 

4. ° Que en cuanto á las parroquiales se 
tenga presente que la ley de 14 de agosto de 
1841, las dejó al cuidado de los Ayuntamien- 
tos de los pueblos respectivos y que por con- 
sigLiiente las obras en ellas verificadas desde 
entonces hasta que se puso en ejecución la 
de 23 de febrero de 1845, no Vienen a cargo 
del Tesoro público. 

Y 5.° Que la presentación de documen- 
' tos representativos de los créditos, y las re- 
clamaciones por los que puedan constar de 
cuentas corrientes, ha de haberse verificado 
en los plazos que señala la ley de 3 de agosto 
i de 1851 y el reglamento de 23 del propio 
mes. — De Real órden etc. — Aranjuez 18 de 
junio de 1853.» (CL. t. 59, p. 218.) 

R. D. de 30 setiembre de 1853. 

Refundición de Juntas—.. 

Se refunden en una sola corporación con 
el nombre de « Junta de reconocimiento y 
liquidación de la Deuda atrasada del Teso- 
ro público» la de examen y reconocimiento 
de los créditos atrasados por servicios del 
material, y la Comisión superior de liquida- 
ción de los del personal á cargo del Tesoro. 
(CL. t. 60, p. 205.) 

R. O. de 10 noviembre de 1853. 

Créditos del medio diomo. 

Autorizando el reconocimiento de los cré- 
ditos procedentes de residuos y certificacio- 
nes de) medio diezmo de 1837 y 1838 aun- 
que por sus primitivos dueños su hubieren 
24 
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trasmitido á qfrps, dentro ó fuera de la pro- 
vincia cíe su origen, si llegan las condiciones 
de la ley de 3 cíe agosto de 1851 y del regla- 
mento para su ejecución. (CL. i. 60, p. 369.} 

R. D. de 11 noviembre de 1853. 

Disposiciones para activar la líquida»' iod 

(Hac.) <<Con objeto de que se active la 
liquidación general de los créditos de la Deu- 
da pública para llegar cuanto antes al ter- 
ruño de esta operación importante, conside- 
rando innecesaria corno medio de asegurar 
los intereses del Estado y perjudicial ¡í los 
acreedores, por las demoras que ocasiona, 
la nueva liquidación de aquellos créditos li- 
quidados ya por corporaciones ú oficinas au- 
torizadas al efecto, y representados por cer- 
tificaciones ú otros documentos formales que 
las mismas expidieron, conformándome con 
lo que me ha propuesto el Ministro de Ha- 
cienda, de acuerdo con el Consejo de Minis- 
tros, vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Los créditos contra el Esta- 
do, liquidados por corporaciones ú oficinas 
especiales, generales ó provinciales de los 
diferentes ramos de la Administración pú- 
blica, autorizadas para ello y representados 
ya por certificaciones ú otra clase de docu- 
mentos formales expedidos según las Reales 
órdenes, instrucciones y reglamentos res- 
pectivos , no, se sujetarán á nueva liqui- 
dación. 

Comprobado Ja legitimidad de los docu- 
mentos representativos (le los créditos, é in- 
cluso. su importe en la cuenta genera), de li- 
quidación, las oficinas de la Deuda pública 
procederán ú, su pago en Ja forma que cor- 
responda, según la ley de 1851, y reglamen- 
to, dictado pada su ejecución. 

Art. 2.° Las liquidaciones practicadas á 
consecuencia de acuerdo de la .Junta de la 
Deuda pública en que se hubieren fijado por 
la misma la base ó tipos de aquellas, se some- 
terán desde luego, á fa aprobación de la Junta 
sin necesidad de dictamen escrito de! fiscal, 
quien en su caso podrá hacer verbalmente en 
el seno de la Junta las observaciones que 
juzgue oportunas. 

Art. 3." Dentro de Jos veinte días siguien- 
tes aJ de aprobarse por la Junta una liquida- 
ción definitiva deberán obrar Jos títulos de la 
Deuda que produzca en Tesorería, á dispo- 
sición de los interesados. 

Art,. 4.° La Junta adoptará las disposi- 
ciones que estén en. sus facultades para sim- 
plificar pop punto, general todo cuanto sea 
posible las. operaciones ele liquidación y emi- 
sión, prescindiendo de trámites, que no sean 
absolutamente necesarios. Las variaciones 


que al efecto se hubieren de hacer en los 
reglamentos é instrucciones vigentes, y no 
estén en las atribuciones de dicha corpora- 
ción, las propondrá inmediatamente al Mi- 
nisterio de Hacienda.— Dado en Palacio á 1 1 
de noviembre de i853. [CL. t. 60, p. 371.) 

R. O. de 27 ^ero de i§54. 

Destara en todo su vigor el art. 6.° de taley de 3 de 
a'góslo de L85i. 

Se mandó que sirviera como, pegla gene- 
ral lo resuelto en H. O. de 12 de setiembre 
de 1853 cu un expediente de la señora du- 
quesa de Rivas, por la que se dejó sin efecto 
un acuerdo de la Junta de examen de la Deu- 
da fundado en el arl . 7.” del reglamento para 
la ejecución de la ley de 3 de agosto de 1851. 
mandando que s.e esté á lo dispuesto en eí 
6.° de la misma ley que concedió el abono del 
interés de «3 por 100 á los créditos que ex- 
presa. {Rol. de Hac.) 

R. O. de 7 diciembre de 1854. 

Se señaló el plazo de tres meses para quo 
los tenedores de certificaciones procedentes 
de créditos contra la Francia las presentaran 
á su conversión, y para que en el mismo plazo 
reclamasen el abono los que no hubiesen 
recibido las antiguas ni las nuevas certifica- 
ciones, en el concepto de que pasado este 
tiempo quedarán sujetos ú lo que dispone el 
art. 8.° de la ley de l.° de agosto de 1851 y 
demás disposiciones de la misma respecto de 
la, parte que ha de abonarse en Deuda con- 
solidada; v en cuanto á la parle restante, ó 
sea el 30 por 100 de dichos créditos se ob- 
serve lo prevenido en la ley de 3 de agosto 
del citado año de 1 854 y eb la R. O. de 22 
de mayo siguiente, relativo á estos crédi- 
tos.» {CL. t. 74, pág. 324.) 

Otra R. O. de*1 diciembre de 1854. 
Presas inglesas. 

(Hac.) Se dispone que «no serán de abo- 
no los créditos redamados por presas ingle- 
sas de losados 1801 y 1805 sin que en el 
expediente consten justificadas la carga ó 
netamente de) buque, su apresamiento, los 
frutos, efectos de comercio ó dinero que 
conducía, haberse intentado la reclamación 
en' tiempo hábil y estar comprendidos en la 
relación formada por el Ministerio de Es- 
tado» y se señaíau á la vez los, medios de 
justificación (1). {B. de U, t. Jl, p. 454.) 


■ i 

(i) Véase el R. D. de 28 de noviembre 
de Í852. 
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R D. de 29 dictembre de 1854., 

Suprimió la Junta de reconocimiento y li- 
quidación de i a Deuda atrasada del Tesoro, 
mandando que sus funciones las- ejerza en 
lo sucesivo la Junta directiva de la Deuda 
pública. 

R. O. de 14 enero de 1855. 

Créditos do los Ayuntamientos, enajenaciones, 

(Hac.) «La Reina (Q, D, G-) se, ha en- 
terado de una consulta, que con fecha 8 de 
febrero del año próximo anterior dirigió a 
este Ministerio la suprimida Junta de la Deu- 
da atrasada del Tesoro público, acerca de sí 
ios créditos pertenecientes á Ayuntamientos, 
y que estos hubiesen enajenado después de 
publicada la ley municipal de 8 de enero 
de 1845, sin observar los requisitos y for- 
malidades en ella prevenidos, deben reco- 
nocerse y extenderse ó favor de sus tenedo- 
res los correspondientes mandamientos de 
pago, ó si es necesario que acrediten antes 
de expedirles estos documentos la legitimi- 
dad del crédito y la validez de sus tras- 
misiones. 

Y considerando l.° Que las cartas de 
pago que se hubiesen presentado á recono- 
cimiento, uo son verdaderos títulos al por- 
tador, como la misma Junta expresa, sino 
documentos que determinan una propiedad 
y un propietario único y especial reconocido 
por el Gobierno; por io cual es indispensable 
una previa justificación del crédito v de su 
legítimo dueño para que sean admitidas. 

2.° Que no puede acreditarse tal justi- 
ficación v cuando la primitiva enajeuacion 
fuese nula y sin ningún efecto por Ja falta 
de las condiciones marcadas en la mencio- 
nada ley para la venta de bienes de las cor- 
poraciones municipales. 

Y 3.° Que siendo nula la primera íras- 
ferencia, carece- de la cualidad de dueño 
aquei á cuyo favor se hizo, no pudiéndose 
reconocerle como tal por las oíicinas del 
listado, según la citada Junta lo ha enten- 
dido, tratándose de particulares á quienes 
no expidió los mandamientos de pago, siem- 
pre que consideró defectuosas las trasmi- 
siones; S. M., de conformidad con lo pro- 
puesto por la extinguida Dirección general 
de lo contencioso de Hacienda pública,, ha 
tenido á bien resolver que, procediendo esa 
Junta en esta materia con la debida circuns- 
pección, solo reconozca como dueños délos 
créditos de que se trata á los que los hayan 
adquirido con arreglo á las disposiciones le- 
gales,— De Real orden etc.— Madrid 14 de 
enero d# i¡ 85,5. (CL. t. 04, p. 38.) 


R. Q.jle 20 febrero de 1S55. (1). 

Libranzas á laven Ool ^rcjto y otras olajes del 
Estado. 

(Hac.) «Enterada la Reina (Q. D, G.) de 
un expediente instruido á instancia de don 
Román López y otros interesados, en solici- 
tud dn que se determine la forma en que han 
de satisfacerse, varios créditos que tienen 
contra el Tesoro representados por libranzas 
y cartas de pago expedidas á favor de cuer- 
pos del ejército y otras clases del Estado, 
que los negociaron para atender á sus obli- 
gaciones, y en visto ele las razones expuestas 
por las dilerentes dependencias que han in- 
formado en el asunto, y entre ellas la su- 
primida Jupia de reconocimiento y liquida- 
ción tte la Deuda del Tesoro, que lo veri linó 
en 11 de noviembre del año próximo pasado, 
í se ha servido S. M. declarar que las expre- 
sadas cartas de pago se hallan comprendidas 
como Deuda del material en los electos de la 
ley de 3 de agosto de 1851.— De Real or- 
den etc. — Madrid 20 de febrero de 1855. 
(CL. t. 64, p. 239.) 

/?, O. de ] .° marzo de 1855. 

Se dictaron regias para la renovación ó 
canje de los electos de la JJeuda dotante se- 
gún las. bases, por la Comisión nombrada 
para dicho objeto. (CL. t. 64, p. 2*Vi) 

Ley de 31 julio de 1855. 

Sobre conversión de la Deuda del personal. 

«Doña Isabel II etc., sabed , que ¡as Corles 
Constituyentes han decretado y Nos sancio- 
nado lo siguiente: 

Artículo i. u La Deuda del personal, que 
segun el art. 2.° de la ley de 3 de agosto de 
1851, comprende ios débitos del Tesoro, por 
sueldas, pensiones, y asignaciones per son a- 
■ les devengados desde l.° de mayo de 1.828 
hasta 31 de diciembre de 1849, abrazará 
también los procedentes: 

1 , ° De las mensualidades rebajadas segun 
las leyes de presupuestos délos años de 1850 
y 1851 á las clases activas y pasivas. 

2. " De las que los individuos de las mis- 
mas clases hubieren devengado y no cobrado 


(l) Por otra R. O. de lo de setiembre del 
mismo ario, .se declaró que la lí. O. de 20 de 
febrero «comprende en «¿enera! á lodos los 
(créditos) de igual clase y procedencia, siem- 
pre que en las libranzas y carias de pago ci- 
tadas aparezcan los endosos autorizados ó vi- 
sados por el jefe del Cuerpo ó corporación 
á quien se hubiesen librado ó ]>or comunica- 
ciones oficiales que acrediten su legitimidad » 
(CL. t. 66, p. 90.) 
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en dichos años y el de 1852 por hallarse á 
la sazón percibiendo á título de derechos ca- 
ducados los haberes que les correspondieron 
en otras épocas o situaciones. 

Art. 2.° La expresada Deuda será con- 
vertida en títulos al portador sin interés, que 
se distinguirán de los demás efectos públicos. 

Art. 3.® Dichos títulos serán expedidos 
en cantidades de 1,000, 5,000, 10,000 y 
20,000; y por los créditos que no lleguen á 
1,000 rs. se emitirán residuos canjeables 
por títulos cuando compongan cantidad su- 
ficiente y lo pretendan los interesados. 

Art. 4.” Se comprenderán en los presu- 
puestos del Estado por Jo menos 12 millo- 
nes anuales hasta su extinción, principiando 
en el año próximo de 1856, aplicables exclu- 
sivamente á la amortización de los títulos de 
la Deuda del personal por medio de compras 
mensuales en licitación pública, como se 
practica con la Deuda amortizabie de prime- 
ra y segunda clase. 

Art. 5.° Se deciarán compensables los 
títulos procedentes de los créditos del perso- 
nal con los débitos de todas clases que hasta 
fin de 1850 resulten á favor del Tesoro, y 
admisibles ios mismos títulos al tipo de 20 
por 100 en toda clase de afianzamientos, 

Art. 6.° Mientras el Gobierno no expide 
ios títulos al portador de que trata esta ley, 
serán admitidos en las compensaciones los 
documentos trasferibles que los representen . 
—Por Jo tanto etc. — San Lorenzo á 31 de 
julio de 1851. (CL. t. 65, p. 577.) 

R. O. de 30 agosto de 1855. 

Subastas para la amortización de la Deuda. 

Artículo único. El acto de la subasta pa- 
ra la amortización de la Deuda del Tesoro 
procedente del material, tendrá efecto en lo 
sucesivo ante la Junta de ia Deuda pública, 
quedando sin efecto en esta parte lo que 
previene el art. 34 del Real decreto regla- 
mentario de 23 de agosto de 1851. (CL. ío- 
mo 65, p. 766.) 

R. O. de 15 setiembre de 1855. 

Créditos de los Ayuntamientos. 

(Hac.) Enterada la Reina (Q. D. G.) de 
un expediente instruido á instancia de don 
José Galindo , solicitando que se le recono- 
ciese legítimo propietario de un crédito de 
400.000 y pico de reales, procedentes de 
cartas de pago, de suministros expedidos á 
favor de varios Ayuntamientos y enajenados 
por estos, y en vista de las razones expues- 
tas por ia suprimida Junta de reconocimien- 
tos y liquidación de la Deuda del Tesoro y 
Asesoría general de este Ministerio , se ha 


servido S. M. declarar, quedos créditos á 
favor de los Ayuntamientos, siempre que 
hayan sido endosados por sus apoderados á 
segunda persona sin la competente autoriza- 
ción , se reconozcan y expidan los manda- 
mientos de pago á favor de los mismos Ayun- 
tamientos. — De Real órden etc, — Madrid 15 
de setiembre de 1855. (CL. t. 66, p. 89) (1). 

Otra R. O. de 15 setiembre de 1855. 

Créditos de los pósitos. 

(Hac.) «S. M. ha tenido á bien resol- 

ver sean comprendidos los créditos de pósi- 
tos en la ley de 3 de agosto de 1851 y efec- 
tos consiguientes ; debiendo proceder á su 
reconocimiento y liquidación, justificar los 
interesados con las cartas de pago originales 
que la exacción tuvo ingreso en el Tesoro y 
no ha sido posteriormente reintegrado...» 
(CL. t. 66, p. 89.) 

R. O. de 5 noviembre de 1855. 

Por esta Real órden se mandó crear una 
Comisión para el exámen de los expedientes 
que radicaban en la Dirección general de la 
Deuda pública y que tuvieren relación con 
lo dispuesto en la de 14 de diciembre de 
1854. ( CL . t. 66, p. 293.) 

R. O. de 5 febrero de 1858. 

Créditos representados en libranzas á favor del 
ejército. 

(Hac.) «La Reina (Q. D. G.) oido el 

Consejo Real en pleno y conformándose con 
su dictamen, se ha servido resolver que las 
libranzas, cartas de pago y demás docu- 
mentos expedidos por ó á cuenta del Tesoro 
y negociados por los Cuerpos del ejército y 
otras clases ael Estado para atender á sus 
obligaciones, se hallan comprendidos en el 
artículo. 4.° de la ley de 3 de agosto de 1851, 
y deben ser reconocidos y satisfechos en 
Deuda del material, siempre que reúnan las 
circunstancias siguientes : 

1. a Legitimidad del crédito debidamente 
justificada. 

2. a Que hayan sido negociados por per- 
sona competente con anterioridad á la publi- 
cación déla ley. 

3. a Que los débitos satisfechos con los 
fondos negociados por los Cuerpos y clases 
aparezcan cancelados en la cuenta de obli- 
gaciones del personal y consignados en la 
de giros. 

Y 4. a Que no resulten presentados en 


(1) Véase en su lugar de este articulo la 
R. O de 31 de diciembre deí85i y en Desamoh- 
nzAcioN, la de i3 de setiembre de 1859. 
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expedientes de pago por otros conceptos. — 
De Real órden etc.— Madrid 5 de febrero de 
1858. { CL , t. 75, p. 175.) 

P. D. de 22 octubre de 1858. 

Paga de cupones en las capitales de pro vincia. 

«Tomando en. consideración las razones 
expuestas por el Ministro de Hacienda, y de 
acuerdo con el Consejo de Ministros vengo 
en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Con arreglo al art. 12 de la 
ley de l.° de agosto de 1851, podrá domici- 
liarse en adelante en las capitales de provin- 
cia el pago de los cupones de los títulos al 
portador de la Deuda consolidada y diferida 
interior, y de acciones de carreteras, ferro- 
carriles y obras públicas, así como el de la 
amortización v premios que á estas corres- 
pondan. 

Art 2.° Por el Ministerio de Hacienda se 
dictarán fas disposiciones oportunas para la 
ejecución y puntual cumplimiento de lo que 
se ordena en el presente decreto. — Dado en 
Palacio á 22 de octubre de 1858 (CL, t. 78, 
pág. 72.) 

R. O de 22 octubre de 1S58. 

Reglas para Uevár á efecto el Real decreto anterior. 

«Excmo. Sr.: Para llevar á electo lo man- 
dado en el Real decreto de esta fecha, la Rei- 
na (Q. D. G.) se ha servido aprobar las dis- 
posiciones siguientes: 

1. a Los portadores de títulos de la Deu- 
da consolidada y diferida interior y acciones 
de carreteras y de ferro-carriles presenta- 
rán al vencimiento de los semestres e.n las 
respectivas Tesorerías de provincia los cupo- 
nes, poniendo al dorso su media firma acom- 
pañados de dobles y distintas facturas, según 
las clases de Deuda, autorizadas por los inte- 
resados, v en las cuales expresarán la serie, 
numeración é importe de los cupones. 

Iguales formalidades se observarán para 
la presentación y cobro de los cupones pro- 
cedentes de semestres vencidos. Las facturas 
se arreglarán á los modelos que se circula- 
rán por la Dirección general de la Deuda pú- 
blica. 

2. a Las Tesorerías de Hacienda pública 
comprobarán las fací tiras con los cupones, 
verificado lo cual y hallados conformes, los 
taladrarán á presencia de los interesados, 
devolviéndoles una de las facturas con el re- 
cibí para su resguardo, cuyo documento con- . 
servarán estos en su poder hasta que se les 
abone sn importe. 

3. a Verificada la operación bajo la exclu- 
siva responsabilidad de los tesoreros de pro- 


vincia, cuidarán estos de remitir en él mis- 
mo dia á la Dirección de la Deuda , por el 
correo y con las formalidades establecidas 
para estos casos en la circular de la Direc- 
ción del ramo de 13 de marzo de 1856 los 
cupones y facturas correspondientes; y\ma 
vez recibidos por el departamento de emisión 
y hallados corrientes, se 'dará conocimiento 
inmediatamente dei resultado de esta opera- 
ción á la Tesorería de Hacienda respectiva, 
con devolución de Ja factura para que abone, 
su importe á los interesados. En el caso de 
que alguno ó algunos de los cupones no fue- 
sen corrientes, se rebajará su importe y se 
dirá asi á la Tesorería que le hubiese remi- 
tido, para que satisfaga al interesado el re- 
manente que resulte á su favor, y le entere 
de la causa que motiva la rebaja, recogien- 
do en ambos casos las facturas derésguardo. 

4. a Los que presenten acciones de car- 
reteras, ferro-carriles ú obras públicas para 

1 su amortización, deberán hacerlo, poniendo 
al dorso de ellas el oportuno endoso en esta 
forma : «A la Dirección general de la Deuda 
para su amortización por sorteos.» Fecha y 
firma del interesado, acompañándolas tam- 
bién con dobles facturas arregladas al mode- 
lo que igualmente se circulará, en el con- 
cepto que habrán de comprenderse en car- 
petas separadas las acciones de cada emisión. 

5. a Recibidas qne sean estas acciones 
por las Tesorerías de las provincias, se tala- 
drarán en el acto á presencia de los intere- 
sados y las remesarán á las oficinas de la 
Deuda, en igual forma que la establecida para 
los cupones; y luego que reciban aviso de 
que las acciones presentadas son legítimas y 
corrientes, satisfarán su importe. 

6. a Los pagos que por todos estos con- 
ceptos hicieren las Tesorerías de Hacienda 
se formalizarán como remesas á la Direc- 
ción de la Deuda pública, según se verifica 
respecto al abono de intereses de inscripcio- 
nes nominativas, comprendiéndose en la mis 
ma cuenta que estas al tenor de lo dispuesto 
por las Direcciones del Tesoro y Contabili- 
dad de Hacienda pública en circular de 25 
de junio de 1852. — De Real órden etc.— 
Madrid 22 de octubre de 1858. (CL. t. 78, 
p. 73.) 

7?. O. de 28 febrero de 1859. 

Remesas por el correo de expedientes de liquidación. 

(Hag.) Para evitar extravíos de títulos ó 
expedientes de liquidación.... S. M. se ha 
servido mandar : . 

1." Que siempre que esa Dirección en 
uso de sus facultades, remita á las provin- 
cias los expedientes de liquidación , lo ven- 
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liquo por medio de índice duplicado, en ei 
(jne se exprese con l¡i claridad conveniente 
los documentos y demás comprobantes de 
que aquellos se compongan, exigiendo de la 
dependencia á que se dirijan la devolución 
autorizada de la copia del índice, que debe^ 
í’á custodiarse en esa dependencia. 

Y 2." <Jue observen iguales formalidades 
los Gobernadores de provincia cuando remi- 
tan los expedientes de partícipes legos'en 
diezmos, bien en el concepto de abrazar 3a 
cor ¡.ilinación del derecho ó las diligencias de 
liquidación.— Ge Real orden etc. — Madrid 
28 de febrero de 1850, (CL. I. 79, p. 230.) 

R. 0. de 24 noviembre de 1859. 

(Uac.) Se manda que los cupones de los 
efectos de la Deuda pública queso domici- 
lien en las capitales ele provincia conforme 
al R. D. de 22 de octubre de 1858, se pre- 
sen ten en las respectivas Tesorerías quince 
dias antes atole su vencimiento , pues en 
otro caso deberá hacerse el cobro precisa- 
mente en la Dirección general de la Deuda. 

/>'. O. de 14 abril da 1860. 

Créditos contra comunidades religiosas. 

(ÍÍac.) «He dado cuenla á S. M. del ex- 
pediente promovido por ei marqués de Mon- 
lortal en reclamación del reconocimiento y 
abono de un crédito de 94.009 rs. que existe 
á su favor contra la comunidad de religiosas 
Agustinas de Alma tusa: 

En su vista, y de los informes emitidos 
por la Asesoría general de este Ministerio y 
Junta. directiva de la Deuda pública; después 
de haber oido el dictamen de la sección de 
Hacienda del Consejo de Estado: 

Considerando que el contenido del artícu- 
lo 4.° de la ley de 3 de agosto de 1851 com- 
prendo á los créditos contra comunidades 
religiosas: 

Considerando que dichos créditos no son 
pagaderos en metálico por que no pueden 
suponerse con la condición precisa de época 
corriente : 

Considerando que el origen ú obligación 
de pagar estas deudas nació para el Estado 
desde el momento en que por R. D. de 19 de 
febrero de 1836 se. incautó de los bienes de 
comunidades religiosas sin distinción de la 
lecha en que estas contrajeron las obligacio- 
nes; la Reina, conformándose con lo pro- 
puesto por esa Dirección general, se ha ser- 
vido resolver que, justificada y reconocida, 
cual lo está !n legitimidad de! mencionado 
crédito, se satisfaga con arreglo al nrt. 4.° 
de la ley citada .de 3 de agosto de 1851: sir- 
viendo osla resolución de regla general para 


los casos análogos qué ocúrran.— De ftealór- 
den etc.»— Madrid 14 de abril de 1860.—- 
{CL. t. 83, p. 296.) 

R. O. de 13 junio de 1860. 

Sobro amortización de billetes de ia Denda flotado. 

(Hac.) «La Reina (Q. 1>. G.), de confor- 
midad con lo manifestado por Y. E. en el día 
de hoy, ha tenido á bien mandar que, con- 
siguiente á Ja facultad que reservó ai Gobier- 
no ei art. 8." del R. D. de 24 de octubre de 
1855, proceda esa Dirección á amortizar los 
billetes de I?. Deuda ilutante que aun existen 
en circulación procedentes de la emisión au- 
torizada por dicho Real decreto, cuya ope- 
ración deberá ejecutarse el 0 de julio pró- 
ximo, desde cuyo día no devengarán interés 
alguno los billetes que no se presentasen al 
cobro, según lo determinado en el art. 26 de 
la instrucción aprobada en R. O. de 16 de 
noviembre de 1855. (i). -De la de S. M. etc. 
— Madrid 13 junio 1860, (CL. /. 83, p. 569.) 

R. O. de 25 junio de 1860. 

(Hac.) «Destinada por las leyes de l.° de 
mayo de 1855, 11 de julio de 1856 y 1.° de 
abril de 1859 la mitad del producto en venta 
líe los bienes del Estado y del 20 por 100 de 
propios de los pueblos á Ja amortización de 
la Deuda consolidada y diferida del 3 por 100, 
y deseando S. M. que se verifique este acto 
con la publicidad y concurrencia debidas, y 
que se dé aquella aplicación á los fondos re- 
caudados por el expresado concepto hasta 
fin del corriente mes, y d los que se recau- 
den sucesivamente, deducidas las cantidades 
que han entregado y entreguen los cotnpra- 
fíores de dichos bienes en las mencionadas 
clases de Deuda, que reducidas al cambio 
corriente, deben imputarse al presupuesto 
extraordinario de gastos se lia servido man- 
dar, en vista de lo informado por esa Junta 
en 29 de mayo último, que se observen las 
reglas siguientes: 

i.* Las amortizaciones de dichas clases 
de Deuda que han de hacerse con los fondos 
de la referida procedencia tendrán lugar en 
fin de julio yen fin de enero de cada año, 
iuvirtieudose el producto qud se hubiere re- 
caudado en el semestre anterior, deducido el 
importe de las equivalencias cobradas en 
papel. 

(1 ) Por el R. D. de 24 de octubre que se cita 
se mandó nniLir y negociar 200 ; 00 I UO de rs. 
en billetes ilet Tesoro ;d pw ladov,. formando 
partéele la Deuda ilota nle En 46 de noviem- 
bre se aprobó 3a instrucción para llevar á elec- 
to dicha omisión. 
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2. Los fondos se aplicarán por iguales 
partes á la f>euda consolidada v diferida, sin 
distinción de interior ni exterior. 

3. " En fa amortización que por conse- 
cuencia de lo dispuesto en la regla primera 
ha de verificarse e) 31 de julio próximo, se 
emplearán los fondos recaudados, en el año 
último ya citados y además los que se hubie- 
sen realizado durante el primer semestre 
del actual. 

4. a Estas amortizaciones se verificarán 
por medio de subastas públicas, lijándose 
por el Consejo de Ministros en pliego cerrado 
el tipo máximo á que haya de hacerse Ja ad- 
judicación. 

5. a Las proposiciones se harán por Jos 
Imitadores también eu pliego cerrado expre- 
sándose en ellas únicamente la claSe de Deu- 
da, su valor nominal y precio á que se ofrece 
debiendo presentarse por separado las de la 
Deuda consolidada y las de diferida. 

6. a Si en la subasta no resultase admisi- 
ble ninguna de las proposiciones presentadas 
por exceder del tipo máximo, ó Si lasque lo 
fuesen no cubrieran la cantidad destinada á 
la compra de estos efectos, se acumulará el 
sobrante á la subasta inmediata. 

\ 7. a Las demás formalidades que han 
de observarse en estos casos serán las mis- 
mas que se hallan establecidas para las su- 
bastas de la Deuda amortizable, que se ex- 
presan en los anuncios publicados rnotish af- 
ínente en la Gaceta. — De Real orden etc. — 
Madrid 25 de junio de 1860. ( CL . t. 83, 
página 607.) 

R. O. de 10 octubre de 186b. 

t'or esta Rea) orden se manda que en lo 
sucesivo se publiquen los estados de la Deu- 
da dolante dentro de la segunda quincena 
del mes inmediato al que estos pertenezcan. 

R. O. de l.° setiembre de 1860. 

Por esta Real orden se dispuso la manera 
y forma de proceder á la renovación de los 
títulos del 3 por 100 consolidado exterior 
por haberse concluido ¡os cupones. 

Ley de II enero de 1861. 

Por el art. 4.° de esta ley se dispone: «Que 
mientras el saldo de la Caja de depósitos por 
sus entregas al Tesoro no baje de 500 millo- 
nes de reales, el Tesoro no podrá tener en 
circulación duran le el ejercicio de 1861, ma- 
yor suma en otra clase de valores de los, que 
representan la Deuda flotante que la de 240 
millones, ampliándose esta cantidad en su 
caso tanto cuanto disminuya aquél saldo 
hasta la suma de 740 milloues. 


R. O. de 24 enero de 1861. 

Créditos de préstamos al Gobierno desdo 1814 al 22* 
Deuda do reemplazos. “ ’ 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina, de 
la consulta elevada por esa Junta (de la Deu- 
da pública) á este Ministerio en 3 de julio 
último , á consecuencia de no hallarse espli- 
citamente comprendidos en el reglamento 
de 1 7 de octubre de 1851 los préstamos le- 
vantados por el Gobierno ó sus representan- 
tes, desde la terminación de la guerra de la 
Independencia hasta el año de 1822, y ios 
procedentes de lá Deuda de Reemplazos, para 
cuya liquidación y abono no se cree facul- 
tada esa .Jullln, atertiétnlose á lo prevenido 
por los arts. 19 y 40 del expresado re- 
glamento. 

Enterada S. M., y considerando que los 
j expresados créditos se hallan incluidos en el 
articulo 7.° de la ley de 1 de agosto de 1 851 : 

Considerando, pór Jo tanto, que el no ha- 
berse tenido presente al redactar los artícu- 
los 16 y 17 del mencionado reglamento; fue 
sin duda efecto de una omisión involuntaria 
puesto que ni en la discusión que precedió á 
la formación de los diferentes proyectos de 
arreglo de Deuda, ni éh la que tuvo lugar en 
l'os Cuerpos colegisíadores, sufrieron impug- 
nación los créditos de qhe se trata: 

Y considerando, finalmente, los perjuicios 
que por dicha omisión están sufriendo los 
interesados en los préstamos ya indicados, se 
ha servido resolver, de conformidad con lo 
propuesto por esa Junta y con lo informado 
por el Consejo de Estado: 

l.° Que todos los créditos proceden- 
tes de préstamos levantados por el Gobierno 
ó á nombre de este por sus legítimos repre- 
sentantes, desde ia terminación 'de la guerra 
de la Independencia hasta el año de 1822 
inclusive, se consideren comprendidos en 
las disposiciones del expresado reglamento 
de 17 de octubre de 1851 v se abonen en la 
clase de papel que en el mismo se expresa, 
: siempre que se compruebe por esas oficinas 
haber ingresado los productos de dichos 
préstamos en las arcas públicas para Cubrir 
atenciones del Tesoro. 

V 2.” Que los créditos que existían en la 
'Caja procedentes de. la Deuda líquida de 
reemplazos y que se cancelaron en virtud 
de la disposición contenida en éí art. 4.° del 
mencionado reglamento, sé abonen con ar- 
reglo al art. 7. 6 de la referida ley de 1.® de 
agosto de iSíil, en el papel equivalente a los 
créditos que se hubieren emitido en pago, 
de conformidad con lo prevenido en el Real 
decreto de 22 de agosto de 1853. De Real 
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órden etc. — Madrid 34 de enero de 1861.cc 
( CL. t. 85, p. 628.) 

/?. O. de 4 octubre de 1861. 

Cesiones de créditos del personal. 

(Grac. y Just.) «Habiéndose significado 
por el Ministerio ae Hacienda á este de Gra- 
cia y Justicia la necesidad de que se adopten 
las medidas oportunas á fin de evitar falsas 
cesiones de créditos de la Deuda del perso- 
nal, que suelen verificarse, y vienen á re- 
dundar en daño de los legítimos intereses de 
la Hacienda y de los particulares, la Reina 
enterada del expediente con tal motivo ins- 
truido, y de conformidad con lo expuesto 
por el Supremo Tribunal de Justicia, se ha 
servido mandar se observen las reglas si- 
guientes: 

1. a En los actos de conciliación y juicios 
verbales en que se haga cesión de créditos 
de la Deuda del personal, para pago de deu- 
das ó por otro motivo, y asistiesen personal- 
mente á ellos los' interesados, se expresará 
en el acta que el juez de paz ó el secretario 
conocen á las partes, señaladamente al ce- 
dente, si mediase esta circunstancia. 

2. a Cuando el juez de paz ó el secretario 
no tuviesen el conocimiento de que habla la 
regla anterior, se exigirá la comprobación de 
la identidad de las personas con dos testigos 
conocidos, que también firmarán el acta del 
juicio. 

3. a Si las partes estuviesen represen- 
tadas por apoderados, deberán estos presen- 
tar el poder original ó primera copia, que 
quedará unida al acta ó libro de juicios cor- 
respondiente, sin que pueda admitirse testi- 
monio de aquel documento. 

4. a Respecto al conocimiento ó identidad 
de las personas de los apoderados, se llena- 
rán las mismas formalidades establecidas en 
las reglas 1. a y 2. a . — De Real órden lo 
digo etc.— Madrid 4 de octubre de 1861.» 
[CL. t. 86, p. 327.) 

R. O. de 6 octubre de 1861, 

Sabastaf. de Deuda amortizable. 

(Hac.) Se dictan disposiciones reforman- 
do los arts. 75, 76 y 79 del reglamento de 17 
de octubre de 1851 referentes á las formali- 
dades que deben observarse en las' subastas 
que se celebren para la adquisición de la 
Deuda amortizable, haciéndolas extensivas á 
la del personal. (CL. t. 88, p. 817.) 

R. O. de 1. 0 julio de 1863. 

Se aprueba un reglamento para el ajuste de los cuer- 
pos y clases del presupuesto do la Guerra por la 

época de la guerra civil. 

(Guerra.) «Dada cuenta á la Reina del 


escrito de V. E. de 20 de marzo de 1861, 
consultando la aprobación del proyecto for- 
mado por la Intervención general militar 
para establecer las reglas y operaciones á 
que debe sujetarse la liquidación y ajuste de 
los cuerpos y clases del ejército por la época 
desde l.° de julio de 1828 hasta fin de di- 
ciembre de 1849, eu cumplimiento de lo 
dispuesto en la ley de 3 de agosto de 1851; 

S. M. , de acuerdo con lo informado acerca 
del particular en 25 de octubre del mismo 
año de 1861 por la Junta consultiva de Guer- 
ra, y en 18 de marzo último por las Seccio- 
nes reunidas de Hacienda y Guerra y Marina 
del Consejo de Estado , se ha dignado apro- 
bar el reglamento que incluyo á V. E. ad- 
junto.— De Real órden etc.-r-Madrid l.o de 
julio de 1863. 

Reglamento 

APROBADO POR S. M. EN R. O. DE l.° DE JULIO DE 
1863, PARA LLEVAR k EFECTO EL AJUSTE DE LOS 
CUERPOS Y CLASES DEL PRESUPUESTO DE LA GUER- 
RA POR LA ÉPOCA DE LA GUERRA CIVIL Y LA QUE 
PREFIJA LA LEY DE 3 DE AGOSTO DE 1851. 

Artículo l.° Se organizarán las Seccio- 
nes central y la de los distritos que entien- 
den actualmente en los ajustes de atrasos, 
de modo que puedan verificar Jos que cor- 
responden á las clases desde 1828 á 1849 
ara los efectos de la lev de 3 de agosto 
e 1851. 

Art. 2.° Anejo á la referidad Sección se 
crea otro negociado que con arreglo á la ley 
de 3 de agosto de 1851 entienda en la liqui- 
dación del personal por la época desde l.° 
de julio del año de 1828 hasta fin de diciem- 
bre de 1849, y en los sucesivos por las adi- 
cionales que puedan formalizarse por resul- 
tas de años anteriores. 

Art. 3.° Las dos fracciones ó negociados 
en que se subdivide esta Sección se^arregla- 
rán en la norma de sus funciones á las ins- 
trucciones y órdenes dictadas por el Gobier- 
no y el del personal á la de 9 de octubre de 
1855, circulada por la suprimida Intenden- 
cia militar, y al contenido de la presente. 

Art. 4. u Hallándose terminados por las 
Intervenciones militares de los distritos los 
ajustes en todos conceptos de los Cuerpos del 
ejército, por lo relativo á la época desde I.° 
de julio de 1828 que la Administración mili- 
tar pasó á depender del Ministerio de la 
Guerra hasta 1834 en que dió principio la 
uerra civil , se pasarán por dic ías riepen- 
encias, si ya no lo hubiesen rea izado , á la 
Intervención general las resultas de saldos, 
su ,pro ó su contra de cada uno de aquellos, 
con el objeto de que, así estos saldos como 


. * 
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los que puedan resultar de los ajustes que 
se practiquen por la época sucesiva de que 
so tratara, puedan ser reunidos y enlazados 
en las cuentas corrientes llevadas á todos los 
del ejército desde l.° de octubre de 1841 
hasta fin de diciembre de 1849. 

Art. 5.°" Los ajustes de los cuerpos por 
el período de la guerra y el interregno que 
medió desde la conclusión de esta hasta l.° 
, de octubre de 1841, que fueron centraliza- 
dos en la Intervención i general, los de todo el 
ejército se concretarán única y exclusiva- 
mente á la parte de haberes devengados por 
sueldos de jefes y oficiales , gratificaciones 
de mando, de agencias, de música y de en- 
tretenimiento, prest, premios, altas pagas, 
cruces y escudos; excluyéndose por ahora j 
y sin perjuicio de continuarlos en su dia, si 
fuere posible los de los demás goces , como 
son primeras puestas de vestuario , provisio- 
nes, utensilios, raciones de campaña de jefes 
y oficiales, pluses de campaña y de cumpli- 
dos de la tropa, y cualquiera otro extraordi- 
nario. 

Art.. 6.° La Intervención general, á quien 
corresponde el ajuste y liquidación de los 
Cuerpos que dependieron de Jos ejércitos de 
operaciones durante la guerra civil por con- 
secuencia de la supresión de la Sección de- 
atrasos encargada autes de verificarlo, y las 
subalternas de los distritos que lo deban eje- 
cutar por lo relativo á la misma época ó in- 
terregno siguiente hasta fin de setiembre 
de 1841 de los que no hubiesen pertenecido 
á dichos ejércitos de operaciones, quedarán 
facultados para suplir por los medios que 
consideren mas legales las faltas que se ad- 
viertan en la documentación de revistas de 
alguno de los referidos Cuerpos, en el caso 
de que su adquisición fuera de todo punto 
imposible obtenerla por los trámites ordi- 
narios. 

Art. 7.° Una vez conseguida Jadocumcn- 
tacion de revistas de que trata el artículo an- 
terior, /-se continuará por dicha oficina gene- 
ral y la do los distritos el examen y liquida- 
ción de los ajustes mensuales de los Cuerpos 
que por la referida causa hubiere quedado 
interrumpida hasta el dia, y seráp compren- 
didos estos haberes en adicionales á la cuen- 
ta de 1849 que se rinda al Tribunal de las 
del Reino. 

Art. 8." Serán objeto de especial prefe- 
rencia la pronta terminación de todas las 
cuentas de caudales producidas por pagado- 
res, corporaciones ó individuos encargados 
de distribuir fondos á los ejércitos de ope- 
raciones durante la guerra civil que aun 
existan pendientes de formalizacion , como 


asimismo las de pagos verificados por las 
Pagadurías de todas las dependencias de la 
Administración militar ,por obligaciones de 
otros distritos, con el fin de que al abrirse 
las cuentas á ios Cuerpos pueda depurarse el 
débito de cada uno de ellos, y no deje de car- 
gársele cantidad alguna por el concepto de 
haberes. 

Art. 9.° Las cuentas corriefites que se 
abran á cada uno de dichos Cuerpos pa- 
ra acreditarles sus devengos por los con- 
ceptos y épocas que se expresan en el ar- 
tículo 5.° y adeudarles asimismo lo que se 
hubiese satisfecho á cuentas, se llevaran por 
regimientos y no por batallones, como ante- 
riormente estaba en práctica, aunque estos 
hubiesen pertenecido á distintos ejércitos, 
eu razón á que por este medio se consegui- 
rá, uo solo simplificar el número de aque- 
llos, sino también dar inmediata aplicación á 
muchos recibos de cargo que de otro modo 
seria muy difícil realizarlo por no expresar- 
se en ellos el batallón á que pertenecían los 
individuos perceptores. 

Art. 10. Constituirá el haber de dichas 
cuentas el importe de los extractos de revis- 
tas ya liquidados ó que se liquiden de la épo- 
ca desde el año i 834 hasta fin de setiembre 
del de 1841, ó sea lo devengado por los con- 
ceptos que se mencionan en el art. 5.°, y el 
debe de las mismas todo lo que cada cuer- 
po hubiese recibido, cou la propia aplicación, 
tan to de las Pagadurías de la Administración 
militar, ó delegados de ella , como de las de- 
pendencias del Ministerio de Hacienda, pue- 
blos, corporaciones, particulares ó de otra 
cualquiera procedencia. 

Art. 11. Cuando formalizado el ajuste de 
los Cuerpos por la época de la guerra civil y 
el interregno que medió desde la conclusión 
de esta hasta fin de setiembre de 1841 (que 
como se lleva expuesto ha de circunscribirse 
de solo la parte de haberes , con exclusión 
de otros goces) puedan cerrarse sus cuentas 
y conocerse los saldos en pro ó en contra de 
cada uno de aquellos, se practicará antes de 
enlazarse dichos saldos con las cuentas cor- 
rientes sucesivas la deducción que se expre- 
sará en el artículo siguiente. 

Art. 12. Teniendo presente que muchos 
cargos por haberes han padecido extravío 
(aunque lio en tanto número como de racio- 
nes); que algunos pagadores particulares, ó 
mas bien encargados de distribuir fondos, 
no han rendido cuentas, sobre lo cual exis- 
ten en la Intervención general varios expe- 
dientes que siguen su curso, resultando que 
los unos han fallecido, que otros marcharon 
al extranjero , y que respecto a algunos se 
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Ikiu extraviado sus cuentas, por cuyo motivo 
no pueden por ahora cargarse las cantidades 
que corresponda á los Cuerpos perceptores; 
considerando que, por el alcance que puedo 
resultar á iavor de los misinos por el concep- 
to de Ja gratificación de entretenimiento , no 
existe en el dia acreedor personal reconocido 
que por la parte de piases de campaña dé la 
tropa podrán resultar saldos en contra fie los 
Cuerpos por las raciones de etapa, vino y 
aguardiente que extrajeron de exceso, y que 
las que tomaron de la misma especie los je- 
tes y oficiales debe cargarse su importe con- 
tra sus haberes; considerando asimismo que 
los Cuerpos que estuviesen ajustados por to- 
dos conceptos, desde julio de 1 828 á diciem- 
bre de 1849, se bailan en distinto caso que 
Jos no ajustados por todos sus goces, convie- 
ne que á estos se les rebaje de los saldos que 
resultan á su Favor por fin de setiembre de 
1841, en los ajustes que se les forme por 
solo haberes, una tercera parte que garanti- 
ce cualquier saldo en contra que pueda apa- 
recer en los que se les practique ulterior- 
mente, si llegara á ser posible verificarlo, 
haciendo entre tanto por este medio una 
transacción entre el listado y los Cuerpos 
acreedores, como ya se verificó por los de- 
vengados de la época de 1823 respecto de la 
clase de guerra y algunas otras, con arreglo 
á la R. O. de 30 de setiembre de 1837, ex- 
pedida por el Ministerio de Hacienda. 

Art. 13. Ultimado el ajuste de que se 
trata á cada uno de los Cuerpos del ejército 
por lo relativo á la época desde 1834 hasta 
fin de setiembre de 1841, y en estado de 
poderse expedir por las respectivas depen- 
dencias que hubiesen entendido en él las 
certificaciones de resultas de saldos en pro ó 
en contra para unirlos á las cuentas corrien- 
tes, llevadas ¿ los mismos por todos concep- 
tos desde l.° de octubre siguiente en ade- 
lante, la Intervención general procederá 
desde luego, con presencia de estos datos y 
los relativos al período desde 1828 á 1834, á 
balancear la de cada Cuerpo por fin de di- 
ciembre de 1849, poro sin cerrarla definiti- 
vamente, mediante á que. esto no deberá ve- 
rificarse hasta no estar terminados en todos 
conceptos los ajustes del período de la guer - 
ra y siguiente año que finó en setiembre de 
1841. Del resultado que ofrezca el enuncia- 
do balance se dará conocimiento á las res- 
pectivas Direcciones de las armas con el ob- 
jeto de que estas ó sus representantes cerca 
de las oficinas centrales de Adminislracion 
militar presten su conformidad. 

Art. 14. Siendo peculiar y exclusivo de 
las expresadas Direcciones generales de las 


í. 

respectivas armas el ajuste individual de cada 
Cuerpo, y ú quienes compete por lo tanto la 
distribución de los saldos en pro que les re- 
sulte por fin de diciembre de 1849, para 
fijar por medio de esta minuciosa é indispen- 
sable operación la cantidad que corresponda 
adjudicarse á cada interesado acreedor du- 
rante el período en que respectivamente hu- 
biesen devengado sus derechos, y en térmi- 
nos que estos les puedan ser reconocidos, 
con arreglo á las prescripciones do la ley de 
3 de agosto de 1851 y demás resoluciones 
posteriores; y tratándose como se trata de 
analizar las de un personal tan numeroso, 
renovado periódicamente durante el trascur- 
so de veintidós años, solo Jos Cuerpos pue- 
den facilitar los datos á las Direcciones, 
y á estas por consiguiente se Jes impone el 
deber de la distribución. 

Art. 15. Las Direcciones de fas armas 
procederán al ajuste del personal que resul- 
te á cada Cuerpo. 

Art. 16. Obtenidas que sean por la Di- 
rección de Administración militar las rela- 
ciones nominales de que se hace mención 
en el artículo precedente , se pasará á la In- 
tervención general para que, prévio su exa- 
men y conformidad con ios saldos que re- 
sulten de sus cuentas corrientes, expida 
certificaciones, en las que con referencia al 
ajuste practicado á cada Cuerpo, se demues- 
tre el total haber que devengó lo recibido a 
cuenta y saldo á su favor, comprendiéndose 
en ese texto la relación- nominal de acreedo- 
res y cuota que debe adjudicarse á cada uno 
de ellos con el objeto de que este documen- 
to de crédito deberá considerarse bastante á 
causar estado. 

Art. 17. Con el fia de que por las depen- 
dencias de Ja Dirección general de la Deuda 
pública pueda procederse á la emisión y en- 
trega de los títulos del personal correspon- 
dientes á cada partícipe, la Intervención ge- 
neral militar, conforme á la práctica obser- 
vada basta el dia y en cumplimiento de lo 
rnaudado en Real orden expedida por el Mi- 
nisterio de la Guerra en 24 de marzo de 
1852, trasladada por el de Hacienda en 2 de 
abril siguiente, expedirá las certificaciones de 
crédito que comprendan el respectivo á cada 
Cuerpo, instituto ó clase, y las pasará con 
oficio aí jefe del departamento de la Direc- 
ción de la Deuda pública. 

Art. 18. Los títulos del personal que ex- 
pida la Dirección de la Deuda, comprendien- 
tes á cada participe de los contenidos en di- 
chas certificaciones, se entregarán á los mis- 
mos, ó en su nombre y representación á los 
que sus derechos representen, previos ios 
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]1amamiéiitos_q¡Jc se hagan por la Gaceta del 
Gobierno, y tíoiehnés oficiales , conserván- 
doselas relaciones originales en la Intérvétt- 
cí0h ó íos efectos oportunos. ' 

Art. 19. En el caso de que á algím Cuer- 
po lé resultase saldo en contra en el ajuste 
que por de pronto se propone para cumplir 
en la parte posible lo preceptuado en los 
Rs. Rs. de 5 de setiembre y Í8 de diciembre 
de 1851 , deberá quedar en suspenso hasta 
qüe llegue e! caso de poderse finalizar el ele 
los demás conceptos de la época de la guer- 
ra civil. 

Art. 20. Lo prescripto en los artículos 
anteriores es aplicable al ajuste de los Cuer- 
os de todas las armas del ejército, así como 
los de las demás fuerzas auxiliares creadas 
durante la guerra civil', como son Cuerpos 
fraticos, compañías sueltas y Milicia Nacional 
movilizada, cuyas fuerzas auxiliares serán 
ajustadas y liquidadas hasta donde lo permi- 
tan los datos y antecedentes que existan 
acerca de ellas. 

Art. 21 . Por lo prescripto en los artícu- 
los que abraza este reglamento , queda sin 
ningún valor ni efecto la regla 8. a de la Rea! 
orden de 8 de octubre de 1855, en que se 
aplazaba la liquidación general definitiva cor- 
respondiente á los Cuerpos de todas armas. 

Art. 22. Ultimamente, la Intervención 
general queda autorizada para resolver todas 
las dudas á que dé lugar la ejecución de 
cuanto se ordena por este reglamento, y 
consultará á la Dirección general de Admi- 
nistración militar todas aquellas cuya deci- 
sión considere no estar dentro del círculo de 
sus respectivas atribuciones y formalidades. 
— Madrid l.° de julio de 1863. — Concha.» 
(CL. t. 90, p. 6.) 

R. O. de 18 mayo de 1864. 

Dictando reglas para la terminación do los expedien- 
tes de indemnizaciones de danos cansados por las 
facciones. 

(Mac.) «limo. Sr.: La Reina, en vista del 
crecido número de expedientes de indemni- 
zaciones de daños causados por los facciosos 
durante la guerra civil , que se encuentran 
todavía pendientes de resolución definitiva, 
entre otras causas por falta de alguno de los 
requisitos que con arreglo á la legislación 
vigente deben tener, por defecto en las jus- 
tificaciones y por lio haberse practicado es- 
tas dentro de ios plazos que al efecto esta- 
ban señalados: y deseosa S. M. de que salgan 
.dichos expedientes de la paralización que 
por aquellas causas experimentan, aprobán- 
dose todos los que reúnan las condiciones 
que la ley de 9 de abril de 1842 y demás dis- 


posiciones dictadas para su aplicación exigen, 
y desechándose ios que carezcan de alguna 
de ellas, se ha servido disponer, después de 
oír sobre el particular el dietátnen de esa 
Junta, y de conformidad con el emitido por 
red Consejo de Estado, que se observen las 
siguientes reglas: 

1 . a Los expedientes de indemnización de 
daños causados por los facciosos durante la 
guerra civil en que los interesados no pre- 
sentaron las justificaciones en el término lija- 
do por el art. 12 de la ley do 9 de abril dé 
1842, quedarán sin curso, y aquellos sin de- 
recho á los beneficios que esta concede. 

2. a Quedarán también sin curso los que 
se hayan instruido de nuevo por extravío de 
los primitivos hasta que ios interesados acre- 
diten plenamente que este tuvo lugar en las 
oficinas provinciales ó municipales, y que la 
reclamación ó jusüíienc on se presentó en el 
término señalado por la expresada ley de 9 
de abril de 1842. 

3. a El extravío de estos expedientes se 
justificará con certificados expedidos por los 
Gobiernos civiles de las respectivas provin- 
cias á los cuales acompañarán un ejemplar 
de! Boletín oficial en que se hubiesen publi- 
cado los daños y su valoración, si así tuvo 
efecto, conforme á lo prevenido en la regla 
5. a de las que contiene la circular de la su- 
primida Comisión central de indemnizaciones 
de 13 de enero de 1843. 

4. a La circunstancia de haberse presen- 
tado la reclamación y justificación en el pla- 
zo señalado por la ley de 9 de abril de 1842, 
se acreditará con pruebas que los mismos 
interesados suministren, y que el Gobierno 
considere suficientes. 

5. a El abono que nuevamente se solicite 
no podrá exceder de la cantidad en que hu- 
biesen sido tasados los danos en el expedien- 
te extraviado, lo cual se comprobará con los 
Boletines oficiales. En el caso de que en es- 
tos no apareciese la valoración, nunca serán 
indemuizables otros daños que los relaciona- 
dos en los mencionados Boletines. 

6. a El término dentro del cual los recla- 
mantes podrán pedirla instrucción del nue- 
vo expediente por extravío del primitivo, se- 
rá el de dos meses, el cual empezará, á con- 
tarse desde la publicación de las presentes 
reglas, sin que por causa, alguna pueda pro- 
rogarse . 

7. a Los Gobernadores civiles de las pro- 
vincias remitirán con la brevedad posible a 
la Junta de la Deuda pública, bajo una formal 
relación, todos los expedientes do la clase de 
que se trata, que por abandono de ios recla- 
mantes se encuentren paralizados, ya en sus 
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oficinas, ya en las Diputaciones provinciales 
<3 Ayuntamientos. 

8. a Se concede á los interesados el im- 
prorogable término de cuatro meses para 
promover ó continuar la instrucción de los 
citados expedientes remitidos por los Gober- 
nadores á la Junta de la Deuda en virtud de 
la regla anterior. Trascurrido dicho término, : 
se archivarán en esta última dependencia 
dichos expedientes, perdiendo los interesa- 
dos todo derecho á indemnización. 

9. a Se concede el mismo término de cua- 
tro meses, y bajo idéntica pena de prescrip- 
ción ó caducidad, para presentar á las ofici- 
nas los documentos que las mismas hubieren 
reclamado, á fin de completar la instrucción 
de los respectivos expedientes. 

10. Los Gobernadores civiles de las pro- 
vincias cuidarán de que á estas disposiciones 
se dé toda la publicidad posible, ya por los 
Boletines oficiales , de los cuales remitirán 
un ejemplar á la Junta de la Deuda pública, 
ya por edictos en ios pueblos de su jurisdic- 
ción, con el fin de que en ningún tiempo 
pueda alegarse ignorancia, enviando también 
á la citada Junta, tan luego como hayan fe- 
necido los mencionados plazos, con el cor- 
respondiente índice todos los expedientes que 
considere caducados, según los casos previs- 
tos en las disposiciones precedentes. 

1 1 . Estas reglas no serán aplicables á las j 
indemnizaciones que á la fecha de su publi- 
cación están acordadas por el Gobierno de 
S. M., aunque no se haya llevado á efecto 
dicho acuerdo, por no estar concluida la li- 
quidación. — De Real orden etc. — Madrid 18 
de mayo de 1864. — Salaverría. (Gac. 27 
mayo . ) 

Ley desjunto de 1864. 

Convenio con el Banco: obligaciones de compradores 

de bienes nacionales : emisión de billetes hipoteca- 
rios: emisión y negociación de títulos de la Deuda 

consolidada. 

(Hac.) Doña II, etc. 

Artículo i.° Se autoriza al Ministro de 
Hacienda y al Banco de España para forma- 
lizar un convenio ajustado á las condiciones 
siguientes: 

1. a El Tesoro público entregará desde 
luego al Banco de España las obligaciones de 
compradores de bienes desamortizados que 
obren en sus Cajas, vencederas desde 1 de 
julio de 1865 en adelante. A medida que el 
Tesoro público adquieraobligaciones por ven- 
tas aun no formalizadas, y por las que en lo 
sucesivo tengan lugar, entregará al Banco 
de España las necesarias hasta el completo 
de 1.700 millones de reales. 


2. a El Banco de España emitirá 1.300 
¡ millones de reales en billetes hipotecarios al 

portador y á la orden con interés de 6 por 
100 al año desde l.° deiulio de 1864, que 
se aplicarán é negociaran á la par y se 
amortizarán á vencimientos fijos, por sorteos 
ó por ambos medios á la vez, según prefiera 
el Gobierno. Se destinarán anualmente por 
el mismo establecimiento 200 millones de 
reales para el pago de interés y amortiza- 
ción de los billetes, que tendrán lugar por 
semestres. 

3. a Se pondrán,. desde luego en circula- 
ción mil millones de reales de billetes hipo- 
tecarios (1) ampliándose esta suma hasta la 
totalidad de la emisión, a medida que se en- 
treguen al Banco de España las obligaciones 
necesarias para completar, los 1.700 millo- 
nes de reales que se fijan en la condición 
primera. 

4. a Los billetes hipotecarios se conside- 
rarán como electos públicos para los fines de 
su negociación ; serán admitidos por su va- 
lor nominal en todos los afianzamientos de 
servicios públicos, y una vez vencidos se re- 
cibirán como moneda en las Cajas del Teso- 
ro público en toda clase de pagos. 

5. a El Banco de España cobrará á su 
vencimiento las obligaciones y pagará en los 
suyos respectivos los ínter, ses y el capital de 
los billetes hipotecarios. Por razón de gas- 
tos de comisión, giros, movimiento de fon- 
dos, confección de billetes y demás, se abo- 
nará al Banco de España I por 100 sobre el 
total de las obligaciones que cobre de ven- 
cimientos posteriores al 30 de junio de 1865. 

6. a El Banco de España domiciliará el 
pago de intereses y capital de los billetes en 
sus comisiones de las provincias, cuando lo 
pidan los tenedores con tres meses de anti- 
cipación por lo menos. 

7. a El Banco de España entregará al Te- 
soro 500 millones de reales efectivos contra 
igual cantidad de billetes hipotecarios ; si la 
emisión se hiciese con vencimientos á plazo 
fijo y con amortización por sorteos, el Ban- 

. co recibirá los expresados 500 millones de 
billetes de ambas clases en la proporción 
correspondiente. Los billetes á plazos fijos 
se le aplicarán proporcionalmente de todos 
los ven cimientos.. 

8. * El Tesoro público reembolsará al 
Banco de España el importe de las obligacio- 
nes que no hicieren efectivas á su venci- 
miento los compradores que las suscribie- 
ron, y las que estos retiren por usar de la 

(i) La Gaceta del 28 decia. 100 millones, 
pero se recLiíicó en la del 29. 
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facultad de descuento que les conceden las 
leyes de i .° de mayo de 1855 y 11 de julio 
de 1856. En caso de quedar en descubierto 
el Banco de España se le abonará el interés 
que en las épocas respectivas tenga estable- 
cido para sus demás operaciones con el Te- 
soro público. 

9 . a El Banco presentará anualmente al 
Gobierno cuenta de ,1a cobranza de las obli- 
gaciones y de los pagos que hubiere realiza- 
do por capital é intereses do los billetes hi- 
potecarios haciendo el abono mutuo de inte- 
reses con arreglo á la condiciou anterior 
desde le fecha en que una y otros se hubie- 
ren realizado. Las diferencias en pro y en con- 
tra que resulten deberán ser recíprocamente 
reintegradas con abono del interés corres- 
iondiente. Los intereses que el Banco de 
íspaña ha de abonar al Tesoro público por 
as obligaciones que cobre, se computarán 
desde el dia último del mes siguiente al en 
que venza hasta fin de mayo ó fin de no- 
viembre de cada año , según los respectivos 
semestres. 

Art. 2.° Los billetes hipotecarios que el 
Banco de España ha de emitir con arreglo 
al Convenio de que trata el precedente artí- 
culo y que aquel establecimiento no se aplica 
por la condición 7. a del art. l.° se consig- 
narán en la Caja de Depósitos con destino 
exclusivo al pago de sus obligaciones. 

Art. 3.° El Gobierno lijara un plazo du- 
rante el cual los imponentes en la Caja de 
depósitos tendrán preferencia para conver- 
tir sus créditos en billetes hipotecarios del 
Banco de España de la emisión que autoriza 
esta ley. Esta conversión se hará á la par 
medíanle la correspondiente liquidación de 
intereses. 

Art. 4.° Trascurrido el plazo que se se- 
ñale , el Gobierno podrá realizar la negocia- 
ción de billetes que resulten existentes en 
la Caja de depósitos, por suscricion ó licita- 
ción públicas á la par , y el valor que pro- 
duzca ingresará en aquel establecimiento y 
se aplicará á extinguir ei descubierto del Te- 
soro público por los suplementos al presu- 
puesto extraordinario del Estado por fin de 
junio próximo, y el de los ordinarios ante- 
, riores á 1859. Igual aplicación en Ja parte 
necesaria se dará alas cantidades que el Ban- 
co de España entregue por consecuencia de 
la condición 7. a de) art. l.° 

Art. 5.° Se autoriza al Gobierno para 
emitir y negociar por inscripción ó licitación 
públicas títulos de la Deuda consolidada al 3 
por 100 interior y exterior en cantidad bas- 
tante á producir 600 millones de reales efec- 
tivos aplicándose 450 millones de reales ¿ex- 


tinguir igual cantidad del descubierto del Te- 
soro público por el déficit de los presupuestos 
ordinarios del Estado de 1859 y siguientes, 
hasta fin de junio, y 150 millones de reales 
a satisfacer los gastos que fuesen indispen- 
sables en Ultramar. Se entregará á la Caja 
de depósitos, de dichos 450 millones de rea- 
les la parte del citado déficit que se hallase 
atendida con entregas de aquel estableci- 
miento. 

Art. 6.° El Gobierno dará cuenta anual- 
mente á las Cortes del uso que hiciere de las 
autorizaciones que se le conceden por la pre- 
sente ley. 

Por tanto: mandamos etc.— Palacio á 20 
de junio de 1864, (Gac. 28 de junio.) 

R. O. de 2 enero de 1865. 

(Hag.) «...S. M.la Reina ha tenido á bien 
autorizar á las Direcciones generales dei Te- 
soro y de Ja Caja de depósitos para que en 
las negociaciones de pagarés de la Deuda no- 
tante y eü las imposiciones que se ejecuten 
en dicha Caja se admita como efectivo ei im- 
porte de las carpetas de cupones y demás 
efectos del Estado presentados ó que se pre- 
senten en las oficinas de la Deuda para el co- 
bro del semestre vencido en el dia de ayer; 
y amortizaciones de todas clases de la misma 
así como las procedentes de señalamientos 
hechos por la Caja de depósitos, sea cual- 
quiera la época que á los documentos expre- 
sados se hubiei a designado ó designe para 
su pago, y siempre que las operaciones por 
las que hayan de recibirse no bajen del pla- 
zo de tres meses fecha.» (Gac. 3 enero.) 

Ley de 7 abril de 1865. 

Negociación de billetes hipotécanos en cantidad de 

ioü millones y para distribuir, en su caso, otros l»ü 

entre los contribuyentes de 400 ó mas reales. 

(Hac.) Doña Isabel II, etc. 

Artículo 1 .° Se autoriza al Gobierno para 
negociar en pública subasta, que en pliegos 
cerrados se verificará simultáneamente en 
Madrid y en todas las capitales de provincia, 
billetes hipotecarios de los creados por la ley 
de 26 de junio último , en cantidad nominal 
de 150 millones de reales, al tipo que pru- 
denci afinen te lije ei Consejo de Ministros. Si 
las proposiciones que se presenten y estén 
dentro del tipo señalado excedieren de aque- 
lla cantidad, se considerará ampliada la ne- 
gociación por una mayor suma nominal de 
150 millones de reales, ó sea hasta un total 
de 300 millones. 

En el caso de que este total no luere cu- 
bierto en la subasta, se autoriza asimismo al 
Gobierno para distribuir los billetes hipóte- 
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curios sobrantes , sin exceder de 150 midió- 
nes, éntrelos contribuyentes que satisfagan 
400 ó mas reales anuales por contribución de 
inmuebles, cultivo y ganadería, ó por la in- 
dustrial y de comercio , con exclusión de los 
recargos para gastos provinciales y munici- 
pales, según los repartimientos y matrículas 
del corriente año económico. 

Se tomará por base de distribución la mi- 
tad de la cuota anual, 6 sea el importe de dos 
trimestres. Los billetes serán cedidos al cam- 
bio medio á que hubieren sido negociados en 
la subasta pública. Su pago batirá de. reali- 
zarse en dos plazos proporcionales , median- 
do entre uno y otro 00 dias. 

La parte do ios i oO millones que se hubie- 
re adjudicado en la subasta servirá para ele- 
var la cuota mínima que sirve de liase al an- 
ticipo; de manera que comenzando la distri- 
bución por las mas altas, se irá descendiendo 
hasta el límite que exija la cantidad definiti- 
va que haya de distribuirse entre los contri- 
buyentes. , 

Aid. 2.° Los billetes hipotecarios no ad- 
judicados en la subasta pública de que trata 
el artículo anterior, se pasarán á la Caja ge- 
neral de depósitos. Esta recibirá las cantida- 
des que deban satisfacer los contribuyentes, 
haciéndoles el descuento ó bonificación que 
corresponda , y entregándoles por la totali- 
dad resguardos especiales cou iuterés de 6 
por 100 al año , trasmisibles, mediante en- 
doso, y canjeables por billetes hipotecarios. 

Mientras íus resguardos no fueren canjea- 
dos, optarán cada semestre al cobro corres- 
pondiente de intereses y al reembolso de la 
parte proporcional en que se halle con la to- 
talidad de dichos resguardos el importe de 
los billetes hipotecarios existentes en su equi- 
valencia en la Caja de depósitos que resul- 
ten. amortizados en el sorteo del mismo se- 
mestre. Se reducirá en 2 por 100 el descuen- 
to ó bonificación que corresponda á los con- 
¡ribuyentes que no satisfagan directamente 
sus cuotas en las Tesorerías, aplicándose di- 
cho 2 por 100 para toda clase de gastos á les 
Ayuntamientos ó encargados de realizar la 
recaudación. 

Art. 3.°- Las provincias de Alava, Gui- 
púzcoa, Navarra y Vizcaya concurrirán por 
su parte á los linos de la presente ley en la 
forma y proporción correspondientes. Las 
Diputaciones liarán directamente las entre- 
gas y recibirán los billetes hipotecarios con 
el descuento ó bonificación que resulte, se- 
gún lo que el artículo !.° determina. 

Art. 4.° Queda limitada á d.Obü millones 
de reales la autorización concedida al Banco 
de España por la ley de 26 de junio último 


para emitir hasta 1,300 millones en billetes 
hipotecarios, sin que por esta limitación se 
disminuya la cantidad de 200 millones- anua- 
les destinada al pago de intereses y amortiza- 
ción délos mismos billetes. Se reduce á 1.230 
millones de reales el importe que la expresa- 
da ley fijaba en 1 .700 millones de las obliga- 
ciones de compradores de bienes desamorti- 
zados que han de entregarse al Banco de Es- 
paña. El establecimiento devolverá al Tesoro 
en las obligaciones de mas largos vencimien- 
tos el exceso *que sobre los 1.230 millones 
resulte en la suma de las qne actualmente 
está recibiendo. 

Por tanto: mandamos á todos tos Tribu- 
nales, etc.— Palacio á 7 de abril de 1865. 
(Gao. 10 abril.) 

R. O de 9 abril de 1865. 

Dictando disposiciones para ia Dep'ociacíon de los Mi 
millones de reales, á que se refiere la ley anterior. 

(Hac.) Artículo l.° En virtud de ia au- 
torización concedida al Gobierno por la ley 
do 7 del corriente, se procederá a la nego- 
ciación de 300 millones de reales nominales 
en billetes hipotecarios creados porta ley de 
26 de junio de 1864, por medio de subasta 
pública, que tendrá lugar simultáneamente 
en Madrid y en todas las capitales délas pio- 
vineins del Reino, excepto la de las islas Ga- 
narías, por la distancia y demora de las co- 
municaciones. 

Art. 2.° Los billetes son al: portador de á 
2.000 rs. cada uno, amortizadles por sorteos 
semestrales, y devengan el interés de 6 por 
100 anual desde 1." de enero último, paga- 
dero por semestres en, el Banco de España ó 
en sus Comisiones de las provincias, cuantió 
lo soliciten sus tenedores con tres meses de 
anticipación por lo menos. Para la amortiza- 
ción y pago de intereses de la emisión de 
4 .009 millones de billetes lu’potecarios de 
que forman pártelos 300 millones expresa- 
dos, destina el art. 4.° de la referida ley de 
7 del corriente. 200 millones de reales anuales. 

(Los demás artículos contienen disposicio- 
nes para tomar parle en la negociación.) 

Ciro, de 29 abril de 1 863. 

Mandando para avilar: abíjeos, publicar ajarlos datos 
de imposiciones no r.unsnl ¡dación, ele, á favor de! 
clero 

(Día. gen de la Deuda.) «Repetidas ve- 
ces se han acercado á estas oficinas diferen- 
tes personas encargadas de cabildos, cate- 
drales, parroquias y otras, corporaciones y 
particulares, solicitando, se. les facilitasen al- 
gunos datos relativos á imposiciones en con- 
solidación , y sobre la renta del tabaco i fa- 
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vor da la& r&ismas, para fundar sus reclama-^ 
eiraes de abono ooa arreglo, á las disposicio- 
nes vigentes , manifestando que daban este 
paso para no sucumbir á las exigencias de 
algunos especuladores, que habían escrito á 
dichas corporaciones y particulares dándo- 
les noticia de créditos de su pertenencia de 
que no tenían conocimiento, pero omi- 
tiendo detalles hasta obtener compromiso 
formal de que se les diera el encargo para su 
liquidación y cobro por. una retribución cre- 
cidísima ; no habiéndose podido en muchos 
de los casos citados satisfacer el justo, deseo 
de los encargados de aquellos cabildos y cor- 
poraciones por no encontrarse reunidos los 
antecedentes necesarios al efecto. ■ 

Semejante abuso debe desaparecer desde 
luego, porque no solamente pone a los inte- 
resados á merced de los especuladores, con 
perjuicio de sus intereses, sino que también 
cede en menoscabo del buen nombre de es- 
tas oficinas , que no han dejado de observar 
con estrañeza que personas sin conexión al- 
guna en esta clase de asuntos posean datos 
que ellas no pueden facilitar. 

Por lo tanto, y con el fin de evitar las pre- 
tensiones indebidas y exageradas de los re- 
feridos especuladores , é inutilizar los datos 
que desde mucho tiempo hace deben haber 
procurado reunir, sacándolos tal vez fraudu- 
lentamente de las oficinas del Estado en esta 
Corte y provincias , se lia dispuesto que por 
el departamento de liquidación se formen re- 
laciones clasificadas por diócesis ó provin- 
cias, con los datos que iiay en el misino de 
lo pendiente de liquidación y de documentos 
antiguos no recogidos, y con la relación que 
le facilitará la Contaduría general de la Deu- 
da de todas las láminas ocupadas á ambos 
cleros para que se publiquen en los periódi- 
cos oficiales, y llegando á noticia dé las cor- 
poraciones ó legítimos interados puedan es- 
tos autorizar persona que los represente, á 
la cual harán saber entonces estas oficinas 
los justificantes que deban presentar para 
acreditar sus derechos. — Lo que comunica 
a V. S. esta Dirección etc. {Rol. of. de Ala- 
va de 10 mayo.) 

7?. O. de 24 julio de 1865. 

MaDdando cesar las Comisiones do ajustes de atrasos á 

los. Cuerpos y clases militares, encargándolos a la 

Administración militar. 

(Guerra.) «La Reina ha tenido á bien dis- 
poner que desde l.° de agosto próximo ce- 
sen las Comisiones de ajustes atrasados crea- 
das en los distritos militares por R. O. de 
2 de setiembre de 1857 y reformadas por 
otra de 15 de junio de 1862, con objeto de ¡ 
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suplir á los habilitados de las clases depen- 
dientes de este Ministerio qne huhierer fr_ 
decido , y cuyas cuentas de distribución no 
eran conocidas eu las oficiuas de Administra- 
ción militar. Es también la voluntad de. S M 
queden igualmente suprimidas desde la indi- 
cada fecha las Comisiones centrales y de distri- 
to que por R. O. de 29 de agosto de l 863 fue- 
ron asimismo creadas para entender en los 
ajustes atrasados de los cuerpos de! ejército, 
y detallar los individuales que correspondan 
á todos los interesados en esta liquidación, 
según lo prescrito ert el reglamento formado 
al electo y aprobado por soberana resolución 
de l.° de julio del propio año 1863. Por úl- 
timo, deseando S. M. que no por esto deje 
de atenderse cual es necesario el importante 
trabajo que á las mismas estaba confiado, ha 
tenido á bien mandar se encargue la Admi- 
nistración militar de continuar los expresa- 
dos ajustes en la parte que la incumba v 
pertenezca con la preferencia y asiduidad 
que su interés reclama; y finalmente, que 
del moviliario adquirido para las precitadas 
Comisiones se haga cargo desde luego el 
mismo cuerpo de Administración militar.» 
— De Real urden etc. Madrid 24 de julio 
de 18(53.» 

R. D. de l.° octubre de 1SG5. 

Domiciliando el p.i^o de ia renta situada en efectos 
públicos, en las islas de Cuba y Puerto-Rico. 

(IIac.) «Articulo l.° Los intereses de 
los diversos valores cotizables de la Deuda 
pública de España, podrán cobrarse á volun- 
tad de los poseedores en las Tesorerías de 
Hacienda de ias islas de Cuba y de Puerto- 
Rico desde el 1." de enero de 1806. 

Art. 2.“ Los cupones vencidos se presen- 
tarán al cobro acompañados de ios corres- 
pondientes títulos y las Tesorerías devolve- 
rán estos últimos á los interesados después 
de haberlos confrontado con los cupones y 
de anotar su presentación en la forma que 
los reglamentos determinen. 

Art.. 3.° El pago de los cupones venci- 
dos se verificará siempre previa Ja compro- 
bación de su legitimidad, que liará la Direc- 
ción general de ia Deuda pública. 

Art. i." Por los Ministros de Hacienda y 
de L i tramar se dictarán las disposiciones ne- 
cesarias para la ejecución del presente 
creto. — Dado en San Ildefonso á I.” de 
tubre de 1865.» [Guc. 5 octubre . ) 

de 1565 . 

.osados 


fí. O. de 17 de o< :) 


de- 

oc- 


du- 


Indcrüuizacion por Jacos y perjuicios ! ' a “ ■ 

rante la guerra civil, con motivo (lo la constrUfc-ion 

de fortificaciones... 

(Guerra.) «He dado cuenta á la Rema 
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de Ja instancia que V. E. dirigió á este Mi- 
nisterio en JO de diciembre de 1863, pro- 
movida por el Alcalde de Reinosa, repro- 
ducción de otras que ya Pabia elevado ante- 
riormente y fueron denegadas, en solicitud 
por sí y á nombre de los demás Ayunta- 
mientos de aquel partido, de la indemniza- 
ción correspondiente por los daños y perjui- 
cios que sufrieron durante la última guerra 
civil con motivo de la construcción del 
fuerte de la Venta Nueva, citando en su 
apoyo la concesión hecha á ios herederos 
de D. José Aspe, á quienes se declaró como 
comprendidos en el art. 6.° de la ley de 3 de 
agosto de 1851 que concedió un nuevo 
plazo á todos los acreedores de créditos 
contra el Estado, puesto que la Real ór- 
den del Regente del Reino de 28 de mayo 
de 1 842, no señaló pena expresa de caduci- 
dad, cuya jurisprudencia consideran los re- 
currentes sentada en dicho caso por la Sala 
de lo contencioso del Consejo de Estado en 
su Real decreto-sentencia fecha 19 de junio 
de 1863- 

Enterada S. M., y oido el Consejo de Es- 
tado en pleno acerca del particular y de lo 
que respecto á este asunto informó el Tri- 
bunal Supremo de Guerra y Marina en acor- 
dada de 28 de abril del corriente año, se ha 
servido resolver, de conformidad con el dic- 
támen emitido por dicho Consejo en pleno: 

Primero. Que conforme á la ley citada 
del arreglo de la Deuda del Tesoro, publi- 
cada en 3 de agosto de 1851, son abonables 
los créditos procedentes de indemnizaciones 
motivadas por la construcción de obras de 
fortificación durante la guerra civil, no recla- 
mados en el plazo improrogable de dos me- 
ses señalado por la R. 0. de 28 de mayo 
de J842, como quiera que no se imponía á 
su falta de presentación en el expresado tér- 
mino la caduc dad ó prescripción de aquella 
clase de créditos; siempre que con arreglo & 
los arts. 6.° y 9." de la ley citada, y al 3.° 
dél reglamento dictado para su ejecución 
en 23 del mismo mes y año, se hubiesen 
presentado los créditos de que se trata den- 
tro de los plazos que en ios expresados ar- 
tículo» se determinan. 

Y segundo. Que en atención á no cons- 
tar de los antecedentes del expediente que 
motiva esta resolución que el Ayuntamiento 
de Reinosa haya cumplido con dicho requi- 
sito, no apareciendo tampoco que haya soli- 
citado la subsanacion de la falta de no haber 
interyenido en la construcción del fuerte de 
la Venta Nueva ni el Cuerpo .de ingenieros 
ni el de Administración militar, según ter- 
minantemente se prescribe para que sea de 


abono esta clase de gastos, por las Reales ór- 
denes de 18 de mayo de 1834 j 11 de abril 
de 1836, no puede accederse á la instancia 
últimamente promovida por el Alcalde de la 
referida municipalidad, en atención á los 
defectos de que adolece el expediente y á ' 
que no aparecen nuevos méritos para dejar 
sin efecto las Reales órdenes negativas ante- 
riormente recaídas, por cuanto carece de 
aplicación a! caso de que se trata el Real de- 
creto-sentencia del Consejo de Estado de 19 
de junio de 1863, que se invoca en favor de 
la indicada petición. Es ála vez la voluntad 
de S. M. que esta disposición sirva de regla 
general para los demás casos análogos.» — 
De Real orden etc.— Madrid 17 de agosto 
de 1865. (CL. t. 94 p. 320.) 

R. D. de 5 octubre de 1865. 

Dispooiendo puedan cobrarse los capitales amorti- 
zados de valores cotizables de la Deuda pública en 
las islas de Cuba y Puerto-Rico. 

(Hac.) «Propuesto por el Consejo de Mi- 
nistros y decretado por mí que los intereses 
de los valores cotizables de la Deuda pública 
de España puedan cobrarse á voluntad de los 
poseedores en las Tesorerías de Hacienda de 
las islas de Cuba y de Puerto-Rico desde 1 
de enero de 1866, de acuerdo con el mismo 
Consejo de Ministros, 

Vengo en mandar: 

1. ° Que se cobren igualmente en dichas 
islas, cuando la suerte lo designe y desde 
la citada fecha, los capitales amortizados de 
aquellos-valores, si lo solicitasen sus posee- 
dores con la presentación de los títulos. 

2. ° Que de la anterior disposición se ex- 
ceptúen los valores de la Deuda pública cu- 
yos capitales, aunque sujetos á amortización, 
no devenguen intereses. 

3. ° Que el pago de los capitales amorti- 
zados se verifique siempre prévia la compro- 
bación de la legitimidad de los respectivos 
títulos que hará la Dirección general de la 
Deuda pública. — Dado en San Ildefonso á 5 
de octubre de 1865.» (Gac. 12 octubre.) 

R. D. de 5 octubre de 1865. 

Aprobando o! reglamento para la ejecución del ante- 
rior y de! de 1 0 de octubre sobre pago de los inte- 
reses y co^ro de capitales amortizados en Üuba y 
Puerto-Rico . 

(Hac.) «Decretado por mí, á propuesta 
del Consejo de Ministros, que los intereses 
de los diversos valores cotizables de la Deu- 
da pública de España y la amortización de 
los capitales que los devenguen puedan co- 
brarse á voluntad de los poseedores en las 
Tesorerías de Hacienda de las islas da Cuba 
y de Puerto-Rico desde 1.° de enero de 1866. 
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Vengo en aprobar el adjunto reglamento 
para que se ejecuten en aquellas islas ambas 
resoluciones. — Dado en San Ildefonso á 5 de 
Pctubre;de 1865.» 

El reglamento para la ejecución de los 
Reales decretos de l.° y 5 de octubre 
de 4865 sobre pago de intereses y cobro 
de capitales amortizados de la Deuda pú- 
blica en las islas de Cuba y de Puerto- 
Rico, contiene entre otras las disposicio- 
nes siguientes: 

«Art. l.° Los intereses de los diversos 
valores cotizables de la Deuda pública de Es- 
paña y sus capitales, cuando hayan de amor- 
tizarse por sorteo ó mediaute cualquiera otra 
forma de vencimieuto, podrán cobrarse á vo- 
luntad de los poseedores en las Tesorerías de 
Hacienda de las islas de Cuba y de Puerto- 
Rico desde el l.° de enero de 1866. 

Art. 2.° Bajo la denominación de títulos 
de la Deuda pública se considerarán com- 
prendidos los ae la Deuda consolidada y di- 
ferida, las acciones de carreteras y obras 
públicas, los billetes hipotecarios, las obli- 
gaciones del Estado por ferro-carriles, las 
del Canal de Isabel II y cualesquiera otros 
valores puestos en circulación por el Estado, 
sobre los que abone intereses semestrales ó 
anuales por medio de cupones. 

También se considerarán comprendidos los 
extractos de inscripciones nominativas cor- 
respondientes á la Deuda pública consolidada 
y diferida. 

Art. 3.° Los poseedores de títulos cuyo 
capital sea amortizable y corresponda á cual- i 
quiera de los valores determinados en el ar- , 
fóculo anterior, podrán á su voluntad realizar I 
en las islas de Cuba y de Puerto-Rico el im- 
porte de aquellos, llegados los vencimientos 
á que se refiere el art. l.° v prévio el reco- 
nocimiento de los mismos títulos y la com- 
probación de su legitimidad por la Dirección 
general de la Deuda pública. 

Art. 4.° No se tendrán por comprendi- 
dos en el art. l.° de este reglamentólos va- 
lores cotizables de la Deuda pública que sin 
ser inscripciones nominativas circulen y sean 
al portador devengando intereses para cuyo 
cobro se requiera la presentación del título 
y que carezcan de cupones. 

(Siguen otros varios artículos, dispo- 
niendo lo conveniente para la ejecución 
de esta medida. (CL. t. 94, p. 650). 


R. O. de 25 agosto de 1866. 


"' 7 ," '," V , '<‘ui.uauoj suministradas á las 

Juntas de gobierno con motivo del alzamiento na- 
cional que tuvo lugar en 1813 se formalicen en 
cuenta del modo que se expresa. 


(Hac.) «He dado cuenta á la Reina del ex- 
pediente consultado por esa Dirección gene- 
ral sobre la conveniencia de llevar á efecto 
la formalizacion de las cantidades suminis- 
tradas por las Diputaciones provinciales y 
Ayuntamientos á las Juntas de gobierno 
creadas con motivo del alzamiento nacional 
que tuvo lugar en 4843, y á varios jefes de 
las fuerzas militares que operaron en distintos 
puntos; y vista la lev de 3 de agosto de 4 851 : 

Visto el regiamente publicado para su eje- 
cución : vista la Real árdea de 29 de marzo 
de 1845: 

Considerando que los créditos de que se 
trata fueron virtualmente reconocidos por el 
Tesoro desde el momento en que las Corpo- 
raciones acreedoras , cumpliendo las pres- 
cripciones de la Real orden citada, presen- 
taron en las Contadurías ios recibos justifi- 
cantes de su importe y recibieron en su equi- 
valencia, ó sea para' su resguardo, un du- 
plicado de las facturas ó carpetas de aque- 
llos, autorizados por las dependencias del Es- 
tado: 

Considerando que la legitimidad de los 
justificantes resulta también comprobada con 
el hecho de. no haber sido rechazados en el 
examen que de ellos y de las cuentas de las 
JiiDtas, cuyo cargo constituían , hicieron 
primero las Contadurías de provincia y des- 
pués la general del Reino: 

Considerando que implícitamente se re- 
solvió en la expresada Real órden que los 
créditos de las Corporaciones de que se trata 
se compensarán con sus débitos por contri- 
buciones de aquellos anos: 

Considerando que aun cuando esta dispo- 
sición no existiera, ó no se creyere con fuer- 
za suficiente para estimar la compensación 
á causa de los términos poco precisos de su 
redacción, otras que tanto por su fecha cuan- 
to por su procedencia, son de mucha mas 
autoridad , resuelven por completo la cues- 
tión: 

Considerando que en efecto , ¡a ley de 3 
de agosto de 1851, después de consignar en 
su art. 4.° los débitos que había de abrazar 
la Deuda del material del Tesoro, entre los 
que se encuentran detalladamente los prés- 
tamos , anticipaciones de f ondos y suminis- 
tros de efectos , y en general todo derecho 
á cobrar que no consista en sueldos ó asig- 
naciones personales de los funcionarios y ció» 


Tomo V. 
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ses pasivas del Estado, declara en su art. 10 
que son comparables lós créditos hasta fin de 
1849 , de que trata la propia ley, con los dé- 
bitos que de la misma época resulten á favor 
del Tesoro: 

Considerando que aunque establece plazos 
para la presentación de reclamaciones y 
prescripción de los créditos, ninguna de las 
reglas ó disposiciones referentes á este ex- 
tremo son aplicables ai caso de que se trata, 
puesto que, según Jo mandado en la Real 
orden de 29 de marzo de 1845 ya citada, los 
Ayuntamientos acreedores y deudores á la 
vez del Tesoro lian tenido el deber de espe- 
rar á que el Gobierno acordase la forma y 
términos de Ja formalizacion de los créditos: 

Considerando que si bien no es posible 
asegurar lroy si durante el largo tiempo tras- 
currido se lian, realizado ó no algunas fottma- 
tizuciones parciales ó compensado parte de 
los crédito:; , de todos modos y cualquiera 
que baya sido la suerte de esos créditos en 
el trascurso de dicho tiempo , ninguna difi- 
cultad ni perjuicio puedo ofrecer en la ac- 
tualidad la formalizacion délos que se bailen 
legítimamente representados ; pues claro es 
que las compensaciones no han podido ni de- 
ben hacerse sin la presentación y previa en- 
trega de Jas carpetas que autorizaron en su 
dia las Contadurías de provincia para res- 
guardo de las corporaciones inuncipales : 

Considerando que si las compensaciones se 
han realizado, las carpetas han tenido nece- 
sariamente que pasar á poder de! tesorero, y 
que si. dichos documentos se presentan ahora 
por los Ayuntamientos, están vivos los cré- 
ditos que representan y procede su compen- 
sación : 

Considerando que si bien seria procedente 
satisfacer en los términos de instrucción, y 
previos los trámites ordinarios, los créditos 
de los Ayuntamientos en billetes de la Deuda 
del material del Tesoro y admitir en el acto 
estos valores en compensación de los débitos 
por contribuciones atrasadas, esta operación 
solo Jiabia de producir una entrada por sali- 
da , ó lo que es igual , la emisión de unos va- 
lores que habían de quedar en el acto amor- 
tizados ; 

Y considerando que si se atiende también 
á que según ió dispuesto en el art.' 42 del 
Reglamento para la ejecución de la ley de 3 
de agosto de 18?; 1, los créditos que se amor- 
ticen por compensación con débitos á favor 
dél Tesoro, procédentes de contribuciones é 
impuestos hasta fin de 1849, no debe dismi- 
nuir lu cantidad que en ol presupuesto ríe 
cada año vélen las Cortes con destino al pago 
dé internes y amortización de la Renda del 


Material del TeStú-o, ho pttedg menos do juz- 
garse ímteCtísaíta ía fertiiSíoh á rites Citada, 
^ue eil esté Cliso solrt priidllciriá dentera eb 
el servicio y el consiguiente tfttbajo en las 
diversas dependencias del Estado: 

S. M. conformándose con los dictámenes 
emitidos por las Diáeefciones genérales del 
Tesoro y de Contabilidad , se ha di'gbado 
mandar: que mía vez comprobada Ja legiti- 
midad de las carpetas que presenten los 
Ayuntamientos, so figuré eh la cuenta de 
rentas públicas la baja del débito equivalen- 
te , y que a! mismo tiempo se formalice en 
dichas cuentas y en las de gastos públicos y 
Tesoro, parte de fondos especiales, papel de 
la Deuda y del Tesoro , vm cargo y una data 
por el mismo valor de las carpiólas y con 
aplicación á un concepto especia! que pueda 
ponerse manuscrito con el título de '(com- 
pensación de créditos del materia! del Teso- 
ro con débitos por contribuciones atrasadas» 
produciendo ei cargo carta de pago ú favor 
de! Ayuntamiento, y justificándose la data 
con la carpeta cancelada y la baja de la cuen- 
ta de rentas públicas , con certificados de la 
Contaduría referente á la formalizacion si- 
multánea de créditos y débitos compensados. 
— Re Real orden etc. — Madrid 25 de agosto 
de 1866.1; (CL. t. 96, .p. 504 . ) 

Ley de 29 junio de 186*. 

! _ Es Ja de presupuestos, cuyo art. 10 aulo- 
riza al Ministro de Hacienda para qne pueda 
I convenir con el Banco de España en la erni- 
j sion do una nueva série de billetes liipote- 
i. caries. 

Ley de 11 julio de 1867. 

Sobró emisión lio lleuda consolidada exterior al 3 por 
100 para su canje ron las amoi tizaliles ote.: autori- 
zaciones al Gobierno para o¡ anecio do las cnuslio- 
riits de capones promovidas por cousccucaci.l del 
¡ caso 3 °; art 2 l> , ley de 1° de íroslo de 1851 ; y 
para omitir y negociar Deuda consolidada oxtorior 
que produzca 40 millones de escudos. 

(Hac.) «Doña Isabel II etc. sabed: que 
las Cortes lian decretado y Nos sancionado 
lo siguiente: 

Articulo l.° Se emitirá Deuda consolida- 
da exterior al 3 por 100 en cantidad bastan- 
te para que al tipo de 40 por 100 de su valor 
nominal pueda ser canjeada: 

1. ° Por c‘l 48 por 100 del valor nominal 
de los títulos en circulación de Deuda amor- 
tizable de primera clase y ele la diferida de 
1831. 

2. ° Por el 32 por 100 del valor nominal 
de los títulos en circulación de Deuda amor- 
tizare dé segunda claYe exterior. 

Y 3.° Por el 25 por 100 del valor nomi- 


i 
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nal de los títulos en circulación de Deuda 
amortiaable de segunda clase interior. 

Para que la conversión tenga efecto , los 
acreedores habrán de recibir en Deuda con- 
solidada exterior al 3 por 100, 200 pesos 
fuertes nominales por cada 100 pesos, valor 
nominal en títulos de Deuda amortizable de 
primera clase ó de la diferida de 1831, y 150 
pesos fuertes por cada 100 pesos del valor 
nominal á que asciendan los títulos , de Deu- 
da amortizable de segunda clase exterior é 
interior; pagando en metálico á los cambios 
establecidos para la Deuda exterior, el exce- 
so ó diferencia que resulte entre el valor 
efectivo á 40 por 100 de Ja que reciban, y 
el que tengan á los tipos respectivamente 
lijados de 48, 32 y 25 por 100 los títulos que 
han de ser convertidas. 

Los acreedores podrán recibir á su elec- 
ción títulos al portador ó inscripciones de la 
Deuda consolidada. 

Art. 2.° Los acreedores que presenten 
sus títulos á la conversión dentro de un pla- 
zo de treinta dias contados desdo el en que 
se anuncie quedar abierta, recibirán los tí- 
tulos de Deuda consolidada exterior con in- 
terés desde l.° de enero de 1867, ó sea con 
el cupón vencido en 30 de junio de este año. 
Los que presentasen sus títulos después de 
trascurrido dicho plazo , y antes del 31 de 
diciembre venidero en cuyo dia quedará de- 
finitivamente cerrada la conversión , recibi- 
rán títulos con interés solamente desde l.° 
de julio del año actual. La presentación, 
pago y canje tendrá efecto en Madrid, París, 
Londres y Amsterdam. Los tenedores de 
Deudas amortizables que prefieran realizarlo 
directamente en Madrid, podrán hacerlo en 
las oficinas de la Deuda pública , recibiendo 
al mismo tipo de 40 por 100 títulos de la 
Deuda consolidada interior ó bien de la Deu- 
da exterior, pagando en este caso la diferen- 
cia á los cambios señalados para ella. Ade- 
más de la parte que según lo dispuesto en ei 
art. l.° deban satisfacer á metálico los acree- 
dores que se presenten á la conversión , pa- 
garán también en efectivo a! mismo cambio de 
40 por 100, el resto o diferencia que sea in- 
dispensable para completar el valor do un 
título de Deuda consolidada. 

Art. 3.° Desde el 4 A del presente julio 
se suspenderán las subastas mensuales de 
Demias amortizables. Si el 31 de diciembre 
siguiente no hubiesen sido presentados á 
convertir con sujeción á la presente ley to- 
dos los títulos de Deudas amortizables exis- 
tentes hoy en circulación, se continuarán las 
subastas desde el mes de enero de 1868, 
destinándose para ellas la cantidad que cor- 


responda, en proporción exacta ¿ k que 
ahora guarda la de., i 8 millones de reales al 
año comprendida en presupuestos para este 
servicio , con el importe total de las mismas 
Deudas existentes en circulación, 

Art. 4.“ Los créditos contra el Estado 
que can arreglo á la ley de 1 /’ de agosto de 
1851 deben sqr satisfechos en Deudas amor- 
tixables y so liquiden y conviertan después 
de la presente se pagarán en Deuda consoli- 
dada al 3 por 10O (según el cambio medio 
que hubiere tenido en la bolsa de Madrid) 
durante ei trimestre que preceda á la fecha 
de Ja aprobación de la liquidación, en esta 
furnia: 30 por 100 de crédito liquidado y 
convertido, si correspondiera ser satisfecho 
en Deuda aniortiznble de primera clase, y 15 
por 100 si debiese serlo en amortizable de 
segunda clase. 

Art. 5.° Se autoriza al Gobierno para 
llevar á cabo un arreglo de las cuestiones 
promovidas por consecuencia del caso 3.° do! 
art. 2.° de la ley de i A de agosto de 1851, 
sin exceder de los tipos que para el mismo 
objeto señaló la de 30 de junio de 1866. Los 
títulos que con este motivo se emitan solo 
devengarán interés desde l.° de julio del 
presente año. 

Art. 6.° Se autoriza al Gobierno para 
emitir y negociar Deuda consolidada exte- 
rior en la cantidad necesaria para producir 
ai Tesoro 40 millones de escudos. 

Art. 7.° De ins sumas efectivas que por 
consecuencia de las disposiciones de la pre- 
sente ley deba recibir el Tesoro público, se 
destinará el 85 por 100 á saldar los déficits 
de los presupuestos de 1860 á 1867 y ante- 
riores, y el 15 por 100 restante constituirá 
un fondo especial que sirva de base para los 
auxilios que hayan de otorgarse á las empre- 
sas de ierro-carriles,-, á cuyo fin será presen- 
tado á las Cortes el oportuno proyecto de ley 
en los primeros dias de la próxima legisla- 
tura. 

Art. 8.° El Gobierno podrá contratar con 
sociedades ó casas de banca extranjeras, que 
ofrezcan garantías bastantes y con el abono 
de la Comisión que lije el Consejo de Minis- 
tros, las diversas operaciones que autoriza la 
presente ley. 

Art. 9.° El Ministro de Hacienda adopta- 
rá jas disposiciones oportunas para la ejecu- 
ción de esta ley. _ 

Por laido: Mandamos á todos los Tribuna- 
les, justicias, jefes, Gobernadores y domas 
autoridades así civiles corno militares y ecle- 
siásticas, de cualquiera clase y dignidad, que 
guardón y hagan guardar, cumplir y ejecu- 
tar la presente ley cd todas sus partes. San 


DEUDA PUBLICA. (1867 ) 


388 

Ildefonso á 11 de julio de 1867.» ( Gacela 13 
julio.) 

R. D. de 17 julio de 1807. 

Disponiendo lo conveniente para llevar á efecto el 
arresto de las cuestiones de cupones - 

(Hac.) «En vista de las razones que rae 
lia expuesto el Ministro de Hacienda, de 
acuerdo con ei parecer del Consejo de Mi- 
nistros, y usando de la autorización que con- 
cede al Gobierno el art. 5. 5 de la ley de 11 
de julio actual, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° El 50 por 100 , ó sea la mi- 
tad no convertida y amortizada en virtud del 
caso 3." del art. 2.° de la ley de 1 .° de agos- 
to de 1851 del importe de Iris cupones de la 
Deuda consolidada del 4 y 5 por 100, venci- 
dos y no satisfechos desde 1 de octubre de 
1840 hasta fin de junio de dicho año de 1851 , 
será convertido en Deuda consolidada exte- 
rior al 3 por 100. 

Art. 2.° Se estimará para la conversión 
al 25 por 100 efectivo la mitad del importe 
de dichos cupones, ó el valor nominal que 
ia represente de los certificados expedidos 
por los comités, así de España como del ex- 
tranjero, dándose en pago Deuda consolida- 
da exterior, computada al 45 por 100 de su 
valor nominal, que gozará interés desde l.° 
de julio corriente. 

Árt. 3.° Los que presentaren certifica- 
dos á la conversión, declararán bajo su firma 
que renuncian á toda reclamación ulterior, 
é igual manifestación harán los que no es- 
tuvieron certificados y pidan ahora el abono 
de la mitad en que fué reducido ci importe 
de sus cupones. 

Art. 4. u No se convertirán los certifica- 
dos expedidos por los comités sin que de 
una manera auténtica sea comprobada su 
legitimidad. 

Art. 5.° Las operaciones para la conver- 
sión se llevarán ¡i efecto por la Comisión de 
Hacienda de España en las plazas de Lon- 
dres, París y Arnsterdam, y por las oficinas 
de la Deuda pública en la de Madrid. 

Los interesados, á su elección, podrán re- 
nunciar la diferencia ó pico que resulte en- 
tre la cantidad que les fuere abonable y el 
importe efectivo de los títulos que hayan de 
recibir, ó satisfacer en metálico á los cam- 
bios establecidos y tipo de 45 por 100 el ex- 
ceso hasta completar el importe mínimo de 
un título de Deuda consolidada. 

Art.. 6.° Se fija para la conversión un pla- 
zo iinprorogable de tres meses, contados des- 
de que se haga la publicación del presente 
decreto en la Gaceta de Madrid y en los pe- 


riódicos de Lóndres, Arnsterdam y París. 
Trascurrido este plazo, los que dejen de 
presentar Jos certificados ó reclamar el abo- 
no del SOpor 100 , incurrirán irremisible- 
mente en la pena de caducidad. 

Art. 7.° Todas las operaciones de con- 
versión se ajustarán al presente decreto, al 
reglamento que be tenido á bien aprobar con 
esta fecha, y á las disposiciones que para su 
mejor cumplimiento dictare mi Ministro de 
Hacienda. — Dado en San Ildefonso á 17 de ju- 
lio de 1867.» (Gaceta 18 julio.) 

R. D. de 17 julio de 1867 , 

Aprobando el regltvnenio para la ojnnmon de la ley 
de 11 de julio sobre conversión de las araortizables 
en Deuda consolidada 

(Hac.) «En atención á las razones que 
me lia expuesto el Ministro de Hacienda, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, y de 
conformidad con el de Estado, 

Vengo en aprobar el siguiente reglamen- 
to para la ejecución de la ley de 1 i de julio 
de 1867 sobre la conversión en Deuda con- 
solidada de las amortizabas de primera y 
segunda clase, y del 50 por 100 que se re- 
bajó á los cupones de la del 4 y 5 por 1 00 
vencidos y que no se habían pagado desde 
l.°de octubre de 1840 á fin de junio de 1851, 
en virtud de lo dispuesto en el caso 3.° deí 
art. 2." de la ley de 1 .° de agosto del mismo 
año de 1)151. 

CAPITULO PRIMERO. 

De la conversión de. las Deudas amortizadles 
en consolidada al 3 por 400 . 

Artículo 1 Las Deudas amortizabas de 
primera y segunda dase en circulación , así 
interior como exterior , representada por lá- 
minas emitidas con sujeción á la ley do l.° 
de agosto de 1851 y ai reglamento para su 
ejecución , fecha 17 de octubre del propio 
año , y la conocida con la denominación de 
diferida de 1831, se convertirán en Deuda 
consolidada á 3 por 100 exterior ó interior, 
á voluntad de sus tenedores, con arreglo á 
los tipos y condiciones consignadas en los ar- 
tículos 1,° y 2,° de la ley de 11 del mes ac- 
tual. 

Art. 2.° Perderán el derecho á la conso- 
lidación en Deuda del 3 por 100 las Deudas 
amortizares de primera y segunda clase en 
circulación de que trata él artículo anterior, 
que no se hubiesen presentado á convertir 
en consolidada antes del l.° de enero do 
1868, y continuarán amortizándose por su- 
bastas con arreglo á lo dispuesto en el ar- 
tículo 3.° de dicha lev de 1 1 del corriente, 
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destinándose para ellas la cantidad que cor- 
responda en proporción exacta á la que aho- 
ra guarda la ae 18 millones de reales al ano 
consignada en presupuestos para este servi- 
cio, con el importe total de las mismas deu- 
das existentes en circulación. 

Art. 3.° Se pagarán en Deuda consolida- 
da al 3 por 100 al cambio y por los tipos es- 
tablecidos en el art. 4.° de la ley de H del 
actual, tanto los créditos ó láminas de la an- 
tigua Deuda en circulación inscrita en el gran 
libro ó registro de la Deuda pública, distin- 
guidos con la denominación de Deuda pen- 
diente de conversión , cuanto los créditos 
pendientes también de liquidación , que se- 
gún sus clases y procedencias tienen dere- 
cho con arreglo á la ley de l.° de agosto de 
1851 á su conversión en Deudas amortiza- 
bles de primera y segunda dase , y cuyas 
conversiones y liquidaciones tuvieren efecto 
después de la publicación de la nueva ley. 

Art. 4.° Una vez acordado el pago por la 
Junta de ia Deuda pública de los referidos 
créditos pendientes boy de conversión y de 
liquidación , y'señalada la cantidad de Deuda 
unortizable de primera y segunda dase que 
.jegun su origen y condiciones les corres- 
ponda, se procederá al abono ó pago en los 
términos expresados en el articulo anterior. 

Art. 5.° Las operaciones de conversión 
se centralizarán en París ó Lóndres, según 
el Gobierno le determine. 

Art. 6. v La confección de los títulos de la 
Deuda exterior que se creen á consecuencia 
de la ley, correrá á cargo del presidente de 
las Comisiones de Hacienda de España en el 
extranjero. En el caso de llevarse á cabo la 
operación de conversión por una ó mas ca- 
sas extranjeras, le suministrará aquel el nú- 
mero de títulos que sean necesarios para 
satisfacer el importe de las facturas que aque- 
llas remesen á la citada Comisión á medida 
que lo verifiquen, recogiendo los resguardos 
oportunos. 

Art. 7.° Los nuevos títulos del 3 por 100 
consolidado exterior que se expidan , serán 
en un todo conformes al modelo aprobado 
por ei Gobierno, y el pago de sus cupones 
se domiciliará , como hasta aquí, en las pla- 
zas de Madrid, Lóndres y París. 

Art. 8.° Estos nuevos títulos serán con- 
vertibles, á voluntad de sus tenedores , en 
inscripciones nominativas que expedirán las 
oficinas generales de la Deuda en Madrid. 
Esta conversión podrán los interesados soli- 
citarla por conducto de las Comisiones de 
Hacienda en Lóndres y París , depositando 
en ellas sus títulos al portador, en cuya equi- 
valencia les facilitarán aquellas los oportunos 
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resguardos ínterin se les expiden y entregan 
los extractos de inscrincinn. 

A/t. 9.° Sin perjuicio de centralizar en 
París ó Lóndres las operaciones de conver- 
sión, según lo dispuesto en el art. 5 .°, la de 
las Deudas amortizables se verificará ade- 
más de dichas dos plazas, en las de Amster- 
dam y Madrid, en las tres primeras plazas 
por las Comisiones de Hacienda de España, 
ó por la casa ó casas de Banca á quienes el 
Gobierno pudiere delegar en uso de la facul- 
tad que al efecto le concede el art. 8.° de la 
ley, y en la última por las oficinas de la Di- 
rección general de la Deuda. 

Para facilitar la conversión , si Jos posee- 
dores de los documentos de Deuda amorti- 
zare, se ponen de acuerdo con Ieís respecti- 
vas Comisiones de Hacienda ó con los dele- 
gados del Gobierno, podrán nombrar uno ó 
mas individuos de su seno que los represen- 
te v sirva de conducto intermedio para el 
canje de unos documentos por otros , y en- 
trega del metálico que produzca esta con- 
versión.. 

Art. 10. Los anuncios para la conver- 
sión de las Deudas amortizables se insertarán 
eD Madrid en la Gaceta y Diario oficial de 
Avisos , y en el extranjero en los principales 
periódicos de Lóndres , París y Amsterdam, 
y en ellos se fijarán las formalidades con que 
ios interesados han de acompañar los anti- 
guos créditos y recoger los nuevos. 

Art. 11. Los que presenten á convertir 
sus títulos de Deudas amortizables dentro de 
los treinta días siguientes al en que se pu- 
blique en los periódicos el anuncio de la con- 
versión , recibirán en pago los nuevos títu- 
los del 3 por 100 consolidado con intereses, 
á contar desde l." de enero del corrien- 
te año. 

Los que los presenten después de aquel 
plazo, solo tendrán derecho á los intereses 
del semestre que vencerá en 31 de diciem- 
bre del mismo. 

Art. 12. Siendo potestativo en los acree- 
dores según la ley recibir en pago de los do- 
cumentos que presenten á conversión títu- 
los al portador ó inscripciones nominativas 
del 3 por 100 consolidado, los que deseen 
obtener estas últimas en la forma hoy esta- 
blecida lo expresarán así en las carpetas con 
que han de acompañar los documentos re- 
presentativos de la Deuda amortizable. 

Art. 13. El 31 de diciembre del corrien- 
te año se cerrará la conversión en Madrid y 
en el extranjero de las Deudas amortiza bles, 
y las Comisiones de Hacienda de España for- 
marán inmediatamente la cuenta de esta 
operación en el modo y forma que se acuer- 
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<ii>. por Jas oficinas geiiei'Hies tic Ja Deuda. 

La acordará -también fas formalida- 
des ron que haya de precederse en su día á 
¡a quemado los documentos que se hubie- 
ron recogido. 

Art. -14. Los títulos de Deudas amoríi- 
¿aldes de primera y segunda clase interior 
qoe se presenten á su conversión en el ex- 
I ranje.ro deberán acompañarse con dobles 
fací uras. Al recibir estas Ja Comisión, tala- 
drarán en el acto los documentos á presen- 
cia del interesado, entregándole en equiva- 
lencia un resguardo talonario que en su día 
será canjeado por Jos títulos del 3 por 100 
que han de darse en pago. 

Art. la. Los títulos de Ja Deuda diferida 
iio 48.il (cuyos libros talonarios existen en 
las oficinas de la Deuda en Madrid) se acom- 
pañarán también con dobles facturas para 
darles igual curso que á las de la Deuda 
amortizadle interior. 

Art. 1G. Tan luego corno las Comisiones 
reciban las facturas , remilirán una de ellas 
por el conducto mas pronto y seguro á la 
Dirección general de Ja Deuda, y la otra con 
los títulos al siguiente -día. 

La Dirección procederá á su reconoci- 
miento;, devolviendo, con la nota ele legiti- 
midad, una de aquellas á fin de que las Co- 
misiones al entregar los títulos del 3 por 100 
recojan el resguardo y exijan del interesado 
la firma del recibo de los documentos. 

Art. 17. Los documentos de Deuda 
amortizadle exterior se acompañarán solo 
con una factura mediante que en las Comi- 
siones existen los libros talonarios , y estas 
entregarán á los interesados los oportunos 
resguardos mientras lo hacen de los títulos 
que han de darse en su equivalencia. 

Art. 18. Los documentos de la antigua 
Deuda interior con derecho hasta aquí, co- 
rno pendiente de conversión , ó serlo en Deu- 
das amortizadles de primera y de segunda- 
clase , y abonable ya en lo sucesivo en -Deu- 
da consolidada al 3 por 1 00 ^ según los ¡w- 
tículos 4.° de la ley y 3.° de este reglamen- 
to se presentarán a esta conversión en las 
oficinas generales de la Deuda en Madrid, 
por existir únicamente en ellas los libros y 
asientos de su referencia. 

Art. 19. Habiendo tenido tanibion dere- 
cho hasta aquí, como pendientes de conver- 
sión, los documentos de Deuda pasiva exte- 
rior y los do la antigua Deuda exterior al 5 y 
3 por 100 á ser convertidos en Deuda amor- 
tizadle de segunda clase interior, con arre- 
glo d la ley de. l.° do agosto de 1851-, los 
primeros por todo su valor nominal y los se- 
gundos por sus respectivas tercera y quinta 


liarte; y debiendo ya atiera ser abonados di- 
chos documentos cuando se presentaren á 
conversión por el 15 por 109 de su nominal 
importe en Deuda consolidada del 3 por 100, 
según los citados arts. 4.° de la ley y 3.° de 
este reglamen to, las Comisiones de Hacien- 
da en el extranjero al recibir estos documen- 
tos los enviarán con dobles facturas á los 
efectos que se indican en el art. 16. 

Cas dos y tres quintas partes de dichos do- 
cumentos de la antigua Deuda exterior al 
5 y 3 por 160, que son convertibles en Deu- 
da diferida de) 3 por 100 interior, devenga- 
rán intereses desde el semestre siguiente al 
en que se haga la presentación, conforme á 
lo dispuesto en la referida ley de 1851. 

Art. 20. Como los créditos á que se re- 
fiere el artículo anterior son, como en él se 
expresa, convertibles en Deuda interior con 
arreglo á la ley de l.° de agosto de 1851, 
podrán presentarse también en las oficinas 
generales de la Deuda pública en Madrid en 
igual forma que la prevenida para los de la 
Deuda amorlizable de primera y segunda 
clase interior. 

Art. 21. Disponiéndose en ei párrafo se- 
gundo, art. 2.° de la ley, que los tenedores 
■de la Deuda amorlizable interior de primera y 
segunda clase en circulación , que prefieran 
realizar la conversión en Madrid puedan ha - 
cerlo en las oficinas de la Deuda pública, re- 
cibiendo al cambio fijado en la misma ley tí- 
tulos del consolidado interior ó exterior, los 
interesados que deseen realizarlo así debe- 
rán presentar sus títulos con triples facturas 
en el departamento de emisión, consignando 
en ellas la clase de Deuda que prefieran re- 
cibir en pago. 

Si optasen por la exterior, la Junta recla - 
mará del presidente de las Comisiones de 
Hacienda en el extranjero los títulos del 3 
por 100 que sean necesarios para satislacer 
su importe. 

Art. 22. El presidente de las mismas Co- 
misiones, al remesar los títulos que han de 
aplicarse en pago de los q>ue se presenten 
cu Madrid á convertir en Deuda exterior 
dará aviso : por separado de su numeración, 
série é importe, á fin de precaver las conse- 
cuencias de un extravío. 

Art. 23. Las Corporaciones municipales, 
establecimientos de beneficencia é instruo 
cien pública-, patronos -de obras pías, cape- 
llanías y chunas fundaciones familiares y po- 
seedores de mayorazgos., podrán optar á la 
conversión -dispuesta por la ley, satisfacien- 
do la parte que en metálico Se exige á tes 
demás poseedores de Deudas amortízaMes, 
en cuya equivalencia se expedirán y se Íes 


UtoUUA PUBLICA. (48(17.) 


efltrpgwáfl ii^cripcionch insufribles por 
el vídnn d e ¡tos amorti/, ables que presenten, 
y e| restp jo recibirán pp los títulos al porta- 
dor que corresponda darles en pago dpi me- 
tálico que hayan satisfecho. 

Art. 24, Si las referidas corporaciones 
ó establecimientos tuvieron derecho al abo- 
no de alguna parte del valor de ios bienes de 
su pertenencia que so hayan enajenarlo á 
consecuencia de las leyes de desamortiza- 
ción, y deseasen proceder á la conversión 
de que serrata, se tos computara pl efecto 
como metálico en la parte que sea neeesa- 
ria, y se expedirán inscripciones intj*asferi- 
hles del 3 por 100 consolidado tanto por el 
valor por que se Jes admita respectivamente 
las Deudas amorto?, ables que presenten, como 
por la equivalencia de la cantidad que como 
efectivo se les abone, haciéndose la oportu- 
na liquidación á los tipos establecidos en la 
ley objeto de este reglamento. 

Art. ?5. Se podrán comprender en una 
sola factura todos jos documentos negocia- 
bles ó al portador que, aunque de distinta 
procedencia, sean convertibles en una mis- 
ma clase de Deuda amortizab'e interior, con 
arregJLo á tos disposiciones de la referida ley 
de l.° de agosto de 1851. 

Ar.t. 26. Todos los títulos que se presen- 
ten pana su conversión., así en Madrid corno 
en Jas Comisiones de Londres, París y A,ins- 
terdnn . deberán contener á su dorso el si- 
guiente endoso : A iq Dirección i ¡en eral de 
la Deuda pública para su conversión, 

Art.. ‘ 7. A las fracciones ó picos que re*- 
suJten al verificarse la liquidación de cada 
factura de presentación de, créditos á conver- 
tir, se aumentará la suma que baste á com- 
pletar ej valor mínimo de un título ,de Deuda 
consolidada exterior, ó sen 200 pesos fuertes; 
y el exceso que .aparezca .entre ej valor nomi- 
nal del residuo de la Deuda aroortizable y 
de! titulo del 3 por 10.0 consolidado que se 
entregue lo abonará el interesado al mismo 
cambio .del 40 por í 00 á que se vqdor.a para 
la conversión la repta consolidada. 

Art. 28.. Si el Gobierno estimase conve- 
niente encargar las operaciones de conver- 
sión á alguna casa extranjera, esta recibirá 
directamente .de los interesados las facturas 
y las entregará al presidente de la Comisión 
respectiva, quien le facilitará el oportuno 
resguardo talonario , así de los documentos 
que aparezcan en dichas facturas, como de 
la parte metálica que jas interesados entre- 
guen de conformidad ú lo prevenido en el 
segundo párrafo de. Ja disposición 3. a del arT- 
tícuio i.° de la ley, á menos que no se hu- 
biese dado ya .aplicación ,á Jos jfoudhs .en ,me- 


talico con arreglo á las instrucciones que 
pueda haberles comunicado la Dirección ge- 
neral del Tesoro. 

Art. 29. La recaudación de los fondos á 
metálico que con arroglo á los arts. 1 .1 y 2." 
de la ley produzca la conversión en el caso 
de llevarse á efecto la operación por una 
casa extranjera, deberá ser objeto de jas ins- 
trucciones que la Dirección general del Te- 
soro comunique á sus delegados ep vista de 
las estipulaciones de los contratos que al 
efecto se celebren. Sí la conversión se veri- 
lina directamente por las Comisiones de Ha- 
cienda de España en el extranjero, estas se 
arreglarán en el recibo y remesa de los fon- 
dos que recauden á Jas instrucciones que 
también les comunique la Dirección general 
del Tesoro. 

Art. 30. Las Comisiones taladrarán en el 
acto de recibirlos los créditos que les entre- 
guen la casa encargada de la conversión á 
presencia del comisionado por la misma, y 
darán aviso á la Dirección dn la Deuda del 
número é importe de jos documentos que 
reciban, así como del pormenor do los títu- 
los de |a Deuda exterior que apliquen al pago 
de las facturas presentadas. 

Art. 31. En el caso de que los títulos 
del 3 por 100 que hayan de darse no estén 
corrientes cuando los encargados de Ja con- 
versión entreguen á las Comisiones los palo- 
res de Deuda amortizadle que hubiesen re- 
cogido se les facilitará en su equivalencia un 
resguardo ó pagaré talonario que jes será re- 
cogido y cancelado á la entrega de los títu- 
los, según se practicó en la conversión .de 
1851. 

Art. 32. La casa ó casas de Banca que 
pudieren .estar encargadas de la conversión 
rendirán en fin d.e cada mes cuenta del me- 
tálico y efectos que durante el mismo hubie- 
ren recibido y de su inversión, y la pasarán 
al presidente de las Comisiones de Hacienda 
de España para el examen y demás que 
proceda. 

Estas cuentas se arreglarán en su redac- 
ción á las instrucciones que las ¡Direcciones 
de la Deuda y del Tesoro de -común acuerdo 
íes comuniqúen, teniendo presentes las con- 
diciones que se estipulen en el .contrato de 
conversión. 

Art. 33. Sin perjuicio de los .avisos .que 
diariamente den Jas Comisiones á la Direc- 
ción do la Deuda de los créditos q,uo naciban 
v los títulos (leí 3 por 100 qué den ,© su 
equivalencia, así por la Deuda amortizante 
como por el metálico c¡y.6 Jos acrccuQi,cs 
han entregar, remitirán luensuaiwcnto un 
resúmen ó note de) Estado dejaron versión, 
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tanto en Lóndres como en París y Ams- 
terdam. 

CAPITULO II. 

De la conversión del 50 por 100 que se rebajó 
á los cupones de la Deuda consolidada del 4 
y 5 por 100 exterior ó interior, en virtud de 
lo dispuesto en el caso 3-°, art. 2.° de la- ley 
de I.° de agosto de 185i. 

Art. 34. Autorizado el Gobierno por el 
artículo 5.° de la ley de 1 i del corriente para 
llevar á cabo un arreglo de las cuestiones 
promovidas por la rebaja del 50 por 100 de 
los cupones vencidos desde i 840 á 1851 de 
los títulos del 4 y 5 por 100 que se hizo á los 
acreedores, con arreglo al caso 3.°, art. 2.° 
déla ley de l.° de agosto del referido año 
de 1851, sin exceder Jo que por este con- 
cepto se satisfaga del 25 por 109 del importe 
de dicho 50 por 100 no convertido, y pa- 
gándose en Deuda del Estado, sirviendo para 
este efecto de tipo mínimo el de 40 por 100 
para el 3 por 100 consolidado interior, y el 
de 45 por 100 para el exterior, siempre que 
los interesados renuncien á toda reclamación 
en lo sucesivo, corno se había dispuesto en 
la quinta autorización de la ley de 30 de ju- 
nio de 1866, se tendrá entendido que cuan- 
do llegue el caso de que el Gobierno haga 
uso de esta autorización se verificará el abo- 
no con las formalidades que se expresarán 
en los artículos siguientes. 

Art. 35. No será abonable cantidad al- 
guna por el 50 por 100 de cupones rebajado 
y amortizado ai convertirse en Deuda dife- 
rida al 3 por 100 el otro 50 por 100 de los 
mismos cupones, con arreglo á la ley 
de 1851, qne no tenga comprobación legi- 
tima y esté perfectamente én armonía con 
las carpetas presentadas cuando dicha con- 
versión y amortización se verificó, á fin de 
que en ningún caso y por ningún motivo 
resulte que se paga mayor cantidad que la 
del 50 por 1 00 que se rebajó eu la conver- 
sión dispuesta por la ley de 1851 varias veces 
citada, bajo la responsabilidad de las depen- 
dencias de la Deuda pública y de las Comi- 
siones de Hacienda en el extranjero. 

Art. 36. Las operaciones para la. conver- 
sión que por este concepto deban tener lu- 
gar se verificarán en las plazas de Londres, 
París, Arnsterdam y Madrid en iguales tér- 
minos que para la de las Deudas amorti- 
zabies se dispone en el art. 9.° de este re- 
glamento, pediendo también nombrar los 
poseedores de certificados uno ó mas in- 
dividuos de su seno que los represente y 
sirva de conducto intermedio para el canje 
de unos documentos por otros. 


Los anuncios para llevar á efecto estas 
operaciones se insertarán en la Gaceta y 
Diario oficial de Avisos en Madrid, y en él 
extranjero en los principales periódicos de 
Londres, Paris y Amsterdan, fijándose las 
formalidades con que los interesados han de 
presentar sus documentos y recoger los nue- 
vos créditos á la manera que para las Deudas 
amortizables se dispone igualmente en el 
artículo 10 de este mismo reglamento. 

Art. 37. Los acreedores directos, sus 
herederos ó causa-habientes que hubiesen 
presentado cupones á la conversión de 1851 , 
y que reclamen hoy el abono del 50 por 100 
que dejó entonces de satisfacérseles, aeberán 
solicitarlo expresando el número de la car- 
peta, clase de Deuda y su importe, y además 
consignarán bajo su firma y responsabilidad 
que no han obtenido certificados de los 
comités. 

Una vez comprobada la legitimidad de la 
reclamación por medio del cotejo con las 
carpetas á que los interesados se refieran, y 
obtenida la seguridad de que no se expidió 
certificado, la Junta de la Deuda acordará su 
■ abono y la emisión de los títulos que hayan 
de darse en pago según las bases que se esti- 
pulen. 

Art. 38. Los tenedores de certificados 
emitidos por los comités, así en Madrid co- 
mo en el extranjero, podrán presentar estos 
á la Dirección de la Deuda pública, y en el 
extranjero á las respectivas Comisiones de 
Hacienda de España acompañados de dobles 
facturas ajustadas al modelo adjunto, para 
qne una vez justificada su autenticidad y le- 
gitimidad se puede acordar el abono de su 
importe. 

Art. 39. En el caso de que la presenta- 
ción de certificados se haga en el extranje- 
ro, las Comisiones de Hacienda facilitarán á 
los interesados en su equivalencia los opor- 
tunos resguardos talonarios, taladrando en 
el acto y á presencia de los mismos los cer- 
tificados reieridos, verificado lo cual en- 
viarán desde luego una de las facturas á las 
oficinas de la Deuda, y la otra la remitirá 
al siguiente dia con los documentos, coin- 
I probada ya su autenticidad, que hará cons- 
tar en las facturas en igual forma que la pre- 
venida en el art. 16 para las deudas amorti- 
zables. 

Art. 40. Cuando la Dirección de la Deu- 
da reciba los expresados documentos, dis- 
pondrá su confrontación con las facturas 
primitivas de presentación de cupones en 
1 851 á que aquellos se refieran. Comproba- 
do y acordado el abono por. la Junta bajo su 
responsabilidad, el departamento de liquida- 
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cion expedirá Ja oportuna certificación que 
se remitirá á la Comisión respectiva para 
que en su vista pueda proceder á la emisión 
de tos títulos que hayan de darse en pago á 
los acreedores , recogiendo de estos el res- 
guardo que les hubiese facilitado, y exigién- 
doles que firmen el recibo en los libros talo* 
uarios. 

Art. 41. Así los poseedores de certifica- 
dos como los que soliciten el abono del 50 
por 100 de los cupones, deberán consignar 
en las facturas ó solicitud que respectiva- 
mente presenten una declaración explícita y 
terminante de renunciar á toda reclamación 
ulterior. . 

Art. 42. No se reconocerá ni abonará 
certificado alguno que no convenga exacta- 
mente en número y cantidad con la factura 
de su referencia, y cuya autenticidad no se 
halle préviamente comprobada. 

Art, 43, Los que presentasen certifica- 
dos de los comités ó reclamen el abono del 
50 por 100 de cupones no convertido en 
1851 , deberán satisfacer á metálico la dife- 
rencia que haya entre el valer efectivo que 
le resulte abonable y el de los títulos del 3 
por 100 consolidado que reciban según los 
tipos que el Gobierno determine con arre- 
glo á la ley de 30 de junio de 1866 y al ar- 
tículo 5.° de la de 11 de este mes, 

Art. 44. El plazo fatal es improrogable 
para la presentación de los certificados de 
los comités; y para la reclamación del 50 
por 4 00 de los cupones que deba satisfacer- 
se á los acreedores que no han obtenido aque- 
llos documentos, será el de tres meses, con- 
tados para España desde la fecha de ía pu- 
blicación de este reglamento en la Gaceta 
de Madrid , y para el extranjero desde que 
respectivamente lo sea en los periódicos de 
París, Londres y Amsterdam; en el concep- 
to de que los que no presentaren dentro de 
dicho plazo los certificados, ó dejaren de re- 
clamar el abono de dicho 50 por 100, in- 
currirán irremisiblemente en la pena de ca- 
ducidad. 

CAPITULO III. 

Formalidades para el recibo y distribución de 
los t Huios de la Deuda exterior que han de 
emitirse. 

Art. 45. Para el recibo y distribución de 
los títulos de la Deuda consolidada exterior 
que han de emitirse, se observarán fas for- 
malidades siguientes: 

1 . a Después que el presidente de las Co- 
misiones de Hacienda haya autorizado con 
su firma y con la del comisario interventor 
á quien el Gobierno delegue los títulos del 


3 por 100 exterior que han de darse en pago 
de la conversión, los remitirá á las Comi- 
siones respectivas que de él dependan para 
que estas los apliquen al pago de las factu- 
ras que en las mismas (hubiesen presentado 
los interesados. 

2. a A medida que se vayan firmando por 
el presidente de las Comisiones de Hacienda 
y por el comisario interventor, se deposita- 
rán diariamente en un arca de tres llaves, de 
las cuales conservará una en su poder el 
mismo presidente, otra el cónsul de España 
y otra el interventor: Quedarán además en 
el arca un registro con la enumeración de 
los títulos y sus valores clasificados por sé- 
ríes y los títulos no firmados. 

3. a Iguales formalidades se observarán 
con los títulos que reciban las Comisiones 
mientras aquellos no se entreguen á los in- 
teresados. 

4. a La remesa de los títulos á las res- 
pectivas Comisiones desde en la que se cen- 
tralicen las operaciones de la conversión se 
verificará .por conducto de uno de los em- 
pleados de esta; pero para precaver cual- 
quiera extravío autes de entregarse los tí- 
tulos por las Comisiones á quienes se reme- 
sen, pondrán un sello especial en seco, sin 
cuyo requisito no podrán salir á la circu- 
lación. 

5. a Según sea necesario hacer uso de 
los títulos para distribuirlos al público , se 
extraerán del arca de tres llaves á presencia 
de los claveros , dejando anotado en el regis- 
tro el número y valor de los que se saquen, 
que serán solamente los precisos para el 
canje que deba hacerse en aquel dia con ar- 
reglo á las facturas despachadas y corrientes. 

6. a En el caso de que la conversión corra 
á cargo de una casa extranjera, á esta se 
hará la entrega de los títulos con las forma- 
lidades establecidas, recogiendo los resguar- 
dos oportunos. 

Art. 46. Se establecerá en Amsterdam 
una comisión temporal para llevar á efecto 
ó para intervenir las operaciones de la con- 
versión en aquella plaza. 

Esta comisión , que solo durará el tiempo 
necesario para llevar á efecto la conversión, 
estará á cargo de un jefe ó comisario, y del 
número de empleados que el presidente de 
las de Londres y Taris considere precisas. 

Art. 47. Por el Ministerio de Hacienda 
se expedirán las demás órdenes necesarias 
para ía ejecución y cumplimiento de la ley 
de este reglamento. — Dado en San Ildefonso 
á 17 de julio de 1867 — «Está rubricado ec- 
cetera.— El Ministro de Hacienda, Manuel 
García Barzanallana.» (Gac. 1 $ julio). 
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[i. O. de 24 julio de 1 S’ GT . 

Subte fiitrfga riü los libros Jalonar)»» i'ara la con»- 
jirobaduu di: tus cupones 

(Hac.) «Exorno. Sr.: El art. 4." de] Real 
decreto de 17 del corriente ordena que no 
.■;e convertirán los certificados de cupones 
expedidos por los comités sin que de una 
manera auténtica sea comprobada su legiti- 
midad, y los arls. 39 y 42 de! reglamento de 
igual lecha, expedido para la ejecución de la 
ley de H del actual, disponen que las Comi- 
siones de Hacienda de España en el extran- 
jero sean las que comprueben la autenticidad 
de Jos referidos certificados, sin cuya cir- 
cunstancia, y Ja de convenir en número y 
cantidad con la factura de su referencia , no 
se reconocerá ni abonará su importe. Para 
que tales mandatos reciban el debido cum- 
plimiento, la Reina lia tenido A bien disponer 
que los registros, libros talonarios y demás 
documentos que acrediten la legitimidad de 
ios certificarlos expedidos por los comités, 
referentes ai 30 por i 00 de cupones no con- 
vertido en lím i, sean entregados por sus 
actuales depositarios ó por quien corresponda 
ios del comité de Madrid en esa Dirección 
general, y los que procedan de los comités 
de Londres y Amsterdam al presidente de las 
Comisiones de Hacienda de España en el ex- 
tranjero librándose, á los que hicieren la 
entrega resguardo detallado de los documen- 
tos que presenten ; en la inteligencia deque, 
según las disposiciones citadas del Real de- 
creto y reglamento de 17 de julio, no podrá 
ser reconocido ni pagado en Deuda consoli- 
dada certificado alguno que, además de 
comprobar en número y cantidad con la res- 
pectiva factura de presentación de los cupo- 
nes , no pueda ser comprobada su aute.ncidad 
en esa Dirección general y en las Comisiones 
de Hacienda en el extranjero por medio de 
los talones y registros de los comités que 
hubieren sido entregados. — DeRenlórdenetc. 
Madrid 24 julio de 1867. — Barzanallana.» 
(Gao. 2 agosto). 

R. D. de 18 octubre de 1867. 

Croando una nueva súrie de billetes hipotecarios al 
portador por valor nominal do C00 aullónos do es- 
cudos. 

(Hac.) ((Exposición á S. M.- — Señora: — ■ 
Dotado el presupuesto del actual ejercicio con 
recursos nuevos de bastante cuantía y efec- 
tuadas considerables reducciones en los gas- ' 
tos públicos, el déficit no puede traer graves 
embarazos ai Tesoro. Sus ya exiguas propor- 
ciones, con relación at los -.que resultaron en j 
los años precedentes, prueban que es tarea 


fácil la completa nivelación de los presupues- 
tos, perseverando el Gobierno de Y. M., co- 
mo está firmemente decidido á hacerlo, en 
la realización de nuevas ó importantes eco- 
nomías. 

La lev de 29 de junio último concedió al 
Gobierno diversas autorizaciones, de las cua- 
les pueden nacer también algunas rebajas de 
gastos, la mejora de determinadas rentas y 
la realización de operaciones de crédito que, 
disminuyendo Ja Deuda llotante, libren al Te- 
soro de la inevitable penuria producida por 
la acumulación sucesiva de los déficits de an- 
teriores ejercicios. 

Por otra parte, la ley de 11 de julio de este 
año autorizó la conversión á renta del 3 por 
100 de las Deudas amortizadles y diferida de 
1831, dando con ello un gran paso Inicia la 
unificación de la Deuda pública y realizando 
al propio tiempo una operación de Tesorería 
que debe producir efectivos 40 millones de 
escudos. A la vez dispuso el pago, que ya a e 
está efectuando, del 50 por 100 rebajado en 
1851 del importo de los cupones vencidos y 
no satisfechos basta 30 de junio del mismo 
año, que es una nueva prueba de la lealtad 
de la nación para con sus acreedores: y au- 
torizó, por último, uua emisión de Deuda 
consolidada suficiente á proporcionar al Te- 
soro otros 40 millones de escudos,. 

.Es indudable, Señora, que el combinado y 
oportuno desarrollo de tal conjunto de dispo- 
siciones asegurará mas en lo porvenir la só- 
lida situación que en realidad tiene la Hacien- 
da de España, y dejará libre y desembaraza- 
da desde luego la acción del Tesoro pú- 
blico. 

Los nuevos recursos concedidos en el pre- 
supuesto van correspondiendo en Ja práctica 
á las esperanzas concebidas, y puede asegu- 
rarse que alguno de ellos, y no el de menos 
cuantía, excederá bastante de la suma en 
que filé val nado. 

Las economías votadas se plantearon opor- 
tunamente, y e) Gobierno confia en que podrá 
proponer á las Cortes para el próximo presu- 
puesto nuevas y considerables reducciones 
en los diversos servicios. 

La conversión de fas Deudas amortizables 
y diferida de 1831 ha encontrado tenaz opo- 
sición en alguna plaza extranjera; pero á pe- 
sar de estaño justificada resistencia de la in- 
fluencia desfavorable que naturalmente ejer- 
cieron los sucesos políticos del mes de agosto 
úllimo y de la demora en la confección de los 
nuevos títulos de renta consolidada exterior, 
cuya entrega no podrá comenzar hasta el 
próximo mes de noviembre, es Jo cierto qne 
viene correspondiendo ¿j las miras con que 
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foé votada. La mayoría do los acreedoras lia 
presentado á convertir sos títulos, satisfa- 
ciendo á metálico las cantidades que la lev 
dispone. 

Los valores nominales presentados hasta 
ahora en Madrid, Londres, Amsterdam y Pa- 
rís se elevan á 

Hs. vn. 195.508.845 Amorlizable interior 

de primera clase; 

1 84.382.620 Idem id. de segunda; 

318.856.000 Arriortizahle exterior 
de segunda clase, y 

63.586.000 Diferida de 1831. 

702,333.465 en junto. 

La conversión de estos capitales ha produ- 
cido ya un ingreso efectivo para el Tesoro 
de mas de 230 mifloues de reales; y como el 
resto de los acreedores no puede esperar que 
la Nación modifique en su favor condiciones 
aceptadas por el mayor número, debe con- 
fiarse en que antes del 3i do diciembre pró- 
ximo, en que la conversión quedará definiti- 
vamente cerrada, se presentará todo lo que 
haya disponible del resto en circulación, que 
importa boy 

Bs. vn. 56.172. 851 Amortizable de prime- 
ra clase interior; 

233.734,224 Idem de segunda id.; 

273.912.000 Amortizablede segun- 
da clase exterior, y 

1.954.000 Diferida de 1831. 

567.773.075 en totalidad. 

Prosiguiéndose, pues, la conversión y pa- 
gado en la forma establecida el 50 por 100 
de cupones , solo resta para poner en vigor 
todas las disposiciones de la ley de 11 de ju- 
lio último, el que se realice la emisión del 
empréstito de 400 millones de reales en Deu- 
da consolidada. 

Afortunadamente exisfen recursos de otra 
clase para hacer frente á las urgencias del 
Tesoro, sin que la Nación se vea obligada á 
gravar su presupuesto con una reata perpe- 
tua, que representaría, á ios cambios actua- 
les, 10 por 100 al uño de la suma que -lucie- 
ra efectiva. 

El Ministro que suscribe declara solemne- 
mente que jamás propondrá á V. M. la rea- 
lización de una operación que produzca se- 
mejante gravamen perpetuo para el país. 

El art '10 de Ja ley de 29 de jumo último 
autoriza al Ministro de Haciendo para que 
pueda convenir con el Banco de España en 
la emisión de una nueva serie de billetes hi- 
potecarios con interés de 6 por 100 ni año, 
po-r^i valor iiowumal y plazos de amortización 


que permita el importe de los pagarés de 
compradores de bienes nacionales que re- 
sol leu disponibles. 

Este importe se eleva próximamente á 

1.000 millones de reales y acrece cada día 
por consecuencia de las ventas que van efec- 
tuándose las cuales pueden valuarse en mas 
de 300 millonea cada año, siendo todavía 
considerable la masa de bienes que resta 
enajenar. 

Aplicando solo los pagarés vencederos du- 
rante doce anos por un total de 6 millones 
i de escudos en cada uno, puede crearse , de 
i conformidad a! citado art. 10 de la ley de 29 
de junio, una nueva serie de billetes hipote- 
carios por valor nominal de 500 millones de 
reales que tendrá fácil y ventajosa coloca- 
ción en nuestros mercados, dada la estima- 
ción de que gozan los que quedan sin amor- 
tizar fie la serie e mili d:\en 1864, y la que no 
puede ti menos de gozar los de la nueva, 
atendidas las condiciones espccialísimas de 
tales valores. 

De esta suerte obtendrá en breve término 
el Tesoro una suma efectiva mas considera- 
ble que la que hubiera realizado por la emi- 
sión de Deuda consolidada, imponiéndose al 
país un gravamen transitorio y de mucha me- 
nor importancia. 

Unida la suma efectiva que produzca la 
negociación de billetes hipotecarios á la co- 
brada ya y que ha de cobrarse por la con- 
versión dé las Deudas amortiza!) les, contará 
el Tesoro disponibles con mas de 800 mi- 
llones de reales que le permitirán saldar 
¡ desde luego tos préstamos recibidos en el ex- 
j trainero sobre garantía de títulos, que im- 
portan solo 261.500.800 rs. (68.813.000 
francos) y atender con holgura á toda dase 
de obligaciones, reduciendo á límites conve- 
nientes la Deuda flotante con gran economía 
de intereses, 

Desapareciendo el temor de una inmediata 
emisión de Deuda consolidada: recogiendo el 
Tesoro por el contrario todos los títulos da- 
dos en garantía de préstamos y no deman- 
dando un solo escudo a los mercados oxtran- 
¡¡ r os , se afianzará en ellos el crédito que Ja 
Nación merece y vendrá la justa elevación de 
nuestros valores. 

j En los mercados del Reino no puede ejer- 
I cer desfavorable influencia la colocación de 
i a nueva serie fie billetes hipotecarios, por- 
que son muy cuantiosos los capitales que boy 
paraliza la desconfianza y que seguirían para- 
lizados sin esta colocación privilegiada, en 
■ía que de seguro tomarán parte, como la 
tornarán matura 1 mente también las grandes 
simias que el 'Banco de España y el le- 
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soro han de satisfacer después del 31 de di- 
ciembre próximo por intereses y amortiza- 
ción de billetes hipotecarios de la primitiva 
serie y de obligaciones del Estado por ferro- 
carriles y por el semestre de la Deuda públi- 
ca; siendo el verdadero resultado que esos 
capitales hasta cierto punto improductivos y 
hoy paralizados, los llevará el Tesoro á la 
circulación general del país por el pago de 
Jos gastos públicos, con ventajas de todas las 
clases sociales y del mismo Tesoro que verá 
aumentar los impuestos indirectos y rentas 
eventuales. 

Por tales consideraciones y habiendo acep- 
tado ya el Banco de España el proyecto de 
Convenio para la emisión de Ja nueva série 
de billetes hipotecarios, el que suscribe, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, tiene la 
honra de someter á la rúbrica de V. M. el 
adjunto decreto.— Madrid 18 de octubre de 
1867. — Señora. — A L. R. P. de Y. M. — El 
Marqués de Barzanallana. 

REAL DECRETO. 

En vista de las razones que me ha expues- 
to el Ministro de Hacienda, de acuerdo con 
el parecer del Consejo de Ministros, y usan- 
do de la autorización que concede al Gobier- 
no el art. 10 de la ley de 29 de junio último, 

Vengo en aprobar el siguiente Convenio 
celebrado entre el .Ministro de Hacienda y el 
Banco de España : 

1. ° El Tesoro público entregará desde 
luego al Banco de España obligaciones de 
compradores de bienes desamortizados por 
valor de 72 millones de escudos. 

2. ° El Banco de España emitirá 50 millo- 
nes de escudos en billetes hipotecarios al 
portador, con interés de 6 por 100 al año 
desde l.° de julio de 1867, que se negocia- 
rán en la forma y al tipo que lije el Consejo 
de Ministros y se amortizarán por sorteos. 
Se destinarán anualmente por el mismo es- 
tablecimiento 6 millones de escudos para el 
pago de intereses y amortización de los bi- 
lletes, que tendrá lugar por semestres, em- 
pezando esta en el primero de 1868. 

3. “ Estos billetes gozarán la misma eon-- 
sideración que los creados á virtud del Con- 
venio que autorizó Ja ley de 26 de jumo de 
1864, para todos los efectos de su negocia- 
ción, contratación y admisión en las cajas 
públcas. 

4. ° El Banco de España cobrará á su ven- 
cimiento las obligaciones y pagará en los su- 
yos respectivos los intereses y el capital de 
ios billetes hipotécanos. Por razón de gastos 
de comisión, giro, movimiento de fondos. 


confección de billetes y demás, se abonará 
al Banco de España sobre el valor de las obli- 
gaciones que cobre de vencimientos poste- 
rioies al 31 de diciembre de 1867 el premio 
que se concierte entre el mismo estableci- 
miento y mi Gobierno. 

5. ° En el caso de no llegar el importe de 
las obligaciones del vencimiento de alguno 
de los años, durante los cuales ha detener 
lugar la amortización de los billetes, á la 
suma de 6 millones de escudos que ha de 
invertir anualmente el Banco en el pago de 
intereses y amortización de los mismos, se 
sustituirán con otras de vencimientos poste- 
riores para realizar desde luego la entrega 
inmediata al establecimiento de los 72 millo- 
nes de escudos determinada en la condición 
1. a : pero se irán canjeando después en la 
cantidad necesaria para ajustar el importe 
de cada vencimiento al de ¡a obligación que 
contrae el Banco, á medida que el Tesoro pú- 
blico adquiera mas obligaciones por ventas 
aun no formalizadas ó las recoja por otro 
concepto. 

6. ° El Banco de España domiciliará el 
pago de intereses y capital de los billetes en 
sus Comisiones de las provincias, cuando lo 
pidan los tenedores con tres meses de anti- 
cipación por lo menos. 

7. ° El Tesoro público reembolsará al 
Banco de España el importe de las obligacio- 
nes que no hiciesen efectivas á su venci- 
miento los compradores que las suscribieron 
y las que estos retiren por usar de la facul- 
tad de descuento que les conceden las leyes 
de l.° de mayo de 1855 y 11 de julio de 
1856. En caso de quedar en descubierto e! 
Banco de España se le abonará el interés 
que en las épocas respectivas tenga estable- 
cido para sus demás operaciones con el Te- 
soro público. 

Y 8.° El Banco presentará semestralmen- 
te al Gobierno cuenta de la cobranza de las 
obligaciones y de los pagos qne hubiere rea- 
lizado por capital é intereses de los billetes 
hipotecarios, haciendo el abono mutuo de 
intereses con arreglo á la condición anterior 
desde ia lecha en que una y otros se hubie- 
ren realizado. Las diferencias en pró y en 
contra que resulten deberán ser recíproca- 
mente reintegradas con abono del interés 
correspondiente. Los intereses que el Banco 
de España ha de abonar al Tesoro público 
por las obligaciones que cobre se computa- 
rán desde el día último del mes siguiente al 
en que venzan hasta fin de mayo y fin de 
noviembre de cada año, según los respecti- 
vos semestres. — Dado en Palacio á 18 de oc- 
tubre de f 867. —Está rubricado etc— El Mi- 



nistro de Hacienda, Manuel García Barzana- 
llana.» ( Gac . 20 octubre.) 

R. D. de 21 octubre de 1687. 

Abriendo suscricion pública para la negociación 
do SO millones de escudos nominales en billetes 
hipotecarios. 

(Hac.) «En vista de las razones que rne 
ha expuesto el Ministro de Hacienda, de. 
acuerdo con el parecer del Consejo de Mi- 
nistros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo í.° Se abre suscricion pública 
en todo el reino para la negociación de cin- 
cuenta millones ae escudos nominales en bi- 
lletes hipotecarios del Banco de España, se- 
gunda serie, creados a virtud de lo dispuesto 
en el art. 1Ó de la ley de 29 de junio último 
y del convenio con dicho establecimiento 
aprobado por mi R. D. de 18 del actual. 

Art. 2.° El tipo fijo á que se cederán por 
el Tesoro los expresados billetes hipotecarios 
será el de 90 por 100 de su valor nominal, ó 
sea á 180 escudos cada billete de 200. 

Art. 3.° La suscricion se abrirá el lu- 
nes 4 de noviembre próximo en la Dirección 
general del Tesoro público en Madrid y ante 
los Gobernadores civiles en todas las capita- 
les de provincia, excepto la de las islas Ca- 
narias; y quedará cerrada el sabado 9 del 
mismo mes de noviembre. 

Art. 4.° Los pedidos se harán fijando el 
número de billetes que desee obtener cada 
suscritor acompañando carta de pago de la 
Tesorería central ó de la respectiva Tesorería 
de provincia que acredite haber satisfecho 20 
por 100 del valor nominal de los billetes que 
pida, y ofreciendo pagar en efectivo el 70 
por ÍÓO restante en los plazos que el articu- 
lo siguiente determina. 

Art. 5.° El 70 por 100 del valor nominal 
de Jos billetes que con el 20 por 100 satis- 
fecho al tiempo de la suscricion completa el 
tipo fijado en el art. 2.° se satisfará en esta 
Forma: 20 por 100 el dia 4 de diciembre 
próximo venidero; 30 por 100 el 4 de enero 
de 1868, y 20 por 100 el 4 de febrero si- 
guiente. Del 30 por 100 á satisfacer el dia 4 
de enero se deducirá 3 por 100 de los inte- 
reses que corresponden á los billetes suscri- 
tos por el semestre que vencerá el 31 de 
diciembre del corriente año. 

Art. 6.° Si la suscricion excediere en 
todo el Reino de los cincuenta millones no- 
mínales á que asciende en totalidad la nueva 
série de billetes hipotecarios, solo tendrá de- 
recho cada suscritor á la parte proporcional 
que corresponda á su pedido, y en este caso 
lo que exceda su primei' pago del 20 por 100 
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de los billetes que haya de recibir se apli- 
cara al segundo plazo y sucesivos. 

Art. 7.° Conocido y publicada la parte 
proporcional que toque á cada suscritor po- 
drán satisfacer al contado Jos plazos de di- 
ciembre, enero y febrero, abonándose el 
descuento que corresponda al respecto de 6 
por 100 alaño. El pago total, á sus respec- 
tivos plazos ó por anticipación, es ci que da 
derecho á recibir los billetes hipotecarios, y 
hasta tanto que estén confeccionados carpe- 
tas provisionales emitadas por el Banco de 
España. 

Art. 8.° El Ministro de Hacienda queda 
encargado de la ejecución del presente de- 
creto.— Dado en Palacio á 21 de octubre 
de 1867. — Está rubricado etc. — El Ministro 
de Hacienda, Manuel García Barzanailana.» 
(Gac, 22 octubre.) 


Jurisprudencia. 

Sentencia de 8 abril de 1863. 

Caducidad de créditos: no es admisi- 
ble excusa, ni excepción alguna para ad- 
mitir á liquidación créditos contra el 
Estado , caducados según el R. D. de 16 
de febrero de 1836 y ley de 28 de junio 
de 1837. — Ai fallecimiento del último 
Monarca, se debian á S, A. R. el infan- 
te D. Carlos Luis de Borbon, Duque so- 
berano que fue de Parma, 11,903.327 
reales ! 4 mrs., importe de varios crédi- 
tos procedentes de alimentos y sueldos 
en concepto de infante de España, que 
le fueron liquidados en 4 de abril de 
1769. Habiéndose negado este Principe 
á reconocer á S. M. como Reina de Es- 
paña, se expidió Real orden en i 9 de 
octubre de 1834, mandando suspender- 
le la pensión que tenia señalada como 
tal infante, y por ctra de 22 de octubre 
de 1837, se le embargaron las encomien- 
das que en dicho concepto disfrutaba, y 
todas las demás rentas, créditos y bie- 
nes que le pertenecían en España. Alza- 
do el secuestro en 1850, mediante el re- 
conocimiento que hizo del legítimo Go- 
bierno de S. M., presentó el apoderado 
de S. A. para su reconocimiento y con- 
versión los créditos liquidados en 1769, 
manifestando que no lo había hecho an- 
tes por las circunstancias enunciadas; 
pero la Junta de la Deuda Publica en 
acuerdo de 8 de mayo de 18o2, deses- 
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timó la solicitud de conformidad con lo 
informado por el fiscal de la Dirección 
general del ramo, declarando caducados 
dichos créditos por no haberse presenta- 
do en tiempo hábil. Habiendo recurrido 
á la misma Junta para que revocase su 
acuerdo, se pasó el asunto al Ministe- 
rio, y oyendo á la Dirección de lo con- 
tencioso, después de varios trámites, re- 
cayó Real orden en 7 de mayo de 1858, 
por la cual de conformidad con lo pro- 
puesto por el Consejo de Ministros y con 
e! dictamen de la mayoría del Tribunal 
contencioso-administrativo, fué confir- 
mado el acuerdo de la Junta. 

Se acudió á la via contenciosa ante el 
Consejo de Estado, y este alto cuerpo 
ha confirmado la citada Real orden en 
los términos siguientes: 

«Visto el R. I). de 10 de febrero de 1830, 
llamando ¡t una liquidación general lodos 
los créditos á cargo de la Nación, y creando 
al efecto una Junta, y con especialidad sus 
arts. 0.° y 7. ü ... 

«Vista la ley de 28 de junio de 1837, en 
que, se dijo que no se concedía ya mas pró- 
roga para la admisión á liquidación de cré- 
ditos contra el Estado: 

Consecrando que el R. D. de 16 de febre- 
ro de 1836 se refiere á los créditos contra el 
Estado, haciendo abstracción completa de 
Jas circunstancias de las personas en cuyo 
poder estuvieren, y que por lo mismo ni la 
cualidad de Infante de España ni la de jete 
soberano riel Ducado de Parma pueden ser 
tomadas en cuenta para la aplicación de di- 
cho decreto á Jos créditos de que era tene- 
dor S. A. R. 1). Carlos Luis de Borbon , ni 
por consiguiente estimarse estos exentos de 
ia presentación á examen y reconocimiento: 

Considerando que según la letra y el es- 
píritu del citado Rea! decreto, claramente 
lijado por ia jurisprudencia establecida en 
varios casos, no bastaba la. presentación y li- 
quidación anteriormente hechas de sus cré- 
ditos en cualquiera de las dependencias del 
Estado para que se entendiese exceptuado 
del precepto general, sino que era requisito 
indispensable la presentación en las oficinas 
de liquidación creadas al intento, y queda- 
ron sujetos á la pena de caducidad los que 
no lo llenasen, aunque se hallaran ya radi- 
cados en otras, según que terminantemente 
se dispone en los arts. 6.° y 7.°: 

Considerando que, aun concedido el su- 
puesto de que contra el lapso del término 
perentorio y fatal señalado en las disposi- 


ciones antes citadas, fuese admisible la ex- 
cepción de impedimento para haber verifi- 
cado ia presentación dentro del término fija- 
do, tal excepción no aprovecharía á S. A. 
Real D. Carlos Luis de Borbon , porque el 
no haberse presentado fué un acto que na- 
ció de su propia deliberada voluntad, por 
mas que los motivos que ia decidieran, bien 
por razones personales, bien por lo que á 
su juicio exigía su alta posición de jefe del 
Ducado de Parma, pudiesen ser apreciados 
fuera de! terreno estrictamente legal en que 
este asunto debe hoy ser examinado y re- 
suelto; 

Conformándome con lo consultado por el 
Consejo de Estado en pleno, etc. Vengo en 
confirmar la R. O. de 7 de mayo de 1858, 
y en absolver ú da Administración de la de- 
manda contra ella propuesta á nombre de 
S. A. R. D. Carlos Luis de Borbon.» ( Real 
decreto-senl encía de 8 de abril de 1863. — 
(íac. 22 mayo.) 

Sentencia de 15 abril de 1854. 

Según el R. D. de 1.° de noviembre 
de 1851 ,para que tenga lugar la recla- 
mación ante el Ministerio de Hacienda, 
y mas aun el recurso de la via contenciosa 
acerca del reconocimiento de un crédito 
por el Estado , es indispensable que la Jun- 
ta de la Deuda resuelta por si, previa y 
definitivamente y bajo su responsabilidad , 
todos los expedientes y cuestiones origi- 
nadas de dicho reconocimiento. — Pleito 
ante el Consejo de Estado pendiente en 
primera y única instancia entre 1). Car- 
los García Alonso, conde deí Asalto , y 
la Administración general del Estado, 
representada por el fiscal de dicho Cuer- 
po sobre revocación de la R. O. de 2 de 
noviembre de 1850, que desestimó la re- 
clamación del interesado para que se le 
reconocier. cierto crédito. 

Presentada por dicho conde demanda 
ante el estinguido Consejo Real, solici- 
tando se dejase sin efecto una R. 0. de 
veinticinco de setiembre de 1854, por 
cuanto por ella y como terminación del 
expediente gubernativo formado respecto 
á una capellanía de doña Sania Carbaja! 
le había desestimado Ja instancia para 
que se le entregara el documento de cré- 
dito correspondiente por el capital de un 
millón treinta mil reales pertenecientes á 
dicha capellanía , ó intereses desvie el 4 
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de agosto de 1849, ert que murió el úl- 
timo capellán , como patrono qué era 
obtpvo la adjudicación de los bienes y 
derechos de ella en concepto de colativa 
por sentencio ejecutoriada etc., y deses- 
timada por Real decreto-sentencia de 7 ; 
de octubre de 1857 , mandando llevar á 
ejecución dicha Rea! orden se elevó 
en 28 de marzo de 1859 por el mismo 
unaexposion ai Ministerio de Hacienda, 
eSpfésando que dicha Real orden no afec- 
taba á la parte mas esencial de su solici- 
tud, reducida á que se les reconocieran 
sus derechos de propiedad sobre, el capi- 
tal de 1.030.000 rs. y los réditos poste- 
riores al fallecimiento del capellán, y que 
no habiéndose determinado nada en la 
vía gubernativa sobre este punto, según 
se habió dicho en el Real-decreto senten- 
cia citado, se mandase en conformidad 
al mismo, que como patrono y propieta- 
rio de dicha capellanía , se le reconociera 
el crédito de dicho capital , precio de la 
única finca de su dotación, impuesto en 
la Real Caja de consolidación de vales, 
con el rédito anual del 3 por 100 en 3 de 
enero de 1807 , y que por dicho capital 
y réditos desde el dia del fallecimiento 
del capellán, se te entregase ei papel de i 
la Deuda del Estado correspondiente etc. | 
Desestimada del mismo modo esta recia- , 
mucion por R. O. de 2 de noviembre 
dicho , se presentó demanda ante el 
Consejo de Estado, solicitando la revoca- 
ción y reproduciendo lá pretensión for- 
mulada en la vía gubernativa ; cuyo alto 
Cuerpo la dejó sin electo en estos tér- 
minos: 

«Considerando que segim lo dispuesto en 
mi Real decreto mencionado de 1 .° de no- 
viembre de 1851, es indispensable que la 
Junta de la Deuda resuelva por sí previa y 
definitivamente y bajo su responsabilidad to- 
dos los expedientes y cuestiones de recono- 
cimiento de créditos, y que sin ese examen 
y resolución no es procedente la reclamación 
ante ini Gobierno por ei Ministerio de Ha- 
cienda, y menos el recurso á la vía conten- 
ciosa: 

Considerando , que sin. embargo de la re- 


clamación hecha por el Conde del Asalto 
en 26 de abril de 1851 para que se le entre- 
gase la escritura de imposición del capital 
de 1.030,000 rs., perteneciente á la cape- 
llanía de que es patrono y propietario en la 
actualidad, nada se resolvió por la Junta 
de ia Deuda acerca de aquella en su acuerdo 
de 22 de octubre de 1852, ni por el Minis- 
terio de Hacienda en la Real urden de 25 de 
setiembre de 1854: 

Considerando que por esta razón se de- 
claró en mi Real decreto-sentencia de 7 de 
octubre de 1857 que rio tenia estado de re- 
solución la demanda presentada e.n aquel 
pleito por el mismo conde, pues no se ha- 
bía dictado gubernativamente una resolución 
que diese lugar á ia vía contenciosa: 

Considerando por consecuencia, que el 
conde del Asalto, en lugar de acudir á mi 
Real persona con su instancia de 28 de mar- 
zo de 1859, debió hacerlo directamente á la 
Junta de la Deuda, y en su caso, v por el 
perjuicio que su decisión pudiese irrogarle 
al Ministerio de Hacienda, y que estos trami- 
tes y aquella decisión no pueden reempla- 
zarse por el informe de la misma Junta que 
procedió á la R. 0. de 2 de noviembre 
de 1800, origen de i a actual demanda, la 
cual por lo menos no tiene estarlo de reso- 
lución. 

Conformándome cou lo consultado por ¡a 
Sala de lo contencioso del Consejo de Esta- 
do, vengo en dejar sin efecto ia expresarla. 
R. O. de 2 de noviembre ríe 1 SCO, y en man- 
dar que el conde del Asalto acuda con su 
solicitud á la Junta de la Deuda para que la 
resuelva como crea procedente, obrando 
después y según el acuerdo que recaiga co- 
mo convenga á su derecho. » ( líeal decreto 
sentencia de 15 de abril de 1864. — Gac. de 
10 de junio). 

Conocidas ya las disposiciones que ri- 
gen el importantísimo negociado ríe la 
Deuda pública, parecenos conveniente 
dar á conocer con datos oficiales el esta- 
do que tenia en fin del año ú Itimo, y de 
este modo pueden estudiarse práctica- 
mente las distintas clases de Deuda, la 
cantidad total que importa y á que as- 
cienden los copita’cs parciales rio r ada 
una y los intereses que devengan. Estos 
datos nos lo suministra ei siguiente, do- 
cumento procedente de la Contaduría 
general de! ramo. 
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ESTADO demostrativo de los documentos de la Deuda pública anteriores y posteriores á 
la ley de i .* de agosto de 1851 que existen en circulación en 30 de noviembre de 1867 
y de los intereses que devengan en cada año. 


DEUDA PÚBLICA. 


Deuda consolidada. 

Consolidada al 5 por 100 reconocida á los estados-Unidos 

do América. . . i . . , * * 

Idem a! 3 por i 00 exterior. 

Idem al 3 por 100 interior ... 

Idem al 3 por 100 interior para garantías de contratos. . . 

Inscripción?, s intransferibles á favor de Corporaciones 
civiles. 

Por venta de bienes de Propina, 

— de beneficencia. 

— de Instrucion pública 

— de Diputaciones provinciales. . . 

Inscripciones intrasferibles á favor del clero. 

Por bienes vendidos ¡í virtud del Con- 
cordato de 16 de marzo de 1851.. 26.161.152 » 

Por la permutación convenida con Su 
Santidad en 25 de agosto de 1859. 4,309.827.221,30 

Consolidada al 3 por 100 desde 1 ,° de enero de 1870 emi- 
tida en virtud de tratado con el Rey de Dinamarca. . . . 

Idem al 5 por U)0 de reclamaciones inglesas 

Diferida al 3 por 100 exterior que'devenga ahora el 2 y 4 : 

por 100. i 

Idem al 3 por 100 interior idem idem. . ........... 

Deuda amortizable. 

Acciones de carreteras al 6 por 100 

Idem llamadas para su amortización en virtud de sorteo. . 

Idem de ferro-carriles al 6 por 100. 

Idem de obras públicas 

Idem llamadas para su amortización en virtud de sorteo.! 
Billetes y pagarés de la Deuda del material del Tesoro pú- 
blico 

Amortizable de 1. a clase. . 

Idem de 2. a clase interior * 

Idem de 2. a clase exterior 

Títulos y residuos de la Deuda del personal. 

Obligaciones de Deuda pública creadas por leyes 
especiales. 

Obligaciones del Estado por ferro-carriles al 6 por 100. , 
ídem llamadas para su amortización en virtud de sorteo. 
Acciones del canal de Isabel II al 8 por 100. 
ídem llamadas para su amortización en virtud de sorteo, 


412.180.804,94 

573.967.442,10 

133.990.177.86 

3.107.436,62 


CAPITALES. 

Rentes vellón, \ 

I 


INTERESES. 
Reales vellón. 


12.000.000 » 600.000 

2.004.812.000 « 60.144.360 
5.790.533.370,46 173.716.111 

2.442.578.000 » 


1 . 1 23.245 . 861 ,52 33 . 697 . .375 


13.000.000 » 

1 0 . 000 » 

2.298.224.000 » 63.201.160 
2.618.017.919,50 71.995.492 


127.340.000 » 7.640.400 

4.363.000 » 

169.000 » 10.140 

64.156.000 » 3.849.360 

386.000 » 

4.162.356,03 124.870 

58.467.374,72 

210.230.000 » 

275.912.000 »■ 
432.332.457,68 


1.410.160.000 » 84.609.600 
1.884.000 » 

10.369. 000 » 829.520 

115.000 » 


Total de las deudas expresadas . . . 


20.238.455 .71 3,21 540 . 498 . 039 
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DEUDA CONVERTIBLE 

EN COK SOLI DADA 

Y DIFERIDA CON ARREGLO Á LEYES VIGENTES. 


Suma anterior .. . . 
En consolidada al 3 pof 100 interior. 

Intereses capitalizares, i. .............. . 

Capitales reconocidos á partícipes legos en diezmos 

Residuos de la Deuda consolidada al 3 por 100 exterior é interior... 

Vales no consolidados 

Láminas provisionales „ 

Certificaciones de rentas no percibidas por partícipes legos en 

diezmos . + . 

Idem por intereses de las cinco sextas partes de capitales reconoci- 
dos á dichos partícipes. 

Deuda corrriente al 5 por 100 á papel i ... , 

Certificaciones trasferibles de la orden de San Juan de Jerosalen. 

Deuda sin interés, ,,,, T r .......... ..... 

ídem pasiva exterior, ...... ♦ ♦ „ 

Idem diferida sin interés de 1 831 ; 

Tercera parte del capital en inscripciones del 5 por 100 de Deuda ex- 
terior antigua 

Tercera parte del capital en acciones del préstamo nacional de 1821. 
Tercera parte del capital de cédulas de premio del préstamo Laffite . 
Quinta parte del capital de las inscripciones al 3 por 100 exterior 
de 1 8 3 1 ■ .a . ... .....i . . w „ r . H ., I r r r ■ ' *■ 1 ■■ ’ 

Documentos interinos por intereses delaDeuda corriente a) 5 por 100. 
Intereses de la Deuda comente al 5 por 100 á papel 

En diferida al 3 por 100 interior. 

Deuda al 5 por 100 exterior. - — 

Idem idem interior 

Idem al 4 por 100 por el 80 de su capital — ; ■ - • • 

Intereses de la renta al 4 y 5 por 100 convertible por el 50 por 100. , . 
Dos terceras partes del capital en inscripciones al 5 por 100 de Ia¡ 

Deuda exterior antigua, — 

Cuatro quintas partes del capital en inscripciones al 3 por 100 exte- 
rior de' 1831, délas de las que son convertibles dos qumtas partes i 

perdiéndose las otras dos, v “i 

Dos terceras partes del capital en acciones del préstamo nacional 

de 1821 r ... L ... L , 

J)o$. terceras partes del capital de cédulas de premio del préstamo 

Laffite . . . „ T - ■ ’ - l 

Deuda diferida premiada de 1834 


Total de la Deuda convertible. . 

Total general 

intereses 


CAPITALES. 
Reale» vellón. 


20.238.455.713,21 


29.170.502,41 

20.781.623,64 

553.883,67 

23.700.311,73 

24.585.700,49 

9.070.283,41 

172.944.87 
363.448.610,56 
2.484 » 
125.380.404,26 

7.732.000 ), 

1.954.000 » 

24.794.333,33 

1.182.000 » 
693.880 y 

248.426,66 
26.333.462,37 
171.631 .740,47 


4. 

,692.000 » 

66. 

,583.432,13 

16. 

474.555,38 

135. 

,887.393,64 

49. 

580.666,67 


993.706,67 

2. 

.364.000 » 

1 . 

,387.760 » 

18. 

796.000 » 

1.128. 

201.167,36 

21.366. 

656.870,57 

5 

40.498.039 


Tomo Y. 


26 
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NOTAS. 

1. a En la Deuda diferida al 3 por 100 interior y exterior se han considerado los intere- 
ses correspondientes á la que existe en circulación á razón de 2 y s / 4 por 100 anual; pero 
debe tenerse presente que por e! art. 10 de la ley de l.° de agosto de 1851, se destinan 
al pago de intereses y amortización de dicha Deuda rs. vn. 138,000.000 para el año econó- 
mico de 1867 á 1868, cuya suma ha de ir aumentando en la proporción que establece la ci- 
tada ley hasta el año de 1870 en que pasará á la clase de consolidada. 

2. 8 ' Las varias clases de Deuda convertibles en diferida con arreglo á la ley de l.° de 
agosto de 1851, tendrán operen á intereses desde el semestre siguiente á aquel en que se 
presente á la conversión conforme á lo dispuesto en la misma ley. 

3. a Según queda demostrado la Deuda convertible asciende árs. vn. 1.128.201.167,36 
que han de producir las siguientes 

BAJAS. 

Por el 20 por 100 de la Deuda del 4 por 100 3.294.91 1,07 1 

Por el 40 por 100 de la Deuda del 3 por 100 ex- ' 3.791.764,40 

terior de 1831. . ........ + . 496.853,33) 

Total liquido á convertir , r 4.124.409.402,96 


4. a En la partida de rs. vn. 40.079.651 por intereses de inscripciones intrasferibles á 
favor del clero, están comprendidos reales vellón 39.294.816 que proceden de los intereses 
de reales vellón 1 .309.827.221,30 valor nominal de las expedidas por permutación la de bie- 
nes convenida con su Santidad, los cuales no se consignan en el presupuesto ni se satisfa- 
cen por este concepto, á causa de estar comprendido su importe en la dotación del culto y 
clero secular.» 


Creciendo cada día los capitales de la 
Deuda pública, y como es consiguiente 
sus intereses, no nos parece todavía 
bastante el estado que precede para for- 
mar idea exacta de esta importante ma- 
teria, y hé aquí por qué creemos nece- 
sario dar otros pormenores, de los ca- 
pitales que construyen cada clase de 
Deuda, y de sus intereses, tomándolos 
del presupuesto genera! del presente 
año económico. De este modo estudian- 
do la legislación que queda inserta, el 
resúmen de los intereses de cada especie 
de Deuda, y los datos que van á con- 
tinuación clasificados en Deuda consoli- 
dada, Deuda amortizable , y Obligaciones 
de Deuda 'pública creadas ó autorizadas 
por le g es especiales, y cada una de estas 
por capítulos y artículos, según su na- 
turaleza y origen, creemos que se facili- 


ta el conocimiento de tan complicado 
asunto. V.eamos. 

DEUDA CONSOLIDADA. 
CAPITULO l.° 

Intereses del 5 por ZOO de la Deuda de los 
Estados-Unidos. (1) 

ARTÍCULO ÚNICO. 

Por intereses del 5 por 100 de una anua- 
lidad pagadera en 14 de agosto de 1868 de 
los 12.000.000 de reales en rentas dadas en 
1834 al Gobierno de los Estados-Unidos de 
América, cuyo pago está consignado sobre 
las Cajas de la Habana. Escudos 60.000. 

CAPITULO 2.° 

Intereses de la Deuda consolidada al 3 
por 100. (2) 

Artículo !. 0 — Intereses déla Deuda conso- 
lidada exterior al 3 por 100. 

Capital de dicha Deuda en circulación en 

(1) Esta Deuda se creó á consecuencia de 

uii convenio celebrado en 17 de febrero de 1834 
para satisfacer las reclamaciones de los súbdi- 
tos de aquellos Estados. ■ ' 

(2) La renta consolidada á 3 por 100 inte- 
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3 i de diciembre de 1867 , cuyos intereses se 
pagan en Lóndres y París á ios cambios de 
51 dineros esterlines , y francos 5*40 respec- 
tivamente por peso fuerte , fijados ea la lev 
de 16 de noviembre y Real órden de 6 de di- 
ciembre de 1834. Rs. vn. 2. 575. 588. 000. 

Idem que se calcula podrá emifirse en 
pago del 50 por 100 no satisfecho de los in- 
tereses de las Deudas del 4 y 5 por 100 se- 
gún las reclamaciones presentadas en la Di- 
rección general de la Deuda pública y en las 
Comisiones de Hacienda de Esparta en e) ex- 
tranjero, en virtud de la ley de 1 1 de julio y 
Real decreto de 17 del mismo , ambos de 
1867. Rs.vn. 486.372.000. 

Importan estos capitales Rvn. 3.061.040.000 


Importan los intereses de 
un ano al respecto del 3 por 
100. Escudos 9.185.82o 

Artículo 2. 0 — Intereses de la Deuda conso- 
lidada interior al 3 por 100. 

Capital de Deuda consolidada interior exis- 
tente en circulación el 31 de diciembre de 
1867. Rs vn.— 5.935.028.000, 

Idem de la que resta por emitir basta fin 
de junio de 1869 por capitalización de inte- 
reses, liquidación de documentos no recogi- 
dos, créditos de tratados y devoluciones: de 
la que se calcula podrá emitirse durante el 
presente año económico por los indicados 
conceptos y por ia conversión en Deuda con- 
solidada con arreglo á la I ev de 11 de julio 
dé 1807, del 50 por 100 de los intereses re- 
conocidos por la misma. —3. 998. 000 rs. 

ricir y exterior procede de la Deuda emitida 
en virtud de decreto de 21 de enero de 1841, el 
cual dispuso que se capitalizasen en rentas 
al 3 por 100 los intereses de la Deuda conso- 
lidada al 4 y 5 por 100 interior y exterior, 
vencidos y no satisfechos hasta l.° del mismo 
mesyaño; déla conversión de las anticipa- 
ciones hechas al Tesoro por contratos; de bille- 
tes del mismo y de libranzas sobre la Habana 
según varios decretos aprobados por la ley 
de 14 de febrero de 1845. También figuran bajo 
este concepto el importe de los capitales de los 
partícipes legos en diezmos, conforme álas 
leyes de 2 de setiembre de 1841 y 20 de marzo 
de 1846, el cap i tal creado para la amortización 
de los 60 millones de Deuda de reclama- 
ciones inglesas al 5 por 100 reconocidas por el 
convenio de 28 de octubre, de 1828, y para la 
conversión de la Deuda diferida en consoli- 
dada, autorizada por el decreto de l.° de octu- 
bre de 1852: y por último, las emisiones hechas 
en consecuencia de la ley de 23 de febrero 
de' 1855, y subastas celebradas en 31 de mayo 
y 47.de diciembre de. 1856. 
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Idem por ia conversión calculada sobre 
los rs. vn. 20.781.623, 64 en certificaciones 
de capitales reconocidos á ' partícipes legos 
en diezmos* ya emitidas y en circulación en 
30 de noviembre de 1867 —12.000.000 rs. 

Idem de la primera sexta parte que deven- 
gará intereses durante el ejercicio de 1868- 
69 de los rs. vn. 11.000.000 que se calcula 
podrán liquidarse. =1.833. 000 rs/ 

Idem por la conversión en virtud de Rea- 
les órdenes de inscripciones intrasferibles de 
Deuda consolidada al 3 por 100 á favor de 
corporaciones civiles en títulos al portador 
de la misma clase de Deuda, que se calcu- 
lan.— 20.000.000 rs. 

Idem por Jos créditos contra el Estado que 
con arreglo á la ley de l.° de agosto de 1851 
deben ser satisfechos en Deudas amortiza- 
bles, y se liquiden y conviertan en Deuda 
consolidarla a! 3 por í 00 durante el ejercicio 
de 1868-69, según lo dispuesto en el arlícu- •* 

10 4.° de la ley de de 11 de julio 1867, se 
calcula podrá emitirse. =23. 760. 000 rs. 

Idem que se calcula se emitirá por la con- 
versión de documentos antiguos represen- 
tativos de Deuda amortizahie des primera y 
segunda clase á los tipos fijarlos por la lav de 

11 de julio de 1867. =25.000. 000 rs. 

Idem que se calcula deberá abonarse por 
la subvención del ferro-carril de Granollers 
á San Juan de las Abadesas, en virtud del 
art. 3.° de la ley de 26 de junio de 1867, y 
según los datos del Ministerio de Fomento. 
=18.000.000 rs. 

Rs. vn. 6.039.619.000 


Importan los intereses de un 
año al respecto de 3 por 100, 

Escudos 18.118.857 

Luego que sea. conocido el valor nominal 
de esta clase de Deuda que podrá amortizar- 
se en las subastas de julio^de 1868 y enero 
de 1869, se liará la baja desintereses corres- 
riel crédito respectivo, anulándolo en las 
cuentas de gastos públicos y de presupues- 
tos de este ejercicio. 

Artículo 3.° — Intereses de inscripciones 
intrasferibles de la Deuda consolidada in 
textor al 3 por 100 á favor de corporacio- 
nes civiles por la venta de sus bienes. 

Capital de dichas inscripciones intrasferi- 
bles en circulación en 30 de noviembre 
de 1867. =1.123. 246. 000 rs. 

Idem de las que resulten por emitir, según 
el presupuesto de 1868-69 , y de las que se 
calcula podrán emitirse desde 1. de julio de 
1868, deducidos ios rs. vn. 20 millones que 
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se calcula , lian d'e convertirse en títulos al 

portador. =640. <?88. 000 rs. 

Rs. vn. 1 .763.334.000 

Importan sus intereses de un año al res- 
pecto de 3 por 100.— Escudos 5.290.002. 

Con cargo á este artículo podrán satisfa- 
cerse, además de los intereses correspon- ¡ 
dientes al año del presupuesto, los que las ¡ 
inscripciones que.se emitan tengan devenga- ' 
dos desde l.° de enero de 1859, si se Imbic- i 
se extinguido va' el crédito de cada ejercicio i 
que resultase pendiente de pago en las res- ¡ 
pee ti vas cuentas definitivas. 

Artículo 4.° — Intereses délas inscripciones f 
inlrasferibtes de Deuda consolidada inte- 
rior al 3 por 100 a favor de cofradías y 
obras pías. 

Capital de las inscripciones que han de i 
de darse en equivalencia de las rentas de los ■ 
bienes enajenados á que se refieren los ar~ \ 
fíenlos- 17 y 1(3 de la ley de 11 de julio de \ 
1856.— Rs. vn. 33.000.000. 

Crédito para los pagos que se ejecuten du- 
rante ei ejercicio en equivalencia de los inte- 
reses que corresponden en un año á dichas 
inscripciones ó para intereses de las mismas 
al respecto de 3 por 100 , en la inteligencia 
de que si llegan á emitirse se satisfarán estos 
intereses con la misma aplicación que se ! 
determina •en la advertencia del artículo an- \ 
tenor. —Escudos 99.000. 

artículo 5. ü 

l 

Inscripciones int.rasferibies de Deuda con- 
solidada interior al 3 por 100 á favor del cle- 
ro por la permutación de sus bienes, á con- 
secuencia del Convenio con la Santa Sede de 
25 de agosto de 1859.— (Memoria). 

Importan Jos intereses de este capítulo. = 
Escudos 32.693. 679. 

CAPITULO 3.° 

Intereses de la Deuda diferida al 3 por 109. 

Deuda diferida al 3 por 1 00 exterior é in- 
terior, 

Artículo 1 ” — Intereses de la Deuda diferi- 
da, al 6 por iOO exterior. 

Por ios que corresponden en todo el año 
económico ¡i los rs. vn. 2.298.224.000 en 
circulación en 30 de noviembre de 1867, á 
razón de 2 % por 100 al año, con arreglo á 
Ja citada ley, y son pagaderos en Londres 
y París en los. misinos términos que se lia 
dicho de la Deuda consolidada. =Escudos 
6.320.116; 


Artículo 2.° — Intereses de la Deuda diferi- 
da al 3 por 100 interior. 

■Por los que corresponden en todo el año 
económico á los rs. vn. 2.618.017.000 en 
circulación el 30 de noviembre de 1867, al 
respecto de 2 s / 4 por 100 anual en los ante- 
dichos semestres. =Escudos 7, 199.549. 

Por lo que se calcula devengará la Deuda 
diferida interior que pueda emitirse con de- 
recho á intereses durante el ejercicio, inclu- 
so el pago en metálico de las fracciones ó re- 
siduos que no alcanzan al valor de un título 
de Deuda consolidada y diferida, conforme á 
Jo mandado en los arts. 67 y 68 del regla- 
mento para llevar á efecto la ley de 1." de 
agosto de 1851,— Escudos 280.335. 

Importan los intereses de este capítulo.^ 
Escudos 13.800.000. 

CAPITULO 4.° 

Ejercicios cerrados de Deuda consolidada. 

. ARTÍCULO ÚNICO. 

Obligaciones de ejercicio cerrados que re- 
sulten sin pagar por las cuentas definiti- 
vas.— (Memoria) . 

DEUDA AMORTIZADLE. 
CAPITULO 5.° 

Intereses de acciones de carreteras y de fer- 
ro-carriles 

Artículo l .° — Intereses de acciones de car- 
reteras , 

Empréstito de 200 millones de reales auto- 
rizado por la ley de 9 de junio de 1845 

reducido á 195 millones. 

Emisión de 80 millones de reales de l.° de abril 
de 1850. 

Intereses á 6 por 100 de un año de 12.310 
acciones de á 4.000 rs. sin amortizar en 1° 
de julio de 1868, pagaderos en l.° de abril 
siguiente.— 295.440. 

Baja por los intereses del semestre de l.° 
de octubre de 1868 á 31 de marzo de 1869, 
dé 760 acciones que se amortizan en setiem- 
bre anterior.— 9.120. 

Emisión de 30 millones de reales de l.° de 
abril de 1850. 

Intereses á G por 100 de un año de 4.440 
acciones de á 2.000 rs. sin amortizar en l.° 
de julio de 1868, pagaderos en l.° de abril 
siguiente. =53. 280. 

■ Baja por los intereses del semestre de I.° 
de octubre de 1868 á 31 de marzo de 1869, 
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de 1.010 acciones que sé amortizan en se- 
tiembre anterior. =6. 060. 

Emisión de 30 millones de reales de i. 5 de ju- 
nio de 1831 . 

Intereses á 6 por 100 de un niio.de 3.390 
acciones de á 2.000 rs. sin amortizar en 1,° 
de julio de 1868, pagaderos en l.° de junio 
sigiíiente.t.— 64.680. 

Baja por los intereses del semestre de 1 
de diciembre de 1868 á 31 de mayo de 1869, 
de 950 acciones que se amortizan en no- 
viembre anterior.— 5.700. 

Emisión de 35 millones de reales de 31 do 
agosto de 1852. 

Intereses á 6 por 100 de un año de 21 .100 
acciones de á 2.000 rs. sin amortizar en l.“ 
de Julio do 1868, pagaderos en 31 de agosto 
siguiente. =253.200. 

Empréstito de 20 millones de reales creado 
por Real decreto de 13 de agosto'de 1852, 
reducido á rs. vn. ] .220.000 por la ley de 
25 de julio de 1855. 

Intereses á 6 por 100 de un año de 454 
acciones de á 2.000 rs. sin amortizar en l.° 
de julio ele 1868, pagaderos por semestres 
que vencerán en 30 de setiembre de 1808 y 
31 de marzo de 1869.— 5.448. 

Baja por los intereses del semestre de 31 
de marzo de 1 869 de 1 1 acciones que se 
amortizan en setiembre de 1868.— 60. 

Empréstito de 60 millones de reales efecti - 
tivos autorizado por la ley de 23 de julio 
de 1855. 

Emisión de rs. vn. 32-678.000 de írtele julio 
de 1836, á cuenta de la que correspondía pa- 
ra obtener rs. vn. 31 millones efectivos. 

Intereses a 6 por 100 de un año de 7.322 
acciones de á 2.000 rs. sin amortizar en l.° 
de julio de 1868, pagaderos por los semes- 
tres que vencerán en 31 de diciembre de 
1868 y 30 de junio de 1869.— 87.864. 

Baja por ¡os intereses del semestre de 31 
de junio de 1869 de 310 acciones que se 
amortizarán en diciembre de 1868.=!. 860. 

Empréstito ders. vn. 50 millones autoriza 
do por la ley de i 4 de marzo de 1856. 

Emisión ders. vn. 190.000 por Real decreto de 
15 de mayo de 1856, á cuenta de la que cor- 
respondía para obtener rs. vn. 30 millones 
efectivos. 

Intereses a 6 por 100 de un año de 36 
acciones de á 2.000 ts., sin amortizar en i. 
de julio de 1868, pagaderos por semestres 
en 13 de noviembre de 1868 y 15 de mayo 
de 1869.— -Escudos 432. 


Artículo 2.° Intereses de acciones de fer- 
ro-carriles. 

Intereses á 6 por 100 de un año de 84 ac- 
ciones y una carpeta délos ferro -carriles de 
Alar a Santander, Madrid á Aran juez y Bar- 
celona a Zaragoza, pendientes de conversión 
y sin amortizar en 30 de noviembre de 1867 
pagaderos por semestres que vencerán en 
31 de diciembre de 1868 y 30 de junio de 
1809.— Escudos 1.014. 

Importan los intereses de este capítulo.— 
Escudos 738.552. 

CAPITULO 6.° 

Intereses de acciones de obras publican. 

ARTÍCULO único. 

Aci iones de obras públicas. 

Empréstito de 58.800.000 rs. efectivos au- 
torizado por la ley de 26 marzo de 1 858. 

Emisión do l.°de julio de 1838 de reales vellón 
72.536.000 nominales. 

Intereses á 6 por 100 de un año de 31.458 
acciones de á 2.000 rs., sin amortizar en 1 .° 
de julio de 1868, pagaderos por semestres 
que vencerán en 31 de diciembre de dicho 
año y 30 de junio da 1869. —Eses. 377.496. 

CAPITULO 7.° 

Intereses de la Deuda del material del 
Tesoro. 

ARTICULO ÚNICO. 

Para intereses de billetes y pagarés de la 
Deuda del material del Tesoro hasta fm de 
1849.=Eseudos 25.000. 

CAPITULO 8." 

Deuda flotante del Tesoro. 

ARTÍCULO ÚNICO. 

Intereses de la Deuda flotante del Te- 
soro.— Escudos 5.800.000. 

CAPITULO 9.° 

Amortización de la Deuda no consolidada. 

ARTÍCULO ÚNICO. 

para amortización y pago de residuos de 
la Deuda no consolidada sin convertir y 
existente en circulación en i/' de enero 
de 1868, en proporción exacta con los rea- 
les vellón 18 millones que se comprendían 
en años anteriores para este servicio y con 
arreglo al art. 3.° de ia ley de 11 de julio 
de 1867.— Escudos 216.800. 
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CAPITULO 10. 

Amortización de acciones de carreteras. 

ARTÍCULO ÚNICO. 

Empréstito de 200 millones creado por la 
ley de 9 de junio de 1845 y reducido 
á 195 millones. 

Emisión de 80 millones de I o de abril de 1850. 

Capital de 76 acciones de 4.000 rs. que 
han ríe amortizarse en setiembre de 1868.= 
Escudos 304.000. 

Emisión de 30 millones de 1.» de abril de 1850. 

Capital de 1.010 acciones de 2.000 que han 
de amortizarse en setiembre de 1868.= Es- ■ 
cudos 202.000. 

Emisión de 30 millones de 1° de. junio de 1851. 

Capital de 950 acciones de 2.000 realesque 
se lían de amortizar en noviembre de 1868. 
Escudos 190.000. 

Emisión de 55 millones de 31 de agosto 
de 1852. 

Capital de 660 acciones de 2.000 rs. que. 
se batí de amortizar en agosto de 1868.= 
Escudos 132.000. 

Empréstito de 20 millones creado por Real 
decreto de i 'i de agosto de 1852 y redu- 
cido á 1.220.000 rs. por la ley de 25 de 
julio de i 855. 

Capital de H acciones de 2.000 rs. que se 
han de. amortizar en setiembre de 1868.= 
Escudos 2.200. 

Empréstito de 60 millones efectivos auto- 
rizado por la ley de 25 de julio de 1855. 

Emisión de l.° de julio de 1856 de reales 
vellón 32.678.000 en virtud del Real decreto 
de 6 de junio de 1856, á cuenta de. lo que 
correspondía para obtener rs, vn, 34 Huilo- 
nes efectivos. 

Capital de 310 acciones de 2.000 rs. que 
han de amortizarse en diciembre de 1868,= 
Escudos 62.000. 

Empréstito de 50 millones efectivos auto- 
rizado por ¡a ley de i 4 de marzo de 1856. 

Emisión de 15 de mayo de 1856 de reales ve- 
llón 190.000 por cuenta do rs. vn. 30 millo- 
nes efectivos. 

Capital de 8 acciones de 2.000 rs. que lian 
de amortizarse en mayo de 1869. = Escu- 
dos 1.600. 

Importan los interes de este capitulo = Es- 
cudos 893,800. 


CAPITULO 11. i 

Amortización de acciones de obras públicas. 

ARTÍCULO ÚNICO. 

Empréstito de 58.800.000 rs. efectivos 
autorizado por la ley de 26 de marzo 
de 1858. 

Emisión de l.° dejulio de 1858 de reales ve- 
llón 72.536.000 nominales. 

Capital de 650 acciones de 2.000 rs. que 
han de amortizarse en junio de 1869.= 
Escudos 130.000. 

CAPITULO 12. 

Amortización de la Deuda del material 
del Tesoro. 

ARTÍCULO ÚNICO. 

Amortización de billetes y pagarés de la 
Deuda atrasada del material dd Tesoro has- 
ta fmde l849.=Escudos 25.000. 

CAPITULO 13. 

Amortización de la Deuda del personal 
del Tesoro. 

ARTÍCULO ÚNICO. 

Amortización de Deuda del personal del 
Tesoro. =Escudos 1.200.000. 

CAPITULO 14. 

Amortización de calderilla catalana 

ARTICULO ÚNICO. 

Por la parte que corresponde al Tesoro en 
la amortización de billetes de calderilla ca- 
talana que tenga efecto en el ejercicio dd 
presupuesto, conforme ai Real decreto de 5 
de agosto de 1852. — Escudos 100,000. 

CAPITULO 15. 

Ejercicios cerrados. 

ARTÍCULO ÚNICO. 

Obligaciones de ejercicios cerrados que 
resulten sin pagar por las cuentas defi- 
nitivas. (Memoria). 


OBLIGACIONES DE DEUDA PÚBLICA AU- 
TORIZADAS POR LEYES ESPECIALES. 
CAPITULO 16. 


Amortización de deuda consolidada y diferida. 


ARTÍCULO ÚNICO. 


Para amortización de Deuda consolidada y 
diferida. =(Memoria). 

A este capítulo se aplicara únicamente el 
valor representativo de los títulos de la Deu - 
da consolidada y diferida que, en uso del de- 



U&UUJA. 

reebo que Jes. dá la ley entreguen los com- 
pradores de Bienes nacionales.=(Memoria.) 

CAPITULO 17. 

Intereses de obligaciones del Estado por 
ferro-carriles. 


deuda publica. 


Cantidades que c.on arreglo al ar- 
ticulo 18 , párrafo ¿fe® de la ley 
de presupuestos de 15 de junio 
de 1864, deben abonarse en me- 
tálico ó su equivalente en obli- 
gaciones dej Estado 


Artículo i .°* — Obligaciones generales del 
Estado por ferro-carriles. 

Capital de las obligaciones generales del 
Estado de á 2.000 rs. sin amortizar, y en 
circulación en 30 de noviembre de 1867, 
deducidas las sorteables en diciembre de 
dicho año.=l.l 85.844.000. 

Idem de las de á 20.000 rs. sin amortizar 
y en circulación en dicho día , hecha igual 
deducción. =d 66. 640.000. 


Línea de Córdoba á Belmez. 
— Buitrón á la Ria de San 
Juan del Puerto . . . 

— deLeonáGijon 

— de Ponferrada á la Co- 

rana 

— ■ de Utrera á Osuna. . . 

Concesiones nuevas 

Total. . . . Rs. vn. 
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2.100.000 

1.500.000 

7.421.330 


10.776.000 

2.000.000 

12.000.000 


264.118.590 


Rs. vn. 1.352.484.000 
Por anticipos á varias empresas de ferro- 
carriles pendientes de reintegro en 30 de 
noviembre de 1867, y cuyos intereses deben 
pagar las mismas , según las Reales órdenes 
de su concesión, se deducen. =95. 112.000. 

Rs. vn. 1 .257.372.000. 
Importan sus intereses por un año al res- 
pecto de 6 por 100.— Escudos 7.544.232. 

Bajas. 

Por !o$ intereses del semestre de l.° de 
enero á 30 de junio de 1869 de 6.350 obli- 
gaciones generales del Estado de á 2.000 
reales que se amortizarán en diciembre de 
1868.— Escudos 38.100. 

Por los de 87 obligaciones de á 20.000 
reales que han de amortizarse en el mismo 
mes.= Escudos 5.220. 

Obligaciones generales á emitir , según los 
datos del Ministerio de Fomento. 

Cantidades que deben abonarse á 
metálico ó su equivalente en 
obligaciones del Estado por fer- 
ro-carriles al precio de cotiza- 
ción. . , 

Capitales 

Línea de Paleneia á Ponfer- 
rada 

— de Ponferrada á la Co- 

rana. 

— deLeonáGijon...... 

— - de Orense á Vigo . 

' — de Córdoba á Belmez. 

— de Campillos á Gra- 

nada. ........... 

Concesiones nuevas. . . . . . . 

Línea de Córdoba á Sevilla. 


228.321.260 


Importan sus intereses al 
respecto de 6 por 100 en un 
año. Escudos. 1.584.7 H 

Artículo 2 .^Obligaciones especiales del 
ferro-carril de Alar á Santander. 

Capital de las obligaciones especiales del 
ferro-carril de Alar á Santander sin amorti- 
zar y en circulación en 30 de noviembre 
de 1867, deducidas las sorteables en diciem- 
bre de dicho año.— 44.476.000. 

Idem de las que falta emitir por liquida- 
ción. ==10.000.000 


Total. ... Rs. vn. 54.476.000 


Importan sus intereses de 
un año al respecto de 6 por 
100. Escudos. 326.856 

Baja. 

Por los intereses del semestre de l.°de 
enero á 30 de junio de 1869 de 320 obliga- 
ciones especiales del ferro-carril de Alar á 
Santander, que se amortizarán en diciembre 
de 1868. =Escudos i. 920. 

Importan los intereses de 
este capítulo. Escudos. 9.410,559 

Si bien el capital nominal de las obligacio- 
nes que se emitan en equivalencia á metáli- 
co debe exceder de la suma figurada en pro- 
porción al cambio á que se negocien ó en- 
treguen á las empresas , se ha calculado sin 
embargo como interés abonable el 6 por 100, 
porque mucha parte "de ellas no devengará 
el rédito en todo el año, pues que este em- 
pieza desde la fecha en que el Ministerio de 
Fomento aprueba la liquidación. 


9.000.000 

58.394.710 

58.585.310 

30.000. 000 

12.000. 000 

8 . 000.000 

50.000.000 

2.341.240 


Rs. vn. 
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CAPITULO 18. 

Amortización de obligaciones generales del 
Estado por ferro-carriles, 

ARTÍCULO i.° 

Para amortización do 6.350 obligaciones 
de á 2.000 rs. en virtud de sorteo que ha 
de verificarse en diciembre de 1868, confor- 
me á lo dispuesto en la ley de 22 de mayo 
de 1850. sendos 1.270.090. 

Para amortización de 87 obligaciones de 
á 20.000 rs. que se realizará por sorteo en 
diciembre de 1868, con arreglo á las pres- 
cripciones de la misma ley.=Escs. 174.000. 

Articulo 2 .° — Obligaciones especiales del 
ferro -carril de Alar á Santander. 

Para amortización de 320 obligaciones es- 
peciales de á 2.000 rs. que se verificará en 
diciembre de 1868, en virtud de la ley de 22 
de mayo de 1859.— Eses. 64.000. 

importan los intereses do 
este capítulo. Escudos 1.508.000 

CAPITULO 19. 

Intereses de acciones del canal de Isabel II. 

ARTÍCULO único. 

Intereses á 8 por 100 de 7,369 acciones 
de á 1.000 rs. del canal de Isabel 11, sin 
amortizar en l.° de julio de 1868, por el se- 
mestre que vencerá en 31 de diciembre del 
misino año.=Escudos 29.476. 

Idem id. de 4.369 acciones que quedarán 
en circulación en l.° de enero de 1869 des- 
pués del sorteo celebrado en diciembre an- 
terior, y por el semestre que vencerá en 30 
de junio del mismo aíio.=Escudos 17.476. 

Importan los intereses de este capítulo,— 
Escudos 46.952. 

CAPITULO 20. 

Amortización y premios de acciones del canal 
de Isabel II. 

Artículo l.° — Amortización. 

Capital de 3.000 acciones del canal de 
Isabel II de á 1.000 rs. que han de amorti- 
zarse en l.° de diciembre de 1868.= 
Escudos 300.000. 

Artículo 2.° — Premios. 

Premio de 1 .000 escudos á cada acción 
que en virtud de un nuevo sorteo entre las 
que lian sido amortizadas por el anterior, ha 
de adjudicarse á las 30 que resulten favore- 
cidas por la suerte en esta segunda extrac- 


ción, además del reembolso de su capital. = 
Escudos 30.000. 

Importan los intereses de este capítulo. = 
Escudos 330.000. 

CAPITULO 21. 

Ejercicios cerrados. 

artículo único. 

Obligaciones de Deuda pública autorizadas 
por leyes especiales que resulten sin pagar 
por las cuentas definid vas. =(Memoriaj. 

Como se vé por los anteriores datos, 
la amortización 6 intereses de la Deuda 
pública en el presupuesto corriente de 
1868-09, ascienden á la enorme suma 
de sesenta y siete millones , trescientos 
cincuenta y cinco mil ochocientos treinta 
y ocho escudos , (67. 35o. 838 escudos) y 
esto sin contar con la que absorba la 
amortización é intereses anuales del nue- 
vo empréstito de doscientos millones de 
escudos, dispuesto por el decreto de 28 
de octubre de 1868, que aparece inser- 
to en el apéndice l.° y sin contar tam- 
poco con 26 millones de escudos que 
importan anualmente la amortización é 
intereses de los billetes hipotecarios 
creados por las leyes de 26 de junio de 
1864 y 29 de junio de 1867, que no 
figuran en los presupuestos en la sec- 
ción de Deuda pública , no sabemos por 
qué, y sí en la de gastos afectos al pro- 
ducto de las ventas de bienes nacionales. 

Y no la llamamos enorme la cantidad 
indicada, porque nos asuste relativamen- 
te á nuestra riqueza que es muy grande, 
si se sabe explotar, sino relativamente á 
los gastos improductivos de nuestro pre- 
supuesto, que con una viciosísima cen- 
tralización de que no se sabe salir, viene 
á absorber en el ejército, en oficinas y 
sueldos y en cesantías y jubilaciones, la 
casi totalidad de los impuestos y rentas 
públicas. 

Que salga nuestro país del marasmo á 
que le lian traído los malos Gobiernos y 
empíricos hacendistas, y podrán recau- 
darse sin inconveniente los impuestos. 
Entre tanto, nos basta con remitirnos ó 
los artículos de este Diccionario que tie- 
nen relación con los ramos productivos, 
en donde á grandes rasgos exponemos 



DEVENGAR.-^!; 

hrevísimacnénte nuestro parecerá!’ prin- 
cipio ó al fin ele los rnismcs (4). 

' DEVENGAR. Adquirir derecho á una 
cosa por razón de algún servicio* como 
devengar honorarios, costas, etc. 

DEVISA. Especie de señorío que an- 
tiguamente tenían en algunos lugares 
los hijosdalgo por las tierras heredadas 
de sus padres y ascendientes, partiéndo- 
las entre sí y conservándose en ellas. 
Los que moraban en estas tierras eran 
sus vasallos solariegos , según fuero de 
Castilla, y la- misma tierra se llamaba 
devisa. 

DIAS DE FIESTA. Los domingos y de- 
más (lias señalados por la Iglesia en ho- 
nor de algún misterio ó santo, con obli- 
gación de dedicarlo á Dios, oir misa y 
■ cesar en el trabajo manual. Las leyes 7. a 
y 8. a , tít. I, iib. I de la Nov. Keeop., 
previenen que se santifique el dia de do- 
mingo, que no se labre ni se hagan la- 
bores algunas, ni se tengan las tiendas 
abiertas, y que las justicias del reino no 
disimulen trabajar en público los dias 
de fiesta en que no está dispensado po- 
derlo hacer, salvo el caso de ser necesa- 
rio al tiempo de la recolección de frutos, 
en el cual deberán pedir al párroco la 
licencia correspondiente á nombre del 
vecindario , sin que necesite pedirla ca- 
da vecino; cuya licencia deberá darse 
graciosamente, con justa causa, sin pen- 
sionaba con título de limosna ni otro 
alguno. Del contesto de las citadas leyes 
se deduce que á la autoridad civil com- 
pete dar ó rehusar á los vecinos la licen- 
cia para trabajar en dias festivos, siendo 
de eargo de la misma autoridad obte- 
nerla Dréviamente de la eclesiástica ó 
del párroco (2). Así se halla también 
dispuesto en las Ordenanzas de policía i 


(1) V. Acequía: Acotamiento: Baldíos. Ca. ' 
JAS de ahorros: Caminos vecinales, (lomo 2.° , 
página 870): Caminos ordinarios, (pág. 937); , 
Caminos de hierro, fpág. 1019) ; Canales, (pá- 
gina 1023); Cañadas, (pág. 1059); Clases pasi- 
vas; Mendicidad etc. ele. 

(2) .No existe en el Código penal disposición 

alguna aplicable al hecho de trabajar en dias 
festivos, y no es aplicable el núm. '2.° del ar- 
tículo 481. Véase la nota 94 á dicho artículo, 
tomo 3i°, pág. 197. 1 2 
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urbana y rural de Madrid, cuyos ar- 
tículos 12 al 14 dicen así: 

12. «Se prohíbe todo trabajo personal 
los domingos y (lias de precepto, 'exceptuan- 
do únicamente las profesiones, oficios ó ejer- 
cicios de servicio público y privado necesa- 
rios. Si en algún caso urgente fuere indis- 
pensable continuar el trabajo en tiendas, ta- 
lleres, obradores, etc., se habrá de obtener 
permiso del Alcalde corregidor, quien lo 
concederá, justificada que sea la necesidad, 
previa ia licencia de la autoridad eclesiástica. 

1 3. Se prohíbo igualmente que en los 
mismos dias de domingo y fiestas estén 
abiertos al despacho público las tiendas y al- 
macenes, obradores y talleres, exceptuándo- 
se únicamente las en que se expendan ar- 
tículos de preciso sustento, prendas de ves- 
tido hechas, ó de medicina. Las tiendas que 
sirven de entrada única á las habitaciones 6 
las que comuniquen luz podrán tener abier- 
ta una de sus puertas. 

ti. También se prohíbe en dichos dias 
festivos rodar por las calles los carros desti- 
nados á la conducción de escombros y de 
muebles, el trasporte de estos á lomo; y solo 
en el caso de necesidad probada podrán ve- 
rificarlo con autorización del Alcalde. 

Esto es lo que nuestras antiguas leyes 
disponen sobre concesión de licencias 
para trabajaren dias festivos. Respecto á 
la conveniencia del excesivo número de 
estos, dice con razón Saavedra que «no 
hay tributo mayor que el de un dia fes- 
tivo en que todas las artes están en inac- 
ción, y como dice San Crisóstomo, los 
mártires no quieren honrarse con el di- 
nero que lloran los pobres.» Después por 
decreto pontificio de 2 de mayo d« 1867 
se han reducido los dias festivos en los 
términos que expresa. A saber: 

l! . [). do 26 de junio de 1,S(Í7. 

Mandando guardar y cumplir el adjunto docrelo poii- 
l ¡finio di-'á d ' muya sátiro redunden rio dias fes- 
tivos cu lít palia. 

(Grao, y Jcst.) «Por nuestro Santísimo 
Padre Pió IX, de perpetua memoria, á peti- 
ción de mi Gobierno, se lia expedido un de- 
creto sobre reducción de dias festivos en los 
dominios da España, que á la letra, y con su 
traducción autorizada es como signe: 

PARA EL REINO DE ESPAÑA- 

Habiendo suplicado muchas veces el Go- 
bierno español á nuestro Santísimo Señor el 
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Papa Pió IX, que para bien del comercio, 
fomento de las artes y provecho de la agri- 
cultura, disminuyese el número de los días 
festivos ; Su Santidad , teniendo presente la 
sincera piedad y ardiente amor de aquella 
nación á la fé católica, dilató acoger las re- 
feridas preces hasta que de tal modo se pro* 
veyese á las necesidades que expuso dicho 
Gobierno, que a! propio tiempo se atendiese á 
la fé y piedad del pueblo. Así, pues, el mis- 
mo Santísimo Señor, mandó que esta reite- 
rada petición fuese sometida al exámen de 
la Congregación de Sagrados Ritos. 

Por lo que, después de oida una relación 
fiel sobre todo ello del infrascrito secretario 
de la misma Congregación, Su Santidad, pe- 
sada maduramente la importancia de las ra- 
zones, pedido el parecer de algunos obispos 
del reino de España, y no mudando la ley 
relativa á la observancia de los otros dias 
festivos, se lia dignado disponer lo siguiente: 

Primero: que quede derogado el precepto 
de oir misa los dias de fiestas de segundo 
órden (llamados vulgarmente dias de misa), 
en los cuales, sin embargo, era permitido 
trabajar en obras serviles. 

Segundo: que quede derogado el precep- 
to que mondaba á los fieles oir misa y abste- 
nerse de obras serviles el lunes de Pascua, 
como también el lunes de Pentecostés, y el 
dio que sigue inmediatamente á Ja Natividad 
de Jesucristo, 

Tercero: que tenga lugar la misma dero- 
gación de precepto en las fiestas de la Nati- 
vidad de la Madre de Dios y de San Juan 
Bautista, la celebración ele las cuales fiestas 
deberá trasladarse á la Dominica próxima 
siguiente, que no esté impedida por fiesta 
doble de primera clase, con una sola misa 
solemne, como se acostumbra en las votivas 
de las mismas fiestas. 

Cuarto: que en cada diócesis se venere 
un solo Patrono principal, que habrá de ser ¡ 
designado por la Santa Sede , quedando vi- 
gente el precepto de oir misa y de abstenerse 
de obras serviles. 

Quinto: que las fiestas de los demás Pa- 
tronos y de otros santos , que en una ú otra 
diócesis, por privilegio especial, se observan 
hasta ahora bajo ambos preceptos, puedan 
trasladarse con su oficio y misa á la primera . 
dominica siguiente libre, que no sea privile- 
giada, y en que no ocurra una doble de pri- 
mera ó segunda clase. Y será de cargo de 
los Obispos exponer á la Santa Sede las du- 
das, si ocurren algunas, sobre las fiestas 
abrogadas en este artículo; y podrán indicar 
libremente los motivos para conservar una 
ú otra de dichas fiestas. 


Que se entienda remitida por dispensa- 
ción de la benignidad apostólica la obligación 
de ayunar en las vigilias de las fiestas, que 
por éste indulto quedan abrogadas (siempre 
que el ayuno no esté prescrito por otra par- 
te, ó por razón de la Cuaresma ó de las cua- 
tro témporas). Pero Su Santidad mandó 
que el dicho precepto del ayuno, que existia 
anteriormente en las vigilias abrogadas aho- 
ra por el presente indulto, se traslade á to- 
dos los viernes y sábados del sagrado ad- 
viento. 

Mas por cuanto Su Santidad, ai querer 
proveer á la conciencia de los pueblos, y 
atender á la indigencia de aquellos que co- 
men el pan con el sudor de su rostro, no ha 
tenido intención de disminuir la veneración 
de los santos y la saludable penitencia de los 
cristianos; ha mandado, por tanto, que los 
oficios y misas de los santos y de las solem- 
nidades, tanto en las fiestas abrogadas, como 
en sus vigilias, se conserven y celebren 
como antes en todas las iglesias. 

Su Santidad abriga la esperanza de que 
el devotísimo pueblo español hará uso de 
esta concesión apostólica, la cual declaró 
deber observarse desde el día primero del 
año próximo de i 868_, con tal espíritu, que 
se esmerará en santificar con mayor fervor 
y piedad los demás dias festivos, que han de 
permanecer bajo la observancia del pre- 
cepto. 

Y todo esto, no obstante cualquiera otra 
disposición en contrario. — El dia 2 de mayo 
de 1867. — C. Obispo de Porto y Santa Rufi- 
na, Cardenal Patrizzi, Prefecto de la Congre- 
gación de Sagrados Ritos.— Lugar del 

sello. — D. Bartoíini, secretario de la Con- 
gregación de S. R. 

Por tanto: De conformidad con lo pro- 
puesto por rni Ministro de Gracia y Justicia, 
de acuerdo con el parecer del Consejo de Mi- 
nistros, ordeno y encargo á los M. RR. Ar- 
zobispos y RR. Obispos hagan publicar la 
precedente disposición pontificia en sus res- 
pectivas iglesias, en la forma acostumbrada: 
y mando que por todos en estos Reinos, 
autoridades y particulares, sin distinción de 
clases ni personas, se guarde y cumpla pun- 
tual y constantemente cuanto contiene. 

En su consecuencia, las autoridades, á 
quienes corresponda, dictarán las' disposicio- 
nes mas eficaces, que sostendrán con cons- 
tancia, para que las fiestas, que después del 
decreto pontificio quedan vigentes, se obser- 
ven con religiosa puntualidad, j r sin el menor 
genero de profanación ni escándalo. Sí en 
épocas de recolección, ó con otro motivo, ur- 
gencias públicas inescusables hicieren. noce- 
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S g¡rja ,en este punto dispensa ó disimulo, ha- 
brá de intervenir el asentimiento y licencia 
f de las autoridades civil y eclesiástica , co- 
£ mo Con religiosa y plausible práctica se ob- 
i sefVó siempre en España, y como en todo 
t caso corresponde mas que á ningún otro, á 
[■ un pueblo católico. 

Por los Ministerios respectivos, puestos en- 
i tre si de acuerdo, y señaladamente los de i 

■ Gracia y Justicia y Gobernación, se dictarán 
- . ¿jas autoridades de su dependencia las órde- 
i j pe*s correspondientes para que en todo iiempo' 
■■ §ea así cumplido. — Dado en Palacio á 26 de 

■ junio de ! 867 . —Está rubricado etc . — El Mi- 
nistro de Gracia y Justicia, Lorenza A Trazó- 
la. » {Gac, j ° julio.) 

R. O, de 26 junio de 1867. 

Sobre cumplimiento del anterior Real decreto. 

(Grac. y Just.) «Al ordenar el Gobierno 
de S. M. la publicación del adjunto decreto 
pontificio sobre reducción de dias festivos en 
estos reinos, ha consignado el debido testi- 
monio de su acatamiento y respeto, inculcan- , 
do al propio tiempo á las autoridades, y á to- 
dos en general, el puntual cumplimiento de 
cuanto contiene. 

' Pero todavía al circularlo á los prelados 
diocesanos, no era posible' dejar de llamar 
de un modo especial la atención de autorida- 
des y particulares sobre el motivado deseo y 
fundada esperanza de Su Santidad, de que 
las fiestas que quedan vigentes se observen 
por lo mismo con mayor rigor y fervor reli- 
gioso. 

Tan justa esperanza^ solicitud, sin embar- 
, go, serán efímeras, si, corno es fácil y de de- 
sear, no se concierta eficaz y conveniente- 
mente la acción combinada, de la autoridad 
eclesiástica y de la civil, y á ello se encamina 
la presente circular, en armonía con la que á 
sil vez se publica con el misino propósito por 
el Minístei ío de la Gobernación y otros Mi- 
nisterios. 

No tiene por objeto ciertamente, y lo con- 
trario sería reprensible temeridad, excitar al 
Episcopado á desplegar en este punto el celo 
' evangélico, que nunca omite, en plausible 
cumplimiento de su alta misión apostólica; 
sino para que sepa una vez mas que en este 
religioso empeño puede tener por cierta, co- 
mo en todo caso análogo, la eficaz y debida 
cooperación del Gobierno y de sus autorida- j 
des; y para que así mismo sepan los súbditos 
quenada omitirán estas ni aquel, á fin de 
que los saludables preceptos dé la Iglesia sean 
acatados. No puede ser, ni debe, que, cuan- , 
do las diversas comuniones cristianas obser- 
van tan insignemente, como es sabido , aun 
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esas mismas fiestas, y algunas comuniones 
bíblicas las de su rito, no aventaje á todas en 
este punto la comunión católica, tanto como 
sobre todas se elevan la suprema unidad y la 
exclusiva verdad y pureza de su dogma. Y si 
en ello pudiera haber negligencia nías ó me- 
nos vituperable en los gobernados, es menes- 
ter que no la haya, sino saludable energía de 
parte de las autoridades. 

Y así se realizará ciertamente, si auxiliado 
el notorio fervor religioso del pueblo español 
por el reconocido y siempre acreditado celo 
apostólico y persistente inculcación de sus 
párrocos y prelados diocesanos, estos y aque- 
llos imparten oportunamente, y como con 
seguridad podrán hacerlo, si por desgracia 
en algún caso fuere necesario el auxilio ade- 
cuado de la autoridad secular. 

Así, por el influjo combinado y permanen- 
te de una y otra potestad, predominará en 
los ánimos la idea fija de que las solemnida- 
des de la Iglesia se han instituido para ser, 
como deben, respetadas y guardadas ; y dé 
que no pueden dejar de serlo impunemente 
aun en el orden administrativo, supuesta la 
resolución del Gobierno. 

Prevalecerán también como ideas prácti- 
cas y reglas de aplicación, que en los casos 
de verdadera necesidad, si esta es particular, 
deben los interesados solicitar y obtener la 
licencia de una y otra autoridad; si es públi- 
ca, pero no ordinaria ó periódica, la iniciati- 
va es de las mismas autoridades diocesana ó 
provincial: si la necesidad pública, en fin, es 
ordinaria ó periódica y mas ó meuos general, 
cual sucede en las épocas de recolección, se- 
mentera ó vendimia en países agrícolas, las 
autoridades municipal y parroquial , puestas 
de acuerdo, son las que deben recurrir con 
la debida anticipación al diocesano, para la 
dispensa ó traslación de dias festivos que es- 
té en sus atribuciones; y su resolución, pu- 
blicada á tiempo y en 'forma, por edicto ó 
bando de buen Gobierno, prevendrá pruden- 
temente el escándalo y la represión. 

Podrá ser todavía que en algún caso haya 
que requerir el concurso y autoridad aun 
dei Gobierno supremo; nada será mas digno 
de su deber; y ninguna reclamación justa y 
fundada dejará de ser convenientemente aco- 
gida. Que quieran las autoridades y querrán 
los súbditos: que las autoridades locales, mu- 
nicipal y parroquial, expliquen y constante- 
mente sostengan la debida unidad de acción 
y armonía, y la represión será innecesaria, 
que donde por desgracia así no se realice, 
cada una de dichas autoridades mire como un 
deber inexcusable el recurrir á la suya supe- 
rior inmediata, como esta en su caso al Go- 


m DIAS FERIADOS. —DIEZMO ECLESIASTICO. 


bienio supremo por el Ministerio correspon- 
diente: que los párrocos, arciprestes y vica- 
rios, en sus casos respectivos, tengan en este 
punto reglas fijas y adecuadas á que atener- 
se, y el aíto fin de la Iglesia, como el católico 
propósito de S. M. y Ja esperanza y voluntad 
pontificia, tan solemnemente expresadas y 
ya de todos conocidas, no quedarán defrau- 
dadas. — Do Real órden etc. — Madrid 26 de 
junio de 1867. — Arrazola. — Sr. Obispo de..» 
( Gae . -f ? julio.) 

DIAS FERIADOS. Son todos los inhá- 
biles para actuar en los Tribunales, ó sea 
para practicar actuaciones judiciales (ar- 
tículos 9.°, U), lly 2 o ley de Enjuicia- 
miento civil). — V. Días y horas hábiles. 

DIAS Y HORAS HÁBILES- De los dias y 
horas hábiles para los juicios liemos ha- 
blado en Actuaciones judiciales, á don- 
de nos remitirnos. Aquí indicaremos que 
para la contratación ó sea para el otor- 
gamiento y autorización de los instru- 
mentos públicas y privados, son hábiles 
todos los dias del año, y todas las vein- 
ticuatro horas del día, de: mismo modo 
que para los actos de jurisdicción volun- 
taria, según el art. 120S de la ley de En- 
juiciamiento civil. Para la presentación 
de documentos al registro y su inscrip- 
ción solo son hábiles los dias no feriados 
para los Tribunales , y seis horas cada 
día, previamente señaladas. (Arís. 242 
y 243 Ley hipotecaria y 155 y 156 del 
reglamento.) 

DIEZMO ECLESIASTICO. La imposición 
sobre los frutos de la tierra que el labra- 
dor pagaba de los productos íntegros de 
su trabajo, sin deducción de los gastos 
que se ocasionaban ni del rédito de los 
capitales que estos exigian. 

La sola definición basta para dar á co- 
nocer la injusticia de la imposición 
¡Cuántas veces el labrador no recogía 
frutos suficientes para reintegrarse dei 
capital que invertía en simiente y labo- 
res, y tenia que pagarla décima parte 
de los frutos! 

Generalmente el diezmo, se decia, ero 
para sostener el culto y sus ministros; 
v aun cuando fuese asi, todavía la impo- 
sición era injusta, porque solo una parte 
de la nación, los labradores, los cose- 
cheros y los ganaderos eran los que pa- 


gaban, siendo así que todas las demás 
clases de la sociedad participaban de los 
beneficios de la Iglesia. 

Su institución no era de derecho divi- 
no, como algunos suponían 7 pues aun- 
que en el antiguo testamento se precep- 
tuó á los judíos, no se estableció en el 
nuevo ; así es que no solo el clero y sus 
fábricas eran las que percibían el diez- 
mo sino que en todos ó la mayor parle' 
de los pueblos tenia una participación 
el Estado ó los particulares que la ha- 
bían adquirido á título oneroso ; en 
otros la tenian también los monasterios 
y conventos y las casas de beneficencia. 

En el año de 1821 las prestaciones de- 
cimales se redujeron á la mitad , y aun- 
que con la vuelta del régimen absoluto 
en 1823 se restablecieron aquellas á su 
primitivo estado, ya desde entonces la 
opinión se conjuro en contra, tanto que 
visiblemente se veia decrecer esta renta 
de una manera considerable según de- 
mostró el Ministro de Hacienda en la 
memoria que presentó á las Cortes en el 
año de 1837, en cuya época se declaró 
por la ley de '16 de julio, que todos ios 
diezmos pertenecían al Estado y que 
siguiesen cobrándose por aquel año, 
aplicándose la mitad al ‘culto y clero y 
participes legos, y la otra mitad al Tesoro 
público, y por la ley de 24 y 29 del mis- 
mo mes que quedaba suprimida la refe- 
rida contribución, en los términos si- 
guientes: 

Ley de \ § julio de 1837. 

Art. l.° Se cobrarán por el presente año 
decimal, que concluye en febrero de 1838, 
todos los derechos que componían la contri- 
bución conocida basta ahora con el nombre 
de Diezmos y primicias , y se deejara que 
todos las productos de esta contribución, 
cualesquiera que sean su clase y aplicación, 
pertenecen exclusivamente al Estado , como 
la parle correspondiente á la agricultura, do 
la contribución del culto y de ki extraordi- 
naria de guerra , que las circunstancias ha- 
cen necesaria..... 

Ley de 24-20 julio de 1837. 

Art. 1 Se suprimen la contribución de 
diezmo y primicias y todas las prestaciones 
emanadas de los mismos. 
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- Art'. 2.° 'Todas las propiedades del clero 
secular en cualesquiera clases de predios, 
derechos y acciones que consistan, de cual- 
quiera origen y nombre que sean y con cual- 
quiera aplicación ó destino con que hayan 
sido donadas, compradas ó adquiridas , se 
adjudican á la Nación , convirtiéndose en bie- 
nes nacionales. 

■ Art. 3.° Se exceptúan de lo dispuesto en 
el artículo anterior los bienes pertenecientes 

p’ebehdas , capellanías , beneficios y de- 
mas fundaciones de patronato pasivo de 

sangre. 

Art. 4.° Los edificios de las iglesias, ca- 
tedrales, parroquiales, anejos ó ayudas de 
parroquia , el palacio de cada prelado, tes 
rectorías, casas ó habitaciones de párrocos y 
sus tenientes y los seminarios conciliares con 
sns huertos y jardines adjuntos continuarán 
aplicados á sus actuales destinos. 

(Véanse, otros artículos en Partícipes le- 
gos de diezmos. ) 


Por otra ley de 30 de junio de 1838 
se mandó que continuaran por aquel 
año las mismas prestaciones decimales, 
reservándose para el Tesoro la tercera 
parte y aplicándose lo restante al pago 
del cuito y fábricas de las iglesias, al 
clero, asignaciones de los regulares de 
ambos sexos y á los partícipes legos y 
establecimientos de instrucción pública 
y beneficencia y cargas de justicia que 
tuviese contra sí dicha imposición. 

Por K. D. de i.° de junio de 1839 se 
mandó pagar únicamente medio diezmo 
sin perjuicio de lo que acordasen las 
Cortes, reservándose para el Tesoro el 
tercio de su importe y reduciendo á la 
mitad el derecho de percepción á los 
demás compartícipes designados en la 
ley anterior. 

Por la ley de 1(5 de j ulio de 1810 que- 
dó sancionado el pago de la primicia 
destinado exclusivamente al culto divino 
pero limitada al máximo de una fanega 
de Castilla ó su equivalente en las demás 
provincias, destinando al clero el 4 
por 100 de todos los frutos de la tierra y 
productos de la ganadería, sujetos á la 
anticua prestación decimal, y conser- 
vando á los establecimientos piadosos el 
derecho á percibir sus consignaciones 
proporcional mente. 
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rogó la anterior y se fundó la dotación' 
del culto y clero sobre los derechos de 
estola, productos de memorias, obras 
pías, celebración, rentas de beneficios 
eclesiásticos poseídos por personas leo-as 
capellanías y beneficios de libre presen- 
tación y 75 millones de reales repartidos 
entre todas las provincias , quedando de- 
finitivamente de hecho suprimida toda 


clase de diezmos y primicias -, como lo 
estaba ya de derecho por la lev de 29 de 
julio de 4837. 

Tales son en resumen las vicisitudes 
por que ha pasado esta imposición que, 
si bien gravosa y perjudicial ajas clases 
sobre que gravitaba, era necesaria para 
el sostenimiento del culto y clero; pero 
como c! legislador al deshacer un agravio 
no debe inferir otro cmmo indudablemen- 
te lo inferíria si no procurase por ía de- 
corosa dotación de los ministros del altar 
y sus iglesias, c indemnizase competen- 
temente á los demás partícipes que ad- 
quirieron su derecho á título oneroso, 
ha dictado otras varias disposiciones con 
este objeto, como puede verse en las pala- 
bras Concordato, Curato, Culto y Cle- 
ro, Desamortización y Partícipes legos 
DE DIEZMOS. 

DIGNIDAD. En las catedrales, cual- 
quiera de las prebendas de que es pro- 
pio un oficio honorífico , que según el 
art. 13 del Concordato de 4851 , lo son 
el arcipreste, arcediano, chantre y maes- 
trescuela, y además en las metropolita- 
nas el tesorero. — V. Concordatos. 

DiGESTO. Compilación mandada for- 
mar por Jusliniano de las principales 
decisiones y dictámenes dados hasta su 
tiempo por los jurisconsultos romanos 
en número de 30.000 próximamente. 
So compone de 50 libros, subdivididos 
en títulos. Fue traducido al griego en 
vida de Justiniano con el nombre de 
Pandectas. 

DILATORIA (Excepción). Se ocupa 
de ¡as excepciones dilatorias la jey de 
Enjuiciamiento civil en sus arts. 235 al 
250; debiendo igualmente tenerse pre- 
sente lo dispuesto en el 30. En lo eon- 
tencioso-administrativo ante los Lonse- 


y ~ , .i i i r 

Por la <ie 31 de agosto de 1841 , se de- j jos provinciales hablan de ellas ios ar 
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tículos 29, 33 y siguientes dei reglamen- 
to de l. Q de octubre de 1845; y ante el 
Consejo de Estado los arts. 86 al 88 del 
de 30 de diciembre de 1846, que se ha- 
llan en Consejos de Estado y raoviNctA- 
liís. Véase también Declinatoria. 

DIÓCESIS. En lo antiguo esta palabra 
significaba la circunscripción territorial 
que comprendía la jurisdicción de un 
Gobernador, procónsul ó prefecto: boy 
solo se usa para designar el territorio á 
que se extiende la jurisdicción episco- 
pal. En el Concordato de 1851 se recti- 
ficó y estableció la división territorial de 
las diócesis como puede verse en los ar- 
tículos 5.°, 6.° y 7.° (tomo 3.°, página 
269.)— V. Eclesiásticos. 

DIPLOMA. Es un despacho ó docu- 
mento expedido por la autoridad supre- 
ma de la Nación concediendo alguna 
gracia, como las condecoraciones, dona- 
ciones, etc. etc. 

DIPLOMACIA. Es la ciencia de las re- 
laciones recíprocas de las naciones. — 
V. Cuerpo diplomático. Embajador. 

DIPLOMATICA. Es la que tiene por 
objeto el estudio de los diplomas y de- 
más documentos de la antigüedad. Por 
lo que no debe confundirse con la diplo- 
macia, cuya ciencia es la del derecho de 
gentes ó internacional , y la diplomática 
la de la traducción y lectura de los do- 
cumentos antiguos para su conservación 
en la memoria y explicación déla histo- 
ria. Son por consiguiente dos cosas muy 
distintas que producen carreras muy 
diferentes. 

A la de la diplomacia pertenecen los 
hombres políticos que se llaman de Es- 
tado, los que ejercen destinos diplomá- 
ticos, como embajadores, ministros ple- 
nipotenciarios etc. etc; y á, Ja de la di- 
plomática los que se dedican al estudio 
de la lectura de manuscritos ó impresos 
antiguos. Recientemente para crear un 
Cuerpo de los de esta ciase se ha estable- 
cido una escuela con el nombre de Di- 
plomática, cuyas bases están consigna- 
das en las disposiciones que se insertan 
en el artículo Escuela diplomática y 
Bibliotecas, arts. 29 y otros del R. D. de 
12 de junio de 1867. 


DIPUTACION DE LOSREINOS. El Cuer- 
po de representantes de las ciudades y 
villas de voto en Córtes. Fué suprimida 
la antigua Diputación general de los rei- 
nos por R. D. de 9 de junio de 1834, 
con motivo de la instalación de las Córtes 
generales convocadas, con arreglo al Es- 
tatuto real, y se mandó que el archivo 
de la misma se trasladará á la Secreta- 
ría de las Córtes. — V. Cortes. Diputa- 
ción Á Cortes. 

DIPUTACION A CORTES. En sentido 

lato puede decirse que con arreglo á' 
nyestra actual Constitución (!), la Dipu- 
tación á Córtes la componen los dos Cuer- 
pos colegisladores el Senado y el Con- 
greso de los diputados , porque Senado 
y Congreso tienen iguales facultades le- 
gislativas, y senadores y diputados cons- 
tituyen el poder de las Cortes unos por 
elección popular y otros por la del Rey. 
Sin embargo, puede contraerse la sig- 
nificación de Diputación á Córtes á uno 
solo de los Cuerpos colegisladores, á lo 
mismo que según la citada Constitución 
se ilama Congreso de los diputados , y en 
este sentido tomamos nosotros la locu- 
ción para abrazar aquí la legislación re- 
lativa á la organización dei Congreso de 
los diputados, ósea á la elección de es- 
tos, sus cualidades, las de los electores, 
la forma de la elección, etc. 

Es pues el Congreso de los diputados 
el Cuerpo de personas nombradas por 
los electores á quienes la ley concede 
este derecho, para que representen á 
la Nación y deliberen sobre los intere- 
ses dé! país. Eas cualidades para ser 
nombrado diputado, su fuero y prero- 
gatívas están consignadas en la citada 
Constitución de 1845, y con especia- 
lidad en los títulos IV y V, debiendo 
consultarse además de dicha Constitu- 
ción ia de 1812, tít. III, el Estatuto 
real , títulos 1 al V, la Constitución de 
1837, títulos II, III y IV, y la de 1854, 
títulos 11 al V, que se encuentran inser- 
tas en el artículo Constitución política, 
tomo 3.°, págs. 407 á 478. 

(i) Hablábamos de la Constitución en Í8i5 
que hoy con motivo de los sucesos políticos 
ocurridos a! entraren prensáoste número, no 
está ya en vigor. (Véase el apéndice 1.) 


■i 
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Las, disposiciones que, además, se han 
dictado sobre elecciones de diputados á 
Cortes son las que siguen: 

Ley de 20 julio de 1837 . 

.Esta ley rigió hasta la publicación de la 
de 18 marzo de 1846. Estaba basada en 
da, Constitución de 1857 ; establecía la 
elección por provincias, á razón de un 
diputado por cada 50.000 almas, y un 
senador por cada 85.000; daba derecho 
á todo español , mayor de 25 años, que 
pagase anualmente 200 rs. de contribu- 
ción directa, ó tuviese una renta de 

1.500 rs., ó poseyese una yunta propia 
destinada á labrar tierras de su propie- 
dad, ó dos á tierras arrendadas ó paga- 
se 3.000 rs. de arrendamiento, ó habita- 
se casa cuyo alquiler fuese desde 400 á 

2.500 rs. según la importancia de las po- 
blaciones. 

Las calidades necesarias para ser se- 
*nador ó diputado se establecian en el ca- 
pítulo V de la ley (arts. 53 á 59), cuyo 
literal contexto es como sigue: 

Art. 53. Los diputados podrán ser nom- 
brados senadores ; pero estos no podrán ser 
elegidos diputados. 

Art. 54. Si una misma persona fuese 
nombrada al mismo tiempo senador y dipu- 
tado, y no tuviese las calidades que para el 
primer cargo se requieren , podrá desempe- 
ñar el segundo. 

Art. 55. Todos los españoles qee tengan 
las circunstancias prescritas .en la Constitu- 
ción y en la presente ley, podrán ser diputa- 
dos, sino se hallan comprendidos en ningu- 
no de los casos que se expresan en el artí- 
culo 11. 

Art, 56. Para ser senador se requiere 
además poseer uoa renta propia ó un sueldo 
que no baje de 20.000 rs. vn. al año, ó pa- 
gar 3.000 rs. vn. anuales de contribución 
por subsidio de comercio. 

Solo servirán para este objeto los sueldos 
de los empleos que do pueden perderse sino 
por causa legalmente probada, y los que con 
arreglo á las leyes vigentes se disfruten ó 
haya derecho á obtener por retiro, jubila- 
ción ó cesantía. 

La renta propia, el sueldo y la contribución 
podrán acumularse para completar la suma 
necesaria, en cuyo caso cada real de contri- 
bución equivaldrá á 10 de renta ó sueldo. 

Arf. £ 7 , No podráp s&r fingidos para di- 
putados ni senadores ; 


1 . » Los jefes de la casa Real en ninguna 
provincia de la Monarquía. 

2. ° Los Capitanes generales y Comandan- 
tes generales de provincia; los regentes, ma- 
gistrados y fiscales de las Audiencias; los Je- 
fes políticos y sus secretarios; los intenden- 
tes y sus secretarios, y los contadores, teso- 
reros y administradores de rentas de las pro- 
vincias en las que tienen su residencia. 

3. ° Los Ministros, los magistrados de los 
Tribunales Supremos, los directores genera- 
les de todos los ramos de Administración, los 
oficiales de las Secretarías del despacho, to- 
dos los empleados en oficinas generales de 
la Corte que disfruten igual ó mayor ¡sueldo 
que los comprendidos en el párrafo anterior 
y los empleados en la casa Real, en la pro- 
vincia de Madrid. 

4. ° Los jueces de primera instancia en 
los distritos electorales que correspondan en 
todo ó en parte á los partidos judiciales erf 
que ejerzan su jurisdicción. 

Tampoco podrán ser propuestos para se- 
nadores por las provincias, que correspon- 
dan en todo ó en parte á sus respectivas dió- 
cesis los arzobispos, obispos, provisores 
vicarios generales. 

Art. 58. Tanto el cargo de senador como 
el de diputado es gratuito y enteramente vo- 
luntario, pudiend.o renunciarse aun después 
de aceptado y empezado á ejercer. 

Art, 59. Si un mismo individuo fuese 
elegido diputado por dos ó mas provincias 
á ia vez , optará ante el Congreso por la 
que mejor estime, y por la otra será reem- 
plazado por el diputado suplente á quien 
corresponda, y á falta de este se procederá 
á segunda elección. 

Ley de 18 marzo de 1846. 

Ha estado en vigor esta ley cerca de 
veinte años, ó sea desde su fecha hasta 
que se publicó la de 18de julio de 1865. 
Establecía la elección directa de 549 di- 
putados de que constaba el Congreso, 
por otros tantos distritos, bajo la base 
de un diputado por cada 35.000 almas. 

Exigía para ser diputado la cualidad 
de español del estado seglar , haber cum- 
plido veinticinco años de edad y poseer 
con un año de antelación á las eleccio- 
nes una renta de 12.000 rs. vn. proce- 
dentes de bienes raíces, ó pagar anual- 
mente 1.000 rs. de contribución direc- 
ta , y era incompatible el cargo eon^ el 
empleo activo fuera de Madrid , de Ca- 
pitán general, ó Comandante general de 
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departamento de marina, fiscal de Au- 
diencia y Gobernador civil , debiendo 
optar los elegidos entre uno y otro cargo 
en el término de un mes desde la apro- 
bación de las actas. No podían ser ele- 
gidos diputados, en sus respectivos dis- 
tritos, los que ejercían en ellos autori- 
dad ó jurisdicción. 

El derecho electoral le ejercían solo 
los mayores de veinticinco años que pa- 
gaban 400 rs. de contribución directa, ó 
ia mitad los doctores y licenciados, ma- 
gistrados , jueces y otras capacidades. 

R. O. de 24 julio de 1846. 

Con esta Real orden se publicó la división 
de las provincias en 349 distritos electorales, 
en la forma que determina el Estado que á 
la misma disposición se acompañó inserto efi 
la CL. t. 37, p. 501. 

R. O. de l.° enero de 1847. 

Declara qu« el nombramiento de diputado no varia 
Ja posición anterior del nombrado. 

(Gob.) «He dado cuenta á S. M. la Reina 
délas comunicaciones de -Y. S. fechas 11 
y 26 de diciembre último, eonsultaiulo si ha 
de remitir á Don Ramón de Cabrera y de 
Ciurana, presidente de la Junta centralista 
de esa provincia en 1843,. emigrado y resi- 
dente en Perpiñan, el acta del distrito elec- 
toral de La-Bisbal por el que ha sido nom- 
brado diputado á Cortes; y S. M., enterada 
de cuanto Y. S. manifiesta y de los docu- 
mentos adjuntos, se ha servido resolver diga 
á V. S. como de su Real orden lo ejecuto, 
que no variando el nombramiento de dipu- 
tado a Cortes Ja posición legal del individuo 
á cuyo favor resulte hecho, si antes de la 
elección se hallaba Cabrera impedido de 
restituirse á la Península, por el voto de los 
electores que lo han nombrado no adquiere 
la facultad de entrar en el reino, y que cuan- 
do fuese el motivo (le su emigración porque 
él se cree obligado á residir en el extranjero, 
podrá entregarse el acta de la elección á su 
favor. Es la voluntad de S. M, que esta reso- 
lución sirva de regla en cuantos casos aná- 
logos se ofrezcan. — De Real órden etc. — Ma- 
drid l.° de enero de 1847. (CIf. t. 40, pá- 
gina 3. a ) 

Ley de 10 febrero de 1849. 

Elecciones parciales. 

(Gob.) Articuló l.° El Gobierno man- 
dará proceder á elecciones parciales de di- 
putados á Córtes en cualquiera de los tres 
casos siguientes: 


1 :° Cuando un diputado renuncie ■ su 
cargo ante el Gobierno en época en que se 
halle suspensa ó cerrada la. legislatura. 

2. ° Cuando en las mismas circunstancias 
ocurra la muerte de algún diputado. 

3 , ° Cuando lo acordare el Congreso . 

Art. 2.° El Gobierno publicará en la 

Gaceta el Real, decreto convocando á los 
electores del distrito dentro de diez dias, 
contados desde que se reciba la renuncia de 
un diputado, la noticia oficial de su falleci- 
miento ó la comunicación del Congreso. 
Dentro de los diez dias siguientes á e9ta pu- 
blicación se insertará en el Boletín oficial 
de la provincia respectiva. En las islas Ba- 
leares y Canarias empezarán á contarse los 
diez dias desde que los jefes políticos reci- 
ban la noticia oficial del Real decreto con- 
vocando á los electores del distrito, sea por 
la Gaceta ó por la comunicación directa del 
Gobierno. La elección no' podrá hacerse an- 
tes de los veinte dias de Ja publicación del 
Real decreto de convocación en el Boletín 
oficial , ni diferirse mas de treinta días. 
Cuando el Gobierno no designe en el Real, 
decreto de convocación el día fijo en que 
deba celebrarse la elección, harán esta de- 
signación los jefes políticos, sujetándose á 
los plazos establecidos en el párrafo anterior. 

Art. 3.° En toda elección parcial se ob- 
servarán los trámites y formalidades pres- 
critas en el tít. Y de la ley electoral.» [CL. 
t. 46, p. 164.) 

Ley de 16 febrero de 1849. 

Esta ley declaró los que debían entenderse 
empleos de escala para los efectos del ar- 
tículo 25 de la Constitución. (CL. t. 46, pá- 
gina 166.) 

R. O. de 12 marzo de 1851 . 

(Gkac. y Just.) Por esta Real órden se 
encarga á todos ios funcionarios del orden 
judicial se abstengan de tomar parte activa 
en las elecciones de diputados y que sólo se 
concreten á emitir su voto. (CL. t. 52, pá- 
gina 365.) 

R. O. de 29 diciembre de 4853. 

(Crac, y Jüst.) Por esta se encargó al 
Tribunal Supremo de Justicia propusiera lo 
conducente acerca de la extensión y límites 
do la autoridad judicial para la indagación y 
la represión de ías delitos 'cometidos en actos 
electorales. (CL. t. 60, p. 600.) 

Otras Reales órdenes. 

Por Reales órdenes de 24 de agosto y 19 
de setiembre de 1854, y 19 de octubre 
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de {858 se encargó por los respectivos Mi- 
nisterios á las autoridades militares, los em- 
pleados de montes y los de Fomento que no 
se mezclasen en las elecciones de diputados 
influyendo en íavor ni en contra de ningún 
candidato. 


Ley de 22 junio de 1864. 

Quiénes no pueden ser diputados: Incompatibilidades. 

(Gob.) Doña Isabel U etc. 

Articulo 1 .° No pueden ser diputados: 

1. ° Los que lo sean ya por otros distri- 
tos y los que hayan jurado el cargo de 
senador. 

2. °- Los funcionarios de provincia ó de 
otras demarcaciones particulares, aunque 
sus nombramientos procedan de elección 
popular , que ejerzan autoridad , mando po- 
lítico ó militar, ó jurisdicción de cualquiera 
clase en los distritos sometidos en todo ó en 
parte á sn autoridad, mando ó jurisdicción. 

Si estos funcionarios dejasen de serlo por 
renuncia, destitución ú otras causas, no po- 
drán ser elegidos diputados en los mencio- 
nados distritos hasta un año después de ha- 
ber cesado en sus funciones. 

3. ° Los ingenieros de caminos, minas ó 
montes en las provincias ó distritos donde 
ejerzan sus funciones. 

4. ° Los contratistas y sus fiadores de 
obras ó servicios públicos que se paguen con 
fondos del Estado, provinciales ó municipa- 
les en los distritos donde se ejecuten las obras 
ó se presten los servicios. 

5. ° Los recaudadores de contribuciones 
en los distritos donde lo sean y sus fiadores. 

6. ° Los comprendidos en el art. 11 de la 
ley electoral. 

Art. 2.° El cargo de diputado es incom- 
patible con todo empleo público ó de la casa 

real . 

Se entiende por empleos públicos para los 
efectos de esta ley, los qne se confieren por 
nombramiento del Gobierno, aunque su re- 
tribución no se consigne en los presupuestos 
del Estado. 

Sn exceptúan: 

1. ° Los consejeros de Estado. 

2. ° Los embajadores y Ministros plenipo- 
tenciarios en las Cortes de Europa. 

3. a Los directores generales de las armas 
é institutos del ejército. 

4. “ Las autoridades superiores militares 
y políticas de Madrid. 

5. ° Los subsecretarios, directores gene- 
rales y jefes de sección de los Ministerios, 
cuyos sueldos, que en ningún caso podrán 
bajar de 40.000 rs., denominación y eatego- 

Tomo V. 
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ría hayan venido figurando en los presupues- 
tos del Estado tres años consecutivos. 

6. Los empleados de la casa real que 
disfruten al menos el sueldo, tratamiento v 
consideración de los jefes superiores de Ad- 
ministración. 

Se exceptúan igualmente: 

1. ° Los presidentes, fiscales y magistra- 
dos de los Tribunales Supremos, de los espe- 
ciales y de la Audiencia de Madrid. 

2. ° Los oficiales generales del ejército y 
armada que se hallen de cuartel ó estén exen- 
tos del servicio, y los coroneles y capitanes 
de navio que, llevando un año de efectividad, 
no tengan mando ni empleo activo, 

3. ° Los consejeros de instrucción públi- 
ca, el rector y los catedráticos de término 
de la Universidad central y los catedráticos 
nombrados con arreglo á los arts. 238 y 239 
de la ley vigente de instrucción pública. 

4. ° Él vice-presidente de la Junta de es- 
tadística. 

El presidente de la de clases pasivas y el 
asesor general del Ministerio de Hacienda. 

5. ° Los inspectores generales y subins- 
pectores de los cuerpos de caminos, minas, 
montes y telégrafos que por razón de su em- 
pleo tengan residencia lija en Madrid, y los 
ingenieros jefes de primera ciase de Jos men- 
cionados Cuerpos de caminos, minas y mon- 
tes que teniendo igualmente su residencia 
en la corte por razón de su empleo corno in- 
genieros, se hallen desempeñándolo con un 
año de antelación. 

Art. 3.° Los que ejerzan empleo incom- 
patible con el cargo de diputado, si son ele- 
gidos, presentarán el acta de su elección al 
Congreso dentro de quince dias, á contar 
desde aquel en que se hubiere constituido; 
si no lo hicieren se tendrá por renunciado el 
cargo de diputado y se procederá á nueva 
elección. Este plazo será do un mes para los 
diputados electos por las islas Canarias. 

Aprobada el acta por el Congreso, el em- 
pleado deberá optar dentro de un mes entre 
el empleo y el cargo de diputado. El jura- 
mento del 'cargo equivale a la renuncia del 
empleo. 

Los funcionarios pertenecientes á las car- 
reras civiles cuyos cargos no sean compati- 
bles con la Diputación , si optaren por esta, 
gozarán únicamente del sueldo pasivo de 
cesantía ó jubilación que Jes corresponda 
por sus años de servicios. Los militares que 
se encuentren en este caso disfrutarán del 
sueldo de retiro, y así estos como los cate- 
dráticos numerarios y los empleados de car- 
reras facultativas, cuyos ascensos solo pue- 
den obtenerse por rigurosa antigüedad al ser 
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declarados en situación pasiva, no serán da- 
dos de baja en sus respectivas escalas. 

Art. 4.° Los diputados no podrán obte- 
ner del Gobierno, ni de la casa real, em- 
pleo, ascenso que no sea de escala en Jas 
carreras en que se asciende solo por rigu- 
rosa antigüedad, gracia, comisión con suel- 
do, honores ni condecoraciones hasta des- 
pués de haberse disuelto las Cortes , aun 
cuando hubiesen renunciado antes la Dipu- 
tación . 

Podrán no obstante aceptar, quedando su- 
jetos á reelección, los empleos que se decla- 
ran compatibles en los núms. 1 .°, 2.°, 3.°, 
4.°, 5.° y 6.° del párrafo l.° del art. 2.° 

El Gobierno, en casos de guerra ó rio tur- ¡ 
bacion del árden público , podrá emplear y i 
premiar por hechos de armas distiguidos á ¡ 
los diputados militares, sin que queden su- 
jetos á reelección. 

Art. 5.° Quedan vigentes todas las pres- 
cripciones de la ley electoral y Ja de casos 
de reelección en todo lo que no se opongan 
á la presente: 

Por tanto: Mandamos etc. — Dado en Pala- 
cio á 22 de junio de 1864. — Yo la Reina. — 
El Ministro de la Gobernación, Antonio Cá- , 
novas del Castillo. (Gao. 12 setiembre.) 

Ley de 18 julio de 1865. 

(Gob.) «Artículo único. Regirá como 
ley electoral para diputados á Córtes en la 
Península é Islas adyacentes el proyecto que 
es adjunto. 

Por tanto: Mandamos etc. — San Ildefonso 
á 18 de julio de 1865.» 

LEY ELECTOR A I 

TITULO PRIMERO. 

DE LOS DISTRITOS ELECTORALES Y DEL NÚMERO 
DE DIPUTADOS 

Artículo l.° Todas las provincias de la 
Península é Islas adyacentes elegirán el nú- 
mero de diputados á Córtes que correspon- 
da á su población en la proporción de uno 
por cada 45.0Ü0 almas. 

La provincia en que resulte un sobrante 
de mas de la mitad de la expresada suma 
elegirá un diputado mas. 

Art. 2.“ Ningún distrito electoral podrá 
nombrar mas de siete diputados. De las pro- 
vincias cuya población excediere de 337.500 
habitantes se formarán dos ó mas distritos 
electorales independientes entre sí, que ele- 
girán los diputados que á cada uno corres- 
pondan. 


Art.. 3.° Formará también un distrito 
electoral independiente cada uno de los pue- 
blos de la Península cuyo término municipal 
comprenda 45.000 ó mas habitantes, y en él 
todos ios electores domiciliados dentro del 
radio de su partido ó partidos judiciales 
nombraran el número de diputados que cor- 
responda á la población total de los mismos 
partidos. 

Art. 4.° Los distritos electorales se divi- 
dirán en secciones, cuya demarcación y ca- 
pitalidad serán las mismas que tienen actual- 
mente los partidos judiciales. 

Art. 5. n La división de los distritos y de 
las secciones electorales con la designación 
de sus respectivas cabezas y el número de 
diputados correspondiente á cada distrito, 
serán los que resultan del estado demostra- 
tivo que forma parte de esta ley. 

Art. 6.° No se podrá alterar la división 
de los distritos y secciones electorales, ni la 
designación de sus cabezas, sino por medio 
de una ley. 

Art. 7.° Para aumentar el número de 
diputados que corresponde nombrar á una 
provincia ó distrito electoral, cuando el 
aumento de su población lo requiera ó para 
conceder por igual motivo á un pueblo la 
representación independiente, será precisa 
una ley. 

TITULO II. 

DE LAS CALIDADES NECESARIAS PARA SER 
DIPUTADO. 

Art. 8.° Para ser diputado se requiere: 

Primero. Ser español del estado seglar. 

Segundo. Haber cumplido 25 años de 
edad antes de su proclamación en ei distrito 
electoral. 

Tercero. Ser contribuyente al Estado 
por cualquiera de las eontriliuciones directas. 

Art. 9.° No podrán ser elegidos diputa- 
dos los que se hallen comprendidos en cual- 
quiera de Jos casos siguientes; 

Primero. Los que ya hubieren jurado el 
cargo de diputado y no lo hubieren renun- 
ciado antes de la nueva elección, y los que 
hubieren sido admitidos como senadores. 

Segundo. Los que por sentencia ejecuto- 
ria hayan sido condenados á las penas, co- 
mo principales ó accesorias, de inhabilita- 
ción perpetua absoluta ó especial para de- 
rechos políticos ó cargos públicos, aunque 
hayan sido indultados, á no haber obtenido 
antes de la elección rehabilitación personal 
por medio de una ley. 

Tercero. Los que por sentencia ejecu- 
toria hayan sido condenados á cualquiera 
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de las penas que el Código penal clasifica 
cotilo aflictivas, si no hubieren obtenido re- 
habilitación dos años por los menos antes de 
laelecion.^ 

Cuarto. Los que al tiempo de hacerse 
las elecciones se hallen procesados criminal- 
mente, si hubiere recaído contra ellos auto 
de prisión. 

Quinto. Cos que por incapacidad física ó 
moral se hallen bajo interdicción judicial por 
sentencia ejecutoria. 

Sexto. Los concursados ó quebrados no 
rehabilitados conforme á la ley, y que no 
acrediten documentalmente haber cumplido 
todas sus obligaciones. 

Séptimo. Los deudores á fondos públicos 
como segundos contribuyentes. 

Octavo. Los contratistas de obras 6 ser- 
vicios públicos de cualquiera clase, que se 
costeen con fondos del Estado, ó que tengan 
or objeto la recaudación de las rentas pú- 
licas; y los que de resultas de contratas con 
el Gobierno, tengan pendientes contra él re- 
clamaciones de interés propio. 

Esta disposición sera extensiva á los fia- 
dores y mancomunados de dichos contra- 
tistas. 

Art. 10. Tampoco podrán ser elegidos 
diputados los que se hallen comprendidos 
en alguno de los casos siguientes: 

Primero. Los empleados de real nombra- 
miento, en las provincias ó distritos donde 
ejerzan su empleo. 

Segundo. Los funcionarios de provincia, 
ó de otras demarcaciones , aunque su nom- 
bramiento proceda de elección popular, que 
ejerzan autoridad, mando civil ó militar, ó 
jurisdicción de cualquiera clase en los dis- 
tritos sometidos en todo ó en parte á su au- 
toridad, mando ó jurisdicción. 

Tercero. Los diputados provinciales ó 
forales en los distritos en que ejerzan sus 
funciones. 

Cuarto. Los contratistas de obras ó ser- 
vicios públicos de cualquiera clase, que se 
costeen con fondos provinciales ó munici- 
pales, ó que tengan por objeto la recauda- 
ción de las rentas de una ú otra clase en los 
distritos electorales donde se ejecuten las 
obras, se presten los servicios ó se recauden 
los impuestos; y los que de resoltas de con- 
tratas con provincias ó pueblos tengan con- 
tra ellos reclamaciones de interés propio. 

Esta disposición será extensiva á los fia- 
dores y mancomunados de dichos contra- 
tistas. 

Art. H . En cualquier tiempo en que un 
diputado se inhabilitare por alguna de las 
causas enumeradas en el art. 9.° se declara- 
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rá por el Congreso su incapacidad, v perde- 
rá inmediatamente el cargo. 

Art. 12. La incapacidad relativa que es- 
tablece al art. 10 subsistirá hasta un año 
después de que hubieren' cesado por cual- 
quier causa en sus funciones los comprendi- 
dos en los párrafos primero, segundo y ter- 
cero, y hasta que hubieren liquidado defini- 
tivamente sus contratas los comprendidos en 
el párrafo cuarto. 

Art. 13. El cargo de diputado á Cortes 
es gratuito y voluntario, y el diputado podrá 
renunciarle antes y después de haber toma- 
do asiento en el Congreso, pero solamente 
ante el mismo Congreso, y nunca sin aproba- 
ción prévia dei acta de la elección . 

TITULO III. 

DE LAS CALIDADES NECESARIAS PARA SER 
ELECTOR. 

Art. 14. Solo tendrán derecho á votar 
en la elección de Diputados á Córtes, los que 
estuvieren inscritos como electores en las 
listas del censo electoral, vigentes al tiempo 
de hacerse la elección. 

Art. 15. Tendrá derecho á ser inscrito 
como elector en las listas del censo electoral 
de la sección de su respectivo domicilio, to- 
do español de edad de 25 años cumplidos que 
sea contribuyente dentro ó fuera de la misma 
sección por la cuota mínima para el Tesoro 
de 20 escudos anuales por contribución ter- 
ritorial ó por subsidio industrial. 

Para adquirir el derecho electoral , ha de 
pagarse la contribución territorial con un 
año de antelación , y el subsidio industrial 
con dos años. 

Art, 16. Para computar la contribución 
á los que pretendan el derecho electoral se 
considerarán como bienes propios: 

Primero. Con respecto á los maridos, los 
de sus mujeres mientras subsista la sociedad 
conyugal. 

Segundo. Con respecto álos padres, los 
de sus hijos de que sean legítimos adminis- 
tradores. 

Tercero. Con respecto á los hijos, los 
i suyos propios de que por cualquier concepto 
sean sus madres usufructuarias. 

Art. 17. A los socios de conmpañías que 
no sean anónimas se computará también la 
contribución que paguen las mismas compa- 
ñías, distribuida en proporción ai ínteres 
qne cada uno tenga en la sociedad; y no 
siendo este conocido por iguales parles. 

Art. 18. En todo arrendamiento á par- 
cería, se imputarán para los efectos de esta 
ley los dos tercios de la contribución al pro- 
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pietario, y el tercio restante al colono ó co- 
lonos. , , _ , , 

Art. 19. También tendrán derecho a ser 

inscritos en las listas como electores: 

Primero. Los individuos de número de 
las Reales academias Española, de la Historia, |i 
de San Fernando, de ciencias exactas, físicas 
y naturales, y de ciencias morales y polí- 
ticas. 

Segundo. Los individuos de los cabildos 
eclesiásticos, y los curas párrocos y sus te- 
nientes ó coadjutores. 

Tercero. Los empleados de nombramien- 
to del Rey ó de las Cortes, activos, cesantes 
ó jubilados, que gocen por lo menos 800 es- 
cudos anuales de haber. 

Cuarto. Los oficiales generales del ejér- 
cito y armada, exentos del servicio, y los 
militares y marinos retirados, de capitán in- 
elusive arriba. 

Quinto. Los abogados, médicos, ciruja- 
nos, farmacéuticos, ingenieros de caminos, 
de minas y de montes, arquitectos, ingenie- 
ros industriales y agrónomos y veterinarios, 
que no se hallen al servicio del Estado, que 
tengan un año de ejercicio, y que paguen 
cualquier cuota de subsidio industrial por su 
profesión, ó estén exentos temporalmente de i 
pagarla en compensación de algún servicio . 
de interés público inherente á la misma pro- 
tésica. 

Sexto. Los pintores y escultores que ha- 
yan obtenido premio de primera ó segunda 
clase en las exposiciones nacionales ó inter- 
nacionales. 

Séptimo. Los relatores y escríbanos de 
cámara de les tribunales supremos y supe- 
riores, y los notarios y procuradores', escri- 
banos de Juzgado y agentes colegiados de 
negocios, que se hallen en los mismos casos 
que los del párrafo quinto. 

Octavo. Los profesores y maestros de 
cualquiera enseñanza costeada de fondos 
públicos. 

Noveno. Los maestros de primera y se- 
gunda enseñanza que tengan título y un año 
de ejercicio, y paguen cualquier cuota de 
subsidio industrial. 

Art. 20, No podrán ser electores los . 
que se hallaren en cualquiera de los casos 
expresados en los párrafos segundo, tercero, 
cuarto, quinto, sexto y sétimo del art. 9.° 

TITULO IV. 

DEL MODO DT3 ADQUIRIR Y PERDER EL DERECHO 
ELECTORAL. 

Art. 21 . Al tiempo de promulgarse esta 
ley se adicionarán las listas electorales vi- I 


geules con arreglo á las disposiciones tran- 
sitorias comprendidas en ef tít. 10, y así 
adicionadas estas listas constituirán el censo 
electoral permanente. 

Art. 22. Ultimada esta referir*, y publi- 
cadas las listas que de ella resulten, el de- 
recho electoral y la consiguiente inscripción 
en el censo solamente podrán obtenerse y 
perderse por virtud de declaración judicial 
hecha á instancia de parte legítima por los 
trámites establecidos en esta ley. 

Art. 28. Para hacer esta declaración son 
competentes, con exclusión de todo fuero, 
los Jueces de primera instancia de la juris- 
dicción ordinaria de los partidos judiciales 
comprendidos en el distrito ó sección, en 
cuyas listas haya de hacerse la inscripción 
ó la exclusión del elector. 

Art. 24. La acción para reclamar la in- 
clusión ó exclusión de los electores en las 
listas de cada distrito ó sección, será popu- 
lar entre los electores ya inscriptos en ellas, 
quienes, lo mismo que los propios interesa- 
dos, podrán ejercitarla en cualquier tiempo. 

Art. 25. En ios expedientes judiciales 
sobre inclusión ó exclusión de electores en 
las listas, será oído siempre el Ministerio 
fiscal. 

Art. 2fi. No se admitirá ni dará curso á 
ninguna demanda de inclusión que no se 
presento, acompañada de justificación docu- 
mental del derecho que se pida. Esta justi- 
ficación deberá ser comprensiva de las tres 
calidades de edad y contribución y do ve- 
cindad on la sección respectiva que requiere 
el art,. 15. 

Art. 27. Admitida la demanda, manda- 
rá el Juez que se publique la pretensión por 
edictos que se fijarán en los sitios acostum- 
brados del pueblo cabeza de partido, y en 
los del domicilio dentro de la sección de las 
personas cuya inscripción se solicite, y se 
anunciarán en el Boletín oficial de la pro- 
vincia. 

Art. 28. Dentro del término de 20 dias, 
contados desde la fecha del Boletín oefiemí 
en que se hubiese insertado el anuncio, po- 
drán presentarse en oposición á la inclusión 
los mismos interesados si no fuesen los de- 
mandantes , ó cualquier elector ya inscrito 
en las listas, 

Art. 29. Espirado el término del articu- 
lo anterior sin que se haya preseutado nadie 
en oposición, se pasará el expediente al mi- 
nisterio fiscal, que lo devolverá con su dic- 
tamen á los tres dias. 

Art. 30. En el caso del articulo anterior 
si el ministerio fiscal no se opusiere á la de- 
manda, dictará el Juez dentro de 24 horas 
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sentencia definitiva razonada declarando ó 
negando el derecho electoral solicitado. Es- 
ta sentencia será apelable en ambos efectos; 
y sino se apelare quedará el lidio ejecuto- 
riado sin necesidad de ninguna declaración, 
y se procederá á ejecutarlo inmediatamente! 

Art. 31. Si dentro del término del ar- 
tículo 28 se presentare alguno oponiéndose 
á la demanda, ó en el caso del art. 20 se 
opusiere el ministerio fiscal, se dará inmedia- 
tamente copia del escrito de oposición á la 
parte actora, y mandará el Juez convocar á 
todas las partes á juicio verbal, que se cele- 
brará lo mas tarde cinco dias después de 
fenecido dicho término, y al cual podrá asis- 
tir con aquellas un hombre bueno ó defen- 
sor con cada una para sostener sus derechos. 

Art. 32. De este juicio, que podrá durar . 
basta tres dias, y en que podrán admitirse 
nuevas justificaciones que no sean de testi- 
go se extenderá la oportuna acta, que sus- 
cribirán con el -Juez Jas partes ó sus défenso- 
sores y el escribano. Los nuevos documen- 
tos que se presentaren , se unirán al expe- 
diente originales ó en testimonio concertado 
con ellos. 

Art. 33. Concluido el juicio verbal y 
dentro del siguiente dia el Juez dictará sen- 
tencia, que será apelable como en el caso 
del art. 30. 

Art. 34. Cuando hubiere oposición á la 
demanda, el ministerio fiscal solamente será 
oido después del juicio verbal, para lo cual 
se le pasarán los autos, que devolverá con 
dictamen escrito dentro de tres dias, y la 
sentencia se dictará en ol inmediato siguien- 
te al de la devolución del expediente. 

Art. 35. Si un elector inscrito en las 
listas de un distrito electoral trasladare su 
vecindad á otro distrito ó á diferente sección, 
le bastará para ser inscrito en las listas del 
nuevo domicilio acreditar este documental- 
mente, y que estaba inscrito en las corres- 
pondientes á la sección de su anterior vecin- 
dad: pero se admitirá prueba en contrario si 
hubiere oposición de parte legítima. 

Art. 36. Si la demanda fuere de exclu- 
sión , deberá acompañarla también , para ser 
admisible, justificación documental negativa 
con respecto á cualquiera de las circunstan- 
cias del art, 15, ó afirmativa respecto á las 
que producen incapacidad para gozar del de- 
recho electoral con arreglo ni art, 19. 

Art, 31. Admitida en este caso la de man- j 
da , seguirá los trámites que quedan prescri- 
tos para las de inclusión ; pero además de ja 
Publicación nrcveuida por el art. 27 , serán . 
siempre citados personalmente los electores , 
cuya exclusión se solicite. Esta citación se • 
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mira por cédula acompañada de copia literal 
de la demanda y su documentación , en la 
lorma dispuesta por los artículos 22 y 228 de 
la lev de Enjuiciamiento civil, cuya entrega 
se hará en el domicilio en que el Interesado 
resulte inscrito en las listas. A este ó á cual- 
quier otro elector que se presente á sostener 
su derecho le bastará justificar la calidad ó 
circunstancia determinada que en Ja deman- 
da y en su comprobación se le niege , v so- 
bre este punto resolverá el Juez en su sen- 
tencia. : 

Art. 38. El que haya sido excluido de 
las listas del censo electoral por alguna de 
las causas expresadas en el art. 20, no podrá 
volver á ser inscrito en las del mismo ni en 
las de otro distrito sin que acredite haber 
recobrado con posterioridad á su exclusión 
la aptitud necesaria para ser elector. 

Art. 39. No se podrán acumular en una 
misma demanda reclamaciones de inclusión 
y exclusión. 

Art. 40, Las apelaciones á que so re- 
fieren los artículos 30 y 33 se impondrán 
dentro del término de tres dias desde la no- 
tificación de la sentencia, y serán admitidas 
de piano , remitiéndose los autos originales 
á la audiencia del territorio, con previa cita- 
ción de las partes para que conparezcan en 
el tribunal dentro del término de 15 dias. 

Art. 41. Estas apelaciones se sustancia- 
rán en la forma y por los trámites prescritos 
para las de los interdictos posesorios por los 
artículos 760 y siguientes de la ley de Enjui- 
ciamiento civil ; pero sin formar apuntamien- 
to, y oyendo ante todo al Ministerio fiscal, 
á quien al efecto pasarán los autos luego que 
se persone el apelante para que emita su 
dictamen escrito dentro de tres dias. 

Art. 42. En la instancia de apelación 
podrá también alegarse nulidad do la sen- 
tencia apelada por haberse faltado en la pri- 
mera á alguno de los trámites prescritos en 
esta ley; y si el Tribunal estimare la nuli- 
dad, mandará reponer los autos al estado 
que tenían cuando se cometió la intrate ion, 
con imposición de las costas al Juez si apa- 
reciere culpable de la falta. 

Art, 43. Contra el fallo definitivo de Ja 
audiencia, no se da recurso alguuo. 

Art, 44. Todos los términos fijados en 
los artículos que preceden son improroga- 
bles , y en ellos no se contaran los dias en 
que no puedan tener lugar actuaciones judi- 
ciales; pero sí los de las vacaciones de los 
tribunales, que no obstarán al curso y fallo 
de estos expedientes. 

Art. 45. En ellos podrán las partes ser 
representadas por procurador : pero en este 
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caso, si el procurador representante noíuesé 
elector en el distrito ó sección, deberán ser 
designadas nominalmente en el poder las 
personas, cuya inclusión ó exclusión haya 
de solicitarse y no podrá hacerse la demanda 
extensiva á otras. 

Art. 46. Todas las actuaciones de estos 
expedientes judiciales y el papel que en el|os 
se use serán de oficio. 

Art. 47. Todas las cuestiones de proce- 
dimiento que no tengan resolución expresa 
en los artículos que preceden se decidirán 
por las reglas generales de sustanciacion de 
la ley de Enjuiciamiento civil. 

Art. 4(8. Ejecutoriada que sea la senten- 
cia definitiva, se dará testimonio literal de 
ella á las personas interesadas que lo pirlán 
y sin perjuicio se pasará desde luego oficial- 
mente otro testimonio igual , para que cons- 
te y tenga efecto el fallo en el registro del 
censo electoral, al Gobernador de la provin- 
cia quien acusará el recibo inmediatamente, 
y dispondrá en su caso que se haga á su 
tiempo la inscripción consiguiente en las lis- 
tas respectivas. 

TITULO V. 

DE LA FORMACION Y RECTIFICACION ANUAL DEL 
CENSO ELECTORAL. 

Art. 49. En la Secretaria del Ayunta- 
miento del pueblo cabeza de cada sección se 
abrirá un libro titulado Registro del censo 
electoral, en el cual , después de insertar la 
lista de los electores actuales de la sección 
que al efecto se remita al Gobernador de la 
provincia, conforme á lo dispuesto en el ar- 
tículo 113, se harán constar sucesivamente 
con el órden y separación convenientes los 
nombres: 

Primero. De los electores que hubieren 
fallecido, con referencia á los registros deí 
estado civil. 

Segundo. De los que sean excluidos por 
sentencia judicial , con referencia á los testi- 
monios de las ejecutorias procedentes de los 
Juzgados , que remitirá el Gobernador , y se 
archivarán en la misma municipalidad. 

Tercero. De los nuevos electores man- 
dados inscribir por sentencia judicial con 
igual referencia. 

Art. 50. Estos libros estarán bajo la in- 
mediata inspección de una comisión perma- 
nente compuesta de! Alcalde presidente , y 
de cuatro concejales electores nombrados 
por el Ayuntamiento que se renovarán por 
mitad cada dos años con la misma corpora- 
ción, y que serán responsables con el secre- 
tario de todas las fallas que puedan cometer- 
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se en la fornialídad y puntualidad de los 
asientos. 

Art. 51. Todo elector que varíe de do- 
micilio dentro de cada sección lo hará saber 
por escrito á la Comisión inspectora, dejan- 
do nota de su nueva morada en la Secreta- 
ría municipal para que se teoga presente en 
la rectificación inmediata de la lista, 

Art. 52. El día l.° de diciembre de cada 
año se publicarán por edictos en todos los 
Ayuntamientos de la sección , y se inserta- 
rán en el Boletín oficial de la provincia los 
resultados de las anotaciones del registro du- 
rante el año con respecto á las tres elases.de 
los fallecidos, los excluidos y los nuevamen- 
te declarados electores para ser inscritos. 

Art. 53. Hasta el dia 10 del mismo mes 
de diciembre admitirá la Comisión inspectora 
las reclamaciones que puedan hacerlos elec- 
tores inscritos en las listas vigentes á los in- 
teresados en las anotaciones publicadas con- 
tra la exactitud de las mismas, y las resol» 
verán de plano en vista de sus antecedentes 
en la Secretaría, notificando en el acto sus 
resoluciones á los reclamantes. 

Art. 54. Estos podrán hasta el dia 20 
acudir en queja de las decisiones de la Co- 
misión al Gobernador de la provincia quien 
resolverá definitivamente sobre la reclama- 
ción en vista del expediente que aquella le 
remitirá con el recurso, oyendo al Consejo 
provincial, y su resolución se hará saber 
también inmediatamente á la parte recur- 
rente y á la comisión inspectora. 

Art. 55. El dia 1 .° de enero siguiente se 
anunciará por edictos en todos los Ayunta- 
mientos de la sección , se publicará impresa, 
y se insertará además en el Boletín oficial 
de la provincia la lisia de los electores recti- 
ficada á tenor de las anotaciones del registro 
antes enunciadas, con las modificaciones á 
que hobieren dado lugar las reclamaciones 
á que se refieren los dos artículos anteriores 
que se hubieren estimado, y autorizada por 
el presideute y Secretario de la Comisión 
inspectora. 

Art. 56. Estas listas que comprenderán 
por órden alfabético de Ayuntamientos y 
nombres todos los electores inscritos, con 
designación de sus apellidos paterno y ma- 
terno y domicilio , se insertarán íntegras en 
el libro del registro de cada sección, autori- 
zadas con las firmas de todos los individuos 
de la Comisión inspectora y del Secretario. 
Igualmente autorizada y firmada se insertará 
en el registro del censo electoral otra lista 
por órden de cuotas de contribución. 

Art. 57. La lista electoral así rectificada 
será definitiva, y regirá hasta la nueva rec- 
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tificacion anual. Solamente los electores en 
ella inscritos podrán tomar parte en las elec- 
ciones ^de diputados que se hagan durante el 
año. El voto dado en estas por un elector 
inscrito, que al tiempo de hacerse la elección 
estuviere condenado por sentencia ejecuto- 
ria á inhabilitación ó suspensión de sus de- 
rechos políticos, no podrá ser anulado por 
eso, sin perjuicio de la responsabilidad que 
el votante hubiere contraido con arreglo al 
Código penal por el quebrantamiento de la 
sentencia. 

Art. 511. En Jos pueblos de 45.000 ó mas 
almas que forman un distrito electoral no 
habrá mas que un solo registro del censo, 
que se arreglará con las divisiones y clasi- 
ficaciones convenientes para, la distribución 
de Jos electores entre las listas de las seccio- 
nes respectivas. 

Art. 59. El Gobierno dictará las instruc- 
ciones y disposiciones reglamentarias que 
sean precisas para la ejecución de las conte- 
nidas en este título. 

TITULO VI. 

DE LA CONSTITUCION DEL COLEGIO ELECTORAL 
Y DE LAS VOTACIONES. 

Art. 60. Los Gobernadores, oyendo á los 
Ayuntamientos de los pueblos cabezas de 
sección, designarán bajo su responsabilidad 
los ediíicios mas adecuados en ellos para los 
colegios electorales. Esta designación se pu- 
blicará en los Boletines oficiales de las pro- 
vincias, y se hará notoria en la forma ordi- 
naria en todos los pueblos de las secciones 
respectivas 10 dias por lo menos antes del 
señalado para dar principio á la elección. 

Art. 61. La elección se hará bajo la pre- 
sidencia de uno de los cinco electores mayo- 
res contribuyentes de Ja sección, que se de- 
signarán en la forma que prescribe el articu- 
lo siguiente , y en su delecto por el Alcalde 
de] pueblo cabeza de sección , asociado de : 
cuatro secretarios escrutadores elegidos di- 
rectamente por los electores, quienes consti- 
tuirán con el presidente la mesa electoral. 

Art. 62. Tres dias antes de la elección, 
á las doce de la mañana y en el local desig- 
nado, se constituirá en sesión publica la co- 
misión inspectora del censo bajo la presiden- ¡ 
cía de! Alcalde, ó Teniente, para declarar con ; 
presencia de los libros del registro el elector [ 
á quien corresponda la presidencia de la me- i 
sa electoral. 

Al efecto se formará una lista de los orneo 
electores mayores contribuyentes de la sec- 
ción que sepan escribir, por orden numéri- 
co de las cuotas que cada uno pague; y si ■ 
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hubiere dos ó mas que paguen cuotas igua- 
les á las del último, serán preferidos los de 
mayor edad. 

Si ocurriese duda respecto á la edad, dis- 
pondrá el Alcalde ó Teniente que se presen- 
ion las partidas de bautismo debidamente le- 
galizadas. Estos documentos se unirán a] 
acta, y los que no los presentaren no tendrán- 
derecho de iiacer reclamación alguna. 

Será proclamado presidente del Colegio 
electoral el primero de la lista, y en su de- 
fecto el que le siga en orden, y se comuni- 
cará su nombramiento á los cinco interesa- 
dos. De esta sesión se levantará acta , que 
se unirá á su tiempo á las demás, de las ope- 
raciones sucesivas de la elección. 

Art. 63. El primer dia de la elección se 
reunirán los electores alas ocho de la mañana 
en el local prefijado, presididos por el que 
resulte proclamado al efecto, con arreglo al 
artículo anterior. Si este no se hallare pre- 
sente, presidirá el que le siga en la lista por 
el orden establecido en el mismo artículo, y en 
defecto de todos presidirá el Alcalde ó el que 
baga sus veces. 

Art. 64. Si la mesase constituyere bajo 
la presidencia del Alcalde, no podrá después 
reclamar por ningún motivo la presidencia 
ninguno de los cinco electores mayores con- 
tribuyentes que no se hubieren hallado pre- 
sentes al instalarse el Colegio electoral. 

Art. 65. Acto continuo se asociarán al 
presidente en calidad de secretarios escru- 
tadores interinos cuatro electores, que serán 
los dos mas ancianos y los dos mas jóvenes 
de entre los presentes. 

En caso de duda, el presidente decidirá de 
plano en vista de Jas partidas de bautismo 
que se presentaren, y estas se unirán al 


acta. 

Art. 66. Formada así la mesa interina, 
comenzará en seguida la votación para cons- 
tituirla definitivamente. 


Cada elector entregará al presidente una 
papeleta, que podrá, llevar escrita ó escribir 
en el acto, en la cual se designarán dos elec- 
tores para secretarios escrutadores. El pre- 
sidente depositará la papeleta en la urna á 
presencia del mismo elector cuyo nombro 
y domicilio se anotarán en una lista nume- 
rada. 

Esta votación se cerrará a launa déla tar- 


de, y no antes ni después. , 

Art. 67. Cerrada Ja votación, liara la 
mesa interina el escrutinio, leyendo el presi- 
dente en alta voz las papeletas, y confrontan- 
do los secretarios escrutadores el número de 
pIIas con el do los volantes unolunos en Ki 
lista numerada. 
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Los electores tendrán derecho para con- 
frontar lar papeletas, si tuvieren duda sobre 
el resultado del escrutinio. 

Concluido el escrutinio, quedarán nom- 
brados secretarios escrutadores los cuatro 
electores que estando presentes en aquel 
acto hayan reunido á su favor mayor núme- 
ro de votos. 

Estos secretarios, con el presidente de la 
mesa interina, constituirán la definitiva. 

Art. 68. Si por resultado del escrutinio 
no saliere elegido el número suficiente de 
secretarios escrutadores, el presidente y los 
elegidos nombrarán de entre los electores 
presentes los que falten para completar la 
mesa. En caso de empate decidirá la suerte. 

Art. 69. Al día siguiente, á fas nueve de 
la mañana, bajo la dirección de la mesa defi- 
nitivamente constituida comenzará la vota- 
ción para elegirlos diputados, y esta durará 
hasta la una de la tarde. 

Art. 70. En cada sección electora! todos 
y cada uno de los electores votarán á todos 
ios diputados que correspondan al distrito. 

Art. 71. La votación será secreta. Cada 
elector entregará al presidente una papeleta 
en papel blanco en la cual llevará escrito ó 
escribirá en el acto por si ó por medio de 
otro elector los nombres de los candidatos á 
quienes dé su voto. El presidente depositará 
la papeleta doblada en la urna á presencia del 
mismo elector, cuyo nombre y domicilio se 
anotarán en una lista numerada. 

Art. 72. A la una en punto de la tarde 
el presidente declarará en alta voz cerrada la 
votación del dia. Acto continuo se procederá 
al escrutinio, leyendo el presidente en alta 
voz las papeletas que extraerá de la urna, 
cuyo número confrontarán los secretarios 
escrutadores con el de los electores votantes 
anotados en las listas numeradas del dia. 

Art. 73. Serán nulas y no se computa- 
rán para efecto alguno las papeletas en blan- 
co, las no inteligibles y fas que no conten- 
gan nombres propios de personas. Guando 
alguna papeleta contenga mayor número de 
nombres que el de los diputados que corres- 
ponda elegir id distrito, solo valdrá e) voto 
para los que completen este número por e! 
orden en que estén escritos; y si no fuere 
posible determinar este orden, será nulo el 
voto. 

Art. 74. Cuando respecto al contenido 
de alguna papeleta leída por el presidente 
mostrase duda un elector, tendrá este dere- 
cho á que se le permita examinarla por sí 
mismo. 

Art. 75. Terminado el escrutinio, el pre- 
sidente anunciará en alta voz su resultado 


segud las notas que habrán tomado los se- 
cretarios escrutadores del número de pape- 
letas escrutadas del de votos que haya obte- 
nido cada uno de los candidatos y del de los 
electores que hubieren tomádo parte en la 
votaeiod del dia. 

Art. 76. En seguida se quemarán á pre- 
sencia de los concurrentes las papeletas ex- 
traídas de la urna ; pero no las que fueren 
objeto de duda ó reclamación por parte de 
algún elector si este exigiere que se unan 
originales al acta y que se archiven eon ella 
para tenerlas á disposición del Congreso en 
su dia. 

Art. 77. Acto continuo se copiarán y ex- 
pondrán al público á la puerta deí Colegio 
electoral, las listas numeradas délos electo- 
res que hayan tomado parto en la votación 
del día, y el resúmen de los votos que en 
ella hubiere obtenido cada candidato. Ambos 
documentos serán certificados y firmados por 
el presidente y secretarios de la mesa elec- 
toral. ' 

Antes de las nueve de la mañana del dia 
siguiente se enviará por expreso al Goberna- 
dor de la provincia en pliego cerrado y se- 
llado una copia certificada en igual forma de 
ambos documentos. El Gobernador, hacien- 
do constar ante todo la fecha y hora en que 
los reciba eu el resguardo que de su entrega 
dé al conductor, los liará publicar lo mas 
pronto posible en el Boletín oficial de la 
provincia ó por suplemento al mismo. 

Art. 78. Concluidas todas las operacio- 
nes anteriores, el presidente y secretarios de 
la mesa extenderán pop duplicado y firmarán 
el acta de la sesión del dia, expresando en 
ella el número de electores que haya eu la 
sección, el de ios que hubiesen volado y el 
de los votos qne hubiese obtenido cada can- 
didato, y consignando sumariamente las re- 
clamaciones y protestas que se hubiesen he- 
cho en su caso por los electores sobre la vo- 
tación y el escrutinio, y las resoluciones mo- 
tivadas que sobre ellas hubiese adoptado la 
mayoría de la misma mesa, con los votos 
particulares, si los hubiere, de la minoría de 
sus individuos. Una de estas actas, con los 
documentos originales á que en ella se haga 
referencia, se archivará en la Secretaría de 
Ja Comisión inspectora del censo electoral de 
la Sección ; la otra se remitirá por conducto 
del Alcalde en -el correo mas inmediato a! 
Gobernador de la provincia en pliego cerra- 
do y certificado, en cuya cubierta certifica- 
rán también de su contenido dofc de los se- 
cretarios escrutadores, con el V.° B.° del 
presidente de la mesa. El Gobernador, inme- 
diatamente que reciba este pliego, elevará 
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copia literal de su contenido, certificada por 
su secertario del Gobierno, al Ministro de la 
Gobernación. 

Art. 79. Si alguno de los candidatos que 
hubieren obtenido votos en la elección del 
día, ó cualquiera elector en su nombre, re- 
quiriese certificación del número de electo- 
res votantes y resúmenes de votos, se le 
dará sin demora por la mesa. 

Art. 80. Si en el primer dia de la vota- 
ción para la elección de los diputados no hu- 
biesen dado su voto todos los electores de la 
sección, á las nueve de la mañana del dia si- 
guiente volverá á constituirse el Colegio elec- 
toral para continuarla, procediendo en ella 
y en el escrutinio y demás operaciones del 
acto con arreglo á lo dispuesto en los artícu- 
los que preceden. 

Si tampoco en el segundo dia hubiesen 
dado su voto todos los electores, continuará 
del mismo modo la votación en*el dia si- 
guiente, en el cual quedará definitivamente 
cerrada. 

Art. 81. Las listas y resúmenes de vo- 
tos, que habrán estado expuestas al público 
hasta 24 horas después de terminada la vo- 
tación del último dia se depositarán origina- 
les con las actas en el archivo municipal á 
cargo de la Comisión inspectora del censo 
electoral de la sección. 

Art. 82. El presidente de la mesa ejer- 
cerá dentro del Colegio electoral la autoridad f 
exclusiva para conservar el orden, asegurar 
la libertad de los electores y mantener la ob- 
servancia de esta ley. Las autoridades civiles 
podrán sin embargo asistir también y pres- 
tarán dentro y fuera del Colegio al presiden- 
te los auxilios que este requiera. 

Art, 83. Solo tendrán entrada en los Co- 
legios electorales los electores de la sección, 
además de la autoridad civil y los auxiliares 
que el presidente requiera. La entrada del 
Colegio se conservará siempre libre y ex- 
pedita. 

Art. 84. Nadie podrá entrar en el Cole- 
gio con armas, palo ni bastón, á excepción 
de los electores que por impedimento noto- 
rio tengan necesidad absoluta de apoyo para 
acercarse á la mesa; pero estos no podrán 
permanecer dentro del local mas que el tiem- 
po puramente necesario para dar su voto. 

El elector que infringiere este precepto, y 
advertido no se Cometiere á las órdenes del 
presidente, será expulsado del local y perde- ! 
rá el derecho de volar en aquella elección. ¡ 
Eas autoridades podrán sin embargo usar ¡ 
dentro del colegio de bastón y demás iusig- [ 
flias de su cargo. j 
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TITULO VIL 


DE LOS ESCRUTINIOS GENERALES. 

Art. 85. A los cuatro dias de haberse 
hecho la elección en las secciones, se insta- 
lará en el pueblo cabeza de cada distrito elec- 
toral la Junta de escrutinio general, que ve- 
rificará el de los votos dados en todas sus 
secciones. 

Art. 86. El juez de primera instancia del 
partido cabeza de distrito, y donde hubiere 
mas de uno, el juez decano presidirá con vo- 
to la junta de escrutinio general. 

Los dos secretarios escrutadores de la sec- 
ción cabeza del distrito que hubieren obte- 
nido respectivamente mayor y menor nú- 
mero de votos , y uno por cada una fie las 
demás secciones, que será el que hubiere 
obtenido mayor votación, y en su defecto 
el que le siga en órden, formarán con el 
presidente la referida Junta. En caso de em- 
pate en las votaciones decidirá el presi- 
dente. 

Art. 87. Constituida la Junta á las diez 
de la mañana en el local destinado al efecto 
y después de leerse las disposiciones de es- 
ta ley referentes al acto, se dará principio 
a! escrutinio, para lo cual ei presidente pon- 
drá sobre la mesa las listas de votantes y re- 
súmenes de votos remitidos por las seccio- 
nes al Gobernador con arreglo á los artícu- 
los 77 y 78, y los representantes de las me- 
sas electorales de dichas secciones presen- 
tarán igualmente copias certificadas por las 
mismas mesas de dichos documentos y de 
las respectivas actos de los tres dias de vo- 
tación. Unos y otros documentos serán es- 
crupulosamente confrontados, y según su 
resultado serán proclamados en alta voz por 
el presidente diputados electos los candida- 
tos que resultaren elegidos por la mayoría 
absoluta de los votos emitidos en todo el dis- 
trito electoral. . . 

Art. 88. Si en el primer escrutinio gene- 
ral resultare sin mayoría absoluta la terce- 
ra parte ó mas de los diputados que deba 
eJemr el distrito, el presidente proclamara 
los nombres de los candidatos que hubieren 
obLonido mas votos en doble número de los 
diputados que queden por elegir para que se 
proceda entre ellos a segunda elección. 

En caso de empate entre dos ó mas candi- 
datos, decidirá la suerte. , , 

\n 89 Esta elección empezara a los 
seis dias á lo mas de haberse hecho el es- 
crutinio genera!. El oresidente de la mesa de 
la cabeza del distrito comunicara ai electo 
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los avisos correspondientes á los presidentes 
de las secciones.- 

Estos publicarán en los pueblos compren- 
didos respectivamente en las suyas la se- 
cunda elección, y en el dia señalado se vol- 
verán á reunir los colegios electorales con 
las mismas mesas que en la primera, hacién- 
dose las operaciones correspondientes por el 
mismo órrien que en esta. 

Para ser elegidos diputados en esta segun- 
da elección bastará á los candidatos obtener 
mayoría relativa. 

Árt. 90. La Junta general de escrutinio 
no podrá anular ningún acta ni voto, sus 
alrilmciones se limitarán á verificar sm dis- 
cusión alguna el recuento de Jos votos omiti- 
dos en todas las secciones del distrito, ate- 
niéndose eximiamente á los que resulten 
admitidos y computados por las resoluciones 
de las mesas electorales según las actas de 
las respectivas votaciones; y si sobre este 
recuento pudiese ocurrir alguna duda ó cues- 
tión, se pasará por lo que decida la mayo- 
ría absoluta de los individuos de la misma 
Junta. 

Art. 91 Si con respecto al número de 
votos y de votantes no hubiere conformidad 
entre las listas y actas del Gobernador pre- 
sentadas por ef presidente de la Junta y las 
de los representantes de las secciones, se es- 
tará al resultado de las segundas, y se pasa- 
rá el tauto de culpa que pueda aparecer á 
los Tribunales para que se proceda en justi- 
cia á lo que hubiese lugar. 

Art. 92. De todo lo que ocurriese en la 
Junta de escrutinio se extenderá por dupli- 
cado un acta detallada, que firmarán todos 
sus individuos. Uno de los ejemplares de es- 
ta acta se remitirá por conducto del Go- 
bernador al Ministro de la Gobernación; el 
otro será depositado en el archivo del Go- 
bierno de la provincia, ó en el del Ayun- 
tamiento con respecto á los pueblos de mas 
de 45. 000 almas que constituyen distrito elec- 
toral. 

Art. 93. De esta acta se expedirán tantas 
certificaciones parciales como sea el número 
do diputados electos por la demarcación elec- 
tora!, limitadas á hacer constar la proclama- 
ción del diputado á quien cada una se desti- 
ne, el número total de los electores del, dis- 
trito, los que tomaron parte en las votacio- 
nes y los votos obtenidos, con expresión de 
si buho ó no protestas en las secciones. Estas 
certificaciones, expedidas por el secretario 
del Gobierno de la provincia, y autorizadas 
con el sello y el V.° B.° del Gobernador, se- 
rán inmediatamente remitidas por esLe á los 
diputados proclamados, á quienes servirán 


• de credenciales para presentarse en el Con- 
greso. En los pueblos de pías de 45.000 al- 
mas que constituyan distrito.. electoral, estas 
credenciales serán expedirlas* autorizadas v 
remitidas por el secretario y por su autoridad 
local respectivamente en la misma forma, 

Art. 94. Terminadas las operaciones de 
la Junta de escrutinio general el presidente 
la declarará disuelta y concluida la elección 
y se devolverán á los archivos de su respec- 
tiva procedencia todos los documentos á ella 
traídos por el mismo presidente y por los 
representantes de las secciones. 

Art. 95. Las disposiciones de los artícu- 
los 82, 83 y 84 son aplicables á las sesiones 
dé la Junta del escrutinio general. En ellas, lo 
mismo que en Jas de los Colegios electorales 
solamente se podrá tratar de las elecciones, 
con sujeccioi^d las disposiciones de esta ley. 

TITULO VIII. 

DE LAS ELECCIONES PARCIALES. 

Art. 96. Solo cuando quedare disminuid- 
en una tercera parte por lo menos el núme- 
ro de. diputados que corresponda á un diso 
t.rit .0 electoral, acordará el Congreso que se 
proceda á una elección parcial en el mismo 
para completar dicho número, poniendo este 
acuerdo en conocimiento del Gobierno para 
que tenga electo. 

Art. 97. El Gobierno, dentro de ocho 
dias, contados desde la fecha de la comuni- 
cación de! Congreso, publicará en la Gaceta 
de Madrid el Real decreto convocando á los 
Colegios electorales del distrito, y señalando 
en él los dias en que han de hacerse la elec^- 
clon parcial, que no podrán fijarse ni antes 
de los 20 ni después de los 30, contados des- 
de la fecha de esta convocatoria. 

Art. 98. La elección parcial se hará en 
da forma dispuesta para las elecciones ge- 
nerales. 

TITULO IX. 

DE LA PRESENTACION DE LAS ACTAS T RECLA- 
MACIONES ELECTORALES ANTE EL CONGRESO*. 

Art. 99. Diez dias por lo menos antes 
del señalado para la apertura de las Cortes, 
el Gobierno remitirá á la secretaría del Con- 
greso las actas generales y parciales de es- 
crutinio de todos los distritos electorales de 
la Monarquía, con las de las votaciones de 
jas secciones respectivas y demás docu- 
mentos de la elección que hubiese recibido 
de los mismos distritos y de los Goberna- 
dores de las provincias, y lo propio hará con 
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jos de fas elecciones parciales inmediata- 
mente que los reciba y estén estas termi- 
nadas. 

Art. 100. Los electores y los candidatos 
ue hubieren figurado en la elección, pe- 
rón acudir ante el Congreso en cualquier 
tiempo autes de la aprobación del acta res- 
pectiva* con las reclamaciones que les con- 
venga contra le validez ó el resultado de la 
misma elección, ó contra la capacidad legal, 
del diputado electo antes de que este haya 
sido admitido. 

Art. 101. Si un mismo individuo resul- 
tare elegido diputado por dos ó mas distritos 
á la vez, optara por uno de ellos ante el Con- 
greso dentro de los ocho dias siguientes á la 
aprobación de la última de sus actas, si en- 
tonces estuviere ya admitido como diputado, 
A falta de opcion expresa en dicho término 
decidirá la suerte ante el Congreso el dis- 
trito íque le corresponda, y se declarará la 
vacante consiguiente con respecto á los 
demás. 

Art. 102. Cuando se hubiere reclamado 
ante el Congreso contra la aptitud legal del 
diputado electo, y este no se presentare con 
su credencial, se podrá señalar un término 
para su presentación, y pasado el plazo sin 
efecto el Congreso acordará lo que estime 
ajustado á las pruebas del acta y de las re- 
cia inaciones. 

TITULO X. 

DISPOSICIONES ESPECIALES Y TRANSITORIAS, 

Art, 103. Para llevará efecto io preve- 
nido por el art. 21, dentro de 15 dias, con- 
¡ados desde la publicación de esta lev en la 
Caceta de Madrid , se publicarán también 
en los Boletines oficiales de todas las pro- 
vincias, con relación á cada una de las sec- 
ciones ó partidos judiciales, los documentos 
siguientes: 

Primero. Una lista por orden alfabético 
ile nombres de todos los contribuyentes do- 
miciliados en los Ayuntamientos de cada sec- 
ción , que con arreglo á los datos certificados 
que suministrarán las Administraciones de 
Hacienda pública, figuren en los repartimien- 
tos de la coatí ibucion territorial con antela- 
ción de un año , v en las matrículas del sub- 
sidio industrial, con antelación de dos, con 
la cuota anual para el Tesoro de 20 6 mas 
escudos , y que no estén inscritos como elec- 
tores en las listas vigentes, acumulándose 
para computar dicha cuota las que se paguen 
por los dos conceptos con la anticipación 
respectiva. 
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Segundo. Otra lista de las personas que 
con arreglo á esta ley tengan derecho á ser 
electores en concepto de capacidad. 

Estas listas adicionales á las electorales vi- 
gentes se expondrán ademas al publico den- 
tro del mismo plazo en todos los pueblos 
cabeza de distrito municipal de cada sec- 
ción. 

Art. 104. Dentro de otros 15 dias des- 
pués de terminado el plazo del artículo an- 
terior , los Alcaldes de los pueblos cabezas 
de sección admitirán v elevarán con su in- 
iorme al Gobernador de la provincia las re- 
clamaciones que por escrito y documental- 
mente justificadas se les presenten sobre in- 
clusión ó exclusión indebidas en las listas 
publicadas , ó sobre algún error cometido en 
ellas. No se podrán acumular á la vez en un 
mismo escrito reclamaciones de iuclusiou v 
exclusión. 

Art . 105. Todo individuo que se crea 
'’on derecho á ser elector cou arreglo á las 
condiciones de esta ley, podrá reclamar la 
inclusión de su propio nombre en la lista 
adicional de la secciOD de su domicilio. Sola- 
mente los electores de cada sección y los in- 
dividuos incrítos en las listas publicadas con 
arreglo al art. 103 , tendrán derecho á hacer 
reclamaciones sobre inclusión ó exclusión de 
otras personas, ó sobre rectificación de cual- 
quier error cometido en estas listas. Trascur- 
rido el plazo de los quince dias, no se ad- 
mitirá reclamación alguna de inclusión ó ex- 
clusión. 

Art. 106. Dentro de los 10 dias siguien- 
tes se publicarán en los Boletines oficiales 
y por cualesquiera otros medios que conduz- 
can á darles la mayor notoriedad posible, re- 
laciones detalladas de las personas cuya in- 
clusión ó exclusión se hubiere reclamado con 
respecto á cada sección, expresando en ellas 
el nombre y domicilio de cada una de dichas 
personas , y las razones en que se funden las 
reclamaciones respectivas. 

Art. 107. Las personas á quienes estas 
reclamaciones se refieran podrán acudir al 
Gobernador con las instancias documentadas 
que estimen necesarias para oponerse á ellas 
en defensa de su derecho y estas instancias 
se unirán á los expedientes respectivos siem- 
pre que se presenten dentro de los 15 dias 
inmediatos siguientes al en que termine el 
plazo de! artículo anterior. Pasados estos tlí 
dias , no se admitirá ni dará curso á instan- 
cia alguna. 

Art. 108. El Gobernador, oyendo al Con- 
sejo provincial en dictamen escrito y razo- 
nado sobre cada expediente, dictará las reso- 
luciones que estime justas sobre todas y cada 
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una de ias reclamaciones é instancias que se 
le hayan presentado, y de estas resoluciones 
se dará inmediatamente copia certificada á 
los interesados que la hubieren solicitado, 
y se llevará en la secretaría del Gobierno de 
ia provincia un registro numerado por el or- 
den correlativo de sus fechas. 

Art. 109. Dentro de otros 15 días, con- 
tados desde el en que terminen los del ar- 
tículo 107, se publicarán por suplemento al 
Boletín oficial de cada provincia, y se expon- 
drán en los sitios de costumbre en todos los 
pueblos cabezas de los distritos municipales 
de cada sección, las listas adicionales recti- 
ficadas, comprendiendo en ellas, con sus 
nombres y apellidos paterno y materno, pro- 
fesión y domicilio , á todos los individuos que 
por las anteriormente publicadas con arreglo 
al art. 103, con las modificaciones que re- 
sulten de las providencias dictadas en los 
expedientes de reclamaciones sobre inclusión 
ó exclusión, aparezcan con derecho á ser ins- 
critos como electores por reunir las calida- 
des requeridas por esta ley. 

Art. 1 10; De las resoluciones del Gober- 
nador de la provincia se podrá interponer re- 
curso de alzada para ante la audiencia del 
territorio respectivo por los interesados ó 
electores sobre cuyas reclamaciones ó ins- 
tancias hubieren recaído dichas resoluciones. 

Art. 1 1 1 . Estos recursos se interpondrán ■ 
por medio de procurador ó apoderado espe- 
cialmente al efecto dentro de 10 dias peren- 
torios , contados desde la publicación de las 
listas adicionales rectificadas, y se sustan- 
ciarán y decidirán por el tribunal dentro de 
los 20 días siguientes, en cuyo plazo se co- 
municarán oficialmente ú los Gobernadores 
las decisiones ejecutorias que en ellos se hu- 
biesen dictado por medio de certificación li- 
teral con devolución de los expedientes res- 
pectivos. 

Art. 112. Para la sustanciacion de estos 
recursos en las Audiencias, los regentes, in- 
mediatamente que lea sean presentados los 
escritos de alzada, reclamarán de los Gober- 
nadores respectivos los expedientes de su re- 
ferencia que estos les remitirán sin demora, 
agregando á cada uno de ellos ejemplares 
autorizados, con su firma y sello de ios núme- 
ros de los Boletines oficiales en que se hubie- 
sen hecho las publicaciones prevenidas por 
los artículos 106 y 109. 

Estos expedientes se pasarán á las Salas 
del Tribunal á quienes corresponda su cono- 
cimiento ; y previa entrega de ellos para ins- 
trucción á les interesados por su orden y al 
Ministerio fiscal con término de 24 horas á 
cada uno, se señalará con las oportunas ci- 
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J taciones día paira la vista , en cuyo acto dará 
1 cuenta el relator , se oirá iú voce á los de- 
fensores de las partes si se presentaren , y al 
Ministerio fiscal , y se dictará sentencia den- 
tro de otras 24 horas, la cual será debida- 
mente notificada. 

Art. 113. El Gobernador hará inmedia- 
tamente en las listas publicadas con afreglo 
a! art. 109 las rectificaciones consiguientes 
á las decisiones ejecutorias de la Audiencia, 
y con esto quedarán ultimadas. Sin demora 
se imprimirán y publicarán las listas definiti- 
vas, compuestas de todos los nombres ins- 
critos en las vigentes, y de todos los que se 
adicionen por efecto de las disposiciones de 
este título , adaptándolas en su orden y dis- 
tribución á la nueva división de las secciones 
electorales establecidas por esta ley. Esta 
publicación se hará en los Boletines oficia- 
tes de todas las provincias dentro de los diez 
dias siguientes al del vencimiento del térmi- 
no marcado á las Audiencias para decidir las 
alzadas ; y la lista impresa correspondiente á 
cada sección autorizada con la firma y sello 
del Gobernador se remitirá á las Comisiones 
inspectoras respectivas del censo electoral 
para los fines del art. 49, y se expondrán al 
público en todos los pue"bl»s de la misma 
sección. 

Art. 114. Todos los dias y horas son úti- 
les para los términos establecidos en estas 
disposiciones, y todas Jas actuaciones así ad- 
ministrativas como judiciales , se considera- 
rán de oficio para el uso del papel y los dere- 
chos de los agentes ó dependientes curiales. 

• Art. 115. En consideración á las circuns- 
tancias excepcionales de Ja provincia de Ca- 
narias, se autoriza al Gobierno para alterar 
en cuanto sea indispensable , los plazos seña- 
lados en. esta ley para todas las operaciones 
de formación y rectificación de las listas de! 
censo electoral en su aplicación á aquellas 
islas, y para designar sección electoral espe- 
cial en las que no tienen cabeza de partido 
judicial 

Art. 116. En las Provincias Vascongadas 
y de Navarra , donde no se pagan contribu- 
ciones directas , tendrá derecho á ser-inscri- 
to en las listas del censo como elector todo 
el que , reuniendo las demás circunstancias 
requeridas, acredite poseer en bienes raíces 
de su propiedad, ó en capital industrial ó 
mercantil, una riqueza equivalente á ima 
renta anual de 150 escudos; siendo aplica- 
bles en todo caso las demás disposiciones do 
los artículos de esta ley. 

Hasta que se determine definitivamente e 
arreglo de los partidos judiciales de la pro- 
vincia de Navarra, ia división de las seccio* 
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nes electorales se ajustará en esta provincia 
al estado provisional adjunto con el núm. 2 . 

titulo XI. 

DISPOSICION DEROGATORIA. 

Art. -117. Quedan derogadas todas las 
disposiciones anteriores en cuanto se opon- 
gan á las- de esta ley. 

Por tanto: 

Mandamos etc. — San Ildefonso á 18 de ju- j 
lio de 1865. — Yo la Reina. — El Ministro de ! 
la Gobernación, José de Posada Herrera. 

A continuación de la ley anterior se 
(lió un estado demostrativo de la divi- 
sión de distritos y secciones electorales, 
y del número de diputados que le corres- 
ponde nombrar en proporción á la po- 
blación, con arreglo á los arts. i.°, 2 .°, 
3.°, 4.° y o.” de la misma ley; pero con- ¡ 
sumada la gran revolución política ini- 
ciada en Cádiz que empezó con la expul- 
sión de la dinastía de los Borlones; y 
debiendo convocarse Cortes Constitu- 
yentes par el sufragio universal y en otra 
forma que hasta hoy, omitimos el minu- 
cioso estado demostrativo de la división 
de distritos y secciones electorales, pu- 
diendo consultarse la nueva ley electoral 
en el .Apéndice l. u No hemos querido, . 
sin embargo, prescindir de la inserción 
de la ley de Ib de julio de 1865. 

DIPUTACIONES PROVINCIALES, El ré- 
gimen económico de las provincias, de- 
cían los legisladores de Cádiz, «debe es- 
tar confiado á cuerpos que estén inme- 
diatamente interesados en la mejora y 
adelantamientos de ios pueblos de su 
distrito; á cuerpos que, formados perió- 
dicamente por la elección libre de las 
mismas provincias, tengan además de su 
conlianza las luces y conocimientos lo- 
cales que sean necesarios para promover ‘ 
su prosperidad.» Estos cuerpos son las ; 
Diputaciones provinciales, encargadas 
ele la administración civil y económica 
propia y exclusiva de las provincias con 
sujeción á ios leyes. 

Remitiéndonos al artículo Gobierno t 
Administración de las provincias, indi- 
caremos aquí sustanciaimente las dispo- 
siciones que desde Ja Constitución de 
1812 se han venido dictando hasta hoy 
sobre este asunto. 
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Constitución de 1812. Los arts. 324 
al 337 (cap. 11 del tit. VI) están dedica- 
dos al Gobierno político de las provin- 
cias y á las Diputaciones provinciales, 
y se hallan insertos en el tomo III re- 
gina 453. ’ 1 

Const. de 1837. Consúltense los ar- 
tículos 69 y 71, en el tomo III, pagi- 
na 464. 

Const. de 1845. Ver los arts. 72 y 
74 en la pág. 469 del tomo III. 

Const. de 1856. Tratan de las Dipu- 
taciones provinciales los arts. 74 al 77 
y pueden consultarse en el tomo 111 , pá- 
gina 474. 

Decreto de las Cortes de 3 febrero ú 
ley de 2 marzo de 1823. Esta ley co- 
nocida con el nombre de Instrucción pa- 
ra un Gobierno económico-político de 
las provincias, dedicó su capitulo II á 
las Diputaciones provinciales. Además de 
la época en que fué dictada estuvo en vi- 
gor desde el restablecimiento de 1836 
de la Constitución de 1812 hasta la pu- 
blicación de la ley de 8 de enero de 1845, 
y luego de nuevo en 1854, por decreto 
de 7 de agosto hasta que por otro de 16 
de octubre de 1856 se restableció la ci- 
tada de 8 de enero de 184o. 

Ley de 8 enero de 1845. Esta ley 
fué publicada en virtud de autorización 
concedida al Gobierno por otra de l.° 
del mismo mes. Está dividida en seis tí- 
tulos. El l.° trata de la organización de 
las Diputaciones provinciales, el 2.° de 
las cualidades necesarias para ser dipu- 
tado provincial; el 3.° del modo de ha- 
cer las elecciones; el 4.° de las sesiones 
de las Diputaciones; el 5.° de las atribu- 
ciones, y el 6 ,° y último del presupues- 
to provincial. Esta ley condenada por 
sus mismos autores como excesivamente 
obediente al principio de la mas exage- 
rada centralización, subsistió en vigor 
hasta la publicación de la de 25 de se- 
tiembre de 1863 para el gobierno y ad- 
ministración de las provincias. 

Ley de 25 setiembre de 1863. Esta 
ley, general para el gobierno y adminis- 
tración de las provincias dedicaba su ti- 
tulo III á las Diputaciones provinciales , 
determinando su organización, y todo lo 
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relativo ol modo de funcionar y á sus 
atribuciones. Fué modificada en algunos 
de sus artículos por decreto de 21 de oc- 
tubre de 1866, y en igual día y mes de 
1868 se ha publicado otra ley por el Go- 
bierno provisional, la cual se halla inser- 
ta en el Apéndice l.°, págs. 403 y 422, 
á donde nos remitimos, asi como a! ar- 
tículo Gobierno de las provincias en 
donde haremos mérito de algunas dis- 
posiciones citadas en otros artículos. 

DIPUTACIONES FORALES.-V. Fu BROS 

DE LAS PROVINCIAS VASCONGADAS Y NA- 
VARRA. 

DIPUTADOS. — V. Diputación á Cortes. 
Diputaciones provinciales. Constitución 

POLITICA. 

DIPUTADOS DEL COMUN. Cargos mu- 
nicipales de elección popular creados en 
el reinado de Carlos III por auto acor- 
dado de S de mayo de 1766 para inter- 
venir en los Ayuntamientos y concejos 
con la justicia y regidores en el manejo 
de abastos, precaviendo fraudes y cual- 
quier desorden que pudiera cometerse 
entre los capitulares, que es sabido no 
eran de elección libre. Tenian voto, en- 
trada y asiento en el Ayuntamiento des- 
pués de los regidores. Trata de los di- 
putados de abastos todo el tít. XVIII, 
iib. 7.° de la Nov. Recop,; pero hoy no 
figuran estos cargos en la actual organi- 
zación de los Ayuntamientos. — V. Al- 
caldes y Ayuntamientos. Regidores sín- 
dicos. Abastos. 

DIRECCIONES GENERALES. En las ofi- 
cinas de algunos Ministerios, cayos ne- 
gocios son por regla genera! muchos y 
complicados, se dá el nombre de Directo- 
res generales á los jefes de las distintas 
secciones en que se gubdividen y el de 
Direcciones á las mismas secciones, que 
suelen tener segundos jefes, oficiales de 
negociado, auxiliares, escribientes y por- 
teros. 

Las atribuciones de los directores de- 
terminadas por la ley ó por decretos or- 
gánicos son ordinariamente de instruc- 
ción,- pero están llamados también á re- 
solver algunos asuntos, si bien bajo la 
dependencia del Ministro; de modo que 
sucediendo á estos en grado, son agentes 


administrativos que Se entienden dilec- 
tamente con los delegados del Gobierno 
en las provincias, promoviendo la eje- 
cución de las leyes, reglamentos y ór- 
denes superiores, dictando disposiciones 
para la instrucción de los expedientes, 
y preparando estos para la resolución, 
que ellos mismos dictan unas veces y 
otras consultan al Ministro, quien á la 
vez suele oir á la Sección respectiva del 
Consejo de Estado. 

No discutiremos aquí la conveniencia 
ó inconveniencia de las Direcciones ge- 
nerales. Si en esto puede haber verda- 
dera cuestión, es solo de nombre, por- 
que no puede ponerse en duda la nece- 
sidad de dividir en secciones los asuntos 
que son objeto de la gestión de los res- 
pectivos departamentos ministeriales, y 
es claro que á la cabeza de cada seceioD 
ha de haber siempre un jefe llámese 
como se quiera. 

Pero lo que no es cuestión de nom- 
bre es la organización de las secciones, 
la calidad y circunstancias de sus je- 
fes, su categoría, su sueldo. Nosotros 
no estamos de ningún modo conformes 
con ese lujo que se viene ostentando 
en el personal y creemos que será me- 
jor y mas conveniente al servicio públi- 
co que se acometa la reforma de las Di- 
recciones, procurando, á la vez que 
grandes economías hoy de todo punto 
indispensables en la organización admi- 
nistrativa, poner á la cabeza de cada 
una de aquellas no hombres políticos 
como lo vienen siendo, sino personas 
estudiosas, de mucha esperiencia y de 
conocimientos especiales en el respecti- 
vo ramo. El interés público asi lo exige 
y es hora ya de. que sea atendido, pres- 
cindiendo de otro orden de considera- 
ciones. 

Remitiéndonos á los artículos Minis- 
terio de Hacienda, de Fomento, de Go- 
bernación, etc. etc. donde veremos la 
organización dada á los departamentos 
centrales de la Administración pública, 
aquí nos limitaremos á indicar sobre el 
carácter de las resoluciones de los di- 
rectores, principalmente de lofe’de Ha- 
cienda, que por regla general soq recia- 
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mables por la vía administrativa, y que 
siendo definitivos y versando sobre re- 
cíprocas obligaciones de la Hacienda y 
los particulares no los pueden revocar 
los mismos directores, pudiendo alzarse 
los interesados para ante el Ministerio 
en el término de sesenta dias contados 
desde el siguiente al de la notificación 
administrativa, quedando firmes y sin 
ulterior recurso pasado que sea dicho 
término. Así se halla terminantemente 
establecido por R. D. de 21 de mayo de 
■1853 (tomo 3.°, pag. 343) y por Real 
orden de 30 de marzo de 1867 que se 
hallará en Ministerio de Hacienda. 

DIRECTORES DE CAMINOS VECINALES. 

Fueron creados por Real decreto de 7 
de setiembre de 1848 quedando encar- 
gados exclu ivarnente del trazado, direc- 
ción y ejecución de las obras de los ca- 
minos vecinales, de las de aprovecha- 
miento de aguas pluviales y de corrien- 
tes no navegables para el riego de terre- 
nos, con lo demás contenido en dicho 
decreto y en un reglamento de la misma 
fecha, que con las otras disposiciones 
pasamos á insertar; advirtiendo ante 
todo que por R. D. de 24 de enero de 
185o fué suprimida la enseñanza de di- 
rectores de caminas vecinales, sin per- 
juicio de los derechos adquiridos. 

R. D. de 7 setiembre de 1848. 

(Com. Inst. y O. P.) «Atendiendo á las 
razones que me ha expuesto mi Ministro de 
Comercio, Instrucción y Obras públicas, de 
acuerdo con el parecer del Consejo de Minis- 
tros he venido en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Se crea una clase denomi- 
nada de directores de caminos vecinales, cu- 
yos individuos estarán exclusivamente eo- 
cagados del trazado, dirección y ejecución 
de las obras de dichos caminos, de las de 
aprovechamiento de aguas pluviales y de 
corrientes no navegables para el riego de 
terrenos. , : 

Art.. 2.° Los directores de caminos veci- 
nales podrán desempeñar, en los pueblos 
donde los hubiere, el olieío de peritos, cuan- 
do deba oirse el dictáinen de estos en las 
cuestiones que se susciten ¿ubre los apeos, 
deslindes, derechos y servidumbres de pré- 
dios rústicos. 

Art. 3.° Los mismos individuos podrán 
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ejercer igualmente la profesión de agrimen- 
sores donde Ies convenga, 

Art. 4.° Los que hayan de pertenecer ¿ 
la clase de directores de caminos vecinales 
liabrán de someterse á un examen prelimi- 
nar, y ser aprobados en las materias si- 
guientes: 

1. ° Principios de lengua española. 

2. “ Aritmética y sistema legal de pesos y 
medidas. 

3. ° Algebra elemental. 

4. ° Teoría de los logaritmos y el uso de 
las tablas correspondientes. 

5. " Geometría especulativa y práctica. 

ti. 0 Trigonometría rectilínea y levanta- 
miento de planos. 

7." Principios de geometría descriptiva, 
,Y sus aplicaciones á las teorías de las som- 
bras, cortes de madera y cantería. 

8/ Estática elemental y las condiciones 
de equilibrio de las máquinas simples y com- 
puestas. 

9. ° Dclineacion y principios de dibujo 
topográfico. 

10. Nociones sobre el trazado y sobre los 
trabajos de conservación de ios caminos, 
cálculo de desmontes y terraplenes, y cono- 
cimientos sobre las cualidades y uso de los 
materiales. 

Los aspirantes deberán formar un proyec- 
to completo de camino con sujeción á perfi- 
les determinados, y además proyectos de 
puentes y pontones de piedra y de madera. 

Art. 5.° Los arquitectos con titulo de al- 
guna de las academias reconocidas por el 
Gobierno, podrán ser directores de caminos 
vecinales sin someterse al examen de que 
trata el artículo anterior; pero deberán soli- 
citar un título que se les expedirá gratis por 
el Ministerio de Comercio , Instrucción y 
Obras públicas. Los maestros de obras con 
título de las mismas academias, obtendrán 
también gratis el de directores de caminos 
vecinales, sometiéndose al examen de las 
materias que se exigen en el artículo ante- 
tenor, y que no hubieren cursado en aque- 
lla. Deí mismo modo podrán recibirse gratis 
de maestros de obras los directores de ca- 
minos vecinales con títulos de tales, siempre 
que acrediten ante alguna de ius academias 


cíe nobles artes su aptitud en las materias 
que en ellas se exigan, y de las cuales no 
hubieren sido examinados al ingresar en su 
clase. Esta facultad recíproca durará sola- 
mente et tiempo necesario para completar el 
número de 300 directores de caminos veci- 
nales, debiendo después someterse, así los 
que aspiren á serlo como los que deseen ob- 
tener títulos de maestros de obras, al régi- 
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mcn qae se establezca por el Gobiarno en ei 
plan de academias de robles artes. 

Art. 6.° Los agrimensores con título le- 
gítimo podrán asimismo obtener el de direc- 
tores de caminos vecinales, siendo examina- 
dos y aprobados en las materias contenidas 
en el artículo anterior, de que no lo hubiesen 
sido para el ejercicio de su profesión, y pa- 
garán en tal caso solamente la diferencia que 
baya entre los derechos que se íes exigieron 
por el título de agrimensor, y los que cor- 
respondan por el de director de caminos ve- 
cinales. 

Art. 7.° Los Ayuntamientos podrán se- 
ñalar un sueldo fijo á los directores de cami- 
nos vecinales, los cuales en este caso tendrán 
obligación de residir en el punto que aquellas 
corporaciones les designen, de dirigir las 
obras de caminos y riegos, y de evacuar gra- 
tuitamente todas las comisiones propias do 
su instituto, y que sean de interés comunal 
para los pueblos con quienes hayan contra- 
tado. Estas contratas podrán hacerse con 
los directores de caminos vecinales por un 
Ayuntamiento solo, ó por varios reunidos, 
sí lo creyeren oportuno. 

Art. S.° Ei sueldo que los Ayuntamien- 
tos señalen á los directores de caminos veci- 
nales se incluirá entre los gastos voluntarios 
del presupuesto, y se someterá á la aproba- 
ción competente. El nombramiento de estos 
directores con sueldo fijo necesita la aproba- 
ción del Jefe político. 

Art. 9.’ Las cuestiones que se susciten 
con ocasión de las contratas de que habla el 
art. 7.° son de la competencia del consejo 

provincial. 

Art. 10. Los directores de caminos veci- 
nales á quienes, sin estar contratados con los 
pueblos, se encarge.la Dirección de caminos 
vecinales, ó de cualesquiera otras obras mu- 
nicipales, tendrán derecho á una retribución 
que se lijará en el reglamento. Esto mismo 
tendrá lugar aun cuando estuvieren contra- 
tados respecto á las obras, apeos, deslindes 
y demás diligencias periciales que tuvieren 
que dirigir ó practicar, siempre que estos 
sean de interés privado. 

Art. 11. Se prohíbe expresamente con- 
fiar la dirección de caminos vecinales y de 
ios canales ó acequias de riego á otros que 
á los ingenieros de caminos y canales y di- 
rectores de caminos vecinales donde los hu- 
biere. En e! caso de que no fuere dable va- 
lerse de ningún individuo de las clases men- 
cionadas para la ejecución de las obras á que 
se refiere la cláusula anterior, los Jefes po- 
líticos y los Ayuntamientos podrán comisio- 
nar con este objeío á otras personas, confor- 


me á lo dispuesto en los arts. 25, 79, 101, 
118, 130 y 143 del reglamento de 8 de abril 
del presente año. Esta facultad cesará tan 
pronto como sea suficiente para la dirección 
de los caminos y riegos de cada provincia el 
número do directores de caminos vecinales 
establecido en ella. 

Art. 12. Un reglamento determinará la 
extensión que ha de exigirse en las materias 
del examen á que se sometan los directores 
de caminos vecinales, y el arancel de los de- 
rechos quo han de satisfacerles los pueblos, 
donde no estuvieren contratados por la di- 
rección de las obras del mismo género que 
les encarguen. El mismo reglamento fijará 
también los deberes recíprocos de los pue- 
blos y directores de caminos , así como los 
de estos respecto al Gobierno y sus delega- 
dos; designará la responsabilidad que con- 
traen los funcionarios de esta clase, emplea- 
dos en el servicio público, que fallen á las 
obligaciones que se les impusieren, y esta- 
blecerá todo lo que se considere necesario 
para ia ejecución de este Real decreto. 

Art, 13, Los directores de caminos ve- 
cinales estarán autorizados para denunciar 
las contravenciones á los reglamentos de po- 
licía y conservación de dichos caminos. Las 
denuncias hechas por estos funcionarios ten- 
drán igual fuerza y valor que las que se ha- 
gan por ios guardas jurados en casos análo- 
gos. A consecuencia de lo prevenido en el 
párrafo anterior, los directores de caminos 
vecinales prestarán juramento en los térmi- 
nos que prevenga el reglamento. — Dado en 
Palacio á 7 de setiembre de 1848.» 

Reglamento 

para la ejecución fiel R. D. de 7 de setiembre de 1848, 
sobre creación de una clase de directores de caminos 
vecinales y de canales de riego. 

CAPITULO PRIMERO. 

De las circunstancias qup se requieren }>ara ser 
director de caminos vecinales. 

Artículo l.° Para pertenecer á esta clase 
se necesita ser mayor de 20 años, haber sida 
examinado y aprobado en las materias ex- 
presadas en el art. 4. a del R. D. de 7 de se- 
tiembre de 1848, y obtener el correspondien- 
te título, expedido por el Ministerio de Co- 
mercio, Instrucción y Obras públicas. 

Art. 2.° Para ser admitido al exámen de 
que trata el artículo anterior, acudirán por 
escrito los aspirantes al Jefe político de la 
provincia donde quieran examinarse, el cual 
convocará una Comisión compuesta del in- 
geniero de la provincia, del arquitecto titular 
de la capital y de un catedrático de materná- 
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ticas del Instituto de segunda enseñanza, cu- 
yos individuos, presididos por el Jefe políti- 
co, serán los examinadores. 

Art. 3.° En atención á la dificultad que 
ofrece contestar acertadamente en un mismo 
día sobre las diferentes materias contenidas 
en e) programa de examen, y á fin de dar á 
los examinados el tiempo conveniente para 
prepararse, se verificará dicho examen por 
materias, con el intérvalo de cuatro dias de 
una á otra, en la forma siguiente; 

Primer di a. Principios de la lengua es- 
pañola, aritmética, sistema legal de pesos v 
medidas, álgebra elemental basta las ecua- 
ciones de segundo grado inclusive, teoría de 
los logaritmos y uso de ias tablas correspon- 
dientes. 

Segundo. Geometría especulativa y prác- 
tica, trigonometría rectilínea, levantamiento 
de planos, principios de geometría descrip- 
tiva y sus aplicaciones á las teorías de las 
sombras, corte de madera y cantería. 

Tercero. Estática elemental y condicio- 
nes de equilibrio de las máquinas simples y 
compuestas, delincación, principios de dibu- 
jo topográfico, nociones sobre el trazado y 
sobre los trabajos de construcción y conser- 
vación de los caminos, cálculo de desmontes 
y terraplenes, y conocimiento sobre las cua- 
lidades y uso de los materiales. 

Art. 4.° Si hubiese varios aspirantes po- 
drán examinarse todos de una misma mate- 
ria en el mismo día; pero habiendo de con- 
testar cada uno de ellos á las preguntas que 
se les lucieren por espacio de hora y media 
á lo menos, ó por mas tiempo si Jos indivi- 
duos de la Comisión no estuvieren salis- 
te c líos, 

Art. 5.° Concluidos los exámenes verba- 
les, a que se refieren los artículos que ante- 
ceden, deberán formar los aspirantes pro- 
yectos de un camino y de puentes de piedra 
y de madera. A este efecto se les darán los 
perfiles determinados y las instrucciones con- 
venientes, y permanecerán incomunicados 
en un local á propósito el tiempo que se juz- 
gue necesario. 

Art. 6.° Cada día después del examen, 
uno de los individuos de la Comisión, nom- 
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votación secreta y por mavoría de votos cla- 
sificando los aprobados, según su aptitud 
en medianos, buenos y sobresalientes, y les 
expedirá la correspondiente certificación', fir- 
mada por el Jete idílico y el que luciere de 
secretario, a fin ce que con este documen- 
to puedan solicitar ei título de directores de 
caminos vecinales. 

Art. S.° Los libros que tratan con la ex- 
tensión suficiente las materias de que han de 
ser examinados los aspirantes, son: parala 
aritmética y álgebra los de Lacroix, Odriozo- 
la y la obra elemental de Vallejo: para la 
geometría especulativa estos mismos ó Le- 
gendré: para la trigonometría rectilínea los 
tres primeros: para Ja geometría práctica y 
levantamiento fíe planos, Odriozola, parala 
geometría descriptiva y sus aplicaciones á 
las teorías de las sombras y corte de made- 
ra y cantería, la obra de Bails: para Ja está- 
tica elemeutal, Vallejo; y para las nociones 
sobre el trazado y sobre los trabajos de cons- 
trucción y conservación de los caminos, cál- 
culo de desmontes y terraplenes, y conoci- 
mientos sobre las cualidades y uso de los ma- 
teriales, el Manual de cammos vecinales, 
por Castilla. 

Los aspirantes podrán no obstante haber 
estudiado por cualesquiera otras obras, con 
tal que abracen las materias indicadas con 
la extensión que tienen en los referidos 
autores. 

Art. 9.° Los individuos que fueren apro- 
bados en el examen, podrán solicitar del 
Gobierno el título de directores de caminos 
vecinales, mediante la certificación mencio- 
nada en el art. 7.°, y previo e.\ depósito 
de 1.000 rs. de vil. que se fiará en la de- 
positaría de la Universidad á que corresponda 
la provincia. 

Art. 10. Los directores de caminos ve- 
cinales que deseen obtener el título de 
maestros de obras, conforme á lo prevenido 
cu el art. 5.° del U. 13. de 7 de setiembre de 
este año, deberán ser aprobados por alguna 
de las academias de nobles artes, en las ma- 
terias siguientes: 

1. ° Construcción y composición. 

2. ° Delincación, lavado y copia de ar- 


brado por el Jefe político para hacer de se- 
cretario, extenderá un acta que exprese los 
examinadores presentes, ios aspirantes exa- 
minados, las materias de que lo hubieren si- 
do y la calificación que de su capacidad hu- 
biere hecho la Junta. 

Art. 7.° Terminados que sean los exá- 
menes, se reunirá de nuevo la Comisión pa- 
la conferenciar acerca del mérito de los exa- 
minados, v los aprobará ó desaprobará en 

Tomo V. 


quitectura. 

Art. M. Igualmente podrán ser directo- 
res de caminos vecinales los maestros de 
obras con titulo de alguna de las academias 
de nobles artes, examinándose y siendo apro- 
bados perla Comisión de que trata el ai títu- 
lo 2.° en las materias siguientes: 

t.° Trigonometría rectilínea y levanta- 
miento de planos. 

2 0 Principios de dibujo topográfico. 

28 
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3,“ Nociones sobre el trazado y sobre ios 
trabajos de construcción y conservación de 
los caminos, y cálculo de desmontes y ter- 
raplenes. 

Además deberán someterse á la prueba 
expresada en el art. 5.° del presente re- 
glamento. 

CAPITULO II. 

Obligaciones de los directores de caminos 
vecinales 

Art. 12. Interin llega el caso de que por 
una ley se determine el medio de fproveer 
á ios gastos de los caminos vecinales, y se 
establezca el sueldo fijo que ha de asignarse 
á los directores de estos, podrán contratarse 
voluntariamente con uno ó mas pueblos, con 
sujeción á lo dispuesto en el art. 7.° del 
citado R. D. de 7 de setiembre. 

Art. 13. Los directores de caminos ve- 
cinales que estuvieren contratados de un 
modo permanente con sueldo lijo al año, de- 
berán dedicarse exclusivamente al cuidado 
de dichos caminos y canales de riego del ter- 
ritorio de los pueblos de su contrata, y no 
podrán practicar diligencias periciales, ope- 
raciones de agrimensura, apeos, deslin- 
des etc., á no ser con el consentimiento de 
los Alcaldes de quienes dependan, á menos 
que dichas diligencias hubieren de hacerse 
en virtud de mandato judicial, ó por orden 
de las autoridades administrativas de las 
provincias. 

Art. 14. Gomo consecuencia de lo esta- 
blecido en los dos articuios anteriores, será 
obligación de los directores de caminos ve- i 
cíñales con sueldo lijo: 

1. ° Acompañar á los Alcaldes en las vi- 
sitas que deben practicar anualmente para 
apreciar las necesidades de los caminos , y 
formar el estado sumario y la descripción 
detallada de los trabajos que hubieren de 
ejecutarse, según se previene en los artícu- 
los 22 y 69 del reglamento de 8 de abril del 
presente año. 

2. ° Reconocer los caminos vecinales de 
primer órden comprendidos en sus respec- 
tivos distritos, y formar iguales estados para 
estos caminos, siempre que ios jefes políti- 
eos los comisionaren para ello, con arreglo á 
lo dispuesto en el art. 23 del citado re- 
glamento. 

3. ° Formar una tarifa de conversión de ' 
la prestación personal en tareas ó destajos, 
que deberán presentar á los Ayuntamientos 
para facilitar el cumplimiento de lo prescrito 
én el art. 31 del reglamento. 

4. ° Cuidar de que no se cite para traba- 


jar á la vez sobre un camino mas que el 
número de hombres y carruajes 6 animales 
que puedan emplearse simultáneamente, sin 
confusión ni pérdida de tiempo. 

5. ° Uirigh personalmente las obras que 
se construyan, sin separarse del sitio de los 
trabajos cuando estos tengan lugar en un 
solo punto, é inspección arlas lo mas árnenu- 

; do posible, cuando se ejecuten en varios 
á un tiempo, cuidando de que se sigan las 
instrucciones que hubieren, dado conforme 
á ios proyectos formados. 

6. ° Hacer que los celadores ó sobrestan- 
tes, donde los hubiere, cumplan con exac- 
titud las órdenes que les hubieren comuni- 
cado, separándolos de sus destinos si faltaren 
á ellas o no cumplieren bien con sus de r 
beres. 

7. ° Repartir las secciones de operarios, 
carruajes y acémilas, del modo mas conve- 
niente al órden y buena ejecución de los tra- 
bajos. 

8. ° Llevar un registro de las obras que 
se ejecuten en sus distritos , á fin de dar co- 
nocimiento cada tres meses al Jefe político 
de los adelantos que se hubiesen hecho en 
la forma siguiente: 

Yaras lineales construidas de nuevo en ca- 
minos carreteros de primer órden: id. afir- 
madas: id. recargadas ó recompuestas. 

Varas lineales construidas de nuevo en ca- 
minos carreteros de segundo órden: id. afir- 
madas: id. recargadas ó recompuestas. 

Puentes de piedra , hierro ó madera he- 
chos de nuevo: id. compuestos. 

Alcantarillas de nueva construcción: ídem 
recompuestas, y así de las demás obras. 

Jornales invertidos en dichas obras durante 
el trimestre , tanto de carros como de acé- 
milas , operarios ó meros jornaleros: id. sa- 
tisfecho en metálico por composición de 
herramientas, sueldo de sobrestantes, ad- 
quisición de materiales y demás gastos. 

9. ° Formar los proyectos y presupuestos 
de las obras que hayan ae sacarse á subasta, 
conforme á lo prevenido en los arts. 100, 404 
y 102 del reglamento de 8 de abril. 

10. Vigilar á los empresarios de obras 
adjudicadas, á fin de que ias ejecuten, con- 
formándose ex trie tarn ente á las condiciones 
del proyecto facultativo y á las de su con- 
trato particular, dando aviso á la autoridad 
correspondiente siempre que así no io bi- 
'eiereu 

11. Redactar cuando se lo encarguen 
los jefes políticos ó los alcaldes, los pliegos 
de condiciones para las -subastas , confor- 
mándose m lo posible á k> prevenido en el 
formulario de condiciones generales para 
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las contratas de obras públicas de caminos, 
cápales y puertos , aprobado por R. O. de 18 
de marzo de 1846. 

12. Asistir á la recepción de las obras 
ejecutadas por contrata óá destajo, decla- 
rando si están arregladas á las condiciones 
estipuladas, y si son ó no de recibo. 

Estas recepciones se verificarán, con asis- 
tencia del contratista ó destajero y del di- 
rector encargado de las obras ; y siempre 
que fuere posible con la de otro de’ la misma 
clase que no hubiere intervenido en ellas, 
nombrado por el Jefe político. 

En las obras que se ejecuten por adminis- 
tración , se observarán las mismas formali- 
dades de reconocí mi mito y recepción (mal, 
por un director que no sea el que las hubie- 
re tenido á su cargo, ó por dos, cuando el 
Jefe político lo crea conveniente , en razón á 
la importancia ó dificultades del caso. 

13. Demarcar los trabajos que deban ha- 
cerse con el auxilio do la prestación personal 
por medio de piquetes ó mojones puestos al 
intento y dar las instrucciones necesarias pu- 
ra que se ejecuten con la posible exactitud. 

Igualmente deberán marcar por el mismo 
método la tarea ó destajo de cada individuo, 
en el caso de haberse de convertir las peo- 
nadas, según lo establecido en el arl. 31 del 


reglamento de 8 de abril. 


14. Proponer á los Ayuntamientos los 
medios de construir cuando sea útil, puentes 
muros de sostenimiento, banquetas, alcan- 
tarillas y otras obras que no puedan hacerse 
con soló el auxilio de la prestación , enterán- 
doles de las que sean y de su coste, para que 
se lleven á efecto con ios fondos procedentes 
de multas y conversión de peonadas en dine- 
ro hasta donde alcancen, y en su defecto se 
instruya expediento y se dirija al Jefe político, 
proponiendo arbitrios ó recursos á lili de que 
obtengan la aprobación correspondiente. 

15. Llevar la debida intervención de ios 
fondos que por multas, conversión de peo- 
nadas ó por otro cualquier concepto ingresen 
en poder del depositario. 

16. Adoptar de acuerdo con los Ayunta- 
mientos, cuantas medidas le sugiera su celo 
y estén en las atribuciones de estas corpora- 
ciones para mejorarlas comunicaciones loca- 
les , y proponer al Jefe político las que crean 
convenientes al mismo objeto , cuando no 
estuvieren en las facultades de la corpora- 
ción municipal. 

17. Evacuar inmediatamente cuantos in- 
formes facultativos ó periciales les pidieren 
los Jefes políticos, Jefes civiles ó alcaldes 
de los pueblos con quiénes estuvieren con- 
tratados. 


18 . Denunciar las contravenciones á los 
reglamentos de policía de ios caminos ve- 
cinales. 

19. Proveerse de los instrumentos nece- 
sarios para la ejecución de las operaciones 
gradeas que tuvieren que practicar. 

20. Por último, los directores de cami- 
nos vecinales con sueldo lijo son dependien- 
tes de la Administración , y están por lo tan- 
to obligados á dar cumplimiento á todas las 
disposiciones dictadas, ó que en adelante se 
dictaren, respecto á dichos caminos, obras 
para el aprovechamiento de aguas en el rie- 
go y demás municipales, ó de utilidad co- 
lectiva. 

Art. 15. La elección de los directores de 
caminos vecinales queda por abora al arbi- 
trio de los jefes políticos, cuando hayan de 
encargarse aquellos de trabajos ejecutados 
en caminos de primer orden ; y al de los 
Ayuntamientos, cuando dichos trabajos ten- 
gan Jugar en los de segundo orden , con la! 
de que en uno y otro caso recaiga diclui elec- 
ción en individuos que hubieren obtenido el 
tí tu lo corr espon di en te . 

Art 16. Las obligaciones de los directo- 
res de caminos vecinales no contratados con 
los pueblos, pero que estuvieren encargados 
de la dirección de alguna obra municipal, 
serán también las contenidas en al arl. 15 
del presente reglamento mientras durare su 
encargo; mas tan pronto como se suspendie- 
ron ó terminaren los trabajos, podran dedi- 
carse ¡í dirigir obras particulares y á practi- 
car toda clase de operaciones y diligencias, 
para las que están facultados por su título, 
sin que las autoridades puedan exigir de ellos 
ninguna clase de servicio, sirio mediante el 
estipendio ó derechos que se establezcan. 

Se exceptúan de esta disposición los infor- 
mes sobre las obras que convenga ejecutar 
en utilidad de los pueblos, que deberán dar 
de oficio siempre que se les pidieren. 

Art. 17. Así los directores contratados 
corno los que dirijan accidentalmente algu- 
nos trabajos, deberán hacer .presente al Go- 
bierno, por conducto de los respectivos Jefes 
políticos, las observaciones que les sugiera 
la experiencia, sobre el modo mas ventajoso 
de emplear la prestación personal, sobre la 
clase de obras que será conveniente proyec- 
tar y emprender para fomento de la agricul- 
tura y utilidad de los pueblos, sobre los me- 
dios de llevarlas á cabo, y sobre el modo mas 
á propósito de conseguir el íin, sea por con- 
trata, Con ia prestación, por administración, 
ó como crean mas oportuno. 
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CAPITULO III. 

Derechos de los directores de caminos ve- 
cinales . 

Art. 18, Los directores de caminos veci- 
nales no podrán ser suspendidos en el ejerci- 
cio de sus funciones sino con justa causa, y 
en virtud de órden del Jefe político, contra la 
cual podrán recurrir al Ministro del ramo. 

Art. 19. Los directores de caminos veci- 
nales contratados con los pueblos, ó los que 
estuvieren encargados de dirigir obras mu- 
nicipales, como dependientes de la Admi- 
nistración, no podrán ser procesados por he- 
chos relativos al ejercicio de sus funciones, 
sin la autorización competente del Jefe polí- 
tico, conforme á lo prevenido en el párra- 
fo 8. u del art. 4.° de la ley de 2 de abril de 
1845 para el gobierno de las provincias. 

Art. 20, Para conceder las licencias de 
construir, de que tratan los arts. 195, 196 
y 197 del reglamento de 8 de abril, debe- 
rán los Alcaldes oír de antemano al director 
de caminos vecinales de sus respectivos dis- 
tritos. 

Art. 21. Los Jefes políticos deberán oir 
también á ios directores de caminos vecina- 
les, en lugar del ingeniero de la provincia, 
en los dos casos que marcan los artículos 
17 y 20 del mencionado reglamento de 8 
de abril. 

Igualmente deberán valerse, en cuanto 
fuere posible , tanto las expresadas autorida- 
des como los Alcaldes , de los directores de 
Caminos vecinales para los reconocimientos 
y demás diligencias de que tratan los artí- 
culos 25, 69, 791, 101, 114, 118, 130, 131, 
143 y 145 del mismo reglamento. 

Esto no obstante, los proyectos de obras, 
cuyo presupuesto exceda de 10.000 rs. debe- 
rán ser visados y aprobados por el ingeniero 
de la provincia. 

Art. 22. Cuando las obras á que se re- 
fiere este reglamento se ejecuten por contra- 
ta, corresponde á los directores respectiva- 
mente encargados de ellas su dirección in- 
mediata, y la vigilancia sobre el cumplimien- 
to de las- condiciones, de que serán respon- 
sables para con sus superiores. 

Art. -23. Los directores de caminos veci- 
nales, como agentes especiales de este ramo 
del servicio público, serán los jefes inmedia- 
tos de los celadores , sobrestantes , peones 
camineros, canteros, albañiles y demás ope- 
rarios asalariados que se empleen en las 
obras, cuando estas se ejecuten por adminis- 
tración. 


En tales casos, les corresponde de acuer- 
do con los Alcaldes, para los caminos de se- 
gundo orden, y con la persona nombrada 
por el Jefe político para los de primero , el 
acopio de- los materiales y su recepción al 
pié de las obras, el órden, distribución y vi- 
gilancia de los operarios , el régimen de los 
trabajos, la determinación de las condiciones . 
para los ajustes y destajos que hayan de pa- 
garse en efectivo, la cuenta y razón de todos 
los gastos , y la propuesta de los empleados 
facultativos cuando fueren necesarios. 

Art. 24. Si las obras se ejecutaren por 
contrata, se determinarán en sus condicio- 
nes la relación y dependencia de los agentes 
de aquellas respecto del director encargado 
de vigilarlas. 

Art. 25. Los directores de caminos ve- 
cinales estarán subordinados á la autoridad 
de los Jefes políticos, en todo lo que se re- 
fiera al órden público y no se oponga á la 
especialidad de su instituto. 

Art. 26. En todos los asuntos relativos á 
las obras públicas de su cargo, procederán 
los directores de caminos vecinales bajo la 
inmediata dependencia de los Jefes políticos 
y de los Alcaldes de los pueblos cuyos cami- 
nos dirigieren, y con sujeción á las instruc- 
ciones que á unos y á otros Íes comunique 
la Dirección de agricultura. 

Art. 27. Las autoridades locales cuida- 
rán de la parte económica de las obras que 
se hallaren á su inmediato cargo, procedien- 
do en la facultativa los directores de los tra- 
bajos con sujeción á lo prevenido en este re- 
glamento. 

Art. 28. Los Jefes políticos y los Alcal- 
des auxiliarán con su autoridad á los direc- 
tores de caminos vecinales, siempre que 
la impetraren para la debida observancia y 
cumplimiento así de las contratas como de 
los reglamentos del servicio y conservación 
de las obras que Ies están encomendadas. 

Art. 29. Siempre que los directores de 
caminos vecinales tuvieren que practicar 
como peritos algunas diligencias judiciales, 
podrán exigir los derechos marcados en el 
arancel legal de los expresados derechos. 

Art, 30. Cuando las diligencias fueren 
extrajudiciales , ó por encargo de particula- 
res, les será lícito exigir los derechos mar- 
cados en el arancel de la profesión á que 
pertenezca la operación. ejecutada; así, por 
ejemplo, si hubieren de medir tierras, les 
corresponderá el derecho designado por esta 
operación en el arancel de agrimensores, y 
lo mismo en los demás casos. 

Art. 31 . Cuando fueren empleados por 
los .pueblos en comisiones de su peculiar 
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instituto, solo podrán llevar los derechos si- 
guientes: 

Por la dirección de varios caminos cons- 
truidos á. Ja vez en su respectivo distrito 
60 rs. eadadia. 

Por la de un solo camino, 40 rs. 

Por cada dia de los que estuvieren em- 
pleados en el trazado y formación de un 
proyecto, 40 rs. 

Por apeos y deslindes de términos ó pro- 
piedades del común de los pueblos , 40 rs. 
eadadia, si hubiere necesidad de practicar 
operaciones gráficas; y 30 rs. en el caso de 
no tener lugar dichas operaciones. 

Por reconocimientos de terrenos, visitar 
los caminos que hubieren de repararse, y 
formar los estados sumarios á que se refie- 
ren los arts. 22 y 2o del reglamento de 8 
de abril, 30 rs. por dia. 

Y en general 30 rs. cada dia que estuvie- 
ren ocupados en comisiones que no requie- 
ran operaciones gráficas , y 40 cuando hu- 
biere que hacer algunas de estas. 

Solo podrán percibir los derechos deta- 
llados en este artículo los directores de ca- 
minos vecinales no contratados con los pue- 
blos, pues los que los estuvieren no tendrán 
opción mas que al sueldo que se les hubiere 
asignado en sus contratas. Este sueldo no 
podrá exceder en ningún caso de 10.000 rs. 
anuales por la dirección de las obras de un 
partido judicial á lo menos. 

CAPITULO IV. 

Responsabilidad que contraen los directores de 

caminos vecinales que fallen d las obligacio- 
nes que les lian sido impuestas. 

Art. 32. Eos directores de caminos ve- 
cinales son responsables del trazado y de la 
buena ejecución de las obras coníiadas á su 
dirección v cuidado. 

Igualmente lo serán de la conservación 
de los caminos comprendidos en sus respec- 
tivos distritos; por lo que deberán hacer á 
los Alcaldes las observaciones que creyeren 
oportunas, á íin de que provean lo necesario 
para la reparación periódica de las obras, y 
en caso de que no sean atendidas aquellas lo 
pondrán en conocimiento del Jele político 
para que determine lo conveniente. 

Art. 33. Los directores de caminos veci- 
nales no podrán tomar ninguna especie de 
gratificación de los contrastistas ó empresa- 
rios cuyas obras hubieren de vigilar. Tam- 
poco podrán tener participación en las con- 
tratas, ajustes ó destajos de las expresadas 
obras, ni dar ocupación á carros ó acémilas 
de su propiedad en los trabajos que se eje- 
cuten por administración. 
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, se acreditare que en alguna época han 
taltado á las prescripciones anteriores serán 
responsables ante el Gobierno, sin perjuicio 
de las penas a que se hayan hecho acreedo- 
res, con arreglo á las leyes. 

Art. 34. Los directores de caminos veci- 
nales que en las recepciones de trabajos 
ejecutados por empresa admitieren obras 
que uo estuvieren construidas con la debida 
solidez, ó que haciéndolas por administra- 
ción no cuidaren de darles la fortaleza nece- 
saria, serán suspendidos de sus destinos por 
los Jefes políticos, que darán parte al Gobier- 
no para la resolución á que hava lugar, á no 
ser que en uno y otro caso justifiquen que 
se lian ceñido extri clámente al proyecto 
aprobado por la autoridad competente. 

Art, 35. La tolerancia de las contraven- 
ciones de los reglamentos de policía de los 
caminos vecinales por parte de los directores 
de estos, se corregirá con una multa igual á 
la que hubiera debido satisfacer el contra- 
ventor, si hubiere sido denunciado. 

Art. 36. Los directores de caminos veci- 
nales están obligados, bajo su inmediata res- 
ponsabilidad, á oponerse á que se ejecuten 
á los lados de los caminos construcciones, 
plantaciones ó cualesquiera especie de obras 
que puedan embarazar el libre tránsito ó po- 
ner en peligro la seguridad de los viajeros. 

A este fin dirigirán las relamaciones que 
creyeren convenientes á los respectivos Al- 
caldes, para que estos las tengan presentes 
antes de conceder la alineación. 

Si no obstante dichas reclamaciones pro- 
cedieren los Alcaldes contra la opiniou do- 
los directores, quedarán estos exentos de to- 
da responsabilidad. 

Art. 37. En lo sucesivo no se podrán 
construir á la inmediación de ¡os caminos 
vecinales edificios, vallados, cercas ó pare- 
des de cualquiera especie sin obtener la ali- 
neación del Alcalde respectivo, que uo la 
dará sin oír al director de los expresados 
caminos. 

Tampoco podrán abrirse zanjas ú hoyos 
ni hacer plantaciones de árboles, á menos 
de tres varas del borde exterior de los dichos 
caminos, á no ser que el Alcalde, oyendo al 
director de ellos, conceda el permiso. 

Art. 38. Tanto á los directores de cami- 
nos vecinales contratados con los pueblos, 
como á los que uo lo estuvieren , Ies servirá 
de particular recomendación para su clasifi- 
cación al organizarse definitivamente esta 
clase, la prontitud y acierto con que evacua- 
ren los informes que les pidan las autorida- 
des, la perfección y solidez de las obras que 
ejecutaren y los trabajos quccspontancamen- 
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te pfesentaren sobre trazado de nuevos ca- 
minos, aprovechamiento de aguas phiviáleéó 
de corrientes no navegables y demás ramos 
de su peculiar instituto. 

CAPITULO V. 

Disposiciones diversas. 

Art. 39. Siempre que sea posible que ios 
ingenieros de caminos y canales , sin des- 
atender sus obligaciones especiales, se en- 
cargen del trazado y dirección de uno ó mas 
caminos vecinales, podrán ser nombrados al 
efecto por los Jefes políticos ó por los Alcal- 
des, y harán un servicio de mucha utilidad 
para el país. 

En este caso los directores de los expre- 
sados caminos deberán conformarse, en. la 
ej cu cien de ¡as obras, al proyeclo y á las ins- 
trucciones que les diere el ingeniero. 

Art., 40. Los arquitectos titulares de ciu- 
dades ó corporaciones, aunque obtengan el 
titulo de directores de caminos vecinales, no 
sarán empleados en estos, á menos que jus- 
tifiquen que las atenciones dé la plaza que 
ocupan no les impide la constante asistencia 
á los trabajos de trazado, construcción y re- 
paración de ellos. 

Art. 41. Con arreglo al art. 13 del R. D. 
de 7 de setiembre, están autorizados los di- 
rectores de caminos vecinales para denun- 
ciar las contravenciones a los reglamentos 
de policía y conservación de los caminos, y 
sus denuncias hacen la misma fé que las de 
los guardas jurados. En consecuencia, y per- 
teneciendo la Corrección de las faltas y deli- 
tos de que trata este artículo á los tribunales 
ordinarios, conforme á lo prevenido en el 
Código penal, deberán prestar juramento an- 
te uno de los jueces de primera instancia del 
distrito donde residieren, bajo la fórmula 
usual para dichos guardas jurados. 

Art. 42. Los jefes políticos procurarán 
conseguir, por cuantos medios estén á su 
alcance, que en cada partido judicial de su 
respectivas provincias se establezca á lo me- 
nos un director de caminos vecinales. 

Art. 43. Interin llega el caso de que se 
complete y organice definitivamente esta 
clase, y de que se modifique este reglamento 
á medida que la experiencia acredite set ne- 
cesario, quedan autorizados los jefes políti- 
cos para formar los que crean útiles á sus 
provincias, y para dar á los directores de 
caminos vecinales las instrucciones particu- 
lares que tengan por convenientes.» Ma- 
drid 7 de setiembre de <848; (CL. l. 45 
página 38.) 


A. O. dé 2l febréro $ éi 850. 

(Idem.) Resolviendo que los directores 
de caminos vecinales que soliciten el título 
de maestros de obras, deberán sujetarse al 
examen de materias que exige para la carre- 
ra de maestros de obras el R. f). de 31 de 
octubre de 1849. (CL. t. 49 > p.419.) 

R. O. de 3 octubre de 1853. , 

(Fom.) «Con presencia de las diferentes 
consultas elevadas por algunos Gobernado- 
res de provincia acerca de que si para que 
puedan percibir sus honorarios los directo- 
res de caminos vecinales habla de expedír- 
seles el correspondiente título, y en este caso 
á qué. autoridad corresponde verificarlo; te- 
niendo presente qué los directores de ca- 
minos vecinales para ejercer su profesión 
obtienen, prévio exámén' y el pago de dere- 
chos correspondientes, níi título qué les fa- 
culta para el desempeñó de sus funciones: y 
atendiendo además á que no pueden en nin- 
gún modo conceptuarse como empleados 
qué cobran sueldo, sino como facultativos á 
quienes se contrata para obras determina- 
das, con arreglo á lo que previene el artícu- 
lo 10 de la ley de 28 de abril de 1849; S. M. 
la Reina ha tenido por conveniente resolver 
que manifieste á Y. S., corno de sü Real or- 
den lo ejecuto, que el pago de los honora- 
rios convenidos con dichos directores de 
caminos vecinales, debe verificarse como 
cualquiera de los gastos que reclamen la 
construcción de los expresados caminos, sin 
sujetarse á las formalidades que establece 
el R. D. de 28 de noviembre de 1851 sobre 
expedición de títulos a los empleados.— 
Dios etc.— Madrid 3 de octubre de 1853. 
(CL. t. 60, p. 218.) 

R. D. de 24 enero de 1855. 

Este decreto por el que se suprimieron 
las enseñanzas de maestros de obras y direc- 
tores de caminos vecinales, se halla inserto 
en Agrimensor, asi como el reglamento de 
la misma fecha. 

R. O. de 18 mayo dé 1860. 

Se halla inserta en Arquitecto, tomo l.° 
página 506. 

Además dé las disposiciones que que- 
dan insertas, y dé las referidas al artíeü- - 
lo Agrimensor deben consultarse igual- 
mente las que se hallan en Arquitectos, 
Caminos vecinales, obras públicas, etc. 
en donde se encuentra compilada con 
esmero !a importante legislación de estos 
ramos. 
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DISCERNIMIENTO. Juicio recto por cu- 
yo medio distinguimos unas cosas de 
otras. El Código penal, en el nrt. 8.° 
exime de toda pena al menor de nueve 
años que causa un daño, que en otro 
caso se ealificaria de delito porque su- 
pone obró sin discernimiento, sin cono- 
cimiento de lo que hacia. — Y. Responsa- 
bilidad civil: Código penal. 

DISCERNIMIENTO DE LOS CARGOS DE 
TUTOR Y CURADOR. Ningún tutor ni 
curador puede entrar en el ejercicio de 
su cargo sin estarles discernido ó apro- 
bado el nombramiento por el juez, en la 
forma que previene el tít. III de la 2. a 
parte de la ley de Enjuiciamiento civil, 
ó sean los arta. 1219 al 1276. Ya hemos 
tratado de este asunto en Curador, to- 
mo IV, pág. 948, á donde nos remitimos. 

DISCORDIAS. Cua ndo hay discordia 
en las sentencias y la manera de diri- 
mirlas, nos lo dicen los arts. 55 á 57 
ley de Enjuic. civil; y entro peritos, ár- 
bitros y amigables componedores el ar- 
tículo 303, regla 8. a y ei 806 y 833 de 
la misma. 

DISENSO. — V. Matrimonio. 

DISPENSA. DISPENSACION. Acto de 
jurisdicción por el que la autoridad le- 
gítima relaja el rigor del derecho en fa- 
vor de alguna persona con conocimien- 
to de causa; ó el mismo documento que 
contiene la dispensa. La dispensación 
puede ser ó eclesiástica ó civil. 

DISPENSA ECLESIÁSTICA. Son objeto 
de la dispensación eclesiástica muy prin- 
cipalmente, los impedimentos del ma- 
trimonio, las proclamas ó amonestacio- 
nes, las irregularidades que comprenden 
todos los defectos que inhabilitan para 
las órdenes y los votos. 

Dispensa 'matrimonial. Esta puede 
ser ó de las proclamas, ó de alguno de 
impedimentos del matrimonio, como ve- 
remos en esta palabra. 

Dispensa de ivregulcivid(id. Sogíin 
los canonistas, hay dos clases de irregu- 
laridades; unas que nacen de crimen y 
otras que provienen de delecto. Las que 
produce el delito solo pueden concluir 
por la dispensación. Las que nacen de 
defecto, acaban no solo por dispensa si- 
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no por cesación del defecto. Se cuen- 
tan ocho defectos que producen la irre- 
gularidad y son: la de nacimiento, de 
entendimiento, de edad, de libertad, de 
reputación, el corporal, la bigamia y la 
lenidad. — V. Irregularidades. 

Dispensa de votos . Los votos cesan 
ó por su cumplimiento, ó por la muer- 
i te, ó por dejar de existir la causa, ó por 
anulación, ó por dispensa. Sobre dis- 
pensación de votos no están de todo 
punto conformes los teólogos y cano- 
nistas, y hay entre ellos tres opiniones; 
la primera es que el papa no puede ab- 
solutamente dispensar de los votos so- 
lemnes ; la segunda que puede por la 
plenitud de su potestad; y la tercera, 

¡ que las grandes razones de la dispensa 
lijan en cuanto á este punto los poderes 
del papa. Se entiende voto solemne el 
que produce la toma del hábito reli- 
gioso, ó el de continencia que ha uni- 
do la Iglesia á la recepción de las órde- 
nes sagradas. — V. Voto. 

DISPENSAS DE LEY. Privilegios ó exen- 
ciones de lo ordenado por las leves ge- 
nerales, en obsequio ó favor de una per- 
sona por consideraciones particulares. 
También se las llama gracias al sacar. 
Las reales disposiciones que rigen sobre 
esta materia' son las siguientes: 

Ley de 14 abril de 1838. 

(Grac. y .íust.) Artículo i. 0 El Rey re- 
suelve todas las instancias sobre los objetos 
siguientes: emancipaciones; legitimaciones 
de los hijos naturales según los define la ley 
1. a , tít. V., lib. X dtílaNov. Recop.; dispen- 
sa de edad para administrar sus bienes; 
dispensas de ley para que las viudas que pa- 
sen á segundas nupcias conserven la tutela; 
dispensas de examen á los abogados para re- 
validarse de escribanos; suplemento de falta 
de confirmación de privilegios; dispensa de 
formalidades en los oficios renunciamos ; fa- 
cultad de nombrar teniente á Jos propietarios 
de oficios públicos enajenados ; para exami- 
narse en lugar distinto del designado por la 
. ley ó ordenanza ; para que los clérigos pue- 
dan abogar en ío civil; y finalmente toda 
dispensa que altere las condiciones regla- 
mentarias de los citados oficios y profesiones, 
ú otros semejantes. 

Art. 2.° Para conceder las gracias de 
que trata ef artículo anterior deberán eon- 
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eurrir motivos justos y razonables justifica- 
dos debidamente. 

Art. 3.° jNo se concederá dispensa de 
edad para ejercer oficios de escribano , pro- 
curador, médico, cirujano, y otros de esta 
clase, ni la de los cursos académicos y años 
de práctica. 

Art. 4. u El Gobierno no podrá relevar a 
los que obtengan cualquiera de las gracias 
mencionarlas del pago de los derechos seña- 
lados en los aranceles 6 tarifas vigentes sin 
id concurso de fas Cortes.— Por tanto man- 
damos eLc. — En Palacio á 44 de abril de 
1838. (CL. t. 24, p. 153.) 

/?. 0. de 19 abril de 1838. 

Roblas para las justificaciones 

(Grac. y Just.) «La ley de 14 de este 
mes confiere al Gobierno la facultad de con- 
ceder las dispensas de ley, y gracias llama- 
das al sacar, señaladas en su art. l.° Mas 
para concederlas es necesario que haya mo- 
tivos justos y razonables debidamente acre- 
ditados; y con el fin de que esta justificación 
se verifique del modo mas seguro y menos di- 
latorio y dispendioso, se lia servido S. M. dis- 
poner que se observen las reglas siguientes: 

1. a Los que soliciten alguna de dichas 
gracias ó dispensas, acudirán directamente á 
ja Audiencia territorial respectiva, presen- 
tando en ella la solicitud para S. M. ,y!os 
documentos en que Ja funden. 

2. a Las instancias que se presenten di- 
rectamente al Gobierno, se dirigirán por la 
Secretaría de Gracia y Justicia, bajo simple 
cubierta, alas audiencias correspondientes. 
Las instancias que sean contrarias á la cita- 
da ley quedarán sin curso. 

3. a Las Audiencias dirigirán las solicitu- 
des comprendidas en el art. 1 . ú de la misma 
ley al juez de primera instancia competente, 
el cual abiira un expediente informativo, 
oirá por via de instrucción sin figura de jui- 
cio á las personas ó corporaciones que pue- 
dan tener interés en el asunto; admitirá las 
justificaciones que los interesados ofrecieren; 
las recibirá en su caso de oficio y devolverá 
á la Audiencia el expediente original con su 
informe. 

4. a ^ La Audiencia , oyendo al fiscal, exa- 
minará si el expediente se halla debidamente 
instruido, no estándolo ampliará convenien- 
temente la instrucción , y cuando esta se 
halle completa, elevará igualmente original 
el expediente al Gobierno con la censura 
fiscal, informando por su parte lo que se Je 
ofrezca y parezca. — De Real orden etc.» (CL. 
í. 24, páy. 168.) 


R. O. de 12 abril de 1839. 

Dispensa para cargo de tutora ó curadora, 

(Grac. y Just). «Para que los expedien- 
tes informativos promovidos en solicitud de 
dispensa de la ley que ha dispuesto cesen en 
el encargo de tutoras y curadoras de sus hi- 
jos , las mujeres que pasan á contraer nuevo 
matrimonio, presenten la uniformidad que fa - 
edita su despacho y contengan todas las cir- 
cunstancias que deben proporcionare! acier- 
to, dejando resguardados los intereses que 
aquella ley se propuso asegurar; y para que 
de este modo se eviten dilaciones, repetición 
de diligencias y dispendios que son consi- 
guientes; se ba servido S. M. la Reina gober- 
nadora resolver, que las audiencias á quie- 
nes toca instruir dichos expedientes hagan 
constar en ellos: l.° La conducta moral, ca- 
pacidad , profesión ó conducta civil de Ja ma- 
dre, tutora ó curadora, y del sujeto con 
quien so ha casado últimamente ó trata de ca- 
sarse: 2.° La edad de estos mismos sujetos y 
la de los pupilos ó menores: 3.° El importe, 
clase y naturaleza de ios bienes , asi de estos 
como los de su madre y de su nuevo ó futuro 
cónyuge: 4.° El dictamen déla persona que 
á falta de la madre debería entrar en el cargo 
de tutor ó curador con arreglo á derecho, ¡i 
quien deberá oirse ofreciéndole ai efecto H 
expediente sin dar á este el carácter conten- 
cioso bajo ninguna forma: Y 5.® El juicio de 
la audiencia acerca de la justicia y utilidad de 
la dispensa. — Lo que de Real órden etc. Ma- 
drid 12 de abril de 1839. ( C . del Cast. t. 6, 
p. 238). 

/?. O. de 23 marzo de 1 8 19. 

Dispansas oí: Ultramar, 

Se manda «que para instrucción de expe- 
dientes en solicitud de dispensas de ley y 
gracias llamadas al sacar , se guarde puntual- 
mente en todos los dominios españoles de 
Ultramar lo dispuesto en la R. O. de 19 de 
abril de 1838.» (CL. t„ 46, p. 236). 

Ademas de las disposiciones prein- 
sertas será necesario consultar el tít. VI 
de la 2. a parte de la ley de Enjuiciamien- 
to civil (arts. 1335 al 1349) que trata 
expresamente de los trámites y formali- 
dad es de las informaciones para dispensa 
de ley. El Juez competente será el del 
domicilio del que las solicito, y no po- 
drá recibirse sino en virtud de órden su- 
perior y con las formalidades que en 
dicho título se establece. 

DISPOSICIONES DEL GOBIERNO. Be ha 
mandado repetidamente que todas las 



leyes, decretos y otras disposiciones ge- 
nerales que por su índole no sean reser- 
vadas, ya emanen de los diferentes Mi- 
nisterios, ya do las Direcciones y demás 
dependencias centrales, se publiquen 
en la parte oíicial de la Gaceta; pero esta 
medida conveniente y provechosa nunca 
se ha cumplido rigorosamente, y todos 
los dias vemos en los Boletines oficiales 
de las provincias disposiciones de mu- 
cho interés no publicadas en la Gaceta , 
y que se han comunicado particular- 
mente á las Autoridades del ramo ó de- 
pendientes de los respectivos Ministerios. 

Hemos lamentado ya antes de ahora 
este desorden y con ei epígrafe « Plan de 
w na reforma importante ,» consagramos 
á él algunas páginas en el artículo pre- 
liminar inserto en la pág. III i. l.°á 
donde nos remitimos asi como á Bole- 
tín oficial , Colección legislativa , Ley. 

He aquí las disposiciones dictadas so- 
bre el particular. 
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R. O. de H setiembre de 1839. 

(Grac. y Just.) «Habiendo tomado en 
consideración la. augusta Reina Gobernadora 
f lo consultado por ese Tribunal, de conlbr- 

■ midad con lo que dispone la ley de 28 de no- 
I viembre de 1837, se ha servido resolver que. 
| las leyes y disposiciones generales del (io- 
, bierno, se tengan por obligatorias para las 
í islas donde está constituida la capital en los 
| términos que señalan la citada ley, v para los 
¡ pueblos de las otras islas en que no está la 

■ capital, y de las posesiones do Africa, desde 
! que se recibe en ellas la comunicación ofi- 

■ cial.- — \ lo traslado ¡í V. S. de la propia ¡leal 
i orden, comunicada por el Sr. ¡Ministro de 

Gracia y Justicia para su inteligencia y efec- 
tos. consiguientes.— Madrid 14 de setiembre 

■ de 1839. (C. del Casi. t. 7, p. 156.) 

R. fí. de 9 marzo de 1851. 

Desde ruando y como obtíi;:. ;i las disposiciones del 
Gobio nio. 

(Presid. del C. de M.) En vista de las 
consideraciones que me ha expuesto el Pre- 
sidente de mi Consejo de Ministros, y de 
conformidad con este, vengo en decretar lo 
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R. O. de 22 setiembre de 1836. 

(Gob.) «Deseando S. M. la Reina evitar : 
lodo motivo que retarde el pronto y puntual : 
cumplimiento délas disposiciones del Gobier- 
no y teniendo presente que una de las causas 
que producen este retardo es el haber de es- 
perar cada autoridad que se le comuniquen 
por su respectivo Ministerio , lia tenido á bien 
mandar, de conformidad con el parecer del 
Consejo de Ministros, que ínterin se toma en el 
particular la medida que se estime mas con- 
veniente, todos los reales decretos, órdenes 
é instrucciones del Gobierno que se publi- 
quen en la Gaceta de esta córte bajo el ar- 
tículo oficial, sean obligatorios desde el mo- 
mento de su publicación para toda clase de 
personas en la Península á islas adyacentes, 
debiendo las autoridades y Jefes de todas cla- 
ses sea el que fuere el Ministerio á que per- 
tenezcan. apresurarse á darlas cumplimiento ; 
en la parte que les corresponda.» (CL. tomo 
2 i , p. 41o.) 

Lei}de 4-28 noviembre de 1837. 

(Grac, y Just). «Las Cortes han decre- 
tado y nos sancionado lo siguiente: 

«Las leyes y las disposiciones generales del 
Gobierno son obligatorias para cada capital 
de provincia desde que se publican oficial- 
mente en ella, y desde cuatro dias después 
para los demás pueblos de la provincia.» — 
Por tanto mandamos etc. en Palacio á 28 de ¡ 
noviembre de 1837. {CL. t. 23, p. 338.) 


siguiente: 

Artículo l.° Todas las leyes, Reales de- 
cretos y otras disposiciones generales que 
por su índole no sean reservadas, ya emanen 
de los diferentes Ministerios, ya de las Direc- 
ciones y demás dependencias centrales, se 
publicaran en Ja parte oíicial de la Gaceta. 

Art. 2.° Las disposiciones generales que 
se publiquen en la Gaceta no se comunica- 
rán particularmente. Con solo la inserción 
en ella de las expresadas disposiciones será 
obligatorio su cumplimiento para los Tribu- 
nales, para todas las autoridades civiles, mi- 
litares y eclesiásticas en cuanto dependan de 
los respectivos Ministerios, y para los demás 
funcionarios. 

Art. 3.° Las respectivas autoridades y 
funcionarios á quienes incumba cuidarán de 
que las disposiciones publicadas en la Gaceta 
se inserten en los Boletines of cíales cuando 
por su naturaleza deba asi hacerse, y expedi- 
rán desde luego las órdenes convenientes 
para su mas pronto y exacto cumplimiento, 
como si dichas disposiciones les hubiesen 
sido comunicadas directamente. 

Art. 4.° En las respectivas oficinas se 
formarán colecciones encuadernadas de la 
Gaceta , y se llevará un libro copiador con 
su índice por orden de materias de lo tocan- 
te á su ramo. , 

Art 5.° La suscricion a la Gacela sera 

obligatoria para todas las autoridades, fun- 
cionarios y dependencias que reciben dircc- 
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lamente las disposiciones generales de! Go- 
bierno, de las Direcciones y de las oficinas 
col} trajes . 

" Art.. 6.° El importe de la suscricion á la 
Gaceta se cargará á la consignación de gas- 
tos señalada á las dependencias respectivas. 
—Dado en Palacio á 9 de marzo de 1851. 
( CL . t. 52, p. 340.) 

Las reglas contenidas en las anteriores 
disposiciones son de aplicación genera!, 
pero se subordinan no obstante á lo que 
en casos especiales suelen prevenir las 
mismas leyes respecto ai dia en que han 
de empezar á regir. Así, pues, lo han re- 
conocido el Tribunal Supremo de'Jusli- 
cia en sus latios de 1 7 de julio de 1850 y 
10 de setiembre de 1864, respecto de la 
ley de desvinculacion de 11 de octubre 
de 1820, como veremos en Mayorazgos. 

DISTRITO. Sección de territorio ó di- 
visión territorial que comprende cierto 
espacio sujeto á un término ó jurisdic- 
ción. Así se dice distrito electoral, fores- 
tal, militar, universitario etc. — V. Divi- 
sión TERRITORIAL. 

DISTRITO MUNICIPAL. M unicipio, mu- 
nicipalidad: sección de territorio perte- 
neciente á un Ayuntamiento, El distrito 
municipal puede constituirlo, ó un solo 
pueblo, ó la agregación de dos ó mas. 
Cuando le constituyen dos ó mas pue- 
blos, parroquias ó feligresías debe haber 
en cada una de ellas un alcalde pedáneo. 
La ley municipal de 1845 (arts. 70 
al 72) y el reglamento para su ejecu- 
ción (arts. Í01 al 1 Oí») limitaban mucho 
las facultades del Gobierno para alterar 
los distritos municipales; y es eii efecto 
este asunto más importante de lo que 
parece por lo que indicamos eft el ar- 
tículo Alcaldes y Ayuntamientos. Hay 
en España según datos oficiales 9.358 
distritos munieipabs, y asciende á 
40.060 el número de ciudades , villas, 
logares y aldeas; y á 87.556 si fee cuen- 
tan otros 41.496 éasefíos. En cada dis- 
trito municipal hay un Cuerpo delibe- 
rativo que se llama Ayuntamiento, cuyo 
presidente es el Alcaide que á la vez ejer- 
ce autoridad pública en todo su territo- 
rio jurisdiccional; 

El art. 26 de la ley municipal de 2 ¿ 
de octubre de 4868, (Apéndice 4.°, pá- 


gina 403) si sé lleva adelante mata de 
una plumada los distritos municipales de 
200 vecinos abajo, siguiendo en esta par- 
te el pensamiento que dominó en la re- 
forma hecha por Real decreto de igual 
dia y mes de 1866, según hemos visto 
en Alcaldes y Ayuntamientos. No esta- 
mos de ningún modo conformes con es- 
ta medida, que nos parece inconveniente 
y atentatoria á la autonomía de inmenso 
número de municipios, y tenemos la 
íntima confianza de que el referido ar- 
tículo sufrirá reforma. Es pues necesa- 
rio tener presente que los municipios no 
los crea la ley política, sino que los en- 
: cuentra ya hechos. 

D VERSIONES PÚBLICAS.— V. Corridas 
de toros. Espectáculos. 

DIVISION. La partición que se hace 
de los bienes comunes entre los cohere- 
deros ó copropietarios, entre consocios, 
entre el cónyuge sobreviviente y los he- 
rederos del difunto. — V. Particiones... 

DIVISION TERRITORIAL. La España 
como Nación, ademas de las 49 provin- 
cias de la Península é. íslás adyacentes, 
comprende también otros paises en 
Africa, América y la Oceanía. 

Según las Constituciones de 4837, 
de 18+5 y de 1836, las provincias de 
í Ultramar se rigen por leyes especiales; 

1 y las generales de la Nación se refieren 
solo hasta hoy á las provincias de la Pe- 
' nínsula é Islas Baleares y Canarias; de 
manera que la primera división que de- 
• hemos reconocer es la de 
' Península é Islas adyacentes. 

Provincias de Ultramar. 

PENINSULA É ISLAS ADYACENTES. 

Las provincias se dividen en partidos 
judiciales, y estos en municipios ó dis- 
tritos municipales, comprendiendo en 
junto las 49 provincias de la Penín- 
sula é Islas adyacentes 463 Juzgados de 
primera instancia y 9,355 Ayuntamien- 
tos, como mas por menor aparece en el 
adjunto estado en que se expresan las 
provincias, su clase, su extensión, par- 
tidos que cada una tiene, número de 
Ayuntamientos, población total, y nú- 
mero de varones mayores de 25 añas. 
Hé aquí demostrados estos datos. 
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PROVINCIAS. 

(.lasé. 

Kilómetros 1 
cuadrados. ! 

Alava 

3. a 

3.121 £ 70 

Albacete.. . 

3. a 

15.465 £ 90 

Alicante 

2 a 

5.434 £ 30 

Almería 

3. 3 

8.552‘90 

Avilo.» •-!-■ + + ■-■■■■> • . _ ■ 

3. a 

7.722 £ 10 

Badajoz , . 

3. a 

22.499‘80 

Baleares. . x. ........ , 

3. a 

4.817‘40 

Barcelona.. , 

i.* 

7.73040 

Búrgos. . * 

2. a 

14.635‘10 

Cáceres 

3. a 

20.754 £ 50 

CodlZ .1-r rr ■ ■ i ■ a n ■. ■. i. . 

1. a 

7.275‘70 

Canarias 

3. a 

7.272 £ 10 

Castellón ......... . . 

3. :1 

6.33G £ 40 

Ciudad- H cal 

3. a 

20.305 

Córdoba ............. 

2. a 

4 3.44060 

Coruña ............ x . 

1. a 

7.973 £ 20 

Cuenca.. - 

3. a 

1 7 . 4 1 8 ‘ 90 

Gerona. 

3. a 

5.883‘SO 

Granada H 

1. a 

1 2,7S7 £ 50 

Guada.lajara 

3. a 

42.610 £ 80 

Guipúzcoa ........... 

3. a 

4.884 £ 80 

Huelva 

3. a 

4 0. 671940 

Huesca... 

3. a 

15.224 £ 40 

Jaén 

3. a 

13.426 £ 1(> 

León 

3. a 

45.971-20 

Lérida 

3. a 

12.3C5 £ 90 

Logroño 

3. a 

5.037 £ 5Ü ¡ 

Lugo. 

3. a 

9.S08 £ 40 ! 

Madrid 

1. a 

7.762940 ( 

Málaga 

1. a 

7.3i2 £ 90 f 

Murcia. . , 

2. a 

ld.597‘40 . 

Navarra. . ..... ..... 

3. a 

10.478 

Orense. 

3. a 

7. 092 ‘80 | 

Oviedo. 

a.* 

i0.395‘80 

Paleneia 

3. a 

8.097 £ 20 

Pontevedra 

3. a 

4.504 £ 30 ' 

Salamanca. .......... 

3. a 

42.793 £ 70 ¡ 

Santander. 

3. a 

5.471 ‘50 i 

Segovia , 

0 a 
o , 

7.027‘70 ( 

Sevilla 

i. a 

4 3.74 4-40 

Soria. . „ 

3. a 

9. 9 35 ‘50 

Tarragona. 

3. a 

6. 348 ‘80 

Teruel 

, 3. a 

44.229 

Toledo 

2. a 

44.467*60 

Valencia 

V a 

11. 271 ‘60 

Valladolid x . 

í> a 

7.880 £ 20 

Vizcava 

3. a 

2.1 97 £ 90 

Zamora - 

' 3. a 

40.74 0 £ 50 

Zaragoza 

2. a 

i 

4 7.112 

i 

Totales. . . 

507.036 


_ - ■■ 

1 


Número 

do 

partidos. 

1 Númefo dej 
Ayunta- ¡ 
míenlos. 

Población ! 
total. 

' Varones 
mayores de 
2 ‘i años. 

3 

90 

97.934 

24.390 

7 

85 

, 206.099 

48.259 

12 

142 

390.565 

86.358 

8 -¡ 

104 

315.450 

65.235 

5 

270 

168.773 

38.982 

15 ¡ 

163 

403.735 

96 . 404 

5 

59 

1 269.818 

02.255 

16 

327 

726.267 

177.492 

44 

514 

337.132 

81.069 

12 ' 

224 

I 293.072 

1 69.958 

13 

41 

■ 401.700 1 

105.979 

7 

90 

237.036 ! 

44.449 

9 

143 

267.434 

60.598 

10 

98 

247.991 ' 

58.142 

4 6 

74 

358.657 

! 87.588 

43 ¡ 

97 

557.341 i 

! 440.844 

8 

286 

229.544 ¡ 

56 . 599 

6 

251 

311.158 

, 77 . 902 

14 ! 

209 

444.523 

: 104.824 

7 

399 

204.626 

50.841 

4 

93 

162.547 

36.960 

5 

77 ■ 

■ 176.626 

40.883 

w 

i 

365 

: 263.230 

67.452 

44 

100 

, 362.466 

85.890 

10 

238 

340.244 

76.305 

8 

325 

314.531 

77.324 

8 

187 

¡ 175.141 

41.678 

9 

64 

: 432.516 

100.061 

47 

199 

489.332 

131.834 

44 

409 

446.659 

103.743 

9 

42 1 

382.812 

85.665 

5 

269 

299.654 

70 . 366 

9 

99 

369.138 

87.570 

44 

76 

540 .586 

[ 114,815 

7 

247 

485.955 

I 45.132 

9 

68 

440.259 . 

' 93.695 

8 

390 

262.383 . 

60.064 

9 

4 40 

249.966 1 

49.122 

5 

275 ' 

446.292 >' 

35.142 

14 

99 

473.920 , 

122.398 

5 

345 

, 149.549 

33.749 

8 

186 

321 .886 

73.722 

9 

279 

237,276 

55.363 

10 

206 

323,782 

79.928 

19 

284 ■ 

617.977 

141.435 

9 

237 . 

246.981 

58 . 974 

i 

4 

425 

: 168.705 

37.176 

S 

300 

■ 248.502 

56.602 

13 

313 

j 390.551 

96.585 

463 

9.355 

15.098.531 : 

3.673.776 
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Ln división territorial propiamente di- 
cha es la que dejarnos indicada , y á ella 
se subordinan otras divisiones territoria- 
les , como h judicial , la de Audiencias, 
la de distritos militares , universitarios, 
forestales etc. Solo recordamos que se 
aparten de esta base las circunscripcio- 
nes eclesiásticas ó diócesis. 

Por el cuadro ó estado anterior aparece 
que las 49 provincias de la Península é 
islas adyacentes, comprenden una exten- 
sión superficial de 507.03(5 kilómetros, 
ó sean 50.705,600 hectáreas, equivalen- 
tes á 1(1356 leguas cuadradas de 20 al 
grado, ó á 78.737,699 fanegas de tierra 
de marco real de 9.216 varas cuadradas, 
cifras todas que tomamos del cuadro 
contenido en la pág. 35 de! Anuario es- 
tadístico de España correspondiente 
á 1859 y 1860. 

En la provincia de. Cádiz se com- 
prende Ceuta, y en la de Granada los 
presidios menores de Africa, que son 
Melilla , Peñón de la Gomera, Alhuce- 
mas, é Islas Chafarinas. 

Todas las provincias, como se ve, lle- 
van el nombre de la capital respectiva, 
exceptólas de Alava, Guipúzcoa , Navar- 
ra, Vizcaya, las Islas Baleares y Canarias, 
cuyas capitales son Vitoria , San Sebas- 
tian , Pamplona , Bilbao , Palma de Ma- 
llorca y Santa Cruz de Tenerife , como 
lo dicen ios arts. I y 2.° del Decreto de 
30 de noviembre de í 833 que va á conti- 
nuación , que es el que estableció la vi- 
gente división del territorio , como base 
de la Administración interior , y con e] 
objeto de hacer que lleguen á los pueblos 
los beneficios de una acción protectora. 
Las Cortes de 1822 habían planteado ya 
otra división territorial análoga á la ac- 
tual , aunque mas defectuosa , pero esta 
obra que satisfizo entonces una gran ne- 
cesidad , no sobrevivió á las demás re- 
formas de aquella época eunstitucional. 

Las disposiciones del R. D. de 1 833 
son siempre de grande importancia, y 
su contesto y el de otras disposiciones en 
estrado es como sigue: 

R. 7), de de noviembre de 4833. 

(F om. hoy Gob.) «Persuadida de uue muca. 


que sea eficaz ta acción de la Adminis- 
tración debe ser rápida y simultánea; y ase- 
gurada de que esto no puede suceder cuan- 
do sus agentes no están situados de mane- 
ra que basten á conocer por sí mismos, 
todas las necesidades y los medios de socor- 
rerlas , tuve á bien , aí confiaros por mi Real 
decreto de 21 de octubre el despacho del 
Ministerio de Fomento, encargaros que los 
dedicaseis antes de todo á plantear y propo- 
nerme, de acuerdo con el Consejo de Minis- 
tros, la división civil del territorio, corno ba- 
se de la administración interior y medio pa- 
ra obtener los beneficios que meditaba hacer 
á los pueblos. Así lo habéis verificado des- 
pués de haber reconocido los prolijos traba- 
jos hechos antes de ahora por varias Comi- 
í iones y personas sobre tan importante ma- 
teria: y conformándome con lo que en su 
vista me habéis propuesto de acuerdo con el 
expresado Consejo, y oido el dictamen del 
de Gobierno, be venido en nombre de ini 
muy cara y excelsa hija la Reina doña Isabel 
segunda , en mandar lo siguiente; 

Art. l. n El territorio español en la Pe- 
nínsula é islas adyacentes queda desde ahora 
dividido en cuarenta y nueve provincias, que. 
tomarán el nombre de sus capitales respec- 
tivas, excepto las de Navarra, Alava, Gui- 
púzcoa y Vizcaya, que conservarán sus ac- 
túa 1 e s d enom ¡naciones. 

Art. 2.° La Andalucía, que comprende 
los reinos de Córdoba , Granada, Jaén y Se- 
villa, se divide en las ocho provincias siguien- 
tes: Córdoba, Jaén, Granada. Almería. Má- 
laga, Sevilla , Cádiz y Huelva. El Aragón se 
divide en tres provincias; á saber: Zaragoza 
Huesca y Teruel. El principado de Asturias 
lbrma la provincia de Oviedo. Castilla la 
nueva continúa dividida en las cinco provin- 
cias de Madrid , Toledo , Ciudad-Real , Cuen- 
ca y Guadalajara. Castilla la vieja se divide 
en ocho provincias ; á saber: Burgos , Va 11a- 
dolid, Palencia, Avila. Segovia, Soria, Lo- 
groño y Santander Cataluña se divide en 
cuatro provincias; á saber: Barcelona, Tar- 
ragona , Lérida y Gerona. Eslremadura se 
divide en las de Badajoz y Cáceres. Galicia 
en las de Corana , Lugo, tárense y Ponteve- 
dra. El reino de León en las de León , Sala- 
manca y Zamora. L] de .Murcia en las de 
Murcia y Albacete. El de Valencia en las de 
Valencia , Alicante y Castellón de la Plana. 
Pamplona, Vitoria, Bilbao y San Sebastian, 
son las capitales de las provincias de Navar- 
ra, Alava, Vizcaya y Guipúzcoa'. Palma la 
de ¡as Islas Baleares : Santa Cruz de Teneriíe 
la de Las Islas Canarias. 

Art. 3.° La extensión y límites de cada 
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una de dichas provincias son los designados 
á continuación de esta iey. Sin embargo , si 
un pueblo situado á la extremidad de una 
provincia , tiene una parte de su término den- 
tro de los límites de ia provincia contigua, 
este territorio pertenecerá á aquella en que 
se halle situado ei pueblo , aun cuando la lí- 
nea divisoria general parezca separarlos. 

Con respecto á los límites señalados á las 
provincias que confinan por cualquier punto 
de Francia y Portugal , se entienden en con- 
formidad de los tratados existentes, sin per- 
juicio del resultado de las rectificaciones so- 
bre límites ó derechos de pastos en varios 
puntos de una ú otra frontera. 

Art. 4.° Esta división de provincias no se 
entenderá limitada al orden administrati- 
vo, sino que se arreglarán á ella las demar- 
caciones militares, judiciales y de hacienda. 

Art. 5. u Interin se promulga la ley que 
he mandado formar sobre acotamientos y cer- 
ramientos de heredades, no perjudicará la 
nueva división territorial á los derechos de 
mancomunidad en pastos , riegos y otros 
aprovechamientos que los pueblos (3 ¡os par- 


ticulares disfruten en los territorios contiguos 


446 

ciones sobre agregación de pueblos á 
distinta provincia y supresión de Ayun- 
tamientos y Juzgados, pero las omitimos 
porque esto nos obligaría á insertar in- 
tegramente la división .territorial con 
expresión de los Ayuntamientos de cada 
provincia. 

Los Juzgados de primera instancia que 
comprende cada provincia véanse en el 
cuadro demostrativo que acompaña al 
decreto electoral de 9 de noviembre de 
1868, inserto en e! Apéndice L ü , p. 501. 

División judicial. 

En el orden judicial se divide la Pe- 
nínsula é islas adyacentes en 16 Au- 
diencias, cada una de las cuales com- 
prende una ó mas provincias subdividi- 
das en partidos judiciales. Las Audien- 
cias y las provincias que cada una com- 
prende son las siguientes: 


á los suyos 
Atr. 6. u Los 


subdelegados de Fomento 


harán demarcar ios con linos de sus provin- 
cias respectivas, reunirán todas las observa- 
ciones que se les dirijan sobre la agregación 
ó separación de los pueblos que deban hacer 
ó dejar de hacer parte de una provincia, y 
las trasladarán ai Ministerio de vuestro cargo; 
é instruido en él un expediente general me 
propondréis al cabo de un ano las modifica- 
ciones de esta especie que deban hacerse en 
la nueva división, 

Art. 7.° Entre tanto los dichos subdelega- 
dos cuidarán de. hacer levantar planos topo- 
gráficos exactos de sus provincias respectivas 
con presencia de los cuales haréis levantar 
una nueva carta general del reino. Tendréis- 
lo entendido, etc. Palacio 30 de noviembre 
de 1833. (CL. t. 13 ,pag. 289.) 


Audiencias. 


Aleáoste: 


Barcelona, 


Provincias que comprenden. 


j Albacete, Ciudad-Real, Cuen- 
') cay Murcia. 

Barcelona, Gerona, Lérida y 


Burgos, 

Cáceres, 

C ORUÑA . 




Granada . 


Tarragona. 

(Alava, Burgos, Guipúzcoa, 
Logroño, Santander, Soria 
y Vizcaya. 

Cáceres y Badajoz. 

Comba, Lugo, Orense y Pon- 
tevedra. 

Almería, Granada, Madrid, 


fí. D. de %\ abril de 1834. 

Subdividió las provincias en partidos judi- 
ciales, y se halla inserto en el artículo Jus- 
ticia. 

R. O. de 1 i noviembre de 1840. 

Mandó que todos los negocios sobre divi- 
sión de territorio, así en lo civil corno en lo 
económico etc., corran á cargo del Ministe- 
rio de la Gobernación de la Península. 

Se han dictado después otras disposi- 


Segovia y Toledo. 

(Avila, Guadalajara , Madrid, 
j Segovia y Toledo. 

Oviedo. 

Navarra. 

j Cádiz , Córdoba, Iluclva y 
j Sevilla. 

Valencia . . - • Alicante, Castellón y Valencia. 

León. Patencia, Salamanca, 
Valladolid y Zamora. 

Huesca, Teruel y Zaragoza. 


Madrid — 

Oviedo 

Pamplona. 

Sevilla . . . 


Valladolid . 


Zaragoza. 


División militar. 


La Península ó Islas 
en el órden militar en 


adyacentes se divide 
H Capitanías gene- 


m 
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rales que son, con las provincias que cada 
una comprende, las siguientes: 


Capitanías gene- 
ralas. 


Provincias que con) premiso. 


(Ciudad-Real, Cuenca, Gua- 
LA da la j ara, Madrid, Segovia 

'■( y Toledo. 

Barcelona, Gerona, Lérida, 
’ • j y Tarragona. 

(Badajoz, Cáceres, Cádiz, Cór- 
I dolía, Huelva y Sevilla. 
Aragón Huesca, Teruel y Zaragoza. 


Castilla 
Nueva. . . 

Cataluña. . 


Andalucía. . . 


la i 


Baleares. 

Canarias. 

Avila, Burgos, León, Logro- 
ño, Oviedo. Falencia, Sala- 
manca, Sanlandey, Soria, 
Valladolid y Zamora. 
Corana, Lugo, Orense y Pon- 
tevedra. 

r , I Almería , Granada, Jaén y 

Granada. . . Mi|¡i( ¿ 

Paov inci a s) Alava, Guipúzcoa, Navarra y 
Vascongadas, j Vizcaya. 

Albacete, Alicante, Castellón, 
Murcia y Valencia. 


Baleares. 
Canarias . 

Castilla 
Vieja . , , 

Galicia. . , 


Valencia . . . 


En Ceuta, hay Comandancia general 
desempeñada por un teniente general 
que tiene su Juzgado de guerra lo mis- 
mo que las Capitanías generales. 

División marítima 

Para el servicio especial marítimo la costa, 
ó sean las 21 provincias marítimas se hallan 
distribuidas en tres departamentos. A saber: 

Departamentos, Provincias que comprenden. 


GÁDIZ. 


Cartagena. . 


En cada distrito de Capitanía genera! 
hay además un segundo cubo de la clase 
de* mariscales de campo, que es además 
Gobernador militar déla provincia en que 
reside; y un Juzgado de guerra, com- 
puesto de un auditor y un fiscal. 

En cada capital de provincia hay tam- 
bién un Gobernador militar de la clase 
de brigadieres, con un secretario de la 
de capitanes. También hay Gobernado- 
res militares, entre otras, en las plazas y 
castillos siguientes. Eu la Capitanía ge- 
neral de Cataluña, Monju.ich, Cardona, 
Seo de Urgel, Figueras, Tortosa. En 
la de Andalucía, Tarifa y Campo de Gi- j 
braltar. En la de Valencia, Cartagena, j 
Peñíscola y Maestrazgo. En la de Ga- 
licia, Ferrol y Vigo. En la de Aragón,! 
Mequinenza, jaca y Monzon. En la de i 
Granada, Ronda, y en los presidios me- 
nores de Africa, que son, Me-lílla, Pe- 
ñon, Alhucemas é Islas Cliafarinas. En 
la de Castilla la Vieja, Ciudad-Rodri- 
go y Santoña. En la de las Islas Ba- 
leares, Menorca, Maltón ó Ibiza. En 
la de Canarias , Gran Canaria y Las 
Palmas. 


'Canarias, Huelva, Cádiz, Se- 
¡ villa, Málaga y Almería. 
(Alicante, Baleares, Barcelo- 
na, C astellon, Gerona, Mur- 
( cia, Tarragona, y Valencia. 
(Coruña , Guipúzcoa, Lugo, 

Ferrol Oviedo, Pontevedra, San- 

( tander y Vizcaya. 

En cada capital de provincia del lito- 
ral había un comandante de marina con 
su Juzgado compuesto de un asesor y un 
fiscal letrados, y en cada pueblo de la 
costa de alguna importancia, un ayudan- 
te de marina de la clase de letrados para 
prevenir las primeras diligencias judicia- 
les del ramo. Los asuntos judiciales de 
marina tienen tres instancias: en primera 
conoce el comandante de marina con su 
asesor; en segunda el comandante gene- 
ral con su auditor; y en tercera el Tri- 
bunal Supremo de Guerra y Marina. En 

los 
los 

Capitanes generales do departamento y 
estos al Ministerio de Marina. En lo ju- 
dicial, sin embargo, debe tenerse hoy 
presente la supresión de los Juzgados 
de las Comandancias acordada por Real 
decreto de 6 de enero de 1868. 


los gubernativos ó administrativus, 
comandantes están subordinados á 


División eclesiástica. 

Para los asuntos eclesiáticos se halla di- 
vidida la Península é Islas adyacentes en 61 
diócesis: 9 metropolitanas y 52 sufragáneas, 
distribuidas en la forma siguiente: 

Arzobispados. Obispados que cojflp.pepden 


Toledo. 


¡Coria, Cuenca. 
t Sigüenza. 


Plasencia y 
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JJÚBGOS. . , 
Granada . . . 
Santiago . . . 
Sevilla 

Tarragona.. 

Valencia . . . 

Valladolid. 


ICalahorra, León, Osma, Pa- 
i lencia, Santander y Vitoria. 
(Almería, Cartagena, Guadix, 
‘i Jaén y Málaga. 

(Lugo, Mondonedo, Orense, 
' I Oviedo y Tuy, 

I Badajoz, Cádiz, Ceuta , Cór- 
L | doba, Canarias y Tenerife. 

I Barcelona, Gerona, Lérida, 
Tortosa, Urgel , Vich y 
Solsona. 

.Mallorca, Ibiza , Menorca, 
‘ | Orihuela y Segorbe. 
¡Astorga, Avila, Salamanca, 
. < Ciudad- Rodriqo, Segovia, 
| y Zamora. 


¡Huesca, Barbastro , Jaca, 
Zaragoza....: Pamplona, Tudeía, Tara- 

( zona, Teruel y Albarracin. 


En virtud del Concordato de 1851 de- 
ben suprimirse y agregarse á otras, las 
diócesis que van en cursiva, y crearse las 
de Madrid y Ciudad-Real, que formarán 
parte del arzobispado de Toledo, con lo 
que quedará redueido el número á nue- 
ve Sillas metropolitanas y cuarenta y sie- 
te sufragáneas, que son en todo 56 dió- 
cesis, aparte de establecer Obispos auxi- 
liares en Ceuta y Tenerife, todo confor- 
me á los art. 5 0 al 8, ü del concordato de 
1851, inserto en el tomo 3.° p. 268. 


Otras divisiones. 


Además de las indicadas divisiones 
territoriales se conocen otras varias que 
ha hecho necesarias el buen servicio ad- 
ministrativo, tales como las conocidas 
con los nombres de distritos electorales, 
de obras públicas, forestales, universita- 
rios, etc. según puede verse en Diputa- 
ción Á Cortes : Instrucción pública. 
Montes. Obras públicas etc. 


PROVINCIAS DE ULTRAMAR. 

Llámanse provincias de Ultramar, as 
Islas de Cuba y Puerto Rico, las Filipi- 
nas inclusas las Carolinas y Marianas, y 
Fernando Póo y Annobon en el golfo de 
Guinea. Estas provincias, según ya deja- 
mos indicado, conforme con nuestro de- 
recho público, se irán venido y vienen 
rigiendo por leyes especiales. — V. Cons^ 

T1IUCION POLÍTICA. 


En la Isla de Cuba hay dos Audiencias, 
una en la Habana y otra en Puerto Prín- 
cipe. En la Isla de Puerto Rico, hay otra 
en la Capital ; y hay otra en Manila t ca- 
pital de las Islas Filipinas. 

Audiencia de la Habana. Es de as- 
censo y su territorio le componen los de 
las Alcaldías mayores de la Capital, Ma- 
tanzas, Cárdenas, Cienfuegos, Colon, 
Güines, Guanajay, Guanabacoa, Januco, 
Pinar del Rio, Sagua la Grande, San 
Cristóbal, San Antonio y Villa Clara. Han 
sido suprimidas en l.° de enero de este 
año el de Bayamo, Bejucal, Guantanamo, 
Mantua y Alacranes. 

Audiencia de Puerto Príncipe Esta 
fue suprimida por R. D. de 21 octubre de 
1853, pero se ha restablecido en 19 de 
marzo de 1868 y se compone de los Juz- 
gados ó Alcaldías mayores de la capital, 
San Juan de los Remedios, Sancti Spiri- 
tus, Trinidad, Hoiguin, Manzanillo, San- 
tiago de Cuba y Baracoa. 

Audiencia de Puerto Rico. Constitu- 
yen su territorio las Alcaldías mayores 
de la isla que son: de término las de San 
Juan Bautista; de ascenso las de Maya- 
güe, Ponce, Arrecibo; y de entrada las 
de Caguas, Aguadilla, Humaedo y San 
Germán. 

Audiencia de Manila. El territorio 
de esta Audiencia le constituyen todas las 
Alcaldías mayores de las islas, ó sean las 
de la Oceanío española, en que se inclu- 
yen las Marianas y las Carolinas. Son 13 
Alcaldías de termino, ó sean 4 de la ca- 
pital y tas de Cagayan, Batangas, Panga- 
sinan, Bulacan, Ylocos, Albay, Pampari- 
ga y Laguna; de ascenso las de Cama- 
rines, Tayabas, Nueva Ecija, Zambaies^ 
Bataán, Mindoro y Cebú; y de entrada, 
las de Jaro, Barotac Viejo, Cápiz, Leite, 
Samar, isla de Negros, Mindanao , Suri- 
gao, Antique, Misarais, Zamboanga, Ca- 
vite. Calamones, Islas Batanes, Bohol y 
Nueva Vizcaya. — V. Provincias de Ul- 
tramar. 

Conclusión. 

Ya hemos visto la extensión superfi- 
cial de las 49 provincias de la Península 
“é Islas- adyacentes y las principales ela- 
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sificacionos ó divisiones del territorio. 
]jíi extensión total de la superficie de 
este, comprendidas las provincias de Ul- 
tramar asciende á U8(),37á kilómetros 
cuadrados en estos términos: 


DOBLON. DOCUMENTO. 


Europa. 


Africa 


América 


OCEANÍA < 



Kilómetro i 
cuadrados. 

Península- . ■ 

islas Baleares 

. 494,040 

4,317 

Total . .... 

. 499,757 

Presidios ríe Africa. ... 6 

Islas Canarias 7,273 

Posesiones del golfo de 
Guinea ............ 2,204 

Total 

9,483 : 

Isla de Cuba. ....... 

— de Puerto -Rico. . 

. 118,833 

. 9,314 : 

Total 

Islas Filipinas 

— Carolinas... ... . 

— Marianas 

. 128,147' 

345.585 
2.374 
1,026 

Total 

, 348,985 

Total general 

. 986,372 


DIVORCIO. Entre los romanos era la 
separación absoluta de marido y mujer, 
de modo que cada uno de ellos podía 
casarse con otra persona; pero entre 
nosotros siendo el matrimonio un sacra- 
mento, es la separación del hombre y ¡a 
mujer en cuanto á ia habitación y los 
bienes, sin que por eso pueda cada cual 
casarse con otra persona mientras vivie- 
ren ambos cónyuges. Así pues, aun 
cuando el marido tratase cruelmente á !a 
mujer, ó esta atentase contra la vida de 
su marido, por ejemplo, ó cometiese 
adulterio, el juicio de divorcio á aue 
diese lugar cualquiera de estos aconteci- 
mientos, que se habria de promover en 
el Tribunal eclesiástico, según está boy 
establecido, solo seria para declarar si 
debian ó no habitar juntos y continuar 
la comunidad de bienes. Si el marido y 
la mujer de común acuerdo propusieren 
la separación, todavía el Tribunal ecle- 
siástico no puede decretarla sin que se 
pruebe una justa causa y se oiga prév la- 


mente al defensor de matrimonios que 
lo es el fiscal del mismo Tribunal. El 
cónyuge que diere motivo á la separa- 
ción es quien debe alimentar ñ los hijos, 
á no ser que fuese pobre y el otro con- 
sorte rico, en cuyo caso este tendrá la 
obligación de hacerlo; mas siempre de- 
berá criarlos y tenerlos en su poder el 
cónyuge inocente, ley 3. a , títXÍX, Par- 
tida ÍV. Sin embargo, el deber de ali- 
mentar y criar á los hijos basta , los tres 
años corresponde á la madre y de esta 
edad en adelante al padre á menos que 
este fuese pobre y aquella rica (ley cita- 
da;. — V. Adulterio: Matrimonio. 

DOBLON. Moneda de oro en España 
que lia tenido diferente valor según los 
tiempos. Hoy el doblan de Isabel es una 
moneda de oro que vale cien reales. — 
V. Moneda. 

DOCTOR- El que ha recibido solem- 
nemente en una universidad, boy úni- 
camente en la central que reside en 
Madrid, el último y mas preeminente de 
todos los grados. Los doctores están 
equiparados á los nobles y gozan solo 
por esta consideración ciertos derechos 
políticos, como puede verse en los ar- 
tículos Ayuntamientos y Diputados á 
Cortes; y de otros académicos como se 
dirá en la palabra Instrucción pública. 

DOCUMENTO. La escritura ó instru- 
mento con que, se aprueba ó confirma 


alguna cosa. 


ú ológrafo cuando está 


Es autentico 

escrito ó firmado por la misma persona 
á quien se atribuye. 

Es público cuando se halla autorizado 
por notario, según veremos en Escri- 
tura pública, ó esté expedido por fun- 
cionario que ejerza cargo por autoridad 
pública, en lo que se refiera al ejercicio 
de sus funciones, y en general los demás 
documentos, libros de actas, estatutos, 
registros y catastros que se bailen en 
archivo público, provincial ó municipal, 
y las copias autorizadas por ios secre- 
tarios y archiveros por mandato de la 
autoridad competente, y las partidas 
sacramentales, y las actuaciones ju- 
diciales. 

Es privado cuando en su otorgamiento 



DOCUMENTO. 
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no ha intervenido oficial público algu- 
no, aun cuando esté escrito en papel 
sellado. 

Los documentos, ya sean públicos ya 
■ sean privados son medios de prueba se- 
gún los arts. 279 al 291 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, la cual los clasi- 
fica y define determinando los requisi- 
tos necesarios para que sean eficaces en 
juicio. 

Los arts. 18, 225, 255 y 254 de dicha 
ley de Enjuiciamiento civil quieren que 
los documentos se presenten siempre 
con la demanda ó contestación, no pu- 
% diendo después presentarse sino los de 
fecha posterior ó con juramento de nueva 
noticia. Cuando el demandante necesite 
la exhibición de algunos para preparar la 
demanda, puede pedirla (art. 222); y 
aun de oficio puede decretarse su pre- 
sentación en el caso dei art. 48, ó para 
mejor proveer. 

Jurisprudencia. 

Sin perjuicio de remitirnos á los artí- 
culos Enjuiciamiento civil, Escrituras, 
Contratos , Gontencioso-administrati- 
vo etc., hé aquí algunos casos de juris- 
prudencia sobre el valor y eficacia de 
los documentos, según su naturaleza. 

I. Según las leyes 114 y 119, tú. 18, 
Part. 3. a para la validez y eficacia en 
juicio de los documentos privados se 
exige la posterior deposición de testigos, 
aun la de aquellos presenciales del acto 
cuyos nombres aparezcan en el docu- 
mento. (Sent. de 8 de febrero de 1858.) 

II. Para que los documentos ante- 
riores á la ley 3. a , tú. XVI, lib_X de la 
Nov. Reeop. publicada en 1778, sean 
admisibles en juicio y bagan fé, al efecto 
de perseguir las fincas gravadas, es in- 
dispensable que á la presentación en jui- 
cio preceda el registro en los oficios de 
hipotecas, sin que baste ni pueda llenar- 
se con oportunidad este requisito duran- 
te el término de prueba. (Sentencia de 
27 de octubre de 1860.) 

III. La ley 114, tit/XVHI, Part. 3. a 
exige respecto de los contratos de per- 
muta y venta de bienes, que las escritu- 
ras se hagan por ante escribano público 

Tomo V. 


j ó de otro, firmadas por buenos testigos. 
(Sentencia de 5 de diciembre de 1860.) 

V. Los documentos autorizados úni- 
camente con las firmas de los interesa- 
dos, solo pueden probar en su caso 
contra estos, pero no contra un tercero 
á quien perjudiquen en sus derechos 
é intereses, (Sentencia de 15 diciembre 
de 1860.) 

Vi. La ley 119, tú. XVÍ1I , de la 
Partida 3. a , que no tiene por prueba 
bastante para acreditarla autenticidad de 
un documento privado, la de su cotejo 
con otros indubitados, se reliere al caso 
en quesea el mismo que lo firmó, quien lo 
baya negado. (Sent. de 9 mayo de 1863.) 

VIL La disposición de la ley 118, 
tú. XYili de la Partida 3. a , relativa á 
cómo debe practicarse el cotejo de le- 
tras de 1 >s documentos públicos otor- 
gados ante escribano, no puede tener 
aplicación en pleito en que se cuestiona 
sobre ¡a autenticidad de un documento 
privado, acerca délo cual se ha pedido 
y practicado el cotejo de letras, con 
arreglo á lo que expresa y terminante- 
mente prescriben los arts. 287, 288, 
j 289 v 290 de la Ley de Enjuiciamiento 

■ civil, (Sentencia de 14 mayo de 1864.) 

Vil 1 . Para que los documentos pú- 
i blicos y solemnes sean fehacientes en 
: juicio, basta que las personas á quienes 
perjudiquen presten ó ellos su asenti- 
miento expreso, si lian venido al pleito 
sin su citación y no han sido cotejados 
con sus originales, ó que apoyen en él 
el derecho que reclamen , (Sentencia 
de 13 enero de 1865 en recurso de 
casación. ) 

IX. Si bien un documento privado 
carece por si solo de eficacia legal para 
acreditar la trasmisión de dominio de 
los bienes inmuebles, con arreglo á la 
ley 1 14, til. XVIli, Part. 3. a que exige 
| para esta clase de contratos el otorga- 

■ miento do escritura pública, no puede 
' reputarse infringida dicha ley por la 
! sentencia que estima el documento, 

cuando so lia acreditado la verdad de su 
contenido por el reconocimiento dej 
vendedor y de los testigos que en su 
! otorgamiento intervinieron. (Sentencia 

29 
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de 28 enero de 1865 en recurso de 

casación.) 

X. Los documentos públicos traídos 
á los autos sin citación, necesitan para 
ser eficaces en juicio que se cotejen con 
sus originales, previa dicha citación, á 
no ser que la persona á quien perjudi- 
quen les preste su asentimiento expreso. 
La regla 1. a del art. 281 de la Ley de 
Enjuiciamiento civil, que así lo prescri- 
be, no hace diferencia alguna respecto 
á escrituras públicas entre primeras ó 
ulteriores copias. (Sentencia de 8 junio 
de 1866.) 

XI. No deja de ser eficaz un docu- 
mento aun cuando no se haya cotejado 
¿con el original, cuando no ha sido halla- 
do el protocolo, si consta por otro medio 
lega! su comprobación. — El artículo 284 
déla ley de Enjuiciamiento civil quebabla 
de la traducción de documentos otorgados 
ene¡ extranjero, no es extensivo á los que 
otorgados en España se hallan redactados 
en lemosin . — Cuando el accidente de la 
diferencia de fechas en las copias de un 
documento resulta ser conocidamente un 
error de hecho, no se altera por ello su 
eficacia etc. (Sent. de 21 de febrero de 
1867.; 

XII. La escritura pública entre par- 
tes, aun cuando tengo todas las solemni- 
dades legales, no acredita los hechos en 
ella consignados en perjuicio de terceras 
personas que no han intervenido en su 
otorgamiento; y mas si la Sala sin desco- 
nocer el precepto de la ley 32, tít. XVI, 
Part. 3. a que ha (le- combinarse con el de 
las 40 y 41 del mismo título, aprecia la 
prueba suministrada, calificando de simu- 
lada la referida escritura, (Sent. de 12 de 
junio de 1867 . ) 

XIII. Para ser eficaces los documen- 
tos privados contra los que los escribieron 
ó mandaron escribir han de ser recono- 
cidos por estos o ha de probarse que se 
hicieron por su mandato, como ordena 
la ley 114, tít. XVIII de la Part. 3. a . 

.Los asientos de créditos que se verifi- 
can en los libros por recuerdo, no pue- 
den perjudicar á quien no los hizo o au- 
torizó «ca seria cosa sin razón é contra 
derecho, de auer orne poderío de facer á 


otros sus debdores por sus escrituras, 
cuando él se quissiese,» según !a ley 121 
de los precitados título y Código. (Sen- 
tencia de 12 de junio de 1867.) 

XIV. No infringe los arts. 280 y 281 
de la Ley de Enjuiciamiento civil la sen- 
tencia que no considera eficaz la copia 
del catastro de 1753 existente en el ar- 
chivo de un Ayuntamiento, si uo resulta 
que la persona por quien está autorizada 
tuviera el carácter de secretario archive- 
ro que exigen dichos artículos. (Sent. de 
21 de junio de 1867.) 

XV. No se infringe la ley 114, título 
XVIII, Part. 3. a sobreapreciacion de escri- 
turas ó documentos públicos, cuando es- 
tos no son eficaces al objeto del pleito, ya 
por no referirse concretamente á los ca- 
sos ó cuestiones que en él se discuten, 
ya porque su significación y mérito legal 
sean contrariados y desvirtuados por 
otras pruebas de la misma ó diversa ín- 
dole. (Sent. de 22 de junio de 1867.) 

XVi. Las disposiciones de las leyes 
114 y 1U>, til. XVIII, Part. 3. a que tra- 
tan del valor en juicio de los documen- 
tos públicos y privados han sido modifi- 
cados por la Ley de Enjuiciamiento ci- 
vil. (Sent. de 26 de junio de 1867.) 

DOCUMENTOS (Falsificaciones de). 
Los arts. 223 al 225 del Código penal 
tratan de la falsificación de billetes de 
Banco, documentos de crédito del Esta- 
do y papel sellado; los arts. 226 y 227, 
de la falsificación de documentos públi- 
cos ú oficiales y de comercio ; el 228 de 
los documentos privados, y el 229 al 234 
de la de pasaportes y certificados, siendo 
á todos los casos aplicables las disposi- 
ciones comunes de los arts. 235 al 240. 
Consúltense en Código penal; y aquí 
solo haremos mérito de una 1E O. de 18 
de marzo de 1852 que [tara evitar la 
adulteración y falsificación de los docu- 
mentos de crédito , mandó observar las 
reglas siguientes : 

I a Cuando las oficinas de la Deuda sos- 
pechen ilo la falsedad de un documento de 
crédito, de cualquier clase qne sea, ó de ba- 
ilarse adulterado, darán cuenta á la Junta del 
establecimiento, Ja que, si considera fundada 
la sospecha, acordará inmediatamente la re- 
tención del expresado documento, practican- 



DOCUMENTOS.— DON. 


do las diligencias oportunas y los reconoci- 
mientos periciales que juzgue necesarios pa- 
ra comprobar el hecho de la falsificación o 
adulteración. 

2. a Las comprobaciones y reconocimien- 
tos que hayan de practicarse, se verificarán 
en presencia de los interesarlos, practicán- 
dose de la misma manera la inutilización de 
los documentos en el caso de resultar falsifi- 
cados ó -adulterados. 

3. a Los tenedores de tales documentos 
no tendrán derecho , con arreglo á la Real 
orden de 4 de marzo de 1841 , á solicitar la 
devolución cL los mismos, ni A ser indemni- 
zarlos, ni á pedirla expedición de duplicarlos. 

4. a El expediente gubernativo que al 
efecto se instruya en las oficinas riela Deuda, 
se pasará, con los documentos falsificados 
que Jo hayan promovido, á la Subdelegacion 
de rentas de esta provincia, dentro del tér- 
mino de ocho dias, parales efectos proveni- 
dos en la R. O. de 4 ríe enero de 1847. 

5. a Los documentos que hayan pertene- 
cido á pagos efectuarlos de bienes nacionales, 
ó los que fraudulentamente hubiesen sido 
trasladados de unas facturas á otras, se su- 
plirán con certificaciones de referencia, se- 
gún el espíritu de la R. O. do 24 enero 1850. 

Y 0. a A los que presenten tales docu- 
mentos, podrá expedírseles si la pidieren, la 
correspondiente certificación para poder re- 
petir contra quien les conviniere.» — Y. Có- 
nico PENAL. 

DOCUMENTOS HISTÓRICOS. — V. Acade- 
mia déla historia. Por li. O. <1 o 20 de 
agosto do 18üÜ se mandó que todos los 
papeles y documentos históricos que 
existieren en los monasterios y conven- 
tos y en los archivos de las oficinas de 
lincas del Estado de igual procedencia 
se trasladasen á la Academia de la histo- 
ria. (CL. t. 50, p. 707.) 

Por otra de 8 de octubre del mismo 
año se encargó que por la Academia de 
la historia se publicase una colección 
completa de los cuadernos de Cortes y 
de los fueros y carta-pueblas. (CL. t. 51, 
p. 178.) 

Y por otra de 0 de junio de 1853 se 
mandó que se remitiesen al Ministerio 
de la Guerra para custodiarse en la bi- 
blioteca del mismo los documentos his- 
tórico-militares que existiesen en los 
Gobiernos civiles de las provincias. Véa- 
se Antigüedades: Bibliotecas y Auciii- . 
vos: Monumentos históricos. 
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DOCUMENTOS OTORGADOS EN EL EX- 
TRANJERO-. Consúltese en el articulo 
Contratos notariados en el extranjero 
y en Extranjeros el R. D. de 17 de oc- 
tubre de 1851 que es importante. Ade- 
más ténganse presentes los arts, 282, 
-85 y 284 de la Ley de Enjuiciamiento 
civil con sus notas. Sobre su traducción 
véase Interpretación de lenguas. 

DOLO. En gaño, fraude ó simulación. 

. Cuando inedia este en los contratos dá 
lugar á la acción civil conocida con el 
nombre de rescisoria, y á veces á la cri- 
minal de estafas.— V. Acción civil: Con- 
trato: Daños: Estafa. 

DOMICILIO. V. Allanamiento: Ve- 
cindad, 

DOMINIO ó propiedad. Derecho ó fa- 
cultad de disponer de alguna cosa ó de 
disfrutarla esclusivamente, salvas las li- 
mitaciones impuestas por la ley, por el 
tostador ó por contrato. 

El dominio es pleno ó perfecto cuan- 
do al derecho de propiedad está reunido 
el usufructo; y menos pleno ó imperfecto 
cuando estas dos cosas están divididas. 
También se dice directo y útil. 

Dominio diredo, es el derecho que uno 
tiene de cobrar cierta pensión ó tributo 
f anuo, en reconocimiento de su señorío so- 
1 bre fundo, Así se llama al que se reserva 
el propietario de una finca ó cosa raiz 
enajenándola solo a titulo de leudo ó en- 
fiteusis. 

Dominio útil es por el contrario ei de- 
recho de utilizar una linca, ó de percibir 
todos sus frutos, bajo alguna prestación 
ó renta que se debe al que conserva en 
ellas el dominio directo. 

La propiedad de los bienes dá derecho 
á todo lo que producen , ó se les une o 
incorpora natural ó artificialmente. 

Nadie puede ser privado de su propie- 
dad sino por causa justificada de utilidad 
pública, previa indemnización.—- V. Ao- 
¡ cesión: Caza: Censo: Compra: Condomi- 
nio: Enajenación forzosa: Posesión: 

Propiedad, etc. . 

DON El tratamiento de Don viene del 
latió dominas (señor) que se decía en 
contraposición al esclavo. Usóse en un 
principio como espresion de la cualidad 
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de la persona, y no como hoy que, si 
bien ha llegado á vulgarizarse , es trata- 
miento de dignidad y honor. Lo vulgar 
del uso de este tratamiento viene ya de 
muy antiguo. Sin embargo, Guardiola y 
otros autores le han considerado hasta 
e) siglo XV peculiar de la nobleza, di- 
ciendo que se daba solo á ios reyes, in- 
fantes, prelados, grandes maestres y ricos 
humes. 

Moreri, en su gran Diccionario histó- 
rico, dice que en el siglo XVíl se rompió 
á toda libertad la de usar todos el Don, 
del modo que ai presente subsiste con 
el mayor estrago. Quevedo confirma esto 
mismo en su Visita de los chistes, ámen- 
doque «en todos los oficios, arles y es- 
tados, se ha introducido e! Don en hidal- 
gos y en villanos. Y el padre Guardiola 
añade: que los judíos eran ios que mas 
afectaban dicho tratamiento, y que en su 
tiempo le usaban hasta las rameras pú- 
blicas, especialmente en Andalucía. 

Gomo el deseo de ennoblecerse contri- 
buyó tanto a! uso de este distintivo, sien- 
do causa no pocas veces de que muchos 
hijos se desdeñasen de los oficios y ocu- 
paciones de sus mismos padres, pro- 
duciendo con la holganza otros vicios, 
se trató en lo posible de cortar este abu- 
so, y al efecto dice Mellado en su Enci- 
clopedia, que Felipe 1J1 dió una ley en 
161 1 declarándolas personas que podian 
usar e! Don tanto hombres como muje- 
res, y que en las reglas para la media 
annata de mercedes, establecidas en 3 de 
julio de 1664 se lee «Los títulos de Dones 
en ‘200 rs . • y siendo por dos vidas 400, y 
siendo perpetuos 600... 

Continúa, pues, hoy la misma confu- 
sión, y bien puede decirse con Moreri 
que ya no es entera cortesía decir á otro 
Señor N. ó Don N, habiéndose hecho pre- 
ciso deeir Señor Don iV; y aun este do- 
ble distintivo también se ha vulgarizado 
no poco. 

Entre las disposiciones modernas so- 
bre el tratamiento de Don, haremos mé- 
rito del art. 10 del R. D. de 29 de agos- 
to de 1843 (inserto en Abogado) confor- 
me al cual los procuradores y los escri- 
banos podrán hacer preceder á sus nom- 


bres en los escritos y diligencias dicho 
tratamiento; y una Real orden de 26 de 
octubre de 1864 concediéndole también 
á los condecorados con la cruz de la or- 
den civil de beneficencia. — V. Trata- 
mientos. 

-ION ACION. Acto de espontánea libe- 
ralidad por el cual se trasfiere desde 
luego al donatario alguna cosa. Esta do- 
nación se llama entre vivos. 

Donación por causa de muerte. , se- 
gún las leyes 11, tít. IV, Parí. 5. a y 6. a , 
til. XII, lib. ÍII del Fuero real, ó sea 1. a , 
til. VII, lib. X de la Nov. Reeop., es 
aquella que «á las veyudas facen los bo- 
rnes estando nuytados en enfermeda- 

des , ó teniendo otros peligros de que no 
cuy daban estoveer » , trasmitiendo gratui- 
tamente y como por via de manda algu- 
na cosa de su propiedad en favor de otro 
para después de su fallecimiento. Esta 
donaciones acto unilateral, revocable por 
su naturaleza, sin que por lo tamo nece- 
site para su validez la aceptación del do- 
natario, á quien se trasfiere el dominio 
de la cosa donada, aun sin la entrega, 
luego que rd donante premuere, no arre- 
pintiéndose de la donación; y sin que 
obste para calificar de esta especie aque- 
llas donaciones el que manifieste mas ó 
menos espiícitamente e,l afecto ó recono- 
cimiento que le mueve en favor del do- 
natario, ó que omita estos motivos si asi 
le conviniere. — V. Testamento: Suce- 
sión: Legado. 

Las donaciones entre vivos, pueden 
hacerse pura ó simplemente, ó bajo con- 
dición, hasta cierto día. así por palabras 
entre presentes como por cartas ó por 
apoderados entre ausentes (Leyes 4. a y 
7. a , tít. IV, Part. 5. a ) 

El efecto de las donaciones puras y 
simples es inmediato, haciéndose efica- 
ces desde la aceptación del donatario, la 
cual exigen las leyes 4. a y 6. a , tit. IV, 
Partida 5. a 

Las donaciones condicionales penden 
de la condición , postura ú obligación 
que en ellas haya puesto el donante, de- 
biendo cumplirse estas si han de valer 
aquellas, supuesta en todo caso la acep- 
tación, que si es necesaria en las puras ó 
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simples, lo es doblemente en las condi- 
cionales en que se impone alguna obli- 
gación. Llámense donaciones á cierta 
postura, aquellas en que si bien el do- 
nante cede sus bienes, se sujeta al dona- 
tario por su parte al cumplimiento de 
ciertas obligaciones que disminuyen e! 
valor de lo donado. 

Hay algunas donaciones que están pro- 
hibidas, y son: 

1. ° Las que uno hiciere de todos sus 
bienes aunque solo se trate de los pre- 
sentes. Ley 2. a , tit. 7.°, lib. X de la 
Nov. Recop., ó ley 7. a , tit. XII, lib. III, 
Fuero real según !a que «si alguno ficiere 
donación de todo lo que hubiere , maguer 
que no haya fijos, no vala.n 

2. ° Las que perjudiquen en la legíti- 
ma de los ascendientes y descendientes, 
haciéndose la computación por lo que 
los bienes valgan al tiempo de la muerte 
del donante (Ley 7. a , tit. XII Fuero 
Rea!; y I.", tit. XX, lib. X,Nov. Recop.). 
— V. Legítima . 

3. ° Las de los cónyuges entre sí 
mientras dure el matrimonio, por el pe- 
ligro que hay en que abuse uno de la 
liberalidad del otro. No siendo de enti- 
dad valdrán ó subsistirán estas donacio- 
nes; pero se requiere como circunstancia 
indispensable que nunca el donador las 
revocare en vida (Ley 4. u citada.) 

Y 4.“ Lasque pasan de 500 marave- 
dís de oro, equivalentes á 25.000 rs. 
de la moneda de boy, ¡as cuales necesi- 
tan la insinuación ó aprobación judicial. 
(Ley 9.' 1 , tit. IV, Part. 5. a ) La apro- 
bación ha de ser explícita, en el caso en 
que es necesaria; pero aunque exceda de 
dicha cantidad no necesitarán la insinua- 
ción las condicionales en que se impone 
gravamen al donatario (I), (lribunal 
Supremo, sentencia de 24 de noviembre 
de 1846 y otras.) 


(1) El requisito de la insinuación, exigido 
para la validez de las donaciones, que excedan 
de 500 maravedís de oro. no se llenan con la 
sola presentación ó manifestación al juez, sino 
que es necesaria también su aprobación, aun 
que ai donante le queden bienes suficientes 
para subsistir. (T. S., sentencia de 27 de mar- 
zo de 18(30.) 
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No obstante la irrevoeabilidad de las 
donaciones Ínter vivos, hay casos en qne 
se consideran revocables, y tiene esto lu- 
gar cuando se hacen en fraude de acree- 
dores; cuando no se cumple la condi- 
ción, cuando al donante le nace un hijo 
después que hizo la donación no espe- 
rando tenerlos, y cuando el donatario se 
muestra gravemente ingrato, maquinan- 
do la muerte del donante ó acusándole 
de delito grave, ó maltratándole violenta- 
mente. (Leyes 8, 10 y otras, tú. IV, 
Part. 5. a ) 

La revocación se entenderá en todo 
caso sin perjuicio de tercero que tenga 
inscrito su derecho, tratándose de bienes 
inmuebles ó derechos reales; y la escri- 
tura de revocación deberá contener esta 
circunstancia. (Art. 38, Ley hipotecaria 
y 25 de la instrucción.) — V. Acciones 
R ttsmsoRiAs: Contratos: Enajenaciones 

EN FRAUDE DE ACREEDORES: HlPOTECA. 

DONACIONES DE PADRES k HIJOS. Hay 

que distinguir las simples ó que s íj hacen 
por mera liberalidad de las causales. 

Las primeras, no constando la volun- 
tad contraria del donante, se reputan 
como mejoras comprendidas en la ley 
10, tit. VI, lib. X de la Nov. Hecop., y 
no se traen á colación y partición si- 
no en cuanto excedieren del tercio y 
quinto; es decir, que se imputan prime- 
ro al tercio, después al quinto, y en lo 
que excediere á la legítima. En cuanto 
al exceso, si todavía resultase, se enten- 
derá indiciosa la donación, y deberá 
restituir dicho exceso valiendo en lo 
demás. 

Las causales son las que los padres 
hacen á ¡os hijos en fuerza de alguna 
razón ó causa, ó que no proceden de 
simple liberalidad. Estas donaciones se 
suponen anticipadas en cuenta de la le- 
gitima, y por lo mismo son colaciona- 
bies primero en esta, y el sobrante si le 
hubiere se imputará en el tercio, y des- 
pués en el quinto, como mejora, con^ar- 
rc-do á la ley 29 de Toro, que es la o. , 
lít? III, lib. X de la Nov. Recop— V. el 
artículo que sigue y Mejoras. 

DONACIONES POR CAUSA DE MATRIMO- 
NIO. Hemos hablado en el anterior ar- 


DONACIONES 


454 

tícnio dclas donaciones de padres á hi- 
jos; y en las causales se comprenden, 
por regla general, las que tienen lugar 
por causa del matrimonio ('11. Aquí va- 
mos á tratar únicamente de estas últi- 
mas, ó sea del regalo esponsalicio, do- 
nación propter nupcias , arras y doto, 
que son las que ordinariamente hacen 
los padres á sus hijos ó por sus hijos 
cuando so casan (2). 

I. Donación esponsalicia. Esta do- 
nación es vulgarmente conocida con los 
nombres de vistas, galas ó regalos de 
boda, y aunque es lo mas regular que el 
esposo los hago á la esposa, también esta 
suele hacerlos al esposo. Aunque estos 
regalos no pueden exceder de la octava 
parte de la dote de la novia (ley 0. a , tú- lü 
lib. X de la Novísima Recopilación) se 
abusa de ellos bastante en algunas pobla- 
ciones, en que muchos se retraen de ca- 
sarse por no poder soportar la costumbre 
introducida y hasta las necias exigencias 
de las familias. Cuando sellan prometido 
arras á la mujer y además se la han he- 
cho regalos esponsalicios, solo tiene de- 
recho á una de las dos cosas que puede 
elegir conforme hemos dicho en Ar- 
ras. (Leyes 3 y <1, tü. lü, lib. X, Nov. Re - 
cop., y art. Iü8, 178 y 179 déla Ley hi- 
potecaria y 53 y 54 de la instrucción) . 

II. Donación propter nuptias. Los 
padres y abuelos acostumbran á dar á sus 
hijos varones al casarse algunos bienes 


(1 ) Es muy importante á propósito de este 
asunto la sentencia del Tribunal Supremo de 8 
de junio de 1866, declarando no haber lugar á, 
un recurso de casación interpuesto contra sen- 
tencia de la Audiencia de Barcelona. En ó! se 
establece como fundamento, que la doctrina de 
la ley iO, tft. 1, lili. 10, Nov. Receñí. , de que 
cuando jos se obligan puramente por contrato, 
se entienda serlo cada, uno por mitad, no puede 
tener aplicación á las donaciones que hacen los 
cónyuges á sus hijos por causa de matrimonio, 
pues siendo donaciones causales y en concepto 
de paga anticipado de lo que por sus legítimas 
paterna y materna y demás, pudiera correspon- 
derles, debe suponerse que cada cónyuge se 
desprende solo de ¡a parle proporcional ¡í su 
patrimonio. 

(2) Son revocables las constituciones dóta- 
les ó donaciones propter nnplias á favor de la 
mujer, de hijos ó de eslrafios, cuando se hagan 
en fraude de acreedores. — V, Enajenación en 

FRAUDE Dii ACREEDORES. 


para que puedan sobrellevar las cargas 
del matrimonio. Estas donaciones se lla- 
man propter nuptias ; son meramente 
voluntarias y se consideran como una 
anticipación de la legítima, y en lo que 
excedan como mejora, no disponiéndose 
otra cosa y con tal de que el exceso no 
pase del tercio v quinto; al contrario que 
sucede respecto de la dote en donde in - 
dicaremos otros particulares relativos á 
la donación propter nuptias. Esta, o su 
importe, y en su caso los demás bienes 
que- tenga el novio formarán el capital 
del mismo en la sociedad conyugal ; y 
para hacerle constar á su disolución por 
muerte de alguno de los conyujes, ó , 
cuando sea necesario, puede otorgarse 
la correspondiente escritura. 

III. Arras. Hemos hablado de las 
arras en el tomo í.°, página 51 ! á don- 
de nos remitimos. 

IV. Dote . La porción de bienes que 
la mujer ú otro por ella dá a! marido 
ó aporta al matrimonio para sostener 
con sus frutos las cargas del mismo. La 
(lotees patrimonio déla mujer y al disol- 
verse el matrimonio debe restituírsela ya 
á la misma, ya á sus hijos ó nietos si los 
tiene, ó á quien su derecho represente 
según las reglas de sucesión. 

Tienen los padres obligación de dotar 
á sus hijas aunque estas tengan algunos 
bienes propios, salvo que se casaren con- 
tra su voluntad antes de los 23 años con 
sugeto indigno. Esta obligación ne es 
boy por regla general extensiva ni á la 
madre ni á los abuelos. (Ley 8. a tít., X!, 
Part. 4. a ). Sin embargo la obligación 
de dotar impuesta al padre tiene su li- 
i nutación, pues la ley 7. a , tít, III, libro 
:X, Nov. Rocop. previene terminante- 

Í mente que ninguno pueda dar ni pro- 
meter por vía de dote ni casamiento de 
! iiija el tercio ni quinto de sus bienes, ni 
se entienda mejorada tácita ni expresa- 
mente por contrato alguno entre vivos, 

\ siendo inoficiosa en todo cuanto exceda 
l de la legítima. Puede no obstante, aten- 
i derse para esto ya á los bienes que tuvie- 
ra el padre al prometer la dote ó á los 
que tenga al tiempo de su muerte, al 
contrario que en la donación propter 
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nuptias en que solo se mira al valor de I 
los bienes del donante al tiempo de su r 
muerte. f 


Si la promesa de dote y de donación 
propter nuptias la hicieron á su hija ó 
hijo, marido y mujer, durante el matri- 
monio, ambos la pagarán de los bienes 
gananciales y á falta de estos de los de- 
más que les pertenezcan; pero si el padre 
solo hiciere dicha dote ó donación sin 
espresar que sea de sus propios bienes se 
pague de estos y no de la mujer en de- 
fecto de gananciales . (Ley 4.% lít. 111 


libro X, Nov. Recop., 
La escritura de dote 


ó sea 53 de Toro), 
la otorga el ma- 


| 


rido, cuando tiene la aptitud ó capacidad t 


necesaria, o si no con su representan-! 
te legítimo, como dijimos en Contratos, 
estando obligado á constituir hipoteca, 
según veremos en Hipoteca, dotal. Con- 
súltensc también los artículos Bienes 
parafernales: Bienes de la Sociedad 
conyugal y Enajenaciones en fraude de 

ACREEDORES. 

Jurisprudencia. 

Sin perjuicio de consultar en los ar- 
tículos Bienes gananciales: Contratos 
y otros, los casos de jurisprudencia quej 
contienen doctrina sobre este asunto, he j 


aquí otros varios. 

Sentenciado 21 marro de 1863. 

I. Carácter de las donaciones vitali- 
cias: viudedades vinculares: insinua- 
ción . — Las donaciones hechas por el po- 
seedor de bienes que fueron vinculados 
á sus madres ú otras personas allegadas, 
después de la abolición de los mayoraz- 
gos, consistentes en una renta ó pensión 
vitalicia de viudedad sobre dichos bienes, 
no tienen el carácter de las antiguas pen- 
siones ó viudedades vinculares que exi- 
gian facultad real para establecerse y el 
consentimiento del inmediato sucesor, 
y sí el de simple donación que aceptada 
por el donatario produce de lleno todos 
los efectos civiles, y se hace extensiva á| 
los herederos. Sin embargo que la ley 9, 
tit. IV, Part. 5. a , exige la insinuación 
judicial para las donaciones que pasan 
de 500 mrs. de oro , no pueden some- 
terse á dicha ley las de que se trata, aun 


cuando no se estimen como remunerato- 
rias; porque siendo incierta la duración 
de la vida, y su permanencia en el esta- 
do de viuda, lo es también su importan- 
cia, y lalta el tipo á que atenerse para 
apreciarla. (Sentencia de 21 de marzo 
de 1863, declarando no haber lugar al 
recurso de casación interpuesto por doña 
Josefa Gómez Vildosola contra un fallo 
de la Audiencia de Madrid.) — (Gac. 25 
marzo de 1863). 

Sentencia de 28 marzo de 1863 

II. No son donaciones universales 
las hechas á ciertas posturas: No están 
sujetas á insinuación ¡as que no llegan 
á 500 mrs. de oro.— Declarando el Tri- 
bunal Supremo no haber lugar al recur- 
so de casación interpuesto porí). Camilo 
Tutor, se establece la doctrina de que 
no es donación simple sino de las que la 
ley 6. a , tit. IV, Port. 5. a , llama dona- 
ción á cierta postura, aquella por la que 
si bien el donante cede sus bienes , que- 
da sujeto por su parte el donatario al 
cumplimiento de ciertas obligaciones que 
disminuyen el valor de lo donado , y 
que por esta razón no puede calificarse 
de donación universal, siendo por tanto 
inaplicable al caso la ley 7. a , tít. XII, li- 
’bro líí del Fuero Beal, que dispone que 
si alguno ficiere donación de todo lo que 
hubiere, maguer que no haya fijos, no 
mía: y que no habiéndose alegado , ni 
por consiguiente discutido en el pleito, 
que los bienes donados excediesen de 
500 mrs. de oro, y que por lo tanto es- 
tuviese sujeta á insinuarse ia donación, 
según prescribe la ley 9. a , lít. IV, Par- 
tida 5. a , no puede invocarse ahora como 
motivo de casación ( Gaceta L° abril 
de 1865). 

Sentencia de 5 marzo de 1864. 

í II. No es nula la venta de aquellos 
bienes que se han prometido por dote, 
ó en el caso de haber establecido los pa- 
dres en capitulaciones matrimoniales el 
heredamiento universal de un hijo, cuan- 
do los referidos padres se reservaron la 
facultad de vender, empeñar y contraer 
obligaciones, de modo que su hijo debe- 
ría contentarse con ios bienes que deja- 
sen á su muerte. (Gac. 9 marzo de 1864). 
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Sentencia de 18 junio de 1864. 

IV. La administración que al mari- 
do compete en los bienes de su mujer cesa 
con el divorcio ó separación legal de los 
cónyuges, y llegado este caso, ha de en- 
tregarse la dote ó donación al cónyuge 
que debe haberla ó Asas herederos, según 
las leyes 7. a y 51, til. XI, Part. 4. a 

Entablada demanda de divorcio por 
doña Antonia Perez por sevicia, y decla- 
rado por el provisor y vicario general del 
obispado de Sigiieriza en sentencia de 8 
de setiembre de 1854, que se hubo por 
consentida y pasada en autoridad de co- 
sa juzgada, en 38 de enero de 1861, se 
presentó ante el Juzgado de Hijar, y en 
uso de las reservas por aquella hechas, 
solicitó se condenase á su marido á en- 
tregar y dejar á su disposición los bienes 
que la pertenecían ó pudieran pertene- 
cería, fundando su pretensión en las le- 
yes de Partida que establecen, que de- 
partido el matrimonio, dispongo cada 
uno de los cónyuges de sus bienes, y 
además en la prodigalidad de su marido, 
manifestando que á fines del año ante- 
rior, se había presentado este en Üíiete, 
apoderándose de la casa , de la que se 
hallaba ausente ella, obligándola á dejar 
el pueblo y la administración de su ha-' 
deuda. D, Esteban Manuel deBenavides 
su marido, contestó que no había llegado el 
caso de la entrega de la dote, porque aun 
no existían las dos sentencias conformes 
que se necesitaban para que el divorcio 
produjera sus efectos legales, y por con- 
siguiente que no se había aun departido 
el matrimonio, etc., y que aun subsis- 
tente el divorcio, no podia estimarse la 
demanda, por ser una pródiga su mujer 
y haber necesidad de que se la nombra- j 
se curador ejemplar, que debía serlo éi 
según la ley de Enjuiciamiento civil, y 
que aun no dándosele la administración 
de los bienes, debía señalársele por ali- 
mentó s naturales y civiles la mitad de los 
productos de los de su mujer por care- 
cer de bienes, pidiendo en relación á lo 
tnanilestado. Practicada fa prueba, el juez 
dictó sentencia, que confirmó en su par- 
te principal la Sala tercera de la Audien- 


cia de Zaragoza condenando al deman- 
dado á dejar á disposición de su esposa 
los bienes que la misma aportó al matri- 
monio, y cuantos á ella pertenecieran 
por cualquier título que fuese ó que en 
¡o sucesivo la corresponda, denegando 
el nombramiento de curador y alimen- 
tos solicitados. 

Contra este fallo interpuso Benavides 
recurso de casación, citando como infrin- 
gidas varias leyes, y el Tribunal Supre- 
mo le desestimó: 

«Considerando que si bien al marido cor- 
responde, constante el matrimonio, la admi- 
nistración de la dote para levantar las cargas 
de! mismo, cesando esta razón con el divor- 
cio ó separación legal de los cónyuges, debe 
cesar también aquella: 

Considerando que según el tenor de las le- 
yes 7. a y 31, tít. XI, Part.. 4. a , llegado el ca- 
so del divorcio ó separación, ha de entregar- 
se la dote ó donación al cónyuge que debe 
haberla ó ¡I sus herederos: 

Considerando que declarado y ejecutoriado 
el divorcio en el presente caso, era consi- 
guiente la reclamación de la demandante 
para que su consorte la entregase los bienes 
aportados al matrimonio y los demás hereda- 
dos posteriormente: 

Considerando que en este sentido, tanto la 
legislación aragonesa como la de Castilla, es- 
tán acordes; 

Y considerando, en consecuencia, que las 
observancias de Aragón y las demás leyes y 
doctrina alegadas en apoyo del recurso, en 
cuanto se conformase á estos principios, no 
se han infringido por la sentencia cuya casa- 
ción se solicita; y en cuanto no tienen rela- 
ción con ellos, son inaplicables á la cuestión 
presente.» (Gac. 22 junio de 1864.) 

Sentencia 16 marzo de 1865. 

V. Donaciones en Vizcaya. El pacto 
aceptado en capitulaciones matrimonia- 
les de que la dote que los padres dan á 
ia bija revierta á ellos llegado cierto caso, 
como bilateral y hecho por causa onero- 
sa, es obligatorio é irrevocable y no pue- 
de destruirse por el testamento de uno 
de los padres. (Sentencia de 16 de mar- 
zo de 1865 en recurso de casación). 

Sentencia de 4 abril de 1S65. 

VI. Donaciones causales. Las dona- 
ciones que los padres hacen á los hijos 
siendo causales, se suponen anticipadas 
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en cuenta de legítima, y por lo mismo 
son eolacionables primero en esta, é im- 
putable el sobrante si le hubiere en el 
tercio y después en el quinto corno me- 
jora, con arreglo á la ley 29 de Toro. 

La donación hecha por el padre al hijo 
debe reputarse causal, cuando no proce- 
de de simple liberalidad. (Sent. de 4 de 
abril de 186o en recurso de casación.) 

Sentencia de 19 abril de 1865. 

VIL Donaciones en Cataluña. Según 
la legislación vigente y la jurispruden- 
cia observada en Cataluña, las donacio- 
nes entre vivos y los heredamientos he- 
chos en capitulaciones matrimoniales, 
son irrevocables si los contratantes no 
se reservan la facultad de modificarlos, 
sin mas limitación que la de que no per- 
judiquen ó disminuyan las respectivas 
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tengan créditos garantidos por escritu- 
ras públicas, ó por documentos priva- 
dos, aunque sean de época posterior 
(Casac. 29 de setiembre de 1865.) 

Sentencia de 17 febrero de 1866 

X. Separados legalmente los cónyu- 
jes, siquiera haya sido el matrimonio ra- 
to y no consumado, el marido que está 
obligado á dar alimentos á su mujer ha- 
ce suyos los frutos de la dote desde la ce- 
lebración del matrimonio. — Véase tam- 
bién el riúin. IV. 

Sentencia de l.° marzo de 1866. 

XI. Donaciones entre marido y mu- 
jer.— «Por la ley romana . Digesto, 1 . ;i De 
donationibus ínter virmn et uxormt , se 
prohiben las donaciones entre marido y 
mujer; y aun en los que esceptúa de 
la prohibición que también establece la 

t ley 4. . tit. XI de la Partida 4. a , se re- 
utro acto posterior solo puede tener va- ■ quiere como circunstancia indispensa 
’’ ~ "" " ' ble para su validez y subsistencia, 


legítimas de los descendientes o ascen- 
dientes ; y por consiguiente cualquier 


lidez en lo que no se oponga á lo esta- 
blecido en dichos contratos. (Sent. de 19 
de abril de 1865 en recurso de casa- 
ción.) 

Sentencia de 19 jumo de 1865. 

VIII Donaciones en Navarra. Seeun 
la ley 9. a , til. VII, lih.III de la Nov Re- 
copilación de Navarra, muerto el donata- 
rio antes que ei donador, no puede dispo- 
ner de los bienes que este le donó, y lo 
misinomurlendoel hijo del donatario des- 
pués que su padreen vida del donador. 

Sentencia de 29 setiembre de 1865. 


o para su validez y subsistencia, que 
nunca el donador las desjiziesse en su vi- 
da, ni las revocase expresa ó tácitamen- 
te y por sus actos, quedando por lo tanto 
sin eiecto ni eficacia legal si muriese 
aquel que recibiera la donación ante de 
aquel que, la fizo.» 

Sentenciado 19 ubri! de 1866 

XII. El privilegio concedido á la 
mujer para ser reintegrada de su dote 
con preferencia á los demás acreedores 


del 


marido, solo procede, conforme 


a lo 


luna. — El fuero especial que rige en Ca 
tal uña autoriza tas donaciones entre vi- 
vos de padres á hijos, sin mas limitacio- 
nes que la de que no han de perjudicar 
á los acreedores del donador, ni á la 
legítima paterna de sus descendientes, 
que consiste en la cuarta parle de su 
caudal. 

La Constitución tit. IX, lib. VIII, 
volumen l. J de la legislación toral de 
Cataluña solo determina que las dona- 
ciones que no hayan sido insinuadas 
oportunamente, no pueden perjudicará 
los aeredores censualistas ni á los que 


dispuesto en la ley 23, tit. XIII de la Par 


IX. Mas sobre donaciones en Cata,- \ ti da 5. a , habiéndose constituido aquélla 

celebración del matrimonio v 


antes de la 
constando su entrega en legal torrea. 

Y. Hípotkca do tal. 

Sentencia de 4 mayo de 1866. 

XIII. Siendo ¡a dote una legítima 
ó parte de ella anticipada, en su día co- 
laeionable, es potestativo en el padre en- 
trenarla en metálico ó en bienes. La sen- 
tencia que, sin embargo, manda que a 
entrega sea en metálico y con el nit< res 
nfringe la ley 2. a , tit. \. h- 


de este , 
bro VI del volumen i 
dones de Cataluña. 


de 


Constitu- 



donaciones reales. 


Sentencia de 13 febrero de 1867. 

XI Y. Revocación de las donaciones 
por inriraiilwL— Aunque la ley 19, Ulu- 
lo IV, Part. 5.% que trata de cómo por 
desconoscencia se puede revocar la do- 
nación, fuera aplicable á la promesa de 
dote, seria preciso en todo caso que 
concurriera alguna de las razones de Jas 
que marca dicha ley. 

Sentencia de 28 setiembre de 1S67, 

XV. Donaciones en Navarra.— La 
donación de todos los bienes presentes y 
futuros que hace el padre á uno de sus 
¡lijos en capitulaciones matrimoniales, 
trasfiriéndole desde luego la propiedad, 
es válida según el fuero de Navarra, é 
incapacita al donador para volver á dis- 
poner de los mismos bienes, salvas ¡as 
reservas estipuladas, fuera de las que 
será nula y de ningún valor, lo que en 
contrario hiciere el donante. —V. Bienes 
gananciales: Concurso de acreedores: 
Contratos con mujeres casadas: Matri- 
monio: Hipoteca dotal. 

DONACIONES, MERCEDES Y PRIVILEGIOS 
REALES. Hay un título entero en la 
Nov. Reoop. dedicado á este asunto y 
es el 5’.° del ¡ib. III que contiene 19 le- 
yes; y es necesario consultar no pocas 
veces sobre tan delicado y grave asunto 
otras del mismo Código, y muy prin- 
cipalmente la 8. a y siguientes del título 
VIH, lib. Vil. 

Las leyes del lít. V, lib. III estable- 
cieron que no valgan las mercedes y 
donaciones de pinos, moros, galeras y 
otras cosas de las atarazanas reales, ni 
las hedías á rey, señor ú otros extran- 
jeros por el rey ú por los donatarios, 
del señorío y jurisdicciones de los luga- 
res, castillos, tierras ó heredamientos de 
estos reinos, ni aun las hechas á na- 
turales en tiempo de tutorías (ley 6. a 
de! título y libro citados.) En todo caso, 
deberá entenderse siempre preservado b 
jurisdicción civil y criminal, sin que los 
donatarios puedan impedir su ejercicio 
conforme á la referida ley. 

Sin embargo, por la ley 8. a á la vez 
que se declaró que todas ¡as ciudades, ' 
villas y lugares del rey , fortalezas, tér- 


minos y jurisdicciones sean por su na- 
turaleza inalienables é imprescriptibles, 
y permanezcan siempre en la Corona 
sin que pudieran los reyes enajenar el 
todo ó parte, modera el rigor de tan con- 
veniente y justa disposición para el 
caso de urgente necesidad vista y cono- 
cida por rey, consultando á su Con- 
sejo en la forma especial que para este 
caso exigia y con otros requisitos. 

La ley 9. a revocó y anuló ya de una 
manera absoluta todas las mercedes y 
donaciones hechas desde el 15 de se- 
tiembre del año 1464 por el rey D. En- 
rique IV, de las aldeas, términos y ju- 
risdicciones de las villas y merindades 
de h real Corona y patrimonio y las 
cartao y privilegios de ellas con todo lo 
en su virtud obrado. Y la ley 10 estable- 
ció también la revocación de las merce- 
des hechas por sola la voluntad de los 
reyes, salvo que los agraciados presten 
después algún servicio importante por el 
que lleguen á merecerlas en todo ó en 
parte, si por tales servicios no reciben 
otras. 

* En igual sentido se explican las im- 
portantes le fes 8. a , 9. a , 10 y 11 del li- 
bro VII, según las cuales deben anular- 
se las donaciones que no se funden en 
título oneroso suficiente, siendo preciso, 
hasta para considerar válidas las hechas 
por servicios, que estos fuesen verdade- 
ros, importantes y señalados. 

Ya hemos tratado en parte este asun- 
to en el artículo Cargas de Justicia, en 
el que deben consultarse especialmente 
los casos de jurisprudencia núms. XX, 
XXI y XXIIÍ (tomo 3.°, págs. 48 y si- 
guientes). También debe consultarse el 
artículo Señoríos, y sin perjuicio, he 
aquí otros dos casos de jurisprudencia 
que con ios ya indicados tanto contri- 
buyen á ilustrar esta materia. 

Sentencia de 17 marzo de 1864. 

I. Demanda ante el Consejo de Es- 
tado interpuesta á nombre del duque 
de Berwik y Alba en representación de 
sus hijos menores herederos de su di- 
funta esposa la condesa que fué del 
Montijo y de Miranda, con la pretensión 
de que se revocase la R. 0. de 28 de fe- 
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brero de ISO'á, que declaró caducada la 
carga de justicia de 2.460 rs. 21 cénti- 
mos anuos por equivalencia de las al- 
cabalas de San Pedro del Ataree, que 
desde tiempos antiguos venían poseyen- 
do sus ascendientes los condes de Mi- 
randa, en virtud de donación que Don 
Enrique fí, siendo conde de Trastorna- 
ra, llizo á D. Pedro Razan y sus suceso- I 


4o9 

i Miranda no se hizo mención de las alcaba- 
las de la villa del Ataree, ó de Latarce, ni 
constituían en aquella época una renta per- 
manente sino temporal y para determina- 
dos objetos: 

Considerando que dicha donación no se 
hizo por titulo de enajenación ú nl.ro one- 
roso, sino como premios de servicios, quo 
no se expresaron: 

Considerando que, según las leves re- 


res de dicha villa, con todos sus pechos ¡ copiladas de que se lia hecho mención, do- 


y derechos; y en su lugar se reconociese 
i a subsistencia de dichas alcabalas á su 
favor ó su equivalente como carga de 
justicia. El Consejo de Estado, confirmó 
la Real orden reclamada. 

Vistos, el privilegio expedido en Mont- 
bíanch á 28 de noviembre de 1403 por el 
conde de Trastornara, haciendo merced 
á Juan Gozalez de Razan y sus suceso- 
res de la villa de San Pedro del Ataree, ó 
de Latarce, con sus vasallos, jurisdicción 
civil y criminal y cualesquiera pechos, 
rentas y derechos inherentes al señorío 
de la misma villa: 

El privilegio-confirmacion original de 
la Reina Católica, expedido en Valladolid 
en 8 de enero de 1476, que se acompañó 
á dicha demanda: 

La real cédula expedida por el rey Don 
Fernando VI en 19 de octubre de 1 762, 
en la que, después de referir varias mer- 
cedes y privilegios concedidos á los ante- j ^ en calidad de poseedores de los es- 

* 1 I 1 1 Ti T * 1 I i ’ 1 * * I 


j lean y deben anularse las donaciones reales 
que no se fundan e;\ título oneroso suficiente, 
como sucede con la que es objeto de esto 
pleito: 

Considerando que aun para declarar váli- 
das y subsistentes las donaciones y merce- 
des hechas por servicios, es necesario que 
estos fuesen verdaderos, importantes y se- 
ñalados, circunstancias ó condiciones que 
no aparecen en los títulos presentados : 

Y considerando que en su última y mas re- 
ciente confirmación se reservaron expresa- 
mente los derechos del Estado etc.» [Gao. 28 
abril de 1864.) 

Sentencia de 4 atril de 1864. 

Demanda ante el Consejo de Estado 
interpuesta por el duque de Benvik y 
de Alba, conde viudo del Montijo, cu 
representación de sus hijos menores y 
de su difunta esposa, y la condesa viu- 
da del Montijo y Miranda, por sí y como 
i apoderada general de la condesa de Te- 


cesores del conde de Miranda, y el p!ei 
to que acerca del mencionado en el pri - 
mer visto se promovió, y al cual se re- 
nunció por merced hecha á D. Pedro 
Razan por el Rey D. Juan U, se confir- 
maron por el expresado D. Fernando VI 
todos los privilegios referidos; pero ex- 
presando que tal confirmación se enten- 
diera sin perjuicio del derecho de Ja real 
Hacienda, asi en posesión como en pro- 
piedad, y sin que por virtud de ella ad- 
quiriera el expresarlo conde mas dere- 
chos que los concedidos por los antiguos 
privilegios: 

Las leyes 8. a , 9-S 10 y H, til. VIH, 
lib. Vil de la Nov. Reeup., y el decreto 
de las Cortes de 6 de agosto de 1811, y 
la ley de 29 de abril de 1833: 

«Considerando que en la donación primi- 
tiva hecha á los antecesores del conde de 


lados y mayorazgos pertenecientes a! 
condado de ía Coruña del Conde, con- 
1 ira la Administración general del Es- 
tado con la pretensión do que se revoque 
la R. O. de 27 de julio de 1861, que 
declaró caducada la pensión de 4.000 
reales anuales reclamada como carga de 
justicia por aquellas, y en su virtud se 
declaro subsistente la pensión dicha. Lu 
apoyo de esta solicitud presentaron los 
demandantes: primero, un testimonio 
para acreditar que se les habia dado po- 
sesión judicial en 30 de marzo de 1839, 
de todos ios bienes, rentas y derceous 
correspondientes al condado «le la Co- 
rana en virtud do sentencia del Tribu- 
ía,! Supremo de Justicia; y segundo un 
certificado del director «leí Archivo ge- 
neral central, trasladando un testimonio 
de la escritura de convenio otorgada 
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en 30 d e abril de 1816 por la que el 
conde de la Coruña cedió en favor del 
Estado el derecho que tenia por el paso 
del puente de Viveros, recibiendo en su 
equivalencia la cantidad de 4.000 reales 
anuales, que los jueces y directores ge- 
nerales de correos y caminos se obli- 
garon á pagar, imponiendo esta pensión 
sobre los productos del portazgo esta- 
blecido en ‘dicho puente, y estipulán- 
dose en la misma escritura que el pri- 
vilegio original, expedido por los Reyes 
Católicos y confirmado por Fernan- 
do VI en 1750, sus copias y demás do- 
cumentos que acreditaban la citada con- 
cesión fueran nulos, y quedaran origi- 
nales en la Contaduría general de la 
Dirección de correos y caminos para su 
resguardo. El fiscal solicitó la confir- 
mación de la Real orden reclamada, y 
el Consejo de Estado, vista la ley de 29 
de abril de 1855 que sujetó á nuevo re- 
conocimiento y clasificación las cargas 
de justicia consignadas en el presu- 
oucsto: la R. 0. de 30 de mayo de 1855 
que expresó los requisitos que habian de 
exigirse á los interesados para el examen 
de los títulos: el art. 9.° de la ley de 
presupuestos de 22 de mayo de 1859, 
en que se mandó que la Junta de revi- 
sión aplicara en cada caso la legislación 
especial que correspondiera: la ley de 6 
agosto de 1811, restablecida en 2 de 
febrero de 1837, y las leyes 8. a , 9. a 
y 10 del tít. VIII, íib. Vil de la Noví- 
sima Recopilación, la revocó en estos 
términos: 

«Considerando que la cantidad consignada 
sobre el Tesoro público A favor de los des- 
cendientes del conde de la Coruña repre- 
senta el derecho otorgado á dicho conde 
por ios Sres, Reyes Católicos de cobrar el 
pontazgo y portazgo A los ganados que pa- 
saban por el puente de Viveros. 

Considerando que en el citado privilegio 
no se concedió al conde de la Coruña el se- 
ñorío de la villa de Dagonzo con sus térmi- 
nos y jurisdicción, lo cual ya tenia ante- 
riormente; sino los derechos del paso de 
manados, como queda expuesto, y por lo 
tanto que á la cuestión de este pleito no son 
aplicables las disposiciones de la ley dele- 
itónos de 18 U, restablecida en 1837: 

Considerando, examinada en su origen la 


concesión, que si bien resulta qne no fué 
hecha por precio efectivo ni por servicios 
determinados, y que en este concepto pu- 
diera estimarse sujeta á la incorporación de- 
cretarla en las leyes 8. a y 9. a del tít. VIII, 
libro Vil de laNov. Recop., resulta también 
que e! privilegio fué confirmado por el se- 
ñor R. Fernando VI, con la expresa decla- 
ración de que quedara excluido de los de- 
cretos y órdenes de reversión, y por lo 
mismo se halla comprendido en la excepción 
de la ley 10 del referido título y libro: 
Considerando, además , que el Estado, 
con vista del expresado privilegio y con co- 
nocimiento ríe su extensión y origen, y no 
obstante el derecho de que pudiera y debiera 
creerse asistirlo para su incorporación á la 
Corona, transigió con los descendientes del 
conde de Ja Coruña por la escritura otor- 
gada en 1816, aprobarla de Real orden, 
consignando á dichos descendientes la can- 
tidad anual de 4.000 rs. sobre la renta de 
correos, y cediendo estos el derecho expre- 
sado de portazgo, de que estaban en pose- 
sión legitima; viniendo así á establecerse un 
cambio que dio á la concesión de los 4.000 
reales el carácter de pensión adquirida por 
título oneroso, y comprendida por ello entre 
las que se declararon subsistentes por el ar- 
tículo 1 0 de la ley de -l.° de mayo de 1837: 
Considerando, que admitido el supuesto 
de que en virtud de la R. O. de 30 de rnn vu 
de 1855 sea requisito indispensable para el 
reconocimiento de una carga de justicia la 
presentación de los títulos originales primi- 
tivos, dicha Real orden no es aplicable al 
caso presente: primero, porque los títulos 
primordiales quedaron caducados por la es- 
critura de transacción, y fué esta desde en- 
tonces el único documento en que, á conse- 
cuencia de ella, habia de fundarse el dere- 
cho al percibo de los 4.000 rs.; y segundo 
porque en la misma escritura se estableció 
que se recogiese el privilegio original y ar- 
chivase en la Dirección de Correos: 
Conformándome con lo consultado por la 
Sala de lo contencioso del Consejo de Esta- 
do etc., vengo en dejar sin efecto la R. O. de 
27 de julio de 1861, y en declarar subsis- 
tente la pensión de 4.000 rs. que en susti- 
tución del derecho de portazgo del puente 
de Viveros se consignó á favor de Jos des- 
cendientes del conde de la Coruña, debién- 
doseles abonar las anualidades que hayan 
dejado de percibir á consecuencia de dicha 
Real orden,» ÍGac. de I junio 1864.) 

DONATIVO. Lo que se dá al Gobierno 
por toda la Nación , ó por alguna ó al- 
gunas provincias, cuerpos ó personas 



donativo 

para atender á alguna urgencia. Se lla- 
ma donativo libre ó voluntario , el que 
no se impone obligatoriamente; y forzo- 
so el que se exige obligatoriamente de 
las clases ó personas con sujeción á cier- 
tas reglas. 

Canga dice con razón que el donativo 
forzoso es un arbitrio infecundo en re- 
sultados, que (leva en sí una señal cier- 
ta de la confusión de ideas, que suele 
dar muchos desengaños del poco caudal 
de los mas y de la resistencia de todos. 

Cuando el donativo forzoso viene á 
imponerse sobre los que cobran haberes 
del Tesoro, como recurso transitorio lla- 
mado á cubrir atenciones extraordina- 
rias, será mas ó menos justo, según que 
sea ót no reintegrable, etc. etc., pero dá 
rendimientos ciertos. Esta ciase de do- 
nativo se exigió en efecto, conforme al 
R. D. de 21 de junio de 1848 en los tér- 
nos siguientes: 

«Artículo i ,° Todas las clases del Estado 
que cobran sueldo, pensión ó haber del Te- 
soro público contribuirán al mismo por vía 
de donativo forzoso no reintegrable con el 
importe de una mensualidad de sus respec- 
tivos haberes; comprendiéndose en esta dis- 
posición los que gravitan sobre las Cajas de 
Ultramar á favor de personas domiciliadas en 
la Península, y siendo mi voluntad que se 
comprendan asimismo mi consignación cor- 
riente , y la de mi augusto esposo y madre y 
demás personas de mi real familia. 

Art. 2.° Se exceptúan únicamente del 
donativo: 

Primero. Los regimientos, batallones, 
escuadrones é individuos del ejército, cuyos 
haberes están incluidos en Jos arts. 14, Id, 
16, 17, 18, 19,20,22 y 30, del presupues- 
to del Ministerio de la Guerra correspondien- 
te al año actual, y los jefes y oficiales de 
reemplazo que se hallan' en depósito. Las 
planas mayores de Jos Cuerpos de artillería é 
ingenieros no se comprenden en la exención . 

Segundo. Los tercios de la guardia civil 
que lo están en artículo adicional del mismo 
presupuesto. 

Tercero. Los oficiales de marina embar- 
cados, las tripulaciones, brigadas de artille— 
Hería, batallones de infantería, maestranza y 
colegio naval que figuran en los arts. 4, 6, 
H, 14, 15, 20, 22 y 25 del presupuesto per- 
teneciente también al año de la fecha. 

Cuarto. El resguardo de las costas com- 
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prendido en apéndice adjunto al propio pre- 
supuesto de Marina. 1 

Quinto. El cuerpo de carabineros del 
Remo, menos su Inspección general, el res- 
. guardo de puertos, el de puertas ’y e! de 
fábricas. 

Sexto. El Cuerpo de salvaguardias, los 
capataces de los presidios, Jos torreros de 
las líneas telegráficas y los conductores de 
correos. 

Y séptimo. El clero y las monjas en 
claustro. 

Art. 3.° El donativo de que se trata se 
liara efectivo de los individuos á quienes 
obliga, descontándoles la mensualidad ínte- 
gra de su haber, sueldo ó pensión de Jos 
doce que á los funcionarios y empleados de 
activo servicio, y de las nueve que* á las cla- 
ses pasivas les corresponde percibir del cré- 
dito del presupuesto de este año. a (CL. t. 44, 
pág. 150.) 

Basta esto á nuestro objeto limitándo- 
: nos á indicar que e! donativo forzoso so- 
bre los sueldos ó haberes de los emplea- 
dos etc. es ni mas ni menos el descuen- 
to de que en su lugar hemos hablado 
; pág. 296 de este tomo , ó la vigente con- 
tribución sobre las rentas y sueldos, to- 
mo IV, pág. 852. 

DONATIVO DE LAS PROVINCIAS VASCON- 
GADAS. En 25 de junio de 1524 se. pi- 
dió á las tres Provincias Vascongadas un 
donativo de tres millones de reales cada 
año, poniendo á cargo de las diputacio- 
nes su repartimiento, exacción y entre- 
gas, según práctica del país. Este dona- 
tivo quedó refundido en la contribución 
de inmuebles, cultivo y ganadería, por 
el art. 5. ü de la ley de 23 de mayojlc 
1845, inserta en el tomo 4.”, pág. 554. 

DONATIVO DE NAVARRA. En sus últi- 
' mas Cortes ofreció la Diputación de [Na- 
varra un donativo de 115.600 reales 
mensuales que, por decreto de las Cortes 
de 1821, se mandó seguir cobrando has- 
ta el establecimiento del nuevo sistema 
de contribuciones. En la ley de 16 de 

agosto de 1841 (V. Fuimos de ) se 

estableció lo que Navarra debería pagar 
por contribución directa; pero quedó 
comprendida en la contribución territo- 
rial por el art. 5. u de la ley de **3 de 
mayo de 1845. 

DOTACION DE CULTO Y CLERO- -Vease 
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Culto \ clero, y los artículos que allí 
se citan. 

DOTE- Hemos tratado de este asunto 
en el articulo Donaciones por causa de 

MATRIMONIO. 

DROGUERIA. Tienda en que se ven- 
den drogas, ó mas propiamente el co- 
mercio de drogas, objetos naturales y 
productos químicos que tienen uso en 
las artes, aunque se empleen también 
como primeras materias en la prepara- 
ción de los medicamentos. Tratan del 
comercio de droguería las Ordenanzas de 
farmacia de i8 de abril de 1860, cuyos 
artículos 2.°, 3.°, y ios comprendidos 
en el cap. V, á la vez que declaran li- 
bre dicho comercio, así al por mayor 
como a! por menor; establecen algunas 
convenientes limitaciones para evitar 
abusos. 

Entre las limitaciones ó restricciones 
establecidas, lo son: 1. a , no poder los 
drogueros vender al por menor, ni en 
polvo, las sustancias que son á la vez de 
uso industrial y medicinal, si sospechan 
siquiera que se destinan al uso terapéu- 
tico (art. 54). 2. a No poder vender sus- 
tancia alguna venenosa, sea ó no medi- 
cinal, ni al por menor, ni al por mayor, 
ni al público, ni á los farmacéuticos, sin 
exigir una nota fechada y firmada por 
persona conocida y responsable, que ex- 
prese con todas sus letras la cantidad de 
la sustancia pedida, y el uso á que se 
destina (art. 57). 3. a No poder vender 
en los locales ó almacenes de droguería 
articulo alguno de los que corresponden 
á la clase de alimentos , condimentos ó 
bebidas. En lo demás, el comercio de 
droguería, como ya dejamos indicado, 
es libre. 

Eos que son artículos exclusivamente, 
medicinales , que solo pueden vender los 
drogueros por mayor y sin preparación 
alguna, se expresan en el catálogo núme- 
ro i, que acompaña á dichas ordenan- 
zas. Y las que son sustancias venenosas, 
á que se refiere la segunda de las res- 
tricciones indicadas, nos lo dice el catá- 
logo núin. 2, que con el texto íntegro de 
las Ordenanzas, se hallarán en el artículo 
Farmacia. 


DUCADO. Ha sido en España y en 
otros Estados una moneda efectiva de 
distinto valor según los tiempos y paí- 
ses, Dice el historiador Mariana que en 
tiempo de ios godos los duques, como 
Capitanes generales en algunas ciudades 
ó villas, podían batir moneda para el 
sueldo de sus gentes , proviniendo de 
aquí la voz ducado. Hoy es una moneda 
imaginaria que vale once reales. 

DUELO. Combate singular entre dos 
ó mas personas precedido de desafío ó 
reto. Antiguamente se hacia en un cam- 
po cerrado, de donde provino el nombre 
de Campeón. Era de dos suertes; uñoso 
hacia con espadas prietas, que decimos, 
y el otro con espadas blancas, y se bus- 
caba en el primero solamente la gloria ó 
el honor de la victoria, y en el segundo 
la muerte del contrario. Uno y otro se 
hacian con grandes ceremonias, en pre- 
sencia de los jueces, y algunas veces tam- 
bién estando los reyes presentes quienes 
autorizaban tales combates. 

Nuestro Código Alfonsino trata del 
duelo en los títs. Ri y IV de la Parti- 
da 7. a , dioiéndonos en el primero lo 
que es riepto , sobre cuaies razones pue- 
de retar un hidalgo á otro, en qué ma- 
nera debe ser hecho el reto, cómo debe 
responder el retado, y por qué razón pue- 
de excusarse etc.; y en el segundo lo 
que es lid , é por qué razón fué fallada, 
e á quién tiene pro, é cuántas maneras 
son de ella, é quién la puede facer ó so- 
bre cuáles razones puede ser fecha é en 
qué lugar etc. Fácil es á la mayor 
parte de nuestros lectores consultar es- 
tas leyes en las Partidas, y diremos con 
la 1. a del tit. IV que si «la razón por 
»que fue fallada la lid es que tuvieron 
®los hijosdalgo de España, que mejor 
» les era defender su derecho é su leal— 
atad por armas que meterlo á peligro de 
«pesquisa ó de falsos testigos,» esta ma- 
nera de prueba por lid de caballeros ó 
de peones, que se face en razón de riep- 
to «los sabios que licieron las leyes non 
•a tuvieron por derecha prueba, porque 
muchas vegadas acaece que en tales lides 
■piérdese la verdad é vence la mentira* 
como textualmente lo dice la ley 8.% tí- 
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tul ° _ d ® finiendo ias | dejan tras sí las costumbres é institucio- 


neras que son de prueba. 


nes de los antiguos tiempos, fue neeesa- 


. < - » • — — - w v«v.^uvu vivun/uo . l liü IJn 

Los costumbres se fueron modificando, ¡ rio, si no dejar impune un hecho 

crn npr».pc:nrin ilpetoprap nnt> /mmnl.ii.. ! ... t i . . . - . . 


y era necesario desterrar por completo 
ja prueba judicial de la lid; pero subsis- 
tía el duelo privado y se creyó necesario 
combatirle con rigorosas penas. Las leyes 
1. a y 2. a , tit- XX, lib. X, Nov. Rec., ex- 
pedidas la primera por los Reyes Católicos 
en 1480, y la segunda en 1716 por Fe- 
lipe V emplearon un rigor inusitado y¡ y las consecuencias que 1 produzca , ha- 
blando en lo posible, corno dicen 


---- que 

se considera perjudicial y hasta funesto 
bajo el punto de vista de la moral y de 
la conveniencia pública , al menos mo- 
derar mucho su escesivo rigor , estable- 
ciendo una escala especial de penalidad, 
según las causas que motiven el hecho! 
las circunstancias con que se verifique 


altamente inconveniente para prevenir y 
castigar los duelos , habiendo llegado á 
admitir los testigos singulares, los sim- 
ples indicios y conjeturas , convirtiéndo- 
los en pruebas legales, y avanzando á im- 
poner inconsideradamente la pena de 
muerte y confiscación de todos los bie- 
nes con infamia, pérdida de oficios, ren- 
tas, honores etc., no solo á los'desafiados 
sino á los padrinos y á cuantos intervi- 
nieran en el duelo ó le presenciaban, aun 
sin resultar lesiones. 

Tan inconveniente sistema no podía 
de ningún modo tener entrada en el nue- 
vo Código penal de 1860, cuyos artícu- 
los 349 al 357 están basados en los mas " 


o posiuie, corno meen ilus- 
tres comentadores del Código, á los que 
se pican de honorables y valientes el len- 
guaje del valor, de la lealtad y del honor, 
para inculcar los principios de la moral 
y el respeto ó ¡as leyes. A poco que se 
medite sobre los artículos citados, se 
ve cuanto estudio puso en esto el legis- 
lador , queriendo minorar los casos de 
duelo; y si esto no, por no ser fácil 
combatir de frente la costumbre, por lo 
menos evitar que produzcan funestas 
consecuencias. La escala de la penalidad, 
es, concurriendo todos los requisitos para 
la calificación legal del duelo, desde una 
prudente detención preventiva , hasta la 
prisión mayor en el caso de las mas gra- 


ineoncusos principios de la ciencia pe 
nal ; y no le tuvo en efecto, porque sien- ves consecuencias, 
do impotente la ley cuando choca abier- ' DUQUE. Según la lev Li, tít. I, Partí - 
tarnente contra la opinión pública , y da d u que tanto quiere decir como 
subsistiendo como en el diason las ideas i caudillo guiador de hues.e. Es titulo de 
del honor, poco filosóficas en verdad, ¡ honor y de dignidad como los de conde 
pero si inspiradas en un sentimiento de y marqués. — V. Conde: Coa nuezas: li- 
dignidad y en las preocupaciones que tolos del reino. 



ECLESIÁSTICOS. Los que en virtud 
de las órdenes sagradas á que han sido 
promovidos, se hallan dedicados al altar 
y al culto divino. Se llaman regulares 
los que dejan todas las cosas del mundo, 
tomando alguna regla de religión para 
servir á Dios, haciendo voto de guardar- 
la. Seculares son los que no han profe- 
sado ninguna de las religiones aproba- 
das y comunmente son llamados clérigos. 


i Todas las leves de los títulos VIH, IX 
j y X del lib. I* de la Nov. Recop. tratan 
¡de los prelados y clérigos, sus privilc- 
, ¡¿¡os, bienes y contribuciones y de ias 
calidades para gozar del fuero, las cuales 
en su mayor parte han caducado princi- 
palmente las que les concedían exencio- 
' nes y privilegios , como puede v erse en 
l el articulo Bagajes y alojamiknios y 
i Contribuciones: lanibien deben cónsul- 
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tarso los de Concordato: Culto y clero 
y Jurisdicción eclesiástica, á la vez que 
las disposiciones siguientes: 

Ley 23, tit. 1, Nov. ftecop. Dispone 
que los prelados manden ¡i sus súbditos no 
abusen del sagrado ministerio de la predica- 
ción, ni se empeñen en defender la buena 
causa de las opiniones que crean verdaderas 
en puntos cuestionables; y encarga ¡i los Tri- 
bunales y justicias celen sobre este punto, 
corrigiendo y conteniendo cualquier exceso 
que notaren en esta materia y dando cuenta 
al rey por la Secretaria de Gracia y Justicia. 

Ley 7 tit. VIII , lib. I. Encarga á los 
prelados que cuiden del exacto cumplimien- 
to de la ley 2. a , til. !, lib. 111. Ea que dice 
así: «Otrosí rogamos y mandamos á los pre- 
lados de nuestros reinos, que si algún fraile, 
clérigo, ermitaño ú otro religioso dijere al- 
gún;; cosa contra el rey, personas reales ó 
contra el Estado , que lo prendan y nos lo 
«•avien preso y recaudado..» Y á la vez se 
previene á las justicias que estén á la mira 
sobre este asunto, que adviertan á los prela- 
dos, y si notaren algún descuido ó negligen- 
cia de su parte reciban sumaria información 
reservada del nudo hecbo sobre las personas 
eclesiásticas que incurrieren en tales exce- 
sos, y Ja remitan ai presidente del Consejo 
(boy a! Gobernador de la provincia) para su 
remedio, en el supuesto de que se manten- 
drán reservadas estas denuncias y ios nom- 
bres de los testigos. 

Ley 12, tit. X , lib. 1. Queriendo corre- 
gir el abuso de muchos eclesiásticos de usar 
traje secular viviendo y portándose como 
seglares, recomendó á los prelados diocesa- 
nos que procediesen «con la mayor activi- 
dad á imponer las penas de suspensión y 
privación de beneficios respectivamente en 
caso de reincidencia contra los eclesiásticos 
que usaren trajes impropios, ií otro distinto 
del hábito de su estado conforme á lo dis- 
puesto literalmente en el Santo Concilio Trí- 
dentino.» ( D . Cárlos ¡II en II. O. de 11 de 
junio de 1781.) 

Ley 1. a , tit. 15, id id. Esta ley y todas 
las del mismo título, disponen que, los cléri- 
gos que tengan beneficios, residan en ellos 
y de ningún modo puedan venir á la Corte 
sin que preceda el real permiso, por ser 
muy perjudicial sil falta en las indispensables 
obligaciones de sus respectivos ministerios 
de ayudar al obispo, confesar, predicar, re- 
solver casos .de conciencia, leer y enseñar 
la sagrada escritura etc. 


R. O. de 26 setiembre de 1814. 

(Grac. y Just.) Por esta Real órden se 
manda que los eclesiásticos que obtienen 
dignidades, prebendas ó beneficios y so ha- 
llen en la Corte promoviendo solicitudes á 
otras mus pingües se trasladen á sus respec- 
tivas residencias, y no puedan venir sin. ex- 
presa licencia de ios prelados, y que por 
conducto de estos eleven á S. M, las expo- 
siciones que tuviesen que hacer. ( CL . t. l.“. 
página 283.) 

R. O. de 12 abril de 1815. 

(Grac. y Just,) (1) Siendo indudable 
que algunos oradores en sus predicaciones 
pasan á referir especies y noticias que, sobre 
ser ajenas de la cátedra del Espíritu Sanio, 
de !n que solo debe salir la palabra clara y 
terminante para e! verdadero conocimiento 
de Dios, pueden acaso formar opiniones y 
partidos; ha resuelto S. M. que los predi- 
cadores en los pulpitos no expongan ó los 
oyentes mas que Jas doctrinas evangélicas, y 
todo cuanto sea conveniente á reprender y 
corregir los vicios, sin que de ningún modo 
se mezclen en anunciar novedades de nin- 
guna clase.— De Real órden etc.— Palacio 12 
de abril de 1815. (CL. t. 2. u p. 233.) 

Ley de 28 junio do 1822. 

(Grac. y Just.) Se declaró en esta ley 
que la Nación española no reconoce ningún 
beneficio sin la obligación de residir perso- 
nalmente, con otras disposiciones dirigidas a 
su cumplimiento, sobre cuyo particular debe 
estarse hoy al art. 19 del Concordato y 
al R. D. de 14 de noviembre de 1851 , inser- 
serlo en el tomo 3.° 

- R. ó. de 17 octubre de 4 835. 

Sobro el desafuero y modo de proceder en las causas 
contra eclesiásticos 

(Grac. y Just.) «Las contestaciones que 
se habían suscitado en diferentes ocasiones 
entre la jurisdicción real y la eclesiástica acer- 
ca de la competencia, conocimiento y proce- 
dimiento de las causas contra eclesiásticos 
por delitos atroces ó graves, movieron el 
real ánimo de mi augusto .huelo el señor 
rey D. Cárlos IY, á mandar e.j real órden de 


(1) Al circular el Consejo la anterior Real 
órden acordó «ae con inserción de tas leyes 1 d , 
tít. XII, lib. XI!, y 28, tit. i, lib. I de la Noví- 
sima Recopilación, se comunicase á los M. RR. 
Arzobispos, RR. Obispos y demás á quienes 
corresponda para su puntual cumplimiento. 
(6 L. i. 2 . a , p 233.) 
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49 de noviembre de 4799 , que el suprimido 
Consejo de Castilla formase una instrucción 
detallada sobre la materia, que sirviese de 
regla general á todos los Tribunales y justi- 
cias del reino y dejase espedíta la jurisdicción 
'real ordinaria para contener y castigar los 
delitos que trastornan el orden común, y 
cuyas penas exceden las facultades de la po- 
testad eclesiástica, disponiendo al propio tiem- 
po, que ínterin esto tenia electo, conociese 
de estas causas, desde su principio, el Tribu- 
nal real con el eclesiástico, hasta ponerlas en 
estado de sentencia, y que entonces la remi- 
tiese al Gobierno por via reservada, para lo 
que hubiere lugar. Muy luego principiaron á 
sentirse los funestos efectos de esta disposi- 
ción, por el entorpecimiento y dilaciones á 
que dá lugar en la sustanciaron, en el pro- 
nunciamiento de los fallos y en la ejecución 
de estos; pero tamaños males se han hecho 
aun mas patentes é intolerables en estos úl- 
timos tiempos, que por desgracia muchos i 
eclesiásticos olvidados délos deberes que les 
impone su sagrado ministerio y su cualidad ; 
de ciudadanos, han tomado una parte mas ó 
menos activa en la rebelión. conspiraciones 
y tramas contra el trono de mi augusta hija, 
cuando es mas necesario que la acción de la 
justicia sea pronta y rápida para castigará 
los delincuentes, y que su castigo contenga á 
los que intentaren imitarlos. A fin de cortar 
de una vez estos males tan trascendentales y 
librar á la Nación fie las funestas consecuen- 
cias de un privilegio, que el estado eclesiás- 
tico debiera á la sola munificencia de la auto- 
ridad temporal de los reyes, y que única- 
mente puede subsistir en cuanto no perju- 
dique al orden, tranquilidad, bienestar y 
conservación do la sociedad; teniendo yo 
presente lo que sobre el particular lian ma- 
nifestado en diferentes consultos al citado 
Consejo suprimido de Castilla el Supremo tri 
buual de Justicia en la suya de 2 de setiem- 
bre de 1813, y últimamente el parecer emiti- 
do por el Supremo de España é Indias, y la 
sección de Gracia y Justicia del Consejo real 
del mismo nombre, y conformándome con 
él, vengo en decretar, oido el Consejo de Mi- 
nistros, á nombre de mi escelsa hija la reina 
doña Isabel 11, lo que sigue: 

l.o Queda derogada y sin efecto alguno 
la disposion contenida en la real orden de 19 
de noviembre de 1799, las demás anteriores 
a que esta se refiere, y las posteriores decla- 
ratorias de ellas. . 

2.° Las causas contra eclesiásticos por 
delitos atroces ó graves, se formarán desde 
el principio, sustanciarán y fallaran en todo 
el reino, sin intervención alguna de la auto- 
Tomo V. 
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ridad eclesiástica, por los jueces y Tribunales 
reales á quienes competan con arreglo i™ 
leyes y decretos vigentes , en razón déla 
jerarquía del acusado ó de la naturaleza v 
carácter del delito de que se acusare, obser- 
vándose ios tramites é instancias prescritas 
por las leves v decretos vigentes para la sus- 
laneiacion de las causas de la misma ciase con- 
tra los demás ciudadanos y cuidando los res- 
pectivos jueces y Tribunales fie (píelos acu- 
sados sean colocados en el paraje mas decen- 
te de las cárceles, sin perjuiciode su seguri- 
dad, y de que se les trate con la distinción 
posible, especialmente si fuesen sacerdotes. 

3. ° A su consecuencia cesarán inmedia- 
tamente en sus funciones, así el Tribunal lla- 
mado del Breve en Cataluña, como todos los 
demás que basta ahora han conocido y esta- 
ban destinados á conocer de dicha cíase de 
cansas en la corona de Aragón. 

4. ° Para el indicado efecto, y hasta tanto 
que se haga una clasificación mas convenien- 
te y oportuna de los delitos, se reputarán y 
considerarán atroces ó graves aquellos que 
por las leyes del reino ó decretos vigentes se 
castiguen con pena capital, est.rañamieulo 
perpetuo , minas , galeras , bombas o arse- 
nales. 

5. ° Dada sentencia que merezca ejecu- 
ción, en la que se imponga al reo alguna de 
las penas referidas, pasará el juez testimonio 
literal de ella con el oportuno oficio, sin in- 
cluir ninguna otra cosa, al prelado diocesa- 
no para que se proceda cu su caso á la de- 
gradación correspondiente del reo en el pre- 
ciso término de seis dias. 

6. ° Si dentro de este término no se veri- 
ficase la degradación, se procederá sin mas 
dilación á la ejecución de la sentencia, cual- 
quiera que sea la pena impuesta al reo; y si 
tuero la capital será conducido al patíbulo en 
hábito laical y la cabeza cubierta con un gor- 
ro negro. 

7 . ° Si de la causa y de la defensa fiel 
acusado no resultaren méritos bastantes para 
imponerle ninguna de lar, penas mencionadas, 
pero sí otra inferior extraordinaria, y la con- 
denación de costas, se le aplicara esta por el 
mismo juez ó Tribunal que hubiere conocido 
del proceso. 

g.a Y último. En las causas actualmente 
n endientes, cualquiera que sea su oslado, su 
observará en adelante lo prevenido en este 
nimcd decreto.— Tcndréislo entendido, y dis- 
pondreislo necesario ¡i su cumpJionío.» ( CL . 
t. 20, p. 485). 

Leyes O y 9 febrero de 4837. 

Es sobre residencia de los eclesiásticos en 

50 
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sus ¡closius, rcencargando lo mismo que la 
do 28 de junio de 1822, que por ella se resta- 
blece. (CL. t, 22, p. 70,) 

R. O. de 5 setiembre de 1841. 

(Grao. y Just.) Dispone que «ningún 
eclesiástico podrá en lo sucesivo salir de su 
residencia sin las correspondientes testimo- 
niales de su prelado, que en su concesión 
deberá arreglarse bajo de su responsabilidad á 
las disposiciones canónicas y civiles; y nunca 
las expedirán para venir á la Corte sin previo 
conocimiento y permiso del Gobierno, en 
conformidad con la ley 7, lít. XV, 1 i b . I de 
la Nov. Itecop.» {CL. i. 27, p. 632.) 

R. O. de 14 mayo de 1847. 

lis sobre abuso de ios eclesiásticos en el 
confesonario, y se halla inserta en Adminis- 
tración DE SACRAMENTOS, (t. 4.°, pág. 168). 

R. 0. de 23 setiembre de 1849. 

(Crac, y Just.) «De algún tiempo á esta 
parte en las listas de personas sorprendidas 
por la policía en casas de juego que publica 
la Gaceta, figuran desgraciadamente algunos 
eclesiásticos; S. M. no ha podido ver sin 
profundo pesar tan lamentable extravío. En j 
lodo caso es su soberana voluntad, que el j 
exceso de algún md'víduo que pueda olvi- 
darse de lo que se debe á sí mismo y del ! 
ejemplo que debe á los demás no perjudique 
de ningún modo al prestigio de la respetable 
dase á que pertenece, y que por tantos 
testimonios de morigeración y de virtud se 
recomienda sin cesar al real aprecio. 

En vista de todo, la reina se ha servido 
dictar las disposiciones siguientes: 

1 . a En la Vicaría general eclesiástica de 
Madrid se abrirá un registro donde conste 
coa la mayor exactitud el número de ecle- 
siásticos que tengan residencia ya lija, ya i 
accidental en esta Corte. 

2. a Todos los eclesiásticos al llegar á la j 
misma, sin perjuicio de su presentación á la '■ 
autoridad eclesiástica competente, según las 3 
reglas de la Iglesia, pasarán una nota al Mi- ¡' 
Historio de Gracia y Justicia, expresando su 
nombre y domicilio, para que en su caso les 
puedan ser comunicadas las órdenes que tu- 
piere á bien S. M. 

3. a Por el expresado Ministerio se exci- 
tará el celo del prelado diocesano, á fin de 
que dicte las providencias oportunas para 
que tenga cumplimiento lo anteriormente 
prevenido, como asimismo las leyes que ha- 
blan de la residencia de los clérigos en la 
Corte, y de la necesidad de obtener real auto- 
rización al electo. 


4. a Se dará conocimiento de esta provi- 
dencia al Ministerio de la Gobernación del 
reino, para que por su parte excite el celo de 
las autoridades políticas y las haga iguales 
prevenciones. 

5. a El vicario general elesiástico de Ma- 
drid remitirá ai Ministerio de Gracia y Justi- 
cia en el término mas breve posible un esta- 
do nomina! y circunstanciado de los eclesiás- 
ticos residentes en la Corte, en e! sentido de 
las disposiciones anteriores. 

6. a Siempre que ocurran casos análogos 
á los que motivan la presente resolución en 
el Ministerio de Gracia y Justicia, sobre hacer 
ia competente comunicación al diocesano, se 
pondrá nota del hecho en el expediente de 
los interesados, si le tuvieren, y si no se abri- 
rá al efecto para que siempre conste y pro- 
duzca los resultados á que haya lugar. — Ma- 
drid 23 de setiembre de 4849.» {CL. t. 48, 
p. 79.) 

R. O. de 13 noviembre de 1852. 

(Grac. y Just.) Se encarga á ios Prelados 
que cuiden con toda actividad y celo de eje- 
cutar y hacer cumplir cuanto en la ley le, 
Lít. X, lili. [ de la Nov. Recop. está preveni- 
do sobre el abuso de usar los eclesiásticos tra- 
jes seglares, ú otros distintos del hábito de 
su estado. {CL. t. 57, p. 474.) 

R. O. de i 9 febrero de 1855. 

(Grac. y Just.) «S. M. la Reina se 

ha servido mandar que no se dé curso ba- 
jo ningún protesto en este Ministerio A soli- 
citudes de eclesiásticos que no estén firmadas 
por los interesados, y no vengan por con- 
ducto y con informe de su respectivo dio- 
cesano.» {CL. t. 64, p. 236.) 

R. O. de 31 julio de 1866. 

Se invita al clero á un ofrecimiento volun- 
tario equivalente al descuento impuesto por 
una ley á la mayoría de las clases que per- 
ciben haberes del Tesoro. ( Gac . 4 agosto.) 

Remitiéndonos á los artículos Concor- 
datos: Administración de sacramentos: 
Absolución : Bautismo : Cementerios: 
Culto y clero: Cura : Iglesias : Parro- 
quias etc., añadiremos que según ¡a Real 
cédula de, 3 de enero de 1854, regla 18, 
todos los clérigos deben estar abscritos á 
una iglesia, y que por R. 0. de 30 de 
mayo de 1858 se resolvió respecto de! 
destino que ha de darse á las asignacio- 
nes de los prebendados y beneficiados 
de iglesias» catedrales ó colegiatas, que 
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se ausentaren de ellas sin la autorización 
debida, ó dejasen ilegítimamente de re- 
sidir sus cargos, que se entreguen á los 
prelados para que en cada caso las apli- 
quen, previa la aprobación de S. M. se- 
gún lo exigieren las circunstancias, los 
estatutos de la iglesia en que ocurriere y 
los principios del derecho. 

ECONOMO. Antiguamente se llamaba 
así la persona nombrada por el obispo 
para cuidar de las rentas de la Iglesia; 
hoy se dá este nombre al eclesiástico 
nombrado por el obispo para desempe- 
ñar el cargo de cura párroco de uua 
iglesia mientras dura la vacante. 

Por R. O. de 41 de agosto de 1847 se 
declaró no era necesaria la real aproba- 
ción de esta clase de nombramientos; 
aunque deben ponerse en conocimiento 
del Gobierno al efecto de comprender- Í 
los en el presupuesto, según e! arl. 3.° 
déla R. O. de 48 de octubre de 1852, 
inserta en Concordato, pág. 293 del to- 
mo 3 . 0 

Sobre su dotación hay que estar á lo 
dispuesto en el art. 5.° del R. O. de 29 
de noviembre de 1851 , en el 3 . 0 y 4.° de 
la R. 0. de 18 de octubre de 1852 y en 
el 12 y 13 de! R. D. de 23 de abril de 
1833, insertos en Concordato —V, tam- 
bién Gura; Curato. 

EDAD. Los años que uno tiene desde 
su nacimiento. Se llama mayor edad ¡a 
de los 2o años cumplidos en el varón y 
la mujer; y menor edad ¡o que no llega , 
á ios 25 años. El mayor de edad es capaz 
de todos los actos de la vida civil, sale 
por consiguiente de ia cúratela, puede 
celebrar contratos, comparecer en jui- 
cio etc., etc. La menor edad se subdivi- 
de principalmente en tres períodos : la 
infancia basta los 7 años ; la puericia 
ó edad pupilar desde los 7 á los 14 años; 
la pubertad ó adolescencia desde los 14 
años á los 23. En sus lugares respectivos 
hablaremos de las diferenciasque por ra- 
zón de edad establecen las leyes, pudien- 
do consultarse principalmente los ar- 
tículos. Adopción: Contratos: Curador 
y tutor: Dispensas de ley: Matrimonio: 
Testamento: Testigo etc., etc. 

Como la edad es de tanta influencia 
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respecto de algunos derechos v actos ci- 
viles, el medio de acreditarla es la parti- 
da de bautismo, ó asiento que se. Laceen 
el libro de bautizados: y en caso de omi- 
sión de la partida, ó de pérdida ó de es- 
travío de los libros, con motivo de incen- 
dio ú otro caso fortuito, por el testimo- 
nio de los amigos y vecinos v por otros 
documentos. (Árí.‘278, 279 y 280, Ley 
de Enjuiciamiento civil.) 

La edad influye en la atenuación ó 
agravación de la pena, ó en la exención 
de responsabilidad criminal, conforme 
puede verse en Código penal, consulian- 
. do los arts. 8.°, 9.°, 10 y 72. 

EDICION. La i m pres i o n y p u bi i ca ci o n 
de algún libro ó escrito y la misma obra 
impresa. Viene del verbo latino edere 
dar á luz. — V. Propiedad literaria. 

EDICTO. Esta palabra se deriva de La 
voz latina edicere que significa prevenir 
ó mandar alguna cosa. Es pues el edicto 
el mandato que se publica en ios sitios 
de costumbre, ó en los periódicos oficia- 
les ú otros, por orden de un juez 6 au- 
toridad, ya para anunciar la subasta de 
bienes, como en el caso dei art. 985 y 
otros de la Ley do Enjuiciamiento civil, 
ya para citar y emplazar á juicio á los 
que no tienen domicilio conocido, ó pa- 
ro hacer saber á los declarados rebeldes 
las providencias judiciales.- — V. Empla- 
zamiento: Citación por edictos. 

EDIFICACION. — V. accesión. Sobre edi- 
ficación dentro de las zonas adyacentes, 
en la extensión que se determina , á los 
caminos, ferro-carriles , al mar, en las 
costas, playas, plazas fuertes etc. etc., 
véase Obras contiguas á .... y los artícu- 
los Aguas: Caminos: Iglesias, etc. 

EDIFICIO. Obra ó fábrica de casa, pa- 
lacio ó templo, ú otra cosa, ya se halle 
construida de piedra ó ladrillo, ya de 
tierra, madera ú otro material. 

Según la ley 25, tít. XXXIf, Parí. •>. 
cualquiera puede labrar en terreno suyo 
casa ú otro edificio, y levantarla cuanto 
quisiere, aunque disminuya la luz de la 
casa de otro o la impida las vistas, st 
bien ateniéndose á las costumbres ú or- 
denanzas municipales. Sin embargo, hay 
limitaciones de este derecho establecidas 
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en las mismas leyes de Partida, en cuan- 
to las obras puedan embarazar el curso 
de las aguas, ó la navegación , ó el libre 
tránsito , sobre cuyo particular pueden 
consultarse los artículos Obras particu- 
lares, en donde hablamos de las adya- 
centes á los caminos, á los ferro-carriles, 
á los castillos y plazas fuertes etc. 

Consúltense además Accesión: Arqui- 
tecto: Interdicto de obra: Policía ur- 
bana: Propiedad: Servidumbre. 

EDIFICIOS DEL ESTADO. Sobre venta 
de edificios ruinosos del Estado, conce- 
sión de los mismos para objetos de utili- 
dad pública y su conservación, cuando 
son de mérito artístico, se han dictado 
las disposiciones siguientes: 

R. O. de 30 setiembre de 1842. 

(Mac./ Por esta real orden se dictaron 
varias reglas para proceder á la enajenación 
de los edificios ruinosos del Estado en los tér- 
minos siguientes: 

1 . a Luego que sea denunciada por ruino- 
sa cualquiera casa ú otro edilieio pertene- 
ciente á la nación, y justificada la denuncia 
por los medios legítimos de policía urbana, 
las oficinas de arbitrios dispondrán in media- 
tamente que se apuntale cu términos sufi- 
cientes á Ja seguridad del público, haciendo 
que se proceda sin demora á su tasación , y 
anunciando su venta en la forma establecida 
por las respectivas instrucciones. 

2. a Si celebrado el remate correspon- 
diente que se verificará sin excusa en e! 
tiempo que las instrucciones prescriben, 
á contar desde el día de los anuncios , aun- 
que no haya peticionario, resultase sin ven- 
der la finca por falta de Imitadores, se proce- 
derá á derribarla por cuenta del Estado, con- 
certando el derribo en subasta pública, ó en 
ajuste alzado en el caso de ser urgente y pe- 
rentorio, procurando sacar todo el partido 
posible del valor de los escombros y mate- 
riales. 

3. a Verificado el derribo se pondrán des- 
de luego en venta los solares , haya ó no pe- 
ticionarios, y la enajenación además de las 
condiciones generales, se liará con la espe- 
cial de que el comprador se obligue á reedi- 
ficar en un término dado. 

Y 4. a Que los Ayuntamientos habrán de 
respetar estas reglas en cuanto modifiquen 
las de policía urbana con que son concdia- 
bles para evitar al Estado y á sus acreedores 
sacrificios innecesarios , y las intendencias 
por su parte las harán cumplir con celo y 


exactitud , bajo la responsabilidad de las ofi- 
cinas del ramo ; disponiendo desde luego se- 
gún está recomendado, que se pongan en 
venta cuantas fincas urbanas de la nación se 
hallen en mal estado antes do dar lugar á 
que se denuncien por ruinosas. — De Real or- 
den etc. — Madrid 30 de setiembre de 1842. 
(CL. t. 29, pá g. 352.) 

R. O. de 17 marzo de 1845. 

Edificios cedidos para objeto de utilidad pública. 

(Hac.). Por esta real orden se declara que 
la cesión de los edificios-conventos hecha 
para objetos de utilidad pública se entienda 
que es temporalmente y con opcion solo al 
disfrute de los mismos, conservando la na- 
ción la propiedad absoluta de ellos, bajo cuyo 
concepto no solo ha de ser obligación, de los 
concesionarios Ja conservación y las obras 
y reparos necesarios para los íiues á que se 
apliquen, sino que cuando estos hubiesen 
caducado por cualquiera causa vuelva á incau- 
tarse de ellos la Administración general de 
bienes nacionales como pertenecientes á la 
Hacienda, y á quien corresponde muy parti- 
cularmente de que se cumpla io mandado 
sobre el particular. Y para que no quedasen 
ilusorias estas disposiciones se dictaron las 
prevenciones siguientes: 1. a Que cuando un 
edificio-convento concedido se encuentre 
destinado á objetos diversos de los señalados 
por la coucesiou , los intendentes procedan 
inmediatamente á exigir de los concesiona- 
rios el alquiler que corresponda, sin perjuicio 
de tornar nuevamente posesión de la finca, si 
así lo considerasen conveniente. 2. a Que ba- 
gan lo propio respecto de aquellos que estén 
aplicados solo parcialmente al fin de la con- 
cesión, exigiendo en este caso el alquiler, 
ó posesionándose nada mas que de la parte 
aplicada á objetos diferentes. 3. a Que las 
oficinas de Hacienda recauden desde luego 
como de legítima pertenencia de ia misma 
ios inquilinatos devengados por conventos, 
cuando aquellos á quienes se han concedido 
por causa de utilidad pública lian procedido 
á arrendarlos de su cuenta convirtióndoios 
en objeto de especulación. Y 4. a Que todas 
las veces que se verifique ó haya verificado 
que un edificio-convento gratuitamente ad- 
judicado ha sido destruido en todo ó en par- 
te, se instruya el oportuno expediente que 
se remitirá á la superioridad á fin de deter- 
minar Jo que haya lugar en beneficio de los 
intereses públicos, y exigir la debida respon- 
sabilidad a quien corresponda. — Lo que co- 
munico etc. —Madrid 17 de marzo de 1845. 
{CL. t. 34, p. 113.) 
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R. O . de 9 octubre de i 847. 

Es uDfi instrucción para la reparación y 
conservación de los edificios del Estado , y se 
halla en Desamortización. 

R. O. de 14 set . y 10 octubre de 1890. 

No so haga alteración en los edificios da mérito 
artístico. 

(IIac.) Por esta real órden se acordó: 

«l.° Que en los edificios del Estado de 
conocido mérito artístico, confiados a la Co- 
misión central, no se haga variación alguna 
ni en la forma de la planta ni en la ornamen- 
tación, cuando sean cedidos á alguna corpo- 
ración ó particular á consecuencia de la real 
orden de 3 de julio. 

2. ° Que si según el objeto á que hubie- 
sen de destinarse, fuere necesario hacer en 
dichos edificios alguna obra interior, se oiga 
antes de emprenderla á la Comisión central. 

3. ° Que estas obras nunca podrán tener 
lugar cuando para realizarlas sea necesario 
derribar claustros, portadas, galerías y orna- 
tos de conocido mérito artístico. 

4. (> Que por ningún pretestc» se alteren 
las formas ó se supriman partes de sus fa- 
chadas existentes, ni se haga en ellas la mas 
pequeña innovación. 

5. " Que si para su seguridad fuese nece- 
sario restaurarlas, se respete el pensamiento 
primitivo, acomodando las renovaciones al 
carácter de la fábrica, y procurando que las 
partes antiguas y las modernas se asemejen 
V parezcan de una misma época. 

6. ° Que las corporaciones ó personas á 
cuyo favor se hagan las cesiones de los edifi- 
cios, se obliguen al exacto cumplimiento de 
las anteriores disposiciones. 

Y 7.° Que los Gobernadores de provincia ¡ 
vigilen escrupulosamente las obras que se 
practiquen en los edificios cedidos, y reco- ! 
nociéndolas, auxiliados de un arquitecto de 
su confianza, hagan suspender inmediata- ¡ 
mente las que se opongan á las referidas dis- 
posiciones, y formen el correspondiente su- 
mario, dando parte al Gobierno sin Ja menor 
dilación.» — De real órden etc, — Madrid 10 
de octubre de 1850. ( CL . t. 51. p. 94.) 

Circ. de la Dirección general de 22 
marzo de 1851. 

Se dictan reglas para la instrucción de los 
expedientes de obras de reparación y con- 
servación de los edificios del Estado. — V. Des- 
amortización. 

fi. O. de 21 marzo de 1853. 

Por esta real órden se dispone se exija el 


correspondiente alquiler á los jefes y em- 
pleados que habiten en edificios del Estado 
según tasa pericial, exceptuándose los alcai- 
des y conserjes de los mismos edificios y los 
Gobernadores de provincia. (CL. t, 58 mio-il 
na 268.) 5 pd&l 

R. O. de 8 febrero de 1858. 

Por esta real orden se mandó que en los 
edificios de propiedad del Estado destinados 
á dependencias públicas -olo dispondrá de 
sus localidades la Dirección de propiedades 
y derechos del Estado, de acuerdo con el 
Ministerio de Hacienda, para distribuir mitre 
las oficinas que deban ocuparlas, oyendo 
previamente á los Centros directivos de que 
aquellas dependan. {CL. t. 7o, p. 201.)— 
Y. Antigüedades: Bienes Públicos: Des- 
amortización: Monasterios y Conventos. 

EDIL. Entre los antiguos romanos, 
era el magistrado á cuyo cargo estaba el 
cuidado, ornato, reparo y limpieza de 
los templos y edificios públicos. ITabia 
ediles cumies , asi llamados porque te- 
nían derecho de sentarse en una silla de 
marfil, y debían ser patricios y nobles; 
cuidaban de lo político de la ciudad, deí 
buen órden en los espectáculos y juegos 
públicos y de todo lo relativo al reposo y 
bienestar de les ciudadanos. Había tam- 
bién ediles que se elegian entre los ple- 
beyos. 

EDITOR. El que d.í á luz ó publica 
alguna obra, o cuida de su impresión. 

"EDUCACION. La crianza, enseñanza y 
doctrina que se da á los niños. — V. Ins- 
trucción l’ÚBLICA Y PRIMERA ENSEÑANZA. 

EFECTO RETROACTIVO. En legislación 
es efecto de una ley que somete lo pasa- 
do á su imperio. — V. Ley y en Código 
penal el art. 19 y la nota 13 al mismo 
tomo 3.°, pág. 148. 

EFECTOS PÚBLICOS- Los títulos que 
constituyen la Deuda pública y otros ex- 
pedidos 1 por el Estado, ó por corpora- 
ciones administrativas, ó por compañías 
con autorización legítima, ó por Gobier- 
nos extranjeros, si su negociación se 
halla autorizada especialmente. El ar- 
tículo 2.° del decreto de 9 de setiembre 
de 1854, inserto en Bolsa de comercio 
{t. 2.° p. 790') dice expresamente lo que 
debe comprenderse en la denominación 
do efectos públicos y puede consultar- 
5 se allí. 
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Por la ley de 30 de marzo de 18(31, 
se declaró que no están sujetos á rei- 
vindicación los efectos públicos, siem- . 
pro que hayan sido negociados en bolsa 
con las formalidades legales, salvo el 
caso de mala fó probada en el compra- ; 
dor, v sin perjuicio de las acciones ci- : 
viles y criminales que procedan contra 
la persona ó personas responsables de 
los actos, por los cuales haya sido el pro- 
pietario desposeído de los expresados 
valores. Tampoco son reivindicables los 
billetes de los bancos, sin que se pruebe 
la mala le del poseedor. Esto como se ■ 
ve es una excepción de lo que hemos i 
dicho en Acción reivindicatoría. 

La citada ley es como sigue: 

Ley de 30 marzo de 1861. 

Artículo i. 1 ’ No están sujetos á reivin- 
dicación los efectos al portador expedidos 
por el Estado ó por las corporaciones admi- 
nistrativas, ó por las compañías autorizadas 
para ello, siempre que hayan sido negocia- 
dos en bolsa con las formalidades legales. 

Unicamente se exceptúa el caso de mala 
le probada en el comprador. 

Quedan á salvo las demás acciones civi- 
les y criminales que procedan contra la 
persona ó personas responsables de los ac- 
tos por los cuales haya sido el propietario 
desposeído de los expresados valores. 

Arl;. 2 ." El auxilio que las dependencias 
del Estado, las corporaciones administrati- 
vas, 6 las compañías autorizadas para emi- 
tir efectos al portador están obligadas á 
prestar á la autoridad en las investigaciones 
do que puedan ser objeto los mismos electos | 
so entenderá siempre sin obstáculo alguno f 
por su parlo á la libre circulación, y sin per- f 
juicio del exacto cumplimiento de las obli— j 
gaciones contraídas á favor del portador. 

Arl;. 3.° A o podrán ser reivindicados los 
billetes de banco sin que se pruebe la mala 
ié del poseedor. 

Las disposiciones del art. 2.° de esta ley 
son aplicables á los bancos autorizados para 
la emisión de billetes. 

■ Por tanto mandamos etc.' — Palacio de 
Aran juez á 30 cíe marzo de 1861. 

Deben además consultarse los artícu- 
los Bancos y Deuda pública. 

EGRESION. Traspaso de algún dere- 
cho de la Corona á favor de algún par- 
ticular ó corporación. 


EJECUCION DE SENTENCIAS. Remiti- 
mos á los lectores al tit. XVII (1. a parte) 
de la Ley de Enjuiciamiento civi , ar- 
tículos 891 al 929, y á Juicio ejecutivo 
y Sentencias. 

El juicio ejecutivo, el procedimiento 
de apremio y las tercerías son bajo el 
título genérico de las ejecuciones objeto 
del XX de dicha ley (arts. 941 al 1009.) 

EJECUCIONES DE LA PENA DE MUERTE. 

(Gastos de las). Se han dictado so- 
bro este asunto varias disposiciones á 
saber: 

Ley de í.° agosto de 1842. 

Es la de presupuestos de 1842 y dispuso 
que los ejecutores de la justicia que tuvieran 
que salir de oficio de la población de su re- 
sidencia ordinaria, percibieran sobre su 
asignación diaria la mitad de ella durante el 
tiempo preciso de su ausencia: cuya mitad y 
gastos de ejecución se cargarían al impre- 
visto del Ministerio de Gracia v Justicia. 
{CL. t. 29, p. 112.) 

R, O. de 21 diciembre de 1844. 

(Grao, y Just.) Por esta Real orden se 
previene que los gastos que se cansen en 
la ejecución de las sentencias cuando estas 
se verifiquen fuera de la provincia donde 
reside la audiencia territorial, deben satis- 
facerse así los deponer y quitar el patíbulo 
como los demas indispensables en la eje- 
cución, por la tesorería de rentas de la 
provincia en que tenga efecto, previa la cor- 
respondiente justificación . 

Ley de 23 mayo de 1845. 

(Hac.) Es la lev de presupuestos de di- 
cho año, y reprodujo lo dispuesto en la 
de 1842 respecto á las dietas del ejecutor de 
la justicia cuando sale de su residencia y 
demas gastos de ejecución. (CL. t. 34, pá- 
gina 197, regia 5.“) 

R. O. de 4 julio de 1848. 

(Grac. y Just.) Por esta Real orden se 
determina que los gastos relativos á las eje- 
cuciones de la pena capital se satisfagan 
desde luego del fondo de penas de cámara, 
con cargo al artículo del presupuesto desti- 
nado á cubrir aquel servicio, dando conoci- 
miento ios depositarios de las audiencias á 
la pagaduría general de las sumas invertidas 
en este objeto con los oportunos documen- 
tos justificativos. (CL. t. 44, p. 206..) 
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R . O. de 4 junio y 18 agosto de 1840. 

(Guerra.) Por esta Real ó rilen se resol- 
vió que cuando la jurisdicción militar im- 
ponga, la pena de muerte en garrote vi!, 
sea la misma la que lleve á ejecución la sen- 
tencia, sin otro requisito que el de dar aviso 
á la audiencia territorial para que ponga á 
su disposición el .jecutor de la justicia" con 
los instrumentos necesarios para llevar á 
efecto las penas. (CL. t. 4 1, p. -149.) 

Esta real orden se repitió por el Ministerio 
de Gracia y Justicia en 18 de agosto del mis- 
ino año. (CL. t. 47 , pág. {>48). 

R. O. de 26 julio de 1881. 

(Grac. y Just.) Por esta real orden se 
previno que la ordenación de pagos hiciere 
los gastos que ocurrieren en la forma preve- 
nida en el R, D. de 10 de mayo é instrucción 
de 20 de junio anterior , en cuyas disposicio- 
nes se autoriza á los ordenadores de los Mi- 
nisterios para que en casos urgentes y previa 
disposición por escrito de las autoridades su- 
periores del distrito, departamento ó provin- 
cias de que respectivamente dependan pue- 
den desde luego ordenar cualquiera pago, 
aun cuando la obligación no esté comprendi- 
da en la distribución mensual , ó se hallase 
consumido el crédito total asignado a la pro- 
vincia donde ocurriese el gasto. (CL. t. 53, 
pág. s. 117. 298 y 502 . 

R. fí. de 1 ) i diciembre de 1855, 

Dispone que el reo de muerte sea puesto 
en capilla desde el momento que se le notifi- 
que la sentencia que. causa ejecutoria, y que 
la justicia sea cumplida con las formalidades 
debidas en el día, hora y lugar que se hayan 
designado con arreglo al contenido de la 
sentencia y prescripciones del Código penal. 
Se halla inserto en Presidios. 

ñ. O. de 17 julio de 1857. 

(Guerra.) Esta real orden determinó que 
los gastos de ejecución de los sentenciados á 
pena de muerte por los Consejos de Guerra 
ó comisiones militares , ya sean del ejército ó 
paisanos los reos , se satisfagan por la admi- 
nistración militar con cargo al capítulo de 
gastos diversos del presupuesto de Guerra, 
(CL. t. 79, pág. (¡Sj. 

R. O. da 8-31 de julio cíe 1863. 

Modo do rociara ar fuerza del ejército para las ejecu- 
ciones. 

(Grac. y Jüst.) «Por el Ministerio de la 
Guerra con fecha ele 8 del actual , se ha co- 


municado á este de Gracia v Justicia la si- 
guiente Real orden: 

«El Sr. Ministro de la Guerra dice con es- 
ta fecha al capitán general de Castilla la Nue- 
va lo que sigue: 

«lie dado cuenta a la Reina de la con- 
sulta elevada por Y. E. á este Ministe- 
rio sobre la forma en que debía pedírsela 
lucí za del ejercito que asiste a la ejecución 
de los reos sentenciados á muerte por los 
tribunales del fuero común; y S. Al. , de 
conformidad con lo manifestado' en pleno* por 
el Consejo de Estado se ha servido disponer 
que cuando un Juez de primera instancia re- 
ciba ejecutoria de una sentencia debe poner- 
lo en conocimiento de la autoridad superior 
civil del punto en que se halle, señalando día 
y hora de la ejecución ; que á esta autoridad 
corresponde pedir á la superior militar del 
mismo el auxilio que considere necesario, asi 
como indicar si lo creyese oportuno, Jas 
instrucciones particulares que deba observar 
la tropa mientras dure el acto ó que se desti- 
na y que no tenga relación especial con la 
ordenanza general de! ejército.» 

De la misma real orden lo trascribo á Y... 
para su inteligencia v debido cumplimiento 
por los -Jueces de primera instancia del terri- 
torio de esa Audiencia. Dios guarde a Y... 
muchos años. San Ildefonso 31 de julio de 
1803. — Alonares.» (Cae. 2 agosto). 

R, O. de 21 febrero de ! 805. 

Sobre la manera de pedir la fuerza del ejército cjiio 
asista á las ejecuciones. 

(Guerra.) El Sr. Alinistro de la Guerra di' 
ce hoy al de Gracia y Justicia lo qne sigue: 

He dado cuenta ;í la Reina, de Jas consul- 
tas hechas por los regentes de las Audiencias 
de Valencia y Yalladolid, elevadas por A . E. 
á este Ministerio, con motivo de lo dispuesto 
en la R. O. de 8 de julio de 1863 sobre la 
forma en que dehe pedirse Ja íuerza del ejer- 
cito para que asista á la ejecución de los reos 
sentenciados a muerte por ios tribunales del 
fuero común; y de cunlormídad con io mani- 
festado por eTConsejo de Estado en pleno, 
se ha servido disponer que en todos los casos 
en que las Audiencias necesiten íuerza arma- 
da, dirijan su petición señalando el día, hora 
y oh ¡el o, á la autoridad civil , la que , pie n 
por los medios de que puede disponer, ó re- 
damando del ¡ele militar de la provincia el 
auxilio que sea necesario, hará que se cañi- 
rla r 1 servicio en la forma que las circuns- 
tancias aconsejen; y que los jueces de prime- 
ra instancia de partido ó de capitales en que 
no hav Audiencia, sigan la misma regla para 
todos los actos de su peculiar encargo en que 
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ncc.i'.sitcu lie fuerza armada. De Heal ór~ 
,|i>ii (de. — Madrid 21 de. febrero de 1805. 
(tac. III marzo.) 

Además de las disposiciones que que- 
dan inserlas deben consultarse sobre la 
ejecución de la pona de muerte los ar- 
tículos Sí), 1)0, !M, 92 y 9.1 del Código 
penal inserto en el tomo 9.° 

EJÉRCITO. La universalidad de las 
fuerzas costeadas por un Gobierno, ó 
la reunión de una parte de estas fuerzas 
con un objeto ó destino especial, es lo 
que se llama ejército. 

Kn la primera ncepeiou no es mas ni 
menos el ejército que la fuerza militar 
vari-anal permanente de mar y tierra, 
organizada para la defensa exterior del 
Estado y la conservación del orden inte- 
rior. Trataremos con separación todo lo 
une. es relativo al ejército y a la armada, 
dando una idea muy abreviada de este 
asunto en los párrafos siguientes: 

j? 1." Idea general de la organización del 
ejército. 

2." lisiado mayor general. 

o." Cuerpo de listado mayor del ejército. 

4. " listados mayores de plazas. 

o." Armas del ejército ó cuerpos de que se 
compone 

1’).° Administración militar. 

7.° Sanidad militar. 

5. u Vicariato castrense. 

U.° Justicia militar. 

10. tijórciio de la Isla de Cuba. 

1 1. iijereiio de Puerto Rico. 

12. KpTcilo de las Islas Filipinas. 

Id. Fjércil.0 de las Islas españolas del Golfo 
de Guinea. 

tí. Jije ir i lo de mar, ó Armada naval. 

§ I . — Idea general de la organización 
del ejercito. 

Traían de la fuerza militar nacional el 
título V 11 L de la Constitución de 1812, 
y el XIII de la de 1817, 1845 y 185(3, 
insertas en el tomo 1.° Allí puede verse 
también la opinión de los ilustres legis- 
ladores de Cádiz sobre los ejércitos per- 
manentes, indicada en el preámbulo de 
aquella famosísima Constitución bajo los 
números XCá XClll, pág. 494. 

Poro el ejército no le constituyen solo 
los soldados y sus jefes, sino que bajo 
esta denominación se comprenden otras 
instituciones que están á cargo del pre- 
supuesto de la Guerra y aun del de Ma- 


rina, ú otros, y que se refieren á la or- 
ganización de la fuerza pública ó á su 
empleo en un objeto especial, ó á la eje- 
cución de los servicios administrativos. 
Por eso no pueden menos de formar 
parte de. esta institución los Cuerpos de 
la guardia civil y carabineros, los de ad- 
ministración y sanidad militar, las es- 
cuadras de Cataluña y el ejército de 
mar, ó sean las fuerzas navales de la Na- 
ción, con sus guardias marinas, susma- 
tt'íeulas, y con todos los Cuerpos espe- 
cíalos del ramo. 

Tiene, pues, el ejército su Estado ma- 
yor general, sus Estados mayores espe- 
ciales y un gran personal administrativo, 
provistos del material necesario para 
cuidar del orden de las subsistencias y 
de la fácil ejecución de los movimientos 
de tropas y sus operaciones todas, así 
en la paz como en la guerra. Compren- 
de en su organización: el Estado mayor 
general, el Cuerpo de Estado mayor del 
ejército, los Estados mayores de los dis- 
tritos, provincias y plazas, los Cuerpos de 
infantería, artillería, ingenieros, caballe- 
ría, carabineros, guardia civil, escuadras 
de Cataluña, milicias disciplinadas de 
Cuba y Puerto Rico, los guardias mari- 
nas y de arsenales etc., los Juzgados ó 
las jurisdicciones especiales de Guerra y 
Marina, los Cuerpos administrativos y de 
sanidad militar, las escuelas, colegios 6 
academias, el vicariato ó Cuerpo ecle- 
siástico de Jos ejércitos, las órdenes mi- 
litares etc. etc , de todo lo que solo po- 
dremos hacer aquí ligeras indicaciones, 
sin perjuicio de hacer otras en los dife- 
rentes artículos de esta obra, que citare- 
mos al fin. 

§ ü . — Estado manjar general. 

Llámase Estado mayor general del 
ejército al cuadro de todos los oficiales 
generales y brigadieres del mismo. 

Según el R. 1). de 15 de junio de 1847 
que reformó otro de 31 de mayo de 1828, 
se compone dicho cuadro de los capita- 
nes generales de ejército que es la mas 
alta dignidad en la milicia, de los te- 
nientes generales, mariscales de campo 
y brigadieres. 
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Los capitanes generales de ejército se 
consideran constantemente como em- 
pleados. 

Los oficiales generales y brigadieres 
se dividen en tres clases, empleados, de 
cuartel y exentos deservicio, estando en 
uno y otro caso á disposición del Go- 
bierno según dispone el R. D. de i.° de 
julio de 1863. 

Al capitán general le corresponde, co- 
mo su jefe natural, el mando de un ejér- 
cito; á los tenientes generales el de Cuer- 
pos de ejército; á los mariscales de cam- 
po las divisiones y á los brigadieres las 
brigadas; esto, por regla genera!, aunque 
vemos en la práctica poco confirmada 
esta doctrina, obedeciéndose ante todo á 
las necesidades del servicio. 

Al rey ó jefe supremo del Estado le 
corresponde, según las Constituciones 
de 1812, 1837, 1846 y 1856 (i) entre 
otras facultades la de mandar los ejérci- 
tos de mar y tierra y disponer de la 
fuerza armada, distribuyéndola como 
mejor convenga. La fuerza militar per- 
manente de mar y tierra deben fijarla 
todos los años las Cortes, según nuestro 
derecho constitucional. 

El Real decreto, que hemos citado, de 
15 de junio de 1847, con otras disposi- 
ciones sobre el número y composición 
del cuadro del Estado mayor general del 
ejército, son como sigue: 

‘ R. D. de 15 junio de i 847. 

Reglas para fijar las clases y el número del Estado 
mayor general del ejército. 

(Guer.) «Conviniendo lijar las clases y el 
número del Estado mayor general del ejér- 
cito, habida consideración á las necesidades 
de los diferentes ramos del servicio militar, 
y respetando como se merecen los derechos 
adquiridos que deben su origen á las vicisi- 
tudes por las cuales ha pasado la nación, 
vengo en decretar lo siguiente: 

Articulo 1 ° Habrá el número convenien- 
te de capitanes generales de ejército que yo 
escogeré de entre los tenientes generales, 
cuando tenga por oportuno elevar á alguno 
á la alta dignidad de capitán general. 


(1) Constitución ríe 1812, art. 171, faculta- 
des 8. a y 9. a ; id, de 1837, art. 47: id. de 1845, 
art. 45; id, de 1856, art. 52, las cuales pueden 
consultarse en Constitución política, tomo 3,° 


Art. 2. El Estado mayor general del 
ejército se compondrá de tenientes generales 
v mariscales de campo. 

Art. 3.° Habrá además brigadieres de las 

clilerenles armas é institutos del ejército. 

. Art * 4' í> Los tenientes generales, los ma- 
riscales de campo y los brigadieres, forma- 
ran un cuadro que se dividirá en dos clases: 
primera, oficiales generales y brigadieres 
empleados; segunda, oficiales generales y 
brigadieres en cuartel. 

Art. o.° El cuadro de organización se 
compondrá de 70 tenientes generales, 102 
mariscales decampo, y 144 brigadieres. 

Art. 6. u Este cuadro servirá en tiempo 
de paz para lijar las verdaderas vacantes á 
las que habrán de sujetárselas promociones, 

Art. 7.° Hasta llegar al número de gene- 
rales y brigadieres que se fijan en el art. 5.° 
se hará la reducción si excediese del doble 
de los señalados proveyendo una decada tres 
vacantes; cuando sea menor del doble, se 
proveerá una de cada dos vacantes. Esto 
mismo se observará cuando después de una 
guerra hubiese exceso en el número respec- 
tivo de cada empleo de oficiales generales y 
brigadieres. 

Art. 8.° Los sueldos de los oficiales ge- 
nerales y brigadieres empleados, serán los 
que están señalados á su calidad de emplea- 
dos en los reglamentos y órdenes vigentes. 
Asimismo continuarán gozando los oficiales 
generales en la situación de cuartel, los que 
á sus respetivas clases correspondan. 

Art. 9.° Los brigadieres en cuartel hasta 
el número señalado en el cuadro de organi- 
zación, disfrutarán del sueldo de 20. 000 rea- 
les anuales. Quedan sin embargo en su fuer- 
za y vigor los derechos adquiridos con arre- 
glo á órdenes vigentes hasta la publicación 
de este decreto. 

Art. 10. Asimismo quedan en toda su 
fuerza las disposiciones contenidas en el 
artículo 19 del decreto de 31 de mayo 
de 1828 (1). 

Art. 11. Me reservo señalar á los oficia- 
les generales y brigadieres en cuartel ios 


(1) Por el art. 19 del. K. D. de 31 de mayo 
1828 y otras disposiciones, se concedieron suel- 
dos (1 e cuartel del empleo inmediato superior 
¡i ios mariscales de campo y brigadieres que 
desempeñaban con Real nombramiento ciertos 
destinos; pero habiendo sido grande el abuso 
que se hizo de esta concesión y llegado á ser 
muv alta la cifra con que por ello salia grava- 
do el presupuesto del ramo de guerra, se dicto 
el R D de 23 de noviembre de 1866 aboliendo 
los derechos á sueldo superior de cuartel con. 
cedidos á dichos jefes por el decreto de 1828 
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punios en que convenga al servicio hayan 
de residir para desempeñar en ellos las obli- 
gaciones anejas á los que están en cuartel, ó 
las que en adelante se prescribieren. 

Art. 12. A los que lo pidieren concederé, 
cuando yo lo tenga por conveniente, exen- 
ción de estas obligaciones, quedando libres 
de lodo servicio y de elegir el punto que 
mas les acomode para su residencia, y en es- 
te caso sufrirán en su sueldo una baja de la 
cuarta parte.» (CL. t, 4-1. p. 192.) 

R. D. de l.° julio de 1863. 

Clases que constituyen el listarlo mayor general. 

(Guer.) «Artículo l.° Las clases que 
constituyen el listado Mayor general del ejér- 
cito se distribuirán en tres secciones. 

1. a Empleados. 

2. a De cuartel. 

3. a Exentos de servicio. 

Pertenecen á la primera, además de los 
capitanes generales, que siempre figurarán 
en ella, los leu ¡entes generales, mariscales 
de campo y brigadieres que desempeñen 
cargos activos. 

Corresponden á la segunda los que, no te- 
niendo destino activo, se hallen en aptitud de 
obtenerlo. 

Ingresarán en la tercera sección, exentos 
de servicio, los que voluntariamente lo soli- 
citen, y á quienes yo se Jo concediere, siem- 
pre que cuenten dos años de! último em- 
pleo, 40 de servicio con abonos de campaña, 
y hayan cumplido 68 años de edad los te- 
nientes generales, 65 los mariscales de cam- 
po y 62 los brigadieres. 

Art. 2.° Eos tenientes generales que 
ingresen en la tercera sección disfrutarán 
43.000 reales; los mariscales de campo 
40.000, y los brigadieres 32.000. Tendrán 
libre facultad para elegir en la Península é 
islas adyacentes pimíos de residencia, y solo 
podrán ser empleados en casos de guerra y 
ascendidos por méritos contraídos al frente 
del enemigo. — Darlo en Palacio á l.° de julio 
de 1863.» ( Gac . del 3 de julio.) 

R. D. de 23 de junio de 1863. 

Sobre provisión fie vacantes. 

(Guer) «Artículo único. En tanto que 
se fija por medio de una ley el número y 
composición del cuadro del Estado Mayor 
general del ejército, se proveerán en las cla- 
ses de tenientes genehiles y mariscales de 
campo una de cada dos vacantes que ocur- 
ran, quedando subsistente para los brigadie- 
res lo dispuesto en el R. D. de 5 de setiem- 
bre de 1854. — Dado en Palacio á 23 de junio 
de i 863- — - (Gac. del 26.) 


R. O. de 21 mayo de 1863 

(Guer.) Se dispuso por esta Real orden 
el cumplimiento délo dispuesto por R. D. de 
21 de junio de 1847 que declaró incompati- 
ble el empleo de brigadier con e! mando de 
! regimiento, quedando los brigadieres que se 
hallen en dicho caso en situación de cuartel, 
sin perjuicio de ser colocados en destinos de 
su clase.— (G’flc. 22 mayo de 1863.) 

Ley de 15 julio de 1865. 

Art. 19. Se faculta al Gobierno para con" 
ceder á los oficiales generales desde briga- 
dier á teniente general, que lo soliciten, la 
exención del servicio con las condiciones y 
circunstancias que se fijaron en el proyecto 
de la lev de ascensos militares, discutido en 
la legislatura de 1862. 

Art. 20. Terminado el plazo de un año 
que se prefijó para la presentación y entrega 
á las Comisiones de ajustes por parte de la 
administración militar de los cargos por ha- 
beres y raciones á los Cuerpos é Institutos 
del ejército, las expresadas Comisiones pro- 
cederán sin levantar manoá la ultimación de 
sus ajustes ó liquidaciones para que las cla- 
ses militares puedan percibir el importe de 
sus atrases como ya lo han hecho los de las 
otras carreras del Estado; y de los cargos 
que pudiesen aparecer como no presentados 
en tiempo hábil, serán responsables las ofi- 
\ ciñas de administración militar, como obliga- 
[ das á su presentación. 

R. D. de 23 noviembre de -1866. 

Í Aboliendo los derechos (le sueldo superior de cuartel 
de los mariscales de campo y brigadieres. 

■ (Guer.) Conformándome con lo pro- 
t puesto por el Ministro de la Guerra, y de 
‘ acuerdo con el parecer de mi Consejo de Mi- 
nistros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Quedan abolidos todos los 
derechos á sueldo superior de cuartel que á 
los mariscales de campo y brigadieres se 
conceden por el art. 19 del R. D. de 31 de 
mayo de 1828 y reales disposiciones poste- 
riores. 

Art. 2. fi Desde la publicación de este de- 
creto ningún mariscal de campo ni brigadier 
disfrutará mas sueldo de cuartel que el que 
se señale en presupuesto á sus respectivas 
clases, aunque lleguen á desempeñar cargos 
superiores a su empleo. 

Art, 3.” Sin embargo de lo prevenido en 
los artículos anteriores, seguirán cobrando 
y cobrarán el sueldo de cuartel superior al 
que les corresponda por su aetual empleo 
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Jos mariscales de campo y brigadieres que 
en la actualidad tienen el derecho adquirido; 
conservándose asimismo opcion á la expre- 
sada ventaja para cuando cumplan los plazos 
prefijados á los que sirven ó han servido des- 
tinos por los cuales les correspondía aquel 
derecho. — Dado en Palacio a 23 de noviem- 
bre de I8G6. — (Gac. 24 noviembre de i 866.) 

Conocidas ya las principales disposi- 
ciones últimamente dictadas sobre las 
. clases del Estado mayor general , he 
aquí ahora una noticia de su uniforme 
y distintivos. 

UNIFORME DE LOS CAPITANES GENERALES. 

El uniforme de los capitanes generales 
es el siguiente: 

De gala: Casaca azul turquí con cue- 

llo, vuelta, solapas y barras de grana; en 
los faldones, cartera horizontal, y en el 
remate de los mismos, castillos y leones; 
bordado en el cuello, en la solapa y en 
las carteras y barras , y tres órdenes del 
mismo sobre las vueltas de las mangas; 
chaleco blanco , calzón de punto del 
mismo color con bota de montar, pu- 
diendo usar pantalón azul turquí , con 
franja de oro , para los actos á pie ; som- 
brero apuntado guarnecido con pluma 
blanca y galón de oro ; presilla de cuatro 
canelones del mismo metal: faja de seda 
de color carmesí con borlas de oro , y 
tres pasadores de lo mismo; corbata y 
guante blanco de cabritilla ; espuela dora- 
da ; espada de ceñir con doble taza do- 
rada, con las armas de España en el 
centro , cordon de seda de color carmesí, 
con mezcla de oro; bastón de caña de 
Indias con puño de oro; trencillas de lo 
mismo y seda carmesí. En las grandes 
solemnidades podrán usar únicamente 
los capitanes generales , por lo elevado de 
su categoría, el mismo uniforme con bor- 
dados en las costuras, pero con solo dos 
de ellos en la vuelta de la manga. 

De diario: Levita de color azul turquí 

con cuello y solapa abiertos ; cuello vuel- 
to, guarnecido, así como el extremo de 
la solapa, con el bordado, y tres ordenes 
de esto en la vuelta de la manga; calzón 
azul con bota de montar , si bien podrán 
usar pantalón de paño azul turquí con 
franja de oro para los actos de á pié. Para 
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el servicio de campaña y marchas usarán 
levita azul, pantalón graneé, faja v ke- 
pis-ros. 

UNIFORME DE LOS TENIENTES GENERALES. 

De gala : Es igual en todas sus par- 

tes al de los capitanes generales, pe- 
ro sin mas bordados que en el cuello, 
que ha de ser derecho en la solapa, solo 
dos órdenes en las vueltas de las mangas, 
é igual número de pasadores en la faja: 
sombrero con pluma negra y corbata del 
mismo color. 

El de diario : Como el de campaña 

y marchas , igual al detallado respecti- 
vamente para jos capitanes generales, 
con la diferencia de que el cuello de la 
levita del primero ha de ser derecho, y 
solo con dos órdenes de bordado en la 
vuelta de la manga. 

UNIFORME DE LOS MARISCALES DE CAMPO. 

Es igual en todas sus partes al de los 
tenientes generales, con solo un entor- 
chado en la vuelta de la manga, y un 
pasador en la laja. 

UNIFORME DE LOS BRIGADIERES. 

Es igual al de los mariscales decampo, 
con la diferencia de ser de plata el bor- 
dado y demás adornos, no llevar faja, 
ser blanca la espuela y guarnición de la 
espada y sin pluma en el sombrero. Los 
que mandan regimiento en cualquiera de 
las armas ó institutos , han de vestir el 
uniforme de! Cuerpo en que sirvan. Pa- 
ra el servicio de campaña y marchas lle- 
varán el mismo uniforme que los gene- 
rales , pero con el bordado de plata en la 
boca-manga. 

§ III. — Cuerpo de Estado mayor del 
ejército . 

El Cuerpo de Estado mayor del ejérci- 
to es un cuadro de jefes y oficiales, á 
cuya cabeza hay un director, formando 
un centro general para todo lo relativo 
ai servicio del ejército. Este servicio se 
determina en la instrucción aprobada por 
Real decreto de 9 de enero de 1838, y 
es distinto según que sea en tiempo de 
paz ó de guerra. De dicho Centro parten 
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todas las órdenes y reformas particulares 
de organización, operaciones, provisión 
é inspección de abastecimientos, traba- 
jos topográficos, itinerarios, estadística y 
otros detalles que ilustran en sus nume- 
rosos cuidados á los jefes de los ejércitos. 

La organización actual del Cuerpo de 
Estado mayor es la establecida por el Real 
decreto de 31 de mayo de 1847, y se 
compone de tres brigadieres, trece coro- 
neles , catorce tenientes coroneles , trein- 
ta y dos comandantes, sesenta capitanes 
y cuarenta tenientes , distribuidos en las 
Capitanías generales. 

Además de la citada instrucción de 9 
de enero de 1838 que fija las atribucio- 
nes del Cuerpo de Estado mayor en 
tiempo de guerra y en el de paz , haremos 
mérito del decreto de 2 de marzo de 1 842 
quesuprimió las Secretarias de las Capi- 
tanías generales, encargando al referido 
Cuerpo su despacho; de la Real orden 
de 9 de enero de 1844, que determinó 
la composición del personal del Estado 
mayor de una división ó de un cuerpo 
de ejército ; y del Real decreto de 14 de 
febrero de 1844 que dio nueva organi- 
zación á las Secretarías de las Capitanías 
generales, conservando el espíritu tra- 
dicional tan importante en las mismas, 
y descargó á los oficiales del Cuerpo de 
Estado mayor de aquellos negocios que 
no son propios de su especial institución 
que se habían puesto á su cargo, con per- 
j a icio del desempeño de las funciones 
permanentemente activas propias de su 
particular instituto. 

Pero á pesar de las disposiciones de 
este decreto, es lo cierto que los oficiales 
del Cuerpo de Estado mayor destinados á 
las Capitanías generales, se ocupan mas 
en el despacho de las Secretarías, que en 
sus peculiares funciones, y ha sido ne- 
cesario, aunque todavía sin todo el fruto, 
recordar el encargo por Real orden de 
28 de marzo de 1846 y principalmente 
por la de 3 de diciembre de 1847, en la 
cual se han especificado uno por uno los 
asuntos que han de ser objeto del servi- 
cio de los referidos oficiales del Cuerpo, 
y los que son propios de los de las seccio- 
nes-archivos de las mismas Capitanías, 


El Estado mayor del ejército tiene su 
escuela especial á cargo de un brigadier, 
de un coronel y de un comandante del 
Cuerpo. 

El uniforme del Cuerpo es: Casaca de 

paño azul turquí , con dos filas de boto- 
nes: cuello azul celeste, conun bordado 
de oro alegórico, boca-mangas, vivos y 
barras del mismo color azul celeste, y al 
extremo de los faldones bordado igual al 
del cuello. Pantalón azul turquí con fran- 
ja de oro. Sombrero apuntado ribeteado 
de galón dorado con carrilleras de cade- 
nilla. Boton dorado convexo, y en el 
centro, de relieve, el emblema del Cuer- 
po con corona y el lema de Cuerpo de 
Estado mayor del ejército. Espada ce- 
ñida de puño dorado, y otra recta con 
vaina de hierro para montar. Todos los 
jefes y oficiales llevan faja azul celeste, 
con las divisas en ella de los empleos del 
Cuerpo, y plumero del mismo color en 
el sombrero. 

§ IV. — Cuerpo de Estado mayor de 
plazas. 

El Cuerpo de Estado mayor de plazas 
es el destinado á cubrir el servicio de 
los Estados mayores de los puntos for- 
tificados de la Península ó Islas adya- 
centes. 

Considéranse divididos los Estados 
mayores de plazas y puntos fortificados, 
en Gobiernos militares de 1. a , 2. a y 3. a 
clase y en Comandancias militares de 
4. a y 5. a 

Todo lo relativo á la organización, 
dotación del personal, funciones, dere- 
chos etc. se rige por su reglamento apro- 
bado en 3t de marzo de 1So9 con algu- 
nas reformas hechas posteriormente. 

Los individuos del Cuerpo de Estado 
mayor de plazas que constituyan su per- 
sonal permanente dependen del director 
del Cuerpo de Estado mayor de! ejército: 
y en euanto al servicio de la autoridad 
de los capitanes generales de los dis- 
tritos en que se hallan las plazas. 

§ V. — Armas del ejército ó Cuerpos de 
que se compone. 

Las armas del ejército son infantería, 
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caballería, artillería, ingenieros, cara- 
bineros y guardia civil. Hay también 
una fuerza denominada escuadras de 
Cataluña. Daremos después una ligera 
idea de lo que constituyen estas armas 
y Cuerpoá del ejército, empezando por 
insertar las disposiciones mas funda- 
mentales sobre la actual organización 
del mismo, que son las siguientes: 

R. D. de 20 octubre de 1856. 

Organizando la infantería del ejército se 
dispuso que constase de 40 regimientos deá 
tres batallones, de 20 batallones de cazado- 
res y el regimiento fijo de Ceuta que será 
consideradn como cuerpo de disciplina y se 
declararon terceros batallones de los referi- 
dos 40 regimientos los batallones provincia- 
les. [CL. t. 70, p. 102.) 

R. D. de 23 julio de 1864. 

Reformando la organización de la infantería de] 
ejército. 

(Guerra.) Artículo l.° La infantería 
del ejército se divide en permanente y de 
reserva. Continuarán formando la perma- 
nente los actuales 40 regimientos de linea 
y 20 batallones de cazadores, y el regimiento 
Fijo de Ceuta. Formarán la reserva los bO 
batallones provinciales creados per la lev 
de 31 de junio de 1855. Tanto la infantería 
permanente como la de reserva conservarán 
el número de batallones, compañías, perso- 
nal de plana mayor y tropa que actualmente 
tienen en cuanto no se oponga á las altera- 
ciones que por el presente decreto se esta- 
blecen. 

Arl. 2. u Las jerarquías de jefes y oficia- 
les en el arma de infantería serán coronel, 
teniente coronel, primer jefe de batalioD, co- 
mandante segundo jefe de batallón, capitán, 
teniente y subteniente. Los primeros jefes 
de batallón disfrutarán el sueldo categoría y 
demás ventajas asignadas al referido empleo 
de teniente coronel, y los segundos los cor- 
respondientes al empleo de primer coman- 
dante, siendo unos y otros considerados 
como tales tenientes coroneles y primeros 
comandantes en todas ías funciones del ser- 
vicio donde concurran con otros de las mis- 
mas ciases de las diferentes armas é institu- 
tos del ejército. 

Art. 3.° Los 40 regimientos de línea y el 
regimiento Fijo de Ceuta estarán mandados 
por coroneles con el sueldo de su empleo, 
raciones de pienso para caballo y la gratifi- 
cación de mando que se les señale, teniendo 
cada uno de ellos un ayudante secretario de 
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la clase de capitanes. El batallón, va sea de 
los regimientos de línea, cazadores ó pro- 
vinciales, lo mandará un teniente coronel 
primer jefe de batallón, habiendo un coman- 
dante segundo jefe de batallón, á cuyo cargo 
estará el detall y contabilidad. Interin haya 
excedentes en la clase de comandantes 
continuará uno de la misma con el cargo de 
fiscal en cada batallón de ia infantería per- 
manente: dichos comandantes fiscales ten- 
drán como los segundos jefes de batallón, el 
sueldo, categoría y demás ventajas corres- 
pondientes al empleo de primer coman- 
dante. 

Art. 4.° Los batallones de los regimien- 
tos deja infantería permanente llevarán su 
administración con entera independencia 
entre sí, entendiéndose cada uno con la Di- 
rección del arma y la Administración militar, 
pero por el preciso conducto del coronel, 
cuando se hallen ambos en el mismo distrito 
militar. Estando separados los batallones, y 
en diversas Capitanías generales, remitirán 
los primeros jefes al director de infantería y 
demás autoridades cuantos documentos Jes 
pidan ó deban reglamentariamente dirigirle 
y enviarán copias de ellos al coronel. 

Art. 5.° Este jefe superior tendrá en su 
regimiento las mismas facultades é igual res- 
ponsabilidad de su cargo que hoy se les 
exige en todos los ramos del servicio ya sea 
de armas, de instrucción, de policía, de dis- 
ciplina ó de administración, siendo respecto 
á esta un subinspector de su Cuerpo y repre- 
sentante permanente del director. Un nuevo 
reglamento de contabilidad marcará sus ope- 
raciones y las funciones de cada jefe en este 
particular. 

Art. 8.° Las músicas regimentales con- 
tinuarán con su actual organización contri- 
buyendo á su sostenimiento cada batallón 
con el personal y fondos que le correspon- 
da, á cuyo fin se segregará ei fondo de mú- 
sica del general de entretenimiento, admi- 
nistrándose en la forma que se prevenga en 
el reglamento de contabilidad. 

Art. 7.° Se suprime el capitán de plana 
mayor que existe en todos los regimientos de 

línea. , , , 

Art. 8.° Todas las companias de los ba- 
tallones de linea serán iguales entre sí, sin 
mas diferencia que la numeración correlati- 
va que las corresponda. 

La cuarta parte de cada una de ellas se 
compondrá de soldados de distinción que 
reuniendo las condiciones mas ventajosas de 
moralidad y buen desempeño acreditado en 
un año de servicio activo ó mérito de guerra, 
se bagan acreedores á esta recompensa. Di— 
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chos individuos gozarán del haber que hoy 
disfrutan los de preferencia y usarán la di- 
visa señalada á los actuales soldados de pri- 
mera dase, que se considerarán reemplaza- 
dos por los de distinción. 

Art. 9.° Se crean 40 medías brigadas de 
provinciales, compuestas de dos batallones, 
según se expresa en el estado adjunto, las 
cuales serán mandadas por coroneles, á 
quienes se considerará como subinspectores 
de los batallones que forman cada una de 
ellas. 

Art. 10. Los coroneles, jefes de media 
brigada de batallones provinciales, gozarán 
el sueldo de su empleo en igual proporción 
que los demás jefes de ellos, y la gratificación 
de mando que se señale á los coroneles de 
ios regimientos de línea; residirán en el 
punto más importante de la localidad que 
comprendan los batallones que tengan á su 
cargo, ó inspeccionarán estos cada seis me- 
ses. En las épocas de la quinta vigilarán que 
en las cajas se observen puntualmente ios 
reglamentos y las órdenes que para su eje- 
cución se dictaren por los capitanes gene- 
rales. 

Tendrán dichos jefes de media brigada un 
eapitan-ayudante secretario; pero estaudo 
en situación de provincia desempeñará las 
funciones del mencionado cometido uno de 
los que de dicha clase componen el cuadro 
de los batallones que forman la media bri- 
gada. 

Art. El. Los cuadros de la reserva con- 
tinuarán compuestos del personal asignado 
en la ley de presupuestos vigente. 

Art. 12. Los actuales primeros coman- 
dantes que en el término de tres años no 
hayan ascendido reglamentariamente al em- 
pleo de teniente coronel primer jefe de bata- 
llón, serán promovidos á dicho empleo al 
cumplimiento de aquel plazo. 

Art,. 13. Los segundos comandantes, 
cuya clase queda suprimida por el art. 2." de 
este decreto, ocuparán en la escala general 
de comandantes el lugar que por la antigüe- 
dad de sus grados les corresponda, debiendo 
contarse para los electos de ascenso el ejer- 
cicio en sus nuevos ern fíleos desde el día 
■i ,° de julio próximo. 

Art. 14. El Ministerio de la Guerra dic- 
tará las disposiciones oportunas para la eje- 
cución de este decreto, que regirá desde el 
l.° de julio próximo, en cuyo din empieza el 
ejercicio del nuevo presupuesto. — Dado en 
Palacio á 23 de junio de 1864. — Está rubri- 
cado de la real mano.— El Ministro de la 
Guerra, José María Marchesi.» — (G^o, 24 
junio.) 


R. D. (fe 30 julio de 1866. 

Sujetando á principios fijos los ascensos y recompen- 
sas en el ejército: ingreso: provisión de vacantes: 
prohibición de la concesión de grados superiores á 
los empleos, y de honores y uso de uniforme: pase 
á la carrera civil,.. 

f « 

(Gtter.) «Articulo l.° El ingreso en las 
armas é institutos del ejército solo podrá ve- 
rificarse por las clases de soldado, cadete ó 
alumno de las Academias militares, y por 
oposición en los Cuerpos auxiliares cuyo in- 
greso exija tal condición. 

Art.. 2.° No se conferirá empico alguno 
sin vacante que lo motive. Se exceptúan de 
la anterior disposición los alumnos y cadetes 
que al terminar con aprovechamiento sus 
estudios no tengan vacante en que ser colo- 
cados, ios cuales ascenderán y serán desti- 
nados como supernumerarios, debiendo ocu- 
par las primeras vacantes que ocurran en el 
turno de su clase. 

Art. 3.° Queda abolida para en adelante 
la concesión de grados superiores á los em- 
pleos efectivos. 

Art. 4.° Queda prohibida la concesión de 
honores, de empleos militares y de uso de 
uniforme, exceptuándose aquellos que por 
sus años de servicio en la carrera militar han 
adquirido el derecho. 

Art. 5.° No se permitirá en lo sucesivo 
los pases de unas armas é institutos á otros, 
fuera de los reglamentarios para el real Cuer- 
po de guardias alabarderos, Estados mayores 
de plazas, guardia civil, carabineros y admi- 
nistración militar. 

Art. 5.° En todas las armas é institutos 
del ejército, desde subteniente ó alférez lias- 
te. coronel inclusive y sus asimilados, se as- 
cenderá por rigorosa antigüedad sin defectos. 

Art. l.° Para ascender por antigüedad 
deberá estar declarado el interesado apto 
para el mismo; é ínterin los grados influyen 
sobre las escalas se exigirá dos años de efec- 
tividad en el empleo inmediato inferior. Si al 
ocurrir la vacante no hubiese quien reúna 
estas circunstancias, ascenderá el mas anti- 
guo sin defectos. 

Art. 8.° Los que en tres años sucesivos 
fuesen postergados por no haber merecido 
ser declarados aptos para el ascenso serán 
propuestos para el retiro ó licencia absoluta, 
según les corresponda por sus años de ser- 
vicio. 

Art. 9.° En tiempo de guerra los gene- 
rales en jefe propondrán para el ascenso á 
los individuos que en el campo de batalla ó 
en hecho de armas en que resultaren muer- 
tos y heridos hayan contraido un mérito es- 
pecial y determinado, cuyo servicio se hará 
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constar con anterioridad á la propuesta do la 
orden general del ejército. Las acciones de 
valor distinguido y los grandes servicios que 
dan derecho á obtener la cruz de San Fer- 
nanda, según la ley de 5 de diciembre de 
1860 , al obtenerla podrán permutarla por el 
empico inmediato superior siempre que los 
interesados opten por él en vez de la cruz. 

Art. 10. Las vacantes causadas por muer- 
te v las producidas por recompensas obteni- 
das por acción de guerra serán cubiertas por 
los ascendidos por igual causa; y a falta de 
estos por el turno que corresponda de anti- 
güedad ó reemplazo. 

Art. 11. No se podrá conceder ninguna 
recompensa ni permuta de gracias despees 
de trascurridos tres meses de. Ja acción 6 he- 
cho de armas en que se funde la petición. 

Art. 12. El pase á la carrera civil cons- 
tituirá en io sucesivo una situación definitiva, 
y en ningún tiempo podrán volver al ejérci- 
to los que sean baya en él por este motivo. 

Los jefes y oficiales que se hallen sirviendo 
en las carreras civiles conservarán el dere- 
cho de volver á sus respectivos Cuerpos por 
término de dos años desde que pasaron á la 
citada carrera, según está prevenido por 




por oposición en 
ingreso exija tal 


reales órdenes vigentes. 

Art. 13. Los jefes y oficiales que estén 
en posesión de algún derecho, empieo supe- 
rior, sueldo ó determinadas ventajas conti- 
nuarán en el goce de las que disfrutan: y si 
se hallan en posesión de destino ó empleo, 
por cuyo desempeñóse les confiera derechos 
á ascenso militar ú otra ventaja, optarán por 
una sola vez á las que en este sentido les 


’ i 


institutos del ejercito solo podrá verificarse 
por las clases de soldado, cadete ó alumno 
de las Academias militares y 
los Cuerpos auxiliares cuyo' 
condición. 

Art. 2.° Para ingresar en el ejército por 

la clase de soldado so aplicarán las leyes de 
30 de enero de 1856, 2 de noviembre de 
1859, 29 de noviembre de 1859, v el art. 6.° 
de la de 8 de julio de 1860. — V. Quintas. ' 

Art. 3." El ascenso de la clase de tropa 
desde soldado á sargento primero se deter- 
minará por órdenes especiales. 

Art. 4." El ingreso en la clase de cadetes 
en ios Colegios y Escuelas militares y las 
oposiciones se verificarán con sujeción a los 
reglamentos, y los aprobados tendrán entra- 
da en Jos Cuerpos en la forma y clases que 
aquellos señalen. 

_ Art. 5.° No se conferirá empleo alguno 
sin vacante que lo motive. Se exceptúan de 
la anterior disposición ios alumnos y cade- 
tes que al terminar con aprovechamiento sus 
estudios no tengan vacante, en que ser co- 
locados; los cuales ascenderán y serán desti- 
nados corno supernumerarios, debiendo 
ocupar las vacantes que primeramente 
ocurran en el turno de su clase. 

Art. 6.° Los destinos que producen va- 
cante en el ejército son los de los cuadros 
orgánicos y los de carácter permanente, pa- 
ra cuyo desempeño se exige empieo deter- 
minado y que los sueldos estén consignados 
en presupuesto. 

Art. 7.° Son vacantes las cansadas por 
' aja definitiva en el escalaban ó por ascenso 


corresponda, sujetándose después en todo ¡i \ del que lo servia. Los jefes y oficiales de las 


. lo prescrito en este decreto. — Dado en San 
Ildefonso á 30 de julio de 1866, — Está rubri- 
cado de la real mano. — El Ministro de la 
Guerra, Ramón María Narvaez.» — (Gac. 31 
julio.) 

H. O. Je 31 agosto de 1866. 

Aprobando el reglamento para la aplicación del 
R. D. do 30 de julio sobre ascensos militares. 

(Guerra.) «La Reina se ha servido apro- 
bar con esta fecha el reglamento para la 
aplicación é inteligencia del R. D. sobre (as- 
censos militares, expedido por S. M. en 30 
de julio próximo pasado. — De Rea) orden etc. 
— Madrid 31 de agosto de 1866. — El Subse- 
cretario interino, Juan del Rio. 

Reglamento 

para la aplicación ó inteligencia del R D. de 30 de 
julio próximo pasado sobre ascensos militares, 
aprobado por R. O. de 51 de agosto de 180ü. 

Artículo l.° El ingreso en las armas é 


clases en que haya excedentes, que pasen 
al ejército de Ultramar sin cubrir vacante, 
no Jas causarán en el de la Península y su 
destino será cubierto por el reemplazo. 

Art. 8.° Con arreglo á la prescripción de 
que no se confiera empleo sin vacante, no 
se concederá el pase á Ultramar con ascenso 
siuoen vacante definitiva de aquel ejército 
cuyo turno corresponda á la provisión de la 
Península. 

Art. 9.° Cuando haya excedentes en al- 
gunas de las clases qua componen las armas 
ó cuerpos del ejército, se destinarán a su 
amortización dos terceras partes de las va- 
cantes. adjudicándose en consecuencia de 
cada tres de estas, dos al reemplazo y una 

al ascenso (1). , . , , 

Art. 10. Las vacantes de subteniente o 
alférez de las armas de infantería y caballería 


(i) 

rectificó por 


Este artículo le inseríamos tal como se 
R. O. (le i.° de febrero de 1867. 
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serán cubiertas por los cadetes que hayan 
sido aprobados en sus estudios según el re- 
glamento y por los sargentos primeros de- 
clarados aptos y que cuenten dos años de 
efectividad, en la proporción de dos vacantes 
á los primeros y una á los segundos. 

Art. 11. No se permitirán en lo sucesivo 
los pases de unas armas é institutos á otros, 
fuera de los reglamentarios para el real 
Cuerpo de guardias alabarderos, estados 
mayores de plazas, guardia civil, carabineros 
y administración militar. 

Art. 12. De las vacantes correspondien- 
tes ai turno de ascenso de los Cuerpos que 
se citan en el anterior artículo se proveerán 
por el turno del ejército en la proporción si- 
guiente: 

Primero. En el real Cuerpo de guardias 
alabarderso se cubrirán por comandantes del 
ejército que estén en posesión de la cruz de 
San Hermenegildo todas las vacantes de 
oficiales mayores de la clase de alféreces y la 
mitad de las de tenientes y capitanes por los 
de su empleo equivalente. 

En los de guardia civil y carabineros se 
proveerán por oficiales del ejército Ja cuarta 
parte de las vacantes de subteniente ó alfé- 
rez, de teniente, de capitán y de teniente 
coronel. 

En Estados mayores de plazas la tercera 
parte de las vacantes de todos los empleos*. 

Ed Administración militar la quinta parte 
de los oficiales terceros por alféreces ó sar- 
gentos primeros, y en la misma proporción 
ios comisarios de segunda clase por coman- 
dantes ó capitanes. 

Segundo. Para las vacantes de reales 
guardias alabarderos y Administración mi- 
litar se elegirán entre los aspirantes los que 
por sus antecedentes sean mas idóneos. 

En el Cuerpo de Estado mayor de plazas 
entrarán los que marca el art. 21 de este re- 
glamento, y en su falta los que lo soliciten 
en la misma proporción entre las distintas 
armas señaladas en el artículo siguiente para 
guardia civil y carabineros. 

Tercero. Para los Cuerpos de guardia 
civil y carabineros, se distribuirán las va- 
cantes correspondientes al ejército en la 
forma siguiente: 

16 á infantería. 

4 á caballería. 

2 á artillería. 

1 á ingenieros. 

2 á alabarderos. 

La caballería no tendrá derecho á las va- 
cantes de infantería de la guardia civil en los 
empleos de alférez, teniente y capitán; pero 
cubrirán todos los que de estas clases son 


del escalafón de caballería y, correspondan á 
la provisión del ejército. 

Cuarto. Para optar á las vacantes que 
correspondan al ejército en todos los Cner- 
]>os arriba citados se nombrará á los mas an • 
tiguos del mismo empleo que deseen cu- 
brirlas y estén declarados aptos para el as- 
censo, no excediendo los de la clase de su- 
balternos de la edad de 35 años; en su de- 
fecto se concederán á los de la clase inferior 
que cuenten mayor antigüedad que el pri- 
mero de la escala equivalente del Cuerpo en 
que haya ocurrido la vacante; y cuando fal- 
ten unos y otros se dará al ascenso dentro 
del mismo Cuerpo. 

Art. i 3. Para ascender por antigüedad 
deberá estar declarado el interesado apto 
para el ascenso, é ínterin los grados influyen 
sobre las escalas se exigirá dos años de elec- 
tividad en el empleo inmediato inferior. Si al 
ocurrir la vacante no hubiese quien reúna 
estas circunstancias, ascenderá el mas anti- 
guo sin defectos, por la escala de efectivi- 
dad (i). 

Art. 14. Los directores propondrán al 
ocurrir una vacante al que le corresponda 
el ascenso, según lo prevenido en el artículo 
anterior : 

Los ascendidos disfrutarán la antigüedad 
del dia después en que resultó la vacante, 
la que se hará constar en el real despacho y 
el ascenso se publicará en la Gaceta oficial 
del Gobierno. 

Art. t5. Los agraciados pasarán á ocu- 
par la vacante que ha dado lugar á su ascenso 
y tomarán posesión de su nuevo destino, si 
iüese en la Península, en el preciso término 
de veinte dius desde que se le comunicó la or- 
den y no podrán ser destinados á comisiones 
activas ni dependencias centrales hasta que 
no haya pasado por lo menos, doce revistas 
de presente. Se exceptúan los ayudantes de 
campo de los capitanes generales del ejér- 
cito, que podrán continuar en sus destinos 
considerados corno supernumerarios cuando 
no haya excedentes en la clase á que ascien- 
de y cuando existan estos, su vacante será 
cubierta por el reemplazo sin consumir 
turno. 

Art. 16. Establecido como única base de 
ascenso la antigüedad sin defectos y sin ex- 
clusión de los que se hallen en situación de 
reemplazo, esta se considerará como transito- 
ria y se propondrá la colocación por el turno 
señalado para la amortización de los exee- 


(1) Las palabras que están de cursiva se 
mandaron adicionar por R. O. de 19 febrero 
de 1867. 



ejercito. 

den íes á ios mas antiguos de estas clases con 
buenas notas; sin embargo; en situaciones 
anormales podrá haber causas en que no 
fuera conveniente la colocación del que le 
correspondía por antigüedad, y en estos casos 
los directores expondrán las razones que 
pistiliquen la postergación. Criando esta fue- 
ra motivada por falla de salud, despu.es de 
haber disfrutado do reales licencias, podrá 
concederse el reemplazo por tiempo limitado 
que no pasará de un ano; si al concluir oí 
término señalado no estuviera completa- 
mente restablecido el interesado se le expe- ; 
dirá el retiro ó licencia absoluta según sus ■ 
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rebajase ante sus inferiores, de manera qu 
pueda sulrir menoscabo el prestigio de su 
mando , se le lormará expediente gubernati- 
v d ILl3 pasará al Consejo de Estado para que 
este alto Cuerpo informo si procede su inme- 
diata expulsión del ejército ó la corrección 
que deba aplicarse. 


A.rt. 23. Para la clasificación do jefes v 


años de servicio, i 


y. 

líbre 


Cira mando de regimiento 
principales de los Cuerpos quedará 
la elección dei director para proponer 
á los que creyera mas aptos entre Jos que se 
bailen en situación de reemplazo. 

Art. 17. Existiendo jefes en Jas armas de 
infantería y caballería en la situación de reem- 
plazo que no lian desempeñado sus cargos ni 
en sus actuales empleos ni en ios inferiores, 
v teniendo el Gobierno la obligación de exi- 
gir una garantía para asegurarse de la aptitud 
ile todos los joles y oficiales para el ascenso, 
se deberán someter á Jos individuos expresa- 
dos á una rigorosa revista de inspección para 
poderlos calificar con algún acierto. 

Art. 18. Los que en tres años sucesivos 
fuesen postergados por no haber merecido 
ser declarados aptos para el ascenso, serán 
propuestos para el retiro ó licencia absoluta, 
según les corresponda por sus años de ser- 
vicio. 

Art. 19. Para ser clasificado de apio para 
el ascenso es necesario que el interesado ba- 
ya demostrado su sulieiencia en el inferior 
para ascender al empleo superior, y que ba- 
ya merecido buenas notas de concepto y de 
conducta. 

Art. 20. Se comprenderá en lista de pos- 
tergados á Jos que por su mala conducta, 
poca instrucción y celo por el servicio , no 
deben de ascender y son perjudiciales en el 
ejército. 

Art. 21. Cuando algún jefe ú oficial cla- 
sificado de acto para el ascenso no pudiera 
prestar sus servicios en su propia arma ó 
Cuerpo por cansancio , heridas ú otra causa 
que no le inutilice se le podrá conceder el pa- 
se á Estado mayor de plazas en las vacantes 
reservadas en este Cuerpo para el turno del 
ejército. 

Art. 22. Sin perjuicio de lo dispuesto en 
o.l art. 20 siempre que algún individuo dei 
ejército cometiese con frecuencia faltas en el 
cumplimiento de su obligación , diese escán- 
dalo con su conducta, ó por sus acciones se 
Tomo V. 


oficial es, los coroneles ó primeros jefes de los 
Cuerpos estamparán sus notas de concepto 
en las hojas de servicio de aquellos y ¡as re- 
mitirán anualmente y en el mes de diciembre 
á sus respectivas Direcciones. 

Las notas que deben usarse para la con— 
ecptuacion de lo» jefes y oficiales en sus ho- 
jas de servicio serán ((). Valor distinguido 
al que posea la cruz de San Fernando de se- 
gunda clase por juicio contradictorio. Acredi- 
tado al que se ha encontrado en acción de 
guerra y cumplido con sus defieres; y se 
le supone al que no haya tenido ocasión de 
i probarlo: aplicación , capacidad y puntua- 
\ ¡¿dad en el servicio, mucha, buena y poca: 
conducta, buena y mediana; instrucción, so- 
bresaliente, mucha y poca. 

Los coroneles y primeros jefes de Jos Cuer- 
pos usarán de los que crean mas adecuados 
á ¡as condiciones de cada interesado cun ar- 
reglo á lo que les dicte su conciencia y cri- 
terio: en la inteligencia que serán responsa- 
bles al Gobierno y severamente castigados si 
cometiesen notoria injusticia, bien en favor ó 
en contra de ios interesados , por los perjui- 
cios que causan en un caso al Estado y en 
otro á sus subordinados. 

Art. 24. Los directores, con presencia 
de las hojas de servicio de los oficiales de los 
Cuerpos y sus antecedentes , propondrán al 
Gobierno por conducto de la Sección de 
Guerra y Marina del Consejo de Estado la 
clasificación que ie merezcan los jeíes y ca- 


(i) Por U O. de 19 de lebrero de 1867 se dis- 
puso que en este párrafo se introdujeran las si- 
guíenlos variaciones en la manera de expresar 
ía cunceptuacion de. valórete los jefes y oficía- 
los. « Valor heroico, al que posea la cruz de han 
Fernando de secunda clase, perjuicio contra- 
dictorio, con arreglo á la ley de 18 de mayo de 
i SG 13 ' valor distinguido, al que baya aoquinuo 
fion"sujecion á dicha ley la cruz do primera cía- 
-Ir San Fernando, mediante el correspondien- 
do contradictorio, y también ai que se 


SC Ele 

te ju 


bolle mi posesión de ¡a cruz de segunda clase de 
San Fernando, obtenida por juicio contradice 
torio instruido con arreglo al reglamento ante- 
rior de dicha orden de 10 de julio de 1815: va- 
lor acreditado , al que se haya encontrado en 
acción de guerra, y cumplido con sus deberes, 
valor se le supone, al que no baya tenido oca- 
sión de acreditarlo.» 
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pitanes que hayan ascendido durante el últi- 
mo ano, la de los que deben variar de con- 
ceptuacion, y la de los que deben continuar en 
la de postergación , acompañando los expe- 
dientes personales de los interesados. 

Las clasificaciones de los subalternos las 
propondrán los directores al Ministerio para 
su aprobación , debiendo oírse al Consejo de 
Estado en casos de postergación. 

Art. 25. Examinadas las clasificaciones 
por el Consejo de Estado , remitirá con su 
dictamen ai Ministerio de la Guerra para su 
definitiva aprobación la lista de los declarados 
aptos para el ascenso y la de los postergados 
ó de solo aptos para continuar en su empleo. 

Art. 20. Ultimadas las listas, estas deter- 
minarán el derecho de los interesados para 
el ascenso sin que los postergados puedan 
mejorar sus notas hasta trascurrido el año y 
tenga lugar una nueva elasiíicaeion. Si des- 
pués de clasificado de apto para el ascenso 
diera motivo fundado algún jefe ú oficial pa- 
ra suspenderse este derecho, lo consultará el 
director ai Gobierno de S. M., para que. este, 
oyendo al Consejo de Estado y tomando los 
informes oportunos, resuelva lo que en jus- 
ticia proceda, y sin que el interesado pueda 
ascender, aunque le correspondiese, hasta la 
resolución definitiva, en caso de que esta fe 
fuere favorable, ocupará, la primera vacante 
y se colocará en la escala de la clase supe- 
rior en el puesto que le correspondía. 

Art. 27. Recibidas por el director las cla- 
sificaciones aprobadas por S. M, , se remiti- 
rán á los Cuerpos para conocimiento de los 
interesados , y se estamparán en las.- hojas de 
servicio, á fin de que los que tengan que ha- 
cer alguna reclamación la promuevan con 
arreglo á ordenanza y dentro del término de 
un mes , debiéndose pasar las citadas repre- 
sentaciones al Consejo de Estado para- su 
dictamen. 

ASCENSOS EN, CAMPAÑA. 

Art, 28. En tiempo de guerra- los gener 
rales en jefe propondrán para el ascenso á los 
individuos, que en el campo de batalla ó en 
hechos de armas en que resultaren muertos 
y heridos hayan contraído un mérito espe- 
cial- y determinado-, cuyos servicios se liarán 
constar con anterioridad á, la propuesta en la 
órden general del ejército. Las acciones de 
valor distinguido y los grandes servicios que 
d,ap derecho á obtener la cruz de San Fer- 
nando, según la ley, de 5 de diciembre de 
186Q, al obtenerla podrán permutarla por el 
empleo inmediato superior, siempre que los 
interesados opten por ól en vez ae la cruz. 

Art. 29 . Las vacantes causadas por muer- 


te y las producidas por recompensas obteni- 
das por acción de guerra serán cubiertas por 
los ascendidos por igual causa, y á falta de 
estos por el turno que corresponda de anti- 
güedad ó reemplazo. 

Art. 30. No se entenderá comprendido 
en el art. 28 el solo cumplimiento de la obli- 
gación , pues que este no bastaría sin que la 
propia voluntad adelante alguna cosa en bien 
del servicio para que se le conceptúe com- 
prendido en dicho artículo. 

Art. 31 . Para que los ascensos por méri- 
to de guerra se puedan conceder sin faltar al 
principio de que no hay ascenso sin vacante, 
en tiempo de campaña ó cuando haya ocur- 
rido un hecho de armas de los especificados 
en el art. 28, se reservarán para estas re- 
compensas las de] turno de reemplazo alter- 
' nando con los excedentes. Los cuadros de 
los Cuerpos en campaña se mantendrán siem- 
pre completos , refluyendo todas las vacan- 
tes en los que estén de guarnición. 

Art. 32. Acordado á propuesta del gene- 
ral en jefe el ascenso de los que hayan me- 
recido esta recompensa por sus hechos ex- 
traordinarios de armas , se formarán listas 
por clases y por fechas de las acciones que 
los han motivado y se concederá á los agra- 
ciados por antigüedad las vacantes que hu- 
biera íe las reservadas para campaña , y á 
los que no hayan alcanzado ascenso , el de- 
recho á optar á las que ocurran para lo su- 
cesivo y correspondan á las señaladas en los 
arts. 29 y 31. 

Art. 33. Los jefes de cuerpo, de brigada 
ó división se limitarán á recomendar al ge- 
neral en jefe los jefes y oficiales que sirvan 
á sus órdenes, expresando el mérito especial 
que hayan contraído , y la relación la publi- 
carán por órden general á las fuerzas de su 
mando respectivas, en el mismo dia que la 
¡elevan a la superioridad. 

| Art. 34. Los Cuerpos de estado mayor de 
{ejército, artillería é ingenieros serán excep- 
tuados de las reglas establecidas en los artí— 
' culos 31 y 32 , y por órden especial se deter- 
¡ minará las recompensas que deberán recibir 
j por campaña. 

i Art. 35. No se podrá conceder ninguna 
recompensa, ni permuta de gracias , después 
de trascurridos tres meses de la acción ó he- 
cho de armas en que se funde la petición. 

Art. 36. Los jefes y oficiales que estén 
en posesión de algún derecho, empleo supe- 
rior , sueldo ó determinadas ventajas, conti- 
nuarán en el goce de las que disfrutan; y si 
se hallan en posesión de destino ó empleo 
' por cuyo desempeño se les confiera- derecho 
1 a ascenso militar ú otra ventaja, optarán por 
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una sola vez á las que en este sentido les cor- 
respondan , sujetándose después en todo á lo 
prescrito en este reglamento.— Aprobado por 
S, M. — Valencia.» (Gac. 22 setiembre). 


483 


R. D. de 24 enero de 1867. 


iguien Le: 


Organizando la fuerza del ejército que constará de 
200-0 00 hombres, y dividiéndola en tres clases, ejér- 
cito permanente, reserva aclica y reserva sedentaria. 
Se disuelven los cuadros de las milicias provinciales. 
y se suprimen los cargos de comandantes fiscales dé 
los batallones y capitanes secretarios de los corone- 
les. Se crean terceros batallones en los -10 regimien- 
tos etc. 

( Guer. ) «Conformándome con lo pro- 
puesto por eiMmistro de la Guerra, de acuer- 
do con el Conseja de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° La fuerza del ejército de Ja 
Península será en lo sucesivo de 200.000 
hombres distribuidos en la forma 

1. " En ejército permanente. 

2. " En ia primera reserva ó reserva 
activa. 

Y 3.° En la segunda reserva, ó reserva 
sedentaria. 

Art. 2.° El ejército permanente consta- 
rá de la fuerza que con arreglo á Jo dispues- 
to en el art. 79 de la Constitución señalen 
anualmente las Cortes a propuesta mía. La 
primera reserva, ó reserva activa, la consti- 
tuirán todos los individuos del ejercito de la 
Península que, sin contar cuatro años de 
servicio activo, excedan del número señala- 
do por la ley á la fuerza permanente. La si- 
tuación de estos individuos será la de licen- 


Se les permitirá, sin embargo, trasladar su 
residencia a otros puntos siempre que el 
trabajo, oiieio ó industria á que se dediquen 
ío reclame así; pero justificando esta causa, 
y obteniendo previamente el competente 
permiso por escrito del jefe de ia Comisión 
provincial. 

Art. 4.° Al expedirles las licencias ilimi- 
tadas se les satisiarán los sobrealcances si 
los tuvieren, y un mes de haber por razón 
de marcha, dejando sus alcances en depósito 
por si volviesen á ser llamados á activo. Ju- 
díos alcances serán entregados por los Cuer- 
pos respectivos á las correspondientes Comi- 
siones provinciales, y esLas ios impondrán 
desde luego en la Caja de Depósitos. 

Art. 5. u El ejército permanente llenará 
las atenciones del servicio militar en ia for- 
ma que un Gobierno determine. 

La reseña activa pudra solo ser convoca- 
da total ó parcialmente cuando á juicio de 
mi mismo Gobierno haya temores iundaüos 
en el exterior y bagan conveniente una fuer- 
za de observación u cuando se perturbe gra- 
vemente el órdeu público en el interior, 
dándose cuenta después a las Cortes. 

La reserva sedentaria no podrá convo- 
carse ni ponerse sobre las armas sin estar 
autorizado el Gobierno por una ley es- 
pecial. 

En todo caso los individuos de una y otra 
reserva que no se presentasen, siendo lla- 
mados por el Gobierno, serán juzgados ouu 
arreglo á las leyes militares. 

Art. G. u Terminados entre ei ejército 


ciados semestralmente sin goce de haber al- 
guno. 

La segunda reserva se compondrá de to- 
dos los individuos del ejército de ia Penín- 
sula que, procediendo de las quintas, hayan 
cumplido cuatro años de servicio electivo, 
sin mas excepción que la de aquellos á quie- 
nes á petición propia y por conveniencia dei 
servicio se les permita la continuación en 
activo. Esto no obstante, mi Gobierno, mien- 
tras el nuevo plan que se consulta no em- 
piece á dar sus consiguientes resultados, y 
con ei fin de conseguir ia conveniente pro- 
porción entre el ejército activo y la reserva 
podrá anticipar ei pase a la segunda reserva, 
aun sin haber cumplido los cuatro años en 
servicio activo, al número de individuos que 
entre el ejército permanente y la primera 
reserva exceda dei de iúü.úüú hombres. 

Art. 3.° Ai ingresar ios individuos en la 
segunda reserva serán baja definitiva en sus 
respectivos cuerpos, pasando con licencia 
ilimitada ai pueblo por cuyo cupo hayan sido 
declarados soldados, ó al de su naturaleza. 


permanente y la reserva los oc-Jio años ue 
servicio á que están obligados, obtendrán ia 
licencia absoluta y percibirán ius alcances 
que tuvieren en deposito con el aumento de 
ios réditos que les hayan correspondido. 

Art. 7.° Los individuos de tropa de ios 
ejércitos de Ultramar extinguirán en ellos el 
total tiempo de sus servimos, utilizando ia 
rebaja que Jes otorga la ley ue quintas. Al 
cumplir recibirán eu los mismos sus licen- 
cias absolutas. 

Art. ÍL U Se disuelven ios actuales cua- 
dros de las milicias provinciales, y se supri- 
men ios mandos de medias brigadas en las 
de Canarias. 

Art. 9." Se suprimen igualmente los 
cargos de comandantes lístales de ios bata- 
ñones y de capitanes secretarios de los co- 
roneles. 

Art. 10. Se crean terceros batallones en 
ios actuales 40 regimientos dei arma de in- 
fantería, compuestos en tiempo de paz ue 
soio iosjeies y oiiciales en ei numero y pro- 
porción que se determine. 
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Estos cuadros formarán parte activa de 
dichos regimientos; prestarán e! servicio 
que les corresponda en la escala de su cla- 
se, v suplirán á los que definitiva ó lempo- 
raímente faltasen en aquellos. En tiempo de 
guerra se nutrirán con fuerza do la reserva 
mi la Idmui que determinarán disposiciones 
especiales. 

Art. lt. En todas las capitales de las t 
provincias civiles, excepto las que no contri- ' 
huyen al reemplazo dei ejército, se crean i 
Comisiones permanentes compuestas de un 
comandante, un capii.au y un teniente. 

Art. 12. Eos jefes y oficiales empleados 
en estas Comisiones disfrutarán Jas cuatro 
quintas partes del sueldo de su clase. 

Arl. 13. Dichas Comisiones tendrán la 
especial obligación de llevar relación exacta 
del punto de residencia, oficio ú ocupación . 
ile todos los individuos de la reserva que se 
bailen en la provincia, con expresión de su 
tiempo de servicio. 

Art. 14. Tendrán también á su cargo las 
cajas de quintos de las respectivas provin- 
cias, y percibirán para gastos de escritorio \ 
en todos conceptos y pago de un escribiente J 
no militar la gratificación anual de 637 escu- 
dos 200 milésimas. 

Art. 15. Todos los jefes y oficiales, con 
excepción de los subtenientes que resulten 
excedentes después de creados los terceros 
batallones y las Comisiones provinciales, 
quedarán en situación de reemplazo ínterin 
obtienen colocación. 

Art. 16. Igualmente quedarán en situa- 
ción tle reemplazo todos los capitanes y te - 
nientes que sírvan hoy en los Cuerpos del 
ejército en concepto de supernumerarios. 

Art. 17. Pasarán á la misma situación de 
reemplazo los subtenientes que á petición 
propia sirven en los batallones provinciales 
con goce ele medio sueldo. 

Los de rúas de dicha ciase serán destinados 
proporcioualmeute entre los batallones acti- 
vos en el concepto de supernumerarios, y 
gozarán las cuatro quintas partes del suel- 
do de su empleo hasta que obtengan plaza 
electiva. 

Art. 18. Mi Gobierno presentará á las 
Cortes el oportuno proyecto de ley deroga- 
torio de la orgánica de las milicias provincia- 
les de 31 de julio de 1865, sustituyéndola 
con Ja constitutiva de las dos reservas activa 
y sedentaria, creadas provisionalmente por 
este decreto, y también otro modificando la 
de 30 de enero de 1856 sobre quintas, po- 
niéndola en consonancia con la organización 
que se dá al ejército. 

Art. 19. Por último, mi Gobierno dará 


cuenta á las Cortes del uso que ha hecho en 
este decreto de la autorización que se le dio 
por las leyes de 30 de junio y 3 de agosto de 
•1866, proveyendo lo conveniente á su eje- 
cución y cumplimiento.— Dado en Palacio á 
24 de enero de 1867. — Eslá rubricado de la 
real mano.— El .Ministro de la Guerra, Ra- 
món María Narvaez. (Gao. 25 enero ) 

R. O. de 13 febrero de 1867. 

Mandando oa<?. no se de curso á solicitudes de indivi- 
duos del ejército , no cursándose por el conducto ofi- 
cial , y sin recomendad ones . . . que constituirán no- 
tas desfavorables. 

(Güür.J «Uno de los abusos que no han 
logrado cortar las disposiciones que desde 
audguo vienen dictándose es el crecidísimo 
número de pretensiones que por medio de 
instancias, recursos, gestiones de Jas pro- 
pias familias, ó influencias particulares se 
promueven por individuos del ejército. 

EJ Ministro que suscribe no lia podido 
menos de fijar su atención en un mal cuyo 
origen y consecuencias son altamente perju- 
diciales. 

Aquellas pretensiones presentadas en di- 
ferentes formas, ó tienen por objeto conse- 
guir ascensos , revelando una impaciente am- 
bición, ó pasar á destinos determinados, ó 
bien obtener otras ventajas, fallando de es- 
ta manera á los preceptos de la ordenanza y 
á la satisfacción que lodo militar debe demos- 
trar siempre en el empleo que sirve y en el 
puesto que ocupa. 

Si en unos casos merecen dicha califica- 
ción, en otros manifiestan por parte de los 
interesados una inconveniente desconfianza 
respecto de la rectitud y probidad de sus 
respectivos superiores , y aun del Gobierno 
mismo, al buscar medios de asegurar el fa- 
vorable resultado de sus aspiraciones, del 
cual no deben dudar sí estas son justas, y 
que en otro caso no han debido en manera 
alguna gestionar; y adquieren aun un carác- 
ter de mayor trascendencia cuando tales pre- 
tensiones, faltando á lo terminante y repeti- 
damente mandado, se promueven separándose 
del conducto de los jefes naturales , verdade- 
ros apreciadores dei mérito de cada individuo 
ó valiéndose de relaciones de familia ó afec- 
ciones particulares , proponiéndose sin duda 
suplir con estos medios lo que al interesado 
ó al objeto de su súplica falta de mérito y do 
justicia. 

Los que así obran olvidan el cumplimien- 
to de las ordenanzas del ejército que , en 
las órdenes generales para oficiales , con- 
signan que la única certificación que estos 
apreciarán es la pública notoriedad y el con- 
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cepto cíe sus jefes y generales; faltan á lo ) otra parte 


mandado en diferentes soberanas resolucio- 
nes, y se hacen dignos de corrección v cas- 
tigo. 

Largo seria citar aqni todas las disposi- 
ciones que desdo íiues del siglo pasado se 
lian dictado sobre el particular; todas ellas 
h nn tenido y tienen por objeto prohibir el 
urso de las solicitudes que no se hallen 
firmadas por los mismos interesados, v cj u e 
no sean dirijidas por conducto de los jefes 
naturales, únicos agentes legales, y délos 
cuales solo les es permitido repararse cuan- 
do hayan de acudir en queja contra ellos y 
evitar que se valgan de sus parientes ó de 
otras personas para presentar ó dirigir sus 
súplicas, prohibiendo y castigando él que 
las mujeres ú otros allegados ""vengan á la 
corte para agitar y procurar el logró de ven- 
tajas para sus interesados. 

Todo está previsto en las referidas resolu- 
ciones, y sin embargo su falta de observan- 
cia, á pesar de la continuada reproducción 
de aquellas , viene á demostrar que el mal 
está muy arraigado. 

El Ministro que suscribo, convencido do 
su gravedad, se propone acudir á su eficaz 
remedio: preciso es, Señora, que las aspira- 
ciones de los individuos del ejército se li- 
miten de una vez á lo que permiten los res- 
pectivos reglamentos: preciso es que con 
decidida intención se deje sin curso toda 
solicitud que no reconozca un objeto sobre el 
cual esté autorizado acudir á la superioridad: 
preciso es que en estos casos determinados 
se exija y sea condición indispensable el curso 
por cí conducto regular ; y preciso es tam- 
bién que en adelante se rechacen en todos 
los casos los medios extra-oficiales de dirigir 
y gestionar las instancias 6 pretensiones, 
cualquiera que sea la procedencia que reco- 
nozcan , ya se trate de la familia , de la amis- 
tad ó de otra influencia particular. 

De esta manera se evitará la perturbación 
que en ia disciplina tiene necesariamente que 
producir la no justificada tolerancia respecto 
de aspiraciones y pretensiones inconvenien- 
tes y contrarias al espíritu militar que res: ' 
ta en todos los principios consignados en las t 
sabias Ordenanzas de! ejército: los centros 
de la Administración militar se desahogarán ! 
de numerosos asuntos cuya tramitación roba, \ 
con perjuicio del buen servicio del Estado, 
un tiempo precioso; y los individuos de! 
ejército, comprendiendo que el servicio en 
las filas del mismo es el mas preferente y 
distinguido, dejarán de buscar influencias 
para lograr destinos en las oficinas y depen- 
dencias del ramo de Guerra, cargos que por 
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_ exigen una especia) idoneidad 
para su buen desempeño: y condiciones de 
aptitud que no todos renncu y que el Go- 
bierno es el llamado á procurarlas al eletrir 
el personal para tales puestos. 

Fundado en las consideraciones que nre- 
ceden, el Ministro que suscribe Lene el ho- 
nor de someter á la aprobación de Y M el 
adjunto proyecto de decreto.— Madrid' tV de 
lebrero de 13G7.— Señora: — A. L. ¡i ]> de 
Y. M.— El duque de Valencia. 

reai. DKCRJiTO. 

Conlormándome con lo propuesto por mi 
Ministro de la Guerra. 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Gumía terminantemente 
prohibido que los jefes militares y autori- 
dades dependientes del ramo de Guerra ad- 
mitan ni den curso á solicitud alguna de 
sus subordinados, cualquiera que sea el 
concepto en que la presenten, siempre que 
no se refiera á asuntos respecto de Jos cua- 
les esté autorizado el acudir á ¡a superio- 
ridad. 

Art. 2.° Se dejarán sin curso y no pro- 
ducirán efecto alguno Jas solicitudes de in- 
dividuos del ejército que se reciban en el 
Ministerio de la Guerra y en los centros di- 
rectivos militares fuera del conducto de los 
jefes naturales, exceptuándose únicamente 
los casos previstos en el art. j.°, tit. 17. tra- 
tado 2. a de las Ordenanzas generales, que 
permite el recurso al que se considere agra- 
viado de su superior. 

Art. 3.° En los demás cosos no com- 
prendidos en la indicada excepción, lodo in- 
dividuo que dirija ó presente una instancia 
hiera del eond mito regular será considerado 
como infractor de las prevenciones conteni- 
dos en el p’íorido art. í. Lí tí t. XAH, in fado 
2.° de iris Ordenanzas, y en tal concepto se 
le aplicará e! correctivo o castigo que, según 
las circunstancias de cada caso y anteceden- 
tes personales del interesado, se considere 
oportuno. 

Art. 4.° En el Ministerio de la Guerra y 
en los centros directivos militares se deja- 
rán sin corso v no producirán electo alguno 
las solicitudes en que jas familias ó jrerso- 
nas extrañas á las mismas pidan grata as, 
deMinos u otras ventajas para los intere- 
sados. . , 

Art. 5.° Las pretcnsiones presentarlas en 
otra forma por medio de recomendaciones 
para obtener gracias, destinos deiennmados 
ú oíros beneficios, apelando al fi.vor >¡e pm- 
soirm influvenles, serán nulas; y no solo no 
tendrán uso ni efecto alguno, sino que su 
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existencia en los expedientes personales 
constituirá una nota poco favorable para el 
oficial que, no confiando en su propio con- 
cepto, acude á tales recursos. — Dado en Pa- 
lacio á 13 de febrero de 1867.— Está rubri- 
cado de la real mano. — El Ministro de la 
Guerra, Ramón María Narvaez. — (Gac. 14 
febrero.) 

R. D. de 23 abril de i 867. 

Aboliendo la clase fie cadetes eft el ejército: Creando 
academias de soldados alumnos aspirantes á oficía- 
les, en las anuas de infantería, caballería, arti- 
llería, listado mayor é ingenieros. 

(Cucubá. ) «Conformándome con lo pro- 
puesto por el Ministro de la Guerra, y de 
acuerdo con el parecer de mi Consejo de 
Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Queda abolida la clase de 
cadetes en el ejército para cuando se extin- 
gan los que actualmente existen filiados en 
los cuerpos y colegio de infantería, como 
asimismo los de los que se hallen en Jos de 
¡u'lilleríav caballería y los que ingresen en 
el próximo semestre en estos dos últimos 
establecimientos. 

Art. 2.° Las armas de infantería, caba- 
llería y artillería y los cuerpos de Estado 
mayor y de ingenieros tendrán cada uno su 
academia, donde recibirán la instrucción De- 
cesaría los aspirantes á oficiales de las refe- 
ridas armas ó institutos. Se denominarán 
soldados alumnos los individuos que ingresen 
en las expresadas academias, las que depen- 
derán de los directores generales respectivos. 

Art. 3. u En todas las armas c institutos 
se adoptará la denominación de alférez, que- 
dando suprimida la de subteniente. 

Art. 4." El ingreso en las academias será 
por oposición, y anualmente se publicaran 
las convocatorias para los concursos de exá- 
menes de los aspirantes á entrada, con el 
programa de materias y señalamiento del 
número máximo que podrá admitirse, calcu- 
lado por las vacantes probables ó las nece- 
sidades de cada arma. 

Art. 5.° El examen de ingreso para las 
academias de infantería y caballería, com- 
prenderá por lo menos Jas materias siguien- 
tes: Gramática castellana, traducción de 
francés, Geografía, compendio de la Historia 
de España, Aritmética, Algebra hasta la re- 
solución de las ecuaciones de primero y se- 
gundo grado con una sola incógnita, y Geo- 
metría plana. 

Art. 6.° La edad mínima de los aspiran- 
tes para todas las academias será la de diez 
y seis años cumplidos, y la máxima que no 


pase de veinte y tres. La aptitud física con 
arreglo á la ley de reemplazos, y la estatura 
proporcionada, para la de caballería se exi- 
girá la marcada en Ja citada ley. 

Art. 7.° Los directores generales de las 
armas y cuerpos dispondrán la filiación como 
soldados alumnos en sus academias respec- 
tivas de los que resulten aprobados en los 
exámenes de entrada y que por sus censu- 
ras tengan derecho á ingresar cubriendo 
vacante, y remitirán las relaciones de los 
agraciados al Ministerio de la Guerra. 

Art. 8 0 Los soldados alumnos de las 
academias militares no disfrutarán haber; 
siendo de cuenta de sus familias la subsis- 
tencia, hospedaje, vestuario y libros con 
sujeción á ios reglamentos; únicamente se 
les facilitará por los establecimientos el ar- 
mamento correaje y municiones. 

Art.. 9.° Por el presupuesto de la Guerra 
so abonarán para asistencias de los alumnos 
que reúnan las circunstancias que marquen 
los respectivos reglamentos, y especialmente 
para los que sean huérfanos de militares 
muertos en campaña, 30 pensiones de á 8 
reales diarios á la academia de infantería, -12 
á la de caballería, 8 á la de artillería, cuatro 
á la de Estado mayor y cuatro á la de inge- 
nieros. De la misma manera se auxiliará á los 
hijos de generales con pensiones de 3 reales 
diarios; á los de brigadieres y jefes con las 
de 4; á los de capitanes y subalternos con 
las de 5. El número de estas pensiones será 
respectivamente 16 de las primeras, 32 de 
las segundas y 48 de las terceras para infan- 
tería; 6, 42 y 18 para caballería: 4, 8 y 42 
para artillería; 2, 4 y 6 para los de Estado 
mayor ó ingenieros; y se adjudicarán dentro 
de las respectivas clases por preferencia de 
censuras en el examen de entrada. 

Art. 40. Se dividirá en cursos anuales la 
série de estudios teóricos y prácticos de las 
academias. Al terminar el segundo año los 
soldados alumnos aprobados de las de infan- 
tería y caballería, pasarán á practicar por el 
término de seis meses á sus respectivas ar- 
mas, ascendiendo al empleo de alférez al 
concluir este plazo. 

Art. 41. Los que pertenezcan á las aca- 
demias de Estado mayor, artillería c inge- 
nieros al terminar el segundo año ascende- 
rán á alféreces alumnos, disfrutando el suel- 
do de tales hasta que terminen con aprove- 
chamiento los demás cursos de estudio que 
sean requeridos; entonces ascenderán á te- 
nientes los que tengan vacantes reglamenta- 
rias en sus respectivos Cuerpos, continuando 
los restantes desempeñando el servicio de 
armas con sus empleos de alféreces hasta 
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oue tengan vacantes del empleo superior 
para el que deba ascender. 

Art. 12. Los alféreces alumnos de las 
Academias facultativas que no pudieran con- 
tinuar sus estudios por circunstancias espe- 
ciales independientes de su voluntad y re- 
unan buenas notas de concepto, se les reco- 
mendará para que sean empleados en desti- 
nos civiles á íin de que puedan aprovechar 
los estudios que hayan cursado. 

Art. 13. El profesorado de las Acade- 
mias militares no se compondrá exclusiva- 
mente de joles y oficiales de las propias ar- 
mas, sino que se podrá destinar para des- 
empeñar alguna de las clases á los proce- 
dentes de otros cuerpos en que aquellas 
asignaturas forman parte de su especiali- 
dad; asimismo podrán nombrarse retirados 
ó paisanos para las clases accesorias, siem- 
pre que las obtengan por oposición. 

Art. 14. La asiduidad y mérito adquiri- 
do en la enseñanza por los profesores será 
recompensado con la cruz del Mérito militar 
al concluir el primer plazo de cuatro años, 
y á los siete obtendrán el sueldo del empleo 
superior; podrán continuar desempeñando 
su cargo por tiempo ilimitado, pero sin op- 
ción á nueva recompensa, y siempre que 
, por su empleo militar sean compatibles den- 
| tro de la plantilla fijada por reglamento. Los I 
que se hallaban destinados á este servicio 
con anterioridad al real decreto de 30 de ju- 
lio último conservarán el derecho que les 
reservaba el art. i 3. 

Art. lo. Para l.° de julio de 1868 que- 
dará constituida la Academia de caballería, 
y refundida en una sola la de aplicación y 
colegio de artillería; la de infantería no se , 
establecerá hasta que se baya extinguido el : 
excedente de alféreces en el arma, y las de 
Estado mayor é ingenieros continuarán en su 
actual situación con las alteraciones que 
quedan expresadas. 

Art. 16. El Ministro de la Guerra dará 
las disposiciones y publicará los reglamentos 
necesarios para llevar á efecto las disposicio- 
nes de este Real decreto.- — Dado en Palacio á 
23 de abril de 1867.— Está rubricado de la 
real mano.—- El Ministro de la Guerra, Ra- 
món María Narvaez.v — (Gac. 24 abril.) 

Ley de 29 mayo de 1868 . 

Es la de presupuestos para el año oroLÓmico do iSOS 
leiit). cuyos artículos 7.° al II direuasí: 

Art. 7.° La fuerza permanente del ejér- 
cito durante el ejercicio del presupuesto de 
1868 á 69 será de 80.060 hombres. 

Art. 8.° Las fuerzas navales para las 
atenciones generales del servicio del Estado, 


cuyo sostenimiento corresponde al presu- 
puesto de la Península, serán las que sé ex- 
presan en la relación adjunta señalada con 
el nurn. 1 0 

Art. 9. , Las destinadas al resguardo ma- 
rítimo y á celar el respeto é inviolabilidad 
uei mar territorial en las costas de la Penín- 
sula é islas adyacentes, serán las que fíjala 
adjunta relación señalada con el uúm 2.° 

Art. 40. Para la dotación de los buques 
expresados en ambas relaciones y el servicio 
de los departamentos y arsenales de la Pe- 
nínsula se fijan: 5.760 marineros, 3.430 sol- 
dados de infantería de Marina y 566 guardias 
de arsenales. 

Art. 11, Las fuerzas navales que se con- 
sidera necesario aumentar á las comprendi- 
das en el presupuesto de la Península cor- 
responde al año económico de 1868 á 69 en 
el caso de continuar la guerra con las repú- 
blicas del Pacífico, son las siguientes: una 
fragata blindada de 434 cañones y 1000 ca- 
ballos, armarla por doce meses, otra fragata 
blindada de 21 cañones y 800 caballos, ar- 
mada por doce meses. 

Conocidas ya las disposiciones mas 
importantes que recientemente se han 
dictado sobre la organización del ejérci- 
lo, y siéndonos imposible trascribir aquí 
todas las demás que rigen sobre esta 
vasta materia, vamos á reseñar sucinta- 
mente lo que son las distintas armas, te- 
niendo entendido que todas ellas por re- 
gla general, constan de regimientos, á 
cargo cada uno de un coronel; que los 
regimientos se dividen en batallones, 
mandados estos por sus comandantes 
respectivos, y que los batallones se com- 
ponen de seis ó mas compañías al man- 
do de un capitón, habiendo además en 
estas dos tenientes, un alférez, un sar- 
gento primero, dos segundos, cuatro ca- 
bos primeros y cuatro segundos. Cada 
batallón, tiene también su capellán y su 
ayudante médico. 

El capellán es el clérigo que ejerce la 
cura de almas, ó el verdadero párroco 
del cuerpo, por lo que lleva sus libros de 
bautizados, casados y difuntos; aunque 
deberá quedaren la parroquia donde se 
haya celebrado el sacramento el respec- 
tivo asiento según los arts. 8.° y 11, tí- 
tulo XXÍll de la Ordenanza general del 
ejército. Hé aquí la reseña de las dis- 
tintas armas ó institutos. 
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Cuerpo de guardias alabarderos. 

Fué croa do el año 1707, y desde esta fe- 
cha ha tenido diversas formas. Su última 
organización se hizo por R. I), de 2o de 
agosto de 1854, y por su reglamento de 
22 de junio de 1858. Ha sido suprimido 
por decreto del Gobierno provisional de 
12 de octubre de 1868. Constó de dos 
compañías de 120 alabarderos cada una. 

Infantería. 

La infantería del ejército de la Penín- 
sula está organizada principalmente por 
los lds. Ds. de 20 de octubre de 1856 y 
por el de 24 de enero de 1867. 

Consto de 40 regimientos, de 20 ba- 
tallones mas de cazadores, y del regi- 
miento Fijo de Ceuta que se considera 
como cuerpo de disciplina. Los 40 regi- 
mientos se componen de dos batallones 
de seis compañías cada uno, con la fuer- 
za reglamentaria del regimiento, y de 
otro tercer batallón con el cuadro de je- 
fes y oficiales en tiempo de paz. Los 20 
batallones de cazadores constan de ocho 
compañías é igual número tienen los 
tres batallones del Fijo de Ceuta. 

El mando de cada regimiento esleí, á 
cargo de un coronel y hay además un 
teniente coronel. Cada batallen está 
mandado por un comandante y tiene 
además un ayudante; para cada compa- 
ñía, hay, según ya hemos iudicado, un 
capitán, dos tenientes, un alférez, un 
sargento primero, dos segundos, cuatro 
cabos primeros y cuatro segundos. Cada 
batallón tiene ocho cornetas y su banda 
de tambores con su cabo y un tambor 
mayor. 

Artillería. 

Antiguamente, por los años de 1407 
en el reinado de D. Juan II, siempreque 
ocurría hacer uso de la artillería se for- 
maba este Cuerpo sacando de los de las 
otras armas los que se consideraban mas 
á propósito para su servicio, volviendo 
á ellas ó á sus casas después de conclui- 
da la empresa. 

Desde 1475, reinando los Reyes Cató- 
licos, fué Cuerpo permanente, y desde 


tiempo de Carlos I en 1551 se encontró 
compuesto de un Estado mayor de ofi- 
ciales y compañías ó destacamentos suel- 
tos en mayor ó menor número, hasta 
que Felipe V, por su ordenanza de 2 de 
mayo de 1710, le reunió en un regi- 
miento de tres batallones con doce com- 
pañías cada uno, que tituló regimiento 
real de artillería de España , clasificando 
la tropa de algunas compañías en arti- 
lleros , bomberos y obreros, todas con 
sus respectivos oficíales; una plana ma- 
yor del regimiento y además cierto nú- 
mero de oficiales sueltos para el servicio 
de los ejércitos y plazas, declarando in- 
memorial la antigüedad del Cuerpo por 
Rea! orden de 28 de noviembre de 1728. 

Después ha tenido varias alteraciones 
y formas, constando actualmente en la 
Península é Islas adyacentes de un di- 
rector , inspector y coronel general , cin- 
co mariscales de campo , doce brigadie- 
res, treinta y cinco coroneles, cuarenta 
y siete tenientes coroneles, cuarenta co- 
mandantes , ciento cuarenta y nueve ca- 
pitanes y doscientos siete tenientes, to- 
dos facultativos. 

La fuerza de tropa consiste en cuatro 
regimientos de artillería á pié, una com- 
pañía de obreros y cuatro secciones de 
los mismos, un regimiento de montaña, 
cinco montados, y un escuadrón de re- 
monta. 

Hay en el Colegio establecido en Sego- 
via , una brigada de subtenientes alum- 
nos y cadetes. La Academia de alumnos 
se halla en Madrid. 

El uniforme del Cuerpo se compone 
de morrión, casaca de paño azul turquí 
con solapa del mismo color, cuello, 
vueltas y vivos encarnados; boton dora- 
do, y bombas en el cuello y faldones; 
pantalón azul turquí con franja encarna- 
da ; y para diario levita ó capote del mis- 
mo color azul turquí , con bombas en el 
cuello. La oficialidad usa sombrero el 
galón de oro , franja también de oro en 
el pantalón de gala , espada ceñida ó sa- 
ble de puño dorado con vaina de hierro. 

Eí Cuerpo de artillería tiene un Juz- 
gado superior privativo que consta de un 
asesor general y un fiscal, y además en 
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cada una de las Comandancias generales, 
Subinspecciones de la Península y Ultra- 
mar, hay un Juzgado subalterno, com 
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mayo de 1865, circular de 14 de agosto 
de 1866. c 

- , ■ f -11 ¿« ¡ • Pom pone esta arma de una Direc- 

puesto de un jebe superior del Cuerpo f cion general, un Colegio y Escuela ve- 
nera! existente en Valiadolid; diez y odio 
regimientos, organizados en cinco escua- 


con un asesor y un abogado fiscal 
Ingenieros. 


El Cuerpo de ingenieros fue creado 
en 24 de abril de 1711. está á cargo de 
un ingeniero general ; consta d 


u6 once 

directores subinspectores, los tres mas 
antiguos mariscales de campo , y los ocho 
restantes brigadieres; de diez y nueve 
coroneles; diez y nueve tenientes coro- 
neles; veintiún comandantes; setenta 
capitanes y setenta tenientes. Hay ade- 
más un número proporcionado de Sub- 
tenientes alumnos en la Academia espe- 
cial del Cuerpo. 

Regimientos de ingenieros. Hay dos i < s !-' d ÜÍJ - , 

i, i„ r . ... . j _ i J , : Dirección general del arma. 


drenes, de los cuales los dos primeros 
regimientos pertenecen al Instituto de 
coraceros; dos al de carabineros, ocho 
al de lanceros, cuatro al de cazadores y 
dos al de húsares. Existen además un 
escuadrón de cazadores de Galicia eun la 
fuerza de 120 hombres y 100 caballos, v 
otro de Mallorca con 85 hombres y OÍ) 
caballos* y tres escuadrones para el ser- 
vicio peculiar de las remontas con 138 
hombres y 40 caballos. 

Por R. 0. de 2 de julio de 1865 se 
suprimió la Sululireccion de remontas y 


cria caballar, incorporándose esta á ia 


y gozan de la misma antigüedad que el \ 

Cuerpo de ingenieros, ai que pertenecen 
en general sus jefes y oficiales, si bien 
en el dia, á causa de la escasez de te- 
nientes, hay un determinado número 
de subalternos agregados del arma de 
infantería. 

Cada uno de los dos regimientos cons- 

ta de dos batallones , y estos de seis com- \ j^rg míe otos de húsares llevan raor- 


El uniforme de la caballería es: los 
regimientos de coraceros y de lanceros 
levita azul turquí y pantalón graneé, lle- 
vando los primeros casco y coraza, y les 
segundos morricn-ros de fieltro blandí. 
Los regimientos de cazadores usan el 
mismo morrion-ros que los lanceros, 
dormán azul celeste y pantalón granee. 


partías, numeradas desde primera hasta i 
sexta, formando parte de cada una diez 
y ocho obreros, y además un sargento, 
un cabo y ocho zapadores primeros , des- 
tinados al servicio del tren ; existiendo 
también en cada regimiento una com- 
pañía de depósito. 

Juzgados de ingenieros. Tiene el 
Cuerpo de ingenieros un Juzgado priva- 
tivo compuesto de un asesor y su fiscal, 
y en cada una de las Direcciones, Su- 
binspecciones de la Península é islas ad- 
yacentes, hay un Juzgado subalterno, 
compuesto de nn jefe superior del Cuer- 
po con su asesor y su abogado fisca;. 

Caballería. 


La organización de la caballería del 
ejército se rige por el decreto de 9 ue 

" ím!}rc de 1851, por la R. 0. d^K) j de lg * 7> Su “ instituto es porsc 


rion, pelliza y pantalón, variando id co- 
' lor de estas prendas para cada Cuerpo. 

| Todos los regimientos del arma usan 
además capote de paño gris celeste. 

Carabineros del Reino. 

Nos remitimos en todo lo relativo al 
Cuerpo de carabineros del Reino al ar- 
tículo Carabineros, t. 3.°, p. 25. 

Guardia civil. 

Fue creado este Cuerpo por real de- 
creto de 13 do abril de 1844. \ • Guar- 

dia civil. 

Escuadras de Cataluña. 

Fué creado este Cuerpo en virtud de 
real orden de 2! de abril de 1719, y 
reglamentado con fuero militar y depon- 
del Capitán general por otra de O 


üe juma de 1855, el_B. 1). . de 15 £ ■>£ ; ;; a¡ g- allK!cJlores . Uniforme de paño 
vicmbre del mismo ano, laR. U. ue o ue . 
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azul turquí y vueltas encarnadas; boton 
de metal blanco con la inscripción Es- 
cuadras de Cataluña , y el escudo de las 
armas del Principado bordado á los dos 
lados del collarín. Se compone este 
Cuerpo de catorce cabos, oficiales de 
ejercito, y doscientos cincuenta y dos 
mozos, distribuidos en los catorce cor- 
regimientos de que consta el Principado. 

§ Vi . — Administración militar. 

Del Cuerpo de administración militar 
fiemos tratado ya en el t. IV, p. 932, á 
donde nos remitimos. Diremos aquí sin 
embargo, que hay oficinas centrales de 
la Administración que las constituyen 
la Dirección v la Intervención general, 
las Secciones de Coritablidad que son 
una de ajustes de cuerpos, servicios ad- 
ministrativos y material del ejército; 
otra de ajustes de clases, reenganches 
cumplidos y cuentas atrasadas; y otra, 
tercera, de teneduría y contabilidad ge- 
neral. El Cuerpo administrativoya hemos 
dicho en el lugar citado las clases que 
le componen, que son 4 intendentes, de 
ejército, 7 de d:VÍsion, 12 subintenden- 
tes, 29 comisarios de guerra de primera 
clase, 80 de segunda, y de los oficiales 
primeros, segundos y terceros que son 
necesarios para las oficinas establecidas 
en los once distritos militares, y para el 
servicio dolos ramos, provisiones, uten- 
silios, hospitales y materiales de artille- 
ría, ingenieros, y trasportes del ejér- 
cito. 

§ VIL — Sanidad militar, 

El Cuerpo de sanidad militar se reor- 
ganizó por el reglamento de 12 de abril 
de 18o5. El mando superior, régimen y 
gobierno de este Cuerpo se halla á cargo 
de un director general, y hay además 
uní subinspector médico, dos médicos 
mayores y otros ayudantes y auxiliares. 

Eí ingreso en el Cuerpo es por oposi- 
ción pública^ y ei cuadro facultativo de 
planta fija ó efectivo le forman en la fa- 
cultad médica las siguientes clases. 

El director genera!. 

2 inspectores. 

6 subinspectores de primera clase. 


8 id. de segunda. * 

lo médicos mayores. 

66 primeros médicos. 

99 primeros ayudantes. 

72 segundos ayudantes. 

Y 12 módicos de entrada. 

Este personal está distribuido en los 
establecimientos colegios militares, y 
Cuerpos del ¡ejército de la Península é 
Islas adyacentes. 

De la facultad de farmacia un inspec- 
tor; un subinspector de segunda clase; 
dos farmacéuticos mayores; cuatro pri- 
meros; ocho primeros ayudantes, veinte 
segundos, y cuatro farmacéuticos de 
entrada. 

En circunstancias extraordinarias se 
aumenta este personal con profesores 
auxiliaros. 

Se destinan además para el servicio 
de las posesiones de Ultramar dos sub- 
inspectores de primera clase y uno de 
segunda, y los médicos mayores, prime- 
ros médicos y primeros ayudantes ne- 
cesarios para el servicio de los hospita- 
les y regimientos de aquellos dominios. 

§ VIH. — Vicariato castrense. 

Hablaremos de este asunto en su res- 
pectivo artículo de este Diccionario á 
donde nos remitimos. Consultar también 
Capellanes de ejército: Jurisdicción 
castrense: Parroquia. 

§ IX . — Justicia militar. 

También de este asunto trataremos en 
Juzgados y Jurisdicción militar, y pue- 
den así mismo consultarse los artículos 
Auditor de guerra: Carrera Jurídico 
militar etc.: Indicaremos aquí única- 
mente que la jurisdicción militar se ejer- 
ce por el Tribunal Supremo de Guerra 
y Marina , y por los auditores en los 
distritos de las Capitanías generales y 
de los departamentos marítimos y apos- 
taderos. 

El Tribunal Supremo de Guerra y Ma- 
rina se compone de dos Salas, una de 
generales y otra de togados; habiendo 
para cada una un fiscal de la clase militar 
en la primera, y letrado en la segunda, 
con los respectivos ayudantes y abogados 
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fiscales, relatores y demás subalternos. 
Trataremos de esto, como ya dejamos 
dicho en Juzgados y Jurisdicción mi- 
litas. 

§ X. — Ejercito de la Isla de Cuba. 

El ejército de la Isla de Cuba tiene á 
su cabeza un Gobernador capitán gene- 
ral, que es á la vez director é inspector 
general de todas las armas é institutos 
Diilitares del distrito, y un segundo ca- 
bo, subinspector de las tropas de infan- 
tería y caballería de la Isla; tiene tam- 
bién dicho ejército su Estado mayor 
compuesto de un brigadier, un coronel, 
dos tenientes coroneles y ocho coman- 
dantes, y los correspondientes Estados 
mayores de las plazas. 

Las armas é institutos del ejército de 
la Isla, son las siguientes; 

Infantería. Según R. 0. de 11 de 
Agosto de 18(55 consta de ocho regimien- 
tos de línea, y cuatro batallones de caza- 
dores. 

Artillería. Este Cuerpo consta de un 
regimiento de á pié, de dos batallones, 
con cinco compañías cada uno y otro de 
montaña con seis compañías de obreros 

en la Habana. 

Ingenieros. Es solo un batallón crea- 
do por R. O. de 15 de setiembre de 1855 
que consta de ocho compañías. 

Caballería. Consta de dos regimien- 
tos de línea, reorganizado el uno en 1850 
y creado el otro en el mismo año. 

Guardia civil. Fue creada en 1854 
y reorganizada por R. O. de l.° de abril 
de 1857; se compone de un batallón y 
dos escuadrones. 

Milicias disciplinadas. Las hay crea- 
das en 1769, que se reorganizaron en 
17 de mayo de 1867 y constan de dos 
batallones; las hay también de color, or- 
ganizadas en 1S55, y últimamente en la 
citada fecha en 1867, y las hay de caba- 
llería creadas en 1769 y reorganizadas 
poc R. 0. de 22 de junio de 1852. 

Administración y Sanidad militar . , 
El ejército de Cuba tiene su Cuerpo ad- 
ministrativo establecido por R. D. de 22 1 
de noviembre de 1859, que consta de un 
intendente, un subintendente, seis co- 


mísanos de guerra y 48 oficiales. Tiene 
igualmente su Cuerpo de Sanidad mili- 
tar compuesto de dos subinspectores 
médicos, 22 médicos mayores y dos far- 
macéuticos. 

Juzgado militar. Hay un auditor de 
guerra y dos fiscales que se denominan 
fiscal l.° y 2.° 5 

§ XL— Ejército de Puerto-Rico. 

El ejército de Puerto-Rico, á cuya 
cabeza hay un gobernador capitán ge- 
neral, director é inspector general de to- 
das las armas é institutos militares del 
distrito y un segundo cabo, consta como 
el de Cuba de su Estado mayor, de cua- 
tro batallones de infantería, de una bri- 
gada de artillería de cuatro baterías de 
á pié y inedia compañía de obreros, de 
una compañía de ingenieros creada por 
R. 0. de 25 de abril de 1864 , de siete 
batallones de milicias disciplinadas de 
infantería, de dos regimientos de caba- 
llería, con sus correspondientes Estados 
mayores de plazas, comandantes milita- 
res de departamento, Juzgado militar 
compuesto de auditor y fiscal y de sus 
correspondientes Cuerpos administrati- 
vos y de sanidad. 

§ XIL — Ejército de las Islas Filipinas. 

A la cabeza del ejército de Filipinas 
hay un Gobernador capitán general, di- 
rector é inspector general de todas las 
armas é institutos militares del mismo, 
y un segundo cabo, subinspector de las 
tropas de infantería y caballería de las 
islas. Consta, como el de Cuba y Puer- 
to-Rico, de su Estado mayor compuesto 
de un coronel, un teniente coronel y 
cuatro comandantes; de infantería, com- 
puesta de cuatro medias brigadas, de 
cuatro regimientos la primera y de dos 
las demás, contituyendo cada regimien- 
to un batallón de seis compañías y ;5Ü 
hombres; de artillería, compuesta de 
una brigada de seis compañías de J pm 
y una de montaña y otra brigada expedi- 
cionaria de dos compañías á pié habiendo 
además una compañía de obreros, de in- 
genieros cuyo personal es un brigadier, 
un coronel, un teniente coronel y cinco 



492 


EJERCITO. 


comandantes con dos compañías de 100 
hombres cada una y de un escuadrón 
de caballería. Tiene el ejército de estas 
islas su correspondiente Juzgado militar, 
su Cuerpo administrativo, compuesto de 
un intendente de división, subintenden- 
te, siete comisarios y veintiséis oficiales 
y su sanidad militar, que ia constituyen 
dos subinspectores médicos, seis médi- 
cos mayores y un farmacéutico mayor. 
Hay un teniente vicario general de las i 
tropas de dichas Islas que es el ilustrísi- 
(ii o señor Arzobispo. 

§ XIII. — Guarnición de las Islas del 
Golfo de Guinea. 

Para la guarnición de estas Islas se 
organizó por R. 0. de 15 de diciembre 
de 1858, la compañía de infantería de 
Fernando Póo, que consta de 130 indi- 
viduos de tropa de color y europea. Hay 
en ellas un gobernador que es brigadier 
de infantería , un comandante de inge- 
nieros y un médico mayor. 

§ XI V. — Ejercito de mar , ó Armada 
naval. 

El ejército de mar ó sean las fuerzas 
navales de la nación, están destinadas [ 
unas á las atenciones generales del ser- 

o 

vicio del Estado, y otras al resguardo ' 
marítimo y á celar el respeto é inviola- I 
vilidad del mar territorial en las costas ! 
de la Península é Islas adyacentes. 

Estas fuerzas las constituyen actual- ; 
mente 134 buques entre fragatas, cor- 
betas, goletas, trasportes, urcas, etc. cu- 
yos buques son algunos de gran fuerza, 
en parte blindados y en parte Je hélice 
sin blindar, como puede verse en las re- 
laciones que acompañan á la ley de 29 
de mayo de 1868, inserta en el apéndi- 
ce I á esta obra, págs. 212 y 213. 

Al mando de estas fuerzas navales está 
destinado e! Cuerpo general de la Ar- 
mada que se divide en escala de servicio 
activo de mar y escala de reserva para 
destinos de tierra. El activo consta de 
un capitán general (boy almirante); seis 
tenientes generales ( vice-almirantcs); 
diez y seis jefes de escuadra (contra- 
almirantes); cincuenta y cuatro capita- 


nes Je navio, setenta y cuatro capitanes 
de fragata; ochenta tenientes de navio 
de primera clase , ciento setenta de se- 
gunda, y un número indeterminado de 
alféreces de navio que va produciendo 
el ascenso á dicha clase de los guardias 
marinas, como resultado de los exámenes 
semestrales á que por reglamento están 
sujetos al curso de cinco años de em- 
barco. 

Para el ingreso en el Cuerpo se halla 
establecido un Colegio naval militar de 
aspirantes de marina , donde los alum- 
nos reciben la instrucción facultativa y 
militar para pasar á la clase de guardias 
marinas, embarcándose desde luego en 
los buques de guerra para continuar su 
aprendizaje. El Cuerpo de guardias ma- 
rinas, íué creado en 1717 para proveer 
á la Armada de oficiales; pero hoy pro- 
ceden de los alumnos del Colegio naval 
indicado. 

Hay en la Armada un Cuerpo de Es- 
tado mayor de artillería organizado por 
real decreto de 6 de mayo de 1857. Hay 
también otro Cuerpo de infantería de 
marina que consta de dos medias briga- 
das, de á dos batallones cada una en 
Cádiz y Ferrol, un batallón en Cartage- 
na y dos compañías indígenas en el 
apostadero de Filipinas. 

También hay otro Cuerpo de guardias 
de arsenales, creado por R. D. de 15 de 
marzo de 1848. Este Cuerpo consta de 
cuatro secciones; la í. a dota al arsenal 
del departamento de Cádiz, la 2. a e! de 
Ferrol, la 3. a el de Cartagena y la 4.“ el 
del apostadero de la Habana. Tiene á su 
cargo este Cuerpo la policía de los arse- 
nales, la seguridad de los intereses que 
se custodian en sus almacenes y de toda 
clase de dep í sitos que se hallen fuera 
de ellos. 

Hay asimismo otro Cuerpo de inge- 
nieros de la armada , creado en 1770, 
suprimido después, y restablecido por 
R. D. de 7 de junio de 1848, en el que 
se refundió el de constructores é hidráu- 
licos por R. D. de 7 de mayo de 1851 
según veremos en Ingenieros de la ar- 
mada. 

El ejército de mar, ó la armada nava 
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tiene también su adminissracion espe- 
cial ó su Cuerpo administrativo, su 
Cuerpo eclesiástico, su Cuerpo jurídico 
y su Cuerpo de sanidad. Del Cuerpo ad- 
ministrativo de la armada y de! de sani- 
dad liemos hablado en el tomo IV, pá- 
gina 933 y 934, y nos remitimos en 
cuanto al jurídico al artículo Jüíusdig- 

CION DE MARINA. 

El Cuerpo eclesiástico le componen el 
vicario general de la armada, el auditor 
general, un secretario del vicario gene- 
ral, tres tenientes del vicario, ó sea uno 
para cada departamento y C6 capella- 
nes, destinados á cubrir el servicio en 
los bajeles, hospital de San Carlos, tro- 
pa y colegio naval. 

V. Arsenal: Autoridad militar: Capi- 
tán: Comandante. Cuerpo jurídico mili- 
tar: Departamento marítimo: División 
territorial: Jurisdicción de marina : Ma- 
trículas de mar: Ministerio de marina: 
Ministerio de la guerra: Puertos y Arse 
nales: Quintas, etc . 
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EJIDO. El campo ó tierra que suele 
haber a la salida de las poblaciones que 
ni se planta ni se labra , y cuyo dominio 
es común á todos los vecinos de cada 
pueblo; demodo que nadie puede apro- 
piárselos exclusivamente , ni ganarlos 
por prescripción, ni edificar en ellos 
(Leyes 9. a , til. XXV III; 7. a , tit. XXIX’ 
y "23, tú. XXXII, Part. 3. a , y 13, tú. IX, 
Pan. 6. a ). 

Otras leyes del tú. XXI, lib. VII de la 
INov. iiec. prohíbela enajenación de los 
ejidos y términos de los pueblos; siendo 
un antiguo principio que ni aun puede 
tener lugar con el consentimiento de los 
Ayuntamientos, como así se reconoce 
en una sentencia del Consejo Real de 23 
de mayo de 1833, i CL. núm. 24 de 
aquel año) que puso término á un recur- 
so entre e! Ayuntamiento de Toledo y 
1). José Safont. — V. Propios: Servidum- 
bres públicas: Términos de los pueblos: 
Bienes públicos: Conservación de fincas 

DEL COMUN: 
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